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INDICACIONES PRELIMINARES 
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El titulo que damos 4 esta obra, justifica suficientemente lo parcos 
«que hemos de ser en explicaciones previas. No caben aqui cuestiones de 
plan ni de método, de Escuelas ni de teorías diversas, pues quedan des- 
cartadas por la índole especial de estos trabajos, que serán variados en 
extremo. Otro es nuestro propósito y distinta la finalidad que perse- 
guimos. 

De un lado, aspiramos á formar una gran colección de verdaderas 
obras maestras que puedan servir de modelo en las diversas ramas del 
Derecho á los Abogados principiantes, no sólo de España, sino también de 
todos los pueblos que hablan la lengua castellana, y tomaron del nuestro 
das primeras manifestaciones de su Dereche 1 constituirse en Estados 
independientes. 

En segundo lugar, servimos á nuestro constante propósito—iniciado 
<on la publicación del Anuario de Legislación Universal—de estrechar 
más cada día los fraternales lazos que deben unirnos con nuestros her- 
manos de América, haciendo que figuren al lado de los nuestros en el 
mismo libro, sus Abogados notables é insignes jurisconsultos, cuyos ex- 
<elentes trabajos habrán de contribuir poderosamente á la ilustración de 
la juventud española, como los de nuestros Letrados eminentes produci - 
rán el mismo resultado respecto de la estudiosa juventud americana. 

En cuanto al contenido de la obra, se reduce, como indica su título, 4 
consignar algunos datos biográficos de los jurisconsultos y Abogados de 
más nota en cada país, insertando 4 continuación el trabajo forense que 
el biografiado nos haya remitido, ó la parte que consideremos más esen- 
ial si aquél es demasiado extenso. 

Aunque estos trabajos habrán de ser de índole predominantemente 
práctica, claro es que en ellos se contendrá tanta y tan buena doctrina 
acerca de las materias sobre que versen, que serán verdaderas é intere- 
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santes monografias de los puntos de Derecho que en ellos se diluciden. 

El procedimiento 6 método que hemos de seguir en esta publicación 
—salvo las alteraciones que circunstaucias independientes de nuestra vo. 
luntad aconsejen 6 impongan—será el siguiente: 

Comenzaremos por los abogados más ilustres del foro español, alter- 
nando con los del foro americano; pero formando secciones distintas en 
cada tomo, de modo que no pueda confundirse el derecho á que se refiere 
el trabajo inserto. l 

Claro está que no es posible incluir en una obra, por voluminosa que 
ésta fuera, ‘sino una parte ínfima de las eminencias jurídicas del período 
contemporáneo; pero no habrán de ofenderse aquellos cuyos trabajos no ~ 
tengan cabida en esta compilación, puesto que sus nombres habrán de figu- 
rar en los resúmenes que haremos al terminar la inserción de los que nos 
remitan de los Colegios que constituyan cada Audiencia territorial en Es- 
paña 6 los de cada nación americana. 3 

Tal es nuestro propósito, para cuya realización impetramos y espe- ` 
ramos obtener el eficaz concurso, en general, de todos los compañeros de 
profesión, y en particular, de los señores Decanos de los. Colegios de 
Abogados españoles y extranjeros, 4 los que oportunamente nos diri- 
giremos. 


Madrid 1.° de Enero de 1897. 
LA REDACCION. 








DON GERMAN GAMAZO 


NOTAS BIOGRAFICAS 


Si fuese nuestro propósito hacer semblanzas de nuestros más notables 
hombres públicos, comenzariamos estas líneas diciendo, que el actual De- 
cano del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid, es una de las figuras mas 
salientes del foro español y un notabilisimo orador parlamentario, no tanto 
por el brillo de su palabra, como por lo claro y metódico de su exposición 
y la solidez de su argumentación acerada; y hariamos resaltar muchos y 
muy característicos rasgos de su vida pública, en las diversas acepciones 
en que esta expresión puede aplicarse. Pero como nuestra tarea es más mo- 
desta, nos limitaremos á consignar algunos datos biográficos de tan emi.- 
nente Abogado é ilustrado jurisconsulto. 

Nació el Sr. Gamazo en Valladolid, en el año 1838. Hizo en su ciudad 
natal casi todos sus estudios, hasta la licenciatura en Derecho, viniendo á 
Madrid en 1861 con objeto de doctorarse en dicha facultad y practicar y 
hacer sus primeros ensayos en algún bufete acreditado, antes de establecerse 
y trabajar por cuenta propia y bajo su responsabilidad exclusiva. | 

En el mismo año de su llegada 4 Madrid, entró como pasante en el des- 
pacho del Sr. Ramos Prieto, y después en los bufetes de D. Rafael Monares 
y de D. Manuel Silvela. Parte por la protección que le dispensaron sus 
maestros, y mucho más por sus propios merecimientos, logró el Sr. Gamazo 
crearse en poco tiempo una posición envidiable, siendo elegido por sus com- 
pañeros para diversos cargos en la Junta de gobierno del Colegio, hasta lle- 
gar al Decanato del mismo, con sobrados merecimientos. 

Su bufete es, tiempo há, uno de los más favorecidos por lo que pudiéra- 
mos llamar la aristocracia de los litigantes, que, atraídos por su reputación 
de hombre peritisimo y de trabajador concienzudo é infatigable, han contri- 
buido por modo eficaz 4 convertirle en un verdadero potentado, en una es- 
pecie de Rotschild de la clase. ; 

En cuanto 4 su carrera política, sólo diremos dos palabras. Elegido Di- 
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putado 4 Cortes en 1871, ha venido constantemente representando alguno 
de los distritos de su provincia; habiendo desempeñado en los periodos de 
mando del partido liberal dinástico en que milita, las carteras de Fomen- 
to, Ultramar y Hacienda, y figurando entre los Ministros más enérgicos y 
de más iniciativas, llevando á cabo importantisimas, aunque no siempre 
suficientes, reformas en los Departamentos cuya suprema dirección se le ha 
cenfiado. , . 

Mas volviendo al aspecto bajo que aqui debemos considerarle, y pare 
dar idea aproximada de su estilo forense y de sus excelentes dotes de Abo- 
gado, vamos á reproducir, al azar, uno de sus trabajos, que, si bien no es: 
de aquellos en que más luce su profundidad científica y doctrinal, da, sin 
embargo, gallarda muestra de otras muchas cualidades envidiables, como- 
la espontaneidad en el discurso, la naturalidad y claridad suma en la ex- 
posición, la corrección en el lenguaje, y esa difícil facilidad con que acomete 
y domina las más árduas cuestiones, sin apelar á sofismas ni á los artificios 
retóricos, menguado recurso de pretenciosas medianlas. 

He aquí el texto literal del trabajo á que nos referimos: 


CONTESTACIÓN al recurso de casación interpuesto por la Excma. Sra, Duquesa 
Viuda de Santoña, contra el laudo dictado por lus amigables componedores en la. 
testameataria del Exemo, Sr. Duque difunto H 


Si la Marquesa de Manzanedo hubiera podido legalmente impugnar por 
escrito el recurso de casación å que estas observaciones se refieren, 6 si, å lo 
menos, los amigables componedores que con su voto han puesto término & 
las innumerables contiendas y á los inmensos gastos que provocó el juicio 
de testamentaria, no hubieran, ajustándose al art. 830 de la ley, prescin- 
dido de alegación, que habrían aumentado los gastos de timbre sin utili- 
dad, no molestaria hoy al Tribunal con la lectura de este breve trabajo. Sir- 
vala, pues, de disculpa esa consideración, único exordio que ha de preceder 
A la refutación de los 


Motivos del recurso. 


Fúndase éste en que los amigables componedores han dictado la senten- 
cia fuera del plazo reñalado en el compromiso, y resuelto puntos no some- 
tidos á su decisión (causa 3.* del art. 1.691 de la ley de Enjuiciamiento). 
Interesa, pues, demostrar que ni el laudo ha sido pronunciado fuera de tér- 


(1) Insertamos este trabajo, no como el mejor del Sr. Gamazo, sino como el más adecuado, 
por su extensión, á la índole de los que nos proponemos publicar. Otros dos nos ha remitido,- 
que sin duda contienen más doctrina; pero de tal extensión, que su reproducción ocuparía Va~ 
rios números de la RevisTa.—(N. de la R.) 
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mino, ni ha resuelto cuestión alguna que expresamente no hubiera sido 
atribuida 4 la jurisdicción de los contadores amigables componedores. 

Otras cosas podrían ser también demostradas, y acaso sea preciso de- 
mostrarlas, si la señora Duquesa de Santoña, saliéndose de los limites que 
al recurso traza el art. 1.691 de la ley, se empeñara en discutir la justicia 
del fallo dictado por la mayoria de los amigables componedores; pero no 
cabiendo en las facultades del Tribunal Supremo rectificar ese fallo, sino 
anularlo en cnanto haya sido dado con incompetencia, fuerza es reservar 
para ante el jurado de la opinión pública los argumentos con que se han 
de hacer evidentes la rectitud y nobles propósitos que 4 los amigables com- 
ponedores han guiado en este asunto. Limitaráse, pues, el presente trabajo 
á demostrar las dos siguientes tesis: primera, el laudo ha sido dictado den- 
tro del plazo que señaló la escritura de compromiso; segunda, los amiga- 
bles componedores no han resuelto punto alguno que no estuviera someti- 
do 4 su decisión. 


PRIMER MOTIVO DEL RECURSO.— Descansa en el art. 800 de la ley de En- 
juiciamiento civil y en las sentencias de 4 de Febrero de 1884, 28 de Mar- 
zo de 1877 y 17 de Marzo de 1888, de cuyas declaraciones y el tenor de los 
artículos 2.9 y 3.9 de la ley Hipotecaria, se pretende deducir que ha sido 
infringida la cláusula de la escritura de compromiso en donde se señaló el 
plazo de que disponían los amigables componedores. 

La tesis que oponemos á este motivo resultará demostrada mediante la 
sencilla narración de los hechos que con ella se enlazan. 

La escritura de compromiso, otorgada el 25 de Enero de 1890 entre las 
señoras Duquesa viuda de Santoña y Marquesa de Manzanedo ante el Nota- 
rio de esta Corte D. José Gonzalo de las Casas para poner término á las con- 
tiendas judiciales que durante ocho años y medio hablan sostenido, dijo en 
la primera de sus bases ó cláusulas : que «la señora Duquesa nombraba por 
su parte al Excmo. Sr. D. Eugenio Montero Rios; la señora Marquesa al 
Sr. D. Germán Gamazo, y las dos, de común acuerdo, al Sr. D. Gumersin- 
do Azcárate, para que en concepto de contadores y amigables componedores los 
dos primeros, y de tercero en discordia el último, procedieran á practicar las 
operaciones lestamentartas del finado Sr. Duque de Santoña hasta dejar ultima- 
das las adjudicaciones é hijuelas correspondientes». La base 4.* confirmó el 
propósito de las señoras otorgantes en los siguientes términos: «Los Exce- 
> lentisimos Sree. D. Eugenio Montero Ríos y D. German Gamazo y Calvo 
> cumplirán su encargo; y si no llegaren 4 discordar, ultimarán las opera: 
» ciones testamentarias, á punto de hacerlas inscribir en los Registros de la 
» propiedad, en el término de ocho meses, á contar desde la fecha de esta 
> escritura. Si surgiere entre ellos discordia, intervendrá para dirimirla, 
» por mayoría de votos, el contador dirimente, también nombrado en la 
» cláusula anterior, y se prorrogará el plazo de ocho meses hasta once.» 

No hay que decir, pues el recurso también lo reconoce, que, según la 
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cláusula 7.8 de esa escritura, los ocho y los once meses mencionados en 
la 4.2 se prorrogarian por tanto tiempo cuanto el Tribunal Supremo tarda- 
ra más de cuatro meses en fallar los recursos pendientes; pero interesa re- 
cordar que habiendo surgido discordia entre los amigables componedores 
de cada parte, y requeridose al tercero en 7 de Abril del presente año para 
que concurriera á dirimirla en el término marcado en la cuarta condición 
de la escritura de compromiso, se otorgó en 26 de Junio, esto es, once días 
antes de que expirara el plazo señalado á los amigables componedores, la 
escritura de prórroga presentada con el recurso, en la cual se dijo que las 
partes habían conferenciado sobre la conveniencia de prorrogar el plazo para 
resolver las cuestiones pendientes relativas á la testamentarta del Excmo. Sr. Du- 
que de Santoña; y á fin de que desahogadamente pudieran llevarse á cabo 
las referidas operaciones, de mutuo acuerdo otorgaban la prórroga en los 
términos d>? la siguiente cláusula: El plazo fijado en la escritura de 25 de 
Enero de 1890 á los amigables componedores y al tercero en caso de discordia 
para resolver las cuestiones pendientes y practicar las operaciones testamentarias 
del finado Excmo. Sr. D. Juan Manuel Manzanedo y González, Duque de San- 
toña, queda prorrogado hasta el día 7 de Septiembre próximo. 

Ahora bien: ante el mismo Notario D. José Gonzalo de las Casas com- 
parecieron juntos el día 6 de Septiembre los Sres. D. Gumersindo Azcárate, 
D. Germán Gamazo y el Sr. D. Manuel García Prieto, como apoderado de 
D. Eugenio Montero Ríos, separadamente, y protocolaron por actas notaria- 
les el laudo de los primeros y el voto particular del último, los cuales han 
sido presentados con el recurso de la Excma. Sra. Duquesa viuda de San- 
toña: ¿puede en vista de esto dudarse de que el laudo ó fallo de los amiga- 
bles componedores ha sido dictado dentro del término? 

La escritura de prórroga, cuya validez no se discute, dijo que hasta el 7 
de Septiembre podían los amigables componedores resolver las cuestiones 
pendientes y practicar las operaciones testamentarias; el acta notarial del 

día 6 atestigua que en aquella fecha las cuestiones estaban resueltas y las 
operaciones practicadas, de tal modo, que éstas quedaron en poder del No- 
tario, fueron ante él firmadas por los Sres. Azcárate y Gamazo, é inmedia- 
tamente unidas al acta misma. Parece, pues, ocioso discutir sobre este 
punto. i 

Sin duda, por creerlo así la representación de la señora Duquesa intenta 
demostrar que el laudo no tiene aquellas condiciones que en su entender 
habría debido tener. Al efecto, supone que debiendo estar las operaciones 
de testamentaría terminadas 4 punto de hacerlas inscribir en los Registros, y 
no pudiendo dárselas la calidad de inscribibles sino cuando fueran ejecu- 
torias, supuesto que hasta el día 18 de Septiembre no se entregó el testi- 
monio, y hasta veinte dias hábiles después no expiraba el derecho de la 
señora Duquesa para formalizar el presente recurso, el laudo no había 
adquirido el carácter de ejecutoria, con el cual únicamente podía ser ins- 
crito el dia 7 de Septiembre. 
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Hay que reconocer que la representación de la señora Duquesa ha pro- 
cedido en el anterior argumento con moderación excesiva; porque si el sen- 
tido de las palabras á punto de hacerlas inseribir (las operaciones) significara 
que el laudo debería haber adquirido el día 7 de Septiembre los caracteres 
de sentencia ejecutoriada, resultaría que no el 18 de aquel mes, ni siquiera 
el 4de Octubre siguiente, sino que tampoco hoy tendría semejante earác- 
ter; y que para habérsele dado, según el gusto de la señora Duquera, los 
amigables componedores debieron fallar aun antes del 7 de Abril, en que 
fué requerido el contador tercero. Esto es evidente; porque si la amenaza 
de interponer el recurso quita al laudo la calidad que se reputa necesaria, 
el hecho consumado de haberle interpuesto debe ser todavía más.nocivo 
para la virtualidad de la sentencia arbitral; de suerte que no son veinte 
dias los que han de restarse del término, sino seis ó más meses, á voluntad 
del recurrente, el cual, con sólo emplear los medios ordinarios para detener 
la tramitación, ganaría ese tiempo y acaso otro mayor. 

La Sala lo está viendo: á la fecha presente, cerca de cuatro meses des- 
pués de dictado el laudo, todavía no ha resuelto el Tribunal el recurso, aun 
habiendo sido tramitado, á gusto de todos, con excepcional rapidez. No se 
comprende, pues, cómo se ha detenido la señora Duquesa en su argumen- 
. tación. Según ella, el laudo no habría estado dentro de término sino ha- 
biéndole notificado el Notario veinte dias antes del 7 de Septiembre; pero 
esto, en realidad; es poco; porque interpuesto el recurso, no llegarla á ser 
ejecutorio el fallo de los árbitros hasta tres meses después. En este supues- 
to, ¿por qué se prorrogó el plazo á los amigables componedores hasta el 7 
de Septiembre? ¿Qué significó la escritura de 26 de Junio? ¿Qué género de 
bromas se dieron á sí mismas las señoras otorgantes de aquel documento? 

No; el plazo para dictar el laudo nada tiene que ver con la mejor ó peor 
disposición de los interesados á facilitar su cumplimiento: que si de esta 
disposición dependiera la eficacia de las resoluciones arbitrales, el papel de 
los amigables componedores quedaría reducido al de meros corredores de 
transacciones, siendo fácil pronosticar la inutilidad de sus resoluciones 
cuando el interés ó el capricho de una y otra parte no hubieran quedado 
satisfechos. 

Además, en el caso de autos, las palabras de la cláusula 4.8 de la escri- . 
tura de 25 de Enero se explican y completan con las de la cláusula 1.* de 
la misma escritura y la correspondiente de la de prórroga. Si no tuvieran 
esa explicación y cumplimiento, todavía resultarian inútiles para el fin que 
se propone la señora recurrente; porque la obligación de terminar Jas ope- 
raciones testamentarias 4 punto de hacerlas inscribir, se impuso á los seño- 
res Gamazo y Montero Ríos si no llegasen a discordar; de tal suerte, que en 
el caso de discordia y de intervenir para dirimirla el contador tercero, ya 
no se repitió la fórmula del párrafo anterior. 


Pero ¿qué significa en resumen la frase tantas veces subrayada en el 
recurso? 
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Ya lo hemos dicho, y aun mejor que nosotros lo dicen las señoras inte- 
resadas en esta contienda. Cuando nombraron amigables componedores, lo 
hicieron para terminar las operaciones necesarias á fin de que cada una 
entrara en el disfrute de los bienes que la pudiera pertenecer (párrafo prelimi- 
nar á Jas bases de la escritura de 25 de Enero del 90); lo hicieron para que 
los nombrados procedieran á practicar las operaciones testamentarias del 
finado hasta dejar ultimadas las adjudicaciones é hijuelas correspondien- 
tes (cláusula 1.2 de la mirma escritura y 1.* también de la prórroga). Claro 
es que las hijuelas implicaban adjudicaciones, y las adjudicaciones de bie- 
nes inmuebles no quedaban ultimadas sino cuando pudieran servir de base 
para una inscripción en los Registros de Ja propiedad; pero esto no podía 
depender en ningún caso del arbitrio de cualquiera de las dos interesadas, 
sin que el contrato fuese vicioso en su origen, conforme al art. 1.256 del 
Código civil; mucho menos podía entenderse subordinada la eficacia del 
compromiso á la voluntad del que resultase condenado ú obligado por el 
laudo (art. 1.115). 

Las cláusulas de los contratos, dice el art. 1.285 del Código civil, debe- 
rán interpretarse las unas por las otras, atribuyendo á las dudosas el sentido 

“que resulte del conjunto de todas; aparte de esto, sería la más violenta de 
todas las interpretaciones la que condujera á hacer ineficaz la estipulación, 
y no hay duda que lo sería en el presente caso el plazo de tres meses con- 
cedido al amigable componedor tercero, y aun el de ocho que se otorgó á 
los Sres. Montero Rios y Gamazo, si dentro de ellos hubiera de caber el tér- 
mino para interponer el recurso de casación, y el mucho más amplio que se 
necesitaría para tramitarlo y resolverlo. 

Pero ¿qué tiene que ver Ja obra de los árbitros con la ejecución y cum- 
plimiento de su fallo? Entre las cosas curiosas que contiene el recurso, 
figura en lugar muy principal la insinuación de que los Sres. Gamazo y 
Azcárate debieron cuidar por si mismos de la inscripción de las hijuelas y 
adjudicaciones. ¡Como si la función y las facultades jurisdiccionales que 
les atribuyó la escritura no concluyeran, según el artículo que se cita de 
la ley de Enjuiciamiento civil (800), al expirar el término dentro del cual 
debian dictar su fallo, 6 como si, según el art. 837, no correspondiera á los 
Juzgados de primera instancia la misión de ejecutar los laudos arbitrales! 

Háblase en el recurso de la intervención que los Sres. Gamazo y Mon- 
tero Ríos pudieran tener en la escritura de compromiso; pero si en efecto 
la tuvieron, ¿no significa nada á los ojos del recurrente que esos dos seño- 
res, conociendo como deben conocer la responsabilidad que les asigna el 
art. 800 de la ley, concurrieran ante el Notario el mismo día 6 de Septiem- 
bre, y en esa fecha y no antes depositaran sus respectivos fallos? 

En verdad es ocioso discurrir sobre cosas tan evidentes como la presente 
tesis. El motivo ó la causa, única de casación contra el fallo de los amiga- 
bles componedores, es, según los términos de Ja ley, el haber éstos dictado 
su fallo fuera del plazo que señaló el compromiso. La sentencia, su notificación 
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y su ejecución, son cosas perfectamente distinguidas en los arts. 834 y si- 
guientes hasta el 838 de la ley; si, pues, el plazo señalado era el 7 y la sen- 
tencia quedó auténticamente pronunciada el 6, resulta con toda evidencia 
temerario el recurso interpuesto. 


SEGUNDO MOTIVO.—Pretende la señora Duquesa viuda de Santoña que, 
faltando á la equidad y á las leyes, la mayoría de los amigables componedo- 
res han reruelto contra ella las cuestiones de mayor importancia sobre in- 
clusión de bienes, aprecio de los mismos, liquidaciones, adjudicaciones, 
cuentas y otras. Tal es el exordio con que intenta preparar el ánimo del 
Tribunal para que reciba sin protesta ni asombro el recurso que interpone 
contra el fallo que al otorgar la escritura de compromiso se obligó á respe- 
tar como cosa juzgada é inatacable. Mucha confianza debe tener en la cre- 
dulidad del auditorio quien se atreve á tan enorme é inexactas aseveracio- 
nes; porque hallándose minuciosamente explicadas en los supuestos 11 al 17 
de la partición las distintas discordias que habían surgido entre los señores 
Gamazo y Montero Rios, y las resoluciones que sobre cada una pronunció 
el amigable componedor tercero, sólo podria creer lo que dice la señora re- 
currente quien no £e hubiera tomado el pequeño trabajo de hojear los 19 
folios en que aquellos supuestos están contenidos. Allí se puede ver que, 
en punto á inclusiones en el inventario, apenas se ha resuelto cosa distinta 
de lo que pretendía la señora Duquesa y apoyaba su amigable componedor; 
más de 400.000 pesetas gastadas por el matrimonio en construcciones que 
hoy disfruta Ja señora Duquesa; cerca de 500.000 de mejoras hechas en las 
fincas dotales; más de 140.000 invertidas en las arras después de su consti- 
tución; más de 206.000 gastadas en asuntos de la familia Heredia ó en la 
satisfacción de sus necesidades personales, y todos los frutos de la dote, 
arras y bienes adquiridos constante matrimonio por la Duquesa, han de- 
jado de figurar en el inventario gracias á las resoluciones del amigable com- 
ponedor tercero, 4 quien tən injustamente trata la señora Duquesa viuda. 
Cierto que no aparecen estimadas las adiciones al inventario que admite 
entre los números 41 al 49 de su voto particular el Sr. Montero Ríos; pero 
es porque gon completamente nuevas y de ellas no pudieron ocuparse los 
arbitradores, como que hasta la fecha de la reunión á que se refiere el su- 
puesto 17, á nadie se le hablan ocurrido. Verdad es que nadie imaginaria 
que fuesen adicionables al activo de un caudal las deudas del caudal mismo, 
en cuya categoría y no en otra sería preciso colocar las adiciones últimas 
del mencionado voto, las cuales hacen en la mente de la señora Duquesa 
el mismo papel que Jos comparsas en los teatros de pocos medios pecunia- 
rios, pues figuran á un tiempo como adiciones al caudal inventariado, como 
reintegros debidos por dote y arras y como bajas del capital aportado por 
el marido. 

Es sensible, verdaderamente sensible, que no conozcamos el resultado 
Matemático de una operación basada sobre tales procedimientos; porque, 6 
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mucho nos equivocamos, 6 habría de dar por resultado adjudicar 4 la viuda 
6.000.000 de pesetas más de las que constituyen el activo entero de la tes- 
tamentaria. 

Bastaría lo dicho para hacer Ja estimación justa de la sinceridad del 
exordio con que Ja señora recurrente adorna el segundo motivo de su re- 
curso; pero lo mismo que con las adiciones al inventario ha ocurrido con 
las exclusiones, con el reintegro dotal y de arras, con la compatibilidad 6 
incompatibilidad de éstas con el quinto, con la liquidación del capital del 
marido y las bajas que en él deberían hacerse, y, en fin, con casi todas las 
cuestiones planteadas en el curso del juicio arbitral. Recordando que se ha 
descontado del capital del marido la enorme suma de 3.880.000 pesetas, 
cifra redonda, que de los productos de bienes de su exclusiva aportación 
había gastado durante el matrimonio, ya dando pensiones á su hija, ó ya 
en otras cosas que especificamente no constaban en los libros, quedará de- 
mostrado hasta qué punto es, no ya racional, pero ni siquiera verosimil, la 
queja que furmula la señora recurrente contra el fallo del amigable compo- 
nedor tercero. ¡Bien distinta será, seguramente, la opinión que acerca de 
esto tengan los que conozcan la ley 5.8, tit. 4.2, lib. 10 de la Novisima Re- 
copilación, 6 las sentencias de este Tribunal Supremo fechas 12 de Octu- 
bre de 1861 y 15 de Enero de 1883, ú otras cualesquiera de las que han de- 
finido y declarado el poder del marido en la aplicación é inversión de los 
frutos de sus bienes! 

Es cierto que el amigable componedor tercero se resistió á reconocer y 
declarar como crédito dotal el importe de los bienes, muebles, alhajas y 
ropas que aportó la señora Duquesa al contraer matrimonio, y cuya falta. 
no ha notado hasta el momento en que los amigables componedores em- 
prendian su tarea; pero bueno será también decir (ya que el laudo, sin duda 
por respetos humanos que hoy no parecen del todo justificados, lo omitiera) 
cuáles fueron las razones que movieron el ánimo del tercero á desestimar 
esta pretensión inconcebible. Se ha demostrado plenamente que los bienes 
que la Duquesa reclama como comprendidos en la sección segunda de la 
carta de dote fueron embargados á su hijo D. José Heredia en la casa nú- 
meros 15 y 17 de la Concepción Jerónima, y un año antes de la escritura 
de compromiso, habian sido puestos á disposición de aquella señora por 
auto de los Tribunales fecha 4 de Enero de 1889; resulta igualmente acre- 
ditado que antes de promover el juicio voluntario de testamentaria por de- 
función de su marido se apoderó aquella señora, no sólo de su dote, sino de 
sus arras y de cuanto había adquirido constante matrimonio, y pagó á la 
Hacienda el impuesto correspondiente según liquidaciones de 31 de Agosto 
de 1882 y 17 de Octubre de 1883, Ja última de las cuales abarcaba integra- 
mente las 5.948.703 pesetas y 80 céntimos, importe exacto de la dote; re- 
sulta que tres meses y medio después de la muerte del señor Duque, su 
viuda aseguraba en las Sociedades de «La Unión y el Fénix» por 2.273.000 
pesetas, los muebles, ropas, alfombras, cuadros y otros objetos que ahora 
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reclama, como si hubieran desaparecido en vida del señor Duque; resulta, 
en fin, y se acreditó cumplidamente ante los amigables componedores, que 
la señora Duquega, en el tiempo que precedió 4 la formación del inventario, 
había entregado á una conocida negociante en joyas y objetos de arte algu- 
nas alhajas que luego perseguía inútilmente en juicio criminal. Tales son 
los motivos por los cuales el amigable componedor tercero se negó á decla- 
rar reintegrables por el marido las cuantiosas sumas que la misma decla- 
ravie estaba convicta y confesa de haber percibido ya. 

Y basta de consideraciones extrañas á la cuestión del día, aunque in- 
dispensables para refutar la injustificada queja que contra los fallos del 
amigable componedor tercero, aceptados por el Sr. Gamazo, formula la se- 
ñora recurrente. - 

Se ha dicho también que si la Duquesa no renunció sólo porque hubiera 
laudo & las cantidades que no le han sido reeonocidas, es sin duda porque está 
más convencida que la otra parle de la bondad de sus derechos, y no teme que los — 
asuntos de la lestamentaría vuelvan á someterse al conocimiento de los Tribuna- 
les. ¡Qué lo ha de temer! Para ella, el regreso á los Tribunales significa un 
premio de 7 por 100 de administración sobre los productos brutos de un 
caudal ajeno, la libre disposición de todos sus bienes dotales, de arras y de 
adquisiciones á su nombre hechas constante matrimonio; significa una 
pensión de 12.000 duros anuales sobre los bienes aportados por su difunto 
marido; significa la facultad de rendir cuentas de administración que dos 
sentencias de los Tribunales han moderado por excesivas, y que, sin em- 
bargo, los amigables componedores aprueban; significa usufructuar gratui- 
tamente más de quince millones de reales pertenecientes á la testamenta- 
ría; significa, en fin, litigar bajo la dirección de los más inteligentes Letra- 
dos y los más activos Procuradores á expensas del caudal del finado Duque 
de Santoña. ¿Qué perdería, pues, la señora recurrente en reanudar para no 
terminar jamás la interrumpida contienda? Cerca de cinco millones de pe- 
setas en metálico había ella recibido de la herencia de su esposo, según el 
dictamen unánime de Jos tres amigables componedores, cuando se otorgó 
la escritura de compromiso, sin contar los alimentos, el premio de admi- 
nistración, ni las costas devengadas en su defensa. ¿Hay, acaso, negocio 
más lucrativo que un juicio de testamentaria de esta manera usufructuado? 

Natural es, pues, que no sólo no se tema, sino que se desee reanudar el 
procedimiento suspendido en 25 de Enero de 1890. Pero no es menos natu- 
ral quequien desempeñaba el papel de víctima en estas empresas, haya acep- 
tado el sacrificio de cualquier cantidad, por importante que sea, á cambio 
de salvar lo que resta del total desastre que la amenazaba. Lo que sería im- 
posible admitir, sin ofensa de la justicia, es que recursos encaminados á re- 
sucitar semejante procedimiento de tortura, encontraran apoyo en los Tri. 
bunales de justicia. 

Entrando ahora en el examen de los puntos que la eefiora Duquesa supo- 
ne resueltos por los amigables componedores sin que hubieran sido someti- 
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dos 4 su decisión, exige el método separar las consideraciones comunes 4 to- 
dos de las que particularmente afectan á cada uno de ellos, 

Repútase excesivo el laudo, en cuanto ha dejado de aceptar, se dice, 
como supuestos, las sentencias por el Tribunal Supremo dictadas sobre nu- 
lidad del codicilo, inoficiosidad de arras y ocultación de bienes, y se invoca 
como fundamento de casación la cláusula 5.8 de la escritura de compromiso. 
Según ésta, «para practicar las operaciones divisorias se habrian de tomar 
como supuestos las sentencias definitivas é irrevocables que el Tribunal Su- 
premo hubiera dictado ó dictare en los pleitos pendientes.» El recurrente 
dice, y es exacto, que el Tribunal Supremo ha fallado los pleitos de nulidad 
de la Memoria ológrafa y el codicilo, de inoficiosidad de arras, de ocultación 
de bienes pertenecientes á la testamentaría, y de anticipo de 500.000 pese- 
tas á la Marquesa de Manzanedo. Del último de estos pleitos, ó más bien del 
faHo en él dictado, reconoce la señora recurrente que no tiene derecho á 
deducir consecuencias favorables á su intención; en cambio sostiene que de 
las resoluciones de los otros tres han prescindido, más ó menos, los amiga- 
bles componedores. 

Como la tarea de amontonar ideas inconexas y hacer períodos declama- 
torios y solicitar la pública conmiseración con alegaciones escasamente ve- 
ridicas, es más fácil que razonar y probar con los textos 4 la vista, no ex- 
trañamos que el recurso suprima por completo este trabajo. Desgraciada- 
mente, la retórica de las aserciones audaces, que en otro tiempo se creía 
sólo propia de meetings 6 clubs, va invadiendo todas las esferas de la polé- 
mica; pero bueno será recordar que, delante del Tribunal Supremo, sólo es 
lícito discurrir conforme 4 Jo alegado y probado; porque de lo alegado y pro- 
bado solamente pueden resultar los fallos justos. Por esta razón limitare- 
mos las presentes observaciones 4 la reproducción de las sentencias que de- 
bian servir de supuestos, y 4 su comparación con el fallo de los amigables 
componedores. 


Pleito sobre nulidad del codicilo. 


Pretendió en él D. Francisco de Paula Mitjans, á nombre de la Marquesa 
de Manzanedo, «que se declararan nulos y de ningún valor ni efecto la me- 
> moria ológrafa del Duque de Santoña, fecha 1.9 de Febrero de 1882, y el 
> codicilo otorgado por el mismo, así como también sin efecto los derechos 
» que pudieran emanar de dichas disposiciones testamentarias, condenando 
» además å la Duquesa viuda de Santoña al pago de las costas del juicio.» 
(Resultando quinto de la sentencia dictada por la Sala primera en 28 de 
Marzo de 1889). Solicitó á su vez la señora Duquesa, impugnando la deman- 
da, que se la alsolviera de ella. (Resultando sexto). Las razones en que el 
demandante fundaba su pretensión, eran doa, 4 saber: que tanto la Memo- 
ria como el codicilo confirmaban y ratificaban el testamento y el pliego se- 
creto que le acompañaba; y segunda, que el testador había dispuesto la 
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única forma de revocar esta Memoria, la cual no había sido empleada al 
otorgar la ológrafa de Febrero ni el codicilo de Agosto del 82. La contesta- 
ción á la demanda sostenía, por el contrario, que ni había cláusula ad cau- 
telam en el testamento primero, ni las disposiciones del pliego cerrado po- 
dian subsistir, por ser contrarias al codicilo. Falló la Audiencia de Madrid 
en 18 de Julio de 1858, revocando la sentencia del Juzgado inferior y de- 
clarando válidos el codicilo y Memoria ológrafa de que se trataba, «por no 
» conlener el testamento solemnizado por el señor Duque en 6 de Mayo de 1862, 
> cláusula derogatoria ad cautelam, ni condición alguna de cuyo cumplimiento se 
- » hiciera depender la validez de sus posteriores disposiciones testamentarias. » 

- Desestimado el recurso que contra esta sentencia interpuso el Sr. Mit- 
jans, quedó firme é irrevocable la de la Audiencia de Madrid. 

Resulta, pues, de las precedentes aseveraciones, que, como con razón ha 
dicho el Sr. Montero Rios en el párrafo segundo del hecho catorce de su lau- 
do, la última voluntad válida y eficaz del Sr. Duque de Santoña , á cuyo tenor se 
había de practicar la partición de su herencia, es la contenida en el testamento 
de 6 de Mayo de 1862, su Memoria ológrafa de 1.2 de Febrero de 1882 y el codi- 
cilo de 15 de Agosto del mismo año. 

Pasamos en silencio la inexactitud que en ese hecho décimocuarto se 
comete atribuyendo al Sr. Mitjans la pretensión de que se declarase la inofi- 
ciosidad (en vez de la nulidad) de la memoria ológrafa y el codicilo, y acep- 
tamos su fórmula para explicar las sentencias de los Tribunales acerca de 
este punto como supuesto de que habrían de partir los amigables compone- 
dores. ¿Hay acaso en el laudo el menor indicio de que se hayan considerado 
ineficaces el codicilo ó la memoria? Léase la parte dispositiva, en que se 
declara que el quinto corresponde á la viuda, lo cual, prescindiendo del 
codicilo, no habría podido declararse; léase, asimismo, el supuesto quinto 
de la partición, en que se toma como base la ejecutoria de los Tribunales 
respecto á la validez del codicilo y memoria ológrafa; el décimoquinto, en 
que se declara la compatibilidad de las arras y donaciones ante nupcias con 
el legado del quinto; el décimosexto, en que abiertamente se plantea y re 
suelve la cuestión de liquidación de esta parte de herencia, y, en fin, todas 
las operaciones calcadas sobre el fundamental supuesto de que el testa- 
mento, la memoria y el codicilo contienen juntamente la definición de la 
última voluntad del Duque de Santoña. | 

Pero confundiendo la validez del codicilo con su interpretación y ejecu- 
ción, arguye la señora Duquesa que los amigables componedores, por no 
haber interpretado y ejecutado á su gusto las disposiciones del difunto Du- 
que de Santoña, han contrariado la sentencia que las declara válidas. No 
hay que ponderar ni encarecer el artificio de semejante argumentación, 
tanto más extraña, cuanto que pretende convertir en agravio lo que resulta 
un cuantiosísimo beneficio para la señora reclamante. Vamos á verlo. 

Fúndase su queja en que el pago del quinto no ha sido hecho con los 
bienes de Santoña, cuya tasación asciende á 961.653'88 pesetas, completa- 
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mente improductivas, y de que en ningún caso habría podido disponer la 
adjudicataria. En sustitución de estos bienes, que nominalmente se entre 
gan á la heredera con menoscabo de su legítima, ya restringida, y por con- 
siguiente irreducible, se ha adjudicado á la señora Duquesa por los amiga- 
bles componedores la parte equivalente de las 3.893.305 pesetas en meta- 
lico que ella había tomado de la herencia, y que en especie, como deposi- 
taria, estaba obligada á conservar. Bastaría esta sencilla consideración para 
juzgar de la justicia y aun de la sinceridad del agravio que se formula; pero 


no es ella sola la que destruye y aniquila la pretensión de aquella señora. 


Aunque los textos del testamento y del codicilo fueran ejecutorias dictadas 
por el Tribunal Supremo, no habrian pcdido los amigables componedores, 
ni nadie que sienta en el fondo de su conciencia los estímulos del deber, 
hacer otra cosa distinta de la que han hecho. 

Dispuso el Sr. Duque de Santoña en el testamento de 6 de Mayo de 1862, 
como lo reconoce y proclama el Sr. Montero Ríos en el hecho primero de 
gu voto particular, que «si antes de su fallecimiento no hubiere concluido 
» los edificios y reglamentos del Instituto de segunda enseñanza y Hospital 
> de Santoña, era su voluntad que sus testamentarios y herederos continuaran 
» y concluyeran las obras bajo los planos y condiciones que él dejaría for- 
» mados, é hicieran los reglamentos para la buena conservación, administra- 
» ción y perpetuidad de su loable objeto» (1). Dice la cláusula 2.* del codicilo, 
en que se lega el quinto á la viuda, que esta porción hereditaria ee «habla 
» de satisfacer principal y expresamente con Ja casa palacio de Santoña, el 
» Colegio de San Juan Bautista de la misma, el Hospital y las demás pro- 
» piedades de aquella ciudad, á condición de que su mencionada esposa 
» establezca el capital y la renta correspondiente, en la forma más legal para 
» atender á dichas instituciones, que deseaba perpetuar.» 

Tales eran los textos cuya aplicación estaba encomendada á los amiga- 
bles componedores. Halláronse éstos en presencia de una legataria que, no 
sólo estaba ya en posesión de ese legado, que voluntariamente se aplicó en 
metálico, sino que debía á la herencia 630.920 pesetas, aparte del saldo 
que contra ella resultara en el desenvolvimiento de la testamentaría. Los 
bienes de esta señora, según el resultado de las certificaciones que durante 
el juicio arbitral han expedido los Registradores: de Madrid, Jetafe, San 
Martín de Valdeiglesias, Motril y Órgiva, se hallaban hipotecados ó em- 
bargados á instancia de innumerables acreedores; aun aquellas mismas fin- 
cas que, por haber sido adquiridas constante matrimonio, no eran enajena- 
bles, aunque la Duquesa las administraba y usufructuaba, resultaban tam- 
bién embargadas y alguna hipotecada á favor de acreedores á quienes nada 
debía la testamentaria del Sr. Duque. ¿De dónde, pues, habían de sacar lor 
amigables componedores las 961.653 pesetas en que estaban tasados los bie- 


(1) Las palabras subrayadas, que no transcribe el Sr. Montero Ríos, están tomadas á la 
letra de la cláusula 3.* del testamento. i 


17 


ses de Santoña, si para asegurar el reintegro å la herencia de las 830,000 
de que la viuda resultaba deudora, les ha sido preciso acudir 4 fincas como 
el tejar del Torero, por ejemplo, que resultata hipotecado 4 otras personas, 
el ingenio de azúcar de Motril, que 4 la muerte del Duque constituía una 
finca industrial de grande importancia y Hoy está reducido å un puro al- 
acén? (1). 

¿Qué otra cosa, pues, podían hacer los amigables componedores que re- 
signarse ante la tiranin de los hechos é imponer 4 la heredera el quebranto 
efectivo de 730.722'45 pesetas, que en el caudal representan los edificios y 
mobiliario destinados al Hospital é Instituto con el gravamen que ella po- 
dia haber rechazado (puesto que afecta á su legítima), y que, sin embargo, 
acepta, de inecribir los inmuebles y de no enajenar los muebles en benefi- 
cio de la fundación que su padre deseó perpetuar? 

-Es, ce dice, que se ha otorgado å la heredera el patronato de la funda- 
ción, habiéndole tl testador confiado a la viuda. ¡Cara concesión la que los 
amigables componedores habrían hecho á la heredera, si, en efecto, fuera 
Jibre determinación de aquéllos y no consecuencia inexcusable de la volun- 
tad del testador! Porque no sólo Ja cuesta las 730,722 45 pesetas de que se 
ha hablado, sino la adjudicación del palacio, cuyas gastos de conservación 
son un verdadero censo, y además el déficit anual, que probablemente cau- 
tarán en el presupuesto las 34.700 pesetas de renta, y el igualmente pro- 
bable que la realización del crédito hipotecario habrá de dejar en la forma- 
Ción del capital de la fundación, cosas ambas á que la obliga la segunda de 
las declaraciones del laudo arbitral. 

Tampoco es exacto que el testador encomendara el patronato á la señora 
Duquesa viuda. Dijo, en efecto, al redactar el codicilo, que á ésta incum- 
biria establecer en la forma más legal el capital y la renta correspondiente 
para atender á dichas instituciones, que deseaba perpetuar; dijo también que 
ese cargo de confianza, el de establecer el capital, y no otro, le hacía sin 
«ue pudieran exigirsele cuentas de ninguna clase; pero ¿cómo era concilia- 
ble el deseo de perpetuar las fundaciones con la voluntad omnimoda de la 
Duquesa para dotarlas ó dejarlas sin dotar? Por otro lado, aqui no se habla | 
del patronato, ni de los reglamentos ni del porvenir del Instituto y Hospi- 
tal. Tampoco se dice cuál habría de ser la forma legal de constituir el ca- 
pital y la renta con que perpeluamente ge había de atender á las institucio- 
nes, ni los derechos de la Duquesa, ni los de Je heredera, habían sido de- 


(1) En algana parte se ha dicho 6 hemos leído que las fincas hipotecadas para asegurar las 
fandaciones de Santoña valen más de 3.000.000 de pesetas. Faltaba añadir, para que la aser- 
ción y el argumento resultaran edificantes que esas mismas fincas han sido adjudicadas á la 
Duquesa por 893.229°29, con lo cual queda evidenciado rue en este particular ha obtenido un 
beneficio de 2.106.771 pesetas, que puede realizar mediante la consignación de las 630.920 pe- 
setas en que los bienes están hipotecados. 

Para que nadie dude de la veracidad de este aserto, nos remitimos á los números 17, 19, 32, 
37, 38, 39, 41 y 42 de la hijuela de la misma señora Duquesa. 
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clarados en ninguna parte; eran, pues, estos problemas que integramente 
habia entregado 4 los amigables componedores la cláusula 6.* de la escri- 
tura de compromiso, cuyos términos interesa recordar: «Todos los demás 
»litigios, dice, y cuestiones suscitadas ó que en lo sucesivo se susciten, ast 
»como también las cuestiones, dudas é incidencias que surjan en el periodo 
»del arbitraje, ya sobre inventario, tasación, liquidación, división ú otro 
»asunto cualquiera con éstos conexo, lo resolverán los contadores, y el ter- 
>Cero, en 8U caso, con arreglo å su conciencia.» Así lo han hecho, en efecto, 
estando bien seguros de que si alguien con razón puede quejarse de su con- 
ducta, no es ciertamente Ja Duquera viuda de Santoña. 

Ni ésta ni nadie se atreverá á sostener que jamás ante el Tribunal Su- 
premo haya sido ventilada y resuelta por ejecutoria la cuestión de si la 
fundación habria de ser constituida y dotada en una ú otra forma, y el pa- 
tronato desempeñado por esta 6 aquella familia: si pues eran cuestiones no 
resueltas, y å la conciencia de los amigables componedores tocaba reso) - 
verlas, su resolución es tan roberana é inatacable como la que podría el 
mismo Tribunal Supremo haber dictado. Pero no se trata sólo de que sea 
el fallo arbitral la única verdad legal en este asunto: los amigables compo- 
nedores pueden con razón sostener que ese fallo era el único justo y posi- 
ble. Porque para conciliar las contradictorias aspiraciones que el codicilo 
revelaba, tenían á la vista la fórmula más auténtica y expresiva del testa- 
mento, cuya cláusula 3.* (ya se ha dicho antes), mirando 4 la conservación, 
administración y perpetuidad de las fundaciones, confiaba á los testamenta- 
rios y herederos el cuidado de hacer los reglamentos sobre las bases ineludi- _ 
bles alli establecidas. Por otra parte, la perpetuidad de los institutos debía 
enlazarse con la del nombre de su fundador; y cuando ocurriera, que era cosa 
de prever, el fallecimiento de la señora viuda, no podía cuer en personas 
extrañas una institución benéfica cuyo sostenimiento ni directa ni indirec- 
tamente les interesaba. Aun ahora mismo, el concurso metálico que la he- 
redera legitima queda obligada å prestar á la fundación, y los riesgos que 
por eila ha de correr en lo sucesivo su fortuna, imponían á Jos amigables 
componedores el deber, aunque el testamento no se lo impusiera, de enla- 
zar el nombre de la hija con Ja fundación constituida por el padre. ¿Se que- 
rria, acaso, que después de mermar, por respeto å esta fundación, la legiti- 
ma de la heredera, se dejala á ésta bajo la dependencia y el arbitrio de 
quien, arrojando sobre sus hombros la carga del quinto, se había apresu- 
rado á cobrarle en metálico, que es, sin duda, la más ambiciosa de las as- 
piraciones de cualquier legatario? 

Ciertamente no importa al Tribunal si se ha resuelto mejor ó peor læ 
cuestión de liquidación y pago del quinto. Asunto por completo sometido á 
la conciencia de los amigables componedores, sólo á ellos les pedirá cuenta, 
El que es juez de todos, de la diligencia con que hayan buscado la verdad. 
A la Sala que conoce del recurso Je toca examinar si aquellas resoluciones 
eran ó no parte de las operaciones de testamentaria, y si, por consiguiente, 
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se hallaban comprendidas entre las facultades de que los arbitradores po- 
dian licitamente usar. 

Por lo mismo, no hemos de examinar lo que se dice acerca de las condi- 
ciones puestas al gravamen hipotecario con que se ha intentado asegurar el 
capital de la fundación. Formado éste por la cantidad de 694.000 pesetas, 
que á razón de 5 por 100 han de dar las 34.700 de renta anual, minimum 
gastado en los ocho años de la testamentaria, era preciso asegurar esta renta 
desde que la partición quedara ultimada, y suprimida, por tanto, la admi- 
nistración testamentaria. Para ello se fijó el 5 por 100 de interés al débito 
ale 630.920 pesetas y 93 céntimos de que la Duquesa era responsable. Tal 
vez hubiera convenido adjudicar en pago á la fundación las mismas fincas 
sobre que se constituia hipoteca; pero los amigables componedores, proce- 
diendo com miramientos de exquisita prudencia, que desgraciadamente no 
han sido comprendidos, prefirieron dejar å la señora viuda la ventaja del 
sobreprecio que las fincas tuvieran, ó de las mejoras que en ellas se hubie- 
ran introducido, pues que de ellas se apoderó al morir el señor Duque, y 
gravarlas por una cantidad notoriamente inferior al corte de adquisición. 
Dice aquel!la señora que valen más de 3.000.000 de pesetas: si, pues, han 
sido adjudicadas en 893.229, ¿quién más que ella debería felicitarse de la 
resolución que impugna? 

Se ha suprimido la tasación en la via de apremio, como lo hubieran po- 
dido hacer las propias interesadas, con arreglo á los arts. 1.483 y 1.494 de 
la ley de Enjuiciamiento civil, mirando principalmente á economizar los 
derechos de Jos peritos, cuya falta queda con exceso garantida mediante la 
pública licitación y el derecho de la señora adjudicataria para consignar en 
cualquier tiempo el importe de los gravámenes. Y en cuanto á la adminis- 
tración de los bienes hipotecados, cosa perfectamente lícita y arreglada al 
art. 1.530 de la ley, era además rigurosamente debida á quien se imponía 
desde el día 7 de Septiembre la obligación de seguir costeando á sus expen- 
sas tanto el Hospital como el Inetituto de Santoña. Aun así no se aseguraba 
el reintegro de sus desembolsog, puesto que en.la hijuela de la fundación 
hay bienes improductivos. 

No es, pues, necesario dar mayor T å estos razonamientos para 
que quede evidenciada, no sólo la plena competencia, sino también la in- 
discutible justicia con que los amigables componedores han resuelto las 
cuestiones de liquidación, adjudicación y pago del quinto. 

No sería ciertamente la Marquesa de Manzanedo, ni la fundación que al 
oom bre de eu padre ha de ir perpetuamente unida, quienes se dolieran de 
que las cusus hubieran parado como parece desear la señora Duquesa viuda. 
Pero, ¿dónde se encontrarian las 1.641.642 pesetas con que la señora Du- 
quesa habría de cubrir, de un lado el vacío que en la legitima de la Mar- 
quesa dejan los edificios y mobiliario del Instituto y Hospital, y de otro el 
<apital con que estas fundaciones deberán vivir perpetuamente? 

¡Ah! Bien se ve lo que á través de todas sus alegaciones habría querido 
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la señora legataria; pero exigir.de personas que estiman su nombre beneve- 
lencias 6 debilidades que, dejando incumplida la voluntad de un muerto, 
privaran á la Nación de dos bienhechoxes Institutos, 6 lag establecieran so 
bre bases tales que alguien hubiera podido anular ó hacer ineficaces, es pre- 
tensión demasiado grave para formulada con toda claridad. Acaso porque 
adivinándola se apresuraron á cerrarle el camino, los amigables compone- 
dores son víctimas de censuras por parte de quien sólo aplausos debería tri- 
butarles. 

En cuanto 4 la forma legal con que el codicilo exigia que se constituye- 
ra.el capital de las fundaciones, no es necesario hacer indicaciones de nia- 
gún género. Quien quiera que, á lo lejos no más, haya saludado nuestra le- 
gislación desamortizadora, sabe de sobra que las manos muertas no pueden 
adquirir ni poseer bienes inmuebles, y que sólo en inscripciones de la Deu- 
da pública cabe asegurar perpetuamente el capital destinado 4 su conserva- 
ción. Pongamos, pues, aquí punto å las observaciones con que se habia de 


refutar Jo que el recurso dice acerca de la interpretación y aplicación del 
codicilo. 


Pieito sobre ineficiosidad de arras. 


Preténdese que los amigables componedores han prescindido de la sen- 
tencia dictada por el Tribuna] Supremo en 15 de Abril de 1890; mas como 
aqui, con la propia ligereza que en todos los extremos del recurso, se afir- 
man gratuitamente cogas imaginarias y abpurdas, será forzoso seguir el pro- 
cedimiento ya iniciado de recordar los textos. 

Sábere de sobra que las arras fueron constituidas por la escritura de 
30 de Julio de 1879, y que habiendo el donante fijado su cuantía en la dé- 
cima íntegra del caudal que apartó al matrimonio, hizo consistir aquéllas 
en la suma de 14.498.341 reales, los cuales pagó con el palacio de la calle 
del Principe, con el mobiliario, decorado y efectos que este palacio conte- 
nía, con los gastos de construcción de las casas calles de Quintana y Ferraz 
y con 98.341 reales en metálico. Asimismo es un hecho repetidamente 
mencionado, tanto en el laudo como en el voto particular de los amigables 
componedores, que el señor Duque declaró, en la cláusula 4.2 de la men- 
cionada escritura, de la propiedad de la Duquesa las fincas adquiridas cons- 
tante matrimonio que allí se mencionaban y señaló á aquella señora unn 
pensión anual de 75.000 pesetas en concepto de alfileres. (Resultando quin- 
to de la rentencia.) Alegando que Jas fincas dadas en arras por 14.498.341 
reales, figuraban en el activo de la casa, del cual se había deducido aquella 
suma como su décima parte, por 28.637.116'32 reales; alegando también 
que al fijar el capital de que se extraía Ja décima, no se habia rebajado 
previamente el pasivo que le gravaba, y recordando, en fin, la doctrina de 
que cuanto los cónyuges adquieren constante matrimonio por titulo one- 
roso pertenece å la sociedad conyugal, formuló el Sr. Mitjans la demanda 
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inicial del pleito, pidiendo que se redujera Ja cuantiade las arras en cuan- 
to eran inoficiosas, y se declarara la nulidad de la cláusula 4.* de la escri- 
tura en cuanto se reconocían como de la propiedad exclusiva de la Duque- 
sa los bienes á su nombre adquiridos eonstante matrimonio, y establecía la 
pensión de alfileres mencionada. Opuesta á estas pretensiones la señora 
Duquesa viuda, dictó la Audiencia de Madrid en 22 de Enero de 1889 la 
sentencia gue redujo las arras 4 3.491.478 pesetas y 40 céntimos; declaró 
bien imputadas en su pago las fincas y mobiliario por el precio con que 
figuraban en la escritura; condenó 4 la señora demandada á devolver á lu 
testamentaría las 133.107 pesetas 32 céntimos, dejándola en libertad de 
abonarlas em metálico ú optar porque se la computaran en los demás habe- 
res que la correspondieran; anuló la cláusula 4.2 en cuanto hacia del exclu- 
sivo dominio de aquella señora los bienes adquiridos á titulo oneroso cons- 
tante matrimonio, y mantuvo come válida la pensión de alfileres. Uno y 
otro contendiente recurricron al Tribunal Supremo; pero ambos recufsos 
fueron casi totalmente desestimados, pues este Tribunal sólo admitió uno 
de los motivos de casación alegados por la Marquesa de Manzanedo, si bien 
la parte aceptada tiene singular interés en este instante. La Audiencia ha- 
bía, como se ha dicho, dejado á la señora Duquesa en libertud de devolver 
al eaudal Jas 133.107 pesetas 32 céntimos, en que las arras resultaban in- 
oficiogas, ó de retenerlas hasta que se le computaran en pago de los demás 
haberes que la pudieran corresponder. 

Pero el Tribunal Supremo, «Considerando que la sentencia deja al ar- 
» bitrio de la señora Duquesa de Santoña el extinguir la deuda á cuyo pago 
» ha sido condenada, ó por entrega de la cantidad ó por compensación á 
> feeha incierta y más ó menos remota, y el crédito de la Duquesa contra 
» la testamentaria, término de la compensación, no sólo era ilíquido, sino 
» incierto», falló condenando á la señora demandada å devolver en el tér- 
mino de quince dias la cantidad en que habían sido declaradas inoficiogar las 
Arras, 

Tal era el estado del asunto cuando los amigables componedores debian 
pronunciar su fallo. Así paladinamente lo reconocieron y declararon en el 
supuesto sexto, del cual partieron para hacer la deducción de las arras y 
su adjudicación á la señora viuda. La cantidad, deducida, como la dote, 
del caudal inventariado, ha sido exactamente la que fijó la Audiencia del 
territorio, esto es, 3.474.886'60 pesetas como existentes en poder de la 
Duquesa, y 16.591'50 como debidas por el caudal hereditario. ¿En qué, 
pues, ha podido aquí contrariarse la resolución ejecutoria de los Tribu- 
nales? 

Dicese que se han imputado å la Duquesa como recibidas las 24.585 pe- 
setas que su marido Ja ofreció en metálico y no llegó á entregarla; pero 
¿acaso esta no sería una cuestión sometida por completo á la conciencia de 
los amigables componedores? Si no lo fuese, habría que convenir en que el 
Tribunal Supremo lá falló como elios la fallan. Porque no se comprende 
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que hubiese declarado incompensable aquella suma, si el término de la 
compensación fuera otra deuda tan líquida como las 24.585 pesetas que aho- 
ra, por primera vez, reclama la señora recurrente. 

No. En el pleito de que hablamos no pudo resolver el Tribunal, por lo 
mismo que ni siquiera lo alegó la demandada, que Ja herencia se hallaba en 
descubierto respecto al pago de la porción metálica de las arras. Y tampoco 
podía pretenderlo aquella señora, porque el 31 de Agosto de 1882, doce dias 
no más después de la muerte de su marido, declaraba delante de la Delega- 
ción de Hacienda haber entrado en el pleno dominio.de todas las arras, y 
por todas ellas satisfacia el impuesto de Derechos reales, según certifica- 
ciones expedidas por el Archivero de la Delegación de Hacienda, y que los 
amigables componedores tuvierun á la vista. Por esto la reñora Duquesa, 
cuando reconoció que las arras eran inoficiosas y se allanó á devolver á la 
testamentaria el exceso, no insinuó siquiera la reclamación que luego ha 
formulado ante los amigables componedores. Consintió que se la declarara 
deudora de 133.107 peretas, y aun se brindó ella misma á sustituirlas; luego 
nada tenía que reclamar en este punto de la testamentaria. _ 

_ En conclusion: ó la sentencia, al mandar devolver el exceso por ella fija- 
do entendió y resolvió, desestimando la compensación aceptada por la Au- 
diencia territorial, que las arras habían sido integramente percibidas por la 
Duquesa, único caso en que sería justa la devolución, ó prescindió de esta 
cuestión de hecho, y entonces menester era que la resolviesen los amigables 
componedores. Acéptese, pues, la hipótesis que parezca más agradable, y 
resultará en cualquiera de ellas temerario é insostenible el recurso. 

Otro tanto hay que decir de la pensión de alfileres. La sentencia del Tri- 
buna] superior, no alterada en este punto por el Supremo, declaró válida la 
asignación de las 75.000 pesetas anuales, y añadió, cuya suma le será abona- 
da st ya no lo hubiese sido en el modo y forma que se establece en la referida clau- 
sula cuarta. ¿Puede alguien pretender que en estas palabras está resuelta la 
cuestión de hecho de si habia 6 no sido abonada la pensión de alfileres? 
Pues no estándolo, á los amigables componedores tocaba resolverla, y la re- 
solvieron en conciencia y en justicia, oomo lo comprenderá quien quiera que 
no se halle dominado por el interés, que, en ciertas naturalezas, suele ser la 
más ciega de las pasiones. 

Cuando se practicaba el inventario denunció el representante de la Mar- 
quesa de Manzanedo la existencia en poder de la Duquesa de cuantiosos bie- 
nes raices dentro y fuera de Madrid, adquiridos 4 titulo oneroso después ` 
de 1879 y antes del fallecimiento del Sr. Duque. Resistiendo esta señora la 
inclusión de esos bienes en el inventario, dijo que los había adquirido con 
el sobrante de la pensión de alfileres que le asignó su marido en la escritu- 
ra de 30 de Julio. ¿Cómo, pues, si no la hubiera cobrado, habría podido gas- 
tarla, no sólo en obras de caridad y atenciones de 8u cámara, sino también 
en la adquisición de bienes inmuebles? Los amigables componedores, por 
tanto, sin cometer una insigne prevaricación, no podian. dejar de reconocer 
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que la pension de alfileres estaba cumplidamente satisfecha. Asi también 
lo ha reconocido y declarado el mismo Sr. Montero Rios, el cual no pre- 
tende que se paguen å la Duquesa Jas tres anualidades vencidas desde la ' 
fecha de la escritura hasta Ja muerte del Sr. Duque, sino que son de Ja 
propiedad de aquella señora los bienes adquiridos en ese periodo por una 
cantidad equivalente. Pero á esta pretensión no podían adherirse los otros 
amigables componedores, por ser manifiestamente contraria á la sentencia 
de 15 de Abril, que, al desestimar el recurso de la Duquesa de Santoña, 
declaró que, según la ley 1.%, tt. 4.9, lib. X de la Novisima Recopilación, no 
podían menos de pertenecer á la sociedad conyugal los bienes que durante el ma- 
trimonio adquirieron los cónyuges por título oneroso. 

Bastan estas consideraciones para evidenciar la temeridad y el atrevi- 
miento del motivo del recurso que estamos examinando. 


Plelto de ocultaciones. 


Aun er, si cabe, más asombroso lo que acerca de él escribe la señora re- 
currente. Son tales, tan atrevidas y tan faltas de fundamento las cosas que 
en un pliego dedicado á este asunto se amontonan, que, para rectificarlas 
cumplidamente, necesitariamos molestar por mucho tiempo la atención de 
nuestros lectores. No hemos, sin embargo, de dejar que prevalezcan para 
que no quede establecido que la audacia es la única medida de la razón. 
Ante todo, conviene recordar lo que dispuso la sentencia del pleito de ocul- 
taciones. Mandó la Sala segunda de esta Audiencia territorial que la Du- 
quesa de Santoña restituyese los 7.060.000 de reales que había extraido del 
Banco de Castilla por medio del talón que entregó á D. Rafael de la Cruz, 
á fin de que fueran incluidos en el inventario; mandó igualmente que se 
incorporaran al capital de la testamentaría el gran aderezo que la hubía 
regalado su marido, ó, en defecto de aquella alhaja, el valor que tuviese á 
la muerte del Duque; mandó, en fin, que aquella señora presentase la plata 
de mesa comprada á la casa Cristophle en 9 de Enero de 1878 y la que fal- 
taba de las facturas de 30 de Junio del mismo año y 6 de Marzo del 79. 

No hablaremos de Jos motivos y fundamentos con que la Sala hizo se- 
mejantes declaraciones; no recordaremos las manipulaciones de que fueron 
objeto por parte de la Duquesa la plata y alhajas depositadas en el Banco 
en vísperas del último viaje del -Sr. Duque y extraídas 4 los pocos dias de 
ga muerte, con desaparición de dos de las tres cajas que las contenían. Tam- 
poco recordaremos aquella declaración de la Duquesa, que registran los re- 
sultandos de esa sentencia, según la cual la plata que se usaba en los con- 
vites de la casa ducal no era legítima, sino Ruolz. Basta saber que el Tribu- 
nal se consideró obligado á declarar la ocultación del metálico, alhajas y 
plata de que trata la sentencia. ¿Qué podían, pues, hacer, ni qué han he- 
tho, los amigables componedores más que adicionar al inventario todas es- 
fas cosas, así como los tapices depositados en la fábrica de orden de la mis- 
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ma señora Duquesa, y otros varios bienes que, sin haber sido objeto del 
pleito de ocultaciones, ó estaban comprendidos en el de superlucros, ó fue- 
ron motivo de reclamaciones durante el arbitraje? Lo que no dice la señora 
recurrente, pero afortunadamente consta en los supuestos 11 y 12 de la par- 
tición hecha por los amigables componedores, y está confirmado en el capi- 
tulo 1 del voto particular del Sr. Montero Ríos, es que el tercero apenas ha 
estimado más inclusiones ni exclusiones que las consentidas pdr el amiga 

ble componedor de la señora Duquesa. Precisamente por no reputar del todo 
fidedignas las anotaciones puestas por el cajero en los libros auxiliares de la 
contabilidad, de las cuales, con manifiesta inexactitud, dice la señora recu- 
rrente que han sido base de las determinaciones arbitrales. 

Por supuesto que estas anotaciones tienen tanta autoridad como los li- 
bros todos, y que se comete una notoria inexactitud al afirmar como en 
alguna parte se afirma, que de ellas no se tuvo conocimiento hasta el plei- 
to de ocultaciones iniciado en 1886. Al inventariar los libros de contabili- 
dad en casa de la Duquesa en Enero de 1883, para que esas anotaciones no 
pudieran desaparecer borrando el rastro de cuantiosas cantidades que aque- 
lla señora habia tomado de la caja ducal, puso el actuario testimonio de 
todas ellas, expresando Jos folios y partidas de cada libro en que se halla- 
ban escritas. Decir, pues, que estos asientos, de que fué custodia y deposi- 
taria la Sra. Duquesa desde la muerte de su marido, no merecian ser es- 
timados por los amigables componedores, y pretender, en cambio, que to- 
maran éstos por artículo de fe los libros llamados de contabilidad que á 
última hora entregó la Duquesa 4 un amigable compdnedor, y que jamás 
quiso presentar ante los Tribunales (de cuyos requerimientos se defendió 
negando que jamás hubiera llevado cuenta de eus negocios), es una de las 
inayores licencias que un litigante se puede permitir. 

Acerca de la inclusión en el inventario de una parte de las sumas in- 
vertidas por el Sr. Duque en servicio de D. José Heredia ó de su familia, 
nos resistimos á entrar en hondas consideraciones. Séanos lícita, sia em- 
bargo, una pregunta: ¿Qué noción tendrá de la justicia quien, encontrando 
agradable declarar de la responsabilidad personal del Duque las 936.080 
pesetas que éste habia entregado á su hija del producto de sus exclusivos 
bienes, repugna que se imputen á la Duquesa las 281.751 que su hijo ha- 
bía recibido? En este punto hay que reconocer, como en otros varios, que 
el recurso está en desacuerdo con el dictamen del Sr. Montero Ríos, el cual 
aceptó al fin como caso de conciencia el cargar á la Duquesa las 96.119 pe- 
setas que, según su equivocada cuenta, había D. José Heredia recibido de 
la casa del Sr. Duque (considerando 58 y resolución 39 de su voto sobre 
adiciones). Y no participamos nosotros de la opinión sostenida en el recur» 
+o de que ese voto, sin duda dictado en conciencia, prueba la buena fe con 
que ha procedido la Duquesa, ni siquiera la procedencia de las resolucio- 
nes que contiene. Como no está puesto á discusión el trabajo que tanto en- 
carece la Sra. Duquesa, no estimamos necesario analizarle minuciosamen- 
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te; pero con los respetos debidos, nos será lícito, ya que hasta de errores de 
copia se ha hecho un cargo contra el laudo de la mayoría, someter á la 
consideración del Tribunal algunas muestras de aquellas cualidades que, 
en opinión de la Duquesa, tanto enaltecen ese trabajo. 

Ya se ha dicho que las inclusiones comprendidas entre los números 41 
y 49 del voto del Sr. Montero no han sido jamás examinadas ni discutidas 
por los amigables componedores; ni el Sr. Gamazo, ni el tercero en discor- 
dia, han conocido, no ya el voto, pero ni siquiera la aspiración que le mo- 
tiva, hasta que han podido ver aquél en la Notaría ó en el testimonio pre- 
sentado en el Tribunal. Si alguien pusiese en duda esta aseveración, se pu- 
blicará el voto original firmado por el Sr. Montero Ríos, y comunicado á 
uno y otro de sus dos compañeros. Verdad es que al separarse de éstos en 
los últimos días de Julio el ilustre Letrado de quien se trata, se reservó 
formular separadamente su voto, rectificando algunos errores de hecho y 
de concepto, que no alterartan sustancial y gravemente las conclusiones que te- 
uta consignadas y habían sido objeto de discusión; pero no es menos cierto que 
anunció que el voto sería formulado de conformidad con aquellas conclusiones. 
Y, sin embargo, las adiciones que 4 última hora parece haber resuelto 6l 
Sr. Montero Rios, sin audiencia ni conocimiento de sus compañeros, repre- 
centan nada menos que 13.105:060:'95 pesetas. 

Pero no es esto lo único notable que el voto particular contiene. Tráta- 
se en sus considerandos del 83 al 86 de la adición al'inventario de cantida- 
des que el Duque hubiera podido gastar de una ú otra manera, pero que ni 
existían ni en su día podían ser adjudicadas, lo cual podria haber legiti- 
mado una baja en la aportación del marido y no un aumento en el capital 
de la sociedad conyugal. El Sr. Montero, á solas con su conciencia, razona 
en los expresados considerandos, que no seria equitativo agregar al inven- 
tario la suma total de 5.665.783 pesetas que aquellos gastos importan, sino 
la mitad, 6 sean 2.882.891, y, sin embargo, el núm. 47 de sus resoluciones 
sobre inclusión comprende integras las 5.665.783 pesetas. No concluyen 
aquí las singularidades del voto particular en lo que toca á la partida que 
se está examinando, sino que al resolver en el párrafo segundo del cap. 3.9 
sobre la liquidación del capital del Sr. Duque, decide que sean baja del 
mismo las 2.833.391 (ni siquiera estas cifras han sido confrontadas), mitad 
de las cantidades gastadas por el Duque (asi se dice) en alenciones exclusivamen- 
te suyas, y señaladamente en beneficio de su hija; sencillo procedimiento por 
el cual se aumentan los gananciales con unas mismas partidas en 13.000.000 
de pesetas próximamente (a). Lo propio acontece con los créditos que se | 
reconocen á la Duquesa por reintegro dotal y de arras, con el valor del ho- 
tel de la calle del Eliseo en París, y con las cantidades entregadas por el 
Sr. Duque á su hija, las cuales aumentan el haber social por medio de la 


(a) Aquí inserta por nota el ensayo de operación, según el procedimiento del Sr. Montero 
Kioa, que por eu mucha extensión (cinco páginas) no reproducimos.—(N. de ia R.). 
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adición al inventario que acuerda el Sr. Montero Rios, números 42 al 46 y 
48 del voto sobre adiciones, y disminuyen en provecho exclusivo de la Du- 
quesa, y en nuevo crecimiento de los gananciales, el capital de su difunto 
marido (números 2.° al 7.2 del párrafo segundo, cap. 3.9 del mismo voto). 

Y todavia no debían galir las cuentas que la Sra. Duquesa se ha hecho, 
cuando su digno amigable componedor se ha visto obligado á emplear otro 
procedimiento de igual, si no de mayor violencia. No podía él menos de 
reconocer, y reconoció en efecto (resultando 1.% del capitulo IlI, concepto 
de arras y 8u reintegro), que la dehesa del Rincón había sido dada á la Du- 
quesa en arras por la cantidad de 1.125.000 pesetas. Negarlo ú olvidarlo 
` habria sido prescindir de la ejecutoria dictada por el Tribunal Supremo en 
15 de Abril de 1890. | 

Pues bien: en el núm. 8.9, párrafo segundo, cap. 3. del voto particu- 
lar, se resuelve que lo que para la Duquesa valía, según ejecutoria, 1.125.000 
pesetas, para el Duque debía representar una pérdida de 2.285.553'57 pese- 
tas. Y no se diga que se hacía esta baja porque tal era el valor que tenia 
la finca cuando fué aportada por el Sr. Duque; pues aparte de que no se 
tasa el caudal hereditario por otro valor que el que tiene al comenzar la 
testamentaria, ni el palacio de la calle del Principe, ni el mobiliario, al- 
hajas, pinturas y objetos de arte contenidos en él, figuraban en la escritu- 
ra de aportación; y no obstante que la ejecutoria los estima en 1.975.000 
pesetas, el Sr. Montero Rios se cree autorizado para disminuir por estos 
dos conceptos el capital del finado nada menos que en 4 472.279'91 pese- 
tas, fabricando de esta suerte un ganancial completamente imaginario de 
2.497.279 pesetas. 

Como no nos proponiamos otra cosa que exhibir algunas muestras de 
las resoluciones del voto particular, que sii .notivo ni pretexto que lo au- 
torice ha sido traido ante la Sala para hacer contraste con el laudo de los 
amigables componedores, consideramos suficientemente desempeñada esta 
tarea, y ponemos término al presente trabajo con el siguiente 


RESUMEN 


1.0 La escritura de prórroga de 26 de Junio último estableció que el 
plazo fijado en la de 25 de Enero de 1890 para que los amigables com pone- 
dores, y el tercero en caso de discordia, resolvieran las cuestiones pendien- 
tes y practicaran las operaciones testamentarias del finado Sr. Duque de 
Santoña, quedaba prorrogado hasta el día 7 de Septiembre siguiente. La 
mayoría de los amigables componedores consignó su fallo en acta notarial 
y protocoló las particiones de que se trata el día 6 del mismo mes de Sep- 
tiembre: luego cumplió su cometido dentro del plazo que le habia sido seña- 
lado. Es, pues, improcedente el primer motivo del recurso, que se funda 
en haberse dictado la sentencia fuera de ese plazo. 

2.2 La cláusula 6. de la escritura de 25 de Enero de 1890 disponía que 
todos los litigios no resueltos por sentencias definitivas é irrevocables del 
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Tribunal Supremo, y las demas cuestiones suscitadas 6 que en lo sucesivo 
se suecitaren, así como también las dudas ó incidencias que surgieran en 
el periodo del arbitraje, ya sobre inventario, tasación, liquidación, división 
ú otro asunto cualquiera con éstos conexo, las resolverian los contadores y 
el tercero en su caño con arteglo á su conciencia. Las únicas soluciones dicta- 
dus por el Tribunal Supremo en los asuntos de esta testamentaria son las 
que declaran válidas el codicilo y la memoria ológrafa de 1882; inoficiosas 
las arras en 153.107 pesetas; válida la pensión de 75.000 pesetas anuales 
para alfileres; nula la cláusula 4.° de la escritura de 30 de Julio de 1879, y 
comunes 4 lcs partícipes en esta herencia los bienes en ella comprendidos; 
sujetos å inventario y división el 1.750.060 pesetas que la Duquesa sacó 
de las Cajas del Banco de Castilla después de muerto su marido, el gran 
aderezo regalado por el Duque á su esposa y la plata no inventariada de 
las facturas de la casa Christophle (1). Ahora bien: la mayoría de los ami- 
gables componedores ha tomado como supuestos estas resoluciones y las 
ha consignado bajo los números 5.°, 6.% y 7.9 de la partición: á ellas, ade- 
más, ha ajustado sus resoluciones, como lo acreditan las cifras de la liqui- 
dación y todas las operaciones que han sido presentadas con el recurso. 
¿Con qué derecho, pues, se puede discutir en casación el laudo impugna- 
do? No hay punto de los tratados y resueltos en este arbitraje que no sc 
halle comprendido dentro de las amplísimas facultades que otorgó la cláu- 
Sula 6.2 de la escritura de compromiso. 

No eran, sin duda, tan amplias las que á sus amigables componedores 
concedieron los herederos del Sr. Arnáiz, y esta misma Sala, por su sen- 
tencia de 25 du Octubre de 1886, desestimó el recurso por entender que, 
habiendo sido el objeto del laudo poner término á todas las cuestiones de 
testamentaria suscitadas 6 que pudieran suscitarse, habiendo abarcado la 
cuestión en conjunto y dividido la herencia dando å cada participe lo que 
á su juicio correspondía, no se habían los arbitradores extralimitado de las 
facultades que les fueron cóncedidas. Esto es de esperar que se declare en 
el presente caso, atendida la rectitud y la consecuencia que distingue los 
fallos de la Sala. 


FX a e e i ce o o 


(1) No me ocupo de la sentencia dictada en el pleito sobre entrega de 500.000 pesetaa á la 
única heredera, porque, según reconoce la parte recurrente, no es susceptible de impugnación. 


EXCMO. SR. D. JOSE DE CARVAJAL Y HUE 


NOTAS BIOGRÁFICAS 


Es una de las más salientes figuras de la sociedad contemporánea. Sus 
aptitudes casi universales, gu amor al estudio y su laboriosidad infatiga- 
ble, han hecho del Sr. Carvajal una verdadera eminencia. Consumado filó- 
Jogo y orientalista, insigue jurisconsulto, publicista, orador y político no- 
tabilisimo, habriase colocado, sin duda, á la cabeza de los estadistas de 
nuestro tiempo en un pueblo cuyas masas fueran más reflexivas y cultas 
que son las que de ordinario se agitan en la nación española. 

Justo es decir, sin embargo, que el Sr. Carvajal ha encontrado en Ja 
mayoría de sus compatriotas el apoyo, la consideración y el respeto debido 
al verdadero mérito, y ha hecho, hace y hará uno de los primeros papeles 
entre nuestros políticos, nuestros jurisconsultos y nuestros sabios; y que, si 
no se le hace plena y cumplida justicia, cúlpese en parte al escaño acierto 
con que eligió el campo de operaciones en las agitadas luchas de las mo- 
dernas sociedades. Sus tendencias francamente conservadoras y de orden, 
se avienen mal con las rudas campañas que en estas épocas de transición 
de los pueblos han menester sostener las turbulentas democracias en cuyos 
partidos milita nuestro biografiado. 

Hechas estas breves consideraciones de carácter general, consignemog 
algunos de los hechos más salientes de su vida publica. 

= Nació D. José de Carvajal en la ciudad de Málaga en 8 de Octubre 
de 1834. 

Después de una esmerada preparación en las materias que constituyen 
la primera enseñanza, enviáronle sucesivamente á Francia, Inglaterra y 
Alemania, en cuyas naciones, sin olvidar el estudio de las lenguas, se de- 
dicó al de las cuestiones mercantiles, bancarias, económicas, etc , volvien- 
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do4su pais natal con tal suma de conocimientos en esas materias, que 
obtuvo ventajosas colocaciones en las casas más poderosas. 

Pero sintiéndose con alientos y vocación para mayores empresas, dedi- 
cóse á la politica y al estudio del Derecho, licenciándose y doctorándose 
en la Universidad de Salamanca por los años 1869 y 1870. Abrió su bufete 
en Málaga y comenzó 4 ejercer alli la profesión de Abogado; pero elegido 
Diputado republicano por Gaucín para las Cortes radicales de 1872, y pro- 
clamada la República en 1873, trasladó su familia á Madrid, estableciendo 
aquí su definitiva residencia, siendo nombrado Subsecretario del Ministe- 
rio de la Gobernación, primero, Ministro de Hacienda después, y, por úl- 
timo, Ministro de Estado de la República. Durante la Restauración ha sido 
elegido y desempeñado el cargo de Diputado republicano por Málaga en 
diversas legislaturas, y en la actualidad prosigue su labor favorita de con- 
ciliar å los diversos elementos democráticos para la formación del partido 
de fusión republicana. 

Como Abogado, no hay para qué decir que ha figurado siempre en pri- 
mera línea, y sus compañeros le han guardado las consideraciones debidas 
å sus merecidos prestigios. En el ilustre Colegio de Madrid ha desempeña- 
do los más elevados cargos, incluso el de Decano. Ha presidido dos veces 
(de 1884 á 1887) la Academia Matritense de Legislación y Jurisprudencia. . 
Presidió el Congreso jurídico español celebrado en 1887, y fué también uno 
de los Presidentes del Congreso de jurisconsultos reunido en 1892 en Bar- 
celona. | 

Sus triunfos en el foro han sido muchos y muy notables, siendo uno de 
los Abogados más solicitados para las cuestiones de empeño y gran reso- 
nancia, no sólo por su excepcional competencia, si que también por lo pro. 
picio que siempre se le encuentra para encargarse de la defensa de los des- 
graciados, sobre todo cuando se trata de desheredados de la fortuna. 

Y con estas generalisimas indicaciones, sin tratar otros aspectos de la 
vida pública y profesional del Sr. Carvajal, porque nos lo veda la indole de 

estos trabajos, damos por terminado este modesto pero sentido tributo de 
nuestra admiración y deferencia á nuestro ilustre colaborador y amigo, in- 
sertando á continuación, como muestra de su talento y gallardo estilo, una 
de sus hermosas oraciones, pronunciadas no ha mucho ante el Tribunal 
del Jurado. | 


DEFENSA DEL ANARQUISTA JUAN MARIA DEBATS 


SEÑORES DEL JURADO: (1) Yo vengo aquí á defender este pobre extran- 
jero condenado por la opinión á ciegas y perturbada, que no atiende en es- 
tos momentos sino al prestigio tenebroso de un nombre, bajo cuya invoca- 
ción se han cometido y se están cometiendo delitos que con razón la alar- 
man. Yo vengo aqui á luchar con el encono que produce la visión de ese: 
fantasma. Yo vengo aquí á distinguir entre lo lícito y lo ilícito, lo legal y 
lo ilegal, lo inofensivo y lo delincuente, por desventura confundidos com 
los signos del atropello y de la cobardía, característicos del terror, en las 
manifestaciones de una indignación legítima. Yo vengo aqui, porque éste- 
desgraciado cree que soy capaz de deshacer estas confusiones, en cuyo vér- 

. tigo se arrastra, y que tarea tan dificil como Ja de expurgar en el error lo- 
que siempre contiene de verdad y ponerla en su puesto, es propia de mis 
fuerzas. Yo vengo aquí á sabiendas de que Debats es anarquista. El Minis- 
terio público le acusa por deber; también yo por deber le defiendo; pero 
hay diferencia. El deber del Ministerio público, siempre honroso y severo,. 
es el ejercicio de una función profesional; mientras que mi deber nace ex- 
clusivamente de mi conciencia y no es el reflejo obediente de la conciencia 
social, sino que se alza aún en frente de ella, solitario y bravio, determi- 
nando mi voluntad 4 Ja defensa de un inocente, -sin más estímulos, y bas- 
tantes son, que aquellos que despierta el ahogo y el desamparo de la ino- 
cencia inerme. | 

Lo declararéis desde luego con imparcialidad. Yo no vengo aquí por 
lucro, y no lo digo con amargura ni para realzar mi obligación al lado de 
otras obligaciones; que si el sacerdote vive del altar, justo es que en estas 
imperfecciones de la vida que exigen la declaración del derecho, Jueces, 
Fiscales y Abogados vivan á su sombra; mas la desvalía de mi defendido- 
libra hasta de este escrupulo la sinceridad de mi informe. Yo no vengo: 
aqui en busca de la notoriedad que se apetece en los primeros años de Ja 
carrera; porque si la tuviese adquirida, no la acrecentaría con esto que ha- 
blo, sobre que á mi edad, ya parecen vanidades las cosas de la opinión v 
de la fama y debe ponerse la mira más alto que la tierra. Yo no vengr 
aqui por afinidades de doctrina ni por analogía de ideas sociales y politi 
cas. El procesado, como su compañero Ferreira, profesa principios contra- 


(1) Sesión dol 30 de Diciembre de 1893. 
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rios de los que yo profeso y no cabe en el orden de la vida un antagonismo 
más resuelto; yo soy republicano y ellos abominan por parejo de todas las 
formas de gobierno; yo soy demócrata, que quiere decir que pongo el dere- 
cho social como base de la política, y ellos la condenan y no proclaman más 
leyes que la ley natural; yo sostengo que la sociedad tiene la facultad de 
dictar las reglas de su régimen, y ellos quieren fiarla en la naturaleza; yo 
soy conservador y la anarquía niega la propiedad y se estrella en la aboli- 
ción de la familia, que son las dos columnas eternas de la sociedad, á cuyo 
alrededor nos agrupamos los conservadores de todos los matices. 

A raiz del suceso, entre cámico y lastimoso, del 4 de Abril, Debats qui- 
so hablarme y me habló; me enteré del caso, escuché en la reja de la cár- 
cel su intima confesión y adquiri el convencimiento de que es inocente del 
delito que se le achaca; me dijo con los labios balbucientes de temor y con 
la mirada ansiosa de la esperanza, que en mí tenía puesta toda su fe; me 
pidió la limosna de mi tiempo, de mi trabajo y de mi palabra; yo aislé de 
toda su vida, que ignoro, el hecho de su acusación y, cierto de que era un 
extravío de sus perseguidores, le tendi la mano y me puse 4 su lado, para 
ampararle con ésta toga, nunca más ennoblecida y capaz de envanecer á 
quien la lleva, que cuando las funciones á que da derecho, se ejercen con 
desinterés en beneficio del inocente y del pobre. Y no hice más de lo que 
cualquiera de mis compañeros habría hecho en mi lugar. Por eso estoy aquí, 
y allá voy, allá voy al encuentro de la dificultad. 

No atino cuál ha sido el objeto del Ministerio público con pedir duran- 
te la prueba documental la lectura de algunos retazos de periódicos, donde 
se narran las doctrinas anarquistas expuestas por Debats en algunas reunio- 
nes de trabajadores; porque cuando la autoridad ha consentido la celebra- 
ción pública de esas asambleas y la exposición de esas doctrinas, aquéllas 
resultan legales y éstas no traen aparejada presunción alguna de delincuen - 
cia, y si tuvieran las citas fiscales por motivo y por objeto la demostración 
de que Debats es anarquista, yo diría que esa demostración es ociosa, por- 
que en el interrogatorio de Debats, al principio de este juicio, la nota aa- 
liente ha sido la integridad de ánimo, sin impureza de vacilación, con que 
ha afirmado las ideas á que rinde vasallaje su inteligencia. Soy anarquista, 
ha dicho en voz alta, cuando sin duda alguna había peligro en declararlo, 
si vosotros al juzgar, no fuérais capaces de desprenderos de las preocupacio- 
nes sociales y no estuviérais penetrados de que vuestra misión en estos mo- 
mentos exige una gran serenidad de juicio. Soy anarquista, he repetido, y 
yo no me escondo para decir, que la entereza de esta confesión me cautiva, 
porque aunque no pueda compararse la eficacia de la confesión, me recuer- 
da, por lo arriesgada y briosa, la de los cristianos de los primeros tiempos, 
que ante los Pretores y ante el César confesaban su fe y pronunciaban el 
inefable nombre de Cristo y hacían el signo de la redención en el ancho 
cerco del coliseo, cuya arena enrojecia la sangre de los mártires. 
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Lo habéis oído: un anarquista es un ideólogo, un soñador que aspira al 
gobierno de la humanidad sin Gobiernos, y que niega el progreso y anula 
el tiempo en la ambición de realizar un ideal que es la finalidad inaccesible 
del progreso mismo, y cuyas evoluciones piden la acción del tiempo y una. 
serie á nuestra vista interminable de series. La distinción entre los anar- 
quistas y los políticos es simplemente ésta: que los anarquistas, tirando de 
la idea de lo futuro hacia la realidad de lo presente, niegan el Gobierno, 
mientras que los politicos monárquicos, y republicanos de los diferentes 
colores, todos vamos empeñados en la tarea de disminuir el Gobierno pro- 
gresivamente, quitándole atribuciones, bajo cuyo aspecto todos tenemos un 
toque de anarquismo en el procedimiento, si bien Jos anarquistas legítimos 
y sinceros, dentro de los cuales hay fatalmente una secta fanática, han de 
permanecer eternamente en un estado de platonismo, 6, mejor dicho, de 
éxtasis, porque no han de convencer á la sociedad actual de su propia im- 
perfección ni obligarla por Ja persuasiva á volver atrás hacia la ley natural, 
que está en el origen y está en el fin de la vida humana. 

Debats es anarquista; pero como todas las manisfestaciones de la cien- 
cia y de las artes sociales, contiene la anarquia en su seno dos corrientes, 
una colectiva que es la de la doctrina, y una individual que es la de los 
actos, y precisamente por aquello de que la anarquía no reconoce Gobierno, 
la doctrina colectiva no es responsable de los actos individuales, y si éstus 
caen bajo la acción de la justicia, aquélla persiste incólume en la región 
serena é inofensiva de las ideas. Debats pertenece á la primera de estas 
clasificaciones, y el conocimiento que yo he adquirido del fanatismo que 
domina en la segunda, me fuerza á declarar que si fuese de ella, haría os- 
tentoso alarde de gerlo y no hubiera asegurado al unisono de sus compañe- 
ros de comisión, testigos en el proceso, que rechaza los medios destructores 
y que funda la eficacia del procedimiento para realizar sus ideales, en la 
predicación y en el ejemplo. No condenéis á Debats por anarquista; no po- 
déis condenarle; si le condenáis como hombre, entráis en el derecho natu- 
ral á la manera de los anarquistas, y quedará manchada vuestra conciencia 
como Jueces; habriais de romper la relación entre el hecho y el derecho; 
tendriais que fingir hechos que no existen para que luego viniesen sobre 
esta ficción Jas aplicaciones de la ley á castigar en el fondo la doctrina que 
no es materia de delito. 

Debats vino de Francia á España en busca de trabajo y peregrinó buena 
parte de nuestra tierra, y le encontró unas veces en Bilbao y otras en Ma- 
drid, y anduvo errante y con hambre, predicando al oído en el taller y á 
voz en grito en el humilde cenáculo de los trabajadores, las excelencias de 
esta hermosa insustancial fábrica de la anarquía, donde la imaginativa crea 
un gónero humano exento del mal, armónico y regido por la ley de las con - 
ciencias individuales. Ser anarquista y ser pobre, es heroico, como lo fué 
en los primeros años de esta generación el llamarse republicano y demó- 
crata. Ser anarquista declarado equivale å cerrarse las puertas del trabajo; 
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porque” donde entra el anarquismo, aunque sea en este estado de sorda y 
vaga aspiración, no hay paz posible entre el empresario y los obreros, y el 

empresario rechaza al anarquista ostensible, cuyas ideas bajan á trabar 
quimera con los desconsuelos del estómago dolorido; y si la materia se go- 
brepone, la dignidad del hombre, que está en el espíritu, ee rebaja; y si las 
ideas vuelven A subir puras 4 su estancia, desfallece el cuerpo y se rompe 
el equilibrio, poniéndose Ja universal compensación entre el desfalleci- 
miento extremo de la materia y la exaltación extrema del espíritu. 

No es humano censurar la exaltación de los anarquistas; castíguense sus 
delitos, pero respétense sus dolores, y no escupa la sociedad sobre sus he- 
roismos 6 sus locuras. 

El dia 4 de Abril del año pasado iban tres hombres por la calle del Flo- 
rin, frente al Palacio del Congreso, y antes de llegar á una puerta que con- 
-duce al salón de sesiones fueron detenidos dos de ellos por la policía, cuyos 
agentes estaban disfrazados de paisanos. Esos dos son los procesados Debats 
y Ferreira. El tercero se quitó de en medio; es Felipe Muñoz, tercer proce- 
sado, que también ha venido á sentarse en el banco por los procedimientos 
que luego inquiriréis. La policía se apoderó de dos granadas que, envueltas 
respectivamente en papeles de periódicos, llevaban una Debats y otra Fe- 
rreira. . 

Este es el hecho de aparecimiento del delito. Cuando la sociedad ad- 
vierte una infracción de la ley penal, y conocen de ella los Tribunales, 
siempre es por efecto de los caracteres externos de este acto, último de la 
serie que ha comenzado en la intención, primordial en orden y grado. Mas 
la criminalidad que se bosqueja en el hecho de aparecimiento ó en la eje- 
cución, no se deduce integra sino cuando aquel acto se ha explicado y en- 
lazado con la intención maligna, cuyo concepto exige la existencia del su- 
jeto. En este caso, el hecho de aparecimiento era en sl inocente; porque las 
granadas de hierro que sirven para la carga de los obuses, están en el co- 
mercio de los hombres. Llevarlas Debats y Ferreira, que son conocidos como 
anarquistas, y el ser aquéllos instrumentos susceptibles de aplicarse á los si- 
niestros fines que la ley condena, echaba la sombra de la sospecha sobre el 
acto inofensivo por sí, dando naturalmente origen á los de comprobación, 
por donde lo simple se trueca á complejo, se adquiere el conocimiento de la 

culpabilidad ó de la inculpabilidad, y el acto y la persona agente vienen 
como á fundirse en el pronunciamiento del juicio. 

La sospecha que ha empañado el hecho de aparecimiento, ha tomado la 
consistencia de un prejuicio en el ánimo del Ministerio público, y no em - 
bargante que todos los actos de comprobación, que todas las indagaciones 
del sumario y todas las pruebas de este juicio han restablecido la tersura y 
sencillez propias del hecho de aparecimiento, insiste en que, por estar de- 
clarado que mi defendido es anarquista, llevaba la bomba con el objeto de 
volar el Congreso de los Sres. Diputados. No advierto la ilación , y perdó 
neme el señor Fiscal, cuyo informe es un modelo de acusaciones forenses 
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por lo sobrio, por lo severo, hasta por lo sentido; pero que carece de relación 
con sus conclusiones, mientras que por dentro chocan unas partes con otras 
y se deshacen al golpe. 

_ Pónese de resalte en todo este proceso, lo mismo en las páginas que 
contienen el secreto temporal mal guardado que nos obstinamos en llamar 
sumario, como en este plenario oral y público, un hecho sobre el cual no 
cabe duda á nadie, cuya veracidad ha atestiguado el Ministerio fiscal, acep- 
tan las defensas, se impone al Jurado quien ha oído ayer al procesado Mu- 
ñoz en su interrogatorio y al Sr. Coronel jefe de la policía de Madrid en su 
interesante declaración, á saber: que cuando menos, la policia obraba de 
acuerdo con el procesado Muñoz. De aquí á la sospecha de que éste se mo- 
viera por instigación de aquélla y por su iniciativa se fraguasen las apa- 
riencias del delito, no hay más que un paso, y ese paso no le doy yo, le da 
el Ministerio público; pero de eso ya hablaremos luego, que no quiero per- 
der el hilo de mis ideas. 

El Ministerio público principió ayer haciendo una protesta, por donde 
desnudó de eficacia probatoria las afirmaciones de Muñoz ante la Justicia 
y las que hizo ante la policía, cuya es de mera referencia. Como quien 
suelta una carga enojosa y pesada para dar más desembarazo á su andar, os 
dijo, señores del Jurado, que haría caso omiso de la policía y de Muñoz en 
cuanto á la acusación de Debate y de Ferreira, sacando de otras fuentes la 
criminalidad. Tuvo este decir las figuras de la honestidad y del escrúpulo 
propias de las augustas funciones encomendadas al Ministerio público, y 
debió seduciros por la idea, por la palabra y hasta por el gesto desdeñoso, 
como de quien se aparta de una pudrición moral; parecióme exagerada esta 
conducta y la tomé por agilidad y equilibrio del ingenio, confirmandose el 
concepto de mi crítica, en cuanto reflexioné que no tenía otro fundamento 
la acusación más que el dicho personal de Muñoz, y asi es que á la postre, 
cuando fuera de éste hubo de buscar un viso de verosimilitud, se sintió ne- 
cesitado de apelar al testimonio de dos agentes de policía. No puede pasar 
como de oro de ley esta pudicicia; la averiguación de los delitos excluye 
tales delicadezas y miramientos, porque todo hay que mirarlo y no ea lícito 
en la justicia humana asquearse y bajar los ojos. Cuando los baja, no ve, y 
por haberlos bajado, no ha visto el digno representante de la acción so-. 
cial, el delito tal como es. Yo no siento esas náuseas, y si las sintiera, me 
aguantaría; porque mi deber es entrar hasta en el fango, y si quiero reser- 
var mi toga, con levantarla, evitaré sus salpicaduras; sobre que ni Muñoz 
es causa de semejante desazón y repugnancia, ni la policía en esta ocasión 
es torpe ó mala ó desaforada, sino por la hipótesis del Ministerio público 
en que voy á entrar de Jleno, después de asentar algunos que otros hechos, 
indudables para el Ministerio público y para mi, que se han manifestado 
en la comprobación del hecho de aparecimiento. 

Debats vino á Madrid y entró como ajurtador en los talleres del Parque 
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de Artillería, donde, según el testimonio que habéis oído de su Jefe, obser- 
vó una conducta intachable y dió muestras de su inteligencia y laboriosi- 
dad. No tuvo allí ocasión de conocer la naturaleza de log proyectiles ni la 
composición de sus sustancias; así lo ha declarado el mismo maestro del 
taller en consonancia con lo que relativamente al local donde se custodian 
las granadas y se verifica su relleno, afirmó el Sr. Coronel de Artillería; de 
allí salió naturalmente, porque se acabó el trabajo y hubo de volver á la 
tarea difícil y penosa de encontrarle, desvalido y sin mañana. Para res- 
guardarle de noche, le abría sus puertas hospitalarias el Circulo de Traba- 
jadores que está, ó, mejor dicho, estaba en la calle de la Cabeza; porque 
una de las consecuencias de este proceso, ha sido aventar las cenizas de ese 
hogar común, donde los pobres hablaban de sus cosas y se consolaban de 
su aislamiento en la vida con la comunidad de las ideas. Se ha prevenido 
mucho el Ministerio público, como de punto que podía aparejar algún 
efecto, en inquirir si el asilo proporcionado por la caridad al misero ex- 
tranjero, tenía el consentimiento de todos los socios ó dependía de la vo- 
luntad de algunos. El Ministerio fiscal no sabe que la desgracia igualmente 
sentida, afianza la amistad entre los hombres de pareja condición y que los 
pobres se aman mucho los unos å los otros; no sabe que la solidaridad ‘es 
un vínculo estrecho entre los obreros de todas partes; no sabe que la hos- 
pitalidad es la regla de estos gremios, de estas asociaciones, de estos Circu- 
Jos de trabajadores, más aun si son anarquistas, porque la exaltación es un 
calor al que se arrima el que tiene frio, y el peligro acerca y aprieta; refu- 
gios siempre abiertos para los compañeros menesterosos 6 cansados en la 
labor de la predicación; como los cobertizos puestos en la senda de los pe- 
regrinos ó como los palomares esparcidos por el campo, cuyos casilleros 
sirven de abrigo á las palomas errantes y zuritas. 

Conoció por entonces Debats 4 Muñoz en el café económico de la calle 
del Ave María; supo que era anarquista, y estando también desamparado 
de recursos, concibió, según la versión del Ministerio público, el maligno 
propósito de procurárselos, por medio de una delación á la policía. Para eso 
era preciso ser amigo de Debats, protector de Debats; para ello fingir iden- 
tidad de ideas con las del fogoso é intransigente anarquista, de donde De- 
bats vino, como de un compañero, á aceptar de Muñoz casi el sustento dia- 
rio y á obedecer á Muñoz por el temor de desagradarle. Fingió Muñoz la 
amistad, la concordia de las ideas, la caridad misma, con ser tan difícil de 
fingir. Decía Felipe Muñoz á Debats que recibía dinero de su familia, cuya 
explicación, con otra en que no me ocupo por reservada é íntima, ha dado 
en este sitio; explicación que ha declarado falsa el señor Fiscal en su infor 
me de ayer, al mismo tiempo que aseguraba que Muñoz no tenía medios de 
subsistencia; pero aquí es donde principian las contradicciones de la acu- 
sación; reducido el socorro de Debats á una taza de café y un panecillo por 
las mañanas, y á un plato de judías por la noche y algún dinero para taba. 
co, seria poco ciertamente para el señor Fiscal y para mi; pero era mucho 
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para Muñoz que estaba luchando con las mismas amarguras que Debats, sin 
ocupación y sin recursos. 

¿No lo advierte el Ministerio público? Si es mentira que la familia ayu- 
de á Muñoz hasta para que sostenga á Debats, ¿de dónde sale el dinero con 
que Muñoz acude á mantenerlos? Que Muñoz obra por la policía y para la 
policía, está fuera de duda; ¿acaso es Muñoz á los ojos del Ministerio públi- 
co un socio capitalista de la policía, para fabricar é incubar los delitos, y 
que luego venga ella con sus manos lavadas á descubrirlos fácilmente y á 
escuchar engreída las gracias y alabanzas de la sociedad? Eso no puede ser; 
eso no es, á no declarar á un tiempo que Muñoz es un maniático de la per- 
secución ajena, un aficionado de la delación, que es cruel consigo mismo 
por la abstinencia, en busca del goce insensato de ser cruel con los demás 

_por la ficción del crimen. 

Cautivado ya Debats por las bondades de Muñoz, le presentó en el Circu- 
lo de trabajadores y dejaron de ir al café económico de la calle del Ave 
María. En el Circulo encontró Muñoz á Ferreira, que se hallaba ahogado por 
las mismas dificultades que Debats, y 4 quien Muñoz abrió también gene- 
rosamente su bolsa, llegando hasta dar orden en una casa de comidas para 
que de su cuenta fuese facilitado á esta pareja de infelices todo lo que ne- 
cesitaran y pidiesen. 

No bastaba, sin embargo, para los planes de Muños, tener sujetos á su 
albedrío á Debats y á Ferreira; porque aceptada la hipótesis del Ministerio 
público y la estafa que, según el mismo Muñoz, quería hacer á la policía, 
es evidente que mientras mayor fuese el servicio, mayor había de ser el 
premio, y resultaba poca cosa esto de comprometer á dos miseros extranje- 
ros aislados. Muñoz trabaja en gran escala y su ingreso en el Círculo de 
trabajadores le proporcionó escenario más ámplio y concúrso más numero- 
so. Hay que salvar å la sociedad á todo trance; pues para ello hace falta una 
asociación tenebrosa, clandestina y criminal que por una serie de acuerdos | 
conocido’ de Muñoz, vaya por fin á poner petardos en los Palacios de las 
Cortes, por medio de Debats y Ferreira; para esta máquina bastaría con que 
Muñoz diese aviso á la policia de todos los actos de la conjuración y con 
lograr que en un momento dado se encontrasen en poder de Debats y Fe- 
rreira los pre yectiles que van á servir para esta simulación de delito; pero 
Debats y Ferreira no están en el secreto de Muñoz y no son después de todo 
tan necios, que entren de buenas en los Palacios de las Cortes con las gra- 
nadas en Ja mano. No hay más remedio que salvar á la sociedad, haciendo 
que pasen Debats y Ferreira por los alrededores del Congreso y sorprender- 
los en la calle, antes de que hayan seguido de largo y todo este artificio 
quede ignorado. ¡Más valiera que así hubiese sido, que no sobrevendría la 
triste obligación de sacar á plaza las torpezas, los errores y lae inconse- 
cuencias! i 
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Muñoz denunció 4 la policía en una fecha que no se ha podido precisar, 
la existencia dentro del Circulo de trabajadores de una sociedad secreta, 
cuyo objeto era sembrar el terror y la destrucción. 

Muñoz entró en esta Sociedad ó sección de escogidos, á la manera que 
suele vulgarmente decirse, como Pedro por su casa. Se lo propusieron una 
noche, después de haberse representado cierto drama que se titula Deuda 
de sangre, y él, con desenfado, aceptó en el acto, sabiendo cuál era el obje- 
to de la sociedad; pero tuvo un motivo muy donoso de aceptar la afiliación; 
nos lo ha dicho aqut, como si pudiéramos comulgar con ruedas de molino; 
le pareció un disparate tal que no podía realizarse y no tuvo inconveniente 
en comprometerse; incontinente, se armó una mesa de pino, se cubrió de 
un paño fúnebre, se descolgaron dos banderitas negras que había al lado 
de los retratos de los compañeros ajusticiados en Chicago; se encendieron 
unas velas y lo más espantable fué que colocaron en medio de todo este ar- 
tefacto, una calavera, sobre cuyo pelado cráneo juró Muñoz por la anarquía 
y por su vida, conservar los secretos de la Sociedad, y obedecer sus sinies- 
tros mandatos. De donde le faltó tiempo á Muñoz para ir en busca del Jefe 
de policía y contarle todas estas patrañas que pondrían de punta el pelo 
de chiquillos y de-viejas, ocasionarian las burlas de la gente moza; pero 
despiertan la indignación de los hombres serios. 

Se empeña Muñoz en sostener la buena fe de su denuncia y en que esta 
fué la primera vez que se puso en contacto con la policia; tal debió ser la 
impresión que produjo en su ánimo la grotesca ceremonia, que se fué å pi- 
que aquel escéptico desenfado con que se engolfó en la «Cosmopolita», pre- 
cisamente porque le parecía cosa de locos. Verdad es que en aquella misma 
sesión oyó hablar de un proyecto de matar al Rey con un globo explosivo, y 
ya esto era demasiado para lo que podía en conciencia oir un antiguo sar- 
gento, sublevado con Villacampa el 19 de Septiembre. ¿Fué efectivamente 
Muñoz con estos cuentos al Jefe de policía? Resulta que si, por el testimo- 
nio que ha dado el señor Coronel. Si le dió crédito, ¿cómo no puso inme- 
- diatamente en conocimiento del Juzgado el delito cometido por la «Cos- 
mopolita», en el mero hecho de fer una Sociedad criminal por eus fines é 
ilícita por su formación? El art. 262 de la ley de Enjuiciamiento penal dice 
que los que por razón de sus cargos, profesiones ú oficios, tuvieren noticia 
de algún delito público, estarán obligados á denunciarle inmediatamente 
al Ministerio fiscal, al Tribunal competente ó al Juez de instrucción; porque 
sólo cuando se trata de un delito flagrante es cuando esta obligación se cum- 
ple, en defecto de aquellos funcionarios, con el Juez municipal ó el agente 
de policía más próximo; y claro es que cuando es de la policía quien sabe 
el delito, quien tiene noticia de éste, no puede denunciarle á sí propio, sino 
que ha de acudir á las personalidades constituidas en funciones para la 
averiguación de la delincuencia y su castigo. Paso por la anomalía de que 

Muñoz no cumpliera con el mandato del art. 259, que dice textualmente: 
«El que presenciase la perpetración de cualquier delito público, estará obli- 
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»gado 4 ponerlo inmediatamente en conocimiento del Juez de instrucción, 
»municipal ó Fiscal más próximo al sitio en que se hallare». Paso porque 
se equivocase de camino, no equivocándose en la intención; pero por lo que 
no paso, es porque un funcionario público de orden superior tenga noticia 
de un delito y no ponga la cuestión en manos de la autoridad judicial á 
quien compete. ¡La policía sabe que se ha cometido un delito en el ejerci- 
cio del derecho de asociación, que hay una sociedad criminal por su fin, 
ilícita porque no se ha constituido con arreglo å la ley, y la policia, en vez 
de temer, espera á que ze cometa otro delito mayor ó que 8e pongan los me- 
dios para ejecutarle! 

Es imposible; esto no ocurre en ninguna sociedad moral; la policía por 
este arte se convierte en coadyuvante del delito nuevo y en tolerante del 
delito antiguo que le engendra. La sociedad que persigue el mal, no puede 
fomentarle ni auxiliar á su desarrollo con la pretensión de detenerle á tiem- 
po y con la disculpa de castigarle. Creyera ó no creyera el Jefe de policía el 
cuento de Muñoz, no estaba llamado á entorpecer el curso de la denuncia y 
la acción de la justicia. Yo estoy discurriendo sobre la hipótesis del Fiscal, 
que ilógicamente se aparta de la responsabilidad de la policía en el delito 
de las granadas cogidas 4 Debats y å Ferreira; yo no sostengo esa responsa- 
bilidad, pero digo que es inherente al sistema adoptado por la acusación, 
repitiendo que la policía no tenia que creer 6 no creer 4 Muñoz, sino llevar 
la cuestión al Juzgado; pero mucho más creyéndole, no podía callar el de- 
lito conocido y ayudar á la comisión de otro delito que pudiera no haber do- 
minado en el grado de preparación ó en el grado de tentativa; tanto más, 
cuanto que los criminales son hombres que también tienen sus derechos y 
no pueden ser llevados á la comisión del delito, por el engaño y la astucia 
de quien descansa en la confianza de impedir el mal. 

En el otro término del dilema, si la policía no creyó 4 Muñoz cuando de- 
nunció La Cosmopolita, ¿por qué le autorizó y aun le abligó, bajo estrecha 
responsabilidad, á que continuase prestando sus servicios, y atrayendo y 
contribuyendo con Debats y con Ferreira á sus supuestos fines criminales? 

Voy á conceder por un momento que existiera La Cosmopolila, y que De- 
bats y Ferreira hubieran ido el 4 de Abril á poner Jas bombas en el Con- 
greso; este delito, aun en grado de tentativa, no se habría cometido, si la 
policía hubiera cumplido con su deber cuando se le denunció la existencia 
de «La Cosmopolita»; porque entonces no se había pensado siquiera, se- 
gún los autos y las declaraciones orales, en poner las bombas en el Con- 
greso. El Juzgado habría hecho repentinamente un registro en el Círculo 
de trabajadores, habría disuelto la «Cosmopolita», se habría apoderado de 
sus papeles y de sus actas que estaban escritas para más inverosimilitud é 
ignominia, y no se habría proyectado el delito de estragos del Congreso. 

¿Pero qué motivo consiguientemente existe para este delito, según la 
hipótesis en que discurro? ¿Cuyo es el origen? ¿Cuya la culpa? De la poli- 
cla que no cumplió con el precepto de la ley y no atajó, en la causa, los 
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efectos que podía producir, dejándola subsistente y siendo ya la causa un 
delito. | 

Es el caso que el Juzgado instructor de este proceso, comprendiendo el 
enlace intimo que hay entre él y la famosa sociedad «Cosmopolita», diri- 
gió un procedimiento especial en averiguación de su existencia, prendió á 
la mayor parte de los individuos que componían el Circulo de trabajadores, 
recogió todos esos chirimbolos que embarazan el estrado, y acabándose por 
declarar que no existía la sociedad «Cosmopolita»; sobreseyó respecto de 
los presos y dió por tierra con todo este artificio. Está probado, pues, que 
es una falsedad la denuncia de la sociedad «Cosmopolita», y sin embargo, 
todavía hemos oido 4 Muñoz en este acto sostener su existencia; pero, se- 
parándome de esta consideración, nadie negara que si la sociedad «Cosmo- 
polita» no ha existido nunca y el delito que se imputa á Debats y Ferreira 
es el de haber obedecido los mandatos de la sociedad «Cosmopolita», el 
delito no puede existir. La trama estaba bien ideada, pero mal fraguada y 
al cabo ha venido á iluminarse de tal modo la decoración, que se ha visto 
cómo está pintada y fingida. 

De la invención de Muñoz no queda nada más que los efectos siempre 
dolorosos y sensibles de las delaciones falsas: el Circulo de trabajadores ha 
sido cerrado y sus individuos han sufrido cuatro meses de Cárcel, encon- 
trándose, como habéis oído, aun de los testigos de cargo que ha traído el 
Ministerio público y que han declarado en contra suya, faltos de trabajo 
por consecuencia de este largo sufrimiento y de haber perdido su ocupa- 
ción en el taller, donde se ganaban la vida. Pero ¿qué más? Llevan Debats 
y Ferreira cerca de dos años de prisión preventiva....... Los procesados 
ansiaban que llegara este día, como el día de la esperanza y de la repara- 
ción; ahora les aqueja el temor de que podáis estar impresionados por la 
indignación que siente la sociedad. Pero yo digo que no; que para juzgar 
de un hecho que se verificó el 4 de Abril de 1892, habéis de ab-traeros de 
la influencia que ejercen actos enteramente distintos, aunque lleven el 
mismo nombre, acaecidos posteriormente. Yo sé, que para esto re necesita 
todavia algo más de lo que requiere la distinción entre el anarquismo teó.- 
rico y el anarquismo de la dinamita, á saber: que la imparcialidad de 
vuestro juicio os domine hasta el punto de no mirar hacia el teatro ensan- 
grentado de Barcelona, ni hacia el palacio legislativo de París; que distin- 
gáis y que separéis en el orden del tiempo, y que en el crisol de vuestra 
conciencia no mezcléis acontecimientos con acontecimientos; pero tal como 
yo os lo pido, asi lo haréis seguramente para ser dignos de vuestra misión. 
Pondréis cada cosa en su grado, en su lugar y en su día, y en vez de deja- 
ros llevar servilmente de un sentimiento confuso, donde ce atropellan ma- 
terias de error y materias de verdad, fallaréis como debe fallar la inflexible 
y severa justicia humana, aislando de preocupaciones el hecho que se so- 
mete á vuestro acuerdo, primero para realizar el derecho, segundo para 
que la institución cuyas funciones estáis ejerciendo, última palabra harta 
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lo presente de la soberania nacional en el orden juridico, no -contraiga la 
tacha de imperfección de que sus adversarios la acuean, declarándola su- 
jeta á las impresiones movedizas de las muchédumbres. 


Menos extraña y errónea que esta sugestión, donde el concepto propio 


se junta con el concepto común, veo otra que nace exclusivamente del pri- 
mero. Podríais fascinaros por las insidias del amor propio, huyendo de que 
se atribuyese á cobardía personal un veredicto absolutorio; pero vosotros 
no estáis ahi para ser valientes, sino para ser justos. Además, condenando 
å Debats y Ferreira, esta condenación no demostraría vuestro valor sino 
para romper la ley. La ley es la regla del orden social, y yo, en nombre de 
éste, vengo á pediros que la respetéis aun contra sus propios enemigos. 
Entre ser valientes y ser justos, sed justos. Esta no es cuestión de valor 
sino de conciencia; pero si el valor podemos considerarle aisladamente, 
declaro que se necesita para condenar á los dinamiteros, ante la perspec- 
tiva de sufrir los rigores de su brutal procedimiento; pero cuando no se 
se trata de eso, vendriais á ser los cómplices de una verdadera infracción 
de la ley moral, y desde esos sitiales seríais tan enemigos de Ja sociedad, 
como el criminal que tira la bomba desde las alturas del anfiteatro al pa- 
tio del Liceo. No; es posible que no lleve á vuestros ánimos el convenci- 
miento que me anima de que los anarquistas Debats y Ferreira no son au- 
tores del delito que se persigue, ni siquiera en grado de tentativa; pero no 
podéis traer, como elemento interior del juicio, un sentimiento de amor 
propio y de dignidad personal; ahora lo que se necesita es valor para absol- 
ver, para decir á la sociedad cuando salgáis de este sitio, que el pánico te- 
rror que se ha apoderado de ella, no podía ser elemento de vuestro fallo, 
ni tampoco el miedo de la acusación de miedo. 

Mentira lo de la «Cosmopolita». ¡Ah! ¿No es extraña esta certidumbre, 
conjunta con la circunstancia de que no se la persiguiera, cuando dos me- 
ses antes habia sido denunciada su existencia? ¿Y no tiene esta conjunción 
mucho parecido con el artificio de los malos dramaturgos que son silbados, 
porque el espectador advierte que una sencilla y natural explicación en el 


primer acto, hubiera evitado todos los enredos ficticios y violentos de la . 


trama y todos los horrores del desenlace? ¿No os explicáis ahora cómo, al 
apartarse escrupulosamente el Fiscal ó al decir que se apartaba en su acu- 
sación, de la policía y de Muñoz, era esta una habilidad? Porque según la 
versión sostenida constantemente y hasta este sitio por Muñoz y por la po- 
licía, el delito de Debats y de Ferreira no tenía más fundamento que el 
mandato de la sociedad «Cosmopolita», y en el origen de este proceso, ya 
se ha hecho constar que la sociedad «Cosmopolita» no existe. 

Y como es mentira é invención de la malicia la existencia de la Socie- 
dad «Cosmopolita», mentira son también todas las acciones que se la atri- 
buyen; y 4 los tonos grotescos y melodramáticos de la iniciación en la 850- 
ciedad secreta, se añaden los del ridículo con el imaginario propósito de 
arrebatar al Rey en un globo explosivo ó siquiera de causar por otro medio 
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lu muerte de este inocente. Mentira es averiguada y mentira también que 
se hablara de poner en la pila del agua bendita de la iglesia de San Sebas- 
tián uva bomba que estallaría al frío de la humedad. Tal asegura la policía 
que se lo dijo el confidente Muñoz; pero para eso tuvo que introducir en la 
serie de sus engaños aquella escena de zarzuela puesta por su fantasia en 
los jardines de la Florida, donde se hiciera el ensayo del proyectil, colo- 
cándole en un arroyo á presencia de los miembros activos de la Sociedad 
«Cosmopolita» y Muñoz entre ellos; la bomba reventó, según su mentir, y 
la detonación fué como la de un tiro de fusil ordinario. Para demostrar sin 
duda que nada de esto es verdad, ha traído el Ministerio público ante nos - 
otros al guarda que custodia el sitio designado, y éste ha dado su testimo- 
nio, declarando que por su oficio está obligado 4 perseguir 4 los cazadores 
furtivos, que está al cuidado para ello de cualquier detonación, y que du- 
rante muchos meses antes del día 4 de Abril, no sonó ninguna en los jar- 
dines de la Florida. 

Mentira todo lo que depende de la creación de la Sociedad «Cosmopo- 
lita», y mentira, por consiguiente, el acuerdo de poner bombas en los Cuer- 
pos Colegisladores; mentira la reunión que se celebró según estas denuncias 
paulatinas de Muñoz á la policía, en el cerrillo de San Blas por la Sociedad 
«Cosmopolita», 4 cuya reunión asistieron doce de sus individuos, para ve- 
rificar el sortéo de los tres que habían de ir á poner los proyectiles en el 
Senado y en el Congreso. La policía, que ya por entonces daba crédito á las 
- delaciones de Muñoz, no obra con sujeción 4 las reglas del sentido común; 
porque si han de ser dos los sitios que la Sociedad «Cosmopolita» se pro- 
pone volar, sobra uno de los tres conjurados; pero es el caso que entonces 
quien sobra es Muñoz, y ya no hay pretexto para que Muñoz se ofrezca 
como más anarquista que nadie, á verificar el delito voluntariamente, con 
lo cual puede intervenir en el mismo de manera que entregue á la policía 
sus otros dos cómplices. Según Ja versión de Muñoz, ya no hubo que sortear 
más que dos, porque su ofrecimiento fué aceptado, y ¡oh rara casualidad! 
hacia dos meses que Muñoz venía cultivando á Debats y Ferreira para que 
fuesen los instrumentos de su farsa; los tenía ya adiestrados por la fuerza 
del agradecimiento y de la compañia á todas horas; se verifica el sorteo por 
medio de papeletas y precisamente los que salen son Debats y Ferreira. La 
casualidad es también de la policía; ésta, que según el señor Fiscal, estaba 
al corriente de todo, no podía menos con normalidad de juicio, no podía 
menos de tener por fábula la noticia de Muñoz que llevaba impresa la má- 
cula de esta inverosimilitud, como la de que la Sociedad «Cosmopolita» que 
tenía á su disposición el Círculo de trabajadores, donde secretamente cele- 
braba sus reuniones, se congregara para hacer el sorteo á la luz del día, en 
una tarde de primavera, y eligiese el cerrillo de San Blas, lugar público 
que está el domingo cuajado de gente; porque fué el domingo 27 de Marzo, 
cuando el autor de la comedia afirma que dió este paso la conspiración. 

Si no existió nunca la «Cosmopolita»; si, por consiguiente, son mentira 
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todos los hechos que se la atribuyen; si las pruebas del sumario y del ple- 
nario han demostrado cabalmente y aun sin aquella atribución, que se 
trata de una mera inventiva de los hechos mismos; si esta es la totalidad 
de los antecedentes y no hay otros y ellos son falsos, sale necesariamente 
4 los labios esta pregunta: ¿por qué otro motivo que no se ha averiguado, 
podían llevar Ferreira y Debats al Congreso las granadas explosivas 6 no, 
que les fueron cogidas en la calle del Florin? A esta pregunta tiene que 
contestar el Ministerio público, ó mejor dicho, debía haberla prevenido en 
su acusación fiscal; que no Je es lícito destruir todo el sumario para plan- 
tear la acusación en el imperio de su mero arbitrio, y refugiarse para ful- 
minar sus rayos detrás de una hipótesis mal planteada. 

En este proceso, todo ha dependido hasta el día de ayer de la existen- 
cia de la Sociedad «Cosmopolita», y buena prueba de ello está en las pie- 
zas de convicción que se encuentran ahi amontonadas; todos son objetos 
recogidos por el Juzgado en el registro del Círculo de trabajadores; ahí está 
visible la calavera que sirvió al juramento de Muñoz, que sin duda se ha 
traído por conveniencias de la decoración; porque, si de todos los demás 
trebejos, puede decirse que son inútiles, es inhumano no haber dado cris- 
tiana sepultura á ese cráneo que un día pensó, después que el Juzgado dió 
sepultura juridica á la invención de la Sociedad «Cosmopolita»; ni el crá- 
neo, ni las banderas, ni los retratos de los obreros de Chicago, nada, abso- 
lutamente nada de eso, tiene que ver con el hecho de que se acusa á Debats 
y á Ferreira. ¿Acaso hubo la pretensión, señores del Jurado, de sorprender . 
la entereza varonil de vuestro ánimo con la exhibición de la calavera? Pues 
ya lo habéis oido y ya lo tenéis comprobado: el conserje del Círculo de los 
trabajadores, llamado Espadich, es un antiguo alumno de medicina que de 
sus tiempos de estudiante conserva este recuerdo, y suele prestarle para las 
representaciones dramáticas que lo exigen y que con alguna frecuencia se 
daban en el Círculo para honesto recreo de los trabajadores y de sus fami- 
lias. 

Podrá decir el Ministerio público: «Yo estoy de acuerdo contigo en ese 
» punto; yo sé que es falea la existencia de la consabida Sociedad «Cosmo- 
» polita», y falsos son también por sí todos los hechos que con ella se han 
» relacionado; por eso me descarto de Muñoz y de la policía». 

Bueno fuera que lo hubiese dicho el Ministerio público; porque hubiera 
sido virtud del ánimo lo que ahora acusa provisión de la habilidad; que 
poniendo 4 obscuras la razón de su desdén, ha dejado viva la luz siniestra 
de esos hechos falsos, proyectada en el delito de que acusa á Debats y á 
Ferreira. 

Después de todo, ¿cuál es respecto de esto la hipótesis del Ministerio 
público? ¿Cuál puede inevitablemente ser? Si bien analizamos su acusación 
de antes, una de las más bellas de forma que hemos oido de labios fiscales, 
encontramos dos hipótesis, una continente y otra contenida. No hablo de 
la hipótesis grande, total, que será más adelante motivo de consideracio- 
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ses juridicas; hablo de la secundaria, de la que por extraña contradicción 
se refiere al delito, en cuyo examen estoy ahora exclusivamente ceñido. 
Descartada la Sociedad «Cosmopolita», cogidos los proyectiles en manos 
«de Debats y de Ferreira, no hay en este punto más que dos términos: ó De- 
bats y Ferreira, por movimiento individual y propio, se propusieron volar 
el Congreso de los Diputados, ó Debats y Ferreira han sido víctimas de un 
engaño, llevando inocentemente estos proyectiles, sin saber siquiera que 
se trataba de hacer la semblanza de un delito. 

El señor Fiscal no ha visto este segundo término, el único verosímil, el 
que se ajusta con los hechos conocidos de la acción sugestiva y aparente de 
Muñoz y de la acción eficaz y callada de la policía; porque ni el señor Fis- 
cal ni yo podemos prescindir de estas dos entidades, en cuanto se han ma- 
nifestado dentro del proceso, y hasta las falsedades mismas que resultan 
de las delaciones de Muñoz, son elementos para explicar los móviles á que 
han obedecido. | 

El señor Fiscal se aferra al primer término de este dilema y le ha ex- 
presado en los siguientes términos: «Muñoz propuso á Debats y 4 Ferreira 
» poner las bombas en los Cuerpos Colegisladores, y esta proposición fué 
» seguramente aceptada por ellos». ¡Ah! estas son palabras textuales: haer 
sunt verba tua. El digno Letrado defensor de Muñoz ya se ha ocupado con 
mesura y con acierto, en demostrar cómo no puede ser autor de un delito 
quien ha avisado 4 la policía para que le impida y quien viene de acuerdo 
con ella, revelándola todas sus evoluciones; pero respecto de Debats y de 
Ferreira, me asombra la afirmación, y requeriría, si aun fuese tiempo, que 
te me explicase. si el adverbio seguramente se ha usado como refuerzo de 
aquella afirmación ó conforme se usa en el lenguaje común, á manera de 
«disminución de su energia; porque la afirmación es siempre absoluta y es- 
tos aditamentos gramaticales se refieren al estado de ánimo de la persona 
que.afirma; por donde se contrae y disminuye la eficacia de la afirmación. 
No dudo que el Ministerio público abrigue la seguridad de que Debats y 
Ferreira aceptaron la proposición de Muñoz; mas es preciso que esta segu- 
ridad se transmita á los Jueces por medio de pruebas, y las pruebas que se 
han hecho en este proceso, ya veremos que no acusan criminalidad en mi 
-defendido ni en el que está å su lado. No la acusan tampoco para Muñoz y 
no ha habido ninguna en absoluto que de cerca ó de lejos facilite la certi- 
-dunibre, aporte indicios, traiga la sospecha de que Muñoz propuso á Debats 
y 4 Ferreira poner las bombas en el Congreso. Si no existe la proposición, 
¿cómo puede existir la aceptación? Las dos afirmaciones del señor Fiscal 
desprovistas de fundamento, constituyen simplemente una hipótesis: la 
inverosímil de las que respectivamente contienen los dos términos del di- 
lema en que antes he hablado. Con una hipótesis, ni se acusa, ni se juzga, 
'ni se condena. 

Pero aun con esa hipótesis no puede llegar á su fin la acusación del Mi- 
misterio público; porque está averiguado, comprobado, grabado fatalmente 
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en el ánimo de los señores Jueces de hecho, que desde el primer momento 
intervino en el supuesto delito la policía, por medio de Muñoz, y que Mu- 
ñoz la avisó para que estuviese al paso en la calle del Florín é impidiese 
la ejecución del delito. Si admitimos que Muñoz propuso la comisión del 
= mismo å Debats y å Ferreira y que éstos la aceptaron, es evidente que se’ 
trataba de la simulación de un delito, y aparte de lo que luego habré de 
decir sobre la tentativa, rigurosamente se deduce que no podía haber más 
que tentativa de simulación de delito, y como sólo la gimulación de tenta- 
tiva no es delito más que con relación á una estafa, por ejemplo, aqui no 
hay delito y no hay materia penal. 

¿No ha visto esto el Ministerio público? ¿Y no ha advertido que según 
gu hipótesis, contrastaba con el hecho innegable de la delación desde el 
primer momento hasta la captura de los reos, y que, por consiguiente, nt 
Muñoz, ni Debats, ni Ferreira son culpables? ¿No ha comprendido que hay 
en su hipótesis una tristisima cuestión moral, social y hasta política, pero 
que no a una cuestión Js: 


e 


Acoñado ai ee aonbeadiccioned: a Ministerio público ade en su pb: 
tesis chica, desecha el móvil de Muñoz, despreciando adrede el hecho in- 
discutible de que Muñoz y la policía iban juntos, incapacitado ya de soste- 
ner con la palabra sus conclusiones fiscales, y necesitado, sin embargo, de: 
someterlas á vuestro veredicto, no siendo libre y potestativo en su digni- 
simo representante el modificarlas, ha esbozado en su hipótesis grande una 
tentativa de estafa de Muñoz 4 la policia, sin advertir que así excluye su 
hipótesis chica. 


Segunda sesión. 


Habia llegado el momento en el orden de mi oración de que estudiase 
las conclusiones fiscales y las contrastase con los elementos de prueba. 
. Aquí es donde podréis apreciar mejor la lealtad de mi defensa; porque no 
voy á soslayar ninguna dificultad, sino á meterme en cualquiera que se me 
presente al paso y á cavar en su seno y á buscar su sustancia y á mirarla 
cara á cara, de modo que, viéndome vosotros pelear, si llegáis á verme ven- 
cer, no os quede duda de que la victoria no es del defensor, sino de Ja causa 
que defiende; pero aquí es también donde yo estoy más necesitado de vues- 
tra diligente atención. 

Contiene la primera conclusión un relato de hechos que no tiene el me- 
nor fundamento en el proceso y que he de examinar con minuciosidad,. 
cierto de no cansar vuestra atención; pero aun resuelto 4 arrostrar este pe: 
ligro en defensa de mi causa. 

Principia el Sr. Fiscal diciendo: «Desde fines del mes de Marzo del año 
» pasado, los procesados Juan María Debats, de nacionalidad francesa, Ma- 
» nuel Ferreira de Silva Pinto, portugués, y Felipe Muñoz de la Torre, es- 
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» pañol, que profezaban ideas anarquistas, distinguiéndose por sus propósi- 
> tos antihumanitarios y exaltados, concibieron el proyecto de colocar 
» bombas explosivas en varios edificios públicos de Madrid, siendo el pri- 
» mero de los que designaron, el Congreso de los Diputados. » 

Habré de examinar, ante todo, el propósito contenido en lo principal 

de este periodo: « Concibieron el proyecto de colocar bombas explosivas 
» en varios edificios públicos de Madrid, siendo el primero de los que de- 
» signaron el Congreso de los Diputados.» 
¿Qué hay en los autos y qué ha habido en el juicio oral con referencia 6 
relación á este proyecto? Pues hay una lista de edificios escrita con letra 
disfrazada, según el parecer de los peritos caligrafos, los cuales han asegu- 
rado que no hay posibilidad de que ese anónimo le hayan podido escribir 
Debats ni Ferreira y que solamente ha podido escribirle Muñoz; porque no 
obstante el esmero con que aparece hecho el disimulo, ciertas letras finales, 
determinados rasgos y sobre todo los guarismos, que son los más difíciles 
de acultar, tienen los caracteres propios que traza libremente la mano de 
Muñoz en sus escritos indubitados, á cuyo efecto lcs peritos han tenido á la 
vista documentos de todos los procesados y aun los han sujetado 4 expe- 
riencias. 

Yo de Muñoz no digo nada; porque no hay que decir que concibiere este 
proyecto; es decir, que tuviera la intención de realizarlo, cuando ya lleva- 
ba meses de estar comunicando noticias á la policía y cuando él fué quien 
la avisó del sitio donde había de verificarse la aprehensión. La denuncia de 
Muñoz, más que denuncia, su acuerdo con la policía es un hecho indudable, 
antes y después de la ficción de poner los explosivos en el Congreso, cuya 
invención no vino á última hora, sino cuando no había podido cuajar la 
verosimilitud ni de la muerte del Rey en un globo explosivo, ni de la bom- 
ba acuática en la iglesia de San Sebastián. El papel está escrito por Mu- 
foz: luego lógica y necesariamente su contenido no significa en Debates y 
en Ferreira la concepción del proyecto de volar, uno á uno, los cinco ó seis 
edificios qne se enumeran, sobre que ya sabemos que no vuelan los edificios 
porque en ellos estallen este género de proyectiles. Después de las averi- 
guaciones caligráficas, lo que ha volado es la sospecha de que Debats y Fe- 
rreira tengan nada que ver con esa apuntación. La nota es de Muñoz y es 
inconsecuente el Ministerio público dándola importancia y no habiendo 
reformado sus conclusiones, después de haberse practicado la prueba en el 
juicio oral. Pero el Sr. Fiscal ha dicho en su informe una verdad, ó sea, 
que en este proceso no se puede afirmar nada de aquello qué proceda de 
Muñoz; que no constituyen prueba sus dichos ni sus actos. Este es un acto 
de Muñoz y, consiguientemente, debe eliminarse, porque el Sr. Fiscal tiene 
razón. Ha dicho además otra verdad análoga, ó sea, que las afirmaciones de 
la policía no constituyen prueba. El señor Fiscal, la defensa, el Jurado, el 
público entero sabe el por qué de esta lamentable exclusión y la moralidad 
«¡ue encierra, å cuyo propósito tengo que hacerme cargo de una circunstan- 
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cia que concurrió delante de todos y que no puede pasar inadvertida, ni lo 
habrá pasado seguramente para los señores Jueces. Un alto funcionario de 
| olicia, interrogado primero que ninguno, insinuó que había tenido cono- 
cimiento del proyecto por Muñoz y por otros conductos. El señor Presidente 
del Tribunal de hecho le invitó á que dijese la procedencia de estos infor- 
mes y el testigo se negó respetuosamente á contestar, bajo el pretexto de 
que las confidencias que recibe la policía, no pueden revelarse. 

Ignoro dónde eso está escrito; pero niego que sen tal la fuerza del pre: 
cepto que vaya contra la ley misma. Fuera la reproducción de los procedi- 
mientos inquisitoriales, el sistema veneciano de la denuncia secreta; no 
hay denunciador, cualquiera que sea, que no tenga la obligación de retirar 
su denuncia ó de decir de dónde procede. Si por extravío de la pasión y de 
la conciencia, un sacerdote acusara de un delito, no podría resguardarse de 
decir la procedencia de su denuncia, bajo el pretexto de que habia tenido 
conocimiento de él en el secreto de la confesión; porque el acto de denun- 
ciar viola el secreto. El origen de una denuncia que puede llevar á un jui- 
cio y aun 4 una condena, que desde luego puede producir doe años de pri- 
-¡ón preventiva, ese origen no cabe que quede en la obscuridad y en el mis 
terio, y no vuelvo de mi asombro de que este principio se haya proclamado 
delante de un Tribunal..... 

De esta concepción del proyecto no ha habido prueba alguna; pero pa 
rece deducirlo el Ministerio público de su afirmación errónea á todas luces 
de que los tres procesados son anarquistas, distinguiéndose por sus propósitos 
antihumanitarios y exaltados. ¡Anarquista Muñoz! ¡El hombre que está en- 
cargado por la policía de vigilar el anarquismo! ¡El que ha inventado par 
perseguirle tantas patrañas! ¡El que ha llevado 4 los anarquistas para que 
los preudan hasta la calle del Florin! Es contrasentido apellidarle anar- 
quista y exaltado; podrá ser antihumanitario, según la expresión del señor 
Fiscal; pero en un concepto distinto, porque en este proceso lo que rebela 
los sentimientos de humanidad, es la conducta observada por Muñoz con 
sus dos compañeros. Debats y Ferreira son dos anarquistas y son exaltados; 
ni lo niegan ellos ni lo niego yo; pero ser un anarquista no es un delito; ni 
ser exaltado en las ideas determina la predisposición al crimen; porque la 
exaltación es la nota propia de las convicciones sinceras que no han al 
canzado el goce de la realidad. ¡Antihumanitarios Debats y Ferreira! Si el 
Ministerio público entiende por antihumanitario un propósito cruel, san- 

guinario, culpable, digalo sin expresiones ambiguas y le contestaré repi- 
-` tiéndole las declaraciones de los procesados, las respuestas de los testigos 
de cargo que han confundido y destruido esta afirmación, probándose de la 
única manera que se podía probar, que ni Debats ni Ferreira, ni el Circulo 
de trabajadores, seducidos como están y como han estado tantos otros en la 
historia por el concepto de que una sociedad puede vivir sin Gobierno y sin 


ley positiva, son amigos de los medios violentos, de la amenaza y de la 
ejecución. 
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Para lavar por entero á mi defendido de esta maligna premisa ó predis- 
posición de su ánimo ó estado de conciencia capaz de ejecutar el hecho de 
autos, voy 4 hacerme cargo de un dato de que con temeroso cuidado no £e 
ha valido el Ministerio púhlico en su acusación oral, pero que dispuso que 
se leyese durante la prueba de documentos, habiendo podido quedar en los 
señores jurados la impresión más ó menos vaga de su lectura. Trátase de 
vtro papel introducido en las actuaciones, que parece borrador de una carta 
escrita á un tal Picazo y que tiene al pie las iniciales J. M. D. Como la carta 
no es original ni ha venido al proceso, porque Ja entregase la persona á 
quien iba dirigida, como es un borrador, y como no es costumbre que los 
borradores lleven al pie las iniciales de las personas que los escriben, por 
este mismo hecho resulta sospechoso el papel á que me refiero. No ha sos- 
tenido el Ministerio público que este borrador sea de Debats ni de su letra, 
pero, lo repito, entre la prueba documental ha solicitado que su texto se lea 
con el aditamento de las tres iniciales. Como no me conviene obscuridad al- 
guna, y como para que mi designio de ser sincero y abrir plaza á todas las 
objeciones se cumpla en términos que mi actitud se justifique y evidencie, 
yo doy por supuesto que el Ministerio público ha querido significar que este 
papel está escrito por Debats, en razón de qué contiene expresiones que pue- 
den dar á entender que Debats no es tan platónico en la concepción del 
anarquismo como sostiene él y sostienen los testigos que han sido interro- 
gados sobre este punto. ¿No es verdad que cumplo con mi promesa de escu- 
driñar las dificultades? Pues si tal era la significación de la conducta del 
Ministerio público, si quería decir esto, tenía, señores del Jurado, que daros 
la prueba de que ese papel era de Debats. Cuando el Ministerio público no 
ha querido que se pruebe, por algo será. in este juicio ha tenido å su alcan- 
ce todos los medios necesarios de prueba; aquí está Debats, y el señor Fis- 
cal le ha interrogado sobre todo, menos sobre ese documento. A la prueba 
pericial han asistido dos peritos caligrafos, los mismos que han puesto el 
sello de su fe sobre la afirmación de que la lista de los sitios destinados al 
estrago no podía ser sino de manos de Muñoz entre los tres procesados. ¿Por 
qué el Ministerio público no sometió también á su dictamen técnico el papel 
que lleva al pie Jas iniciales J. M. D., si es que pretendia que estaba escrito 
por Juan María Debats? Lo repito: cuando el Ministerio fiscal ha renuncia- 
do á la prueba, ha renunciado por algo y no ha renunciado por descuido, sino 
por el convencimiento íntimo de que ese papel es una falsificación más, es 
una simulación más en el número de las falsificaciones y delas simulaciones. 

Ya he dicho todo lo que hay que decir sobre el párrafo que encabeza la 
primera conclusión, y voy á leer el que le sigue: 

«Para llevar 4 la práctica su criminal intento, compraron los tres proce- 
» sados en el Rastro dos granadas vacías, que después llenaron de una sus- 
> tancia explosiva fabricada con una mezcla de pólvora fina y clorato de po- 
» tasa, poniéndoles su correspondiente mecha y cerrando herméticamente 
> sus aberturas». 
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Los hechos que comprende este párrafo se dividen, naturalmente, en 
dos partes: Primera, la compra de las granadas; segunda, la carga de las 
granadas. | 

Ya sabemos que Muñoz, Ferreira y Debats iban siempre juntos, y que, 

por agradecimiento al socorro que recibian de Muñoz, y probablemente por 
“no desperdiciar ocasión de recibirle, los otros dos le asistían de continuo, 
y aun, según las declaraciones que constan en el sumario, sobrellevaban con 
resignación las asperezas de su carácter. En cierto día del mes de Marzo..... 
los tres camaradas fueron al Rastro. Ha y duda sobre si iba Ferreira; pero 
no la hay de que iban, cuando menos, Debats y Muñoz; el objeto de esta 
excursión por la Ribera de Curtidores, le había dicho Muñoz, consistía en 
comprar dos objetos de metal que pudieran servir de pesas para un reloj de 
caja que estaba descompuesto y que pertenecía á un amigo de Muñoz, quien 
le había dado el encargo. 

- No hay que suponer que Debats 6 Ferreira ignorasen que aquellos ins- 
trumentos eran proyectiles de artillería y que los confundiesen cun las pe- 
sas ordinarias de reloj. Es tan conocida la hechura de las granadas de obús, 
que, respecto de ellas, no se equivoca nadie que tenga uso de razón, ni el 
último soldado del Ejército, ni un Capitán general, ni un sacristán de mon- 
jas, ni los más expertos, ni los más ignaros, ni los más belicosos, ni los más 
pacíficos; pero precisamente por su hechura, esos proyectiles pueden servir 
y Sirven con frecuencia de pesas de reloj; y Debats y Ferreira, supiéranlo 
esto ó no en aquel momento, no tenian motivo de dudar de que iban å em- 
plearse en aquel objeto; porque hasta la colocación del orificio por donde se 
carga la granada y se pone el fulminante, es apta para poner la suspensión, 
y todos vosotros y yo hemos visto granadas vacías usadas como pesas en los 
relojes de las casas poco pudientes, cuya modestia justifica la economía. 

Cuando hay pruebas, se condena; cuando no hay pruebas, se absuelve. 
Vosotros, señores jurados, no podéis menos de absolver á Debats, porque 
no hay pruebas ni indicios de que supiese la verdadera aplicación que Mu- 
ñoz quería dar á las bombas que se compraron en el Rastro, ni en los suce- 
sos posteriores se trasluce nada que lo apunte, ya que no lo signifique. 

El que compró las granadas fué Muñoz; los demás, 6 el otro que le 
acompañaba, le ayudaron á regatear; Muñoz se decidió al cabo y entregó 
de su propio bolsillo al buhonero Ablanedo las dos pesetas que convinieron. 
En este punto, que es sustancial, están todos de acuerdo; lo declara Felipe 
Muñoz, lo afirman Debats y Ferreira, lo atestigua Ablanedo bajo la fe del 
juramento; es decir, todas las personas que intervinieron en el acto. El 
comprador de los proyectiles es Muñoz. Evidencia de que se compraron en 
el Rastro; evidencia de su origen; evidencia de que en aquel sitio se venden 
públicamente á los ojos de la autoridad; evidencia de que no se comete un 
delito al comprarlas; evidencia de que algunos días antes del suceso de la 
calle del Florin, conocia Debats esta compra; evidencia de que el contrato . 
lo celebró Muñoz y que las bombas se hicieron de propiedad de éste por el 
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pago de su precio. ¿De dónde se deduce la responsabilidad de Debats? 
¿Cómo es posible que el testigo del trato, por el mero hecho de serlo, que- 
de eulpable del delito que pueda cometerse 6 simularse con el objeto que 
pasa licitamente de una mano á otra? Muñoz dispuso que las granadas que- 
daran en poder del vendedor, hasta que él volviese á recogerlas, y volvió 

~al mismo día 6 al siguiente, y al regresar con ellas encontró en su camino 
á Debats y á Ferreira y se volvieron juntos al Círculo de trabajadores, y 
dice Muñoz que colocó. las granadas en un hueco de la cocina que sirve de 
carbonera. ¿Dónde estuvieron las bombas hasta el 4 de Abril, es decir, du- 
rante cuatro 6 cinco dias? Indudablemente en poder de su dueño Muñoz 6 
å su disposición, en la carbonera del Circulo ó en otra parte. Debats y Fe- 
rreira aseguran que no las volvieron á ver hasta el 4 de Abril. Muñoz no ha 
explicado lo que hizo con ellas en el tiempo que medió desde la compra al 
domingo, víspera dal suceso, de que hablaremos con motivo de la carga. 
Ninguna prueba se ha practicado en el sumario; ningún dato ha venido al 
juicio oral. Muñoz ce las trajo del Rastro; Muñoz las puso en la carbonera; 
no se sabe nada más, y este es, sin embargo, un punto interesantísimo, 
porque todo el proceso depende, durante este intervalo, de lo que dicen los 
procesados Debats y Ferreira de una parte, Muñoz de otra, teniéndose que 
aplicar á lo que aquéllos y éste dicen las reglas de la crítica racional. Que 
Muñoz iba después de haberse frustrado sus anteriores intentos, fundados 
únicamente en sus falsas relaciones á la policía, hacia un delito imagina- 
rio, no cabe duda y no se puede combinar, como lo hace el Ministerio pú- 
blico, la invención del delito con la posibilidad de que haya en su comi- 
sión personas responsables del mismo. Pero ya estaba dado el primer paso 
para complicar en la comedia dos verdaderos anarquistas, mediante la 
conipra de las granadas, habiendo precedido con malicia, otro hecho, de 
igual manera inocente en esencia, en que Juego me ocuparé. No obstante 
todas las maquinaciones, se destaca la verdad del procedimiento de Muñoz, 
vigorosamente delineado; no había medio de seducir á la policía con sim- 
ples dichos y denuncias como la de la «Cosmopolita», la muerte del Rey y 
la bomba de San Sebastián; era preciso darle algo positivo, tangible, un 
hecho, y la imaginación de Muñoz tomó este rumbo práctico, preparándose 
con la mentira de la reunión celebrada en el cerrillo de San Blas y con el 
sorteo á todas luces falso, de donde resultaron precisamente Debats y Fe- 
rreira como los encargados de verificar el supuesto delito. Había llegado la 
hora de poner en juego el artificio preparado; con este malévolo fin Muñoz 
llevó al Rastro á sue desgraciados amigos para verificar en su presencia la 
compra de las granadas y que este fuese el primer dato con que su simula- 
cro adquiriera aspecto de realidad. 

Afortunadamente, la Providencia, que yo no atribuyo á casualidad estos - 
medios desconocidos por donde la malicia humana queda burlada, no con- 
sintió que dejase de resultar en el hecho de la compra que era Muñoz quien 
la hacía, y cegó luego & Muñoz en la ejecución de su designio de tal suerte, 
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que éste hubo de cometer nuevas mentiras análogas 4 las que antes había 
fraguado. Si Debats y Ferreira tenían Ja intención de poner bombas explo- 
rivas en el Congreso y en otras partes, no necesitaba ya mentir el confi- 
dente Muñoz, y sin embargo, siguió inventando sobre la comisión del de- 
lito nuevas patrañas que dejan desvirtuadas todas aquellas de sus manifes- 
taciones que no tengan otra comprobación que su decir. 

Según la versión que ha dado en el sumario el señor Coronel Jefe de la 
policía, Muñoz, que por ventura es ignorante de la química y de las cuali- 
dades de los cuerpos, le dijo que el delito se iba á cometer con una carga 
de dinamita en las bombas, á las cuales se aplicaría una mecha; todo ello 
porque Muñoz ha oido hablar de la dinamita y tenia preparada ya la supo- 
sición de que en esta materia explosiva se habían fijado Debats y Ferreira. 
Esto es absurdo, simplemente absurdo; porque la dinamita no estalla por 
combustión, sino por percusión, y consiguientemente la merha encendida 
no era capaz de producir el estrago; tanto es así que los mineros de Bilbao 
suelen labrar bujías de dinamita y con ellas se alumbran, demostrando que 
materia tan dañina y explosiva, no lo es sino cuando se pone por un cho- 
que en contacto con otro cuerpo; más se trata aquí de una mecha ordinaria 
de fumar, como esta que tengo por delante, según han asegurado los peri- 
tos que examinaron una de las Lombas; mecha de fumador que no produce 
llama; porque ciertamente produciéndose, ha ocurrido en algunos cago, 
aunque no frecuentes, que conforme se consume la dinamita para alimen- 
tar la llama, se va en el cubo de las bujías aglomerando la nitroglicerina 
pura, y entonces el contacto, hasta de un leve soplo de aire, produce el 
estallido; pero de este fracaso eventual está libre la dinamita que se halla 
dentro de un recipiente de hierro al abrigo del aire. La asociación de la di- 
namita y de la mecha es por consiguiente uva invención de la igno- 
rancia. 

El sistema de delación de Muñoz está fundado en la dinamita. Con fe- 
cha anterior á la compra de las granadas, Muñoz habló de la conveniencia 
de un negocio de dinamita y solicitó de Debats que Je copiase del francés 
la receta para lograr este producto, conforme lo hizo obedientemente, to- 
mándola de un libro de química que formaba también parte de la escasa 
biblioteca científica que conservaba el conserje Espadich desde sus tiempos 
de estudiante, primera prenda con que se aseguró Muñoz; casi al mismo 
tiempo y para averiguar si en vez de fabricar esta materia tan necesaria en 
la industria y objeto del comercio libre, convenía mejor al negocio proyec- 
tado comprarla sin exponerse á excesivos gastos de producción, indicó 
Muñoz á Debats la conveniencia de preguntar á Bilbao, donde debía tener 
relaciones y se usa mucho la dinamita en el laboreo de las minas, cuál era 
su precio. Debats, que, según es notorio, había residido largo tiempo como 
trabajador en Bilbao, escribió á un su amigo llamado Díaz, una carta en 
que sencillamente le preguntó cuál era este precio, tratándose de una caja 
de cien cartuchos, sin duda por vía de ensayo; pero en esta carta dice De- 
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bats 4 Diaz que la contestación se la mande á Francisco Muñoz de la Torre 
y á sus señas. 

La carta de Debats es explicita, terminante, clara, no hay en ella mo- 
tivo alguno de sospechar que Debats supiese que la dinamita ¡iba á apli- 
carse á asuntos criminales. La carta se la llevó Muñoz abierta á la policía, 
donde se sacó copia de ella y se le devolvió á Muñoz para que la echara en 
el correo. Muñoz recibió la contestación y ya no dió más consecuencias al 
asunto de Díaz, porque ya habia logrado su objeto. Díaz comunicaba 4 Mu- 
ñoz el precio corriente de la dinamita en Bilbao; pero más avisado que De- 
bats, y sospechoso sin duda del objeto de la pregunta, hablaba de cartu- 
chos de dulces y no de dinamita. Sigue todavía Muñoz con la idea de la 
dinamita é inventa sucesivamente dos mentiras sobre este tema, que son 
las visitas que comunica á la policía, hechas á la calle del Mesón de Pare- 
des donde vive Ignacio Castillo, y 4 la calle del Piamonte, donde vive su 
hermano Damián. 

E-tas visitas las pone Muñoz con fecha posterior 4 la compra de Jas gra- 
nadas, es, á saber, en el dia mismo del domingo 3 de Julio que precedió a 
la captura. Dice que Jos tres procesados fueron å cargar las granadas al 
Círculo, y no habiendo bastante materia, se dirigieron 4 casa de Ignacio 
Castillo, quien les contestó que no tenia dinamita y que fuesen á pedirla å 
su hermano Damián. Una y otra visita son falsas y asi está tan probado en 
el sumario, que el Ministerio público no ha creído preciso traer aquí como 
testigos ni al uno ni al otro individuo. Aunque Damián Castillo, según 
Muñoz que no entró en 8u casa y se quedó esperando en una tienda de la 
esquina, contestó á Debats que al día siguiente le daría la dinamita, De 
hate no tuvo paciencia para esperar y se fueron al Casino, donde los tres 
procedieron á llenar las granadas En esta mentira está injerta una contra- 
dicción, según el testimonio del Jefe de policía. Muñoz le denunció que 
Damián había dado la dinamita; pero que en el Círculo y en el acto de 
verificar la carga, había resultado mala y que la hablan hecho desaparecer 
por el escusado. Muñoz sostiene que esta es una equivocación del Jefe de 
policía y que lo que él dijo fué que se había echado en su presencia por el 
escusado, la dinamita que habia en el Círculo, porque estaba echada a per- 
der. Enuno y en otro caso, como este hecho tuvo efecto el día antes de la 
prisión y á su raiz declaró el señor Jefe de la policia, era elemental haber 
hecho un registro en el escusado de la casa, por donde ciertamente se hu- 
biera averiguado que ésta era una nueva mentira; pero no se hizo, y es una 
de las muchas deficiencias que se notan en el sumario. De todas suertes, 
habiendo resultado mentira lo de Ignacio Castillo y lo de su hermano Da- 
mián, como lo comprueba el hecho de que ninguno de ellos haya venido á 
este acto, ni como testigo ni como procesado, es lógico tachar también de 
mentira todas las demás aseveraciones que descansan exclusivamente en el 
dicho de Muñoz. Este continúa su fábula, y dejando ya á un lado lo de la di- 
namita, sea por tardía advertencia de que esta sustancia no estalla por com- 
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bustión, sea por otra causa, dice que, å falta de dinamita, Debats sacó unos 
papeles de ciertos botes que habia en la cocina del Cirzulo, y que rellenó 
las bombas, de pólvora, de clorato de potasa cristalizado, de papel y de 
pez, con lo cual volvieron á dejar las bornbas en el hueco de la carbonera, 
- alli, A merced de todo el mundo, y se diéron cita para comer juntos aquella 
noche, y al día siguiente para almorzar en la taberna de la calle del León. 
Todo esto de la carga lo afirma Muñoz; nadie más; todo esto lleva la tacha 
de las invenciones de Muñoz, aun sobre el mismo hecho; pero todo esto lo 
niegan Debats y Ferreira, quienes aseguran que deede el dia en que retiró 
Muñoz Jas granadas del tenderete de Ablanedo, no volvieron á verlas hasta 
que Muñoz las llevó el día 4 de Abril á la taberna de la calle del León. 

En los actos anteriores y en los actos posteriores se fundan las reglas de 
criterio racional, aplicables al de la carga de las granadas; Muñoz habia 
faltado á la verdad respecto de todos los actos anteriores á éste, faltó á la 
verdad en este mismo, ¿qué motivo hay para creer que diga la verdad res- 
pecto de la carga de las granadas? Y si se tiene en cuenta el principio de 
que Muñoz quiere fingir un delito, se manifiesta claramente que para la 
ficción, que ¿l cabo es una realidad de tal, no es preciso que Debats cargue 
aquellos proyectiles; pero para que la ficción aparezca como realidad, le 
acomoda decirlo. 

La relación de Muñoz, respecto de la carga de las granadas, exige la 
existencia en el Círculo de un depósito de diferentes sustancias inflama- . 
hles y explosivas que estaban á disposición de los socios y envuelve y trae 
siempre consigo aperejada la asociación secreta y criminal que ha quedado 
en este proceso desconceptuada de realidad; con lo que ya está destruído el 
cuento de Muñoz, siquiera supongamos contra la verdad conocida y acepta- 
da del Ministerio público, que pudiera darse algún crédito á sus afirmacio- 
nes. Mas todavía ocurre que entre las averiguaciones que re practicaron en 
el acto, fué una de ellas recoger Jos frascos que Muñoz habia reparado en el 
Círculo que frecuentaba y cuya vista le sugirió la ficción artificiosa. Su 
contenido ha sido objeto de un dictamen pericial confiado al señor Director 
del Laboratorio de Medicina, y resulta que es aceite de almendras dulces, 
agua de Colonia, polvos de quina y extracto alcohólico de quina, otras 
sustancias propias de tocador para los días de función, y además óxido 
de plomo y bencina de quitar manchas. Lo mismo ha declarado en este 
juicio público el Sr. Mariscal, que es el químico á quien me refiero. Yo in- 
vito además á los señores jurados para que dirijan su mirada á esos fras- 
cos que están á los pies de la mesa del señor Relator, y que me digan lue- 
go si es posible meter la mano por su angosto cuello para sacar de ellos los 
papeles que, según la declaración de Muñoz, contenían la pólvora y el clo- 
rato de potasa cristalizado. 

Por lo tanto, y como resumen de lo que acabo de expresar, puedo soste 
ner, sin temor de ser contradicho, que carecen en absoluto de fundamento 
las dos afirmaciones que envuelve el párrafo segundo de la primera conclu- 
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sión fiscal, cùyo texto voy å repetir: «Para llevar å la práctica su criminal 
>» intento, compraron los tres procesados en el Rastro dos granadas vacías, 
» que después llenaron de una sustancia explosiva, fabricada con una mez- 
» cla de pólvora fina y clorato de potasa, poniéndoles su correspondiente . 
» mecha y cerrando herméticamente sus aberturas. » 

Estoy conforme con el resultado de la prueba; todo ha sido invención 
de Munoz; todo excusa á Debats y Ferreira; pero precisamente en que está 
probada la mentira y la simulación, está el origen de la defensa misma; 
con lo que daré una prueba más eficaz que ninguna de que mejor vengo . 
aqui como hombre encariñado con la verdad y la justicia, que como defen- 
sor que pone al servicio de un cliente desgraciado todos los esfuerzos de su 
ingenio. 

Vamos ahora al tercer parrafo de la conclusión primbra. 

«Una vez que dichas bombas tenían, á juicio de los procesados, todas las 
j . > condiciones necesarias para producir la explosión, decidieron colocarlas en 
| > el sitio designado, que era, como se ha dicho, el Congreso.» 

Ni la'afirmación principal ni la afirmación accidental son ciertas: son 
una verdadera arbitrariedad. No se lastime el dignisimo representante del 
Ministerio público, ni acuda, como semeja su ademán, al amparo de la 
Presidencia. He empleado esta palabra con su sentido propio y natural, en 
el de arbitrio ó albedrío, en el de lo voluntario, no lo caprichoso, en el de 
lo libre, no lo despótico y opresor; sobre que ya he cuidado de hacer antes 
la necesaria distinción entre el Ministerio público y su representación, de 
suerte que así como todas las responsabilidades van contra el Ministerio 
público, y no contra S. 8., así cuanto yo haya dicho y cuanto diga, va con- 
tra las funciones y no va contra la persona, cuyo juicio individual no es 
ni puede ser el que aquí se manifiesta. 

Vuelvo á decir que no son ciertas, ni la afirmación principal ni la afir- 
mación accidental; añado más, aña-lo, que son arbitrarias, porque no hay 
prueba hecha, ni intentada siquiera, que traiga el indicio de que, según la 
opinión de Debats y de Ferreira, las bombas (me parece oportuno advertir 
que empleo la palabra «bombas» con aplicación á los proyectiles cilindri- 
cos de que estáis viendo un ejemplar sobre la mesa, por ajustarme al len- 
guaje del Ministerio público) estaban preparadas para estallar, ni de que 
habían acordado colocarlas en el edificio donde los Diputados celebran sus 

giones. 
je Si no es arbitrario acusar sin pruebas y afirmar sin precedentes y com 
yobacion ante los Tribunales de justicia, y si esto no puede decirse sin 
ffen der la entidad abstracta del Ministerio público, habría de confesar que 
cenia una idea eximia de los atributos y de las obligaciones del Ministerio 

fiscal. 

Donde nada hay que discutir, porque nada se somete á discusión, basta 
Y SObra con negar una afirmación sin base; pero lo de que, å juicio de De 
bats y Ferreira, tenían los proyectiles las condiciones necesarias para pro- 
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dùcir la explosión, me lleva como de la mano 4 examinar una fase de este 
agunto, que desde su origen me infundió recelos, ahora ratificados con el 
dictamen de los peritos. Voy á hablar de la materia que contenían las bom- 
bas, examinadas éstas por el coronel de artillería Sr. Ollero, por el co- 
mandante Sr. Mata y por el doctor Sr. Mariscal, y analizada aquélla por 
este último. 

El aspecto interior de las granadas que fueron enviadas á estos distin- 
guidos peritos, y que inspeccionaron el 9 de Abril, se halla suficientemen- 
te descrito en esta diligencia preliminar; son granadas ordinarias de obús, 
de las que se emplean en los ejercicios de blanco de la artillería en el 
campo de los Carabancheles; no tenian fulminante, como es necesario que 
lo tengan para producir el estallido, sino que su orificio estaba tapado con 
una sustancia sólida y oscura que era pez negra común, según y como di- 
chos señores han manifestado de palabra en este lugar; y por fuera tenian 
unos bramantes que aparentemente servían para sujetar la mecha y que | 
podían estar en comunicación con algún percutor ó frictor. Ante esta even- 
tualidad, los señores jefes de artillería se llevaron una de las granadas para 
examinarla con precauciones en el referido campamento. Allí se conven- 
cieron de que no existia el supuesto artificio para la explosión y que el 
bramante no servía sino para sujetar la mecha. Destapado el proyectil, en- 
contraron dentro una pasta ó mezcla de pólvora y clorato de potasa, en lá- 
minas este último, nacaradas y transparentes, que hubieron de separar con 
unas pinzas. La pólvora era, en su opinión, pólvora fina de caza, y el clo- 
rato de potasa estaba cristalizado. No practicaron análisis, y verdaderamen- 
te no habia necesidad de practicarle; pero cuando hubieron separado am- 
bas sustancias, resultó un peso de setenta y cinco por ciento de la primera 
y veinticinco por ciento de la segunda. Mandaron entonces estas materias 
al Laboratorio de Medicina legal, donde el peso fué otro; en vez de tres 
cuartas partes de pólvora marcó dos terceras partes, y en vez de una cuarta 
parte de clorato de potasa, dió una tercera parte. Aunque la diferencia es 
tan consirable y estos pe»os se hacen con el mayor escrúpulo por los peri- 
tos, como que en las mezclas y en sus aplicaciones tienen la proporción una 
importancia suma, yo nu he de insistir, señores del Jurado, en recordaros 
el resultado final de la controversia suscitada por mis preguntas al Sr. Olle- 
ro y al Sr. Mariscal. En resumen, vinieron á decir que lo mismo importaba 
para el caso la proporción de uno á tres que Ja proporción de uno 4 cuatro; 
con lo que yo faqué un concepto poco favorable 4 la formalidad del dicta- 
men, y supongo que vosotros experimentariais la misma impresión. Había 
otras contradicciones entre los respectivos informes, y la única que necesito 
recordar es que el sefior director del Laboratorio dijo que la pólvora era 
común ú ordinaria, en vez-de ser de caza y fina; punto que no se pudo acla- 
rar, como se hubiera aclarado 4 la simple vista, aun después de haber ma- 
nifestado el Sr. Mariscal que no habia empleado más que una fracción de 
aquella materia para el análisis y que había puesto en mano del Juzgado 
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todo lo que le sobró; porque si bien la pólvora y el clorato de potasa que 
contenía el proyectil forman parte integrante del cuerpo del delito, y si 
bien yo requerí que se pusiera de manifiesto, el cuerpo del delito no pare- 
ció por ninguna parte. 

Los señores peritos han dicho en el juicio de una manera terminante, 
que la mecha se habría apagado en cuanto se hubiese puesto en contacto con 
el cuerpo sólido que forma el tapón. (Aqui demuestra con extensas consi. 
deraciones y con experiencias que esto era exactísimo). 

Concluyó sus sabias manifestaciones el Sr. Ollero, después de haber ex 
plicado por qué los Jefes de Artillería afirmaron en su informe escrito que 
la disposición de la mecha no aseguraba la toma de fuego de la carga, di- 
ciendo, en definitiva, que se hubiera apagado la mecha al llegar su combus- 
tión, no á la pasta interior, sino á la pasta del orificio. De aquí saco yo una 
consecuencia necesaria: la de que no podía haberse cometido el delito. 

El delito es un acto complejo que exige la concurrencia de tres elemen - 
tos: un sujelo del mal, un medio eficaz para el mal y un objeto del mal. No hay 
delito donde falta uno de estos tres elementos, y aquí, después de esta de- 
mostración, falta el segundo..... 

El cuarto párra fo de la primera conclusión, dice así: 

«El día 4 de Abril se reunieron los procesados y estuvieron comiendo en 
> una taberna de la calle del León; desde allí se dirigieron por la calle del 
> Florin al Congreso, al cual llegaron å las tres y media de la tarde.» 

(En la misma forma y con igual habilidad y prolijo cuidado analiza este 
párrafo de la cuarta conclusión, procurando mostrar inexactitudes y contra- 
dicciones que desvirtúan las afirmaciones que en él se hacen). 

Será bien ahora trasladar el quinto párrafo de la primera conciusión, que 
dice así: 

«Al ir á penetutr los procesados en el mismo, en cuyo local, como día que 
> era de sesión, había gran número de Diputados y bastante público, la poli- 
> cla, que tenia sospechas de sus criminales propósitos, detuvo á los dos ex- 
> tranjeros, å cada uno «de los cuales le ocupó una bomba de las menciona- 
> das. El procesado Felipe Muñoz fué también detenido posteriormente.» 

Con las observaciones que acabo de hacer poco ha, analizando el suceso 
de la captura, se pega y enlaza el inciso que precede á la proposición prin- 
cipal y absoluta que asienta el Ministerio público, cifrándose aquí, como 
con frecuencia, la malicia del error, no en la afirmación que suele ser verdad 
cuando se aisla, sino en los accidentes y preliminares con que se exorna y 
atavia su aparato. l 

¡Al ir á entrar en el Congreso! Holgárame por el prestigio del Ministerio 
público que hubiese algún indicio, por pequeño que fuera, en el sumario ó 
on el juicio oral, de que la policia capturó 4 Debats y Ferreira en el acto, con 
la postura, con el ademán siquiera de entrar en el Congreso. No podian en- 
trar más que por la puerta de la calle del Florin, y ninguna prueba se ha 
aducido de que estuviesen entrando, ni en actitud de entrar por esa puerta. 
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- Iban andando por la calle del Florin, y antes de llegar 4 la puerta fueron 
presos, Ferreira por el Jefe del Cuerpo de policía, Debats por un Delegado 
de Vigilancia, ayudados éste y aquél de agentes de Orden público, igual- 
- mente disfrazados de paisanos. Iban andando, repito, y la captura se veri- 
ficó, según las declaraciones que hemos oido de unos y de otros, de captores 
y de capturados, antes de llegar á la puerta; luego en vano es que yo pida 
signos, actitudes, movimientos, indicios, pruebas de que efectivamente te- 
nían el propósito de entrar, ó iban entrando, porque no se me pueden dar; 
pero el motivo de no dárseme, lo mismo que el hecho de no dárseme, con- 
siste en lo contrario de la afirmación fiscal, que se ha corrido en demasia. 
No; ni con arrogancia, ni con blanda insinuación, es lícito, ni de ninguna 
manera, hay licencia para aventurar por cierto y verdadero aquello cuyo 
contrario está suficientemente averado por motivos de credibilidad ó por 
razones de certidumbre. Es fenómeno singular que el Ministerio público use 
de este socorrido recurso de su arbitrio, precisamente cuando le hace falta 
para dar barniz y colorido á su acusación, que, conforme veremos, sin ese 
barniz ó colorido no tendria ni los requisitos aparentes para sustentarse. 

Que la policía tenía sospechas de los criminales propósitos de los tres 
transeuntes, es un eufemismo lleno de decoro y exagerado en la propia sua- 
vidad y delicadeza de la expresión ; porque Ja policía lo sabía todo, porque 
la policía no es ésta ó aquélla individualidad personal, sino que es una en- 
tidad á que pertenecía Muñoz, quien se entendía y comunicaba con los de- 
más funcionarios del mismo orden; Muñoz lo sabía todo, todo acerca de lo 
que decía; lo que era verdad y lo que no lo era..... (Así continúa rebatiendo 
las afirmaciones de este parrafo, y cuyas consideraciones no reproducimos 
por su demasiada extensión y por ser innecesarias para el objeto que nos 
proponemos). 

Examinada ya ‘a conclusión primera del Ministerio público con aquella 
prolijidad que reclama la primacía de su contenido, donde están todos los 
hechos que han de tomarse en consideración, no habré de ser extenso res- 
pecto de las demás que califican el delito y determinan las responsabilida- 
des, hasta llegar á la de la pena, donde se detiene mi defensa, de acuerdo 
con la limitación de las atribuciones del Jurado y con el respeto que me- 
rece la división entre el hecho y el derecho. 

Reza así el texto de las conclusiones segunda, tercera y cuarta: 

«Estos hechos constituyen un delito de estragos, que ha quedado en el 
» periodo de tentativa, definido en Ja última parte del art. 572 del Código 
» penal y penado en el art. 561, por Ja identidad que con el caso cuarto de 
> este artículo presenta, estando estos artículos en relación con el art. 3.0, 
» párrafo tercero del citado Código. 

> De este delito son responsables en concepto de autores los procesados 
» Juan María Debats, Manuel Ferreira da Silva Pinto y Felipe Muñoz de la 
» Torre. | 

» En la ejecución del mismo concurre y es de apreciar la circunstancia 
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» agravante 19.2 del art. 10 del Código penal respecto de los tres procesados, 
» por haberse intentado cometer el delito en el Palacio de las Cortes. » 
Nu he de mirar sino desde un aspecto la afirmación de que los he- 

chos, aun considerándolos ciertos á la manera que los siente el Ministe- 

rio fiscal, constituyen el delito-de estragos, definido, según su aseveración, 

en la última parte del art. 572 y penado en el art. 561 por la identidad que 

presenta con el caso 4. de éste; porque me parece excusado hacer por el 

momento apreciaciones que se rozan con la penalidad; pero estoy desemba- 

razado de miramientos legales en lo que atañe á la naturaleza del acto. La 

doctrina es tan errónea en labios del Teniente fiscal de la Audiencia, como 
en labios del Fiscal del Tribunal Supremo. Lo que ois, señores del Jurado, 

calificar arrogantemente de identidad, no es más que un parecido en cuanto 
á los efectos; y Jas calificaciones de los delitos no se fundan en el parecido 
ni en la analogia. Los delitos nunca son idénticos á otros, sino que son los 

mismos y siempre auténticos, aislándose cada uno en la realidad de la vida 
por Jos actos y en su propia malignidad, según las definiciones del Código. 

Todos te parecen, porque todos causan lesión en los intereses 6 en las per- 

sonas. La identidad no existe y traerla á cuento es ir contra los conceptos 
elementales del derecho penal; equivale á un subterfugio para castigar sin 
las garantias de] derecho, y con el fin de que el castigo arbitrario prevenga 
la arbitrariedad de la delincuencia. La ley moral puede revelar á la con- 
ciencia humana la novedad de un delito que no esté en la ley penal; caso 
raro, pero al fin posible; que todas las leyes, aun siendo entre las manifes- 
taciones de la vida las más sólidas y estables, son vivientes, y por tanto 
anjetas á movimientos, riquiera sean de ordinario imperceptibles, como 
los del Sol que se nos figura inmóvil en lo infinito del espacio. Yo sostengo 
también, ¿cómo no había de sostenerlo? que el acto voluntario de poner un 
explosivo en lugar poblado de gente, con el propósito de herir ó de matar, 
siquiera sea de sembrar la confusión y el desorden, es una infracción gravi- 
sima de la ley moral, que necesariamente ha de tener su sanción en la ley 
Penal; pero al mismo tiempo afirmo que si no la tiene, que si ese delito no 
está calificado en el Código, no es delito en el concepto del Derecho positivo, 
y se queda en las esferas del derecho natural. En esas esferas, ni vosotros, ni 
el Ministerio público, ni el Tribunal de Derecho tienen jurisdicción; como 
que no rige en ellas la ley positiva, que del derecho natural parte ciertamen- 
te, pero que exige estar expresa, escrita y consentida. Sin ella, ó contra ella, 
6 fuera de ella, reina y triunfa la arbitrariedad de la fuerza, la anarquía, por- 
que el gobierno de las sociedades no está en los hombres, sino en las leyes, y 
cuando sus actos van en contra de Jas leyes, se da la razón al anarquismo y 
se proporciona á los anarquistas un motivo de razón y un ejemplo. Vosotros 
no podéis ser anarquistas, cuando estáis aquí para juzgar del anarquismo, y 
esto es, en definitiva, lo que os propone el Ministerio público, bajo la capa 
de una identidad que no existe y que no puede existir tampoco por la na- 
turaleza propia del Código penal. 
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Si la sociedad escucha la voz de la ley moral, que Je revela una nueva 
delincuencia, la sociedad acudirá y debe acudir á la calificación de un nue- 
vo delito; pero tal es la organización social, que no existirá ese delito, mien- 
tras la sociedad no le califique en su Código; porque no son delitos ni faltas 
sino Jas acciones ú omisiones penadas por la ley. 

Creedlo. La sociedad no es tan imbécil que vea venir la nube y no saque 
el paraguas. 

Cuando antes os hablaba de que en el hecho de autos no hay delito, por- 
que está probado que no hay medio apto de ejecutarle, os decía que los tres 
elementos inseparables del delito existían en la tentativa, como cuando la 
acción se consuma ó se frustra; que, de lo contrario, la tentativa no sería un 
delito, aunque comunmente se la llame tentativa de delito. Este, cualquiera 
que sea el grado que alcance en su ejecución, no llega á su concepto, sino 
cuando la acción se ha puesto ya en contacto con el objeto para realizar el 
fin maligno de la intención. Para que veáis, señores del Jurado, cómo está 
la ley de acuerdo con mi doctrina y rechaza la del Ministerio público, voy 
å leeros el tercer párrafo del art. 3.2, que su señoria invoca: 

«Hay tentativa cuando el culpable da principio á la ejecución del delito 
» directamente por hechos exteriores, y no practica todos los actos de ejecu- 
> ción que debieran producir el delito, por causa 6 accidente que no sean su 
» propio y voluntario desistimiento.» | 

Ya lo estáis oyendo; no hay siquiera tentativa de delito, sino cuando los 
actos de ejecución deben producir el delito; luego mi doctrina era buena, al 
decir, después de haber probado que las granadas que se examinaron estaban 
dispuestas de modo que no podían producir la explosión, que no habia de- 
lito, faltando uno de los tres elementos precisos de su concepto; pero no voy 
á esta consecuencia con la cita, sino á otra. El Ministerio fiscal confunde los 
actos preparatorios del delito con los actos de tentativa, que son distintos, 
porque en los primeros no hay delito y si le hay en los segundos. Según su 
infundada hipótesis, Debats y Ferreira tenían la intención de poner grana- 
das explosivas en el Congreso; se cogieron en su poder estas granadas ex- 
plosivas. Aquí está de manifiesto, en su opinión, el propósito maligno, y 
está también la preparación del medio por el cual se había de ejecutar el 
daño; pero nada de esto constituye un delito de tentativa, como no consti- 
tuiría la tentativa de homicidio la intención que un hombre tuviese de ma- 
tar á otro, y el hecho averiguado de que afilara con este objeto un puñal, 
aun cuando se le encontrara ese arma en el bolsillo y sobreviniese la cir- 
cunstancia de prenderle camino de la casa de su enemigo. Para que haya 
tentativa, es preciso que el culpable dé principio á la ejecución del delito directa- 
mente por hechos exteriores. No puede el Ministerio público, por muchos es- 
fuerzos que haga la agilidad de su ingenio, demostrar que Debats y Ferreira 
dieron principio á la ejecución del delito de estragos, con este requisito in- 
dispensable de que la acción sea directa y se exteriorice en los actos. Aun 
cuando, según su arbitrario decir, los procesados hubiesen hecho alguna 
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manifestación de entrar en el Congreso, podria mantenerse con títulos legi- 
timos la tesis de que estos actos no son los. que se pueden comprender den- 
tro de la acepción del adverbio directamente; pero está probado que no se 
cogió 4 Debuts y á Ferreira en el momento de ingresar en el edificio, sino 
antes de llegar å la puerta de la calle del Florin. El Ministerio público 
está bajo la sugestión de su prejuicio. Sin embargo, lealmente declaro que 
el punto sería discutible, si la policía hubiera tenido un poco de paciencia 
y ho apareciera haberse precipitado en verificar la captura antes de tiempo; 
solamente que para mí no fué precipitación, sino que, llevando la hipóte- 
sis del Ministerio público más allá de las consecuencias en que se para con 
harta prudencia, fué el medio calculado de evitar que se frustrara todo el 
plan, pasando de largo los procesados Debats y Ferreira, en la dirección de 
la casa donde vivía el amigo de Muñoz. 

Que de este delito de tentativa no son autores Debats y Ferreira, confío 
£n que estaréis todos persuadidos; que no lo es Muñoz, entiendo que está 
igualmente probado; porque, aun dejándome de otras consideraciones que 
harían oficiosa mi defensa, es de sentido común que no se compagina el 
dar principio á los actos de ejecución del delito, con el hecho averiguado 
de que cuanto el delito pudo ser concebido ó imaginado, Muñoz dió parte 
á la policia y ésta le comunicó sus instrucciones, hecho fundamental de 
este proceso, que por haber llegado á alcanzar grado de evidencia, ha ser- 
vido de punto de partida á todo mi informe. Reconocido este hecho por el 
Ministerio público, no concibo la contradicción; mucho menos la resuelvo, 
4 no ser que el Ministerio público considere penables las funciones habi- 
tuales de la policía; punto de vista extraordinario y novedad peligrosa en 
el orden de nuestras costumbres políticas. De la circunstancia agravante 
Aécimanovena del art. 10 del Código penal, no hay que decir nada; porque 
ya está todo dicho y ha desaparecido en el examen de los hechos, la afir- 
mación de que los procesados iban á entrar en el Congreso. 

Ya he acabado el análisis respectivo á los hechos de aparecimiento y 
<omprobación del delito, y enderezo mis pasos hacia el término de este 
largo informe, para recoger en síntesis sucesivas las hipótesis y principal- 
mente la que llamé grande y total del Minirterio público. ? 

La prueba está hecha y exclusivamente ceñida á los puntos siguientes: 

1.2 El procesado Muñoz estaba de acuerdo con la policia, 

2.2 El procesado Muñoz inventaba los hechos de que daba cuenta å la 
policía. 

3.2 Los procesados Debats y Ferreira llevaban en su poder unas grana- 
das de artillería, yendo con Muñoz por la calle del Florin. 

De estos tres hechos, únicos de que hay certidumbre, no deduce el ra- 
«ocinio que ninguno de los tres procesados sea autor del delito de estragos 
en el grado de tentativa. 

Advertid, señores del Jurado, cómo el sistema de acusación se descarta 
del origen del supuesto delito que está, según la policía y según Muñoz, en 
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la existencia de la «Cosmopolita». Todo ello ha sido declarado y probado 
falso; pero el Ministerio público, atento únicamente 4 que las granadas se 
han encontrado en manos de Debats y de Ferreira, da al traste enteramen- 
te con el sumario, é incluyendo en sus censuras á Muñoz, crea otra explica- 
ción del delito, y, sin apoyo de ningún género en el sumario, ni comproba- 
ción alguna en este juicio oral, insiste en que no se le vaya: de las manos le 
ocasión de pedir el castigo de la anarquía, lo mismo en Jas personas de 
Debats y Ferreira, anarquistas sinceros é inofensivos, que en la persona de 
Muñoz, anarquista fingido para usos de policía. 

(Continúa el Sr. Carvajal rebatiendo por modo inimitable las conclusio- 

nes del Ministerio público, y termina de este modo su magnífica defensa). 

Señores del Jurado: no he sido yo, han sido la verdad y el derecho, 
quienes con brazo poderoso han cerrado todas las puertas para el castigo. 
Vosotros no podéis condenar á Debats, porque Debats ha probado que no 
es delincuente, y no habéis de perder la serenidad ante el temor de la anar- 
quia, porque no vinisteis aquí sino pcr la ley y para contribuir á los fines 
de la ley. Representáis á la soberanía nacional; pero hay algo que está por 
cima de ella y es el derecho. Si la soberanía nacional no estuviese en los 
Tribunales de hecho subordinada á un concepto supremo, si no fuere secun- 
daria del derecho, si obrase arbitraria y voluntariosamente por virtud del 
instinto de la conservación social, valiera más que el Jurado la ley de Lynch; 
porque en sus impetus violentos excluye la hipocresía, y un Tribunal, pro- 
ducto de la ley escrita que no se sujetara á ésta, y, sin embargo, la invoca- 
se, fuera una semblanza odiosa que diera la razón al anarquismo. A la fuer- 
za abierta no se contesta con la fuerza disfrazada. La guerra consiente el 
ardid; mas vosotros no podeis aplicar el derecho de la guerra, porque serie 
tanto como dar carácter de beligerantes á los anarquistas. 

La anarquía es una palabra de forma y de procedencia griega, que quie- 
re decir Jiteralmente sin gobierno ó sin principio; porque las sociedades pa- 
gadas, no habiendo ahondado en Jos orígenes del derecho público, enten- 
dieron que el Gobierno es el principio ó la fuente de la vida política, al 
revés de las sociedades modernas que restablecen ese significado, según sus 
atribuciones, como efecto ó derivación de las necesidades sociales. En este 
punto está la principal diferencia entre las democracias imperfectas de 
Grecia y de Roma, y el concepto jurídico de la democracia que tienen los 
pueblos contemporáneos. 

El concepto de la anarquía ha permanecido en la historia con un signi- 
ficado restricto, y hasta los días de hoy no ha tomado vuelo por los espacine 
de la doctrina; pero está tan arraigada y próxima la antigua acepción con 
el mismo apellido, que el vulgo, yéndose 4 lo hondo y å lo práctico, sigue 
llamando desorden á la anarquía, mal que pese á sus contemplativos y fer- 
vorosos partidarios; en razón de que el tiempo y el progreso, antes destru- 
yen 6 modifican las esencias de las cosas que sus formas; donde se colige 
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que por el ansia de perpetuarse ó la costumbre, el sentido de dentro suele 
ser ocioso sin fruto, si fuera no le responde el nombre propio y desfigurado. 
Pasando de los universales á lo limitado de los particulares, condesciende 
æn justicia agregar que el anarquismo doctrinario no ha dado respiro 4 la 
sociedad para que se acomode con el sentido lato de sus principios, sino 
que la música y regocijo de sus salvas, la solemnidad de su proclamación, 
el bando y el programa, han tenido inmediatamente un eco en el estruendo 
de las hombas explosivas, por donde se ha descubierto más la fealdad del 
procedimiento terrorista con la cercanín de la belleza que enamora en la 
doctrina, y la suciedad, desatendiendo el sentido lato, ha pasado del senti- 
do restricto de la anarquía á otro que lo es también, mas con variedad re- 
pugnante, por el horror que inspira el delito individual. | 

En la historia nunca ha dejudo de ser la anarquía sinónimo del desor- 
den social, y un pueblo sin gobierno ha sido una aprehensión visionaria de 
la fantasía, como el máximo desbarajuste, todo lo contrario de lo que sue- 
flan sus secuaces de esta generación; nunca.se ha conocido un pueblo sin 
gobierno; mas con aquel sentido limitado en que acabo de hablar, cuando 
los resortes de gobierno se han aflojado y las facciones han cogido el ma- 
nubrio con violencia desatentada, entonces se ha dicho que este pueblo 
estaba sumido en la anarquía. Doy de lado á la prevención egoista é injus- 
ta con que los conservadores han apellidado constantemente anárquicas las 
soluciones progresivas; de cuya sin razón se han desquitado los liberales, 
apodando despóticas las soluciones conservadoras (venenos que la pasión 
filtra en el entendimiento) hasta que, cobrando la vida pública tonos juri- 
dicos, ha venido la democracia á ponerla el derecho por base de sustenta- 
ción; pero es el caso que los estados de anarquia relativa que declara la 
Historia, en viendo los sucesos desde cierta distancia y en esperando á que 
se siente el polvo de las ruinas, se advierte que no han sido por igual da- 
ñinos y por igual infecundos. 

Ha habido estados de anarquía que revelaron la decadencia de los pue- 
blos y fueron el término de su poder, como aquel en que cayó el imperio 
de Alejandro á su muerte; pero los ha habido gloriosos, de que nuestro si- 
glo y vuestra patria dan un testimonio que á los españoles nos envanece; 
porque nuestros padres se encontraron un día sin Rey, sin dirección, sin 
gobierno, invadido su territorio, corajudos y diseminados, con el sentimien- 
to de la nacionalidad por único vínculo, con la religión por único freno, 
con la independencia por único norte, cara á cara del Conquistador más 
arriesgado que reseñan los anales, y de aquella santa y bendita anarquía, 
‘entre el choque de las ideas y el choque de las armas, surgió la aurora de 
oueftra resurrección. No ha sido todo malo en la anarquía de la historia; 
porque cuando los lazos del Gobierno se destrozan, suele la sociedad arri- 
marse más 4 la ley natural, y con este arrimo los pueblos viriles se fortale- 
cen y salvan. ¡Pero líbrenos Dios de la anarquía, que aun para remedio es 
muy peligrosa! 
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Con razón el arte la representa siempre con las formas más repulsivas, 
y cuando la mitología pagana, que alzó efigies á todos los seres, á todas las 
ideas y á todos los estados de la vida, simbolizó la anarquía, fué una mujer 
presa de las Furias infernales, desgarrada la vestimenta, suelto y destren- 
zado el cabello, vendados los ojos, rodeada del incendio, blandiendo en 
una mano el puñal fratricida, una tea en la otra, pisoteando el libro de le 
ley, rompiendo todos los vinculos, imagen y simulacro del dolor y de la 
rabia. ¿No es verdad que esa figura es la misma con que se os representa la 
anarquía de la dinamita y del petróleo? 

Mas esa no es la anarquía que entrevió Platón en su República; esa no es 
la anarquía que vagamente se vislumbra en el pensamiento de los ideólogos 
y de los soñadores pasados, ni en la ciudad del Sol de Campanella, ni en la 
Atlántida de Bacon, ni en la utopia de Tomás Moro, ni en la total doctrina 
de Rousseau; esa no es la anarquía mistica que inflama å los Doctores de le 
[glesia y que late en la comparación de Agustin, entre la ciudad de Dios y 
la ciudad del Mundo. Esa es la herrumbre y la escoria, que sale cuajada y 
candente del horno abierto, donde se funden los espíritus cuando suben á 
evaporarse en lo infinito. La anarquía, que vieron ténue y confusamente 
todos los genios enamorados de la Belleza que tiene el Bien, es un resplan- 
dor del cielo en la conciencia, es un alucinamiento, es un espejismo de la 
Jerusalén divina en la Jerusalén terrestre, cuya abstracción turbada y va- 
garosa no ha podido nunca tener realidad; porque no basta con juntar loe 
conceptos de la Belleza y del Bien para vivir; aun con la neblina espesa y 
baja que aqui en el mundo «huma sus contornos, precisa vineularlos á la 
Verdad, y, por desventura inexorable, la verdad en la tierra no es más que 
una refacción, luz de aurora 6 de anochecer, en cuya débil claridad se agitan 
con clamoreo pasiones, intereses, penas y alegrias: siempre de quimera la 
Humanidad y Yo; no es la verdad de la tierra sino una relación que señores 
y pone trabas al desarrollo de lus ideales, habiendo únicamente de herma- 
narse «on ellos, anularse y anularlos, cuando la verdad deje de labrarse 
también con la realidad de la vida, allá en lo absoluto de Dios, 4 donde no 
se llega sino después de haber subido las escalas invisibles y vacilantes de 
la Muerte. 

El concepto de la anarquía ha salido ya cabalmente durante esta gene- 
ración de Jas aspiraciones indecisas, y ha tomado el sentido lato de una 
doctrina, de una visión total de la sociedad, donde el orden absoluto se rea- 
liza por Ja libertad absoluta; arí es que los hombres cultos no se aterran ya 
de la anarquía, sino que la contemplan con la sonrisa de la incredulidad. 

Estamos ya muy lejos del anarquismo de Proudhon, hijo legítimo de 
Rousseau, cuyo era el cerebro y suya la expresión; un pueblo que se gobier- 
na por sí propio, sin leyes, sin Tribunales, por la conciencia individual, 
donde reina la paz, es un hermoso delirio, una poética fantasia, nada más; 
pero la ilusión será eterna y la raza humana se irá mejorando hacia el ideal, 
sin alcanzarle nunca. La anarquía tiene un toque singularmente religioso" 
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reina en la patria celeste; alli no hay gobierno, porque 4 Dios no le queda 
nada que hacer. Y tanto se dan los extremos el ósculo de la fraternidad, 
que, si el anarquismo se puede poner en comparación con los partidos, no 
tiene mayor contacto, ni se da más de cerca la mano que con los integristas 
católicos, que piden el reinado de Cristo sobre la tierra, olvidando que el 
Maestro dijo: Mi reino no es de este mundo. 

La doctrina es inofensiva por si; pero peligrosa, peligrosisima por sus 
consecuencias; solamente que siendo peligrosa no es punible, y veo á la so- 
ciedad condenada á llevar sin término la carga de este ideal en su peregri- 
nación sobre el planeta. El peligro estriba en la nota de sensibilidad que le 
distingue y en la necesidad que le aguijea. El ideal pide carne, y aquí está 
el límite donde acaba lo lícito y principia el delito. 

El anarquismo es un error; pero el error tiene su garantía en el derecho, 
que es la misma de la verdad. Si suprimís el escudo del error, suprimie el 
de toda doctrina. Acordáos que la doctrina es inviolable desde que, hace 
veinte siglos, un Doctor de la ley, un fariseo, hombre de respeto en todo el 
pueblo judáico, alzó la voz en el sinedrio de 108 sacerdotes y de los ancia- 
nos, congregados para condenar á unos hombres que se obstinaban en pre- 
dicar nuevas doctrinas y cuyos ánimos no aplacaba ni el encierro ni la fla- 
gelación. «¡Varones de israel, mirad bien por vosotros y cuidad de lo que 
> vais á hacer con esos hombres! ¡No os metáis con ellos y dejadlos; porque 
> si su consejo viene del mundo, se disolverá; pero si viene de Dios, no le 
> podréis deshacer; acaso parecerá que resistiais la voluntad de Dios!» 

_ Señores del Jurado: 

- Ya he concluido. Ahora vais á escuchar el resumen, etc. 


EXCMO. SR. D. VICENTE ROMERO GIRÓN - 


NOTAS BIOGRÁFICAS 


Las constantes relaciones que mantenemos con el Sr. Romero Girón, y 
que se inspiran por nuestra parte en una admiración profunda y en una 
gratitud sin límites, han de ser causa para que no digamos en alabanza de 
nuestro Director todo lo que él merece y universalmente se le reconoce. 

Cuarenta años de constante trabajo, producciones imperecederas en el 
Foro, en la Literatura jurídica y en el Parlamento, y elevados proyectos para 
el porvenir, han hecho del Sr. Romero Girón una de las figuras más respe- 
tables de la España contemporánea, poniendo su nombre muy por encima 
de todas las discusiones y en nivel superior al de la mayoría de los hombres 
públicos, sobre la cual tiene la ventaja inmensa de ser, ante todo y sobre 
todo, un hombre de ciencia. 

Nació el ilustre penalista español en Valdeolivas (provincia de Cuenca), 
el 21 de Enero de 1835. Huérfano de padre á los tres años y habiéndose tras- 
ladado su madre 4 Cuenca para atender mejor á la educación de sus hijos, 
comenzó en esta población sus primeros estudios ingresando en el Semina- 
rio, donde permaneció tres años, al cabo de los cuales, en 1846, entró en el 
Instituto, donde terminó el grado de Bachiller. 

El año 1850 vino á Madrid con objeto de estudiar la carrera de Aboga- 
do, que terminó el año 1859 juntamente con la de Administración, dejando 
sin concluir la de Filosofía y Letras, que también había comenzado. 

Ya en el año 1855, antes de licenciarse, entró como pasante en el bufete 
de D. Manuel Ruiz de Quevedo, y en el año 1860, cuando se matriculó en el 
Colegio de Abogados de Madrid, se encargó del bufete de D. Simón Santos 
Lerin, al frente de cuyo despacho estuvo hasta 1866, en cuya fecha murió 


dicho señor. Desde ese mismo año 1860 viene sin interrupción ejerciendo 
la abogacía. 
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Como escritor juridico, se le deben importantisimos trabajos. Por los 
años de 1864 y 65 colaboró con gran asiduidad en la Revista de Legislación y 
Jurisprudencia y en la del Notariado, que á la sazón diriglan los Sres. Lastra 
y Morcillo. 

Ha publicado una traducción á los estudios penitenciarios de Roeder, a 
cuya obra puso un prólogo, y tiene inéditas las traducciones de La Filosofia 
del Derecho y La Pena correccional del mismo autor. También ha traducido 
la obra de Carrara Teoría de la tentativa y de la complicidad, y la Pxporicion 
de motivos del Codigo penal de Mancini. 

Entre la infinidad de trabajos críticos y expositivos debidos á su labo- 
riosidad infatigable, citaremos el prólogo á la versión castellana del Dere- 
cho internacional privado, de Fiore; un estudio crítico del Código civil, in- 
serto en los comentarios del Sr. Falcón, y el informe al proyecto del Código 
penal de Mancini, trabajo que le valió la condecoración de la Orden de la 
Corona de Italia. | 

Entre sus muchos notabilísimos discursos se cuentan los pronunciados 
en el Senado y Congreso, siendo Ministro de Gracia y Justicia, en defensa 
de un proyecto de Jey del Jurado; el que leyó ante el Supremo Tribunal de 
Justicia en la misma época; los que dejó oir en la Alta Cámara al discutirse 
el Código civil vigente; el que como Presidente de la Academia do- Juris- 
prudencia pronunció sobre Retroactividad de las leyes; la defensa que hizo de 
D. Ricardo Peris Mercier al sostener el recurso de casación que á nombre 
del mismo interpuso, y e] pronunciado atte el Congreso jurídico de Madrid 
sobre el tema «Las personas sociales». 

Tiene en preparación la traducción del Manual de procedimiento alemán, 
por Geyer, y la del Manwal de procedimiento penal, por Glasser; la doctrina 
de la prueba y el folleto sobre el Jurado, obras ambas del mismo autor, y 
la de la Historia del matrimonio civil, de Friederberg. 

Es en la actualidad miembro del Instituto de Derecho internacional, de 
la Asociación de legislación comparada de París y de la de Prisiones de 
Barcelona; Presidente de la Sección 2.8 de Codificación y, desde hace veinte 
años, Director de la REVISTA DE Los TRIBUNALES y de la publicación de las 
Instituciones políticas y jurídicas de los pueblos modernos, obra verdaderamente 
monumental, continuada con los Anuarios de Legislación universal. 

La constante actividad de su espíritu y la fecundidad que es consecuen- 
cia de aquélla, ha llevado á discutir si Romero Girón es más jurisconsulto 
que Abogado, 6 más Abogado que jurisconsulto. Creemos que ambos titu- 
los le son aplicables por igual. En estrados no puede hallarse Letrado de 
_ más escrupulosidad en el estudio, más habilidad en el desarrollo de la de- 
fensa ni más exquisito sentido práctico; en el libro y en la prensa, tampoco 
es tarea fácil encontrar publicista de cultura más universal, de ideas más 
elevadas, ni de más atildada corrección. 

Son caracteres distintivos de su palabra, gran profundidad en el con- 
cepto y extraordinaria serenidad y dominio en la expresión. Dentro de los 
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Tribunales, los momentos de más calma en sus discursos son los más temi- 
bles, porque acostumbra á decir como de pasada las frases que destruyen 
toda una argumentación ó dan la clave de un pleito intrincado, despejando 
la incógnita con una sencillez que á todos maravilla. En las Cortes suele 
dejarse llevar de mayores acaloramientos, rejuveneciéndose en discursos 
fogosos, que producen honda impresión. 

Su vida política, de la que aquí apenas debemos ocuparnos, ha sido 
también muy laboriosa, quedando su nombre unido a la revolución dei 54, 
á los azarosos días del 65 al 67, y á la constitución política del 69. Fué 
Diputado desde 1869; Senador vitalicio desde 1886; Subsecretario de Ultra- 
mar en el citado año 69, y Ministro de Gracia y Justicia en 1883. 

La democracia ha tenido siempre en él uno de sus más esforzados ada- 
lides, no de los muy abundantes que hacen de ella pretexto para su medro 
personal, sino de ayuellos pocos escogidos que dejan como recuerdo de sus 
trabajos políticos, obras como el juicio oral y público y el juicio por 
jurados. 

Poseedor de una magnífica biblioteca y gobreponiéndose á su. padeci- 
miento de la vista, el Sr. Romero Girón continúa consagrado al estudio de 
una manera incesante para bien del foro, de las letras y de la cultura jurt- 
dica universal. 


DERECHO MERCANTIL 
CONSULTA Y DICTAMEN 


Sociedad conanditaria: Consecuencias de los actos de un socio gestor que dispone de parte del 
fondo social para asuntos propios. — Situación de los diversus herederos de dicho soci. — 
jks plicable á aquéllos lo dispuesto en el art. 147 del Código de comercio? 


Antecedentes.—De los que se me han suministrado por nota, resulta 
que la casa Brunet, de San Sebastián (Guipúzcoa), fué fundada en 1. de 
Enero de 1801, y que toda su historia revela el propósito firme en los suce- 
sores, de mantener la casa, á ejemplo de lo que sucede en Inglaterra, Fran- 
cia y Alemania con establecimientos que se perpetúan 4 través de varias ge- 
neraciones. 

No huelga este dato para referirlo á la escritura pública, que después se 
reseñará, y sobre cuya 3ubsistencia y aplicabilidad por virtud de sucesos re- 
cientes se me consulta, 

La casa, pues, continuó, y en 31 de Diciembre de 1889 (ya bajo el imperio 
del nuevo Código de comercio), D. José Manuel de Brunet y Prat, de ochenta 
y tres años; D. Ramón de Brunet y Prat, de setenta y siete; D. Francisco de 
Brunet y Fernández, de setenta y tres; D. Pedro de Brunet y Fernández, de 
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setenta; D. José de Brunet y Bermingham, de cincuenta y dos, y D. Gui- 
llermo de Brunet y Bingley, de veinticuatro, declaran en escritura pública 
que otra escritura de sociedad mercantil, su fecha 21 de Enero de 1876, otor- 
gada por los cinco primeros en unión de D. Fernando de Brunet y Prat y 
D. Alfonso de Brunet y Bermingham, socios que han fallecido en el período 
de su duración, terminaba aquel día, ó sea en 31 de Diciembre de 1876. Y 
manifiestan textualmente: 

«Que por las prescripciones del Código de comercio vigente, no pueden 
continuar con la razón social de José y Francieco Brunet, padres y ascen - 
dientes de los otorgantes, que fundaron la casa en el año de 1801; pero adop- 
tando ahora otra razón social, en cenformidad con lo que dispone dicho Có- 
digo, quieren continuar los negocion de la casa celebrando contrato de so- 
ciedad mercantil colectiva comanditaria.» 

La nueva sociedad continuaría los negocios de la que terminaba, y li- 
quidaría, de conformidad con los herederos de los socios fallecidos que no 
entraban 4 formar parte de la nueva. Son razón social José Brunet y Com- 
pañía, siendo socios gestores I). José Manuel, D. Ramón, D. José y D. Gui- 
llermo Brunet, y comanditarios D. Francisco y D. Pedro de Brunet. 

Fijan otras condiciones relativas al capital, fondo de reserva, remunera- 
ción á los gestores, reparto de beneficios, duración de la sociedad; y pre- 
viendo el caso de fallecimiento de alguno de sus socios, estipulan: 

«Condición 10.28 Por fallecimiento de uno de los socios, no quedará 
disuelta totalmente Ja sociedad, sino únicamente para los herederos del fa- 
llecido, continuando para con los demás socios, pues se consigna pacto ex. 
preso de que aquélla subsistirá entre los sobrevivientes en los mismos tér- 
minos que se establecen en esta escritura. En este caso, se fijarán en la pri- 
mera liquidación anual que se practique las acciones activas ó pasivas que 
resulten hasta entonces al socio finado y los herederos de éste, y los otros 
socios quedarán sujetos 4 sus resultados, cesando desde entonces ó desde el 
momento en que se finalice la liquidación, toda participación de los here- 
deros del finado, en esta sociedad. » 

La duración de la sociedad se fijó en cuatro años: desde 1. de Enero 
de 18:0 4 31 de Diciembre de 1893. 

En el mismo día del otorgamiento de la escritura referida, D. José y 
D. Francisco Brunet dirigieron á sus comitentes y correspousales una circu- 
lar, en la cual comunican la espiración de la antigua sociedad, y dicen: 

«El Código de comercio no permite que la nueva sociedad mantenga la 
misma rázón social de José y Francisco Brunet, que hubiéramos querido 
seguir conservando en memoria de nuestros fundadores. » 

Al día siguiente, José Brunet y Compañía , nueva razón social, se dirige 
igualmente 4 los comitentes y corresponsales de la anterior sociedad, en la 
cual se reproduce la misma idea consignada en la precedente referida cir- 
cular. | 

Pero durante el año 1891 fallecieron D. Ramón y D. José de Brunet, so- 
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cios gestores. La sociedad siguió funcionando, y al finar aquél convinieron 
los socios sobrevivientes en anticipar su término y constituir una nueva 
bajo la misma razón social de José Brunet y Compañía, lo cual tuvo efecto 
por escritura pública de 21 de Diciembre de 1891. 

Concurren'á ésta D. José Manuel de Brunet y Prat, de ochenta y cuatro 
años; D. Francisco Brunet y Fernández, de setenta y cuatro; D. Pedro de 
Brunet y Fernández, de setenta y dos; D. Guillermo de Brunet y Bingley, 
de veinticinco; D. Manuel de Churruca y Brunet, de cincuenta y cuatro; 
D. Andrés Egorcarnbal y Machain, de cuarenta y nueve, y D. Luis Gaitán 
de Ayala y Brunet, de veintitrés. 

Refieren que, si bien por la escritura de 31 de Diciembre de 1889 la so- 
ciedad entonces constituida había de terminar en 31 de Diciembre de 1893, 
con motivo de la muerte de dos de los socios, los sobrevivientes resuelven 
darla por terminada, entregando y traspasando todo eu activo y pasivo á la 
nueva, que proceden á constituir bajo la misma razón social de José Bru- 
net y Compañía, la cual dará principio desde luego á sus operaciones. 

Recordando Ja condición décima de aquélla y el pacto expreso de no di- 


solverse totalmente la sociedad por fallecimiento de uno de los socios, sino 


únicamente para los herederos del fallecido con lo demás alli pactado, to- 


cante á liquidación y sus consecuencias respecto al socio finado y sus here- - 


deros, manifiestan haber efectuado la liquidación con los representantes 
hereditarios de D. Ramón de Brunet y Prat y que la practicarán asimismo 
con Jos de D. José de Brunet y Bermingham, que no entraban en la nueva 
sociedad. | | 

Esta se constituía como colectiva comanditaria, con la misma razón so- 
cial que la anterior, siendo socios gestores, á excepción de D. Francisco y 
D. Pedro de Brunet y Fernández de Arroyene, que eran comanditarios, 
todos los demás otorgantes. (Cláusula 3.*) | 

El capital se fija en dos millones de pesetas, determinando la suma con 
que cada socio concurría, estableciendo que los excedentes de dichos capi. 
tales que posee ó llegare á poseer cada socio aparecerá en su respectiva 
cuenta corriente, devengando tres y medio por ciento de interés anual. 
(Cláusula 4.*) 

La cláusula 5.2 determina el modo de reparto de los beneficios, consti- 
tución de fondo de reserva y obvenciones de los socios gestores, pactando 
que ti alguno de éstos falleciere, la parte que le correspondía por gestión, 
sería distribuida 4 prorrata entre los sobrevivientes. Y la cláusula 6.* esta- 
blece el plazo de diez años para la duración de la sociedad, que terminará, 
por tanto, el 31 de Diciembre de 1901. 

Ninguno de los socios podrá disponer pará sus gastos ó usos particulares 
más de la suma que permita la respectiva cuenta. (Cláusula 7.2) 

La sociedad no habrá de disolverse por la muerte de uno ó más socios, 


estableciéndose pacto expreso de que aquélla subsistirá la misma, en la pro- 


pia forma y bajo las condiciones ya estipuladas. (Cláusula 10.8) ' 
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Si muriese un socio gestor 6 comanditario, los herederos ó heredero á 
quien fuese adjudicado el capital social, no podrán retirarlo, ni parcial, ni 
totalmente, ni intervendrán en las operaciones y negocios de la sociedad, 
ui podrán negociar, vender, donar ni transferir en forma y manera alguna 
å persona extraña el capital ó participación de él que les hubiese sido ad- 
judicado, sino solamente y en todo cago á uno 6 más de los socios sobrevi 
vientes. (Clautula 11.8) 

Muerto un socio gestor, su capital será considerado como capital coman- 
ditario para los efectos del Código de comercio y su cuenta liquidada 4 tin 
del año en que hubiere fallecido, abonándosele por entero, cualquiera que 
fuese la fecha de su fallecimiento, lo que por derecho de gestión le queda 
señalado. El año siguiente y sucesivos, no disfrutarán los herederos de los 
referidos derechos de gestión. (Cláusula 12.2) | 

D. José Manuel de Brunet, uno de los socios gestores, falleció en 4 de 
Agosto de 1892, y esto se comunicó por circular á comitentes y correspon- 
sales, expresando que, previsto el caso en la escritura de sociedad, en nada 
alteraría ésta su marcha, quedando en la misma los demas socios gestores. 

El capital de D. José Manuel que, según la escritura, era de 800.000 pe- 
setas, fe dividió y adjudicó del modo siguiente: 


Pesetas, 
Doña Emilia Brunet de Balbás (hija). . . . . . . 280.000 
Doña Serafina Brunet (hija soltera). . . . 250.000 
D. Ubaldo Brunet y Goitia (nieto, de veinte ahos), ; 85.000 


D. Jaime Brunet y Goitia (nieto, de nueve años). ; 85.000 
D. Guillermo Brunet y Bingley (nieto). . . . . . 100.000 


El capital, que era de D. José Manuel Brunet, no figura ya en los libros 
de contabilidad á su nombre, sino repartido en la forma dicha y å nombre 
de los diversos interesados sus herederos, resultando, ademas, que el capi- 
tal de D. Guillermo Brunet y Bingley, socio gestor que, según la escritura 
social, era de 150.000 pesetas, resulta ahora, por efecto de la adjudicación 
que le fué hecha, como heredero de D. José Manuel Brunet, de 250.000, 

Según la nota que tengo 4 la vista, después de distribuido el capital de 
D. José Manuel Brunet en Ja forma indicada arriba, Doña Emilia, Doña 
Serafina y Doña María Goitia (madre de los menores D. Ubaldo y D. Jai- 
me) solicitaron verbalmente que se admitiesen como socios gestores á don 
Tomás Balbás, marido de Doña Emilia, á D. Ubaldo Brunet, mediante 
una escritura adicional, advirtiendo que, de no hecerlo, pediríar la disolu- 
ción de la sociedad, de acuerdo con el dictamen de un Abogado, cuyas con- 
clusiones, según la copia que tengo 4 la vista, son las siguientes: 

1.2 Que no estableciendo la escritura social forma determinada para 
acordar modificaciones de lo convenido en dicha escritura, sólo puede ser 
obligatoria para todos los asociados cuando lo acuerden por unanimidad, ó 
sea en la misma forma que acordagen la referida escritura. 
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2,2 Que si existe ya acuerdo unánime para continuar la compañía con. 
nombre 6 razón social diferente, aunque todavia no se haya acordado cuál 
haya de ser el nombre que deba sustituir al primitivo, ningún socio podrá 
exigir otra alteración del pacto social que la referente al cambio de la razón 
social, la cual, en tal caso, á falta de acuerdo unánime sobre dicha nueva 
designación, podrá ser conseguida mediante juicio declarativo ordinario 
sobre la base de constituirla con el nombre de todos los socios colectivos. 

3.2 Que si no existe todavía acuerdo unánime para modificar Ja escritu- 
ra social á fin de continuar la compañía con una razón social diferente, se- 
mejante modificación sólo podría ser conseguida mediante acuerdo unáni- 
me de los socios, quienes tendrán por lo tanto libertad, no sólo para exigir 
otras alteraciones, sino para pretender que se declarase disuelta la socie- 
dad, por haber terminado la empresa ú objeto común de comerciar con el 
nombre ó razón social de Joré Brunet y compañía. 

Los socios gestores no han zreído oportuno acceder á la petición antes 
- mencionada de algunos herederos de 1). José Manuel de Brunet. 

Según se advierte en las notas, D. José Manuel de Brunet, que por su 
avanzada edad cuando contrató (ochenta y cuatro años) para un término 
de diez, debía comprender que todas las probabilidades racionales inducian 
á creer que no lograría vivir hasta el termino acordado de la sociedad, ma- 
nifestó siempre el más vehemente deseo de que la sociedad continuara tal 
como se había constituido y pactado, y asi parece lo acreditan dos notas 
escritas de su puño y letra. 

Según advertencias verbales que apunté, parece ser que uno de los so- 
cios gestores, en vida aun de D. José Manuel Brunet, hizo uso excesivo del 
capital, con relación á su cuenta corriente, para negocios propios; pero 
muerto el D. José Manuel, los demás socios gestores aprobaron lo hecho, 
exigiendo, empero, el reembolso inmediato, que tuvo efecto. 

La sociedad, no obstante la muerte de D. José Manuel de Brunet, ha | 
seguido funcionando sin obstáculo alguno. 


Consulta.— Los socios gestores sobrevivientes desean saber si pueden 
razonable y legalmente oponerse á la disolución con que se les amenaza, 
los medios que podrían.ponerse en práctica para impedirlo y razones que 
pudieran aducirse en contra de semejante pretensión. 

Aunque la consulta se formula en los términos generales expuestos, 
todavía los consultantes enumeran una serie de cuestiones que, á su juicio, 
deben resolverse. 

Son estas: 

1.2 ¿Recaen sobre las personalidades de Doña Emilia, Doña Serafina, 
D. Ubaldo y D. Jaime Brunet las responsabilidades consignadas en el ar- 
tículo 147 del Código de comercio? 

2.2 Supuesto que los herederos mencionados de D. José Manuel de 
Brunet parecen tener las responsabilidades á que se refiere el citado ar- 
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ticulo del Código de comercio, ¿no sería lo más justo que se limitasen 4 
pedir la variación ó modificación de la razón social, en forma tal que resul- 
tase eliminada para ellos tal responsabilidad? 

3.2 En el caso de que fuesen responsables, según el art. 147, ¿es admi- 
sibie que sistemáticamente puedan impedir, por falta de unanimidad de 
pareceres, la modificación de la razón social en los términos que acuerdan 
los demás socios en cuya virtud se eliminase la responsabilidad en cuanto 
å los herederos de D. José Manuel de Brunet? 

4,2 ¿Deben-los herederos de D. José Manuel de Brunet ser considerados 
individual ni colectivamente socios comanditarios por virtud de la cláusu- 
la 12.2 de la escritura, esto es, porque el capital social colectivo de aquél 
se haya convertido en comanditario? 

5.2 ¿O es que sólo ha existido una transformación del interés que Don 
José Manuel de Brunet tenía en la sociedad 4 favor de sus herederos, trans- 
formación á que re refiere el art. 143 del Código de comercio? 

6.2 ¿Están obligados los socios sobrevivientes á admitir en la sociedad á 
todos los herederos de D. Joré Manuel de Brunet y cuantos puedan heredar 
á éstos antes de espirar el término señalado en la escritura? 

7,2 ¿Nisiquiera á aquellos 4 quienes se ha adjudicado el capital social 
de D. José Manuel Brunet, no habiéndose pactado expresamente que la so- 
ciedad continuaría con el heredero ó herederos? 

8.2 Si los adjudicatarios de D. José Manuel Brunet no tienen el carác- 
ter de socios, ¿podrían por el sólo hecho de ser dueños de ése capital enta- 
blar la acción de disolución ó de rescisión parcial de la sociedad, bien fun- 
dándose en actos que suponen realizados por algunos socios en contravención 
å lo establecido por la ley ó por la escritura social, ó en otros hechos cua-. 
lesquiera aunque sean de aquellos que dan lugar á la disolución ó resolu- 
ción parcial de la sociedad? 

9.8 Caso de ser considerados como socios, bien todos los herederos de 
D. José Manuel de Brunet, bien solamente los adjudicatarios de su capital 
social, ¿sería su representación en la sociedad individual ó colectiva? 

10. Si todos colectivamente tienen una representación sola en la socie- 
dad, ¿cuál es Ja forma legal en que pueden hacer valer tal representación? 
¿Será necesario para ello la unanimidad entre los herederos ó los adjudica- 
tarios del capital en su caso, ó bastará el voto de la mayoria? 

11. Habiendo uno de los socios gestores dispuesto para sus gastos par- 
ticulares de suma mayor de la que figuraba en su haber de cuenta corrien- 
te, ¿cuál es Ja sanción legal aplicable? ¿La establecida por el art. 139 del 
Código de comercio, ó la del 218? 

12. Verificado ese acto con conocimiento y anuencia de todos los socios 
gestores, y reintegrada la sociedad espontáneamente y en tiempo oportuno, 
¿puede cualquiera de los comanditarios por el mero hecho de haber existi- 
do, entablar la acción de rescisión y separación del socio gestor? ¿Sería de 
aplicar el art. 135 del Código de comercio? 
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Dictamen.—Aunque se formula en ln consulta una cuestión general 
que resuelta llenaría el objeto de aquélla, parece, no obstante, que los inte- 
resados, al determinar como consecuencias una serie de preguntas, desean 
ver, si es posible, desvanecidas cuantas dudas lex asaltan. Defiriendo á este 
deseo me propongo responder á todas las preguntas hechas, á cuyo efecto, y 
para evitar confusión y complejidades, agruparé las cuestiones similares ó 
intimamente relacionadas. | 

Primer grupo.—Actos de un socio gestor disponiendo de parte del fondo 
social para asuntos propios, y sus consecuencias. Preguntas 11 y 12. 

Los antecedentes no lo expresan con suficiente claridad; pero ello no 
obstante, parece ser que los actos del socio gestor se limitaron á extraer para 
un asunto particular no sólo el residuo de su cuenta corriente, lo cual era 
perfectamente lícito, sino parte del capital mismo. El asunto á que se de- 
dicó fué personalisimo y-para nada jugó en él el nombre de la sociedad. 

Esto supuesto, tengo por cierto que sería de aplicación el art. 139 del 
Código de comercio, cuyo precepto se limita á imponer la obligación del 
reembolso, dando acción á los demás socios para exigirlo. Pero hecho por 
el obligado espontáneamente, la disposición de la ley resulta cumplida. 

Para que pudiese aplicarse el art. 218 sería indispensable el concurso de 
dos condiciones: 

1.2 Uso del capital común para negocios por cuenta propia. 
2,2 Uso de la firma social. 

Faltando cualquiera de estas dos CiPCHBStaTICIae, el articulo me parece de 
todo punto inaplicable al caso. 

El Código, que casi reproduce en los dos artículos mencionados, reglas 
y disposiciones del anterior de 1829, distingue perfectamente los casos que 
pudiéranse decir de uso personal y uso como social del capital mismo, y á 
cada cual asigna diverso remedio, porque entiende, á mi ver, que son diver- 
sas las consecuencias que cada uno puede tener. De no admitirse este cri- 
terio holgaría el art. 139, bastando tan sólo con el 218. En un. caso se 
trata de un acto personalísimo que no transciende á la vida exterior de la 
sociedad; en el otro, de un acto que para los terceros es verdaderamente so- 
cial, pues la sociedad no vive su vida de relación sino mediante la firma 
social, determinante externo y único de su actividad como persona ju- 
ridica. 

El art. 139, bien examinado, no es un precepto esencialmente sanciona- 
dor porque se limita tan sólo 4 Ja reparación, que á tanto equivale el rein- 
tegro. En cambio, el 218 introduce el positivo elemento de la sanción, ó sea 
la rescisión parcial para el socio que usó mal de la firma social, lo cual no 
significa que deje de estar además obligado A la reparación, esto es, al reem- 
bolso de lo que sin facultades tomó del fondo común. 

Pero, es que inaplicable el núm. 1.9 del art. 218, ¿puede serlo el núme- 
ro 7.°, nuevo en el Código vigente con relación al antiguo? 

Tampoco lo creo, porque si el Código dice: faltar de cualquier otro modo se 
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entiende que ese modo ha de ser de los no previstos; y como el art. 139 
comprende de una manera clara el que nos ocupa, y aun el mismo artícu- 
lo 218 también, aunque bajo distinta forma, el núm. 7.* dice, sin duda al- 
guna, relación á actos de todo punto diversos. 

Se dice en los antecedentes que el hecho tuvo lugar con conocimiento y 
con aquiescencia de los demás socios gestores. Esto, que para el socio que 
usó del fondo común parece favorable, pudiera ser contraproducente respec- 
to de los demás que corsintieron un acto expresamente prohibido en la es- 
critura social, por cuya razón y teniendo muy en cuenta lo que dice el nú- 
mero 7.° del art. 218, aconsejo que si sobreviene cuestión judicial, no se in- 
voque como argumento esa aprobación expresa 6 tácita de los demás socios 
gestores, limitándose, puesto que de los libros resultará, å acreditar el es- 
pontáneo y casi inmediato reintegro que hizo el interesado. ` 

La distinción apuntada en lo que concierne al sentido, alcance y efec- 
tos respectivos de los arts. 139 y 218 del Código, viene confirmada por 
el 135, en donde parece definirse y concretarse los actos á que alude el nú- 
mero 1+ del 218, con idénticas frases á las usadas en éste, pero agregando 
la especial sanción «de la pérdida del beneficio y de la rescisión parcial del 
contrato (potestativa), sin perjuicio del reintegro de los fondos usados y de 
la indemnización de daños y perjuicios á la sociedad, si se hubieren causado. 

Cuyas prescripciones enérgicas, en comparación de las que acuea el ar- 
tículo 139, harto más tenues y reducidas, se explican perfectamente por la 
transcendencia de los actos á que se contraen respectivamente, Jos prime- 
ros, de orden externo y verdaderamente social por el uso de la firma; los 
segundos, de carácter interior y casi puede decirse que extra-social. 

Segundo grupo.—Se contrae 4 las preguntas 4.* á 10 * inclusive, referen- 
tes, en general, á la situación que los herederos de D. José Manuel Brunet, 
sean 6 no adjudicatarios de su capital social, pueden tener en la sociedad, 
y modo, en su caso, de llevar la representación. 

Del conjunto de preguntas que comprende Ja consulta en este punto y 
de los antecedentes reseñados, parece deducirse que entre los herederos de 
D. José Manuel de Brunet, los hay que sucedieron á éste en bienes extra- 
ños á la sociedad, y los hay á quienes se ha adjudicado el capital que en 
- aquélla representaba D. José Manuel Brunet, ó sean 800.000 pesetas. 

Si esto es así, es decir, si hay herederos de otros bienes que no sean los 
sociales y herederos de bienes sociales, aunque, en definitiva, la situación 
de unos y de otros para tener personalidad de socios llegare å ser la mis- 
ma, las razones y motivos por los cuales se produce tal resultado con, á mi 
juicio, muy diversos, y ello me obliga á distinguir de casos. 

1.20 Herederos de D. José Manuel de Brunet, adjudicatarios de capital ó bie 
nes no sociales. 

Paréceme por demás obvio resolver acerca de la situación de los here- 
deros 4 quienes no se haya adjudicado capital social de D. José Manuel de 
Brunet. 


TRABAJOS FURENSES 6 
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No encuentro en la escritura social ningún dato por donde quepa otorgar 
derecho alguno ni representación á estos herederos. Su derecho, así como 
sus obligaciones y responsabilidades, sólo pueden determinarse por el con- 
texto de la cláusula 12.* de la escritura, y quedan reducidos, según ella, 4 
recoger los beneficios de la cuenta liquidada, no á partir del día del falle- 
cimiento del socio á quien heredan, como acontece en la generalidad de los 
casos, sino hasta el último del año en que la defunción haya ocurrido, y 
esto paréceme que en concurrencia con los demás herederos, salvo lo que | 
resulte de la testamentaría y de la partición de bienes. Al año pigüiente; ya . 
este derecho claudica y desaparece. 

Asimismo, como el socio muerto era colectivo, y su responsabilidad, por 
tanto, solidaria é ilimitada, salvo, según los casos, el beneficio de excusión, 
es claro también que si apareciere alguna contra él, que nv pudiera extin- 
guirse aplicando su capital social y los beneficios obtenidos para el mismo 
en la sociedad, esos herederos responderían con los bienes heredados, aun- 
que no hubiesen constituido participación social. 

No obsta á esta conclusión rigorosa que en la adjudicación de los bie- 
nes todos de D. Manuel José de Brunet, haya herederos que perciban el 
capital social y otros que nada toman de él. Para los efectos de la situa- 
ción, si hubiere responsabilidades contra el muerto, este sería asunto pri- 
vativo de los herederos; que en cuanto á terceros, 6 á los mismos consocios 
que tuvieren derecho y acción para reclamar contra los bienes del socio 
gestor muerto, irían expeditivamente primero contra su capital social y be- 
neficios si los había, y luego contra los demás bienes en cuanto fuera nece- 
sario. 

Por otra parte, Ja escritura social misma distingue y prevé este caso en 
su cláusula 11.*, en cuanto refiere expresamente sus prescripciones tocante 
al destino ulterior del capital de un socio, sea gestor 6 comanditario, al 
heredero ó herederos que lo fueren del capital social, y no á otros cuales- 
quiera herederos que puedan serlo de bienes extraños á la sociedad. Estos, 
digo y repito, que no soportan más que una afección eventual, á saber: la 
que resulte de responsabilidades del socio gestor que no puedan cubrirse 
con el capital social y los beneficios de éste. Por lo que hace 4 los coman- 
ditarios, previsión que también contiene la escritura, la probable respon-' 
sabilidad recae tan sólo sobre la comandita, salvo el caso excepcional de 
que el socio comanditario hubiese ejecutado actos que, según el Código de 
comercio, determinan su responsabilidad cual si fuere socio colectivo, y no 
sus beneficios, porque este remedio de la ley es una manera de pena im- 
puesta, por ejemplo, al socio comanditario que ejecuta actos de gestión 6 
administración, hasta en cierto modo indirectos, que están expresamente 
prohibidos por el Código, y que no se compadecen con la esencia y carác- 
ter de la sociedad ó compañía comanditaria. 

2.2 Herederos de D. José Manuel Brunet á quienes se adjudicó el capital 
social. 


en 
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Este es, å mi juicio, el caso acerca del cual pueden, con mas ó menos 
fundamento, surgir dudas, y, por lo mismo, requiere más detenido examen. 

"¿Qué situación ostentan estos herederos? 

Para responder á esta pregunta es necesario, ante todo, y como criterio 
general, tener muy presentes las disposiciones del Código de comercio que 
definen la sociedad ó compañía (art. 116), y las que delimitan, por decirlo 
así, el circulo dentro del cual puede moverse la voluntad de las personas 
-que concurren á formar aquélla (arta. 117, párrafo primero, 118 y 121 entre 
otros). 

Del contexto de los artículos citados, ee deduce que la esencia de toda 
<ompañía mercantil consiste en la aportación común de bienes ó industria 
para obtener lucro, å cuya finalidad llegan los socios, ante todo, aceptando 
y cumpliendo los preceptos, por lo común formales, del Codigo de comer 
<io, y luego dando libre curso á sus propósitos, cálculos y esperanzas, me- 
diante condiciones 6.combinaciones, que pueden eer cuantas imaginen, con 
tal que no las prohiba expresamente el Código de comercio, y con tal tam 
bién que sean lícitas y honestas, cuya libertad de acción extiende el Códi- 
gu hasta á los contratos de las compañias con terceros, siempre que se cum- 
plan ios requisitos prevenidos en el art. 119, todos los cuales se llenan, sin 
faltar uno, á lo que observo, en la escritura de la sociedad que nos ocupa. 

Así las cosas, la sociedad nace, vive y funciona, ante todo y sobre todo, 
al amparo -de una ley especial, la preeminente, sin género de duda, 6 sea la 
«le su propia constitución, la convenida por los socios, quedando en segun- 
«lo lugar, como supletoria, la ley del Estado; es decir, las disposiciones del 
Código de comercio, y, en lo que éste no alcance, el Código civil como Fu- 
pletorio. : 

Todo esto me parece de absoluta evidencia, y, por lo mismo, no ha me- 
uester de mayores ampliaciones; la simple enunciación ya, de por si, es su 
ficientemente expresiva. 

Si, pues, tenemos una ley preeminente, busquemos en ella las reglas 
que á todos se imponen; y si tales reglas existen y no van contra lo expre- 
samente prohibido por el Código, ni pueden tacharse por falta de licitud y 
de honestidad, claro es que obrarán con el imperio y la energía caracteristi- 
cos de toda ley. 

La escritura, en primer término, y los antecedentes lo confirman, revela 
el propósito firme de mantener Ja personalidad jurídica que se creó en 1801, 
cualesquiera que fuesén las eventualidades del porvenir producidas por la in- 
evitable labor del tiempo sobre la existencia humana. Ya en 1889 concurren 
á perpetuar esa personalidad nada menos que cuatro socios, el menor de los 
cuales contaba setenta años de edad. En 1891, D. José Manuel de Brunet, 
que tenía ya ochenta y cuatro años, pacta nada menos que por diez, con la 
seguridad, sin duda, de que él no vería el fin de aquella persona jurídica; 

pero resuelto, no obstante esta seguridad, á que la creación de sus padres, 
á cuyo mantenimiento había contribuido desde su primera edad de razón, 
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subsistiese, á pesar de su más que probable desaparición antes del término 
fijado. 

Este punto de vista, ya lo decimos en los antecedentes, es de suma im- 
portancia, porque con él se explican llanamente y sin trabajo las diversas 
condiciones de la escritura, como quiera que constituyendo él uno de los - 
objetivos primordiales, los medios de realizarlo hablan de ser congruentes 
y adecuados. 

Por eso la primera y fundamental regla que se establece es la de que 
aun cuando mueran uno 6 más socios, sean gestores 6 comanditarios, la 
sociedad no se disolverá, sino que subsistirá, pero sólo entre los sobrevivien- 
tes, los cuales continuarán en la sociedad en Ja propia forma y con las con- 
diciones estipuladas, cuyo pacto, por ser expreso, como reza la escritura, 
mantiene la vida social aunque falleciere un socio gestor, como previene el 
artículo 222 del Codigo de comercio, en la causa primera, de las que men- 
ciona como determinantes de la disolución total. 

La conclusión, pues, que de todo ello se deriva es terminante, absoluta, 
imperativa: la sociedad José Brunet y compañía, no obstante la muerte 
de I). José Manuel de Brunet, socio gestor ó colectivo, persiste. 

¿Cómo? ¿Con quiénes? La ley que establece como regla general la diso- 
lución total en las compañías colectivas y comanditarias, si sobreviene la 
muerte de un socio colectivo, da entrada 4 dos. posibles y racionales deci- 
siones del principio, teniendo muy en cuenta la finalidad social de que ha- 
blamos antes al referirnos al art. 116 del Código. Puede, no obstante, con- 
tinuar, bi al venir á la vida y fundar eu constitución, consigna en ella ex- 
presamente que persistirá, bien continuando los herederos, entiéndase bien, 
continuando la personalidad del difunto, bien subsistiendo aquélla entre los 
socios sobrevivientes. | 

Los términos del precepto son claror, expresivos y perfectamente dis- 
tintos: en el un caso supone Ja ley que se mantiene integro, completo el 
número de personas que fundaron la compañía, siquiera una de ellas per- 
dure mediante representación; en eł otro mantiene la existencia, subsistird, 
aunque falte uno de Jos elementos que concurrieron á integrar la persona- 
lidad. Lo primero tiene el carácter de una ficción legal: la de que todas las 
personas viven. Lo segundo es una verdadera excepción del principio ó regla 
general, por cuanto la falta de una persona fundadora no altera, sin em- 
bargo, en poco ni en mucho la personalidad jurídica, que subsiste en la misma 
Jorma y bajo las mismas condiciones generales de existencia que re esta- 
blecieron al fundarla. 

Por tanto, si los socios, al constituirse en 1891 la compañía, pudieron 
optar por cualquiera de ambas formas que son antitéticas, por la ficción 6 
por la excepción, y optaron por esta última de un modo claro, la sociedad 
subsiste con sólo los socios sobrevivientes å D. José Manuel de Brunet, y no 
puede reconocer á sus herederos, aunque lo sean del capital social, el ca- 
rácter y la condición de socios. Si lo hiciere, contravendría por modo 
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{manifiesto á lo pactado, 4 la ley constitutiva, y entonces si que podria te- 
rier aplicación el art. 222 del Código de comercio en su núm. 7.9, respecto 
de los focios que acordaren dar entrada á los herederos de D. José Manuel 
de Brunet, contra lo expresamente pactado en la cláusula 10.8, concurrien- 
do, además, la circunstancia agravante de infringir el art. 222, párrafo pri- 
mero, que, si bien permite la continuación de los herederos, exige para 
ello el pacto expreso de que continúen. Y aquí sucede todo lo contrario: 
el pacto expreso es precisamente de que no continúen. 

No te me ofrece, por tanto, duda alguna al afirmar que los herederos de 
D. José Manuel Brunet, aun siendo adjudicatarios de su capital social, no 
pueden ser admitidos ni como nuevos socios, ni como continuadores tam- 
poco de aquél, so pena de infringir la escritura social y å la vez el art. 222 ` 
del Código de comercio. 

De cuya conclusión general se deriva, como consecuencia ineludible, 
que los herederos de D. José Manuel Brunet no tienen acción ni título y, 
por lo mixmo, carecen de personalidad para pedir la disolución total ni 
parcial de la sociedad por causa alguna. 

En cuanto á los actos verificados por un socio gestor haciendo uso ex- 
cesivo del capital social, ya expuse en la primera parte de este dictamen, 
que los actos aludidos no caían ni podían caer bajo el imperio del art. 218 
en sus números 1.9 y 7.9, únicos que, en su caso, podrian ser invocados. 
De estos actor 6 hechos inductivos de la disolución parcial no tengo noti- 
cia, ateniéndome á los antecedentes suministrados, ni presumo que 
existan. 

Causas de disolución total tampoco Jas veo, puesto que no pueden exis- 
tir otras que las enumeradas en los arts. 221 y 222 del Código, y ninguna 
de ellas cabe invocar en el presente caro, pues la primera del art. 222 sal- 
vada está, por vía de excepción introducida por la ley, mediante el pacto 
social expreso de que la sociedad subristiria entre los socios tobrevivientes 
tan sólo, aunque falleciese algún socio gertor; y las demás causas de diso- 
lución, ni por asomo creo que sea pertinente examinarlas. 

Después de cuanto queda expuesto, no parece de todo punto necesario 
responder á las preguntas Y.* y 10.8, Sin embargo, hechas como están hipo- 
téticamente, me creo obligado á decir algo acerca de ellas. 

Ni remotamente concibo, no mediando pacto social, que los herederos 
dle D. José Manuel Brunet puedan invocar el carácter de socios, por lo que 
dejo consignado. Si, ello no obstante, pudieran serlo, entiendo que no pu- 
diendo ostentar, en su caso, otro derecho que el de representación, esta es 
indivisible cuando la sociedad no es anónima ó comanditaria por acciones. 
Por consiguiente, no constituyendo todos los herederos de D. José Manuel 
Brunet más que una sola eMidad determinada por el capital aportado que 
ha de reputarse, para los efectos sociales, indivisible, lo cual se revela bien 
å las claras en la cláusula 11.8 de la escritura social, nos hallamos enfrente 
de un caso no previsto, que yo recuerde, por el Código de comercio, para 
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decidir el cual tendríamos que acudir al Código civil, supletorio de aquél. 
A los efectos sociales el capital de D. José Manuel de Brunet es indivisible, 
y si los herederos ee lo partieran, esto no obsta å que aparezca un derecho- 
de comunidad regulado ya por el Código civil, en cuyas disposiciones se: 
habrían de buscar los modos y formas de su ejercicio. 

No quiero terminar este punto de la consulta sin confirmar cuanto dejo- 
expuesto tocante á la condición de los herederos de D. José Manuel Brunet, 
relativamente å la sociedad, con el recuerdo de la cláusula 11.2 de la escri- 
tura que, no sólo les prohibe retirar el capital social, ni disponer de él en 
favor de extraños, sino que les veda intervenir en las operaciones y nego- 
cios de la sociedad, con lo cual se demuestra nuevamente que, en ningún 
. caso, pueden llegar å tener el carácter de socios mientras subsista la socie- 
dad fundada en 1891, y que ésta subsistirá, sin embargo, á pesar de la 
muerte de D. José Manuel Brunet, socio gestor. 

Teniendo acaso presentes estas cláusulas, amén de algunos artículos del 
Código de comercio y consideraciones muy razonables, el autor de la con- 
sulta que tengo á la vista, al cual parece habérsele preguntado sobre la 
validez de las operaciones sociales después de muerto D. José Manuel de 
Brunet, opta claramente por la afirmativa, aunque omita con especial cui- 
dado, ncaro porque á ello Je obligue el modo de hacerle Jas preguntas y 
plantearle las cuestiones sus consultantes, omite, digo, hablar de las cláu- 
sulas de la escritura social como determinantes, no ya de la subsistencia 
legal y necesaria de Ja compañía, tino de lo que es más importante para 
el caro: de la carencia de derecho de Jos herederos de D. Jogé Manuel de 
Brunet para tener entrada en la compañía. 

Resta todavía otro punto que tratar en esta segunda parte del dictamen. 

Si los herederos de D. José Manuel de Brunet no pueden ser socios por- 
que expresamente lo impide la escritura, como hemos visto, obstáculo que 
ha de prevalecer por necesidad puesto que tal condición exclusiva no está 
prohibida por el Código de comercio, nace de la escritura social, y, además, 
cae de lleno bajo las previsiones del art. 222 en su párrafo primero, ¿qué 
situación es la de dichos herederos por relación al capital social heredado? 

O en otros términos: ¿qué consideración legal tiene ese capital dentro 
de la sociedad? 

Conviene recordar como antecedente de alguna analogía, que en la es- 
critura de 1889, el socio gestor D. Ramón de Brunet, & más de su aporta- 
ción social que era la más considerable, 260.000 pesetas, dejó en la compa- 
fia otras 325.00U que, si bien resultan consignadas por vía de préstamo, nt 
él, ni sus herederos podrían retirarlo hasta la espiración de aquélla. Recuér- 
dese también que D. Ramón con D. José Manuel de Bruneteran en la com- 
pafiia los primeros sucesores de quienes la furflaron, y uno y otro tenian el 
mismo interés en perpetuarla, á cuyo efecto ponían de su parte cuantos me- 
dios lícitos estaban á su alcance. 

Así como en 1889, D. Ramón de Brunet ideó auxiliar á la sociedad me- 
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diante ese préstamo permanente á interés módico, con el cual ligaba ásus he- 
rederos, sin pactar, por cierto, garantía alguna y quitando á su crédito todo 
sabor de privilegiado, así D. José Manuel de Brunet, que en 1891 acaso vela 
ya muy próximo su fin, ideó por su parte otra forma de auxilio á aquella 
sociedad, á cuya subsistencia y mantenimiento venia consagrando casi toda 
su vida como respetuoso legado de su padre. 

No pretendo dar absoluto valor legal á estas consideraciones; pero en- 
tiendo que moral lo tienen en alto grado, y siendo asi no es posible desco- 
nocer su influencia para interpretar las cláusulas de la escritura social con 
recto sentido, 

Pero yendo derechamente á la escritura encontramos en ella tres propo- 
siciones que se relacionan: 

1.2 Muerto un socio cualquiera Ja sociedad subsistirá en la misma for- 
ma y con las mismas condiciones, con los sobrevivientes. 

2.* Los herederos de un socio gestor 6 comanditario 4 quienes se adjudi- 
que el capital social no podrán retirarlo, negociarlo, venderlo, donarlo ò 
transferirlo å persona extraña 4 la sociedad, y no intervendrán en las opera- 
ciones y negocios de ésta. 

3.2 Muerto un socio gestor su capital será considerado como capital co- 
manditario á los efectos del Código de comercio. 

Si 4 la tercera prescripción se le diera el valor extensivo y absoluto que, 
al parecer, se reconoce en la congulta formulada á instancia de los herederos 
de D. José Manuel de Brunet, fuerza sería convenir en que tal valor y el re- 
conocimiento que le sigue de socios comanditarios á favor de aquéllos en- 
volvería ipso facto la anulación de la primera prescripción y haría totalmen- 
te inexplicable é inaplicable la segunda. Y como este resultado, además, 
pugnaria, según dejo ya expuesto, con un precepto claro del Código de co- 
mercio, el art. 222, forzoso será reconocer que la cláusula 12.2 de la escri- 
tura, aunque habla de capital comanditario, no quiere decir que suponga 
ni arguya la existencia, ni la posibilidad siquiera de nuevos socios, aunque 
comanditarios, cuando la escritura excluye por modo terminante ese aumen- 
to de personal social. 

De la propia suerte que en 1889 D. Ramón de Brunet, que era el mayor 
partícipe, concurrió bajo doble forma en uno de cuyos aspectos admitió 
- obligación cerrada á manera de gravamen que transcendía å sus herederos, 
y ponía ciertos limites al disfrute libérrimo de una parte de sus bienes, en 
1891 D. José Manuel de Brunet, mayor participe á la sazón, grava su pro- 
pio capital de un modo especial, é impone este gravamen á sus herederos 
por todo el tiempo que durase la compañía. 

Y los herederos, no puede negarse, han entrado en el disfrute de ese ca- 
pital con Jas limitaciones y afecciones que su dueño y señor impusiera, usan- 
do de la libérrima facultad que todo propietario tiene sobre las cosas que le 
pertenecen ; 

¿Podía hacerlo? No ven por «dónde, ni bajo cuáles fundamentos sea con- 
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testable esta facultad; y en cuanto al caso respeeto del cual hizo uso de su de- 
recho, si se recuerdan las prescripciones del Código arriba citadas, con es- 
pecialidad las del art. 117, que abriendo por completo los estrechos moldes 
de Jas tres antiguas formas de asociación comercial permite á los contratan 
tes hacer cuantas combinaciones licitas y honestas consideren convenientes, 
siempre que no estén, además, expresamente prohibidas por el mismo Có. 
digo, no veo tampoco por dónde se pueda combatir ni reprobar. 

Para destruir estas premisas, que reputo decisivas, sería preciso señalar 
de un modo claro la prohibihión expresa del Código que las contradiga, ó 
demostrar evidentemente que las condiciones á que las cláusulas 11.* y 12.* 
sujetan el capital de D. José Manuel de Brunet para después de su muerte, 
ni son lícitas, ni son honestas. 

Una y otra tesis las tengo por indemostrables. 

Que no existe precepto expreso en el Código que prohiba el pacto 4 que 
me vengo refiriendo, lo afirmo, creo que con perfecto conocimiento de causa. 

Que ese pacto es lícito y honesto, afirmo que no se puede poner en duda. 
Don José Manuel de Brunet todo lo sacrificaba á la permanencia de la com- 
paña; y como la retirada de su capital, el mayor de todos, podría, acaso, 
poner en peligro la existencia de aquélla, en uso de sus derechos dominica- 
les decide que, después de su muerte, su capital quedaría en las cajas de la 
sociedad. ¿Qué tiene esto de ilícito? En uso de esos mismos derechos grava 
ese capital, si gravamen puede llamarse, sujetándolo por tiempo determi- 
nado á una situación dada. ¿Qué hay aquí que no sea lícito y honesto? En 
uso de esos mismos derechos, en lugar de pactar, como lo hizo D. Ramón 
en 1889, un interés al capital que dejaba á la sociedad, D. José Manuel de 
Brunet pacta un beneficio aleatorio, ó sea el que pudiera resultar de las ga- 
nancias sociales. ¿Qué hay aquí de reprobable? 

Asi las cosas, como estas Obligaciones son inatacables en lo moral como 
en Jo legal, transcienden á los herederos, y los de D. José Manuel de Brunet 
han de soportarlas, quieran ó no, de la propia suerte que han de disfruta- 
de mayores beneficios que los del interés usual, si por ventura jä compañ la 
logra, como hasta aquí, alcanzarlos. 

Que la escritura social use en la cláusula 17.2 del vocablo capital coman- 
ditario, vo significa que esta locución revele la aparición de nuevo ó nuevos 
socios comanditarios, sino que vale tanto como decir: este capital queda en 
la sociedad por voluntad de su dueño, y en un momento determinado á par- 
ticipar de las ganancias proporcionales 6 de las pérdidas, lo mismo que si 
se tratase de un verdadero socio comanditario, y sin más alcance en uno y 
otro caso que el que pueda afectarla en proporción y relación con los demás 
capitales. 

Con lo dicho creo contestados suficientemente todos los extremos de la 
consulta, en relación con el segundo grupo de preguntas, debiendo, para 
concluir, hacer referencia á la cláusula décima de la escritura de 1889, que 
persiguiendo el mismo fin que la correlativa de 1891, no comprende, sin 
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embargo, los medios, pactos y condiciones de la ultima, lo cual demuestra, 
á mi ver, el perfecto conocimiento de causa con que se idearon y estudiaron 
para asegurar más el fin común que se persigue en ambas escrituras: la 
subsistencia de la sociedad con solo los socios sobrevivientes. 

Tercer grupo. —Comprende las preguntas 1.* 4 3.2 inclusive, que se con- 
traen esencialmente 4 la posible «aplicabilidad żal caso, por lo que hace å 
los herederos de D. José Manuel de Brunet, del art. 147 del Código de co- 
mercio. 

Después de cuanto dejo expuesto, parece ocioso ocuparse en esta cues- 
tión. El art. 147 del Código de comercio es de carácter sancionador y va con» 
tra el socio ó socios comanditarios que incluyesen 6 consintiesen á lo menos la 
inclusión de su nombre en la razón social, en cuyo caso soportarán las res- 
ponsabilidades del socio colectivo, pero no adquirirán otros derechos que 
los correspondientes 4 su calidad de comanditarios. 

Como se ve, el supuesto fundamental decisivo del artículo, es la exis- 
tencia de socios comanditarios que tales cosas consientan 6 ejecuten. La 
cuestión, pues, se reduce á términos sencillísimos: gson, ni pueden repu- 
tarse socios comanditarios los herederos de D. José Manuel de Brunet? 

Resuelto por modo evidente, á mi juicio, que no eon tales socios ni co- 
manditarios ni de clase alguna, ni pueden serlo tampoco, como falta el su- 
puesto esencial del precepto referido del Código de comercio, no ha lugar á 
deducir consecuencias. 

En esto radica, á mi ver, y salvos todos los respetos, el defecto íntimo, 
orgánico, si me es permitida la frase, de la consulta dada á solicitud de los 
herederos de D. José Manuel de Brunet á quienes se adjudicó su capital 
social. 

Por. otra parte, bien examinado el art. 147, asi como otros con él con- 
cordantes del Código de comercio, tengo por cierto que, por su sentido, por 
su construcción gramatical y por el objeto que persiguen en relación con lo 
que es y significa la razón social de una compañia, dicen relación tan sólo 
al momento de constituirse la compañía y fundándose la personalidad ju- 
ridica, pero no 4 otros momentos ulteriores; pues de pensar de otro modo, 
resultaria incompatibilidad manifiesta con varias disposiciones del Código 
de comercio. 

No veo por dónde los herederos de D. José Manuel de Brunet que, como 
va dicho, no ostentan ni puedan ostentar por el hecho de ser tales here- 
deros, el carácter de focios, hayan de temer lar responsabilidades 4 que 
se contrae el art. 147. 

En cuanto á la variación del nombre 6 razón social, pudiera hacerse si se 
conceptúa conveniente: yo no lo considero absolutamente necesario, por los 
socios sobrevivientes 4 D. José Manuel de Brunet, que son los verdaderos 
socios; pero como esto, quizá, podría argúir un modo de novación del con- 
trato social, sería precisa la concurrencia ó aprobación de los herederos de 
D. José Manuel de Brunet, no como socios, sino al único efecto de que se 
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mantuviesen intactas las obligaciones que, relativamente 4 su capital 
social, aceptó y se impuso aquél; obligaciones que, por ser perfectamente 
válidas, no tachables de nulidad ni de otro vicio cualquiera, se han trans- 
mitido á sus herederos, que son tenidos á respetarlas y cumplirlas. 

Mayores desarrollos, y por otra clase de razones, pudieran darse á este 
extremo de la consulta, para responder en parte á la que han obtenido los 
herederos de D. José Manuel de Brunet, sobre todo en lo que concierne á la 
razón social de las compañías, su significación y su influencia ulterior en 
la marcha de ellas una vez constituidas, como ésta lo fué, cumpliendo reli- 
giosamente todos los preceptos de fondo y de forma del Código de comercio. 

Me parece innecesario: en mi sentir, todas las cuestiones suscitadas giran 
invariablemente en rededor de la que considero fundamental y decisiva; 
¿son ni pueden ser tenidos legalmente y con arreglo, además, á la escritura 
social, como socios comanditarios, ni de otra clase, si fuera imaginable, los 
hedereros de D. José Manuel de Brunet? 

Contestada negativamente, todo lo demás huelga. 

Tal es mi dictamen. 





D. LUIS DIAZ COBENA 


NOTAS BIOGRAFICAS 


Entre los muchos eminentes Letrados que gloriosamente ejercen la pro- 
fesión en el Foro madrileño, se dice de alguno que es el Abogado mas elo- 
cuente; de otro que es el más estudioso; de éste, que es el más influyente; 
de aquél, que es el más sagaz, etc. De Díaz Cobeña se dice que es el Abo- 
gado más abogado que viste toga en nuestros tiempos. 

Todo en él revela al hombre de ley, sabio, prudente, escrupuloso y se- 
vero, tal como le soñamos en las apreciaciones inocentes de la Universi- 
dad, cuando aun no se ha visto el mundo más que por un agujero y no se 
sospechan las impurezas de la vida judicial. Jos Abogados jóvenes le lla- 
man maestro, sin que, por desgracia, puedan decir en realidad que son dis- 
cipulos suyos. Expresan de este modo su admiración hacia el infatigable 
Diaz Cobeña y le ponen como término de comparación entre todos sus 
compañeros y como ideal para el término de la vida profesional. 

Antes de terminar su carrera practicó durante tres años en el bufete del 
inolvidable D. Manuel Cortina, y al concluirla, cuando contaba veintiuno, 
y corría el de 1858, entró como pasante en el despacho de su tio, el nota- 
ble jurisconsulto D. Luis Díaz Pérez, con quien trabajó nada menos que 
veintiún años, descansándole desde luego en su trabajo y sin aprendizaje 
previo. Muerto dicho señor, hace dieciseis años, el Sr. Diaz Cobeña ha con- 
tinuado en el ejercicio de la profesión, en el cual lleva, por lo tanto, nada 
menos que treinta y nueve años efectivos—como él dice—y sin abonos de 
campaña. | 

Pero lo mas particular, lo que acaso no pueda decir ningún otro Letra- 
do madrileño, es que ese dilatadisimo periodo de ejercicio, suficiente para 
abatir el espíritu y el cuerpo más vigorosos, le ha pasado Cobeña solo, sin 
auxilio ajeno, sin colaboración de nadie, sin pasantes, y hasta sin escri- 
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biente. Despacha personalmente todos los asuntos y no sale de su bufete 
una sola linea que no sea de su pluma, porque—y esta es una de las parti- 
cularidades de su modo de ser—ni siquiera sabe dictar. 

Respetando mucho y apreciando en cuanto valen los méritos de Ja ju- 
ventud, no quiere tener pasantes. Recuerda con gráfica frase que él apren- 
dió á nadar como los perros, y sostiene que el Abogado, ni debe declinar 
en otro los trabajos que se le encomiendan, ni puede llegar á constituir su 
personalidad profesional recibiendo lecciones, sino meditando y sufriendo 
los embates de la lucha por la existencia. 

A pesar de sus sesenta años y de la fatigosa labor que sobre él viene 
pesando durante tanto tiempo, lejos de decaer, fe encuentra Cobeña en el 
apogeo de ku reputación y en la plenitud de sus facultades. Trabaja por la 
mañana, por la tarde y por la noche, é informa casi 4 diario. 

Es conciso y claro al tratar de los hechos y profundo en las cuestiones 
de Derecho. Habla lo estrictamente necesario para defender los asuntos, ni 
más ni menos, y al terminar de leer un escrito suyo 6 de oir un informe, 
brota el convencimiento de que nadie hubiera ido más allá en el razona- 
miento ni hubiera podido expresarle con más seductora sencillez. 

Su palabra es enérgica, vibrante, culta y correctisima. No se entretiene 
en inútiles floreos; aprovecha el tiempo para argumentar, y si algún minu- 
to distrae de la esencia de la cuestión debatida, es para juzgar hechos y 
personas, á las veces con una jronía cruel, sangrienta. Con delicadeza 
exquisita dice verdaderos horrores, y hay frases suyas que levantan 
ampollas. 

De su valía como Abogado puede dar idea el hecho de que el Banco de 
España, la institución nacional más práctica, le haya nombrado hace mu- 
cho tiempo su Abogado consultor, prefiriéndole á muchas figuras de gran 
relieve en los Tribunales y en el Parlamento. 

La iluetracién de tan insigne letrado es muy vasta y su gusto literario 
exquisito. Muy pocos saben que el Letrado de aspecto frio y de sereno 
juicio es, además, un poeta inspirado que cultivó, amparado tras un ana- 
grama, la dramática y la lirica, dejando producciones que pueden servir de 
modelo, en punto á clasicismo y virilidad. El enorme trabajo del despacho 
le ha retirado de Ja república literaria, con perjuicio evidente de ésta. 

Modesto en demasía, una de las coras que más le enojan es ser traido y 
llevado en la prensa. Seguros estamos de que estas frases, que como hu- 
milde aplauso de sus muchos méritos le consagramos, no han de serle muy 
gratas, pues tostiene con deliciosa espontaneidad que no tiene biografía y 
que se parece en eso á Jos pueblos que son dichosos, porque carecen de his- 
toria. 

En la candente arena (pase por esta vez la estereotipada frase) del Tri- 
bunal de justicia, donde tantas reputaciones se manchan ó se empañan si- 
quiera, la suya aparece inmaculada. Por ser excepcional en todo, aqui 
donde es punto menos que imposible consolidar un buen bufete sin el pre- 
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cedente de haber sido Ministro, nuestro biografiado ha formado uno de los 
primeros sin apoyo político de ninguna clase. 

Cierto que Diaz Cobeña es y ha sido Diputado conservador; pero segu- 
ramente en la larga lista de sus muchos méritos, éste será el último y el 
más insignificante. 

Las gentes ven, con perfecta justicia, en Diaz Cobeña, no sólo un Abo- 
gado ilustre, sino el Abogado por antonomasia. 

Como muestra de su peculiar estilo, insertamos á continnación uno de 
los pocos trabajos cuya publicación ha permitido, pues casi todos, aun los 
de más mérito é interés, los destruye en cuanto acaba de utilizarlos. 

¡Su excesiva modestia le lleva hasta el extremo de parecer egoista y 
avaro de sus tesoros de ciencia y de experiencia jurídica! 


Informe pronunciado en defensa. de D. J. Millán Astray, en la célebre causa 
de la calle de Fuencarral. 


La defensa del Sr. Millán Astray, manteniendo las conclusiones pro- 
visionales que formuló y ha sostenido como definitivas, espera que la Sala 
se sirva proveer de acuerdo con las pretensiones que en el mismo escrito 
tiene formuladas; es decir, absolviendo a D. José Millán Astray libremen- 
te y con los pronunciamientos necesarios para que esta causa no le ocasio- 
ne perjuicios de ninguna clase en su fama y buen nombre, ni en su carre- 
ra; declarando calumniosa la acusacién mantenida contra él en este proce- 
so, y reservándole cuantos derechos le correspondan para reclamar, donde 
viere convenirle, indemnización de los graves perjuicios que se le han oca- 
sionado; y, por último, imponiendo el pago de las costas correspondientes 
á los ejercitantes de la Acción popular..... 

Señores de la Sala: después de treinta años del ejercicio de la profesión; 
acostumbrado á hablar ante los Tribunales de justicia; buscando siempre 
los argumentos de mis informes en la razón y en la Jey, sin descender nun- 
ca para nada 4 la arena movediza y abrasada de las pasiones, ¿cómo no he 
de encontrarme fuera de mi elemento teniendo que discurrir en estos ins- 
tantes sobre un asunto que tanto se sale de las condiciones ordinarias, y 
que tan ajeno parece del campo propio y limitado de la Administración 
de justicia? Para demostrar que esto no es un recurso oratorio, sino conse- 
cuencia forzosa de condiciones ajenas å mi voluntad, sólo necesito recor- 
dar lo que está sucediendo en los pocos dias que llevamos de debates, y so- 
bre todo en los tres últimos. 

Aquí ha sido posible que una acusación, que viene protestando cons- 
tantemente de la lealtad de sus intenciones; que viene manifestando no 
abrigar otro propósito que el de ayudar á Ja Administración de justicia, sin 
acusar á nadie ni dirigir cargos á nadie; que declara paladinamente no po- 
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der ya mantener sus conclusiones provisionales ni formular otras definiti- 
vas, porque su conciencia no la permite acusar ni está dispuesta á repartir 
responsabilidades á granel, después de haberse colocado por su voluntad en 
esa actitud, aproveche, sin embargo, la ocasión de arrojar á la frente de los 
procesados toda clase de cargos, tudo género de censuras, todo aquello de 
que hubiese podido culparlos, si les hubiera acusado, ya sea por medio de 
la insinuante oratoria del Sr. Ruiz Jiménez, ya por medio de los periodos 
grandilocuentes del Sr. Ballesteros. 

Aqui ha sido posible que, á pretexto de analizar ese sumario, en que se 
han encontrado y denunciado todo género de defectos, elevandolos 4 la ca- 
tegoría de delitos, +e haya también hecho cargos y dirigido censuras de ca- 
rácter gravísimo å los funcionarios de la Administración judicial encarga- 
dos de instruirle, llegándose al extremo de insinuar que era preciso, que 
era indispensable arrojar á los fariseos del Templo de la Justicia. Aquí ha 
sido posible que, combatiendo al señor Fiscal con una acritud poco adecua- 
da á la autoridad de su cargo y á las relevantes condiciones de la persona 
que lo desempeña, se haya dicho literalmente que había faltado 4 la verdad 
de los hechos para sostener una acusación injusta. 

Aqui, en fin, ha sido posible, en último término, que ee discutan y se 
desconozcan Jas facultades del Presidente de Ja Sala para dirigir los deba- 
tes, poniendo en tela de juicio sus acuerdos; y todo esto que públicamente * 
ha ocurrido, lo hemos tolerado nosotros en silencio, sin formular ninguna 
protesta, sin tomar ninguna actitud extremada, reservándonos prudente- 
mente el derecho de contestarlo para cuando llegara el momento en que 
debíamos usar de la palabra en el turno correspondiente. 

Hasta la misma Sala, con una benevolencia excesiva, se ha limitado 4 - 
dirigir, por conducto del Sr. Presidente, en ciertas ocasiones extremas, li- 
geras advertencias, más cariñosas y amistosas que propias de la autoridad 
y del rigor con que podían imponerse; pero, sin embargo de lo que signifi- 
caba y exigía esta conducta, ha llegado el momento en que las defensas, 
usando de su derecho después de un silencio de dos meses, hau querido 
aprovechar la oportunidad de contestar á todos esos cargos, á todas esas 
acusaciones, y de presentar á la vista del público la verdad de las cosas, y 
ha hastado un poco de calor en la expresión, un poco de viveza en las 
palabras empleadas para emitir un concepto perfectamente pertinente, 
puesto que es el mismo que se desprende de mi escrito de conclusiones, y 
el mismo que habrá de deducirse de una parte de este discurso; han basta- 
do, digo, esas circunstancias puramente externas y accidentales para que 
los dignos representantes de la Acción popular, no correspondiendo á nues- 
trocompañerismo, hayan adoptado esa actitud que la Sala ha presenciado, 
y dado lugar con ella á que una parte del público que presencia estos de- 
bates se creyese obligado á realizar manifestaciones que tanto desdicen de 
la santidad de este lugar. 

¡Ah, señores de la Sala! Si esto significa que se ha creido llegado el 
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caso de que ciertos elementos intervengan é influyan directamente en la 
Administración de justicia; si significa que en un pais que ce ha enorgu- 
llecido siempre con el dictado de generoso, se pretende imponer cortapisas 
al sagrado derecho de defensa consignado en todos los Códigos y respetado 
en todos los paises cultos, hasta el punto de considerar la amplitud otor- 
gada á su ejercicio como medida exacta de la ilustración de las costum- 
bres; si es á eso á lo que se aspira, precisamente en los momentos en que 
nos rige una ley procesal que está hecha para conceder á los procesados 
toda clase de garantías y de medios de defensa, ¡qué triste es el espectácu- 
lo que estamos ofreciendo al mundo, y qué tremenda la responsabilidad 
que alcanza á los que nos han traido á semejante situación! 

Porque esa actitud del público no responde á un movimiento esponta- 
neo, sino que esa actitud se ha preparado y era lógicamente esperada. Pues 
qué, ¿acaso desde el momento en que la Acción popular se creyó en el caso 

de no poder sostener su’ acusación, y, sin embargo, no estimó oportuno 
retirarse de ese sitio, no se ha visto en las cclumnas de los periódicos que 
ejercen dicha acción una predicación insensata, verdaderamente exenta de 
sinceridad, que ha obligado á denunciar muchos de sus números? Pues qué, 
con esos artículos, ¿no se han caldeado los ánimos y no se ha querido hacer 
creer al pueblo que aquí no se trataba de averiguar la verdad, ni de admi- 
nistrar justicia; que lo mismo que se suponla ocurrido en el sumario había 
de suceder en el juicio oral, y que sus resultados serían nulos para las pre- 
tensiones de los que aspiraban á que se cumpliese rigurosa y exactamente 
la ley? 

Pues qué, con el objeto de mantener vivo el fuego sagrado, á que se ha 
referido mi querido compañero el ilustre defensor de Vázquez Varela, ¿no 
se ha visto que uno de los periódicos de la Acción popular, El Pats, al dla 
siguiente de haberse negado las defensores de aquélla á formular conclusio- 
nes, publicó en su primera página un artículo editorial, más intencionado 
que oportuno, recordando el asesinato de la Duquesa de Praslin y la in- 
fluencia que el proceso respectivo pudo ejercer en la caída de la dinastia 
Orleans? 

Yo, ante ese espectáculo, ya por lo que interesa á mi defendido, ya por 
lo que importa á cuantos vestimos esta toga, de los cuales soy el más hu- 
milde; ya, en fin, por considerar que la defensa es un sacerdocio cuyo ejer- 
cicio nadie puede coartar, debo protestar y protesto solemnemente, al em- 
pezar mi informe, de esas manifestaciones, de esa imposición y de esas ac- 
titudes, realizadas y adoptadas en este terreno legal, en el que cada uno 
ocupa el puesto que voluntariamente ha elegido, y en el que estamos rfo- 
metidos á la autoridad del Tribunal llamado á decidir la contienda con la 
rectitud que todos debemos esperar. 

Esto, es tanto más necesario y procedente, cuanto que se trata de un 
asunto al que nunca debió concedérsele tan excepcional importancia. ¿Qué 
motivo serio la justifica? Dejando aparte cuanto se ha hecho fuera de los 
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autos, dentro del sumario y de la resultancia del juicio oral, que es el úni- 
co que el Tribunal tiene que apreciar, ¿qué hay aquí de particular ni de 
extraordinario? Absolutamente nada. 

Aqui lo único que existe de extraordinario empezó, al día siguiente de 
cometerse el crimen. Con una elocuencia y una exactitud que acaso pasa- 
ran desapercibidas por el estado de salud del digno Letrado que hacia la 
exposición, el distinguido defensor de Higinia Balaguer señaló cómo y por 
qué causas este proceso, este hecho adquirió desde el primer momento una 
importancia, una significación y un alcance que no merecían ni por su na- 
turaleza ni por ningún otro motivo. 

El dia 2 de Julio empezó å circular por Madrid, en las primeras horas 
de la mañana, la noticia, no del asesinato, que todavía se ignoraba, sino de 
la muerte de Doña Luciana Borcino, atribuyéndola en aquellos momentos 
_ å un incendio casual. Venía tal noticia, que ya en dicho dia pudo concre- 
tarse, precisando el suceso con mayores detalles, en esos. momentos en que 
la vida pública se encuentra muerta en Madrid, en esos momentos de ato- 
nía que produce la suspensión de las tareas parlamentarias, la tregua de las 
luchas políticas, la clausura de los teatros, academias y sociedades; mo- 
mentos terriBles, para los periodistas, como lo sabe el que se haya dedicado 
á esa profesión ó el que haya frecuentado siquiera alguna redacción. Momen- 
tos en que, por una noticia de sensación que permita despertar y sostener 
el interés durante veinticuatro horas, se apela á toda clase de medios y se 
hace todo género de sacrificios; momentos en que, para dar amenidad á los 
trabajos periodísticos, han inventado los diarios esas imaginarias conferen- 
cias, puestas en moda hace tiempo, y que van á celebrarse ó se fingen cele- 
bradas con los principales hombres de la política en los puntos de España 
ò del extranjero donde se refugian á pasar los calores del verano. En esa 
época angustiosa empieza, como he dicho, á circular por Madrid la noticia 
del crimen de la calle de Fuencarral; se excita la curiosidad al saberse que 
no se trataba de un desgraciado accidente fortuito producido por el incen- 
dio, sino por un acto violento, por un asesinato, aumentando esta curiosi- 
dad las declaraciones vagas de Higinia Balaguer en los primeros instantes. 
Ya tienen materia los periódicos, y empiezan los noticieros á seguir paso á 
paso al Juzgado, dando todos los detalles de los hechos hasta en las cosas 
más triviales, como la hora en que el Juzgado ee constituía en su despacho 
y la hora en que el Juez y el Secretario se retiraban á comer ó á descansar, 
y las casas en donde entraban dichos funcionarios y el Fiscal, aunque fue. 
sen las de sus amigos particulares ó las de sus familias. 

Pero ¡ya se vel por triste que fuese el hecho que dió lugar á Ja forma- 
ción de esta causa, nada tenía en sí de extraordinario, puesto que desgra- 
ciadamente sucede con harta frecuencia eso de que una persona que vive 
sola y á quien se la supone una fortuna considerable, sea asesinada para 
robarla, bien por sus criadas, bien por los porteros, bien por otros indivi- 
duos extraños. Este crimen, pues, reducido á sus condiciones propias, ape- 
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nas hubiese dado juego para una sola sernana; pero era necesario aprove- 
char la ocasión para dar variedad á los periódicos, y entonces fué cuando 
empezó A realizarse‘en sus columnas ese incansable trabajo de imaginación, 
merced al cual fué creándose poco á poco una especie de novela por entre- 
gas, de la que habria motivo para reirse si no hubiera tenido resultados tan 
funestos para mi defendido. 

Ahi están, para comprobarlo, las colecciones de todos los diarios madri- 
leos, y especialmente las de los que hoy sostienen la Acusación popular. 
No ha habido un solo detalle, no ha habido un solo hecho de los que luego 
han querido traerse al proceso, que no haya tenido origen y que no se haya 
publicado en las. columnas de un periódico. 

Pero ¡ah, si hubiera sido sólo esto! El distinguido defensor de Vázquez 
Varela, con la Jectura de algunos trozos de aquéllos, demostró ayer á la 
Sala la gran iniquidad que se ha cometido inventando hechos á que se dió 
carácter de autenticidad, presentándolos en forma de diligencias judicia- 
les, por cuyo medio hizo patente que las primeras acusaciones lanzadas 
contra su patrocinado y contra el Sr. Millán Astray partieron de ciertos ór- 
ganos de la prensa, por ellos se sostuvieron y por ellos han venido å soste- 
nerse aquí ante este Tribunal. | 

No creo yo, Señores de la Sala; no creo yo, de ninguna manera, que esa 
actitud de los periódicos, ese empeño en acusar á personas determinadas y 
en inventar, cuando no los encontraban, cuantos datos juzgaban necesarios 
para fortener su acusación, fuese materia de granjeria, ni soy de los que 
suponen que exo se hiciese buscando el aumento que la curiosidad excitada 

_ en semejante forma pudiera producir, y ha producido efectivamente, en 
las suscripciones y en la venta diaria de dichos papeles. 

Se me resiste admitir esa especie de alquimia que intenta acuñar pese- 
tas, amasándolas con las lágrimas, con las amarguras y hasta con la sangre 
de unos inocentes. ¡Ah! si eso fuese cierto, si pudiera suponerse siquiera, 
el crimen mayor de los que se relacionan con este ¡ roceso no sería el come- 
tido por Higinia Balaguer. Pero no es eso lo que hay aquí, sino otra cosa 
distinta. Lo que hay es que se ha producido ese movimiento por la necesi- 
dad de dar noticias y vida á los periódicos interesados, y se ha sostenido 

al calor del amor propio de los mismos que hablan andado ya demasiado ca- 
mino en una dirección dada, para volverse atrás v retroceder enfrente de los 
obstáculos que les oponían sus adversarios, . . e . . . . . há 

Asi se formó ese sumario, al calor de las constantes e mubela de la 
prensa. Sumario que fué dirigido e influido por ella de modo más 6 menos 
directo, puesto que en las reducciones de los periódicos se hallaban estable- 
cidos centros de policía? donde con medios propios y valiéndose de sus re- 
dáctores se adquirían todos los días noticias para llevarlas al Juzgado, y 
para buscar y presentar testigos que pudieran suministrar algún dato 6 

algún nuevo detalle. Y esto, señores de la Sala, no lo invento yo, sino que 
lo ha dicho aquí el Sr. D. Mariano Araus, director de un periódico asocia- 
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a, 
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do, y se ha manifestado también en el escrito de 16 de Agosto en qu 
mostró parte en este proceso la Acción popular. ¿Y qué había de sucéf 
con tales antecedentes? Lo que ha resultado. 

Yo no estoy conforme de ninguna manera con los defectos que se atré 
buyen al sumario, y algo diré sobre ello; pero no podía salir perfecto RE 
dejar de adolecer de vicios capitales y gravisimos, en las condiciones y. 
formas en que se instruyó. 

¿Quién ha visto, quién ha creído posible que tratándose de un delito de 
esta indole, en que son tan pocas las personas procesadas, se diera tal ex- 
tensión al rumario dentro del nuevo sistema procesal que hoy rige en mate- 
ria criminal, y con arreglo al cual no debía ser, según la ley, más que la 
preparación del juicio oral, donde fe consignan aquellos datos y anteceden- 
tes respecto de Jos cuales pudiera existir temor de que desaparecieran? 
¿Cómo hubiera podido adquirir ese volumen para cuando se abrió el juicio 
oral, si no hubiese sido por el empeño que ha puesto la prensa en acumu- 
lar noticias y buscar testigos, haciendo infinitas denuncias, que distralan ` 
la atención del Juez instructor, de la manera que puede verse por los pe- 
riódicos correspondientes de los meses de Julio y Agosto del año pasado? 

Tenia además que adolecer dicho sumario de otro defecto gravísimo, y 
es que como, á pesar de la independencia y rectitud del Juez que lo ha 
instruido, y que tan maltratado ha falido de estos debates, no podía librar- 
se por completo de la presión que sobre él venía ejerciendo una parte de la 
prensa que ce suponía poseedora de la verdad y se titulaba organo de la opi- 
nión pública, y como esos periódicos llevaron siempre'desde un principio 
una idea preconcebida y un prejuicio formado respecto de los autores del 
delito, el expresado sumario se ha formado ad probandum y no ad inqui- 
rendum. 

En cambio, señores, la Accion popular ha procurado y conseguido, 
hasta cierto punto, que en la segunda parte del proceso, en el juicio 
oral, se vuelva al período de instrucción, cambiando los términos de 
procedimiento y destruyendo su organismo, como lo recordará sin duda la 
Sala. i 

Asi, pues, esos defectos que pueden encontrarse en el sumario, no son 
imputables al Juez instructor, ni al representante del Ministerio público; 
porque, en último término, los verdaderos autores y los únicos responsa- 
bles de ellos son esos periódicos que ejercitan la acción popular y formu- 
lan tales censuras. 

Yo entiendo que si hubiera de examinarlas una por una, y analizar de- 
talladamente los vicios que al sumario se achacan, ya de una manera con- 
creta y directa, ya en términos vagos y embozados, molestaría la atención 
de la Sala, que debe estarlo bastante con estos largos debates. No difé, 
pues, nada acerca de por qué se levantó el cadáver de Doña Luciana en el 
momento en que se levantó, cuando todavía se ignoraba que esta señora 
hubiese sido víctima de un asesinato, y si el reconocimiento del mismo en 
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el sitio en que fué hallado pudo y debió suplirse con la diligencia extendi- 
da para hacer constar su situación y las condiciones en que se encontraba. 
Tampoco examinaré el incidente relativo al hallazgo de las llaves, del-cunl 
ha querido aquí hacerse un fantasma para buscar responsabilidades que ne | 
existen; y si yo hubiera de ocuparme de éstos y otros detalles que han sido 
objeto de acerba crítica, no acabaria nunca, y por efo renuncio 4 ello; pero 
si he de decir algo, porque es una de las cofas que más se ha repetido y a 
la que se quiere dar gran importancia, sobre la supuesta irregularidad con 
que se afirma que se recibieron las declaraciones durante el sumario. 

Se ha venido repitiendo aquí que no se recibió ninguna en forma legal, 
y se ha aprovechado la frase más ó menos feliz de un desdichado, para de 
<ir que esas declaraciones se prestaron «como quien descarga un carro de 
ladrillos». ¿Y se considera bastante, señores de la Sala, para darle 4 esto 
importancia y caracteres de veracidad, el que lo digan testigos que habieu- 
do firmado sin protesta sus respectivas declaraciones, y consentido, por lo 
tanto, cuanto se consigna en ellas, niegan Juego que fe les tomare juramen - 
to con arreglo á la ley y que fuese el Juez quien les recibió la declaración? 
- ¿Y ce cree suficiente que tal cosa se diga en el juicio oral por testigos que 
al hacerlo desmienten lo que consta en autos con su aquiescencia, para sos 
tener que existen delitos definidos y penados en el Código, delitos que tie- 
nen su nombre propio, puesto que se llaman falsedad y prevaricación, lle- 
gando en su consecuencia hasta el extremo de decir—como lo dijo mi digno 
compañero el Sr. Ballesteros—que es preciso echar á los Fariseos del Tem. 
~ plo de la Administración de justicia? 

* ¡Ah! ¡Quién me diera á mi ver realizado ese noble deseo del ilustrado 
defensor de la Acusación popular! Es decir, y con relación concretd á esta 
causa, que degaparecieran de ella la doblez, el engaño y la hipocresía. ¡Qué 

distinta y cuánto más favorable sería entonces la situación de mi defen- 
DIODOS as LB A A RA AAA ae a A 
-- No he de seguir paso 4 paso la marcha de este proceso. Ya la conoce Ja 
Sala, y su ilustración me relevan de un examen minucioso de las actuacio- 
nes. No he de fijarme, pues, sino en lo que á mi defensa importa, dejando 
4 un lado detalles y pormenores que ro le afecten directamente; y en tal 
* concepto voy å ocuparme sólo, en la segunda parte de mi discurso, en con- 
testar á los cargos que se han dirigido al Sr. Millán Astray, y que constitu- 
` yen el fundamento de la Acusación popular. 

En realidad, esta tarea, tan grave en apariencia, es totalmente excu- 
sada, porque yo entiendo que en el terreno estrictamente legal no debería 
<ontestar 4 tales cargos, toda vez que no hay acusación; y cuando no hay 
“acusación, dado el sistema acusatorio que hoy rige, la Sala no puede con- 
. denar al Sr. Millán Astray, contra el cual, ni la Acusación pública ni la 
> Acusación popular piden pena. Pasó ya el tiempo en que los Tribunales 
; -sentenciaban gegún su arbitrio, y podían castigar sin que nadie lo eolici- 
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Bajo este punto de vista, me importa mucho dejar consignado con toda 
claridad el concepto que antecede, porque considero como de necesidad 
absoluta que ese público que sigue paso á paso los actos de la Acusación 
popular, según se los hacen conocer los periódicos que la ejercitan, los 
- cuales en artículos y sueltos le dan á entender que no seria justa una sen- 
tencia que absolviese á los Sres. Varela y Millán, no pueda darre por zor- 
prendido con el fallo absolutorio que recaiga. Porque es preciso que sepa 
desde ahora que la culpa de ese resultado, si culpa alguna pudiera envol- 
ver, no es de las defensas, ni del Tribunal, ni de nadie, más que de los 
ejercitantes de la Acción popular, pura y exclusivamente; consecuencia 
forzosa é ineludible de la situación en que se han colocado las cosas con la 
actitud adoptada por esos acusadores, que coloca á la Sala en la necesidad 
imprescindible de declarar inculpables 4 Millán Astray y å Vázquez Varela, 
toda vez que no existe acusación contra ellos, porque los periódicos asocia- 
dos no han creido que podían ni debian mantener lo que en un principio 
iniciaron. 

Pero como este proceso tiene un doble aspecto, porque al mismo tiempo 
que ce ha tustanciado ante los Tribunales por los trámites que le eran pro- 
pios, se ha seguido por los que se llaman representantes de la opinión pl: 
blica en las columnas de Jos diarios; como en este segundo proceso, que no 
tiene nada de judicial, no ha de ser eficaz, ni alcanzar la debida resonan- 
cia la resolución que dicte la Sala, porque así se viene procurando al repe- 
tir hoy los cargos primitivos, yo necesito desvanecerlos, para que esa mié- 


ma opinión y para que ese mismo público se convenzan de su insignifican- 


cia. Porque yo quiero y la verdad exige, que los que leen sin discurrir y'to- 
man alimento como se les da condimentado, y los que estén aquí presen- 
tes y asisten al juicio, salgan persuadidos de que tales cargos son fantasias 
que carecen de todo fundamento; son cuentos inexactos y caprichosos man- 
tenidos con tanta elocuencia como patente injusticia. | 

El primero de los tres grupos en que podemos considerar divididos los 
cargos que se dirigen contra el Sr. Millán Astray, es el que le atribuye pat- 
ticipación directa, en un concepto ú otro, en Jos delitos que aquí te persi- 
guen de robo con asesinato é incendio de Doña Luciana Borcino. 

Parece imposible que se hagan cargos, como algunos que se han oido 
ante la Sala; y, sin embargo, se han formulado, El escrito de conclusiones 


provisionales presentado por la Acusación popular, después de hacer la re- 


lación de los hechos ateniéndose única y exclusivamente á aquella declara- 
ción de Higinia Balaguer que más convenía á sus fines, despreciando todos 
los demás elementos de prueba, todos los demás antecedentes que en el su- 
mario existian, sentó como conclusiones las siguientes: «El Sr. Millán As- 
tray —decía la Acusación popular—propuso a Higinia Balaguer que entrase 
de sirvienta en casa de Doña Luciana Borcino, con objeto de que abriese la 
puerta y facilitase el robo, con ocasión del cual resultó un asesinato. Des- 
pués se presentó al Juez instructor ofreciéndole sa concurso para llegar al 
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descubrimiento de los culpables, y diciendo que por haber tenido 4 Higinia 
á su servicio, tal vez podría influir en su ánimo pará que dijese la verdad.» 
Sienta luego Ja Acción popular en la tercera de sus conclusiones, «que 
Don José Millán Astray y Dolores Avila Palacios son encubridores del de- 
lito de robo, y autor el Sr. Millán del de infidelidad en la custodia de pre- 
sos»; y más adelante añade: «D. Joe Millán Astray y Dolores Avila han 
incurrido, el primero en la pena de doce años de prisión mayor, con sus 
accesorias, en la multa de 125 pesetas, y en la inhabilitación perpetua es- 
pecial, etc.» Vese, pues, por la lectura de estas conclusiones, cómo la Acu- 
sación popular ha dirigido al Sr. Millán Astray cargos directos de partici- 
pación inmediata en la ejecución del delito de robo con homicidio 6 asesi- 
rato, toda vez que al relacionar los hechos que Je atribuían, daba por pro- 
bado y confesado el encubrimiento. Y decia, á este propósito, con asombro 
el dignisimo representante del Ministerio fiscal: «¡Qué falta de criterio ju- 
ridicol» ¡Ah, señor Fiscal! Yo que respeto mucho las opiniones de S. S.; yo 
que le creo un maestro en estas materias; yo que estoy dispuesto siempre A 
ceder 4 su opinión, tengo el sentimiento de no estar en este punto confor- 
me con su señoría. | 
¿Cómo he de admitir que esa calificación legal de la participación atri- | 
buída al Sr. Millán Astray en el escrito de conclusiones fuese consecuencia 
de falta de criterio jurídico? No; jurisconsultos tan distinguidos como lo 
son los que sostienen la Acción popular, y que tan gallarda muestra nos 
están dando de sus conocimientos desde que ha empezado este juicio, no 
podían desconocer seguramente que los hechos que son anteriores á Ja eje- 
eución del delito, en cuyo caso se encuentran los que imputaban al señor 
Millán Astray, no constituyen encubrimiento, porque éste siempre consiste 
en hechos posteriores á aquélla. Pues qué, ¿no habían de haber leído el ar- 
ticulo del Código que á eso se refiere? Pues qué, ¿no habían de haberlo en- 
tendido, cuando tienen tan clara inteligencia? No; lo que hay es que ese 
escrito de conclusiones provisionales (como ha declarado uno de los perió- 
dicos que se apartaron de la Acción popular) se hizo por impresión; digase 
con franqueza, por impresión, aceptando sin discutirlo todo lo que contri- 
buyera á formar el concepto que necesitaban para formular sus conclusio- 
nes, sin conciencia de que fuesen ciertas todas las responsabilidades que 
en ellas deferían; esperando que acaso las confirmasen los resultados del 
juicio oral, y poniendo, cumo quien dice, al azar de una carta la vida y la 
bonra de aquellos 4 quienes tan gratuitamente acusaban. Mas cuando tra- 
taron de deducir las últimas consecuencias de semejante actitud, esos Le- 
trados que saben perfectamente lo que traen entre manos y conocían la ley 
t que habían de aplicar, se asustaron de su gravedad, y no se atrevieron á 
pedir la peña que hubiera sido procedente, calificando al Sr. Millán Astray 
de coautor del robo con homicidio 6 cómplice del delito, porque les cons- 
taba que los hechos en que se fundaron al acusarle no eran ciertos, no eran 
¿£xactos, no podían sostenerse de ninguna manera. Entonces, entre sacri- 
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ficar su conciencia ó perjudicar en cierto modo su nombre profesional, sí 
hubiera podido padecer por una cosa asi, prefirieron noblemente lo segun- 
do, é incurrieron á sabiendas en ese error jurídico que no nacía de la ig- 
norancia, sino de la ligereza cometida al dejarse dominar por su impresión. 

¿Necesitaré yo, después de estas indicaciones, decir nada para desvane- 
cer los cargos directos formulados en las conclusiones provisionales de la 
Acción popular? Pues pocas palabras hacen falta para ello No ha venido un 
solo testimonio, ni uno solo, que directa ni indirectamente acredite ni afir- 
me que el Sr. Millán Astray fuese quien mandó á Higinia Balaguer 4 servir 
å casa de Doña Luciana Borcino. Todos los datos que hay acerca del parti- 
cular están reducidos á las manifestaciones de la misma procesada en su 
declaración de 11 de Julio, desmentidd después repetidamente. 

No es este momento propio para dirigir á la desgraciada Higinia cargo 
alguno, ni palabras de censura por aquella declaración que prestó; ni se- 
mejante manera de proceder cuadra á mi naturaleza. Después de todo, el 
arrepentimiento de que ha dado muestra con sus actos posteriores, viene å 
librarla de toda responsabilidad. Pero, jah, señores! Si en las negras horas 
de insomnio que ha de producirle su triste situación, esa desdichada mujer, 
en quien no se han agotado los sentimientos de ternura, ve levantarse su 
pasado y surgir en su mente todo lo que ha dicho en este proceso; y. recor- 
dando que es la autora de la ruina lanzada sobre la honrada familia en cu- 
yo rero ha vivido; ai se acuerda de los besos que ha estampado en la frente 
de aquellos inocentes niños, cuyos juegos y caricias ha compartido en al- 
gún tiempo; si todo eso se presenta á su imaginación exaltada, ¡cuánta se- 
rá ru amargura! ¡Cómo sentirá abrasados sus ojos por las lágrimas de dolor 
y desesperación que la haga verter la conciencia de los males ocasionados! 

¿A qué ha quedado reducida esa declaración de Higinia? ¿A qué han 
quedado reducidas sus menifestaciones? Pues qué, ¿no aparece comprobado 
que Higinia fué a casa de Doña Luciana con un nombre supuesto? Pues 

este solo hecho bastaría para determinar que no podía ir dirigida por el 
Sr. Millán Astray, ni siquiera que el Sr. Millán diera los informes necd- 
rarios para que fe la admitiese. Es más: se ha comprobado que å donde en- 
vió Higinia & pedir informes fué á la casa de la cuesta de Areneros núme- 
ro 2. Por consiguiente, desaparece hasta la menor idea de la participación 
que pudiera tener el Sr. Millán Astray en este asunto. 

Aquí se ha interrogado á una porción de testigos amigos íntimos de la 
difunta Doña Luciana, personas que la veian cotidianamente, personas con 
quienes hablaba de todo lo que ocurría en su casa, por si les dió la noticia 
de las formalidades con que había recibido á Higinia, y ninguna de ellas 
ha podido manifestar que fuese recomendada por el Sr. Millan, Astray, ni 
siquiera que éste hubiese dado informes favorables; y cuidado que se ha 
trabajado por conseguirlo, 

Todavía recuerdo uno de los testigos, por cierto de gran importancia. 
La Sra. Marquesa de Benzú, sentada en ese sillón á causa dé la enfermedad 
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que padecía, y que afortunadamente no la estorbó para declarar luego 
largo tiempo con bastante vigor, fué minuciosamente preguntada sobre este 
particular, acerca del cual había declarado en el sumario, diciendo que 
Doña Luciana fué á pedir informes á una casa de la calle de Toledo. A pro- 
vechando con gran habilidad la confusión que pudiera nacer de una aso- 
pancia, se. la preguntaba á esa testigo: «¿No la dijo 4 V. si había ido a .pe- 
dir informes hacia Ja Cárcel Modeio?» (Observe la Sala la asonancia de las 
dos frases: Cárcel Modelo y calle de Toledo). «No recuerdo, contestó, si sería 
eso; no recuerdo dónde me dijo»; pero olvidaba entonces que en el sumario 


“no tuvo esas confusiones de asonancia, porque allí dijo calle de Toledo 6 por 


aquellos barrios, y este último Jetalle ya determinaba un punto concreto de 
la población, que precisamente está al otro extremo de la Cárcel Modelo. 

Nou hay, pues, fundamento en el proceso para sostener que el Sr. Millán 
Astray, ni como autor, ni como cómplice, ni como encubridor, ni de nin- 


guna manera tenga nada que ver con el robo, con el homicidio y con el in. 
cendio; y si alguien lo dice de hoy en adelante, yo le llamaré calumniador, 


- y en nombre de mi defendido aseguro que lo llevaré ante los Tribunales å 
dar cuenta de su dicho. 

Segundo grupo de cargos que se formulan contra el Sr. Millán Astray. 

Este segundo grupo de cargos, asunto principal que ha sido de esta odi- 
sea jurídica, es la salida de la Cárcel de D. José Vázquez Varela. Pueden 
haber venido espectadores á este juicio durante diez, quince ó veinte se- 
siones; pueden haber pido con atención Jas declaraciones de los testigos y 
los interrogatorios de los Letrados, y salir persuadidos en su conciencia de 
que el delito que ayul se persigue es un delito de quebrantamiento de con- 
dena y de infidelidad en la custodia de presos; de tal manera el verdadero 
objeto de este proceso desaparecía por completo á la vista de todos, y de 
tal manera se ensafinban los que tomaban parte en estos debates en inves- 
tigar exclusivamente lo que se relacionaba con las salidas de Varela. ¿Y 
por qué era esto? Pues era, después de todo, para demostrar y hacer paten- 
te la exactitud de las afirmaciones sentadas al-decir que Vazyuez Varela 
habla sido el asesino y el ladrón de su madre, porque para conseguir esto 
había que demóstrar también necesariamente que salia de la Cárcel, toda 
vez que en la época en que se realizaron aquellos crimenes estaba en ella 
cumpliendo una condena que se le había impuesto con anterioridad. Dado 
ese objeto, lo que se interesaba probar, lo único que interesaba hacer pa- 


tente, era que hubiese salido el día 1.2 de Julio; porque el demostrar con 


toda la evidencia de la luz del día que Varela había salido en Junio ó Ma- 
yo, no llegaría nunca å constituir siquiera un indicio de que fuera el autor 
de la muerte de su madre, ocurrida en aquella fecha. Y esto lo digo yo, que 
no tengo inconveniente en declararme inepto (en el concepto que ha soste- 
Nido hoy El Láberal), afirmando, á pesar de la opinión contraria de ese pe- 


_tódico, que cousidero de más valor y más fuerza probatoria dos indicios con- 
_ Cluyentes que el dicho de doscientos testigos 
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Yo creo que la prueba circunstancial, cuando reune las condiciones y 
requisitos que exige la ley y la ciencia le asigna, es la más racional y la 
más convincente, y que no puede rechazaree en los negocios criminales, 


~ Creo que dentro de esas condiciones exigidas por todos los tratadistas de 


derecho á la prueba de indicios, no cabria considerarse la exactitud y la 
certeza de tales salidas como indicio de criminalidad contra Varela, porque 
siempre faltaría la relación directa y necesaria que enlace estos hechos con 
la ejecución del crimen y la persona de aquel procesado. Sería, pues, preci- 
so que la prueba se hubiera referido, en todo caso, å demostrar la salida de 
Vázquez Varela de la Cárcel Modelo el 1.2 de Julio, siendo completamente 
inútiles las demás relativas á las salidas anteriores, y tauto más, cuanto 
que desde el momento que acreditaran su exactitud, determinarian la exis- 
tencia de un delito independiente del que aquí se persigue. 

Pues bien; por lo que respecta á la salida de Vázquez Varela el 1.2 de 
Julio, que era la que había de darle la posibilidad material necesaria para 
concurrir á la ejecución del delito, ¿qué es lo que resulta de estos autos? 
¿Ha comparecido en el juicio oral quien se haya atrevido á decir que vió á 
Vázquez Varela fuera de la Cárcel el día 1.9 de Julio de 1888? ¡Ah! Se ha 
atrevido á decirlo por referencias que no han resultado comprobadas, Don 
Mariano Araus, Director de El Liberal y acusador particular en esta causa. 
Se ha atrevido á decirlo D. Luis Ramos Querencia, testigo cuyo procesa- 
miento está pedido por falso testimonio, y contra el cual no tengo más que 
recordar á la Sala la impresión que produjo en su ánimo cuando estaba de- 
clarando; declaración que además está desmentida por todos los vigilantes 
que sobre el particular han depuesto, por todos los presos que han declara 
do haber hablado aquel día en la Prisión Celular con D. José Vázquez Va- 
rela. Y como decía perfectamente mi digno compañero, tratándose de 
un hecho que se ha realizado en el interior de la Prisión, no se puede ir 3 
buscar testigos al Cabildo Catedral de Toledo, siendo forzoso aceptar el tes- 
timonio de esos testigos. | 

Alguien más +e ha atrevido á manifestar que vió á Vazquez Varela en 
las calles el día 1.9 de Julio, es decir, yo creo que alguien se lo ha dicho a 
un testigo, al cual concedo completo crédito. D. Manuel Mariani ha decla 
rado aquí que á él le dijo uno de las dueños del café del Reino, que en la 
noche del referido dia encontró en la escalera de su casa á Vázquez Varela 
y que éste le pidió lumbre para encender el cigarro. Aunque yo creo sin va” 
cilar al Doctor Mariani, y estoy, por lo tanto, seguro de que á él se lo ha. 
contado arí ese señor, dudo mucho, y tengo razón para dudarlo, que si com- 
pareciera personalmente el último se atreviese å sostener la certeza de su 
dicho. Ya D Manuel Mariani dijo bastante, dejando entender todo lo que 
un hombre prudente y bien educado podía manifestar en tan solemne oca- 
sión respecto de la credibilidad de aquél. 

¿Pero es que se quiere que aceptemos tal testimonio? Pues yo supongo 
que ha comparecido aqui ese testigo, y que ha repetido ante la Sala lo que — 
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le oyó el Doctor Mariani. Y pregunto en su vista á los señorea Magistrados, 
rogándoles que me dispensen esta libertad: ¿qué regla de crítica racional; 
qué criteriv humano permite creerlo, si se ha de examinar este asunto y 
analizar sus detalles dentro de los límites de la posibilidad y del sentido 
común? ¿Cómo se ha de prestar fe á un testigo cuando manifiesta que en la 
noche del 1.° de Julio de 1883, Vázquez Varela, con las manos tintas en la 
sangre de su madre, bajase la escalera de su casa y le detuviera para pedir- 
le lumbre, sin duda con el fin de que le reconociera bien y pudiera venir a 
declararlo al dia siguiente? No; no hay nadie que afirme eso, porque es un 
absurdo. No existe, pues, duto alguno, ni prueba, ni indicio, ni presunción 
siquiera para dirigir un cargo al Sr. Millán Astray, fundado en que Vázquez 
Varela saliese el dia 1.2 de Julio de 1888 de la Cárcel Modelo, y pS 
concurrir á la ejecución del crimen que aquí se persigue. y 

Después de todo, D. José Millán Astray tendría derecho á exigir otra 
prueba para que se pudieran deducir consecuencias en su contra, para que 
en ella se pudieran fundar los car gos que se le dirigen; y esa prueba sería, 
no la de que hubiese salido Varela de la Cárcel Modelo, sino la de que su 
salida fué conocida, y permitida y autorizada por el mismo Millán. 

Pues qué, en la Cárcel Modelo, ¿es acaso el Director el único responsa- 
ble de las faltas que se puedan cometer en la custodia de Jos presos? Pues 
qué, éstos, ¿no se hallan inmediatamente bajo la vigilancia de los gubal- 
ternos de aquél? Pues qué, ¿no se ha convencido la Sala por la inspección 
ocular que ha hecho del edificio, y por lo que han dicho aquí algunos tes- 
tigos acerca de las obligucior.es y servicios de los empleados, que es más 
faci] que salga un prero con la connivencia de un vigilante ó dos que con 
la del Director del Establecimiento? Pues claro está, eù su virtud, que para 
que la supuesta salida de Varela constituyese un indicio que hiciese sospe- 
char de mi defendido, seria indispensable empezar : acreditando que cuando 
menos la había tolerado á sabiendas. O UN A ou 

A este propósito se ha llegado aquí á suscitar id guestion de si era posi- 
ble la salida de la Cárcel Modelo; y planteado el problema en estos térmi- 
nos, resulta pura y simplemente un absurdo. ¿Pues no ha de ser posible la 
salida de la Cárcel Modelo? Si en Ja Cárcel Modelo se puede entrar, de la 
Cárcel Modelo se puede salir; y si la única dificultad que se opone á que 
salga es Ja voluntad de los empleados, la necesidad de su connivencia, don- 
de hay hombres, y por consiguiente, debilidades y vicios, claro está que es: 
posible vencerla. Pero no es de esto de lo que se trata; ya sé yo que una 
fuga ó la evasión de un preso que sale para no volver, puede realizarse por 
mil medios; y sin embargo, muchos miles de presus han pasado por la Car 
cel Modelo y no se ha llegado á consumar una sola, 

Ya sé yo también que, aunque rea con el propósito de volver, una sali. 
da extraordinaria á cierta hora y con un objeto determinado, es posible 
conseguirla; pero falir hoy y estar diez ó doce horas fuera de la Cárcel, 
volviendo á ingresar otra vez; volver á salir mañana ó pasado, estar veinte 


98 FORO HISPANO- AMERICANO 


6 veinticuatro horas en la calle para ingresar de nuevo en su celda, y hacer 
esto constantemente durante tres meses; ¡ah! el suponer eso es un absurdo, 
porque no bastaría ya contar con un uigilante, ni siquiera con ocho 6 diez, 
como se ha dicho aquí, sino que sería necesaria la connivencia y el gilencio 
de todos los empleados de la Cárcel y de todos los presos. . . . . . 

Pero vengamos al examen de los testigos. Yo no quiero ocuparme de pa 
cóndiciones de ese Emilio Menéndez, testigo buscado con afán, incitado á 
declarar al compás de las copas, y que se ha puesto en contradicción con 
los que le han acompañado y han oído sus primeras declaraciones; no quie- 
ro decir nada tampoco contra ese testigo D. Luis Raffo, que fué desmenti- 
do desde los primeros momentos por el mozo de café que le sirvió aquella 
noche y que dijo no haber visto á Varela; ni he de discutir el testimonio de 
Fernando Nieto, que al fin Fernando Nieto ertá declarado gloria nacional 
por esa parte de la prensa que ha tomado å su cargo el discernir aplausos y 
laureles en este asunto, y soy harto buen patriota para rebajarla. Por con- 
sideraciones análogas dejaré de ocuparme especialmente del "testigo que 
fundaba el recuerdo de la época exacta en que vió á Varela en la circuns- 
tancia de haber estrenado aquel día un sombrero blanco, como si erto fuera 
un hecho de tal importancia que contribúayera Á grabar en su memoria 
cuantos con él coincidiesen; ni del otro que afirma haber visto al procesado 
en la_segunda quincena de Mayo y no antes, porque él (el testigo) iba ya 
vestido de verano, dando con ello 4 entender su invariable costumbre de 
aligeraree de abrigo el día de San Isidro, y, sin embargo, se presentan å 
declarar ante la Sala el día 9 de Mayo en traje de verano, contradiciendo 
la razón en que apoyaba su dicho, ¿Para qué hemos de descender de esos 
detalles? Hay otras razones más serias y hay otros argumentos más pode- 
rosos que obligan á negar crédito á las declaraciones de esos testigos. 

Es digno de llamar la atención que ninguno de los que han declarado 
haber visto á Vázquez Varela fnera de la Cárcel en los meses de Mayo 6 
Junio de 1888, le conocia más que de vista, sin haberle tratado nunca, y. 
que tampoco hablaron con él el día que suponen que le vieron, excepción 
hecha de Emilio Menéndez, cuya historia de la Freiduría Andaluza ha sido 
una farsa, según ha podido apreciarlo la Sala. Ignoraban además si en. 
aquella época debia encontrarse en la Cárcel sufriendo una condena, cuya 
circunstancia, si les hubiese sido conocida, bastaria para explicar su recuer- 
do, porque no hay duda que cuando se encuentra en la calle ó en otro sitio 
público á una persona que se sabe está presa, esto tiene que llamar pode- 
rosamente la atención y quedarse grabado en la memoria. . 

Pero no teniendo noticia de ese detalle, ni tratando con anterioridad al 
procesado, la falibilidad de tales testigos está en la conciencia de todos 
cuantos nos sentamos aquí. Supongamos, por ejemplo, que los señores 
Magistrados 6 cualquiera de nosotros al salir de este sitio ve á una persona 
å quien sólo conoce de vista, y á quien por consiguiente no habla ni saluda 
siquiera; pues como no coincida con ese hecho, cuya insignificancia le hace 
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pasar desapercibido, algún otro más saliente con el cual venga, enlazarse, 
tengo la seguridad de que pasados ocho ó diez meses, menos aún, un mes ó 
dos, ninguno podriamos con exactitud y en conciencia asegurar el día pre- 
ciso en que la hemos visto. Recordaremos, si, que ha sido en época más 6 
menos próxima; pero pasando algún tiempo, no sabremos dar razón de si 
ha sido en los últimos días de Abril ó en los últimos de Mayo. 
¿Qué ha sucedido, pues, con esos testigos, entre los cuales hay personas 
respetabilisimas? Porque, yo no quiero suponer que son falsos, nada de eso; 
- pero para apreciar sus declaraciones, no se puede perder de vista, ni la in- 
dole de este asunto, ni sus peripecias, ni la atmósfera en que con relación 
,  4&6élestamos viviendo desde Julio del año pasado. ¿Qué ha sucedido, pre- 
gunto, con esos testigos? Una cosa muy sencilla. Empezaron á ver en los 
periódicos que se hablaba de si Vázquez Varela salía ó no salía de la Car- 
cel, y que era necesario, que era un verdadero caso de honra nacional el 
declarar todo el mundo cuanto supiese acerca del asunto, para ayudar la 
acción de la justicia. Vieron que hasta se trataba formalmente de hacer 
wna suscripción para el primer testigo que tuviera el valor cívico (¡y cui- 
dado si se necesita valor para eso!) de venir á declarar la verdad ante los 
Tribunales, y naturalmente, el que recordaba que en una fecha más ó me- 
- nos próxima había visto á Vázquez Varela, meditaba detenidamente, y más 
si era buen ciudadano, con el deseo de convencerse de que el encuentro 
tuvo lugar en la época de que se trataba. Por eso ha oido la Sala decir á 
muchos testigos, con una buena fe admirable, que en los primeros momen" 
tos dudaron, y que tuvieron que verificar un trabajo de reconstitución de 
fechas. l 
¿Comprende la Sala toda la importancia que tiene este trabajo de re- 
constitución de fechas? Es decir, que al principio esos testigos vacilaban y 
no tenian seguridad, recordando sólo haber visto å Vazquez Varela tal vez 
en tiempo en que, debiendo estar en la Carcel, estaba en la calle; pero im- 
buidos, sugestionados por la atmósfera que respiraban, excitados algunos 
de ellos por periodistas, procurando fijarse bien y con precisión en las fe- 
chas, rebuscaban con afán nuevos datos, y por reglas de nemotemnia que- 
no han expuesto, ni se comprenden, llegaron á precisar que, efectivamente, 
la fecha en que vieron á Vázquez Varela correspondía á los meses de Mayo 
ó de Junio y no al de Abril. Testimonios asi preparados no tienen valor al- 
no ni ante la crítica racional, ni ante el sentido común. Todos son ade- 
Js testigos singulares, no habiendo más que D. José Gómez Terrones y 
Sr. Cazurro que supongan haber visto 4 Vázquez Varela en una misma 
Pasión. Pero estos dos testigos, que por su cualidad de Letrados reunen 
(on diciones excepcionales para apreciar la gravedad y alcance de su decla- 
ración, habiendo sido apremiados para que meditasen si podian haber pa- 
$ decido una equivocación de esas å que tan expuesto se halla todo el mun- 
do, cuando se trata de personas que sólo se conocen de vista (y precisamen - 
te al Doctor Raffo le habia sucedido lo mismo el domingo anterior al día en 
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do, y se ha manjfestado también en el escrito de 16 de Agosto en que se 
mostró parte en este proceso la Acción popular. ¿Y qué había de suceder 
con tales antecedentes? Lo que ha resultado. 

Yo no estoy conforme de ninguna manera con los defectos que se atri- 
buyen al sumario, y algo diré sobre ello; pero no podía salir perfecto ni 
dejar de adolecer de.vicios capitales y EXA Vicos, en las condiciones y 
formas en que ge instruyó, 

¿Quién ha visto, quién ha creido posible que tratándose de un delito de 
esta indole, en que fon tan pocas las personas procesadas, ce diera tal ex- 
tensión al rumario dentro del nuevo sistema procesal que hoy rige en mate- 
ria criminal, y con arreglo al cual no debía ser, según la ley, más que la 
preparación del juicio oral, donde re conrignan aquellos datos y anteceden- 
tes respecto de los cuales pudiera existir temor de que desaparecieran? 
¿Cómo hubiera podido adquirir ese volumen para cuando se abrió el juicio 
oral, si no hubiese sido por el empeño que ha puesto la prensa en acumu- 
lar noticias y buscar testigos, haciendo infinitas denuncias, que distraian 
la atención del Juez instructor, de la manera que puede verse por los pe- 
riódicos correspondientes de los meses de Julió y Agosto del año pasado? 

‘Tenia además que adolecer dicho sumario de otro defecto gravísimo, y 
es que como, á pesar de la independencia y rectitud del Juez que lo ha 
instruido, y que tan maltratado ha salido de estos debates, no podía librar- 
se por completo de la presión que sobre él venía ejerciendo una parte de la 
prensa que se suponía poseedora de la verdad y se titulaba órgano de la opi- 


ro 


nión pública, y como esos periódicos llevaron siempre'desde un principio | 


una idea preconcebida y un prejuicio formado respecto de los autores del 
delito, el expresado sumario se ha formado ad probandum y no ad inqui- 
rendum. 

En cambio, señores, la Accion popular ha procurado y conseguido, 
hasta cierto punto, que en la segunda parte del proceso, en el juicio 
oral, se vuelva al período de instrucción, cambiando los términos de 


procedimiento y destruyendo su organismo, como lo recordará sin duda la 


Sala. : 

Asi, pues, esos defectos que pueden encontrarse en el sumario, no son 
imputables al Juez instructor, ni al representante del Ministerio público; 
porque, en último término, los verdaderos autores y los únicos responsa- 
bles de ellos son esos periódicos que ejercitan la acción popular y formu- 
lan tales censuras. 

Yo entiendo que si hubiera de examinarlas una por una, y analizar de- 
talladamente los vicios que al sumario se achacan, ya de una manera con- 
creta y directa, ya en términos vagos y embozados, molestaria la atención 
de la Sala, que debe estarlo bastante con estos largos debates, No diré, 
pues, nada acerca de por qué se levantó el cadáver de Doña Luciana eu el 
momento en que se levantó, cuando todavía se ignoraba que esta señora 
hubiese sido víctima de un asesinato, y si el reconocimiento del mismo en 


D. LUIS DIAZ COBENA 91 


el sitio en que fué hallado pudo y debió suplirse con la diligencia extendi - 
-da para hacer constar su situación y las condiciones en que se encontraba. 
Tampoco examinaré el incidente relativo al hallazgo de las llaves, del'cunl 
ha querido aquí hacerse un fantasma para buscar responsabilidades que no 
existen; y si yo hubiera de ocuparme de éstos y otros detalles que han sido 
objeto de acerba critica, no acabaria nunca, y por efo renuncio á ello; pero 
sl he de decir algo, porque es una de las cofas que más se hu repetido y a 
la que se quiere dar gran importancia, sobre la supuesta irregularidad con 
que se afirma que se recibieron las declaraciones durante el sumario. 
Se ha venido repitiendo aquí que no se recibió ninguna en forma legal, 
y se ha aprovechado la frase más ó menos feliz de un deedichado, para de 
cir que esas declaraciones se prestaron «como quien descarga un carro de 
ladrillos». ¿Y se considera bastante, señores de la Sala, para darle á esto 
importancia y caracteres de veracidad, el que lo digan testigos que habieu- 
do firmado sin protesta sus respectivas declaraciones, y consentido, por lo 
tanto, cuanto se consigna en ellas, niegan luego que se les tomase juramen - 
to con arreglo a la ley y que fuese el Juez quien les recibió la declaración? 
¿Y te cree suficiente que tal cosa se diga en el juicio oral por festigos que 
al hacerlo desmienten lo que consta en autos con su uquiescencia, para sos 
tener que existen delitos definidos y penados en el Código, delitos que tie- 
nen su nombre propio, puesto que se llaman falsedad y prevaricación, Ile- 
gando en su consecuencia hasta el extremo de decir—como lo dijo mi digno 
compañero el Sr. Ballesteros—que es preciso echar á los Fariseos del Tem- 


` plo de Ja Administración de justicia? 


> ¡Ah! ¡Quién me diera á mi ver realizado ese noble deseo del ilustrado 
defensor de la Acusación popular! Es decir, y con relación concretá á esta 
caura, que desaparecieran de ella la doblez, el engaño y la hipocresía. ¡Qué 
distinta y cuánto más favorable seria entonces la situación de mi defen- 
dido!. Du ss e o a iS 
- No he de seguir paso á paso la marcha de este proceso. Ya la conoce Ja 
Sala, y su ilustración me relevan de ua examen minucioso de las actuacio- 
nes. No he de fijarme, puer, sino en lo que á mi defensa importa, dejando 
4 un lado detalles y pormenores que ro le afecten directamente; y en tal 
concepto voy å ocuparme sólo, en la segunda parte de mi discurso, en con- 
testar 4 los cargos que se han dirigido al Sr. Millán Astray, y que constitu- 
yen el fundamento de la Acusación popular. 

En realidad, esta tarea, tan grave en apariencia, es totalmente excu- 
sada, porque yo entiendo que en el terreno estrictamente legal no debería 
contestar á tales cargos, toda vez que no hay acusación; y cuando no hay 
acusación, dado el sistema acusatorio que hoy rige, la Sala no puede con- 
denar al Sr. Millán Astray, contra el cual, ni la Acusación pública ni la 
Acusación popular piden pena. Pasó ya el tiempo en que Jos Tribunales 


sentenciaban según su arbitrio, y podían castigar sin que nadie lo eolici- 


tare, 
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Bajo este punto de vista, me importa mucho dejar consignado con toda 
claridad el concepto que antecede, porque considero como de necesidad 
absoluta que ere público que sigue paso á paso los actos de la Acusación 
popular, según se los hacen conocer los periódicos que la ejercitan, los 
- cuales en artículos y sueltos le dan å entender que no sería justa una sen- 
tencia que absolviese å los Sres. Varela y Millán, no pueda darre por sor- 
prendido con el fallo absolutorio que recaiga. Porque es preciso que sepa 
desde ahora que la culpa de ese resultado, si culpa alguna pudiera envol- 
ver, no es de las defensas, ni del Tribunal, vi de nadie, más que de los 
ejercitantes de la Acción popular, pura y exclusivamente; consecuencia 
forzosa é ineludible de la situación en que se han colocado las cosas con la 
actitud adoptada por esos acusadores, que coloca á la Sala en la necesidad 
imprescindible de declarar inculpables á Millán Astray y 4 Vázquez Varela, 
toda vez que no existe acusación contra ellos, porque los periódicos asocia- 
dos no han creído que podían ni debian mantener lo que en un principio 
iniciaron. 

Pero como este proceso tiene un doble aspecto, porque al mismo tiempo 
que se ha tustanciado ante los Tribunales por los trámites que le eran pro- 
pios, se ha seguido por los que se llaman representantes de la opinión pú- 
blica en Jas columnas de Jos diarios; como en este segundo proceso, que no 
tiene nada de judicial, no ha de ser eficaz, ni alcanzar la debida resonan- 
cia la resolución que dicte la Sala, porque asi se viene procurando al repe- 
tir hoy tos cargos primitivos, yo necesito desvanecerlos, para que esa mis- 
ma opinión y para que ese mismo público se convenzan de su insignifican- 
cia. Porque yo quiero y la verdad exige, que los que leen sin discurrir yto- 
man alimento como se les da condimentado, y los que estén aquí presen- 
tes y asisten al juicio, salgan persuadidos de que tales cargos son fantasias 
que carecen de todo fundamento; son cuentos inexactos y caprichosos man- 
tenidos con tanta elocuencia como patente injusticia. 

Kl primero de los tres grupos en que podemos considerar divididos los 
cargos que se dirigen contra el Sr. Millán Astray, es el que le atribuye par- 
ticipación directa, en un concepto ú otro, en los delitos que aqui £e persi- 
guen de robo con asesinato é incendio de Doña Luciana Borcino. 

Parece imposible que se hagan cargos, como algunos que se han oido 
ante la Sala; y, sin embargo, se han formulado. El escrito de conclusiones 
provisionales presentado por la Acusación popular, después de hacer la re- i 
lación de los hechos ateniéndose única y exclusivamente á aquella declara- 
ción de Higinia Balaguer que más convenia å sus fines, despreciando todos 
los demas elementos de prueba, todos los demas antecedentes que en el su- 
mario existían, sentó como conclusiones las siguientes: «131 Sr. Millán As- 
tray —decía la Acusación popular—propuso á Higinia Balaguer que entrase 
de sirvienta en casa de Doña Luciana Borcino, con objeto de que abriese la 
puerta y facilitase el robo, con ocasión del cual resultó un asesinato. Des: 
pués se presentó al Juez instructor ofreciéndole sa concurso para llegar al 
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descubrimiento de los culpables, y diciendo que por haber tenido á Higinia 
á su servicio, tal vez podría influir en su ánimo para que dijese la verdad.» 

Sienta luego la Acción popular en la tercera de sus conclusiones, «que 
Don José Millán Astray y Dolores Avila Palacios son encubridores del de- 
lito de robo, y antor el Sr. Millán del de infidelidad en la custodia de pre- 
sos»; y más adelante añade: «D. José Millán Astray y Dolores Avila han 
incurrido, el primero en la pena de doce años de prisión mayor, con sus 
accesorias, en la multa de 125 pesetas, y en la inhabilitación perpetua es- 
pecial, etc.» Vese, pues, por Ja lectura de estas conclusiones, cómo la Acu- 


zación popular ha dirigido al Sr. Millán Astray cargos directos de partici- 


pación inmediata en la ejecución del delito de robo con homicidio ó asesi- 
rato, toda vez que al relacionar los hechos que le atribuian, daba por pro- 
bado y confesado el encubrimiento. Y decía, å este propósito, con asombro 
el dignísimo representante del Ministerio fiscal: «¡Qué fulta de criterio ju- 
rídicol» ¡Ah, señor Fiscal! Yo que respeto mucho las opiniones de S. S.; yo 
que le creo un maestro en estas materias; yo que estoy dispuesto siempre A 
ceder á su opinión, tengo el sentimiento de no estar en este punto confor- 
me con su señoría. | 
gComo he de admitir que esa anina legal de la participación atri- 
buida al Sr. Millán Astray en el escrito de conclusiones fuese consecuencia 
de falta de criterio juridico? No; jurisconsultos tan distinguidos como lo 
gon los que sostienen la Acción popular, y que tan gallarda muestra nos 
están dando de sus conocimientos desde que ha empezado este juicio, no 
podían desconocer seguramente que los hechos que son anteriores á la eje- 
cución del delito, en cuyo caso se encuentran los que imputaban al señor 
Millán Astray, no constituyen encubrimiento, porque éste siempre consiste 
en hechos posteriores á aquélla. Pues qué, ¿no habian de haber leído el ar- 
tículo del Código que á eso se refiere? Pues qué, ¿no habían de haberlo en- 
tendido, cuando tienen tan clara inteligencia? No; lo que hay es que ese 
escrito de conclusiones provisionales (como ha declarado uno de los perió- 
dicos que se apartaron de la Acción popular) se hizo por impresión; digase 
con franqueza, por impresión, aceptando sin discutirlo todo lo que contri- 
buyera á formar el concepto que necesitaban para formular sus conclusio- 
nes, sin conciencia de que fuesen ciertas todas las responsabilidades que 
en ellas deferían; esperando que acaso las confirmasen los resultados del 
juicio oral, y poniendo, cumo quien dice, al azar de una carta la vida y la 
honra de aquellos a quienes tan gratuitamente acusaban. Mas cuando tra- 
taron de deducir las últimas consecuencias de semejante actitud, esos Le- 
trados que eaben perfectamente lo que traen entre manos y conocían la ley 
que habían de aplicar, se asustaron de su gravedad, y no se atrevieron á 
pedir la pena que hubiera sido procedente, calificando al Sr. Millán Astray 
de coautor del robo con homicidio 6 cómplice del delito, porque les cons- 
taba que Jos hechos en que se fundaron al acusarle no eran ciertos, no eran 
exactos, no podían sostenerse de ninguna manera. Entonces, entre sacri- 
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ficar su conciencia ó perjudicar en cierto modo su nombre profesional, sf 
hubiera podido padecer por una cosa así, prefirieron noblemente lo segun- 
do, é incurrieron á sabiendas en ese error jurídico que no nacía de la ig- 
norancia, sino de la ligereza cometida al dejarse dominar por su impresión. 
¿Necesitaré yo, después de estas indicaciones, decir nada para desvane- 
cer los cargos directos formulados en las conclusiones provisionales de la 
Acción popular? Pues pocas palabras hacen falta para ello No ha venido un 
solo testimonio, ni uno solo, que directa ni indirectamente acredite ni afir- 
me que el Sr. Millán Astray fuese quien mandó á Higinia Balaguer á servir 
á casa de Doña Luciana Borcino. Todos los datos que hay acerca del parti- 
cular están reducidos á las manifestaciones de la misma procesada en su. 
declaración de 11 de Julio, desmentida después «repetidamente. 
No es este momento propio para dirigir á la desgraciada Higinia cargo 
alguno, ni palabras de censura por aquella declaración que prestó; ni se- 
mejante manera de proceder cuadra á mi naturaleza. Después de todo, el 
arrepentimiento de que ha dado muestra con sus actos posteriores, viene á 
librarla de toda responsabilidad. Pero, jah, señores! Si en las negras horas 
de insomnio que ha de producirle su triste situación, esa desdichada mujer, 
en quien no se han agotado los sentimientos de ternura, ve levantarse su 
pasado y surgir en su mente todo lo que ha dicho en este proceso; y. recor- 
dando que es la autora de la ruina lanzada sobre la honrada familia en cu- 
yo seo ha vivido; ai se acuerda de los besos que ha estampado en la frente 
de aquellos inocentes niños, cuyos juegos y caricias ha compartido en al- 
gún tiempo; si todo eso se presenta á su imaginación exaltada, ¡cuánta se- 
rá fu amargura! ¡Cómo sentirá abrarados sus ojos por las lágrimas de dolor 
y desesperación que la haga verter la conciencia de los males ocasionados! 

¿A qué ha quedado reducida esa declaración de Higinia? ¿A qué han 
quedado reducidas sus menifestaciones? Pues qué, ¿no aparece comprobado 
que Higinia fué å casa de Doña Luciana con un nombre supuesto? Pues 
este solo hecho hastaría para determinar que no podía ir dirigida por el 
Sr. Millán Astray, ni siquiera que el Sr. Millán diera los informes necè- 
tarios para que se la admitiese, Es más: se ha comprobado que 4 donde en- 
vió Higinia á pedir informes fué á la casa de la cuesta de Areneros núme- 
ro 2. Por consiguiente, desaparece hasta la menor idea de la participación 
que pudiera tener el Sr. Millán Astray en este asunto. 

Aqui se ha interrogado á una porción de testigos amigos intimos de la 
difunta Doña Luciana, personas que la veían cotidianamente, personas con 
quienes hablaba de todo Jo que ocurría en su casa, por si les dió la noticia 
de las formalidades con que había recibido á Higinia, y ninguna de ellas 
ha podido manifestar que fuese recomendada por el Sr. Millán, Astray, ni 
siquiera que éste hubiese dado informes favorables; y cuidado que se ha 
trabajado por conseguirlo. 

Todavia recuerdo uno de los testigos, por cierto de gran importancia: 
la Sra. Marquesa de Benzú, sentada en ese sillón á causa de la enfermedad 
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que padecía, y que afortunadamente no la estorbé para declarar luego 
largo tiempo con bastante vigor, fué minuciosamente preguntada sobre este 
particular, acerca del cual habin declarado en el sumario, diciendo que 
Doña Luciana fué á pedir informes á una casa de la calle de Toledo. A pro- 
vechando con gran habilidad la confusión que pudiera nacer de una aso- 
pancia, se la preguntaba A esa testigo: «¿No la dijo å Y. si había ido a ,pe- 
dir informes hacia la Cárcel Modeio?» (Observe la Sala la asonancia de las 
dos frases: Cárcel Modelo y calle de Toledo). «No recuerdo, contestó, si seria 
eso; no recuerdo dónde me dijo»; pero olvidaba entonces que en el sumario 
no tuvo esas confusiones de asonancia, porque allí dijo calle de Toledo 6 por 
aquellos barrios, y este último Jetalle ya determinaba un punto concreto de 
la población, que precisamente está al otro extremo de la Cárcel Modelo. 

No hay, pues, fundamento en el proceso para sostener que el Sr. Millán 
Astray, ni como autor, ni como cómplice, ni como encubridor, ni de nin- 
guna manera tenga nada que ver con el robo, con el homicidio y con el in. 
-cendio; y si alguien lo dice de hoy en adelante, yo le llamaré calumniador, 
y en nombre de mi defendido aseguro que lo llevaré ante los J rihubates å 
dar cuenta de su dicho. 

Segundo grupo de cargos gue se formulan contra el Sr. Millán Astray. 

Este segundo grupo de cargos, asunto principal que ha sido de esta odi- 
sea jurídica, es la salida de la Cárcel de D. José Vázquez Varela. Pueden 
haber venido espectadores á este juicio durante diez, quince 6 veinte se- 
siones; pueden haber pido con atención las declaraciones de los testigos y 
los interrogatorios de los Letrados, y salir persuudidos en su conciencia de 
que el delito que aquí se persigue es un delito de quebrantamiento de con- 
dena y de infidelidad en la custodia de presos; de tal manera el verdadero 
objeto de este proceso desaparecia por completo á la vista de todos, y de 
tal manera se ensañinban los que tomaban parte en estos debates en inves- 
tigar exclusivamente lo que se relacionaba con las salidas de Varela. ¿Y 
por qué era esto? Pues era, después de todo, para demostrar y hacer paten- 
te la exactitud de las afirmaciones sentadas al decir que Vázquez Varela 
habla sido el asesino y el ladrón de su madre, porque para conseguir esto 
había que demóstrar también necesariamente que salia de la Cárcel, toda 
vez que en la época en que se realizaron aquellos crímenes estaba en ella 
cumpliendo una condena que se le habia impuesto con anterioridad. Dado 
ese objeto, lo que se interesaba probar, Jo único que interesaba hacer pa- 
tente, era que hubiese salido el día 1.2 de Julio; porque el demostrar con 
toda la evidencia de la luz del día que Varela habia salido en Junio ó Ma- 
yo, no llegaria nunca á constituir siquiera un indicio de que fuera el autor 
de la muerte de su madre, ocurrida en aquella fecha. Y esto lo digo yo, que 
Do tengo inconveniente en declararme inepto (en el concepto que ha soste- 
nido hoy El Laberal), afirmando, á pesar de la opinión contraria de ese pe- 
tiódico, que cousidero de más valor y más fuerza probatoria dos indicios con- 
cluyentes que el dicho de doscientos testigos 
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Yo creo que la prueba circunstancial, cuando reune las condiciones y 
requisitos que exige la ley y la ciencia le asigna, es la más racional y la 
más convincente, y que no puede rechazarse en los negocios criminales. 
- Creo que dentro de esas condiciones exigidas por todos Jos tratadistas de 
derecho á la prueba de indicios, no cabría considerarse la exactitud y la 
certeza de tales salidas como indicio de criminalidad contra Varela, porque 
siempre faltaria la relación directa y necesaria que enlace estos hechos con 
la ejecución del crimen y la persona de aquel procesado. Seria, pues, preci- 
so que la prueba re hubiera referido, en todo caso, á demostrar la salida de 
Vazquez Varela de la Cárcel Modelo el 1.9 de Julio, siendo completamente 
inútiles las demás relativas á las salidas anteriores, y tanto más, cuanto 
que desde el momento que acreditaran su exactitud, determinarían la exis- 
tencia de un-delito independiente del que aquí se persigue. 

Pues bien; por lo que respecta á la salida de Vázquez Varela el 1.2 de 
Julio, que era la que había de darle la posibilidad material necesaria para 
concurrir á la ejecución del delito, ¿qué es lo que resulta de estos autos? 
¿Ha comparecido en el juicio oral quien se haya atrevido á decir que vió á 
Vázquez Varela fuera de la Cárcel el día 1.9 de Julio de 1888? ¡Ah! Se ha 
atrevido á decirlo por referencias que no han resultado comprobadas, Don 
Mariano Araus, Director de El Liberal y acusador particular en esta causa. 
Se ha atrevido á decirlo D. Luis Ramos Querencia, testigo cuyo procesa- 
miento está pedido por falso testimonio, y contra el cual no tengo más que 
recordar á la Sala la impresión que produjo en su ánimo cuando estaba de- 
clarando; declaración que además está desmentida por todos los vigilantes 
que sobre el particular han depuesto, por todos los presos que han declara 
do haber hablado aquel día en la Prisión Celular con D. José Vázquez Va- 
rela. Y como decía perfectamente mi digno compañero, tratándose de 
un hecho que se ha realizado en el interior de la Prisión, no se puede ir 4 
buscar testigos al Cabildo Catedral de Toledo, siendo forzoso aceptar el tes- 
timonio de esos testigos. 

Alguien más se ha atrevido a manifestar que vid å Vazquez Varela en 
las calles el día 1.2 de Julio, es decir, yo creo que alguien se lo ha dicho á 
un testigo, al cual concedo completo crédito. D. Manuel Mariani ha decla. 
rado aquí que á él Je dijo uno de las dueños del café del Reino, que en la 
noche del referido día encontró en la escalera de su casa A Vázquez Varela 
y que éste le pidió lumbre para encender el cigarro. Aunque yo creo sin va” 
cilar al Doctor Mariani, y estoy, por lo tanto, seguro de que á él se lo ha. 
contado así ese señor, dudo mucho, y tengo razón para dudarlo, que 61 com- 
pareciera personalmente el último se atreviese á sostener la certeza de su 
dicho. Ya D Manuel Mariani dijo bastante, dejando entender todo lo que 
un hombre prudente y bien educado podía manifestar en tan solemne oca- 
sión respecto de la credibilidad de aquél. o 

¿Pero es que se quiere que aceptemos tal testimonio? Pues yo supongo 
que ha comparecido aqui ese testigo, y que ha repetido ante la Sala lo que 
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le oyó el Doctor Mariani. Y pregunto en su vista 4 los señores Magistrados, 
rogándoles que me dispensen esta libertad: ¿qué regla de crítica racional, 
qué criterio humano permite creerlo, si se ha de examinar este asunto y 
analizar sus detalles dentro de los limites de la posibilidad y del sentido 
común? ¿Cómo se ha de prestar fe 4 un testigo cuando manifiesta que en la 
noche del 1.2 de Julio de 1883, Vazyuez Varela, con las manos tintas en la. 
sangre de su madre, bajase la escalera de su casa y le detuviera para pedir- 
le lumbre, sin duda con el fin de que le reconociera bien y pudiera venir å 
declararlo al día siguiente? No; no hay nadie que afirme eso, porque es un 
absurdo. No existe, pues, dato alguno, ni prueba, ni indicio, ni presunción 
siquiera para dirigir un cargo al Sr. Millán Astray, fundado en que Vázquez 
Varela saliere el día 1.2 de Julio de 1888 de Ja Cárcel Modelo, y pues 
concurrir á Ja ejecución del crimen que aquí se persigue. y, 

Después de todo, D. José Millán Astray tendría derecho 4 exigir otra 
prueba para que se pudieran deducir consecuencias en su contra, para que 
en ella se pudieran fundar los cargos que «e le dirigen; y esa prueba sería, 
no la de que hubiese salido Varela de la Cárcel Modelo, sino la de que su 
salida fué conocida, y permitida y autorizada por el mismo Millán. 

Pues qué, en la Cárcel Modelo, ¿es acaso el Director el único responsa- 
ble de las faltas que se puedan cometer en la custodia de los presos? Pres 
qué, éstos, ¿no se hallan inmediatamente bajo la vigilancia de los gubal- 
ternos de aquél? Pues qué, ¿no se ha convencido la Sala por la inspección 
ocular que ha hecho del edificio, y por lo que han dicho aquí algunos tes- 
tigos acerca de 'las obligacior.es y servicios de los empleados, que es más 
fácil que salga un preso con la connivencia de un vigilante ó dos que con 
la del Director del Ertablecimiento? Pues claro está, en su virtud, que para 
que la supuesta salida de Varela constituyese un indicio que hiciese sospe- 
char de mi defendido, sería indispensable empezar acreditando que cuando 
menos la habín tolerado á sabiendas. ; i 

A este propósito se ha llegado aqui á suscitar la eon de si era seat 
ble la salida de la Cárcel Modelo; y planteado el problema en estos térmi- 
108, resulta pura y simplemente un absurdo. ¿Pues no ha de ser posible Ja 
galida de la Cárcel] Modelo? Si en la Cárcel Modelo se puede entrar, de la 
Cárcel Modelo se puede salir; y si la única dificultad que se opone á que 
salga es la voluntad de los empleados, la necesidad de su connivencia, don- 
de hay hombres, y por consiguiente, debilidades y vicios, claro está que en: 
posible vencerla. Pero no es de esto de lo que se trata; ya sé yo que una 
fuga ó la evasión de un preso que sale para no volver, puede realizarse por 
mil medios; y sin embargo, muchos miles de presos han pasado por la Cár 
cel Modelo y no se ha llegado á consumar una sola. 

Ya eé yu también que, aunque rea con el propósito de volver, una sali- 
da extraordinaria á cierta hora y con un objeto determinado, es posible 
conseguirla; pero talir hoy y estar diez ó doce horas fuera de la Cárcel, 
volviendo á ingresar otra vez; volver á salir mañana 6 pasado, estar veinte 
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6 veinticuatro horas en la calle para ingresar de nuevo en su celda, y hacer. 
esto constantemente durante tres meses; ¡ah! el suponer eso es un absurdo, 
porque no bastaría ya contar con un uigilante, ni siquiera con ocho ó diez, 
como se ha dicho aquí, sino que sería necesaria la connivencia y el silencio 
de todos los empleados de la Cárcel y de todos los presos. . . . . . . 

Pero vengamos al examen de los testigos. Yo no quiero ocuparme de las 
condiciones de ese Emilio Menéndez, testigo buscado con afán, incitado å 
declarar al compás de las copas, y que se ha puesto en contradicción con 
los que le han acompañado y han oído sus primeras declaraciones; no quie- 
ro decir nada tampoco contra ese testigo D. Luis Raffo, que fué desmenti- 
do desde los primeros momentos por el mozo de café que le sirvió aquella 
noche y que dijo no haber visto á Varela; ni he de discutir el testimonio de 
Fernando Nieto, que al fin Fernando Nieto está declarado gloria nacional 
por esa parte de la prensa que ha tomado å su cargo el discernir aplausos y 
laureles en este asunto, y soy harto buen patriota para rebajarla. Por con- 
sideraciones análogas dejaré de ocuparme especialmente del "testigo que 
fundaba el recuerdo de la época exacta en que vió á Varela en la circuns- 
tancia de haber estrenado aquel día un sombrero blanco, como si esto fuera 
un hecho de tal importancia que contribúyera A grabar en su memoria 
cuantos con él coincidiesen; ni del otro que afirma haber visto al procesado 
en la_segunda quincena de Mayo y no autes, porque él (el testigo) iba ya 
vestido de verano, dando con ello á entender su invariable costumbre de 
aligeraree de abrigo el día de San Isidro, y, sin embargo, se presentan á 
declarar ante la Sala el día 9 de Mayo en traje de verano, contradiciendo 
la razón en que apoyaba su dicho, ¿Para qué hemos de descender de esos 


detalles? Hay otras razones más serias y hay otros argumentos más pode- 


rosos que obligan á negar crédito á las declaraciones de esos testigos. 
Es digno de llamar la atención que ninguno de los que han declarado 


haber visto á Vázquez Varela fuera de la Cárcel en los meres de Mayo ó 


Junio de 1888, le conocia más que de vista, sin haberle tratado nunca, y 
que tampoco hablaron con él el día que suponen que le vieron, excepción 
hecha de Emilio Menéndez, cuya historia de la Freiduría Andaluza ha sido 
una farsa, según ha podido «apreciarlo la Sala. Jgnoraban además si en 
aquella época debía encontrarse en la Cárcel sufriendo una condena, cuya 
circunstancia, si les hubiese sido conocida, bastaria para explicar su recuer- 
do, porque no hay duda que cuando se encuentra en la calle 6 en otro sitio 
público á una persona que se sabe está presa, esto tiene que llamar pode- 
rosamente la atención y quedarse grabado en la memoria. | 

Pero no teniendo noticia de ese detalle, ni tratando con anterioridad al 
procesado, la falibilidad de tales testigos está en la conciencia de todos 
cuantos nos sentamos aquí. Supongamos, por ejemplo, que los señores 
Magistrados 6 cualquiera de nosotros al salir de este sitio ve á una persona 
å quien sólo conoce de vista, y å quien por consiguiente no habla ni saluda 
siquiera; pues como no coincida con ese hecho, cuya insignificancia le hace 
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pasar desapercibido, algún otro más saliente con el cual venga enlazarse, 
tengo la seguridad de que pasados ocho ó diez meses, menos aún, un mes 6 
dos, ninguno podríamos con exactitud y en conciencia asegurar el día pre- 
ciso en que la hemos visto. Recordaremos, sí, que ha sido en época más ó 
menos próxima; pero pasando algún tiempo, no sabremos dar razón de si 
ha sido en los últimos dias de Abril 6 en los últimos de Mayo. 

¿Qué ha sucedido, pues, con esos testigos, entre los cuales hay personas 
respetabilisimas? Porque, yo no quiero suponer que son falsos, nada de eso; 
pero para apreciar sus declaraciones, no se puede perder de vista, ni la ín- 
dole de este asunto, ni sus peripecias, ni la atmósfera en que con relación 
á él estamos viviendo desde Julio del año pasado. ¿Qué ha sucedido, pre- 
gunto, con esos testigos? Una cosa muy sencilla. Empezaron á ver en los 
Periódicos que se hablaba de si Vázquez Varela salía 6 no salia de la Cár- 
Cel, y que era necesario, que era un verdadero caso de honra nacional el 

on todo el mundo cuanto supiese acerca del asunto, para ayudar la 
“lon de la justicia. Vieron que hasta se trataba formalmente de hacer 
Nina Buscripción para el primer testigo que tuviera el valor cívico (jy cui- 
dado si se necesita valor para eso!) de venir á declarar la verdad ante los 
Tribunales, y naturalmente, el que recordaba que en una fecha más ó me- 
nos Próxima habia visto 4 Vazquez Varela, meditaba detenidamente, y mas 
si€ra buen ciudadano, con el deseo de convencerse de que el encuentro 
tuvo lugar en la época de que se trataba. Por eso ha oido la Sala decir 4 
muchos testigos, con una buena fe admirable, que en los primeros momen- 
tos dudaron, y que tuvieron que verificar un trabajo de reconstitueion de 
fechas. i T 
¿Comprende la Sala toda la importancia que tiene este trabajo de re- 
constitución de fechas? Es decir, que al principio esos testigos vacilaban y 
10 tenian seguridad, recordando sólo haber visto á Vázquez Varela tal vez 
en tiempo en que, debiendo estar en la Cárcel, estaba en la calle; pero im- 
buidos, sugestionados por la atmósfera que respiraban, excitados algunos : 
de ellos por periodistas, procurando fijarse bien y con precisión en las fe- 
has, rebuscaban con afán nuevos datos, y por reglas de nemotemnia que 
NO han expuesto, ni se comprenden, llegaron á precisar que, efectivamente, 
la fecha en que vieron á Vázquez Varela correspondía 4 los meses de Mayo 
ô de Junio y no al de Abril. Testimonios asi preparados no tienen valor al- 
guno ni ante la crítica racional, ni ante el sentido común. Todos son ade- 
MÁS testigos singulares, no habiendo más que D. José Gómez Terrones y 
el Sr. Cazurro que supongan haber visto 4 Vázquez Varela en una misma 
“casión. Pero estos dos testigos, que por su cualidad de Letrados reunen 
“Ohdiciones excepcionales para apreciar la gravedad y alcance de su decla- 
'ACión, habiendo sido apremiados para que meditasen si podían haber pa- 
tecido una equivocación de esas á que tan expuesto se halla todo el mun- 
©, cuando se trata de personas que sólo se conocen de vista (y precisamen- 
te al Doctor Raffo le había sucedido lo mismo el domingo anterior al día en 
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que declaró, pues que tomó á un sujeto desconocido por un hermano suyo); 
habiendo sido apremiados, digo, 4 afirmar ó negar categóricamente, como 


_ debe hacerse siempre en estas declaraciones, el hecho acerca del cual se les 


interrogaba, contestaron: que en su conciencia creían haber visto á Varela 
en el cafe de Fornos por la época y á la hora que indicaban, pero que no se 
atrevian Á asegurarlo como cosa indudable. . . . . ... . . +. +. 

Hay un tercer grupo de cargos que á mi defendido ee dirigen; que son 
precisamente los que han venido á prevalecer y mantenerse en este último 
periodo del proceso. Y es que habiéndose tratado en un principio el asunto 
bajo un punto de vista cuyos fundamentos no ha sido posible confirmar en 
el sentido que se deseaba, han comprendido los acusadores que era mas ade- 
cuado á sus fines cambiar de rumbo y han echado mano de actos posteriores 
al crimen, ya que nuda han Jogrado ocupándose de los anteriores al miemo. 
Me refiero, señores, á la intervención atribuída al Sr. Millán en el sumario; 
intervención oficial y oficiosa; intervención que, según se dice en el escrito 
de conclusiones de la Acción popular, ba sido demasiado activa para no re- 
sultar sospechosa. ¡Ah! Señor, si la intervención en tan desdichado sumario 
pudiera ser base de procedimiento ¿cuántas serían las personas que en Ma- 
drid deberían estar procesadas? Nunca, como respecto de este sumario; nun- 
ca, como en esta ocasión, ha podido decirse aquello que escribió él poeta: 


¡Todos en él pusisteis vuestras manos! 


' ¿Qué vale la intervención del Sr. Millán Astray, reducida, después de 
todo, 4 cinco dias, si se compara con la intervención que han tenido los pe- 
riódicos y los directores y redactores de esos periódicos en este proceso? Con 
esta manera de discurrir y de recoger indicios, re me ocurre å mí un argu- 
mento que demuestra a dónde podría conducir un camino tan dado á errores 
lamentables. 

En la casa del crimen, sobre el cadáver medio carbonizado de Doña Lu- 
ciana Borcino, re encontró una camisa con cinco manchas de sangre en un 


puño; manchas que estaban dituidas como si fe hubiesen lavado con agua 
para desconocerlas, y que sin duda por no haber conseguido borrarlas el 


que la llevaba puesta (que seguramente era el asesino, toda vez que según 
la hábil arguinentación de uno de los Sres. Abogados de la Acción popular, 


viene å cenfirmarlo la circunstancia de estar esas manchas en el puño jiz- 


quierdo, lo cual se acuerda con lo dicho por los peritos acerca de la forma 
en que debió ser herida la víctima), se quitó la referida camisa y la arrojó 
sobre el cadáver, para que, abrasándose con él, se destruyese toda huella: 
que pudiese dirigir las pesquisas de la justicia. 

La averiguación de quién fuese el dueño de dicha camisa, venía, por lo 
tanto, á constituir un dato de gran importancia para el descubrimiento del 
autor del crimen. Pues con ese dato y con la argumentación que aquí se ha 
empleado sobre las sospechas á que da Jugar la intervención en el sumario, 
voy á decirles 4 mis dignos compañeros Ja persona que podria pasar por 
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autora del hecho. Esa camisa tiene las iniciales J. V., y esas iniciales con- 


vienen perfectamente con las del nombre y apellido de un conocido é ilus-. 


tradisimó redactor del periódico iniciador de la Acusación popular, del pe- 
riódico El Liberal; y como este periódico ha tenido una intervención tan di- 
recta y constante en el proceso, que puede parecer sospechosa, yo digo: 
pues ese redactor ha sido el autor del crimen, y debe veuir å sentarse en el 
banguillode los acusados. . . . ; E Pes a a e dr 

Al terminar en el dia de ayer, mẹ estaba eno del tercer grupo de 
cargos que se dirigen á mi defendido, y que hoy son los únicos fundanien- 
tos que se alegan para no haber desistido por completo, en absoluto, de las 
acusaciones que contra el mismo se mantienen. Y dentro de este terreno yo 
quisiera que se empezase por fijar con toda precisión y exactitud el di y 
la significación de las palabras. 

¡Que el Sr. Millán Astray ha intervenido en el sumario! ¿Y qué ee lo 
«que esto quiere decir? ¿Que el Sr. Millán Astray ha ejecutado actos que al 
sumario se refieren y con la instrucción del mismo se relacionan? Pues en 
este sentido han intervenido en el sumario otra porción de personas: han 
intervenido todos los funcionarios y auxiliares de la Administración de 
justicin que han debido contribuir á la práctica de sus diligencias, desde 
el Juez y el Fiscal, hasta los alguaciles é individuos de la policía; han in- 
tervenido todos los testigos y todos los peritos que han prestado declara- 
ción. ¿Qué es, pues, lo que se quiere decir (porque en esto no cabe fundar 
ningún cargo), que ha sido una intervención irregular y abusiva? 

Pues eso no aparece de los autos, y antes bien, resulta dictado un auto 
el día 3 de Julio, que acredita que la intervención tuvo lugar con autori- 
zación del Juez encargado de la instrucción del sumario, y que, por consi - 

guiente, releva de toda responsabilidad al Sr. Millán Astray. Si, pues, 
aquélla hubiera constituido una falta, si hubiera constituído un vicio, los 
responsables serian los funcionarios que la permitieron y autorizaron; de 
ninguna manera mi defendido. Pero ¿es que resulta de ese voluminoso 
proceso que el Sr. Millán Astray realizase algún acto de los que correspon- 
den á las facultades propias del Juez instructor? ¿Es que se puede señalar 
otro de carácter oficial, que el de sus conferencias con Higinia en los días 
3 y 6 de Julio para excitarla á que declarase la verdad sobre ese misterioso 
crimen? 

Pues hay que tener en cuenta que las llevó á cabo usando de la referida 
autorización que le había sido otorgada por su cualidad de agente de la po- 
licía judicial; y cuando no se le encomendaba otra cosa sino que pusiese en 
juego todos los medios legitimos de que pudiera disponer para excitar a la 
procesada á que dijese la verdad y confesase cómo había tenido lugar el 
crimen para que fe descubrieran los autores, ¿cómo cabe sostener con fun- 
damento que esa intervención constituye una falta, ni sea materia de res- 
ponsabilidad para el Sr, Millán Astray, ni por manera alguna constituya 
el encubrimiento que se le atribuye respecto de este delito? 


a 


102 | FORO HISPANO AMERICANO 


Perv se dice que hay un concepto en esa providencia, que se emplea en 
ella una palabra bastante 4 poner de manifiesto todo el vicio de sus acuer 
dos y todo el perjuicio que han causado 4 la Administración de justicia; 
cuyo concepto y cuya palabra consisten en autorizar al Sr. Millán Astray 
para que, ejerciendo cuanta influencia pudiera tener sobre Higinia Bala - 
guer, la indujera 4 declarar la verdad en relación con el delito perseguido, 
y hallándose la inducción terminantemente prohibida por la ley, no se le 
puede autorizar para eso. 

Yo no trato de defender esos detalles tan nimios y de tan poca impor- 
tancia para el Sr. Millán; yo no he de sostener aqui que se emplease con 
- acierto y propiedad la palabra inducción; pero creo que sin grandes esfuer- 
zos y acudiendo sólo á la buena fe de las persona imparciales, es fácil pro- 
bar que dicha palabra se usó allí en un sentido que no es el sentido que 
hoy se quiere darle. Inducir, en castellano, es persuadir 4 una persona á 
que haga alguna cosa; y empleada en esa acepción, y para fin tan lícito co- 
mo el de conseguir que la procesada declarase la verdad, que es como se 
encuentra en la providencia de 3 de Julio, nada absolutamente ofrece de 
irregular ni de censurable. 
_ Por lo demás, la referida providencia, ó mejor dicho, la intervención 
oficial de mi defendido en el sumariv, 4 que sus disposiciones dieron lugar, 
no ofrece materia para que se le dirijan á éste cargos de ninguna clase. 

arpus de las dos conferencias que en su virtud celebró con Higinia 
los dias 3 y 6 de Julio, no resulta de autos que el Sr. Millán Astray volviese 
4 realizar acto alguno consiguiente 4 dicha intervención, porque 4 los pocos 
días se vió procesado á consecuencia de las inculpaciones de Higinia, éinu- 
tilizado ya completamente para seguir ejerciendo esa intervención eu que 
se funda el argumento que combato ¿Qué apoyo le queda; pues, al mismo? 
¿Cómo es posible que á la altura en que estamos, después de las noticias y 
declaraciones que se han oído en esta Sala, se quiera todavía sostener que 
aquella intervención del Sr, Millán Astray, tan sencilla y limitada, es sos- 
pechosa porque descarriló á la justicia é impidió que se descubriese la 
verdad? : 

Aparte de todo, señores de Ja Sala, ¿resultaría fundado ese cargo? No 
basta, no, que haya intervenido el Sr. Milán Astray, aunque fuese indebi- 
damente: no basta, no, que el Juez abdicase un tanto su autoridad y facul- 
tades; esto nunca constituiria un delito de parte de mi defendido. Lo que 
sería necesario para que apareciese demostrado el encubrimiento que se le 
atribuye, sería que su intervención se hubiese dirigido á impedir el descu- 
brimiento de la verdad, å extraviar al Juzgado, á hacer que la justicia si 
guiese otra pista y otra senda de averiguaciones diversas de las que debía 
haber seguido. Sólo entonces existiria el encubrimiento; sólo así tendría 
razón de ser el cargo que estoy examinando. A esto, pues, hay que descen- 
der; y yo quisiera que Ja Acción popular, en vez de haberse limitado á for- 
mular aquel cargo gratuito, hubiese demostrado de qué manera, en qué 
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forma y por qué medios el Sr. Millán pudo hacer algo que contribuyese å 
extraviar la verdad. > 

En primer lugar, ¿cuál es la verdad hoy en este proceso? Pues hoy por 
hot, y hasta que por la Sala se dicte sentencia que declare Jos hechos pro- 
bados, determinando el delito que aqui se persigue y quiénes son autores; 
hoy por hoy, según los resultados de la prueba, la verdad es que Higinia 
Balaguer ha cometido el deiito con el auxilio más 6 menos directo de Do- 
lores Avila, pero sin que de ninguna manera tuviesen participación en él, 
ol el Sr. Millán Astray, ni el Sr. Vázquez Varela. Y yo no digo esto para 
establecer una acusación (quiero prevenir desde ahora una rectificación de 
mi digno compañero y amigo el defensor de Dolores Avila); no trato de de- 
mostrar ni de afirmar con ello la participación de su patrocinada, ni su 
criminalidad, no; lo que digo es que esto es lo que resulta del estado actual 
del proceso, de las pruebas practicadas, de las conclusiones que se han pre- 
sentado y de las acusaciones que se han mantenido Ista es por hoy la 
verdad en el asunto, y viene á coincidir precisamente con el rastro indi- 
cado desde un principio por. el Sr, Millán Astray, como lo demuestran la 
declaración que prestó el día riguiente de su conferencia con Higinia y en 
el careo que con la misma celebró. Siendo de advertir que en aquellas dili- 
gencias ce limitó mi defendidp å excitar å la procesada á emplear con ella 
todos los medios de persuasión y convencimiento que estaban á su alcance 
para conseguir que dijera la verdad, que hasta entonces había ocultado, 
dando á conocer los autores del crimen y la participación, que en el hubie- 
ran podido tener otrae personas. 

Claro es, por lo tanto, que no hay fundamenta, que no hay razón algu- 
na para seguir sosteniendo que la intervención del Sr. Millán ha descarri- 
lado el proceso, que esa intervención ha hecho que desaparezca la verdad, 
que efa intervención ha extraviado el curso de la justicia, y que revela una 
intención dirigida á desfigurar la verdad, una intención que debía tradu- 
cirse como acto de encubrimiento, puesto que tiende á ocultar 4 los verda- 
deros culpables. . | 

En el deseo, más aún, en la necesidad de buscar datos que corroboren 
las afirmaciones de la Acción popular, se han querido ver rastros de esa in- 
tención en detalles que no pueden tener ese carácter, y á los que no es po- 
sible conceder la menor importaucia. ¿No se ha dicho aqni que la impre- 
sión que produjo en el Sr. Millán Astray la noticia de que estaba compli- 
cada en este crimen una mujer que había estado á su servicio poco tiempo 
anter, y de la cual no tenia idea que pudiera ser criminal, era una cosa 
sospechosa? Pues porque el Sr. Millán Astray ha tenido la sinceridad, la 
franqueza de confesar que cuando el Juez le dió la noticia se le produjo 
una excitación nerviosa, y al habérselo participado á su familia hizo que 
aquel día se quedasen todos sin comer; esto, que es un efecto natural para 
cualquier persona que no se halle desprovista de sentimientos, ¿no se ha 
querido presentar como sospechoso y como síntoma de su intervención en 
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cl crimen? Pues porque el Sr. Millan Astray, al prestar su primera declara- 
ción en el dia 2 de Julio, ateniéndose 4 Jas preguntas que se le hicieron, se 
limitó á decir que no había dado informes favorables de la conducta de Hi- 
ginia, y así ee ha comprobado después, toda vez que Doña Luciana Borcino 
no fué å pedir tales informes å casa del Director de la Cárcel celular; por- 
que entonces no añadió más, y al día siguiente hizo la manifestación es- 
pontánea que determinó se le autorizase para hablar con la procesada, cuya 
manifestación se redujo á decir que tal vez por haber tenido á Higinia á su 
servicio ejerciera sobre ella influencia necesaria. para conseguir dijese la 
verdad, ¿no se ha querido encontrar también en la circunstancia de haber 
callado esto el primer día, una segunda intención y nuevos motitos de des- 
confianza? ¿Acaso no comprendía al discurrir asi el distinguido compañero 
que formuló este argumento a nombre de la Acción popular, que si efecti- 
vamente en el ánimo del Sr. Millán Astray hubiera estado el procurarse 
esa conferencia con Higinia para obligarla 4 decir lo que le conviniese, no 
hubiera dejado pasar el día 2, en que prestó su primera declaración, para 
no desaprovechar el tiempo y para no dar lagar con aquella dilación á que 
fuese ya tardía la entrevieta celebrada el día 3? ¿No hubiera sido más ló- 
gica esa conducta, que la de callarse el primer día y dejar pasar veinticuatro 
horas, en las que no sabía lo que podia ocwrrir, para venir al siguiente á 
hacer una manifestación que tanto interesaba á los fines que se le atri- 
buyen? l 

Aunque por la Acusación popular, en sus informes, no se ha invocado 
contra la inocencja del Sr. Millán Astray la circunstancia de que me voy á 
ocupar, hemos visto que ha interrogado sobre ella á algunos testigos, que 
por lo tanto había la intención de presentarla también como motivo de 
inculpación contra mi defendido. Esa circunstancia, ese hecho, es nada 
menos y consiste en que el Sr. Millán Astray, cuando, sin antecedentes y 
sin preparación alguna, en su careo con Higinia el dia 11 ó 12 de Julio de 
1888 se vió culpado directamente por ella como partícipe en este crimen, 
sufrió un accidente nervioso que le hizo realizar actos de violencia, priván- 
dole del conocimiento por algunos instantes y haciendo necesaria la asis- 
tencia facultativa. 

¡Ah, señores! A este movimiento inconsciente y natural en todo inocen- 
te que se encuentra de pronto, sin fundamento, sin razón, sin pretexto si- 
quiera, acusado de un crimen tan atroz; á esto que no depende de la volun- 
tad; á esto que es un fenómeno puramente físico, que demuestra la impre- 
sión que hizo en el ánimo del Sr. Millán esa acusación, que seguramente - 
no le hubiera sorprendido tanto si hubiese tenido motivo para esperarla 
por haber intervenido en el crimen, á esto se ha querido dar aquí el valor 
y el carácter de una prueba, ó cuando menos, de un indicio de criminali- | 
dad! No con otra intención ni otros propósitos ha podido la Acción popular 
interrogar sobre esos hechos å varios testigos, y en ese concepto debo yo ha- 
cer constar que, aun cuando resulte acreditado (y lo estaba ya sin necesidad 
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«le esos interrogatorios, porque se consignó en las diligencias sumariales, y 
lo ha confesado siempre el Sr. Millán Astray), eso no constituye una prue- 
ba, ni siquiera una presunción en el sentido que se les atribuye. ef 

Voy 4 entrar á ocuparme de la procedencia de la segunda petición que 
teng» formulada. A la altura que han llegado las cosas no es posible que: 
esta causa termine sin más declaración que tas de condenar 6 absolver á los 
procesados: es necesario, además, que, como consecuencia lógica, como co- 
rolario inexcusable, se dicte por la Sala otro acuerdo, acuerdo gravísimo, 
pero necesario harta ¡»ara el prestigio de la justicia. Lo tengo pedido desde 
el primer momento; lo he reproducido en mis conclusiones definitivas, y 
voy á sostenerlo delante de esa Acusación, que tan oportunamente se reti- 
ra, aunque de una manera vergonzante. Esa Acusación que no ha podido 
acreditar sus afirmaciones; esa Acusación que, sin acreditarlas y sin dedu- 
<ir una solicitud adecuada á las mismas, sigue arrojando sobre la frente de 
dos procesados cargos y censuras; esa Acusación, con arreglo á la ley, debe 
ser declarada calumniosa. 

¡Ah, señores! Para convencerse de ello, no hay más que ver con espi- 
titu imparcial y sereno lo que viene ocurriendo en el asunto. 

Lamentaba el Fiscal de S. M. el espectáculo que se había dado forman- 
do dos sumarios: uno judicial, en el cual se consignaba con exactitud lo que 
se averiguaba, y otro por la prensa periódica, 6 por una parte de ella, en 
el que se falseaban declaraciones y diligencias, por ese sistema que el de- 
fensor de Vázquez Varela calificaba de matute con tanto acierto. 

Pues con ser esto tan grave y tener tanta transcendencia, no llega ni 
<on mucho Á lo que ha ocurrido después, especialmente desde el momento 
que los periódicos que habian emprendido esta persecución y la vienen 
sosteniendo, se mostraron parte ante los Tribunales para defender sus acu- 
gaciones, y sobre todo, desde que abierto el juicio oral y público, han ejer- 
<itado el derecho que la ley les concede y que yo no les disputo. 

Llegó ese momento, tardío por desgracia, y digo tardio, porque si los 
periódicos coaligados creian que les era indispensable venir á auxiliar las 
gestiones de la Administración de justicia, porque se figuraban que sin su 
apoyo y amparo ésta habría de encontrar escollos y sufrir uno de tantos 
fracasos como atribuyen á la justicia histórica, no debieron aguardar á que 
el sumario se terminara: lo natural era que, si no por medio de denuncia 
4 querella, puesto que el procedimiento ya no existía, pero siguiendo al 
menos el mismo camino que han empleado para mostrarse parte en el jui- 
«cio, hubiesen acudido al sumario, y allí, no practicando diligencias por si, 
4 obscuras en sus revelaciones y valiéndose de sus dependientes, sino ante 
el Juzgado, á la luz del día y con intervención de los funcionarios debidos, 
hubiesen ayudado á la investigación de la verdad y prestado ese auxilio de 
que tanto blasonan. 

No pensaron esto, y tardaron en decidirse; pero obligados al fin por sus 
Propios actos, hubieron de decidirse Á ejercitar la Acción popular con arre- 
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glo á la ley, dándose el ejemplo nuevo y curioso espectáculo de que, no ur 
particular cualquiera, sino una parte de la prensa española, de esa que se 
considera el órgano y la expresión de la opinión pública, viniese á utilizar 
dicha acción pidiendo la realización de la justicia, Pues el que se muestra 
parte en un proceso, el que se somete 4 la decisión de los Tribunales que 
de él conocen, ha de ejercitar su derecho dentro de las condiciones y cir- 
cunstancias que la ley establece, sin privilegios, sin prerrogativas, sin re- 
servas, sin elementos ni medios extraordinarios que no estén consignados 
en aquélln y de los que no puedan disfrutar los demás ciudadanos. 
- Pues qué, cuando en virtud del sistema acusatorio que informa la ley 
procesal moderna, no es posible que nadie tenga privilegios; cuando el Es- 
tado, 4 pesar de sus condiciones especialisimas, se ha despojado de todas 
sus prerrogativas enfrente de los procesados; cuando les ha otorgado los 
medios que se conocen y sancionan en las legislaciones más liberales de 
Europa para que puedan combatir frente á frente y en condiciones iguales 
las acusaciones que se les dirijan; en estos tiempos, y dentro de ese siste- 
ma, un Acusador privado (que nada más que Acusador privado es lu respe- 
table Acción popular), un Acusador privado, digo, ¿ha de recoger y hacer 
suyas las ventajas de que el Estado se ha desposeido, poniéndose enfrente 
del culpable y en condiciones que le permitan, no acusar, sino humillarle, 
hundirle y hacerle perecer á su antojo? Señores de la Sala, no es una exa- 
geración lo que digo. Cuando cinco periódicos de mucha circulación en Es- 
paña, con gran número de lectores, vienen sosteniendo aqui la Acción po- 
pular y tienen, por consiguiente, un interés directo y personal en el resul - 
tado de este proceso, y en vez de limitarse 4 hacer yaler sus derechos ante 
el Tribunal, están todos los dias en esos misinos periódicos tratando del 
asunto (¡y en qué condiciones!), desfigurando las declaraciones que en eb 
proceso se prestan, ¿qué resultado puede esperarse? Porque si en este últi- 
mo periodo no se ha llegado a faltar ostensiblemente á la verdad, como 8e 
hizo en el sumario, en la manera de dar cuenta ul público de las sesiones 
del juicio se ha seguido un sistema que ya se ha calificado aquí duramente. 
¿Hay una pregunta que no conviene? pues se omite; ¿hay un detalle que 
_ molesta? pues se modifica. De esa manera se adulteraban las pruebas al 
presentárselas å la opinión, ¡y eso lo hacia quien, siendo parte en el juicio, 
tiene en el mismo un interés directo! ¿Recae un acuerdo del Tribunal que 
no conviene á los acusadores? pues estos acusadores no ge limitan á enta- 
blar los recursos legales (esto lo hacen ó no lo hacen, según: les pueda con- 
venir); jah! pero al día siguiente las columnas de sus periódicos aparecian 
llenas de comentarios, no doctrinales, ni científicos, sino irónicos y dedi- 
cados á ridiculizar á los autores de la providencia censurada. ¿Se presenta 
por alguna de las partes adversas un escrito en el que hay argumentos irre- 
futables que no han podido contestarse allí donde debieron discutirse? pues 
ese escrito no se publica, y si acaso se hace, va acompañado de reflexiones 
que le desfiguran y sazonan á capricho; y como semejante labor se lleva & 
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cabo para personas indoctas, que no entienden de derecho, claro es que los 
eofismas del periodista han de prevalecer sobre todos los argumentos del 
Letrado. De este modo la fuerza que se pierde por falta de razón ante los 
Tribunales de justicia y dentro de los procedimientos legales, ke gana ante 
la muchedumbre por la aquiescencia ciega que presta á cuanto lee en los 
diarios que la agradan. Estas no son las condiciones legales propias de todo 
proceso, el cual, como dice la exposición de motivos de la ley, «es un due- 
lo leal y franco, en que debe darse igualdad de condiciones á los comba- 
tientes». | 

Asi ha seguido el juicio oral y en esas condiciones se han llevado á cabo 
todos sus trámites, porque de este modo los mantenedores de la Acusación 
popular obtenian la ventaja de que, dada la imposibilidad en que se en- 
<ontraban de alcanzar en justicia una resolución favorable á sus aspiracio- 
nes, tendrían al menos el consuelo de haber convencido á muchos de que 
aquella resolución era injusta. 

No ha sido esto solo: ha sucedido otra cosa que re puede considerar 
<omo el carácter distintivo de la Acusación popular. Se trataba de proce- 
sados (y sobre esto tengo que hacer todo género de salvedades, para no re- 
petirlas, pues yo no vengo á acurar á nadie, ni á dirigir cargos á Higinia 
Balaguer, ni á Dolores Avila, que se encuentran hoy en situación tan pre- 
Caria, giendo todo lo que digo hase indispensable para mi argumentación); 
se trataba, repito, de procesados cuya criminalidad, si no plenamente pro- 
bada, cuando menos por su situación especial, por sus condiciones dentro 
de la causa, aparecía en cierto modo notoria, y la Acción popular, no obs- 
tante llamarse Acusación, los defendía cuanto le era dable. Ahi están los 
artículos publicados en El Liberal y demás periódicos asociados, disculpan- 
do á Higinia Balaguer, desvirtuando tus confesiones y señalando los me- 
dios que tenía para defenderse. Mas cuando llegó el momento en que Hi- 
givia Balaguer ya no les fué simpática, porque no siguió sosteniendo lo 
que les convenia, y apareció contra la desdichada Dolores Avila una ret- 
ponsabilidad antes ignorada, ¡ah, señores! entonces todos los esfuerzos de 
la Acción popular se dirigieron á favorecer á la última. Es decir, que su 
ataque fué siempre para Vázquez Varela y Millán Astray, y su defensa cons- 
tante para Dolores Avila é Higinia Balaguer. 

Todavía están resonando en esta Sala los elocuentes discursos de mis 
dignos compañeros, en los que no pedían nada, pero que iban encaminados 
á demostrar que no habia más criminales que Vázquez Varela, Millán As- 
tray y acaso Higinia Balaguer, siendo Dolores Avila de todo punto inocen- 
te. ¿Quién, si no, más qne la Acusación popular ha inventado y relatado 
aquella bellísima y habilidosa historia, que yo escuchaba embelesado como 
si leyera la obra más amena de literatura, en la que mi elocuente compa- 
fiero el Sr. Ruiz Jiménez pintaba 4 Higinia Balaguer saliendo de la casa el 
día del crimen completamente ignorante de lo que allí iba á ocurrir: la sn- 
ponía después de volver de paseo también inocente de lo que había sucedido 
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durante su ausencia; y explicaba que hubiese corrido el cerrojo de la puer- 
ta de Ja escalera cuando salieron los asesinos, por el miedo de que volvie- 
ran aquellos hombres desconocidos á cuya seguridad hoy se sacrifica? 

Señores de la Sala: á estas alturas, después de sus repetidas confesiones, 
después de las pruebas de acriminación contra Higinia Balaguer, todavia Ja 
Acción popular encontraba en su buen talento medios para defenderla y 
presentarla como inculpable. Yo, salvando los tiempos y las distancias, an- 
te esas actitudes que hemos virto dominar en esos bancos (dirigiéndose á los 
de la Acción popular) y reflejarse en una parte del público, recordaba an- 
gustiado los furores de aquella muchedumbre que perdonaba al criminal 
por arrancar å un Juez débil la sangre del inocente, y creia escuchar de nue- 
vo los ecos de aquel crucifixi, que viene siendo baldón de la humanidad & 
través de las páginas de la Historial 

Llegó, por fin, el momento critico; terminaron las pruebas, y como los 
mantenedores de la Acusación popular, tan conocedores de esta materia, vie- 
ron la imposibidad de sostener sus conclusiones primitivas, las abandonaron. 

Pero la ley no concede otro derecho al que ha formulado unas conclu- 
«jones provisionales, que son en las contiendas criminales, según la frase 
del legislador, lo que la demanda en los pleitos civiles, que son la fórmula 
del ejercicio de la acción penal, que el de mantenerlas si han sido compro- 
badas, ó de modificarlas con arreglo á derecho si las pruebas aducidas lo 
exigen. 

El acu-ador no puede seguir más que uno de estos dos caminos dentro 
de la ley; pero el primero estaba cerrado A la Acción popular, que tiene 
sobrada conciencia (yo lo reconozco), y sus mantenedores sobrada ilustra- 
ción, para atreverse con datos que no me atrevo á llamar indicios, ni pre- 
sunciones siquiera, á mantener cargos tan graves como los que aquí se han 
lanzado. 

De no poder hacer esto, quedaba el medio legal de sostener las conclu- 
siones respecto de los que aparecieran culpables, y pedir la absolución de 
los que resultasen inocentes. Pero, señores de la Sala, después de una cam- 

paña de once meses con tanto empeño sostenida, cuando habla tantos que, 

bajo la fe de eros periódicos, estaban un día y otro discutiendo y sostenien- 
do la criminalidad de Vázquez Varela y el Sr. Millán Astray, ¿se había de 
dar el escándalo de que los mismos corifeos del movimiento y de las co- 
rrientes que en la opinión se habian producido, dijeran claramente: «Pues 
no teníamos razón; nosotros, los infalibles, nos hemos equivocado; con tan» 
tos medios como nos asisten para ilustrar á la justicia, hemos cometido... 
—re me iba á escapar una frase vulgar, porque realmente no sé como de- 
cirlo—hemos estado á punto de hacer una plancha? » (Risas). 

No; eso lo hubieran hecho los dignisimos representantes de la Acción 
popular ei sus patrocinados hubieran pertenecido á otra clase social; pero 
eso no lo hacen cinco directores de periódicos; de aquí que fuera imposible 
variar las conclusiones èn tal sentido. 


‘D. LUIS DÍAZ COBEÑA 109 


¿Qué había, pues, que hacer? ¿Retirarse? Si se hubiera pensado en eso, 
ya se habria buscado un medio para quedar con cierta dignidad; ya se ha- 
bría provocado un incidente para salir de aquí como arrojados por la fuerza 
de las circunstancias, pero dejando á salvo el honor de la bandera. Mas ya 
se sabe á lo qne se exponen los que tienen ejercitada una acción y se apar- 
tan de ella: la ley les impone las costas, y por consiguiente, la separación 
de la Acusación envolvía forzosamente el abono de las costas, lo cual no 
convenía tampoco á Jos intereses de las empresas periodísticas. ¿Cómo sal- 
var el conflicto? ¿Qué actitud había de adoptarse, si no cabía mantener las 
conclusiones primitivas, si no se podían modificar en el único sentido que 
lo permitian las pruebas practicadas, y si tampoco convenía desistir de la 
acción, etc.? 

Afortunadamente, se encontró, 6 se creyó encontrar, un medio para 8a- 
lir de situación tan embarazosa. Hacía ya tiempo que habla veuido aquí 
un testigo calificando pomposamente de intervención en el delito la que él 
atribuia á dos hombres desconocidos. Nadie ha podido hasta ahora preci- 
sar quiénes fuesen, ni asegurar que hubiesen entrado en la habitación don- 
de se cometió el crimen; pero esto importa poco, y aunque las pruebas 
practicadas por la Acción popular no han dado el resultado que se deseaba, 
se ha seguido habiando, como de cosa incontestable, de la intervención de 
hombres en los delitos perseguidos. 

Partiendo de este dato, se ha preguntado: ¿y qué vamos á hacer cuando 
resulta que los autores fueron hombres, y aquí sólo hay méritos para con- 
denar á dos mujeres? No cabe dictar sentencia sin exponerse á un error. 
Es necesario, con arreglo á la ley, abrir una nueva información suplemen- 
taria para averiguar quiénes son esos hombres, y cuando se haya consegui- 
do esto, ya se podrá fallar sin el peligro que hoy existe. | 

Como se ve, no estaba mal ideada la cosa; pero en primer lugar, la ley 
no permite así como se quiera las informaciones suplementarias, La ley, 
que tiende naturalmente á evitar dilaciones, no puede consentir que por 
cualquier motivo, un proceso, llegado después de dos meses de juicio oral 
al término de los debates, vuelva otra vez al estado de sumario; porque de 
esta manera se comprende fácilmente que no habría causa que no se hi- 
ciese interminable, ni un reo de muerte que no se aproveghara de ese medio 
para impedir que se dictase la sentencia. Y como tendría á ru disposición 
los 600.000 habitantes que próximamente cuenta Madrid, podría ir escalo- 
nándolos para acusarloe sucesivamente uno 4 uno; lograría con eso que, á 
cada acusación nueva, se abriese una nueva aunque inútil información su - 
plementaria para depurar su certeza, burlando la ley y dilatando indefini- 
damente el pronunciamiento de un fallo condenatorio en su contra. 

No; esto no puede ser. La ley autoriza efectivamente la información su- 
marial suplementaria; pero es cuando hay razón y fundumento bastantes 
para ella; cuando se hacen retractaciunes y declaraciones inesperadas que 
cambian esencialmente el aspecto del proceso. Con estas palabras que em- 
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plea está perfectamente determinado el caso. No basta, pues, que uno, dos 
ó cuatro procesados ó testigos afirmen y coneignen un hecho, no esericial' 
en la causa, del cual se quieran deducir nuevas pruebas .en cierto sentido, 
para que se vuelva á abrir el id y esto er, sin embargo, lo que aquí 
se pretende. 

Así lo he afirmado en otra ocasión, y lo repito ahora, y se demuestra 
comparando la información suplementaria que autorizó la Sala con la jn- 
formación suplementaria que ha negado. 

Cuando Higinia Balaguer prestó su última declaración acriminando á 
Dolores Avila, la hizo de una manera concreta y esencial al proceso, que 
cambió el aspecto de éste respecto de una de las personas sujetas al mismo, 
y por consiguiente, la información suplementaria estaba reducida 4 puntos 
determinados y concretos y á diligencias precisas, que fijaban de un modo 
exacto el objeto de esa información, reducido á camprobar la verdad de las 
referencias y datos suministrados por Higiiita; por eso se autorizó aquella 
información. 

Pero el caso actual, el caso de que me ocupo en este momento es dis- 
tinto. Se trata sólo de la suposición de que hayan intervenido hombres en 
la ejecución del delito, y esa suposición se funda exclusivamente en haber 
declarado varios testigos que vieron pasar á dos sujetos por Jos alrededores 
de la casa núm. 109 de la calle de Fuencarral el mismo día del crimen, 6 
que los vieron entrar ó salir en aquélla á horas determinadas; pero ni pue- 
den dar razón de quiénes fuesen dichos sujetos, ni eaben si penetraron en 
la habitación de Doña Luciana. ¿Y eólo por eso se va á volver á abrir el su- 
mario, que no menos fe necesitaría para comprobar, precisar y esclarecer 
datos- ten vagos? Pues eso no sería cumplir las disposiciones de la ley acer- 
ca del particular; eso no sería practicar diligencias conocidas; eso sería ad- 
mitir desde luego como cierto y como regla de conducta en el proceso cuan- 
to pudiera crear la imaginación de los acusadores. 

El argumento es tan claro, que no considero necesario insistir en él. 
Por eso entiendo, y si me equivoco estoy dispuesto á rectificar inmediata- 
mente, que la petición de la información suplementaria se hizo con la es- 
peranza de hallar una ealida á las dificultades del momento. Si se admitía, 
la representación de la Acción popular seguía sus gestiones; si la Sala la 
rechazaba, entonces ni podía acusar ni podía pedir la absolución; pero en 
este último cago, que es el que ha ocurrido, añadía: «Yo no me retiro; yo 
me quedo aqui para ejercitar mi derecho.» 

Para esto dijo que se quedaba, y sin embargo, no lo ha cumplido; por- 
que los derechos y los deberes de la Acusación son los que la ley concede 
ó impone á los que se encargan de sostenerla, y dentro de ellos no cabe se- 
guir siendo parte en el juicio y abandonar las funciones propias de la si- 
tuación que se ocupa en el mismo; no cabe dejar de formular toda preten- 
sión y seguir hablando y defendiendo opiniones dadas sobre la materia que 
se va 4 resolver. Eso no puede ser. Yo acato las decisiones de la Sala; pero 
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sostengo que eso no puede ser dentro de la ley. No hay precepto ninguno 
de la misma que lo autorice, y todo su espíritu, todas sus disposiciones lo 
condenan. 

Aquí hay acusados y acusadores: aquí be acusa ó se defiende: aquí se 
piden responsabilidades criminales y responsabilidades civiles: aqui no 
hay nadie, no puede haber nadie, que inspirándose en la lectura del capi- 
tulo 4.9, título 3.9, libro 3.9 de la ley de Enjuiciamiento criminal, diga 
que no siendo parte, que no haciendo petición alguna sobre el fondo de la 
causa, que siéndole indiferente que se condene ó absuelva, se quede sólo 
para preparar y sostener recursos de casación por quebrantamiento de for- 
ma. No; es imposible conservar los derechos relacionadus con la ley adjeti- 
Ya cuando ge renuncia á los derechos que emanan de la ley sustantiva. 

¡Ah, señores acusadores! Pues si yn no pedis nada, si ya no os importa 
que se condene 6 se absuelva 4 los procesados, ¿qué interés os puede con- 
ducir á la defensa de la forma? Pues qué, ¿la forma es una cosa indepen- 
diente y separable del fondo? o 

Por eso cuando el Sr. Ruiz Jiménez, contestando con una interrupción 
á un argumento de la defensa de Vázquez Varela, que le preguntaba en vir- 
tud de qué derecho permanecían ahí los mantenedores de Ja Acción popu- 
lar, exclamaba: «En virtud del que concede la ley», yo opiné siempre que 
no era exacto; pues siguen ahi por la benevolencia de la Sala, que aplaudo, 
y algo también por Ja deferencia y cariño nuestro, dado el derecho que nos 

asistía para oponernos á ello, si hubiéramos tenido algún interés, que no 
` lo tenemos ciertamente, en estorbarles el uso de la palabra. 

Pero desde el momente que adoptaron esa situación especial, se hacia 
tan difícil, tan sumamente difícil la situación de la Acusación popular, que 
yo esperaba con verdadera curiosidad el momento de oir los informes de 
sus Letrados, para ver cómo salvaban el escollo. Porque ya sabía que todo 
cuanto dijesen había de ser bueno; pero no acertaba á comprender cuál se- 
ría la matería de su argumentación, toda vez que, si no mantenían conclu- 
siones ni formulaban pretensión alguna, dichos informes no tenían objeto. 

Yo creí, francamente, que se propondrian tratar la cuestión relativa al 
acuerdo denegatorio de la información suplementaria; eso era lo natural. 
Pero no; el fondo de sus discursos, su esencia y su carácter, fueron los que 
ha oido la Sala: defender á Dolores Avila y algo á Higinia, acusando al se- 
ñor Millán Astray y al Sr. Vázquez Varela. ¿Qué más hubieran podido de- 
cir, con los elementos que en este proceso resultan, .si los hubieran acusa- 
do? Pues qué, ¿han olvidado un solo dato que les pueda ser perjudicial? 
Pues qué, ¿no los han expuesto todos, hasta con minuciosidad y compla- 
cencia? Pues qué, ¿no han querido presentarse otorgando por favor lo que 
debían de justicia? Y érales posible, acusando, sosteniendo una petición 
concreta, haciendo uso de la acción y el derecho que para ello establece la 
Jey, dirigir cargos á Jos procesados para demostrar el fundamento de las 
responsabilidades que trataba de exigirles; pero desde el momento que no 
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acusaban, ni deducian ninguna pretensión; desde que empezaban por decir: 
«Nosotros no podemos pedir pena contra nadie; nosotros no podemos re- 
partir responsabilidades á granel, porque ni nuestra conciencia nos lo per- 
mite, ni hay fundamento legal para hacerlo»; ¡ah! entonces no cabía insis- 
tir en aquellos cargos, porque ya no eran unos acusadores que ejercitaban 
un derecho, sino unos particulares que imputaban hechos no comprobados 
y constitutivos de delitos que deben perseguirse de oficio 

Y todavía no es esto lo más grave, no; lo más grave son las consecuen- 
cias que de aqui ge desprenden en contra de los procesados; son las tenden- 
" cias de esa conducta; son los efectos que pueden producir esas «¡curaciones 
embozadar; y las lomo embozadas, porque al formularlas se supone que no 
se acusa, que por lo demás, bien claras han sido. Porque con esos cargos, 
con esas censuras que, no sólo no se retiran, rino que se reproducen, ¿qué 
se busca? Lo que se busca es que la sentencia absolutoria, que necesaria- 
mente ha de recaer, porque lo exigen así la ley y la justicia, salga al público 
desacreditada y desprestigiada; y digaseme: si á este caso llegamos, si cabe 
que haya acusadores particulares que entiendan y ejerciten de ese modo su 
derecho, si es posible que a priori se destruya la fuerza moral de los fallos 
que va á dictar un Tribunal competente, bi todo esto se permite, ¿á qué 
quedará reducida la vida en este desdichado pais? Ya no habrá poderes, ni 
autoridades, ni justicia; y en medio de la ruina general ee levantará omni- 


potente (no la prensa) el periodista soberbio y orgulloso, fulminando rayos 
contra todo el mundo. 


Ahora bien: cuando la conducta de la Acusación popular en este juicio 


ha sido la que queda expuesta; cuando nosotros, ateniéndonos å la ley (y 
yo no acostumbro á separarme de ella para crear situaciones á capricho); 
cuando nosotros, vuelvo á decir, debemos en rigor estimar que se mantie- 
nen las conclusiones provisionales, porque su presentación en tiempo y 
forma constituye un acto que causó derechos y determinó relaciones entre 
las partes, que no pueden «dejar de subsistir mientras aquel acto no re deje 
sin efecto por otro igualmente legal; cuando esto sucede, y esos procesados 
están ocupando esos asientos, única y exclusivamente por la voluntad de la 
Acción popular; cuando aparece, respecto del Sr. Millán Astray (que de 
los demás no tengo para qué ocuparme), que los hechos contra él alegados 
son falsos, y fulsa la imputación que se le hacía de haber concurrido á la 
ejecución de este crimen como encubridor, puesto que nada de esto consta 
en el sumario ni se ha comprobado en el juicio oral, ¿qué más remedio que- 
da que declarar falsa la acusación? Sobre ello ni aun cabe discutir. 

Dice el art. 340 del Código penal: «Se cometen los delitos de acusación 
ó denuncia falsa, imputándose falsamente á alguna persona hechos que, si 
fueran ciertos, constituirian delitos de los que dan lugar 4 procedimiento 
de oficio, y esta imputación se hiciese ante los Tribunales administrativos 
ó judiciales.» Aquí, pues, castiga el Código la denuncia y castiga la acusé- 
ción, con independencia la una de la otra, aunque naturalmente castigá 
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también tas. dos cosas juntas. No hay, por lo tanto, necesidad de que se 
haga denuncia para que exista calumnia; no hay tampoco necesidad de que 
se haya formulado querella; basta sólo que en cualquier estado del juicio 
se muestre parte un particular y sostenga una acusación precisa y directa, 
para que esta acusación se estime calumniosa (y lo puedo y debo decir, por: 
que lo establece. el Código), si-en ella el acusador imputa falsamente á al- 
guna persona hechos que, siendo ciertos, constituirian delitos de los que dan 
lugar á procedimientos de oficio. 

i Es asi que la Acusación popular le ha imputado á mi defendido falsa- 
mente (puesto que no ha podido acreditar su certeza) actos que, si estuvie- 
ran comprobados, permitirían perseguirle de oficio, como encubridor de los 
delitos de robo con homicidio é incendio, los cuales están comprendidos 
expresamente en las disposiciones del Código; es asi que esa acusación, que 
esa imputación de hechos falsos se ha llevado á cabo ante Autoridades ju- 
dicialee, que por su ministerio están obligadas 4 perseguir aquellos delitos; 
pues que se me diga de qué modo y por qué razones podrá eludir la Acción 
popular la sanción que establece el artículo á que me vengo refiriendo. 

Concurren todos los elementos necesarios para que la Sala aplique dicha 
sanción con perfecto fundamento legal. Existe, en primer término, la acu- 
sación, porque no basta para sostener lo contrario que hayan dejado de for- 
mularse conclusiones definitivas. Esa acusación nace, esa acusación ge ori- 
gina de actos positivos del acusador, como lo es la presentación de las con- 
clusiones provisionales, que en el procedimiento criminal son equivalentes 
á la demanda en el procedimiento civil. Dicha acusación, dicha demanda, 
¿bo ha sido retirada? Dicha acusación, dicha demanda, ¿no se ha dejado 
sin efecto? Pues si permanecen ahi sus autores, y siguen interviniendo en 
el juicio y hablando sobre él, y dicen que no se retiran, la acusación sub- 
niste; y desde el momento en que hay que fallar sobre ella, en que hay que 
apreciar sus condiciones, en que hay que estimar si se funda en hechos fal- 
sos y si se ha hecho su imputación ante los Tribunales de justicia, es in- 
dispensable aplicarla él art. 340 del Código penal. 

Se decía á otro propósito (y por cierto que fué una omisión que me llamó 
la atención en mis distinguidos compañeros que no dijesen nada respecto 
de esta petición mía); se decía á otro propósito, aunque en términos que 
permitian aplicarlo á éste, y, por consiguiente, preparando el terreno de 
una manera indirecta, que esos dos procesados no están ahi por voluntad 
ni por-actos de la Acción popular, sino porque los habia enviado el Juez de 
instrucción con los autos. 

Hubo quien dijo también que estaban ahí por voluntad de Higinia, que 
era quien los había acusado; y siguiendo estas mismas corrientes, se aña- 
dió, como una excepción particular, que María Avila había sido traída por 
el señor Millán Astray. 

: Yo siento mucho haber de manifestar que no es exacto nada de esto. No; 
‘esos procesados están ahi por voluntad única y exclusivamente de la Acción 
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popular. El procesamiento acordado por el Juez instruetor en el sumaria 
no determinaba ni hizo indispensable la inclusión de esos procesados en el 
juicio oral, porque como el juicio criminal mo empieza hasta después que 
la Sala que ha de conocer de él aprueba el suto de terminación del suma- 
rio, cuando éste se remitió å la Audiencia por el Juez instructor no se sa 
bia siquiera si el juicio llegaría á abrirse, mi, en todo caso, contra qué pro 
cesados Las partes fueron las que pidieron su apertura, y separándoss del 
Fiscal de S. M., que en aquel acto solicitó el sobreseimiento respecto de 
los señores Varela y Millán Astray, exigieron que se sometieran á él las 
cinco personas que aparecían procesadas. De modo que esto se debe única- 
mente á la Acusación popular y á la Acusación privada, hoy desaparecida 
de estos bancos, que, 4 mi entender, con poco acierto, coadyuv6 las preten- 
siones de aquélla. Después de abierto el juicio, era Acusación privada pi- 
dió la absolución libre de los Sres. Varela y Millán, mientras que la Acción 
popular pidió, para el primero, la pena de muerte, y para el segundo, dose 
años de presidio mayor; siendo, por lo tanto, evidente que si esos dos pro- 
cesados cuntinúan sentados ahí y bajo el peso de acusaciones tan graves, es 
sólo por voluntad de la Acción popular, que siguiendo sus impresiones y 
confiando en las pruebas, lo ha querido así marcando el compás y señalan- 
do la marcha de este juicio. 

Pero, después de todo, esta cuestión no es de esencia. Importa poco que 
los procesados estén ahí por acuerdo del Juzgado, ó por los actos y per la 
voluntad de la Acción popular; basta que ésta haya sostenido contra ellos 
una acusación fundada en hechos falsos; basta que la imputación de las 
mismos haya tenido lugar ante un Tribunal de justicia, para que, además 
de no prosperar sus gestiones judiciales, deba declararse calumniosa aque- 
lla acusación, como lo vengo pretendiendo. 

He de indicar aquí otra cosa que de ninguna manera quiero ni puedo 
dejar pasar, y es la procedencia de que se reserven al Sr. Millán Astray to- 
dos los derechos y acciones de que se considere asistido, para exigir á los 
que le han colocado en esta situación, á los que le han causado tantos ma- 
les, la indemnización de los: perjuicios sufridos. No es posible, señores de 
la Sala, que yo en este momento ejercite esas acciones, porque este Tribu- 
nal no tiene competencia ni jurisdicción para ocuparse de ellas. La Sala, 
en asuntos criminales, puede acordar las indemnizaciones que sean conse- 
cuencia del delito que se persigue; pero respecto á indemnizaciones, que 
se refieran á perjuicios ocasionados por actos de personas que no son los 
procesados, y cuyos actos son independientes de aquel delito, no puede ha- 
cer otra cosa que consignar una reserva de derechos. En este coneepto, y 
siendo tan evidentes los perjuicios que se han irrogado á mi defendido, 
puesto que lleva once meses de estar suspenso de empleo y sueldo, privado 
de todo medio de subsistencia, difamado y deshonrado ante el público, 
¿cómo no ha de otorgársele esa reserva, que es el único medio que le.queda 
y el que le abre camino para pedir ante los Tribunales la debida reparación? 
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. Ab! Seria nuesto pais el único en que no se otergase una cosa tan jus- 
ta, pues en el extranjero son muy comunes esta clase de indemnizaciones, 
comu lo demuestra el célebre proceso que en la actualidad se está siguiendo 
ea Inglaterra por las intemperancias de un conocidísimo periódico. Por eso 
creo y espero que la reserva indicada ha de hacerse por la Sala, como con- 
secuencia natural de la absolución del Sr. Millán Astray y de la declaración 
de ser calumniosa la acusación sostenida por la Acción popular. 

Respecto de la condena en costas de esta última, muy pocas palabras 
creo necesario decir; porque es imposible que un Tribunal tan eonocedor 
de la ley y tan acostumbrado á realizar el derecho, no esté ya persuadido 
de la procedencia de esa pretensión formulada también por el Ministerio 
fiscal. 

Según el art. 240 de la ley de Enjuiciamiento criminal, el querellante 
particular y el actor civil pueden ser condenados al pago de las costas, 
cuando resultare de las aetuaciones que han obrado con temeridad ó mala 
fe; y este precepto es tan explicito que no requiere comentarios de ninguna 
especie, bastando, para determinar si debe aplicarse, que conteste á las ri- 
guientes preguntas: ¿Ha habido aqui temeridad por parte de la Acción po- 
pular? ¿Ha habido malicia? Pues yo las contesto diciendo que ha habido 
ambas cosas. 

Hubo temeridad, señores de la Sala; temeridad manifiesta, inexcusable; 
hubo esa ligereza y esa imprudencia de que hablaba el Ministerio público, 
y de que tanto parece resentirse la Acción popular, porque cuando se exa- 
minaron los autos, sin atenerse al resultado de los mismos y sólo por sm- 
presión, se formularon las conclusiones provisionales. Pues debe conside 
rarse temerario å un acusador que sin ver acreditada la criminalidad de un 
procesada, ni hallar motivos racionales suficientes que la indiquen, le acusa 
sin embargo, establece sus conclusiones provisionales sobre hechos imagi- 
sarios, y pide que se le impongan graves penas, fiándolo todo al resultado 
eventual que puedan ofrecer las pruebas durante el juicio oral. Estos son 
actos de temeridad insigne y notoria, y basta Ja temeridad, según la ley, 
para imponer las costas. - 

Pero si sólo temeridad existía en aquellos primeros días; si sólo de te- 
meridad se puede culpar á la Acción popular al formular esas conclusiones 
provisionales, al terminar el periodo de prueba, cuando reconoce y confiesa, 
dieiéndolo por escrito y de palabra, que. su conciencia no le permite acusar 
å unos procesados porque no está fundado ningún cargo contra ellos; cuan- 
do después de hacer esta confesión, la acusación no se retira ni se pide la 
absolución de dichos procesados, que es lo único procedente-con arreglo å 
ha ley; cuando se adopta un sistema mixto, que ésta no autoriza, para seguir 
å mansalva dirigiendo á aquéllos toda clase de cergus ante la faz del pt- 
blico, ya no hay sólo temeridad: en este caso hay malicia y verdadera 
mala fe. 

En ambos conceptos, pues, y por toda razón y motivo, la imposición de 
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costas se hace indispensable. No seria completa la. sentencia que la Sala 
dictase, no sería justa si no la Hevara consigo, y resultaría además desas- 
troso el efecto moral que produjera sin ese necesario aditamento. ' 

Pues qué, si la ley aparece tan clara, y á pesar de conocerla esta Sala: 
no impone las costas 4 esa Acusación; si'la concede un bill de indemnidad, 
un veredicto de que no ha sido temeraria y maliciosa, ¡ah! entonces, ¿de: 
qué servirá la absolución de los procesados? Cuando tan preparado está eb 
terreno (y la Acción popular ha cuidado de seguir apareciendo con la razón 
ante el público), si el Tribunal deja entrever alguna duda, reconociendo y- 
declarando que aquélla no ha Fido maliciosa ni temeraria, ¿no será tante» 
como admitir en parte el fundamento y la certeza de sus imputaciones? 

Señor, si esto sucediese, yo no sé ei podría haber ningtin español que 
dejara de buscar la ciudadania en otro paie. . 

No quiero molestar mas 4 la Sala. Creo haber dicho lo Saliciente para 
justificar mis conclusiones, y no necesito hacer ninguna recomendación es- 
pecial á los dignisimos señores Magistrados y Presidente, que con tanta 
bondad me escuchan. Pero sí tengo que establecer una protesta, y una pro- 
testa enérgica, contra algo que se ha dicho aqui por la Acción popular. 

Cuando al concluir mi dignigsimo y querido amigo 6 ilustrado compañe- 
ro el Sr. Ballesteros su brillante y elocuente informe, le oía decir: «Pero no 
olvide la Sala que la sentencia que dicte, no sólo ha de parecerla justa», 
esperaba que completase lá frase en estas términos: «sino que ha de serlo». 

Y aunque encontraba poco oportuna esa advertencia tratándose de Ma- 
gistrados tan rectos, me lo explicaba como un medio de ponerles en guar- 
dia y prepararlos contra sentimientos é inclinaciones de cierta especie. 
¡Cuál no sería, pues, mi asombro al escucharle añadir: «No sólo ha de pa- 
recerla justa, sino que ha de parecérselo también á la sociedad!» ¿Es decir 
que no ha de dictar sus fallos como la ley le recomienda, con la mano pues- 
ta sobre su conciencia, con el pensamiento en Dios, que es fuente de toda 
justicia? ¿De modo que es necesario que consulte á la opinión pública? ¿En 
preciso que atienda á lo que piensa la sociedad? ¿No cabe considerar justas 
sus sentencias, si no guardan conformidad con aquella opinión? ¿Y quién 
la representa en este caso? ¿La representan los cinco periódicos que han 
ejercitado la Accion popular, ó el mayor número que están enfrente de ellos 
y combaten su actitud y. su conducta? No; los Tribunales de justicia no 
tienen que atender para nada 4 las corrientes de la opinión pública: preci- 
samente la grandeza de su misión está en eso; en que deben prescindir de 
influencias externas y elevarse por encima de todas esas pequeñeces, sin 
dejarse guiar por ninguna clase de móviles, más que por aquellos nacidos 
en el santuario de su conciencia, haciendo uso de ese valor cívico que es la 
primera de las virtudes. Virtud que, por lo mismo que no recibe los laure- 
les y aplausos prodigados al valor que se ostenta en los campos de batalla, 
es mucho más difícil, y dignifica y enaltece más al que lo poxee. Virtud que, 
después de todo, viene siendo de antiguo el timbre más preciado de la hon- 
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rada y modesta Magistratura española; cuyos individuos, al terminar una 
vida laboriosa y de lucha constante con las miserias de la existencia y con 
los intereses bastardos que tantos obstáculos ponen á la realización de la 
justicia, no consiguen en la mayor parte de los casos, ni siquiera la humil- 
de recompensa de que se diga de ellos aquella lacónica frase yue Esparta 
hizo grabar sobre las tumbas de los héroes sacrificados en las Termópilas por 
la independencia de la patria: «Cumplieron con su deber».—He dicho. 


~ 
» 


‘ 
r 0 3 





DON ANTONIO MAURA Y MONTANER 


NOTAS BIOGRAFICAS 


Impulsado por sus muchos méritos, se encuentra el Sr. Maura entre la 
pléyade de hombres ilustres que forman 4 la cabeza de Jos jurisconsultos y 
de los políticos españoles. La claridad de juicio, la palabra elocuente, el 
temperamento enérgico, la laboriosidad incansable y la severidad en las 
costumbres se unen en él con tan feliz concierto, que hacen de eu figura 
una de las más populares y respetadas de la España contemporánea. 

Su vida de Abogado, que es la que principalmente interesa á nuestro 
objeto, puede reducirse á muy pocas palabras. Llegado á Madrid desde Ma- 
llorca, su pais natal, en 1868, cuando sólo contaba quince años de edad, se 
consagró al estudio del Derecho con tan gran entusiasmo, que en tres años 
logró ver terminada su carrera. Hizo durante ella grandes amistades con 
D. German, D. Trifino y D. Honorio Gamazo, y apenas la hubo terminado 
entró á practicar en el ya acreditado bufete del primero. La suerte hizo que 
los lazos de amistad y compañerismo que unian á ambos se afianzaran más 
_ tarde con los del parentesco y dieran ocasión á la fusión intelectual y poli- 
tica que hoy subsiste entre los dos, y constituye uno de los más importantes 
elementos de la vida pública en nuestro pais. 

Abogando después independientemente, ha hecho de su despacho uno 
de los primeros de Madrid, tanto por el número como por la indole de los 
asuntos; y su voz se escucha en los estrados con el religioso respeto á que 
sólo son acreedores los Letrados de superior talento y de reputación inma- 
culada. 

En época en que los Círculos y Ateneos tenían una importancia que hoy 
por la evolución de las costumbres va desapareciendo, el Sr. Maura eligió 
por palenque la Real Academia de Jurisprudencia. En ella luchó y trabajó 
con perseverancia y entusiasmo incomparables, y á través del tiempo y de 
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las prosperidades de su suerte, el Sr. Maura ha conservado incólume su 
amor å aquella docta y simpática Corporación, distinguiéndola con su cari. 
ño en la misma medida que ella le distingue con su veneración. Elevado 
recientemente á la presidencia, su discurso de inauguración del corriente 
año, euyo sentido ya conocen los lectores de la REVISTA DE LOS TRIBUNALES, 
ha causado profunda sensación y ba venido á avalorar grandemente el ya 
preciado grupo de trabajos leídos por nuestros más insignes juristas en la 
citada solemnidad anual. 

Como Diputado desde 1881, como Vicepresidente del Congreso en las 
primeras Cortes de la Regencia y como Ministro de Ultramar y Gracia y 
Justicia, ha demostrado Ja rectitud de sus intenciones y lo fecundo de sus 
iniciativas. A semejanza de Gamazo y Diaz Cobeña, es Abogado antes que 
todo, y en cualquiera de las fases de su vida se distingue de los políticos de 
oficio y de los enciclopédicos á la moderna. No pronuncia una palabra en 
balde ni emite una idea que no sea hija de la reflexión y del estudio. 

Su oratoria, como la de todos los Letrados de mérito, tiene como carác- 
ter distintivo el de la persuasión. Clara, precisa, leal y sencilla, cautiva el 
entendimiento, entra en el corazón y gana la voluntad. 

Como muestra de sus trabajos jurídicos, reproducimos á continuación 
una sola formada para la impugnación de un recurso de casación sobre ma- 
teria sucesoria en Cataluña. La doctrina que en la nota se sustenta, fué 
aceptada y reproducida por el Tribunal Supremo. 


CAÁUSULA DE HEREDAMIENTO EN CATALUÑA, — Indicación sumaria de las razones por 
fas cuales debe ser denegada la casación que D. Francisco de P. Fors de Oliver pretende, 
invocando supuestas infracciones de ley contra la sentencia que la Sala de lo civil de la 
Audiencia de Barcelona dictó el día 6 de Abril de 1894, en pleito sobre interpretación y 
efectos de wea clánsula de heredamiento, 


Aunque el recurso enumera nueve motivos de casación, forman, en 
rigor, uno solo el 1.°, el 2.9, el 3.9, el 4.9, el 5.9 y el 9.9, pues todos ata- 
ñen á las distintas fases del principal asunto; plantean cuestiones acceso- — 
rías el 6.9, el 7.9 y el 8.2 De una vez pueden y deben ser examinados aque- 
Hos seis, con ocasión de los cuales el Supremo Tribunal ha de resolver, en 
puridad, si la cláusula de heredamiento estableció una sustitución fideico- 
misaria, como lo entiende y declara la Audiencia, 6 una sustitución vul- 
gar, como supone el recurrente. Breves palabras bastarán después para di- 
lucidar Jas otras cuestiones secundarias. 


I 


Unánimes reconocieron siempre los litigantes que las capitulaciones 
matrimoniales otorgadas por sus padres en 15 de Diciembre de 1841, y se- 
ñaladamente la cláusula controvertida, contienen la ley sucesoria en las 
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herencias paterna y materna, deferidas en 27 de Julio de 1846, fecha de la 
defunción de D. José Fors de Casamayor, y 17 de Junio de 1890, fecha ` en 
que murió Doña Bárbara de Oliver, habiéndose mantenido en estado de 
viudez. Ni el uno ni la otra usaron la facultad que se habían reservado en 
1841 de variar el heredamiento. Los hijos suyos que sostienen el pleito ac- 
tual no han desconocido, ni pudieran en caso alguno desconocer los jurga- 
dores, la eficacia jurídica de aquella cláusula, cuya validez permanecía 
E siempre inconcusa. Asi, pues, el primer grupo de infracciones legales que 
> el recurrente achaca á la Audiencia de Barcelona nada significa, si no es 
= una petición de principio, en cuanto al quebrantamiento de la voluntad pa- 
NN terna y materna presupone que la tal voluntad fuese tal como dice el hijo 
k mayor, y no tal cual la halló en la cláusula Ja Sala sentenciadora. Todo es- 
eis triba en acertar á entender fielmente la ley de esta sucesión; oportuno pa- 
> rece copiarla desde luego: | | a 
A « Item (dice la cláusula de heredamiento): los prenombrados señores 
ae > consorter, con el único fin de evitar un intestado y la consecuente dise- 
y a » minación de sus repectivos bienes, convienen y pactan reciprocamente 
E » que å cualquier de ellos que muera sin dejar otorgado testamento ni otra 
io » expecie de última voluntad, le sucedan universalmente los hijos de este 
E » matrimonio, no juntos, sino el uno después del otro, de grado en grado, 
A | > por orden de primogenitura y con preferencia del sexo masculino al feme-. 
3 > nino, queriendo que tenga lugar entre sús tales hijos el derecho de repre- 
, > sentación, de modo que +i al purificarse la sucesión á favor de alguno hu- 
8 » biese ya premuerto, sucedan en su Jugar sus hijos legítimos y naturales, 
w » en los términos que el tal hijo premuerto los haya dejado instituídos, y 
y » Únicamente en defecto de tal institución, por el orden de primogenitura 
E > y preferencia del sexo masculino al femenino que arriba dejan prescrito 
» con respecto á sus hijos; y asimismo quieren que los hijos del presente 


3 » matrimonio sean preferidos para la sucesión á los del segundo ó de cual- 
4 » quier otro que contrajere el consorte sobreviviente, siendo la respectiva 
= » voluntad de los señores contrayentes que aun en el caso de existir hembra 
Po » del presente matrimonio en concurrencia de varón del segundo ó ulterior, 
E- » sea aquélla la heredera y sucesora de sus bienes respectivamente, previ- 


» niendo, sin embargo, los mismos señores otorgantes que no es su ánimo 
s, » con este pacto abdicarse uno ni otro de la libre y omnimoda facultad de 
x » testar y otramente disponer de sus bienes cómo y en quien les acomoda- 
> re, pues que sólo se proponen prevenir entre ellos el evento de un intes- 
ee » tado, y prever para el caso de premoriencia de los hijos mayores 4 los me- 
ea > nores de concurrencia de hijos de diversos matrimonios en dicho caso de 
on » intestato. > 
E Las cuantiosas herencias paterna y materna vinieron á manos del pri- 
mogénito recurrente, y aunque èl carácter fideicomisario de la sustitución 
había sido reconocido por categóricas manifestaciones que durante su viu- 
dez hizo Doña Bárbara de Oliver y por actos solemnes de ella y del mismo 
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1 D. Francieco (manifestaciones y actos de que be hablará å propósito del 
y. motivo de casación), este séhor se abrogó la libre disposición de los bie- 
nes hereditarios; concertó y consumó en 1892, no obstante las protestas del 
hermano segundo, la venta de una finca valiosa en el ensanche de Barce- 
lona, poniendo al dicho hermano en el trance de entablar el pleito para 
` que se declarase en vigor el fideicomiso tácito y la obligación de restituir, 
’ por cuya virtud resultarán ineficaces en cuanto al sucesor inmediato las 
| epajenaciones, y también para que se tomase razón de la sentencia en los 

Registros de la propiedad. El demandado, que había permanecido soltero, 
: casó, ya sexagenario, con una birviente, y sostuvo en ambas instancias, 
como ahora ante el Supremo, que la cláusula de 1841 sólo ordenó una sus 
" titución vulgar; de modo que las herencias se le transfirieron sin gravamen 
de restitución, con facultad incondicional y plena para disponer á su albe 
drío de los bienes paternos y maternos. 

Para medir la sinrazón del recurso y el acierto de la sentencia revoca- 
toria (la cual debió acordarse tras minuciosa deliberación, por lo mismo 
que uno de los Magistrados reservó su voto), acaso sen el más eficaz y se- 
guro criterio la lectura lisa y llana del capítulo de la escritura, con el cual 
pugna de un modo abierto la tesis. del recurrente. Util será, y después de 
lo disputado también será indispensable, el análisis; pero la apreciación 
sintética y directa de la intención de los padres parece decisiva contra la 
idea de que, en llegando las herencias á manos de uno cualquiera. de los 
descendientes, hijos ó nietos, de los otorgantes de la escritura de 1841, 
. quedaban satisfechos todos los fines de la cláusula, excluidos de la sucesión 
todos los hijos y nietos, y libre el primer poseedor para desmembrar y 
transferir á extraños, por actos entre vivos ó por causa de muerte, el patri- 
monio de la familia. Aunque el heredamiento no estuviese ordenado en 
Cataluña ó se pudiese prescindir del sentido constante de este linaje de 
instituciones, el solo tenor literal de la escritura demostraría que los pa- 
: dres establecieron sustitución fideicomisaria y no simplemente vulgar. 

Quisieron que les sucediesen los hijos de aquel matrimonio, y no es li- 
cito trocar en singular el llamamiento para referirlo al hijo que pudiese y 
: quisiese heredar según el orden trazado. 

Mandaron que Jos hijos sucediesen, no juntos, sino el uno DESPUÉS del 
otro; frase de sentido gramatical inequívoco, que, lejos de confundirse, se 
contrapone al sentido de la frase que dijere: «el uno en defecto del otro.» 
Esta hubiera establecido sustitución vulgar, por subordinar los ulteriores 
llamamientos al requisito haeres non erit, mientras que la característica de 
la sustitución fideicomisaria es suceder uno después del otro, como los padres 
quisieron que aconteciese. 

Excluyeron todo pretexto para reputar vulgar la sustitución cuando di- 
jeron: «..... queriendo que tenga lugar entre Jos tales hijos el derecho de 
representación, de modo que si al purificarse la sucesión en favor de alguno, 
hubiere ya premuerio, sucedan en su lugar los hijos.....» Resultaría puro 
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el llamamiento del hijo 6 nieto capaz de suceder 4 la defunción del cau- 
sante, si la restitución fuese vulgar, y no tendría sentido la purificación de 
que habla la cláusula. Esta entonces no habría usado la locución de alguno, 
aplicable á todos los grados de la serie, sino que tan sólo ee referiría al 
hijo ó nieto que únicamente estaría llamado. En cambio habría referido á 
_ los otorgantes mismos la premoriencia, mientras que en el texto de 1841 
reza con cada cual de loe hijos y nietos, en relación con el precedente en 
grado (sentencia de 22 de Octubre de 1885). Cuantas ideas se traslucen' 
en el referido pasaje de la escritura son inconciliables con la sustitución 
vulgar y denotan Ja fideicomisaria. 

Declararon los oturgantes que hacían el heredamiento con el único fin 
de evitar un intestado y la consiguiente diseminación de sus respectivos 
bienes. Para apoyar la tesis del demandado, ahora recurrente, se arguye 
que la sustitución vulgar servía aquel designio; y aunque es verdad que con 
ella sola ya se logra en parte, también es obvio que la diseminación sobre- 
vendría muy pronto si la herencia se defiriese sin gravamen de restitución, 
según lo patentizaron las obras del primogénito, pues vendió la importante 
finca del ensanche de Barcelona al año y medio de morir Ja madre. La di- 
seminación se evita y la conservación en la familia del patrimonio se logra 
en Cataluña por medio de la sustitución fideicomiraria tal como la define 
la sentencia en la cláusula de heredamiento, asegurando el tránsito del 
patrimonio entero å la segunda generación. El encarecimiento del fin que 
se propusieron los padres, confirma el carácter fideicomigario de las sustitu- 
` clones. 

Contra la demostración que brota del texto de la escritura, se han sus- 
citado reparos. El segundo motivo de casación invoca como doctrina que el 
modismo usual en los testamentos catalanes de Hamar å los hijos uno des- 
pués del otro, sólo significa una serie de sustituciones vulgares, y cita las 
sentencias de 29 de Noviembre de 1859, 10 de Junio de 1865 y 29 de Marzo 
de 1887. No ha autorizado el Tribunal Supremo semejante doctrina, que 
mandaría entender el idioma castellano al revés; las tres sentencias reca- 
yeron sobre casos singulares, con ocasión de cláusulas testamentarias muy 
diversas entre si; casos que difieren todos, por muchos conceptor, del ac- 
tual. En el de 1887 la sucesión litigiosa se regia por un llamamiento de 
hijas, en defecto de varones, sin ninguno de los caracteres fideicomisarios 
que se observan en la cláusula de 1841, señaladamente sin las previsiones 
que los padres del hoy recurrente tuvieron para cuando se purificase el lla: 
mamiento de alguno de los hijos premuertos. En el de 1865 bastará notar 
que el testador había paladinamente declarado que cualquiera de los hijos 
que fuese heredero al extinguirse el usufructo de la viuda, tuviese libres los 
bienes y pudiese disponer de ellos á sus libres voluntades; pues con esto solo 
queda explicado que alli no prevaleciese el gravamen de restitución. En el 
de 1859, se calificó de vulgar una sustitución porque estaba ordenada en 
falta del hijo preamado y su línea, al revés de lo que reza la cláusula 
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de 1841; alli, además, la cuestión versó sobre la supuesta perpetuidad del 
fideicomiso, de que no se trata ahora. | 

El Magistrado disidente, al explicar su voto, no halló otra manera de 
evadir el pasaje de la cláusula que habla de purificarse la sucesión á favor 
de alguno de los hijos premuerto, sino arguyendo que ello sería una de tantae 
impropiedades de lenguaje, análoga á la locución de grado en grado, que se 
aplica á hijos colocados todos.en un mismo grado. Bien se conoce que la 
observancia de las voluntades correria grave riesgo si prevaleciese esta fácil 
exención de la fidelidad debida á los textos; pero se ha de añadir que en 
la locución de grado en grado ninguna impropiedad existe, radicando el error 
en el voto del Magistrado, para quien la voz grado sólo significa generación 
en el parentesco, mientras que según las sentencias de la Colección Legisla- 
tiva, lon libros doctrinales y el Corpus juris, por grado se entiende en las 
sucesior.es un llamamiento de la eerie (leyes 1.*%, 36.2, 43. párrafo 2.°, ti- 
tulo 6.9; 3.2 párrafos 2.9, 4.9, B.9 y 6.9, titulo 2. o bra 28, y 2.2 , título 11, 
libro 37, Nigesto; ley única, titulo 15, libro 2:9 Instituta): Por donde una 
vez más se demuestra que la sustitución era Adeicomianria: pues D. José 
Fors y de Casamayor, era Letrado, y sólo en los fideicomisos hay grados, 
en la acepción legal de esta palabra, independiente de lo que ella significa 
cuando se habla de parentescos. 

Para esquivar la significación, realmente indeleble, del pasaje en que 
la cláusula prevé la purificación de algún llamamiento después de morir el 
llamado, cuyos hijos le reemplazarian por derecho de representación, ha 
sido menester que se confundiesen coneeptos juridicos tan diversos como 
la capacidad que siempre ha de tener el instituido al tiempo en que la su- 
cesión le es deferida, con la purificación que presupone una condición cnm- 
plida, á tal punto, que carece esta palabra de sentido, si nu fuere condicio- 
nal el llamamiento; y er claro que el del instituido y los sustitutos serían 
puros, si la sustitución fuese vulgar, como dice el recurrente; mientras 
que, tiendo fideicomisaria, están subordinados á que fallezca rin hijos el 
precedente en grado, 

También se ha objetado que la cláueula de 1841 no expresa la prohibi- 
ción de enajenar, como «i no la implicase virtualmente la sola existencia 
del sustituto fideicomisario, aunque esté llamado bajo condición, mientras 
ésta no te cumpla. El Supremo Tribunal declaró esto mismo en sentencia 
de 13 de Noviembre de 1883, y en todos los textos legales que autorizan el 
fideicomiso tácito re halla consagrada igual doctrina. 

Argúir, como se hace en Jos motivos 4.° y 5.°, con las reglas de inter- 
pretación que, en casos dudosor, favorecen al heredero y å la libertad de 
los bienee, no er, en. puridad, sino una petición de principio; por cuanto la 
existencia de la sustitución fideicomisaria, y no simplemente vulgar, re- 
sulta patente en Ja cláurula, según reconocía en otro riempo el recurrente 
mismo. Invocar, como se invocan en el tercer motivo del recurso, las leyes 
y la jurisprudencia que mandan atenerse al sentido liso y llano de las pala- 
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bras empleadas por el testador, & menos que pareciere ciertamente que era 
otra su verdadera voluntad, es apoyar y robustecer el fallo de Barcelona en 
vez de combatirlo útilmente, porque en modo alguno estorban aquéllas 
fuentes de derecho, antes vienen muy al caso, confirmando la existencia 
del fideicomiso. Cabalmente, para suponer vulgar la sustitución se nece- 
sita leer que los padres llamaron á un solo hijo, aunque la cláusula llama á 
los hijos del matrimonio; leer que los llama uno en defecto de otro, aunque 
los llama uno después de otro, y borrar todo el pasaje que habla de la puri- 
ficación de alguno de los llamamientos y de la premoriencia aplicable á todos 
los grados. 

_ Además sería abusiva la aplicación de las leyes y doctrinas invocadas 
en el tercer motivo del recurso si trajesen el intento de poner en duda una 
verdad tan axiomática como es el reconocimiento legal de los fideicomisos 
tácitos, que están autorizados en las Jeyes 77.2 párrafos 24, 25 y 32, 88.2 
parrafo.16, título 1.9, libro 31; 74.2, título 1., libro 36, y 11.* párrafo 11, 
título 1.9, libro 32, Digesto. Leyes 10.8, titulo 52, y 21.2, tit. 37, libro 6.2, 
Código. 

La Audiencia de Barcelona pudo invocar é invocó, no sólo el texto de la 
cláusula de heredamiento, con todas las circunstancias que califican la ins- 
titución como fideicomisaria, sino también las manifestaciones que resulta 
probado que hizo Doña Bárbara Oliver, ya viuda, en el sentido de que fué 
su intención y la de su marido, que en caso de fallecer el primogénito sin descen 
dencia, pasasen los bienes al segundo, y por fallecimiento de éste, á sus descen- 
dientes legítimos. Invocé además los actos del mismo D. Francisco de P. Fors, 
confirmatorios de esta inteligencia del heredamiento; pues en la nota consta 
la escritura de establecimiento de 1856, y los dos pleitos seguidos por aquél 
señor á fin de obtener la observancia y sostener la validez de ella; escritura 
å la cual asistieron los sustitutos en calidad de fideicomisarios. El 9.9 mo- 
tivo de casación pugna por destruir este fundamento del fallo, suponiendo 
que implica error de hecho y de derecho. En cuanto al hecho, aunque no 
resultace, como resulta evidentisimo, que otorgó la escritura en concurren- 
cia con los sustitutos, sin salvedad alguna, constaría siempre por los testi- 
monios también auténticos de los autos, que ratificó y defendió por válida 
aquella escritura de 1856 en dos pleitos consecutivos, sin desconocer ni po- 
ner en duda el carácter con que sus hermanos habian intervenido. La apre- 
ciación que la Audiencia hizo de la prueba en cuanto á las manifestaciones 
categóricas de la madre, no pudo ser en modo alguno impugnada, y no lo 
fué. En cuanto al error de derecho, resultan ociosas las citas del 9.° moti- 
vo, porque ni la sentencia ni la demanda atribuyen á las tales manifesta: 
ciones y á los actos propios del demandado recurrente, el concepto y la ef- 
cacia de una nueva disposición mortis causa, derogatoria de la cláusula de 
heredamiento de 1841. Se invocan por vía de confirmación; en calidad de 
elementos preferentisimos de sana interpretación, si tal duda hubiere que 
la interpretación pareciere necesaria; no se invocan, ni hacian falta, en el 
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sentido derogatorio; pero bueno será advertir ahora que, según la ley 22.2, 
titulo 42, libro 6.9 del Código, y el párrafo 10, título 23, libro 2.° de la 
Instituta, el fideicomiso re justifica por todos los medios de prueba, por 
simples cartas ó por manifestaciones orales de que depongan testigos. 
|. Estas leyes arguyen contra el recurso; pero no es menester aplicarlas: siem. 
pre han sido la fuente más auténtica de interpretación la conducta y las 
manifestaciones de los propios otorgantes. 

Don Francisco de P. Fors, en el litigio del día, procede contra sus pro!: 
pios actos, y se lo veda la ley 75.®, titulo 17, libro 50 Digesto, y la doctri- 
na autorizada por numerosÍsimas sentencias, entre ellas las de 23 de Di- 
ciembre de 1873 y 4 de Octubre de 1893 

Todavía existe otra manera de conocer la sinrazón con que es impugna- 
do el fallo de Barcelona, y consiste en comparar la cláusula de heredamien- 
to otorgada en 1841, con las cláusulas respecto de las cuales en otros pleitos 
el Tribunal Supremo fué llamado á decidir si contenían sustitución vulgar 
ó sustitución fideicomisaria. Las sentencias de 25 de Febrero de 1879, 13 de 
Noviembre de 1883, 22 de Abril y 22 de Octubre de 1889, forman un ver- 
dadero cuerpo de doctrina que basta por sí solo para sustraer á toda eficaz 
impugnación el fallo de Barcelona. 

La cuestión principal está, pues, bien resuelta por la sentencia. Si hu- 
biese fallado en pro del recurrente, habría lugar 4 la casación, no ahora. — 


II 


Modesto acompañamiento dan á los seis motivos examinados en el capi- 
tulo anterior, los tres restantes: corta refutación han menester. 

El 7.° achaca al fallo poca claridad y precisión, en contra de lo que man- 
da el art. 359 de la ley procesal, por suponer desavenidas las declaraciones 
primera y segunda. Baste observar que la desavenencia se finge con las glo- 
sas que pone al fallo el mismo recurrente, á su albedrio; con leer el pronun- 
ciamiento de la Sala sentenciadora se desvanece todo entero el asunto, y aun 
es dificultoso entender lo que querría significar el recurrente; tampoco pro- 
cede investigarlo, pues sólo por ambigúedad se impugna ahora la sentencia 
y no por la substancia de sus determinaciones. 

El 6.2 motivo de casación supone infringidos el principio de que falta 
acción cuando no se ha adquirido derecho, y la doctrina de que el sustituto 
fideicomisario llamado bajo condición no adquiere derecho mientras la con- 
dición no se cumple; pues en vida del primogénito é ignorándose si tendrá 
hijos al fallecer (aunque no los tenga ahora), prevaleze la acción ejercitada 
en la demanda. Es irreprochable de por sí la tesis abstracta; los llamamien- 
tos condicionales no difieren la sucesión hasta que la condición se cumple; 
pero carece la tesis de oportunidad, porque ni el demandante ha pedido, ni 
el fallo decretado la adquisición, ni la posesión de la herencia. No se ha 
invocado, ni resulta reconocido más derecho del que ya positivamente da 
la sustitución fideicomisaria, á saber, el que consagraron las leyes del títu- 
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lo 54 libro 6.° Código, y 12.8, titulo 8.°, libro 2.° Digesto. Las acciones 
conservatorias, y no son de otra indole las utilizadas, estaban expeditas, 
siendo más necesario su ejercicio interin se purifica el llamamiento, desde 
que rige en tuda España la ley Hipotecaria. 

El 8.2 motivo de casación supone quebrantado el axioma de que nadie | 
puede ser condenado sin antes oirle y vencerle en juicio, porque la tercera 
de lay declaraciones del fallo-establece la nulidad de los contratos de enaje- 
nación otorgados por D. Francisco de P. Fors en el caso de purificarse la 
sustitución del sucesor inmediato, sin haber sido emplazados los demás 
otorgantes. Basta advertir que el tercer pronunciamiento de la sentencia, 
al cual se circunscribe esta impugnación, no contiene sino una declaración, 
y por añadidura, llegado el caso al cual se refiere, la restringe al perjuicio 
de los derechos, hoy eventuales, del sucesor, 4 quien, por consecuencia, no 
obligarán los actos del recurrente. 

Si se hubiese emplazado 4 los terceros, se le habría dado motivo para 
sostener la otra tesis de que las acciones se anticipaban; porque no se hizo 
tal cosa, la declaración afecta sólo á Jos litigantes, al propio modo que el 
pacto del hermano primogénito con los adquirentes de los bienes, obligán- 
dole å él, rerulta ineficaz en lo que atañe al sustituto de quien se prescin- 
dió para el otorgamiento. Cuando terceras personas, que de buen grado no 
réconocieren el derecho de los sustitutos, ya purificado y expedito, hubie- 
ren de ser compelidas á entregar 6 satisfacer alguna cosa, sería necesaria 
otra sentencia, y para dictarla habrían de ser emplazados y vencidos en 
juicio lus tales terceros. 

Resultan, como se ve, insubsistentes y fútiles estos tres grupos de in- 
fracciones legales atribuidas por el recurso å la Sala sentenciadora » 


D. NICOLAS SALMERON Y ALONSO 


NOTAS BIOGRAFICAS 


"A decir verdad, no será la labor de Abogado la que más inmortalice al 
Sr. Salmerón. Y no por falta de méritos suyos en el ejercicio de la profe- 
sión, sino porque se ha destacado su figura con tan poderoso relieve en 
el campo de la filosofía, en la serenidad de la Cátedra y en el batallar de la 
política durante la época más azarosa de nuestra historia contemporánea, 
que la fama imperecedera conquistada en tan distintos 6 interesantisimos 
terrenos es bastante á relegar á segundo término la historia de cualquier 
bufete, siquiera sen éste de tanta importancia como el que afortunadamente 
dirige el Sr. Salmerón. Dicho queda con esto que figura nuestro biogra- 
fiado en la primera línea de los Abogados madrileños, y que, en tal con- 
cepto, merece, como 20, que mas, formar parte de nuestra serie de Letrados 
ilustres. 

En realidad, y por los motivos dichos, es bastante dificil hacer la bio- 
grafía de la vida forense de Salmerón. Es relativamente moderna y se en- 
cuentra algo obscurecida al lado del aspecto de republicano entusiasta, in- 
cansable y consecuente, que no sólo caracteriza al Sr. Sálmerón, sino que 
constituye en él una segunda naturaleza. 

Nació D. Nicolás Salmerón en Alhama Ja Seca (Almerla), en 10 de Abril 
de 1838. En la Universidad de Granada comenzó á estudiar las carreras de 
Derecho y Filosofía y Letras; mas, aunque por los años 1856 á 1857 pasó á 
Madrid á continuar sus estudios y terminó ambas carreras, no se recibió de 
Abogado hasta 1871, en el periodo de libertad de enseñanza, y lo hizo prin- 
cipalmente para poder defender la célebre asociación La Internacional de 
trabajadores. 

Discipulo predilecto del inmortal filósofo Sr. Sanz del Rio, distinguióse 
desde muy joven como profesor eminente y se consagró å la enseñanza, lle- 
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gando paso 4 paso y tras diversas y reñidisimas oposiciones á ocupar la 
Cátedra de Metafísica que hoy desempeña en la Universidad Central, en la 
que es uno de los más prestigiosos y respetados Profesores. 

Conocidas sus avanzadas ideas, fué nombrado en 1867 miembro del Co- 
mité democrático, establecido secretamente en Madrid. Dió esto motivo á 
su prisión, que sufrió durante cinco meses en la antigua Cárcel del Sala- 
dero, y puesto en libertad, conquistó extraordinaria importancia política y 
fué Diputado en 1871, Ministro de Gracia y Justicia en 1873, Presidente 
de la República en el mismo año, y habiendo dimitido esta elevadisima 
Magistratura por oponerse, consecuente con sus ideas, á la imposición de 
la pena de muerte, ocupó la presidencia de la Cámara hasta el golpe de 
Estado de 3 de Enero de 1874. 

Perseguido por el Gobierno de la Restauración en 1875 y 1876, ee vió 
obligado á refugiarse en Paris, donde permaneció hasta el año de 1882 en 
que regresó å España, siendo reintegrado en su Cátedra y consagrándose á 
las tareas de su bufete y á la propaganda de sus ideas. 

Acaso el período culminante de su vida de Abogado fué el de la expa- 
triación á que acabamos de referirnos, pues en París conquistó tan sólida 
fama que llegó á ser el Abogado imprescindible de la Colonia españolá y 
americana, cuyos intereses supo defender 4 maravilla, luciendo su ilustra- 
ción y su talento en todas las cuestiones, y muy especialmente en las más 
árduas é intrincadas de Derecho internacional. 

Ya en Madrid se ha cimentado también aquí su reputación, y es unode 
los Abogados que con mayor frecuencia visten la toga y que más interés 
despierta con sus informes. Hace muy poco tiempo dábamos cuenta en la 
Revista de una de sus más brillantes oraciones forenses en pleito sobre in- 
terpretación del art. 15 del Código civil. 

De su oratoria nada hemos de decir. ¿Quién no la conoce en España? 
Vigorosa, severa, más cientifica que maliciosa, de tonalidades vibrantes y, 
en ocasiones, estruendosas, sorprende al auditorio y se impone å él. 

A diferencia de Gamazo, Maura y Cobeña, de quienes ya hemos dicho 
que son Abogados ante todo y que como tales se muestran en los diferentes 
aspectos de su vida, Salmerón es siempre filósofo en el pensar y tribuno 
en el decir, y en cualquiera de sus informes se adivina fácilmente al Cate- 
drático siempre estudioso y al propagandista curtido en los azares de la po- 
lítica al uso hace treinta años, bien distinta, por cierto, de la del día. 

Salmerón fué redactor de La Discusión y de La Democracia, y tradujo, 
en unión de Fernández de los Rios y Rodriguez Pinilla, los Estudios sobre la 
Historia de la Humanidad, de Laurent. 

Es notabilísimo su trabajo sobre el Concepto de la Metafísica inserto en 
la Revista de la Universidad de Madrid, asi como sus Discursos parlamentarios, 
editados en Madrid en 1881. 
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ALEGACION EN DERECHO 
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Para mayor claridad en la exposición de Jas cuestiones que se ventilan, 
conviene establecer la debida distinción entre los capitales elementos que 
han de servir de base á la formación de un juicio cabal y exacte, á saber: 
1.9 Antecedentes de las reclamaciones promovidas por el demandante y re- 
rumen de jos hechos relacionados con ellas. 2° Pruebas aducidas por mi 
parte, consistentes en los documentos que obran en autos y en las posicio- 
nes absueltas en la primera y en la segunda instancia. 3.9 Fijación de las' 
cuestiones tales como resultan planteadas en vista de los hechos probados. 
4.9 La sentencia apelada, cuyo examen y discusión debe efectuarse en rela- 
ción con aquellas cuestiones. Y 5.2 Fundamentos legales 6 exposición de los 
preceptos de la Ley y declaraciones de doctrina que han sido infringidos 
por la sentencia apelada, y que no ya justifican sino imponen su revocación. 


- 141.—Antecedentes. 


En 1.9 de Mayo de 1886, la representación legal de la Excma. Señora Do- 
ña Josefa de Manzanedo entabló demanda contra la Excma. Sra. Duquesa 
viuda de Santoña, solicitando del Juzgado que declarase nulos y de ningún 
valor la Memoria ológrafa escrita por el Duque de Santoña en 7 de Febre- 
ro de 1882 y el codicilo que otorgó en Santoña en 15 de Agosto del pro- 
pio año. ~ 

Como antecedentes de la reclamación, la parte actora comenzaba con- 
signando que el Sr. D. Juan Manuel Manzanedo otorgó testamento nuncu- 
pativo ante el Notario de esta Villa D. José Maria de Garamendi, en 6 de 
Mayo de 1862; y que, temeroso, por la debilidad de su carácter, de ser algún 
dia víctima de los manejos y sugestiones de personas codiciosas de su for- 
tuna y que intentaran torcer ó burlar su voluntad de distribuir una parte 
del quinto de sus bienes entre las ligadas á él por los vinculos del paren- 
tesco ó del cariño, dispuso de dicho quinto coio le plugo en un pliego ce- 
rradu que unió á su testamento, dictando para garantir el estricto cumpli- 
miento de su voluntad, la cláusula 12.8 del mismo, que literalmente dice: 
«Si durante mi vida fuese mi voluntad variar, modificar ó anular todas 6 al- 
gunas de las cláusulas que contenga el pliego cerrado que se hace mención 
en las precedentes (cláusulas) ó aumentar otras, se desglosará de este re- 
gistro dicho pliego cerrado, dejando nola de habérseme entregado bajo mi firma, 
con expresión de la fecha en que, en virtud de mi derecho, otorgue codicilo 6 
nuevo testamento, con pliego cerrado ó sin él.» | 

Claramente se advierte el propósito preconcebido de atribuir á la clau- 
tula preinserta determinada significación y transcendencia, presentándola 
bajo el gratuito y ofensivo supuesto de la debilidad de carácter del Sr. Man- 
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zanedo, como medida le precaución adoptada contra la exigencias, coac- 
ciones y manejos de personas interesadas en torcer su voluntad; pues si la 
indole legal que se pretende afirmar de aquella cláusula resultara de los 
conceptos expresados y de los términos mismos en que está concebida, no 
tendrían explicación ni la imputación ofensiva de flaqueza moral de que 
para calificarla jurídicamente se parte, imputación que no puede formular- 
se sin gran violencia por una hija contra su padre, ni el empeño que revela: 
la adversa en subordinar la interpretación de la cláusula á móviles inter- 
nos, subjetivos, que impulsaran al testador á dictarla, con que se cae en el 
absurdo de estimar que pueda atribuirse á los mismos conceptos valor juri» 
dico diverso, según la condición peculiar del carácter de su autor. Esos gra- 
tuitos supuestos de debilidad de carácter y de temor á extrañas sugestiones, 
aunque Jlegara á demostrarse que realmente habían existido, no podrían con: 
vertirse en argumento contra el derecho creado por una posterior disposición 
testamentaria, cuando el Sr. Manzanedo, lejos de poner trabas y limitacio- 
nes á Jas ulteriores decisiones de su voluntad, se reservaba expresamente el 
derecho de «otorgar codicilo 6 nuevo testamento con pliego cerrado 6 sin 
él», precisamente en la misma cláusula que se invoca de adversa para in- 
validar sus últimas disposiciones. 

Hechos posteriores al testamento otorgado por el ño: Sr. Duque de 
Santoña en 6 de Mayo de 1862, ponen de manifiesto el eambio operado en 
su situación y en sus relaciones de familia, y determinan de un modo ra- 
cional y legítimo el proceso de evolución de su voluntad hasta la hora de la 
muerte, señalándose como dos capitales momentos de esa evolución aque- 
llos en que el testador redactó la Memoria ológrafa y dictó el codicilo, cuya 
validez impugna temerariamente la representación de la heredera. 

Patentizan al propio tiempo esos hechos posteriores y esos cambios natu- 
rales en la voluntad del Sr. Manzanedo, que son perfectamente gratuitos los 
imaginarios supuestos á que se recurre para desnaturalizar la cláusula 12.* 
de su testamento, y engendrar desde los comienzos un falso prejuicio que 
favorezca su interpretación en determinado sentido, radicalmente contrario 
á su espiritu y á su letra; pues no cabe imaginar que en la nueva situación 
creada por eu matrimonio con la señora que es hoy su viuda, y en el vivo 
deseo, cien veces atestiguado, de rendir tributo 4 los nobles y acendrados 
afectos del amar conyugal, dejara subsistente el Sr Duque de Santoña una 
cláusula que tuviera, ni de lejos, el carácter y la transcendencia que preten- 
de atribuirle la representación de su hija y heredera, convirtiendo en obs- 
táculo insuperable 4 Jas futuras decisiones de su voluntad la propia decla- 
ración en que anuncia el propósito de modificar las que había dictado ó de 
dictar otras en viriud de su derecho. 

Queden, pues, á un lado las malévolas insinuaciones que la adversa 
dirige contra mi poderdante, al intento de prejuzgar, adulterándola, la 
indole de la cláusula testamentaria y de combatir con tan fantásticos au- 
puestos, que denuncian la falta de otros positivos recursos, la última volun- 
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tad del Sr. Duque de Santoña. Lo que importa discutir, ae Iq. aie 
en su lugar, para fijar la condición jurídica, “de la referida cláusula lesta- 

mentaria y determinar consiguientemente su valot y efectos legales con 

relación 4 la Memoria ológrafa y al codicilo, cuya nulidad ‘se pretende, no 

6 si el Sr. Manzanedo dictó aquella cláusula ó incorporó al testamento el 

pliego cerrado por debilidad de carácter ó por temor á sugestiones de quien 

quiera, sino exclusivamente el valor y eficacia de los términos. mismos en 

.que aparece formulada la repetida cláusula, independientemente | de las- 
ondiciones personales del testador 6 de los móviles que le impulsaran á 

dictarla, los cuales, ora fuesen ciertos, ora, imaginarios como realmente lo 

son, no podrían dará la cláusula testamentaria una transcendéncia y un 

valor que no resulta de su propio contexto. : 

Consigna luego la parte actora que habiéndose ‘suse el Duque, y apre- 
miado por las exigencias de su esposa, á quien transmitió en dote, arras y 
otras concesiones una buena parte de su caudal, vióse obligado, para ase; 
gurar la paz doméstica, á otorgarle una Memoria ológrafa, derogatoria de 
-aquella otra secreta que había escrito en la plenitud de Su libertad. 

Es muy de notar cómo la representación de la parte actora persista en 
la triste tarea de cubrir con la ignominia de una. pusilanimidad degradan e, 
<l nombre y la memoria del Sr. Manzanedo, y en presentar bajo odiosas 
perspectivae, inventando ó fulseando los hechos, las supuestas exigencias; 
de mi poderdante. Y es digno de ser notado este proceder, porque si de un, 
lado rebaja la condición de los actos y de las personas, sacrificando los más. 
nobles afectos de la piedad filinl en aras del interés que ce persigue, revela, 
de otro lado la penosa necesidad de esgrimir tales armas en defecto de otras. 
mejores, 

Triste y dolorosa necesidad por cierto; pues, aun dado que los hechos 
hubieran ocurrido como el actor los describe, la Memoria ológrafa no per- 
deria absolutamente nada de la fuerza que por sí misma hubiera de tener. 
Que ningún acto jurídico puede invalidarse por causa de coacción que no 
alcance aquel grado que pueda violentar á varón fuerte, y como quiera que 
la representación de la heredera comienza precisamente por negar ese ca- 
vácter al Sr. Manzanedo, el argumento claudica por su base. Resulta, pues, 
«como acto voluntario, sin desnaturalización posible, el hecho de que el 
Sr. Duque de Santoña hizo en 7 de Febrero de 1882 una Memoria ológrafa, 
— en que robusteció con una nueva declaración «de expresa, deliberada y 
terminante voluntad», á que dió todavia más tarde solemne consagración en 
-3u codicilo, — todas las concesiones que había hecho á su consorte. De todo 
-ello se deduce que, lejos de ser la referida Memoria ológrafa una concesión 
arrancada á la violencia 6 á la sugestión, aparece concebida y formulada 
-como un acto de voluntad firme, continua y consecuente en las relaciones de la 
vida conyugal. 

Prescindiendo de todas estas razones y perseverando en su empeño de 
«ue prevalezca el pliego cerrado unido al testamento otorgado por el Du- 
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que de Santoña en 1862, recuerda el actor que en la cláusula 14.8 de éste 

ordenó el testador que si su hija y heredera ponia obstáculo ó dificultad al- 

“ guna á que se cumpliese Jo que en la Memoria secreta había dejalo dis- 
puesto, perdiera la parte que sobrase del quinto y acreciese á los legatarios 
en la proporción que le plugo establecer. Tan firme era, continúa diciendo, 
el propósito del Duque «de que los favorecidos en el pliego cerrado parti- 
cipasen de su liberalidad». 

Es indudable que en la cláusula 14.2 que se cita, impuso el Sr. Manza- 
nedo una sanción que obligara á rus herederos å respetar los legados que 
habia establecido; pero, ¿implicaba ni podía implicar la existencia de esa 
sanción el propósito de tener por irrevocable hasta el din de ru muerte su 
voluntad en ese punto? Evidentemente no; y lejos de ello, no sólo habla 
previsto que podía variar de resolución, sino que en la cláusula 12.4, ante- 
riormente transciita, fe reservó exprefamente el derecho de modificar y 
aun de rehacer sus disposiciones testamentarias. De suerte que el respeto 
que aconsejaba å sus herederos y la sanción que les imponía en da referida 
cláusula 14.2 para el caso de que pusieran algún obstáculo al cumplimien. 
to de su voluntad, no se refería sólo á las disposiciones contenidas en e) 
pliego cerrado, sino á todas las que pudiera dictar posteriormente, al tenor de 
la reserva expresa consignada en la cláusula 12.2 

Pero hay más: aun cuando no hubiese hecho remejante reserva, jamás 

podría invocarse en materia de últimas voluntades la firmeza de un anti- 
guo propósito para invalidar disposiciones testamentarias posteriores por 
las cuales resulte en todo ó en parte contradicho aquel propósito, ni es ul: 
cito tampoco negar perfecta validez á la disporición posterior, por no ha- 
ber expresado su justificación 6 sus motivos, pues son principios incontro- 
vertibles que la voluntad es ambulatoria hasta la muerte, y la libertad del tes- 
tador tan omnimoda, dentro de los límites y bajo las formas determinadas 
por las Leyes, que no ha menester dar razón ni explicación de cuantos cam- 
bios quiera introducir en sur disposiciones testamentarias. l 

Aunque dada la existencia del codicilo de que luego hablaremos, y en 
el cual se cuntiene la última voluntad del Sr. Duque de Santoña, es de im- 
portancia secundaria la cuestión de la Memoria oldgrafa para el rerultado 
positivo y final de este pleito, habremos de tratar en lugar oportuno de su 
valor legal, como lo discutimos en la contestación á la demanda, siquiera 
sea para no dejar incontestado ninguno de Jos puntos puestos á discusión 
por el demandante; pero séame aqui permitido llamar la ilustrada atención 
de la Sala hacia la importancia que en el proceso lógico de los hechos en- 
cierra la Memoria en cuestión, como uno de los jalones que marcan por 
modo preciso la evolución de la voluntad del señor Duque de Santoña á 
partir del aa y pliego cerrado de 1862, pasando por la repetida 
Memoria ológrafa de 7 de Febrero de 1882, y llegando en fin al codicilo 
otorgado en Santoña en 15 de Agosto del mismo año. 

Asi se explica fácilmente que la representación de la heredera manifies- 
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_te tanto interés en combatir la validez de la Memoria, y que haya solicita- 
do juntamente eu nulidad y la del codicilo, aun constándule que aquélla 
sólo tiene Ja importancia secundaria de que queda hecho mérito. Y en Ja 
obcecación de su empeño, extremando, roto el freno de la piedad filial, la 
saña contra el testador, la representación de la hija y heredera del Sr. Du- 
que de Suntoña aprovecha esta óportunidad para atribuirle los vicios re- 
pugnantes de la perfidia y la doblez, después de habérnoslo presentado 
como tipo de flaqueza y poquedad de espiritu: en esto, como instrumento- 
de una voluntad ajena; en aquello, como marido que escarnece las relacio- 
nes conyugales en el momento mismo en que atestigua acendrado amor Á 
su consorte. Dice el actor en la demanda: «Como sabía (el Duque) que otor- 
gado el ológrafo sin observar el rito de Ja cláusula 12.8, ignorada de la viu- 
da, á mayor abundamiento, sin que le amparase disposición alguna reves- 
tida con las formalidades del derecho, era un papel mojado que de nada 
valía, ni -podia surtir efecto alguno legal ni jurídico, no se cuidó de otra 
cosa que de salir del compromiso en que le colocaban las exigencias de su 
consorte, aparentando complacerla». Quede, al lado de este pasaje, consigna- 
da Ja más enérgica protesta contra el supuesto gratuito que tiende á envi- 
lecer al Sr. Duque de Santoña, cuando la rectitud del razonamiento y la 
pureza del sentimiento moral obligaban á acatar la declaración auténtica 
de su voluntad deliberada, terminante y repetida. 

Al llegar al examen del codicilo otorgado por el Sr. Manzanedo, cuan- 
do postrado por la última enfermedad se sentía próximo á la muerte, la — 
representación de su hija y heredera parece gozarse en su obra de impie- 
dad y ensañamiento, procurando rodear de fombras la capacidad del testa- 
dor para obscurecer la verdad, y acumulando insinuaciones y reticencias 
que, sugeridas por el afán de herir á mi patrocinada, proyectan soni- 
brías odiosidades sobre Ja memoria del Duque de Santoña. De tal manera 
ha cabido corresponder, con el doble homenaje de] cariño y de la gratitud, 
al entrañable amor de su padre la hija piadosa y reconocida, á quien el 
Sr. Manzanedo ennobleció generoramente, elevándola á la condición de 
hija legitima, y atestiguándole la singularidad de ru afecto en el hecho 
que declara la cláusula 17.2 del testamento, de haberla legitimado por el 
“ procedimiento extraordinario de un rescripto. 

Para prevenir, desde luego, el ánimo contra la validez del codicilo, co- 
mienza, en efecto, por insinuar en la demanda que «la parálisis que ya ha- 
bia invadido al Duque y privádole de todo movimiento», inducia á dudar 
que le dejara en estado de lucidez mental y con habla expedita, como afir- 
man; 4 más del Notario y los testigos, los tres Médicos que concurrieron al 
~ acto. Contra tales insinuaciones, que la adversa no ha tenido el valor de 
producir con el carácter de una acción formal, y que, en definitiva, ha con- 
denado ella misma ul desprecio, declarando que no ha de contradecir ni 
poner en duda siquiera la afirmación de los Médicos y Jos testigos; contra 
tales ineiyuaciones, repetimos, no hemos de pararnos å oponer el testimo- 
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nio legal y el dictamen facultativo, que constan en un documento autént?- 
co. Quedan como expresión de sombría maledicencia que no osa afrontar 
la luz de la verdad, y s6lo merecen en rigor notarse por el relieve que pres- 
tan á las condiciones morales que exornan las pretensiones de la demanda. 
Mas, como tomaiydg pie, siquiera lo ponga en falso, de esas sospechas 
que no se ha atrevido a depurar, formula la adversa un argumento con que 
intenta demostrar Ta nulidad del acto del otorgamiento del codicilo, no 
queremos dejar de analizarlo para evidenciar que, sj flaquea en absoluto 
por su base, no es menos endeble y falsa la trama del razonamiento. 

Plantea el siguiente dileina: «O el Duque, dice, tenía expedita y clare 
su inteligencia, ó no. Silo primero, estaban en igual estado de integridad 
las facultades gue la constituyen»; y para demostrar el consiguiente de es- 
ta proposición condicional, «da como hecho hoy indubitado que todas esas 
facultades se confunden y resumen en la inteligencia, al punto de que no 
es posible que se euprima una de ellas sin que de hecho instantáneamente 
queden suprimidas todas las demás»; citando como prueba de' que «eso es 
una verdad reconocida é indiscutible en medicina legal» la autoridad de 
Flourens, y aduciendo en el orden psíquico la antigua teoría escolástica de 
la unidad absoluta de las facultades mentales, con que concluye afirmando 
que en este caso el Duque debió recordar el testamento que habla otorga- 
do en 1862, y su cláusula 12.8, y entonces no observó intencionalmente el 
estatuto de dicha cláusula, para aparentar asi, ya moribundo —£on gus pa- 
labras—que obedecía á la tiranía de su mujer, y alld en su interior burlarse 
de ésta acogiéndose á la cláusula ad cautelam, ignorada de su consorte. 

Podríamos prescindir de esas lucubraciones fisiológicas y psicológicas 
relativas 4 la unidad absoluta de las facultades mentales, porque, aun acep- 
tándolas, como si estuviesen fundadas en datos positivos de la ciencia, no 
podrían ejercer ninguna influencia en la resolución de las cuestiones que 
se ventilan; pero bueno gs consignar que ni la autoridad que se invoca pue- 
de ya serlo hoy, porque los progresos de la investigación científica han 
contradicho, no ya con otras opiniones, sino con hechos, la teoría de Flou- 
rens; ni la cita que de ésta se hace tan vagamente es exacta, sino que se 
aplicación al caso que sé supone es contraproducente de Jo que con ella se 
pretende demostrar; ni en fin, la doctrina que da la adversa por indiscutible 
en medicina legal, se profesa ya hoy en ninguna de las escuelas, y pudié- 
ramos decir de las naciones de Europa. 

Con efecto, cuando Pierre Flourens publicó sus obras De la vie el de l' in- 
felligence, 1858; Psychologie comparée, ou de la Raison, du génie et de la fo- 
lie, 1861, y De la phrenologie et des études urases sur le cereau, 1863, á una de 
las cuales necesariamente se ha de referir la vaga cita que con el solo nom- 
Lre del antor se hace, no. habian comenzado todavia las investigaciones $0: 
bre localización de las funciones cerebrales, que iniciaron en Alemania los 
tisiológos Fritsch é Hitzig en 1870, con que dicho se está que cuanto Flou- 
yens expuso correspondía 4 un estado de la ciencia en que no se había aub 
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reconocido la diferenciación orgánica y funcional del cerebro. Pero hay 
más todavía: en la última de las mencionadas obras, á la cual se refiere sin 
duda la adversa, porque en ella es donde expone el resultado de sus expe- 
riencias sobre los cerebros de los animales el fisiólógo francés, se establece 
una radical distinción entre el cerebelo y los hemisferios cerebrales, deter- 
minando aquél como el asiento exclusivo del principio que coordina los movi- 
mientos de locomoción y éstos como el órgano exclusivo de la inteligencia (pa: — 
gina 133); de suerte que el cerebelo ejerce sus funciones sin el cerebro y vice- 
versa. Asi, sostiene Flourens que con la destrucción ó lesión del cerebelo 
no se extingue ó altera más que la coordinación del movimiento, sobrevinien- — 
do los fenómenos de las. parálisis mientras queda integra la inteligencia (pa- 
gina 191). Y á tal punto llevaba sv opinión en esa separyción de órganos y 
funciones, que no admitía que hubiera parálisis de erigen cerebral. 

Es, pues, evidente que tratándose del estado de parálisis en que supone 
la adversa se hallaba el Duque de Santoña, y del cual parte para formular 
su argumento, lejos de servir la autoridad de Flourens para demostrar que 
debió necesariamente producirse la perturbación ó la pérdida de la inteli- 
gencia, demostraría precisamente todo lo contrario. 

Las investigaciones que desde 1870 se han venido realizando con tan 
prodigiosa fecundidad por la aplicación del método experimental, han de- 
- mostrado por modo irrefragable la diferenciación orgánica y funcional del 
cerebro que Floureus no llegó á conocer, y que hoy constituye la base fun. 
damental incontrovertible de la Psicología fisiológica. Y como no queremos 
oponer un vago aserto á la arrogante afirmación de la adversa, de que es in- 
discutible en medicina legal la doctrina que aduce, vamos å precisarlo y auto- 
rizarlo citando algunas, ya que todas sería por extremo prolijo y difícil, de 
las obras de los maestros mas eminentes de la ciencia en diversas naciones 
de Europa, con el sentimiento, dioho sea de paso, de no poder incluir entre 
ellas un nombre español. Hifzig, Privat-docens en la Universidad de Berlin: 
Untersuchungen über das Gehirn, 1874 (Investigaciones sobre el cerebro).— 
Charcol, Profesor en la Facultad de Meaicina de Paris: Leçons sur les locali- 
sation dans les maladies du cerveau el de la moelle epiniére, 1878-80.— Ferrier, 
Profesor en el Colegio Real de Londres: De la localisation des maladies céré- 
brales (traducción francesa, 1980). —Ex-er: Untersuchungen über die localisa- 
tion der functionen in der Grosshirnrinde des Menschen; Viena, 1881 (Investi- 
gaciones sobre la localización de las funciones en la corteza del cerebro del 
hombre).— Charcot et Pitres, Profesores en las Facultades de Medicina de 
Paris y Burdeos respectivamente: Elude critique et clinique de la doctrine des 
localisations motrices dans l’ écorce des hemispheres cerebraux de l’homme, 1888. 
—Nolhuagel, Profesor en la Universidad de Jena: Tratlé clinique des mala- 
dies de l’ encephale bassé sur |’ étude des localisations (traducción francesa, 1885). 
—Luciani é Sepille: Le localizzazioni funzionali del cervello; Nápoles, 1885. — 
Broca: Memoires sur le cerveau del’ homme el des primates; 1888.—En todas 
esas obras se sienta como hecho independiente de toda teoria, y por con- 
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secuencia fuera de cuestión entre las distintas interpretaciones y opinio- 
ner, la diferenciación orgánica del cerebro y la multiplicidad de funciones 
mentales; y señaladamente por lo que hace á los cas:s de parálisis, habién- 
dose reconocido, contra lo que opinaba Flourens, que pueden provenir de 
lesiones cerebrales, es un hecho también indisputable que se producen las 
parálisis cerebrales sin que determinen perturbación en la inteligencia ni 
en la palabra. 

Sobre la base de los. datos positivos que viene fijando la investigación 
experimental, se reconoce hoy en suma, sin contradicción, por todos los sa- 
bios investigadores el principio de la diversidad de funciones mentales y 
de su localización en distintas regiones del cerebro, determinándose en 
consecuencia diversos centros de movimiento, de sensibilidad, de idea- 
ción, etc., cuya existencia explica que haya lesiones cerebrales en las cua- 
les se pierdan 6 se perturben unas funciones y se conserven integras otras, 
como sucede aun entre aquellas que parecen más íntimamente ligadas. Así 
acontece con el habla, en cuanto función mental, que se pierde por lesión 
ó destrucción de la tercera circunvolución frontal (según ha demostrado 
Broca), «ubsistiendo otras funciones intelectuales y aun la misma facultad 
para escribir las palabras. Todo lo cual obliga hoy á concebir la inteligen- 
cia como una complejidad de funciones que se ofrecen en una gran diver- 
sidad de estados y de grados, siendo la caracteristica del estado racional la 
correlación y concierto (consensus) de esas funciones. Y no hay que decir lo 
absurdo que sería confundir ó equiparar esos diversos estados y grados, 
como si se requiriese el mismo vigor, la misma intensidad mental para 
dictar, obedeciendo á los impulsos del afecto, una sencilla disposición tes- 
tamentaria, que para dilucidar un problema científico, ó combinar con la 
seguridad del cálculo una complicada especulación financiera. l 

Véase, pues, á lo que queda reducido el valor de la teoría que se aduce 
de adversa para demostrar el consiguiente de la primera proposición condi- 
cional de su dilema. 

Mas aun cuando diéramos por verdadera esa teoría y hasta por incon 
trovertible, como con arrogante suficiencia re dice; y aunque prescindiéra- 
moe, por otro lado, de la fábula de la tiranía de mi defendida en que de nue 
vo se hace representar un odioso repugnante papel falsario al Sr. Duque de 
Santoña en la hora solemne de la muerte, nada, absolutamente nada se po- 
dría concluir contra la validez del acto del otorgamiento del codicilo, por 
cuanto el actor deja sin demostrar que la precitada cláusula 12.8 del testa- 
mento sea realmente cláusula ad cautelam. No es, por tanto, el valor de ese 
primer extremo del dilema el de una verdad demostrada, como se exige 
para que haya conclusión, sino el de un mero supuesto por demostrar. 
Todo el argumento de la adversa en este punto queda, pues, reducido á lo 
siguiente: supuesto que el testamento contiene cláusula ad cautelam, el co- 
dicilo es nulo; 6 lo que es igual, todo el razonamiento estriba en una afir- 
mación condicional, hipotética, y, mientras conserve este carácter, gra- 
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tuita. Más adelante demostraremos que el supuesto no existe, ya que el 
actor se queda en el supuesto, tomándolo como base de toda su argumen- 
tación. E _ 

Consiste el segundo término del dilema en sfuponer que el Sr. Duque de 
Santoña no hubiera tenido expedita y clara su inteligencia si hubiese per- 
dido la memoria; mas como quiera que la adversa recoge sus maliciosas re- 
ticencias, después de vertidas, y acaba por declarar que no contradice, ni 
pone siquiera en duda, «que el Duque se hallaba en el completo uso de sus 
facultades intelectuales y habla expedita», aceptando el doble testimonio 
legal y facultativo que garantizan la capacidad del testador, fuera ocioso y 
anómalo insistir en un supuesto que previamente ha negado el mismo que 
osara aventurarlo. 

Pasando á examinar el codicilo y á señalar contradicciones entre éste y - 
las anteriores disposiciones testamentarias, asienta el actor la extraña teo- 
ría de que Jas anteriores deben prevalecer sobre las posteriores, en el caso - 
de que exista contradicción; y sin tomarse el trabajo de demostrar la natu- 
raleza jurídica de la cláusula 12.8 del testamento, insiste en afirmar que, 
no habiéndose sujetado el codicilo al estatuto de esa cláusula, es patente la 
voluntad del Duque de que el tal codicilo no tuviese valor alguno. De tal 
suerte urde sus razonamientos y precipita Jas conclusiones, convirtiendo en 
premisas sólidamente establecidas las meras hipótesis. 

Ratificadas en el codicilo—prosigue Ja adversa—las anteriores disposi- 
ciones testamentarias, ya no hay disposición posterior que derogue la ante- 
rior; de donde concluye que en la contradicción entre ellas han de prevale- 
cer las anteriores, segúr. —añade—se desprende, á mayor abundamiento, de 
la cláusula 3.2 del codicilo, en que, al declarar que era su voluntad se tu- 
viese como parte integrante del testamento, subordinó, es su frase, el codi. 
cilo al testamento. Es verdaderamente inexplicable, por lo peregrino, el 
aserto de que por virtud de esa cláusula confirmatorial, que es de rúbrica 
en los codicilos, se haya de entender que las disposiciones codicilares que- 
dan postergadas respecto de las contenidas en el testamento 4 que se refie 
ren. De aceptar tesis semejante, habría que proecribir por inútiles los codi- 
cilos, puesto que no tendrían jamás objeto si hubieran de limitarse å con- 
firmar las disposiciones testamentarias y fueran enteramente nulos en 
cuanto las modificasen ó contradijesen. 

Precisamente el codicilo se hace para ampliar, suplir 6 modificar las 
disposiciones testamentarias, y para ese fin y con ese carácter se introdujo 
en las formas del derecho ésta de condición menos solemne, habiéndose 
entendido siempre que el codicilo, como expresión de voluntad posterior, 
deroga ó modifica las disposiciones anteriores hechas en testamento, y que 
en las contradicciones que entre uno y otro puedan resultar, prevalece el 
codicilo, quedando vigente el testamento en todo lo demás en que no haya 
diferencias ó contradicciones. 

Al analizar las disposiciones del codicilo, intenta negar el actor la pre- 
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eminencia otorgada á la Memoria ológrafa sobre las demás disposiciones 
testamentarias anteriores; siendo de notar en este punto que, al ratificar 
' el Sr. Manzanedo en la cláusula 1.3 del codicilo «las disposiciones testa- 
mentarias antes otorgadas», frase que exprera la naturaleza especial del 
codicilo, añade, y ésta es notoriamente peculiar expresión de la voluntad 
del testador «y muy especialmente ratifica y confirma la Memoria que escrita de 
su puño y letra tiene entregada á su legitima esposa». No se concibe, des- 
pués de tan explícitas y terminantes manifestaciones, que la adversa se 
funde en la ratificación que contiene la primera cláusula del codicilo res- 
pecto de las disposiciones anteriores para sostener la preeminencia exclusi- 
va del testamento, negándola á la Memoria ológrafa, cuando por manera 
tan terminante y concreta la confirma y ratifica con especial preferencia el 
señor Duque de Santoña. Y como quiera que la Memoria, aunque haya si- 
do modificada por el codicilo en lo que hace relación al legado del quinto, 
es un término erencial en la serie de las disposiciones adoptadas por el tes- 
tador que marcan la evolución de su voluntad, no es posible dejar de rele- 
var la preferencia que Je da el codicilo, por cuanto en ella se confirman y 
sancionan las concesiones que en vida había otorgado el Duque á su con- 
sorte, ordenando que quede á favor de ésta el quinto de sus bienes en el 
caso de que su heredera promoviera alguna reclamación. 

Solamente partiendo del absurdo de suponer. que se mantienen vigen- 
tes 4 la vez todas las disposiciones dictadas en diferentes tiempos y por 
muy diversos motivos, cabe imaginar que exista contradicción entre unas 
y Otras. Dislingue lempora el concordabis jura. Si el actor hubiera presentado 
las disposiciones tertamentarias del Duque de Santoña en la serie y por el 
orden en que realmente se han producido, habría desaparecido la confu- 
sión que se esfuerza por crear al formular sus reclamaciones. 

Pensando el Sr. Manzanedo á la hora de la muerte en la doble obra de 
cultura y caridad que habia realizado en el pueblo de su nacimiento, y 
queriendo asociar á ella el nombre de su es] osa y config la el manteni- 
miento del Hospital y del Colegio, dictó la cláusula segunda del codicilo, 
por la cual dió al quinto de sus bienes el destino á la par más noble y 
piadoso y el más conforme con el natural cambio de voluntad producido 
después de su matrimonio y ya atestiguado con la Memoria ológrafa. No 
aparece, por tanto, el codicilo como una disposición meramente contra- 
dictoria del pliego cerrado, cago en que sin duda debería también prevale- 
cer, sino como una verdadera síntesis de los sentimientos que dominaban 
el alma del Sr. Manzanedo en los últimos instantes de su vida. Entre esos 
sentimientos, que son los naturales en la hora suprema vecina de la muer- 
te y los bastardos y viles que le atribuye la representación de su hija para 
sostener el absurdo jurídico de que prevalezca el pliego cerrado de 1862, 
sobre el codicilo de 15 de Agosto de 1882, queda á toda conciencia sana el 
decidir qué es lo más lógico y qué es lo más humano, 

Precisemos ahora en términos concretos los hechos que constituyen la 
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base del juicio que, en grado de apelacion; está llamada å Pao a 
la Sala: 

1.2 En 6 de Mayo de 1862, el Sr. D. Juan Manuel Manzanedo see 
testamento nuucupativo, ante el Notario de esta villa D. José Maria de 
Garamendi. 

2.° En un pliego cerrado, que el Sr. Manzanedo unió al testamento, 
distribuyó una parte del quinto de sus bienes en favor de varias. personas. 

3.2 En la cláusula 10.2 de su testamento, el Sr. Duque de Santoña de- 
terminó el objeto del pliego cerrado, manifestando que era su «expresa y 
terminante voluntad» hacer algunas mandas y legados (por cuenta del. 
quinto de sus bienes), y disponer otras cosas que quería permaneciesen secre- 
las ¿ignoradas hasta después de su muerte; á cuyo efecto, lo consignaba todo 
en pliego cerr:do y tellado, prohibiendo, absolutamente, que antes de su 
fallecimiento se abriera dicho pliego per persona alguna. 

4.° En la cláusula 12.2 del propio tertamento, á la cual se pretende 
atribuir el carácter de cláusula especial derogatoria ó ad cautelam, y cuyo te- 
- nor literal queda anteriormente transcrito, el testador se limita å afirmar su 
derecho de otorgar codicilo 6 nuevo testamento con pliego cerrado 6 sin él, 
si durante su vida fuese fu voluntad variar, modificar ó anular todas 6 al- 
gunas de las cláusulas contenidas en el pliego cerrado, ó aumentar otras, 
no estableciendo, para este caro, ninguna precaución, ninguna garantia pre- 
via (que es el único rentido gramatical, legal y jurídico de la llamada cláu- 
sula ad cautelam), sino limitándose å indicar el procedimiento que seguiría 
para retirar el pliego cerrado, despues, y no antes, de haber otorgado las 
nuevas disposiciones codicilares ó testamentarias que, en virtud de su dere- 
cho, tuviera á bien dictar durante su vida. 

5. En la cláusula 14.8 del testamento, el Sr. Duque de Santoña i impo- 
ne á su hija y heredera, así como å sue sucesores 6 å las personas que en 
su nombre se opusieran å sus mandator, la sanción de la pérdida del quin- 
to, en Jos siguientes términos, inspirados en una previsión verdaderamente 
profética: «14.9 Sin que sea visto dudar yo, ni por un momento, del entra- 
fable cariño con que mi hija Josefa corresponde al paternal amor que de 
todo corazón la profero, y estando persuadido, por lo mismo, que mirará 
siempre con respetuosa venl-acion todo lo que yo haga en vida y disponga 
para después de mi muerte, tengo el íntimo convencimiento de que cum- 
plirá y hará ee cumpla puntual y exactamente todo lo que yo deje dispuesto, 
sin que se ponga el más mínimo obstáculo á mi última voluntad; pero, si 
contra todas mis convicciones y esperanzas, llegara á reclamarse por dicha 
mi hija, los hijos de érta, sus rucesores ó personas en su nombre, el que 
no tuviera efecto ó se invalidase cualesquiera donación, manda ó legado, 6 alguna 
otra cora que altere, modifique 6 varie niis expresos y terminantes manda- 
tos, en el mero hecho de intentar semejante desacato 4 mi memoria y om- 
nimoda voluntad, quiero y mando que, aunque los legados que hago en el 
pliego reservado no completen el importe del quinte de mis bienes, pier- 
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dan mi heredera 6 sus sucesores dicho quinto por entero, y el remanente 6 
diferencia que resulte se reparta y adjudique en la furma que para ese re- 
moto ¿incretble caso dejo dispuesto en dicho pliego reservado, complacién- 
dome, no obstante, y repitiendo aquél, que ni del amor de mi queridisima 
hija, ni de la acreditada delicadeza y especial cariño hacia mi de su esposo, 
temo ni espero que se haga tal ofensa á mis cenizas.» Cómo ha respondido la 
hija y heredera del Sr. Manzanedo á eras sentidas sulicitaciones del amor 
paternal, dígalo por nosotros la patente temeridad del presente litigio, y 
los mismos recursos á que se apela para hacer valer pretensiones ¡ilegales é 

. injustas, dando al olvido que hasta la cualidad de hija legítima, en que se 
apoya para combatir las disposiciones de su padre y ofender sus cenizas, la 
debe 4 la generosa merced de una legitimación extraordinaria. 

La cláusula 14.* del testamento debe ponerse en relación con la 9.*, en 
la cua) ordenó el testador que fuesen respetadas por sus herederos las do- 
naciones que había hecho y que en adelante hiciera, y con la cláusula 16.4, 
en que encargó á sus albaceas que tuvieran muy presente y llevuran a eje- 
cución Jo que en la 14.8 dejaba prescrito. | 

6.° En correspondencia con Ja cláusula 14.2 preinserta, el Sr. Manzane- 
do puso al pie del pliego reservado una nota que literalmente dice: «En el 
caso de que mi heredera ó sus sucesores se opongan en todo 6 en parte al 
cumplimiento de mi voluntad, entiéndase que la diferencia desde el im- 
porte de mis legados al completo del quinto de mi fortuna, se distribuirá 
entre mi hermano 6 sus hijos D. Gabriel Manzanedo, D. José Manzanedo 6 
sus hijos, mi primo, el 80 por 100, y el resto entre mis demás parientes, 
sobrinos, sobrinas, etc.; todo conforme á lo que sobre este particular prevengo 
en la cláusula 14.2 de mi testamento.» Asi reafirmaba el Sr. Manzanedo su vo- 
luntad de imponer la sanción de la pérdida del remanente del quinto en el 
caso, que él tenia por increible, de que su hija hiciera á sus cenizas la ofensa 
de producir cualquiera reclamación contra los actos de liberalidad que ha- 

` bia hecho 6 hiciere hasta su fallecimiento. 

7.2 En 7 de Febrero de 1882 bizo el Sr. Duyue de Santoña la Memoria 
ológrafa cuya nulidad solicita en primer término la representación de su 
hija y heredera la Sra. Marquera de Manzanedo. En dicha Memoria decla- 
ró el Duque que era «su expresa, deliberady y terminante voluntad que se 
respetara y cumpliera en todas cus partes, ‘por sus herederos, albaceas y 
testamentarios, la escritura de arras y arignación de alfileres que habia 
otorgado á favor de su legitima y querida esposa Doña María del Carmen 
Hernández y Espinosa, ante el Notario D. Mariano Garcia Sancha, en la - 
villa de Madrid á 30 de Julio de 1879; y que ti alguno de sus herederos 6 
interesados promoviesen cuestión tobre el importe de dichas arras 6 por las 
adquisiciones que su espora hubiese podido hacer, que constan por lo asig- 
nado para alfileres, se entienda desde Juego como legataria y mejorada en 
el quinto de todos los bienes que dejare á su fallecimiento » No fué, pues, 
la Memoria una novedad sin precedentes, sino más bien la confirmación 
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de las concesiones que el Duque habia hecho en vida å su esposa, y la ra- 
tificación reiterada de la sanción que en el testamento y en el pliego re. 
servado había impuesto á la heredera para el cago de que no fueran respe- 
tadas rus disposiciones. 

8.2 En 15 de Agosto de 1882, el Sr. Manzanedo otorgó el codicilo, cuya 
nulidad pretende también Ja representación de su hija. En ésta, su última 
voluntad, el Sr. Duque de Santoña confirma y ratifica sus anteriores dis- 
posiciones tertamentarias, y muy especialmente la Memoria ológrafa å que el 
hecho precedente se refiere; lega á +u legítima erposa la Excma. Sra. Doña 
María del Carmen Hernández y Espinosa el quinto de todos sus bienes, 
derechos y acciones, señalando los bienes con que principal y expresamen- 
te ha de ser satisfecho dicho quinto, imponiendo á la legalaria la obligación 
de subvenir á las necesidades del Colegio y del Hospital fundados por el testador 
en Santoña; y declara, por último, ser su voluntad que erte codicilo se 
tenga como parte integrante de eu tertamento. 


11.—Pruebas. 


(Ya indica al principio en qué consisten las que aduce, y vmitimos 
esta parte del trabajo para que no resulte éste demasiado extenso para 
nuestro objeto). 


ILI. — Fijación de las cuestiones. 


Cuatro son las cuestiones que ce ventilan en este litigio, á saber: 

12 Sila cláusula 12.2 del testamento tiene 6 no, por su naturaleza ju- 
ridica, el carácter de cláusula ad cautelam. 

2.2 Si es 6 no válida, en razón de los requisitos dos por las leyes, 
la Memoria ológrafa de 7 de Febrero de 1882. 

3.2 Si es 6 no válido el codicilo otorgado en Santoña por el Sr. Manza- 
nedo en 15 de Agosto del propio año de 1882. 

Y 4,2 Si en virtud de Ja cláusula 14,2 del testamento, que impone la 
sanción de la pérdida del quinto, tiene ó no derecho la hija y heredera del 
Sr. Duque de Santoña á ejercitar la acción formulada en la demanda. 

Examinemos estas cuestiones por el orden en que quedan enumeradas. 

1.* cuestión.—La cláusula 12* del testamento de 6 de Mayo de 1862, 
literalmente inserta en Jos antecedentes, ¿es cláusula especial derogatoria 6 
ad cautelam en el sentido que determina la ley 22, tit. 1.9, Partida 6.* y 
ha declarado la jurisprudencia? ` 

Ez principio inconcuso.en materia de testamentos, que puede el hom- 
bre variar su voluntad hasta la muerte; y este principio, consagrado en la 
ley 25 de los expresados título y Partida, sirve de base á la doctrina sobre 
revocabilidad de los testamentos, por virtud de la cual, el primero «se pue- 
de desatar por otro que ere fecho después cumplidamente», según orde- 
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na la ley 21 de los repetidos título y Partida; ó en otros términos, «si reune 
todos los requisitos que para causar la revocación prescriben las leyeg», 
como. declara Ja sentencia del Tribunal Supremo de 26 de Noviembre 
de 1862. 

«Razones señaladas, y 4—establece, no obstante, la precitada ley 22, iu- 
vocada de adverso—porque magiier el testamento postrimero sea fecho aca- 
badamente, non se desataria el otro que ante fué fecho»; y entre las razones 
que dicha ley menciona, está Ja siguieñte, que es la que se pretende aplicar 
al caso en cuestión: «Cuando el testador dice: este mio testamento que agora 
fago quiero que vala para siempre e non quiero que vala otro que fuese fallado, 
que oviese fecha ante deste nin despues. Ca si acaesciese que este atal mudase de 
voluntad e ficiese otro testamento, non quebrantaria el otro que oviese ante 
fecho; fueras ende ei el testador dixese en el postrimero testamento señalada- 
mente que revocaba el otro, e que non tuviese daño a aquel testamento que 
agora facia las palabras que dixera en el primero.» O como dice el texto lati - 
no: ..... vel apposita clausula quod testamentum postea factum non valeat, nor 
rumpitur primum testamentum per secundum, nisi in eo de primo et de clau- 
sula mentio fiat. 

Con sujeción á este precepto legal, cuyo tenor literal hemos transcrito 
para evitar toda vaga referencia, fijando su espíritu en vista y razón de la 
integridad de £u letra, han aplicado los tratadistas el nombre y definido el 
concepto de cláusula derogatoria 6 ad cautelam. La definición doctrinal, uni- 
versalmente aceptada como clásica, es la siguiente: «Cláusula que pone un 
testador en cu testamento, declarando ser su intención que no sea válido ningún 
otro que pudiera hager en lo sucesivo, é no hallarse inserta en él tal expresión ó 
sentencia, que indica»; término esencial, característico este último, que se 
deriva directa, literalmente del texto de. la Ley, por el cual se exige que se 
diga en el testamento posterior que no han de ser obstáculo á su validez las 
palabras que el tertador hubiese consignado en el primero. De modo, que lo 
sustancial de la cláusula ad cautelam, es la frase ó rentencia puesta en el tes- 
tamento para que fe tenga por irrevocable (apposita clausula quod testamen- 
tum postea faclum non valeat), å menos que dicha frase ó sentencia se repro- 
duzca en el testamento posterior ó re haga, cuando menos, de ella una refe- 
rencia señalada, para que no dañen a la validez del último las palabras que en 
el primero dijera el testador (nisi in eo de primo et de clausula mentio fiat). 

Ahora bien: en la cláusula 12.8 del testamento del Sr. Duque de Santo- 
ña, á la cual se pretende atribuir el carácter de derogatoria, no dice el testa- 
dor que quiere que aquel testamento y el pliego cerrado å él anejo «valgan 
para siempre», y que «no quiere que valga otro que después hiciese», ni con- 
signa frase alguna cu: a reproducción ó referencia en el segundo sea con- 
dición para que quede revocado el primero, sino que limitándose á revocar 
las disposiciones testamentarias anteriores (cláusula 18.8%), afirma expresa- 
mente'en la misma claueula (12.8) en cuestión su libertad «de otorgar co- 
dicilos 6 nuevos testamentos con otro pliego cerrado 6 sin él», sin consig- 
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nar frase ni sentencia que haya de rer reproducida 6 mencionada en la dis- 
posición testamentaria posterior, ni determinar siquiera condición ninguna 
previa al otorgamiento del nuevo | testamento ó codicilo. 

Explica y corrobora el sentido con que la ley 22.2, tit. 1.9 de la Parti- 
da 6.2 fija la naturaleza.de la llamada. cláusula ad cautelam y alcance de la 
misma, la glora de Gregorio López, de la cual vamos 4 transcribir algunos 
“de los principales pasajes: «Tene tamen—dice el ilustre comentador de las 
Partidas—unam generalem conclusionem, quod ex quibuscungue conjecturis judici 
constare possit, quod testator voluit secundum testamentum praevalere, quod to- 
lletur primum, elianst secundum esset impliciter facium, non faciens mentionem 
magis expressam de clausula derogatoria in primo testamento expressa; hoc ideo, 
quia tota haec materia fundata est in praesumptione: voluntatis testatoris». De 
mudo que por cualesquiera conjeturas que pueda constar al Juez que el tes- 
tador quiso que prevaleciere el segundo testamento, ha de entenderse revo- 
cado el primero, aunque el segundo estuviere hecho sencillamente (-in re- 
quisitos especiales), tin hacer mención expresa de Ja cláusula derogatoria 
_incluida en el primer testamento; y esto, añade Gregorio López, porque to- 
da esta materia está fundada en la presunción de la voluntad del testador; con- 
clusión de la cual inmediatamente deduce que si después de diez años fuese 
hecho un segundo testamento, hay que suponer que el testador quiso que 
prevaleciese éste. Eo qua conclusione deducitur—dice—quod si post lapsum de- 
cem annorum factum fuerit secundum testamentum pi 'aesumitur lestatorem velle 
illud praevalere. 

Es decir, que si contra toda razón y contra el texto de la ley se quisiera 
suponer que es cláusula ad cautelam la 12.2 del testamento, tantas veces ci- 
tada, no valdría ese supuesto, según la más autorizada interpretación doc- 
trinal del precepto lega], para invalidar el codicilo de 15 de Agosto de 1882 
y para declarar subsistente en todas sus partes el testamento y pliego ce- 
rrado de 6 de Mayo de 1862, puesto que el Sr. Duque de Santoña ordenó 
que el codicilo fuere considerado como parte integrante de su testamento, 
lo cual equivalía á una revocación de éste en todo lo que estuviera en con- 
tradicción con sus últimas disposiciones; insinuó ya en la Memoria ológra- 
fa el propósito de legar el quinto á eu consorte en el caso de que la here- 
dera formulase oposición á sus mandatos, y sobre estas, no ya conjeturas 
cualesquiera, más expresas y terminantes manifestaciones del cambio de 
su voluntad, transcurrieron, no los diez años de que habla Gregorio López, 
sino veinte, desde el otorgamiento del testamento hasta que hizo el codi- 
cilo, el cual debe, en suma, ser necesariamente reconocido como la verda- 
dera expresión de su última voluntad, eguia tota haec materia fundata est in 
praesumptione voluntatis testaloris». 

Sirve mucho, añade la glora, para desc: ubrir ó conjeturar la voluntad del 
testador, el afecto que éste podía profesar A la persona instituida en el segun- 
do testamento: quod ad materiam hanc plurimum operatur magna affectatio ad 
personam institulam in secundo testamento, ad conjeclurandam mentem defuncti. 
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Otorgó su testamento el Sr. Duque de Santoña en 1862, cuando era sol- 
_ tero; contrajo luego matrimonio con, mí patrocinada; ocupó el amor conyu- 
gal lugar preferente en el corazón del Sr. Manzanedo, y acrecentado este 
afecto con el curso de los años, dió de él expresivos y reiterados testimo- 
nios á su exposa, de que entre otros muchos ofrecen elocuente ejemplo la 
escritura de arras de 3U de Julio de 1879 y la Memoria ológrafu de 7 de Fe- 
brero de 1882, antecedente inmediato del codicilo. Agréguese 4 esto que 
precisamente en el codicilo confió á su esposa el mantenimiento de las fun- 
daciones de beneficencia y enseñanza que habia creado en su pueblo, y se 
comprenderá cómo fué el codicilo la fiel expresión de los nobles y arraiga- 
dos sentimientos que en aquella hora solemne, vecina de la muerte, domi: 
naban el alma del Sr. Manzanedo. 

Viniendo ahora al examen de la doctrina legal en que pretende fundar 
la adversa la calificación jurídica de la repetida cláusula 12.2 del testamen- 
to, veamos lo que establece la única sentencia de 4 de Julio de 1881 que 
se cita en el segundo de los fundamentos de la demanda. Limitóre el actor 
á consignar la fecha de esa sentencia, absteniéndose de transcribir el texto 
de la misma, como se abstuvo más tarde de discutirla, eludiendo toda con- 
troversia. «Si bien es cierto, declara la sentencia citada, que, según el -prin- 
cipio consignado en la ley 25, tit. 1.9, Partida 6.2, la voluntad del hombre 
es variable hasta la muerte y que el Tribunal Supremo tiene declarado que 
cualquiera excepción de dicho principio debe interpretarse en sentido res- 
trictivo, hay que advertir, sin embargo, lo que determina la ley 22 del mis- 
mo título y Partida, al establecer un precepto terminante no susceptible 
de interpretación, según el cual, para que el segundo testamento anule el 
primero, hecho con cláusula derogatoria 6 ad cautelam, es necesario que el 
testador diga en el postrimero señaladamente que revoca el otro é que non 
tuviese daño A aquel que agora facia las palabras que dixere en el primero; 
de lo que se infiere que dichos dos requisitos han de concurrir conjunta- 
mente para la revocación, y en cuya virtud es indudable, con relación al 
caso de autos, que el codicilo otorgado en 27 de Junio de 1858 por marido 
y mujer, no puede invalidar en todo ni en parte el testamento que siete 
días antes formalizaron los expresados cónyuges, por carecer aquella dispo- 
sición de uno de los dichos requisitos, Ósea la alusión Á las palabras que 
contiene la cláusula derogatoria, aunque no se inse: taran literalmente, porque es- 
to no es necesario para la revocación, como tiene asimismo declarado el Tri- 
bunal Supremo.» 

Lejos de confirmar contradice las pretensiones del actor la decia es- 
tablecida en esa sentencia; porque, de un lado, en el caso 4 que la misma 
se refiere, se trataba de un testamento hecho con cláusula ad cautelam; y-en 
el caso presente no existe tal cláusula como patentizan los propios térmi- 
nosen que se halla formulada la 12.8 del testamento del Sr. Duque de 
Santoña, y porque reitera de otra parte la referida sentencia, el precepto le- 
gal de que la cláusula ad cautelam ha de conristir precisamente en palabras 
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siendo esto lo que constituye su forma esencial, y en el caso de autos la preten- 
dida cláusula derogatoria no contiene frase, sentencia ni palabras, como es 
de necesidad que las contenga, para reproducirlas ó aludir á ellas ul hacer 
la revocación del primer testamento. Por ser lo característico de la clausu- 
la ad cautelam la consignación de palabras que han de ser reproducidas 64 
las cuales ha de referirse el testador en el testamento posterior, tiene de- 
clarado el Tribunal Supremo (rentencia de 26 de Marzo de 1861) que «no 
afecta á la esencia del testamento redactar en latín la cláusula derogatoria 
6 ad cautelam, ni por esto puede decirse que el documento deja de estar es- 
crito en nuestro idioma.» 

- De tal manera es Ja que queda expuesta la única significación que ha 
tenido siempre en nuestro Derecho la cláusula ad cautelam, que es práctica 
con-tnte, elevada å doctrina en los tratados sobre redacción de instrumen- 
tos públicos, ineertar como modelo de dicha cláusula la fórmula siguiente: 
«El testador declara: que siendo su voluntad que este su testamento sea irre- 
vocable, ee tendrán por nulos y de ningún valor ni efecto los que pudieran 
aparecer con fecha posterior al presente, si en ellos y en su cláusula revo- 
catoria no fe incluyeron Jas siguientes palabras ..... (las que el testador 
tenga por conveniente). 

Puguan, en fin, por manera tan notoria los términos en que está redac - 
tada la repetida cláusula 12.2 del testamento con la significación que de ad. 
verso se pretende atribuirle, que no ya sólo desde el punto de vista legal 
y jurídico, si que también bajo el aspecto etimológico y gramatical, con- 
tradicen la indole peculiar y característica de la cláusula ad cautelam. 1m- 
plica etimológicamente esta denominación la idea de prevenir, de precaver, 
de adoptar medidas y disposiciones que aseguren por anticipado la nulidad 
de actos futuros, cuya perfecta autenticidad no llega 4 demostrarse por las 
garantías de antemano determinadas. No tienen otro sentido las palabras 
caución y precaución, ambas formadas de la propia raiz que el término caute- 
la, de la cual es sinónima en nuestra lengua la segunda de aquéllas. ¿Y es 
por ventura una precaución la adoptada por el Sr. Duque de Santoña en la 
cláusula 12.2 de su testamento, cuando lejos de insinuar siquiera en ella 
el propósito de que sean tenidas por irrevocables sus disposiciones, afirma, 
sin sujeción á condición alguna previa, su iibertad para «variar, modificar 
6 anular todas 6 algunas de las cláusulas contenidas en el pliego cerrado 6 
aumentar otras», invocando sin restricción «su derecho á otorgar codicilo ó 
nuevo testamento con pliego'cerrado ó sin él»; y cuando, sobre la circuns- 
tancia de no indicar siquiera el propósito de que sus nuevas disposiciones 
revistan tales 6 cuales solemnidades, se limita á consignar que después de 
otorgados recogerá el pliego cerrado? ¿No es un hecho posterior al otorga- 
miento del codicilo 6 nuevo testamento que en virtud de su derecho se re- 
servaba otorgar? ¿No es además un hecho extraño á los requisitos y formali- 
dades y á la validez de sus ulteriores disposiciones, cuando al determinarlo 
dice que «se desglosará del registro dicho pliego cerrado dejando nota de 
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habérsele entregado bajo su firma con expresión de la fecha en que en virtud 
de su derecho otorgue codicilo ó nuevos testamentos? ¿Cómo se había de 
fijur en ese acto que se quiere hacer pasar por cláusula ad cautelam, la fecha 
de la nueva disposición testamentaria, si ésta no estuviese ya otorgada? 

Es, en suma, absolutamente imposible, así en el orden jurídico como en 
el de la realidad de los hechos, considerar como derogatoria 6 ad cautelam la re- 
petida cláusula 12.* del testamento, porque ni consiste en palabras, ni cons- 
tituye una precaución para garantir la subsistencia de un testamento en que 
el testador hubiera querido poner límites 4 su voluntad, declardndolo irre- 
vocable, ni se refiere, en fin, á requisito ó formalidad anterior al otorgamien- 
to de nuevas disposiciones, sino meramente á un hecho y hecho posterior que 
las supone ya otorgadas, y que ninguna relación guarda con la validez y efi- 
cacia de las mismas. e 

2.9 cuestión.—¿Es ó no válida, en razón de los requisitos exigidos por las 
Leyes, la Memoria ológrafa de 7 de Febrero de 1382? | 

Es la materia tan conocida y de tal sencillez el caso, que en rigor la úni- 
ca dificultad consiste en comprender cómo ha podido hacer de ello cuestión 
la representación de la heredera, al decir en el hecho segundo de la deman- 
da «que escribió el Sr. Duque de Santoña la Memoria sin formalidad alguna 
de derecho, ni asistencia de Escribano ni testigos. La definición clásica de la 
Memoria testamentaria, basta para desvanecer la cuestión de tales formali- 
dades y requisitos». «Es el escrito simple ó privado en que consigna el tes- 
tador determinadas disposiciones ó declaraciones de su última voluntad, sin 
que para la validez de ellas sea necesaria la intervención del Notario ni la 
concurrencia de testigos»; porque esta forma te-tamentaria, que ninguna Ley 
prohibe y ha autorizado la costumbre, según tiene declarado el Tribunal Su- 
premo en sentencia, entre otras, de 12 de Junio de 1850, no requiere solem- 
nidad especial. Sólo exige esta forma de testar, que suplia entre nosotros al 
testamento ológrafo, que esté insinuada ó confirmada en testamento ó co- 
dicilo y que no exista duda, 6 motivo para abrigarla, de que la Memoria 
haya sido realmente escrita ó firmada por el testador. 

Si es, pues, evidente que la Memoria ológrafa á que nos venimos refi- 
riendo no ha menester ninguna formalidad ni requisito para ser considerada 
como expresión de última voluntad y está escrita por el Sr. Duque de San- 
toña, y esto no lo pone en duda, antes lo corrobora la representación de la 
heredera, hay que reconocer su validez como indiscutible. De la propia ca- 
rencia de solemnidades y requisitos adolece el pliego cerrado de 6 de Mayo 
de 1872, sin que haya sido obstáculo para que el actor lo repute válido. 

Insinuado en términos generales en el testamento de 6 de Mayo de 1862 
el reservarse el testador por Ja cláusula 12.8 el derecho de variar, modificar 
ó anular todas ó algunas de las disposiciones del pliego cerrado, la Memo- 
ria ológrafa debe considerarse, según en ella ordenó expresamente el señor 
Duque de Santoña, como aclaratoria y adicional al testamento bajo que fa- 
lleciese; pero si no se estimara suficiente aquella insinuación, todavia se 
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impondria su validez, por haber sido confirmada especialmente en el codicilo, 
y habria de ser considerada como parte integrante del testamento y codici- 
lo, de conformidad con la doctrina establecida por el Tribunal Supremo en 
sentencia, entre otras, de 19 de Octubre de 1861. 

El segundo término que en esta cuestión pudiera ofrecerse es, 4 saber: 
dada la validez, si la Memoria, por sus requisitos legales, se ha de estimar 
como revocatoria de las disposiciones anteriores que contradice, es, en rea- 
lidad, innecesario que nos detengamos á tratarlo, porque en lo que hace re- 
lación á la pretendida cláusula derogatoria, basta que nos remitamos á lo ya 
expueéto para evitar repeticiones, y por lo que toca á la aplicación de la 
Memoria en la materia de este pleito, dicho se está que no puede tener lu- 
gar porque vinieron á sustituirla las disposiciones del codicilo. 

3." cuestión.—¿Es 6 no válido el codicilo otorgado en Santoña por el se- 
ñor Manzanedo en 15 de Agosto de 1882? 

Concretémonos á examinar en este punto la cuestión meramente legal 
de +i pudo el Sr. Duque de Santoña otorgar el codicilo prescindiendo del 
estatuto de la cláusula 12.* del testamento, tantas veces cituda, y demos de 
lado 4 las malévolas insinuaciones, referentes al estado de rapacidad del 
testador, con que Ja adversa ha procurado rodear de sombras el origen de 
gus últimas disposiciones; porque si bien es cierto que las invenciones y 
reticencias del actor no han resultado enteramente ociosas, en cuanto han 
merecido el honor de producir un eco, aunque débil y apagado, en Ja ren- 
tencia apelada, relevamosg de Ja penora tarea de insistir en las consideracio- 
nes å que ke presta semejante conducta el hecho de que la representación 
de la heredera haya desautorizado expresamente y condenado al desprecio 
sus propias insinuaciones, consignando que «no ha de contradecir ni poner | 
siquiera en duda la afirmación de los médicos, del Notario y los testigos». 

Aunque subordinado á lo que otras Leyes establecen para que conste de 
una manera indubitada la verdadera voluntad de los testadores, es de pre- 
cisa aplicación al caso presente el precepto de la Ley 25, tit. 1.9, Part. 6.2, 
según el cual «ningun home non puede facer testamento tan firme que non 
lo pueda despues mudar cuando quisiere hasta el dia que muera», y hemos 
demostrado de un modo corncluyente que la cláusula 12.2 del testamento no 
es de las llamadas ad cautelam, ni había por tanto necesidad de revocarla, 
con sujeción á la Ley 22 de los citados título y Partida. No conteniendo, 
pues, el testamento de 6 de Mayo de 1862 cláusula derogatoria, y concu- 
rriendo en el otorgamiento del codicilo'todas las solemnidades requeridas 
para que fe le tenga como expresión de la verdadera última voluntad del 
Sr. Duque de Santoña, es absolutamente incontestable la validez y eficacia 
“del codicilo; y en su consecuencia y de conformidad con el principio de 
derecho consignado en la Ley 21, tit. 1.9, Part. 6.2, y con la doctrina esta- 
blecida por el Tribunal Supremo en sentencias de 5 de Marzo de 1865 y 
26 de Noviembre de 1868 de que el primer testamento puede ser derogado 
por otro válidamente hecho, es obligado reconocer el codicilo como revoca- 
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torio del testamento y del pliego cerrado en todo aquello que los contradice. 

Demostrado ya en su lugar que la repetida cláusula 12.2 no afecta el 
carácter de cláusula ad cautelam, evidente es que no fué dictada con el pro- 
pósito de dar al testamento y pliego cerrado una firmeza tal, que implicara 
la nulidad de las disposiciones posteriores, si no se ajustaban á lo preve- 
nido en ella. Pero hay más: la referida cláusula tiene una interpretación 
natural, que se revela en sus propios términos y se explica por la indole de 
Jas disposiciones adoptadas en el pliego cerrado por el Sr. Duque de San- 
toña. Interesábale en efecto que permaneciera reservada la distribución 
que hacía del quinto, y que no quedaran vestigios de ella, si más adelante 
le ocurría modificarla ó anularla por el delicado sentimiento de que no 
aparecieran decaídos de su afecto algunos de los antes favorecidos con lega- 
dos. De aquí juntamente la prohibición absoluta ordenada en la cláusula dé- 
cima del testamento de que por persona alguna se abriese antes de su falle- 
cimiento dicho pliego y su propósito de desglosarlo del registro y recogerlo ` 
después de otorgadas nuevas disposiciones testamentarias. 

La demostración del absurdo á que conduciría el razonamiento de la ad- 
versa, en el caso de haberse prolongado la vida del Sr. Duque de Santoña 
después de haber otorgado el codicilo, es concluyente. Si entonces el testa- 
dor hubiera recogido el pliego cerrado, cumpliendo el rito posterior de la 
cláusula 12.2, la representación de la heredera habria reconocido la validez 
y eficacia del codicilo, no obstante permanecer inalterable, redactado en 
los propios términos que hoy lo está y sin añadir una sola solemnidad á las 
que actualmente reviste. ¿Puede invocarse en serio como causa esencial de 
invalidación la circunstancia de no haber recogido el pliego cerrado y deja- 
do nota bajo su firma en el registro de instrumentos públicos, con expresión 
de la fecha del codicilo, cuando consta la absoluta imposibilidad en que el 
Sr. Duque de Santoña se encontró, por la suma gravedad de su estado, de rea- 
lizar aquel hecho, habiéndole á los muy pocos días sorprendido la muerte? 

Patentiza esta demostración ad absurdum, que la falta de aquel hecho 
posterior y extraño á la solemne formalización del instrumento no puede en 
manera alguna importar la nulidad de un acto perfectamente válido y aca- 
bado, tanto más, cuanto que el testador no ordenó que en el caso de tal 
inobservancia fuesen irritas sus postreras disposiciones, y las cláusulas tes- 
tamentarias deben ser entendidas llanamente, sin darles más alcance del que 
constenten su espíritu y su letra, según ha declarado el Tribal Supremo en 
sentencia de 12 de Octubre de 1866. 

Pero concedamos hipotéticamente, por via de argumento, que fuera la 
cláusula 12.2 de las llamadas derogatorias 6 ad cautelam. Ni aun en este caso 
podria prosperar la demanda. Otorgado el codicilo por el Sr. Duque de San: 
toña para aclarar sus anteriores disposiciones testamentarias, habiendo or- 
denado que se le tuviera como parte integrante de su testamento al cual se 
refirió expresamente , y no constando que hubiese otorgado otro que el : 
de 1862, es indudable que, al tenor de la precitada Ley 22, título 1.°, Parti- 
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da 6." y de lo resuelto por la sentencia de 22 de Junio de 1865, el testa- 
mento, con la pretendida clausula ad cautelam y el pliego cerrado a él anejo 
quedaron derogados por el codicilo, en todo aquello en que éste las modif- 
ca ó contradice. 3 

Para que el testamento posterior sea válido, no re necesita, en efecto, 
según la doctrina consagrada en esa sentencia, la inserción Jiteral de la cláu- 
sula ad cautelam; basta para la revocación, que se haga especialmente la de- 
signación del testamento que contiene la referida cláusula. Y no podía ser 
otra la inteligencia de la Ley de Partidas, tratándose de la cláusula deroga- 
toria, que constituye una excepción al principio de que la voluntad es am- 
bulatoria hasta la muerte. Si tal excepción debe interpretarse siempre res- 
trictivamente, según la doctrina constante de.la jurisprudencia establecida, 
entre otras, en la repetida sentencia de 22 de Junio de 1875 y en la ya cita- 
da (1.2 cuestión) de 4 de Julio de 1881, seria obligado, en la hipótesis que 
diecutimos, aplicar este criterio de interpretación, puesto que se trata de 
una limitación, de una traba al libre ejercicio del derecho de testar. 

Resulta, en suma, que ni aun admitido el supuesto, cuya falsedad he- 
mos demostrado por modo concluyente, podria prosperar la demanda. 


4,8 cuestión. —Quedan ya en rigor con lo dicho ventiladas las cuestiones 
legales que entraña la demanda y refutadas todas «us alegaciones, puesto 
que, habiendo demostrado que no existe en el testamento cláusula ad 
caulelam que pueda invocarse como causa de nulidad del codicilo, quedan 
como verdadera y legitima expresión de la última voluntad del Sr. Duque 
de Santoña Ja Memoria ológrafa del 7'de Febrero de 1882 y el codicilo 
de 15 de Agosto del mismo año, que resulta afirmado el irrefragable dere. 
cho de mi defendida al quinto de los bienes dejados por su difunto esposo, 
asi en virtud de la sanción establecida en la Memoria, y en la cual ha in- 
currido la representación de la heredera, promoviendo los susodichos plei- 
tos, como por el actu de liberalidad que, asociado á una carga piadosa or- 
deno el codicilo. , 

[mpórtanos, sin embargo, añadir que, aun haciendo caso omiso de todas 
las razones expuestas, para demostrar la injusticia y la temeridad de la re- 
clamacion, y aun cuando no existiera el codicilo, carecería la heredera en 
absoluto de todo derecho para ejercitar la acción formulada en la demanda, 
por la pena que su padre le impuso en la cláusula 14.8 del testamento. 

- Ya en la cláusula 9.* del mismo declaró el Sr. Duque de Santoña que 
habia hecho algunas donaciones á parientes y otras varias personas, aña- 
diendo que aun haría más quizás hasta que ocurriera su fallecimiento, y para 
recomendarlas todas, las hechas hasta entonces y las que hiciere en lo su- 
cesivo, terminaba con estas palabras: «Cerciorado de que, ni lo que he 
hecho nj Jo que haga durante mi vida, me lo prohiben las Leyes, ordeno y 
mando que todo sea respetado por mis herederos y sus sucesores, y que por 
ningún motivo ni pretexto sean molestadas judicial ni extrajudicialmente 
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las personas agraciadas por mi, en virtud del indudable derecho que me 
asiste». 

En confirmación de este encargo, y corroborando la sanción que estable- 
ció en la cláusula 14.8, recomendó en la 16.8 å sus albaceas que «tuvieran 
muy presente y llevaran á efecto lo que en la 14.9 dejaba prevenido, para 
el inesperado caso, dice, de que mi hija y heredera ó sus sucesores inten- 
tasen cualesquiera reclamación ó se opusieren al cumplimiento de mi ex- 
presa y deliberada voluntad. . 

Aunque el Sr. Duque de Santoña tenia por moralmente imposible que 
su hija y heredera ni eu hijo politico llegaran nunca å reclamar «que no 
tuviese efecto 6 se invalidase cualesquiera donación, manda 6 legado, ó al- 
guna otra cosa que alterara, modifjcara ó variara sus expresos y terminantes 
mandatos, porque no temia que se infiriese tul «desacato á su memoria» ni 
tal «ofensa 4 sus cenizas», movido por el firme propósito de mantener su 
autoridad y asegurar el cumplimiento de sus disposiciones, consignó en la 
mencionada cláusula 14.8 que su heredera y sus sucesores perdieran el quinto 
por entero en el caso, que tenla por increíble, de que entablara cualquier re- 
clamación contra las decisiones de su voluntad. 

Atestiguado queda al exponer el resultado de las pruebas, que el impio 
«desacato 4 la memoria» del testador, y la «ofensa á sus cenizas» se han 
consumado por repetidos actos 4 nombre de su hija. El marido y represen- 
tante legal de la heredera no ha deducido sólo la demanda origen de este 
pleito, pretendiendo la nulidad del legado del quinto dejado 4 mi patroci- 
nada, sino que ha entablado otros contra la escritura de arras y asignación 
de alfileres y contra el reconocimiento del dominio de ciertos bienes que 
hizo el Duque á favor de su esposa, según la parte actora ha declarado en 
la demanda, y como además consta de lae posiciones absueltas en primera 
y en segunda instancia por la Señora Doña Josefa de Manzanedo y por su 
esposo D. Francisco de Paula Mitjans. Es por tanto de absoluta evidencia 
que la hija y heredera del Sr. Duque de Santoña ha incurrido en la sanción 
prescrita por su padre en la cláusula 14.* del testamento; y como quiera 
que por colo tal motivo y aun en el supuesto de que no existieran 6 no de- 
bieran prevalecer las disposiciones posteriores al testamento y pliego cerra- 
do de 6 de Mayo de 1862 (supuesto que sólo por vía de argumento hemos 
aceptado), habría perdido la heredera todo derecho al remanente que pu- 
diera quedar del quinto, después de satisfechas las mandas contenidas en 
el pliego cerrado, es también patente que carece de todo medio legal para 
ejercitarlo en cuanto la inexistencia del derecho implica necesariamente la 
inexistencia de la acción, que es el derecho mismo en ejercicio. Por las con- 
sideraciones que quedan expuestas, resultan patentizadas de tal suerte la 
procedencia, la legitimidad y la eficacia de la excepción sine actione agis, 
que basta por si sola para imponer la desestimación de la demanda. 
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1W.— Resumen. 


A la demanda deducida por la representación de la Excma. Señora Mar- 
quesa de Manzanedo, hija y heredera del Excmo. Sr. Duque de Santoña, 
con ta pretensión de que se declare ela nulidad de la Memoria ológrafa de 
7 de Febrero de 1882 y del codicilo otorgado por el Sr. Duque en 15 de 
Agosto del mismo año, y sin efecto los derechos que pudieran emanar de 
dichas disposiciones testamentarias», alegando como fundamento el carác- 
ter de cláusula ad cautelam de la 12.2 del testamento otorgado por el señor 
Manzanedo en 6 de Mayo de 1862, hemos opuesto dos excepciones: — 

1.2 Que la dicha cláusula del testamento de 6 de Mayo de 1862 no tiene 
la condición judicial de cláusula derogatoria 6 ad cautelam, y que, por con- 
secuencia, la Memoria oiógrafa y codicilo referidos son perfectamente vali- 
dos, y eficaces los derechos que de ellos se derivan. 

Y 2,28 Que carece de acción la hija y heredera del Sr. Duque de Santoña 
para interponer la demanda, por haber incurrido en la sanción de la pér- 
dida del quinto, impuesta por su padre en la cláusula 14.8 del testamento 
y en la nota del pliego reservado anejo al mismo. | 

Por lo que hace 4 la primera de dichas excepciones, hemos demostrado 
que la cláusula 12.2 del testamento, alegada de adverso para acreditar la 
nulidad del codicilo, no es cláusula ad cautelam, pues ni manifiesta en ella 
el testador en ninguna forma su voluntad de que el testamento se tenga por 
irrevocable, ni exige garantía de ninguna clase 4 los que posteriormente hi. 
ciera en virtud de su indiscutible derecho, afirmado de un modo explícito 
y 8in restricción en la misma cláusula, ni ésta contiene frase ó palabras 
cuya inserción ó alusión á ellas debiera hacerse en «el postrimero testa- 
mento, para que se entendiese revocado por ende el otro que oviese antes 
fecho», como preceptúa la Ley 22, tit. 1.2 de la Part. 6.8, ni constituye, 
en fin, una precaución, una formalidad previa, de la cual dependiera la vali- 
dez de las disposiciones que ulteriormente pudiera dictar el Sr. Duque de 
Santoña, sino un hecho posterior y extraño, un acto subsiguiente al otorga 
miento de las nuevas disposiciones, y cuyo único y exclusivo objeto no 
pudo ser otro que el de procurar que permaneciesen ignoradas las mandas 


consignadas en el pliego cerrado para el caso, previsto ya en la misma clau- . 


sula 12.2, de que tuviese á bien alterarlas, variarlas ó anularlas otorgando 
codicilo ó nuevo testamento con pliego cerrado ó sin él. 


Aun en el supuesto, enteramente gratuito, de que la repetida cláusu- 


la12.*%'hubiera de ser considerada contra toda razón y derecho como deroga- 
toria ó ad cautelam, todavía habria de considerarse válido el codicilo y re- 
vocado por él, en cuanto lo contradice el testamento de 6 de Mayo de 1882, 
pues á éste se refiere especialmente el testador «al ordenar que se tuviera el 
codicilo como parte integrante del testamento, toda vez que consta—y la 
actora lo reconoce—que el Sr. Duque de Santoña no había otorgado otro 
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alguno; y al tenor de lo prescrito en la citada Ley 22, tit 1.° de la Part. 6.8, 
y según la doctrina establecida por el Tribunal Supremo, basta aquella re. 
- ferencia expresa para que se tenga por revocado, en todo cuanto el codi- 
cilo lo contradice, el testamento anterior y la supuesta cláusula derogatoria. 

No obstante lo expuesto, é infringiendo los preceptos legales y las decla- 
raciones de doctrina aplicables al cago, la sentencia apelada ha declarado 
nulo el codicilo de 15 de Agosto de 1882, á pesar de no haber demostrado 
ni intentado demostrar el actor que sea derogatoria ó ad cautelam dicha clau- 
. Sula 12.2 del testamento, y de haber reconocido el Juzgado que el codicilo 
«reune todos los requisitor legales para estimarlo en absoluto valedero». 

Aunque la Memoria ológrafa de 7 de Febrero de 1882 no puede ejercer 
influencia alguna en la decisión de las cuestiones que en este pleito se ven- 
tilan y sólo hayamos discutido su validez por haberla traído al debate la 
parte actora, importa consignar que es en si misma perfectamente válida, 
pues aun en el caso de que se estimara insuficiente la insinuación de carác- 
ter general contenida en la cláusula 12.2 del testamento, se halla especial. 
mente confirmada y ratificada en el codicilo, como exige la doctrina legal 
establecida para que las Memorias testamentarias formen parte integrante 
del testamento á que se refieren. No obstante lo cual, ha sido también de- 
clarada nula y de ningún valor ni efecto por la sentencia apelada. 

Por lo que hace 4 la segunda de las excepciones opuestas por mi parte, 
resulta de toda evidencia que, aun en Ja hipótesis, que sólo hemos acéptado 
por vía de argumento, de que fuera nulo el codicilo y hubieran de prevale- 
cer exclusivamente el testamento y el pliego cerrado, ningún derecho po- 
dria invocar la hija y heredera del Sr. Duque de Santoña al quinto de los 
bienes dejados por su padre; pues con sujeción al estatuto de la cláusula 14.4 
del testamento, ha perdido irremisiblemente aquel derecho con la interpo 
sición de la presente demanda y con las otras que por confesión judicial 
consta que ha promovido contra las arras y demás concesiones hechas en 
vida por el Sr. Manzanedo á su esposa mi poderdante. Perdido el derecho, 
carece consiguientemente de todo medio legal para ejercitarlo, procediendo 
la excepción sine actione agis, y por virtud de ella la desestimación de la 
demanda. 


Por todo lo expuesto: A la Sala suplico, etc. 


DON CRISTINO MARTOS Y BALBÍ 


I.—NOTAS BIOGRÁFICAS EN GENERAL 


Don Cristino Martos y Balbi, nació en Granada el 13 de Septiembre 
de 1830, cursó en la Universidad Central loz estudios de la Facultad de De- 
recho, y ya en esa época se dió á conocer como orador elocuente, poniéndo- 
se en varias revueltas estudiantiles al frente de sus compañeros. Recién li- 
cenciado se incorporó en el Culegio de Abogados de Madrid, dedicándose á 
la vez á la política, en cuya esfera se distinguía por sus vehementes ideas de- 
mocráticas. Relacionado con tal motivo con los personajes de la Revolu- 
ción, puso al servicio de ésta su portentoso talento y su mágica palabra, ci- 
mentando cada vez más su reputación de orador elocuentisimo. Bajo la pre- 
sidencia de Ruiz Zorrilla fué Ministro de Estado en tiempo de D. Amadeo, 
y al renunciar éste la Corona, se encargó Martos de dar cuenta á las Cortes 
de la rezoláción del Monarca (10 de Febrero de 1873) Presidente luego del 
Congreso, votó en la famosa sesión del 11 de Febrero la República españo- 
la, siendo posteriormente Ministro de Gracia y Justicia con Sagusta hasta 
el 13 de Mayo de 1874. Proclamado Rey D. Alfonso XII continuó Martos 
abogando por las ideas republicanas, mas no tardó en aconsejar á sus ami- 
gos que reconocieran la nueva dinastía, de la que él aun se mantenía, según 
gu frase, å honesta distancia. En 1883 se declaró monárquico, ingresando en 
el partido fusionista, y elevado éste al poder, fué nombrado de nuevo Presi- 
dente del Congreso, promulgándose entouces las Leyes del Sufragio univer- 
sal, del Jurado, etc., etc. Hallándose en desacuerdo con los liberales, hizo 
dimisión de su cargo, manteniéndose algún tanto alejado de la política, 
alejamiento que desapareció en 1892, pronunciando en el Congreso su últi- 
mo discurso, en el que ofrecía su decidido apoyo al nuevo Gobierno liberal. 
Víctima de un ataque cerebral falleció en Madrid el 17 de Enero de 1893. 

` De su oratoria política y forense no diremos nada por nuestra cuenta, 
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prefiriendo copiar los conceptos de uno de sus biógrafos. «La palabra del 
Sr. Martos no tiene precursora en nuestros anales parlamentarios, ni es fá- 
cil que tenga semejante. Unica, suya, característica, es la propia para aque- 
lla pujanza de un entendimiento vigoroso, para aquellas formas de un es- 
piritu sutil, para aquella argumentación de una razón dialéctica. De labios 
del orador sale limpia, precisa, labrada, en modulaciones de un ritmo va- 
liente, y, apenas ha foymado las primeras oraciones, ya tiene rendida de 
simpatías la voluntad del auditorio, y aprisionado su espiritu para deleitar- 
lo y convencerlo; y con independencia de esto, son también encanto de los 
ojos las manos del orador, que cuando siguen los movimientos del espíritu 
que las anima, parece que tejen encaje ó que dibujan filigrana con pulcri- 
tud desconocida». 

El bufete de Martos fué siempre uno de los más importantes de Espa- 
ña. La causa de esta predilección no ha de buscarse en razones de las que 
inspiran hoy á algunos Letrados cierta clase de proposiciones, sino en mo- 
tivos más elevados. Para estudiar el carácter de Martos como Abogado, ce- 
demos muy gustosos la palabra al Sr, Serrano Echevarría, auxiliar insepa- 
rable suyo durante muchos años y el que más típicos rasgos y más señala- 
dos caracteres ha heredado de tan glorioso maestro. He aquí el ligero diseño 
con que hoy honra nuestras columnas, 


If. — MARTOS, ABOGADO 


Una de las muchas equivocaciones respecto á lo que ese ilustre hombre 
público era, fué la de que estudiaba poco los pleitos que se le encomenda- 
ban, llegando hasta no saber en algunos el día mismo en que sobre ellos ha- 
bía de informar ante los Tribunales. 

Catorce años á su lado al solo fin de ds la profesión bajo los dis. 
tintos aspectos en que aquél podía enseñarla, y de esos catorce, doce, dia 
por día, encargado de su bufete como jefe del mismo, bien pueden servir 
de garantía para afirmar, como afirmo, que es una inexactitud el dicho del 
abandon» del estudio. | | 

Ni á uno solo de los muchos pleitos que aquel eminente Letrado tuvo 
en su estudio, ni a uno solo le he visto dejara de prestar la atención y cui- 
dado que su cabal conocimiento exigiera. 

A un entendimiento superior sobre los superiores, con una facultad de 
asimilación extraordinaria, el trabajo era fácil; más fácil que á nadie, por- 
que penetraba en el pensamiento del que había escrito y del que había le- 
gislado, hasta el extremo de puntualizar làs conclusiones de todo trabajo con 
sólo conocer el tema que se ibas y los primeros desarrollos del que lo. 
discutia. 

Leyéndole todos los antecedentes, leyéndole todas las citas, su poderoso 
entendimiento, su facultad creadora, veian instantáneamente todo el plei- 
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to, y en pocas cuartillas escribía él mismo, con las grandes dificultades de 
su escasa vista, la esencia del pleito, en razonamientos concretos, acotados 
-de manera admirable, en gramática general, dominada y perfectamente 
sentida, dejando asi marcados los caminos de su defensa y de su ataque, 
que el día de la vista adquirian la amplitud formidable, terrible y avara 
lladora que su inimitable oratoria sabía dar, con aquellos tonos de pasión 
convencida, de argumentación incontestable y de lenguaje castizo, correc- 
to, esculpido materialmente, que le dieron el primer lugar en el foro espa- 
ñol y que le hacían temible para sus adversarios, no siendo jóvenes, pues 4 
éstos trataba con ánimo, cariño y deferencia tan sensibles, que Jes daba 
-cuantos alientos pudieran faltarles. 

Pleitos de innumerables y difíciles hechos, de molidas prue- 
bas, de múltiples detalles minuciosos, fueron por aquel gran maestro tan 
-concienzudamente estudiados, que el día que ante los Tribunales hubo que 
exponerlos y discutirlos, causaron, como sucedió, por ejemplo, ante el Tri- 
bunal Supremo con uno de Ja casa Caridad de Barcelona, causaron, repito, 
æl asombro de los Letrados que habían seguido desde su nacimiento aquel 
pleito, por aquel prodigioso esfuerzo de memoria, que en la materia de he- 
cho no les imputo la necesidad de rectificar el más mínimo detalle. 

En consultas, la claridad de la espuesta daba 6 quitaba el derecho, sin 
que hubiera lugar 4 la duda. 

En consultas que habían de discutirse, antes de firmarse, con Letrados 
de gran nombre, se le ofa el último, y era tal la precisión de su entendi- 
miento, la claridad de su estudio y la fijeza de su palabra para determinar 
el punto de respuesta, que no parecía Letrado emitiendo opinión, sino le- 
gislador imponiendo la ley. 

A trabajos escritos por Letrados insignes que en sus laren le ayudaban, 
hacia correcciones y ampliaciones tan atinadas y resúmenes tan vivos, que 
en realidad el pleito adquiría la vida brillante que le era propia, y que yo, 
admirador suyo, no creo pueda reproduciree. 


Ginu SERRANO ECHEVARRÍA. 


DISCURSO 


pronunciado como Letrado defensor del Concejal 
- D. Valeriano Parraga, en el juicio oral celebrado 
en Madrid el 27 de Enero de 1884. 


- Señor: bnper; como defensor de D. vano Párraga, digno Goie: 
jal del Ayuntamiento de Madrid, con la solicitud de que la Sala se sirva 
absolverle por el delito de coautor de falsedad, é. imponerle la pena de 
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multa como autor, con circunstancias utenuantes, del delito de lesiones me 
nos graves causadas en la persona de D. Juan José Franco. 

Señor: Realmente me encuentro, al tener la honra de dirigirme á le 
Sala, en un verdadero embarazo, que procede del desequilibrio y de la falta 
de armonía que existen entre Ja calidad de la materia del presente juicio 
que ha de ser objeto de la sentencia que la Sala pronuncie, y las circuns 
tancias que la rodean, la preocupación, que en los primeros inomentos 
pudo inspirar á la opinión pública y al mismo Juez instructor, y más tarde 
al digno Ministerio fiscal; lo cual engendra la uusencia de aquel principio 
de armonía que es la base fundamental, lo mismo en las esferas de la vida 
moral que en las esferas de la vida física, que en las regiones superiores del 
arte, donde se asientan y donde descansan todas las condicioner, todos los 
hechos que constituyen materia juridica. Y verdaderamente, Señor, yo 
-desearé y me propongo, hasta donde sea prudente realizarlo, tratar este 
asunto con aquella sohriedad de conceptos, y aquella sencillez de expre- 
sión, y aquella naturalidad de acento que corresponde á los elementos esen- 
ciales y constitutivos de la materia jurídica que se discute. 

Yo no sé si aeí como esa atmósfera de que se ha envuelto la materia 
constitutiva de este juicio ha podido influir en los ofendidos primero, ep 
la opinión pública después, en el curso de estas actuaciones más tarde, 
quizá en las primeras impresiones y en los primeros juicios del Fiscal 
de S. M., habrá también de obrar su natural influencia en mi propio dis- 
curso, no permitiéndome aquella serenidad, aquel reposo y aquella sobrie- 
dad, sobre todo, que correspunde, vuelvo á decir, á la naturaleza sencilla, 
fácil y modesta de estas actuaciones. __ 7 

Porque, Señor: lo que ha ocurrido en este asunto, como le calificaba 
perfectamente con esa alta serenidad de espiritu que todos reconocen, y yo 
el primero, en el digno Fiscal de S. M., gon hechos naturales, frecuentes 
en la vida; y si bien que sean dignos de censura en el orden moral y de 
sanción penal en el orden jurídico, no constituyen verdaderas y grandes 
perturbaciones en el orden social, ni son dignos de llamar la atención de 
las gentes, ni de solicitar de una manera intensa y graye, la atención de los 
Tribunales de justicia. 

Una noche, en una de esas noches apacibles que vienen á mitigar, y á 
compensar, y 4 templar el ardor de los calores estivales del dia, en un sitio 
de reposo, de paseo, de esparcimiento, de recreo, donde los habitantes de 
Madrid van en solicitud del frescor de aquellas alamedas å buscar el anhelo 
y el regocijo y la codicia de los deseos y de los ojos con aquel espiritu ver- 
daderamente alegre que ofrece todas las noches aquel sitio, y donde para 
que nada falte, hay esparcimiento para el ánimo y regalo para el oido en 
las notas de armonía y en las melodías que pueblan los aires; una noche de 
éstas, en aquel ritio destinado al esparcimiento y recreo de los vecinos de 
Madrid, vino á turbarse la serenidad, la dulzura, la alegría de aquellos con- 
currentes por un acto de violencia, por un acto de fuerza, censurable cierta- 
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mente, digno de reprobación, de la reprobación que el misme autor, el 
hombre que con noble sencillez y franqueza, y con lágrimas en los ojos, ha 
expuesto aquí delante de la Sala á quien tenfu la honra de dirigirse, con- 
testando como procesado, que tristemente procesado es en estas circunstan- 
cias, A las preguntas que se le hacian. Y aquel hecho de violencia, en otras 
circunstancias y tratándose de personas de otra condición social y acaso de 
personas de mejor salud y de más resistencia para soportar las lesiones en 
- el cráneo, probablemente hubiera sido uno de esos hechos que pasan obscu- 
ros y desconocidos y sin llamar la atención de nadie y que, en las esferas 
judiciales, se reducen á un simple jiiicio de faltas. Hizo la fatalidad que 
fuesen los actores dos hombres en los cuales concurrian circunstancias ex- 
<epcionales, singularmente en uno de ellos, y allí los dos hombres se en- 
cuentran, los dos hombres pelean; el uno es el agresor, el otro es el agre- 
dido y se defiende, y allá miden sus fuerzas, como si en vez de ser dos seres 
racionales, fuesen dos bestias, dos fieras, y en vez de vivir en el seno de una 
sociedad civilizada, allá viviesen en el seno de los bosques vírgenes donde 
los hombres, por propia ley del impulso de la naturaleza, flan la solución 
de eus discordias y el castigo de sus agravios 4 la fuerza singular é indivi 

dual que respectivamente tengan, y de aquella contienda ambos resultaron 
heridos, uno más que el otro, aunque los dos, afortunadamente para ambos, - 
heridos de poca gravedad, y el peor herido era un periodista, y un perio- | 
dista que pertenece 4 la redacción de un periódico popular que, por la cons- 
tancia porfiada é inteligente de sus redactores, ha llegado merecidamente á 
ganar la estimación y el favor de una parte considerable de la opinión pú- 
blica, y el periódico á cuya redacción pertenecía el periodista herido, heri- 
do se sintió también, como si aquel golpe que recibió en la cabeza D. Juan 
José Franco hubiera sido un golpe que el periódico hubiera recibido en su 
dignidad, y en su libertad, y en eu independencia, y en eu alma. Y tras 
aquel periódico vinieron los periódicos todos, concitados por un natural, 
aunque en estas circunstancias extremado y excesivo é inoportuno senti- 
miento de compañerismo, á asociarse, y todos juntos poblaron el aire de 
sus clamores y de sus quejas, y de sus acentos de dolor y de indignación y 
de ira, solicitando con voces altas la piedad de todos los númenes protecto- 
res de la justicia. Y de aquí, señores, resulta que se conmoviese primero la 
opinión, que se conmoviese todo el organismo de la justicia después, y que 
resultase una tan involuntaria preocupación y una tan violenta despropor- 
ción entre la calidad vulgar y sencilla de los hechos constitutivos de la ma- 
teria de este juicio y la impresión y la atmósfera que se formó por la ini- 
ciativa de El Liberal y de todos los demás periódicos; que esto se reflejase 
sin poderlo remediar allá por un sentimiento equivocado de justicia en el 
ánimo del Juez instructor, dicho sea con el debido respeto, hasta el punto 
de que, certificaciones naturales y sencillas de los médicos de la Casa de 
Socorro, en los cuales se observaban hechos sencillos, fenómenos diarios 
fisiológicos, que están pasando todos los dias por sus manos y son objeto de 


153 FORO HISPANO - AMERICANO 


sus observaciones y de sus servicios facultativos, ya observasen con perfecta: 
exactitud esos fenómenos, ya sin ella, ya los calificasen con completo: 
acierto técnico y profesional, ya con menos acierto, se confundiesen estos 
que pudieran ser aciertos 6 errores, yo sostengo que fueron aciertos, pero- 
que en todo caso erun la expresión libre y honrada de la opinión de profe- 
rores en el arte de curar, se tomasen por errores de voluntad, tan gravee, 
que constituyesen como signo, como indicios, como adminiculos de uno de 
los delitos más graves que pueden trastornar el orden social y jurídico: 
como delito de falsedad. 

Por fortuna, Señor, la realidad se ha puesto en el sitio que ocupaban los 
engendros de la acalorada fantasía y de la imaginación, excitada por su- 
puestos agravios, y esta es una de las ventajas de esta inmensa transforma- 
ción que en la forma de administrar la justicia han operado recientes nove- 
dades legislativas; que los Tribunales de justicia que tienen que fallar, que: 
el Fiscal que desde la alta serenidad de sus juicios tiene que estudiar el re- 
sultado de las causas para dar sus conclusiones delante del Tribunal mismo, 
con la misma representación del elemento interesado y apasionado, de la 
acusación privada y la defensa de todos, aquí, en vez de buscar el origen y 
la inspiración de estos razonamientos y de estos discursos en las páginas 
muertas de un empirismo donde parece que la verdad y la mentira allá se 
fija con caracteres invariables, inmóviles y eternos, podemos ver la inspira- 
ción de estos juicios y de estas estimaciones mismas en la vida viva, en la 
realidad misma que viene pasando por delante de los ojos de todos, como 
ha pasado en este proceso; de tal manera, Señor, que ahora, como en otras 
ocasiones, la Sala, á quien tengo la honra de dirigirme, ha visto como re- 
producido, como fotografiado, como resucitado completamente aquel hecho 
que pasó y de la manera que se hubo verificado, viene aqui refiriendo las 
cosas por los ojos y por los oídos de los dignos Magistrado3 que constituyen 
e-ta Sala y de este dignisimo Presidente, cuya discreción, cuya serenidad, 
cuyo alto juicio me será permitido encarecer, sin que:yo ofenda su modet- 
tia, y le encarezco, no por razón alguna de interés personal, ni tan siquiera 
por espíritu de cortesía, sino porque entiendo que en esta grave transfor- 
mación de la justicia, el porvenir de estas nuevas instituciones depende en 
gran parte de haberse penetrado bien los que tienen que encarnarlas y los 
que tienen que realizarlas, de su profundidad y de su santidad, como indu- 
dablemente se ha penetrado el digno Presidente de esta Sala: han pasado, 
digo, por delante de sus ojos, han penetrado en sus oídos, y por estos me- 
dius físicos han llegado å gravar3e profundamente en su justicia todas las 
nociones, todos loz datos, todas las verdades, todo el artificio de la realidad, 
de tal manera, que hemos visto aquí lo que ha pasado en la noche del 21 
de Julio último. 

¿Y qué pasó, Señor, en la noche del 21 de Julio de 1883? 

Desde luego, descartaremos todo lo que en la materia criminosa de este 
juicio se refiere al gravísimo delito de falsedad. 
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Sin defender yo 4 los médicos, que bien pudiera defenderles; sin censu- 
rar yo, con todo respeto, pero con toda sinceridad, la conducta involunta- 
riamente desviada, hija de una preocupación del Juez de primera instan- 
cia, que bien pudiera censurar; sin demostrar yo, que bien pudiera demos- 
trarlo, que las opiniones supuestas en los Profesores en el arte de curar, que 
deben estar serenamente por encima de esas opiniones, que son opiniones 
libres, acertadas ó erróneas, pero que si son erróneas lo son del entendi- 
miento y no tienen su ganción en el orden de la ley penal, aunque Jo ten- 
gan en el orden de la ley moral y en otros órdenes; sin llegar yo á esto, bás- 
teme decir, con la imparcialidad, el sereno juicio, la discreción, la prácti- 
ca inteligente, el deseo de buscar la verdad, el amor á la justicia, y todas 
las aficiones consuetudinarias que han inspirado en estas circunstancias, 
como siempre, los dictados de conciencia del Fiscal de S. M., la fuerza y la 
eficacia de estas realidades del juicio oral y público, sólo medio de la ver- 
dadera administración de justicia, han comenzado por producir una verda- 
dera transformación en la conciencia del Fiscal de S. M., y por decidirle á 
declarar que aquí no hay delito de falsedad y á declarar también franca- 
mente que modificaba la más importante de sus conclusiones. — 

Y siendo así, Señor, realmente el asunto carece de verdadera importan- 
cia, y queda la que tiene un hecho tan frecuente como éste. 

Vuelvo á mi pregunta, Señor: ¿qué pasó la noche del 21 de Julio de 1583 
en los Jardines del Buen Retiro? Sírvase la Sala recordar; porque una de 
las ventajas indudables en esta clase de juicios es que excusan prolijidades 
de la defensa; que impiden las argucias antiguas de la defensa vieja; y fijos 
como están los recuerdos, engendran, por la realidad misma, por la vida 
misma en la conciencia del juzgador el conocimiento de la verdad; porque 
la verdad ha partido derecha hasta el fondo del pensamiento del Juez. ¿Qué 
he de decir, Señor, ni qué análisis he de hacer sobre las resultancias de esta 
causa? En esta clase de juieio, todos hemos oído å los testigos, todos hemos 
escuchado las pruebas documentales, todos estamos al tanto de 8u resultan- 
cia, todos, poco más ó menos, podemos apreciar esa resultancia legal, para 
ver si contiene aquella evidencia juridica y se acomoda 4 los preceptos y 
determinaciones de la ley que han de aplicar. 

Y aei yo entiendo preferible, sin hacer caso ninguno del análisis dete- 
nido de todos y cada uno de los adminiculos de este proceso, yo entiendo 
que es siempre por punto general preferible, y lo es en el caso de autos, el 
sistema sintético, que es el escogido por los Fiscales. | 

Aquí lo que debemos ver es: primero, de qué delito se trata, y sobre eso 
no hay duda: todos estamos conformes en que hay aquí una lesión; en que 
esta lesión ha durado más de siete días, y no más: que no admite discusión 
sobre el concepto jurídico del delito de que se trata, y aquí tenemos un te- 
rreno común para discutir, un terreno común sobre el concepto, sobre la 
definición jurídica del delito, y tenemos otro terreno común que es el rela- 
tivo al agente responsable de este delito miemo. ¿A qué hemos de discutir 
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sobre esto, si con aquella sinceridad, digna de aplauso, que aplauso since- 
ramente le ha tributado el Fiscal de S. M., con aquella franqueza propia 
de espíritus honrados, el mismo procesado D. Valeriano Párraga ha dicho 
que es verdad? Yo lo siento, dice; yo me dejé llevar de los naturales im- 
pulsos humanos, y aquí en el fondo de la naturaleza humana hay agentes 
misteriosos ó desconocidos que mueven las determinaciones de la voluntad, 
unas veces para grandes empresas, otras veces para actos vengadores que 
caben dentro de la ley, otras veces para actos indebidos más 6 menos gra- 
ves, pero que ni caben en la esfera legal ni pueden pasar nunca sin el de- 
bido correctivo. El punto principal, Señor, el punto de substancia, aquel 
que había de servir de fundamento á toda discusión profunda delante de la 
Sala, ese no existe aquí Aquí hay un delito de lesión leve; aquí hay una 
persona perjudicada por ese delito, que es D. Juan José Franco; aquí hay 
un agente responsable, autor que se ha declarado sinceramente, autor en 
la instrucción y en el juicio oral, de este delito, que es D. Valeriano 
Párraga. 

De suerte, Señor, que, en realidad, hay poco que discutir. Procede tan 
sólo precisar el carácter verdadero del acto, no tan sólo en el orden juridi- 
co, sino también en el orden moral. Trátase de apreciar las circunstancias 
que concurren en el acto mismo, para ver si le reducen á aquellas condi- 
ciones. legales que expresaba y calificaba el Fiscal de S. M., no encontrando 
en él circunstancias que le agravasen ni circunstancias que le atenuasen, y — 
ver si, por el contrario, reside en él aquella circunstancia agravante que 
nace siempre de la perversidad y de la perturbación del autor, que ze reve- 
la por la intención, y es la premeditación, según la ley positiva; y ver si, 
por el contrario, descartando esa supuesta circunstancia agravante de la 
intención del crimen y de la responsabilidad que se Jlama premeditación, 
concurren en este acto circunstancias que, modificando las intenciones del 
agente, deben también estimar y modificar la responsabilidad del agente. 
Todo esto es el contenido jurídico del presente caso. 

Pues bien, Señor; el 11 de Julio de 1883, El Liberal, en forma más 6 
menos discreta, que no tengo que calificar ahora esas cosas, usando del 
derecho que tienen los periódicos como órganos y representantes, unas ve- 
ces con acierto y otras sin él, de la opinión pública, se ocupó de los asun - 
tos municipales en términos que yo no quiero recordar, que yo no quiero 
analizar, pero que bien recordados y analizados pudieran determinar, y yo 
digo esto sin inconveniente ninguno, porque nadie pide, ni el Sr. Párraga 
lo hizo entonces, ni lo ha de hacer después, pudiera determinar una recla- 
mación de injuria por parte del ofendido. El Liberal se ocupó del estado de 
la Casa de Socorro, suelto, repito, que no examino; y: no examino este 
suelto, porque deplorando tanto como pueda dep Jorarlo el lesionado don 
Juan José Franco, en el grado que es posible compartir las miserias y los 
dolores ajenos; deplorando tanto como pueda deplorarlo mi cliente, D. Va- 
leriano Párraga, en el grado también que puedan compartirse las ajenas 
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responsabilidader, los hechos ocurridos en la noche del 21 de Julio de 1883 
en los Jardines del Buen Retiro, yo digo, Señor, que la prensa, en el con- 
cepto moderno, no es aquello que en él régimen antiguo de una sociedad 
que se transformaba, en que la opinión, privada de todo medio de mani- 
festarse, haciendo erupción repentina á la vida, mereció que se calificase 
de cuarto poder del Estado; la prensa es un medio legítimo, libre, natural, 
que tienen los hombres de expresar sus pensamientos sobre las cosas poli- 
ticas y administrativas que interesan al bien del pais en general; este es 
el medio de manifestación de los hechos, de manifestación de las ideas, 

Yo soy, todo el mundo lo sabe, un partidario convencido y ardiente de 
la libertad de la prenra, å la cual considero como uno de los derechos na- 
turales del hombre, como uno de los medios naturales y legítimos de la 
expresión de las ideas y de la manifestación del pensamiento, como lo es 
la palabra misma, ni más ni menos; como lo es la palabra misma, porque 
creo que así como en el ejercicio del derecho que tienen todos los hombres 
de hablar y poder decirse cosas que convengan y cosas que sean inconve- 
nientes, cosas que se dirijan al bien ó cosas que se dirijan al mal de los in- 
tereses públicos, ó de los intereses privados, cosas que enaltezcan á los 
hombres y que les depriman, cosas qre caigan dentro de la effera de la ley 
y que estén fuera de la ley y que sean ilícitas y dignas de castigo, asi tam- 
bién la prensa puede cometer actos que se hagan acreedores á una sanción 
penal. j 

Ahora bien, Señor: D. Valeriano Pårraga, que se ha sentido, como se 
siente aún, ofendido en su honra, objeto de sospechas en su moralidad, ó, 
por lo menos, en sur desvelos por la administración de los intereses puestos 
á su cuidado, como Presidente de la Casa de Socorro del distrito del Hos- 
pital, debió, él lo ha dicho y yo lo repito, hacer una de estas dos cosas: 6 
apelar á datos nuevos en donde fe demostrase la verdad al juicio de la opi- 
nión pública de la injusticia de aquellos cargos que resultaban de los jui- 
cios de El Liberal, y esto es lo que, por regla general, debe siempre hacer- 
se, 6 remitir el cuidado de su honra vulnerada 4 la aczién de los Tribuna- 
les de justicia, no 4 la fuerza, porque, ya lo he dicho, es un procedimiento 
poco acomodado para los hombres que viven en el seno de las sociedades 
modernas. Pero, en fin, D. Valeriano Párraga, bastante liberal para desde- 
ñar por de pronto aquella solución, porque había contestado en un suelto 
de La Correspondencia, que firmó, no encomendó á nadie el cuidado de vin- 
dicar su honra que consideró ofendida, quedó lastimado, quedó sentido, 
quedó dentro de su alma y dentro de su voluntad como aquellos estímulos 
interiores que, aun sin darse cuenta exacta de ellos aquella propia persona 
que los siente, pueden, en un momento dado, hacer explosión y engendrar 
actos de violencia contra el ofensor. 

Esta es la situación de espíritu de D. Valeriano Párraga; situación de 
espiritu que se derivaba de su propia naturaleza, y sobre este punto la Sala 
tuvo ocasión de oirle. Y no se sentía mortalmente enemigo del periódico 
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ni del redactor que hubiera inspirado ó redactado aquel suelto, y sin em- 
bargo, se sentía agraviado, estaba ofendido por el suelto aquel. Esta era su 
verdadera situación de ánimo. l 

Después de contestar en La Correspondencia le quedaban esos residuos 
que quedan siempre en la voluntad cuando se ha revelado un agravio de 
esos que se sostienen por los comentarios y las conversaciones y que natu- 
ralmente se prestan á hostilidades entre los enemigos, y al favor, á bene- 
volencia y 4 la pasión misma de los amigos. 

D. Valeriano Párraga es un hombre de importancia en el distrito del 
Hospital; es Concejal del Ayuntamisnto por oposición; tiene allí, por las 
condiciones de su carácter, por su energía, por su espíritu servicial, por ese 
conjunto de circunstancias que hacen en las localidades importantes en 
ciertas esferas subalternas de la vida á los hombres, tiene allí una verda- 
dera importancia y tiene algunos enemigos y muchos amigos; y D. Vale- 
riano Párraga no podía olvidar, aunque así lo quisiera, que había sido ob- 
jeto de ataques injustos por parte de El Liberal. Y respecto de esto, nada 
tengo que decir, porque no es materia que se discute en este juicio, aun- 
que algunas indicaciones, no del todo pertinentes, demostraban que no se 
habían apagado en el ánimo del periódico aquellos antiguos agravios que 
pudieran nacer del hecho del 21 de Julio de 1883, indicaciones hechas por 
el digno defensor de la parte contraria y que con su elocuencia demuestra 
que es ya una realidad en el foro, que tiene fe en el porvenir, y por lo cual 
yo le felicito. 

Su digno defensor indicó aquí, pretendiendo traer datos que no perte- 
necian á la materia de la causa 6 no podían aqui discutirse ni examinarse, 
y que con toda discreción y con toda imparcialidad y justicia rechazó el se- 
for Presidente de esta Sala, pero que de todas maneras demostraban como 
cierto propósito, como cierta intención de dejar en el aire dudas y sospe- 
chas respecto 4 la pureza y al cuidado con que hubiese administrado don 
Valeriano Párraga los intereses del Municipio. 

— Yo tengo que decir que D. Valeriano Párraga ha dado cuenta de su 
gestión al Ayuntamiento, que es quien tiene que revisarla y juzgarla; que 
D. Valeriano Párraga encontró, no en estado enteramente próspero, la 
Casa de Socorro cuando fué encargado de la presidencia; que encontró deu- 
das anteriores, y ha trabajado hasta el punto de elevar al doble y más la 
suscripción mensual voluntaria, y es el que ha dado más bonos de limosna 
que ninguna otra Casa de Socorro de Madrid, y que después, al rendir sus 
cuentas definitivas, pudo presentar y presentó delante del Ayuntamiento 
de Madrid, un saldo á favor de la caja, de mil y pico de pesetas. 

Esto es cuanto tengo que decir en substancia y en respuesta á todas 
cuantas insinuaciones puedan haberse intentado, ó se intenten aquí, pre 
tendiendo poner la menor sombra sobre una reputación tan alta, aunque 
recaiga sobre un hombre tan medesto como 1). Valeriano Párraga; tan alta 
como pueda ser Ja reputación más fuerte, y tan honrado como el que mae, 
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es D. Valeriano Párraga; y por serlo, principalmente por serlo, porque 
D. Valeriano Párraga no es un escritor, ni un pensador, ni un propietario 
acaudalado, ni es un gran industrial: es simplemente un hombre de bien, 
celoso del interés de sus convecinos; y por eso, por su honradez y por su 
celo, D. Valeriano Párraga es una fuerza en el distrito del Hospital; fuerza 
que aunque se haya pretendido amenguar, no queda amenguada después de 
cuanto injustamente se ha dicho respecto A su gestión administrativa. 

Pues bien: D. Valeriano Párraga tiene esta ofensa en «el alma; no piensa 
en vengarla. ¿Cómo pudo resultar que apareciese vengada en la noche del 
21 de Julio? Supongo, Señor, este sentimiento de la venganza, pero este 
sentimiento es natural engendrador de súbitas é inmediatas resoluciones. 
El sentimiento de la ira ó el espiritu de la venganza, como todos los esta- 
dos extraordinarios de la vida, lo mismo en el alma que en el cuerpo, pro 
` ducen la necesidad de crisis y soluciones prontas y enérgicas, y así como 
no se puede vivir fisicamente mucho tiempo cor una calentura muy alta, 
porque es preciso que el agente morboso resuelva aquel estado crítico de la 
existencia individual con el desenlace trágico de la muerte, ó la acción tera- 
péutica de los medios empleados por la medicina resuelva la crisis resta- 
bleciendo la normalidad de la vida, así acontece lo propio en estos estados 
morbosos del espíritu, engendrados al contacto de la influencia y del impe- 
rio de las malas pasiones, y mala pasión es la cólera, y mala pasión es la 
venganza. Pero este estado del espiritu es poco duradero y el vengativo 
busca pronto, pronto, el medio de satisfacer su cólera y dar pasto á su ven- 
ganza, y no deja pasar dias tranquilamente, como D. Valeriano Párraga, 
pensando en la manera de vengarse, ni menos causas de esta Indole tienen 
que ventilarse por medio de lo que llaman lances de honor, que esto está: 
también prohibido por la ley, y en que con un propósito deliberado tiene 
que resolverse la cuestión por un acto de violencia. No se está tranquila- 
mente bajo el imperio de la pasión ó el estimulo de la venganza; y D. Vale- 
riano Párraga, lo estuvo diez días después de haberse publicado el suelto 
de El Liberal, del cual tuvo conocimiento inmediatamente. 

D. Valeriano Párraga estaba á la puerta de su casa tomando el fresco, 
en unión de otros dos 6 tres amigos que le acompañaban, cuando llegó su 
amigo también, el Concejal D. Félix Martínez Villasante; no porque le lla 
mase el Sr. Párraga; no porque entre los Sres. Párraga y Villasante hubie- 
re concierto alguno para cometer un delito; no tampoco porque llegase el 
Sr. Villasante temeroso de que aquella noche fuese la escogida por el señor 
Párraga para poner en ejecución un proyecto de venganza, ni lo albergase 
en su pensamiento, ni estuviese en su voluntad; sino llegó por acaso, por 
costumbre, como otras noches, á conversar y en caso necesario á pasear con 
el amigo; y esto está perfectamente demostrado por todas las declaraciones 
que ha oído la Sala, y fué el Sr. Villarante quien propuso al Sr. Párraga ir 
á dar un paseo; de suerte que el Sr. Párraga no pensaba moverse de su casa; 
y allá salieron todos los amigos juntos sin intención siquiera por el pronto 
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de penetrar en los Jardines del Retiro, sin tener idea de que en los Jar- 
dines pudiese estar D. Juan José Franco, sin ánimo de dar allí un escán- 
dalo ni obtener allí una satisfacción por la ofensa que consideraba inferi- 
da. Se fueron al Prado, dieron algunas vueltas por él; en esto, los acordes 
de la música de lus Jardines llegaron á los oídos de los paseantes; esto les 
inspiró la idea de penetrar en los Jardines; y como á pesar de todo, alguno 
de los que allí iban no por ser alabarderos, como ingeniosa aunque injusta- 
mente decía mi compañero de la defensa, sino unos por ser Concejales y 
otros por ser amigos, y sin ser alabarderos á sueldo, aunque este sueldo con- 
sista en la módica retribución negativa de permitirles entrar á disfrutar del 
espectáculo, porque se pueden tener amigos que no sean alubarderos, del 
propio modo que una persona recibe en su casa á sus amigos, los recibe en 
aquel recinto donde da un espectáculo para que puedan exparcirse aqué 

llos. No digo que esto pueda generalizarse en términos que los amigos abun- 
den de tal manera que lleguen á constituir la base del público y por tanto 
å producir por su exceso de amistad una verdadera ruina en un empresa- 
rio; pero es decir, que no todos los que entran 4 esos espectáculos gon ne- 
cesariamente alabarderog. Pues bien; oyeron la música y dijeron: «vamos 
á entrar», y entraron en los Jardines, unos por una puerta y otros por otra; 
los que podían entrar por cualquier puerta, los Sres. Villasante y Párraga, 
se fueron por la puerta de la escalerilla; los otros amigos (que no eran ala- 
barderos), dieron la vuelta á los Jardines, pasaron al despacho de billetes, 
tomaron los billetes, los pagaron, los dieron al portero y entraron por la 
otra puerta. ¿Y qué hicieron ya dentro de los Jardines los unos y los otros? 
¿Ponerse por ventura á buscar desesperadamente dónde pudiera hallarse 
D. Juan José Franco, el autor de aquel suelto de El Liberal, de quien el 
Sr. Párraga, rsociado de sus amigos, pretendía tomar venganza aquella no- 
che? ¿Es esto lo que invoca la circunstancia agravante? Yo creo perfecta- 
mente que fueron á oir la función del teatro, entraron los Concejales en el 
palco niunicipal, donde realmente no tenía entrada el Sr. Franco, y no era 
sitio por lo tanto á propósito para encontrarle; estuvieron alli un rato, aca- 
hó el acto, y entonces al Sr. Villasante, que tenía de cuidado á su mujer y 
en visperas de ser madre, le ocurrió la natural inquietud que su estado le 
inspiraba, y el deseo no menos natural de regresar 4 su casa. Que eran las 
nueve y media, las diez, las diez y media, que todo esto será, y como si 8e 
tratase de un asunto de cronometría, se ha querido también hacer una ale 

gación de importancia, porque no sabían bien la hora; como si fuese condi- 

ción de veracidad el llevar un reloj bien arreglado, y yo creo que bien cabe 
decir verdad no teniendo reloj ninguno. Pues bien; á las nueve y media, á 
las diez ó las diez y media, que es toda la diferencia que resulta entre unas 
y Otras declaraciones, el Sr. Villasante dijo que quería volver á su casa, y 

entonces, Señor, fijese la Sala en estas circunstancias, camino de la puerta, 

vinienao del teatro y dando un último vistazo al espectáculo, siempre agra- 

dable, que ofrece aquel paseo; las luces de gas que se mezclan á los reflejos 
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verduscos de las alamedas; las mismas señoras galanamente ataviadas, 
realzando la bizarría de sus cuerpos y el atractivo de sus rostros con sus en. ` 
cajes, flores y cintas, que convidan verdaderamente 4 todo paseante 4 dar 4 
sus ojos aquel honesto y agradable recreo, se fueron en dirección á la puer- 
ta, viendo á las gentes, saludando á los amigos y conocidos, y allá á pocos 
pasos que hubieron dado se encontraron con la familia del Conde de Villar- 
dompardo, que allí estaba ocupando unas sillas y viendo la gente que pa- 
saba, así como los que pasaban debian ver á los que estaban ocupando las 
sillas, E 

El Sr. Villasante, compañero y amigo que era de más intimidad del 
Diputado provincial Sr. Conde de Villardompardo, se acercó á él y detu- 
viéronse å salud@&r al Conde, estableciéndose inmediatamente una conver- 
sación, no importa cuál fuere; á esta conversación era ajeno D. Valeriano 
Párraga, y por esto el Sr. Párraga, que no tenía parte ninguna en aquella 
conversación, re retiró á pocos pasos de Villasante y del Conde, y esto, 
Señor, es la perfecta fotografía, Ja realidad misma que ha venido aquí. © 
En este momento llega por otro lado D. Juan José Franco con otros ami- 
gos, y ari como D. Valeriano Párraga y el D. Félix Villasante se hablan 
detenido á hablar con la familia del Conde de Villardompardo, así, á muy 
poco trecho del lugar de los asientos ocupados por aquella familia, se paró 
=- D. Juan José Franco á conversar con otra familia, y esta fué la triste casua-. 
lidad, este fué el agente moral del hecho con toda su precisa y verdadera 
exactitud; uo lo provocó disposición ninguna de la voluntad de nadie, y 
sólo por triste casualidad allí se juntan aquellos dos accidentales adversa- 
rios. Por esta casualidad, D. Valeriano I árraga, que no hablaba, que no 
bacia nada en aquel instante, y que ve llegar allí, 4 un circulo de amigos, 
y detenerse á pocos paros, quizá á pocas líneas de donde él estaba, å don 
Juan José Franco, tiene la triste idea, que nunca lamentará bastante, de 
preguntarle quién era el autor del buelto de El Liberal, y le preguntaba 
porque él creía que el Sr. Franco pudo llevar la noticia y otro redactor 
pudo haber escrito el suelto y aun otra persona pudiera haber inspirado la 
noticia; pero en fin, se lo preguntó, tuvo la triste inspiración de aquel acto, 
y el otro le dice «yo». ¿Medió un gesto indecoroso de parte de D. Juan José 
Franco? ¿Medió en voz baja alguna palabra provocativa? Dios lo sabe; esto 
no importa nada; pero en fin, Señor, allá la ley dice que en su conciencia 
el Tribunal ha de apreciar el valor, el testimonio de las pruebas, y yo le 
ruego á la Sala que se fije en esta circunstancia; D. Valeriano Párraga dice: 
yo se lo dije en voz alta y 4 mí me contestó en voz tan queda, que nadie 
pudo oir aquella respuesta. De suerte que no tiene la pretensión el señor 
Párraga de decir y alegar, que aquellas palabras indecorosas y obscenas se 
pronunciasen por el Sr. Franco, para disculparse, no; él ya sabe que no 
puede probarlo, él ya sabe que delante de su afirmación no hay pruebas, 
sl el Sr. Franco la niega; él lo dice, por esos actos de verdad que resplan- 
decen en todas las declaraciones que ha prestado. Y aquí entra el conoci- 


. 


166 FORO HISPANO- AMERICANO 


miento moral: de una parte, D. Valeriano Párraga, que dice en voz muy 

baja de manera que nadie lo oyese, me dijo una palabra que me exaltó; de 
otra parte, D. Juan José Franco dice: «Yo no le dije palabra ninguna». 
Y bien: ¿quién dice verdad? ¿Quién dice mentira? Y aqui vienen los cami- 
nos secretos por donde la claridad llega moralmente 4 la conciencia de los 
Jueces: comparando las afirmaciones del uno con Jas negaciones del otro, 
se obtiene el primer elemento racional para juzgar quién dice verdad y 
quién dice mentira. Yo no quiero ofender á nadie, rexpecto á la veracidad 
6 falsedad que en general tienen las respectivas declaraciones y el contra- 
rio testimonio, que no pueden compararse, bajo este aspecto, el testimonio 
y la declaración indecisa, cautelosa, falsa, con esa serena verdad que lleva 
el convencimiento-4 la conciencia, y no pueden compararse las declaracio- 
nes nebulosas de D. Juan José Franco, con la sincera verdad de D. Valeria- 
no Párraga. ¿No dijo el Sr. Franco que él no había usado de medio ningu- 
no de defensa, que él quedó aturdido al primer golpe, que no ee pudo de- 
fender, que no usó de su bastón y que no ha causado herida ninguna 4 don 
Valeriano Párraga, que no le ha abollado el sombrero; en suma, no niega 
todos aquellos hechos? La verdad está resplandeciendo, sin embargo, por 
virtud de otra resultancia de este proceso y de otras unánimes declaracio- 
nes de otros desinteresados testigos; está resplandeciendo, digo, de tal ma 

nera, que al propio tiempo que de una parte se ofrece la verdad á la con- 
ciencia de la Sala, de otra parte se acredita la imposibilidad de hacer que 
sea verdad, que sea cierto, lo que dijo el Sr. Franco. 

La abolladura que muestra ese sombrero que está ahi ¿quién la causó? 
¿Quién causó ese chichón en la frente de D. Valeriano Párraga, que exigió 
la asistencia facultativa? ¿Quién levantó su bastón en el aire? ¿Por qué vie- 
ron dos contendientes dándose mutuamente con las armas que en la mano 
tenian? ¿Por qué vieron dos contendientes, dos, todos ó casi todos los testi- 
gos que han venido 4 declarar delante de la Sala? ¿Y por qué tenemos de- 
lante el eombrero del Sr. Párraga y en la herida del Sr. Párraga, más grave 
6 más leve, hay una lesión traumática que no viene de un agerte morboso 
determinado por el estado fisiológico, siendo causa de una enfermedad que 
no viene tampoco de ninguna superchería, de ningún artificio? Hay una 
lesión traumática que se ha dicho causada por un agente exterior, y esta 
lesión se vió por muchos testigos en la riña misma, y allí tuvo la frente 
abollada y ensangrentada el Sr. Párraga, y su sombrero rodando por el sue- 
lo, y alli estuvo con el bastón .en alto el Sr. Franco; muchos testigos lo di- 
cen, muchos; y el Sr. Franco dice que no usó de su bastón, que. no ha abo- 
llado el sombrero å Párraga, ni le ha causado ninguna herida. Esta es la de 
claración del Sr. Franco, y siento decirlo: es incompatible con la verdad 
que resulta de los demás testimonios. Y siendo así, ¿á quién hay que creer 
en aquello que está en el secreto de la conciencia de cada uno? 

Cuando el Sr. Párraga dice: «A mi me dijo aquellas palabras que nadie 
oyó». Y el Sr. Franco dice: «No le dije palabra alguna». ¿A quién hay que 
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creer, å Párraga 6 á Franco? ¿A aquél que ha dicho siempre la verdad ó á 
aquel que ha dicho siempre la mentira? Pero, en fin, Señor: aun esto mis- 
mo, yo le digo 4 la Sala, para que no haya ni un solo adminiculo de la ver- 
dad que no se investigue. Este contraste, que es de verdadera importancia, 
ni para la calificación del hecho, ni para la responsabilidad legal, sirve. Lo 
que queda por de pronto descartado es que hubiera atentado. 

No es un hombre que viene á caer sobre otro hombre indefenso, y le sor- 
prende, y le maltrata sin permitirle la resistencia; es una agresión que en- 
gendra responsabilidad en quien la ha hecho, que está aquí para que la Sala 
se la impongá en el grado que merezca; es una agresión causada en riña. 
¿Cuándo vinieron los golpes mayores? ¿Cuándo se causaron las heridas más 
grandes? Alli, en aquella confusión, en que no es fácil que nadie diga con 
todo espiritu de verdad los accidentes y los pormenores de la contienda, 
ocurrió como ocurre siempre, que se interpusieron los unos y Jos otros, y 
que hubo un momento en que el Sr. Párraga estuvo sujeto por los brazos de 
amigos ó de enemigos, 6 de personas imparciales; y en aquel momento re. . 
cibió un golpe y no lo sintió con la cólera y con el calor del combate; hubo 
quien se lo advirtiese, quienes se lo advirtiesen, porque fueron más de uno; 
y entonces resultó que Párraga estaba herido: ¿cuándo fué? No se sabe; pero 
en aquel momento, tratando de desasirse con mayor vigor de los que le te- 
nian sujeto en aquel momento, ya no tomó el bastón por el puño, sino por 
el medio, ya no dió con el extremo del bastón, sino con cl puño; y enton- 
ces, Señor, causó al D. Juan José Franco la mayor herida, ó la única he- 
rida que el Sr. Franco tiene; y entonces, en la violencia y sacudimiento 
del golpe, saltó el puño del bastón, y entonces sintió el reflejo de aquel 
_ golpe en su cuerpo uno de los testigos, el Sr. Presilla, y él y otros, viendo 
ensangrentados y maltrechos å los dos conjcuasentes: entre todos pusieron 
término å la lucha. 

Ksto es, pues, una riña, una colisión entre BES: que si hubiera sido 
entre poca gente no hubiera tenido importancia ninguna, y la ha tenido 
por la calidad é importancia de las personas. ¿Hay aquí algún atentado, 
alguna cobardía, alguna felonía, alguna deslealtad? ¿Hay aquí algún abuso 
de aquellos que, suponiendo una mayor perversión en el sujeto, determi- 
nan por esa mayor perversión mayor grado de epale nono y por eso ma- 
yor responsabilidad? 

Aquí hay, pues, una colisión en que ha habido lesiones, chicas 6 gran- 
des, entre dos hombres. gHay disculpa del hecho? He empezado por respe- 
tar los derechos de la prensa, etc., etc.; yo no disculpo el hecho. El hecho 
está bien reflejado, el hecho estará bien sentenciado; pero, por Dios, no 
pongamos aquí los intereses superiores ya tanto, y la libertad del pensa- 
miento y la independencia de la prensa, al lado de estas cosas que son na- 
turales en la vida diaria. Un hombre ofende å otro de palabra, y el hombre 
ofendido se queja á los Tribunales ó responde á la ofensa verbal con la 
ofensa personal, y pide á la mano el desagravio de la palabra. Uno que 
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habla, y hablando ofende, y otro que obrando se desagravia. Y como la 
prensa, en el concepto moderno, en el concepto liberal, en el concepto 
progresivo y democrático no es más que una forma de expresión de las 
ideas mismas, y de consiguiente, por la prensa se pueden cometer los mis- 
mos delitos que por medio de la palabra, y por la prensa se puede injuriar, 
y se injuria, la independencia, la dignidad de la prensa, la libertad del 
pensamiento, no tienen nada que ver con eso; dejémoslos, pues, por Dios, 
fuera de la contienda, la libertad del pensamiento, la independencia de 
los periódicos y todos esos intereses morales que parecian vulnerados y 
comprometidos por el puño del bastón de Párraga, como si en el puño de 
bastón de látigo llevase la vida ó la muerte de esos grandes, de esos eternos, 
de esos inmortales intereses. No. Aquí sólo hay una riña; no hubo más. Se 
empeña la parte contraria en sostener lo que delante del resultado de las 
declaraciones no puede sostenerse; que un testigo no sabía el sitio donde 
tuvo lugar el hecho. Dado que no lo supiese, que sí lo supo, ¿qué importa- 
ría éste para los demás testigos? Ja hora. ¿Qué importarian las diferencias 
en la hora? Pero, ¿y ese sombrero y ese bastón que hay uhi? Y dice la de- 
fensa que el Sr. Párraga, y esta es la defensa más grande del Sr. Franco, 
que el Sr. Párraga no pudo ser herido por el bastón del Sr. Franco. Es evi- 
dente, dice la defensa del Sr. Franco, que el Sr. Franco usaba un bastón 
de caña de bambú, hueca, con un puñito de plata, que por más señas, al 
que se lo regaló le costó tres pesetas, que éste lo ha dicho, así como otro 
testigo. 

¿Voy á negar yo que el Sr. Franco hubiese recibido, en efecto, ese obse- 
quio, y que llevase alguna vez un bastón de tres pesetas? Pero aquella no- 
che, ¿no pudo llevar otro? ¿No pudo llevar ese bastón que está ahi sobre la | 
mesa? Pero, en fin, hagamos un poco de historia de los sombreros y de los 
bastones. Sombrero de Párráiga. 

El Sr. Párraga lo perdió en la campaña; salió á la calle, y tuvo que ir 
por un sombrero de copa á su casa, antes de ir á la Casa de Socorro; y lue- 
go, en el sitio de la acción, se encontró un sombrero, ese que está abollado 
y roto. ¿De quién es este sombrero? Y en los primeros momentos, se creyó 
que aquel sombrero era del Sr. Franco, por la preocupación involuntaria 
del momento; pero se averigua inmediatamente que és de Párraga. El se- 
ñor Párraga reconoce el sombrero; otra porción de gente reconoce el som- 
brero; á quien se le ha comprado, dice: este es el sombrero del Sr. Párra- 
ga. De modo que resultó, que de la identidad del sombrero no hay duda, 
ni puede sostenerse que ese sombrero no fuera el que llevaba D. Valeriano 
Párraga; pero cste sombrero lo puede haber abollado cualquiera, pisándole 
con los pies. Poco á poco: que en este punto no vale la opinión de la de- 
fensa del Sr. Franco ni la mía, porque no somos peritos de sombrereria ni 
el uno ni el otro, y porque en estas cosas periciales, ha de entender el ofi- 
cio, y sobre lo que el oficio declara, juzgan después los Tribunales de jus- 
ticia, y los peritos sombrereros no han dicho que aquello se pisase, ni pro- 
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<ediese de cauras aesconocidas; algunos de ellos han dicho: «En este som- 
hrero se ha descargado up palo, y ere palo ha producido el estado en que se 
encuentra el sombrero.» Pues una de dos: ó aquel bastón no era tan baston- 
cito, ni la caña era tan caña, y si era hueca no estaba tan hueca, en cuyo 
aso no queda de verdad en aquel baetoncito sino el haber cortado tres pe- 
setas en Biarritz, cosa que no tengo dificultad en reconocer, ó hay que sacar 
otra consecuencia enteramente opuesta a la que sacaba mi estimadisimo 
compañero de la defensa del Sr. Franco; hay que sacar otra consecuencia: 
Que ese golpe de que quedaron reñales en la frente del Sr. Párraga y en el 
sombrero que cubría y resguardaba eu frente, no te podía dar con bambú; y 
entonces, es que no era bambú el que llevaba el Sr. Franco, sino que llevaba 
otro bastón. ¿No hay dos testigos lo menos que declaran que Je vieron aei, 
apoyada uba pierna en el respaldo de una silla, y el resto del cuerpo indo- 
dente y descuidadamente, como requiere la flojedad de nervios y de Ja ran- 
gre por los calores del día en aquella estación del año, y estaba así, apoyado 
el resto del cuerpo en este barton? ¿Y no parece que es más natural y lógico 
creer, pues que tan fácil apoyo le ofrecía aquel bastón, estuviese apoyado en 
ere bastón que está ahı, que no en el bastoncito de caña hueca, que hubiera 
podido romperse á la gravedad del peso del Sr. Franco que en él se soste- 
nía? Y si á esta conjetura se agrega el hecho cierto de que ese sombrero fué 
roto, y que no hubo más bastones en alto que los bastones de Gomez Cabe. 
zón que ponía orden, de Villasante que ponía orden, y cuyo bastón fué 
roto, el de Gómez Cabezón que cayó por el suelo, y los bastones de los con- 
tendientes, porque alli, no fué que se armó una de palos y cada cual se sa- 
lió por donde supo y pudo, no; allí, según los testigos, no hubo más que 
dos palos en el aire, los palos empuñados por las manos y blandidos por los 
brazos de los dos contendientes, que eran Franco y Párraga, ni más ni me- 
nos. De consiguiente, el golpe de Párraga se lo infirió Franco, y de consi- 
guiente, Franco rompió el sombrero á Párraga; y una de dos: ó el baston- 
cito con ser tan ténue era blandido con tal energía que la fuerza del que lo 
manejaba tuplid la flaqueza del instrumento, 6 más bien, no llevaba tal 
bastoncito, sino que iba, ó prevenido, ó por aquello que yo entiendo que 
aquí no había prevención para nadie, ó llevaba ese bastón que está sobre 
æsa mesa, por casualidad. Y ri no, Señor, ¿no ee ha encontrado el bastón 
de D. Valeriano Párraga? Pues allí lo perdió en la pelea, y allí lo encontró 
el Sr. Villasante; y por poco, si, por aquella solicitud y diligencia de tomar 
el bastón del amigo, recogerlo, decirle á todo el mundo que creía él que era 
el bastón de Párraga, no ocultarlo de nadie y hacer que lo presentaran, por 
poco si le condenan; pero en fin, creo que de este peligro, gracias 4 Dios, 
gracias al Ministerio fiscal, está libre. Pareció el bastón del Sr. Párraga; 
¿y el otro? Porque hay un bastón grande ó chico: aquél de bambú del que 
le hizo el obsequio su amigo Guillén, ó ese bastón anónimo y misterioso, 
£uyo dueño no ha acudido å recoger. Pues ese bastón se encuentra en los 
Jardines. ¿No era natural que el dueño del bastón también hubiera pareci- 
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«lo? Y no habiendo parecido, ¿no es natural que el dueño sea el Sr. D. Juaw 


José Franco? Sobre todo, cuando el Sr. Franco niega tantas cosas que sor 
verdad y resultan como verdades comprobadas por todas las declaraciones. 
Pero no insisto en erto; basta para no dejar en pie ni una sola de las obser- 
vaciohes que tiendan á quitar á este hecho el carácter de que está social y 
juridicamente revestido. 

Y entonces, Señor, ¿de qué se trata? No hay premeditación, hay que des- 
cartar esta circunstancia agravante; no cabe imponer á D. Valeriano Párra- 
ga la pena de seis meses de arresto en grado máximo, como dice la ley, y 


. que se pide por el acusador privado. ¿Es que no hay tampoco circunstancia 


ninguna que atenúe la responsabilidad de D. Valeriano Párraga? Así lo de- 
cía el digno y respetable Fiscal de S. M. Yo no puedo aceptar esta conclu- 
sión. La Sala sabe incomparablemente mejor que yo, lo sabe el mismo Mi- 
nisterio fiscal y el digno y elocuente acusador privado, que todos los requi- 
sitos de Jas disposiciones del Derecho penal positivo descansan en el con- 
cepto jurídico del delito y en la determinación de las circunstancias que: 
acompañan á la ejecución del delito, las cuales consisten unas en la pena 
que se deriva del delito mismo, y otras que ee refieren á coras accidentales 
y que no son enteramente indispensables para el esclarecimiento del deli- 
to, y otras que consisten en las condiciones en que se hallaba el delincuente 
al cometer el delito. Y el resumen de todo esto consiste en que, apurte del 
daño causado, que es uno de los elementos constitutivos del concepto juri- 
dico del delito, aparte del daño causado, busca la ley, sobre todo en su es 
piritu moderno, tan modificado v transformado como va estando por el 
concepto de los grandes principios que han de transformarlo del todo en eb 
porvenir, que son los principios en que se basa la escala correccional, busca 
en el estado del espíritu, en el estado de la voluntad, Ja ruiz del delito. 
Y á una plenitud, y á una integridad de Ja voluntad, corresponde una ple- 
nitud de sanción penal, como corresponde una plenitud de pervereión mo- 
ral para la comisión del delito; y á una agravación, á un aumento de per- 
versión en la voluntad, corresponde una agravación en la sancién penal de 
los delitos; y á una disminución, á una modificación de la voluntad, co- 
rresponde una disminución en Ja penalidad; y á una ausencia de la volun- 
tad en presencia de un hecho que, estimando esa voluntad constituye de- 
lito, corresponde una ranción de penalidad para los agentes que sean res- 
ponsables del delito. Por la escuela espiritualista, ha ganado y progresado 
tal teoría en la esfera del Derecho penal positivo de tal manera, que ya, lo 
primero que cuida la ley y que ha tenido que buscar el Tribunal, es el es- 
tado de espiritu del agente. Así, para un mismo delito establece la ley di- 
versos grados en el orden de aplicación de la pena; y no puede confundirse: 
el estado del espiritu por el estado de perversión, y mucho menos puede 
confundirse con ninguno de estos estados un estado siempre igual de per- 
versión del espiritu y de la voluntad. 

Yo suplico å la Sala me dispense que por estos breves instantes me haye 
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ocupado de esto, pues de esto nace la circunstancia atenuante. No está lo 
mismo un hombre sereno y airado; no está Jo miemo un hombre que ha 
recibido un agravio que el que no Jo ha recibido; no está lo mismo un hom- 
bre que serenamente, con intención y reflexionándolo desde su casa, atro- 
pella á otro, que un hombre que en una pelea usa de Jos medios que tiene 
contra el adversario. ¿Es que al Sr. Franco, por ejemplo, al cual no se ha 
procesado, aunque bien hubiera podido procesársele, dicho sea con el debi- 
do respeto, y no pido que se le procese, es que el Sr. Franco, que rechaza- 
ba una agresión armada, se le puede confundir con el mismo Valeriano På. 
rraga? ¿Es que el Sr. Franco, que se defiende á palos de un hombre que á 
palos le acomete, no se puede sostener que está exento de responsabilidad 
criminal porque ha obrado en defensa prepia rechazando una agresión 
ilegítima? Y sin embargo, el Sr. Franco ha dado de palos y causado heri- 
das al Sr. Párraga. Pues que, ¿al propio D. Valeriano Párraga se le puede 
confundir con un hombre cauteloso; que serenamente hubiera salido de su 
casa buscando no más que á Franco para arrojarse sobre él y golpearle á 
mansalva? Cuando resulta que todo fué inesperado; la salida de su casa, el 
iral Prado, entrar á los Jardines, ir al teatro, volver camino de la casa to- 
dos, encontrarse una persona con quien hablaron, detenerse todos, llegar 
el Sr. Franco, todo casual, todo obra de la casualidad que así quiso hacer- 
lo. Pero en todo esto, siempre había que D. Valeriano Párraga, al ver á don 
Juan José Franco, se acordó que podía ser el autor del agravio y le pregun- 
ta, quizá espera una satisfacción, y le da una palabra que el otro toma como 
ana provocación, y le contesta con una bofetada (mal hecho), pero así vie- 
ne luego la lucha. En esta lucha ¿es que D. Valeriano Párraga trataba de 
herir ni de matar å su adversario? ¿Qué sabia él lo que se hacia? Comenza- 
da la lucha, cuando re le dijo: está usted herido, allá se defendió como pudo, 
hizo la agresión que pudo, sin otra intención ni volimtad. Pues qué, ¿no 
estaba acalorado? Pues qué, ¿no obraba en vindicación propia de una ofensa 
grave que se le había inferido? ¿No es ofensa grave poner á los ojos de to- 
dos fus convecinos en duda; la moralidad y la honradez de D. Valeriano 
Párraga? ¿Hay herida más grave que esta? Y gráficameute, con una elocuen- 
cia superior á toda la que puede emplear el ingenio de la defensa, si lo tie- 
ne, lo decía el mismo procesado, dirigiéndose al Tribunal: «Si yo le abrí 
una herida física en la cabeza al Sr. Franco, lo siento con el alma (y allá, 
en testimonio de su arrepentimiento y de su duelo, surcaban sus mejillas 
las lágrimas que cayeron de sus ojos), yo lo siento, decía D. Valeriano Pá- 
rraga; yo pondría mi cabeza para que me causase una herida más grande 
que durara más de diecisiete días, porque una herida, no de diecisiete días, 
de diecisiete años 6 de diecisiete siglos, es la que el Sr. Franco me ha abier- 
to á mí en el alma». Por consiguiente, el hombre que siente con esta vive- 
za los agravios morales, el hombre que tiene este concepto de su propia hon- 
ra y que es joven, y que es robusto, y que es valeroso y se encuentra de im- 
proviso delante de quien ha abierto aquella herida en su vida moral, ¿está 
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sereno? ¿No tiene cohibidas rus facultades morales? ¿Tiene su libertad per- 
fecta? ¿Se encuentra en el caso que se encontraría el agente responsable de 
cualquier delito, que por tener la plenitud de su voluntad, viene á ser ob- 
jeto de la plenitud del castigo? ¿No había ofensa en ello ó no habia proxi- 
midad? ¿Qué estima proximidad entonces el Fiscal de S. M.? ¿Confunde la 
proximidad con lo inmediatu? Lu inmediato es aquello que apenas deja 
tiempo entre la reparación y el agravio; tan diferente de lo próximo, que lo 
distingue la ley penal, como lo distinguen la Gramática y el Diccionario; 
y no quiero entrar aquí en demostraciones innecesarias y pedantescas que 
esclarezcan estas frases. 

Algo hay aqui de diferencia: lo inmediato es lo que sigue casi sin solu- 
ción de continuidad en el tiempo de un hecho á otro; lo próximo es lo que 
deja en el orden físico, en el orden moral, en el espacio y el tiempo, en 
todas lae esferas de la vida, algo de descanso entre el agravio y la repara- 
ción. Y la ley no pide que la vindicación sea inmediata; pide que sea prò- 
xima. Y pararon diez días, durante los cuales no usó de ese derecho el señor 
Párraga. Diez días, en los cuales contestó en un suelto en La Corresponden- 
cia, El Liberal le volvió á replicar en otro suelto, y durante ese tiempo no 
pasó día en que de parte de los unos y de los otros dejase de haber comen- 
tarios respecto de los cargos dirigidos 4 D. Valeriano Párraga. ¿Cree el Fis. 
cal de S. M., cree la Sala á quien tengo la honra de dirigirme, que ha pasado 
el suficiente tiempo para que el escrúpulo de la vindicación de la ofens: 
obrase en la voluntad de la prensa? ¿Cree que ya eso se había extinguido 
por completo? ¿No puede ser, no lo bastante pura practicar una venganza, 
pero el lo suficiente para que su cólera re despertase Á la vista de su ene- 
migo? En una palabra, no es inmediato; pero, ¿no es bastante próximo? Yo 
lo dije eso completamente seguro de que ari ha de concedérselo la Sala. 

El arrebato ú obcecacién; pues qué, ¿quien pelea está sereno? ¿Se calif: 
can nunca, se penan nunca los hechos que ocurren en el calor de las con- 
tiendas físicas como los hechos que ocurren en la serenidad y el reposo, 
fruto de la premeditación anterior, en el agente que los redliza? ¿No hay en 
toda pelea, en toda colisión, no hay por necesidad un elemento de cólera, 
de pasión, de obcecación, de ceguedad, que producen naturalmente arreba- 
tos en el agente? Pues hay aquí más de lo que hace falta para que la Sala 
estime la concurrencia de más de una y de más de dos circunstancias ate 
nuantes del delito, y entonces no procede la aplicación de la pena señalada 
al delito por la ley; procede la aplicación de la pena inmediatamente in- 
ferior en un grado, según ios artículos 92 y 93, y en todas las escalas la in- 
mediata; y siendo tan baja la que en estas circunstancias puede aplicarse, 
Ja Unica que queda es Ja multa. 

Pues bien, es verdad; el Sr. Párraga ha golpeado al Sr. Franco; no lo 
hizo con premeditación, pero lo hizo; no lo hizo con deseo de causarle un 
grave mal, ni el que Je causó, pero lo hizo; debe ser responsable y penado 
‘por sus actos; pero en el grado que corresponde å la perversión de su volun- 
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_ tad debe ser penado; debe ser penado, no ya tomando en cuenta una oir- 

cunstancia de premeditación que ahi falta absolutamente, pero ni siquiera 
tomando en cuenta un estado intermedio que el Fiscal de S. M. estima 
como un estado dislocado, incierto, engendrado por la cólera, por el deseo 
de vengarse de una ofensa, aunque escogiendo mal los medios; por todas 
estas causas que perturban la voluntad del agente. Y con esto, Señor, basta 
y hé concluido. Porque, ¿qué tenge que decir á la Sala de esto que se lla- 
man faltas y que sólo al orden público corresponden? Y si Jas hubiera de 
tal carácter que lo merecieran, ciertamente tendría buen cuidado de llamar 
la atención sobre ellas el Fiscal de S. M. y exigir su castigo. Pero aquí se 
quería, sin codicia de acusar, sin saña para obtener-el castigo, pero, en fin, 
se quería, recusar la pena con otras, y como para este atentado tan grande 
del Sr. Párraga, que escandalizó á Madrid, para este atentado contra los 
fueros del pensamiento, para este verdadero crimen contra la libertad de la 
prensa,.es tan poco.el grado máximo de la pena, pues que no pasa de seis 
meses, se quería sumarlo con otras penas nacidas de la falsedad. ¡Cómo 
siento que haya penetrado en ese camino y se haya dejado llevar de ese 
espiritu de la inquina, un poco apasionado en estas circunstancias, la digna 
defensa del acusador privado! No; lo que hay es que confunde la acusación 
privada en este caso lo que toca al orden público con lo que toca al orden 
privado. El art. 848 castiga con pena de quince días de arresto y multa á los 
que turbaren levemente el orden en las Audiencias ó Juzgados, en los actos 
públicos, en espectáculos, solemnidades ó reuniones. ¿Tendría yo que ofen- 
der la ilustración de la Sala demostrando que no es un caso de estos el de 
que se trata, que no se trata de esas reuniones? El que turba el orden en un 
templo, en un Juzgado, en una Audiencia, comete, si la perturbación del 
orden es leve, una falta que sería delito grave si la perturbación de la ley 
fuese más honda, pero que de esto no se puede acusar al que, riñendo con 
otro, hace que las gentes se alteren, porque ven á dos que se dan de palos y 
que pelean como bestias en vez de entenderse como hombres, no; yo ofen- 
deria la ilustración de la Sala si insistiera sobre este punto. 

Y en cuanto al art. 589, dice el núm. 5.”: «Los que faltaren al respeto 
y consideración debida á la autoridad, ó desobedecieren levemente, dejan- 
do de cumplir sus órdenes. » 

Si hubiera hablado mucho más, que ya he hablado demasiado en este 
asunto, y no me he querido ocupar de ese parte famoso de D. Protasio Gó- 
mez Cabezón, me habría ocupado del asunto con algún detenimiento; pero 
aun ari diré, que aun siendo alcalde, no tenia para qué dar parte ninguna 
del hecho, ni interponer su bastón como autoridad sencillamente, Señor, 
porque D. Protasio Gómez Cabezón, no era autoridad ninguna en los Jar- 
dines del Retiro; es que aquí se olvidan las cosas más elementales del mun- 
do. Pues qué, ¿no se sabe cómo está constituido el Ayuntamiento de Ma- 
drid? Cuando los términos municipales son pequeños, los Ayuntamientos 
confian la función jurisdiccional y administrativa á un Alcalde, que tiene 
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la representación como Presidente del Ayuntamiento y como delegado del 
Gobierno; y cuando hay un término municipal extenso, como en Madrid, 
se divide en distritos municipaler, y estos distritos determinan la distribu- 
ción de funciones en los Tenientes de alcalde, siendo delegaciones del Al- 
calde las funciones que la ley atribuye al Alcalde mismo, pero cada uno 
dentro de su respectivo distrito. Esto está en el organismo natural de esta 
distribución de funciones, aunque la ley no lo dijese, pero lo dice; ya lo 
decía la Ley Orgánica de 18 de Enero de 1845, y lo vuelve á repetir en 
su art. 109 la Ley de Ayuntamientos de 1870, y lo reproduce, copiando 
literalmente sus términos, Ja Ley Municipal vigente; es decir, en la ley 
que regia cuando se cometió este hecho, 6 sea la Ley Municipal de 1877. 
De manera que lo dice el buen sentido, las nociones más elementales de 
Derecho administrativo y lo dice la ley. Pues bien, Señor: D. Protasio Gómez 
Cabezón era, según él mismo dice, alcalde del distrito de la Inclusa, y los 
Jardines del Retiro están, regún se los considere, en el distrito de -Buena- 
vista ó en el del Congreso. Si se mira á la puerta exterior de los Jardines, 
å su entrada y á la puerta de jurisdicción, al despacho de billetes, por donde 
las gentes entran y salen, pertenece al distrito de Buenavista; si se mira á 
su interior, pertenece al del Congreso; pero en ningún caso al de la Inclusa. 

Pues bien, Señor: ¿qué autoridad ni qué jurisdicción tiene el D. Prota- 
sio Gómez en el distrito de Buenavista? La autoridad es siempre respeta- 
ble; creo que una de las necesidades de la sociedad española es que en ella 
se infunda bien el respeto á la autoridad; pero una cosa es esto y otra ver 
aquí desobediencia, ni leve ni grave, á la autoridad de! Sr. Gómez Cabe- 
zón, por la circunstancia de que no era autoridad en los Jardines del Buen 
Retiro, como no lo eran Marchante y Arredendo, que estaban allí, y á nin- 
guno se le ocurrió prerentar el bastón diciendo: «alto á la autoridad». 

Siempre esto revela una autoridad penetrada de la alteza é importancia 
de sus funcioner, aunque entonces estaban mal aplicadas, porque no era 
allí autoridad el Sr. Cabezón; era un Concejal como otro cualquiera, es de- 
cir, uno de tantos administradores de los intereses municipales. Por lo tan- 
to, ¿á qué se viene aquí hablando de la desobediencia grave, de la falta 
que se cometjera, dado caso ¡ue se cometiese, contra D. Protasio Gómez 
Cabezón? Una persona, Concejal, autoridad en un distrito, en el caso de 
poner paz, levantó su bastón, hizo lo que pudo, pero no la desobedeció na- 
die, ni hay en esto deracaio ai falta. 

El resumen no se necesita; inútil es extenderse en más consideraciones 
que las ya expuestas en este juicio oral, que ha ejercido su influencia en el 
digno Fiscal de S. M., y la ejercerá ciertamente en la Sala, para que la 
verdad se sobreponga á todo, para no dar á las cosas más importancia de la 
que tengan, ya que no se ha podido imponer al Letrado, para que obrara 
con arreglo á la realidad y no cediera, como ha cedido, al imperio y á la 
influencia de las circunstancias. 


D. FRANCISCO SILVELA 


NOTAS BIOGRAFICAS 


En medio de la desaparición general de las vinculaciones, subsiste una 
que, por voluntad divina y por ministerio de la Naturaleza, lejos de conci- 
tar protestas, provoca aplauso y mueve á admiración: la vinculación del 
talento. | | 

La familia Silvela disfruta evidentemente de esta bienaventuranza, y 
en el transcurso de más de medio siglo viene manteniendo, de generación 
en generación, la gloria de su nombre en el Foro, en la Política y en la 
Literatura. 

D. Francisco Silvela es hoy la más saliente figura de todos los Silvelas 
vivientes; y si algo hay que lamentar con respecto å él, es que sus méritos 
le hayan encaminado å puesto tan excepcionalmente elevado que reclama 
toda su privilegiada inteligencia y toda su actividad para las luchas poli- 
ticas, con pérdida notoria y dolorosa del Derecho y de las Bellas letras. 
Esto no obstante, su buféte es de los primeros entre los primeros de 
España. 

Nació D. Francisco Silvela en Madrid el 15 de Diciembre de 1843. El 
primer cargo donde demostró sus conocimientos jurídicos fué el de auxiliar 
del Consejo de Estado, plaza que ganó por oposición á los veinte años de 
edad y que renunció en 1869 para dedicarse al foro y á la política. Fué 
Diputado á Cortes por primera vez en el mismo año, Subsecretario de Go- 
bernación en 1874, Ministro de este ramo en 1879, de Gracia y, Justicia 
en 1883, otra vez de Gobernación en 1890, y en la actualidad, jefe del par- 
tido conservador. 

La indole de este trabajo nos priva de examinar con la atención debi- 
da su historia politica; mas bastará para juzgar de su valía é importancia- 
el recuerdo de que con el empleo de un infinitivo ha provocado una crisis 
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total, y con su actitud de noble independencia desde que disidió del Se- 
ñor Cánovas del Castillo, ha despertado la fe política, cosa que parecia 
completamente imposible para los españoles. 

Como literato figura dignamente entre los más correctos y castizos, y 
legará 4 la posteridad obras imperecederas, entre las cuales ron dignas de 
especial mención el folleto Los neocultos, el discurso sobre El mal gusto li- 
terario en el siglo XVII, que pronunció á su ingreso en Ja Academia de la 
a y el estudio de las Cartas de la venerable Sor Marta de Agreda y del 

r. Rey D. Felipe IV, precedidas de un bosquejo histórico, siendo también 
ao de notar su discurso como Presidente de la Real Academia de Juris- 
prudencia y el que pronunció al tomar posesión de su cargo de académico 
de la de Ciencias Morales y Políticas, que versaba sobre los Principios ca- 
pitales á que deben ajustarse, en nuestra codificación civil, y modo de ser de las 
personas morales, y el notabilísimo trabajo que hizo en el Congreso Juridi- 
co ibero americano acerca del Concepto y fundamento del derecho de propiedad 
literaria, artística é industrial, y las bases que deblan tenerse en cuenta pa- 
ra un Tratado internacional sobre la materia, entre España, Portugal y las 
Repúblicas americanas. 

A pesar de que su categoría en la vida pública le impide, como antes 
deciamos, consagrar al bufete todo el tiempo que él desearía, concurre á 
los Tribunales con pasmosa frecuencia, y pocos son los días en que no se 
le ve contender con los Gamazo, Maura, Díaz Cobeña y Salmerón. Su pa- 
labra, en el foro como en el Parlamento y en la Cátedra, tiene, como cua- 
lidad distintiva, la intención; y por ello se ha dicho con acierto que «es ra- 


ro el discurso del Sr. Silvela en yue no hay que lamentar desgracias per- 
conales». 


Su corrección exquisita y castiza cultura pueden apreciarse por la críti- 


ca que hacia en 1869 de «la desatentada manía que ee ha apoderado de -al- 
gunos de nuestros críticos y literatos distinguidos de proteger y fomentar 
una extraña invasión de giros arcaicos y de palabras mal embalsamadas, 
que asi parecen sentar en los escritos donde las espolvorean, como un casco 
de visera sobre un frac azul y unas tirillas inglesas», 

Uno de sus biógrafos ha dicho de él que «da á su palabra siempre sua- 
ve, limpia y monótona, un acento tan irónico, que desconcierta al adver- 
sario, á quien, por otra parte, trata con exquisita cortesía de forma. Sus 
discursos despiertan siempre gran expectación, porque siempre hay en 
ellos finisimos dardos para alguien y puntos de vista nuevos en el de- 
bate». 

A esta exactisima apreciación puede añadirse que en los debates judi- 
ciales es más de temer lo que le sugiere su brillante imaginación que lo 
que le dicta el estudio, y sus golpes más certeros provienen siempre de la 
improvisación y de lo inesperado. 
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MATORAZGO Y TÍTULO DE MARQUES DE GUADALCAZAR 


Consulta. 


r ` 


Antecedentes.—D. Lope Gutiérrez fundó en 1409 y en la ciudad de Cor 
doba el mayorazgo de Guadalcázar, y en 1609 se concedió á D. Diego de 
Córdoba, para si y sus sucesores en dicho mayorazgo, titulo de Marqués. En 
elpróximo pasado siglo, te litigó sobre mejor derecho á suceder en dichos 
titulo y mayorazgo, y por ejecutoria de 7 de Febrero de 1730 se declaró que 
correspondía al Conde de Arenales, agnado de la hija del fundador Doña 
Maria Alfonso. Sin salir de esta descendencia, han poseido sucesivamente 
titulo y mayorazgo de Guadalcázar, D. Rafael Alfonso de Sousa y D. Isidro 
Alfonso de Sousa, y por efecto de la desvinculación, ha poseído solamente 
la mitad reservable el último Marqués de Guadalcázar, D. Fernando Al- 
fonro de Sousa. Fallecido este último, se pregunta: ¿cuál de las dos señoras, 
Doña María Luisa Wall Alfonso de Sousa, Marquesa viuda de Torremanzanal, 
ó Doña Concepción Wall Diago, Condesa de Armtldez de Toledo, tiene mejor 
derecho á llevar el titulo de Marquesa de Guadalcázar? 


Dictamen. 


La ley desvinculadora de 27 de Septiembre y 11 de Octubre de 1820 su- 
primió los mayorazgos, pero conservó los títulos y grandezas anejos, deter- 
minando que se sucediera en lok mismos por el orden prescrito en las fun- 
dacionee respectivas; y como esto sea ley, jurisprudencia y práctica incon 
curas, en nuestro caso tendrá mejor derecho al titulo de Marquesa de Gua- 
dalcázar, aquella de las dos señoras aspirantes que Jo hubiera tenido mejor 
al mayorazgo, si éste subsistiera. 

Examinando ahora la fundación del mayorazgo de Guadalcázar, vemos 
que es de agnación rigorosa en sus tres primeros llamamientos, por cuanto 
lama y constituye cabezas de linea å sus tres hijos varones, y establece 
que sucedan «el fixo del fixo, el maior que sea lexitimo y varon et non le- 
> xitimado, e si por auentura el dicho su fixo lexitimo varon maior falles- 
> ciere sin auer fixo lexitimo e non lexitimado, heredero maior varon, 
> ala estos bienes el hermano siguiente.....» Asi, pues, la fundación llama 
varones de arones, y es el vínculo de agnación verdadera en sus tres prime. 
ras líneas. | | 

Todavía se persigue la agnación al establecer la cuarta línea en cabeza 
de la hija María Fernández y determinar que «despues della, que lo herede 
> 81 fixo varon maior, e si por auentura fallesciere el dicho su fixo varon 
» maior sin auer fixo lexitimo varon e non lexitimado, mando que lo aia 
> el otro su hermano fixo de Ja dicha Maria Alfonso mi fixa, y que sea va. 


TRABAJOS FURENSES 15 


178 FORO HISPANO-AMERICANO 


» ron el maior.....» De este modo, al llamar varones de varones de una 
hija, el mayorazgo de Guadalcázar pasa á ser de agnación ficta, en la cuarta 
de las líneas que la fundación establece. 

La preocupación agnaticia no quedará satisfecha al apurar los hijos y 
la descendencia de varón en varón de hijos é hija; y todavía Lope Gutié- 
rrez establece un segundo orden de llamamientos y una quinta línea que 
encabeza en su nieta, hija mayor de su mayor hijo: «..... e mando que lo 
» aia e tome a su fixa del dicho Martin Alfonso la maior si la obiere, e si 
» por auentura fallesciere sin auer fixos varones, mando que lo aian las 
> Otras sus hermanas todauia la maior de grado en grado fasta la menor.....» 
Cierto que no son tan expresivas y completas las frases de este segundo or. 
den de llamamientos, en el que el fundador no sigue repitiendo, palabra 
por pulabra, lo que de antes viene diciendo y repitiendo; pero la adverten- 
cia reiterada de que continúa sus llamamientos, como dicho es, y con las con- 
diciones sobredichas, juntamente con la determinación clarísima de que, si 
muere la cabeza de línea sin hijos varones, pase á otra, producen el con- 
vencimiento de que una sola fué la mente del testador, al establecer sus 
dos primeros órdenes de llamamientos, y su voluntad, perfectamente expre- 
sada al principio y reiterada después más breve aunque de suficiente ma- 
nera, fué siempre la de llamar al mayorazgo varones de varones, tomán- 
dolos sucesivamente de sus hijos, de su hija y de sus nietas; estableciendo 
para ello un primer orden de agnación verdadera, resignándose después á 
la agnación ficta, y abandonando luego á la regularidad su mayorazgo, 
después que dejó agotados hijos é hijas, nietos y nietas, en llamarles para 
tronco de agnación. Esto es indudablemente lo que hace Lope Gutiérrez, 
cuando después de los dos órdenes de llamamientos de agnación verdadera 
ó ficta, que hemos detallado, dispone que continue el vínculo «e non se 
» puedan partir nin uender nin enaxenar los bienes»; y no establece más 
regla de suceder en el mismo que la de que «no salga de Ja familia del pri- 
» mer hijo mientras no ajan fallescido todos estos fixos e fixas, nietos e 
» nietas, y sus descendientes en la linea derecha del dicho Martin Alfonso», 
y lo mismo de los demás hijos; de manera que en este último orden de lla- 
mamientos, red barredera de toda la descendencia de Lope Gutiérrez, 
llama á todos los que no tiene llamados, agota su progenie, y puede decir 
finalmente que «si de todos mis fixos y de mis nietos y de los mis descen- 
» dientes de la línea derecha de mi y de Inés Garcia mi muxer non obiera 
» fixo nin fixa nin otros descendientes de la mi línea derecha, como dicho 
» es, mando que herede estas dichas mandas de bienes sobredichos Diego 
» Alfonso mi sobrino». Tal es la fundación del mayorazgo de Guadalcázar, 
en lo que se refiere á la presente consulta, y no hay, en aquélla, singulari- 
dad alguna que no sea la de tantas otras fundaciones de su tiempo, en las 
que se empezaba por la irregularidad para caer después en la regularidad; se. 
cuidaba mucho en redactar los llamamientos de excepción en que la irre- 
gularidad consistía, y no se cuidaba de especificar los llamamientos regu- 
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lares, ni era necesario, pues lo hacia la ley de Partida (tit. 15, Partida 2,2) 
vigente cuando José Gutiérrez fundó su mayorazgo. 
Ku resumen, he aquí el cuadro de los 


Llamamtentos al mayorazgo de Guadalcázar 6 de Lope Guliérrez. 











. Varones de varones oriundos de los Mayorazgo de ag: 
; a E E warn E nación verdadera. 
Primer orden.. ) Varones de varones oriundos de la) Mayorazgo de ag 
Bi Aid bese rra O nación ficta. 
I 

Varones de varones oriundos de las 
Segundo orden. hijas de cada hijo por orden de 

mayor a menor......... Soe 


| Mayorazgo de ag. 
y nación ficta. 


Descendientes de cada hijo por su 
Tercer orden... orden y sin pasar 4 otro mientras, Mayorazgo regular. 
| uno los tenga............. TER f 

NE) Se —— E EE) E E E D 
Y no es posible, en derecho, que reconozcamos otros órdenes que los ex- 
puestos, porque los tres anotados se fundan en las palabras del testador, 
de las que nos veda apartarnos por presunciones la ley y la jurigprudencia. 
Ni por aquellas podemos imaginar que, agotadas las líneas de varones que 
encabezaban las nietas, habían de constituiree nuevas líneas en cabeza de 
las hembras más próximas al testador, porque ni éste lo dispuso, ni la vo- 
luntad del testador ha de extenderee, ni la irregularidad presumirse; ni, en 
una palabra, y según entiende el que suscribe, puede ocultarse al que lea 
la fundación de Lope Gutiérrez con espiritu no prevenido y desapasionado, 
que es de mayorazgo irregular por agnación en los dos primeros órdenes de 
sus llamamientos, y abandonado después á la regularidad que norma Ja 
ley de Partida, cuando en el tercer orden de llamamientos se hace á todos 
los descendientes de cada uno de los hijos, rin establecer regla alguna. 
(Tribunal Supremo 21 de Enero de 1851 y 1.° de Abril de 1862, etc.) 

Determinada la naturaleza del mayorazgo, puede venirse å la contesta- 
ción de la pregunta consultada. Aqui, sin que se sepa cómo, vino el mayo- 
razgo Ala cuarta linea que se ha agotado, y con ella, el primer orden de 
llamamientos; había que retroceder y buscar la quinta linea, ó sea los va- 
rones de varones de Ja primera hija del Martin Alfoneo, en su defecto bus- 
carlos en la segunda hija, y asi sucesivamente hasta apurar el segundo or- 
den de llamamientos, en cuanto á las hijas de este primer hijo y sus varo- 
nes de varones; buscando despues, y conforme al tercer orden de llama- 
tnientos, el sucesor regular, entre los descendientes del Martin. Habría 
que hacer lo propio con las progenies de los demás hijos, García y Alfonso; 
pero todo ello ha de excusrarse desde el momento en que no aparece pre- 
tendiente alguno en las descendencias de los tres hijos mayores. Las dos 
señoras aspirantes descienden de Maria Fernández, hija del fundador, y - 
atendido su sexo, es evidente que sólo pueden considerarse comprendidas 
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en el tercer orden de llamamientos, 6 sean los de mayorazgo regular, nor- 
mado por las leyes de Partida vigentes ya cuando fundóse el de Guadal- 
cázar, y por leyes posteriores aplicables también como interpretativas de 
las anteriores. 

Según todas: 

1.2 En los mayorazgos regulares suceden los de la línea derecha, prefi- 
riendo el varón menor á la hembra mayor del mismo grado, y sustituyen- 
do el hijo al padre premuerto; y á falta de descendientes sucede el parien- 
te más próximo del último poseedor. (Ley 2.8, tit. 15, Partida 2.8; ley 5.2, 
tit. 17, libro X de la Novisima Recopilación; Tribunal Supremo 1.° de Ma- 
yo de 1853, 24 de Marzo de 1859 y 1.° de Marzo de 183z, etcétera.) 

2.2 La mujer sólo debe ser admitida å la sucesión si falta varón de la 
misma línea y grado. (Ley 2.8, tit. 15, Partida 2.4; Tribunal Supremo 6 de 
Octubre de 1857 y 20 de Febrero de 1879, etc.) 

3.2 En la sucesión de los colaterales rige también el derecho de repre- 
sentación. (Ley 9.8, tit. 17, libro X de la Novísima Recopilación; Tribu- 
nal Supremo 24 de Abril de 1861, etc.) 

Haciendo aplicación estricta de estas reglas, Dona Concepción Wall y 
Diago, Condesa de Armildez de Toledo, en representación de su padre 
D. Isidro Wall Alfonso de Sousa, hubiera sucedido, de subsistir el mayo- 
razgo cuya mitad reservable disfrutó D. Fernando Alfonso de Sousa, con 
preferencia á Doña María Luisa Wall, Marquesa de Torremanzanal; y como 
el título corresponde á aquella de estas dos señoras á la que hubiera corres- 
pondido el mayorazgo, es la señora Condesa de Armildez de Toledo la que, 
en opinión del Letrado que suscribe, tiene mejor derecho al título de Mar- 
qués de Guadalcázar (a). 
Así opina el Abogado que suscribe. Madrid 6 de Enero de 1894.—Licen- 
ciado Francisco Silvela. 
(a) Para evidenciar la exactitud de su afirmación, inserta al final el correspondiente +rbol 
genealógico, que no reproducimos por las dificult ides tipográficas y porque no lo estimamos 


uecesario para comprender el mérito de este dictamen: tan notable pər su sencillez y claridad 
como por su doctrina. —(N. de la R.) 
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NOTAS BIOGRÁFICAS 


~ 


Es Lastres uno de los ejemplos más tipicos de entusiasmo por las cien- 
cias juridicas y de constancia en su estudio y en su práctica. Toda su acti- 
vidad, todas sus energias y todo su tiempo los ha consagrado 4 la vida del 
Derecho-en sus múltiples manifestaciones, siendo ésta la causa de que su 
nombre merezca simpatía y respeto iguales. en España que en el extranjero. 

Nació en la Habana en 1848, cursando en esta ciudad y en Madrid 
la carrera de Derecho, con aprovechamiento extraordinario. Su aprendi- 
zaje en la materia criminal con el inmortal Selva y en la civil con el emi- 
nente Silvela (D. Manuel), así como el tiempo que se dedicó á la en- 
señanza, particular primero y oficial después, ocupando, como auxiliar, en 
la Universidad Central la Cátedra de Procedimientos judiciales, le coloca- 
ron en un nivel de ilustración jurídica que sólo á los privilegiados es dado 
alcanzar, y así se explica que desde los primeros pasos en el ejercicio de la 
profesión, se contaran sus éxitos por el número de sus trabajos. 

La biografía de este ilustrado jurisconsulto puede reducirse 4 la enume- 
ración de la multitud de obras apreciables que se le deben, entre las cuales 
merecen mención especial las diez Lecciones sobre sistemas penitenciarios que 
explicó en el Ateneo de Madrid en 1874 y 1875; la redacción del Programa 
para las oposiciones al Cuerpo pericial de Penales, y las bases y algunos 
capítulos del Reglamento de la Cárcel celular de Madrid; el establecimien- 
to de la Escuela correccional de jóvenes delincuentes, en Carabanchel (ins- 
titución meritisima que nunca se le agradecerá bastante); representar 4 Es- 
paña en el Congreso penitenciario internacional de Stokolmo (1878), en el 
de Roma (1885), y en el de Abogados de Bruselas (1897); la iniciativa para 
la instauración del Registro central de penados y rebeldes, etc., etc. 

De su Inbor en el bufete, quedarán siempre como trabajos imperecede- 
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ros la defensa de José Escudero en la causa de homicidio de su novia, per 
petrado en el Retiro (1870); la del célebre proceso del cochero de Chamberi; 
la de los obligacionistas del Noroeste contra la Compañía quebrada de los 
ferrocarriles de Ponferrada å Coruña; el dictamen dado en unión de Monte- 
ro Ríos y Alouso Martínez sobre el abordaje de los vapores La France y Sud- 
América en el puerto de La Luz (Canarias). 

Es Letrado consultor de la embajada de Francia y de las legaciones de 
Holanda, Guatemala y otras; Diputado primero en el Colegio de Abogados 
de Madrid, y Diputado 4 Cortes por Mayagiiez (Puerto Rico) desde 1884, 
habiendo ocupado en la última legislatura el cargo de primer Vicepresi- 
dente de la Cámara popular. En ella ha probado sus profundos conoci- 
mientos en las cuestiones antillanas, En 1885 desarrolló una interpela- 
ción sobre el derecho-de defensa ante la justicia militar, en la que supo 
mantener, con independencia y vigor laudabilisimos, los prestigios de 
la toga. 

Ha publicado un tratado de Procedimientos civiles y criminales, la más 
popularizada, aunque no la más sobresaliente de sus obras; El derecho al 
alcance de todos, Libertad de testar, La Cárcel de Madrid, El crimen de la calle 
de Feijóo, Operaciones de Bolsa, Contratación sobre fondos públicos, La coloni- 
zación penitenciaria de las Marianas y Fernando Pdo, L'ancienne et la nouvelle 
prison, El castigo de los delincuentes habituales, etc., etc. 

Es orador de palabra fácil y correcta, de expresión clara y de argumen- 
tación razovada. 


DEFENSA DE LA SOCIEDAD FRANCESA «EL FENIX» 


SOBRE PAGO DE UNA POLIZA DE UN MILLON DE PESETAS 


Al Juzgado. 


D. Antonio Bendicho y Rodriguez, en nombre de la Compañía francesa 
de seguros sobre la vida, denominada «El Fénix», cuya representación tengo 
acreditada en los autos ejecutivos iniciados por D. 1, P. de la P. sobre pago 
de un millón de pesetas, intereses y costas, evacuando el trámite conferido 
por providencia de 3 del actual, digo: Que mi cliente, haciendo uso del 
derecho que le reconocen los artículos 1.463 y 1.467 de la Ley de Enjuicia- 
miento civil, formaliza la oposición que anuncié en mi escrito anterior, 
para lograr que se declare nulo el juicio, no sólo por los defectos extrinae- 
cos del llamado título ejecutivo, sino también por la nulidad de la obliga- 
ción y del documento que la representa, 

La reclamación incoada por el Sr. P. contra «El Fénix», tiene tales ca- 
racteres y concurren en la misma circunstancias tan extraordinarias, que 
justifican el interés con que la opinión sigue los accidentes de la contienda. 
Hasta se ha hecho intervenir á la prensa periódica con el propósito, quizá, 
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de colocar 4 la Compania en una situación desagradable, suponiéndola ca- 
paz de faltar á sus compromisos. Se equivocan, sin embargo, los que crean 
que por el procedimiento del escándalo van á ejercer presión sobre mi 
cliente para hacerle que ceda de su derecho 6 que transija, como reiteradas 
veces se ha intentado. El «Fénix», en sus cincuenta y cuatro años de exis- 
tencia, ha ganado tal opinión en el mundo entero y es tan firme su crédito, — 
que nada pueden importarle las manifestaciones del Sr. P. Ya demostrare- 
mos hasta la saciedad la falta de razón y de exactitud con que el deman- 
dante juzga los actos de la Compañia, que si no ha pagado es porque nada 
debe, como ha dicho siempre que directa ó indirectamente se ha preten- 
dido realizar el millón de pesetas que persigue el actor, 

«El Fénix», para cumplir sus obligaciones, tiene un capital efectivo de 
249 millones de francos: tan sólida es su reputación, tan saneado su capital 
y tan limpias sus operaciones, que, siendo 5.000 francos el valor nominal 
de sus acciones y no habiéndose desembolsado más que 1.000, se pagan A 
36.000. Empresa que tanto tiene y vale tanto, no habria de acudir á argu- 
cias de mal pagador para no satisfacer la póliza que reclama el Sr. P., si 
fuera legítima. No la paga porque es nula, ni la pagará mientras no lo dis- 
pongan los Tribunales españoles en sentencia firme pronunciada en juicio 
declarativo, único al que ha podido acudir el Sr. P., procedimiento que al 
fin tendrá que promover, porque estoy seguro que la ejecución despachada 
se anulará. Asi lo mandan nuestras leyes: á su amparo se ha establecido en 
España la Compañía francesa que defiendo, confiada en la rectitud de los 
Tribunales españoles, cuyo fallo ejecutorio acatará y cumplirá hasta por 
telégrafu, sin que para ello, si el caso improbable llegase, fueran precisos 
especiales requerimientos. La Sociedad que represento, convencida de su 
derecho, ni transige ni regatea. Nada paga porque nada debe: lo pagará 
todo si por sentencia firme se le ordenara; pero está segura de que tal fallo 
no podrá obtenerlo jamás el Sr. P., porque sería evidente y notoria injus- 
ticia, dados los términos precisos del contrato, el texto clarísimo de las 
leyes aplicables y la doctrina establecida por los Tribunales del país y del, 
extranjero, siempre que han resuelto casos iguales al que nos ocupa. 

El Sr. P., con tanta inexactitud como injusticia, habla de que El Fénix 
prepara sus operaciones para burlar sus compromisos después de recoger de 
los incautos asegurados las primas de Jos seguros. Resulta increíble que sea 
el Sr. P. quien se haya atrevido á consignar semejante afirmación, que mi 
cliente estimaría injuriosa si pudieran importarle los juicios del demandan. 
te. Lo referido lo dice el actor ocupándose del establecimiento legal de la 
Compañia en España, callando que se halla autorizada para operar por vir- 
tud de las Reales órdenes que dictó ei Ministro de Fomento en 28 de Junio 
de 1877 y 5 de Febrero de 1878, después de las severas formalidades que 
entonces se exigían, siendo también inexacto que los poderes conferidos al 
Representante general sean insuficientes para pedir aquí el cumplimiento 
de las obligaciones. El mismo Sr. P. se contesta 4 si propio y contradice 
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con su conducta lo que afirma en su escrito, al pedir y aceptar que el reque- 
rimiento al pago y la citación de remate se entendieran con el Representan- 
te general como eficaz y válidamente se ha practicado, sin necesidad de li. 
brar ningún exhorto á Paris. 7 

A proposito de poderes, y antes de abandonar el terreno de las rectifi- 
caciones, me conviene deshacer un error de la parte actora, que pudiera te- 
ner importancia para las eventualidades del porvenir. No es cierto que el 
Sr. Junca tenga ni haya tenido jamás poderes de El Fénix; el mandato está 
conferido al Representante general, Sr. Lastres, según consta en el Registro 
mercantil. El Sr. Junca sólo tiene poderes de la Compañía de El Fénix, que 
es de seguros contra incendios, y asi se consigna con toda claridad en la 
segunda inscripción del Registro mercantil, que por certificado acompaña á 
la demanda. Conste de una vez y para siempre, que sólo son eficaces para 
El Fénix las reclamaciones privadas, Joe actos notariales y diligencias ju- 
diciales que se entiendan ó se hayan entendido con el Sr. Lastres, y que no 
tiene ningún valor ni efecto cuanto se practique ó se haya practicado cerca 
de cualquiera otra persona en España. 

El Sr. P. se revuelve airado contra la Compañía porque no paga el mi- 
llón, y como tiene prisa por cobrarlo, se ha atrevido á promover un juicio 
ejecutivo que la ley no consiente, pues no existe en nuestro derecho, ni 
puede existir, texto alguno que permita ejecutar por documento privado, _ 
sin que previamente se acredite la autenticidad reconociendo su firma el 
deudor, doctrina que desarrollaré más adelante, cuando me ocupe de las in- 
fracciones legales en que han incurrido la demanda y el auto que despachó 
la ejecución. Al demandante le urge realizar el millón de pesetas en que 
aseguró la vida su mujer; pero habrá de esperar á que se examinen y de- 
puren los muchos y poderosos motivos que ha tenido la Compañía para ne- 
garse å pagar. Entonces se verá si el Sr. P. es uno de esos incautos engaña- 
dos á quienes alude en su demanda, ó el hábil calculador que ha hecho un 
mal negocio. 

Cuando las gentes han sabido que quien no era poderoso capitalista ha 
bía contratado en una Compañía el seguro de 4.000.000 de reales, de 
2.000.000 en otra y de cantidades más pequeñas en otras, dieron en peusar 
que algo extraño habría en esos contratos; pero claro está que El Fénix no 
ha de decir, ni ha de hablar de cosa alguna que no esté dispuesto á probar. 
El rigor de esta conducta, Única admisible cuando se discute en serio, no 
impide, sin embargo, y aun entendemos que es caritativo, lamentar la des- 
gracia de Doña A. G., hija de un amigo querido, muerta en Málaga sin que 
sus atribulados padres tuvieran el consuelo de recoger su último suspiro ni 
de ver los yertos despojos del ser amado, porque á pesar de haber empleado 
el telégrafo el padre y el Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros y 
obrado con diligencia suma el Sr. Gobernador de la provincia, se llegó tarde 
para el embalsamamiento, que impidió la rápida descomposición del cadá- 
ver, resultando, por lo mismo, imposible su traslado de Málaga á Madrid. 
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Poco después de ocurrida la desgracia, llegaron 4 oídos de mi cliente 
rumores de tal importancia, era tan hondo y legitimo el dolor de los padres 
de Doña A. G., se referían detalles tan curiosos relativos al matrimonio del 
Sr. P., á su manera de establecerse en Madrid y de hacer los varios seguros 
que contrató, ocultando las enfermedades de su señora: de tal suerte menu- 
deaban los requerimientos y reclamaciones que los acreedores del deman- 
dante hacian á la Compañía, que ésta se vió en el caso de abrir una seria, 
formal y minuciosa investigación de antecedentes, dispuesta á no acéptar 
como buena ninguna noticia que careciera de comprobante. El distinguido 
Notario, Excmo. Sr. D. L. G. M., å perar del dolor que embargaba su áni- 
mo, se creyó en el deber de prestar el concurso que se le pedía para una 
obra de justicia, y el acta notarial que acompaño, levantada el dia 2 de Ju- 
lio de 1897, retrata de tal suerte al demandante, que podrá parecer lo que 
se quiera, pero incauto, eso sí que á nadie le parecerá. 

Además de las noticias noblemente facilitadas por el Sr. G., se adqui- 
rieron otras muchas que la Compañia comprobó escrupulosamente, y resul- 
tado de esa labor fué el convencimiento profundo de que el seguro estipu- 
lado era nulo, porque en ias declaraciones, base del contrato, se faltó reite- 
radamente á la verdad sobre puntos esenciales, capitalisimos, que si hubie 
ra conocido la Compañía, como tenía derecho á saberlo, no habría admitido 
el contrato solicitado por el demandante y su señora. Todo esto sin contar 
con que el Sr. P. se estableció con inusitado lujo en la calle de Villalar, 
húmero 5, para inspirar confianza, haciendo alarde de una opulencia que 
después resultó ficticia, pues ni tenía pagados los muebles, por lo cual le 
está persiguiendo judicialmente el tapicero Sr. Riesco. Tampoco contaba el 
actor con recursos para abonar los plazos sucesivos del seguro contratado, 
porque todo el dinero de que podía disponer se reducía á las 60.000 pesetas 
facilitadas por el Sr. G. M , de las cuales y con los mismos billetes que dió 
el padre de Doña A. satirfizo el demandante el único trimestre abonado, 
pues su señora falleció antes de vencer el segundo plazo. Para impedir y 
castigar hechos semejantes ordena el art. 381 del Código de comercio la nu- 
lidad del seguro y lo mismo dispone el artículo 1. que como fundamental 
se consigna en toda póliza de seguro sobre la vida. 

Es posible que el actor acuda al socorrido y gastado recurso de decir 
que la Compañía niega el pago porque le duele dar 1.000.000 habiendo 
cobrado tan corta prima, y sobre este punto interesa å mi cliente consig- 
nar una declaración categórica que reclaman su decoro y su dignidad, para 
que se vea que en el pleito actual el dinero es lo que importa menos á mi 
defendido. El Fénix, en uso de su derecho, como es práctica en empresas 
similares, cedió casi todo el importe del seguro 4 diversas Compañías re- 
aseguradoras, con las cuales claro está que ninguna relación tiene el Sr. P. 
ni los Tribunales, pues la responsabilidad es toda y por entero de mi clien- 
te. Aun cuando en lo legal y externo ocurra esto último, no cabe duda que 
lo real y positivo es que El Fénix, de su capital propio, sólo tendría que 
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pagar una parte mínima del millón que se discute. Hubiese sido, por lo 
tanto, sumamente cómodo y muy fácil aprovechar la ocasión para la pro- 
paganda, hacer grandes alardes con capital ajeno y producir mucho ruido 
al pagar Ja suma asegurada. A la Compañía que represento ni le seduce el 
oropel ni le envanece el éxito pasajero. Tiene más alta idea de si misma, 
concepto muy distinto no sólo de sus derechos, sino de sus deberes, y esti- 
ma que cumple los segundos negándose á pagar un seguro constituido en 
condiciones como las referidas. El seguro de vida entera es quizá la forma 
más noble, generosa y sublime del ahorro y de la previsión, puesto que se 
hace para cuando no será posible recibir elogio ni gratitud de los favoreci- 
dos. Esa abnegación y virtud, tan dignas de aprecio y estímulo, degeneran 
y merecen enérgico reproche cuando el contrato se inspira en deseos de lu- 
cro y propósitos de especulación. 

El Fénix prefiere sufrir las grandes molestias de un litigio con todas 
sus consecuencias, á cooperar por censurable debilidad al éxito de un nego- 
cio que debe fracasar, porque así lo mandan las leyes que rigen el mundo 
moral y las relaciones entre los hombres. Para lograr que esos altos fines se 
cumplan, resiste y se opone á la ejecución despachada, alegando en apoyo 
de su defensa los siguientes 


1. D.I. P. de la P., después de haber ejercido por poco tiempo y con 
escasa fortuna, el cargo de arquitecto municipal en la villa de Gracia, 
viene á Madrid en 1895, se instala en una modesta casa de huespédes de la 
calle de la Aduana, núm. 4, y resuelve casarse con una mujer rica. Para 
ello se dirige al agente de matrimonios D. Eufrasio Valdés (documento nú- 
mero 1), el cual le indicó que Doña A. G. y R., hija del acaudalado Nota. 
rio D. L., era la persona que le convenia. Al efecto se practicaron las ges 
tiones necesarias, pero tan mal pareció al Sr. G. la indicada unión, que, 
según tiene declarado al contestar la segunda pregunta del interrogatorio 
(documento núm. 3), celebró con regocijo y perpetuó con una joya la fecha 
en que su hija desistió de su proyectado enlace con el Sr. P. Este logró, sin 
embargo, realizar su propósito casándose por sorpresa con Doña G. el día 
20 de Marzo de 1896, en la parroquia de San Martín de esta corte. 

2.2 Verificado el matrimonio, se vió que las riquezas del Sr. P. y los 
miles de duros de renta indicados å su futuro suegro (documento núm. 3), 
eran pure fantasia, pues los cónyuges, después de haber pasado tres dias en 
la calle del Carmen, núm. 25, fueron á vivir á la casa de la calle de la 
Aduana, sufriendo grandes privaciones y apuros, hasta el punto de llegar á 
deber 2.000 pesetas de hospedaje al Sr. Poy (documento núm. 2), y te- 
niendo que empeñar más de una vez parte del equipo nupcial, para cubrir 
gastos urgentes. 

3. Doña A. G. había tenido siempre una constitución delicada y pro- 


D. FRANCISCO LASTRES 187 


pensa & enfermedades, en las cuales le asistía de soltera el médico don 
Zoilo Pérez, y algunas veces, como amigo intimo, el doctor Sánchez Rubio 
(documento núm. 3). Después de casada, y viviendo en la calle de la 
Aduana, la visitó el médico D. Manuel Rodríguez Sarachega, el cual ha 
manifestado, ante Notario (dócumento núm 13), que la referida señora pa- 
decía en Mayo de 1896 una endocarditis crónica, de la cual logró aliviarla, sin 
poder asegurar que quedase curada. 

4,0 El Sr. P., apremiado por las circunstancias y tan pronto como pudo 
reunir algunos fondos, puso pleito á su suegro Sr. G. M. para que se le 
obligara á entregar á su hija, como dote, la mitad de la legítima presunta, 
litigio seguido en el Juzgado de Palacio, escribania de ‘Gutiérrez (docn- 
mento núm. 3), y terminado por la transacción que refiere la escritura 
otorgada en 7 de Mayo de 189/, ante el Notario Sr. Moreno Caballero. En 
esa escritura, firmada por el actor, después de reseñar Jos antecedentes del 
matrimonio, se hizo constar la entrega de 60.000 pesetas en billetes del 
Banco de España, que fué el capital recibido pur el Sr. P., y con parte del 
cual pagó la única prima cobrada por la Compañía «El Fénix». 

5.2 D. 1. P., aunque sin recursos para ello, intentó alquilar el hotel del 
paseo de la Castellana núm. 1, en condiciones muy originales. Pretendió 
de diversos industriales que le dieran lujuso mobiliario y alfombras, recor- 
dando el Sr. G. M. el establecimiento de los Sres. Martínez y Compania 
(Alcalá 68) y el almacén de alfombras de la calle de Serrano núm. 20. 

Al fin logró el actor que D. Santos 'Riesco le amueblara con extraordi- 
nario lujo el cuarto primero que tomó en la calle de Villalar, núm. 5, otor- 
gando al efecto una escritura de compraventa en 21 de Septiembre de 1896, 
„ ante el Notario D. Virgilio Guillén, suscribiendo en 13 de Abril de 1897 el 
Sr. P. y su señora un documento privado en el cual se hace constar la tra- 
dición de dichos muebles al Sr. Riesco. Este no fué, sin embargo, muy 
afortunado con su convenio, puesto que para lograr el cumplimiento de lo 
pactado ce ha visto en el caso de reclamarlo judicialmente, promoviendo el 
oportuno litigio ante el Juzgado de Palacio, escribania del Sr. González 
Bedmar; de todo lo cual he podido enterarme por los edictos publicados en 
la Gaceta de Madrid de 4 de Diciembre de 1897 y 5 de Enero de 1898, la- 
mando al Sr, P. por ser desconocido su domicilio. 

6.9 Gracias al tapicero Sr. Riesco, pudieron los cónyuges P. abandonar 
en Cctubre de 1896 su modesto albergue de la calle de la Aduana é insta- 
larse fastuogamente en la calle de Villalar. Hecha la mudanza tan deseada, 
empieza la serie de contratos de seguros sobre la vida, de Jos cuales los más 
importantes no hubiesen sido ni siquiera iniciados, sin los alardes de ri- 
queza y opulencia que falsamente ostentaba el Sr. P. en sus palabras y en 
su morada. 

1.2 En 17 de Octubre de 1896 D. Lorenzo Palacios, como apoderado de 
Doña Asunción Ruiz y Abad, acude á La Previsión, Compañía establecida 
en Barcelona, pretendiendo el seguro de vida temporal de Doña A. G. R. 
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de P. por la suma de 40 000 pesetas, y el mismo día solicitó D. Ramón Co- 
nesa, como apoderado de Doña Casilda Prieto, ‘otro seguro por 8.000 pese 

tas. Ambas proposiciones fueron suscritas por Doña A. y eu marido D. I. P., 
que la autorizaba para celebrar el convenio, La Previsión rechazó los men 

cionados seguros por varias razones, y entre ellas porque el abuelo de la 
proponente había fallecido de un cáncer en el estómago, enfermedad here- 
ditaria en muchos casos. 

8.2 Visto el fracaso del primer intento, se solicitan en 25 de Noviembre 
de 1896 los mismos seguros de 40.000 y 8.000 pesetas del, Banco Vitalicio 
de Cataluña, que también se negó á hacer los convenios, entre otras razo 
nes, porque los había rechazado La Previsión. Es muy oportuno indicar que 
en la solicitud al Banco Vitalicio, suscrita por los Sres. P., re decía que el 
Médico habitual de Doña A. era D. Manuel Rodríguez, y como amigos inti- 
mor señalaban á D. Eduardo Piquer y D. Joaquín Poy, dueño este último 
de la casa de huéspedes de Ja calle de la Aduana. 

9.9 El día 5 de Enero de 1897 obtiene Doña A. G., de la Sociedad La 
Equitativa, un Seguro de vida temporal de 70 000 pesetas, para garantizar 
un préstamo recibido de D. Manuel Yera. 

10.2 D. Lorenzo Palacios acudió á la Compañía El Fénix en 8 de Fe- 
brero de 1897, solicitando el seguro de vida de Doña A. G. de P. por la 
snma de 40.000 pesetas (documento núm. 4), para la garantía de un prés- 
tamo, y el mismo día, con igual propósito, comparece D Ramón Conesa, 
pidiendo otro seguro de 8.000 pesetas (documento núm. 5). Ambas propo- 
siciones aparecen firmadas por Doña A. G. y su marido, y además por aque- 
lla señora las declaraciones (documento núm. 6) que tuvo en cuenta el Mé- 
dico Doctor Dussac para informar á la Compañia. En esas proposiciones y 
declaración se hicieron las mismas ocultaciones y se faltó tan gravemente 
-á la verdad, como ocurrió al pretender el seguro del millón de pesetas. 
Por eso El Fénix se negó en absoluto å pagar los seguros números 156.949 
y 156.956; mas teniendo en cuenta que los Sres. Palacios y Conesa alega- 
ban que habían sido ajenos á las falsas declaraciones de los Sres. P., la 
Compañía, por un sentimiento de equidad y sin deber ninguno, acordó de- 
volver á aquellos señores la prima que cada uno habla pagado y así se con- 
signo en la escritura otorgada en 29 de Octubre de 1897, ante el Notario 
Sr. Moragas, documento en el cual los Sres. Palacios y Conesa reconocie- 
ron el derecho de la Compañía y declararon nulas y sin ningún valor ni 
efecto las pólizas reseñadas. 

11.2 No servían sin duda para el Sr. P. pólizas tan pequeñas como las 
contratadas, que fueron verdaderos ensayos ó tanteos cerca de la Compañía, 
de la cual se solicitó la del millón de pesetas. Como se ha dicho, y quizá 
se repita, que El Fénix fué quien prepuso con intolerable insistencia el se- 
guro de que se trata, niego que semejante sistema sea propio de la Compa- 
ñía que defiendo, y afirmo, por el contrario, que fué el Sr. P. quien tuvo 
decidido empeño en realizar la operación, según «acreditan los documentos 
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presentados, que vamos á examinar. En 23 de Octubre de 1896 escribe don 
Pablo de la Puscua 4 D. Manuel Rodríguez la carta adjunta (documento nu- 
mero 9), en la cual, además de ofrecerle el puesto de médico de cabecera 
de Doña A. G., le dice que su primo (D. 1. P.) trataba de asegurar la vida a 
su señora y quería fuese el médico que se ganase lo que la Compañía paga- 
ba por el reconocimiento. En 22 de Abril de 1897, escribe D. 1. P. al em- 
pleado de la Compañin Sr. Díaz Valero una carta (documento núm. 7) ro- 
gándole pasara por ru casa, calle de Villalar, núm. 5, para tratar de un 
asunto de seguros, del cual habían hablado, en efecto, por iniciativa del 
Sr. P., cuando se hicieron los relacionados con los Sres. Palacios y Conesa. 
Por último, con la tarjeta de D. Pablo de la Pascua, que acompaño (docu- 
mento núm. 8), se pedía al Sr. Díaz Valero una hoja de proposición de se- 
guro de vida. Resulta por lo tanto demostrado el deseo del Sr. P., expresa- 
mente manifestado, de hacer el famoso seguro, cuyo proceso y desarrollo 
vamos á examinar. 

12.2 En 24 de Abril de 1897, Doña A. G., autorizada por su marido, 
suecribe con éste la proposición de seguro de] millón de pesetas (documen- 
to núm. 16), y en ella se niega maliciosamente hecho tan importante como 
el de haber propuesto sin resultado su seguro á otras Compañías, á pesar 
de constar á los cónyuges lo ocurrido con La Previsión y el Banco Vitalicio 
de Cataluña. También se engañó al médico Sr. Dussac en las declaraciones 
que suscribió Doña A. G. el día 25 de Abril de 1897 (documento núm. 11), 
pues se negaron noticias tan necesarias para formar el diagnóstico como lar 
relativas al estado normal de su salud, enfermedades anteriores y profeso- 
res que la habían asistido, ocultaciones que hicieron caer en error á dicho 
médico, el cual, para su dictamen de carácter reservado y confidencial, no 
puede averiguarlo todo ni saberlo todo, por simple reconocimiento del pro- 
ponente, que nunca es ni puede ser tan exageradamente escrupuloso como 
en la clínica de un hospital, y mucho menos tratándose de una señora, 
que hace el contrato porque quiere y å quien noes posible negar los respe- 
tos al pudor y las conrideraciones debidas 4 su sexo. Por todas estas consi- 
deracioner, se dice en la póliza que el seguro se hace, no por el dictamen 
facultativo, sino tomando como base las declaraciones del proponente, y 
el éste falta å la verdad da origen á que el contrato se anule. 

13,2 Conviene recordar ahora, el litigio promovido por el Sr. P. contra 
su suegro sobre entrega de la dote, reseñado en el cuarto hecho de este es- 
crito, pleito que terminó por la transacción consignada en la escritura 
de 7 de Mayo de 1897. Ese día recibió el Sr. P. las 60.000 pesetas que le 
entregó el Sr. G. M. y con ellas pagó á la Compañía, cuatro días después, 
ósea en 11 de Mayo, 10.622 pesetas, importe del primer trimestre de la 
póliza del millón, que lleva la indicada fecha de 11 de Mayo. El Sr. G. M. 
recuerda y ha consignado en el acta notarial de 2 de Julio último (docu- 
mento núm. 3), que las 60.000 pesetas las dió á eu hija en billetes nuevos 
del Banco de España, de 1.000 pesetas cada uno, con numeración correla- 


tiva, detalle que recuerdan muy bien los empleados de la Compañía, y por 
eso hemos podido decir que el pago se hizo con las mismas monedas que 
dió el Sr. G., fin duda por carecer de otras el demandante, á pesar de ha. 
berse facade, con ocasión de dicho pago, de tener siempre billetes nuevos 
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que el Banco le facilitaba por las consideraciones que le merecían su posi- 
ción y 8u fortuna. 

14,2 Conviene consignar que la póliza de 11 de Mayo de 1897 está sus- 
crita en Paris por los Sres. A. du Fresnay y Conde de Crisenoy, y en Ma- 
drid por Doña A. G. de P. y su marido D. I. P. de la P. Importa también 
recordar que Ja póliza en cuestión representa un contrato de seguro de vida 
entera sin participación, y por lo tanto con vencimiento incierto, porque 
nadie puede saber el día de la muerte. El contrato de seguro 4 fecha fija 
obedece á otros principios, y para que á nadie quepa duda de esas diferen- 
cias, se acompaña un ejemplar (documento núm. 12) de una póliza de se- 
guro á plazo fijo. 

15.2 Doña A. G. y R., que había otorgado su testamento en Málaga 
el 16 de Junio de 1897, ante el Notario D. Juan Barroso Ledesma, falleció 
en aquella ciudad el día 25, á consecuencia, según dice el certificado acom 
ñado á la demanda, de una congestión pulmonar por colapso cardiaco. 

16.2 El Sr. P. por si, y otras veces por medio de ru primo y apoderado 
Sr. Pascua, ha reclamado el pago del millón de pesetas en que aseguró la 
vida de su señora. La Compañia se ha negado siempre al abono de esa 
suma y á todo arreglo ó transacción, porque nada debe, en razón á que la 
póliza es nula por la mala fe probada, declaraciones inexactas, omisiones y 
ocultaciones maliciosas que resultan de los hechos siguientes: 

a) Se preguntó á Doña A. G., en 24 de Abril de 1897, si había pro- 
puesto el seguro de su vida á otras Compañías que lo hubiesen rehusado y 
en qué fechas. Contesta que no, bajo eu firma, á presencia y con la autori- 
zación de su marido, que es el beneficiario de la póliza, hecho importan- 
ti-imo que vuelve á negar cuando presta su declaración ante el médico se- 
nor Duseac, el día 25 de Abril, regún acreditan los documentos números 
10 y 11 acompañados á este escrito. Mi cliente averiguó después de ocu- 
rrido el fallecimiento de la señora de P., que el seguro de vida de ésta 
habia sido propuesto y rechazado por «La Previsión» y Banco Vitalicio de 
Cataluña, hecho que conocían muy bien y maliciosamente negaron la pro- 
ponente y su marido, que habían suscrito las solicitudes de seguro á Jas 
dos Compañías catalanas. | 

b) Pregunta á Doña A. el médico Sr. Duseac (documento núm. 11), qué 
enfermedades ha padecido y cuándo. Responde que ninguna, y afirma que 
gozaba habitualmente de buena salud. Consta, según declaración de eu 
padre (documento núm. 3), que era de constitución delicada, propensa 4 
enfermedades, á indisposiciones cardiacas y que había tomado las aguas 
de Betelu. El amigo intimo de los Sres. P., Sr. Poy (documento núm. 2), 
manifiesta que cuando Doña A. vivía en la casa de la calle de la Aduana 
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se la vela fatigosa, falta de respiración á ratos y se inyectaba la nariz con 
agua caliente, al parecer que devolvía por la boca, ignorando qué medici- 
nas pondría en el agua. El médico D. Manuel Rodríguez dice (documento 
núm. 13) que en Mayo de 1896 asistió á Doña A. en una endocarditis crónica 
(Srasosa), de la cual se alivió, sin que pueda asegurar que estuviese curada, 
Kl Sr. Pascua, primo y apoderado del demandante, instalados ya en la 
calle de Villalar, núm. 5, escribe en 23 de Octubre de 1896 (documento 
núm. 9) al Sr. Rodríguez, invitándole, en nombre de D. IL. P., para que 
viniese á ser médico de cabecera de Doña A., lo cual prueba que ésta se ha- 
aba enferma y seguía necesitando los cuidados del Sr. Rodríguez, que la 
babía asistido en la calle de la Aduana. También afirma el Sr. Rodríguez 
(documento núm, 13) que fué invitado á reconocer á Doña A., cón objeto 
de asegurar su vida en una Compañía, á lo cual se negó por no poder afir- 
mar el buen estado de salud de dicha señora. El Médico de Málaga, señor 
Linares, escribe al Sr. Dussac (documento núm. 14) que Doña A. G. había 
arrojado un trozo largo de tenia: que, según le refirió el Sr. P., su mujer 
sufría desarreglos del vientre, vértigos que la hacíar. caer a! suelo, ahogos 
que la producian esputos de sangre, y, por último, yue en Junio de 1897 
hacia ya diez meses que le faltaban las reglas menstruales, sintoma impor- 
tante por sí solo (tratándose de una mujer de sólo cuarenta años), que negó 
Doña A. en 25 de Abril, cuando suscribió la proposición del seguro del mi- 
llón, á presencia y con autorización de su marido, que conocía muy bien las 
dolencias de su mujer. 

c) Niega Doña A. G. en 25 de Abril de 1897, haber consuitado médico 
alguno durante los tres últimos años, y, sin embargo, está probado que de 
soltera la visitó D. Zoilo Pérez, y algunas veces como amigo el doctor Sån- 
chez Rubio. Después de casada, viviendo en la calle de la Aduana, antes de 
proponer el seguro, el Sr. D. Manuel Rodríguez la asistió, no sólo de la 
endocarditis (documento núm. 13), sino además de una afección herpética 
con manifestaciones en la garganta. 

d) Niega la señora de P. haber tenido en su familia alguien que pade- 
ciera cáncer, y, sin embargo, es lo cierto que de cáncer en el estómago mu- 
rió su abuelo paterno, y ella misma Jo declaró 4 «La Previsión». Sin duda 
porque éste fué uno de los motivos que tuvo la Sociedad catalana para re- 
chazar el seguro, creyó del caso ocultarlo á «El Fénix». 

e) Téngase en cuenta que las inexactitudes y ocultaciones referidas se 
hacían por tercera vez, pues esas mismas irregularidades y faltas de verdad 
se habían consignado ya dos veces, cuando se concertaron loe seguros en 
que intervinieron los Sres. Palacios y Conesa. No se olvide tampoco que la 
Compañía, obrando lealmente, como lo hace siempre, advirtió á la que 
quería asegurarse, y así lo tiene firmado (documentos 6 y 11), que sus de- 
claraciones servirían de base para el contrato, y que éste sería nulo si se 
faltaba á la verdad ó se empleaban reticencias que aminorasen el riesgo 
aceptado por la Compañía, como dice el art. 1.9 de la póliza. 
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J) Aparte de los engaños é irregularidades reseñados, conviene recordar 
que el Sr. P. se instaló en la calle de Villalar, núm. 5, con lujo tan grande 
que le permitió aparentar inmensa fortuna y muchos miles de duros de 
renta, como decia para inspirar confianza á la Compañía, 4 fin de que ésta 
no pudiese sospechar nada, respecto á la posibilidad de pagar las primd 
del importante seguro que se contrataba, relacionado además, según decía 
el Sr. P., con su contrato matrimonial y deseos del Sr. G. M. Después se ha 
visto y demostrado que toda esa fortuna, renta, deseos del suegro, ete., etc., 
eran pura fantasia, que hizo su efecto cuando convino al Sr. P., por más que 
ahora sean otros tantos cargos y argumentos en su contra. 

17,2 Conociendo el Sr. P. las poderosas razones y los serios motivos que 
tiene la Compañía para no pagar, se ha atrevido á promover un juicio eje- 
cutivo. A su demanda acompaña una póliza de seguro de vida entera, no de 
plazo fijo, cuya legitimidad no se ha acreditado, ni se ha pretendido si- 
quiera que se reconocieran las firmas puestas al pie del documento privado 
que presenta el actor como fundamento único de su acción, Esta, sin em- 
bargo, ha sido aceptada por el Tribunal, obligando 4 la Compañia 4 opo- 
nerse y pedir Ja nulidad del juicio, no sólo por haberse acordado una eje- 
cución improcedente que contradice é infringe la ley procesal, sino además 
por ser nula la obligación que invoca el Sr. P., y por lo mismo el llamado 
título que la contiene. 

18.2 Todo lo referido demuestra la temeridad con que se conduce el 
actor, y por lo mismo lo merecido que tiene Ja condena de costas. 


Fundamentos de derecho. 


1,0 El art. 380 del Código de comercio declara mercantil el contrato de 
seguro si fuese comerciante el asegurador y se concertare á prima fija. El 
art. 385 manda que el contrato de seguro se rija por los pactos licitos con- 
signados en la póliza, y, en su defecto, por las reglas contenidas en el ti- 
tulo octavo del Código mercantil. Según esos textos, debe cumplirse lo 
que está escrito en la póliza, que Doña A. G., autorizada por su marido 
y en beneficio de éste, suscribió con la Compañía «El Fénix» en 11 de Mayo 
de 1897. 

2.0 La doctrina establecida por el Tribunal Supremo en multitud de 
sentencias, y entre otras, en las de 28 de Noviembre de 1884, 3 de Diciem- 
bre de 1886, 20 de Diciembre de 1886 y 1U de Julio de 1889, declara que, 
en materia de seguros, lo pactado y establecido en la póliza, es la primera 
regla que debe seguirse para resolver todas las contiendas que se susciten 
sobre inteligencia y cumplimiento del contrato. Es, por lo mismo, ley de 
inexcusable cumplimiento para los que han suscrito la póliza de 11 de 
Mayo de 1897, lo consignado en el art. 1,9, que dice asi: 

«Las declaraciones, sean de los contratantes ó de los terceros asegura- 
» dos, sirven de base al presente contrato. Toda reticencia, toda falea de- 
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> cClaraciOn que aminorase el concepto de la gravedad del riesgo 6 que cam- 
> biase las bases del mismo, anula el seguro, y, en este caso, las primas pa- 
» gadas quedan 4 favor de la Compañía. 

2No obstante, después de transcurridos cinco años 4 partir de la suscrip- 
> ción del seguro, las disposiciones contenidas en el párrafo anterior no po- 
> drán ser invocudas por la Compañia á su favor.» 

3.2 El art. 381 del Código de comercio se conforma exactamente con lo 
pactado en la póliza, pues declara nulo todo contrato de seguro: 1. Por la 
mala fe probada de alguna de las partes al tiempo de celebrarse el contrato. 
2.2 Por la inexacta declaración del asegurado, aun hecha de buena fe, siem- 
pre que pueda influir en la estimación de los riesgos. 3.9 Por la omisión ú 
ocultación por el asegurado de hechos ó circunstancias que hubieran podi- 
do influir en la celebración del contrato. 

No cabe duda, por lo tanto, que, con arreglo al Código y á lo pactado, 
es nula la póliza objeto de este litigio, puesto que el convenio se hizo bajo 
la base necesaria é inexcusable de las declaraciones que en 24 y 25 de Abril 
de 1897 firmó Doña A. G., autorizada por su marido, que también suscribe 
el primero de dichos documentos. En el hecho décimosexto de este escrito es- 
tán demostradas con escrupulosa minuciosidad las reticencias, ocultaciones, 
omisiones y declaraciones faleas por medio de las cuales alcanzó la señora 
de P. el contrato de seguro sobre su vida, que de ninguna manera hubiese 
admitido El Fénix, si hubiese sabido la verdad que tenia derecho á co- 
nocer. 

4. El art. 427 del Código de comercio obliga al asegurado á dar cono- 
cimiento al asegurador de los seguros sobre la vida que anterior ó simulta- 
neamente celebre con otras Compañías, declarando que la omisión de ese 
requisito privará al asegurado de los beneficios del seguro, asistiéndole sólo 
el derecho á exigir el valor de la póliza. Se comprende muy bien el precep- 
to indicado, porque el seguro de vida no debe inspirarse nunca en propósi. 
tos de lucro 6 especulación, y para evitarlos es dato muy importante saber 
cuántos seguros tiene el interesado, así como su cuantía, para calcular tam- 
bién si tendrá medios de cumplir sus compromisos. 

Si esto ócurre aun tratándose de seguros correctos, válidos y eficaces, mu- 
cho mayores tienen que ser las consecuencias cuando se pregunta por los 
seguros solicitadoa y se niegan, como hizo Doña A. G. á presencia y con 
autorización de su marido, que sabía lo de La Previsión y el Banco Vitali- 
cio de Cataluña. Si 4 El Fénix le hubiesen dicho que esas respetables So- 
ciedades hablan rehusado el seguro de la Sra. de P., no hubiese seguido 
adelante el convenio, porque sin más antecedentes ni reconocimiento mé- 
dico lo hubiese rechazado también. Haber negado que La Previsión y el 
Banco Vitalicio de Cataluña rehusaron asegurar á Doña A. G., constituye 
una declaración falsa de tal gravedad, que bastaría por sí sola para anu- 
lar el contrato de 11 de Mayo de 1897, como por ese motivo, y las de- 
más inexactitudes referidas en el hecho décimosexto de este escrito, fue 
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ron anulados los seguros en que intervinieron los señores Palacios y 
Conesa. 

5.0 Es doctrina conforme con el art. 1. de la póliza y 381 del Código 
de comercio, que el dictamen médico nada significa ni en nada influye para 
la celebración y eficacia del contrato de seguro. Este se hace sólo y exclusi- 
vamente ateniéndose la Compañía á las declaraciones del proponente, la 
opinión del médico es un informe confidencial y reservado que no puede in- 
vocar el asegurado que falta á la verdad en sus declaraciones, pues claro es 
es que, si al médico se le ocultan los síntomas 6 se le cambian, le será im- 
posible formar un diagnóstico exacto, y eso fué lo que ocurrió con el caso 
de Doña A. G., según se ha demostrado en el hecho décimosexto de este 
escrito. l 

La doctrina expuesta se halla consignada en multitud de sentencias de 
Tribunales extranjeros, y entre ellas sólo mencionaré aquellas que pneden 
comprobarse fácilmente en Madrid. Estas son: Sentencia del Tribunal de 
Rouen, de 21 de Enero de 1876 y 7 de Mayo de 1877; Paris, 12 de Febrero 
de 1878; Nancy, 16 de Febrero de 1884, y Génova, 19 de Mayo de 1895. 

6.° El art. 431 del Código de comercio, en que se apoyan la demanda 
ejecutiva y el auto que ha despachado la ejecución, nada tiene que ver con 
la póliza que nos ocupa, que es de vida entera, con vencimiento incierto, 
como subordinado al suceso de la muerte, y no con plazo señalado para su 
entrega. El seguro de esta última clase, obedece 4 principios y cálculos dis- 
tintos del contratado por los Sres. de P., y para demostrar el error del de- 
mandante y del Tribunal, bastará con remitirles al examen del modelo de 
póliza á plazo fijo que acompaño, y es el documento num. 12. 

7.° Elart. 431 del Código, aun cuando fuese aplicable al seguro de vida 
entera, supuesto que niego en absoluto, tampoco serviría para despachar la 
ejecución como se ha pedido por el demandante, induciendo á error al Tri- 
bunal. Todo el mundo sabe que el Código mercantil de 1885 se propuso, 
entre otras cosas, eliminar todos los preceptos de carácter procesal que con- 
tenía el Código anterior, promulgado cuando no teniamos ley procesal. Se 
infiere agravio á la competencia de los autores del texto de 1885, suponién- 
doles capaces de hacer una modificación parcial de la Ley de Enjuicia- 
miento, cuando precisamente quisieron separar por completo las disposi- 
ciones de carácter sustantivo ó de fondo de aqueilas meramente procesales 
ó de forma. El art. 431 se limita á declarar la eficacia de la póliza de can- 
tidad fija y plazo señalado para su entrega, diciendo que producirá acción 
ejecutiva. Es claro que para que ese futuro se convierta en presente son in- 
dispensables las formalidades de la ley procesal, á las que se refiere el Co- 
digo mercantil, pues sus autores sabían que el art. 1.429 de la Ley de En- 
juiciamiento dice que sólo tendrán aparejada ejecución los titulos que men- 
ciona, entre los cuales no está Ja póliza de seguro sobre la vida. Si en el 
Código mercantil, quebrantando su propósito los autores, se hubiera que- 
rido añadir, como supone el Tribunal, un título más á los indicados por la 


D. FRANCISCO LASTRES 195 


ley procesal, no hubiese usado el futuro producird, sino que hubiese dicho 
la póliza de seguro constituye por si sola un titulo ejecutivo, ó tiene apa- 
rejada ejecución. Como no ha dicho eso, es grave error suponer lo que afir- 
man el demandante y el auto que impugnó, que, lejos de aplicar, infrin- 
gen el art. 431 del Código mercantil que han invocado. 

8.2 El art. 1.429 de la Ley de Enjuiciamiento civil dice que sólo ten- 
drán aparejada ejecución los títulos que menciona, entre los cuales no | 
figura la póliza de seguro de vida. Esta no es más que un documento pri- 
vado en el que no ha intervenido Notario, corredor, ni funcionario público 
alguno. Por lo mismo, para que la póliza acompañada á la demanda hu- 
biese podido producir acción ejecutiva, sería indispensable que se hubiese 
acreditado su autenticidad por el reconocimiento de la firma de los señores 
A. du Fresnay y Conde de Crisenoy que le suscriben, ó confesando la deuda 
el Representante general de la Compañía en España. No habiéndose cum- 
plido ninguna ‘de las formalidades indicadas en los arts. 1.430 al 1.433 
de la ley procesal, habiéndose faltado 4 las garantías que la misma exige 
para que pueda acordarse medida tan grave como el despacho de ejecución 
y embargo consiguiente, resulta nulo el juicio, porque el título presentado 
carece de fuerza ejecutiva por los defectos extrinsecos indicados. 

9.° El art. 1.467 de la Ley de Enjuiciamiento civil dispone que se de- 
clare nulo el juicio ejecutivo cuando la obligación ó el título en cuya vir- 
tud se hubiere despachado la ejecución fueren nulos, y además cuando el 
título careciese de fuerza ejecutiva por defectos extrinsecos. Ambos moti- 
vos concurren en la póliza presentada por el Sr. P., pues demostrado queda 
que es nulo el contrato de seguro, y además la póliza carece de la fuerza 
ejecutiva que se ha supuesto con evidente error. 

10.2 El párrafo tercero, art. 1.474 de la Ley de Enjuiciamiento dispone 
que al declarar Ja nulidad del juicio, sea condenado al pago de las costas 
el litigante que hubiese obrado con temeridad, que es lo que ocurre con 
D. 1. P. 

Por todas las consideraciones expuestas, teniendo éste por presentado 
con los catorce documentos adjuntos, reintegrados en forma los que Jo ne- 
cesitan, 

SUPLICO AL JUZGADO se sirva declarar nulo el presente juicio ejecutivo, 
por ser nulo el contrato de seguro que Doña A. G. y R., autorizada por su 
marido Sr. P. y en unión con éste, convino con la Compañía francesa «El 
Fénix» en 11 de Mayc de 1897 y nula la póliza que lo contiene; y además 
porque los defectos extrinsecos del titulo presentado con Ja demanda le 
niegan la fuerza ejecutiva que con error se le ha atribuido, condenando á 
D. I. P. de la P. al pago de todas las costas, reservando á la Compañía «El 
Fénix» las acciones que le asisten para reclamar en su día el abono de los 
daños y perjuicios que le ha ocasionado la ejecución despachada, pues así 
procede en justicia que pido. 

Primer otrost digo: Que sin perjuicio de las demás diligencias de prueba 
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que solicitaré dentro del plazo que señala el art. 1.469 de la Ley de Best 
ciamiento civil, propongo en este escrito las siguientes: 

a) Posiciones á D. 1. P. de la P., con arreglo al pliego que me reservo 
presentar el día que se señale para su comparecencia, poniéndole además 
de manifiesto los documentos números 4, 5, 6, 7, 10 y 11, para que bajo 
juramento reconozca las firmas puestas en los mismos por el demandante 
y su difunta consorte, Para la citación del actor, se requerirá al Procurador 
Sr. Castro y Quesada, å fin de que manifieste cuál es el domicilio del se- 
ñor P. 

b) Declaración de D. Pablo de la Pascua, al cual se pondrán de mani- 
fiesto los documentos números 8 y 9, y se le requerirá para que bajo jura- 
mento reconozca 8u legitimidad, así como la firma que aparece al pie de la 
carta de 23 de Octubre de 1896; todo ello sin perjuicio de otra declaración 
que me reservo solicitar mediante el oportuno interrogatorio, ; 

c) Para el caso de que los Sres. P. y P. no comparecieren, negaren ó 
pusieren en duda la autenticidad de las firmas cuyo reconocimiento dejo 
solicitado, propongo el cotejo de las mismas con las indubitadas de dichos 
señores y de Doña A. G. R., á tenor de lo mandado en los artículos 606 al 
690 de la Ley de Enjuiciamiento civil, diligencia que se hará por un eolo 
perito caligrafo, que será designado conforme á la ley procesal. 

d) Se citará á D. Eufrasio Valdés y Massuco, para que comparezca å la 
presencia judicial y bajo juramento, con citación contraria reconozca el do- 
cumento núm. 1, escrito y firmado por dicho señor. 

e) Cotejo, con citación contraria, de la copia del acta notarial de 5 de 
Julivede 1897 (documento núm. 2), expidiendo al efecto el oportuno man- 
damiento al Notario D. José Montaut y Trigueros, en cuyo protocolo se 
conserva el original. 

f) Cotejo, también con citación contraria, del acta de 2 de Julio de 1897, 
que contiene las declaraciones del Excmo. Sr. D. L. G. M. (documento nú- 
mero 3), para lo cual se expedirá el oportuno mandamiento al referido No- 
tario Sr. Montaut. 

g) Mandamiento al Notario Ilmo. Sr. D. Francisco Moragas, para que 
con citación contraria expida testimonio de la escritura núm. 805, otor- 
gada en 29 de Octubre de 1897 por los Sres. Palacios, Conesa y el Re- 
presentante general de la Compañía «El Fénix», en la cual se consignó la 
nulidad de dos pólizas de seguro de vida de Doña A. G. de P. 

h) Cotejo del acta notarial de 7 de Julio de 1897, para lo cual se des- 
glosará la copia presentada (documento núm. 13) y se remitirá con exhorto 
al Sr. Juez de Santander, á fin de que expida el oportuno mandamiento 
para el Notario de aquella ciudad D. Manuel Alipio López, en cuyo proto: 
colo se conserva el original. 

i) Requerimiento á la Compania «La Previsión», para que entregue al 
Tribunal las dos proposiciones de seguro sobre la vida de Doña A. G. y R., 
casada con D. I. P., que se hicieron en 17 de Octubre de 1896, así como la 
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hoja de reconocimiento de dicha señora. Si la Compañía no quisiere des- 
prenderse de los referidos originales, se le requerirá para que los ponga de 
manifiesto al actuario, á fin de que consigne el oportuno testimonio. 

j) Requerimiento á la Compañia «Banco Vitalicio de Cataluña», para 
que entregue al Tribunal las dos proposiciones de seguro sobre la vida de 
Doña A. G. y R. de P. que se hicieron en 25 de Noviembre de 1896, asi 
como la hoja de examen médico de 28 de Noviembre. Si la Compañía no 
quisiera desprenderse de los originales, se le requerirá para que los ponga 
de manifiesto al actuario, á fin de que consigne el oportuno testimonio. 

k) El requerimiento 4 las Compañías La Previsión y Banco Vitalicio de 
Cataluña, será extensivo á que manifiesten si los seguros propuestos fueron 
admitidos ó rechazados y en qué fecha. 

ID Para las diligencias de prueba reseñadas con las letras 3, j, k se li- 
brará exhorto con citación contraria al Sr. Juez decano de los de Barcelona, 
á fin de que acuerde la práctica de los requerimientos referidos. 

m) Jaa carta de 8 de Julio de 1897 (documento núm. 14) se pondrá de 
manifiesto 4 D. F. Linares, que la suscribe, para que reconozca su firma. 
Se desglosará dicha carta y se remitirá con el oportuno exhorto al señor 
Juez de Málaga, á fin de que acuerde la práctica de la indicada diligencia. 

n) Se expedirá el oportuno oficio al Sr. Juez del distrito de Palacio, 
de esta Corte, para que por el actuario Sr. González Bedmar, ó su habili- 
tado Sr. Guillén, se ponga de manifiesto el pleito promovido por D. Santos 
Riesco contra Doña A. G. R. y su marido D. I. P. de la P., sobre entrega 
de muebles y pago de cantidades, á fin de que se consigne testimonio de 
los particulares que me propongo señalar. 

0) Se expedirá mandamiento al Notario D. Joaquín Moreno Caballero 
para que, poniendo de manifiesto la escritura otorgada en 7 de Marzo 
de 1897 entre el Sr. Sánchez Rubio, como apoderado de los Sres. G. M., 
Doña A. G. y su marido D. I. P. sobre constitución de dote y entrega 
de 60.000 pesetas, expida de la misma testimonio de los particulares que 
me propongo señalar. 

SUPLICO AL JUZGADO se sirva recibir á prueba estos autos y acordar que 
en su oportunidad se practiquen las diligencias que dejo indicadas, sin per- 
juicio de las demás que solicitaré dentro del plazo del art. 1.469 de la Ley 
de Enjuiciamiento, pues también procede en justicia que pido como antes. 

Segundo otrost digo: Que para el caso en que sea preciso practicar el co- 
tejo indicado en el párrafo c del anterior otrosi, designo como firmas indu- 
bitadas de Doña A. G. y de su marido D. I. P. las que constan en la escri- 
tura otorgada el día 7 de Mayo de 1897, ante el Notario Sr. Moreno Caba- 
llero. Para el cotejo de la firma de D. Pablo de la Pascua, designo la que 
puso en la diligencia de requerimiento al pago al Representante general de 
la Compañia, que figura en estos autos, y tuvo Jugar el día 24 de Enero úl- 
timo, SUPLICANDO AL JUZGADO se sirva tener por hechas estas manifestacio- 
nes para su oportunidad. 


198 FORO HISPANO- AMERICANO 


Tercer otrost digo: Que como algunas de las diligencias de prueba pedi- 
das habrán de practicarse en Santander, Barcelona y Málaga, no será sufi- 
ciente el plazo de diez dias señalado en el art. 1.469 de la Ley de Enjuicia- 
miento civil y será preciso prorrogar dicho término, según lo dispuesto en 
el art. 1.470, por lo que SuPLico AL JUZGADO se sirva acceder en su día á la 
prórroga indicada, pues también procede en justicia que pido como antes. 


Madrid 8 de Febrero de 1898.— Doctor Francisco Lastres. — Antonio Ben- 
dicho. 





DON EUGENIO MONTERO RIOS 


NOTAS BIOGRAFICAS 


Entre las biografias y semblanzas que de este ilustre hombre publico se 
han escrito, ninguna hemos leido que reuna los requisitos indispensables 
en esta clase de trabajos. Todas adolecen de defectos más ó menos graves, 
no por falta de capacidad en los biógrafos, sino por las casi insuperables di- 
ficultades de la empresa. Encerrar en pocas páginas tantos hechos dignos 
de mención y darles la conveniente unidad, siendo sumamente complejos, 
como resultado de la aplicación de tan diversas aptitudes, tarea es que pone 
á prueba las del escritor más concienzudo. 

En efecto, amigos y adversarios reconocen y confiesan que el Sr. Monte- 
ro Rios es una de nuestras eminencias en la Cátedra, en la Política y en el 
Foro. En todas esas esferas de la actividad intelectual ha rayado á envidia- 
ble altura, sin que pueda afirmarse si fué mejor Profesor que Letrado, 6 
mejor Abogado que político y legislador, si bien se echan de ver sus prefe- 
rencias, por la mayor atención y suma de tiempo que á la política ha de- 
dicado. 

Pero dejando aparte estas consideraciones generales, como nuestro obje- 
to es únicamente consignar ciertos datos biográficos y hacer algunas indi- 
caciones que sirvan, por decirlo asi, como de presentación del autor y de 
introducción al trabajo forense que más adelante insertamos, nos limitare- 
mos á decir que: 

D. Eugenio Montero Ríos nació en Santiago (Coruña), en Noviembre 
de 1832, haciendo en su ciudad natal los estudios de segunda enseñanza, y 
siguiendo también allí las carreras de Derecho y Teologia. Trasladóse á 
Madrid en 1858 para cursar el Doctorado en la primera de dichas faculta- 
des, obteniendo por oposición este grado académico, como había obtenido 
todos los anteriores. | 
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Terminada su carrera, consagróse aún con más empeño al estudio del 
Derecho para ampliar sus conocimientos y dominar esta ciencia, 4 fin de 
prepararse para hacer las primeras oposiciones á cátedras que se convocasen; 
como sucedió, ganando, al poco tiempo, la de Disciplina eclesiástica de la 
Universidad de Oviedo, de donde pasó, por permuta, á la de Santiago, sien- 
do cuatro años después propuesto y nombrado, en virtud de concurso, Cate- 
drático de Derecho cunónico de la Universidad Central, trabajando en 
esta materia con tanto empeño, que mostró en diversas ocasiones ser uno de 
los primeros canonistas de Europa. 

Pero como la vida del sabio es, por regla general, obscura, donde más 
brilló Montero Ríos fué en la política, y sobre todo como legislador. A él se 


le deben casi todas las leyes liberales que sobrevivieron al naufragio de la . 


Revolución de Septiembre. Él es el autor del Código penal aun vigente; de 
la Ley Orgánica del Poder judicial; de la Ley del Matrimonio y Registro 
civil; de la del Jurado, que fué luego abolida, y de otras leves y reformas 
de no menor importancia. Desde 1869 en que por primera vez vino al Con- 
greso de Diputados en aquellas célebres Constituyentes, se dió á conocer 
como orador elocuente y hábil político, ocupando inmediatamente la Sub- 
secretaría y después, en 1870, el Ministerio de Gracia y Justicia, siendo en 
esta época cuando llevó á cabo las reformas legislativas å que antes nos he- 
mos referido. Un tanto retraido, por espacio de algunos años, de la política 
militante durante la República y en el primer período de la Restauración, 
volvió luego al campe de la monarquía, y desempeñó las carteras de Fo- 
mento y Gracia y Justicia, siendo hoy, aunque no desempeña cargo adecua- 
do á sus méritos, uno de los factores más importantes de la situación. 

La azarosa vida de la política no le ha impedido, ein embargo, dedi- 
carse constantemente á las tareas del foro, conquistando desde los primeros 
años en que comenzó á ejercer en Madrid la abogacía tal reputación, que su 
bufete ha figurado siempre entre los de primera línea, y su parecer era con- 
sultado, y solicitado y seguido su consejo en los casos más arduos y en los 
asuntos que tienen el privilegio de llamar la atención por su excepcional 
importancia, en materia civil sobre todo. 

Entre los cargos que fuera de la política y de la Universidad ha desem- 
peñado, merecen especial mención la presidencia de la Real Academia Ma- 
tritense de Legislación y Jurisprudencia y la del Tribunal Supremo de 
Justicia. 

Lo mismo en el foro que en la vida pública y particular, es por todo 
extremo correcto; y, aunque defiende con firmeza y tenacidad sun convic- 
ciones, su oratoria es reposada y serena, y rara vez habla con excesiva pa- 
sión y vehemencia. Como buen canonista y teólogo, es un polemista y argu- 
mentador temible. 

De su estilo, en general, y del mérito de sus trabajos, puede juzgarse 
por el que á continuación transcribimos, tomado-8l azar entre los suyos, 


previa la autorización correspondiente. 
y 
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CUESTIÓN LEGAL 


¿Caduca el legado de especie por la venta de la cosa legada, hecha sin necesi- 
_ dad por el testador después de otorgado el testamento? 

¿Está vigente la ley 2.2, tit. 5.2, lib. 3.9 del Fuero Real? 

¿Cuál es el recto sentido que, según la ciencia aah derecho, es propto de las 
leyes 17 y 40, tit. 9.9, Part. 6.2? 


Antecedentes. —D. B. M., rico industrial de Madrid, falleció en 9 : 
de Octubre de 1879 en estado de célibe, dejando consignada su última vo 
» luntad en un testamento nuncupativo, que había otorgado en 8 de Agosto 
de 1863 y en una Memoria hecha en 15 de Marzo del mismo año en que 
acaeció su muerte. 

En el testamento había instituido por únicos y:universales herederos 
; Á sus sobrinos, D. E. y Doña L. S. O. y M., hijos de su difunta hermana 
Doña J. 

En la Memoria había hecho muchos legados, siendo el más importante 
vara su sobrina y heredera Doña L., y otros también de cuantía A sus ex 
pupilos D. M. y Doña J. G., y D. J. L. 

El Sr. M., como no es raro que suceda 4 célibes de sus circunstancias, 
habia sido tutor y curador de bastantes menores, hijos de familias amigas 
tuyas, aunque de escasa fortuna. 

Los dos primeros legatarios vivían en compañía del testador, y además 
la Doña J. G. venía prestándole el muy especial servicio de tener á su cui- 
dado á la niña L. que, según se ha dicho, era su sobrina y heredera. Así lo. 
dice el mismo testador en la Memoria. Respecto á su ex pupilo Sr. L., no 
consta en la cláusula razón alguna análoga á las que se acaban de indicar 
que hubiere determinado la voluntad del Sr. M. cd favorecerle con el 
legado. 

Este consistió en un edificio sito en la calle de: Mira el Sol, que habia 


. servido al testador de almacén de maderas hasta 1.° de Enero de 1879, en 





que se dió definitivamente de baja en el gremio de madereros. Por esta 
circunstancia puede afirmarse que, cuando dos meses después hizo su Me 
moria, la finca que legó al Sr. L. era, de todas las de que al!í dispuso, la 
que menos utilidad le reportaba. 

Le legó también en la misma cláusula cuanto á su fallecimiento L. le 
debiera, porque eg de advertir que, al llegar éste á la mayor edad, su an- 
tiguo guardador le había prestado en 30 de Octubre de 1862 la cantidad de 
89.217 renles para montar un establecimiento de óptica é instrumentos de 
matemáticas, habiéndose formalizado el préstamo por escritura pública de 
6 de Agosto de 1863, en la cual L. se obligó å abonar al Sr. M. el 6 por 108% 
de interés anual, dándole también en garantía el mismo establecimiento. 
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Y si bien en tiempos posteriores el deudor habia pagedo algunas cantida- 
des á cuenta de los intereses, ni los había satisfecho todos, ni menos habia 
devuelto el capital; así es que, habiéndose liquidado el préstamo al falle- 
- cimiento del acreedor, resultó importar el legado de la deuda 142.932 reales 
36 céntimos. | ¡ 

D. B. M., seis meses después del día en que hizo la Memoria, ó sea 
en 21 de Septiembre de 1879, vendió á su antiguo dependiente, y á la sazón 
ya su amigo, D. C. H., el almacén que en la Memoria había destinezdo al 
antiguo pupilo. El precio de la venta fueron 150.000 pesetas, sin embargo 
de que desde 1866, en virtud de tasación hecha entonces, venía figurando 
en sus balances é inventarios por la cantidad de 810.590 reales.- 

Es de advertir que cuando el Sr. M. hizo la venta, tenía en cuenta 
corriente en el Banco de España, y, por lo tanto, sin que le produjera 
interés, la cantidad de 420.000 pesetas, que conservó en idéntica situación 
hasta su fallecimiento; mas esta cantidad no se aumentó por consecuencia 
de la venta, ni tampoco consta que hubiese conservado en otra parte el 
precio, 

Está probado que el testador profesaba especial afecto A su ex pupilo 
D. J. L., y que habiendo aquél montado una fábrica de harinas en Madrid, 
le nombró administrador del establecimiento, con el sueldo de 8.000 reales, 
cuyo cargo continuó desempeñando L. hasta la muerte del Sr. M. Es, no 
obstante, de hacerse constar que el afecto de M. á L. se probó por hechos 
anteriores á la venta del almacén, si bien tampoco consta que desde la fe- 
cha de la Memoria hasta la muerte del testador hubiese mediado entre am- 
bos diegusto ni diferencia alguna. 

L. reclamó en demanda ordinaria á los herederos la trend ae las 
150.000 pesetas en que el testador había vendido la cosa legada, oponién- 
dose los herederos á esta reclamación, porque entendían que por tal venta 
había caducado el legado. 

Kl Sr. Juez de primera instancia del distrito de la Inclusa de Madrid 
absolvió å los herederos, fundándose en la ley 2.8, tit. 5.9, lib. 3.9 del Fue- 
ro Real, y en las 17 y 40, tit. 9.9, Partida 6.2 Mas la Sala segunda de lo ci- 
vil de la Audiencia de este distrito revocó tal sentencia, y les condenó á la 
entrega de la cantidad reclamada y sus intereses desde la contestación 4 la 
demanda, fundándose precisamente en que la ley del Fuero Real no consta: 
ba que estuviese vigente, porque no se habia probado especialmente su uso y 
observancia, y en que, según las mismas leyes de la Partida 6.8, que servían 
de fundamento al fallo de primera instancia, debia, por el contrario, consi- 
derarse subsistente el legado, ya que no habían los herederos probado por 
hechos concretos el cambio de la voluntad del testador. 

Los herederos han interpuesto recurso de casación, fundándolo en que 
es un error en que entienden que ha incurrido el Tribunal de segunda ins 
tancia no considerar vigente, y haber, por esto, dejado de aplicar al caso 
del pleito la ley 2., titulo 5.9, libro 3.9 del Fuero Real, y en que es tam- 
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bién errónea la interpretación que se ha dado en la sentensia á las leyes 17 
y 40, título 9.%, Partida 6.2 | 

El Tribunal Supremo, cuando falle este recurso, habrá de fijar para el 
porvenir el recto sentido del derecho vigente en España sobre la importan- 
te cuestión debatida en el pleito. Al hacerlo prestará un gran servicio 4 la 
ciencia, resolviendo la grave cuestión planteada, siglos hace, por la crítica, 
sobre la influencia que la ley T.*, título 28 del Ordenamiento de Alcalá 
tuvo en los destinos del Fuero Real (que es quizás la más hermosa de las 
perlas que esnraltan la gloriosa corona adjudicada por la Historia å D. Alon- 
so el Sabio) y cuál es actualmente el carácter legal y la fuerza obligatoria 
de tan célebre Código; y no será menor el servicio que la jurisprudencia pue 
de recibir, si (como es de esperar de un Tribunal que, como el Supremo, 
debe preparar sus decisiones con un estudio proporcionado á su transcenden- 
tal importancia) la interpretación que haya de hacerse de las dos leyes de la 
Partida 6.* es la más adecuada á las máximas de la Hermenéutica y å la 
vez la más conforme con las teorías que la ciencia profesa sobre la materia. 


Consideraciones generales.—El respetable jurisconsulto defen- 
sor de D. J. L., Licenciado López de Sagredo, opina que es contra el buen 
sentido afirmar que toda enajenación de la cosa legada produce la caduci- 
dad del legado específico. 

El Letrado defensor de los herederos de D. B. M. opina, por el contra- 
rio, que de consuno la razón y la ciencia condenan la opinión de aquel ju- 
risconsulto. 

Para demostrarlo es necesario estudiar el derecho con el carácter racio- 
nal que tiene en los tiempos modernos, sin recordar la envoltura simbólica 
y formularia de que no se desprendió completamente hasta la época de Jus- 
tiniano, no sin que aun conservase algunas reminiscencias de esta envoltu- 
ra en los siglos posteriores. 

La ley civil, inspirándose en el dogma consolador de la moralidad 
del alma, se inclina respetuosa ante la última voluntad del hombre consig- 
nada en su testamento, porque presume que cuanto ordenó es lo que desde 
la suprema región que está más allá del sepulcro continúa queriendo que 
se cumpla. Si todo el hombre muriera cuando abandona su frágil y terrenal 
existencia, no habría razón para exigir que la ley respetase é hiciera cum- 
plir, no en su propio nombre, sino en el del testador, las disposiciones de 
aquel cuyo espíritu también habia perecido al perecer su cuerpo. 

Mas esto mismo demuestra que ee una cualidad esencial del testamento 
su revocnbilidad mientras no Jlega el último instante de la vida de quien 
lo otorga, hasta el punto de que ni aun éste puede renunciar el derecho de 
reformarlo ó revocarlo mientras viva, ya que lo que en él ordena no ha de 
cumplirse sino después que deje de hablar en la tierra. 


Es el testamento la ley que el hombre promulga disponiendo para des- 
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pués de sus días de su propio bien. Y tan respetable y sagrado como es em 
todo lo que respecto á Ja disposición del bien del testador contiene, tan 
ineficaz y baldío será cuanto contenga disponiendo del bien ajeno. 


La ley reconoce que el hombre puede disponer de Jo suyo aun para , 


cuando esté más allá del sepulcro, pero no consiente que disponga de lo 
que es de los demás. 

Este es el fundamento de la máxima cientifica que afirma que no debe 
suponerse que el hombre, al ordenar eu testamento, ha querido disponer 
más que de lo que formase parte de-su caudal. 

¿Se opone á esta máxima la validez generalmente reconocida del legado 


de cosa ajena? No ciertamente. Obrérvese que este legado no es válido eino- 


cuando consta que el testador sabía que no éra suya la cosa que legaba; y 
aun en tal caso, su eficacia y efectos son sustancialmente diversos de los 


que corresponden al legado de cosa propia. El testador lega la cosa ajena: 


con la tácita condición de que, por la adquisición que de ella haga el here- 
dero, venga á formar parte de su caudal para ser después entregada al lega- 
tario; y si esto no llega á suceder, el legado cambia ipso jure de objeto, con- 
virtiéndose en legado de cantidad, 6 sea del valor de la cosa que, por nu 
haber entrado en el caudal del testador, no ha podido llegar á ser objeto de 
una disposición testamentaria eficaz. 


¿Pero desde qué tiempo es necesario para la eficacia del legado que la. 


cosa legada forme parte del cuudal del testador? Desde el tiempo de su 


muerte, que es para cuando ha ordenado su voluntad. Por esto dispone vå- ` 


lidamente de lo que aun no es suyo, y «un de lo que no existe cuando otoi- 
ya el testamento (como los frutos, las crías de los animales, etc.), con tal 
que exista y forme parte de su caudal desde que llegue aquel supremo ints- 
tante. Y por esto mismo no es, por regla general, eficaz el legado de la com 
que, formando parte del caudal del testudor al otorgar su postrera voluntad, 
no se halla ni aun virtualmente entre sus bienes al tiempo de su muerte. 

La ley presume que la voluntad del testador en el momento de concluir 
aquí su existencia es Ja misma que consignó en el testamento. En esta pre- 
«unción se funda el carácter obligatorio de las disposiciones testamentarias 
no revocadas. Y de esta presunción resulta también que el testador, al or- 
denar su voluntad, se refirió al caudal que tuviera cuando dejara de existir, 
ò que aun después llegase 4 pertenecerle por cualquier título de derecho. 

En cuanto, pues, el testador dispone de lo que desde entonces fuera 
suyo, sin-traspasar los límites que la moral y el derecho público tienen es- 
tablecido, la ley respeta su voluntad y protege su cumplimiento. Este es 
ku único fin: conocer la última voluntad del hombre, y una vez conocida 
ordenar su ejecución. 

Para esto precisamente, y no para restringir ó coartar su libertad, re- 
quiere la ley la concurrencia de ciertas solemnidades externas en el acto 
del otorgamiento del testamento. No son éstas otra cosa que una garantia 


protectora de la libertad del testador y un medio de certidumbre de su ls, 
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tima voluntad. No ha de cumplirse el testamento sino después que su autor 
haya dejado de estar entre los vivos, Es por lo mismo altamente necesario 
que, cuando ]legue: el tupremo momento de la muerte, sea la voluntad de 
aquél con toda seguridad conocida, ya que no le será posible rectificar por 
si mismo cualquiera alteración que en ella por error 6 mala fe se preten- 
diera hacer. 

Sobre esta teoría se fundan todos los preceptos de la ley que establecen 
las diversas maneras ó formas que el hombre tiene de maniféstar su volun- 
tad testamentaria, ó de reformar ó revocar la ya otorgada. 

Las formas de revocación total ó parcial pueden ser más amplias que 
las del otorgamiento de las últimas voluntades. Estas han de hacerse cons- 
tar de un modo expreso, mas su revocación puede hacerse de un modo tå. 
cito, sin peligro para la libertad del testador ni para la certeza de sus dis- 
posiciones. Todo hecho plenamente comprobado que demuestre un cambio 
de la voluntad sobre el ulterior destino del caudal ó de algo que le perte- 
nezca y de que el hombre hubiese dispuesto en su testamento, debe consi- 
‘derarse como prueba de su tácita revocación total ó parcial. 

La ley, no obstante, acostumbra å declarar cuáles son los hechos del 
testador que por si mismos constituyen una prueba ó siquiera una presun- ` 
ción de la voluntad de revocar en todo.ó en parte su dl testamen- 
taria anterior. 

Entre estos hechos ¿debe incluirse la enajenación de la cosa legada, 
hecha después de otorgado el testamento? 

Asi opino que lo aconseja la razón y lo demuestra la ciencia. 

Puede suceder que la venta de la cosa legada se haya hecho contra la 
voluntad de su dueño, v. gr., judicialmente para pago de sus acreedores 6 
por expropiación forzosa. 

En estos casos debe caducar el legado si la cosa vendida no ha vuelto al 
caudal del testador al tiempo de la muerte. 

Cuando aquél ordena su testamento, se presume que no intenta dispo- 
ner, según se ha dicho, sino de lo que fuere suyo al llegar su postrer mo- 
mento, á no ger que manifieste lo contrario. En el caso de la venta forzosa 
la presunción se robustece por la circunstancia de que la cosa que se legó 
en el testamento formaba al otorgarle parte del caudal de quien lo hizo. 
Ahora bien; la voluntad allí consignada fué Jegar la cosa misma, pero no 
una cantidad equivalente 4 su precio. Este, además de lo dicho, no conti- 
nud, al realizarse, formando parte de su haber, ó por lo menos no consta 
que asi hubiese sucedido, puesto que pasó á manos de los acreedores ai la 
venta se hizo con tal objeto; y aunque hubiera sido efecto de utilidad pú- 
blica por expropiación forzosa, rara vez podrá saberse si existe entre Jos 
bienes del testador al tiempo de la muerte. 

La caducidad del legado no es, pues, en este caso efecto del cambio de 
voluntad del que lo habia ordenado, sino consecuencia necesaria del hecho 
de nu hallarse ya la cosa legada en su caudal cuando llega el momento de 
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cumplirse la última voluntad. Asi opinan jurisconsultos tan ilustres y de 
tanta autoridad científica como MM. Laurent, Troplong, Toullier, Delvin- 
court, Coin-Delisle y otros. 

Cuando la enajenación se hace voluntariamente por el dueño, cual- 
quiera que sea la causa determinante de esta voluntad, también debe ca- 
ducar el legado, aunque la enajenación sea nula por defecto ó vicio interno 
6 externo, y aunque por su rescisión 6 por cualquiera otra causa vuelva la 
cosa legada á poder del testador que la hubiera enajenado. El hecho de la 
enajenación demuestra plenamente un cambio operado en la voluntad del 
que la hizo sobre el destino que antes había dado.á la cosa legada. Al otor- 
gar el testamento se había impuesto 4 sí mismo libremente la obligación (si 
así puede llamarse) de conservar durante su vida lo que Jegaba, poniéndolo 
como aparte del resto del caudal, para que cuando sobreviniera su falleci- 
miento parara á manos de Ìn persona á quien quiso favorecer con ello. 

Al enajenarlo después, es manifiesto que ha cambiado de voluntad, ex: 
tinguiendo él mismo la sobredicha obligación de conservarlo, obligación 
anómula y en cierto modo condicional, porque su eficacia habría de depen- 
der de la persistencia del que å sí propio se la había impuesto en la volun- 
tad primera. Y como la fuerza del legado descansa en la presunción de que 
la voluntad del que le hizo es al tiempo de la muerte la misma que cuando: 
otorgó el testamento, esta presunción falta ya, porque ha quedado destruida 
por el hecho del testador enajenando la cosa que antes había destinado al 
legatario. 

Nada debe influir para la recta interpretación de la voluntad testamen- 
taria la causa determinante de la enajenación. Si ésta fué la liberalidad, 
como rucede en las enajenacicnes por titulo gracioso, no puede dudarse de 
que el testador cambió de voluntad respecto al legatario favoreciendo á otra 
persona con la preferencia de su afecto generoso. 

Si aquélla fué á título oneroso y consistió éste en las propias necesida- 
des del testador, con mayor razón debe considerarse caducado el legado, 
porque es natural que aquél se prefiera á sí mismo á la persona extraña del 
legatario, por grande que sea el amor que le profere, y emplee en la satis. 
facción de sus propias necesidades lo que había destinado antes 4 Ja mern 
satisfacción de afectuosos sentimientos. Y aunque la enajenación no haya 
sido resultado de ninguna necesidad personal del enajenante, siempre apa- 
recerá como evidente el cambio operado en su voluntad testamentaria, por- 
que, libérrimamente obrando, la cosa que había destinado al legatario la 
transmitió después á otra persona, 

Por otra parte, no puede presumirse que el testador que lega á cualquie- 
ra una cosa cierta, legaria al mismo, si no tuviera Ja cosa, una cantidad 
equivalente á su precio. Dehe prosumirse, por lo contrario, que ha influido 
en la determinación de su voluntad la circunstancia de formar parte ya de 
su haber, y no tener, por lo tanto, necesidad de adquirir aquella cosa con 
que manifiesta su afecto al legatario. Si no la tuviera, ¿la compraría para 
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legársela? ó siquiera gle destinaria otra cosa ó una cantidad equivalente de 
su caudal? ¿En qué podría fundarse tan aventurada presunción? 

Agréguese á esto que, si no ha conservado en su poder el mismo precio 
por la enajenación obtenido, la entrega, en sustitución de la cosa, de una 
cantidad equivalente al precio, produciría el efecto de mermar en beneficio 
de un legatario dudoso la cuantía del haber por el testador destinado å otros 
legatarios más ciertos, y (lo que sería peor aún que esto) si habia institul- 
do heredero, la cuantía del caudal que aquél habia expresamente reservado 
á la persona por él principalmente amada y preferida, 

Véase, pues, cómo la aplicación de los dos principios que informan la 
doctrina sobre la eficacia ó caducidad de las últimas voluntades al caso de 
la enajenación de la cosa específica que en ellas se hubiera legado, demues- 
tra la ciencia y la simple razón que debe producir la caducidad ‘del legado 
de esta clase. Si la cosa enajenada no ha vuelto al caudal del testador cuan 
do éste muere, haya sido la enajenación hecha por sy voluntad ó contra 
ella, el legado debe caducar, por no existir al tiempo de la muerte del tes- 
tador entre sus bienes aquello en que consistió su objeto. Y si la enajena- 
ción fué voluntariamente hecha, haya vuelto ó no la cosa enajenada á su 
caudal, también debe caducar el legado, porque en uno y en otro caso la 
enajenación ha venido á demostrar el cambio operado en la voluntad del 
testador respecto á la persona del legatario. ( 

Esta es la doctrina que sin contradicción sostienen los tratadistas más 
ilustres de la ciencia del derecho en nuestros, tiempos, hasta el punto de 
que puede aventurarse sin peligro el reto de que se cite alguno, de autori- 
dad en la ciencia, que opine en sentido diverso. 

Así, en fin, también han resuelto el punto los legisladores modernos de 
los pueblos cultos. Véase el art. 1.038 del Código civil de Francia; el 892 
del de Italia; el 1.811, párrafo 1.°, del de Portugal; el 677 del del Cantón 
de Vaud; el 1.043 del de Holanda; el párrafo 9. %, cap. 4.9, y párrafo 3.0, 
capítulo 7.°, libro 3.9, del de Baviera; el art. 724 del de Austria; el 1.689 
del de la Luisiana; el 1.135 del de Chile; el 3.543 del de Méjico; el 873 del 
de la República Oriental del Uruguay, y el 870 y 940 del de la República de 
Guatemala: en todos se declara caducado el legado por la enajenación que 
de la cosa legada hubiese hecho el testador después de otorgar su tes- 
tamento, 

Las únicas diferencias que entre sus preceptos existen están reducidas å 
que en los Códigos francés, italiano, portugués, de Vaud, holandés y chile- 
no se deçlara caducado el legado de cosa cierta por su enajenación, aunque 
ésta sea nula ú otorgada con pacto de retro, y aunque por cualquier otra 
causa vuelva la cosa å poder del testador, entre tanto que en los de Méjico | 
y Guatemala recobra su fuerza el legado si 4 su vez el testador recobra por 
cualquier titulo la cosa enajenada, y en el del Uruguay solamente cuando 
esto sucede en virtud del pacto de retroventa con que se hubiese hecho la 
enajenación. Mas en el de Baviera se anula el legado por la venta, sin ha- 
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cerse excepciones; en el austriaco se considera revocado el -legado sólo por . 
el hecho de haber el testador dejado voluntariamente de poseer la cosa le- 
gada, y en el de Ja Luisiana basta para la revocación que la venta de Ja 
cora legada conste por escrito firmado por el mismo testador. | 

Después de lo dicho, no se calificará de aventurado y presuntuoso afir- 
mar que no solamente no es contrario al buen sentido lo que en este opúscu- 
lo se rostiene, sino que es lo que admite la razón condeneada en la ley es- 
crita de los pueblos modernos, y lo que defiende Ja cienci?, de que son le- 
gitimos representantes los jurisconsultos considerados como mar eminentes 
por haberla cultivado con mejor éxito en el siglo actual. 

Ha llegado ya la oportunidad de averiguar si España forma poco hon- 
rosa excepción en este general concierto á que ha llegado la ciencia y la le- 
gislación en lox pueblos civilizados. 


Fuero Real.—fn la ley 2.2, título 15, libro 3.° del Fuero Real, cuyo 
epigrafe es: «Como por la manda 2.* es la 1.2 revocada, y en qué manera», 
se dispone: «Si alguno despues que ficiere su manda quier seyendo sano, 
quier enfermo, é despues ficiere manda en qual tiempo, quier que sea de 
aquellas cosas de que primeramente había mandadas, Ja postrimera manda 
vala. Otrosi, aquellas cosas que primero habie mandadas, 6 algunas dellas 
que diere, ó enajenare: la manda que ante había fecha de aquellas cosas, no 
vala: maguera que nombrada, mientre no lo desfizo: ca tanto vale que lo des- 
faga por fecho como por palabra: é si aquello que habie mandado, 6 alguna 
cosa dello no lo ajenare, ó no lo mandare por palabra, ni lo mandare á otri 
en manda que despues faga, vala aquello que habie mandado.» 

El texto de esta ley no requiere explicación para que desde luego sea 
conocido su propio sentido. El legado de cosa cierta se revoca por otro pos- 
terior de la misma cosa, y se revoca también no sólo por la donación, sino 
por cualquiera enajenación de la cosa legada. Si el testador no enajenó toda 
la cora, fino una parte, se entenderá revocado el legado solamente respecto 
á la parte enajenada. La Jey consigna en muy breves palabras la razón de 
lo que ordena: «tanto vale que Jo desfaga (el testador) por fecho como por 
palabra». No es posible condensar en menos frases y á la vez tan categórica- 
mente la teoría científica que sirve de fundamento al derecho civil relativo 
- & la revocación de las mandas. Su fuerza y eficacia procede de la intención 
del testador. Cuando éste ha cambiado su voluntad primera, el legado se re- 
voca, sin que importe queel cambio conste por sus palabrasó por sus hechos. 

El Fuero Real, como se ve, se adelantó seis siglos á las legislaciones 
modernas, para restablecer en su primitiva pureza la jurisprudencia roma- 
na, alterada después un tanto por las opiniones de algunos jurisconsultox 
y por los Emperadores Severo y Antonino Pío. España puede ostentar con 
legítimo orgullo ésta y otras leyes del célebre Código del Rey Sabio, en que 
se contienen reglas de derecho que la ciencia moderna ha venido á formu- 
lar ahora como la más pura expresión de la justicia. 
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Pero, ¿está vigente el Fuero Real? La Sala segunda de la Audiencia de 
Madrid, aceptando la opinión del Licenciado López de Sagredo y los razo- 
namientos por este Letrado expuestos para sostenerla, ha declarado que 
solamente están vigentes las leyes de este Código que se hubiesen incluido 
en la Novísima Recopilación ó cuya observancia te pruebe especialmente. 
Examinaré con brevedad esta opinión y sus fundamentos. 

Se afirma que no puede tenerse por vigente la ley de un Código cuyo 
texto auténtico y exaclo no se conoce. | 

Es de notoria verdad que, para que sea posible la observancia de una 
ley, se necesita saber lo que en ella se contiene. Si no es conocida la dispo- 
sición del legislador, ¿cómo ha de cumplirse? 

Mas este conocimiento puede tenerse bin poseer el texto auténtico, esto 
es, oficial de la ley. El afirmar lo contrario sería incurrir en gravísimo y 
evidente error. Antes del descubrimiento de la imprenta hubiera sido im- 
posible multiplicar cuanto en tal caso sería necesario, y conservar el texto 
original y manuscrito de las leyes, como pudo hacerse después que Guten- 
berg inventó su prodigioso arte. El trabajo particular era entonces el único 
medio de propagar y conservar el texto legal en los pueblos por medio de 
copias manuscritas, cuya exactitud al poco tiempo no cabría comprobar, 
si esto habla de hacerse precisamente cotejándolas con originales que ha- 
bían perecido por la acción dei tiempo y las catástrofes de la Historia. Si la 
fuerza obligatoria de las Doce Tablas de las leyes, de los Senadoconeultos, 
de los plebiecitos, de las Constituciones y Rescriptos imperiales y, en 


; suma, de todas las fuentes de la legislación de Roma hubiese dependido de 


la conservación de su texto oficial, ¿qué habria quedado de ella en vigor en 
los inmediatos siglos posteriores á su origen? 

Esto mismo es de exacta aplicación al derecho escrito de las sociedades 
modernas. ¿Cuál de ellas ha conservado el texto original de sus primitivas 
leyes 6 siquiera sus copias oficinlmente sacadas de esos originales? ¿Hasta 
cuándo subsistió el texto original del Fuero Juzgo, 6 qué copia auténtica del 
mismo se conserva? Y antes de 1555 en que se declaró auténtico el texto de 
las Partidas, publicado por Gregorio López, ¿era conocido y se conservaba 
el original de Alfonso X ó alguna copia suya oficialmente comprobada, y 
ni aun el texto corregido y enmendado por Alfonso XI, si en efecto se hizo 
entonces tal correcgión y enmienda? Y las copias de tantos ordenamientos 
y fueros, que eran las únicas de que se servían los Tribunales para admi- 
nistrar la justicia, ¿se habían expedido por el legislador 6 siquiera las habia 
declarado éste exactas y bien hechas? 

Se necesita, es verdad, conocer el texto de la ley para que pueda obser- 
varse. Pero este conocimiento se adquiere (y es el único que durante largos 


Siglos pudieron tener los pueblos) por todos los medios de investigación de 


que la razón humana dispone. Cuando por tales medios se llega á la certi- 
dumbre de la ley, nada importa que el texto oficial exista 6 haya perecido, 
porque con él no ha perecido ciertamente el precepto del legislador. ¡Triste 
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destino el tiempo reservaría å las leyes humanas si de la subsistencia de 
documentos tan efímeros hubiera de depender su vida y su eficacial No es, 
pues, condición necesaria de la ley poseer su texto auténtico. Basta saber 
cuál es su texto exacto, esto ek, aquel que exprese lo que el legislador 
ordenó. 

Y ¿se conoce el texto exacto del Fuero Real? El Licenciado López de 
Sagredo lo niega, amparándose de la respetable autoridad de la Acadernia 
de la Historia, que en 1836 publicó este Cádigo. Y, sin embargo, la docta 
Corporación afirma lo contrario. En el prólogo que precede á su publicación 
dice la Academia, hablando de los libros que se conservan del Espéculo, del 
Fuero Real, de las Leyes de los Adelantados mayores, de las Nuevas y del 
Ordenamiento de las Tafurerias: «Es verdad que no tuvo (la Academia) la 
satisfacción de hallar códices originales; pero adquirió otros muy buenos y 
antiguos, los cuales, cotejados entre sí, han dado un texto que puede, á 
juicio de la Academia, tenerse por genuino y baslante completo para no dejar 
nada que desear å la más severa crilica.» Y, en efecto, de los doce códices del 
Fuero Real que pudo examinar, dos por lo menos databan del siglo x111, y 
hay motivos para creer que eran del tiempo de su formación, tres del XIV, 
y uno del xv, y todos ellos eran dignos de grande autoridad; y cotejando 
sus variantes, que la Academia publicó por notas al pie del texto, no resulta 
alteración sustancial en ninguna de las leyes en que se observan. 

Compárese la escasa importancia de estas variantes con las sustanciales 
que resultan en los sesenta y un códices examinados por la Academia para 
la edición que hizo de las Siete Partidas, y habrá que reconocer que el texto 
que se posee del Fuero Real lleva grandes ventajas al de las Partidas, bajo 
el aspecto de su certidumbre y exactitud. 

Y no se arguya diciendo que el de este Código está autorizado por la 
Real orden de 1818, cosa que no sucede con el del Fuero Real, porque tam- 
bién lo está por la Real cédula de 7 de Septiembre de 1555 la edición hecha 
por el jurirconsulto Gregorio López; y lo fué asimismo por el Consejo de 
Castilla la edición hecha en 1768 por el Dr. Berni, no obstante que difería 
de la de Gregorio López, por razón de las enmiendas que en ésta habían 
hecho, con oficial autorización, D. Diego de Morales y D. Jacinto. Miguel 
de Castro; y, sin embargo, es de todos conocida la diversidad y aun con- 
tradicción que hay entre las tres ediciones, sefialadamente en las ciento 
cuatro primeras leyes del tit. 4.2 de la Partida 1.2 

La autoridad del legislador no alcanza hasta el punto de alterar la ver- 
dad y realidad de las cosas. Y por esto, á pesar de sus declaraciones, la cri- 
tica racional siempre habrá de reservar sus preferencias para el texto del 
Fuero de las Leyes, al compararlo con los textos oficiales, pero contradicto- 
rios, de las Partidas. 

Se dice que leyes cuyo vigor nadie desconoce, han derogado aquel Fuero 
como Código general de la nación, rebajándolo 4 la humilde categoria de 
Fuero municipal, para que no obliguen sus leyes no incluídas en la Novi- 








. D. EUGENIO MONTERO RÍOS 211 


sima Recopilación, sino en cuanto ee pruebe que están en observancia en 
algún lugar ó villa. 

No concibo cómo ha podido deeconocerse el carácter general que en su 
origen tuvo el Fuero Real. Hubiera sido la única obra legislativa del sabio 
Monarca que habría carecido de este carácter, á pesar de la notoria menor 
importancia de algunas, como el Ordenamiento en razón de las Tafurerias, 
las Leyes nuevas, etc. Este carácter de Código general aparece demostrado 
por el sistema completo de legislación que contiene, y que no se halla 
en otros documentos legales de España de anteriores siglos más que en el 
Fuero Juzgo y en las Partidas, por las conocidas frases del prólogo en que 
D. Alfonso manifestó sus propósitos al formarlo, y por el texto mismo de 
su ley 5.8, tit. 6.9, lib, 1.9, en que el Monarca dispuso que «todos los pleitos 
sean juzgados por las leyes de este libro que Nos damos á nuestro pueblo..... 
é si alguno aduxere otro libro de otras leyes en juicio para razonar ó para 
juzgar por él, peche 500 sueldos al Rey.» i 

Cualquiera, pues, que haya sido el medio einpleado por el Rey Sabio 
para llevar 4 cabo sus propósitos, entiendo que es un hecho perfectamente 
comprobado que aquéllos consistieron en dotar á todo el territorio de sus 
reinos de un Código general que hubiera de it reemplazando, más pronto 
ó más tarde, la caótica legislación de los Fueros municipales. 

Se dice, empero, que aunque con tal intención su autor lo hubiera 
hecho, fué desde entonces acá cuatro veces derogado, incluyéndolo en- 
tre los Fueros municipales, 4 saber: en 1272, en 1248, en 1505 y en 1805. 

La rebeldía de los nobles castellanos en Lerma en 1270 y su triunfo dos 
años después, en que D. Alfonso les devolvió en las Cortes de Burgos su 
Fuero viejo, no prueba sino la derogación parcial limitada 4 Castilla, pero 
nó su derogación en los demás antiguos reinos que entonces ya corres. 
pondian 4 la Corona, y en que 4 la sazón ya estaba el Fuero de las Leyes en 
observancia. 

Las tres derogaciones que además de ésta se citan, tienen por funda- 
mento la Jey 1.4, tit. 28 del Ordenamientu de Alcalá, que después se in- 
sertó en la 1.8 de Toro, y que también aparece incluída en la Novísima 
Recopilación, formando la ley 3.* del tit. 2.2 de su lib. 3.9 

Debe, pues, examinarse lo que en aquella ley se ordenó para saber si 
tuvo la importancia de una derogación del Fuero como Código general, 
reduciéndolo 4 la categoria de local 6 municipal que hubiera solamente 
de regir en los lugares en que se probase que sus leyes continuaban obser- 
vándose. 

D. Alfonso XI, al disponer en la ley que acaba de citarse el orden y 
preferencia de las que habían de continuar vigentes, dijo respecto al Fuero 
Real: «E magiier en la nuestra Corte usan del Fuero de las Leys, é algunas 
villas de nuestro Señorío lo han por fuero, é otras ciddades é villas han 
‘otros fueros departidos por los quales se pueden librar algunos pleytos, 
pero porque muchas veces son las contiendas, é los pleytos, que entre Jos 
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omes acaescen é se mueven de cada día que se non pueden librar por los 
fueros; por ende queriendo poner remedio convenible á esto, establescemos 
é mandamos que los dichos fueros sean guardados en aquellas cosas que se 
usaron.....; é los pleytos, é contiendas que se non pudieren librar por las 
Leys deste nuestro libro, é por los dichos fueros, mandamos que se libren 
por las Leys contenidas en los Libros las Siete Partidag.....; é tenemos 
por bien que sean guardadas é valederas de aqui adelante en los pleytos, é 
en los juyzios, é en todas las otras cosas que se en ellas contienen, en aque- 
llo que non fueren contrarias á las Leys deste nuestro libro, é á los fueros 
sobredichos. » 

¿Resulta de las frases que preceden, entendidas en su, recto y natural 
sentido, que el célebre Monarca legislador de Alcalá asimiló el Fuero Real 
á los particulares de las villas y lugares para que sus Jeyes no se observaran 
sino en aquellas cosas que se usaron? | 

Manifiesta alli D. Alfonso XI Jas razones que tenia para completar con 
nuevas reglas de derecho Ja legislación foral. Dice que por ésta no se podían 
librar muchos pleitos y contiendas que cada día se movían entre los hom- 
bres. Mas esta razón no eta aplicable al Fuero Real, verdadero código con 
un cuerpo de doctrina general aplicable á todas las diferencias y contiendas 
que en el orden civil pudieran surgir, así como lo era á los Fueros munici- 
pales, incompleto é imperfecto hacinamiento de disposiciones, en su mayor 
número ya inaplicables al estado social de los pueblos en el siglo xrv. El 
Monarca supone que una parte de las disposiciones forales ya no estaba en 
uso. Y esto se comprende que sucediera respecto de muchos de aquellos ru- 
dimentarios preceptos contenidos en los cuadernos de las villas y lugares, 
ya por su imposible aplicación á la sociedad máe adelantada de aquel tiem- 
po, y ya también porque el Fuero Real y otros ordenamientos hechos en 
Cortes habían ido derogando aquellos preceptos locales, cada dia más in- 
compatibles con el principio de unidad que iba desenvolviéndose en el 
Estado al amparo del poder supremo de ia Corona. 

No cabe, pues, suponer con razón que D. Alfonso XI hubiese asimilado 
un fuero general cuya observancia tanto podía favorecer sus miras y propó- 
sitos, con aquellos cuadernos de origen y carácter local que tanto los con- 
trariaban; y no es, por Jo mismo, aplicable al Fuero Real-la limitación por 
él, no impuesta, sino reconocida como un hecho, de la misma observancia 
que en lo futuro dispuso que habian de continuar teniendo los fueros de las 
villas y lugares. | 

Esto mismo ge comprueba por las frases de los Reyes Católicos, en su 
ley 1.2 de Toro, en que confirmaron lo ordenado en Alcalá por su antece- 
sor. Después de manifestar que la ley del Ordenamiento no se guardaba 
como debía, reprodujeron y aun ampliaron 8us preceptos, diciendo: «Que 
lo que se pudiere determinar por las Leyes de los Ordenamientos y prag- 
máticas por Nos hechas, y por los Reyes donde Nos venimos, y los Reyes 
que de Nos vinieren, en la dicha Ordenacion y decision y determinacion, 


, 
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se sigan y guarden como en ella se contiene..... Y en lo que por ellas no se 
pudiere determinar, mandamos que se guarden las Leyes de los fueros, anst 
del Fuero de las leyes, como las de los Fueros Municipales, que cada ciu- 
dad, villa 6 lugar tuviere en lo que son 6 fueren usadas y guardadas en los 
dichos Lugares». La redacción literal de estas frases está revelando que la 
limitación del uso y observancia se refería exclusivamente á los Fueros 
municipales, porque el de las Leyes reconocían los Reyes Católicos, 'como 
ya lo había reconocido D. Alfonso XI, que estaba en observancia en los 
_ Tribunales de la Corte, y aquéllos, al hablar de tal limitación, re refieren 
expresamente á la observancia en las Villas y Lugares, y, por lo tanto, á sus 
peculiares fueros y privilegios. 

Contra la opinión que sostiene haber quedado el Fuero Real ado 
por estas leyes á los Cuadernos Municipales, protestan importantísimos da- 
tos que registra la historia del derecho nacional, y cuyos datos, en tal hipó- 
tesis, carecerían de racional explicación. 

D. Alfonso XI, no obstante lo que en 1348 ordenó en su Ordenamiento, 
al adquirir el Señorio de Álava, le dió como Código general el Fuero de las 
Leyes. 

D. Enrique 1V, en su célebre Ordenamiento de Nieva de 1423 y en las 
Cortes de Ocaña de 1469, interpretó las leyes del Fuero Real sobre ganan- 
ciales y sobre el retracto de sangre, suponiéndolas vigentes como generales 
en todo el Reino. Los Reyes Católicos, en sus célebres de Toro, considera- 
ban también en vigor otras muchas de aquél Código. En la de 18 auto- 
rizaron al padre ó madre para mejorar en el tercio de sus bienes no sólo al 
hijo, sino al nieto, aunque viviera su padre, conforme á la ley del Fuero (era 
la 10, tit. 5.°, del libro 3.9) En la 28 se interpretaron otras dos leyes del 
Fuero, mencionándolas y suponiéndolas vigentes, relativas á la cuantía 
de la donación que pueden hacer los que tuvieren hijos ó descendientes 
legítimos (son la 10, tit. 5.° y 3,2, tit. 12, libro 3.9 En la 50 se declaró 
irrenunciable «la Ley del Fuero que dispone que no pueda el marido dar 
más en arras á su mujer de la décima parte de sus bienes» (es la 1.", ti- 
tulo 2.9, libro 3.9) En la 68, al ordenarse que valga en los censos la cláu- 
nula de comiso por la falta de pago de la renta, se suponen vigentes dos 
Leyes del Fuero Real, en que se prohibía como regla general que la pena 
establecida en los contratos pudiere exceder de la mitad (son la 5 8, tit. 11, 
libra 1.9 y la 1U, tit. 6.°, libro 4.9) En la 70 se ordenó «que la Ley del 
Fuero que fabla acerca del sacar el pariente más propinquo Ja cosa vendida 
de patrimonio por el tanto, haya tambien logar cuando se vendiere en el 
almoneda pública» (es la 13, tit. 10, libro 3.9) En la 71 vuelve á suponerse 
vigente esta misma ley al ordenar que cuando fueren muchas cosas ven- 
didas por un precio, deban retraerse todas, En la 75 se insiste en tener por 
vigente la mencionada Ley del Fuero sobre retracto gentilicio, con motivo 
del de Comuneros que allí se establece. En la 81 se amplían á un caso aná- 
Ingo otras dos Leyes del Fuero, disponiendo «que en estos tales (los que 
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faltan å la fidelidad conyugal, aunque se probare después la nulidad del 
matrimonio) que assi avemos por adúltercs, y en sus bienes, se ejecute Jo 
contenido en la Ley de Fuero de las Leyes que fabla cerca de los que come- 
~ ten delicto de adulterio.» (La 1.2 y también la 2.2, titulo 7.9, libro 4.9) Y 
en la 82, al ordenar que cuando el cónyuge ofendido matare 6 condenare al 
adúltero y á su cómplice por autoridad de Ja justicia, gane la dote y bienes 
del adúltero, también se supone vigente la Ley del Fuero que ee acaba de 
citar, porque se dice: «En tal caso mandamos que se guarde la Ley del Fue- 
ro de las Leyes, que en este caso disponen.» 

Y, en fin, hay entre las de Toro una ley que, por su contenido, es por si 
sola bastante á demostrar que el Fuero Real no se comprendía entre los Mu. 
nicipales para considerarlo en vigor solamente en aquellos lugares en que 
se probare que estaba en observancia. El derecho de troncalidad que en la 
sucesión intestada de los ascendientes regía en aquel tiempo, procedía ex- 
clusivamente del Fuero Real y de algunos Municipales. La ley 6.* de Toro 
lo derogó como derecho común, pero dejándolo subsistente «en las ciuda- 
des, é villas, é lugares do segun el fuero de la tierra se acostumbran tornar 
los bienes al tronco, ó la raiz å la raiz.» Ahora bien: si el Fuero de lae Le- 
yes no rigiera sino en ciertas villas y lugares, no se concibe el objeto de la 
ley 6 * de Toro, porque la troncalidad no existiría á la sazón como ley co- 
mún, para que hubiera sido necesario establecer el contrario sistema, sino 
como derecho local que aquella ley ordenaba que por excepción hubiera de 
continuar rigiendo, ya que ningún otro Código de carácter general en su 
origen y en su observancia lo había incluido entre sus preceptos. 

No me haré cargo de más leyes de Toro que son evidentemente correc- 
torias de otras del Fuero Real, ya que expresamente no las citan. 

Y si este Código no tuviera fuerza general, y sus leyes solamente en al- 
gún lugar pudieran estar vigentes, ¿cómo podrian explicarse las de Toro, 
que, por el contrario, suponen que aquellas á que se refieren lo estaban en 
todo el Reino? Porque nótese que alli no se confirman estas leyes: unas ve- 
ces 6e derogan, otras se amplian y otras se restringen, pero siempre ee par- 
te del supuesto de que venian siendo leyes generales vigentes en todo el 
Reino. Y en efecto: así los jurisconsultos como los Reyes continuaron des- 
pués de los tiempos de D. Alfonso XI considerando el Fuero Real como un 
Código general de la Nación y asimilándolo á las Leyes, Ordenamientos y 
Pragmáticas obligatorias en todo el territorio. El Obispo de Plasencia, don 
Vicente Arias de Balboa, Letrado de gran reputación en los tiempos de don 
Juan I y D. Enrique ILI, lo glosaba y comentaba. Lo mismo hacía después 
el célebre Alonso Díaz de Montalvo en tiempo de los Reyes Católicos. Éstos, 
en los capítulos de los Corregidores que hicieron en 9 de Junio de 1500 en 
Sevilla, ordenaban que los Letrados y Alcaldes no pudieran tener ni usar 
gus cargos de justicia «sin que primeramente hayan pasado ordinariamente 
las dichas leyes de Ordenamientos y Pragmáticas y Partidas y Fuero Real,» 
disponiendo lo mismo en la ley 2.2 de Toro, pero no les exigían ciertamen- 
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te el estudio de los Fueros municipales. Y, en fin, Doña Isabel la Católica, 
én su Codicilo otórgado en Medina del Campo en 23 de Noviembre de 1504, 
asimilaba en importancia las leyes del Fuero á los Ordenamientos y Prag- 
maticas, á fin de que se hiciese con todas ellas un cuerpo donde estuviesen 
más brevemente y mejor ordenadas. Apárece siempre el’ Fuero Real mez- 
clado con las leyes generales y nunca confundido con los cuadernos muni- 
cipales, en cuantas ocasiones se hablaba del derecho común y general que 
debía en todas partes observarse. | 

Pero hay otra razón que demuestra, sin dejar, en mi opinión, lugar á du- 
das, que el Fuero Real no fué comprendido por D. Alfonso XI ni por sus su- 
cesores en la limitación por ellos reconocida á la fuerza y observancia de los 
Fueros municipales. Aquel Monarca' afirmó terminantemente que el Fuero 
Real estaba en vigor en los Tribunales de la corte. Por esto sólo-es mani- 
fiesto que ya no podría exigirre la prueba de su observancia cuando hubie- 
ra de aplicarse por aquellos Tribunales, Ahora bien: ¿de qué pleitos y con- 
tiendas éstos conocían? De los de toda la Nación. El derecho público de la 
Monarquía castellana reservó siempre á Ja Corona la justicia. Los que la ad- 
ministraban en las villas y lugares, fuesen éstos de Señorío ó de Abadengo, 
ejercían la jurisdicción como si fueran delegados del Rey, y siempre para 
ante éste pudo apelarse de las sentencias de aquéllos. En las Cortes de Za- 
mora de 1274 se crearon veintitrés Alcaldes que habian de ejercer esta ju- 
risdicción suprema en la corte, conociendo nueve de ellos de los pleitos 
procedentes de los pueblos de Castilla, seis de los de Extremadura y ocho 
de los de León. Y aunque después D. Enrique II, en Toro, y D. Juan II en 
Briviesca, redujeron su número, subsistió, no obstante, la indicada distri- 
bución de todo el territorio entre los que se conservaron. 

Y si el Fuero era Ja ley común á cuyo tenor los alcaldes de la corte fa- 
' Haban los pleitos de todo el Reino, asi antes como después del Ordena- 
miento de Alcalá, ¿cómo es posible desconocer la subsistencia de su carác- 
ter general, ya que después de la célebre ley de D. Alfonso XI ninguna se 
publicá derogándolo y privándolo de la observancia que entonces es incon- 
trovertible que tenia? 

Y no se alegue la imposibilidad de la coexistencia de legislaciones di- 
versas para ser aplicadas las unas por los juzgadores de inferior categoría 

y la otra por los que ejercían la jurisdicción en más elevado grado. Por vi- 

- cioso que el sistema fuera, no por eso es menos cierto que fué un hecho 
subsistente en la Monarquía castellana durante siglos. Y si el estado poli- 
tico de los tiempos actuales no lo consiente, esto sólo demostrará que las 
legislaciones locales deben hoy ceder ante aquella ley general y común en 
cuanto estén en contradicción con ella, pero no que ésta deba considerarse 
derogada, ya que hasta ahora el legislador le ha conservado la fuerza que 
en el siglo x1v D. Alfonso XI reconoció que le era propia. 

Hoy, pues, como en los tiempos de este Rey, deben aplicarse por los 
Tribunales de apelación, y señaladamente por el Tribunal Supremo, las 
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leyes del Fuero Real que no se hubieran derogado ni directa ni indirecta- 
mente por otras posteriores, ya que así los Reyes Católicos en su ley 1.2 de 
Toro, como I). Felipe 11 y D. Carlos IV en la Nueva y Novisima Recopila- 
ción, no hicieron otra cosa que reproducir y confirmar la ley del célebre 
Ordenamiento 'de'aquel Monarca, y aun aclarar su precepto en sentido fa- 
vorable al carácter general del Fuero de las leyes. 

Se dice, no obstante, que la 2.* del tit. 5.°, lib. 3.°, relativa 4 la Revo- 
cación de las mandas, por no estar incluida en la Novisima Recopilación, 
no puede tenerse por útil y viva. Este argumento, si probara algo, probaría. 
demasiado, porque según ella no podrían tenerse por vigentes en España 
más leyes que las de las Partidas, las de la Novisima Recopilación y las 
posteriores. Y, sin embargo, en la misma hipótesis de los que tal opinión 
sostienen, son leyes también vigentes aquellas antiguas cuyo uso y obser- 
vancia se pruebe, aunque en la Novisima Recopilación no se hubiesen in- 
cluido. Está además ta] razonamiento condenado por la ley 11, tit. 2,9, 
lib. 3.9 de esta Colección, en la que re inserta la pragmática de D. Felipe V, 
ordenando que «todas las leyes del Reino que expresamente no se hallan 
derogadas por otras posteriores, se deben observar literalmente, sin que 
pueda admitirse la excusa de decir que no están en uso». Alli no se estable- 
cen excepciones: hállense ó no incluídas en Ja Nueva Recopilación, que 
era la que existía al tiempo de la pragmática, deben todas las leyes del 
Reino observarse, si no fueron derogadas por otras posteriores, como no lo 
fué la ley de que aquí se trata. Verdad es que, aparte de esto, ningún tra- 
tadista se ha atrevido hasta ahora á afirmar que sólo por el hecho de no 
haberse incluido en la Nueva 6 en Ja Novísima Recopilación una ley, debe 
considerarse derogada, porque es manifiesto, hasta el puuto de que sea 
ocioso insistir en ello para demostrarlo, que no llegó á tanto el propósito de 
los Monarcas que acordaron la formación de aquellas colecciones. 

Tampoco es cierto que sea doctrina común entre los tratadistas la opi 
nión del Licenciado López de Sagredo, “¡ue hizo suya la Sale segunda de 
lo civil de la Audiencia de Madrid. Los hay que merecen profundo. respeto ' 
en las aulas y ante los Tribunales, que sostienen lo contrario. D. Alonso 
Díaz de Montalvo, al finalizar el siglo xv, en la edición que hizo del Fuero 
Real, con sus glosas y comentarios, ya sostenía su carácter general y la 
obligatoria observancia de sus leyes independientemente de la prueba de | 
su uso. | 

El doctor Burgos de Paz, en sus comentarios á las leyes de Toro, decía 
también que había quienes de esta manera opinaban. 

El pavorde D. Juan Sala, en el prefacio de su Ilustración del Derecho 
Real de España, asienta que la limitación impuesta en la ley del Ordena- 
miento de Alcalá «tiene lugar en las leyes de los Fueros Municipales, pero 
no en las del Fuero Real»; y cita en su apoyo la opinión de D. Juan Hila- 
rión Pastor, en su disertación histórico-legal sobre sucesiones de monat- 
terios. 
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D. Joaquin Escriche opina asimismo que «no es necesario probar el uso 
«le las leyes del Fuero Real para pedir la aplicación de ellas en su caro, sino 
que basta que no se hallen derogadas por otras posteriores ó por un uso con- 
trario»; y añade que al decir esto no fe refiere å las muchas leyes del Fuero 
Real que se han incluído en la Novísima Recopilación, pues éstas tienen la 
misma autoridad que la Novísima, de que hacen parte. De la propia ma- 
- nera opinaba el respetable tratadista D. Salvador del Viso, en sus Lecciones 
elementales de Historia y de Derecho civil de España. Y arí también lo ros- 
tiene y defiende el ¡ilustre D. Joaquín Francisco Pacheco, al comentar la 
ley 1.2 de Toro, en la última obra con que ilustro la ciencia jurídica en su 
patria. 

Y no he de dejar de hacer mención de la Real Provisión del Consejo de 
Castilla de 27 de Septiembre de 1771, reproducida en la Real Cédula de 
D. Carlos 111 de 1778. En la 1.2, dirigida 4 la justicia de Manzanares, se 
ordenaba que para la adjudicación de la herencia de Fray Francisco Cama- 
rena, se procediera con arreglo á la Jey 12, tit. 2.9, libro 4.9 del Fuero Juz- 
go y demás del Reino, refiriéndose sin duda con estas palabras á la ley 11, 
titulo 6.9, libro 5.9 del Fuero Real, que es la única en nuestros antiguos 
Códigos que concuerda con la que ge citaba del libro de los Visigodos; ad- 
virtiéndose en esta Provisión y en la Real Cédula de 1778 á los Tribunales 
que no mostrasen tanta adhesión como manifestaban á las leyes de Par- 
tida, las que preferían á las de nuestro derecho nacional, que según allí se 
decía respecto á la del Fuero Juzgo, no estaban derogadas por otras poste- 
riores, 

Rebuscándose todo género de argumentos en pro de la tesis que se pre- . 
tende que prevalezca, se dice que hay leyes del Fuero Real que es incon- 
trovertible que no están en observancia, y sin embargo no aparecen dero- 
gadas sino por otras de las Partidas, citándose la 1.2, tit. 7°, libro 3,9 de 
aquel Fuero, que fija la edad de veinte años para ser guardador de huérfa- 
nos y de kus bienes, estableciendo por la inversa la de veinticinco la ley 4.8, 
título 16, Partida 6.2 Es verdad que esta edad es la aceptada por el dere. 
cho vigente. ¿Pero tiene esto por única causa el haberse ordenado asi en la 
ley de las Partidas que acaba de citarse? ¿No es más bien tal precepto una 
inmediata y necesaria consecuencia de Ja mayoria de edad fijada á los 
veinticinco añus? Pues precisamente el Fuero Real, en su ley 8.9, tit. 11, 
libro 1.9, asi también Jo establecía; de suerte que la Jey que se cita se com- 
prende bien que hubiese perdido su fuerza por hallarse en contradicción 
con el precepto general de la mayoría de edad, sancionado en otra ley del 
mismo Código, sin necesidad de acudir para esto al preferente carácter obli 
gatorio del segundo del Rey Sabio, que es incompatible con el terminante 
precepto de su biznieto D. Alfonso X1. Se cita asimismo la ley 9.2, tit. 8.9, 
libro 2. del Fuero que prohibe testificar al menor de dieciseis años, mien- 
tras que la 9.2, tit. 16, Partida 3.£, exige tan sólo catorce cumplidos. Pero 
do que se acaba de decir es asimismo aplicable á este caso: la no observan- 
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cia de la ley del Fuero en este punto, más que efecto de la ley de Partidas,. 
Jo ha sido de la regla que fijaba la edad para la mayoría y de la doctrin» 
predominante en España durante las tres últimas centurias que habia acep- 
tado la del Derecho romano sobre las diversas edades del hombre con rela. 
ción á su estado jurídico. | 

Precisamente la ley del Fuero que se cita declaró el Tribunal Supremo 
(sentencia de casación de 3 de Octubre de 1868) que está vigente en lo que 
dispone sobre la tacha de los testigos parientes, á pesar de que se halla en 
contradicción con lo ordenado en Jas leyes 15 y 16, tit. 16, Partida 3.* 
Se cita también la ley 10, tit. 6.9, libro 3.2 del Fuero en que se establece 
el derecho de troncalidad para las sucesiones intestadas de los ascendien- 
tes, atribuyendo su derogación á la 4.*, tit. 13, Partida 6.8, como si tal 
derogación no se hubiese hecho, según queda dicho, por la 5.8 de Toro in- 
serta en la 1.8, tit. 20, libro 10 de la Novisima Recopilación. 

Mas, en cambio, pueden citarse muchas y más importantes leyes del 
Fuero Real que la jurisprudencia reconoce como vigentes, por más que 
sus preceptos no se hallen entre los de ningún otro Código ni colección 
legal. 

Es la doctrina más común, que la fiera herida pertenece al cazador 
mientras la persigue. Asi xe ordena en la ley 16, tit. 4.°, libro 3.° del Fuero: 
Real; más en la 17, tit. 18, Partida 3.8, se dispone precisamente lo contra- 
rio, å saber, que pertenece en todo caso al que la coge. 

La viuda podía contraer segundas nupcias sin licencia de su padre 6 ma. 
dre ya antes de la ley vigente sobre el consentimiento paterno. Asi se dis- 
ponía en la ley 4.2, título 1.9, libro 3.2 del Fuero Real, sin embargo de que 
la ley 5.2, título 9.9, Partida 4.2, no hacía esta excepción, ni tampoco ex 
presamente se consignó en la Pragmática de D. Carlos 111, incluída en la 
ley 9.2, título 2.°, libro 10 de la Novisima Recopilación, en que solamen- 
te se habla de los hijos de familia, y es bien sabido que este deber de los 
hijos no se funda tan sólo en la potestad civil de los padres. 

El esposo no puede dar por arras más del diezmo de sus bienes á la es- 
posa. Así lo ordena la ley 2.2, tit. 2.9, lib. 3,9 del Fuero Real. En las Par- 
tidas no hay este precepto; y en la Novisima Recopilación solamente se in- 
serto en la ley 1.%, tit. 3.9, lib. 10, la 50 de Toro, en que no se declara 
sino que la del Fuero es irrenunciable, prohibiéndose además en la 7.® del. 
mismo título y libro dispensar el cumplimiento de la ley del Fuero que se 
suponía vigente. 

Los religiosos profesos eran antes del decreto de las Cortes de 29 de Ju- 
nio de 1822, restablecido en 27 de Enero de 1837, incapaces de heredar por 
testamento ni abintestato. La ley 17, tít. 20, lib. 10 de la Novísima Re- 
copilación establecía solamente esta incapacidad respecto á las sucesiones 
intestadas; mas su extensión á las herencias por testamento hay que buscar- 
la en la 11, tit. 5.9, lib. 3.2 del Fuero Real. 

Nadie pone en duda que 4 la viuda corresponde el lecho cotidiano des 
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matrimonio. Así, en efecto, se dispone en la ley 6.2, tit. 6.9, lib. 3.° del 
Fuero Real. En ningún otro lugar se halla este precepto. 

Y, en fin, la mayor parte de las reglas que se aplican en la liquidación 
de la sociedad de gananciales no están escritas sino en los títulos 3.9 y 4,9 
«lel lib. 3.9 del Fuero Real. La heredad comprada con el precio de otra ven- 
-dida de cualquiera de los cónyuges no es ganancial, sino que corresponde á 
aquel que era dueño de la vendida; mas los frutos de la comprada son de la 
sociedad. Este precepto solamente se registra en la ley 11, tit. 4.9, lib, 3.9 
del Fuero Real. Las mejoras hechas en las fincas rústicas de cualquiera de 
los cónyuges corresponden al dueño de las fincas mejoradas. Para buscar 
-este precepto es necesario acudir 4 la ley 3.8, tit. 4.9, lib. 3.9 del Fuero Real. 
Y, en fin, para no hacer mas citas, la casa hecha en solar de uno de los cón- 
yuges corresponde al dueño del solar, y al otro solamente la mitad de su 
‘valor. La ley que asi lo ordena es la 9.8, tit. 4.9, lib. 3.9 del Fuero Real. 

Véase, pues, si parte tan interesante de nuestro derecho positivo vigen- 
te se funda en otras leyes más que en las contenidas en aquel Fuero. 

El Tribunal Supremo, por último, tiene ya resuelto el punto que se de- 
bate, porque ha admitido recursos de casación fundados en infracción de 
leyes del Fuero Real. En el resuelto por sentencia de 22 de Febrero de 1871 
e había citado como infringida precisamente la ley 2.2, tit. 5. del lib. 3.9, 
sobre que ahora se controvierte. En el que dió motivo 4 la sentencia de 4 
de Junio de i881 se habían citado la 9.8 y la 11, tit. 4.°, lib. 3.9 del Fuero 
Real; y en el que está pendiente de resolución se volvió'á citar la 2 2, títu- 
lo 5.9 del lib. 3.°, hallándose ya admitido el recurso por todos los motivos 
que en él e expusieron. Y, sin embargo, por las leyes de casación que es- 
taban vigentes al interponerse estos recursos, no podian admitirse aquellos 
motivos que no se fundasen en leyes que se hallaran en observancia. 

Y hay otra sentencia de casación (fecha 3 de Octubre de 1868) en que el 
‘Tribunal Supremo consideró vigente, según ya se ha dicho, una ley del 
Fuero Real, y precisamente fundándose tan sólo en ella y citándola, deses 
timó el motivo del recurso, declarando que el art. 320 de la antigua ley de 
Enjuiciamiento civil estaba subordinado á la ley 9.2, tit. 8,9, lib. 2.9 del 
Puero Real, en que se establece la tacha del parentesco del testigo con uno 
de los litigantes para declarar en el pleito contra extraños, å pesar de ser 
esta ley contradictoria con otras ya citadas de la Partida 3.2 

Entiendo, pues, que queda demostrado que las leyes del Fuero Real que 
no se hubiesen derogado por otras posteriores conservan su carácter obliga- 
torio, y que, por lo tanto, forma parte del derecho actual de España la 2.5, 
título 5.9, libro 3.°, en que se establecen las maneras de revocarse las man- 
das, cuya Jey tanto, además, se recomienda por el adelanto que revelan sus 
disposiciones, muy superiores bajo el aspecto de la ciencia y en el orden de 
la justicia al imperfecto derecho que sobre este punto contiene la exótica. 
supletoria legislación de las Partidas. 

Corresponde ahora exponer cuál es el recto sentido de esta legislación, 
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para demostrar que, 4 pesar de su imperfección en este punto, no alcanza 
á declarar subsistente el legado de cosa especifica cuando después de 


hacerlo el testador vendió voluntariamente, esto es, sin necesidad, la cora 
legada. 


Leyes 13 y 40, tit. 9.°, Partida 6.?—He ahi el texto integro de 
estas leyes: 

Ley 17: «Viña ó tierra, ó otra coea semejante destas, que fuesse suya del 
testador, si la mandasse á alguno en su testamento é despues desto en su 
vida la vendiesse ó la camiasse, en saluo finca aquel á quien la mandó de 
demandar la estimacion de aquella cosa. Fueras, ende, si el heredero del 
testador pudiese prouar que su entencion fué del que fizo la manda de 
reuocarla, é por esto la enajenaua. Mas si el fazedor del testamento despues 
que oujésse mandada alguna cosa la diese en don á otro, estonce se entiende 
que reuoca la manda que auia fecha de ella, é por ende non la puede des- 
pues demandar al heredero.» 

Ley 40: «Donacion faziendo el testador en su vida á 'algun ome, de al- 
guna cosa que ouiesse mandada en su testamento 4 otro, desatase por ende 
la manda, porque semeja que se arrepintid, pues se la dió á otro en ante que 
muriesse. Mas se la vendiesse, ó empeñasse, non se desatarla, nin reuocaría 
por ende; ante dezimos, que aquel á quien fué mandada, que deue auer el 
precio por que fué vendida, ó la estimacion, si fuere empeñada, assi como 
de suro diximos. E'esto es, porque semeja, que pues que el testador la vendió, 
ó la empeñó, que su entencion fué de lo fazer por mengua que auia é non por 
reuocar la manda.» i 

¿Cuál es el recto sentido de estas leyes? Para buecarlo no debe emplearse 
el sistema de interpretación que rechazan al presente el buen gusto litera- 
rio y los progresos de la ciencia juridica, pero que tan en boga estuvo entre 
muchos de nuestros prácticos. En la interpretación de las leyes no cabe ya 
emplear aquella gimnasia intelectual con que la sofística sutileza descom- 
ponía su texto para combinar arbitrariamente sus frases y arrancar por este 
vicioso análisis del literal sentido de cada una el general de toda ella, con- 
trario en muchos casos á la intención del legislador y á las sanas doctrinas 
de la ciencia. 

Es necesario estudiar la ley en su historia, porque, como decía en su 
tiempo el jurisconsulto Celso, «posteriores leges ad priores pertinent», y bus- 
car en ella el sentido que mas se aproxime al ideal de la justicia, porque, 
según la sentencia del mismo jurisconsulto, «in ambigua voce legis ea potuts 
accipienda est significalio quae vitio caret.» 

Ahora bien; este criterio, que se inspira á la vez en la historia y en la 
ciencia, si se aplica á la interpretación de las dos leyes transcritas de la 
Partida 6.8, conduce rectamente á demostrar que, según su precepto, debe 
tenerse por revocado el legado, no sólo cuando el testador donó, después de 
otorgado el testamento, la cosa que habia legado, sino cuando la ena- 


D. EUGENIO MONTERO RIOS 221 


jenó voluntariamente, esto es, sin causa de necesidad personal 6 familiar. 

Pasa fundadamente sin contradicción como verdad harto vulgar que la 
legislación de las Partidas es una mera versión del Derecho romano y del 
canónico, entendidos según las opiniones de los glosadores y comentaristas 
del siglo XIII, salvo raras disposiciones tomadas por el Rey Sabio de los 
fueros, usos y costumbres que informaban la legislación nacional. Al De- 
recho romano, por lo tanto (puesto que el canónico ningún precepto conte- 
nía aplicable á la materia de la controversia), hay que acudir si se quiere 
investigar, por el camino seguro de las fuentes de que aquellas leyes proce- 
den, su propio y legítimo sentido. 

El Licenciado López de Sagredo afirma que aquel Derecho era incom- 
pleto, porque asentando solamente el principio de que la subsistencia ó re- 
vocación del legado dependia de la voluntad del testador, no fijaba reglas 
á cuyo tenor ésta hubiera de conocerse en los casos de revocación tácita, ni 
distinguía entre las diversas clases de enajenación de la cosa legada, para 
declarar cuáles eran las que constitulan una prueba inductiva del cambio 
de intención, ni determinaba quién debía probar este cambio ni qué era lo 
que debía probarse. 

Entiendo que tan rotundas afirmaciones contienen graves errores, que 
los mismos textos contradicen. 

Reconozco la concisión de Justiniano en sus Instituciones al sentar el 
cientifico principio sobre que descansa la revocación tácita de los legados 
por la enajenación de la coea legada, pues es cierto que en el párrafo 12, 
tit. 20, que es tl único que hay en las Instituciones que sea aplicable å la 
materia, solamente dice (1): «Si el testador legare una cosa suya y después 
la enajenase, Celso opina que se debe al legado, si no la vendió con ánimo 
de quitarlo; y así lo decretaron por rescripto los Emperadores Severo y An- 
tonino». 

Mas, aunque todo el Derecho romano re contuviera en las Instituciones, 
posee hoy por fortuna ia ciencia un documento de inestimable precio para 
conocer el verdadero sentido del derecho allí establecido. Es su paráfrasis 
griega, escrita por el jurisconsulto Teófilo, que fué uno de los mismos que 
por orden imperial las redactaron; y el cual, explicando el sentido del 
texto, dice (2): «Si me habéis legado una cosa vuestra y después la habéis 
enajenado para anular el legado y retirarme vuestra amistad, el legado no 
me es debido; pero si, por el contrario, no la habéis enajenado con esta in- 
tención, por ejemplo, si os habéis visto obligado para pagar deudas públicas 
ó privadas, ó porque carectais de dinero, yo podré exigir el legado de vuestro 
heredero; y esto es Jo que Severo y Antonino ordenaron por rescripto». 





(1) «Si rem suam legaverit testator, postsaque eam alienaverit, Celsus existimat, si non 
adimendi animo vendidit, nihil hominus deberi. Idque Divi Severus et Antoninus rescri- 
pserunt.» 

(2) Paraphrase grecque des Instituts de Justinien, par le professeur Theophile, traduite en 
francais par M. F. C. Fregier. Paris, 1847. 


222 l FORO HISPANO - AMERICANO 


Cabe, pues, afirmar que, aun sin atender á más que al derecho con- 
tenido en las Instituciones, la intención del testador al enajenar la cosa 
legada podía ser conocida y apreciada precisamente por la causa en vir- 
tud de la cual hubiere hecho Ja enajenación, hasta el punto de que, 
cuando esta causa hubiera sido la necesidad, el legado subsistiria, por- 
que debía entenderse que el testador no había tenido intención de revo- 
carlo. 

Mas en sus Instiluciones no comprendió todo el derecho el Emperador; 
y, por el contrario, es bien sabido que aquéllas son mero compendio y re- 
sumen del Código y del Digesto. A estas grandes colecciones es necesa- 
rio acudir para saber todo lo que en aquél á la sazón se disponía sobre la 
materia. 

Según el derecho estrictamente civil, la enajenación, por cualesquiera 
titulo y causa, de la cosa legada, producía la caducidad del legado hecho 
per vindicalionem, no porque el testador hubiese cambiado de intención, 
sino porque la cosa legada había dejado de pertenecer á su caudal; pero no 
afectaba á la validez y subsistencia del que se hubiese hecho per damna- 
tionem, porque éste era válido, aunque la cosa legada fuese del propio he- 
redero ó de un extraño, y aunque no existiese al morir el testador. 

El derecho estricto civil deducía la caducidad de los legados de la for- 
mula con que el testador los había hecho, mas no del cambio de su volun- 
tad revelado por hechos posteriores. 

El Pretor, inspirándose en doctrina más racional, modificó el rigor de 
aquel derecho por el acostumbrado medio de la creación de excepciones, 
considerando revocado por cualquiera enajenación aun el legado hecho per 
damnationem, y dando al heredero una excepción de dolo contra el legata- 
rio, fundada en que, al reclamar éste el legado, obraba contra la voluntad 
«lel testador revelada por la enajenación. 

Este era el derecho vigente en los primeros tiempos del Imperio, según 
108 dice Gayo: el principio racional del Pretor había prevalecido sobre la 
lógica de las antiguas fórmulas, y el legado de cosa cierta se consideraba 
revocado por la enajenación de la cosa legada que por cualquier título y 
con cualquier motivo, sin excepción alguna, hubiese hecho el testador, sin 
que en tal caso, ni aun por Ja aplicación del Senadoconsulto Neroniano, 
pudiese considerarse subsistente. Toda enajenación por sí sola constitula 
una prueba inductiva del cambio de voluntad del enajenante con relación 
á la persona á quien en su testamento había favorecido con la cosa que des- 
pués vendía; y esta prueba producía su natural efecto, á no ser que el lega- 
tario probase å su vez con otros hechos que el testador, 4 pesar de la ena- 
jenación, había persistido en la voluntad consignada en el testamento. 

El derecho entonces en vigor se condensaba en un principio y en una 
regla. El principio consistía en considerar revocado el legado hecho en tes- 
tamento ó codicilo, cuando el testador, después de haberlo otorgado, cam- 
biaba de voluntad respecto al legatario. Y la regla consistía en tener la ena- 
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jenación de la cosa legada que el testador hiciese por cualquier cauea ó ti- 
tulo, como presunción ó prueba inductiva del cambio de su voluntad. 

Mas algunos jurisconsultos, y entre ellos Celso, vinieron á alterar con su 
opinión la uniformidad de la jurisprudencia romana, no respecto al princi- 
pio, que se conservó en toda su pureza, sino respecto á la regla, que limita- 
ron en su aplicación. Según ellos, no debían considerarse como prueba in- 
dluctiva de cambio en la voluntad testamentaria aquellas enajenaciones que 
por sus especiales circunstancias revelasen que habian sido producto de otra 
causa. Y aceptada esta opinión por los Emperadores Severo y Antonino, 
expusieron el novísimo derecho los demás jurisconsultos en sus inmortales 
obras, cuyos textos constituyen el Digesto. 

Pasaron, sin embargo á este cuerpo algunos fragmentos de la jurispru- 
dencia anterior á Celso. Asi, Pomponio, en su libro 2.9, ad Savinum (1), dice: 
«Si el testador enajenare una parte de todo el fundo legado, solamente debe 
reclamarse (por el legatario) la parte (restante). Si (el testador) después de 
hecho el testamento, detrajo algo del fundo de Ticio y lo añadió al de otro, 
es necesario saber si el legatario podrá también pedir aquella parte..... y 
parece mejor que lo que á otro fué destinado se ha quitado (al legatario)». 

Mas, aparte esta antinomia, aparecen insertas en aquella célebre colec. 
ción las opiniones de algunos ilustres jurisconsultos, que exponían la nueva 
jurisprudencia con toda precisión. 

Ulpiano, en su libro 2.9, Fideicommissorum (2), decía: «Si el testador le- 
gase una cosa suya y la enajenase por necesidad urgente, puede pedirse el 
fideicomiso, á no ser que se pruebe que el testador quiso quitárselo (al le- 
gatario); mas la prueba de (esta) voluntad ha de rer exigida por los here 
deror>. 

Y Modestino, en su libro 8.°, Differentiarum (3), decia asimismo: «Si el 
testador, aun vivo, donare 4 otro la cosa legada, se extingue de todos mo- 
dos el legado: no distinguimos si donó por necesidad de familia 6 por mera 
voluntad, para que si hubiese donado por necesidad se deba el legado, y no 
se deba si por mera voluntad; pues esta distinción no cabe en Ja munifi- 
cencia del donante, no siendo nadie liberal en sus propias necesidades. » 





(1) Si ex toto fundo legato testator partem alienasset, reliquam duntaxat partem deber 
placet. 

Quod si post testamentum factum, ex fundo Titiano aliquid detraxit, et alii fundo adjecit, 
videndum est utrumne eam quoque partem legatarius petiturus sit..... Et magis est quo ali; 
destinatum est, ademptum esse videatur.—Fr. 8 y 24, lib. 80. Dig. 

(2) S1 rem suam testator legaverit, eamque necessitate urgente alienaverit, fideicommissum 
peti posse, nisi probetur adimere ei testatorem voluisse: probationem autem (mutatae) volun- 
tatis ab heredibus exigondam.—Par. 12, f. 11, lib. 32. Dig. 

(3) Rem legatam testator vivus alii donaverit omnimodo extinguitur legatum: nec distin- 
guimus, utrunsi propter necesitatem rei familiaris, an mera voluntate donaverit: ut si neces- 
sitate donaverit, legatum debeatur: si nuda voluntate, non debeatur; haec enim distintio in 
donantis munificentiam non cadit, cum nemo in necessitatibus liberalis existat.—Fr. 18, títu- 
lo 4°, lib. 84, Dig 
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Estos textos demuestran que la influencia de la opinión de Celso en la 
jurisprudencia de la edad de oro del derecho romano había quedado redu- 
cida en los tiempos de Justiniano á que, no siendo por sí misma toda ena- 
jenación de la cosa legada hecha por el testador una presunción de cambio 
de voluntad respecto al legatario, ó sea de la causa de revocación del lega- 
do, había que acudir al motivo que había impulsado al testador para ena- 
jenar. Cuando aquél había sido su propia necesidad ó la de su familia, de- 
bia entenderse que el legado subsistia, porque el testador no había tenido 
intención de revocarlo; mas cuando la enajenación había sido hecha volun- 
tariamente 6 sin la necesidad moral indicada, el legado debía considerarse 
extinguido. 

Si la enajenación ha sido hecha á título gratuito, era manifiesto desde 
luego el cambio de voluntad del testador, hasta el punto de que, según dice 
Modestino, no cabía discutir si aquél había donado por necesidad 6 volun- 
tariamente, puesto que era inverosímil el supuesto de una donación nece- 
saria. Mas si la enajenación se hubiese hecho á título oneroso, cabía averi- 
guar la causa que había determinado al testador á efectuarla para tener por 
revocado el legado como en el cago de la donación cuando aquella no había 
sido una necesidad personal ó de familia. 

Por lo que se acaba de decir se ve claro que Ja novedad de Celso, acep- 
tada por los Emperadores Severo, Antonino Ceo y Justiniano, habla que- 
dado circunscrita á una modificación en la teoría de las presunciones apli- 
cables á la interpretación de la última voluntad del testador, pero no había 
«alcanzado al fecundo y racional principio del derecho pretorio. El texto de 
Ulpiano asi lo demuestra. La opinión de Celso no habia llegado å más que 
á dar fundamento á una excepción de la regla general sobre Jas presuncio- 
nes establecidas por la jurisprudencia: la de que la enajenación por nece- 
sidad no servía para presumir un cambio de voluntad en el enajenante res- 
pecto á su legatario; pero fuera de este caso continuaba rigiendo la regla 
favorable á la revocación del legado. 

Pudiera quizás sostenerse, según se deduce de las palabras de Ulpiano, 
que al legatario, y no al heredero, era á quien había de incumbir la prueba 
del hecho en que la presunción excepcional había de fundarse, porque no 
es la regla general, sino la excepción, la que debe probarse. Pero aunque 
así no fuera, y al heredero incumbiese Ja prueba, éste cumpliría demos- 
trando, ó bien el título gratuito de la enajenación, ó bien la causa volun- 
taria de la hecha á título oneroso, puesto que, esto probado, ya existiría la 
presunción legal del cambio de voluntad, siendo necesaria para destruirla 
una prueba contraria y directa del legatario que demostrase que, á pesar 
de la enajenación, el testador respecto á él no habla cambiado de vo- 
luntad. 

Y que éste era el derecho escrito vigente en los tiempos de Justiniano 
por ser el recto y literal sentido de los textos citados y de otros que abun- 
dan en el tit. 4.0 del libro 34 del Digesto, está fuera de duda ante la uná- 
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nime afirmación de los antiguos comentaristas, que por esto mismo es 
inútil citar, y la general de los modernos expositores (1). 

No es, pues, exacto que este derechu se hubiese limitado å establecer el 
principio de la revocabilidad de las mandas por el cambio de voluntad del 
testador y que no fijase también reglas á cuyo tenor había de interpretarse 
la enajenación de la cosa legada como prueba inductiva de la revocación, 
Por el contrario, asentando el principio, establecía y desarrollaba á la vez 
un sistema de presunciones de las comúnmente calificadas de ley, que ha- 
brian de aplicarse según las circunstancias propias de cada caso. 

En este derecho, pues, se inspiró el Rey Sabio al formar las leyes 
17 y 40 del tit. 9.9 de la Partida 6.*, y no es lícito, según se ha dicho, pres- 
cindir de tan importante elemento histórico cuando se trata de investigar 
lo que realmente en aquellas leyes se ordena. 

Y por lo que hace á la sana doctrina de la ciencia, cuyo noble fin con- 
siste en aplicar el príncipio de la justicia á las relaciones jurídicas que en- 
tre los hombres nacen cada dia, ya se ha procurado demostrar en la primera 
parte de este opúsculo que, según ella, no solamente la justicia demanda 
la caducidad del legado cuando el testador, después de hacerlo, donó ó ena- 
jenó, aunque por título oneroso, voluntariamente la cosa legada, sino tam- 
bién cuando la enajenó por necesidad. La ciencia hoy rechaza la opinión de 
Celso, y prefiere la jurisprudencia que los edictos del Pretor y la jurispru- 
dencia habían formado en los primeros años de la edad de oro del Derecho 
de Roma. | | 

La historia y la ciencia exigen de consuno, por lo que se acaba de decir, 
que al interpretarse las dos leyes de la Partida 6.2 no se les dé un sentido 
aun más restrictivo que el que Celso había dado á la brillante jurispruden- 
cia de su tiempo. Si asi se hiciera, más que un paso hacia adelante, es evi- 
dente que se daría hacia atrás en la senda del progreso jurídico de España, 
apartándola aun más de lo que ya desgraciadamente lo está del grandioso 
concierto que en los pueblos cultos se va estableciendo entre su legislación 
y la ciencia de la justicia. 

Téngase además presente, para no interpretar en tal restrictivo sentido 
las leyes citadas, el elemento importantísimo del Derecho nacional. Aun en 
la hipótesis de que no estuviera vigente como derecho positivo, ¿quién se 
atreverá á desconocer la alta conveniencia, por no decir la ostensible nece- 
sidad, de ir asimilando por la jurisprudencia, y en cuanto el texto legal no 
oponga å su bienhechora acción insuperable obstáculo, la legislación del 
Código romano Alfonsino al derecho que ha sido espontáneo producto de 





(1) Arnoldi Vinii: In quator libros Institutionum Imperialium Commentarius.—Cours ele- 
mentaire de Droit Romain, par M. Ch. Demangeat.—Cours elementaire de Droit Romain, par 
P. Van Wetter.— Cours de Droit Romain, par Charles Mayns, etc.— Explicación histórica de las 
Instituciones de Justiniano, por M. Ortolán, traducida por D. Francisco Pérez de Anaya.— 
Curso histórico ewegético del Derecho Romano, por D. Pedro Gómez de la Serna. 
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las necesidades, costumbres, y, en suma, de la progresiva civilización del 
pueblo español? Eutre una interpretación que tiende á separar más y más 
ambos elementos y la que tiende á asimilarlos al amparo de las más puras 
doctrinas de la ciencia, no puede ser dudosa la elección á cuantos contribu- 
yen á llevar á cabo el lento trabajo de la jurisprudencia nacional. 

El texto de estas dos leyes no se opone á la tesis que se sustenta. 

Es necesario estudiar la ley 17 á la vez que la ley 4U, porque ésta no 
contiene sino la confirmación y explicación de aquélla, expresando la razón 
ó fundamento de lo que allí se ordena. En ambas, como en las obras de 
Justiniano, se reconoce el principio que proclamaba la clásica jurispru- 
dencia del Imperio: el legado se revoca por el cambio de voluntad del que 
lo hizo. Y allí también se establecen las presunciones que han de servir 
para investigar el hecho interno de la intención, ya que cuando ésta no se 
ha manifestado por palabras ó por hechos que directamente la demuestren, 
hay que buscarla en los qué indirecta pero no menos seguramente la reve- 
len. En la ley 17 se declara que la donación de la cosa legada es prueba de 
la revocación del legado, porque, según se dice en la 40, «semeja que. se 
arrepintió (el testador), pues la did á otro en ante que muriesse»; mas toda venta 
por sí sola, dice la ley 17, no produce el mismo efecto, porque, según la 40, 
«semeja que pues que el testador la vendió, ó la empeño, que su entencion fué de 
lo facer POR MENGUA que avia, é non por revocar la manda». 

No puede estar más claramente expuesta en ambas leyes, conjuntamente 
estudiadas, la doctrina del derecho vigente sobre estas presunciones en los 
tiempos de Justiniano. La donación de la cosa legada, sin más examen sobre 
las causas que la hayan producido, es prueba inductiva de la nueva inten- 
ción del donante. Mas la venta ó permuta no produce en todos los casos el 
mismo efecto, porque haciéndose cpor mengua que uviesse el testador», no 
probaría el cambio de su voluntad respecto al legatario. En esto precisa: 
mente consiste el fundamento de la distinción que el Derecho romano hacía 
entre Jas ventas voluntarias y necesarias. Aquéllas constituían una presun- 
ción legal de revocación del legado, porque no se habían hecho por necesi- 
dad personal ó familiar del enajenante; mas éstas no constituian tal pre- 
sunción porque la necesidad y no la intención de revocar el legado había 
sido la causa que había determinado la voluntad de quienes las hubiesen 
hecho. La única razón ó fundamento jurídico que tiene el precepto (que 
en materia de interpretación legal no puede confundirse con la mera if- 
tención del legislador), falta en las ventas voluntarias para que no deba 
atribuirselas el mismo efecto 4 favor del legatario que la ley atribuye 4 las 
ventas necesarias. 

Por esto, dentro de la estricta observancia de la ley 17, que impone al 
heredero, para que en el caso de enajenación de la cosa legada se tenga por 
revocada la manda, la obligación de probar el cambio de voluntad del tes- 
tador, cumple aquél su obligación legal probando que la venta fué volunta- 
ria, esto es, que no fué resultado de necesidades propias 6 familiares del 
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testador, porque la venta hecha voluntariamente y sin esta cansa constituye 
por si misma una prueba inductiva (única posible en materia de revocacio- 
nes tacitas) del cambio que, respecto al Jegatario, se operó en la voluntad 
-de quien antes le había favorecido con el legado. 

Se dice que la venta 6 permuta no significa, respecto al testador, más 
que la intención de cambiar una cosa por otra ó por su precio. Cierto es que 
también esto significa; mas precisamente en ello consiste el fundamento de 
la prueba inductiva de la revocación. El testador quiso cambiar la cosa que 
en el testamento habla Jegado, por otra ó por su precio. Si lo nuevamente 
-adquirido hubiera de quedar subrogado en lugar de lo enajenado para el 
efecto de la manda, habría que partir de la presunción de que la voluntad 
.del testador habia cambiado, no respecto á la persona del legatario, sino 
respecto al objeto del legado. ¿Y en qué fundamento descansaria una pre- 
asunción directamente contraria á la prueba plena del testamento mismo, 
respecto á la cosa que según la intención del que lo hizo habia de ser objeto 
de la manda? 

Agréguese á lo que se acaba de decir que, tratándose de una venta, sería 
condición necesaria para admitir la hipótesis de la subsistencia del legado 
que el precio apareciese especificamente conservado en el caudal al tiempo 
de la muerte del testador; porque si esto no sucedía, no sería posible con- 
siderar subsistente el legado de una cosa que, hecho en el concepto de ser 
propia del testador, no constaba que existiera entonces en el caudal. 

Carecen también de fuerza otras dos observaciones que se hacen para 
combatir la tesis que en este opúsculo se sustenta. 

Consiste la primera en que, exigiendo la ley 17 al heredero la prueba 
del cambio de voluntad del testador, no ha podido menos de referirse á las 
«ventas voluntarias, porque en las necesarias es desde luego manifiesto que 

ba faltado á la voluntad del enajenante. 

Resalta en este razonamiento la confusión que se hace entre las ventas 
-necesarias y las forzosas. En las primeras (en el especial sentido en que la 
palabra necesaria se emplea al tratar de la materia) concurre Ja voluntad 
libre del vendedor, de la misma manera que en las que se califican de vo- 
duntarias. Se llaman así tan sólo por razón de la causa que determina la 
voluntad del enajenante, causa que no le priva de libertad para contratar, 
como la tiene quien vende todos ó parte de sus bienes, para con el precio 
cubrir obligaciones pendientes. Mas en las forzosas para nada interviene el 
consentimiento del dueño de la cosa que se vende, como sucede en las que 
se hacen por expropiación forzosa en virtud de utilidad pública ó por la 
autoridad judicial para el pago de deudas del que voluntariamente no las 
satisface. 

No tiene mayor fuerza el razonamiento que con el mismo objeto se 
' funda en la mención expresa que hace la ley 17 de las permutas, supo- 
niendo que éstas no pueden menos siempre de ser por su naturaleza volun- 
larias, como si no pudieran ser efecto de una necesidad moral, idéntica ó 


228 FORO HISPANO - AMERICANO 


f 


análoga á la que puede producir la venta. Quien por los rigores de la suerte 
6 por sus propias faltas hubiere perdido sus fincas fructiferas, 6 quien 
nunca hubiese tenido otras que las de ostentación y de lujo, puede ser obli. 
gado por necesidades propias ò de familia á permutarlas por otras que le- 
produzcan frutos bastantes para cubrirlas. La vida social ofrece de esto- 
abundantes ejemplos cada dia. 

Véase, pues, cómo nada hay en el texto de las dos leyes del tit. 9.9, 
Partida 6.5, que sea respetable obstáculo á que su interpretación se inspire 
- en la historia de sus precedentes y en las máximas que informan la ciencia 
del derecho. | 

Son verdaderamente estas leyes, por razón de su objeto, de las que se 
denominan adjetivas. Se trata en ellas de establecer un sistema de presun- 
ciones para averiguar si el testador, cuando enajenó la cosa que en el testa- 
mento había legado, cambió ó no de voluntad con relación al legatario. En 
las leyes de esta clase, esencialmente interpretativas, más que en las pro- 
piamente sustantivas, hay que atender á la razón ó fundamento de la regla 
que en ellas se establezca, si se ha de conocer de un modo seguro su sen- 
tido, porque esta razón precisamente consiste en la relación que se ha ob- 
servado que generalmente hay entre el hecho en que la presunción se 
funda y el que con ella se quiere comprobar. En esta relación consiste la 
fuerza probatoria de la presunción. Por lo mismo, cuando falta esta re- 
lación, aquélla pierde su fuerza; y el hecho que por tal relación cons- 
titula un elemento de prueba inductiva, viene å perder en este orden toda 
importancia. 

Pues bien: la relación que en las sobredichas leyes se supone que une 
el hecho de la enajenación y el legado es, según dice la ley 40, la mengua ó 
necesidad del testador. Mas cuando consta que no hubo tal mengua, la rela- 
ción no existe y se desvanece la presunción excepcional que allí se crea; 
debiendo por la inversa subsistir la general favorable á la revocación. 

Interpretando de esta manera racional las leyes sobredichas, se evita el 
grave riesgo de que, por atenerse servilmente á la letra de la ley, se viole 
la voluntad final del testador, cuya exacta observancia es, sin embargo, el 
único fin que el legislador con ellas se propuso. 

En tal sentido ha venido entendiendo las leyes 17 y 40 constantemente 
durante las tres últimas centurias la jurisprudencia doctrinal, de que fue- 
ran y continúan siendo respetables órganos los tratadistas del derecho: 
patrio. 

Y no es razón para aminorar su valor que los de los siglos precedentes 
re inspirasen en sus trabajos de interpretación del derecho de las Partidas 
en el romano de los tiempos del Bajo Imperio, y en las opiniones de sus 
comentaristas de la época del Renacimiento. Obedecian, obrando así, un 
precepto de sana crítica para buscar el recto sentido de aquel derecho en 
sus propias fuentes, | 

El célebre glosador de las Partidas, Gregorio López, dice en la 2.2 de la 
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ley 17 (1), que solamente la venta ex necessitate rei familiaris prueba la revo- 
-cación del legado, pues si la venta se hizo causa negotiandi, debe entenderre 
revocado como en el caso de la donación. D. Diego de Covarrubias, en su 
tratado De Testamentis, dice asimismo (2): «El legado, aunque no ge revo- 
que por la enajenación hecha por el testador obligado por una necesidad de 
familia, si la enajenación se hace voluntariamente se entiende por esto mis- 
mo revocado, por más que dicha enajenación, que por voluntad se hubiese 
hecho, sea inválida é inútil, y aunque el testador volviese á adquirir la 
misma cosa después de vendida. Y nada importa que el legado haya sido 
hecho de un modo expreso, porque también se revoca por la enajenación 
voluntaria aunque sea inútil.» La misma doctrina en sustancia profesaban 
el Dr. Palacios Rubios, Rodrigo Suárez, Antonio Gómez, Tello Fernández, 
Peláez de Mieres, Castillo, Matienzo, y ptros. 

Entre los escritores modernos, así también opinan el Febrero y D. Joa- 
quin Iecriche, para no hacer innecesariamente más citas; siendo de adver- 
tir que los tratadistas que no manifiestan esta opinión tampoco la niegan, 
porque se limitan á decir que, en el caso de venta, el heredero debe probar 
el cambio de voluntad del testador; mas no dicen que esta prueba no pue- 
-da consistir en la del carácter voluntario con que se hizo la venta. En fin, 
es lo que aquí se sustenta lo que se enseña en las aulas; de suerte que pue- 
de afirmarse que si en algún caso la doctrina de los tratadistas y de la cá- 
tedra es digna por la constancia y generalidad que la caracterice de ser 
fuente de jurisprudencia, en ninguno con más razón podrá decirse esto que 
en el de que se trata en este opúsculo, hasta el punto de que sea harta con- 
fianza en la propia opinión pretender sobreponerla á la que constantemen- 
te han profesado los hombres de ciencia durante tantas generaciones. 

El jurisconsulto Paulo formulaba en su tiempo como máxima de dere- 
-cho una regla de interpretación que la ciencia continúa profesando: Mini- 
me sunt mutanda quae interpretationem certam semper habuerunt (3). 

Si esta regla se aplica 4 la interpretación de las leyes 17 y 40, tit. 9.9, 
Partida 6.2, no será dudoso que por aquellas leyes debe tenerse por revoca- 
do el legado de cosa cierta, cuando después de hacerlo vendió sin necesidad 
el testador la cosa legada. 


(1) Vendiesse: Ex necesitate rei familiaris vel quia res esse peritura, ut dicit glossa: nam 
si vendiderit causa negotiandi, idem esse quod in donatione. 

(2) Nam legatum, quamvis per alienationem a testatore factam, rei familiaris inopia co- 
geute, von revocetur, tamen si alienatio voluntarie fiat, censetur eo ipso ademptum, etiamsi 
alienatio praedicta quae ex voluntate facta fui invalida et inutilis sit, etiamsi rem ipsam post 
wenditionem testator redemerit. Nec refert an legatum sit expresim factum, quia etiam volun- 
taria alienatione, etsi inutilis sit revocatur.—Don D. de Covarrubias, De Testamentis. Tertia 
Pp. fr., De Donatione causa mortis. 

(3) Fr. 23, tit. 3.*, lib. 1.°, Dig. 


DON MANUEL CORTINA 


NOTAS BIOGRAFICAS 
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Quizá con asentimiento general puede reputarse á Cortina como el pri- 
mero y más insigne de los Abogados españoles de este siglo. Su nombre va 
transmitiéndose de generación en generación, rodeado de una aureola de 
admiración, respeto y simpatía. Los Letrados españoles le conceptúan 
como el prototipo del talento forense, de la austeridad en la conducta, de 
la moralidad profesional, de la perseverancia en el estudio y de la maestria 
en el decir. 

Nació en Sevilla el 20 de Agosto de 1802, y se significó desde muy joven 
por sus excepcionales aptitudes para el foro y por su entusiasta amor á la 
libertad; entusiasmo que le llevó á jugarse la vida en Cádiz, defendiendo 
como miliciano nacional el Trocadero en 1823. Le valió esta acción una 
herida y la recogida de su título de Abogado, que no pudo recuperar hasta 
dos años después. 

Su vida política fué modelo de actividad y circunspección. Diputado 
progresista desde 1839, se distinguió en las Cortes discutiendo importanti- 
simas leyes, y muy especialmente la órgánica de Ayuntamientos y la de 
abolición del diezmo. Al triunfar la revolución en 1840 fué llamado å ocu- 
par el Ministerio de la Gobernación, en el que dió nuevas pruebas de su 
valía y de su espíritu de orden. A su salida del Ministerio en 1842, las cir- 
cunstancias políticas le trocaron en perseguido, y después de sufrir innu- 
merables vejaciones fué conducido á la Cárcel de Madrid, donde se le en- 
cerró en el calabozo llamado del olvido, por cuya hediondez, oscuridad y 
carencia de los elementos de vida más indispensables, sólo era destinado 
para los reos de muerte. Desde entonces le retrajeron de la vida pública los 
desengaños que en ella había experimentado, y, si bien continuó prestando 
su importante concurso á las tareas legislativas, rechazó todo cargo de la 
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Administración activa, en la cual se acia frecuentemente necesarios los 
frutos de su inteligencia. 

Presidió la Comisión de Códigos durante quince años, en los cuales 
celebró más de 800 sesioner, y dejó terminadas 4 la fecha de su dimisión 
(2 de Junio de 1869) la Ley de Enjuiciamiento civil, la Hipotecaria y su 
Reglamento, la de Unificación de fueros, la reforma del Código de comercio, 
las bases de la Ley orgánica de Tribunales y del Enjuiciamiento criminal, 
y otras varias de carácter procesal, en las que reveló su amor al juicio oral 
y público, etc. 

Su bufete fué durante muchos años el primero de Madrid, y á él concu- 
rrieron infinitas representaciones de todas las clases sociales, desde las más 
humildes hasta las regias, pues fué Abogado de la Reina Regente Doña 
María Cristina, y dirigió con notable acierto, entre otros trabajos, la testa- 
mentaria del Rey D. Fernando VII. 

A propósito del singular afecto que aquella dama profesaba 4 su Letrado, 
recuerdan los biógrafos de éste el curioso episodio ocurrido cuando Cortina 
se enteró de que la Reina se disponía á premiar espléndidamente el celo, 
lealtad y talento de su defensor. Presentóse Cortina en la Real Cámara, y 
con singular delicadeza pudo disuadir á la Soberana de su propósito. 
«Puesto que te resistes å admitir todo obsequio—dijo ésta —sea; pero no te 
negarás á aceptar mi retrato.» Cortina, adivinando la intención, se limitó 
á contestar: «Acepto, Señora; pero el retrato de V. M. no ha de tener 
marco.» 

La Reina, viendo descubiertos sus propsitos; replicó afablemente al 
Letrado: «Así tú quedas muy bien, pero y yo ¿cómo quedo?» Cortina se des- 
pidió diciendo: «V. M. queda siempre bien, Señora.» 

Al poco tiempo, María Cristina Je envió un retrato mandado hacer ex- 
profeso para él, con una cariñosa carta autógrafa, en la que le decía: «Te 
envío mi retrato y he cuidado, para llevar tus escrúpulos hasta la exagera- 
ción, de que uo tenga, ni pintadas siquiera, ninguna de mis alhajas; así es 
que me he retratado sin pulseras, pendientes, ni aderezo ninguno». 

Contó Cortina entre sus clientes 4 Napoleón III y á la Emperatriz Euge- 
nia, al Obispo electo de Málaga Sr. Ortigosa, á los Duques de Frías, Osuna 
y Valencia, 4 los Condes de Plasencia y del Aguila, á los Marqueses de Cam- 
pos, Villaseca y Valderas, al Banco de España, al de Paris, al Infante don 
Sebastián, å la Compañía del ferrocarril del Mediterráneo, etc., etc. 

Del prestigio incomparable de su bufete puede dar idea el hecho de que 
el ilustre hombre público D. Joaquín María López, después de haber sido 
Ministro, pretendió ingresar en aquél como pasante. 

Durante treinta años fué D. Manuel Cortina Decano del Colegio de Ma- 
drid, y en ese cargo, como en todas las manifestaciones de su vida, luchó 
de manera incansable y denodada por los prestigios de la toga, imponién- 
dose en heneficio de ésta á los Gobiernos y á los Tribunales. 

Es verdaderamente admirable el respeto que á éstos infundia la presen- 
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cia de Cortina. Su palabra persuasiva y severa y su trato cortés y afectuoso 
‘le captaban generales simpatias. 

Planeaba cuidadosamente sus informes y los presentaba con singular gra- 
cejo en los hechos y con irrefutable lógica en los puntos jurídicos. En. to- 
dos sus trabajos hacía gala de la cualidad más difícil en el Abogado, cual 
es la de no decir nunca una palabra más ni menos de las necesarias. 

Su modestia era tan grande como su talento, y durante toda su vida es- 
tuvo rechazando títulos, honores y condecoraciones, así nacionales como 
extranjeros. Cifraba la gloria en eu cualidad de Abogado, y al morir, victi- 
ma de una afección bronquial, en 12 de Abril de 1879, dejó redactado su 
epitafio que dice asi: «Aquí yace D. Manuel Cortina. Fué Abogado desde el 
año'1821 y Decano del [lustre Colegio de Madrid desde 1848», 

Se nos olvidaba decir que fué Presidente de la Academia de Jurispru- 
dencia y miembro de la de Ciencias Morales y Politicas. . 


e | 

El Colegio de Abogados de Madrid es muy rico; gobernándole se hallan 
Abogados insignes, de bien probado amor á las glorias profesionales. ¿Por 
qué tan importante Corporación no toma la iniciativa para erigir 4 Cortina 
una estatua que perpetúe su memoria y le muestre á las gentes como ejem- 
plo digno de ser imitado? 

Por todas partes puede verse en bronces y mármoles las figuras de poli- 
ticos insignificantes, generales ambiciosos y artistas mediocres. ¡Qué grave 


falta es la que se comete dejando en el olvido á quien asombró al mundo 
con su talento y con sus virtudes] 


DISCURSO 


pronunciado por D. Manuel Cortina en drfensa del Excelentisimo 
Sr. D. Agustin Esteban Collantes, ex Ministro de Fomento, ante 
el Senado constituido en Tribunal de justicia, en la causa seguida 
contra aquél y otros, procesados con motivo de una supuesta con- 
tfata de 130.000 cargos de piedra, contestando á la acusación 
sostenida por los Diputados Sres. Calderón Collantes y Cánovas 
del Castillo, en los días 10 y 11 de Junio de 1859. 


Señores Senadores: Faltábame agregar á las muchas honras qué me ha 
procurado el ejercicio de la abogacía, la de ser uno de los primeros Aboga- 
dos que dirigen la palabra á este alto Cuerpo Colegislador constituido en 
Tribunal de justicia, en defensa de un acusado ante él justiciable; y la al- 
canzo en este día, próximo sin duda ya al término de mi larga carrera. Con- 
fieso al Senado que esto me lisonjea tanto más, cuanto que creo no traer á 
estos solemnes debates otro carácter que el de Abogado, y que como tal, y 
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sin atender 4 ninguna otra consideración, he sido elegido por el Sr. Collan- 
tes para defenderlo. 

No ha buscado en mi ciertamente al amigo particular, ni tampoco al 
amigo político, esperanzado en que afecciones más 6 menos intimas 6 vincu- 
los en que suele fiaree å veces más de Jo que se debiera, me inspiraría el 
interés que todo acusado desea hallar en eus defensores. Mis relaciones con 
él se han reducido á ofrecerle, cuando lo he visto en tierra extraña, expul- 
sado de su patria á consecuencia de acontecimientos que todos debemos de- 
plorar, los consuelos y servicios que nunca he comprendido que quien apre- 
cia su dignidad pueda excusar en tales Circunstancia, aun cuando de su 
mayor adversario se trate. 

En la escena pública, de que amargos Acs y tristes presenti- 
mientos me han hecho retraer, le he visto siempre desde enfrente, y en 
una época que no puede haberse borrado de la memoria de los Senadores y 
de la mayor parte de Jos que me escuchan, fué, sin duda á su pesar, sin 
quererlo, por razón del empleo que entonces desempeñaba, el primer agente 
de la injusta é ¡legal persecución que me arrastró á un calabozo, á la emi. 
gración más tarde, y de la que no conservo más que el recuerdo necesario 
para no olvidarme nunca pagar, con los servicios que de mi puedan exigir 
sus autores, los agravios que entonces me causaron. 

Mi voz, pues, señores, no es la del amigo particular, preocnpado por el 
sentimiento, que á veces suele avenirse mal con la imparcialidad; no es 
tampoco la del correligionario político, que viene á defenderse á sí mismo 
á la vez que al acueado, y á quien la pasión, el amor propio ó los intereses 
facilmente pueden extraviar: es, señores, la voz del Letrado, que sin pasio- 
nes de ninguna especie, sin ningún otro género de interés que el que ins- 
pira el cumplimiento de su deber, viene aquí á hablar en nombre del se- 
fior Esteban Collantes, 4 discutir una cuestión legal ante tan respetables 
como ilustrados jueces, principiando por rogarles encarecidamente que so- 
foquen todas las reminiscencias politicas que sus antecedentes ó los del 
acusado pudieran evocar. 

Nadie mejor que el Senado comprende hasta qué punto es esto necesa- 
rio é inexcusable. Todas Jas opiniones, señores, todos los partidos, todas 
las banderlas, tienen en su propia historia grarides motivos para desear ar- 
dientemente que la justicia sea completamente ajena á los debates y vici- 
situdes políticas. 

Nadie sabe las transformaciones por que estamos condenados á pasar y 
que habremos de presenciar, y todos tenemos el deber, cada cual en su lu- 
gar, de contribuir á que haya siempre un asilo inviolable para todos los 
vencidos. 

Elegido, pues, señores, como Abogado, para defender al Sr. Esteban 
Collantes, entre tantos como honran el foro de Madrid, y que podían haber 
ocupado más dignamente que yo, sin duda, este puesto, no vacilé un mo- 
mento en admitir. 


y? 
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La voz de la desgracia, que reclama el auxilio de la profesión del Abo- 
gado, ha tenido para mi siempre und irresistible fuerza, Un solo escrúpulo 
podía ocurrirme, y me ocurrió con efecto; pero desapareció inmediata y 
rápidamente. 

Designado hace tiempo para ocupar'un puesto en estos escaños, podia 
decirse que tan inapreciable como inmerecido honor oponía algún obs- 
táculo A que me encargase de la defensa que se me confiaba; pero ni por 
un solo instante hice el agravio al Senado de creer que bajo semejante pre- 
texto pudiera siquiera ocurrirle coartar en lo más mínimo la libre elección 
del acusado, y no lo crei, ni podía creerlo, mer.os generoso que lo fué la 
Cámara francesa autorizando á Mr. de Martignac, miembro de ella, para 


. defender al primer Ministro de Carlos X, 4 quien la misma Cámara acu- 


saba. 

Pero si bajo un punto de vista hay ventajas en la posición que ocupo 
en este instante, porque lo son, y muy grandes, defender á un adversario 
político, y dirigirse al hacerlo á un tribunal tan recto y justo como el Se- 
nado, es bajo otro aspecto y por las circunstancias del momento en extremo 
desventajosa. | 

Me han precedido en el uso de la palabra, el dignisimo señor Presidente 
de la Comisión acusadora en representación del Congreso de señores Dipu- 
tados, & quien yo tributo el honor, el respeto y la profunda veneración que 
debo, tanto porque las merece por muchos titulos, cuanto porque he 
tenido el honor de pertenecer á él durante diez años, y Je he merecido hon- 
ras muy señaladas, que nunca podré olvidar, que siempre serán para mí un 
motivo poderoso para que le tribute el mayor respeto y consideración. 

Me ha precedido también otro digno individuo de la Comisión, con cuya 
amistad me honro desde sus primeros años, y tanto éste como su digno 
presidente, por la alta representación de que están investidos, y por sus 
talentos de todo el mundo reconocidos, y que yo me complazco en reconocer 
en esta ocasión, han sido escuchados con la consideración y el respeto que 
se merecen. 

Han hablado también tres dignos compañeros míos, que no han dejado 
ciertamente nada que desear en defensa de los acusados. La atención del 
Senado debe estar fatigada, sin duda; esto es muy natural, y si siempre he 
menester de la indulgencia de los Tribunales, en este dia me es mucho 
más necesaria, y la pido humilde y sinceramente: sin ella, sefrores Senado- 
res, sería completamente imposible me decidiese á entrar en una cuestión 
agotada ya; en una cuestión en que nada nuevo podré decir quizá, y en que 
únicamente me será permitido explotar algunas de las consideraciones que 
mi estimado amigo el Sr. González Acevedo ha expuesto, y de las cuales, 
así como del circulo por ellas trazado, me será casi imposible salir. 

Fiado, pues, señores, en vuestra indulgencia y en el auxilio de Dios, 
que nunca falta en la desgracia, emprendo la ardua tarea que me toca des- 
emvefiar en este día, y antes de acercarme 4 ella, me es indispensable ha- 
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cerme cargo de dos cuestiones previas que en el debate han venido å surgir, 
y de las cuales yo no podría de modo alguno prescindir, sin que hubiera un 
grande vacío en lo que me propongo decir al Tribunal. 

Cuando se me encomendó esta defensa, la creí desde Juego superior á 
mis débiles fuerzas, no porque el negocio me pareciera en sí grave, ni tam- 
poco dificil; cualquiera de los que todos los dias discutimos en los Tribu- 
nales, tiene mucha más gravedad, es mucho más difícil que éste. 

Pero el alto Tribunal llamado á juzgarlo; la grande importancia de la 

Comisión que representando al Congreso de señores Diputados venía á acu- 
sar; las circunstancias de la persona que era acusada y mil otras conside- 
raciones, me hacían temer encontrarme solo en esta arena, me persuadieron 
de que necesitaba auxilio, y lo demandé sincera y lealmente. El Senado 
habrá comprendido muy bien que no me equivoqué en la designación que 
vino å hacerse de Ja persona que había de prestarme este auxilio. Yo la co- 
nocia perfectamente; sabia sus talentos, me constaba su práctica en el Foro, 
me honraba mucho viniendo á su lado, contando con su apoyo en este so- 
lemne é importante debate. Pero este auxilio, que ha debido su origen á ¡a 
duda que se despertó en mi, al temor de no ser bastantes mis fuerzas para 
comprender y dar cima 4 la tarea que se me encomendaba, vino å crear un 
conflicto. 

La ley que sirve para el enjuiciamiento en esta clase de negocios, auto- 
riza á los Ministros acusadcs para nombrar defensores y sin límites de nin- 
- guna especie, porque dice el artículo, que el Ministro acusado pueda nom- 
brar los defensores que tenga por conveniente. De modo que la ley no los 
ha limitado; los deja á su voluntad, y esta es una justa y conveniente garan- 
tía que la ley ha concedido al que se ve acusado, á fin de que en ningún 
tiempo ni por nadie pueda decirse que faltará cumplida defensa, y que la 
falta de ella pudiera dar lugar á una condenación inmerecida. Y bien, se- 
ñores; supuesto que había de haber en este debate dos defensores de don 
Agustín Esteban Collantes, ¿cómo habían de hablar? ¿Qué posición debían 
tomar en él? No se presentaban, señores, más que tres medios: dividir el 
hecho y el derecho, hablando uno del primero y otro del segundo, contes- 
tando y contrarreplicando ambos también en iguales términos; hablar uno 
en primer lugar del hecho contestado, y contrarreplicar el otro sobre el de- 
recho, 6 hablar uno solo sobre ambos y contrarreplicar otro sobre ambos 
también. Y, señores, hemos optado por Jo que hemos creido más natural, 
más conveniente para el mismo Senado, puesto que había de dar por resul- 
tado indispensable excurarle pérdida de tiempo, facilitando así la pronta 
terminación de estos importantes debates. 

¿Y qué se hubiera dicho, señores, si los defensores hubiéramos venido 
å hablar'dos veces cada uno? Habriase dicho quizá que nos proponlamos 
abusar, y queridose acaso que hablasen cuatro señores de la Comisión, ha- 
ciendo perder lamentablemente el tiempo al Senado, cuando nuestro objeto 
era contribuir, en cuanto de nosotros dependiese, á la pronta terminación 
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de este debate, sin faltar 4 los deberes que en él debíamos llenar. Creemos, 
por tanto, haber procedido con nobleza y lealtad, optando, aunque nos hu- 
biera sido más conveniente y útil para la defensa hablar dos veces contes- 
tando y dos contrarreplicando, por presentar toda la defensa contestando, 
y si bien dando mayor extensión a] hecho en el primer discurso, anun- 
ciando todas las cuestiones de derecho que habiamos de tratar, y reser- 
vando el examen de estas mismas cuestiones de derecho para más tarde. 
Y esto, señores, que nos propusimos, lo hemos ejecutado lealmente. 

Mi compañero y amigo el Sr. González Acevedo ha tratado, como el Se- 
nado recordará, con la extensión conveniente, todo lu relativo al hecho; ha 
anunciado todas las cuestiones de derecho que nos proponiamos examinar, 
y aun respecto á cada cual de ellas ha anticipado la razón más culminante, 
la más grave, aquella á que dábamos más importancia, reservando discu- 
tirla más detenidamente en la contrarréplica, de que el mismo Sr. González 
Acevedo quiso que yo me encargase, aun cuando habría hablado con mucho 
más gusto en primer lugar, reservando para él la más ardua tarea que debo 
desempeñar en este día. 

La otra cuestión previa, que es indispensable también examinar en este 
lugar, tiene á mis ojos mucha mayor importancia; y antes de indicarla ni- 
quiera, deseo que conste que nada está más lejos de mi ánimo ui de mi inten- 
ción que creer necesario bajo ningún punto de vista decir á este alto Cuer- 
po, compuesto de Jas eminencias del país, que tiene la dignación de escu- 
charme en este instante, qué es lo que es en este día, y qué es lo que debe 
hacer. Sería en mi, señores, presunción insensata; en mí, tan pequeño, tan ` 
insignificante, no, no digo al lado del Senado español, sino al lado de quien 
valga mucho menos que él; pero el Senado recordará, que primero por el 
muy digno Presidente de la Comisión acusadora, y después por el no menos 
digno individuo de ella que ha ueado de la palabra en este día, se han pre- 
tendido explicar dos articulos de la Ley Orgánica de este Tribunal en un 
sentido y de una manera que en mi humilde opinión (y digolo con pena, 
porque me duele que mix opiniones estén en oposición con las de personas 
á quienes respeto, á quienes debo respetar por muchos títulos), que en mi 
humilde opinión, repito, no es acertada, y creo un deber de conciencia, un 
deber indispensable para la defensa que me está confiada, exponer á la con- 
sideración del Senado las razones que me asisten para entender de otra ma. 
nera esos articulos de la ley, para que en 8u alta ilustración y en su sabio 
criterio las juzgue y dé la importancia que crea tener y merecer. Los articu- 
los de la ley á que aludo, son el 42 y el 47. El 42 declara que en las vota 
ciones sobre la calificación del hecho, se deberán atener los señores Sena- 
- dores å lo que les dicte su conciencia. 

Y el 47 ordena que si no resultare sentencia, la Comisión proponga una 
nueva pena, y que su dictamen se discuta y vote como el anterior. Agre- 
gándose que, en el caso de ser el nuevo dictamen desaprobado, proponga la 
Comisión misma los que sean necesarios hasta que resulte sentencia, 
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Del primero de dichos artículos, tanto el Sr. Presidente de la Comisión 
acusadora como el individuo de ella que ha hablado en este día, ha preten - 
dido deducir que este alto Cuerpo constituido en Tribunal, tiene absoluta 
y omnimoda libertad para juzgar el hecho, sin sujetarse 4 más reglas, ni 
tener en cuenta más principios que los que 4 cada cual de Jos dignos indi- 
viduos que lo componen le sugiera su conciencia; y del segundo se ha pre- 
tendido deducir nada menos, señores (lo of con sorpresa), que el Senado te- 
nia ejerciendo las funciones de Tribunal, facultades legislativas. ¡Hasta fa- 
cultades legislativas! Y á primera vista se deja conocer la alta importancia, 
la inmensa gravedad, la suma influencia de tan original doctrina. 

Yo voy á demostrar tan brevemente como pueda, tan brevemente como 
requiere la alta ilustración del Tribunal á que me dirijo, cada uno de cuyos 
individuos sabe mucho, más que yo le pudiera decir en esta y en todas ma; 
terias, que el art. 42 de la ley no significa que una cosa que se llama Tri- 
bunal de justicia, pueda obrar con esa absoluta independencia, con ese 
prescindimiento completo de todas las reglas, y que pueda y deba ceder á 
las inspiraciones de una conciencia que puede ser errónea, que no esté bien 
formada, y que sea hija de causas que no puedan ni deban producirla; y 
voy á demostrar también que ni tiene este Cuerpo, funcionando como Tri- 
bunal, facultades legislativas ni puede tenerlas, y que el artículo en que se 
pretenden encontrar, no significa lo que violentándole se le quiere hacer 
significar; su inteligencia es otra muy distinta: las facultades que en él se 
conceden al Senado, son las mismas que tiene una Sala de un Tribunal de 
justicia, de las cuales á nadie ciertamente ha ocurrido decir que porque 
puede aplicar la pena que estime procedente en cada caso, le sea dado le- 
gislar, ni salir del círculo estrecho en que la ley española coloca á todos los 
juzgadores. 3 

Para demostrar, señores, la verdadera inteligencia del art. 42, como'yo le 
comprendo, es indispensable remontarse un poco á la Historia de nuestro de 
recho; sólo así puede comprenderse y explicarse lo que los autores de esa ley 
quisieron establecer en el art. 42 de que me ocupo. Propóngome no salir de 
España; no tengo ánimo de hacer excursiones ni á los pueblos antiguos ni 
á los modernos, porque no estamos en una Academia, donde es permitido 
hacer alarde de conocimientos históricos y ocuparse de investigaciones cien- 
tíficas. El Tribunal que tiene la bondad de escucharme, sabe que en nues- 
tro pais hay tradiciones respetables, y que tenemos además leyes estableci- 
das; y yo tengo Íntima seguridad, profundo convencimiento de que de ellas 
no habrá de desviarse. Pues bien, señores: dejando 4 un lado completamen- 
te la legislación romana, que vino á encarnarse en nuestro Código de las 
Partidas, me permitiré únicamente decir que el gran principio consignado 
en aquel Código, era el de la tasa de la evidencia legal. 

En él se prevenía á los Jueces que cuando hubiese determinadas prue- 
bas y con determinadas condiciones también, era cuando debían estimar 
probados los hechos; y como si esto no bastara, habiase también allí decla- 
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rado que por presunción 6 ronjeturas no habia de poder probarse el hecho 
criminal sino por pruebas en que no hubiera dudas; porque más santa cosa. 
es, decia, absolver á un criminal, que castigar á un inocente. Y como si 
esto no bastara todavia, en el mismo Código fe encuentran leyes en que se 
establecen excepciones de la regla general que dejo referida, lo cual signi- 
fica la confirmación de la regla. Así, el adulterio, por ejemplo, permite 
probarlo por indicios, si bien de la clase y naturaleza que ee determinan; 
y esta excepción y otras, aunque pocas, que se establecen en algunas leyes 
de aquel Código, vienen á confirmar la regla general de que en Jos demás 
casos, no por presunción y conjeturas, sino por pruebas ciertas, deben ser. 
justificados los hechos. Nuestros Tribunales, señores, sin embargo, com- 
prendiendo que esta tasa de la evidencia legal era contraria á los buenos 
“principios; comprendiendo que las presunciones y conjeturas, ó como se 
las nombró más tarde, pruebas circunstanciales, tenían á veces más valor 
y más eficacia que las pruebas directas, vinieron á modificar la ley hasta 
dejarla sin efecto; y hace siglos que usando de un prudente arbitrio en ma- 
terias criminales de que jamás les he visto abusar, aunque soy antiguo én 
estas lides (y justo es decirlo en su honra), venían en quieta y pacífica po- 
sesión de juzgar según su conciencia, y tenian una amplitud tan omnimoda 
para hacerlo, que no sólo apreciaban la criminalidad por las inspiraciones 
de su conciencia, sino que modificaban la penalidad, y según que estima- 
ban la prueba del hecho penable de más ó menos eficacia, agravaban ó dis- 
minuían la penalidad. 

Indispensable era que las leyes modernas, basadas en los adelantos de 
las ciencias, vinieran á sancionar lo que era de inconcusa jurisprudencia, 
y sancionaron, en efecto, estableciéndose en la llamada provisional para la 
aplicación del Código penal, cuyo digno y respetable autor se sienta en 
estos escaños, que eran admisibles la de indicios, y el convencimiento por 
las reglas de crítica racional; si bien haciendo una modificación, cual lo 
fué la de prohibir que quedara enteramente al arbitrio de los Jueces impo- 
ner la pena que estimaran correspondiente 4 los grados ce convicción que 
encontraran en la prueba; y ordenar que cuando no hubiese convicción 
legal, y si sólo la que debiera su origen á las reglas de critica racional, im- 
pusieran la pena inmediata del delito. 

De modo, señores, que en España de muy antiguo era de constante ju- 
risprudencia admitir las pruebas circunstanciales, y juzgar los Tribunales 
según su conciencia, y hoy es una prescripción clara y terminante, y de la 
que nadie puede prescindir. 

Esto mismo ha establecido la Ley de Enjuiciamiento civil, si bien con- 
cretandose 4 Ja prueba testifical; y era indispensable que cuando se iba á 
organizar un Tribunal tan alto é ilustrado como el que tiene la bondad de 
escucharme; cuando se le ¡ban å dictar las reglas para juzgar, se consignara 
una determinación sobre este punto; y eso fué lo que se quiso hacer é hizo 
en el art. 42; que no estaba obligado á apoyar sus fallos en una evidencia 


D. MANUEL CORTINA . 239 


tasada anteriormente por la ley; que tuviera completa y ómnimoda volun- 
tad para calificar las pruebas que re adujesen ante él, y que no siguiera 
para esto más que las inspiraciones de su propia conciencia. 

Pero, ¿significa esto ni podía significar que esta conciencia para for- 
marse no se debiera sujetar á reglas, á principios, siquiera esos principios 
y reglas que sirven para hacer lo que se llama crítica racional? 

El Senado sabe muy bien los diferentes sistemas que respecto á este 
punto existen en Ja actual legislatión de Europa. Hay naciones que toda- 
vía conservan la tara de la evidencia legal; hay otras que admiten Ja prue. 
ba circunstancial sin señalar tus condiciones, y alguna en que ee han de- 
terminado las que debe reunir para que pueda ser apreciada por los Tribu- 
nales. Y en nuestro país se ha seguido, en las leyes en que ha habido nece- 
sidad de resolver este punto, el sirtema de no fijar reglas, de no determi- 
narlas, de dejar enteramente la apreciación de las pruebas 4 la sana crítica, 
á la critica racional de los Tribunales; y esto mismo es lo que se quiso 
hacer en la Ley Orgánica del Senado, consignándole con toda la latitud 
que era debida á los altos respetos que merecía. 

Pero esta facultad, reconocida en el art. 42, vuelvo á preguntar, ¿sig- 
nifica que el Tribunal puede proceder sin reglas de ninguna especie, que 
puede ceder á in»piraciones que reciba fuera de aqui; 6, por el contrario, es 
una verdad inconcura que hay que apreciar los actos jurídicos que se pre- 
senten á su consideración y á su fallo con arreglo á los principios que tene- 
mos consignados en los libros y en la práctica de los Tribunales? 

Y si tenemos ya reconocido que no hay esa omnimoda libertad que se 
decía, gemprenderé yo, por ventura, indicar siquiera 4 un Tribunal como 
el Senado, cuáles son esas reglas? Faltaría á los grandes respetos que me 
merece; no lo comprendo; tengo la seguridad de que las sabe mejor que yo, 
y no haría más que perder el tiempo lastimosamente, intentando, aunque 
fuera con brevedad, recordárselas. 

Vengo, pues, al art. 47, en el cual se han querido encontrar para el Se- 
nado, constituido en Tribunal, facultades legislativas, dando 4 entender 
que podía hacer penables hechos no penados en el Código, y hasta alterar 
la penalidad en el mismo establecida. Con sentimiento me veo en la preci- 
sión de decir que semejante interpretación de este artículo sería, á no du- 
darlo, funesta. ¿Dónde se ha visto que á un Tribunal de justicia se otorguen 
facultades legislativas? ¿Hay compatibilidad entre administrar la justicia, 
aplicar la ley escrita á los casos concretos que pueden presentarse, y ejercer 
la facultad de hacer leyes? ¿Y cómo había de tener facultades legislativas 
una parte del Senado español, que es el que se encuentra aquí reunido como 
Tribunal, cuando el poder para legislar reside, según nuestra Jey funda- 
mental, colectivamente en los dos Cuerpos Colegisladores y en el Monarca? 

Lo que ese art. 47 quiere decir, lo que dice, es otra cosa completamente 
distinta; es, vuelvo á decir, lo que sucede todos los días en las Salas de un 
Tribunal de Justicia, si bien de una manera distinta por las diversas con- 
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diciones é indole de este Cuerpo. La ley ordena que concluido el debate 
público, el Presidente ó Comisario que él designe haga en sesión secreta el 
resumen del debate, exponiendo antes los méritos de la causa, y que en se- 
guida proponga la cuestión en esta forma: ¿Es culpable el acusado del delito 
que se le imputa? 

Como durante el debate pueda haber ocurrido la alegación de. alguna 
circunstancia agravante ó atenuante, bastante á modificar ó agravar la pe- 
nalidad, previene la misma ley, harto previsora en este punto, que resuelta 
la cuestión de si el acusado es 6 no culpable en sentido afirmativo, se pre- 
gunte al Tribunal si ha cometido el delito con aquella circunstancia. 

Y como puede, por último, haber ocurrido también que los acusados 
hayan alegado alguna excepción que los exima de responsabilidad, la ley 
ha querido igualmente se pregunte si concurre ó no esta circunstancia. 

Natural era que resuelta la cuestión de becho, entrase en la cuestión de 
derecho, reducida ya única y exclusivamente en la aplicación de la pena- 
lidad; y como nada tendría de extraño que el Senado, votando en la forma 
que el mismo Reglamento establece, no aprobase la que se hubiera solici. 
tado 6 propuesto en su caso, dice el citado art. 47 que la Comisión pro- 
ponga nuevo dictamen, el cual se discuta y vote como el anterior. 

De modo, señores, que este artículo habla única y exclusivamente de la 
pena. Si no se aprueba la pena pedida por la Comisión, entonces ge pro- 
pone otra nueva; pero no una calificación nueva del hecho que ya viene an- 
teriormente calificado, entre cuyas dos cosas hay notable y marcada dife- 
rencia. ¿Qué ocurre en un Tribunal de jueticia todos Jos dias? No he tenido 
la honra de pertenecer á ninguno, pero ando cerca hace muchos años, y 
tengo idea de lo que pasa en ellos. Cuando el Ponente de cualquier Sala de 
un Tribunal hace la indicación de la pena de un caso dado, á su juicio co- 
rrespondiente, y los Magistrados no convienen con él, ¿qué se hace niás que 
proponer otra pena? ¿Qué es lo que procede más que proponer otra pena 
distinta de aquella que no se ha estimado ser la procedente? 

Pues eso que alli sucede de esta manera, aquí sucede de otra distinta, 
porque asi lo exigen, vuelvo á decir, Jas circunstancias y condiciones par- 
ticulares del Cuerpo que ha de deliberar. Si el art. 47, de consiguiente, no 
habla absolutamente más que de penas, ¿cómo se puede inferir que atri- 
buya á este Cuerpo facultades legislativas? ¿Cómo se puede sostener que al 
Senado sea permitido, por ejemplo, calificar de delito lo que la ley no cali- 
fica de tal? ¿Cómo se concibe que pueda alterar la penalidad establecida 
por ella? 

Dudaba, señores, si decir algo 6 no del principio de esta causa, porque 
soy enemigo por carácter, y hasta por mis años ya, de toda cuestión perso- 
nal. Pero, ¿cómo, señores, al emprender la defensa de D. Agustin Esteban 
Collantes, dejar de decir que éste, más que grave, ruidoso proceso, ha teni- 
do su origen en una delación de un empleado subalterno, resentido porque 
su jefe le había separado, y que durante cuatro años consecutivos ha estado 
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con conocimiento del delito que denunciaba, callándolo, ocultándolo y en- 
enbriéndolo? Yo comprendo muy bien que no es esta razón decisiva para 
juzgar; pero si debo poner en camino al Tribunal para formar idea exacta 
y conveniente de los hechos que subsiguen. Pues qué, si exe delator, que ví 
yo con pena sentado en aquel banco al lado de Ministros que han formado 
parte del Consejo de la Corona, y al lado de dignísimos Senadores, si tenía 
el íntimo convencimiento de que se había cometido ese delito, ¿por qué no 
lo habia denunciado con. anterioridad? ¿Por qué ha esperado que llegara el 
momento en que su jefe lo destituyera? Yo hago al Gobierno de S. M. jus- 
ticia; creo que en los primeros pusos de este negocio hizo lo que su deber 
exigia imperiosamente; pero si descendiera a juzgar la manera con que esto 
- se hizo, salvo todos los respetos debidos, me sería fácil demostrar que no 
se adoptó el sistema más conveniente para ello. 

Yo creo que los Gobernadores de las provincias deben ser considerados 
como agentes de policía judicial. Y sabidas son, sin más que enunciar esta ' 
idea, las ocasiones en que pueden funcionar, los limites de las funciones 
que pueden desempeñar. El verdadero Juez es el que te encuentra insti- 
tuido por la ley para juzgar; ese es el competente y al que debe recurrirse 
en primer término, siempre que hay posibilidad: y sólo cuando nn la hay, 
sólo cuando se trata de un hecho de los que se llaman in fraganti, es cuan- 
do se permite al agente de policía judicial entrometerse á practicar las pri- 
meras diligencias, al efecto de que no desaparezcan los signos materiales 
del delito, y de que no se puedan frustrar la averiguación de él y el con- 
digno castigo de sus autores en su día. Pero en Madrid, señores, donde hay 
nada menos que diez Jueces de primera instancia, ¿por qué desde el mo- 
mento que se tuvo conocimiento de haberse cometido un delito de esta gra- 
vedad, no se dirigieron los antecedentes á uno de ellos, para que procediera 
á la formación del correspondiente proceso? 

Pero ya que se quería recurrir á un agente de policía judicial, ¿por 
qué había de irse en las diligencias que se practicaron hasta donde se 
fué? Pues qué, en todo caso, ¿pudo ese agente de policía judicial ir más allá 
de lo que fuera absolutamente preciso para que no desaparecieran los sig- 
nos materiales del delito, y no se frustrara en su día el condigno castigo de 
él? ¿Y fueron, por ventura, esos los límites dentro de los cuales se encerró 
la actuación? El Senado sabe que no. Acaso es la vez primera que un Go- 
bernador de provincia ha procedido á careos, á cotejos ó reconocimientos de 
firmas, de lugares, etc.; y si esto en el presente caso no ha producido incon- 
venientes de ninguna especie, ni tocamos funestos resultados, la ilustración 
del Senado comprende que en otro puede tenerlos quizás de inmensa grave- 
dad y transcendencia. Pues esta causa que principió de esta manera, reci- 
bió, no hay que hacerse ilusiones, el bautismo político en la Cámara de 
Diputados. 

- Desde que el Senado empezó å conocer de ella, excusado es decir que se 
ha continuado con toda aquella imparcialidad que era de esperar de sus 
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ilustres representantes para este caso, hasta tal punto, señores, que llegué 
á persuadirme de que había perdido completamente la especie de hautismo 
político, quedando reducida solamente 4 un negocio de naturaleza ordina. 
ria, en el que no debía ni podía cruzarse otro interés que el de la justicia. 
Participaba de esta creencia D. Agustín Esteban Collantes, y así es que 
unánimemente estábamos en no ejercer el derecho de recusación que da 
la ley. 

Pero cambió de aspecto es asunto con la primera recusación que la 
Comisión acusadora estimó oportúno hacer: y francamente debo decir al 
Senado que la primera impresión que esto produjo en mi ánimo fué des- 
agradable. Muy pronto, sin embargo, al leer el escrito en que la recusación 


se formulaba, volví á adquirir la tranquilidad que había perdido, porque . 


dándose por causa de ella la circunstancia de haber sido compañeros los 
tres señores recusados del Sr. Esteban Collantes, aunque habían sido com 
pletamente extraños al hecho que'dió motivo á la causa, era al cabo una 
razón algo atendible. 


Pero vino una recusación que me pareció política, y en tales circunstan- * 


cias, con el más profundo sentimiento, aconsejé á D. Agustín Esteban Co. 
llantes que ejerciera el derecho de recusación. Designo él las personas con 
entera libertad, obrando según las impresiones favorables y desfavorables 
que tuviera respecto de ellas, y sin mezclarse bajo ningún punto de vista 
en eso que era absolutamente ajeno de mi ministerio. 

Los primeros pasos de este debate todavía me hicieron temer que con- 
servase algo de politica la causa; pero el dignisimo Presidente de la Comi. 
sión. ha dado muestras de que no se propone que esta causa tenga carácter 
político. 

La causa, pues, no es politica. Y si duda pudiera caber en esto, voy á 
presentar al Senado una prueba que es concluyente Sabido es que el señor 
Esteban Collantes tiene amigos políticos: esto no lo puede negar nadie. 
Cuando se ha tratado de discutir este asunto en el Congreso de los Diputa- 
dos, él mismo ha exigido á sus amigos que no tomasen parte'en aquel de- 
bate y que le dejasen solo, porque él iba á discutir única y exclusivamente 
una cuestión de su honra, 4 la cual no quería que se asociase la fracción 
política á que pertenecía. Esto explica lo que se llama retraimiento de Bus 
amigos políticos. 

¿Y cuál es, señores Senadores, la posición de todos los comprendidos en 
esta causa? Una vez visto que nada tiene de política, que es ‘una causa or- 
dinaria, no puedo resistir á la necesidad que siento de llamar la atención 
del Senado sobre la de D. Agustín Esteban Collantes. 

El Sr, Esteban Collantes ha sabido que se promovía este asunto al poco 
tiempo de haberse presentado la declaración por la persona á quien he alu- 
dido repetidamente. El Sr. Esteban Collantes ha sabido que se había pre- 
sentado una proposición en el Congreso de los Diputados pidiendo la 
acusación. El Sr. Esteban Collantes se ha apresurado 4 presentarse alli á 
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dar sus explicaciones: y cuando ha concluido, esperando tranquilo el fallo 
de aquel Cuerpo, se ha retirado å su casa Allí, al lado de su familia, ha 
sido detenido por la autoridad, y desde allí ha sido llevado á Ja prisión. 
¿Qué significación, señores, tiene esto en un hombre de la indole y condi- 
-ciones de D. Agustin Esteban Collantes, que todos conocéis? Si D. Agustin 
Esteban Collantes se hubiera creido criminal; si hubiera incurrido en res- 
ponsabilidad penal por los hechos de que se le acusaba, ¿cree alguno de 
vosotros, ilustres Senadores, que se habria presentado, como se ha presen- 
tado, que habria arrostrado como arrostró la decisión del Congreso de los 
Diputados, y que habria esperado en su casa á que se le condujera å la pri- 
-sión, y que estaría hoy sentado en este sitio? No, seguramente. Si se hu- 
‘biera sentido criminal y estimado culpable, habría procurado evitar que la 
acción de la ley cayera sobre su cabeza; habría procurado, como otro lo ha 
hecho, dar carácter politico á su persecución y esperar la resurrección 
ile su partido ó fracción, si está destinada á resucitar, para calificar luego 
-le venganza política Jo que real y Sn no tiene tal carácter, y 
-aparecer como víctima. | 

Comparad, reñores Senadores, la conducta de este acusado con la de otro 
«que está auser.te, á quien no es verdad que se acusa por primera vez, como 
ha dicho le acusación; D. Agustin Esteban Collantes le ha acusado ya, 
aunque no le ba nombrado. Ya se os leyó en el día de ayer por mi aprecia- 
‘ble y distinguido compañero, lo que dijo en el Congreso de los Diputados 
+obre este punto. Alli declaró que sus amigos le habian vendido: consig- 
nado está en el Diario de las Sesiones; son sus palabras textuales. 

Y no es, señores, solamente en el Diario de las Sesiones donde consta 
esto. En un periódico político muy conocido, La Discusión, del día siguiente 
al en que aquel debate tuvo lugar, recogiendo datos cohtra el partido á 
-quien hace la oposición, dijo: «Quede sentado que al Sr. Collantes lo han 
vendido sus amigos. » 

Y cuando hay estos precedentes, ¿puede encontrarse aún motivo de 
recriminaciones para el Sr, Coilantes en que no haya acusado antes á 
esa persona ausente, y decirse que ha esperado para acusarle á que llegue 
este día? 

¿Hay motivos para decir que porque estamos en época que no tenemos 
que temer revelación, Jo acusamos, y que no lo hemos acusado antes, 
temerosos de que pudiera hacer revelaciones que perjudicasen al señor 
Collantes? 

Pues qué, ¿esa persona, aunque ausente, enterada como lo está de todo 
lo que ha pasado, si algo tuviera que decir en daño de D. Agustin Esteban 
Collantes, no lo hubiera hecho ya? ¿Es que no ha tenido ocasión? ¿Es que 
no se le ha excitado? ¿Pues qué se hubiera dicho si D. Agustín Esteban > 
Collantes la hubiera designado por su nombre en aquella célebre sesión? 

: Consideradlo bien, señores Senadores: se habría dicho que porque es- 
taba ausente se hacia recaer sobre él toda la responsabilidad. 
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Y véase cuáles han sido los restiltados. Esa persona, ausente á mu- 
cha distancia del país, ha creido deberse dirigir al Senado, y se ha diri- 
gido, en efecto, con una exposición que estimásteis en vuestra alta sabi- 
duria debía reservarse y no unirse al proceso, por carecer de la autenticidad 
necesaria. , 

Pues bien; en esta exposición, ¿no veis la completa imposibilidad en. 
..que se halla de hacer cargos de ninguna’ especie 4 1). Agustin Esteban Co- 
llantes? En ella se dice, y esta es la sintesis de ese mal llamado documen- 
to, que hubo expediente para dictar la orden de 28 de Agosto; que ésta ee 
dictó á virtud de acuerdo que él celebró con el Ministro; que este expe- 
diente ha desaparecido con otros varios por efectos de la crisis por que tuvo 
que pasar, y que en él obraban todos los datos que pueden aclarar este 
asunto. Y, ¿cómo se ha de haber escapado á vuestra penetración, que esa 
persona llega hasta cierto punto, y allí donde no puede encubrirse con na- 
die ni con nada, all] Je faltan las explicaciones, alli se le acaba la voz, alli 
su pluma se resiste 4 continuar escribiendo, y haciendo una transición. por 


demás violenta, hace un cargo al Gobierno de S. M. que no creo, porque es- 


imposible que haya Ministros que, teniendo conciencia de su dignidad, em- 
pleen maquinaciones semejantes? 
El Senado recuerda cuál ha sido la acusación escrita, y que en tan im- 


portante documento ha venido å decirse que D. Agustin Esteban Collantes: 
se halla comprendido en el párrafo tercero del art. 52 del Código penal; es- 


decir, que debe considerársele como autor del delito que se persigue, por- 
que ha ejecutado actos sin los cuales el delito no hubiera podido. come. 
terse. 

Pero, por fortuna, es para mi facilisimo demostrar que no hay posibili- 
dad de estimar criminalmente responsable 4 D. Agustin Esteban Collantes 
del hecho que motiva esta causa, cualquiera que sea la resolución que se 
adopte respecto de ese mismo hecho principal. 

Conviene ante todo fijar cuál es la verdadera posición que otupa en este 
negocio D. Agustin Esteban Collantes, la cual, 4 mi modo de ver, ha sido 
presentada alguna vez con inexactitud. ¿Es que D. Agustin Esteban Collan- 
tes ha alegado la excepción de haber sido sorprendido al firmar las órdenes 
de 28 de Agosto de 1853, 10 de Mayo y 20 de Junio de 1854? 

Bajo este punto de vista, como recordará el Senado, se ha presentado 
por la acusación la posición de D. Agustín Esteban Collantes, y deber de su 
defensor es manifestar la inexactitud que en esto hay. 

Nunca, señores, ha asegurado D. Agustin Esteban Collantes que ha sido 
sorprendido. Lo que ha dicho, por fortuna se halla consignado en el pro- 
ceso que se ha instruído: ha dicho lo siguiente. (Leyó). 

Pero no piense el Senado que, cualquiera que sea la hipótesis que se es- 
tablezca, bien se considere que D. Agustín Esteban Collantes dictó la Real 
orden de 28 de Agosto de 1853 A virtud de un expediente formado por ini- 
ciativa de los Directores ó Jefes correspondientes, bien se considere que. 
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fuera sorprendido, no piense el Senado, repito, que rehuya su responsa- 
bilidad. | 

El letrado que tiene la honra de dirigir en este momento la palabra al 
‘Senado, no vendrá á sostener que un Ministro sea irresponsable de lo que 
firma, siquiera sea efecto de un abuso de confianza de que pueda haber sido 
víctima. 

Yo acepto, señores, que D. Agustín Esteban Collantes deba responder: 

-de la Real orden de 28 de Agosto de 1853; pero á la vez que hago esta con. 
<esión, no puedo menos de establecer también que la responsabilidad de 
D. Agustín Esteban Collantes por esa orden, no puede ‘ir más allá de los 
límites de esta misma orden. | 

Y yo demostraré esto de la manera más cumplida y acabada, cuando 
entre á examinar la cuestión de derecho, que todavía no he visto tratada 
bajo el punto de vista legal que es indispensable para conduciros al acierto, 
-que es el fin á que aspira todo el Tribunal de justicia. Veamos, señores, 
qué es esa Real orden, qué fué lo que se hizo en e!la, y si pifede 6 no puede 
inducir la responsabilidad que se pretende exigir. 

Y antes de acometer esta parte de mi tarea, sénme permitido ocuparme 
«le la cuestión de derecho, cuestión gravísima y de la mayor importancia. 
No ha dicho la Comisión acusadora que D. Agustín Esteban Collantes haya 
materialmente cometido el delito de que se le acusa. La Comisión ha dicho 
-en su acusación: «Yo estimo al Sr. D. Agustin Esteban Collantes responsa- 
ble del hecho criminal que ha dado motivo á la formación de estos proce- 
-dimientos, porque con arreglo á lo que previene el art. 12 del Código penal, 
-debe ser considerado como autor de ese delito.» 

Preciso era, señores, que en este Código penal se consignaran todas lae- 
¿prescripciones indispensables para que los Tribunales de Justicia tuvieran 
una guía segura que los pudiera conducir al acierto, y asi es que en el ca- 
pítulo 1.9 del tit. 11 se procuró definir quiénes eran responsables crimi- 
nalmente de los delitos y las faltas, y se dijo que lo eran los autores, los 
cómplices y los encubridores. Y para proceder con el orden lógico, el Có- 
digo define en seguida qué se entiende por autor, qué por cómplice, qué 
por encubridor, y define los autores en el artículo 12, diciendo que son. 
(Leyó). 

La Comisión dice: «D. Agustín Esteban Collantes ha practicado, no un 
hecho solo, sino varios, sin Jos cuales el delito no se hubiera podido perpe- 
trar; de consiguiente está comprendido en el párrafo tercero del art. 12, 
debe considerársele como autor del que ge persigue, imponérsele la pena 
-que para los autores de una estafa, de una defraudación y dé una falsedad 
establece el Código penal.» 

Pues bien; yo voy á demostrar que esa apreciación hecha por la Comi- 
sión (y digo esto con el respeto que la es debido), es completamente in- 
exacta, y que, al hacerla, se ha perdido de vista la condición precisa é in- 
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declinable que se necesita para que por ese hecho, distinto del principal de- 
la acusación, pudiera haber incurrido en la responsabilidad que se le pre- 
tende exigir 4 D. Agustin Esteban Collantes. 

Principiaré, señores, por recordar la regla incontrovertible de imputa-- 
bilidad de las acciones humanas que han reconocido todos los países, hasta 
el punto de no haber uno solo que no la haya respetado, ni un solo juris- 
consulto que no la haya aceptado. Para que pueda imputarse una acción á. 
cualquiera persona, es indispensable la voluntad; y la voluntad la consti- 
tuyen tres elementos esenciales que han de concurrir copulativamente para 
que pueda decirse que existe: la inteligencia ó el conocimiento de lo que 
se hace; la libertad, sin la cual no puede haber imputabilidad, y la inten- 
ción, sin la cual es imposible. 

Y esto, señores, vuelvo á decir, lo han reconocido todos los pueblos, y 
más que nadie, dicho sea en honra de nuestra patria, la legislación espa- 
ñola. Desde los más remotos tiempos, en todos, cualquiera que sea el ori- 
gen de las leye, se ha pagado tributo de una manera mejor ó peor formu- 
lada á este gran principio, sin el cual no se comprende la justicia. ¿Quere- 
mos ir al Digesto romano? Pues bien; allí encontramos establecida la 
máxima y sentencia de que en los maleficios se debe alender á la voluntad, 
nunca al éxito. También encontramos establecido en él, que el crimen no se 
_ castiga si no hay voluntad clara y manifiesta de cometerlo. 

Vengamos á la legislación patria: principiemos por el Código visigodo. 
En el Fuero Juzgo encontrantos establecido que quien mata 4 otro 
(Leyó). 

¿A qué hemos de recurrir 4 los principios de la ciencia formulados en: 
los ticmpos modernos por autores célebres, puesto que no hay uno siquiera 
que no haya tomado como punto de partida de sus teorías el que sostengo 
en este instante? Permitaseme, sin embargo, recordar 4 Pastoret, que dice: 
«No hay crimen donde no existe una voluntad cierta de cometerlo». Y á 
Rosi, que ha dicho que «para que haya delito, se necesita el concurso de la 
inteligencia y de la libertad, conciencia del acto cometido y voluntad de 
cometerlo». ; 

Pues la legislación moderna de nuestro pais, formulada sobre las bases 
de la antigua, y utilizando los adelantos de la ciencia, ¿no ha venido á con- 
signar esto mismo de una manera todavía más clara, más terminante, mås- 
filosófica y mucho más explícita? 

El primer ensayo de la época, señores, fué el Código penal de 1822. Alli 
se dijo en el art. 1.9 (Leyd). 

Pero vengamos á nuestro Cádigo, que es la regla de aplicación inmedia- | 
ta y precisa á todos los casos que puedan ocurrir. En su art. 1.9 define el 
delito diciendo que lo es «toda acción ú omisión voluntaria penada por la 
ley». De modo, señores Senadores, que para que exista delito según el Có- 
digo, es indispensable que se haya cometido una acción ó una omisión que 
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sean voluntarias y que estén. penadas por la Jey; circunstancias todas que 
copulativamente deben exigerse, y faltando cualquiera de ellas, el delito 
no existe. 

Está, pues, fuera de toda duda, que con Eon al Código penal vigente — 
hoy entre nosotros, para que un hecho pueda ser imputado, ha de ser vo- 
luntario; y que para que haya voluntad deben concurrir la libertad, la in- 
teligencia y la intención. 

Sentados estos precedentes, vamos á examinar los hechos concretos de la 
causa, y á ver si de ellos se puede legalmente deducir que el Sr. Collantes 
sea coautor del delito y tenga toda la responsabilidad consiguiente de él. 

Es el primero Ja Real orden de 28 de Agosto de 1853, la cual dice. (Leyoó). 

Eu buenos principios de administración, como ayer mi compañero de 
defensa sostuvo mejor que yo puedo hacerlo, todo Ministro puede tomar la 
iniciativa en negocios de esta especie; el Ministro puede decidir por ai la 
necesidad ó conveniencia de un servicio, y puede, y aun á veces, debe or 
denarlo. ‘ 

Pues qué, ¿en cosas mucho más graves, no se procede asi? El. Letrado ` 
que tiene la honra de dirigirse al Senado en este momento, la tiene tam- 
bién de mostrarse al frente de una Comisión de codificación. Pues en repe- 
tidas ocasiones he recibido órdenes de los Ministros de Gracia y Justicia, 
en que han prevenido hacer una Ley de Procedimientos, otra de Hipotecas, 
su Reglamento, que se haga la reforma del Código penal. ¿Y quién le ha 
dicho al señor Ministro que haga esto? ¿Y qué obstáculo puede tener para 
mandar hacer cosas como éstas, que corresponden á los Negociados confia- 
dos 4 su dirección, y en que la responsabilidad toda es suya? Y sin haber 
tomado la iniciativa no puede haber responsabilidad; ora se atienda á las 
leyes, á los reglamentos ó al buen sentido, en haberse dirigido D. Agustín 
Esteban Collantes al Director de Obras públicas; gla puede haber? No sola 
mente ho puede haberla, sino que la habría si otra cosa hubiera hecho. Si 
el Sr. Esteban Collantes se hubiese dirigido, con efecto, 4 un empleado su- 
balterno, encargándole el acopio de que se trata, habia contraído responsa- 
bilidad, si bien no la responsabilidad penal, que es la única que puede 
exigirse ante un Tribunal que sólo tiene jurisdicción criminal, como suce- 
* de al Senado. Pero estaba y está prevenido de una manera clara y termi- 
nante en los reglamentos, que sea al Director á quien deba dirigirse el Mi- 
nistro para obras de esta clase, y á éste, y no á otro, es á quien debe enco- 
mendar la dirección de las obras públicas, según el art. 5. de la Ley 
de 1836, que dice así. (Leyd). 

Hay, por último, en la Real orden de que me ocupo, y lo hago con lige- 
reza por no repetir lo que mi compañero dijo con más habilidad que yo 
puedo decirlo al Senado, la indicación al Director, de que nombrase una 
persona de su confianza que se encargase del recibo de los cargos de piedra, 
`- y de medirlos. Y esto, señores, ¿significaba ni podía significar nunca que 
el Director de Obras públicas obrara fuera de las condiciones legales, que 
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faltara 4 los reglamentos y á Jas órdenes que .estaban vigentes en la mate- 
ria, y cometiera la serie de abusos que se han verificado en este asunto? 
¿Cómo ni cuándo se puede presumir que al dirigirse el Ministro á un subal- 
terno, ordenándole lo que puede ordenarle, y cuando este subalterno es el 
que debe ser encargado del negocio según la ley, cómo puede presumirse 
ni probarse que la intención que tuviera fuese la de que se cometieran abu- 
sos de ninguna especie? Y vuelvo å repetir el ejemplo: porque un Ministro 
de Gracia y Justicia encargue å l2 Comisión de Códigos que haga una Ley 
de Hipotecas, y ésta plagase su proyecto de desatinos, ¿podría decirse que 
el Ministro la había comunicado para que hiciera aquellos disparates? 

Todavía, señores, ef más evidente que la Ren] orden de 10 de Mayo 
de 1854 no induce responsabilidad al Sr. Esteban Collantes. Y yo cierta- 
mente me he admirado cuando he oido con tanta repetición y con tan gran 
instancia, que había sido erta orden un gran descubrimiento, y que, unido 
también al de la otra de 10 de Junio de 1854, de que habré de ocuparme 
enseguida, habia hecho variar completa, esencial y radicalmente Jas condi. 
ciones de la causa, hasta el punto de haber dicho el dignisimo señor Presi- 
dente de la Comisión, que cuando este negocio había salido del Congreso 
de Diputados, podía haber dudas, porque entonces no había más que la 
Real orden de 28 de Agosto de 1853; pero que después, gracias al exquisito 
celo de los señores Comisarios, se habian descubierto otras dos que no per- 
, mitían vacilar al ánimo un instante al apreciar la criminalidad del señor 
Esteban Collantes. 

Va á ver el Senado, brevemente demostrado, que la Real orden de 
10 de Mayo de 1854, no solamente no ha inducido responsabilidad de nin- 
guna especie al Sr. Esteban Collantes, sino que no puede inducirla, y que 
si se hubiera examinado con el criterio legal, justo y correspondiente, te 
habría comprendido esto á primera vista, y no se la hubiera dado la exa- 
gerada é imprudente importancia que ha venido á dársele. Esa orden se 
dictó en virtud de las certificaciones de que resultaba haberse ejecutado 
la obra, cuyas certificaciones se presentaron al Ministro con las firmas del 
Director de Obras públicas, que era el encargado por la ley de la ejecución 
de todas las de su clase, del Ordenador general de pagos del Ministerio y 
del Interventor. Y yo, señores, que también he sido Ministro, puedo decir 
al Senado, que especialmente los negocios de Obras públicas y de Minas, 
cuyos negocios se encontraban entonces á cargo del Ministerio de la Gober- 
nación, que fué el departamento que, aunque sin merecerlo, desempeñé, 
he firmado muchas veces sin ver, y yo soy hombre acostumbrado á exami- 
nar y estudiar los papeles y á no proceder de ligero, en la fe que me inapi- 
ran los Directores de Obras públicas y de Minas, y no sería extraño que el 
dia menos pensado apareciera contra mi alguna rerponsabilidad, si se qui- 
sieran escudriñar papeles ó si hubiera interés en descubrirla, parecida á la 
que se quiere exigir al Sr. Esteban Collantes por haber firmado la Real or- 
den de 10 de Mayo; no es posible que haya ninguna persona que conozca 


D. MANUEL CORTINA’ | 249 


los negocios públicos, que esté enterado de la afluencia de negocios que 
hay en los Ministerios, que crea que por el hecho de haber firmado la Real 
orden de 10 de Mayo de 1854 pueda exigirsele la responsabilidad å mi de- 
fendido; porque sin que yo me atreva á decir que este es el pais de: las ile- 
galidades, pues podrá haberlas, pero no creo que al país se le deba calificar 
asi; digo, si, que nuestros Gobiernos viven en un estado de plétora habi- 
tual, que en España se gobierna demasiado, que es indispensable descen- 
tralizar, y que no hay nadie, aunque sea un hombre muy eminente, que 
pueda examinar todos los negocios que están bajo su dirección en ningún 
. Ministerio, “como es indispensable, para despacharlos con la escrapulosidad: 
y el acierto que son de desear. 

La prueba más concluyente y decisiva de-que por esa Real orden de 10 
de Mayo no se puede exigir responsabilidad al Sr. Esteban Collantes, es el 
silencio guardado sobre ella por el Tribunal mayor de Cuentas. 

Las cuentas de 1853 se rindieron; pasaron al Tribunal de Cuentas, como 
es regular, y les puso algunos reparos relativos á negocios en que el señor 
Collantes había intervenido, reparos en que mediaban Reales órdenes, y, 
sin embargo, no le ocurrió decir una sola palabra respecto 4 la de que nos 
- ocupamos en este instante. A los señores Comisarios, cuya ilustración, in- 
teligencia y acierto yo excuso encomiar, se les ocurrió preguntar al Tribu- 
nal de Cuentas la causa de esta anomalía singular que se observaba en este 
asunto, y de la especie de sanción dada á una orden que se estimaba hasta 
cierto punto abusiva, y el Tribunal, en comunicación que dirigió al señor 
Presidente, dijo. (Leyd). 

Véase, pues, cómo este segundo acto de D. Agustin Esteban Collantes, 
éste de que se pretende inferir su responsabilidad en el hecho principal 
que es objeto de la acusación, no puede serle imputable bajo ningún punto 
de vista; porque si.alguna responsabilidad hay, debe recaer única y exclu- 
sivamente sobre el ordenador, según la disposición de la ley. 

Vamos al tercer acto, que es la Real orden de 20 de Junio de 1854, y al 
empezar 4 ocuparme de él, no puedo menos de llamar la atención del Se- 
nado sobre un incidente de la discusión, que seguramente no se habrá es- 
capado á su penetración. 

La acusación escrita dió mucha importancia á esta Real orden: supuso 
que en ella había una infracción de las leyes clara y terminante, y del su- 
puesto de que se habítn infringido por ella las leyes, deducia un grave mo- 
tivo para estimar criminal 4 D. Agustin Ksteban Collantes, porque de esta 
manera, con esta Real orden, se decía, había procurado la consumación del 
delito, que por las precedentes la había preparado y auxiliado. 

Yo voy á emprender la cumplida contestación que se puede dar á ese 
cargo, y la demostración más perentoria que puede imagiharse de que en 
este hecho no hay responsabilidad alguna. 

En 2 de Diciembre, siendo Ministro de Hacienda y Presidente del Con- 
sejo de Ministros D. Juan Bravo Murillo, mi íntimo amigo, y persona cuyo 
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nombre pronuncio siempre con respeto, fe publicó un Decreto en el que se 
dijo lo siguiente. (Leyó). i 

Yo no vengo, señores, aquí å defender el sistema de gobierno å que está 
acomodado erte Decreto: ni era es mi misión, ni yo aqui tengo la autoridad 
necesaria para ocuparme de semejante cosa. Hablo de este Decreto como 
un hecho consignado en la Colección legislativa, del cual, por consiguiente, 
partirán todos mis argumentos y reflexiones. 

Desde 1.2 de Enero de 1853, empezó, pues, á regir, en virtud de un 
Decreto de S. M., refrendado por el Ministro de Hacienda, y gon arreglo 4 
- Ja costumbre que venía siguiéndose casi constantemente en nuestro país, el 
presupuesto de 1853. Pues en la ley que acompañaba å este presupuesto, en 
su art. 6.2, se dijo lo stguiente. (Leyd). ; 

En el presupuesto ordinario que acompaña ha å este Decreto, se encuen. 
tra en la Sección 10.8, cap. 23, el núm. 10, que dice. (Leyd). 

De modo, señores, que, según estas disposiciones que me he permitido 
recordar, el Gobierno, en el año 1853, tenia crédito legal de 42.184.517 
reales para obras públicas, y tenia autorización además para emitir hasta 
treinta y dos millones de reales en acciones de carreteras, si lo creía nece- 
sario y lo exigian Ja importancia 6 impulso que se diera á las referidas 
obras públicas, hasta el punto de tener consignada una cantidad en el pre 
supuesto extraordinario para el pago y amortización de intereses de las ac- 
ciones que pudieran emitirse. 

En Enero de 1854 se dirigió el Ministro de Fomento al de Hacienda, di- 
ciéndole que se habían consumido los cuarenta y dos millones de reales 
consignados en el presupuesto para obras de carreteras; que había otros va- 
rios gastos hechos á consecuencia de la autorización' que la Ley de Presu- 
puestos habia otorgado, caso de estimarse necesarias otras obras; que esta- 
ban Jos libramientos sin satisfacer, y que era indispensable se tomaran las 
disposiciones convenientes para que se fueran pagando en la forma que se 
creyera más oportuna; y entonces, señores, se dictó la Real orden de 20 de 
Enero de 1854, en la cual se consignó la historia’de este negocio y se expli- 
caron las razones que aquel Ministro de Hacienda tuvo para hacer lo que 
hizo. Pues bien; en esa Real orden se dice. (Leyd). 

De mudo, señores, que importa quede consignado que el Ministro de 
Fomento decia al de Hacienda: «Se han gastado siete millones más de los 
42.184.511 reales destinados å obras públicas; lo cual se ha hecho en virtud . 
de la autorización que concedía la misma Ley de Presupuestos para emitir 
acciones de carreteras hasta 32.20U.000 reales; usted determinará la forma 
en que esto debe inscribirse en el presupuesto». Y se hizo del modo que da 
á conocer la Real orden que el Senado acaba de oir. | 

La Real orden de 20 de Junio de 1854 es una consecuencia necesaria de 
la Real orden de 2U de Enero de 1854, y el Senado, en su alta penetración, 
conocerá muy bien que no puede haber responsabilidad, ni en el Ministro 
de Fomento ni en el Ministro de Hacienda, por haber obrado de esta manera. 
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Pocas palabras diré al Senado sobre responsabilidad civil; una vez de 
clarada la inculpabilidad, esto no puede dar lugar á duda ninguna. La Co- 
misión, consecuente en esto é invocando el art. 15 del Código, pide que, 
siendo como lo es, å su juicio, responsable D. Agustin Esteban Collantes 
criminalmente de los delitos por que lo acusa, se declare serlo también ci- 
vilmente; y con sólo decir que no hay tal responsabilidad criminal, según 
creo haber demostrado, lo está que no existe la que sólo pudiera ser conse- 
cuencia de ella, : 

Verdad es que cabe en un procedimiento criminal exigir responsabilidad 
civil á quien ni acusado haya sido siquiera en él; pero esto puede tener 
sólo Jugar en los casos que se determinan en los artículos 16, 17 y 18 del ci- 
tado Código, en ninguno de los cuales nos hallamos, sin que sobre esto pue-. 
da ocurrir la menor duda; siendo la mejor prueba de ello que á la Comisión 
no ha ocurrido siquiera pedir esta clase de responsabilidad, y sí sólo la pro- 
cedente de la culpabilidad, 

Aqui debería concluir mi tarea, señores Senadores, porque una vez de 
mostrado que los tres actos de que es autor D. Agustín Esteban Collantes, 
que son la Real orden de 25 de Agosto de 1853 y las de 10 de Mayo y 20 de 
Junio de 1854 no le inducen responsabilidad de ninguna especie, nada max 
tendría que decir: la acusación formula contra él el cargo de ser autor de 
los delitos de la falsedad, de la defraudación y de la estafa cometidas en 
este asunto; y los formula, porque dice que sin aquellos actos primeros, esos 
delitos no pudieron haberse cometido. ¿Cuáles son estos actos? Las Reales 
órdenes que he citado. 

¿Hay penalidad establecida en la ley para un Ministro que procede como 
el Sr. Esteban Collantes procedió en 1853? ¿Hay responsabilidad en un Mi- 
nistro que manda hacer un pago en virtud de libramientos expedidos por 
el Ordenador de pagos y que él considera como buenos? ¿Hay responsabili- 
dad en un Ministro que pide al de Hacienda una cantidad, y á quien el de 
Hacienda la concede? ¿Hay responsabilidad en un Ministro que pide å Ha-- 
cienda lo que puede pedir, lo que tiene derecho å pedir, y 4 quien Hacien- 
da concede lo que puede y ha debido concederle? Tampoco. Pues si ningu- 
no de Jos actos que se presentan como fundamento de la criminalidad de 
D. Agustin Esteban Collantes es de aquellos en que se presuma voluntad, 
conforme á la ley; de aquéllos ‘que se presuma que se han cometido con in- 
tención; y si la prueba de esta intención no se ha hecho por la Comisión ni 
podía hacerse, falta el elemento constitutivo del delito: no es una excep- 
ción que tenga por objeto eximirse de responsabilidad, no, y mil veces no; 
en otro caso, D. Agustin Esteban Collantes hubiera intentado la prueba y 
hubiera probado si podía: es otra cosa diferente; es que falta á la acción la 
“base; es que no hay acción criminal, porque falta el elemento Principa del 
delito por que se acusa. 
= No es exacto, efectivamente, que el Sr. Esteban Collantes T alegado 
ninguna excepción contra la acasación. Lo que ha hecho D. Agustin Este- 
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ban Collantes es decir que no existe la acción, que le falta base 4 la acción, 
que no hay hecho criminal por él cual se le pueda acusar, que la acusación 
no ha probado el elemento constitutivo del delito. 

Vamos á otros medios de acusación que apenas concibo cómo han podi. 
do emplearse; ante todo, he extremado la especie de maridaje con que han 
sido presentados. El Sr. Cánovas del Castillo, después de llamar, creo que 
sin razón, permitame S. S. que lo diga, conjunto bárbaro de leyes el de las 
inglesas, extrajo de ellas lo que verdaderamente merece la calificación de 
bárbaro, y os lo proponía por modelo y guía de vuestra conducta en este 
proceso. ¿Cómo llamar, señores, conjunto bárbaro de leyes al de las leyes 
inglesas? ¿Cómo olvidar los célebres Estatutos de Guillermo III, de la Rei- 

na Ana y de los Reyes posteriores? Hay, si, leyes todavía procedentes de los 
tiempos de las conquistas, que tan frecuentemente cambiaron la faz de aquel 
país, que pueden merecer la calificación que se quiera; pero es indispensa- 
ble escogerlas, y que esa calificación recaiga sobre ellas, quedando lihres de 
semejante nota otras leyes muy célebres, muy acomodadas á los principios 
de la Europa, que el mundo entero celebra y que hacen completamente im- 
posible se llame conjunto bárbaro de esas leyes ¡Conjunto bárbaro una co- 
lección de leyes en que se halla el Habeas corpus, la ley más importante del 
mundo, por la cual ha conseguido aquel pais célebre tanto como los demas 
de Europa vienen anhelando, buscando, hace muchos años, por muchos 
medios, y no han podido todavia encontrar! ¿Qué hombre de la Europa con- 
tinental tiene la seguridad que un inglés con su Habeas corpus, Estatuto 
ante el cual debemos bajar la cabeza porque realmente es lo más grande, lo 
más célebre, lo más importante que en materia de legislación existe en el 
mundo? | 

Lo que es bárbaro, lo que merece esa calificación, y yo me atrevo á ca- 
racterizar también de tal, á pesar del respeto que profeso á Inglaterra, á 
pesar de que no me gusta emplear calificaciones duras; lo que es bárbaro, 

`: Bí, es el bill d’attender que se ha presentado ayer con completa equivocación 
al Senado; que no significa Jo que se ha dicho; que no produce los efectos 
que se le han atribuido; que es absolutamente imposible que en la Europa 
moderna se pueda plantear, cuando el país en que se conserva como resto 
de una institución feudal, como resto de las importaciones que hicieron los 
normandos, no hay, señores, persona ilustrada que no combata por des- 
truirlo, por anularlo. 3 

El d'attender de Inglaterra, y pasaré muy rápidamente por a es una 
consecuencia de las sentencias de muerte, de modo que toda sentencia de 
muerte lleva consigo lo que,sé llama d’attender, y después de ejecutoriada 
es cuando produce sus o E que son la confiscación en la forma y 
en los términos que establecen las leyes, lo que llaman la corrupción de la 
sangre, que significa imposibilidad de adquirir y de transmitir. Este es el 

d'attender, y el d’attender ordinario, que no es el bill d’attender, porque eb 
menester distinguir entre uno y otro; hay el d'attender, que es el del dere- 


D. MANUEL CORTINA | 253 


cho común, y una consecuencia de las sentencias de muerte, y hay el bill 
«Pattender que es una ley que las Cámaras hacen en la sanción de la Corona, 
ley que equivale á una proscripción, á lo que se llamaba en el antiguo Im- 
perio poner al bendo del Imperio, y å lo que nosotros hemos llamado tam- 
bién pregonar. Ese bill no lo dicta la Cámara de los Lores funcionando 
como Tribunal; esa es la equivocación. El bill se inicia en una Cámara 6 
en otra; corre Jos trámites de todo acto legislativo; recibe la sanción de la 
Corona, y desde entonces produce su efecto legal, que es el de poner fuera 
de la ley al que ha sido objeto de él. Y no hay ejemplo, ni en la antigua 
ni en la nueva Inglaterra (y la nueva casi puede decirse que lo ha deste- 
rrado), de que haya sido dictado en causa que no versara sobre traición ó 
felonia, y por no molestar la atención del Senado con las muchas pruebas 
que podría aducir, hablaré del caso mismo que el Sr. Cánovas citaba del 
Conde Stratford. 

¿Es, por ventura, cierto que el Conde Stratford fué objeto de un bill 
d'attender, porque la Cámara de los Pares que lo estaba juzgando no hubiera 
podido justificarle el delito de que ve le acusaba de una manera cumplida, 
y recurrió á ese medio por la Cámara misma como Tribunal para castigarlo, 
ya que no podía hacerlo con el carácter del Tribunal? No, y mil veces no. 
El conde Stratford fué acusado por la Cámara baja de Inglaterra ante la de : 
los Pares de Inglaterra; alli se instruyó un largo sumario, y estando aún 
pendiente se inició en la Cámara de los Comunes el bill d’attender, fué vo- 
tado alli por una considerable mayoría, reconoció los demás trámites legis- 
lativos, fué presentado á la sanción del Monarca, y lo sancionó con efecto, 
después de haber obtenido del célebre conde devolviera la palabra de no 
hacer lo que le había empeñado; el cual dió motivo å que al notificarle la 
pena de muerte, exclamase con el Salmista: «No os fiéis € en las palabras de 
los principes ni en las de los hijos de la tierra.» 

Tal fué el bill d'attender que alcanzó el Conde de Stratford, que lo llevó 
al cadalso; no una sentencia de un Tribunal, no; sino un fallo de la Cámara : 
de los Pares que recurrió á ese medio absurdo, á ese medio ilegal, á ese me- 
dio bárbaro, si, porque no podía en la acueación de que estaha conociendo 
alcanzar las pruebas necesarias para imponer el castigo que se creía mere- 
cer el Conde Stratford; fué una medida política, meramente política, in- 
justa é inícua, contra la cual las generaciones posteriores han protestado, 
rehabilitando la memoria del-que fué víctima de ella, concediendo al hijo 
del Conde la más cumplida reparación, haciéndole volver á entrar en la. 
Cámara de los Pares, sin embargo de que por una consecuencia natural de 
las disposiciones del bill, había quedado en él la sangre corrompida, é im- 
posibilitádose la tranemisión del derecho de par al hijo del Conde. Esto no 
obstante, Carlos 11 restableció su memoria; la Inglaterra entera se ha pos- 
trado para pedirle indemnidad por su culpa, ante la tumba de ese hombre 
sacrificado á la más horrible de Jas iniquidades y de las injusticias. 

' — ¿Y es esto, señores, lo que se os presentaba como modelo? ¿Es esto lo 
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que se os decía que podiaie hacer? Yo ofenderfa al Senado si emprendiese 
siquiera demostrar que eso es imposible; imposible, sefiores, en un pais 
cuya ley fundamental ha proscripto la pena de la confiecación: cuya ley 
fundamental ha declarado que los delitos de los padres no manchan ni per- 
judican á los hijos, y esto no podrá hacerlo nunca; tan importante ley no 
podrá falsearla nunca la Cámara Alta de este país, cuya principal misión es 
defenderla y sostenerla, haciendo que sean una verdad los derechos en ella 
consignados, y å costa de muchos sacrificios conquistados por el pueblo es- 
pañol; aqui, pues, no hay posibilidad de d'attender ni de riada que se le pa- 


_tezca remotamente. Y señores, ¿cómo había yo de imaginar siquiera, que 


al lado de la invocación de una institución bárbara de Inglaterra, proce- 
dente de los tiempos feudales, que sólo ha tenido aplicación en los paires 
en que los normandos se establecieron y que no han admitido los pueblos 
en que se conservó la influencia sajona; cómo había de pensar, señores, que 
al lado de eso se invocate una razón, si es que él nombre de razón puede 
merecer una consideración, cuyo nombre creo le cuadre mejor, que debió 
su origen å los tiempos de la Revolución francesa y å los tiempos más omi- 
nosos de ella, á tiempos de triste recordación? 

Yo seré, señores, muy parco sobre esto; sólo os diré que la misma Revo- 


lución francesa en su apogeo, cuando sus autores caminaban ciegos 4 un 


precipicio al que arrastraron á la Francia, si bien con la fortuna de levan- 
tarse más fuertes y poderosos que antes lo eran, aun esa misma revolución, 
digo, retrocedió ante esa idea. 

¿Dónde iríamos á parar, señores, si fuera dado á un Tribunal de justi- 
cia, cuya misión es muy conocida, cuyos limites son muy sabidos, entrar 
& profundizar, á descubrir y 4 investigar los antecedentes, sin relación nin- 
guna con el hecho criminal que está llamado á juzgar de las personas acu- 
sadas ante él? ¿A dónde iríamos 4 parar? Yo ruego al Sr. Cánovaz, que tan 
claro talento tiene, 4 quien he conocido muy bien desde sus primeros años, 


- y que profesa ideas de gobierno muy acertadas, que considere á qué punto 


podría eso llevarnos, y qué consecuencias tan funestas podría para todos 
producir. 

Bástame esto, señores, porque es materia que no puedo, que no debo 
profundizar más. Y voy, señores, á lo último que oí también en el día de 
ayer con sorpresa y con sentimiento; porque no podía imaginar que 4 seme- 
jante recurso se acudiera, y que en el calor de la improvisación, por mucho 
que fuera, se pusiese tan de manifiesto el objeto que por lo menos el señor 
Cánovas se proponía en sus esforzadas alegaciones. 

Os decía, señores Senadores, el Sr. Cánovas: «Si no castigáis 4 Esteban 
Collantes, no castiguéis á los demás acusados». Nada, señores, más lejos 
de mi propósito que agravar la suerte de los que están sentados en aquellos 
bancos. Uno de ellos es Abogado, y tengo por él todo el interés que el com- 
pañerismo inspira siempre, y á mi quizás con exageración. El otro es una 
persona de recomendables circunstancias, contra la cual yo no tengo que 
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decir nada y å quien gustoso tendería mi mano, si no fuera tan humilde y © 
miserable -como es, para sacarle del mal paso en que se encuentra. (Sefia- 
ladas muestras de aprobación). 

Pero, señores, decir 4 un Senado español, constituido en Tribunal de 
Justicia: «Si no condenáis al principal acusado, absolved á los demás», ¿qué 
significa? Significa que el objeto con que eso’se hace, que el objeto que se 
trae aqui es gacrificar al Sr. Esteban Collantes. (Murmullos). (El Sr. Presi- 
“dente: Orden). Si concedéis eso, lo demás importa muy poco; y si eso no £e 
consigue, hasta no se encuentra inconveniente en que el Senado absuélva á 
quien pueda considerar criminal. | 

Bastan estas indicaciones, señores Senadores: cuando se dirige la pala- 
bra 4 personas como vosotros, ellas sobran indudablemente, porque en su 
recta ilustración significan mucho más de lo que yo pudiera decir. Pensad, 
señores, lo que revelan Jas palabras de la acusación jue os he recordado; 
todo lo que creáis que significan, eso os digo yo con mi silencio. Si encon- 
tráis criminales debéis castigarlos, ora sea que os parezca criminal el pri- 
mer acusado, ora que no os lo parezca. Vosotros no estáis llamados para 
servir en interés de ninguna parcialidad, aunque sea justo: estáis llamados 
á administrar justicia, y nada más. 

Con más extensión, señores, de lo que quizá debiera, atendido en últi- 
mo resultado la sencillez de este asunto, creo haber demostrado en los dos 
dias en que me he permitido molestar la atención del Senado, que no hay 
fundamento alguno para la acusación que se formula contra D. Agustin 
Esteban Collantes; que no se Je acusa de haber perpetrado por sí los delitos 
en cuestión; que no se le acusa tampoco por haber obligado 4 nadie á que 
lo cometa, empleando al efecto medios de fuerza; que lo que se le atribuye 
es, que con actos suyos ha facultado su ejecución y dado lugar á que se lle- 
ven á cabo. | 

Hemos recorrido esos actos; los hemos visto todos; he presentado, á 
pesar de mi pequeñez, al ilustre Senado español, el criterio que, en mi hu- 
milde opinión, debe servirle para juzgarlos. Ahora á él le toca fallar, y per- 
mitidme que al concluir os diga, siguiendo el ejemplo de la Comisión acu- 
sadora: Señores Senadores; vosotros, los que tenéis ilustres progenitores y 
sois la personificación de las glorias del pais; vosotros, que habéis encane- 
cido vistiendo la toga y dando al mundo insigne ejemplo de probidad, de 
rectitud y de ilustración; vosotros, distinguidos milirares, que habéis pe- 
leado en los campos de batalla por la religión, por el trono, por la indepen- 
dencia, por la libertad de este pais, y cuyo lema y punto de vista es siem- 
pre el honor, inseparable de la justicia; y vosotros, los que habéis adqui- 
tido en otras carreras del Estado títulos para ocupar un lugar en este 
santuario de la justicia y de la ley..... decidid: ¿Os atreveriais á decir que 
D. Agustin Esteban Collantes es culpable? ¿Os atreveriais á declarar que 
es falsario, que es defraudador, que es estafador, á ponerle en la frente el 
sello de la ignominia, á hacerle que pase (por más que la ley lo resista) á sus 
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hijos, 4 su desgraciada familia? Y gpor qué? Porque ha firmado tres Reales 
órdenes que podía y debía firmar, que no han podido inducirle responsabi- 
lidad de ninguna clase, sin que conste de ninguna manera que lo ha hecho 
con el ánimo é intención de preparar ó de facilitar la perpetración del de- 
lito que se persigue, y sin que haya siquiera la menor indicación de que 
se pueda haber aprevechado de los resultados que haya producido. 

No lo haréis seguramente; vuestro veredicto será absolutorio, porque 
estáis acostumbrados á arrostrar las censuras de las parcialidades, y por- 
que, tranquilos con el testimonio de vuestra conciencia, esperáis tranquilos 
el fallo de los hombres ajenos á ellas, y e] de la posteridad, que nunca es 
desfavorable, nunca, á quien en tiempos difíciles como los presentes ante- 
ponen 4 toda consideración la justicia. — HE DICHO. 


ol 
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NOTAS BIOGRAFICAS 


La especial organización de las sociedades latinas y el fervoroso culto 
que en ellas se rinde á la política, sin duda en testimonio de gratitud á la 
inmortal obra de redención con que la politica puso término al pasado si- 
glo, traen consigo la sensible injusticia de que los hombres más eminentes 
vean fácilmente postergado su nombre y olvidados sus merecimientos, si 
desarrollaron su actividad exclusivamente en la esfera científica y no libra- 
ron batallas en el Parlamento ni ocuparon un Ministerio, para bien ó para 
mal de la Nación. p 

La Historia, que tiene ligerezas de muchacha soñadora y casquivana, 
olvida los servicios prestados á sus semejantes por un Médico ilustre, de 
quien se limita á decir que supo curar, por un Arquitecto notable, de quien 
sólo consigna que supo construir, ó por un Abogado eminente, del cual sólo 
proclama que supo defender; y guarda los primores de su retórica, la mayor 
parte de su tiempo y los más lozanos de sus laureles para glorificar á los 
que intervinieron en los azares de la vida pública. 

Una de las víctimas de estas ingratitudes, es el eximio Letrado D. Ma- 
nuel Pérez Hernández. Sus datos biográficos, al cabo de cuarenta años de 
su muerte, han quedado reducidos á los extremos de que defendió mucho 
y defendió bien. Acaso su nombre se hubiera perdido en el olvido, sin la 
reverencia y admiración que en el Colegio de Abogados de Madrid se le tri- 
buta, pnes hay Diccionario enciclopédico, de gran popularidad, por cierto, 
que consagra largo espacio en sus columnas á pintores desconocidos y poe- 
tas mediocres, y no consigna siquiera el nombre del ¡ilustre jurisconsulto 
de quien nos ocupamos. ¡Quién sabe si dentro de un siglo, por terrible sar- 
casmo de la Necrología, sólo se sabrá de Díaz Cobeña que fué Diputado con 
eervador! | 
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Nació Pérez Hernández en Mérida, el 8 de Febrero de 1803, é hizo sus 
estudios de Derecho en la Universidad de Salamanca primero y en la' de 
Sevilla después. En esta capital y en Ecija realizó sue primeros trabajos 
forenses, hasta que en 1835 se trasladó á Madrid, donde empezó á adquirir 
popularidad como redactor de La Abeja, en cuyo- periódico, muy en boga 
por entonces, sostuvo las ideas liberales sin pasión ni exageraciones, con 
la mesura, calma y serenidad que eran precioso patrimonio de su inteli- 
gencia. 

Más tarde, asociado á Pacheco y Bravo Murillo, fundó el Boletín de Ju- 
risprudencia, al que consagró grandes esfuerzos, insertando en él asídua- 
mente notables trabajos jurídicos, que serán siempre materia de deleitosa 
lectura é imperecedera enseñanza. 

Sus excepcionales condiciones de Abogado le proporcionaron con justi- 
cia uno de los bufetes de mayor renombre y más pingúes rendimientos que 
han existido en Espuña. El Sr. Ucelay (gracias á cuyos interesantes Estu- 
dios sobre el foro moderno se conserva el recuerdo de muchas glorias del bu- 
fete) afirma que su reputación era tanta, que más de una vez fué llamado 
al Consejo de Ministros para resolver cuestiones legales que se agitaron en 
su seno. 

El mismo distinguido Abogado y publicista, dice que «tanto en los es- 
critos como en los discursos de Pérez Hernández, se observa una lógica ad- 
mirable, tanto en el plan general de las alegaciones, como en argumenta: — 
ción. A lo copiogo de las razones, sin faltar å la precisión, unía gran no- 
bleza y dignidad. Redondeaba generalmente sus periodos, en especial 
cuando se proponia causar una impresión viva y enérgica, dominando á la 
vez el estilo llano y amplificado y el cortado y conciso, acomodándose á la 
situación y á la naturaleza del asunto. A esto correspondían los accidentes 
exteriores 6 formas externas del orador; su acción noble, su voz sonora y 
robusta, y la dignidad de su continente, realzaban el efecto de su palabra; 
era, en fin, una de las más altas capacidades y de las más brillantes figuras 
del foro de Madrid. Pocos hay que hayan llegado á su altura, porque á sus 
profundos conocimientos y á esas condiciones que dejamos apuntadas, unía 
larguísima experiencia, un talento privilegiado y un golpe de vista que pene- 
traba fácilmente en la esencia de los negocios y le hacía apoderarse de ellos 
y dominarlos con facilidad sin igual. Aun los Letrados de más reputación 
_ y recursos, como el mismo Cortina, considerábanle como adversario temi- 
ble sobre todos, porque por más apercibidos que se presentaran en estrados, 
y por más dispuestos que estuviesen para el debate, Pérez Hernández ale- 
gaba en sus informes orales razones nuevas, argumentos inesperados y no 
expuestos anteriormente, y alcanzaba de este modo una superioridad que 
no era fácil disputarle. » 

Víctima de una afección laringea (enfermedad frecuentisima entre Abo- 
gados), exarcebada por el exceso de trabajo, falleció repentinamente en 
Madrid, al regresar de una consulta y en la escalera de su casa, en 1856. 





pO 


Fué Abogado consultor del Banco de España y miembro de la Junta de 
-gobierno del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid. Entre las infinitas de- 
fensas que le hicieron célebre, se cuentan la del Canónigo de Toledo, 
D. Joaquín Fernández Cortina, acusado de haber mandado circular una. 
bula de la Sagrada Penitenciaría, sin haber obtenido el real pare, y la de 
D. Angel La Riva, culpado de tentativa de regicidio en la persona de 
Doña Ieabel 11. A continuación reproducimos un escrito de Pérez Hernán- 
. dez en esta Ultima causa. 
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ESCRITO 


formulado por D. Manuel Pérez. Hernández en defensa de D. Angel 
La Riva, en causa por regicidio frustrado, proponiendo la incom- 
petencia de la jurisdicción ordinaria y sosteniendo que debia cono- 
cer el Senado de los delitos graves contra la persona ó dignidad 
del Monarca, según la Constitución de 1845. 


D. Bernardino Contesini de Alonso, 4 nombre de D. Angel La Riva. 
Abogado y vecino de esta corte, en la causa formada contra el mismo por 
-sospecha de haber disparado dos tiros á S. M. la Reina Doña Isabel Il e: 
dia 4 de Mayo último; usando de la comunicación que se me ha concedido, 
y sin que sea visto prorrogar ni someterme á la jurisdicción de V. S., antes 
declinándola en toda forma, digo: 

Que en la acusación fiscal que motiva esta comunicación, se hacen gran- 
des y no poco hábiles esfuerzos para presentar 4 mi defendido como un ir- 
fame y alevoso regicida, digno de la execración general y merecedor de 
toda la severidad de las leyes. Abrumado por el insoportable peso de un: 
imputación semejante, no dirigida hasta ahora contra ningún español en 
todo el tiempo que abraza la historia moderna de este pais, más que otre 
alguno leal y amante de sus Reyes, anhela por momentos el desgraciad: 
D. Angel La Riva poder ocuparse del examen y refutación de los terrible: 
cuanto infundados y arbitrarios cargos que contra él se han formado, se 
guro como está de demostrar con el proceso en la mano, que si result: 
acreditada la existencia del horrendo crimen de que en esta causa se trata. 
ni mucho menos aparece, ni podrá jamás justificarse esa delincuencia que 
el Ministerio público, con bien poca reflexión le atribuye y da por probada. 
hasta el punto de considerarla capaz de producir la imposición que pide d 
la última pena. ” 

El íntimo testimonio de su conciencia y el mérito mismo de las actu» 
<iones analizadas a la faz de la razón y de la ley, le tranquilizan complet: 
mente en cuanto al éxito final del juicio, haciéndole tener por imposible 
que ningún Tribunal llegue nunca á admitir como hechos probados y cie: - 
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tos Jas aventuradas y violentas hipótesis en que la acusación fiscal descansa; 
y que son su único y deleznable fundamento. | 

Una circunstancia hay, sin embargo, que á pesar de esa convicción suya, 
acongoja á La Riva y aviva más y más en su ánimo el anhelo arriba indi- 
cado de vindicarse cuanto antes: y es Ja de haberse prevenido contra él la 
opinión general con la publicidad prematura dada al sumario por medio de 
la prensa; circunstancia sin igual y nunca vista que le coloca en una situa- 
ción por demás desfavorable y angustiosa, y que, Sin duda alguna, exige 
que se dicten en su día las disposiciones convenientes, si no para remediar 
el mal ya hecho y de suyo irreparable, al menos para evitar que en ade- 
lante se repitan escándalos como el del caso presente; en que cuando aún 
no habla salido la causa de manos de los subalternos del Juzgado, la han 
publicado casi integra los periódicos, cayendo de este modo hajo el dominio 
del público, algunos dias antes de comunicarse al acusado para su defensa; 
lo cual, sobre no ser nada humano ni justo, como que lastima, y no poco,. 
los sagrados fueros de la desgracia, es evidentemente contrario á la letra y 
espíritu de nuestra legislación; pues si bien el art. 10 del Reglamento pro- 
visional para la administración de justicia determina que desde la confe 
sión en adelante rea público el proceso, declara á renglón seguido cómo 
ha de entenderse y hasta dónde se puede extender esa publicidad, prescri- 
biendo que «ninguna pieza, documento ó actuación podrá nunca reservarse 
á las partes, y que todas las providencias y demás actus del plenario, in- 
clusa principalmente la celebración del juicio, serán riempre en audiencia 
pública»; y respecto á la impresión oficiosa de la causa, ordena el art. 14 
que podrá tener lugar fenecida que esta sea, es decir, cuando ya puedan 
verse y apreciarse á la vez todos sus méritos, los cargos y los descargos, la 
acusación y Ja defensa de los tratados como reos. 

Por fortuna, el público es sobrado sensato y recto para que deje de co 
nocer por si mismo la necesidad de suspender su juicio sobre la apre 
ción de los datos recogidos en el sumario, que de una manera tan irregular 
se ha dado á luz por la imprenta, hasta que el acusado presente y pueda. 
publicar también su defensa, que, si nuestra esperanza no nos engaña, de- 
mostrará concluyentemente su inculpabilidad. 

Por de pronto, D. Angel La Riva se ve obligado, aunque con harto sen- 
timiento, 4 abstenerse de toda consideración relativa á ella y que tenga. 
conexión con el fondo del proceso, para ocuparse exclusivamente de una 
cuestión preliminar é importantísima, cuestión que por necesidad debe ven- 
tilarse antes que ninguna otra, y que es de tal gravedad y transcendencia, 
como que depende de su resolución el valor ó nulidad de las actuaciones 
y la legalidad ó ilegalidad del fallo final que sobre ellas recaiga. 

Versa esta cuestión sobre la incompetencia de V. S. que, con arreglo 4 
las leyes, ni ha podido entender, ni menos puede seguir conociendo de este 
negocio. | . 4 j 


D. MANUEL PEREZ HERNANDEZ 261 


Es un principio fundamental de nuestra derecho público, consignado 
expresamente en el art. 9.2 de la Constitución que nos rige, que ningún es- 
pañol puede ser procesado ni sentenciado sino por el Juez 6 Tribunal compelente, 
en virtud de las leyes anteriores al delilo y en la forma que éstas prescriban: y 
este principio saludable y tutelar, que forma la más preciosa garantía del 
ciudadano, y sin cuya rígida y escrupulosa observancia no hay libertad, por- 
que no hay ni puede haber seguridad individual, que es la primera y más 
esencial base, en ninguna causa debe ser más religiosamente acatado, ni 
más puntualmente cumplido que en las políticas, de las cuales se apoderan 
casi siempre las pasiones, y en las que con demasiada frecuencia aspiran å 
ejercer un funesto predominio influencias ilegitimas. | 

Por nuestra parte, constantes admiradores de la severa imparcialidad é 
inflexible rectitud de la Magistratura española, protestamos tan alta como 
sinceramente que, lejos de abrigar la menor duda ni recelo, tenemos la más 
ilimitada confianza de que administrarán completa justicia á D. Angel La 
Riva, como á todos y siempre la administran los Jueces y Tribunales de la 
jurisdicción ordinaria. 

Pero observando que la Constitución del Estado, al paso que en el pre- 
citado art. 9.° prohibe que se juzgue á nadie sino por el Juez 6 Tribunal 
competente, declara en el 19 como tal al Senado para conocer de los delitos 
graves contra la persona ó dignidad del Rey, y que entre todos los que puedan 
cometerse de ese género, ninguno hay más grave que el que se supone in- 
tentado en la tarde del 4 de Mayo contra la sagrada persona de nuestra 
Reina, forzoso nos es declinar aquella jurisdicción y acogernos á la especial 
creada por el último de dichos artículos, con tanto más motivo, cuanto 
que, surtiéndose en este caso el fuero por razón de la materia, no ade- 
lantaríamos nada con someternos tácita ó expresamente al ordinario, y 
cualquiera día y en cualquier estado del negocio podría suscitarse la difi- 
cultad y resolverse en favor de la competencia, para nosotros inconcusa, del 
Senado. | 

Y 4 la verdad que si, como dijo el Gobierno en la exposición de moti- 
vos con que en 9 de Octubre de 1844 presentó su proyecto de reforma de 
la Constitución, esa facultad de conocer, como Tribunal de justicia, de los 
atentados que contra la persona 6 dignidad del Monarca, 6 contra la segu- 
ridad del Estado se cometiesen (facultad de que entre nosotros jamás ha- 
bían gozado los Cuerpos Colegisladores), era una prerrogativa que se concedió 
al Senado, no como un privilegio, sino como una carga en favor de la sociedad 
misma, que no puede confiar á un Cuerpo más elevado é independiente la vindi- 
cación de objetos tan sagrados, más bien era el propio Gobierno, ó el Ministe- 
rio público en su nombre, que no nosotros, quien debía haber hecho que la 
disposición constitucional con ese alto fin político dictada, se cumpliese en 
el presente caso. 

Quizá se habrá creído (y asi parece lo han pensado Magistrados emi- 
nentes y dignísimos) que ella no hace más que consignar un principio cuya 
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ejecución depende de Ja promulgación de una ley eecundaria que lo des- 
envuelva, y prescriba Jas reglas indispensables para su recta aplicación; y, 
con efecto, hay en nuestra Constitución, no una, sino varias disposiciones - 
- de ese género, y cuyo cumplimiento es realmente imposible sin las leyes- 
secundarias que ellas mismas anuncian y prometen. 

Pero respetando tanto como debemos la opinión de los que han consi- 
derado comprendida en semejante categoría la que ahora nos ocupa, nos. 
vemos obligados á pensar de distinto modo, en fuerza del terminante y cla- 
risimo contexto del art. 18 de dicha Constitución, 

En él se declara expresamente que «además de las facultades legislati- 
vas corresponde al Senado..... conocer de los delitos graves contra la per- 
sona ó dignidad del Rey, ó contra la seguridad del Estado, conforme 4 lo- 
que establezcan las leyes.....» 

Cualquiera que con alguna reflexión lea y analice este texto legal, ad- 
vierte por necesidad al momento que por él se fija una regla inalterable,- 
precisa, independiente de toda otra disposición ulterior, y que de suyo es de 
ejecución y aplicación inmediata, a saber: la de que el conocimiento de los- 
delitos graves contra la persona ó dignidad del Rey, ó contra la seguridad 
del Estado, compete exclusivamente al alto Cuerpo colegislador, consti- 
tuido en Tribunal de Justicia; y que la referencia que se hace á las leyes 
secundarias en la frase de «conforme á lo que establezcan las leyes» se circuns- 
cribe al modo de conocer, ó sea 4 la forma en que ha de procederse por esta: 
jurisdicción especial, y también, si se quiere, al deslinde que se podrá y 
deberá hacer por una ley orgánica entre los delitos graves que desde luego- 
quedaron y están privativamente sometidos á la competencia del Senado,. 
y los menos graves que se conservan bajo el dominio de la jurisdicción or- 
dinaria. | 

Que esto es así, y que en consecuencia no puede siquiera ponerse en 
duda la necesidad de aplicar el artículo constitucional cuando el delito que- 
se persigue, hajo el supuesto de que se haya cometido, corresponde incues- 
tionablemente á la categoria de los graves contra la persona 6 dignidad del 
Rey, se comprueba más y más recordando las diversas redacciones que, 
mientras estuvo meramente en proyecto, sufrió esa parte del articulo, y 
comparando entre sí los tres miembros ó párrafos que él contiene. 

El Gobierno de S. M., en la exposición de motivos arriba citada, dió 
claramente á entender que su intención, respecto al punto que nos ocu- 
pa, se limitaba por entonces á enunciar simplemente en la Constitución 
el principio de que por Jeyes secundarias podrían someterse al conoci- 
miento del Senado los crimenes contra la persona ó diguidad del Monar- 
ca, etc.; y asi fué que en un proyecto de reforma de la Constitución, pro- 
puso que el art. 19 se redactase en estos términos: «ll Senado, además de 
las facultades legislativas, ejercerá funciones judiciales en los ‘casos si- 
guientes: 1.2 Cuando juzgue á los Ministros. 2.2 Cuando conforme á lo que 

establezcan las leyes, conozca de los delitos graves contra la persona ó dignidad: 
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del Rey ó contra la seguridad del Estado. 3.° Cuando juzgue á los individuos 
de su seno.» Las demás que determinan las leyes. 

Pues, ahora bien; fijando la consideración en esas dos redacciones, ¿es 
posible dejar de ver la diferencia esencial que en el sentido del párrafo se- 
gundo produce la diversa forma que hubo de darle la Comisión de Diputa- 
dos? ¿Cabe dudar que diciendo, como el Gobierno decía en gu proyecto, sim- 
plemente que el Senado ejercería funciones judiciales cuando, conforme á 
lo que establecieran las leyes, conociera de los delitos graves, etc., no se 
hacía más que anunciar su competencia para el conocimiento de aquellos 
delitos que una ley sezundaria fijase, siendo de la clase que se expresaba, 
y que, por el contrario, diciendo como dijo la Comisión de Diputados, y 
como la Constitución reformada y vigente dice que al Senado corresponde 
conocer de los tales delitos, conforme á lo que establecen las leyes, se fijó 
y estatuyó desde luego la competencia del alto Cuerpo colegislador para el 
conocimiento de ellos, y que lo único que se dejó á las leyes fué el deter- 
minar el modo de conocer, 6 sea la forma del procedimiento, y á lo sumo | 
también deslindar los casos de que por la menor gravedad de los delitos 
deban éstos quedar exentos de esta jurisdicción especial? 

Obsérvese si no y compárese, como hemos indicado arriba, en qué tér- 
minos y con qué diferente gradación se explica el artículo constitucional 
en log diversos párrafos que abraza. 

Que corresponde al Senado juzgar, dice en el primero, á los Ministros 
cuando fueren acusados por el Congreso de los Diputados; por manera que 
para esto le concede una competencia absoluta, sin excepción ni alteración 
posible. 

Que le corresponde asimismo, añade en el segundo, conocer de los deli- 
tos graves contra la persona ó dignidad del Monarca ó contra la seguridad 
del Estado, conforme á lo que establezcan las leyes; de suerte que en este 
punto otorga también al Senado una jurisdicción inalterable respecto á di- 
chos delitos graves, pero reserva á las leyes la ordenación de la forma de 
proceder, y la declaración de cuáles son los delitos menos graves no some- 
tidos á semejante jurisdicción. 

Y declara, por último, en el párrafo tercero, que compete igualmente å 
aquel respetable Cuerpo juzgar á los individuos de su seno en los casos y 
en la forma que determinasen las leyes; con lo cual deja en suspenso, y 
hace imposible el ejercicio de esta parte de la misma jurisdicción; pues es 
claro que habiendo de determinar la ley secundaria los casos en que un Se- 
nador deberá ser juzgado por el Senado, mientras no esté dada esa ley y no 
se hayan determinado por ella los tales casos, no hay términos hábiles para 
fijar la competencia del propio Cuerpo. 

De este examen comparativo de los tres párrafos del artículo constitu- 
tucional, resulta evidentemente que según él, debe juzgar el Senado siem- 
pre y en todo caso, á los Ministros, cuando fueren acusados por el Congre- 
£0; que también debe conocer de los delitos graves contra el Monarca 6 el 
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Estado, salvos aquellos casos que por sucesos graves exceptúalos la ley, y 
que finalmente debe juzgar 4 los Senadores en los casos que la ley de- 
termine. 5 | 

Siendo esto asi, como sin duda lo es, nada importa que no esté todavia 
establecida la forma en que el Senado haya de proceder en casos de la es- 
pecie del presente. 

Cierto es que todo Tribunal, para conocer de un negocio, necesita ajus- 
tarse á una forma prescrita por la ley; pero también lo es que cuando no 
hay establecida una forma especial, debe acomodarse el procedimiento 4 la 
general que rige para los juicios comunes en todo lo que sea compatible con 
la indole y naturaleza del Tribunal de que se trate, y que aun, si fuese abso- 
lutamente indispensable, se pueden hacer después de ocurrido el caso que 
produce la necesidad, las modificaciones que dicha indole y naturaleza del 
Tribunal requieran: porque es doctrina corriente que en materia de proce- 
dimientos puede darse á las leyes, siendo necesario, fuerza retroactiva, con 
tal de que no se perjudiquen ni menoscaben los medios legítimos de de- 
fensa. 

De hecho se ha practicado así en casos idénticos al actual en una nación 
vecina, donde se ha importado á nuestro pais la idea de revestir de faculta- 
des judiciales al alto Cuerpo colegislador. 

También se ha verificado lo mismo entre nosotros en casos análogor; 
pues cuando por Real decreto orgánico de 4 de Junio de 1825 se crearon los 
Tribunales especiales de minas, determinando que procediesen en la forma 
que prescribiria una Instrucción que desde luego se anunció, estos Tribuna- 
Jes funcionaron sujetandose á las reglas antiguas de proceder, hasta que se 
les dieron otras por la tal Instrucción, que no se publicó hasta el día 18 de 
Diciembre del propio año 1825, y entonces se sujetaron á la nueva forma 
todos los negocios pendientes; y otro tanto aconteció con Jos Tribunales de 
comercio que instituyó sobre bases nuevas el Código promulgado en 30 de 
Mayo de 1829, y para los cuales no ee dió la Ley de Enjuiciamiento hasta 
el 24 de Julio de 1830. 

Y, finalmente, el Gobierno mismo de S. M. tiene reconocido y decla- 
rado en una ocasión solemne y reciente, por medio del Excelentísimo 
señor Ministro actual de Gracia y Jueticia, que asi sería preciso obrar si se 
presentare algún caso á que hubiera que aplicar el art. 19 de la Constitu- 
ción antes de haberse hecho las leyes secundarias que exige su perfecto 
desenvolvimiento. 

Con efecto: en la sesión del Senado del 26 de Abril último, tratándose 
de la proposición presentada por el Excmo. Sr. Marqués de Miraflores, para 
que una Comisión se ocupase de la formación de un proyecto de ley rela- 
tivo 4 este asunto, dijo entre otras cosas el expresado señor Ministro lo si- 
guiente: 

«Si antes de presentarse la ley, si antes de sancionarse por S. M. ocu- 
rriese un acontecimiento criminal, como de aquellos delitos políticos que 
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deben ser juzgados por esta Cámara, tendría el Senado que acudir á la apli- 
cación de un principio de circunstancias apuradas y críticas, el de la ley 
de la necesidad, como se ha verificado en otros paises. No entro ahora en la 
cuestión de qué sería lo que se haría en ese caso; pero si repito que si hu- 
biera un Ministro, por ejemplo, que hubiese incurrido en delito, por el 
cual fuese preciso juzgarle, no dejaría de ser residenciado por falta de ley 
:eppecial de enjuiciamiento de Jas causas que por el Senado hayan de ser 
instruidas y juzgadas.» 

Esto que entonces se preveía como posible se ha verificado ya. Ha lle- 
gado, no el caso citado, por ejemplo, de tener que juzgar á un Ministro; 
pero si el de haber de conocer de un delito grave, gravísimo, que se supone 
cometido el día 4 de -Mayo contra la sagrada persona de S. M.; y según la 
doctrina expuesta en aquella sesión por el Ministerio, que es la verdadera, 
la falta de la ley especial de enjuiciamiento de las causas que ante el Se- 
nado se sigan, no debe ser obstáculo para que el Senado y él sólo sea quien 
conozca de este negocio, porque él es el único tribunal competente, y por- 
que siéndolo, solamente por él puede ser procesado y sentenciado el espa- 
ñol á quien se acusa de autor de tal delito, so pena de cometerse el aten- 
tado (hablamos con la debida venia) de proceder sin jurisdicción y que- 
brantar abiertamente el art. 9.2 y el párrafo 2. del 19 de la Constitución 
de la Monarquía. 

Tan cierto es todo esto, que ni V. S. ni ningún otro señor Juez ni Tri- 
bunal de la jurisdicción ordinaria ha podido ni debido, ni debe ni puede 
conocer de la presente causa en que la competencia del Senado se deriva y 
produce, por razón no de la persona en ella envuelta, sino de la naturaleza 
del delito que se supone perpetrado y se persigue. 

Pero hay más todavía. Aunque así no fuera, aunque 4 pesar de todo lo 
expuesto, y en fuerza de motivos que ciertamente no alcanzamos, debiera 
en este caso considerarse competente la jurirdicción ordinaria, nunca seria 
- V.S. quien habria podido ni pudiera entender de tan grave proceso. 

Ks un axioma inconcuso, un canon de nuestra legislación, que en toda 
causa criminal sujeta al fuero ordinario, el Juez ordinario es el del distrito 
donde ocurre ó se comete el delito, y es también una verdad incontestable, 
- reconocida por V. S. mismo en su oficio del folio 102, que la calle de 
Alcalá, donde se supone perpetrado el crimen cuya averiguación y castigo 
_ son el objeto de este procedimiento, no corresponde al distrito de V. S., sino 
al del Barquillo, cuyo Juzgado desempeña su compañero el Sr, Monte- 
mayor. 

Asi es que conociendo V. S. mismo su absoluta incompetencia, cuidó 
de consignar en el auto cabeza del proceso, que iba á instruir éste como 
decano de log Juecer de primera instancia de esta capital y en virtud de 
orden verbal del Excmo. Sr. Ministro de Gracia y Justicia, dada & presen- 
cia de los Sres. Ministros de Estado; Marina, Gobernación y Comercio, sin ' 
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perjuicio de pasar la sumaria, formada que fuese, al Juez competente del 
distrito. | | 

Pero, viéndolo y todo, parece imposible que ni el Ministerio ni V. S. ad- 
virtiesen desde luego toda la irregularidad de semejante paso, ni se detu- 
vieran ante la consideración de sus inmediatas indeclinables consecuencias. 
Pues que, si el Juez competente era el del distrito, y como tal se !e reco- 
nocia y proclamaba, y si según el artículo 9.2 de la Constitución, única- 
mente por el que esa cualidad tuviese podían ser procesados el autor y 
cómplices del delito que iba á perseguirse, ¿no era claro, clarísimo, que 
entrometiéndose V. S. á formar este proceso se abrogaba facultades que no 
eran suyas, envolvía sus actuaciones en notoria y completa nulidad, que- 
brantaba evidentemente (dicho sea en términos de pura defensa) la ley 
fundamental del Estado, y comprometía de una manera tan grave como 
indisculpable su responsabilidad? ¿Y podía cohonestarse un hecho de esa 
especie con la orden verbal del Sr. Ministro de Gracia y Justicia? No en 
verdad. Nuestra Constitución no reconoce el poder ministerial; no autoriza 
á los Secretarios de Estado y del Despacho para mandar nada por sí solos 
y á su propio nombre, de palabra ni por escrito. Las órdenes que dicten, 
para ser legítimas y poder ser obedecidas, han de ser dadas de acuerdo y á 
nombre de S. M., que es á quien exclusivamente compete el poder ejecu- 
tivo en toda su Jatitud. 

Además, ni mandando en nombre de S M., ni de ningún otro modo, 
pueden nunca los Ministros disponer que la Constitución se infrinja y que 
un Juez incompetente se abrogue las facultades que pertenecen á aquel å 
quien, con arreglo á las leyes, corresponde la formación y conocimiento de 
una causa criminal. | 

Y si no bastaba para justificar, ni para cohonestar siquiera, la ilegal in- 
tervención de V. S. en la presente la orden verbal del Excmo. Sr, Ministro 
de Gracia y Justicia, ¿será por ventura suficiente titulo para eso su calidad 
de decano de los Jueces de primera instancia de la Corte? Menos aún; y es- 
to, si cabe, es más incontestable y patente que aquello otro. 

Los Jueces de primera instancia de esta capital no forman cuerpo, no 
constituyen en ningún caso ni para ningún efecto un Tribunal colegiado; 
son, por el contrario, independientes entre sí, tienen demarcaciones pro- 
pias, y en ellas ejerce cada uno su jurisdicción con inhibición absoluta de 
los demás. 

El decanato, pues, no atribuye jurisdicción preventiva ni de otro géne- 
ro, y si alguna preeminencia lleva consigo, es sólo la de honor, que consis- 
te en ocupar el Juez más antiguo un lugar preferente al de los otros en los 
actos á que concurren juntos. 

Hasta tal punto es cierto todo eso, y en tanto grado debía estar V. $. con- 
vencido de su exactitud, que si bien procedió á formar el sumario, no 860 

atrevió á reclamar del Juzgado competente que suspendiese, ni mucho me- 
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nos que le remitiera, las diligencias que por su parte separadamente ins- 
truia, hasta que en 7 de Mayo le fué comunicada la Real orden del folio 108, 
en que se dice que S. M., usando de las facultades que se reservó en el ar- 
tículo 38 del Reglamento provisional para la administración de justicia 
de 26 de Septiembre de 1835, se había servido resolver que V. S. conti- 
nuase hasta nueva determinación la presente causa. 

Pero esa Real disposición, que con el respeto debido acatamos, ni sub- 
sana el vicio primordial de que las actuaciones adolecen, ni puede siquie- 
ra autorizar á V. S. para seguir conociendo de este asunto. 

La razón es tan obvia como concluyente, y consiste en que el art. 38 
del Reglamento, en que se funda, está derogado y ha quedado sin vigor des- 
de el 13 de Agosto de 1836, y en que además es de todo punto y bajo to- 
dos aspectos inaplicable al caso actual. Está derogado y esto es tan eviden- 
te, que para convencerse de ello basta recordar lo que el referido artículo 
del Reglamento disponía y lo que previene el 244 de la Constitución 
de 1812, vigente en esta parte desde dicho día 13 de Agosto de 1836 hasta 
«hora. 

Todo el mundo sabe que por más que nuestras antiguas leyes lo repug- 
nasen, los monarcas absolutos, abusando de su poder, solian, con demasia- 
da frecuencia, dictar Órdenes por las cuales arrancaban los pleitos y cau- 
sas de los Juzgados competentes y nombraban comisionados que de ellos 
conocian, con grave ofensa de todos los principios del Derecho y no me- 
nor detrimento de las partes; y aun los Tribunales superiores, á veces, du- 
rante aquel régimen, incurrían en el propio abuso, ora avocando á sí el co- 
nocimiento de los negocios en primera instancia, ora nombrando también 
(aunque en más raras ocasiones) comisionados que en ese grado de jurisdic- 
ción los sustanciaran y determinasen. 

Quisose poner coto á semejante práctica en el Reglamento provisional 
de 1835, y al efecto se declaró por el articulo 36 que los Jueces letrados 
de primera instancia eran, cada uno en el partido 6 distrito que le estuvie- 
se asignado, los únicos á quienes compete conocer en la instancia sobredi- 
cha de todas las causas civiles y criminales que en él ocurrán correspon- 
dientes á la jurisdicción real ordinaria, salvas las exceptuadas de esta re- 
gla por la ley. 

Mas fuese porque en este punto, como en otros, no se quisiera llevar á 
su entero complemento la reforma, 6 más bien porque se creyese, con ra- 
zón ó sin ella, que la conveniencia pública exigia una limitación de aquel 
principio, se dispuso en el artículo 38 que sin embargo de lo prescrito en 
el 36, cuando ocurriese algún delito de tales ramificaciones 6 de tales cir- 
cunstancias que no permitieran seguir bien la causa sino en la capital de 
la provincia 6 del reino, 6 en otro Juzgado diferente del del fuero del deli- 
to, S. M. cometerla el conocimiento al Juez letrado de primera instancia 
que le pareciese más á propósito; y esto mismo en igual caso si no media- 
re Real resolución, podrían hacer por sí las Audiencias á petición de su Fis- 
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cal, cada una respecto á su territorio, pero dando inmediatamente cuenta 
de ello al Gobierno. , 

Aquí se ve que si bien por el artículo 36 se habian prohibido las co- 
misiones para conocer y juzgar causas civiles y criminales, por el 38 
se hacia la excepción de permitirlas 6 autorizarlas en procesos que tu- 
viesen las condiciones requeridas y en la forma prescrita por el mismo 
articulo. 

Pues ahora bien; el 247 que antes hemos citado, de la Constitución 
de 1812, dice expresamente: «Ningún español podrá ser juzgado en causas 
civiles ni criminales por ninguna comisión, sino por el Tribunal compe- 
tente determinado con anterioridad por la ley»; y de consiguiente, veda 
de la manera mås clara y terminante que por ningún motivo ni pretexto, 
ni en ningunas circunstancias, se cometa å nadie, ya por S. M., ya por las 
Autoridades, el conocimiento de ninguna causa, pues todas han de reser- 
varse al del Juez competente. 

Deroga, pues, esta disposición legal la del art. 38 del Reglamento; y 
como estå vigente, aun despues de haber sido reemplazada aquella Consti- 
tución por la de 1837, mediante hallarse comprendida en el título 5.° de 
ella, cuyas determinaciones se mandó continuaran rigiendo en el concepto 
de las leyes por la de 16 de Septiembre del propio año 1837, es claro que 
ha quitado toda fuerza al repetido art. 38 del Reglamento, mayormente 
cuando éste pugna tanto y tan abiertamente con la sobredicha disposición, 
con la consignada en el art. 9.° tantas veces invocaao en la Constitución 
reformada de 1845 que, según se ha visto, prohibe que ningún español sea 
procesado ni sentenciado sino por el Juez ó Tribuna! competente en virtud 
de leyes anteriores al delito y en la forma que éstas prescriban: cosa que, 
como cualquiera conoce, está en directa y manifiesta oposición con la fa- 
cultad de someter 4 un Juez distinto del competente el conocimiento de un 
proceso, ora sea para instruirlo y fallarlo, ora sea simplemente para for- 
marlo y sustanciarlo hasta un estado más 6 menos próximo al de la senten: 
cia definitiva. l 

Pero además de estar derogado, es evidentemente y bajo todos aspectos 
el tal art. 38 del Reglamento, inaplicable al caso actual, porque en-él no se 
reservó S. M. la facultad ilimitada de cometer en cualesquiera circunstan- 
cias y cuando å bien lo tuviera, el conocimiento de una causa 4 un Juez 
distinto del competente; reservósela sólo para un caso dado, para el caso 
preciso y único que el mismo artículo señala y describe con la mayor cla- 
ridad, para el caso de que ocurriese algún delito de tales ramificaciones ó de 
tales circunstancias que no permitieran seguir bien la causa sino en la capilal 
de la provincia 6 del reino, 6 en otro Juzgado diferente de el del fuero del 
delito: 

Por manere que según el texto expreso de esta disposición, para poder 
aplicarla, aun suponiéndola vigente, es menester que por razón de las ra- 
mificaciones del delito, ó por otras circunstancias; como la influencia y po- 








D. MANUEL PEREZ HERNANDEZ 269 


der que las personas complicadas tengan en aquella localidad, por la per- 
turbación que en ella haya sufrido el orden público ú otras causas semejan- 
tes, haya una imposibilidad material de seguir bien (es decir, con la acti- 
vidad, libertad, seguridad é independencia que exige la recta administra- 
ción de justicia) el proceso en aquel punto ó Juzgado donde el delito hubie- 
ra sido cometido. 

¿Y sucede esto en el caso presente? ¿Es el crimen que se imputa á Don 
Angel de Ja Riva de tales ramificaciones 6 de tales circunstancias que no 
permitan seguir bien esta causa en el Juzgado del Barquillo, en la demar- 
cación á que corresponde la calle de Alcalá donde se supone ese crimen 
perpetrado? ¿Hay alguna razón de localidad que, bien con relación al de- 
lito, bien por lo que respecta å su figurado autor, impida ó coarte siquiera 
el libre ejercicio de la Autoridad judicial en aquel distrito? ¿Está por ven- 
tura menos expedita, ó acaso menos eficaz la acción de la justicia en la de- 
„marcación del Barquillo que en la del Río, y en manos del Sr. Montema- 
yor, que en Jas de V. S.? Ciertamente no; y hasta ridículo sería empeñarse 
en sostener lo contrario. 

Pues ahora bien; si tales circunstancias no existen en el caso presente, 
el art. 38 del reglamento no podría aplicarse 4 él, aunque se hallara en vi- 
gor, porque faltarian en todo evento las condiciones que el mismo artículo 
requiere. 

Por la disposición en él contenida no se autoriza al Gcbierno para co- 
misionar á un Juez extraño y quitar al natural y propio el conocimiento 
de una causa á medida de la confianza que respectivamente le inspiren en- 
trambos; y, por consiguiente, cuando no hay otro motivo que esa mayor ó 
menor confianza, no puede tener lugar el ejercicio ó uso de aquella fa 
cultad. Y no se crea que nosotros solos somos los que, fundados en el 
literal tenor y bien manifiesto espíritu del precitado artículo del regla- 
‘mento, le damos el sentido que acaba de expresarse: el señor Fiscal de Su 
Majestad ha consignado la propia doctrina, aunque sin deducir de ella 
todas sus inmediatas y forzosas consecuencias, en un dictamen reciente 
y relativo á esta propia causa, y que obra en ella por copia certificada al 
folio 164. 

- Dió ocasión á ese dictamen el recurso que el Promotor fiscal del distrito 
del Barquillo dedujo al folio 160, pretendiendo que se le permitiese ejercer 
gu oficio ante V. S. en el presente proceso, como dirigido å la averiguación 
y castigo de un delito cometido en el territorio que á él le está designado, - 
y dando por principal razón en apoyo de esa solicitud, la de que «no siendo 
una misma la persona del Juez y la que desempeña el ministerio público, 
ni idénticas tampoco sus atribuciones, si S. M. cree å un Juez de primera 
instancia más á propósito que á otro para conocer de un delito, no por eso 
se sigue que haya de creer también más á propósito á un Promotor fiscal . 
que 4 otro para censurarle.» Haciéndose cargo el señor Fiscal de esta con- 
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sideración, y de lo prevenido en dicho art. 38 del Reglamento á un Juez 
cualquiera, dijo literalmente lo que sigue: l 

«Los términos en que se halla concebida esta disposición, dan clara- 
mente å entender que no se reservó S. M. la facultad de cometer á un Juez 
causa de ajeno distrito por motivos de particular confianza, sino por considera- 
ciones de conveniencia local.» 

De aqui dedujo que toda comisión conferida en virtud del repetido ar- 
ticulo 38 del Reglamento, 4 un Juez cualquiera, se extiende al Promotor y 
demás subalternos de su Juzgado, en lo cual seguramente tenia razón; pero 
se abstuvo de decir, como natural y forzosamente se deduce, que faltando 
las consideraciones de localidad, ó sean esas circunstancias que afectan á 
todo el Juzgado, y que, según S. S. mismo reconocía, supone de necesidad 
aquella disposición que han de concurrir, no es aplicable la misma, ni de 
consiguiente, el despojo, al propio y competente de las facultades que á éste 
y sólo á él le concede la ley. . l 

Quizá, y aun sin quizá, el señor Fiscal dejó de consignar en aquel dic- 
tamen esta consecuencia que tan lógica é indeclinablemente se deriva de 
las premisas que por S. S. están sentadas sobre el verdadero y genuino sen- 
tido del art. 38 del Reglamento (que equivocadamente califica de única 
una legislación vigente en la materia), porque, sin duda, creyó que no ha- 
bia llegado el momento oportuno de tratar y resolver esa cuestión, por nadie 
suscitada hasta entonces; y acaso, y aun sin acaso, fué también por esa ra- 
zon por lo que fijó su atención en ese punto la Sala tercera de la Audiencia 
territorial al dictar la determinación contenida en la carta-orden del fo- 
lio 167; determinacióf que, bien examinada, no puede considerarse que 
prejuzgue la reclamación que ahora presentamos. 

Pero de cualquier modo, como esa determinación, aun dándosele el sen- 
tido que se le diere, no puede tener hasta ahora el carácter de irrevocable, 
ni tampoco inferir perjuicio á nuestro defendido, sin cuya audiencia fué 
adoptada, es evidente que estamos en el caso de poder invocar el art, 38 
del Reglamento provisional en que se funda y al que se refiere la Real or 
den transmitida á este Juzgado en 7 de Mayo último, para hacer ver que 
no concurriendo en este caso las condiciones requeridas por el mismo ar- 
tículo para que el Gobierno pueda cometer á un Juez extraño el conoci- 
miento de la causa, no ha habido ni hay términos hábiles en hipótesis ni 
evento para que V. S. haya conocido y siga conociendo de ella. 

En suma y para concluir, resulta de todo la expuesto: 

1.2 Que el conocimiento de esta causa, por razón de la naturaleza del 
delito que en ella se persigue, corresponde única y exclusivamente al Sena- 
do, en fuerza de la disposición clara y terminante del párrafo segundo del 
art. 19 de la Constitución de la Monarquía, cuya aplicación al presente caso 
no puede suspenderse porque aun no se haya dado la ley en que ha de esta- 
blecerse la forma especial en que deban suscitarse las causas que se sigan 
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ante aquel alto Cuerpo constituido en Tribunal de jueticia, toda vez que, 
faltando esa forma especial de proceder, no puede menos de estarse å las 
reglas generales del derecho común en cuanto sean acomodables á la ín- 
dole de dicho Cuerpo, con arreglo al principio inconcuso admitido y aplica- 
do en otros países y en el nuestro mismo en ocasiones análogas, y recono- 
cido y proclamado no hace muchos meses en pleno Parlamento por el Go- 
bierno de S, M. 

2.2 Que aun en el supuesto de que así no fuera, y de que correspondie- 
se, no al Senado, sino á la jurisdicción ordinaria el conocimiento del pre- 
sente proceso, sería y habria sido desde el principio, de la privativa com- 
petencia del señor Juez del distrito del Barquillo, D. José María Monte- 
mayor, en cuya demarcación está comprendida la calle de Alcalá, donde 
se supone perpetrado el delito que se persigue, y que arrancando la causa 
de ese Juez se infringe notoriamente el artículo 9.° de la precitada Consti- 
tución. | 

3.2 Y finalmente, que V. S. en ninguna hipótesis ha sido ni puede ser 
Juez competente para entender en este asunto, porque ni como Decano 
tuvo facultad alguna para practicar las primeras diligencias del sumario, 
ni la autorización ni orden verbal del Excmo. Sr. Ministro de Gracia y 
Justicia á que se refiere el auto de oficio, cabeza de la causa, pudo darle la 
jurisdicción: de que carecía con arreglo á la ley; y porque tampoco ha po- 
dido ni puede atribuirsela para continuar conociendo del negocio la Real 
orden del folio 108, mediante que se funda en el art. 38 del reglamento 
provisional, que está derogado por el 247 de la Constitución del año 1812, 
vigente en esta parte como ley especial, con arreglo å la de 10 de Sep. 
tiembre de 1837, y por el 9.9 de la Constitución reformada de 1845, y que 
además es 4 todas luces inaplicable al caso actual, atendida su letra y 
espiritu. 

Así, pues, y no siendo posible legalmente entrar en la refutación de los 
cargos hechos y de la acusación formulada contra D. Angel La Riva, mien- 
tras no se haya resuelto por qué Juez 6 Tribunal debe ser procesado y sen- 
tenciado; : i 

Suplico a V. S. ge sirva declararse incompetente para conocer de la pre 
sente causa, y en su consecuencia mandar que en el estado en que se en- 
cuentren y sin proceder ad ulteriore se remitan integras y originales las ac- 
tuaciones al Senado por el conducto que corresponde, para que constituido 
en Tribunal de justicia ejerza la jurisdicción privativa,que en negocio como 
el actual le atribuye el pårrafo 2.° del art. 19 de la Constitución de la 
Monarquía; ó cuando á este último lugar no hubiere, y no en otro caso, 
disponer por lo menos que la remisión indicada de la causa se haga al se- 
ñor Juez del distrito del Barquillo, en cuya demarcación se supone perpe- 
trado el delito que se persigue; y á fin de que asi se declare y ordene, pro- 
pongo la oportuna declinatoria, sin perjuicio y con la reserva expresa de 
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reclamar ante el Senado, en uso de la acción ĉoncedida por la ley, inhibr- 
ción de los Jueces y Tribunales de la jurisdicción ordinaria cuando y como 
convenga á mi defendido; y formalizo sobre todo el correspondiente ar- 
tículo de previo y especial pronunciamiento con los juramentos y protestas 
en justicia que pido, etc.—Licenciado, Pérez Hernández. —Procurador, Ber- 
nardino Contesini de Alonso. 
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D. FLORENCIO ALVAREZ OSSORIO 


NOTAS BIOGRÁFICAS 


Es sevillano y discípulo de Cortina; con esto queda ponderada su es- 
cuela. Lleva treinta y cinco años de inmaculado ejercicio de la profesión; 
esto prueba su talento y su pulcritud. 

Pertenece el Sr. Alvarez Ossorio 4 aquella cepa de Abogados viejos (y 
perdone la falta de galanteria), más fiados a la razón que á la impresiona- 
bilidad, más hijos del estudio maduro que del efectismo sensacional, más 
dueños del derecho que de la poética: circunstancias de tanto mayor mé- 
rito cuanto que Alvarez Ossorio, á semejanza de Diaz Cobeña, ha demos- 
trado reiterada y exuberantemente sus altas dotes de literato y su innega- 
ble inepiración. 

Nació en Sevilla en 1841 y allí cursó todos sus estudios menos el último 
año de la Facultad de Derecho, que aprobó en Madrid, donde también se 
recibió de licenciado en 1863, siendo lo brillante de su aprendizaje precur- 
sor de lo honroso de sus posteriores trabajos. 

Concurrió en la capital andaluza al bufete de D. Manuel López Arme y 
en Madrid al del inmortal D. Manuel Cortina, del que fué único auxiliar 
en los últimos años de su vida. 

Por aquel tiempo sucedió 4 su hermano D. Anibal en la dirección de la 
Gaceta Médico-forense, desde cuyas columnas trabajó con gran entusiasmo 
por la prosperidad de este cuerpo é hizo públicos sus profundos conoctmien- 
tos de medicina legal. 

Por esta circunstancia, y por excepción enaltecedora, fué admitido al 
primer Congreso médico celebrado en Madrid en 1864, discutiendo con ge- 
neral aplauso sobre el tema «Criterio de la libertad moral en la perpetra- 
ción de un delito» al lado de Ametller, Quintana, Muñoz de Luna, Nieto 
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Serrano, Rubio (D. Federico), Arrazola (Ministro entonces de Gracia y; 
ticia), Mata y otras eminencias. 

Posteriormente fundó la Revista El Ministerio público, que tuvo 
aceptación, y en la que insertó notables trabajos. 

Afirmada ya su reputación y consagrada su respetabilidad cientifica, se 
dedicó por entero al cuidado de su bufete, que ha llegado 4 alcanzar un lu- 
gar preeminente entre los mejores, y de cuyas tareas no le han separado ni 
atenciones políticas ni desempeño de cargos oficiales, pues solamente ocupó 
el de Juez de paz en 1867. 

Es imposible señalar sus defensas más importantes, dado el largo pe- 
riodo de su ejercicio; pero siguiendo nuestra costumbre de apuntar algunas, 
recordaremos la de Luciano Iniesta, en causa por tres delitos de asesinato 
y nueve de lesiones, obra jurídica que llevó á cabo nuestro biografiado, 
cuando apenas contaba veinticinco años, y que mereció la opinión favora- 
ble de ilustres jurisconsultos españoles y extranjeros y una medalla de mé- 
rito en la Exposición literario artística de 1884; la de Eugenio Muñoz, por 
asesinato de D. Pedro Rivas, en cuyo proceso hubo de poner á igual altura 
la amplitud de sus conocimientos, el tremendo esfuerzo de su voluntad 
ante toda clase de presiones, y hasta (¡terribles anacronismos de la vida en 
el mundo del Derecho!) su valor personal; la del recurso de casación inter- 
puesto por D. Matías Llamas y D. Santiago Lorenzo, por asesinato, asunto 
en el que obtuvo brillante éxito, y en el que pronunció un notable informe 
cuyos principales períodos pueden verse en el número de esta REVISTA co- 
rrespondiente al 21 de Marzo de 1885; la del proceso seguido contra varias 
personas de cierta distinción por tentativa de cohecho al Gobernador de 
Madrid, Sr. Duque de Frias, para que consintiera el establecimiento de ca 
sas de juego, defensa que dió ocasión á la interesante sentencia del Tribu- 
nal Supremo de 22 de Noviembre 1887; la de una Sala de la Audiencia de 
Sevilla contra la que se entabló en 1894 demanda de responsabilidad civil, 
de la que logró el Sr. Alvarez Ossorio que fuera absuelta con imposición de 
costas al demandante; la de Doña Teresa y Doña Josefa Ruiz Cachupin, 
ante el Tribunal Supremo sobre interpretación de un testamento; la de 
. Doña Faustina Balboa, donde desarrolló con singular y acertada minucio- 
sidad toda la doctrina del Código civil sobre personas juridicas, y la de 
D. Francisco Carranco en el Tribunal de lo contencioso'4dministrativo, 
pleito en el que obtuvo la revocación de la Real orden recurrida que negaba 
al Sr. Carranco el derecho á ocupar la plaza de Profesor de instrucción pri- 
maria del Hospital provincial de Sevilla, fundándose en el dictamen del 
Consejo de Instrucción pública en pleno. 

Entre sus trabajos científicos y literarios, ajenos á los forenses, merecen 
especial mención los artículos y poesías insertos en los periódicos La Anda- 
lucia, El Porvenir, La Bética, El Parte Diario, La Libertad, El Mundo Agrt- 
cola, Las Cortes, El Radical, La Iberia y La Nación; el prólogo del libro de 
poesías La Cruz del Guadalete, del eximio Fernández y González; la confe- 
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rencia pronunciada en el Paraninfo de la Universidad sobre el tema «Con- 
sideraciones generales acerca del matrimonio»; la traducción de la Medicina 
legal, del famoso Casper, etc., etc. 

Ocupa en la actualidad el Sr. Alvarez Ossorio los cargos de Diputado se- 
gundo de la Junta de gobierno del Colegio de Abogados, Letrado consultor 
de los RR. PP. Escolapios, de la Asociación de Escritores y Artistas y de 
otros varios centros y corporaciones. Es detallista y concienzudo en el estu- 
dio; ingenioso y agudo al escribir; de palabra serena y correctisima; refle 
xivo y caballeroso en el obrar. La templanza y condescencia en la dirección 
de los pleitos, son en él cualidades características. Cualquiera de sus traba - 
jos revela á las claras la bondad de su espíritu. 

Entiende la profesión á la antigua (¡ojalá nunca hubieran aparecido cier- 
tos funestos modernismos!) y dice á propósito de ella que «los mayores triun 
fos del Abogado, sus mejores timbres, lo que más puede enaltecerle y acri- 
solar su nobleza, no ea, ciertamente, lo que se hace muy público y mayor 
estruendo y escándalo produce. El sacerdocio de la abogacía florece, como 
ciertas virtudes, más bien en la obscuridad que á la plena luz del día.» 

A continuación reproducimos los párrafos principales de la defensa de 
Luciano Iniesta, antes aludida. En ellos encontrarán provechosa enseñanza 
jurídica, médica, literaria y psicológica, aquellos á quienes, por su suerte, 
no haya contaminado la creencia de que la labor del criminalista consiste 
en halagar las pasiones de la muchedumbre que alborota en las Salas de jus- 
ticia, lanzar epitetos de mal gusto contra el Ministerio fiscal y suplir la fal - 
ta de estudio con el aporreamiento del pupitre. 

Estimando en cuanto valen los decantados nuevos moldes, pedimos á Dios 
que no se pierda el de los Abogados como Alvarez Ossorio, para completa 
gloria del foro español. 


Asi sea. 
( 


Defensa oral en grado de súplica ante la Sala tercera de la Audiencia territorial de 
- Madrid en la causa instruida contra Luciano Iniesta y García ® | 


Excmo. Sr.:: Por postrera vez comparezco en este augusto recinto å so- 
licitar de la justificación de V. E. que se digne reformar el fallo de vista 
pronunciado por la Excma. Sala segunda, y declarar exento de responsabi- 
lidad criminal 4 mi defendido Luciano Iniesta y García, como comprendi- 
do en el art. 8.°, caso 1.°, del Código penal vigente. 

Nunca se sintió tan profundamente conmovido, como en estos supre- 
mos momentos, el Letrado que tiene la alta honra de dirigir la palabra a) 


(1) Autor de los homicidios de D., Vicente Parrondo y José Quiñones, y de las lesiones in- 
feridas 4 Teresa Aparicio, Juan Ramírez Rever, Juliana Padilla, Andrés Suárez, Antonio Vile- 
la, D. José Veidzquez, Francisca Vallejo, Restituta González y un desconocido. 
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Tribunal; y es que nunca pudo graduar como hoy toda la extensión é im- 
portancia de sus penosísimos deberes, ni acertó á comprender (permita- 
me V. E. lo vulgar de la frase, en gracia 4 Ja propiedad con que expresa 
mi pensamiento), cuánto pesa la vida de un hombre. ¡Tanto pesa, Exce- 
lentísimo señor, que la mayor pesadumbre no le igualal Y acrece ese peso, 
å medida que las distancias se van acortando; á medida que se acerca el 
instante de la absolución ó de la condena; á medida que se va dibujando 
en el espacio, sombría y amenazante, la fatal y extremecedora figura del 
patíbulo. Tal sucede en el presente proceso. Iniesta fué condenado en la 
primera instancia al último suplicio, y ha vuelto á serlo en la segunda. 
¿Qué importa que los peritos en las ciencias médicas hayan afirmado que 
su razón estaba ofuscada por la locura, y encadenada su voluntad, en el 
momento de perpetrar los hechos por que se le persigue, si, en último tér- 
mino, los autorizados legalmente para fallar sobre este punto, los respon- 
sables ante su conciencia, ante los hombres y ante Dios de sus fallos, han 
dicho lo contrario? A pesar de los dictámenes periciales, Iniesta puede ir 
al cadalso, si no es que V. E , árbitro hoy de su vida, le acoge en el ba- 
Juarte de su ilustración y de su justicia. La defensa está muy lejos todavia 
de renunciar á 1a risueña esperanza que viene alimentando hace algún 
tiempo de que asi sea, y ahora sólo anhela, que baje á sus labios lo que su 
mente concibe, y que le sea dado, no perfumar su discurso con el delicado 
aroma de una florida elocuencia, sino imprimirle el sello de sus conviccio- 
nes firm{simas. 

En vano trataría yo de desconocer las dificultades inmensas que se opo: 
nen al buen éxito de mis pretensiones. Tan no las desconozco, que sólo el 
más acendrado amor á la justicia, la conciencia de mis deberes ineludibles 
como Letrado, y la ilusión, que ciertamente me sonrie, de poder llegar un 
dia å las rejas del calabozo en que gime un semejante, y decirle: hénie agut, 
portador de una fausta noticia: he logrado inculcar mis creencias en el ánimo de 
tus Jueces: recibe, pues, el hermoso presente de la vida, que estuviste próximo á 
perder; sólo, señor, repito, 4 móviles tan poderosos y levantados como és- 
tos, ha sido dado vencer la repugnancia, que naturalmente había de costar- 
me aceptar el más oneroso de los cargos, y traer hasta V. E. mi desautori- 
zada voz. No es este un alarde de mentida modestia: es un tributo justísi- 
mo que rindo á la verdad. 

Pero no es esta la única dificultad con que he de luchar. Existe otra de 
diversa indole, y de mayores alcances todavia, 4 saber: la que en esta qan- 
sa, como en todas las de su incalculable importancia, opone al desinterésa- 
do propósito de la defensa, el alarmante grito de la opinión pública. 

¿Y quién es, me atrevo á preguntar, la opinión pública; á virtud de qué 
títulos pretende ejercer influencia en toda clase de cuestiones, sin excep- 
ción siquiera de las más elevadas y abstrusas? Llámesela en buen hora 
reina del mundo, poder abstracto é invisible que impera sobre las socieda- 
des y dispone de su suerte, lima sorda que gasta todo cuanto toca. Afirmen 
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sus partidarios y apologistas, que ella es el sostén de los Gobiernos y de las 
instituciones; pero concédase al propio tiempo, que la soberania de esa rei- 
na no se puede extender sin grave peligro 4 todas partes, y que es impo- 
tente para tomar una fructuosa iniciativa, y con mayoria de razón para de- 
cidir, en materias cuya inteligencia no depende de puras intuiciones, de 
percepciones incompletas y dudosas, sino de investigaciones profundas, de 
operaciones delicadas y múltiples del juicio, las únicas capaces de suminis- 
trarnos nociones positivas..... Como corolario de semejantes premisas se 
deduce lógica y necesariamente, que tratándose de resolver en la presente 
causa uno de los problemas psicológicos más intrincados y dificiles, cuya 
acertada resolución requiere el ejercicio, de muchas de nuestras facultades, 
y el apoyo de varios ramos del saber, tales como la medicina, la filo-ofía, 
la moral y el derecho; una de aquellas cuestiones por extremo complejas, 
sobre la que aún no se ha pronunciado el fallo definitivo de la ciencia, no 
obstante que derde las más remotas edades +e viene discutiendo, y hoy ocu- 
pa un lugar preferente en todas las filosofías, y en nuestra patria fué pre- 
sentada como tema de un congreso ilustre de médicos, á saber: Cuál es el 
criterio de la libertad moral en la perpetración de un delito; como corolario, 
repito, de todo esto se desprende, que la opinión pública, aun suponién- 
dola medianamente ilustrada, es recurable en lo tocante á determinar si 
Luciano Iniesta debe ó no responder de Jos hechos que perpetró. Aquí, di- 
gámoslo de una vez, es preciso medir el valor de los juicios por su peso, y 
no por su número. No porque se reunan muchos sufragios de personas in- 
competentes nos hallaremos más cerca de la verdad, 6 adoptando una feli- 
cisima frase de Feijóo, que resume todo nuestro pensamiento sobre esta 
materia: «Un solo hombre experto alcanzará más que un millón de igno- 
rantes, á la manera que un águila potente soportará mejor los rayos de un 
sol abrasador, que una falanje inmensa de mochuelos. » 

Basta de preliminares. Entremos ya en la narración del hecho de autos, 
con respecto al que, salvo ligerisimas variantes, hemos estado todos de 
acuerdo. 

En el día 8 de Octubre de 1865, Luciano Iniesta se levantó según tenía 
de costumbre, muy temprano, fué á la plaza del Rastro, abrió su puesto de 
ropas y muebles usados, y á poco principió sus libaciones de aguardientes 
diversos, pues hubo de hacerlas en varias tabernas. Nada notable ocurrió 
hasta las once de la mañana próximamente, hora en que hubo de presen- 
tarse en una casa de prostitución, de donde fué expulsado, por no parecer 
bien sus trazas y ademanes á las mujeres que allí se encontraban. Casi in- 
mediatamente después, pasó á Ja de dormir, de la calle de las Velas, y pro- 
puso la venta de unos jergones, venta no aceptada por el dueño de la casa, 
Pascasio Quiñones. Entonces pregunta Iniesta: ¿hay por aquí agua? y sin es- 
perar el competente permiso, se lanzó á una tinaja que estaba en el rincón 
de una de las habitaciones, y con un cacharro sacó de ella la porción de 
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agua que tuvo por conveniente, y que bebió á grandes tragos. Durante esta 
operación, el hijo de Pascasio Quiñones notó que Iniesta procuraba ocultar 
con el cuerpo la mano derecha, en la que llevaba un objeto que parecía un 
puñal, ó un cachorrillo, y lo hizo presente 4 sus padres, quienes intimarop 
á aquél la salida de la casa. El desconocido, pues desconocido era Iniesta 
para cuantos allí se hallaban, accedió, pero cuando ya llegaba al dintel de 
la puerta, insistió en penetrar, por cuyo motivo le cogieron del brazo, y le 
sacaron al medio de la calle, donde le dijo Pascasio Quiñones: «Con mala 
idea lleva un arma oculia: viene Vd. con el pretexto de vender jergones á asesi- . 
narnos en nuestra propia casa: suelte Vd. ese arma, ó llamaremos á los guar- 
dias.» El procesado contesta 4 estas palabras, y á otras análogas qus le diri- 
gian los circunstantes, que él con nadie se mete, y esto repite otro joven tam- 
bién desconocido para todos, que á la sazón por allí pasaba. Pascasio Qui- 
ñones, que como he dicho antes, le tenía sujeto, le suelta, é [Iniesta apa- 
rece de repente armado de un cuchillo, con el cual asesta el primer golpe, 
no á Pascasio Quiñones, como parecía natural, siendo la persona con quien 
se hubo de entender desde su presentación en la casa de dormir, de la que 
era dueño, y quien le agarró por el brazo, y le echó á la calle, y le increpó 
con el dictado de asesino, y en una palabra, pudo de alguna manera so- 
breexcitar sus pasiones; no fué 4 éste, ni siquiera á su hijo, que le habia 
delatado, á quienes asestó el primer golpe, sino á Teresa Aparicio y á Juan 
Ramirez Rever, espectadores, casi completamente pasivos, de aquella escena 
tumultuosa y sangrienta sí, pero mucho menos todavía que las que habían 
de seguirle. Convengamos, Señor Excmo., en que generalmente no obra asi 
el hombre que goza de la integridad de sus facultader intelectuales y voli- 
tivas, ni aun el que cede á los impulsos de una pasión avasalladora, sino 
el enajenado, que ha perdido la conciencia de sí mismo y el poder direc- 
tivo de sus acciones, cuyas consecuencias no conoce; que hiere por herir; 
que mata por matar; absolutamente, es decir, al primero que la mala suerte 
le depara; al que antes encuentra en su camino, aun cuando no le conozca, 
ni le haya causado la más liviana ofensa. 

Después de haber herido á Teresa Aparicio y á Juan Ramírez Rever, Lu- 
ciano Iniesta sale desaforado, frenético, furioso, como se afirmaba en el ter- 
cer considerando de la sentencia de primera instancia; furioso, observe la 
Sala, que así se dice bien categóricamente por un Juez que impuso al pro- 
cesado la pena de garrote vil, sin parar mientes siquiera en que el furiosus, 
como se llamaba al enajenado en las leyes del pueblo-rey, mucho menos 
sabias, y mucho menos piadosas que las nuestras, está superabundantemen- 
te castigado con su mismo furor: furiosus ipso furore punitur; pálido, como se 
asegura en alguna de las declaraciones prestadas en la causa, y con el puñal 
enarbolado, hiriendo y matando á cuantos hallaba, sin que opusiesen ni el 
menor obstáculo 4 su veloz carrera; sin respetar ni 4 ancianos, nia mujeres, 
ni á seres débiles, ni á nadie; dando á unos en la espalda, á otros en el pe- 
cho, y á todos donde alcanzaba su inconsciente brazo, impulsado por una 
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especie de ciega fatalidad. ¿Será capaz el Ministerio público de negarnos 
que si Iniesta, en aquellos instantes de desolador vértigo, encuentra á sus 
padres, hunde en sus pechos el puñal homicida? Ponga la mano sobre su 
corazón, y responda, como siempre lo hace, con entera plenitud de concien- ` 
cia á esta pregunta. ¡Ah, no: no habrá quien se atreva á contestarlas. Pues 
entonces, ¿cómo demandar para nuestro defendido, cómo imponerle la úl. 
tima, la terrible, la irreparable pena de muerte, mientras quepa algún gé- 
nero de duda sobre el estado de sus facultades al tiempo de cometer los cri. 
menes por que se le persigue, mientras no nos sea dado afirmar en él, re- 
suelta y terminantemente, una responsabilidad total y absoluta, como ab- 
soluto es el castigo á que se le quiere condenar? 

Pero continuemos el relato. Evitemos ahora toda apreciación que aun- 
que importante, distraería el ánimo de V. E. del objeto principal. Diga- 
mos, que cuando Iniesta parecía más engolfado en su obra de exterminio y 
de sangre, el celador de policía urbana D. José Cobelo, que le vió venir á 
todo correr, perseguido por la desatentada multitud y por la fuerza pública, 
abrió los brazos y le eujetó. Detenido Iniesta, es conducido á la Prevención, 
donde al poco tiempo dice, que tiene deseos de almorzar, y lo hace, según 
las deposiciones de varios testigos, con buen apetito. Ya en la primera ins- 
tancia, en vista de este hecho se decía por la acusación: ¡Oh colmo de la 
maldad! Aquel hombre, que era causa de tan enormes infortunios y que 
agobiado por el peso de su culpa, no debía gozar un punto de reposo, pide 
sin embargo de almorzar, y lo hace con apetito; la defensa contestaba, y lo 
reproduce hoy: ¡Oh colmo de la locura! Sí, de la locura; porque quien así 
obra; quien en instantes tan supremos está impasible, y extraño á toda tor- 
tura moral, sólo siente el aguijón de las necesidades físicas, es muy de pre- 
sumir que haya obrado sin conocimiento. Sólo un criminal empedernido, ó 
un desventurado cuyas facultades psíquicas se hallan perturbadas, podrían 
hacer en la Prevención, lo que hizo Iniesta. Es así, que éste, según consta 
de autos, ni en su vida anterior al crimen perpetrado, ni con posterioridad 
al mismo durante su reclusión, ha dado muestras de criminal empedernido, 
luego podemos deducir la consecuencia lógica, casi inevitable, de que al sa- 
tisfacer ampliamente su apetito, en las críticas circunstancias indicadas, 
aun no había sacudido por completo la perturbación mental, causa eficien- 
te pocos momentos antes de los crimenes imputados. Y si de la esfera de 
esta verosimilitud racional, que tiene su más sólido cimiento en el estudio 
del hombre conforme á las leyes psicológicas, quisiéramos pasar al de la 
ciencia frenopática, bien pronto nos diría ésta, que un fenómeno semejan- 
te al que venimos haciendo objeto de nuestro examen se observa todos los 
días en los asilos manicómicos, cuyos infelices moradores disfrutan de la 
más imperturbable rerenidad, de la imposibilidad más triste, después de 
sus terribles accesos. Vea aquí V. E., cómo lo que un criterio pesimista tra- 
duce en contra del procesado, puede una observación atenta explicarlo en 
su favor. Y véase aquí también, lo que en otras ocasiones se ha dicho por 
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personas más caracterizadas que la defensa de Iniesta, 4 saber: que la mi- 
sión del Magistrado requiere gran delicadeza de espíritu y exquisita sensi- 
bilidad moral, sin cuyas condiciones es imposible penetrar en la esencia ín- 
tima de las cosas. 

He presentado en toda su desnudez y magnitud el crimen de mi defen- 
dido Luciano Iniesta y Garcia; desnudez y magnitud que he querido y de- 
bido ofrecer á la superior consideración de V. E.; en primer término, por- 
que la imparcialidad me exige que diga la verdad toda entera, y en segun- 
do, porque aun cuando parezca paradógico, en ellas me propongo fundar 
uno de los argumentos demostrativos del extravio radical, si bien transito 
rio, que sufrió la razón del procesado en la aciaga mañana del 8 de Octubre 
de 1865..... (A continuación expone otros casos que por su importancia ma- 
teria] parecen menos graves, y sin embargo, revelan claramente la fría pre- 
meditación, la alevosía, la pérfida intención del agente, que no pueden en 
modo alguno revelarse en este caso). 

Después de lo dicho, se convendrá en que el Ministerio público no ha 
tenido razón al decir, que la defensa halla la excusa del mal en el exceso 
del mal, y que el único fundamento de sus pretensiones estriba en que 
Iniesta mató á dos personas é hirió á nueve. Yo dejo á la apreciación de 
la Sala, á la de cuantos me escuchan, y á la del Ministerio público mismo, 
el decidir si es eso cierto. Yo creo por mi parte que, sin pecar de inmo- 
desto, puedo decir que no. 

La defensa, por lo demás, no ha presentado la enormidad material del 
hecho de Iniesta, más que como un simple indicio racional que, unido á 
ciertas circunstancias, tales como la manera desatentada de ser ejecutado, 
su falta de razón moral, y otras de que me ocuparé más adelante, puede 
inclinar el ánimo á admitir la creencia de la perturbación mental. La de- 
fensa, lo que dice es, que el criterio de las gentez indoctas no es el criterio 
del Magistrado, del filósofo, del pensador, del hombre que inquiere las cau- 
sas de todo fenómeno, y que Jo externo no constituye la gravedad del delito, 
por más que sea uno de sus necesarios elementos, sino lo interno, lo psicoló 
gico. ¿Es esto sostener doctrinas absurdas y peligrosas, que conducen al en. 
tronizamiento de la impunidad? En manera alguna. Si me engaño, sepa la 
Sala que es de la mejor buena fe, pues la creencia que más arraigada tengo 
en mi ánimo es la de que el ministerio del A DORRNO es un ministerio de hon- 
radez, de verdad y de justicia. 

Hasta aquí he colordcrade el hecho de Luciano Iniesta en conjunto, y en 
algunos de los pormenores puramente extrinsecos que presenta Á la obser- 
vación más superficial. Tócame ahora examinarlo en su aspecto moral, in- 
terno, filosófico, si es permitida esta expresión. Confieso que la tarea es 
grave, difícil, muy superior 4 mis débiles fuerzas, pero no desconfio de 
llevarla å término, y hasta de inculcar en el espíritu de V. E. las convic- 
ciones profundas de que el mío se halla poseído. 
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Sabido es de cuantos con alguna especialidad se consagran al estudio del 
derecho penal, que los hechos moralmente imputables ofrecen, por regla 
general, caracteres propios que los distinguen de aquellos otros perpetrados 
en estado inconeciente, y á los que los autores de medicina psicológica han 
convenido en llamar, sin duda por traslación, hechos irresponsables. Al de- 
cir por regla general, bien claramente doy á entender, que no hablo, ni ha- 
blaré nunca en el curso de mi defensa, en términos absolutos. No. El abso- 
luto en lo humano es el absurdo. Tudo cuanto de algún modo pertenece al 
hombre, ó con el hombre se relaciona, participa forzosamente de su carác- 
ter relativo y contingente. De los principios absolutos hay que desconfiar, 
pues no hay más verdad absoluta, ni más bien absoluto, ni más belleza ab- 
soluta, que Dios. Tratándose de la ciencia humana, podríamos decir, que 
cada cosa es verdadera en parte y en parte falsa, y que nada es enteramente 
verdadero, si nos referimos å la pura verdad. Quiero hacer esta indicación 
preliminar, como asimismo la de que no abrigo la loca pretensión de creer 
que estoy siempre en lo cierto. Multitud de veces me hallaré en el error. A 
él estamos ligados todos los hombres, desde el instante en que contempla- 
mos la luz. Pero ese errur, hijo de un propósito elevado, consecuencia de un 
esfuerzo hecho hacia lo justo, merecerá dispensa. Así al menos lo espero. j 

Entrando ya 4 establecer el diagnóstico diferencial entre los hechos res- 
ponsables y los irresponsables, diremos que el primero, y sin duda el más 
principal carácter de estos últimos, es su falla de razón moral, de por qué, de 
móvil. 

En efecto, todo fenómeno, ya del orden fisico, ya del intelectual, ya del 
moral, reconoce una causa. No hay efecto sin causa, se dice vulgarmente, y es 
un axioma incontrastable. Refiriéndonos 4 los crimenes, no se comprende 
que sin un interés, que sin motivos mås ó menos poderosos, un hombre 
cuerdo se lance á la comisión de actos contrarios á la moral, å la sociedad 
y á la ley, exponiéndose al justo rigor de ésta; al sacrificio de su existencia 
en un patibulo. El principio de la utilidad, al que un célebre jurisconsulto 
ha dado tantos desarrollos, y considerando como de indispensable consulta 
para los Gobiernos y para los legisladores, es un principio que, rectamente 
entendido, debe apreciarlo el Juez al formar su juicio sobre las acciones 
humanas; al tratar de edquirir el verdadero criterio de la libertad moral en 
la perpetración de un delito.. . . k A 

Convengo, en que es esirena damente difícil hallar el haril de nuestras 
acciones, muchas veces escondido en los senos más recónditos de la con- 
ciencia; pero porque convenga en todo esto, ¿habré de convenir asimismo, 
en que cuando no encontramos causa facinoris alguna, ni grande, ni pe- 
queña, ni proporcionada, ni desproporcionada, ni vaga, ni concreta, ni de. 
ningún género, no tenemos siquiera el derecho de presumir la irresponsa- 
bilidad; y en que si no podemos, por nuestros limitados medios de investi- 
gación, llegar hasta esa causa, se puede, tuta conciencia, sin escrúpulo ni 
vacilación, levantar un patibulo? Eso nunca. 
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Entre una causa, aunque pequeña, y la ausencia de tuda causa, hay un 
abismo. La justicia y la humanidad reclaman, por otra parte, que si no po- 
demos explicarnos satisfactoriamente el motivo de un hecho, por regla ge- 
neral justiciable, declaremos nuestra impotence y no hagamos un vano 
alarde de severidad. 

Iniesta, Señor, ni aun siquiera conocía de vista á sus victimas; nada te- 
nía de común con ellas, El ingenio más sutil y analítico no dará con la ra- 
zón moral de sus acciones. Ni la envidia, ni la codicia, ni la venganza, ni 
los celos, ni la concupiscencia, ni ninguna de esas tempestades del alma 
que se llaman pasiones, armaron su brazo del puñal homicida. Fué, que sa 
razón se anubló: fué, que perdió el imperio sobre sí mismo. ¿Cómo no se 
admite esta conclusión, aceptándose, como no pueden menos de ai 
sus premisas? . . . . . E ee wea 

Hablando con toda lealtad, diré que, en mi ema: Iniesta divo adi 
zis la conciencia incompleta de sus actos hasta que hirió á Teresa Apari- 
cio y á Ramirez Rever; pero desde este momento, la vista de la sangre ver- 
tida, ó algún otro fenómeno, no por inexplicable menos cierto, operado en 
su especial organismo, hizo que perdiese su normalidad psíquico- fisiológica, 
y que se levantase en él audaz y potente el instinto de la destrucción, que 
más 6 menos desarrollado, en todos los hombres existe, y que tan protéicas 
manifestaciones tiene; el instinto de la destrucción, ese brutal y ciego cl- 
clope, que, como dice Richter, eleva su voz en todas las tempestades de 
nuestra frágil existencia. Si, por otra parte, el procesado hubiese tenido la 
lucidez necesaria de razón para comprender lo que hacia, hubiera visto 
que las primeras lesiones por él causadas eran leves, y no habría agravado 
después su situación, arrebatando vidas que podrían reclamar la suya. 

Yo me abismo, Señor; yo me fatigo inquiriendo el móvil de las acciones 
de Luciano Iniesta, y me fatigo estérilmente, pues ya he dicho antes, que 
no á mi ingenio humildisimo, sino al más sutil y analítico es imposible 
encontrarlo. Sin embargo, no desmayo aún, y me pregunto: ¿Si será Iniesta 
uno de esos misántropos que aborrecen todo cuanto lleva la denominación 
de hombre, uno de esos seres víctimas de las más extrañas aberraciones, 
cuya sola pintura causa espanto y hiela el corazón? i 

No, Señor Excmo. Iniesta no puede compararse 4 esos seres. Es hasta 
ridículo el compararlo. Las razones de ello bien pueden excusarse hablando 
å V. E., que no desconoce qué clase de personas pueden llegar, y por qué 
motivos, 4 una situación de ánimo como la descrita. . . . . . 

¿Si trataría Iniesta de simular una perturbación mental? De inet 
modo. La simulación de la locura es dificil, aun á los más conocedores de 
los caracteres que presenta cada extravío mental ó afectivo. Iniesta es inca- 
paz, por su mucha rudeza, de simulación tan difícil: no hay una prueba de 
que la haya intentado, ni antes de su hecho del 8 de Octubre de 1865, ni 
durante él, ni después. . . ... +... +... o... e... 
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No nos queda ya otro remedio sino el de aceptar la mår pesimista de las 
suposiciones; la que más abiertamente pugna con las creencias general- 
mente admitidas; la que menos honor hace á nuestra especie, la de que el 
hombre hiere y mata algunas veces por el eolo y brutal gusto de herir y de 
matar, ó porque como ge ha dicho en esta causa, refiriéndose å Iniesta, lue- 
go que probó la sangre de Teresa Aparicio y Juan Ramirez Rever, la medi- 
da de su maldad no quedó colmada hasta que multiplicó el número de sus 
víctimas. 

¡Ah Señor; qué afirmaciones tan desconsoladoras! Admitir una cruel- 
dad gratuita, cuando el corazón humano es incapaz de todo sentimiento es- 
téril. Sostener que el hombre ha llegado á una degradación tal y tan pro- 
funda, que es inferior á lae bestias feroces, que no destruyen con sólo el 
objeto de dañar sin provecho, sino para eubristir y atender á la urgencia 
de su estructura orgánica. Suponer que la Naturaleza obra en contra de sus 
leyes de cunservación, que deben predominar sobre las de una destrucción 
necesaria, ¡qué horribles teorías! 

Tratándose de acciones conscientes, Henot AR nee Bi no los 
encontramos, será, 6 porque nuestra limitación no los alcanza, ó porque el 
acto es irrazonable. En el primer caso, el espectro de la duda nos detendrá, 
y en el segundo la severa é inexorable figura de la Justicia depondrá su 
ceño y su espada, y se dejará sustituir por los más misericordiosos senti- 
mientos. 

El Cuerpo médico forense de Madrid, ha opinado en este punto con la 
defensa, pues dice, eque en todo crimen hay un objeto; se ve una relación 
de antecedente 4 consecuente, y al tratar de depurar la verdad, raro será- no 
encontrar un motivo que guió la mano del criminal » 

Un célebre Médico legista, J. L. Casper, ha dicho también al establecer 
las reglas del diagnóstico diferencial entre los hechos consciente= y los irres- 
ponsables, que constituyendo el verdadero motivo de aquéllos la tendencia ra- 
Zonada que nos impulsa á salisfacer ilegalmente un deseo personal, puede muy 
bien darse tal nombre aun al placer que produce el llevar á cabo una maligni- 
dad, en comprobación de la cual cita algunas faltas que cometen los mucha- 
chos, y que consisten en romper los faroles 6 prender fuego á sus casas, como 
asimismo en derramar ácido sulfúrico sobre los trajes de personas comple 
tamente desconocidas, cortarlos, etc. Dice también el mismo autor, que hay 
individuos que experimentan un placer verdadero, una especie de cruel vo- 
luptuosidad al hacer daño; cuyos instintos han engañado á los observado- 
res, llevándoles á admitir la inculpabilidad. Como prueba de tales asercio- 
nes cita el caso del Conde Charleroi, del malvado Bottex, de las terribles 
madres y esposas Jager y Sottfried, etc., etc..... que llevaron á cabo, sin 
motivo aparente, los más inauditos crímenes. 

La defensa, después de cuanto ha dicho, no cree necesario combatir esta 
opinión de un autor, que por respetable que sea, no es axiomática; pero 
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debe si manifestar, que aun aceptándola por un momento, con ella misma 
se podria demostrar al Tribunal, que la causa facinoris del hecho de Lucia 

no Iniesta no fué esa voluptuosidad cruel de que nos habla Casper; esa ver- 
dadera alegría que dice han experimentado algunos hombres á la vista de 
los tormentos de sus semejantes, ante el espectáculo de la destrucción y de 
las más atroces torturas, porque ya hicimos notar antes, sin que se nos haya 
podido negar, que Luciano Iniesta no experimentaba fruición al cometer 
los delitos por que se le persigue, como lo revela la misma extraordinaria 
rapidez con que atestaba los golpes, sin detenerse apenas el tiempo necesa- 
rio para hacerlo. Por lo demás, en su vida anterior tampoco ha dado mues- 
tras de esa crueldad gratuita. Véase, pues, cómo, aun cuando se acepten las 
teorías más opuestas á las que la defensa profesa, no es el caso presente e) 
de su oportuna aplicación. . s.o . . . .. . ew . 0. a ee ee 

Probado con arreglo á los buenos principios, que el primer k ler de 
los hechos que en medicina legal ce llaman irresponsables, es la falta de 
razón moral, y que esta falta de razón moral existe en el de autos, debería 
dar por terminada mi tarea sobre este punto, pasando á ocuparme de otros 
caracteres que en aquel concurren, y que aunque de menos importancia, 
bien merecen ser expuestos á la consideración del Tribunal. Pero antes de 
ello conviene hacer, por lo que á la materia de que nos venimos ocupando 
respecta, la oportuna referencia y crítica de un documento redactado por loe 
dignos Médicos forenses del Juzgado de la Lnclus: de esta Corte, documen- 
to á no dudarlo importante, más que en ningún otro concepto, en el de que 
varias de sus conclusiones han sido aceptadas, no sólo por el Juez de pri- 
mera instancia, sino también por los Magistrados que dictaron la sentencia 
de vista suplicada. Consultados aquellos Profesores por la defensa, dijeron, 
al establecer el diagnóstico diferencial entre los hechos conscientes é in- 
conscientes, «que en la indagatoria misma del procesado se hallaba el mo 
tivo de sus acciones». Ahora bien: ¿qué manifestó Luciano Iniesta en eu 
declaración inquisitiva? Luciano Iniesta manifestó, «que en la casa de dor- 
ə mir de la calle de las Velas, fué maltratado por las personas que alli esta- 
» ban, las cuales le sujetaron y le quisieron llevar preso, y comenzaron á 
> llamar á los guardias, por lo que se enfadó y pegó un tirón, después de lo 
ə cual nada recuerda.» Teniendo en cuenta esta explicación del procesado, 
los Médicos forenses afirman, «que los instintos de éste fueron contraria- 
ə dos, heridos; que á su estímulo la ira se encendió, y sin el freno ya de los 
ə» sentimientos cohibitivos y de la educación, se lanzó á los actos por que se 
» le persigue; en una palabra, que la pasión de la ira fué la razón moral de 
» loe hechos de Luciano Iniesta.» 

¿Son admisibles estas apreciaciones? En manera alguna. Quizás lo se- 
rían, si [niesta no hubiese herido más que á algunas de las personas que 
estaban en ln casa de dormir; las únicas, que más ó menos violentamente, 
de un modo más ó menos directo, pudieron contrariar sus instintos; mas 
como quiera que después de haber herido levemente á esas personas, hirió 
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de más gravedad, y aun mató 4 otras, con las cuales, según hemos expresa- 
do en otro lugar de nuestra defensa, nada tenía de común, pues ni siquiera 
las conocía de vista, resulta notoriamente errónea la conclusión del dicta- 
men pericial á que nos referimos. 

Pero hay más; los citados Médicos forenses dicen, que entre los hechos 
del loco transitorio, y los del hombre cuerdo, aunque apasionado, existen 
notables diferencias. «El loco transitorio mata por matar, no á esta ni á 
» aquella persona, sino al primero que se le presenta, y acaso á cuantos en- 
» cuentra en su camino. Nadie está seguro á su lado, mientras que al del 
» ofendido cuerdo todos lo están, menos el que ha sublevado ans pasiones. 
» En el loco obra sólo el instinto de la acometividad para satisfacerse á si 
> propio, y no para vengar otro sentimiento ó pasión ofendida.» 

La Sala que ha escuchado con atención estas palabras, se dira: pues es 
bien seguro, que los Tribunales de justicia no han faltado nunca sobre un 
hecho que guarde tan perfecta consonancia como el de autos con ese aspec- 
to absoluto, que los Médicos forenses del distrito de la Inclusa atribuyen á 
los del loco transitorio. ¿Quién podia estar tranquilo al lado de Iniesta? 
¿Elegia éste por ventura sus victimas? ¿Qué pasiones trató de satisfacer, 
cvando acometió á Juliana Padilla, Andrés Suárez, Antonio Vilela, Fran- 
cisco Vallejo, José Velázquez, Restituta González, y á los mucho más in- 
fortunados Vicente Parrondo y José Quiñones? ¿Vengaba alguna ofensa 
becha á sus sentimientos, ó dejaba meramente explayarse al instinto de la 
acometividad? | 

La defenea llegará 4 admitir, y no sin mucha desconfianza, que la ira 
produjo los primeros levisimos hechos de Iniesta, ó lo que es lo mismo, 
que á impulsos de esta pasión, la más tiránica de todas, la más afín de la 
locura, la que por lo tanto más debe atraer sobre el delincuente el bene. 
ficio de una circunstancia atenuante, armó su brazo para herir á Teresa 
Aparicio y á Juan Ramírez Rever; pero nada más, nada más, Sr. Excmo. 
Escrúpulos justisimos me impiden, como lo impedirán a V. E., el pasar 
más allá. Desde este momento, el nudo se rompe, y hay por lo tanto nece- 
sidad de aplicar otro muy distinto criterio. Desde este momento, la pasión 
termina y deja su puesto á la locura, causa productora justamente de los 
homicidios que se dicen alevosos; de los homicidios que han motivado ya 
dos sentencias capitales, y tres peticiones de la misma terrible pena. 

Ya preveian los médicos forenses esta argumentación, cuando procu- 
rando ponerse de acuerdo consigo mismos, agregaban: «que si bien consi- 
» derados bajo ese aspecto absoluto 4 que antes hacen referencia, los hechos 
» del procesado parecen ser expresión de una manía transitoria, en lo que 
> se refiere á los homicidios y lesiones que siguieron å las de Juliana Padi- 
> lla, Teresa Rodríguez y Juan Ramirez Rever, tan intensa pudo ser la ira, 
» la excitación que en él produjo el aguardiente, las contrariedades que su- 
» frió en la caga de Celedonia López y otras circunstancias ignoradas, que 
» no sería extraño que, lo que comenzó en los límites de la razón, conclu- 
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» yese en el principio de la locura, en ese estado mixto que hoy reconocen 
» algunos médicos legistas alemanes, produciéndose en el procesado ese es- 
» tado, mezcla de pasión y de locura, y en el cual ee coloca la que Platner 
» llama iracundia morbosa.» . . T Soi 

No fué la ira la causa sActentex la izon oral bastante å saplicarios 
los hechos de Luciano Iniesta. Más que nuestros razonamientos, lo dicen 
los de los mismos forenses, y sobre todo la ciencia médica, que puede ser 
consultada en autores tan ilustres como Descuret, en su Tratado sobre las 
pasiones. 

Dice este escritor con respecto á los eintomas de la ira excéntrica ó ex- 
pansiva, que el corazón de los que sufren un acceso de ella, late con violen- 
cia, la respiración se acelera, la cara y el cuello se enrojecen, los cabellos 

‘ee erizan, las venas subcutáneas se distienden, se dilatan las órbitas, se 
hinchan las narices, se descubren los dientes, la voz enronquece, el oido se 
obtunde, la palabra es entrecortada, la boca arroja espumas, las fuerzas se 
desarrollan y los músculos experimentan grar des contracciones. En cuanto 
á los resultados, continúa el mismo autor, son atroces. « Después de sus ata- 
» quer, £e ha visto, con no poca frecuencia, sobrevenir deyecciones 6 vómi- 
» tos biliosoz, ictericia, hepatitis, s{ncopes, convulsiones y hasta hernias, 
> apoplegias, parálisis, roturas de las arterias y del corazón.» 

Pues si Luciano Iniesta, víctima según se dice en la mañana del 8 de 
Octubre de 1865, de un terrible acceso de ira, porque terrible es necesario 
suponerlo, no ofreció ni remotamente aquellos síntomas, ni experimentó 
estos resultados descritos por Descuret, ¿hemos de afirmar que estaba do- 
minado por la cólera y no ofuecado por la locura? Vea V. E. cómo en cual- 
quier terreno 4 que la discusión nos lleve, siempre ee habrá de concluir, 
que el hecho de mi defendido ro tiene una explicación racional; que en él 
concurre el primero y más importante de Jos caracteres atribuidos por casi 
todos los médicos legistas, y podría decirse también, que por los filósofos 


y jurisconsultos, á las acciones inconscientes, á saber, la falta de fazon 
moral, 


El segundo cancer del hecho E es, BU Aee con otros 
anteriores. ¿Existe esta antítesis, 6 más propiamente, esta falta de relación 
entre los hechos perpetrados por Luciano Iniesta en la mañana del 8 de 
Octubre de 1865, y los anteriores de su existencia? Indudablemente, pues 
cousta de autos, que sólo ha sido procesado una vez por el delito de lesio- 
nes leves, en cuyo delito, el Ministerio fiscal y la Sala sentenciadora, apre- 
ciaron la circunstancia atenuante de haber producido mayor daño del que fué su 
intención producir. . . . pas a oo 

Luciano Iniesta dijo en su ‘rida patorias «gue el Publ con que cometió 
el delito lo tenia å la venta en su puesto del Rastro, del cual lo cogió, sin 
recordar para qué, pues no tenía resentimiento con nadie, y sí súlo habia 
tenido la noche antes una cuestión con su mujer.» Sin duda obró automá- 
ticamente, 6 á virtud de impulsos de que el desgraciado no ha podido si- 
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quiera darse cuenta. Pero hay más; la ciencia nos da una explicación eatis- 
factoria de semejante hecho. Veámoslo. Adviértese en todo delirio, por 
transitorio que sea, una gradación de ideas, 4 veces lógica, porque sólo es 
falso el punto de partida, ó lo que es igual, la primera idea delirante. Esta 
gradación de ideas supone un espacio de tiempo más 6 menos largo, dentro 
del cual se realiza, como asimismo, una serie de hechos anteriores 4 la eje- 
cución del considerado como objeto principal de las investigasiones cien- 
MACABRO RE, i Cs ae ae OS 

Asi, al propio tiempo que se da una explicación al hecho de nuestro de- 
fendido, se demuestra, que la circunstancia de llevar un puñal, no es indi- 
cio cierto de un proyecto criminal, sino más bien de un acceso incipiente 
de locura, | 

Sobre lo absoluto y aislado del hecho, como sobre la intensidad de la 
voluntad agresiva, cualidades también distintivas de los actos que comete 
el enajenado, nada diremos á la Sala, que es imposible dude de que ellas 
con currieron plenamente en el de autos. 

Debe también la defensa exponer á la consideración de V. E., que Lu- 
ciano Iniesta alega no recordar sus atentados de la mañana del 8 de Octu- 
bre de 1865, alegación importantísima que bien merece la consagremos al - 
gunas palabras, 

La memoria, esa potencia maravillosa que da existencia á los siglos que 
pasaron y cuerpo á los seres desvanecidos, es bajo el punto de vista indivi- 
dual y psicológico, la facultad que posee el espiritu de recordar lo que ha 
poseído con conciencia; de guardar la tradición de los hechos conscientes 
de nuestra vida. Admitida esta sencilla definición, se comprende con faci- 
lidad suma que Luciano Iniesta olvidase los actos que perpetró, porque és- 
tos, aunque personales suyos, no fueron realizados en un estado consciente, 
y con el grado de atención y reflexión necesarias para quedar grabados en 
su espiritu. Si la intuición primera del hecho fué imperfecta, ó no existió, 
era imposible, psicológicamente hablando, que 4 ella pudjera corresponder 
una intuición posterior, clara, ni confusa siquiera. Iniesta ha olvidado sus 
actos, como se olvidan por todos nosotros los que practicamos en momen- 
tos de distracción, 6 de impaciencia, cuando no aplicamos la deliberación, 
ni las facultades reflexivas. Tan cierta y legítima es esta teoría, que la te- 
nacidad de la memoria depende menos de los procedimientos artificiales de 
la mnemotecnia, que del grado de conciencia con que los hechos se han per. 
cibido, Cuando éstos, dice un célebre filósofo, «han sido bien poseidos y 
analizados bajo todos sus aspectos y relaciones, se adhieren á nosotros por 
una infinidad de lazos, impresionan el espiritu por todos los modos de sen- 
sibilidad, se incrustan en el alma por sus afinidades con los principios su- 
periores, y en fin, se adhieren á nuestra esencia, de la que jamás se sepa- 
ran.» Entonces el recuerdo es exacto, completo, perfectamente distinto, 
sucediendo lo contrario, cuando semejantes operaciones psiquicas no se ve- 
rican, . . 2 . . . 
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Tratándose de fenómenos internos, dicho se está que nadie tiene el pri- 
vilegio de descubrirlos, si ne se revelan al exterior por signos apreciables, 
Asi, pues, ni á la acusación, ni á la defensa, ni en una palabra, al criterio 
humano, es dado sentar aquí otra cosa que hipótesis más ó menos raciona- 
les. Juez, sin embargo, V. E. en la materia, tiene el penoso y dificil deber 
de aceptar las que crea más fundadas, deber tanto más importante, cuanto 
que si acepta que Luciano Iniesta no conserva el recuerdo de sus acciones, 
la irresponsabilidad es una consecuencia inmediata; bien entendido, que la 
existencia de éste, por sí sola, no implicaría la delincuencia, pues como 
dice el notable alienista Mr. Rech, llamado en cierta ocasión á ilustrar un 
caso que se consideraba de simulación de Ja locura, «es muy posible que el 
loco se acuerde de su hecho, ó que conserve de él una reminiscencia; que 
sepa que por él ha sido acusado, y que se imponga el silencio más absolu 
to, en cuyo caso, lógico y natural es creer, que obedece al instinto conser- 
vador, propio de todos los animales.» . 

Entro, Señor Excelentísimo, en la tercera pätte dëi mi informe: desde sats 
momento no hablaré yo: hablará por mi órgano la ciencia de los peritos; la 
ciencia de los hombres, en mi concepto más competentes para decidir sobre 
una materia, que si tiene mucho de filosófica, y como en todas toma parte 
el común sentido, es principalmente del resorte de las ciencias médicas. 
Poco importa que algunos sostengan lo contrario, pues indudablemente in- 
curren en error. El célebre filósofo Kant ha pretendido, que el examen de 
todas las cuestiones relativas al estado moral é intelectual del hombre, com- 
prendiendo la parte patológica, es propio de la filosofía. M. Elías Regnault, 
en su libro «Del grado de competencia de los médicos en las cuestiones ju- 
diciales relativas á la locura, y de las teorías fisiológicas sobre la monoma- 
nía,» ha dicho, que las investigaciones acerca del estado mental, podían ha- 
cerse con buen éxito por cualquiera persona dotada de buen sentido, sin 
necesidad de ser médico; de cuya opinión ha participado también Urbano 
Coste, que llega hasta afirmar, que el ignorante tiene sobre el perito la ven- 
taja de ser extraño á toda prevención cientifica, lo cual equivale á decir, 
que somos tanto más aptos para juzgar bien un hecho, cuanto més descono- 
cida nos es la ciencia á que naturalmente pertenece ese mismo hecho. Y 
aparte de estos escritores, el señor Fiscal ha elevado en la presente causa su 
elocuente y autorizada voz, para negar también esa competencia de los mé- 
dicos. . . . E ; 

¿Y en qué se fundan tanto los partidarios del sentido común como los 
de la filosofía, para sostener respectivamente su competencia, en lo relativo 
á las enajenaciones mentales, negándola á los médicos, ó al menos restrin- 
giéndosela exageradamente? Fúndanse los primeros, en que siendo el loco 
un individuo que ha perdido la conciencia, ó de su ser, ó de su manera de 
ser, 6 de su posición social, 6 de las relaciones conocidas de los objetos ex- 
teriores, ha de ofrecer sintomas y desórdenes apreciables para todo el mun- 
do.» Al establecer estas afirmaciones, se olvida, que la locura es una enfer- 
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medad protéica, compatible 4 veces con la conciencia del yo, como sucede 
en las lesiones de las facultades afectivas, en las monomanias razonadoras, 
cuyos caracteres suelen escapar, no digo 4 los imperitos, sino å los profeso 
res más inteligentes y más prácticos. Se olvida también, aun cuando con 
relación ya 4 otros de los aspectos que los estudios médico psicológicos pue- 
den ofrecer, la posibilidad de las simulaciones, que sólo logra sorprender la 
pericia del observador, habituado 4 distinguir los verdaderos limites entre 
la razón y la locura, y las manifestaciones reales y no ficticias que ésta pre- 
senta. Se olvidan las estadísticas, que con elocuencia, en verdad aterrado. 
ra, demuestran los graves males ocasionados por el desdén con que algunas 
veces se ha solido tratar á los hombres de la ciencia médica, fiando la solu- 
ción de materias de eu competencia 4 las simples inspiraciones del buen 
sentido. Buenas pruebas son de lo que decimos, entre otras, el testimonio, 
por nadie recusado, del célebre Lelut, Profesor de la Salpetriére y de la Ro- 
quette, el cual ha observado, que un considerable número de presos estaban 
evidentemente atacados de enajenación mental, cuya ob-ervación hicieron 
también en las Penitenciarias á que estuvieron adscritos, M. Basche, de Fi- 
ladelfia, y Pellis de Lausanne. Ultimamente, de la estadistica publicada 
por Vingtrinier, médico de las prisiones de Rouen, resulta, que de doscien- 
tos sesenta y dos presos, sospechosos, según los alienistas, de locura, cuatro 
murieron en la pririón antes de sufrir la condena; ciento setenta y seis fue- 
ron reconocidos más tarde como enajenados, por sus mismos Jueces, y de 
los ochenta y dos restantes, todos fueron trasladados de la cárcel al mani- 
comio, á excepción de dos que se suicidaron. ¡Resultados terribles que no 
pueden menos de hacer pensar al Juez menos escrupuloso! 

Y los sectarios de la filosofía, ¿en qué re apoyan para reclamar Ja com- 
petencia en la materia de que nos ocupamoe? Pura y fimplemente, en que 
al tratar de la locura se trata de las facultades anímicas, de las manifesta- 
ciones del espíritu, cuyo estudio cae bajo la jurisdicción de la psicologia. 
Pero también se trata, agregaré yo, de la relación intima, de la dependen- 
cia recíproca, del principio, no de causalidad precisamente, pero si al me- 
nos de condicionalidad que existe entre el cuerpo y el espíritu; entre la in- 
teligencia y los órganos, que le sirven de instrumentos; entre lo físico y lo 
moral; relaciones que nadie está como el verdadero médico, por la indole 
misma de sus estudios, en circunstancias tan abonadas para percibir y com- 
probar. Si por filosofía se entiende la ciencia del hombre, considerado: pri- 
mero, en su esencia una y entera; segundo, en la diversidad de los elemen- 
tos parciales que la constituyen, y en la dualidad de su naturaleza como 
espíritu y como cuerpn, y tercero, en la armonía de sus determinaciones 
internas. Si por filosofía te entiende una ciencia tan completa, que abrace 
no sólo la psicología, y la somatología, y la antropología general, sino tam- 
bién la patología, ó el estudio de todos los órganos y de todas las funciones 
en estado de anormalidad, entonces no tengo dificultad alguna en conceder, 
que del filósofo es la competencia en la materia de enajenaciones mentales, 


DE 7 
290 FORO HISPANO AMERICANO 


siempre que posea el profundo espiritu de observación, y la fecunda expe- 
riencia, que deben acompañar á la pura abstracción teórica. 

Pero no ee, Excmo. Sr., á esta filosofía á la que se alude. Se alude visi- 
blemente á la filosofía animista, verdadera ontología incomprensible, se- 
gún la cual, el hombre está reducido al juego de las facultades espirituales, 
viniendo á ser la vida material, la naturaleza entera, casi un mero producto 
de la imaginación; filosofía tan absurda como la que sostiene, que la mate- 
ria lo es todo; que el espíritu no es más que el resultado de la combinación 
de las fuerzas físicas, de los átomos corpóreos, del equilibrio de los órga- 
nos. Se alude á esa filosofía, conforme á la cual, el alma es un aire, una 
sombra, un soplo, un no sé qué, completamente independiente, sin asiento 
en ninguna parte, ni relación con nadie, más que consigo misma. A esta 
filosofía es á la que te alude; á esta filosofía incompleta; á esta ciencia di- 
visible, que no puede comprender al hombre, ser eminentemente complejo, 
armónico, dotado sí de espiritu, pero espiritu que se relaciona con los órga- 
nos, y que por medio de los órganos ee revela. 

Pues bien: la ciencia múltiple que estudia el pensamiento, que se des- 
envuelve y ejercita con el auxilio de la organización, y la organización fun- 
cionando para el pensamiento; que considera el cuerpo y el espíritu como 
substancias distintas, si, con su vida peculiar, con sus actividades propias, 
pero que sin embargo se relacionan y compenetran mutuamente, no de otro 
modo que fluidos de naturaleza distinta se atraen, y de la misma se repe- 
len. La ciencia que afirma toda la libertad, toda la autonomía, toda la ex- 
celencia y superioridad del espíritu, que representa, mejor que el cuerpo, 
la íntima esencia del hombre, pero que por no caer en un ascetismo tan 
pernicioso y erróneo como el materialismo, no desprecia el cuerpo, que 
tiene también su valor propio; que debe ser respetado en su dignidad, si- 
quiera porque es una obra de la Naturaleza tan bella como sabia; que sólo 
obedece cuando es dirigido conforme á sus propias leyes; esta ciencia, la 
única verdadera, es también la única capaz de atribuir competencia en un 
punto que, como el de las enajenaciones mentales tan complejo es, y tanto 
requiere el profundo conocimiento del hombre, material y espiritual. 

Por eso los médicos reclaman con razón tal competencia; porque ellos 
estudian al hombre bajo el punto de vista fisiológico-psiquico- patológico; 
porque ellos no prescinden de la vida de relación; porque ellos analizan el 
pensamiento y el admirable órgano que lo produce. ¿Se les tachará por esto 
de materialistas? No nos admiraría, cuando de tal se motejaba al célebre 
Galeno, que verificando un dia ante sus discípulos la disección de un cadá- 
ver, se postró de rodillas y pronunció en loor de la Divinidad un discurso 
elocuentisimo, impregnado del espiritualismo más sublime. 

No es posible, pues, dudarlo: tratándose de enfermedades, siquiera estas 
sean de la razón, la competencia corresponde á los médicos, porque no hay 
enfermedades sin órganos lesionados ó funciones alteradas, ni nadie conoce 
los órganos y las funciones como el que sin cesar los estudia. . . . . - 
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Ahora bien: ¿cuál es la conclusión principal que ha sentado en su auto- 
rizado dictamen el Cuerpo médico-forense de Madrid? ¿Cuál es la opinión, 
que bajo su conciencia han emitido los peritos sobre el hecho de Luciano 
Iniesta, después de un maduro examen, de empeñadas controversias y sin 
otro deseo que el de esclarecer con sus conocimientos especiales la obscuri- 
dad del caso sometido á la elevada crítica del Tribunal? Preguntados por la 
defensa, «si en vista de los caracteres del hecho de Luciano Iniesta, de las 
causas que sobre éste influlan en la mañana del 8 de Octubre de 1865, ya 
en relación esas causas con la predisposición hereditaria 4 la locura, ya se- 
paradas de la predisposición, en el caso de que no la admitiesen, con más, 
cuanto del proceso resultase respecto á las condiciones personales del suje- 
to, 4 sus extravagancias y aberraciones, y otros datos que pudiesen inquirir 
con el auxilio de los medios que la ciencia aconsejase, crelan que el proce- 
sado había obrado libre y deliberadamente, ó por el contrario, que su liber- 
tad moral estaba coartada»; preguntados, repito, los peritos, sobre este in- 
teresantisimo extremo, contestaron bien clara y terminantemente, sin esos 
ambajes y rodeos que por desgracia no son raros en los dictámenes pericia- 
les, que la libertad moral de Luciano Iniesta estaba coartada en el momento de 
| perpetrar los hechos por que se hallaba procesado. 

¿Pero qué clase de coartación era la experimentada por Luciano Iniesta, 
en el momento de la comisión de los hechos que se le imputan? ¿Era por 
ventura la coartación que sufre el hombre que es llevado al crimen por vio- 
lentos impulsos pasionales, ó la del ebrio, que tampoco es enteramente 
consciente ni dueño de si mismo, 6 en fin, la del delincuente, que por per- 
verso que se le suponga, no logra tampoco consumar el crimen fria é impa- 
siblemente? ¿Era la coartación todavía compatible con la normalidad 
psiquico-fisiológica, con la libertad, siquiera sea un tanto limitada, del es- 
piritu y de la voluntad? No, Sr. Excmo.: la coartación que sufrió Luciano 
Iniesta, fué, según los hombres de la ciencia médica, completa, patológica, 
como directamente se infiere de estas textuales palabras: «En el concepto 
de los que euscriben, Ja manía transitoria fué la que ofuscó la razón del 
desgraciado Iniesta, en la mañana del 8 de Octubre de 1865 » 

Y bien, se dirá: ¿es posible esa manía que estalla de repente y cesa con 
la misma facilidad con que comenzó; esa mania que se presenta. súbita é 
inesperadamente, bajo la influencia de una causa cualquiera, en un indi- 
viduo sano de espiritu, y que no sigue su curso ordinario, pues lejos de ello 
se agota, digámoslo así, en un solo acceso, para no volver á aparecer jamás? 


Sucede en las enfermedades de la razón lo que en las del orden físico 6 
eomatico. «Todos los días, dice Boileau de Castelneau, oimos hablar de 
personas que han muerto de repente, á consecuencia, ya de una apoplegia 
cerebral ó pulmonal, ya de la congestión de cualquier órgano esencial en 
nuestra economía, ya de la rotura de un aneurisma, ya también de alguna 
otra causa, que aunque cierta, la anatomia patológica, el examen necrós- 
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pico no alcanzan á descubrir, ¿Y por qué no ha de poder suceder lo mismo 
con respecto á las facultades animicas?» 

La locura transitoria, agregaré yo, no puede negarse, como no puede 
negarse tampoco la realidad del dolor físico, del latido, del extremeci- 
miento, del calambre y del vértigo instantáneos, por la sola razón de que 
no persisten como el dolor del reuma, del ántrax, ó de la gota, ó porque 
no recorren los pausados periodos de la tisis, del cáncer, 6 de otros análo- 
gos padecimientos. Si no se niega Ja posibilidad del intervalo lúcido, equi- 
parado por Agueseau 4 un día esplendente entre dos noches tenebrosas, 
¿por qué se ha de negar la de la locura transitoria, á su vez equiparable á 
una obscura noche entre dos hermosos dias? ¿Pues hay algo tan admisible, 
y que con tanta facilidad se comprenda, como la existencia de E 
pasajeros de nuestras facultade»? : 

Conformes la mayor parte de los autores en admit, sin reserva alpine 
la mania transitoria, convienen asimismo en que esta frase no se debe en- 
tender de un modo absoluto, pues siempre hay algunas causas 6 anteceden- 
tes, algunos rasgos especiales en la vida del bu que hacen presumir el 
hecho inconsciente. . . . . E oe e 

La mania fani loria tiene sus causas, de una ú alà indole, aii ó me- 
nos apreciables, y sus prodromos, y sus síntomas, á los que en un principio 
suele no darse importancia, pero que al cabo se traducen en el acto reco- 
nocido por todos como irrazonable. Por eso Devergie, en su precioso artícu- 
lo, titulado «Donde concluye la razón y donde comienza la locura», dice: 
Es necesario distinguir la explosión de la locura, de la locura misma: aque- 
lla tiene lugar muchas veces después de ésta, que se halla como larvada en 
las profundidades de nuestro ser; pero que llega á manifestarse de un modo 
brusco, repentino, y acaso cuando nadie lo espera; 4 lo que el reputado mé- 
dico-legista agrega, y es una verdad en mi juicio incontrastable, «que mu- 
chas de aquellas explosiones, dependientes de un principio de desarreglo 
del espíritu, podrian ser evitadas á virtud de una educación física, intelec- 
tual y moral adecuada á cada caso.» Quiero, pues, Señor Excelentísimo, que 
conste, que yo no admito, á pesar de la opinión de algunos autores, la lo- 
cura transitoria como un fenómeno absoluto, aislado, extraño á todo ante- 
cedente, sino como un resultado de causas predisponenters, ocasionales y 
determinantes, entre las que 4 priori pueden indicarse algunas, tales como 
la herencia, los graves disgustos domésticos, una conmoción grave del sis- 
tema nervioso, un grande aflujo de sangre á la cabeza, una supresión insó- 
lita de los ménstruos, el puerperio, una insolación, una intoxicación, una 
supresión de epistaxis habituales, un choque epiléptico, el sonambulismo, 
las lesiones en la cabeza, un violento impulso pasional, los estímulos eró- 
ticos, los alcohólicos, y en fin, el sinnúmero de causas que constituyen la 
etiología de las enajenaciones mentales. Pero la existencia de causas que, 
como verá V. E., concurrieron en el hecho de Luciano Iniesta, no es en 
modo alguno incompatible con lo transitorio del acceso de locura. 
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Se ha sostenido por el dignisimo señor Fiscal, que el eminente profesor 
de la Universidad de Berlín, J. L. Casper, niega la existencia de la locura 
transitoria; y como que la famosa obra de medicina legal de este autor, que 
justamente me cabe la honra de estar traduciendo, anda ya en manos de 
nuestros Tribunales, y se halla muy de acuerdo con Jas opiniones que éstos 
profesan, me es forzoso detenerme aquí algunos instantes. 

En mi concepto, Casper no niega, y antes por el contrario, admite la 
locura transitoria. En efecto: al folio 329 de su citada obra, se jeen estas 
palabras, que quiero transcribir, para que se forme el más exacto juicio: 
« La manía puede desarrollarse de tres maneras diferentes: ó súbitamente, 
>» á consecuencia de una conmoción del sistema nervioso, proveniente de 
> una catástrofe, ó de una emoción violenta, en cuyo caso la locura persis- 
» te y se reconoce con facilidad, 6 lo que es más frecuente, de un modo len- 
» to y progresivo.» 

Por último, concluye Casper, y ruego á V. E. fije su ilustrada atención 
en estas palabras: La manta puede estallar súbitamente, en un individuo sano 
de espiritu, bajo la influencia de una causa cualquiera, sin seguir su curso ordi- 
nario, en cuyo caso se agota, por deci: lo ast, en un solo acceso, después del cual 
la perturbación mental cesa para siempre. ¿Y es esto, pregunta la defensa de 
Luciano, otra cosa que la manía transitoria? 

Pero hay más; Casper agrega, «que la manta puede invadir súbitamente el 
espíritu de un individuo sano, bajo la influencia de la embriaguez del sueño, del 
parto, 6 de una insolación, y desaparecer después de un acceso, para no volver 
nunca á presentarse; y si bien dice, que no hay una especie particular de 
enfermedad mental llamada manta transitoria, y que esta denominación anti 
científica y peligrosa debe ser excluida de la ciencia,» demasiado se alcan 
za, que la denominación de una cosa, no es la cosa misma, y que ci los acce- 
sos de la mania transitoria sólo difieren de la ordinaria por su duración, 
motivo en el cual se apoya Casper pura proponer la exclusión de aquélla, 
esto por el solo no autoriza å nadie para negar un fenómeno real, que en 
cierto modo es indiferente se le reconozca con este 6 con aquel nombre; ya 
el de manía instantánea ó transitoria, ya el de furor súbito, que le da el 
mismo Casper, ya el de estados fugaces de violenta perturbación, que anu. 
blando la iuteligencia nos arrebatan el poder directivo de nuestras acciones. 

Ateniéndonos, pues, al fondo y esencia de las cosas, vemos que Casper 
no niega la existencia de perturbaciones fugaces de la inteligencia, que los 
autores han convenido en llamar mania transitoria, si bien cree, lo cual, 
como ya he dicho, tiene para nuestro objeto poca importancia, que no es 
exacta y enteramente científica la denominación elegida. El verdadero es- 
piritu de la doctrina de aquel autor es, que no se admitan ciertos estados 
intelectuales sino después de una detenida comprobación y examen de las 
causas que hayan podido producirlos, obedeciendo al opinar asi, tanto como 
á su noble y levantado anhelo de limitar el alcance de doctrinas, que pro- 
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hijadas con demasiado entusiasmo, y aplicadas sin el conveniente discer- 
nimiento y sobriedad, son, á no dudarlo, peligrosas; tanto, digo, como á 
este noble y levantado anhelo, á su sistema de oponerse «å que se erijan 
en especificos casus que no lo son, cuando por el contrario, todos los es- 
fuerzos deben tender en medicina legal á la individualización y esclareci- 
miento de cada caso particular.» 

Mucho tendría que ocupar Ja atención de V. E., si entrase 4 analizar de 
un modo prolijo cuantas opiniones se han emitido sobre la existencia de la 
locura transitoria. Séame lícito, sin embargo, exponer algunas sumarisimas 
consideraciones sobre el parecer de algunos escritores citados por el señor 
Fiscal, como prueba inconcusa de que la autoridad científica rechaza mis 
asertos. Yo creo, Señor, por el contrario, que ni el sabio Hoffman, ni Bon- 
nucci, ni el doctor Marcé, ni Sacaze, niegan la locura instantánea. Muy fá- 
cil es demostrarlo. 

Hoffman dice: «que no debe considerarse como enfermedad cualquiera 
leve y transitoria lesión de las funciones, sino que se requiere para consi- 
derarla como tal, que sea estable y en cierto modo perseverante.» 

El doctor Marcé ha establecido en su Tratado práctico de enfermedades 
mentales, «que los accesos de manía instantánea son tanto más difíciles de 
estudiar, cuanto que no dejan ningún rastro, ninguna huella, siendo por 
ello imposible traerlos á una forma única de enfermedad mental.» 


Se ha citado también por el Sr. Fiscal al doctor Sacaze, y con predi- 
lección por cierto, pues á su gran concepto y notable reputación como alie- 
nista, reune el haber sido un gran jurisconsulto y magistrado en el Tribu- 
nal de Amiens. Y bien: ¿qué nos dice Mr. Sacaze? «Que incontestablemen- 
te, Jos actos ejecutados durante los eclipses de la razón, que pueden cons- 
tituir la locura pasajera, el delirio febril y la embriaguez, no tienen más 
valor ante la ley que si lo hubiesen sido en el curso de una locura caracte- 
rizada.» 

Pues eso mismo, exactamente eso mismo, vengo yo sosteniendo en la 
presente causa, & saber: que reconocida, como la reconoce Mr. Sucaze, la 
realidad de la locura pasajera, y usando el art. 8.° del Código penal, de la 
palabra loco ó demente, de una manera genérica, dentro de la cual deben 
lógicamente ser comprendidas las especies, no se debe atribuir á los hechos 
de Luciano Iniesta, por ser resultado de un acceso de Íocura transitoria, 
otro valor que el que se les daría si lo fueran de una locura gradual y pro- 
gresivamente desarrollada. Yo no sé si sufriré una alucinación; pero me pa- 
rece que la cita que el Sr. Fiscal ha hecho de Mr. Sacaze confirma y no des- 
truye las opiniones por mí sustentadas. 

Se cita también 4 Mr. Dechambre, el cual afirma «que la cualidad dis- 
tintiva de la locura, consiste en que el hombre no sea dueño de su volun- 
tad ó del juicio», que es justamente lo que viene á exigir nuestro Código 
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penal para eximir de responsabilidad, y lo que yo he tratado de demostrar 
en Luciano Iniesta. . . . . Se 

Después de lo que acabo de ionet la honta de osson á la considera: 
ción de V. E., ¿se puede sostener, como se ha sostenido, que no existe la 
manía transitoria, y que así lo proclamen los hombres de la ciencia? 

En la culta Alemania, en esa nación llamada el cerebro de la Europa, 
el atleta del pensamiento humano; en ese país verdadero prototipo de la 
seriedad científica, que ha producido tantos profundos pensadores, incapa- 
ces de admitir nada sin analizarlo antes con el escalpelo de la critica más 
minuciosa, hace más de un siglo que se viene admitiendo por los Tribuna- 
les y por Jos médicos, por los hombres ilustrados y por el vulgo, la mania 
transitoria, y otro tanto puede afirmarse con respecto á Francia, Italia, 
Bélgica, Inglaterra y otros paises que marchan al frente de los adelanta- 
mientos cientificor. : 

Pero se dice todavia: vested tearlas es poligros y doi al más la- 
mentable abuso.. . .- 

Ninguna dificultad er en concider, diè e8 aenaionada 4 pros y á 
abusos la admisión de la manía transitoria; pero pregunto: ¿por esto sólo 
se le ha de excluir del cuadro de las enajenaciones mentales, y se ha de es- 
tablecer d priori, que no fué nunca ni puede ser causa impulsiva de hecho 
alguno, ni fundamento de exención de responsabilidad para nadie? ¡Ah! no: 
eso no puede ser. Cun criterio tan estrecho y anticientifico, sería preciso, 
por ley de rigorosa consecuencia, rechazar no sólo la locura transitoria, sino 
también todas las circunstancias eximentes 6 atenuantes de la responsabi- 
lidad según nuestras leyes penales . ; 

Todavia se me dirå: no es sólo el peligro aus en iel ilera la admision de 
las doctrina: que sustentais, el único motivo que aconseja la desestimación 
de vuestras pretensiones: es que la delicadisima misión, la transcendental 
misión a los Tribunales de justicia confiada, reclama de éstos una severi- 
dad saludable, más bien que una tolerancia, sin duda alguna perniciosa. 

- En verdad, que tanto como se vocifera que entre nosotros va siendo la 
locura un recurso de moda para salvar á los delincuentes, quisiera yo se me 
señalase un caso siquiera en que semejante exención, alegada de un modo 
improcedente, haya prosperado. Tan no ha prosperado, que sin exageración 
puede decirse, que en España, para salvarse un reo por loco, es necesario, 
permitaseme lo vulgar de la expresión, que esté loco de atar. 

Probada la existencia de la locura transitoria, y combatidos los más ca- 
pitales argumentos. que contra ella se dirigen, tócame ahora entrar en la 
investigación de las causas principales que pudieron preparar y provocar un 
acceso de la misma en Luciano Iniesta y García. Excusado me parece en- 
carecer la incalculable importancia de la investigación de las causas de todo 
orden de fenómenos. No hay nada en efecto, ni más grave, ni más intere- 
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sante, ni más fecundo en el estudio de las ciencias. La causa de un hecho 
es, podriamos decir, la producción anticipada de este mismo hecho, el cual 
se halla contenido en aquélla antes de revelarse al exterior. El observador 
que sabe remontarse al origen, está ya en el camino seguro de la verdad. 
Tratemos, pues, de remuntarnos al de los hechos de mi defendido, ó sea, 
al análisis de sus causas. Veamos, si lo que no tiene explicación racional 
como crimen, la tiene como acto irrazonable. 

En sentir de la defensa, pudieron influir en la preparación y determi- 
nación de los hechos de Luciano Iniesta, varias causas, siendo las princi- 
pales, los disgustos domésticos, Jos estímulos eróticos, la excitación alco- 
hólica, y la sobreexcitación en su ánimo producida por la reyerta que tuvo 
en la casa de dormir de Pascasio Quiñones; todo esto aparte de las condi- 
ciones fisiológicas especiales de aquél, de la influencia hereditaria á que 
parece lo probable estuviese también sometido, etc., etc. 

Discutamos el valor absoluto de cada una de semejantes caugas, y de- 
mostremcs su concurrencia en el hecho de Iniesta. 

Causa primera. —Disgustos domésticos. 

Los disgustos domésticos son considerados por todos los alienistas como 
una de las causas predisponentes más eficaces de la locura. Corresponden 
á la categoría de los sentimientos deprimentes, y están, cual no otros, en 
relación negativa con la vida y el destino de nuestro espiritu; son una ré- 
mora á nuestra actividad y al cabal desenvolvimiento de nuestras faculta- 
des; pervierten nuestro carácter; nos presentan como malo y hostil todo 
cuanto nos rodea, y minando poco á poco nuestra organización, suelen con- 
ducirnos, por irresistible pendiente, á la pérdida de la razón, al crimen 
ó al suicidio. 

(Se extiende en profundas consideraciones, dedicando á la materia elo 
cuentisimos periodos). 

Otra de estas causas fué, los estímulos eróticos. 

Del poder incalculable de éstos; de los rápidos y ostensibles trastornos 
que originan en nuestra economía; de los actos que provocan, y en fin, de 
su influencia, ya persistente, ya pasajera sobre las facultades mentales, 
mucho podría decirse . . . . . . es. y Ve. N 

Conste, que semejantes estimulos eróticos abraban sobre [niesta. (Aqui 
consigna las poderosas razones que le autorizaban para hacer esta atirma- 
ción rotunda). 

Tercera causa influyente en la producción del acceso de locura transito- 
ria. La excitación alcohólica. E 

A nadie se ocultan los terribles efectos que las bebidas alcohólicas son 
capaces de operar en nuestro organismo. 

Prescindiendo de los generales y más visibles, sometidos á la común ob- 
servación, ellas producen inflamaciones gravísimas del pulmón, del higado 
y del cerebro, fiebres erisipelatosas y gástricas, flegmasias crónicas, tisis 
pulmonares, afecciones nerviosas, hidropesías, paralisis, epilepsias, caque- 
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xias, trastornos del estómago, y en general de todos los órganos digestivos; 
y para concluir, el delirium tremens, el alcoholismo; la muerte súbita, la 
locura, la combustion espontánea, negada por algunos autores, pero que 
otros muy eminentes, como Jahen, Krunitz y Ginelin, admiten..... Pero 
lo que no admite duda, ni siquiera debe traerse á discusión, es que, por lo 
menos, aun cuando las libaciones no sean desproporcionadas, ni muy nu- 
merosas, siempre producen una marcada excitación en el organismo, y 
obran de una manera especial sobre la impresionabilidad del cerebro, la 
que graduándose, constituye la embriaguez. 

Hay que distinguir, no obstante, en ésta, varios periodos, los que pre- 
sentan distintos caracteres. En el primero, las facultades se exaltan; se ad- 
vierte cierta incoherencia en Ja conversación, y hasta se pronuncian algu- 
nas palabras indiecretas é irreflexivas. El tiempo y el espacio, como dice 
un célebre escritor, Hoffbauer, se engrandecen desmesuradamente; se ex- 
perimentan goces inefables, ó dolores morales acerbos, según el estado del 
individuo al tiempo de beber; las ilusiones se multiplican y suceden con 
una rapidez verdaderamente mágica. En este primer período, según el 
Cuerpo Médico forense, de acuerdo con todos los escritores sobre la materia, 
la fisonomía se inyecta, la mirada es chispeante, y la circulación acelerada; 
el poeta se inspira, el timido se torna osado, y el hombre sin educación 
deja entrever, en este extravío incipiente, ciertos vicios ó inclinaciones que 
en su estado de completa lucidez trata de ocultar, y da rienda suelta á sus 
pasiones, que se desenfrenan á medida que va perdiendo la razón su po- 
derio. 

En el segundo periodo, la imaginación decrece hasta extinguirse, y 80- 
breviene Ja mayor y también más temible turbulencia; la faz se colora 6 
palidece extraordinariamente; hay ansiedad en la respiración; se produce 
una cefalalgia congestiva; los sentidos se turban, los movimientos son in- 
ciertos, y comiénzase á cometer algunas torpezas; la prununciación se em- 
baraza; tienen lugar evacuaciones involuntarias; naufraga la memoria, se 
paraliza la voluntad; las pasiones se explayan con el menor pretexto, y 
aparecen las alucinaciones y los impulsos al mal. Entonces el peligro es 
inminente: el hombre se asemeja mucho al maniaco, y puede ser tan nocivo 
á los demás como á si mismo. . . ler D r oe 

¿Se encontraria Luciano Iniesta en ‘algun de estos perfodos?. ..... (Entra 
en extensas investigaciones y aduce numerosos hechos que demuestran la 
afirmativa). 

Otra causa de las llamadas pedinponcuter: que comunicó gran fuerza y 
eficacia á las determinantes, fué la herencia. 

Sabido es que los más notables alienistas, fisiólogos y patólogos atribu- 
yen á la herencia grandisima importancia. A veces, dice Gintrac, en su 
magnifica Memoria coronada por la Academia de Medicina de París, sobre 
la predisposición hereditaria, el ojo menos ejercitado distingue en las fa- 
milias numerosos rasgos característicos, analogias en la forma y desarrollo 
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de los órganos, en el desempeño de las funciones, en los temperamen 
las idiosincrasias, en las disposiciones ó aptitudes mentales, en el ca 
en las pasiones, en las conformaciones viciosas, en las alteraciones gravis 
del organismo, en las afecciones que tienden á acortar los límites de la in- 
teligencia ó á perturbarla; todo lo que ha producido la división de la he- 
rencia en anatómica, fisiológica, psíquica y patológica ó morbosa. 

Para Burdach, la herencia tiene sobre nuestra constitución y nuestro 
carácter más poder que todas las influencias del exterior, físicas 6 morales. 

Girón de Buzarcingues afirma, que nada hay en el ser animal que no 
pueda transmitirse por la generación: desde los primeros rudimentos y for- 
ma de vida, hasta las más preeminentes facultades. 

Prescindiendo de Lordat, que opina que se hereda lo fisico, mas no lo 
intelectual; de Rusch, que se mantiene en la duda, y de los partidarios de 
la teoría puramente psíquica de la locura, todos los observadores conside- 
ran que la herencia es una de las causas predisponentes de las enfermeda- 
des que afiigen á nuestra especie..... 

Esquirol, Pinel, célebres especialistas cuyos dictámenes habrá que oir 
siempre con profundo respeto, aconsejan á sus comprofesores que, cuando 
duden acerca del estado mental de un individuo, afirmen la locura, si des- 
cubren el antecedente luminosisimo de la herencia. 

Mason Cox, Prosper Lucas, Harlan, Parchappe, Descuret, Morel, Jhon 
Webster, James Reid, Vingtrinier, Guislain y otros, dicen que el conoci. 
miento de la herencia es muy importante para convertir indicios vagos y 
equívocos en indicios concretos y positivos. 

Trelat sostiene, que es la causa de las causas; la causa primordial y su- 
prema de la locura. 

Y finalmente, los Médicos forenses del Juzgado de la [nclusa, aseguran 
que la herencia tiene un poder grande, como causa predisponente, en el 
desarrollo de las enajenaciones mentales, viniendo á expresar lo mismo el 
Cuerpo Médico forense, consultado en la segunda instancia. 

Veamos ahora ei esa causa predisponente se comprueba en el procesado. 
(Demuestra que en la familia de Iniesta ha habido catorce locos, y se ex- 
tiende en eruditas consideraciones y citas de corporaciones y autores res 
petables, que á Iniesta debía considerársele como sujeto á esa ley de la he 
rencia). | 

De todos modos, que sean menos exactos ó completos los informes da- 
dos al Cuerpo Médico-forense que los dados 4 la defensa, ó lo contrario, 
extremo que V. E. tiene medios de aclarar, y que yo le ruego aclare, lo 
que no se puede negar es, que el procesado, por las excentricidades y abe. 
rraciones, por nadie negadas, de que nos hablan los testigos de la prueba, 
y por todas sus condiciones personales, parecía predestinado á caer algún 
día en la locura, mediante la concurrencia de varias causas, como las de 
que he hablado en el curso de mi informe, y alguna otra de que no he ha- 
blado todavía. 
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«Huy, dice Brierre de Boismont, en la superficie de la sociedad, una 
masa de individuos muy predispuestos á la locura. Estos individuos son 
débiles de espiritu, raros, extravagantes, y reciben, cual blanda cera, las 
impresiones exteriores, cuyo choque no pueden resistir 4 causa de su limi- 
tada inteligencia, y su organismo viciado por una mala educación. Se les 
reconoce en 8us gestos, en su fisonomía móvil, en 8us incoherentes é inte- 
rrumpidas conversaciones, en sus alegrías y tristuras intensas, sin motivo, 
en la facilidad con que dejan y toman proyectos, en la irritabilidad de su 
carácter, en lo distraido de su mirada, en su extraña conducta, en la lige- 
reza y ductilidad de sus pensamientos. Todos estos, agrega Brierre, son sig- 
nos patognomónicos que presagian el destino infortunado de tales seres; 
que revelan una disposición morbosa de la inteligencia; que hacen de la 
isonomia, por la que debe entenderse todo el exterior, una fuente copiosa 
de útiles observaciones», 

No había Iniesta cometido los hechos sumariales cuando Brierre escri- 
bia las precedentes Jineas en el tomo XXI de los Anales de Medicina legal, 
de Paris. De lo contrario, habría que sospechar, con bastante razón, que el 
insigne publicista se había propuesto trazar un retrato de aquél. ¡Tan gran- 
de es la identidad entre los individuos que aji y el desgraciado Lu- 
ciano Iniesta y García! . ; 

Se ve, por lo hasta aquí dicho, que: varias causas, siendo de ata la ds 
inmediata y determinante, la especie de reyerta que en casa de Pascasio 
Quiñones sobresaltó en extremo al procesado, explican la existencia de la 
locura transitoria, y hacen procedente la exención comprendida en el ar- 
tículo 8.9, caso 1.2 del Código penal. Incúmbeme, ahora, dar á conocer 
á V. E. lo poco que en el fallo suplicado se establece para concluir, que 
aquél obró con plena libertad, y que plena, por lo tanto, es también la res- 
poneabilidad en que ha incurrido, 

En el primer considerando de dicho fallo se consigna, «que en manera 
alguna puede admitirse el dictamen médico-forense, porque los hechos, 
antecedentes y conducta de Iniesta, en que se funda, son insuficientes para 
probar que éste, en el momento de cometer los delitos por que se le acusa, 
padecia la locura transitoria que se dice, ni aquellos antecedentes se han 
estimado nunca, por si solos, bastantes para dar á conocer el estado de ma- 
nía transitoria que se atribuye al procesado». 

La refutación de este considerando se encuentra en todas las más acre- 
ditadas obras de medicina legal; en multitud de monografías del mayor 
mérito; en estadísticas fidedignas y en la opinión de hombres que han con- 
sagrado enteramente su vida al difícil estudio de las enfermedades de la 
razón. La defensa no ha de reproducir cuanto ha manifestado en corrobora- 
ción del dictamen forense, y aprendido en aquellas fuentes copiosimas. V. E. 
es llamado á decidir, si las causas, si los antecedentes, si todo cuanto en de- 
mostración de la locura transitoria de Luciano Iniesta he alegado, tiene 6 
no la importancia y significación que le he atribuido, y si basta, para que 
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la pierdan, los aunque muy respetables, desnudos asertos del Tribunal sen- 
tenciador. / 

Dice éste también, que Iniesta no sufrió un acceso de locura transito- 
ria como lo prueban los testigos que le vieron y hablaron (testigos tan in- 
competentes y apasionados como los que depusieron acerca de la embria- 
guez), y los hechos de salir de su puesto, armado de un puñal, ocultándole 
cuidadosamente, yéndose á promover cuestiones á la calle de las Velas, hi. 
riendo con mano firme y segura å sus víctimas, buscándolas de una acera å 
otra en las calles que recorrió, y eludiendo enérgica y cautelosamente la 
persecución de los agentes de la Autoridad». 

¡Cómo no he de tener grandes esperanzas de conseguir la revocación de 
la sentencia de vista, cuando por únicas razones que demuestran el pleno 
conocimiento, la integridad de la razón de [niesta, se aducen las que V. E. 
acaba de escuchar! Pues qué, ¿es posible ignoren los dignisimos Magistra- 
dos que pronunciaron esa sentencia capital, que cuando el loco forma el 
propósito de matar, también comienza por coger un arma mortifera, que 
prepara y oculta cuidadosamente? ¿Es posible ignoren que el loco pone por 
obra su malaventurado peneamiento con mano más firme y certera todavia 
que el hombre cuerdo, que, oyendo, aunque de un modo confuso, los gritos 
de su alarmada conciencia, se asusta, y vacila, y tiembla, y acaso retrocede 
ante la perspectiva de un severo castigo? ¿Es posible ignoren, que el loco 
busca y persigue, y en ocasiones hasta elige sus víctimas, y procura evadir- 
se con energía y cautela de las personas que van á su alcance? ¿Desde cuan- 
do constituyen semejantes hechos, y mucho menos el de promover cues: 
tiones, signos patognomónicos de la salud mental? ¿Consiste acaso la locu- 
ra en la alteración completa, absoluta de las facultades intelectuales, afec- 
tivas, instintivas y sensoriales? Tal podrá ser la creencia del vulgo, pero 
nunca la de la Sala de vista, ni la de V. E., porque esa alteración absoluta 
de las facultades, no es la locura; es, la no existencia; es, la muerte. 

El yo, ha dicho Delassiauve, no se pierde enteramente en Jos diversos 
grados de la enajenación, ni es indispensable para ser convencido de loco 
practicar una multitud de hechos insensatos: basta con que la actividad 
libre de las facultades se suspenda, ó que éstas funcionen imperfecta é irre- 
gularmente. 

Roger Collard afirma, que es un grande error creer que el enajenado es 
impotente para verificar ciertos actos que necesitan el concurso de la inte- 
ligencia, porque la alteración de ésta, que constituye la locura, noes un fe- 
nómeno absoluto, indivisible, infragmentario. 

Cambeyron sostiene, que el loco y el monomaniaco apenas se diferen- 
cian del criminal más que en que pasan de una manera repentina, del es 
tado de calma aparente 4 la irritación más violenta, por la causa más fútil, 
6 por una que no es siquiera apreciable. El loco homicida, agrega este mis- 
mo autor, no ignora lo que hace; pesa y compara largo tiempo los motivos 
que tiene para obrar, 6 para abstenerse, si bien es verdad que se engaña 
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sobre su valor; combina su proyecto y encadena sus razonamientos con una 
lógica que sería admirable, si las premisas no fuesen absurdas; desplega en 
la ejecución una sangre fría, una maldad, una fuerza de atención verdade- 
ramente inconcebibles, y espera con impasibilidad la pena, ó la elude con 
una destreza que casi no podrá igualar el hombre más avezado al crimen; 
por lo que, el conocimiento del acto cometido, Ja previsión de sus conse- 
cuencias y los esfuerzos hechos para eludirlas, se pueden conciliar con la 
exi-tencia de la locura, porque lo que falta en ésta, más que la inteligen- 
cia, es, el libre albedrío. | 

Mr. Rech, refiriéndose 4 un caso de enajenación mental que los Tribu- 
nales estimaban simulada, establece, que algunas personas extrañas á la 
observación de los enajenados, creen, que el no contestar éstos, por ejem- 
plo, á las preguntas acerca de la comisión del delito, prueba que su inteli- 
gencia está integra; pero la experiencia ha demostrado, que casi todos los 
locos conservan un instinto de cautela; una fuerza de disimulo, que parece 
de difícil compatibilidad con la locura. 

Según Boileau de Castelneau, el hombre es lo que es por la combinación 
armónica, por la solidaridad de sus facultades intelectuales, morales y so- 
maticas. Mientras esta armonía dura, el hombre es razonable; cuando se 
rompe, sobreviene la locura, que no significa, por lo tanto, la pérdida, la 
destrucción completa de la inteligencia. 

Y si parecen á V. E. sospechosos los alienistas cuyo testimonio he in- 
vocado, citaré el de otro que no rechazará ciertamente. Citaré 4 J. L. Cas- 
per, que al folio 264, tomo I, de su excelente obra de Medicina legal, donde 
fija las reglas del diagnóstico médico de la responsabilidad, dice: «que 
aunque sea siempre importante inquirir, si el reo ha ejecutado su acción 
conforme á cierto plan, esta es una circunstancia que ayudará poco la for- 
mación del juicio, por más que parezca natural pensar, que un plan razo- 
nable anuncia una razón sana. Con frecuencia acontece, que enajenados 
cuya inculpabilidad ce halla fuera de duda, usan de mucha astucia, y ha- 
cen entrar en la combinación de su plan todo el cuidado de un hombre 
cuerdo.» | 

Para demostrar su tesis, cita Casper en su obra varios casos curiosisi- 
mos, uno de ellos el de Juan Gniesser (Observación 176, pág. 339, tomo I), 
que mató á un muchacho que estaba á su servicio, de la manera fría y cal- 
culada que el Tribunal va á tener la dignación de oir. 

Esparció Gniesser unas cuantas piezas de dominó alrededor de un tajo 
de madera que había en la cueva de su casa, á fin de que cuando su infeliz 
sirviente viese las indicadas piezas se inclinase á cogerlas, y aproximando 
su cuello al tajo, se colocara en una posición por demás cómoda para in- 
molarle. Tal fué el plan concebido y literalmente ejecutado por Gmiesser, 
quien aseguró en la declaración de inquirir: «que hacía tres semanas abri- % 
gaba la intención de consumar tan horrible atentado, para lo que los días 
más apropósito eran los miércoles y los sábados por la tarde, pues en ellos 
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su víctima no asistía 4 la escuela»; y en efecto, un sábado, á las cuatro de 
la tarde, tuvo lugar el hecho. 

Pues á pesar de las circunstancias indicadas para Casper, para el impar- 
cial, concienzudo y severo Casper; para este insigne médico-legista que ja- 
más inclina la balanza de sus dictámenes sino hacia donde lo exigen la jus- 
ticia y la ciencia; para este tan notable práctico, que con grande ardor pug- 
na por sacar á salvo los venerandos intereses de la sociedad conculcados por 
el crimen; para este autor, cuyas doctrinas médicas y filosóficas sobre la 
imputabilidad recomienda el señor Fiscal como el único medio de resolver 
acertadamente las dificultades que este proceso entraña; para Casper, Gnies- 
ger no es un Criminal, sino un enajenado, å pesar de su premeditación, á 
pesar de su plan tan hábilmente formado y con tanta precisión llevado á 
efecto; porque, según dice muy bien, después de haber expuesto este caso y 
otros, examinándolos en su conjunto y en todus sus pormenores y relaciones, 
y visto su falta de razón moral, de por qué, de causa, de explicación bajo 
el punto de vista de la criminalidad, etc., etc., «es un error creer, que la 
premeditación, por sí sola, prueba la culpabilidad, por más que en seme- 
jante error incurran los hombres extraños á la medicina. Los locos suelen 
preparar la ejecución de sus acciones con la más hábil da 
hasta en los más nimios detalles». 

Y prescindiendo de la Autoridad cti si abe hacerlo en mateka 
tan dificil como la que me ocupa, y concretandome á España, ¿quién no 
sabe que hay aquí una multitud de locos, pero locos de cuya locura nadie 
duda; locos agresivos que las familias recluyen en manicomios para curar- 
los, es verdad, mas también para conjurar inminentes peligros; locos que, 
sin embargo, desempeñan funciones para las que es necesaria la interven- 
ción directa é inmediata de la inteligencia? ¿Quién no sabe que varios de 
los orates de Llobregat son dedicados con aprovechamiento 4 ciertos of- 
cios, y hasta representan algunas piezas dramáticas? gQuién no sabe que en 
la construcción del manicomio de Valladolid tomaron parte sus mismos in- 
felices moradores? No há mucho que el periódico francés La Ilustración 
recreaba á sus lectores con las que llamaba «elucubraciones artísticas de los 
enajenados en Inglaterra», algunas, por cierto, muy notables, como el re- 
trato del Director de El Opalo, periódico redactado por locos; y, en fin, 
si no pareciese vulgar, diría, que yo mismo he sido servido por varios de- 
mentes, en una comida con que tuvo la exquisita galantería de obsequiar- 
me Mr. Brierre de Boismont en su renombrada maison de Santé; desem- 
peñando aquellos su cometido tan perfectamente, que no me habría aper- 
cibido de que eran locos sino se me hubiese manifestado ee de 
terminada tal comida . . . . os 

Por lo que concierne á la falta de voluntad de Daia icio duite el 
” mismo Tribunal que se acredite? Trátase aqui de un fenómeno subjetivo, 
psicológico; de un hecho, digámoslo asi, de conciencia: ¿de qué modo, re- 
pito, quiere la Sala segunda que se haga constar? ¿Acaso quiere, como 
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cuando se trata de la comisión de los delitos, 6 de la averiguación de la per- 
sona del delincuente, la concurrencia de las circunstancias prescriptas por 
la Ley 12, tít. XIII, Partida 3.2%; la existencia de los tipos fijos, preconsti- 
tuidos, que producen la prueba plena y tasada? ¿Acaso pretende que el esta- 
do inconsciente del procesado, se revele de la misma manera que aquellas 
otras cosas 6 fenómenos, que pertenecientes al orden objetivo, caen bajo la 
inspección inmediata y directa de los sentidos, como por ejemplo, la frac- 
tura de una puerta, el escalamiento de una pared, la violencia causada en 
cualquier cuerpo material? Conocida la ilustración de la Sala segunda, no 
cabe admitir que profese error tan palmario, que vino á condenar la misma 
Ley de Partida antes citada, por medio de las siguientes y muy discretas 
frases: Ca non deuen ser rescebidas prueuas sobre las cuestiones 6 argumentos de 
filosofía, porque tales contiendas como estas non se han de librar por fuero, nin 
por juyzio, st non por sabiduría de aquellos que se trabajan de saber é departir 
estas cosas. 

Viniendo ahora al texto del art. 1.° del Código penal, aducido en con- 
tra de mi defendido, diré, que al establecer que delito es toda acción ú omi- 
sión voluntaria, penada por la ley, agregando, que toda acción ú omisión se 
reputa voluntaria, mientras no consle lo contrario, plantea, en muy compen- 
diosos términos, una cuestión sumamente árdua, compleja y transcenden- 
tal, cuya solución hay que buscar en las esferas de la ciencia; una tesis muy 
reñida entre pensadores antiguos y modernos, gentiles y cristianos, mate- 
rialistas y espiritualistas, radicales y doctrinarios; tesis cuyo examen deja, 
y no puede menos de deiar, al criterio de los encargados de aplicar la ley; 
«Le decidir acerca de la prueba de la volundad, y en su virtud, de la impu- 
tabilidad y responsabilidad de las acciones humanas. ¡Misión augusta que 
no es posible cumplir con regular acierto siquiera, si se prescinde de la filo- 
sofía, de esta madre de todas las ciencias, porque á todas Ins abarca, y por- 
que es la única que nos da el conocimiento del hombre, mundo abreviado 
(microscomo) sujeto á la vez que objeto de nuestras más profundas y pro- 
vechosas investigaciones] 

El art. 1.2 del Código, como todas las leyes merecedoras de tal nombre, 
es una regla general; es un punto de vista sintético; es la conclusión lógica 
de teorías pacientemente elaboradas y discutidas á la luz de la razón y de 
la experiencia; es un principio que tiene que pasar en su aplicación por mil 
análisis; que tiene que amoldarse á las exigencias de cada caso particular. 

El art. 1.9 del Código es una fórmula à priori; es una presunción juris 
dantum, cuyo valor hay que aquilatar en presencia de los hechos crimino- 
£08, jamás iguales, porque siempre son revelación del ser humano, y siem- 
pre llevan en sí el sello de la personalidad, de la individualidad, de la au- 
tonomía de este Proteo moral, esencialmente uno y diverso al mismo 
tiempo. 

El legislador, atento 4 la máxima, jura constitut oportet in his quae tn plu- 
rimum accidunt non quae ex inopinato, ha reputado voluntarias todas las ac- 
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ciones 0 omisiones, mientras no conste lo contrario, pues de no sentar este 
principio, debía sentar el opuesto, lo cual habría sido el colmo del absurdo. 
Pero con circunspección plausible, el mismo legislador, no sólo emplea al 
redactar la ley la palabra reputan, que, sin necesidad de acudir á los Dic- 
cionarios, no parece indicar un juicio completamente decisivo del enten- 
dimiento, sino que autorizó la prueba contraria, á lo que, en un principio, 
digase lo que quiera, no pasa de ser un supuesto, una presunción, una, sl 
bien se mira, opinión neceearia como base del criterio del Juez, y hasta 
para poder entablar el procedimiento; prueba que ha de hacerse, y que con 
respecto 4 Iniesta cree su defensor haber hecho, aunque hasta hoy con des. 
gracia, en la esfera del raciocinio, de la sana crítica. 

Se ha dicho, que es absoluto el precepto del Código, y que conforme á 
él no caben términos intermedios, 6 lo que es igual, que si no consta de 
una manera terminante, clarísima, la falta de voluntad, aun cuando sobre 
ésta se ocurran dudas graves, hay que declarar responsable al autor del he- 
cho criminoso imputado. 

No: el legislador no ha querido esto: el legislador no ha querido borrar 
de una plumada, ni infringir violentamente mandatos imperiosos de Ja con- 
ciencia, uno de los cuales es, abstenerse en la duda, si del obrar pueden so- 
brevenir daños 4 nuestros semejantes: el legislador no ha querido poner en 
dolorosa tortura al Magistrado, menospreciando sus justos escrúpulos y exi. 
giéndole iguales resoluciones alli donde su ánimo esté convencido, que alli 
donde esté vacilante y perplejo: el legislador no ha querido hacer posible 
el caso de que la satisfacción interior que el Juez, como tal Juez, siente, 
cuando en cumplimiento de sus altos deberes aplica la ley, vaya confundi- 
da y sea acibarada por el dolor, por el remordimiento que forzosamente 
experimenta el hombre, siempre que sin los méritos suficientes, en el te- 
rreno racional y moral, pronuncia una condena definitiva contra otro hom- 
bre. Y no ha querido esto el legislador, primero, por considerarlo injusto, y 
segundo, porque no se le han obscurecido los graves males que de quererlo 
resultarian, siendo uno de ellos, el desprestigio é inobservancia de la-ley, 
que produciéndose cuantas veces la penalidad fué desproporcionada, con 
relación á los hechos justiciables, se producirían también, si se obligase 4 
los Jueces, que no pueden despojarse de las cualidades humanas (aunque 
algunos sostengan que sí, apelando å abstracciones tranquilizadoras del es: 
piritu, pero abstracciones puramente ideales al cabo), si se obligase, digo, 
á los Jueces á dictar sentencias condenatorias, hasta de muerte, lo mismo 
en el caso de no constar claramente la falta de voluntad del reo, que en el 
de ser ésta dudosa y cuestionable. 

No explicándonos los hechos de Luciano ileatal como el rekultado de 
un acceso de locura transitoria, ¿cómo nos los explicaremos? Esta explica- 
ción es perentoria, es necesaria, mayormente en un proceso, en que se tra- 
ta del ejercicio de las funciones más graves é imponentes que la ley confie- 
re al Magistrado, funciones legítimas siempre, pero nunca en tanto grado 


Ze r 


D. FLORENCIO ÁLVAREZ OSSORIO 205 


como cuando 4 su desempeño antecede un estudio concienzudo de las cau- 
ras, de lon motivo» del acto punible, para eidir con justicia la sanción 
que sobre su autor haya de recaer. . 

Penetrada la Sula sentenciadora de la necesidad de dicho estudio, pro. 
cedió á él, y aunque no muy explicita, acuso porque los méritos de autos no 
la permitían serlo, ha dicho lo suficiente para dejar comprender el móvil 4 
que en au juicio obedecieron, ó fueron debidos, los hechos de Luciano Inies- 
ta. En el mismo considerando ya examinado, donde dice la Sala «que el 
procesado obró con pleno conocimiento», agrega, «é impuleado por su ca- 
rácter irascible»; de modo que bien puede ya asegurarse, que para el Tri- 
bunal sentenciador, no siendo el móvil de los hechos procesales, la envidia, 
ni la avaricia, ni los celos, ni la lujuria, ni la ambición, ni el orgullo, et- 
cótera, etc., debió serlo la pasión de la ira. No cabe aceptar otra versión, 
diciéndose sólo, eque Iniesta fué impulsado por su carácter irascible». 

Al exponer en la primera parte de mi discurso los caracteres de los he- 
chos responsables, y hacer la critica del dictamen emitido por los aprecia- 
bles Médicos forenses del Juzgado de la 1nclusa, formulé algunas indica. 
- ciones con respecto á que no se podía admitir, que la razón moral de lus de 
¿niesta hubiese sido la pasión de la ira, porque éste, apreciada la cuestión 
bajo el punto de vista médico, no ofreció en su organismo los sintomas pa- 
tognómicos de tan terrible pasión, ni experimentó sus resultados, asi es 
que, dando aquí por reproducido todo cuanto entónces tuve la honra de de- 
cir, he de limitarme á ampliar algunas consideraciones de un orden más 
«¡ue médico, psicológico. 

Si según han dicho hombres sapientisimos, y está acreditado por la más 
vulgar experiencia, la ira es una súbita insurrección del espiritu contra 
aquellas personas que nos han causado algún daño; un deseo tiránicamonte 
sentido de devolver el mal que se nos hace; una pasión aguda que se tra- 
duce en cierta especie de necesidad de reacción, determinada por un dolor 
físico Ó moral; una tendencia del ánimo que nos lleva por elección á la ven- 

panza, ¿cómo sostener que Iniesta hirió y mató á impulsos de la ira? Si ni 
de vista conocía 4 Bus victimas; si éstas no habían tenido con él contacto 
alguno, ¿cómo admitir que obró movido por semejante pasión? 

Es verdad que los primera y levemente lesionados, Juan Ramirez Rever 
y Teresa Aparicio, rodeaban á mi defendido cuando se le expulsó de la cata 
de dormir de la calle de las Velas; pero obsérvese, ora que fué Pascasio 
Quiñones, y no ellos, quien expulsó á Iniesta, y por lo tanto, que á él fué 
también á quien éste, obrando racional, aunque apasionadamente, debió 
asestar el primer golpe, ora que después de herir á los mencionados Rami- 
réz Rever y Teresa Aparicio, respetando á Quiñones, hirió 6 mató á otras 
personas que, como á estas tres, desconocía por completo, y ni siquiera opo- 
nian el menor obstáculo á su precipitadísima carrera. ¿Cuál fué la causa de 
estos segundos y más graves hechos, por los que se pide la imposición de la 
última pena? Evidentemente la locura, no la pasión 
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Hay, por tanto, marcada diferencia entre las apreciaciones de la Exce- 
lentísima Sala segunda y las mías, porque si bien estamos acordes en cuan- 
to á la realidad de aquella subreexcitación, discrepamos por lo tocante á la 
intensidad y extensión de su influjo. La irascibilidad de Lniesta explica sa- 
tisfactoriamente á la Sala segunda todos los hechos por éste perpetrados, 
mientras que á la defensa ni siquiera explica los que perpetró en primer 
término. La irascibilidad de Iniesta es para la Sala segunda causa eficiente 
del crimen, al paso que para la defensa es sólo causa coadyuvante de la lo- 
cura transitoria, 

Aun desechada esta opinión que vengo sustentando, y aceptada la de la 
Sala de vista, ó sea, que Iniesta obró impulsado por la cólera, todavía habría 
que convenir en que no es acreedor á la pena de muerte, porque milita en 
su favor una circunstancia atenuante, å saber, la de arrebato y obcecación, 
que ha previsto el art. 9.9, caso 7.9 del Código penal. Y siendo posible que 
el Ministerio público sostenga que es inaplicable al caso actual el benefi- 
cio de dicho artículo, la defensa expondrá brevemente los fundamentos de 
su Opinión. 

Ya sabe V. E. de qué severo modo veo las cuestiones relativas á la im- 
putabilidad y responsabilidad de las acciones humanas, y que soy enemigo 
de que los Tribunales probijen ideas de mal entendida filantropía hacia 
los criminales, que suele convertirse en crueldad hacia los hombres de 
bien. Ya V. E. ha oído de mis labios, que, por todos estilos, y bajo todas 
las formas, en los libros del moralista y en las sentencias del Juez, en las 
Cátedras, en los Ateneos y en todas partes, creo que hay que protestar con- 
tra ciertas doctrinas demasiado laxas acerca de las pasiones, si es que con 
verdadera y no mentida voluntad se aspira al bien y al mejoramiento de 
nuestra especie. Mas si opino de esta suerte, proclamo también lo que la 
conciencia universal proclama, lo que la humanidad exige, lo que consa- 
gran todos los Códigos del mundo civilizado, y es, que muchas veces las 
pasiones atenúan la gravedad de los hechos del hombre y hasta suelen exi- 
mir-á éste de responsabilidad. Materia dificil es ésta, y sobre difícil, con. 
tal superioridad tratada por antiguos y modernos pensadores, que nada, 
absolutamente nada puedo yo decir sobre ella, que V. E. no conozca de 
antemano. Pero mis deberes de defensor son tan sagrados como indeclina- 
bles, y por ello, sin otra pretensión que la de llenarlos, voy á permitirme 
algunas muy someras reflexiones, de las que V. E. bará el aprecio que en 
su alto criterio estime conveniente. 

Son de distintas clases, reconocen diversos motivos, á muy diferentes 
fines se encaminan, y no pueden, por lo tanto, merecer, ni en efecto mere- 
cen idéntica consideración, todas las pasiones; estos sentimientos exalta- 
dos, que, según la etimología misma de la palabra, denotan un padecer del 
nlma; estos impulsos desarreglados que turban la inteligencia y tienden 4 
dominar la voluntad; estas borrascas del corazón, que en el orden moral 
causan más estragos que las físicas en el de la naturaleza; que descompe- 
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men la admirabilisima y sublime armonía de nuestras facultades; que nos 
.arrebatan el conocimiento de nuestra esencia una y entera, y en vez de di- 
rigir nuestra actividad hacia los fines generales de la vida, la religión, la 
ciencia, el arte, la familia, la concentran en un objeto exclusivo que llega 
-4 scr nuestra única preocupación; que nos privan de nuestros atributos 
más excelsos y que mejor nos distinguen de los otros seres creados; que nos 
ponen á merced de nuestros deseos, lus cuales, si son vergonzosos, nos re- 
bajan hasta ocupar casi el mismo rango que los brutos. 

Cuando Ja servidumbre en que la pasión nos constituye; cuando los 
actos á que nos lleva, son conscientes, ó en otros términos, cuando apesar 
de la pasión nos poseemos, conocemos bien nuestra situación moral, los 
medios de evitarla y arreglar convenientemente nuestras determinaciones, 
sin que se nos oscufezcan tampoco los males que de no verificarlo pueden 
sobrevenir; cuando, adoptando una fórmula muy conocida, es el hombre 
inscius et compos sui, y la pasión que le excita, indigna, abominable, ¿quién 
se atreverá 4 disculpar 4 ese hombre que se deja conducir á acciones repro- 
badas por una pasión semejante? A tanto equivaldría hacerlo, como á apli- 
car la impunidad por única sanción de los más censurables desborda- 
mientos. 

Mas si la pasión no es de las adquiridas con pleno consentimiento de 
la voluntad; no es de las que ésta ha venido alimentando, sin poner diques 
4 su creciente desarrollo, sino de las que tienen su raíz en nuestra misma 
organización, eu las especiales condiciones de nuestro temperamento, que 
acaso no hemos podido, por varios motivos, modificar; si ha estallado de 
pronto, mediante el concurso inevitable de ciertas causas imprevistas, ó 
£uyo influjo no ha habido medios de apreciar exactamente; si el llegar á 
resoluciones extremas se debe á que nuestro espíritu se ha anublado en el 
paroxismo de una pasión súbita y avasalladora, ¿cómo no sentirse enton- 
ces dispuesto á admitir la pasión como una circunstancia atenuante de la 
culpabilidad? ¿Cómo negar entonces Ja justicia de aquella máxima, juris- 
consulli sanxerunt delicta quae ira aut dolore concilati conmissimus non esse se- 
verius punienda? 

Ahora bien; si en sentir de la Sala de vista, obró lniesta á impulsos de 
la pasión de la cólera, que estalló en su ánimo de un modo repentino y 
violentísimo, y que tiene su raíz en su misma organización; en su tempe- 
tamento bilioso-nervioso, é idiosincrasia gastro-hepática, con la que es de pre- 
sumir naciera, no habiéndose hallado en condiciones de variarla: si Iniesta 
obró ciego de ira, según afirmaba el Sr. Fiscal en la anterior instancia, ó 
furioso, como se dice en uno de los considerandos del Juez inferior: si es la 
cólera, aun sin merecer el calificativo de patológica (iracundia morbosa), 

locución empleada por los Profesores Boada y Arredondo, que en sentir de 
algunos significa manía transitoria, la pasión más afín de la locura, pues en 
sus exacerbaciones apenas se distingue del delirio agudo, y ya en lo anti- 
guo se la llamaba furor brevis, escandescencia furibunda, y cuando se encien- 
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de, dice Charron, arroja 4 la razón de su alto puesto, quedando el hombre 
á merced de ella, como el bajel que sin timón y sin velas corre fortuna, 
impulsado por los vientos, enmedio de la mar embravecida: si todo esto er 
cierto, yo dejo al recto juicio de V. E. el determinar, si mi defendido obro 
6 no con arrebato ú obcecación; si para originar éstos, fué ó no la ira esti 
mulo bastante poderoso; si le es ó no aplicable el art. 9.°, caso 7.° del Cò- 
digo penal; si, en suma, debe ó no limitarse su responsabilidad. 


¿A 
e e . . a. e . . o 


Convengamos, pues, en que, si no se dia ale Tiir ano Iniesta sufrió 
un acceso de locura transitoria, cuya causa más inmediata fué la sobreexci 
tación de su ánimo, ni que la terrible pasión de la cólera, por sf sola, por 
gu propia naturaleza, aun sin llegar á ser morbosa, puede muy bien, como 
algunos creen, sorprender y sojuzgar por completo y súbitamente al indi- 
viduo, privándole de eu personalidad consciente, y en cierto modo, hasta 
venir á eximirle, cual la locura, de responsabilidad, no se podrá negar en 
esta causa, ni.aun amparándose á la más draconiana interpretación, le 
concurrencia de una circunstancia atenuante, fundada en el art. 9.2, 
caso 7. del Código penal. Y no hay razón hábil para que V. E. deje de 
estimarlo asi; V. E. que nutrido al calor de la ciencia cristiana y de la filo- 
sofía cristiana, que nos dan el verdadero concepto del hombre, nou es posi- 
ble olvide máximas y principios que ellas proclaman, y que en épocas más 
remotas y de civilización menos perfecta que la nuestra, eran considerados | 
ya como axiomáticos; épocas en que la cólera y el dolor no excusaban to- 
talmente, pero si hacian que se mitigase la pena: non excusant in totum, sed 
tantum faciunt mitius delinguens puntalur; épocas en que una ley del Digesto 
decia: quidquid in calore iracundiae, vel fit vel dicitur, non prius ratum esl 
quam si perseverantia apparuit judicium animi fuisse. 

¿Es posible, que apesar de lo dicho, no haya salvación para Luciane 
Iniesta? Según el Sr. Fiscal no la hay. Discurriendo, en efecto, sobre el 
articulo 1.° del Código, ha asegurado, con el propósito de hacer ver que no 
existe punto alguno donde con esperanzas de buen éxito pueda colocarse 
la defensa de aquel desgraciado, ni en el de la locura, ni en el de la pa- 
sión, eque sólo pronunciando un grosero error en prasología cabe sostener, 
que la libertad humana es coartable, y menos aun, la voluntad, á la que 
no hay tiranía que alcance»; desarrollando para probar esta tesis, teorlas 
que, si han servido para poner fuera de toda duda los subidos quilates del 
talento y de la erudición de un funcionario tan distinguido como el señor 
Fiscal, y contribuido tal vez 4 formar la opinión de Ja Sala segunda, tap 
adversa á mi patrocinado, de ninguna manera pueden llevar a la demostra- 
ción de la culpabilidad de éste. 

Inmenso alcance tiene la doctrina del Sr. Fiscal; porque si la libertad 
humana no ee coartable, es en vano alegar la locura, ni la ira, ni nada de 
lo que en sentir de muchos, limita, restringe, oprime, coarta esa libertad; 
y es en vano también, que el Cuerpo Médico-forense haya dicho, en per- 
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fecta congruencia con lo que 4 mi instancia se le preguntó, «que la liber- 
tad de Luciano Iniesta estaba coartada al perpetrar los hechos de que se 
le acusa». n g 

Desasosegado quedaría, si no adujese algunas palabras sobre esta cues- 
tión puramente especulativa, suscitada por el Sr. Fiscal, quien, sin embar- 
-go de haberme llamado hasta determinista, no profesa doctrinas más seve- 
ras que yo acerca de la voluntad humana. 

Cree la defensa que esta voluntad, como facultad de querer (velle); 
como potencia superior del espiritu, cuyas determinaciones expresa; como 
causa suprema que preside á toda la actividad del yo, constituyendo nues 
tra personalidad y nuestra dignidad moral; como principio interno de 
obrar, según la definían los escolásticos, no es susceptible de coartación; es 
infinita, es ilimitada, es, adoptando la frase de un célebre filósofo contem- 
poráneo, incomprimible. ¿Quién será capaz de poner límites á mi querer? 
¿Quién me obligará á querer lo que detesto? Nadie en el mundo. 

También cree la defensa, que los motivos no son causas eficientes de 
nuestros actor, sino condiciones de ellos, si bien los hay de tal fuerza, que 
al influir sobre naturalezas débiles, no vigorizadas por una buena educa- 
ción, no bien templadas en Ja escuela de las grandes luchas morales, pare- 
cen irresistibles. Estimulan, excitan, mueven nuestra voluntad, mas no la 
determinan de un modo necesario. El hombre en su estado normal de evo 
lución; cuando sus facultades no se hallan morbosamente afectadas, puede, 
i con firme y perseverante voluntad se lo propone, rehacer sobre ellos, ei- 
quiera el combate que algunas veces se empeña entre su poder y su querer, 
entre sus propensiones hacia el bien y sus malos instintos, entre sus senti- 
dos y su razón, sea un combate terrible en que el vencimiento es tan difi- 
<il como meritorio, | 

Ya ve el Sr. Fiscal, que no soy partidario del determinismo, para el 
<ual los motivos impulsan de una manera fatal la voluntad del hombre; ni 
del fatalismo, en ninguno de sus diversos aspectos, que sostiene, que todo 
sla escrito de antemano; ni del materialismo, que afirma, que los seres ra- 
cionales se hallan sometidos 4 las invariables y ciegas leyes de la materia; 
ni del panteismo, que establece una Instimosa confusión entre el hombre 
y Dios, y niega así la individualidad del primero como incompatible con 
la causalidad absoluta, ni por último, de sistema alguno que ya directa, 
ya indirectamente, destruya ó mutile la libertad humana; este hecho de 
sentido intimo, cuya comprobación puede hacer cada uno en si mismo y å 
cada instante, sin necesidad de acudir å las teorias con frecuencia extrava- 
gantes y contradictorias de filósofos y pensadores; este sentimiento que 

transciende á todas las creencias prácticas más esenciales en la vida, y se 
€ncarna en todos nuestroe movimientos y determinaciones. 

Ya ve el Sr. Fiscal que mis doctrinas se acuerdan bastante con las 8u- 
yas, y que para persuadirme no tuvo necesidad de citar el ejemplo de Guz- 
mán el Bueno, ni el de otros héroes que, por sus excepcionales virtudes, 
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por su patriotismo nunca bastantemente celebrado, por su potente volun- 
tad, han merecido ocupar las páginas de oro de nuestra historia. ¿Pero ha 
habido muthos Guzmanes, no digo en España, sino en el universo entero?” 
Y el mismo Guzmán, si en aquel que debió ser conflicto horroroso y desola- 
dor entre sus afectos paternales y sus obligaciones cívicas, hubiese dado- 
preferencia á las primeras, ¿no sería juzgado con alguna lenidad por cuan- 
tos conociendo todo el poder y toda la extensión de la libertad humana, 
reeonocen también que hay infinitas causas que, influyendo sobre ella, 
limitan, dificultan su ejercicio, y deben, cuando la existencia de estas cau- 
ras se prueba, limitar también la responsabilidad? ¿No lo cree así el señor 
Fiscal? 

No me admiraría la negativa, pues confieso que, bien porque las cosas 
al parecer más diferentes tienen entre sí puntos de analogía, bien porque 
en estas discusiones ni Jos más hábiles logran, en todos los momentos, ex- 
presar fielmente con su palabra fus verdaderas ideas, es lo cierto que, 
oyendo al Sr. Fiscal discurrir sobre la voluntad humana, me parecía algu- 
nas veces (tan abeolutas eran y excesivamente rigurosas sus apreciaciones), 
que se ocupaba, no de la voluntad humana, sino de la voluntad de entes 
superiores á los que vivimos en este mundo sublunar; me parecía, que sin 
quererlo, llevado de un celo plausible, hasta en sus exageraciones, defen- 
dia en cierto modo los principios de la filosofía estoica; filosofía altiva, 80- 
herbia, irrealizable, que prescindiendo de la verdadera naturaleza humana, 
de sus pequeñeces y miserias, y en una palabra, de la vida real, condenaba 
inexorablemente, con la misma severidad, hechos que, idénticos en sw 
parte externa y en sus resultados materiales, se diferenciaban grandemen- 
te por sus móviles; filosofía que enseñaba, que todas las faltas eran iguales, 
y todo delito un crimen, y toda compasión ligereza; filosofía que no con- 
sentía la menor distinción entre los hechos pasionales y los fría y reflexi- 
vamente perpetrados, porque unos y otros eran producto de la voluntad, y 
ésta no era coartable, y aunque lo fuese, voluntad era, sin embargo (vo- 
luntas etiam coacta, tamen voluntas est); filosofía de Jos Sénecas, los Epicte- 
tos, los Traseas y algunos otros, enterrada en el panteón de lo pasado, para 
no revivir más, desde el instante en que vino á tomar posesión del espiritu 
la filosofía verdadera; la filosofía de la humanidad, de la fraternidad, de) 
amor; la filosofía cristiana, que reparando en la fragilidad de nuestra espe- 
cie, no niega en la esfera práctica la coartación de la libertad; no mide 
con el mismo rasero actos subjetivamente distintos; no prescinde de grada- 
ciones que en el bien como en mal se notan; no olvida que el hombre es 
planta celeste que mira á loe Cielos, pero que arraiga en la tierra. 

En el último de los considerandos de la sentencia suplicada se asevera, 
«que los delitos fueron cometidos con la circunstancia agravante especial y 
cualificativa de alevosía». Pocas palabras pronunciaré acerca de este consi- 
derando, que es el único de que ya debo ocuparme. 
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Dice el Código, que hay alevosía «cuando se obra 4 traición, 6 sobre 
seguro». ¿Puede afirmarse que Iniesta obró de alguna de estas dos maneras? 
¿Es homicida alevoso el que sufre, al cometer el delito, una perturbación 
que le priva del ejercicio normal de sus facultades, del uso de su libre al- 
bedrio? Proponer asi la cuestión es resolverla. Seriamente nadie llamará 
aleve á un enajenado. ¿Por qué? Porque la alevosía, tal como la define 
nuestra ley penal, aunque no implique de un modo necesario, según mu- 
chos opinan, cierta premeditación, supone, sí, la razón, con cuya inexisten- 
cia es inconciliable toda circunstancia influyente sobre la imputabilidad. 
Se comprende, sin esfuerzo, la alevosia material; mas no se alcanza que se 
califique, ni sería científico que se calificase de criminal alevoso al infeliz 
demente que mata por la espalda, es cierto, porque en esta disposición en- 
contró á su víctima, pero que mata como un autómata, sim moverse en la 
esfera de la subjetividad. 

La Ley 1.2, tit. II, Partida 7.8, con la que concuerdan otras de las Or. 
denanzas Reales de Castilla, Ordenamiento de Alcalá y Novisima Recopi- 
lación, después de decir que es la cabeza de todos los males, y la más vil 
cosa que puede caer en el corazón del hombre, la define de esta suerte: 
é trayzion tanto quiere dezir como traer un ome ú otro so semejanza de bien á 
mal, é es maldad que tira de si la lealtad del corazon del ome. 

Si prescindiendo de las leyes se acude al Diccionario de la Academia, 
se ve en él, que obrar á traición, es, obrar faltando á la lealtad ó confianza, 
con engaño, cautelosamente. 

Sin más que estas definiciones, se prueba que Luciano Iniesta, que no 
faltó 4 ia lealtad ó confianza que á persona alguna debiera; que no procedió 
con cautela; que 80 semejanza de bien, 4 nadie llevó á mal, no obró alevo- 
samente, en el primer concepto (traición) del art. 10 del Código. Tampoco 
en el segundo. Veámoslo. 

Matar sobre seguro, es, hasta el mismo sentido común lo indica, efec- 

tuarlo de tal modo, empleando tales medios, que sea tan segura la realiza- 
ción del homicidio, como lejano ó imposible el riesgo del matador. 
No resumiré. Discúlpenme de esta infracción del clasicismo oratorio, 
por una parte, mi deseo de no fatigar más la atención de la Sala, y por 
otra, el método á que me he ajustado en la exposición de mis ideas. Tan 
sólo estableceré, por vía de conclusiones legales, las dos siguientes: 

1,2 Luciano Iniesta, que al perpetrar los hechos de que se Je acusa, no 
gozaba del libre ejercicio de sus facultades intelectuales, según afirmación 
explícita y razonada, en primer término, del Cuerpo Médico. forense de Ma- 
drid; en segundo, de los Médicus-furenses del Juzgado de la Inclusa, que 
manifiestan, «que Iniesta experimentó una perturbación intelectual y mo- 
ral, despertada por la embriaguez (hablándonos también de la iracundia 
morbosa, y de estados mixtos de razón y de locura); en tercero, de los céle- 
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bres alienistas, á quienes desde este lugar envio el testimonio de mi esti- 
mación, de mi agradecimiento y de mi respeto, Messieurs Brierre de Boir- 
mont, Baillarger, Moreau de Tours, y Lumiez, y en cuarto y último, de la 
defensa, basada en los dictámenes periciales, y en los principios de las 
- ciencias de que se alimenta y nutre el derecho penal, debe ser declarado 
exento de responsabilidad criminal, conforme al art. 8.9, caso 1.° del 
Código. | 

Y 2.2 En la improbable hipótesis de no admitir la locura en Luciano 
Iniesta, y declararle responsable, por constar claramente que sus acciones 
fueron libres y voluntarias, no procediendo, como no procede, estimar Ja 
circunstancia agravante de alevosía en la comisión de los hechos persegui 
dos, y si la atenuante de arrebato ú obcecación, la pena que corresponde 
aplicar, prescindiendo de las lesiones, á los homicidios de Vicente Parron- 
do y José Quiñones, es la establecida en el art. 383, caso 2.” del Código, 
en relación con el 74, caso 2.9, á saber: reclusión temporal en su grado 
mínimo, y nunca la de muerte, aun admitiendo la agravante de alevosía, 
porque para impedir la imposición de este terrible castigo, sabe V. K. que 
basta con que medie una sola circunstancia atenuante, aunque no sea de 
tanta entidad como la que he indicado, y concurran varias agravantes muy 
calificadas. i 

Pero si estas conclusiones legales no fuesen aceptadas, todavia Iniesta 
tendría baluartes donde defender su arnenazada existencia. Me refiero 4 los 
artículos 9.° y 73 del Código. Según el primero, caso 8.°, son circunstan- 
cias atenuantes todas las de igual entidad y análogas á las antes determi- 
nadas, una de las cuales es, obrar por estímulos tan poderosos que natural- 
mente hayan producido arrebato ú obcecación; con cuya circunstancia no 
puede negarse tiene la mayor analogía, si no identidad, la pasión de la ira, 
que en Luciano admitió la Sala segunda, y que fué sobregxcitada por los 
motivos que he alegado en el curso de mi informe. 

El mismo art. 9.°, caso 1.° establece, «que son también circunstancias 
atenuantes todas las eximentes (como la locura), expresadas en el capítulo 
anterior, cuando no concurran todos los requisitos necesarios para eximir 
de responsabilidad en sus respectivos casos», lo que se armoniza y es com- 
pletado por el art. 73, conforme al cual, «se aplicará la pena inmediata- 
mente inferior á la señalada por la ley, cuando el hecho no fuere del todo 
excusable por falta de alguno de los requisitos que se exigen para eximir 
de responsabilidad criminal, en los respectivos casos de que se trata en el 

artículo 8.0, etc.» 

Ahora, falle V. E. Conocedores todos de su rectitud y del afán con que 
para conseguir el acierto, se aplica siempre al estudio de los asuntos 4 sv 
sabiduría cometidos, omito ciertos llamamientos que, ni la suma impor 
tancia de esta causa, que tan preocupada trae la opinión general y la de 
los hombres científicos, alcanzaría 4 disculpar. No firmará V. E., por segu: 
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ro lo tengo, un fallo de muerte contra Luciano Iniesta y García; no man- 
dará que el ejecutor de la justicia cumpla su espantoso deber, sin reflexio. 
nar antes muy pacientemente sobre la inmensa gravedad de una resolu- 
ción que, aun siendo justa, tiene que colmar de tristura y hacer vacilar al 
más varonil espíritu. Si temblamos en cuantas ocasiones supremas de la 
vida sentimos entre nuestras débiles manos las riendas de nuestro propio 
destino, ¡cómo no hemos de temblar al vernos árbitros del eee de la 
existencia de nuestros semejantes! 

Por Ultimo, aun cuando abundo en Ja idea de que siempre que pueda 
tener lugar la equidad, no debe cargarse todo el rigor de la ley sobre el de- 
lincuente; que no es mejor, como asegura el Príncipe de los hablistas cas- 
tellanos, la fama del Juez rigoroso que la del Juez compasivo, ni resplan- 
dece más, á nuestro ver, el don de justicia, que el don de misericordia, me 
abstendré de apelar á la caridad de V. E., por mucho que la demanden 
esos tres inocentes niños, hijos del procesado, que han concurrido, sin in- 
termisión de un solo día, á esta vista, y que con su compungida expresión, 
y sus entrecortados sollozos, no parece sino que presienten alguna desgra- 
cia irreparable. Bien se recomiendan ellos, sin necesidad de mis palabras, 
á la consideración del Tribunal. Con elocuencia, aunque muda, harto in- 
sinuante, piden, por Dios, que no se les deje vilipendiados y en tristisima 
orfandad; que no se les prive del consuelo de pronunciar el nombre subli- 
me de padre, que sintetiza un mundo de sacrificios, de abnegación y de 
ternura. 

Pero no: la defensa habla sólo al Magistrado; al Magistrado, que, según 
decía el dignisimo Sr. Fiscal en la anterior instancia, sabe, «que para el 
poder judicial todo ha de rer cierto, indudable, rigoroso, seguro»; al Ma- 
gistrado, cuyas sentencias, como indicaba también el Sr. Fiscal, deben ser 
cast infalibles. ¿Tendría cimiento tan sólido una condena capital pronun- 
ciada contra Luciano 1niesta y Garcia? Creo firmemente que no, y en esta 
creencia aguardo tranquilo la ejecutoria del Tribunal. —Hk bicho. 


-D IGNACIO SUAREZ GARCIA 


NOTAS BIOGRAFICAS 


Contra lo que comúnmente se cree, no es en el mundo de la política 
donde con más frecuencia suelen hallarse los grandes Abogados. Fuera de 
él, entre los hombres que para nada se mezclan en política ó que intervie- 
nen en ella sin mira alguna ambiciosa, es cosa corriente encontrar juris- 
consultos notabilisimos, cuya modestia hace resaltar con mayor vigor 608 
merecimientos. 

Entre estos notables Letrados ocupa lugar distinguido D. Ignacio Suá- 
rez García, orador inspirado, escritor correctísimo y jurisconsulto de fama 
envidiable, sólida y bien conquistada. Por su rectitud y su talento puede 
servir de modelo entre los mejores. 

Es natural de Madrid, donde hizo todos los estudios hasta el Doctorado 
de la Facultad de Jurisprudencia, y la Licenciatura de la sección de Ad- 
ministración. 

Al crearse los Juzgados municipales, que entonces se llamaron de pas, 
fué nombrado Juez suplente del distrito del Prado, hoy del Congreso, cuyo 
Juzgado, por ocupaciones del Juez propietario, Ilmo. Sr. D. Luis Diaz Pé- 
rez, organizó, desempeñando el cargo desde el principio. A los dos años 
obtuvo el nombramiento en propiedad, y continuó durante diez en el ejer- 
cicio, habiendo despachado en largas interinidades casi todos los Juzgados 
de primera instancia de esta Corte. 

Fué elegido dos veces Diputado de la Junta de Gobierno del Colegio de 
Abogados, y desempeñó durante muchos años, por diferentes reelecciones, 
el cargo de Secretario, en el cual dejó muy gratos recuerdos. 

Ha sido tres veces Vocal de los Tribunales de oposiciones 4 las plazas 
del Ministerio fiscal y de la Judicatura y, últimamente, del de oposición å 
la Cátedra de Derecho civil y foral de Valladolid. También por dos veces 
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ha desempeñado el cargo de Vicepresidente de la Academia de Jurispru- 
dencia. 

En la actualidad es Letrado consultor del Ayuntamiento de Madrid, y 
Consejero del Monte de piedad y Caja de Ahorros. 

Fué Diputado á Cortes, Presidente de la Diputación provincial de Ma- 
drid en 1872, Vicepresidente de la Comisión provincial en 1871 y 1874, 
habiéndole otorgado un voto de gracias la Diputación nombrada por el Go- 
bierno de la Restauración en 1875, por no haber querido recibir asignación 
- como Presidente, y renunciar los haberes que le correspondieron por la Co- 
misión provincial; individuo de varios Congresos jurídicos, y colaborador . 
de la Revista jurídica que fundó y dirigía D. Marcos Cubillo, Secretario 
del Tribunal Supremo de Justicia. 

Entre sus más notables defensas merecen mencionarse las siguientes: 

1.2 Pleitos seguidos para reivindicar primero y defender después la 
propiedad de los terrenos sitos en el Paseo de Atocha, conocidos por el ce- 
rrillo de San Blas, pertenecientes al Patronato de San Blas, contra el Conde 
de Yumury, el Real Patrimonio y el Estado, defendido el último por el 
ilustre jurisconsulto D. Pedro Gómez de la Serna, que pretendia correspon- 
der dicho terreno al Jardín Botánico. En ellos fueron discutidas muchas 
cuestiones sobre interpretación de las leyes desvinculadoras y de desamor- 
tización, recayendo en todas sentencias favorables á los clientes de nuestro 
biografiado. 

2.2 Pleito para que se declarase la condición de un hijo. 

El padre en el primer testamento le declaraba adulterino, nombrando 
å su madre, de estado casada, y apartándole de todo derecho á sus bienes. 

En el testamento bajo que falleciera, declaró era hijo natural, habido 
con persona 4 quien también nombraba, y dejándole la parte de que podia 
disponer libremente para no perjudicar el derecho de los hijos legitimos. 

Al practicar las operaciones testamentarias, presentó el ilegitimo testi- 
monio de un expediente formado en el Tribunal eclesiástico del punto de 
su nacimiento, á instancia del padre y de su esposa, para que se enmenda- 
se la partida de bautismo en la que aparecia hijo del primero y de madre 
desconocida, consignando por nota marginal que era hijo de ambos, habi- 
do antes de contraer matrimonio y en estado de solteros. Asi se acordó, y 
en su virtud fué enmendada la partida. 

Con estos documentos propuso demanda el hijo ilegitimo contra la viu- 
da é hijos legitimos del testador para que se le declarase legitimado por 
subsiguiente matrimonio, y con igual derecho que aquéllos 4 la herencia 
del padre común. Seguido el pleito por todos sus trámites, quedó termina- 
do con el fallo de la Audiencia, absolutorio para la viuda é hijos legitimos, 
` & quienes defendió el Sr. Suárez Garcia. 

Sus dictámenes como Letrado consistorial son bastantes para acreditar 
por si solo 4 un Abogado, y las simpatías de que disfruta son prueba evi 
dente de su valer. A 
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A falta de otro trabajo más extenso, nos complacemos en dar 4 conocer 
la siguiente 


CONSULTA 


¿Qué parte de herencia, con arreglo al Código civil, corresponde al hijo natural reconocida, 
cayo padre murió sin testamento, dejando una hija legítima? 


Dictamen. . 


Las Leyes de Partida, de acuerdo con el Derecho romano y partiendo 
del principio de que la madre siempre es cierta, concedieron á los hijos 
naturales una parte mucho mayor en los bienes de aquélla, que en los del 
padre. La Ley 11, tit. XIII de lu Partida 6.2, llamaba 4 heredar los bienes 
de la madre å los hijos naturales en unión de los legitimos; y las 8.2 y 9.* 
ordenaron, que si el padre moría sin testamento, no dejando hijos legiti- 
mos, los naturales pudieran heredar la sexta parte de todos sus bienes, que 
deberían partir con su madre. Pero si tuviese hijos legítimos, no les podría 
dejar en su testamento sino la dozava parte de la herencia. 

Las Leyes de Toro revocaron estas disposiciones, prohibiendo la 9.* 
que los hijos ilegítimos heredasen 4 sus madres ex testamento ni abintes- 
tato, en caso de que tuvieran hijos ó descendientes legitimos; si bien per- 
mitía mandasen Ja quinta parte de sus bienes, de la cual podían disponer 
libremente. Y la 10.* concedió al padre ó la madre en virtud de la obliga- 
ción de dar alimentos á los hijos ilegítimos, que les pudieran mandar la 
quinta parte de sus bienes. 

Es decir, que los hijos naturales sólo tenian realmente el derecho de 
alimentos con relación á los bienes de sus padres. 

El proyecto de Código civil de 1851 no modificó en este punto lo esta- 
blecido, pues sólo concedía este derecho de alimentos al hijo natural, cuan- 
do el padre 6 madre que le reconoció, dejase hijos ó descendientes legiti- 
mos (art. 775). 

La Ley de 11 de Mayo de 1888 autorizando al Gobierno para publicar 
un Código civil con arreglo á las bases que establecía, introdujo profundas 
modificaciones sobre la materia. «Tendrán los hijos naturales reconocidos 
derecho 4 una porción hereditaria, que si concurren con hijos legitimos 
nunca podrá exceder de la mitad de lo que por legitima corresponda á cada 
uno de éstos; pero podrá aumentarse esta porción cuando sólo quedaren 
ascendientes.» Tal fué el precepto consignado en la base 16.8, que habla 
de desenvolver el Código. 

Por eso el art. 942 del mismo, comprendido en la sección 3.*, cap. LV, 
titulo III, libro I1T, que trata de la sucesión intestada de los hijos natura- 
les, prescribe, que en el caso de quedar descendientes legítimos, los natu- 
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rales sólo percibirán de la herencia la porción que se les concede en el ar 
tículo 840. 

Este dice literalmente: «Cuando el testador deje hijos 6 descendientes 
legítimos é hijos naturales legalmente reconocidos, tendrá cada uno de 
éstos derecho á la mitad de la cuota que corresponda 4 cada uno de los le. 
gitimos no mejorados, siempre que quepa dentro del tercio de libre disposi- 
ción, del cual habrá de sacarse, deduciendo antes los gastos de entierro y 
funeral.» 

- Pero aqui ha surgido la duda, suscitada por los intérpretes y comenta- 
ristas del Código, más bien que por el literal contexto del artículo. ¿Qué 
debe estimarse por cuota correspondiente á cada uno de los hijos legítimos 
no mejorados? ¿La porción estricta del tercio destinado á legltima inexcu- 
sablemente, ó la de las dos terceras partes que constituyen la legítima de 
los hijos y descendientes, según el art. 808? 

Parn resolverla, conviene comenzar estableciendo lo que el Código en- ` 
tiende por legítima, ya que el art. 806 la define: «ls la porción de bienes 
de que el testador no puede disponer, por haberla reservado la ley á deter- 
minados herederos, llamados por esto herederos forzosos.» 

Declara el art. 807 quiénes son éstos, y continua el 808 diciendo que 
constituyen la legítima de los hijos y descendientes legítimos las dos ter- 
ceras partes del haber hereditario del padre y de la madre. Si nada más 
añadiese, era indudable que constituia la legítima esa porción de bienes, 
por reservarlos la ley á los hijos y descendientes legitimos, sin que en su 
consecuencia el testador pudiera disponer de ella. 

Pero el párrafo 2.2 establece que, sin embargo, podrán el padre y la 
madre disponer de una parte de las dos que forman la legítima, para apli- 
carla como mejora 4 sus hijos y descendientes legitimos. Luego uno de los 
dos tercios no es legítima en realidad, porque el carácter constitutivo de la 
misma consiste en que el testador no pueda disponer de esa parte de bie- 
nes, toda vez que la ley la reserva para determinados herederor. Y desde el 
momento en que le sea permitido hacerlo, desde que el destino que haya 
de darse 4 era porción de bienes quede á su voluntad, aunque limitada á 
distribuirla entre los hijos y descendientes, falta la condición esencial para 
que sea estimado como legítima ere tercio, que puede ser aplicado á me- 
joras. 

Y semejante doctrina se halla fundada en la misma ley de buses sobre 
que habia de cimentarse y redactarse el Código, toda vez que la 16.*, ya ci- 
tada, mandó que el haber hereditario se distribuya en tres partes iguales: 
una que constituirá la legítima de los hijos; otra que podrá el padre asignar 
á su arbitrio como mejora entre los mismos, y otra de que podrá disponer 
Jibremente. 

La diferencia, pues, entre los dos citados tercios se desenvuelve por el 
mismo Código. El testador no puede privar 4 los herederos de su legítima 
—-ó sea de la parte que le corresponda en el tercio destinado å ella—sino 
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en los casós expresamente determinados por la ley, ni tampoco imponer 
sobre la misma gravamen, condición ni sustitución de ninguna especie 
(artículo 813). El heredero forzoso á quien el testador haya déjado por 
cualquier título menos de la legitima que le corresponda, tiene derecho 
á pedir el complemento de la misma, y á que se reduzcan las disposicio- 
nes testamentarias en lo que fueren inoficiosas ó excesivas (artículos 835 
y 837). 

La razón de estas prescripciones se halla en el art. 806, porque es. la 
parte de bienes de que el testador no puede disponer mediante á haberla 
reservado la ley á los herederos forzosos. 

No sucede lo mismo con el segundo tercio, destinado á mejoras, pues 
el padre ó la madre puede disponer de .él á favor de alguno 6 algunos de 
sus hijos ó de sus otros descendientes (art. 823). Imponer sobre la mejora 
gravámenes á favor de los legitimarios ó sus descendientes, aunqúe éstos 
no tengan derecho á legítima (art. 824). Y de ese tercio debe sacarse la por- 
ción hereditaria, asignada en usufructo al cónyuge viudo (art. 835). 

Dedúcese, pues, que siquiera dos terceras partes del haber hereditario 
son destinadas exclusivamente para los hijos y descendientes legítimos, 
y solo una de ellas es la legítima, de que no pueden rer privados por dispo- 
sición expresa de la ley. La porción que de la otra parte reciben será debi- 
da 4 la voluntad del padre 6 de Ja madre, que se la concedieron como me- 
jora, ya expresamente en su disposición testamentaria, ó de modo tácito al 
no disponer de ella en su testamento, ó dejando de testar. 

Ahora bien; partiendo de ésta en mi opinión, sólida base, queda resuel- 
ta la duda consultada: El hijo natural reconocido, en concurrencia con 
hijos legítimos del padre, tiene derecho á la mitad de la cuota que corres- 
ponda á cada uno de éstos no mejorados, es decir, á la mitad de la cuota 
que le pertenece en la tercera parte de la estricta legitima. Y por consi- 
guiente, el hijo natural á que se refiere la consulta deberá percibir la mi- 
tad del tercio del haber hereditario del padre, 6 sea Ja sexta parte. 

La interpretación contraria del art. 840 pugnaría con el propósito que 
revelan los artículos 841 y 842, informados en lo que preceptuó la base 16.* 
de la Ley de 11 de Mayo de 1888 repetidamente citada. 

Como ya queda expuesto, mandó distribuir el haber hereditario en tres 
partes iguales: una para legítima de los hijos; otra para mejora, y otra de 
libre disposición. Por eso al determinar que Jos hijos naturales tuviesen 
derecho á la mitad de lo que por legítima corresponda á cada uno de los 
legítimos, no tuvo que añadir «no mejorados», porque la legítima era sólo 
la tercera parte. Pero esa porción destinada á los hijos naturales podría 


aumentarse cuando sólu quedaren ascendientes. 


Y de aquí que, concurriendo con estos legítimos, aquéllos percibirán la 
mitad de la parte de herencia de libre disposición, ó sea la cuarta parte 
(artículos 809 y 841); y á falta de descendientes y ascendientes legítimos, | 
los hijos naturales tienen derecho á la tercera parte (art. 842). l 
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Resulta, pues, que la cuota correspondiente á éstos aumenta según la 
menor proximidad con el difunto, de los llamados á suceder. 

Ahora bien; si el hijo natural tuviese derecho á la mitad de Ja legitima 
lata, 6 sea de los dos tercios, resultaría que heredaba el tercio de los bie- 
nes, como si concurriera con los colaterales de su padre, lo cual, sobre in- 
justo, está en abierta oposición con el espíritu y letra del Código. 

Tal es mi dictamen, sometido á otro más ilustrado. Madrid 11 de Mar- 
20 de 1899.— Licenciado Ignacio Suárez García. 


D. MANUEL ALONSO MARTINEZ 
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NOTAS BIOGRAFICAS 


Pocas figuras habrá en el siglo actual que hayan ejercido en la vida del 
Derecho español mayor influjo que D. Manuel Alonso Martínez. Y no es 
precisamente porque en la abogacía fuera el mejor de los mejores, ni en la 
política el más falinte entre lcs más elevados, sino porque en el Parla- 
mento, en el Gobierno, en el bufete, en las Academias, en todas partes vi- 
via por el Derecho y para el Derecho, y apenas había rama ó aspecto de la 
legislación en que no se destacase 8u Concurso. 

Nació el Sr. Alonso Martinez en Burgos el día 1.2 de Enero de 1827, 
y á los veintisiete años de edad vino por primera vez á las Cortes. Cuando 
apenas contaba veintiocho, fué nombrado Ministro de Fomento. El canal 
de Isabel II, las Escuelas provinciales de Agricultura, las concesiones de 
ferrocarriles, el mantenimiento de la riqueza forestal enfrente de una des- 
amortización devastadora y la existencia actual del soberbio edificio de Bi- 
blioteca y Museos nacionales, son testimonios elocuentísimos é irrefutables 
de lo que pueden en todos los órdenes de la actividad los espiritus jóvenes, 
sistemáticamente alejados hoy del Gobierno por obra y gracia de los que 
creen que la energía y el talento son patrimonio de la senectud. 

Hombre sereno en el pensar, frío y calculador en la acción, valiente 
hasta la exageración en el cumplimiento de sus deberes civicos, y tenaz 
en sus propósitos, Alonso Martínez salvó muy difíciles situaciones, conju- 
ró muchos conflictos y siguió una brillante carrera política. Fué Goberna 
dor civil de Madrid, Presidente de su Diputación provincial, otra vez Mi- 
nistro de Fomento, una de Hacienda, tres de Gracin y Justicia, Presidente 
del Congreso de Diputados en 1889 y miembro del mismo hasta su 
muerte. : 

Cuantas leyes é instituciones judiciales de carácter progresivo y liberal 
rigen en nuestros diae, llevan unido su nombre al de Alonso Martínez. La 
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coexistencia de los matrimonios civil y canónico, la ley estableciendo el 
juicio por jurados, los Luboratorios de medicina legal de Madrid, Barcelo- 
na y Sevilla, los proyectos de ley de Prisiones y manicomios judiciales, la 
Constitución de 1876, el juicio oral y público en materia criminal y otras 
obras de igual trascendencia, perpetuarán su nombre entre Jos de los hom- 
bres más gloriosos y más útiles á su patria. Por último, pudo darse la sa- 
tisfacrión (acaso la más anhelada por él), de publicar la Ley de Bases del 
Código civil y autorizar su promulgación, siquiera ésta sufriese después un 
breve aplazamiento. Empresa de tal magnitud bastaría para inmortalizar á 
un hombre, no precisamente por las perfecciones de la obra, sino porque 
un Código es siempre excelente por el mero hecho de ser Código. 

Su calidad de académico de Ciencias morales y politicas le impulsó á 
publicar obras jurídicas muy estimables, tales como Noción del Estado 
(1871), La familia (1875), Influjo del positivismo en las Ciencias morales y 
políticas, Estudio sobre el derecho de propiedad (1875) y El Código civil en sus 
relaciones con las instituciones forales (1884). 

Elegido Presidente de la Real Academia de Jurisprudencia y Legisla- 
ción, leyó en la sesión inaugural de 4 de Octubre de 1869 un notable dis- 
curso sobre Los derechos individuales y el Estado. 

Gran aficionado å la literatura clásica, la cultivó con acierto en su ju- 
ventud y puso discretos prólogos á las traducciones de las Elegías de Tibu- 
lo, á las Geórgicas de Virgilio y á las Poesías de Catulo, publicadas por Don 
Norberto Pérez del Camino. 

Perteneció durante cuarenta años próximamente á la Comisión de Có- 
digos y ostentó, entre otras merecidas distinciones, la Gran Cruz de Car- 
los 111. 

Desde 1856 su bufete fué uno de los más importantes de la Corte, y 4 
él afluyeron los asuntos de mayor fuste que se ventilaron durante muchos 
años en los Tribunales de justicia. Pleitos como los de los tabacos de Man - 
zanedo, los trigos averiados, el cable africano y la Memoria sobre los ma- 
yorazgos y senorios de una de las más linajudas casas de Ja nobleza, com- 
prueban nuestio aserto. 

Uno de sus biégrafos dice de él que era orador fácil, correcto y elegante, 
más que apasionado y florido, y afirma que descollaba por la tersura de la 
palabra y la fuerza de la argumentación. Poseía el arte de bien decir, ‘de 
suerte que pocos le igualaban en el don de Ja claridad. 

Murió tan insigne jurisconsulto en Madrid el día 13 de Enero de 1891, 
rodeado de admiración y simpatías generales, bienaventuranzas terrenas 
reservadas para los hombres buenos. Si no fuera prenda envidiable el bri- 
llante talento de D. Manuel Alonso Martinez, lo serían siempre su volun- 
tad férrea, su conetancia inalterable y eu entusiasmo indestructible por la 
prosperidad jurídica de España, que podria dar hoy gustosa un par de cen- 
tenares de sus novisimos regeneradores, por la resurrección de nuestro bio- 
grafiado. 


TRABAJOS FORENSES : 26 
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APUNTES DEL INFORME sosteniendo el recurso de casación de los herederos del Conde de San 
Ignacio, contra sentencia de la Audiencia de la Habana, en lncidente sobre fecha de cont- 
titución en mora ® 


D. Joaquin Gómez otorgó poder para testar en favor de los Sres. Mara- 
ñón, Bruzón y Conde de San Ignacio. l 

Y estos señores, en cumplimiento de su encargo, extendieron el testa- 
mento en 2 de Junio de 1860. 

Fué nombrado heredero universal el Conde de San Ignacio. 

Pero es de notar que los legados ascienden en totalidad á la enorme 
suma de 2.384.458 pesos; y no importando entonces el caudal relicto, según 
cálculo aproximado, más que 2.153.373 pesos, resulta un déficit de 231.085. 

A primera vista, es inexplicable que el Conde de San Ignacio estuviera 
tan reñido con sus propios intereses y con el porvenir de sus hijos, que sus- 
cribiera tales legados y su nombramiento de heredero; y lo que es más, que 
aceptara la herencia sin beneficio de inventario. 

Este fenómeno tiene una sencilla explicación. Consistía principalmen. 
te el caudal del testador en ingenios, fincas industriales más que rústicas, 
cuyos productos, en la época de prosperidad de la Isla de Cuba, excedan 
considerablemente de la proporción ordinaria entre el interés y el capital. 
Partiendo de esta base, el testador y sus comisarios se propusieron pagar 
los legados con los productos de los ingenios, para lo cual distribuyeron su 
pago en una larga serie de años, creyendo salvar así la integridad del cau- 
dal para el heredero y sus hijos. 

De aquí las cláusulas 39 y 40, señalando en la primera plazos, y prohi- 
biendo en la segunda la venta de los bienes hereditarios. d 

He aquí su texto: 

CLAUSULA 39.—«Considerando lo mucho á que asciende el valor de los 
legados, y teniendo presente el Excmo. señor otorgante que la mayor parte 
de sus bienes consisten en fincas de difícil realización por su crecido im- 
porte, y en créditos, cuya cobranza puede retardarse demasiado, sería preci- 
so hacer algunas prevenciones que, alejando toda duda y exigencia, pro- 
porcionasen en el orden de los pagos el más puntual cumplimiento de lo 
mandado; los señores Comisarios, en uso de sus facultades, y en virtud de 
lo comunicado por el referido Excmo. señor, hacen las siguientes prevencio- 
nes, que deberán ser observadas por los legatarios y por quien haya de sa- 
tisfacerles sus respectivas mandas»: 


(1) Aunque éste no sea uno de sus más notables trabajos forenses, como nuestro principal 
objeto es dará conocer la índole especial y el estilo de los de cada jurisconsulto de los que 
más han sobresalido, y en este, como en todos los del Sr. Alonso Martínez, se ponen de relie- 
ve, el orden y la claridad en la exposición y la fuerza de su argumentación, lo reproducimos ê 
fice a otro, porque cualquiera de los suyos muestra sus revelantes condiciones de eximio 

egado. 
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5.2 «Los legados que pasen de 50.000 pesos y no lleguen 4 270.000, se- 
‘ran satisfechos y pagados en el modo siguiente: 

>La quinta parte del total importe de ellos, en el año que transcurra 
-desde este dia; la octava parte de la misma totalidad, en el segundo año 
desde esta fecha; la décima parte, también de la totalidad de los mismos 
legados, dentro del tercer año corrido desde este día; el resto que se deba 
después de hechos los tres pagos anteriores, se pagará en los nueve años 
-subsecuentes y por iguales partes en cada uno de ellos». 

6.% «Que los costos que tenga la traslación del dinero legado 4 sur so- 
brinos carnales residentes en la Peninsula, D. Vicente Ramón, D. Tomás 
y D. Jenaro de Cagigal; Doña Eustaquia, Doña Gervasia y Doña Margarita 
-de Toca; D. Hipólito de la Tijera y á las dos hijas menores del difunto 
D. José Maria de la Tijera, sean descontados del valor de sus respectivos 
legados, y en proporción de las cantidades que se les vayan remitiendo.» 

CriAusuLa 40.—«Fué su voluntad, y así lo declaran los señores compa- 
recientes, que mientras no se hayan pagado los legados hechos á sus s0- 
brinos carnales, D. Vicente Ramón, D. Tomás y D. Jenaro de Cagigal, y a 
sus sobrinas, también carnales, Doña Eustaquia, Doña Gervasia y Doña 

Margarita de Toca y D. Hipólito de la Tijera, así como los hechos igual- 
mente á las dos hijas de su difunto sobrino, D. José María de la Tijera, no 
puedan venderse su caga situada núm. 117 y 118 de la calle del Obispo, ni 
sus ingenios Santa Teresa (a) Perla y San Ignacio, ni su potrero Gerardo, 
ni ninguno de los esclavos que componen hoy la dotación de aquellas tres 
fincas; pero esta prohibición no es tan absoluta que, si necesario fuese, no 
pueda venderse la casa citada y el potrero Gerardo, cuando estén pagados 
324.000 pesos á cuenta de los legados hechos á sus expresados sobrinos; y 
cualquiera de los dos ingenios, cuando estén cubiertos 800.000 ia de la 
totalidad de dichos legados. » 

Es esta ocasión de rectificar una equivocación padecida por el Tribunal 
sentenciador en el primer Resultando y.los tres primeros Considerandos 
de la sentencia recurrida. Dícese en ella que el testador legó å Doña Ama- 
lia y Doña Ulpiana de la Tijera 160.000 pesos, «que serían pagados del modo 
ə siguiente: La quinta parte al plazo de un año, contado desde el día 2 de 
» Junio de 1860; Ja octava parte, en el segundo año, contado desde la mis- 
» ma fecha; la décima parte, dentro del tercer año corrido desde dicho dia; 
» y el resto, en los nueve años subsiguientes y por iguales partes en cada 
> UNO.> | 

Y esto no es exacto. La Sala aplica al caso litigioso la cláusula 39 del 
testamento, escrita para todos los legatarios indistintamente, sin nombrar 
«4 ninguno en particular, y en cambio prescinde del final de la cláusula 38, 
exclusivamente destinado al legado de Doña Amalia y Doña Ulpiana, de- 
-mandantes. 

Dice la cláusula 38: 

<A sus sobrinas menores Doña Amalia y Doña Ulpiana de la Tijera, 
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hijas legitimas de su difunto sobrino carnal D. José Maria de la Tijera, 
160.00U peros, para que se les impongan y aseguren hasta llegar uno de 
los tres casos de la ley, de lo que cuidarán eus tutores y curadores, á quie- 
nes ce le remitirá la expresada cantidad, Inego que acrediten estar compe- 
tentemente uutorizados por Juez legitimo y con las garantias prevenidas 
por las leyes para percibirla » 

De ella se desprende claramente que en el legado de los 160.000 duros 
el dies venit no tenía lugar sino cuando las legatarias llegaran á la mayor 
edad, O se casaran, ó se emanciparan legalmente, ó cuando sus tutores acre- 
ditaran ertar competentemente autorizados por Juez legítimo, con las garan- 
tías prevenidas por las leyes, para percibirla. 

Nou necesitan para su defensa Jos hijos del Conde de San Iguacio del 
argumento que se deriva de esta cláusula; pero ¿tienen ellos la culpa de 
que exista? ¿Puede nadie borrarla del testamento? Claro es, por consiguien- 
te, que con arreglo á esa cláusula, que es la ley particular del caso, 10 habia 
vencimiento fijo, ni el heredero cala en mora, ni riquiera tenía obligación 
de entregar el legado á las demandantes mientras no se cumplieran las 
condiciones exigidas por el testamento. 

Hay otra observación que no es para olvidada. El Tribunal sentencia- 
dor invcca la cláusula 39, haciendo caso omiro de la 40, en que se prohibe 
la enajenación de bienes. Si estas dos cláusulas se contradicen, hay que con- 
cordurlas. Lo que no puede negarse es que la una limita á la otra. De poco 
serviría ordenar al heredero el vago del legado á las demandantes, si faltan 
las rentas ó productos, toda vez que existe el veto del testador para la ena- 
jenacion de las fincas. Lo que de la combinación de ambas cláusulas resul- 
ta cierto, es que el testador quiso pagar los legados con los productos de los 
bienes; sólo que al fijar los plazos uo contó con la baja que en las rentas 
había de producir la abolición de la esclavitud, una guerra de diez años, la 
ruinosa competencia que el azúcar de remolacha está haciendo al azúcar de 
caña, y las demás desdichas que han venido á caer sobre la Isla de Cuba, 
donde todas las fortunas atraviesan una crisis tremenda. 

Y expuestos ya los antecedentes que importan al recurso, rectificadas 
las equivocaciones de hecho padecidas por el Tribunal y subsanadas sus 
omisiones, veamos fi procede ó no la casación. 


CUESTIÓN ACTUAL 


Los hijos del Conde de San Ignacio fueron condenados por el Juez, en 
rentencia de 23 de Noviembre de 1876, å pagar á las legatarias Doña Ama- 
lia y Doña Ulpiana de la Tijera, por resto 6 saldo del legado de 160.000 
pesos, la cantidad de 115.714 con el interés de un 8 por 100 desde que se cons: 
lituyó en mora. 

La sentencia firme de la Audiencia confirmó la apelada, entendiéndose 
reducido al 6 por 100 anual el tipo del interés por mora. 
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Pero ¿cuándo se constituyó en mora el heredero? He aquí da cuestión 
sobre que versa el recurso de casación. 

La sentencia recurrida declara que el Conde de San Ignacio se constituyó 
en mora desde el vencimiento de cada uno de los plazos señalados en la clau- 
sula 39 del testamento de D. Joaquin Gómez para el pago del mismo, y 
que por lo tanto, deben liquidarse los intereses del 6 por 100 anual desde el 
vencimiento de los mismos plazos respectivamente. 

Y funda esta declaración en las siguientes tesis: 

1.2 En que Ja mora consiste en el retardo en el cumplimiento de una 
obligación, desde el momento en que sea exigible. 

2.2 En que el silencio del acreedor que no reclama lo que se le debe, no 
debe estimarse como una renuncia de los derechos que le otorga la ley por la 
falta de cumplimiento de la obligación por parle del deudor. 

3.2 Que entre los derechos que la ley le otorga figura el del interés legal. 

Y 4,8 Que dicho interés legal viene á ser la indemnización de daños y 
perjuicios por el incumplimiento de la obligación á su debido tiempo. 

Para completar el razonamiento de la Sala sentenciadora, es bueno re- 
<ordar que las legatarias recibieron en diversas épocas, del heredero, hasta 
la cantidad de 44.285 duros 52 centavos; que al expedir los oportunos re- 
<ibos, asi como en las dos cartas que obran en autos, no se reservaron de 
recho alguno á los intereses, computando 4 cuenta del capital las cantida- 
des que recibían; por lo cual, en el pleito ordinario en que recayó la sen- 
tencia de cuya ejecución se trata, dedujeron de los 160.000 duros del lega- 
do, los 44.285 pesos 52 centavos que hablan sido ya pagados, limitando su 
demanda al resto de los 115 714 pesos 48 centavos, por cuyo único capital 
se habrían de imputar los intereses de mora. 

Pues bien; á propósito de estos pagos formula la Sala sentenciadora el 
siguiente considerando: 

«Considerando que por más que por las representaciones de las legata- 
rias, al acusar recibo de cantidades á cuenta del legado, no se exigiera el 
debido cumplimiento en el pago de los plazos de éste, según se ve en las 
cartas de que se ha hecho relación, no puede deducirse por esto que hubie- 
ran renunciado las dichas legatarias á los intereses legales, puesto que de 
esto no se trata en dichas cartas, y además porque la renuncia de algún de- 
recho debe hacerse de una manera expresa, no bastando presumirla, á lo 
que tampoco da lugar, en el caso de autos, el contenido de dichas cartas». 

Analicemos las tesis jurídicas de la Audiencia de la Habana; bien que 
su simple exposición es la mejor defensa del recurso de casación entablado 
á nombre de la Condesa viuda de San Ignacio. 

La mora, según el Tribunal sentenciador, consiste en el retardo en el 
cumplimiento de una obligación desde el momento en que sea exigible; y 
no es asi como la definen nuestras leyes y el Tribunal Supremo de Justi- 
cia, Ha dicho éste, en su sentencia de 3 de Julio de 1878, que se deben in- 
tereses si se pactan expresamente ó se constituye el deudor en mora; y que 
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ee coloca en esta situación, desde el momento que se le interpela judicial- 
ménte al pago de una cantidad líquida. Al examinar la tesis siguiente, se- 
verá que esta definición del primer Tribunal del Reino, es la única que 
está en perfecta armonía y consonancia con el texto claro y preciso de nues- 
tras leyex. Aplazando, pues, por un instante, el desenvolvimiento de la 
doctrina jurídica sobre los intereses de demora, importa ahora consignar 
que en el caso litigioso no hubo estipulación de intereses. Trátase, en efec- 
to, de un legado de cantidad, y no de un préstamo más ó menos usurario. 

Verdad es que las demandantes han dicho, en el curso del pleita, que eb 
legatario hace suyos los frutos desde la muerte del testador, invocando & 
este fin la Ley 37, tit. IX, Partida 6.8 Al invocarla han confundido el le- 
gado específico, único de que habla esa ley, con el legado de cantidad, des- 
conociendo que es doctrina jurídica indiscutible, la de que el legado de 
cantidad no devenga intereses, al revés de lo que sucede con el legado de 
cosa específica, en el que el legatario hace suyos los frutos desde la muerte 
del testador. Esta diferencia, nacida en su origen del formalismo del De- 
recho romano, se ha mantenido en el Derecho patrio y en algunos Códigos 
modernos, por la sencilla razón que alega la mencionada Ley. de Partida: 
«Si la cosa fuere á tal, que pudiere llevar fruto, tenudo es el heredero de 
darle aquella cosa, con los frutos que saliesen de ella». Esta iden es más 
perceptible y está más claramente explicada en el Código italiano, el cual, 
después de haber establecido en su art. 864, como regla general, que el 
legatario no puede exigir los frutos ó intereses más que desde el día de la 
demanda judicial, establece en el artículo siguiente dos excepciones: 
1.8 Cuando el testador lo hubiera expresamente ordenado; y 2.* «Quando 
il legato eia di un fondo ó di un capitale ó d'altra cosa fruttifera. » 

Jgualmente insostenibles son las tesis 2.8 y 3,2 del Tribunal sentencia- 
dor. Cierto es, que el acreedor que no reclama una deuda exigible, no re- 
nuncia por eso al reintegro del capital, ni al «bono de los intereses estipu- 
lados, mientras no corra el tiempo necesario para la prescripción. 

La dificultad está en demostrar que,.en un préstamo sin interés, —y ye 
se sabe que el préstamo es gratuito por su naturaleza, —ó en un legado de 
cantidad, adquieran el prestatario ó el Jegatario derecho al abono de inte- 
reses por rólo el hecho de no reclamar el pago de su crédito, Y para no 
discutir en la esfera de la razón y de la filosofía del. derecho, la dificultad 
está en demostrar que, entre Jos derechos que la ley otorga al acreedor que 
no reclama lo que se le debe, figura ó re encuentra el del interés del 6 
por 100. ¿Dónde está la ley que oturga ese derecho al acreedor que calla, 
como un premio á su generosidad y su silencio? ¿Por qué no la cita el Tri- 
bunal sentenciador? 

Nuestro derecho patrio apenas contiene dieposición alguna sobre inte 
reses de demora, pues por punto general reprueba y prohibe, no ya los in- 
tereses y usurae del mismo capital principal. El dinero no produce dinero: 
tal era la máxima que profesaban nuestros antepasados bajo el influjo de) 
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Derecho canónico y de falsas ideas económicas. En nuestras compilaciones 
legales no recordamos que haya más qué dos excepciones á esta regla: la 
de la Ley recopilada 12, tit. XI, libro X, que declaró el interés del 6 
por 160 å las deudas activas de artesanos y menestrales, pero sólo desde la 
interpelación judicial, y la Ley 13 del mismo titulo y libro que otorgó el 3 
por 100 á los salarios de los criados desde la misma fecha. Fácilmente se 
comprende Ja razón de estas excepciones introducidas, con un espíritu de 
caridad, en favor de los pobres y desvalidos que apenas tienen medio de 
hacer valer su derecho. 

Fuera de estas dos leyes no encontramos nada sobre intereses de demo- 
ra hasta llegar á los tiempos modernos, en que se publicó el Código de 
comercio, cuyo art. 261 dice lo siguiente: «Los efectos de la morosidad en 
el cumplimiento de las obligaciones mercantiles no comienzan sino desde 
que el acreedor interpelare judicialmente al deudor ú le intimare la pro- 
testa de daños y perjuicios hecha contra él ante un Juez, seen aD: ú otro 
Oficial público autorizado para recibirla.» 

Como se ve, el Código de comercio define la morosidad en los propios 
términos que el Tribunal Supremo de justicia en la sentencia anterior- 
mente citada. Y si tratándose de obligaciones mercantiles, el deudor no se 
constituye en mora desde que es exigible la deuda, sino desde la demanda 
ó interpelación judicial, ¿cómo no ha de suceder lo propio en las obligacio- 
nes civiles? Al cabo los actos de comercio no se definen ni caracterizan en 
la ciencia ni en los Códigos más que por la intención del lucro, mientras que 
los actos civiles se inspiran frecuentemente en sentimientos de generosi- 
dad, de mutua consideración y de beneficencia. 

Las dos leyes recopiladas y el art. 261 del Código de comercio: á esto 
estaba reducida nuestra legislación sobre intereses de demora hasta la pu- 
blicación de la Ley de 14 de Marzo de 1856. ¿Ha alterado esta ley lo pre- 
ceptuado en aquellos tres textos legales, según los que el deudor no se cons- 
tituye en mora sino desde la interpelación judicial? Nada menos que eso. 
Aun tratándose de préstamos y no de legados, consagra el art. 2.9 la doctrina 
de que aquellos contratos fon por su naturaleza gratuitos y no se deben por 
tanto intereses si no se pactan, exigiendo, para que el pacto sea válido, que 
se consigne por escrito. El art. 6.9, cuyas prescripciones han sido deecono- 
cidas, como se verá Juego, por la Sala sentenciadora, es una nueva confirma- 
ción del espíritu poco favorable de la ley á la creación caprichosa de inte- 
reses no pactadog. Y el art. 8.9, que es el que se invoca en nuestro daño, 
no contiene ninguna disposición sustantiva, no altera ni modifica en poco, 
en mucho ni en nada la doctrina jurídica sobre intereses de demora, limi- 
tándoge á ordenar al Gobierno que fije al principio de cada año, oyendo al 
Consejo de Estado, el tipo de ese interés para cuando deba abonarse con 
arreglo á las leyes sustantivas del Reino. «Fijará, dice, el interés legal que 
sin estar pactado debe abonarse por el deudor Jegitimamente constituido en 
mora»; legitimamente quiere decir, según el Diccionario de la lengua, con 
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legitimidad, con justicia, debidamente; legitimidad significa calidad de le- 
yitimo, y legítimo equivale á conforme á las leyes. Por consiguiente, 6 no 
es autoridad el Diccionario de la lengua para determinar la propiedad de 
las palabras que emplea el legislador, 6 es evidente que el art. 8." de la Ley 
de 1856 no ha extatuido nada nuevo en cuanto á los requisitos que han de 
concurrir para que los Tribunales consideren al deudor constituido en mora, 
contentándose con referirse en este punto á lo que sobre los efectos de la 
morosidad establezcan las leyes y la jurisprudencia del Reino. 

Este art. 8.9 no tiene más fin concreto que el de declarar variable el tipo 
de interés legal, ordenando, al Gobierno que le fije al principio de cada 
año. Están, pues, vigentes las leyes que contestes y unánimes establecen 
que no se debe el interés de demora sino desde la fecha de la interpelación 
judicial. 

Y esto es lo consagrado por la jurisprudencia del Tribunal Supremo en | 
sus sentencias de casación de 31 de Diciembre de 1378, invocada por la re. 
currida; 3 de Julio del mismo año, 10 y 14 de Junio, 29 de Noviembre de 
1882, 7 de Mayo de 1883 y las demás mencionadas en el recurso. La de 19 
de Noviembre de 1870, citada por la Sala sentenciadora, no contradice esta 
doctrina, aun cuando manda abonar los anteriores 4 la interpelación judi- 
cial; lo cual explica suficientemente el considerando 4.°, pues dice: que la 
obligación exigida consistía en el complemento del pago de una obra con 
tratada por precio alzado, á plazo fijo, y EN EQUIVALENCIA DE UNAS ACCIO- 
NES QUE DEVENGARON INTERESES. 

Pero el art. 6.9 de la ley de 1856 da lugar á otra cuestión interesante, 
que también ha sido mal resuelta en la sentencia recurrida. 

Supónese en el último considerando arriba copiado, que del hecho de 
acusar el recibo de los 44.285 duros á cuenta del legado, sin reservar inte- 
reses ni exigir el debido cumplimiento en el pago de los plazos, no puede 
deducirse que hubieran renunciado las legatarias á los intereses legales, 
porque las renuncias no se presumen, sino que es menester que se hagan de 
una manera expresa. Olvida la Sala sentenciadora, al afirmar esto, que la 
ley de 14 de Marzo de 1856, en conformidad con lo dispuesto en los Códi- 
gos modernos, establece una presunción, juris el de jure, respecto å la re- 
nuncia de los intereses. El recibo del capital dado por el acreedor sin re- 
servarse el derecho á éstos, extingue la obligación del deudor respecto de 
los mismos. Asi lo dice la ley; y, combinado su texto con el de las cartas 
que obran en autos y con el hecho de haber imputado al capital los 44.285 
duros recibidos, quedando un saldo de 115.714 pesos, opone un obstáculo 
insuperable á Jo que ordena la sentencia recurrida, ó sea á reconstruir la 
deuda de los 160.000 pesos del legado y girar la cuenta de intereses año 
por año y con sujeción al vencimiento de los plazos, 

Resta examinar la cuestión planteada por la Audiencia de la Habana 


en el considerando que ha adicionado 4 los formulados por el Juez de pri- 
mera instancia. : 
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Segtin ese considerando, el incidente de hoy esta resuelto por la ejecu- 
toria de cuyo cumplimiento se trata: la sentencia recurrida y la sentencia 
tirme son conformes ó, por mejor decir, idénticas: en una y otra se recuel- 
ve el pago de los intereses de mora devengados desde el vencimiento de los 
respectivos plazos. 

No es asi ciertamente como lo ha entendido la Sala tercera del Supre- 
mo Tribunal. Las señoras Tijera se opusieron á la admisión del recurso de 
casación, fundándose precisamente en ese considerando adicionado por la 
Audiencia de la Habana; y después de oir 4 los letrados de las partes, ad- 
mitió el recurso, lo cual no podía hacerse, con arreglo al art. 1.9 de la ley 
de cusación vigente en las provincias de Cuba y Puerto Rico, sino en uno 
de dos casos: ó bien porque el auto recurrido resolviera la fecha desde la 
cual se deben intereses, no hallándose este punto decidido en la sentencia 
firme, ó bien porque en el auto recurrido, al fijar la indicada fecha, se pro- 
veyera en contradicción con lo ejecutoriado. 

El art. 10 no puede ser más terminante: «No habrá lugar—dice—al re- 
curso de casación contra los autos que dicten las Audiencias en los proce- 
dimiento» para la ejecución de sentencias, 4 no ser que resuelvan puntos 
sustanciales no controvertidos en el pleito ni decididos en la sentencia, ó 
se provea en contradicción con lo ejecutoriado. » 

Claro es que lo resuelto por la Sala tercera no merma en nada la sobe- 
ranía de la Sala primera para resolver la cuestión de fondo con entera li- 
bertad de criterio; pero no se puede negar que la Sala tercera, que es á su 
vez soberana dentro de su propia órbita, tiene una autoridad muy superior 
á la de la Sala de la Audiencia de la Habana, que dictó el auto recurrido. 

Y, por fortuna para la Condesa de San Ignacio, la razón está aquí de 
acuerdo con la autoridad. Neceritaríase un desconocimiento completo del 
derecho y de las reglas más triviales del habla castellana para sortener que 
esta fórmula, CON LOS INTERESES DEVENGADOS DESDE EL VENCIMIENTO DE 
CADA UNO DE LOS PLAZOS SEÑALADOS EN EL TESTAMENTO PARA EL PAGO DEL 
LEGADO, equivale y es identica á esta otra, CON EL INTERÉS DE 6 Por 100 
ANUAL DESDE QUE 8E CONSTITUYÓ EN MORA. ¿Dónde está la identidad entre 
estas fórmulas? Si la ejecutoria hubiera querido decir que los intereses se 
debian desde el día siguiente al vencimiento de cada plazo, lo hubiera di- 
cho; lejos de eso, prescindió de los términos de la petición de las deman- 
dantes, por Jo mismo que cuestión tan grave no se había debatido conve- 
nientemente, y se limitó á resolver en principio que se pagaran los intere- 
ses de demora. 

Pero, ¿cuándo se constituyó en mora el heredero? Esto es lo que la eje- - 
cutoria no resolvió ni quiso resolver, y lo que, contra toda razón y justicia, 
se ha resuelto en el auto recurrido. 

La primera regla de interpretación es la de entender las palabras tales 
como están escritas, y más no tratándose de un testamento que puede ha- 
ber sido otorgado por un labriego, sino de una sentencia firme, redactada 


330 . FORO HISPANO -AMERICANO 


por dignos Magistrados, doctos en la ciencia del Derecho y en el arte de 
bien decir. Ahora bien: consultando el texto, no se podrá sostener seria- 
mente que la sentencia firme señala la fecha desde la cual deben abonarse 
los intereses de demora. 

Y si, prescindiendo del tenor literal, intentamos penetrar en la inten- 
ción, claro es que por algo y para algo se abstuvo cuidadosamente el Tri- 
bunal de. transcribir en la sentencia los términos de la petición del deman- 
dante. Seria preciso, si no, negar valor å las causas finales, que son una ley 
de nuestro entendimiento. El Tribunal que dictó la sentencia firme no 
quiso apadrinar la petición de los demandantes: | 

1. Por no infringir la doctrina legal, indiscutible, de que el legado de 
cantidad no devenga intereses: al revés que el legado de cosa específica y 
fructifera, en el que el legatario hace suyos los frutos desde la muerte del 
testador. | 

2.0 Para no ponerse en contradicción con las aos leyes recopiladas, ci- 
tadas anteriormente, y el art. 261 del Código de comercio, únicas leyes del 
Reino que hablan del interés de demore, exigiendo contestes, para que 
ésta exista, que preceda la interpelación judicial. 

3.0 Para no infringir la jurisprudencia establecida por este alto Tribu- 
nal, que define la mora en una de sus sentencias en los propios términos 
que lo hace el art. 261 del Código de comercio, y que en cien fallos (1) ha 
. declarado que el deudor no cae en esa situación sino cuando la deuda es 
líquida y ha sido judicialmente requerido al pago por el acreedor. 

4.9 Para no violar el art. 6.2 de la ley de 14 de Marzo de 1856, según el 
cual los recibos de capital dados por las legatarias acreedoras, sin reservar- 
se el derecho á los intereses, extinguen la obligación del deudor respecto 
de éstos. | | 

5, Finalmente, porque invocándose como único texto legal para la 
condena de intereses, dicha ley de 14 de Marzo de 1856, y no habiéndose 
hecho extensiva á la isla de Cuba hasta el año de 1864, no podía la Sala 
sentenciadora, sin incurrir en responsabilidad, darla efecto retroactivo, 
aplicándola á vencimientos de los años 61, 62 y 63. 

Todas estas consideraciones tuvo en cuenta la ejecutoria para limitarse 
á resolver en principio el pago de los intereses de mora, y no determinar 
la fecha en que el deudor había caído en esta situación; sin contar con 
otras que ya quedan apuntadas en esta nota: tales como la de que el ar- 
tículo 8.9 de la ley de 1856 no contiene declaración alguna sustantiva res- 
pecto de los efectos de la morosidad, y la de que el testamento de D. Joa- 
guin Gómez contiene dos cláusulas que hacian improcedente la declara- 
ción de deberse los intereses 4 un plazo fijo: una, la cláusula 38, que es la 


(1) Pueden registrarse, entre otros, los siguientes: 19 de Enero y 8 de Mayo de 1884; 7 de 
Mayo y 27 de Octubre de 1883; 20 de Febrero, 10 y 14 de Junio y 29 de Noviembre de 1882; 
6 de Abril de 1881; de Febrero y 27 de Marzo de 1880; 8 de Julio y 31 de Diciembre de 1878; 
15 de Febrero y 80 de Jauio de 1877, y 5 de Marzo y 2 de Junio de 1870. 
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ley particular del legado de las demandantes; y otra, la cláusula 40, que 
prohibe la enajenación de bienes hasta que no estén pagados $00.000 pesos 
de los legados; lo cual supone que no tiene el derecho de pedir su venta 
cada legatario particular, y que todo lo que puede hacer el heredero es dis- 
tribuir integramente los productos de los bienes entre los legatarios, en 
justa proporción á la importancia de sus respectivos créditos. 


El Conde de San Ignacio y sus herederos, en cumplimiento de este de- 
ber, han entregadu 4 todos los legatarios de D. Joaquin Gómez más de :35 
millones de reales por cuenta de sus legados, y en particular á las señoras 
Doña Amalia y Doña Ulpiana de Ja Tijera, las partidas siguientes: | 


Pesos. 

Hasta 1872, según reconocen y abonan en la demanda........... A 44.285'52 
Según carta de 25 de Mayo de 1875, citada en el Apuntamiento.... .. 3.940'37 
Entregado, según consta en el expediente de cumplimiento de la eje- 

cutoria: 
En 1881..... E PET EEE AAA E eee . 80,000 
En IU she ceosbee E N E E T 50 000 
En 1883... ...... ol ua nooo... 60000; 40.000 
A A O eee VREET ome 10 600 


En una partida de azúcares que, según carta del último correo, obrará : 
ya en poder del representante de las Sras. Tijera, en la Habana, | 
próximamente...... oe ee re ere ere er T TE 12.000 
No se imputan en estos apuntes otras cantidades remitidas á las se- E 
fioras Tijera por cuenta del capital, antes de que interpusieran'su | 
demanda, porque no le fueron reconocidas al Conde cuando se fijó 
el resto de 116.714 pesos 48 centavos, como único crédito á favor de . 


SQUGN OO ia A bee hawk eee eee » » 
TOTAL ENTREGADO Á Las Saas. TIJERA... ............ 200.225:'89 

Se les debía por el legado........ooooooooomoomomoomomoooo» > "a.x. 160.000 
HAN RECIBIDO DE MÁS... ......o.o..... 40 225'89 


Resulta que la sucerión del Conde de San Ignacio, aun no computando 
ciertas cantidades libradas á las Sras. Tijera, ha satisfecho completamente 
el resto del legado, consistente en 115.714 pesos 48 centavos, y por cuenta 
de los intereses de mora, aun iliquides, tiene entregados 40.225 pesos 
$9 centavos. 

Madrid 13 de Noviembre de 1885. 


DON MANUEL SILVELA 


NOTAS BIOGRAFICAS , 


Como Abogado, como literato y como político, fué D. Manuel Silvela 
y Le-Vielleuze una figura eminentisima, á la que daban singular realce sus 
condiciones de laboriosidad, cultura y honradez, méritos tan sobresalientes 
como el de su privilegiado talento. 

Nació D. Manuel Silvela el 9 de Marzo de 1830 en la ciudad de París, 
donde su padre, D. Francisco Agustín, se hallaba desterrado por causa de 
sus ideas liberales; hizo sus primeros estudios en Burdeos, y pasó luego á 
España, empezando en la Universidad de Valladolid la carrera de Derecho, 
que terminó en Madrid en 1851. Discipulo predilecto del inolvidable ju- 
risconsulto Pérez Hernández, adquirió en su bufete la práctica profesional, 
no tardando en abrir estudio propio, qne fué pronto favorecido por numero- 
sa clientela, atraida por su bien merecida reputación. En 1858 formó parte 
de la Junta del Colegio de Abogados, para cuyo cargo fué reelegido cuatro 
veces, siendo nombrado en 1869 Diputado primero de la misma Corpora- 
ción. Cuando ingresó en la Academia de Jurisprudencia, tomó parte en 
trabajos y debates jurídicos, desempeñando en ella los cargos de Secreta: 
rio, Revisor, Censor y Vicepresidente primero, ocupando la Presidencia 
en 1880 con general aplauso. 

Dando muestra de infatigable actividad, al mismo tiempo que atendía 
al crecido trabajo profesional, dedicóse al cultivo de la literatura, del que 
son buena muestra gus composiciones poéticas, inéditas aún muchas de 
ellas, y otras labores literarias que tardó en publicar algunos años con el 
seudónimo de Velisla, anagrama de su apellido, que ocultó modestamente 
å la pública admiración. Puede juzgarse la importancia de estas obras lite: 
rarias por el hecho de ser traducidas á idiomas extranjeros, siendo causa 
de que, años más tarde (1870), recoleccionados bajo el título de Sin Nombre, 
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y descubierta ya la firma de su autor, fuese éste elegido individuo de la Aca- 
demia de la Lengua. Su verdadera admiración por D. Leandro Fernández de 
Moratin, le impuleó á publicar en la Revista de España una Reseña analiti- 
ca de las obras póstumas del memorable dramaturgo, reformador de nuestro tea- 
tro, y á coleccionar más tarde las obras del mismo, á quien por su antigua 
amistad con su abuelo D. Manuel durante el periodo de la emigración en 
Paris, guardaba cariñoso recuerdo. 

Llevado á la vida política cuando ya tenía bien lograda fama de juris- 
conrulto, dedicóse 4 ella alentado por la defensa de las ideas liberales, 
cuyo concepto era para nuestro biografiado dogma de familia. En 1863 fué 
por primera vez elegido Diputado á Cortes, siéndolo asimismo en los años 
de 1864 4 1866, y en Jas Constituyentes de 1869 á 18:1; Senador electi- 
vo desde esta época hasta 1872, y en 1876, 1877 y 1879, lo fué vitalicio 
desde 1883. Ocupó además la Dirección general de Instrucción pública 
en 1865, el cargo de Concejal del Ayuntamiento de Madrid en 1868, y el 
de Consejero de Estado el mismo año, Ministro de Estado con Prim 
en 1869, siendo notable la circular que dirigió al Cuerpo diplomático en la 
que relacionaba los sucesos pasados, y planeaba lus que habían de desarro- 
llarse para afianzar la revolución. Partidario de la candidatura del Duque 
de Montpensier para el trono de España, salió del Gabinete cuando adqui- 
rió convicción de que sería desechada, cuya circunstancia influyó en su 
ánimo poderosamente para guardar durante algún tiempo una actitud ex- 
pectante, que terminó con su unión al partido conservador, en el que como 
Senador, prestó eu valioso concurso para la discusión y votación de la Cons- 
titución de 1876, y como Ministro de Estado en el arreglo arancelario entre 
Francia y España. Caracteriza á D. Manuel Silvela, en su aspecto político, 
una serenidad de juicio é inflexibilidad de conducta de las que 'él mismo 
pudo satisfacerse al decir en 1869: «En el primer periodo de mi vida politi- 
ca, impugné, hasta donde mis fuerzas alcanzaron, la ley de reuniones; de- 
fendi los comités progresistas; sostuve la rebaja del censo electoral; comba- 
ti las administraciones moderadas; sufrí después el destierro y las perse- 
cuciones que se mé impusieron, y continué luchando desde las columnas 
del valeroso Imparcial; pero..... no sali del terreno de la legalidad, y no 
tomé parte ninguna en el movimiento antidinástico y en Ja Revolución de 
Septiembre». Su programa de democracia, inspirado en las ideas de toda 
su vida, fué compendiado por él mismo en estas palabras pertenecientes al 
mismo discurso aludido: «Queremos, como base de nuestro sistema, el su- 
fragio universal y las libertades de imprenta, asociación y reunión; quere- 
mos la Jibertad religiosa; creemos que los asuntos del país deben discutirse 
en dos Cámaras elegidas por ese medio; creemos que debe haber Ministros 
responsables, y creemos que, como coronación de ese edificio, debe existir 
en España la forma monárquica». 

Si interesante es la vida del eminente palacio en su orden político, lo 
es más, A no dudarlo, bajo su aspecto profesional: más Abogado que poli- 
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tico, con serlo tan relevante, dedicó á 8u bufete las primeras energías de su 
poderosa inteligencia y los afanes primeros de su voluntad; jamás abando- 
nó su trabajo de Abogado á pesar de que las circunstancias de momento 
lleyaran su atención á asuntos diferentes, de modo que hasta los últimos 
días de su vida tuvo entusiasmos para el foro, en cuya práctica acabó sus 
días, ocupando el puesto de Decano del Colegio de Abogados de Madrid, 
donde siempre será recordado con el sentimiento de admiración profunda, 
que inspira el ejemplo de la virtud y del talento. 

| Como muestra de su estilo, de su elocuencia y su habilidad en la defen- 
sa, tomamos al azar entre sus trabajos, el siguiente: | 


INFORME ORAL en defensa de Petra Rodríguez Ramiro, en causa instruida contra ella y Na- 
nuel y Juan López, por muerte violenta de su marido Juan Romo, 


Excmo. Sr.: Defierdo á Petra Rodriguez Ramiro, con la pretensión de 
que se tupla y enmiende la sentencia de vista y se reponga la causa al es- 
tado de sumario, dictando cuantas determinaciones se estimen oportunas 
para hacer constar.en los autos las manifestaciones propias y directas de la 
procesada, y en el inesperado evento de que á ello lugar no hubiere, se la 
imponga la pena de cadena temporal. 

Considéraze, Excmo. Sr., como el timbre más alto de la noble profesión 
de la Abogacía, la generosidad sin límites con que tiende su mano 4 todo 
el que tiene comprometida en un proceso la vida, la honra ó la libertad. 
Poco'importa que se persiga al incendiario sorprendido con la tea de des- 
trucción en la mano; poco importa que se proceda contra el tétrico y casi 
demente regicida que, olvidando su carácter sagrado y violando todas las 
leyes, se atrevió á alzar el puñal contra el desnudo pecho de una mujer, 
una madfe y una reina. 

Aun en esgos casos se arroja el Metredo á sostener una lucha contra la 
sociedad ofendida, contra la opinión sublevada, y hasta contra su propio 
cliente, que, no sólo confiesa, eino que se muestra ufano por el crimen co- 
metido. Pero si este espectáculo realza la dignidad de la profesión que ta- 
les sacrificios impone, ofrece también inconvenientes, porque no hay obra 
ni acción humana que sea perfecta. Esos esfuerzos, tan generosos como im- 
potentes las más veces, hacen predominar la idea de que en las causas cri- 
minales en que peligra la existencia de los procesados, puede la defensa 
hacer el sacrificio de sus propias convicciones y sostener el debate, más 
bien que por efecto de una fe ardiente, de una creencia arraigada, á impul- 
so de.un sentimiento de caridad. Y antes de que el defensor emprenda su 
tarea, los ánimos están preparados para escuchar brillantes sofismas y 
arranques declamatorios que suplan la completa carencia de sólidos razo- 
namientos, hijos de una profunda convicción. 

Nada temería tanto como esa funesta predisposición, que, por fortuna, 
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aleja, y aun hace imposible, la dilatada experiencia y la envidiable sabi. 
duría de la Sala. | 

No he aceptado la defensa porque me correspondiera por turno desem- 
peñar un deber penoso, pero indeclinable; no la he aceptado porque á ello 
me obligaran relaciones de parentesco ó de intimidad: ni aun conozco á la 
desventurada cuya existencia vengo á defender en este acto. Tampoco me 
ha impelido mi propensión ó afecto á este género de procesos; porque, 
consagrado hace años á la tranquila discusión de las cuestiones civiles, no 
me reconozco con las dotes ni condiciones que requiere una defensa en 
causa criminal, que tan brillantemente pudiera ser desempeñada por emi- 
nentes Letrados de este foro, 4 quienes la Providencia ha concedido el in- 
apreciable don de la elocuencia. 

Debo confesar, que cuando re me propuso la defensa de Petra Rodri- 
guez Ramiro, diciéndome que se la perseguía por haber aconsejado y per- 
petrado, en unión de su amante y de un criado de la casa, la muerte vio- 
lenta de su ‘desventurado esposo Juan Romo, contesté, dejándome llevar 
de un impremeditado impulso: ¡No acepto: no puedo defender un mons- 
truo, un parricida! 

Una silencioea lágrima que rodó por la mejilla del que puedo llamar 
padre de Petra Rodríguez, me hizo comprender todo lo que tenía de injus- 
to ese instantáneo arranque. ¡Pues qué, Excmo. Sr.! ¿Es lo mismo verse 
acusado de parricidio que haber cometido un parricidio? ¡Pues qué! ¿No 
puede haber acusaciones faleas 6 exageradas de parricidio, como de cual- 
quier otro delito? Pero es tal la influencia que ciertos crímenes aterradores, 
y que representan el máximum de la perversidad humana, ejercen sobre 
nuestra imaginación, que ésta se sobreexcita, arrollando la razón y el jui- 
cio, parte más veloz que la emanación eléctrica, y sólo se preocupa del 
castigo. Y esta impresión funesta, de que no pueden librarse ni las con- 
ciencias más rectas, domina siempre en procesos de la naturaleza del ac- 
- tual, 4 no hacer un supremo esfuerzo, en que la razón, la fría é impasible 
razón, nos haga ver que si el crimen es, por fortuna, una excepción en las 
acciones humanas, á su vez esos delitos horrendos constituyen también 
una excepción rarísima entre los delitos mismos. 

El examen detenido de este proceso, las dilatadas vigilias y continuos 
desvelos, y la incesante meditación que he consagrado 4 la catástrofe que 
todos lamentamos, ha arraigado en mi la intima convicción de que ese 
sentimiento de horror que produce el parricidio, ha influido más de lo que 
debiera en este proceso, ha dado margen á que en algunas de Jas actuacio- 
nes más importantes no re guardasen las leyes que garantizan la exactitud 
y la veracidad de los hechos, y ha impedido también que al apreciarlos se 
reconozca que por parte de Petra Rodríguez no se ha llegado al punto ex- 
tremo de criminalidad que exige que ésta se expie en las gradas de un fú- 
nebre cadalso. 

Tengo, Excmo. Sr., la profunda, la intima convicción de que lo que se 
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viene llamando confesión de Petra Rodríguez, está muy distante de ser la 
manifestación propia y directa de su pensamiento; y no menos profunda 
convicción abrigo, de qué, aun dada la eficacia á efa confesión, que es nula 
é infringe las leyes más claras, todavia no puede calificarse á Petra Rodri- 
guez más que de reo de proposición, y á lo sumo de conspiración para co- 
meter un parricidio; pero nunca de haber consumado y llevado å sus últi- 
mos limites lf participación moral, la inducciór., la fascinación, en una 
palabra, que se supone haber ejercido sobre los autores materiales de la 
muerte violenta de Juan Romo. | 

No son, pues, vanas declamaciones; no son excitaciones estériles hacia 
la caridad 6 misericordia las que va á escuchar V. E. Lo que quiero, lo 
que anhelo, es justicia severa, justicia estricta, justicia que no acoge la 
caridad; pero justicia que rechaza el odio y la pasión: justicia, en fin, como 
la que sabe administrar V. E., que no olvida jumás que si la ley ha puesto 
en sus manos una espada para exterminar al criminal, también Je ha con- 
fiado una balanza para perar en ella las acciones humanas con todo el pul- 
ko y perfección que exige la vida, In honra y la libertad de nuestros seme- 
jantes. 

Aun antes de examinar un solo detalle de este proceso, se comprende 
toda eu gravedad, toda su complicación al considerar que van corridos cer- 
ca de tres años desde la consumación del crimen, cerca de catorce meses 
desde la anterior vista á la que en este momento re celebra, y al tener en 
cuenta que hubo dos discordias y que fué necesario reunir once Magistra- 
dos para dictar el fallo que motiva la súplica, Tanto tiempo invertido en 
la sustanciación de este proceso, en el que no ha habido incidentes nota- 
bles que deinoren su curso, demuestra que la activa y celosa Magistratura 
española ha reconocido en este caso la necesidad de marchar con lentitud 
prudente, que no es necesaria y que no emplea en otros casos sencillos y 
despejados, de la misma manera que el sabio conragrado á las ciencias 
exactas no emplea ciertamente para una rencilla suma el tiempo que con- 
sagra á una ecuación algebraica, por más que ambas sean operaciones ma- 
temáticas. Y las tres vistas, y las dos discordias, y la reunión de once Ma- 
gistrados para definir la criminalidad de Juan lópez, patentizan, por más 
que esas dudas, esas dificultades se hayan circunscrito 4 uno de Jos tres 
procesados, que no es el problema jurídico que hoy se examina tan claro y 
tan sencillo como lo han supuesto Jas acusaciones privada y pública. Si 
fuera cierto, Excmo. Sr., que Petra Rodríguez, Manuel y Juan López hn- 
bieran confesado de una manera directa é intachable su intervención com- 
pleta, acabada y llevada al último límite de la alevosía y la premeditación 
en este delito, hace ya mucho tiempo que habrían pagado con su vida la 
muerte airada de Juan Romo. Lejos de ser ati, está ejecutoriado por la sen- 
tencia de vista que por lo menos uno de los tres acusados no merece la 
pena capital; está ejecutoriado que al calificar ambas acusaciones á Juan 
López de actor el más repugnante de este sangriento drama, se dejaron 
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arrastrar de la pasión; y está, en fin, ejecuturiado por su propio consenti- 
miento, que no acertaron con Jas exactas prescripciones de Ja ley y de la 
justicia al pedir la muerte de Jas tres personas envueltas en este procedi- 
miento, 

Pasando ya al examen detallado de este proceso, espero demostrar cum- 
plidamente, y para ello cuento con la indulgente atención de V. E., que 
aún es más injusta, más infundada la acusación fulminada contra Petra 
Rodriguez, por más que haya sido acogida en la sentencia de vista, que 
respeto profundamente, pero que habré de combatir, en cumplimiento de 
los sagrados deberes que me están encomendados. 

Petra Rodriguez Ramiro pertenece 4 una de las familias más honradas 
de Castilla, y se educó al lado de sus tins Doña Maria Santos y Doña Ber- 
nardina Ramiro, que la dieron ejemplos de virtud, y suplieron dignamen- 
te la falta de su madre, que perdió la procesada cuando contaba pocos 
años. Contrajo después matrimonio con Juan Romo, honrado labrador de 
Fuentes de Año, de quien tuvo cuatro hijos, y mientras vivió su suegro, 
se vió distinguida y acariciada por éste y por el resto de la familia. Pero 
ocurrido su fallecimiento, surgieron desavenencias entre los hermanos y 


cuñados, porque nada hay más falso que los idilios que suponen en los al- 


deanos un raro desprendimiento, siendo ari que tienen tanto apego como 
los demas hombres 4 los intereses y á Jos bienes de este mundo..- 

Fuese por el aislamiento en que vivia ó por otras causas que es excusa- 
do analizar, parece que por entonces logró Manuel López apartar á Petra 
Rodriguez de sus deberes conyugales, y arrastrarla 4 unas relaciones crimi- 
nales, contraídas en uno de esos funestos momentos en que, sobreponién- 
dose la pasión al deber, se hunden en el abismo la honradez, el pudor y la 
virtud de una mujer. 

Advertidos sin duda el esposo de Petra Rodriguez y sus mismas tías de 
que existía alguna relación, por más que no la creyesen tan Íntima, con 
Manuel López, exigieron que fuese despedido de la casa, á donde no volvió 
á concurrir públicamente. 

Y debe creerse que los rumores se acallaron por completo, por más que 
en el informe del Ayuntamiento de Fuentes de Año, que firman, entre 
otrog, tres parientes del desgraciado Romo, dos de ellos acusadores en esta 
causa, se quiere presentar como de mala conducta conocida y pública á 
Petra Rodriguez. En efecto, destruye semejante supuesto el hecho elocuen- 
te de que en los dias inmediatos al suceso mandó Maria Santos Ramiro á 
Una de sus hijas, joven, soltera que apenas contaba quince años, á pasar 
una temporada en compañía de Juan Romo y Petra Rodríguez, cuya deter- 
minación ciertamente no habría adoptado en bien de su hija, si la fama 
Pública que, atendidas lag bablillas de los pueblos, no habría ignorado un 
instante, tildase con nota desfavorable å mi defendida. 

Estando la joven Maria Manuela Andrés en casa de ambos esporos el 18 
de Septiembre de 1859, regresó Juan Romo de sus ocupaciones agrícolas, 
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presenció la cena de los criados que volvian de la era, cenó después en 
compañía de su mujer y de eu sobrina, saliendo en seguida, según tenía por 
costumbre, á echar pienso á su caballo, que estaba en la cuadra, distante 
sólo cinco pasos de la cocina, donde quedaron las criadas y demás personas 
de la familia. 

¡Bien ajena estaba entonces, Excmo. Sr., mi defendida de que no vol- 
vería á verle más, y que sucumbiría en el segundo corral de la casa á un 
golpe de azadón, tan brutal como impremeditado, y que sólo por una fu- 
nesta casualidad pudo causarle la muerte! 

Todo concurre á demostrarlo asi. ' 

Quedó en la cocina Petra Rodriguez, en compañia de las criadas y de su 
prima, y consta que en los momentos que sucumbia su @Bpo80, permanecia 
tranquila, unos ratos dormitando sobre el regazo de su prima, otros dando 
el pecho á su tierno hijo. Pero sonaron las diez de la noche, hora avanzada 
para la vida habitual de los labradores, y el desventurado Juan Romo no 
había vuelto. Su tardanza, el estar 4 la vista su capa y su sombrero, hubie- 
ron de alarmar á Petra Rodríguez. Ella, la primera, hizo que le buscasen 
las criadas en la alcoba, por si se había acostado, en el resto de la casa, y 
en especial en los corrales, por si se había entretenido en cualquiera faena 
ó en hablar con el yegúero, que dormia alli próximo; ella, en fin, cada vez 
más alarmada, salió en busca de su cuñado, Gregorio Romo, con quien es- 
taba reñida; y habiendo venido éste y el vecino Luis Mediero, y repetidas 
las pesquisas, hallaron fuera de la puerta del segundo corral, y ya en la calle 
pública, el cadáver, aun tibio, del malogrado Juan Romo, que yacía boca 
abajo, próximo á un albañal, con un golpe en la nuca, que debió arrebatar- 
le instantáneamente la existencia. | 

Detenida Petra Rodríguez, que venía llorando y que se hallaba á tres 
_ pasos del cadáver, y obligada å volver á la casa, empezaron las actuaciones 

judiciales para descubrir los autores de tan horrendo crimen. 

- Al ocuparme de su análisis, habré de fijarme en todos los datos que 
arroja el proceso, con entera separación de la llamada confesión judicial de 
Petra Rodríguez; porque, sosteniendo que ésta es nula y está dictada con 
infracción de las leyes, se hace preciso evidenciar ante todo, que fuera de 
ese acto; que luego examinaré, nada absolutamente hay qùe produzca la 
plena prueba de la criminalidad de mi defendida. Porque es notorio que si 
hubiera testigos ó cartas que produjesen la evidencia legal que. se exige 
para la imposición de la última pena, perdería toda su importancia la cues: 
tión de si existe ó no la confesión propia y directa de la procesada. ` 

Pero no sucede así ciertamente en el caso actual, 

Los indicios y las declaraciones de los co-reos no producen contra Petra 
Rodríguez la prueba legal necesaria para la imposición de la última pena, 
y ni aun siquiera la prueba de convencimiento que marca la conocida re- 
gla 45 de la ley provisional, que sólo justificaria la inmediata de cadena 
temporal ó perpetua. 
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Si se examipa la conducta de Petra Rodriguez, en los momentos ante 
riores y simultáneos á la catástrofe, lejos de notar inquietud y zozobra, sólo 
se advierte, por el dicho unánime de María Manuela y de las criadas, que 
estuvo tranquila, ya durmiendo sobre el regazo de aquélla, ya dando el pe- 
cho á su último hijo. Y quien conozca el corazón humano, puede asegurar 
con ánimo tranquilo que es imposible, de todo punto imposible, que Petra 
Rodríguez ejerciera el acto de tierna maternidad que queda indicado, á sa- 
-biendas de que en aquel mismo instante, y por orden suya, se arrebataba 
la existencia á gu esposo. 

No menos favorable es el examen de eu conducta en los momentos pos- 
teriores al crimen. J.ejos de retardar las indagaciones, lejos de guardar las 
-espaldas á sus cómplices, ella se inquieta la primera por la falta de su es- 
poso; ella hace que Je busquen por todas partes, y ella apresura, en fin, por 
todos los medios, el descubrimiento del crimen. Así resulta á los folios 7, 
-20 y 43 que cito, porque mi propósito es demostrar que, lejos de crear, 
como se ha dicho por la acusación privada, una causa que ni parecido tiene 
-con la actual, me ciño tan estfictamente á los autos, que reto 4 mis adver- 
sarios 4 que señalen una sola inexactitud. 

Bien grande la ha cometido, por cierto, la acusación privada al suponer 
que Petra Rodríguez, en vez de buscar á su marido, permaneció sin gran 
agitación, y que cuando ya se había descubierto el cadáver, ni encaminó 
aus pasos al sitio de la catástrofe, ni expresó gran dolor. > 

El mismo Gregorio Romo (folio 27), expresa que su cuñada le manifes 
46 llorando no la abandonase, las criadas declaran la dió una congoja, y 
Luis Mediero (folio 29), expresa que á poco de descubierto el cadáver, en- 
<contró, junto 4 un pilar distante de él tres pasos, á la Petra su prima y á 
las criadas, viéndose obligado á hacerlas retroceder al interior de la casa. 
Hé aquí patentizado que, á no mediar este respetable testigo, mi defendi- 
da se habría arrojado sobre el yerto cadáver de bu esposo; y no es esta, en 
“verdad, la conducta que observa el criminal á quien aterra el espectáculo 
-de 8u destrozada víctima. 

En vano se quiere oponer á estos indicios favorables el que en sentido 
adverso constituyen las relaciones adulterinas de Petra y Manuel López. 
Del adulterio al parricidio media, en lo moral y en lo legal, un abismo, y 
nada es más común y frecuente que el que la mujer culpable, lejos de 
atentar á la vida de su ofendido esposo, procure con la dulzura de su trato, 
con sus cuidados y sus desvelos, compensar hasta donde es posible la des- 
Jealtad que con él comete. 

En cuanto á antecedentes que revelen la idea preexistente de atentar á 
la vida de su esposo, sólo se han traído dos, que no tienen otro fundamen- 
do que el dicho de una criada de quince años, y que en si nada significan. 

¿Qué importa, en efecto, que Petra Rodríguez, incomodada porque su 
marido no hubiera puesto una cuadrilla más de segadores, exclamara, al 
wer el cielo eneapotado y amenazando lluvia: «¡Ojalá cayeran piedras de 
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molino y se le quedaran colgadas de los hombros á mi marido!» La exage- 
ración de esa misma frase, ¿no está revelando que se halla tan ajena á tod» 
intención criminal como la de un padre que, molestado en sus tareas por 
las travesuras de un hijo, le reprende exclamando: «Estate quieto, ó de un 
golpe te envio 4 la luna > 

No menos inocente interpretación tiene el otro suceso, reducido á que 
Petra Rodríguez contestó 4 su hija cuando la referia que su padre se habia 
caído del caballo al volver de sus faenas: «Si no se ha matado, no se ha he- 
cho nada». ¿Consta, acaso, que Juan Romo se había hecho algún daño? 
¿Consta que le trajeran exánime & su casa? En tal supuesto, seria una 
prueba de crueldad la contestación de mi defendida. Pero si, por el contra- 
rio, como todo lo indica, la pequeña caida de Juan Romo no tuvo conse- 
cuencias; si la niña lo supo por la relación que, tal vez entre risas, hizo su 
padre en el portal de la casa; si Petra le habla visto entrar bueno y sano; 
si tal vez le habia hablado; si la relación de su hija no era más que una 
importunidad, ¿qué importa que la rechazase en esos términos? 

Para que se vea lo aventurado que es el intentar deducir consecuencias 
de hechos de esta especie, al folio 306 consta, por deposición de Angela 
Galán, otra criada, que una noche el malogrado Juan Romo, teniendo una 
pistola en la mano, amenazó á la Petra diciéndola, que si no le costara más 
trabajo, la dejaría muerta á sus pies. 

¡Desventurada Petra Rodriguez si se hubiera comprobado por parte de 
ella otro antecedente semejante! ¡Qué no dirían entrambas acusaciones si 
pudieran atribuirla una acción purecida siquiera á la de Juan Romo! 

Aunque sirve de pretexto å nuevos cargos el dicho de Doroteo Enriquez, 
que asegura haber oldo á Petra Rodriguez decir en voz baja á Juan López: 
«Mira si vas enterado de lo que te he dicho; no me des chasco», fácil es re- 
ducirlo á su verdadero valor. No sólo, en efecto, desmiente å Enriquez ek 
testigo Antonio Hernández, á quien cita, y que afirma por su parte nada 
oyó; no sólo desvirtúa el mismo dicho de Enríquez la circunstancia de 
haberlo callado en sue primeras declaraciones, sino que tal frase en sí mis: 
ma no tiene tendencia directa á probar el homicidio. Bien pudo referirse el 
recado 4 cualquier asunto indiferente; bien pudo hacer relación á una de 
las muchas citas que tenían Petra y Manuel López, como consecuencia de 
sus ilicitas relaciones. 

La declaración de los mismos Enríquez y Hernández, acerca de haber 
visto entrar á Petra desde los corrales de la casa á la cocina, sin traer luz 
y sin haber udvertido ellos que estuviera en dichos corrales, tampoco tie- 
ne importancia alguna. Aparece, en efecto, que ambos testigos estuvieron 
en Jos corrales para abrir la puerta á los carros que volvian del trabajo; y 
ciertamente á esa hora, ni era indispensable que Petra tuviera luz, ni es 
extraño que ellos no la vieran, sobre todo si fe tiene en cuenta, porque ev 
estas causas es preciso decirlo todo, que su salida debió ser para satisfacer 
una de esas necesidades para las que no hay lugar destinado dentro de la 
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‘casa de un labrador de Castilla, pero para las que tampoco falta un obscu- 
£0 rincón en los mismos corrales. De todas maneras el regreso de Petra Ro- 
-dríguez fué anterior, como se ve, å la cena de los criados, entre los que es- 
taba Juan López; anterior, por consiguiente, á la entrada del mismo Juan 
y del Manuel López en el corral; y sólo ha podido relacionarse con el suce- ' 
60 que todos lamentamos en vista de las confesiones de los procesados, de 
-que por ahora debo prescindir. En sí, pues, este hecho nada vale. 

Algo más importante sería el que se hubiese justificado cualquiera ins- 
tigación por parte de Petra Rodríguez á Juan Romo, para que, contra su 
costumbre de limitarse á dar pienso al caballo, saliese al segundo corral, 
donde recibió la muerte. Pero aunque durante toda aquella tarde y toda 
aquella noche estuvo rodeada de su prima, de sus criadas y criados; y aun- 
que á todos se les ha sometido á un minucioso examen sobre este particu- 
lar; y aunque alguno ha escuchado, como acaba de verse, palabras dichas 
al oído, nadie, absolutamente nadie depone que Petra excitase á su esposo 
Á cerrar la puerta del corral segundo, á buscar en él cualquiera objeto, á 
presentarse, en fin, en el sitio en donde ocurrió la catástrofe, y donde cier. 
tamente no tenía costumbre de acudir. Y claro es que á haber mediado 
concierto, á estar preparado el lance, habría sido preciso que mi defendida 
hubiese contribuido al resultado por medio de eras excitaciones, sin las 
cuales no cabe desconocer que la presencia inusitada de Juan Romo en el 
sitio en que recibió la muerte fué el resultado de una casualidad funestisi- 
ma, pero en la que no tuvo intervención alguna Petra Rodriguez. 

Por último, hasta las circunstancias, detalles y accidentes de la catás- 
trofe, están proclamando que no fué obra de un criminal concierto entre la 
mujer, el criado y el amante. La experiencia dice que la victima que 

- sucumbe por efecto de semejantes traiciones, muere en .el silencio de una 
alcoba, donde se simula que ha sido atacado de una apoplegia 6 de otra 
afección cualquiera,-6 en una apartada campiña, dando al hecho las apa- 
riencias de un robo que aleje las sospechas, ó de un accidente casual, co- 
mo la caida de un caballo ó el atropello de un carro. En tales casos, aun 
cuando la Providencia por impensados caminos suele traer el descubrimien- 
to del crimen, siempre aparecen esos caracteres de cálculo, de premedita- 
<ión, de superioridad. Y bien puede decirse que el hombre que muere del 
golpe inseguro de un azadón, y cuyo cadáver queda á la puerta de su casa, 
muere víctima de una fatalidad, de un accidente, de un encuentro inespe 

rado; pero en que no se ve ciertamente la mano de su esposa, como 
aquí ha querido suponerse. 

He examinado todos los indicios, todas las presunciones, todos los datos 
que, completamente extraños á las confesiones, arroja de si el proceso; y 
ya ve V. E. que no bastan para constituir, no ya una prueba plena, pero ni 
aun una fundada sospecha en la criminalidad de Petra Rodríguez. 

Alguna más gravedad tienen, y con entera sinceridad lo confieso, 
las acusaciones que la dirigen Manuel y Juan López; pero aun esas están 
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muy distantes de producir plena prueba y de poner en riesgo su vida. 

Innegable es que al folio 114, Manuel López, y poco después su primo- 
Juan, confesaron que varias veces les había hablado Petra Rodríguez de dar 
un trancazo á Juan Romo; que la noche del suceso fueron al corral segundo- 
de la.casa á hablar con ella, á disuadirla; y que estando esperándola y me- 
dio dormidos, vieron con sorpresa que, en vez de mi defendida, venía hacia 
ellos Juan Romo, y que entonces, por temor de ser descubiertos, 6 de une 
agresión legitima del Juan, cogió el Manuel un azadón que estaba en el 
montón de estiércol y dió con él un golpe al SApresado Juan, con ánimo só- 
lo de derribarlo y huir. 

Sin entrar ahora en apreciaciones acerca del grado de criminalidad que 
estas deposiciones revelan en Petra Rodríguez, es incuestionable que no pue- 
den merecer entero crédito, ya porque tienden á disculpar á los que las rin- 
den, puesto que cabe en dos hombres rústicos la creencia de que así arroja- 
ban la mayor responsabilidad sobre Petra Rodriguez, como instigadora det 
delito, ya sobre todo porque, según la conocida ley del Fuero Real, carece de- 
eficacia legal el dicho del co reo: ca, pues quel se conosció por malo, su conos- 
cencia non debe valer contra otro, ya también porque, según la ley de Partida 
que se cita por la misma acusación privada, es igualmente ineficaz el dicho 
dle aquellos que matasen homes fueras ende si lo ficieren tornando sobre st, 6 lo 
que es lo mismo, en propia defensa. 

Es, pues, indudable, y el mismo Fiscal de S. M. lo viene reconociendo 
así, que fuera de la confesión que fe supone prestada por Petra Rodríguez 
no hay datos, no hay elementos de convicción de la criminalidad de mi de- 
fendida, y ni términos hábiles, por consiguiente, para imponerla la última 
pena, 

Esto mismo lo-reconoce la Sala que ha dictado la senténcia en vista de 
que al considerar å Petra Rodríguez sólo como confesa de haber inducido al 
crimen, y al manifestar que sólo la confesión produce en este caso la eviden- 
cia legal de la ley de Partida, reconoce también que no hay cartas, no hay 
testigos, no hay, en suma, prueba perfecta y acabada, sino en esa misma 
confesión. 

Tiempo es, pues, Excmo. Sr., de que entre á demostrar que eso que se 
llama confesión, es todo menos la manifestación propia y directa del pen- 
gamiento de la procesada, y que envuelve infracciones de ley terminantes y 
vicios de nulidad notorios, que la invalidan por completo. 

Con sólo anunciarlo, comprende V. E. toda la importancia, toda la gra- 
vedad, toda la transcendencia de esta segunda cuestión, que en este caso, 
bien puede calificarse, sin exageración alguna, de vital. 

No ignora la Sala, en su superior ilustración, que, no sólo en los pueblos 
antiguos, sino en log modernos, en Francia, en Inglaterra, en otros ciento, 
los Jueces que aplican cuando procede la última pena, tienen que oir y pre- 
senciar ellos mismos las manifestaciones de los procesados y de los testigos, 
kin que las diligencias sumariales que en los primeros momentos se escri- 
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ben, sirvan apenas más que para preparar la prueba y el debate público, 
que es el que tiene sólo importancia. Y aunque en España continúa el pro- 
cedimiento escrito y la multiplicidad de instancias, y aunque, por consi- 
guiente, los Jueces de apelación y súplica no oyen ni ven al procesado, pro- 
cura euplirse esa falta velando por que en primera instancia se consigne, 
con escrupulosa exactitud, con religiosa fidelidad, el dicho de las declaracio- 
nes de los procesados y testigos. 

Así, pues, la misión, la gran misión del Juez de primera instancia, 
consiste en retratar con la exactitud de un espejo cuanto se dice, cuanto se 
justifica en ella. Y tanto es así, que el fallo de primera instancia apenas 
merece este nombre, puesto que ha de ser elevado en consulta necesaria- 
mente á la Audiencia, no constituyendo, por consiguiente, más que una 
opinión, un informe, aunque de origen autorizado, 

Pero si el Juez de primera instancia falta á su misión, y en vez de con- 
signar con paciencia, con exactitud, con entera verdad lo que cada cual di- 
jere y declarare, se entromete á vestirle, á adornarlo, aunque sea con las 
galas de la elocuencia, impide que el Tribunal superior, que sólo juzga por 
el sumario que se le remite, pueda emitir su fallo con sólidos fundamentos. 

Este abuso, por más que sea involuntario, aparece llevado 4 gu colmo 
en este proceso, y reto á las acusaciones 4 que citen uno solo que se aproxi- 
me siquiera al actual. 

A las primeras páginas del proceso ve V. E. que una labradorcita de 
quince años dice lactar, en vez de dar el pecho; poco más adelante, folio 45, 
que una niñera de pocos más años asegura que obra motu proprio; más ade- 
lante aún, que un guarda-puercos exprese que no puede puntualizar acto al- 
guno remarcable. En otros folios del proceso lee la pregunta dirigida á una 
labradora acerca de los particulares que ameritan estas diligencias; en otra 
ve que se interroga á un pastor acerca de los diferentes hechos concernientes; 
y en todo el proceso, y á cada paso, se tropieza con palabras y frases tales 
como entradas nocturnas, tergiversar hechos, mensajes, causales legílimas, st- 
quiera sea en aras, respective, y otras mil, que no cito por no molestar más la 
atención de V. E. 

En la declaración de Manuel López se aumenta la inverosimilitud al 
ver que empieza con estas frases, que jamás pudieron salir de la boca de 
un rústico labriego: «Que aunque nada es más natural en el que goza lim- 
> pia fama, y tiene la desgracia de ceder en un momento supremo á la 
» fuerza de un rapto.....» 

Bien pronto se conoce de quién procede ese lenguaje extraño, ese con- 
fuso y alambicado estilo, al examinar las preguntas que formula el Juez 
instructor, y entre las que descuella la dirigida á Petra Rodríguez en el in- 
terrogatorio que precedió al careo, y en la que, huyendo de la verdad, de 
la naturalidad, en vez de preguntarla si conocia á la novia de Manuel 
López, la interroga acerca de la predilecta Ó sea futura en embrión. 

¿Sabe, Excmo. Sr , una labradora, sabe la persona más ilustrada, el 
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erudito que se haya empapado en las obras de Góngora y sua imitadores, lo 
que es una futura en embrión? Esas dos palabras, ¿no constituyen algo más 
que una falta de lenguaje ó de dicción? 

Pero hasta aqui pudiera decirse que estos abusos de lenguaje sólo salpi- 
can de vez en cuando las declaraciones y constituyen una excepción, y per- 
miten que en general se comprenda, aunque siempre con duda y dificultad, 
lo que realmente pudo decirse; mas esta excusa no puede alegarse con res- 
pecto al careo, donde se supone hallarse la confesión espontánea y directa 
de Petra Rodriguez, pues constituye un conjunto en que no hay una linea 
ni una frase que no lleve el sello del especialisimo estilo del Juez ins- 
tructor. | 

Si ee da crédito á esa diligencia por entero, y de otra suerte no puede 
constituir plena prueba, he aquí lo que dijo la tosca y ruda labradora que 
apenas sabe escribir, como lo revelan sus firmas, en las que ella, como todos, 
habrá agotado su pericia caligráfica; he aquí lo que dijo (folio 121) esa tos- 
ca y ruda labradora, que dice puson por pusieron: «Que rodeada de cuatro 
> seres inocentes en quienes refluir pudieran los yerros de los que les dieran 
> el ger, de aquí el que, sin más objeto que mirar á los mismos, nunca el de 
» sustraerse á la acción de la justicia, haya negado hasta hoy cuanto atesti- 
» guan sus declaraciones prestadas en esta causa; empero que, visto fallado 
» el objeto no puede menos de confesar que son ciertos los hechos en las 
» declaraciones por el Juan y el Manuel 4 su persona referentes, sin tener 
» que añadir ni quitar cosa alguna más que nadie en el mundo es libre de una 
» pasión tan intensa y funesta, la del amor, y ésta acrecentada por la con. 
» ducta injustamente observada por su esposo, siquiera en aras de esos hi- 
» jos inocentes; y aunque haya tenido Ja desgracia de delinquir, no por eso 
» habiendo dejado de ser madre, pide la clemencia y compasión de los Tri- 
» bunales en sus momentos de ofuscación y desvario, y pide no se abandone 
» á tan infortunadas criaturas, en cuyo favor únicamente alza la vista del 
» suelo; debiendo advertir, que gran parte se debe al aburrimiento, deses- 
» peración y falta de reflexión, como mujer, al estar padeciendo por causa 
» de las familias, desde el momento en que se enlazó con el Juan Romo, se 
» gún confesión del que le habian manifestado, no habían de cesar hasta 
» ponerlos á mal á ambos esposos, como llegó un día en que lo viera por 
» desgracia realizado; y era, en verdad, tanta la ojeriza y mala voluntad, que 
» puede citar como un hecho, que en este momento recuerda, el de haberse 
» desafiado su malogrado esposo con el cuñado Luciano Martín, cuando las 
» cuentas del padre del primero, y por efecto de haber dirigido insultos va- 
> rios la cuñada y esposa respectiva del Luciano, Isabel Romo.» 

¿Qué puedo yo decir, Excmo. Sr., que aparezca más elocuente que la 
lectura de esta notabilísima producción? Yo ruego á ambas acusaciones, 
que, con la mano puesta en el corazón, me digan si ese cúmulo de frases en- 
marañadas, de palabras retumbantes, de giros estrambóticos, ha podido sa. 
lir de boca de la ignorante mujer á quien defiendo. Yo les ruego más aun: 
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les ruego que me digan si a] poner su firma al pie del careo Petra Rodriguez, 
ha podido entender la confusa, y en muchos puntos ininteligible arenga, 
que ocupa el lugar que correspondía á la Jlana, clara y vulgar confesión de 
una pobre aldeana. 

O las acusaciones guardarán un silencio, tanto más significativo en la 
privada, cuanto que la sustenta un digno letrado del país, con respecto á es- 
tas interrogaciones, ó habrán de concederme la verdad que en ellas se en- 
cierra. 

En vano se objetará que hay adulteración al principio y al fin del careo, 
pero que en una de las frases del centro está la manifestación propia y di- 
recta de Petra Rodríguez. Pero ni aun esto es exacto: todos huyen como del 
fuego de esa misma frase, pues el Fiscal de S. M. supone, en su censura, 
que Petra Rodríguez dijo que eran ciertos los hechos á su persona referen- 
tes; el acusador privado, que eran ciertos los hechos que había manifestado 
referentes á su persona, y la Sala que ha dictado la sentencia de vista, que 
eran ciertos todos los hechos expuestos por los procesados. Y nada de esto 
es estrictamente exacto, por más que yo salve las intenciones de todos, y 
por más que respete profundamente cuanto se dice en la citada sentencia. 
Lo que Petra Rodríguez dijo, según la diligencia, fué, que eran ciertos los 
hechos en las declaraciones por el Juan y el Manuel á su persona referentes, 
y esa frase lleva el vello del formidable hipérbaton del Juez instructor, que 
nadie, por lo visto, ha acertado á reproducir 

Y hay más todavia: aunque esa frase capital estuviera en lenguaje pro- 
pio de Petra Rodríguez; aun cuando por su gongorina estructura no fuese 
tan sospechosa como todas las demás; desde el momento en que se concede 
que el careo está en su mayor parte alterado; desde el momento en que se 
reconoce por el Ministerio público que esa diligencia está plagada de extrava- 
gancias, ¿quién puede decir con ánimo sereno tal frase es verdad, tal otra es 
mentira, tal periodo es de la procesada, tal otro del Juez instructor? Preci- 
so es, pues, confesar que una diligencia de esa naturaleza, y en que hay que 
reconocer que, cuando menos, pertenece á dos distintos autores, no puede 
constituir la confesión propia, directa y exclusiva del procesado: no puede 
servir de fundamento á una sentencia de muerte: no puede servir de base á 
un fúnebre cadalso. 

En vano querrá decirse que aun cuando el estilo pomposo y gongorino 
con que está redactada la diligencia pertenece al Juez interino, éste es un 
hombre de clarísimas luces, de envidiable criterio, y que, á pesar de su es- 
tilo poco común, merece que se le conceda completo crédito. Yo, Excmo. se- 
ñor, no puedo menos de ocuparme de este particular. Si tuviera que decir 
algo contra la moralidad de ese letrado Juez instructor de esta causa: si tu- - 
viera algún motivo fundado para acusarle como prevaricador, ó bajo otro 
concepto, desde luego le acusaria, en cumplimiento de mi deber. Mas de 
mis noticias resulta, que es una persona honrada y de buen deseo; pero una 
persona que tiene (y no le culpo por esto) una inteligencia limitada y una 
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forma confusa de expresarse, de lo cual ha dado muchas pruebas. No diré, 
pues, que haya procedido con dañada intención; pero sí que obró bajo la 
presión del deseo de darse á conocer luciendo sus galas de estilo y demos- 
trando su buen celo; mas como quiera que su inteligencia no correspondia å 
su celo, necesariamente ésta ha sido extraviada; así es, que en este como en 
otros muchos casos, ha expresado sus pensamientos de una manera equivo- 
cada é ininteligible. Por eso necesito entrar en este terreno, salva siempre 
gu recta intención, que no puede ser más sana. En este mismo proceso, al 
folio 24, obra una pregunta dictada por ese señor Juez (cuya intervención 
directa en la mal llamada confesión de mi defendida no puede negarse), y 
es la siguiente (folio 24): «¿A qué se debió el que convencidos de que no se 
» hallaba en casa, y por esta razón, mandádose habiendo por la esposa, fue- 
» ren juntos á buscarle 4 casa del hermano por éste y por el Mediero, se em. 
> pleara tiempo alguno en buscarle por cuadras y corrales, hasta dar con él, 
» y si su cadáver resultó ser ó no la sombra en el albañal, de que dejo he- 
» Cho mérito?» Esta pregunta, Excmo Sr., está firmada por el Juez, está 
hecha exclusivamente por él: con ella ha querido decir algo; mas pcr su e- 
pecial estilo y la cortedad de su razón, no ha venido á decir nada. 

¡Un cadáver que resulta ser una sombra! ¡Ojalá lo hubiera sido, y no es- 
tarlamos ahora defendiendo palmo á palmo la vida de Petra Rodríguez! Aún 
citaré otra pregunta dirigida á una niñera, y obrante al folio 72, y que no 
es menos notable: «Si sabe 6 le consta que por cualquiera causa 6 razón, ya 
» el esposo Juan á otra persona, ya ésta á aquél, háyase profesado respecti- 
» vamente 6 alcanzádolas un resentimiento profundo, 6 les ha oído deseos 
» y aseveraciones de venganza.» 

Y para acabar de apreciar las dotes especiales del Juez instructor y tra- 
ductor de Petra Rodriguez, dignese V. E. leer el auto del folio 313, ve por 
lo largo me abstengo de reproducir. 2 

Se ve, pues, claramente la poca fe que ofrece una diligencia de confe- 
sión redactada por un Juez que, sin querer, prescinde de la verdad de los 
hechos por dar cabida 4 ese estilo especial que le caracteriza, incurriendo 
en aberraciones tales como la del cadáver que resultó ser una sombra! 

Mas no es esto solo, Excmo. Sr.; y como es de suma gravedad que V. E. 
pueda, con conocimiento de causa, apreciar la veracidad de esas diligencias 
redactadas por ese señor Juez, y sobre las que estriba la acusación de mi 
defendida, séame permitido en esta vista, como en la anterior, llamar la 
atención de la Sala sobre el contenido del Diario de las Sesiones del Congre- 
so de Diputados de 16 de Junio de 1857, del cual resulta, que discutiéndo- 
se una acta, en la que figuraba una providencia dictada por este Juez en 
una información sumaria, fué declarada ininteligible en el curso del debate. 

Por su parte, el humilde letrado que dirige la palabra en este momento 
al Tribunal, la ha dado á leer á personas de reconocida ilustración, y todos 
le han dicho que es completamente ininteligible; y, no obstante, después 
de todo esto, vienen aquí unos autos instruídos por el mismo Juez que ha 
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dado esa providencia con los mismos defectos, con declaraciones tan desfi- 
guradas, tan ininteligibles como acaba de oir el Tribunal; y la Audiencia 
¿ha de venir á decir: Yo no he visto ni he vido lo que ha dicho Petra Ro- 
dríguez; sin embargo, el Juez ha hecho esa especie de declaración, según su 
modo de ver, y por lo que de ella resulta, voy á imponer la pena de muerte? 
Yo no puedo creerlo. No puedo recelar un punto que V. E. encuentre evi- 
dencia legal en una traducción del dicho de la procesada, cuando aparece 
que la tal traducción es obra de quien tiene la desgracia de formular su pro- 
pio pensamiento de una manera tan abstrusa. 

Llego á otro razonamiento que se presenta por la acusación. Se dijo 
- que si esa diligencia de careo no estuviera firmada exclusivamente por el 
Juez, cuyo nombre no quiero que salga de mi boca, porque no quiero per- 
judicarle, podíamos creer que eso no habta salido de los labios de los acusa- 
dos; pero es el caso que á su Jado firman el Promotor fiscal del Juzgado y el 
Escribano, y es un delirio de la defensa intentar impugnarlo. 

Sobre el Escribano nada diré. 

Cuando está el Juez delante, el Escribano no hace más que escribir lo 
que aquél le dicta; y sobre todo, su testimonio no puede, ser creido cuando 
afirma imposibles; é imposible es que Petra Rodríguez dejara de hablar co- 
mo una rústica labradora y de repente tomara el estilo, los giros y hasta las 
palabras habituales del Juez interino. 

Queda el Promotor fiscal, persona dignisima, y cuyo nombre no hay ne- 
cesidad de callar como he hecho con el del Juez, porque desempeñó con su 
proverbial conciencia su cometido, y debo tributarle elogios. Este ilustrado 
Promotor fiscal, que se llama D. Pedro Lacal, ha firmado, en efecto, esa de- 
claración de Petra Rodríguez. ¿Pero supone esto que el dictado de esa decla- 
ración no sea el del Juez, y que en esos términos la prestara la acusada? No. 
Lo que esto supone es que se halló presente é la declaración, que oyó lo que 
el acusado dijo, y que, en vista de lo que presenció y oyó, formó su convic- 
ción, dejando por lo demás al Juez que la dictara según su modo de com- 
prender. Así ee que el Promotor fiscal expresa en su dictamen que no pide 
la imposición de la última pena, porque á su entender, no hay plena prue- 
ba de las circunstancias que concurrieron en el delito. A pesar, pues, de su 
asistencia å las declaraciones y de haber oído el modo y forma con que la 
ha prestado Petra Rodríguez, no ha podido adquirir la convicción necesaria 
para pedir la última pena. 

¡Ahí tiene, pues, la acusación lo que significa la firma de ese funciona- 
rio respetable y digno, tal vez el decano de los de su clase, que no ataca de 
frente, es verdad, las confesiones; pero que, habiéndolas presenciado, afir- 
ma que no han llevado á su ánimo la convicción indispensable para recla- 
mar la imposición de la pena capital! 

De los tres funcionarios, pues, que las han firmado, vemo que el uno, 
que es el Escribano, no ha podido hacer más que escribir lo que le ha dic - 
tado el Juez; del otro, que es el Juez, vemos que en todas esas declaracio- 
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nes se revela su intervención directa, su estilo, su apreciación, no lo que han 
dicho los procesados; el otro, que es el Promotor fiscal, no ha adquirido la 
convicción necesaria después de haberlo oído todo, y no puede, por consi- 
guiente, pedir la última pena. Si el Promotor fiscal hubiera oído decir: Es 
cierto que he mandado asesinar á mi marido; si hubiera oído decir: Es ver- 
dad que media hora antes habíamos ido, con el fin de asesinarle, llamados 
por Petra Rodríguez, —¿cómo había de decir que no podía pedir la imposi 

ción de esa última pena porque no encuentra circunstancias bastantes para 
formar su convicción en este punto? ¿Cómo, habiendo él asistido á esos ac- 
tos y pudiendo apreciar de la manera más completa lo declarado por los acu- 
sados, dice: eno estoy bien seguro»? Esto se explica muy fácilmente: por- 
que esas frases no han sido pronunciadas por los acusados, ni están en lo 
dictado por el Juez, que no ha acertado á explicar claramente lo que han 
dicho. 

Pero hay otro motivo más de duda y zozobra. Concurre la circunstancia 
de que en las declaraciones de Juan y Manuel López se acusaba á la Petra 
Rodríguez de dos delitos distintos: el adulterio y el parricidio; y así como 
cuando se trata de uno solo repugna creer que el Juez que oye: «No tengo 
culpa», escriba que se confiesa el delito, es fácil tratándose de un Juez de 
confusa inteligencia, que confunda.la confesión de un delito con otro cuan- 
do se amonesta al procesado por varios. 

En las declaraciones de Manuel y Juan López se habla de relaciones 
adúlteras, á la vez que de ciertos hechos que tienen relación con el delito 
de que aquí se trata; y es posible que Ja mujer, que por más que haya llega- 
do á tener esas relaciones culpables, todavía no ha llevado su criminalidad 
hasta el punto de decir al amante que vaya å matar á su marido, luche allá 
dentro de su conciencia, considerándose causa ocasional del daño, por ha- 
ber dado lugar con sus relaciones ¡ilícitas á que la casualidad trajese ese des- 
enlace tan terrible, y que en medio de su aflictivo estado, al ver que se la 
acusaba de un delito que no era el de la muerte de su marido, sino el de sus 
relaciones adúlteras, y al confesar la afirmativa de éste, se produjera el 
error de que en lugar de creer que confesaba uno, se creyera que afirmaba 
su participación directa en el otro. 

Fácil, muy fácil es que esta mujer, cuando se la dijo: Tú eres adúlte- 
ra; mira que. aquí se asegura que tienes con ese hombre era clase de rela- 
ciones; —y cuando se la dijera en resumen todo lo que de esas declaracio 
nes aparecía: al ver que el adulterio estaba ya descubierto, y al querer con- 
fesar que, en efecto, era cierto: comprendiendo que éste había sido la cau- 
sa, aunque imprevista y ocasional, de ese desenlace funesto, exclamara: 
¡Yo tengo toda la culpa! —Y así como un Juez práctico que hubiese queri- 
do depurar completamente la verdad, al oir esta respuesta hubiera dicho: 
Vamos por partes: ¿de qué es de lo que tiene Vd. la culpa? Así también es 
de temer que este Juez interino, al oir lo de «Soy culpable por las relacio- 
nes», diese rienda suelta 4 su fantasía, y escribiere ó dictase lo que V. E. ha 
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oido, lanzándose á todas esas declamaciones en que se engolfa para expla- 
nar en forma grandilocuénte lo que ha oido al acueado, ó lo que ha creido 
oirle. 

Esto es una cora que merece mucho detenimiento; porque, no solamen- 
te puede haber error en la manera de decir la respuesta, cuando la pregun- 
ta es doble y confusa, sino que puede haberlo en el modo de entender la 
contestación y en el modo de consignarla. Yo no digo que el Juez haya to- 
madu Ja afirmativa por la negativa, sino que ese Juez, al ver que Petra se 
confesaba responsable de dos delitos: del uno, de una manera directa, y 
del otro de un modo indirecto y ocasional, no estableciera bien esa dife- 
rencia, y comprendiera que de los dos se acusaba directamente. Esto es 
muy posible, y de ello pudiera poner mil ejemplos; porque muchas veces 
hay personas que parece que se reconocen causantes de un mal .en el que 
no ban tenido otra culpa que la de su negligencia ó imprevisión. Nada 
más fácil que el que una muchacha joven galga á pasear con un niño, vaya 
por la orilla de un rio, encuentre cualquiera amiga, y sin prever las con- 
secuencias que su’ descuido pueda traer, se detenga á hablar con ésta, de- 
jando al niño que corra á su albedrío, y que en un momento desgraciado 
se arroje á las aguas. Ocurrido este accidente funesto, esa joven se lamenta 
de su descuido con esas frases gráficas, que son muy propias de aquel que 
tiene una negligencia de esta clase. 

En estos momentos acude un Juez que reune las condiciones del que ha 
dictado estas declaraciones, y que al tener noticia de lo ocurrido, se pre- 
senta delante de esa mujer desesperada y la pregunta, que quiér, es el que 
ha cometido aquel delito; y esta mujer, que puede muy bien hasta ser una 
hermana del niño que ha caído en el río, contesta en medio de sus sollo- 
zos: «Yo roy la culpable, no busque Vd. á nadie, porque yo soy la única 
culpable». Y al oir esto, es muy posible que, inflamándose el Juez instruc- 
tor en el más desmedido celo, enristre la pluma y diga: «Que atenta á ex- 
citaciones intensas de conciencia y temor respective, y atormentándole 
habiendo remordimientos varios, confesar debe, siquiera sea en aras de ese 
inocente niño que arrojado había á corrientes del rio, do perecido habia». 

He aquí cómo en posible, por ignorancia y precipitación, convertir en 
confesión de un fratricidio lo que en realidad no es más que un caso for- 
tuito, ó á lo sumo, una imprudencia temeraria fácilmente descubierta y 
claramente consignada por cualquier Juez que, encerrándose en su deber, 
se limite á exigir detalles y consignarlos con fidelidad, y se abstenga de 
convertir las confesiones de los reos en trozos de retórica. 

Y no se diga que esto es una ingenioea sutileza de la defensa. f 

Aparte de que sutilezas de la defensa se llamaron lae consideraciones 
del defensor de Lesurques, acerca de la posibilidad de una semejanza en- 
gañora con el verdadero criminal: aparte de que asi se calificaron los razo- 
namjentos del defensor de Calas, acerca de la posibilidad de un suicidio, 
donde todos menos él vieron un homicidio: aparte de que en estas causas 
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graves, el Magistrado experto se detiene mucho en ego que se califica de 
sutileza: dignese V. E. fijarse en que, en este-caso, la existencia de un 
error deplorable se ha proclamado por quien no es capaz de me recursos 
de ingenio. 

El padre, que así puedo llamarlo, de Petra; el honrado propietario don 
Mariano Pérez Rodriguez, me dió desde el primer día la instrucción que he 
presentado, y en ella dice en su lenguaje sencillo, que contrasta con el del 
careo, lo siguiente. Que su sobrina le ha asegurado «que la leyeron y no ea- 
> bia lo que la leian; que la hicieron firmar y no sabía lo que firmaba; que 
» ella no declaró que estuviera en combinación para lå muerte, sino que 
ə tenía culpa por Jas relaciones con el Manuel, y no la entendieron. Tan 
» cierto es esto, añade, que fui 4 ver å D. Demetrio Pérez para que pusiera 
» un escrito para que la tomaran otra declaración y la dejaran explicarse y 
» decir la verdad, y me dijo ya no era tiempo, y creo no lo negará en nin. 
» gún tiempo.» 

¡ Y qué mucho, Excmo. Sr., que el digno letrado á que se alude creyera 
que ya no era tiempo, cuando esto se sostiene por el Ministerio público, 
cuya conciencia está tranquila con Ja diligencia de careo en que no ve nin 
gún defecto, ningún vicio que impida que por ella se aplique la úitima 
pena! ¡Qué mucho que él creyera estéril sostener con el mismo Juez, autor 
del careo, una cuestión de ese género, que ciertamente sólo ante la Supe- 
rioridad tenía probabilidades de éxito! 

Pero ha de tenerse en cuenta que estos datos, esas explicaciones acerca 
del error involuntario, pero error inmenso, en que se ha incurrido en el ca 
reo, constituyen en realidad un acto oficioso por parte de la defensa. 

Basta á ésta, para pulverizar el careo, para persuadir que no puede ser- 
vir de fundamento para imponer la última pena, demostrar que el dicho de 
la procesada está alterado, traducido, vertido á un estilo que no es el suyo. 

Y este hecho no se apoya en conjeturas, ni afirmaciones de la parte: 
este hecho está probado hasta la evidencia con la comparación del careo, 
con las providencias del Juez interino; y para esto es autoridad competente 
vuecencia, que en materia de estilo, de redacción, no necesita peritos. 

A no renunciar, en efecto, á su propio criterio, nadie puede negar que 
la persona que dictó los autos dictó también el careo. 

Veamos ahora si esa alteración es legítima, ó si basta que se pruebe 
como lo está, para que la diligencia deje de producir la evidencia legal de 
la Ley de Partida; y permitaseme que recuerde algunos textos legales, que 
sin duda conoce muy bien la Sala. 

Hé aquí lo que dice la Ley 26, tit. XV1, Partida 3.2: 

« E desque el testigo comenzare å decir, debe el juzgador escucharle man: 
samente, é callar fasta que haya acabado, catandol todavía en la cara. E 
cuando acabare de decir, debe estonce el juzgador comenzar á fablar é de- 
cir: agora escucha tú á mí, ca quiero que oyas si te entendí bien; é debe 
estonce recontar lo que el testigo dijo..... é débelo facer escrebir bien é 
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dealmente de guisa que non sea menguada ni crecida ende ninguna cosa.» 

¿Está ajustado á esta ley el careo? ¿Habrá quien diga, por ejemplo, que 
la frase de «rodeada de cuatro seres inocentes, en quienes refluir pudieran 
los yerros de los que les dieran el ser» no está crecida? ¿Habrá quien sos- 
tenga que el legislador, al prevenir severamente que se escriba bien é leal- 
mente el dicho del testigo «de guisa que non sea menguada ni crecida nin- 
guna cosa,» quiso que se convirtiera el dicho de una aldeana en esa rela- 
ción del folio 124, tan ampulosa, y á veces incomprensible para la que la 
firma? 

Pues vea ahora V. E. la ley 4.8, tit. XIIL de la misma Partida, que pre- 
viene, que para que la confesión sea válida, es preciso que la faga de grado 
é non por premia, que la faga á sabiendas é non por yerro, que la faga contra sí. 


¿Dónde dice que la faga otri por él, que es lo que aquí sucede? ¿Quién ` 


se atreve á asegurar que la ignorante aldeana de que se trata firmó á sabien- 
das, es decir, comprendiendo lo que firmaba, tratándose de una diligencia 
en que están las palabras aras, respective, pasión intensa, y cien frases y gi- 
ros confusos y llenos de un violento hipérbaton? | 

Más explícita aún es la Ley 12, tit. X1V de la misma Partida, que man- 
da que el pleito «que sea movido contra la persona del ome ó contra su 
»fama sea probado con pruebas claras como la luz, porque más santa cosa es 
»quitar al ome culpado contra quien no puede fallar pruebas ciertas é ma- 


na 


vnifiestas el juzgador, que dar juicio contra el que es sin culpa magiier fa-. 


»llare por señales alguna sospecha contra él». En esa ley admirable, y que 
prueba á qué altura estaba ya la civilización española en aquella remota 
época, se pone entre esas pruebas claras como la luz la conoscencia del acusa- 
do, no la conoscencia que otro, con el mejor deseo, pero con notorio abuso, 
hiciere por el procesado. 

No menos expresa está la Ley 12, tit. VIII, libro II del Fuero Real, al 
mandar «que diga la verdad de lo que oyó é de lo que vió, y el Alcalde fá- 
galo escribir como lo dice». | 

Esta ley se refiere á la 10 del mismo título, en que se mandan escribir 
los dichos dellos. 

¿Puede negarse que en este caso no fizo el Juez escribir lo que expuso 
Petra Rodríguez como lo dijo? ¿Y cabe desconocer que si así no se ejecutó, 
se infringieron en el careo esas leyes terminantes? 

No me detendré en la 5.3, tit. XI, libro XI de la Novisima Recopilación, 
` que dice: y que pongan á la letra los dichos de los testigos sin mudar palabra ni 


aclararla, sino como lo dicen; porque no pudiendo desconocer que en el careo 


se halla infringida, se dijo en la anterior vista por el Ministerio público 
` que no es aplicable al caso, porque impone esas restricciones á los recepto- 
res, pero nunca á los Jueces. 

Aparte de que la anterior del Fuero Real se refiere á los Jueces, que en- 
tónces, y hasta época reciente, se llamaron Alcaldes, vea el Fiscal de S. M. 
la Ley 3.2 del mismo título y libro, y notará que manda que el Juez, recep- 
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tor 6 Escribano, pregunte al testigo por su edad, etc., y que lo que dijere 
asiente en su deposición. | | | 

¿Se dirá aquí que la restricción no alcanza más que á los receptores? 
Ciertamente que no. ¿Se objetará que se refiere á las preguntas llamadas 
generales de la ley, relativas á la edad, estado y condición del testigo, pero 
que esa precaución no alcanza a las confesiones en que va la vida del proce- 
sado? | 

Pero si esto se dijere, no pasaría de una sutil é ingeniosa evasiva, que 
se estrella contra la razón y el buen sentido, los cuales proclaman que el 
legislador que marca requisitos y exige precauciones en cosas claras y sen- 
cillas, las quiere mucho más en los aguntos graves. 

Pero hay más todavia: la ley 6., tit. XXVII, libro XI de la misma Novi. 
"sima, previene: «Que los dichos Alcaldes fagan que ge asienten Jos dichos de 
slos testigos como ellos los dijeren, y que los Escribanos no los extiendan 
əni pongan en otro estilo, y fagan todas las preguntas necesarias para suber 
»la verdad». 

Cierto que esta ley está en el título de Jos juicios de hidalguía, ¿pero se 
atreverá A sortener el Ministerio público que la legislación española, que ve 
peligros en no asentar los dichos como se profieren, que ve posibilidad de 
error cuando se ponen en otro estilo, ve todo esto y le pone remedio cuando 
se trata de un juicio de hidalguía, y no lo ve ni lo corrige cuando se trata 
de un proceso en que va la vida, la libertad, la honra de un ciudadano? 

Yo no puedo creer que esto se diga por el Ministerio público; yo no pue- 
do creer que desconozca que ahi no se hizo más que aplicará los juicios de 
hidalguía la regla general de los demás juicios; yo no puedo creer que se 
sostenga que hoy en España hay más garantías en una controversia de va- 
nidad ó de blasón, que en una controversia de vida ó muerte para el proce- 
sado. 

¡Y menos puede temerse que esto se diga en un país en que, desde don 
Alonso el Sabio, se exigen pruebas claras como la luz en procesos crimi- 
nales! | 

También es preciso reconocer que varias de esas leyes se refieren á de- 
claraciones de testigos y no á confesiones del procesado; ¿pero habrá quien 
se atreva á objetar en serio que el legislador que comprende lo expuesto, 
que es alterar el dicho de un testigo en el pleito más insignificante, y que 
pone coto å este abuso exigiendo garantías 4 los Jueces, no conoce que el 
mismo riesgo hay en Jas confesiones y no quiere que se remedie? 

- Menos aún puede decirse como argumento ad terrorem, que si se anulan 
todos los juicios en que no esté letra por Jetra, palabra por palabra, el dicho 
del acusado, sería preciso que V. E. anulase casi todos los que se someten á 
su superior resolución. | | . 

En primer lugar, niego que en lo general exista alteración; y en segun- 
do, sostengo que la nulidad debe dictarse alli donde el exceso es capital y 
notorio como aquí. ¿Puede citar el señor Fiscal muchos casos como el ac- 
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tual? ¿Puede citar una confesión parecida siquiera 4 la que se supone pres- 
tada por la tosca aldeana que defiendo? Convenga en que este caso es una 
excepción rarísima, y de ello se honra la judicatura española. 

También debo contestar aquí á algunas otras objeciones que se han he- 
cho con respecto á la ilegalidad flagrante de la diligencia de careo. 

Se ha dicho por la acusación privada que no se concibe el que no se haya 
formulado ya una verdadera acusación por parte del defensor de Petra Ro- 
dríguez contra el Juez de primera instancia interino, y se ha añadido que 
no se tendrá mucha convicción cuando esa acusación no se ha formulado. 

Extraño es que se diga esto, porque además de que se concibe bien que 
la situación de un reo que tiene ya sobre ai una sentencia de muerte no es la 
más apropósito para que se detenga en formular acusaciones contra nadie, 
la verdad es que yo no he dicho que por falta de buena fe é intencionalmen- 
te se hayan cometido eros defectos gravisimos, y por consiguiente, no esta- 
ba en el caso de formular esa acusación la defensa de Petra Rodríguez. 

Es lo cierto, sin embargo, que he señalado, y esto es lo que me importa, 
vicios, 4 mi juicio, mil veces más graves que el que se nota en la confesión 
de Juan López, reducido á que no concurrió á la promesa de decir verdad, 
como debía el curador, y ya se ha visto que ese vicio impide, según la sen- 
tencia ejecutoriada, en cuanto á ese procesado, el que se le pueda imponer 
la pena de muerte. 

También se dice: ¡Pues qué! ¿Esa declaración ha de quedar sin efecto 
ninguno? ¡Pues quél ¿No se han ratificado, asi se dice textualmente, varias 
veces Juan y Manuel López y Petra Rodríguez? ¡Pues qué! ¿En esas ratifi- 
caciones no ha reconocido Petra la exactitud del careo? — 

Confieso que he acogido estas frases de la acusación hasta con gozo, por- 
que me demuestran que en alguna parte está conforme con la verdad de mis 
observaciones. ¿Quién habia de pensar que el que me habia de dar la mejor 
prueba contra la validez de la declaración de Petra Rodriguez había de ser 
el acusador privado? Él proclama que si esa confesión es incontrastable, es 
porque en ella se ha ratificado varias veces la procesada: él reconoce la im- 
portancia de esa ratificación: él confiesa que si existiera sólo el careo, val- 
dria por sí muy poco. 

Pves bien: me congratulo de esa doctrina, que no será para nadie sos- 
pechosa, pues sale de labios de la acusación, y me congratulo, Excelenti- 
simo señor, y estoy dispuesto á alargar la mano á mi ilustrado compañero 
y darle las gracias; porque sépase que ese requisito de Ja ratificación, cuya 
necesidad y cuya importancia con tanto acierto demuestra en su escrito, no 
existe en el proceso! ¡Sépase que no hay tal ratificación! ¡Sépase que después 
del careo del folio 124, no ha vuelto á interrogarse á Petra Rodríguez; y tan- 
to es así, que reto á las acusaciones á que me señalen el folio en que esté 
esa ratificación indispensable, esa ratificación que ha de hacer incontestable 
el expresado careo. | 

¡No hay más, no, que esa relación absurda, en que apenas se consagran 
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dos líneas al suceso de autos; no hay más que esa arenga 6 plegaria ininte 
ligible para la aldeana que la firma, en que jamás, entiéndalo el acusador 
y desmiéntame, si puede, en que jamás se ha ratificado! 

No se objete, por último, que si se admite con la defensa que basta que 
un reo diga que no se ha escrito su confesión tal cual la dijo, que aquel 
no es su estilo, para que quede ineficaz, se abre la puerta al abuso y no 
habrá reo confeso que por esa sencilla afirmación no logre dejar ilusoria su 
confesión. | 

No: la defensa no ha sostenido el absurdo de que basta que el procesa- 
do afirme que se ha adulterado su dicho para que caiga por tierra la con- 
fesión; lo que ha sostenido, y sostiene con toda la energía de sus convic- 
ciones, es que si, además de expresar que existe el abuso, lo prueba, como 
aquí sucede, cumplidamente el procesado, debe invalidarse la confesión. 

Y así, exigiendo, no que se diga, sino que se demuestre, la traducción, 
la adulteración, no hay ni puede haber abuso; y si no, ¿pueden citar las 
acusaciones algún caso en que una rústica labradora pierda de repente su 
llano y vulgar decir y se apropie un estilo forzado, hiperbólico, confuso y 
exclusivo del Juez instructor? Lo que sería grave, lo que abriría la puerta 
á los abusos y á las iniquidades más horribles, sería la doctrina contraria; 
sería el decir, que aun cuando se pruebe, se demuestre el abuso, aunque á 
la Superioridad se le entre por los ojos la adulteración, tiene que callar: 
tiene que hacer que nó ve: tiene que suponer que cree que no se ha mengua- 
do ni crecido ende ninguna cosa: tiene que aceptar á sabiendas de que no es 
cierto que se han puesto las confesiones como lo dijeron: tiene que dar por 
sentado que no se ha puesto otro estilo: tiene que decir que la conoscencia 
es del acusado: tiene que admitir que está fecha a sabiendas, aunque la 
firme quien conoce que no es capaz de comprenderla. ¡Esto no es posible: 
esto sería limitar las atribuciones de V. E.: esto equivaldría á cercenar su 
esfera de acción: esto valdría tanto como someter el superior á la voluntad 
del inferior! 

Yo no puedo menos de esperar que V. E. rechace esa traducción, esa 
versión hecha por una persona que dice predilecta ó futura en embrión, que 
dice resultado en proyecto, lo cual revela algo más que mal gusto en el de- 
cir; yo no puedo menos de esperar que V, E. adopte las medidas necesarias 
para que, oyendo á quien corresponda, y á la misma Petra, vengan aquí 
las manifestaciones propias y directas de Ja procesada, que es lo que la ley 
previene; yo no temo, no puedo temer en ningún caso que V. E. conceda 
el valor de plena prueba, de dato, que arroja la evidencia moral de la ley 
de Partida, bastante para imponer la última pena á esa informe diligencia 
de careo, sin ejemplar ni precedente en los anales del foro español. 

He concluido el examen de mi segunda proposición, y entro de lleno 
en la tercera, que formulo en estos términos: Aun concediendo por un ins- 
tante la validez del careo: aun aceptando como ciertas y verdaderas las de- 
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claraciones de los tres procesados, no puede declararse que hay plena prue- 
ba de que Petra Rodríguez es reo de delito consumado de parricidio, sin 
infringir las prescripciones del Código y los principios más inconcusos de 
derecho penal. Si éstos se respetan, si se aplican con impasibilidad y jus- 
ticia, no puede decirse que hay prueba legal más de que Petra Rodríguez 
llegó á la proposición, á lo sumo á Ja conspiración, para la muerte de su 
marido; pero que la catástrofe ocurrió sin que ella diese un solo paso más 
en la senda del crimen, por efecto de una funesta casualidad á ella no im- 
putable. 

Dicho se está que cuanto exponga en este terreno habrá de ser hipotéti- 
camente, pues tengo probado que no existe la confesión de la procesada. 

También es preciso dejar establecido que no discuto ante moralistas 
austeros que pueden creer que la mujer adúltera y que concibe sólo el pen- 
samiento de dar muerte á su marido, merece la última pena, lo mismo 
que la que consuma el crimen. 

Me dirijo á un Tribunal ilustrado, á un Tribunal de derecho estricto, 
á un Tribunal que sabe que no siempre los malos pensamientos se con- 
vierten en malas obras, á un Tribunal que sabe que el delincuente recorre 
en su extraviada senda distintos pasos, para cada uno de los cuales el le- 
gislador ha señalado, cediendo á consideraciones filosóficas intontroverti- 
bles, distintas penas. 

Pues bien; si á pretexto de la odiosidad que causa el parricidio no se 
niega 4 Petra Rodríguez la aplicación de esa escala que marca el Código: 
si no se la pone, por decirlo asi, fuera de la ley: si no se la declara exclui- 
da de esa balanza de la justicia, que debe con mano impasible pesar el ul- 
timo quilate de criminalidad, yo no alcanzo, yo no concibo que pueda im- 
ponerse á la procesada la pena de muerte. 

Esto lo veo con la claridad de la luz del medio día, y sólo pido á Dios que 
me permita transmitir mi pensamiento con igual lucidez con que yo le con- 
cibo. : 

¡Dígnese V. E. oirme con su acostumbrada benevolencia: siganme las 
acusaciones en la encadenada serie de consideraciones de hecho y de dere- 
cho en que voy å entrar, y en las que las reto á que rompan un solo es- 
labón. 

He aqui el derecho, que V. E. sabe muy bien, pero que conduce 4 mi 
propósito recordar. Es considerado como autor de un delito: 1.9, el que to- 
ma parte directa en su ejecución; 2.°, el que fuerza 6 induce á otro á come- 
terlo; 3,9, el que coopera á la ejecución con un hecho, sin el cual no hubie- 
ra tenido lugar. 

Si esto es inconcuso, no lo es menos que el Código reconoce, sin excep- 
ción en todos los delitos, sin excepción en todos los autores, los grados si- 
guientes en la marcha y desarrollo de la acción criminal. Salvando el pen- 
samiento que se sustrae á la justicia humana, establece que debe penarse 
gradualmente la proposición, la conspiración para cometer el delito, la ten- 
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tativa, en que hay ya un principio de ejecución, el delito frustrado y el con- 
sumado. 

Todo criminal puede detenerse en uno de esos grados, y, aunque sea por 
causas ajenas á su voluntad, viene la atenuación, fundada en que nadie sa- 
be si el criminal hubiese llevado adelante sa mal propósito, y en que la 
justicia humana castiga por lo que ve y palpa, nunca por lo que pudiera 
ser, nunca por lo que pudiera conjeturarse. 

Dos grados de diferencia hay nada menos entre la pena de la tentativa y 
el delito consumado: dos grados entre el que lleva á su casa el producto del 
robo y el que es cogido con la ganzúa en la cerradura que va á forzar. Tal 
vez este criminal hubiera perseverado, pero tal vez no, y basta la duda para 
que la justicia humana se atenga á la tentativa, que es lo que puede apre- 
ciar. 

Pues si esto es claro, no lo es menos que en un mismo delito cabe que 
haya autores de delito consumado y autores que no han pasado de la cons- 
piración ó tentativa, no basta que haya un cadáver para decir: Todos sois 
autores ó cómplices de un homicidio consumado. z 

Tal vez uno lo propuso y no se le hizo caso por entonces y no volvió á 
ocuparse de ello, y éste no pasa de la proposición; tal vez otro asistió á un 
conciliábulo con el mismo fin, y luego enfermó, y no puede decirse que pasó 
de la conspiración; tal vez otro, al preparar la emboecada, fué detenido, y 
no pasa de la tentativas y sólo los que perseveraron, los que dieron muerte, 
son los reos de delito consumado. 

Pues bien: de esos principios inconcusos hagamos fría, inexorable, pero 

` desapasionada aplicación al caso de Petra Rodriguez. 

¿Puede considerársela como autor por haber tomado parte material en 
la muerte violenta que recibió Juan Romo de un golpe de azadón en el se- 
gundo corral de su casa? 

Evidente es que no; y aunque en su desmedido encono se haya arrojado 
á sostenerlo la acusación privada, apenas merece refutarse semejante de- 
lirio. l 

Consta que Petra no salió en esa noche de la casa: consta que no se s86- 

paró un punto de las criadas: consta por la confesión de Manuel y Juan Ló- 
pez, que ellos, y sólo ellos, intervinieron en la muerte del desdichado Juan 
Romo. g 

No hay dato, no hay indicio siquiera de la participación material: hay 
prueba plena en contra; y sin embargo, todavia se insiste en suponer, sin 
probarlo, que puede considerarse á mi defendida como autor en tal con- 
cepto. | 

Pero como el Fiscal de S. M. y la Sala misma que falló en vista recha- 
zan esa suposición absurda, no me ocuparé más de ella. 

¿Puede decirse que Petra Rodriguez ha cooperado á la ejecución con al- 
gún acto, sin el cual el crimen no hubiera tenido lugar? 

Tampoco, y así lo reconocen la Sala tercera y el Ministerio público. 
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En vano la acusación privada intenta sostener con su envidiable elo- 
<uencia que por haber abierto Petra la puerta carretera cooperó con un acto, 
sin el que no se hubiera cometido el delito. 

Con sólo hacer notar que ese corral no está defendido más qué por una 
tapia, probablemente de adobes: con fijarse sobre todo en que Juan López 
era criado de la casa y que nada le era más fácil que, antes de salir á buscar 
á su primo Manuel, dejar levantado el pestillo de esa puerta, se comprende 
que es ineostenible la opinión del acusador. 

Resta el tercer medio de ser considerado como autor: el del que fuerza 6 
induce directamente á otro á perpetrarlo. 

La Sala tercera sostiene en su considerando que hay plena prueba de 
que Petra ha inducido directamente, y con repetición, 4 Manuel y Juan López 
á cometer el delito. 

Detengámonos un instante y examinemos en qué consiste esa inducción, 
esa participación moral que puede elevar al acusado 4 la categoria de autor. 
Hay criminales que tienen arrojo y audacia para asestar por sí mismos la 
puñalada mortal á su víctima; pero hay otros que, más cobardes ó más pre- 
cavidos, prefieren por seducciones sojuzgar á otro hombre y convertirle en 
verdadero instrumento de su venganza. 

Consiste, pues, la inducción en dominar la voluntad ajena hasta conver- 
tirla en propia; y en estos casos el Código castiga, y con razón, igualmente. 
al tentador que sedujo ó fascinó, que al débil y depravado que, renuncian- 
do á su libre arbitrio, satisfizo odios y rencores extraños. 

Esta es sin duda la inducción, ésta la participación moral, y para que 
concurra, exige el Código que sea directa y la equipara á la fuerza. No bas- 
ta, pues, un mero consejo; no basta que se haya propuesto una y cien veces 
la perpetración del crimen. Para que la inducción se considere consumada: 

para que la participación moral sea completa, es preciso que el que ha de | 
ser ejecutor material, se preste y acceda á desempeñar su papel. Es preciso, 
es indispensable que se allane á cometer el delito por complacer al que le 
induce. 

Si esto no sucede, si el que se busca por instrumento no se doblega, fra- 
casará la inducción de la misma manera que deja de cometerse el robo, y 
no pasa de tentativa si se tuerce la ganzúa que se introduce en la cerra- 
dura. 

Para el reo de inducción moral, el hombre que ha de ejecutar es el ins- 
trumento, es el arma de que se vale, y es preciso que obedezca de una ma- 
nera ciega á sus inspiraciones. Así, por ejemplo, si un hombre vengativo 
encarga á un facineroso que hiera 4 un enemigo suyo, y si el bandido de- 
clara que no ha aceptado el encargo por considerar insuficiente la dádiva 6 
por otro motivo, pero que al saber cualquier día que la persona señalada 
como objeto de su agresión llevaba sobre si sumas cuantiosas, y por robár- 
selas le ha salido al encuentro, forzoso será convenir que en este caso el reo 
de inducción no ha consumado su obra; forzoso será convenir en que el cri- 
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men ha tenido por origen y causa, no la seducción de un tercero, sino la co 
dicia propia y personal del malhechor. 

Innegable es, pues, que la inducción ha de ser directa; innegable tam- 
bién que el autor por inducción puede, como todos los demás autores que 
marca el Código, quedarse en la proposición, en la conspiración, en la ten- 
tativa y en el delito frustrado. | 

Ahora voy á demostrar, con Jos autos en la mano, que ni ha habido in- 
ducción directa por parte de Petra Rodríguez, ni ésta ha pasado en todo 
caso, y aun aceptada la veracidad de las confesiones, del grado de proposi- 
ción; y, por último, que lo que está confesado por los acusados es que la 
muerte de Juan Romo se debe á causas enteramente distintas de la induc- 
ción que no estaba consumada. 

Me ocuparé ante todo de lo relativo á si existe 6 no la migen direc- 
ta. Para esto, como para todo lo que á confesiones se refiera, habré de citar 
exclusivamente las de Manuel y Juan Lopez; porque ya recordará V. E. que 
Petra Rodríguez no ha prestado declaración alguna detallada; no ha hecho 
más que decir, concediendo por un momento la validez del careo, ciertos 
los hechos en las declaraciones por el Juan y el Manuel á su persona referentes. 

Empieza diciendo Manuel, que estaba unido por una pasión amorosa á 
Petra Rodríguez, y no obstante la despedida de su casa, entraba en ella 
cuantas noches se le ofrecía ocasión y estaba el marido en las eras; añade 
que hacia tiempo que por conducto del primo Juan, y en número de tres 6 cua- 
tro veces, le habia propuesto Petra dar un trancazo á su esposo; expresa 
también que no bastaron á disuadirla las manifestaciones transmitidas por 
el mismo conducto; que, persistiendo en su tema, hubo de mandarla decir, 
por conducto del Juan y por entretenerla, que si salía ella responsable, con- 
testandole por dicho Juan que no habia responsabilidad; manifiesta tam- 
bién que el 18 de Septiembre, al volver con el ganado, vió á la Petra á la 
puerta carretera, se paró y estuvo un rato con ella, despidiéndose después 
sin ánimo de volver; y, por último, que en su casa ya, se le presentó el refe- 
rido Juan con recado de si estaba firme, y que se llegara por la puerta ca- 
rretera, refiriendo lo demás que no es ahora del caso. 

A su vez el Juan reconoce que es cierto que por tres ó cualro veces había 
pueslo en conocimiento de su primo Manuel el deseo de Petra, de que diese un 
trancazo á su marido; reconoce que Manuel le contestaba siempre que no 
se podía contar con él; que esto lo puso en conocimiento de su ama, que insis- 
tía en su propósito; que habiéndole contestado Manuel que si salía ella res- 
pousable, le mandó ésta le transmitiera que no tenia inconveniente en ello; 
y, por último, que el 18 de Septiembre le fué á avisar para que se llegaran 
por la puerta carretera del corral segundo. 

¿Qué inducción es ésta, Excmo. Sr.? ¿Qué conducta la de Petra Rodri- 
guez que viéndose cuantas veces queria con su amante, como él y todos los 
criados de la casa lo declaran, no trata de seducirle, de fascinarle, de arras- 
trarle por sí misma á la idea del crimen, y en vez de esto le hace la propo- 
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sición, y hasta tres 6 cuatro veces, por conducto de un gañán, de un mozo 
de mulas, que no es otra cosa el tal primo Juan? ¿A quién no choca, å 
quién no sorprende el que todos los recados acerca de dar un trancazo á 
Juan Romo salen siempre de boca del primo Juan, y esto entre dos perso- 
nas que se ven con frecuencia, puesto que el Manuel sólo una vez dice que 
manifestó personalmente á Petra su negativa? ¿Dónde está aquí la seduc- 
ción de la mujer amada, la seducción directa que se ejerce por su llanto, 
por sus demoetraciones, por esa magnética influencia que la une á su 
amante? 

jAh, Excmo. Sr.! Es que aqui el verdadero reo de inducción es Juan 
López: es que á él le pertenece el horrible papel de instigador del crimen: 
es que los dos amantes hallaban toda la satisfacción de sus impuros deseos 
en el ilícito comercio que sostenian: es que sus aspiraciones y esperanzas 
no iban más allá: es que ese miserable criado, por su indigna tercería en 
estos amores, no alcanzaba sino alguna mezquina gratificación, ó alguno 
que otro vaso de vino, como declaran los demás criados de la casa: es, en 
fin, que entreveia que si el vicio, el adulterio era para él improductivo, el 
crimen, el homicidio, le podía hacer árbitro supremo y dueño absoluto 
de esa misma casa en que ocupaba humilde condición de sirviente. 

De aquí el que no se indique siquiera que la iniciativa, la primera pro- 
posición se hiciera por Petra directamente á su amante: de aquí el que apa- 
rezca hecha, y hasta tres y cuatro veces, por el primo de Juan: de aquí el 
que Manuel reconozca que 4 él jamás le propuso Petra semejante acción: de 
aquí el que añada que sólo alguna vez personalmente manifestó á mi de- 
fendida la repugnancia que á él le inspiraba el delito: de aquí el que apa- 
rezca, aunque disfrazada con el velo aparente de mediación, la instigación 
incesante, continua de Juan López. 

No comprendo cómo esto ha podido escaparse á la penetración de los dig- 
nisimos Magistrados que han entendido en esta causa. 

Pero aunque se conceda que ha habido inducción directa por parte de 
Petra Rodriguez, aún no puede justificarse la imposición de la última pena, 
si no aparece que esa inducción se ha consumado, y si, por el contrario, re- 
sulta que el reo de inducción no pasó de la conspiración, y que, rechazada 
ésta, se debió la catástrofe á causas enteramente independientes. - 

Precisemos los hechos. Si de las confesiones de Manuel y Juan López 
resulta que, fascinados por Petra Rodríguez, estaban dispuestos á dar muer- 
te á Juan Romo: si resulta que el 18 de Septiembre de 1859, el recado que 
les mandó fué el de que viniesen al corral segundo, y allí saldría su inerme 
esposo para que le asesinasen, y si resulta que así lo efectuaron, he ahí la 
inducción perfecta y acabada; he ahi la participación moral tal cual la 
quiere el Código; pero si, por el contrario, expresan que la inducción no ha- 
bia hecho mella en ellos: si manifiestan que la cita del 18 de Septiembre 
era para hablar con Petra: si agregan que no estaban inducidos ni persuadi- 
dos, sino, al contrario, dispuestos 4 rechazar la seducción: si manifiestan 
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que en tal estado de ánimo, y cuando se hallaban desarmados, se les pre 
sentó inopinadamente Juan Romo, y por temor de ser sorprendidos, por te- 
mor de una agresión legítima de éste, cogieron un azadón que estaba sobre 
un montón de estiércol en el corral, y le dieron el golpe con objeto de huir, 
entonces no digáis que la inducción, que consiste en apoderarse de la vo 
luntad ajena, está perfecta: no digáis que el reo de inducción ha consuma- 
do su obra: no digáis que Petra Rodríguez, que pensaba en tal supuesto sa- 
lir, después que todos estuviesen entregados al sueño, al corral á conferen- 
ciar con sus cómplices, hubiera perseverado en su propósito y hubiese dado 
la orden de consumar el crimen: no digáis, en fin, que cuando se confiesa 
que el delito fué resultado de una funesta casualidad, del temor de ser des- 
cubiertos, de todo, en suma, menos de la inducción, existe la pa prueba 
de que ésta se llevó á sus últimos límites. 

Pues bien: de estas dos versiones la segunda es la única que confirman 
los autos, y me asombra que no la haya advertido en su ilustración el Mi- 
nisterio público; y si no, véase lo que dicen los procesados. 


Se ha dicho, en efecto, como último efugio, que cuando Manuel y Juan 
López afirman que no iban inducidos, que, lejos de esto, iban á disuadir á 
Petra si era necesario, no debe creérselos; que cuando expresan que espera- 
ban en el segundo corral á la interesada, no debe creérselos; que cuando 
aseguran que en vez de ella vieron llegar inopinadamente á Juan Romo, 
tampoco debe creérselos; que cuando aseguran que le dieron el golpe á 
Juan Romo sólo por huir y no por satisfacer los rencores de la persona que 
les había inducido, tampoco debe creérselos; que cuando Petra Rodríguez 
confiesa que lo que dicen Juan y Manuel es la verdad, no debe creérsela. 

¿Quieren las acusaciones que les conceda todo esto? Pues todo se lo con- 
cedo. ¿Qué habrán adelantado? 

Habrán logrado que desaparezca una parte de la confesión; pero gque- 
rrán decirme con qué la sustituyen? Acaso podrán decir que los razona- 
mientos que puedan presentar ambas acusaciones, y que se fundan en ta- 
les ó cuales presunciones, convencen de que la inducción estaba perfecta, 
persuaden de que los que dicen que iban á disuadir, iban á matar; de que 
los que dicen que la esperaban á ella, le esperaban realmente á él; de que 
los que aseguran que dieron el golpe por temor de ser descubiertos y por 
huir, lo dieron realmente por cumplir las órdenes de la persona que había 
consumado su obra satánica de inducción y fascinación. 

Pero, ¿por ventura todos esos argumentos, todas estas conjeturas, todo 
ese artificio que sustituis á la confesión, con que queréis destruir esa mis- 
ma confesión, equivale á la prueba legal que exige la ley de Partida? 

No olviden, no, las acusaciones que para imponer la última pena en 
esta causa á los procesados es preciso que aparezca confesada por ellos su 
criminalidad; no olviden, no, que los argumentos que se aduzcan en contra 
de esa misma confesión, no podrían nunca, por fuertes que fueran, consti- 
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tuir más que una prueba de convencimiento, según las reglas de la crítica 
racional, que sólo justificaría la aplicación de la pena inmediata. 

Por eso decia antes, Excmo. Sr., que planteada la cuestión en este te- 
rreno, estaba ganada. 

Véase, pues, Excmo. Sr., como, aun hecha por un instante la concesión 
inmensa de que existe confesión directa y propia de la criminalidad de Pe- 
tra Rodríguez, aun salvando todas las infracciones del procedimiento, no 
puede decirse que existe la plena prueba de que mi defendida sea autor de 
parricidio consumado por la inducción, y no puede imponérsele la pena de 
muerte. 

Para fulminarla, la sentencia de vista, que respeto profundamente, 
pero que mi convicción y mi deber me obligan á impugnar, ha tenido que 
incurrir en un error, hablo en términos de defensa, en un error científico, 
que no ee habrá escapado ciertamente 4 la sagaz penetración de V. E. 

En efecto, después de reseñar en los resultandos los tres ó cuatro reca- 
dos de Juan López á Manuel, y de referir cómo éstos detallan el suceso y 
lo inesperado de la catástrofe, sin citar en los resultandos hecho alguno 
que destruya esas afirmaciones de que no iban á matar, de que no iban 
persuadidos, sino, al contrario, de que se vieron sorprendidos, de que co- 
gieron el azadón que estaba alli casualmente, y de que para huir dieron el 
funesto golpe 4 Juan Romo; después de consignar que todo esto resulta de 
las confesiones, y absteniéndose de citar hecho, dato, prueba alguna que 
lo destruya, porque ya se ha visto que no existe, y que pueda sustituir á 
las confesiones y formar la evidencia moral; después de todo esto, se dice 
que se considera: «Que Petra Rodríguez está confesa de haber inducido di-. 
rectamente, y con repetición, á los procesados á cometer el delito». 

Es decir, Excmo. Sr., que olvidándose de que la inducción es una ope- 
ración intelectual, por la que se apodera uno de la voluntad de otro y la 
sujeta y la hace suya, se confunde ese resultado, que es á lo que el Código 
castiga con la mayor pena, con los esfuerzos, con las proposiciones para 
conseguirlo. 

Ha inducido con repetición, dice el considerando, y yo acojo con júbilo 
esas palabras, porque ellas patentizan en lo que estriba la equivocación in- 
voluntaria, sea dicha en términos de defensa, de dicho considerando. 

La significación vulgar del verbo se confunde con la técnica. A nadie 
se le induce más que una vez, entendiendo por inducción el resultado de 
apoderarse de su voluntad, de convertirle en dócil instrumento de sus pro-. 
yectos. 

Antes de que el ejecutor material diga: Consiento, me presto al cri- 
men,—no hay inducción; desde que pronuncia esas palabras, ‘la inducción 
existe, está perfecta, es completa y acabada. 

La inducción, como resultado, como acto perfecto por el que quiere in- 
ducir y por el que se deja inducir, es única: se induce, se avasalla una vo- 
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luntad, lo mismo que se mata 4 uno; la frase inducir con repetición á uno, 
es tan violenta, en el sentido de haber conseguido fascinarle ó ganarle, 
como lo sería el matar con repetición á una persona. 

Lo que puede repetirse una y cien veces es la tentativa, es el conato de 
inducir, lo mismo que la tentativa, el conato de matar. Asi, pues, la Sala 
misma que ha dictado el fallo de vista, al asegurar que Petra Rodríguez 
está confeea de haber inducido con repetición, lo que reconoce y proclama 
es que está confesa de haber dado pasos, de haber hecho proposiciones en 
las que cabe cuanta repetición se quiera, pero no que esté confesa de haber. 
consumado la inducción, de haber avasallado la voluntad de los ejecutores 
materiales, lo cual es un resultado único y que no admite repeticiones. 
¿Y al que sólo está confero de haber intentado varias veces, pero no de ha- 
ber logrado influir sobre la voluntad ajena hasta el punto de dominarla 
con igual energía que si hiciera uso de la fuerza, que es lo que dice el Có- 
digo, se le puede imponer la última pena? Esto es de todo punto impo- 
sible. 

En vez, pues, de ese considerando, que envuelve, sea dicho con la venia 
debida, un error científico, lo que sin duda se declarará por V. E., aun en 
el caso de que se reconozca la validez de la diligencia de careo, es nna cosa 
bien distinta. 

Después de sentar que Juan y Manuel López declaran que no estaban 
inducidos; que, lejos de estar resueltos á cometer el crimen, pensaban re- 
chazarlo; después de sentar que fueron sin armas ni ánimo hostil: después 
de establecer que iban á hablar, como ellos dicen, con la interesada: des- 
pués de consignar que lo que confiesan es que la catástrofe fué consecuen- 
cia de un choque inesperado, que la causa que les hizo levantar el brazo y 
asestar el golpe no fué el deseo de satisfacer rencores ajenos, sino el temor 
de ser descubiertos y al propósito de huir: después de exponer que eso es 
lo que se ha confesado, que eso es lo único que á lo sumo dice ser cierto 
Petra Rodríguez, y después de reconocer que no hay datos, que no hay 
pruebas con que sustituir lo confesado y justificar que en realidad acaeció 
lo contrario, la única consecuencia que de estas premisas, ajustadas rigu- 
rosamente á los autos, habrá de eacarse por V. E., es la de que á Jo sumo 
estará confesa mi defendida de haber intentado inducir, pero sin haber 
conseguido consumar la inducción, y sin que la muerte de Juan Romo sea, 
por tanto, consecuencia directa y forzosa de la inducción perfecta, de la 
sumisión del agente materia], pues que él asegura que obró por causas dis- 
tintas é independientes de la voluntad de Petra Rodríguez. 

He terminado mi defenea; siento haber tenido que molestar á V. E. en 
demasía con mi larga peroración; pero á ello me ha obligado la forma iló- 
gica y viciosa, me atrevo á decirlo, de nuestro atrasado procedimiento cri- 
minal, que, imponiéndome el deber de hablar el primero, de tener que dar 
descargos sin saber los cargos que han de hacérseme, y preparar los medios 
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de defensa antes de conocer el punto de ataque, me ha impedido concre- 
tarme cual quisiera. 

He terminado, repito, la defensa de Petra Rodríguez; pero aún tengo 
que dirigirme, aunque por breves instantes, á los dignísimos letrados que 
representan el Ministerio fiscal y la acusación privada. 

En la anterior instancia he oido al Fiscal de S, M.: conozco el poder de 
su palabra: me consta el valor de su elocuencia; pero confío en que, ya 
que no por las palabras que he pronunciado, despojadas de dotes oratorias, 
al menos por las razones que rigurosamente se deducen del estudio desapa- 
sionado del proceso, habré logrado influir en su ánimo. 

Han de pasar veinticuatro horas cuando menos antes de que pronuncie 
su acusación, veinticuatro horas que puede dedicar en parte å la medita- 
ción, y yo espero que despojándose como corresponde al defensor de la ley 
de toda pasión, de todo estímulo, no se negará á reconocer ante V. E. que 
este proceso no se parece eu sus formas á ninguno de cuantos ha examina- 
do en su larga carrera, que en ese careo, tantas veces citado, hay una adul- 
teración notoria que no permite apreciar con la claridad que se requiere 
para imponer la última pena, el pensamiento directo de la procesada: que 
el Juez que se ha permitido, ciertamente sin intención dañada, traducir el 
dicho de Petra Rodríguez, tiene la desgracia de expresar de una manera 
harto confusa su propio pensamiento: que nada de esto es conforme con 
nuestras leyes, que exigen como garantias de acierto, más exactitud, más 
verdad, más naturalidad, más libertad en Ja emisión de las ideas de un 
simple testigo, y en juicios sencillos, y que necesariamente exigen iguales 
garantías en actos más transcendentales, y en juicios en que se discute s0- 
bre la vida ó la muerte. 

Yo espero también que.reconozca que, aun salvados todos esos defectos 
del procedimiento, y aun aceptadas como ciertas las confesiones, sólo se 
deduce de su análisis con entera claridad, que pudo haber proposiciones 
para la inducción, pero que ésta no se verificó y que la muerte de Juan 
Romo se debió á causas bien distintas. 

En cuanto al acusador privado, yo no insistiré en que desde que existe 
el Ministerio público, no puede invocar para pretender el castigo del pro- 
cesado, otras consideraciones más que las que se refieren á su interés par- 
ticular; yo no insistiré en que la acusación privada que se comprende muy 
bien 'en una causa de injuria ó calumnia, donde el castigo que se imponga 
al procesado constituye 4 la vez la reparación de la honra mancillada, 
apenas es compatible con nuestras costumbres cuando, como aqui sucede, 
el riguroso castigo que se pide no puede reparar el daño causado: no cons. 
tituye más que una satisfacción de sentimientos que la ley escrita respeta, 
pero que la moral y la religión condenan. 

Sólo sí me permitiré llamar su atención acerca de un extremo compro- 
bado en la causa, y que coloca á los acusadores Gregorio y Florentino 
Romo en una posición difícil, de la que aún puede sacarlos mi ilustrado 
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compañero, cuya voz va 4 alzarse en representación de ambos. Consta al 
folio 156 de este proceso que se ofreció la causa para acusar á Gregorio 
Romo como curador de dos de los hijos menores de Juan Romo y Petra 
Rodríguez, y á Luciano Martín como curador también de los otros dos; 
consta que el Gregorio aceptó la misión de acusar; consta que Luciano 
Martín delegó para esto sus facultades en Florentino Romo, que es el otro 
acusador, y consta por consiguiente, y para que todo sea anómalo en este 
proceso, que los que tienen la representación legal de los hijos son los que 
gestionan para alcanzar la sentencia de muerte de la madre. 

¿Y no ven todo lo que tiene de violento esta situación? 

Si sus intentos se logran, si ejecutada Petra Rodríguez, lo que, por for- 
tuna hasta de ellos mismos, espero que no suceda, recogen la herencia en- 
sangrentada de mi defendida; si después de administrarla con el celo é in- 
tegridad que en ellos me complazco en reconocer, llega el momento de 
rendir cuentas á los menores y de ellas aparece que han venido á mermar 
esa herencia las considerables costas del proceso de que forma parte no pe- 
queña la representación de los acusadores privados, ¿cómo, Excmo. Sr., han 
de decir con ánimo sereno á los que fueron sus menores, á:los cuatro hijos 
de Petra Rodríguez: ¡Ahí teneis lo que queda de vuestra herencia materna; 
disminuido está por los cuantiosos gastos del proceso; pero reconoced el 
celo, aplaudid el afán con que vuestros curadores, que no podían remediar 
la orfandad en que quedásteis por la desgraciada muerte de vuestro padre, 
han procedido en esta causa no perdonando medio, no escaseando gasto 
para conseguir que lleváseis además el sello desfavorable que la preocupa- 
ción arraigada en toda Castilla imprime á los hijos de una ajusticiada! 

Yo no creo, yo no puedo creer que deje el ilustrado defensor de los acu- 
sadores privados de salvarlos de esa situación que involuntariamente sin 
duda han venido á crearse. Para ello no tiene más camino que desistir de 
su pretensión de pena capital, siguiendo autorizados ejemplos, entre los 
que descuella el del dignísimo letrado, más bien mi maestro que mi com- 
pañero, D. Juan Manuel González Acevedo, que en una célebre causa en 
que perseguía con su poderosa elocuencia á los viles asesinos de su fidelisi- 
mo sirviente, desistió en la vista celebrada en la última instancia, de su 
constante propósito, y halló palabras de piedad y de misericordia que 
hicieron rodar por las mejillas de cuantos le escucharon tiernisimas lá- 
grimas. 

Pero aunque ambas acusaciones persistan en su tarea, aunque conti- 
núen sosteniendo, y de una manera implacable, la necesidad de imponer á 
Petra Rodríguez la última pena, no por eso, Excmo. Sr., perderá el letrado 
que Ja defiende la firmisima creencia, la fundadisima esperanza, la ardien- 
tisima fe que abriga, de que la solemne ejecutoria que de una manera irre- 
vocable ha de decidir este proceso, no sancionará semejantes pretensiones 
por más que se sostengan con una elocuencia envidiable. 

Y fundo mi arraigada creencia, no sólo en la convicción que tengo de 
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la alta sabiduria de V. E., sino también en que creo entrever en el desarro- 
llo y en la marcha de este proceso, la mano no siempre oculta de la Divina 
Providencia. 

La Divina Providencia, en sus inexcrutables designios, no siempre re- 
serva para otra vida la expiación de los delitos cometidos en ésta. Muchas 
veces hace sentir en el curso de la vida á los que delinquen penas propor- 
cionadas á la perversidad de su proceder. Así, por ejemplo, en este caso, 
Petra Rodríguez, que no es una mujer sin tacha, que, por el contrario, ha 
manchado con el adulterio el tálamo nupcial, y que tal vez ha visto cruzar 
en su mente el perverso pensamiento de desatar por medio de la muerte el 
sagrado vínculo que voluntariamente contrajo con Juan Romo, merecía sin 
duda alguna un castigo. Y como quiera que gran parte de su perversidad 
se había desarrollado en el terreno de la idea, del propósito, del pensamien- 
to, hay que considerar justo que, además de la pena material, de la reclu- 
sión que ha de imponérsela, sufriera un tormento moral proporcionado á 
la indole de su delincuencia; de aquí el que yo crea que la Providencia Di- 
vina ha querido someterla á esos dos años y medio de duda, de angustia, 
de zozobra causada por este procedimiento; de aquí el que yo crea también 
que ha querido afligirla con la terrible noticia de dos condenaciones á 
muerte. Para esto ha sido preciso que velara momentáneamente la justifi- 
cación del Juzgado y la alta ilustración de los dignisimos Magistrados que 
fallaron en vista. Pero como la Divina Providencia es inmensamente justa, 
como la expiación moral está ya impuesta, como no puede ocultársele que 
Petra Rodriguez, aunque adúltera y aunque capaz de abrigar un pensa- 
miento homicida, no llegó á desarrollarlo por completo, no llegó hasta dar 
por si misma la muerte á su desgraciado eeposo, ni siquiera A sojuzgar la 
voluntad de un tercero, para que, cumpliendo sus órdenes, satisfaciendo 
sus rencores, perpetrase el delito, abriéndole para ello la puerta de la alcoba 
Ó entregándoselo inerme en virtud de un nefando concierto, como la des- 
gracia se debe á una fatalidad lamentable, como ocurrió antes de que ella 
acudiese á la cita, como es muy posible que se hubiese arrepentido en esa 
entrevista, como esa mujer en realidad no ha apurado hasta las heces el cri- 
men, no puede apurar tampoco hasta las heces la amargura de la ex- 
piación. 

Por eso cree el letrado que á V. E. ae dirige, que esta vez se dictará un 
fallo que supla y que enmiende el de vista; un fallo que pueda comunicar 
á su defendida, y que, reconociendo la necesidad de nuevos procedimien- 
tos para aclarar la responsabilidad de cada uno en el suceso que todos, ab- 
solutamente todos, deploramos, lleve por consiguiente una esperanza á ese 
corazón há tanto tiempo comprimido, ó al menos un fallo que concedién- 
dola la vida pueda ger llevado á Arévalo, diciendo á los que esperan el 
desenlace de este proceso: ¡Paso á la Justicia humana, que es emanación 
de la divina: paso á la Justicia, que no es la caridad, y por eso arranca de 
su familia, de su bienestar, de sus afecciones, á una mujer antes dichosa, 
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para sumirla en un encierro por dilatados años; pero que tampoco es la 
venganza implacable é irreflexiva, y por eso no impone á esa mujer, que 
no llegó hasta el último extremo de la criminalidad, el último castigo; por 
eso no la condena á perder, á los veintinueve años de su existencia, los 
alientos vitales entre las afrentosas agonias de un cadalso! 


HE DIcHO. 








DON FRANCISCO PI Y MARGALL 


NOTAS BIOGRAFICAS 


Intentar hacer la biografía de D. Francisco Pi y Margall es querer re- 
petir lo que todo el mundo sabe, porque este hombre de conocimientos 
universales es asimismo universalmente conocido. Mas es el caso que sus 
éxitos literarios, sus campañas políticas y aun sus tareas de filósofo, han 
oscurecido para la generalidad de las gentes uno de los más interesantes 
aspectos de su vida, el de su profesión de Abogado. No hay, en efecto, nota 
alguna dedicada á su biografía que no hable de ello como por incidencia, 
mientras que los demás trabajos de su ya larga vida son minuciosamente 
referidos. Quizá haya contribuido á ello el carácter especial del biografia- 
do, del cual es rasgo esencialisimo la modestia llevada á su más alto 
grado. 

Entre los Abogados es, sin embargo, conocida su palabra serena y razona- 
dora; son asimismo públicas su maestría en las tareas forenses, la profun- 
didad de gus conocimientos jurídicos y la inflexibilidad de £u estilo siem- 
pre correcto, conciso y claro; por último, es proverbial también la modici- 
dad extraordinaria de sus minutas. Muy de lamentar es que las infinitas 
ocupaciones que constantemente reclaman su atención, le impidan dedi- 
carse por entero al ejercicio de Ja abogacia; mas su. alejamiento no es tan 
grande que sus admiradores y discipulos no tengan ocasión de verle de vez 
en cuando en el Palacio de justicia. 

He aquí algunos datos biográficos de este eminente político y publicista. 

Don Francisco Pí y Margall nació en Barcelona en 29 de Abril de 1824, 
cursando en aquella Universidad la carrera de Derecho hasta tomar el ti- 
tulo de licenciado. Con objeto de doctorarse vino 4 Madrid (1847), distin- 
guiéndose á poco como literato. Entre las muchas publicaciones en que co- 
laboró en aquella primera época de su vida, cuéntase la titulada Enciclo- 
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pedia de Legislación y Jurisprudencia, en cuyas columnas figuró su nombre 
al pie de notabilisimos trabajos jurídicos. En 1864 aceptó la dirección del 
periódico La Discusión, donde defendió calurosamente sus doctrinas, y como 
sus propios correligionarios creyeran ver en ellae algún principio de socia- 
lismo, hubo de retirarse luego de la lucha periodística, dedicándose en su 
retraimiento al ejercicio de la abogacía. Acontecimientos políticos le obli- 
= garon á emigrar á Franeia (1866), donde residió tres años hasta que, elegi- 
do Diputado por Barcelona, regresó para tomar parte en los debates de las 
Cortes constituyentes de 1869. 

Caída la monarquía de D. Amadeo de Saboya, comienza el periodo re- 
publicano en el que Pi llegó á ser nombrado Ministro de Gobernación en 
13 de Febrero de 1873 y Presidente de la República en 11 de Junio del 
mismo año, cuyo cargo dimitió en 18 de Julio siguiente. 

De todos es conocido el retraimiento político á que se sometió después 
de implantada la restauración de la Dinastía de Borbón, y la fe inquebran- 
table con que de nuevo volvió á la lucha en defensa del federalismo. 

Las principales obras, hoy popularisimas, de que es autor, llevan los 
títulos siguientes: Historia de la pintura en España, libro en que reflejó sus 
ideas filosóficas, políticas y religiosas al comienzo de sus campañas revolu: 
cionarias; Estudios sobre la Edad Media, que le ocasionaron persecuciones 
sinnúmero de gobernantes y ultramontanos; La reacción y la revolución, 
obra agotada hace muchos años, en que expuso las teorias á cuya defensa 
y propaganda ha dedicado su vida entera; Joyas lilerarias, modelo de tra- 
bajos de su indole; Las Nacionalidades, la más popular de sus publicaciones, 
dedicada á la difusión del principio federativo, la cual ha merecido los 
honores de la traducción al francés y los más entusiastas elogios de parcia- 
les y adversarios; La federación, Las luchas de nuestros días, Primeros diálo- 
gos, Amadeo de Saboya, y Observaciones sobre el carácter de Don Juan Tenorio. 
Ha colaborado en muchos periódicos políticos y artísticos, como El Renaci- 
miento, El Correo, El Museo Universal, La Discusión, de que también fué Di- 
rector, en Le Rebeil, periódico francés, y actualmente en El Nuevo Régimen; 
ha tomado parte en la redacción de la famosa obra Recuerdos y bellezas de 
España, escribiendo la parte de Cataluña, Sevilla y algo de la de Granada; 
ha coleccionado, además, las Obras del Padre Juan de Mariana, á las que 
antepuso una excelente crítica en forma de Discurso preliminar, y traduci- 
do al castellano varias obras de Proudhon. 

Uno de sus biógrafos retrata con seguros trazos su carácter en las si- 
guientes líneas: «Parece un hombre al revés, una figura vista por el forro, 
un secreto sin apariencias; no el simbolo del misterio, sino el misterio 
mismo; y no la esfinge que todo lo oculta, sino la escultura que lo muestra 
todo y que no dice nada. El fósforo de su cerebro se enciende y no ilumina 
más que su palabra; la sangre de sus arterias circula para la vida interior 
de sus ilusiones y de sus esperanzas, y no pasea, como todos los demás, el 
eequeleto, sino que su esqueleto pasea por el mundo cargado con la envol- 
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tura de aquel cuerpo que casualmente Je destinaron para que viva como 
pueda.» 


«Escribe con sencillez clásica y con la elegancia de Jos latinos. Habla 
con la atracción de un enciclopedista y con la amenidud de un gran li- 
terato.» 

«Es analítico implacable, y sus criticas parecen revelaciones, y la sin- 
tesis de su pensamiento son el mayor peligro para las inteligencias que no 
se han formado todavía. No se Je puede leer con detención, porque persua- 
de, ni oirle gin preocupaciones, porque convence. Su voz atiplada hiere el 
oído y hiere la conciencia, penetra sutil como el viento de las pulmonias 
y hace estragos en las inteligencias vacilantes. » 


ESCRITO INTERPONIENDO RECURSO DE CASACIÓN POR INFRACCIÓN DE LEY 


A la Sala tercera del Tribunal Supremo. —Don Joaquin Dinz Pérez, á nom- 
bre de D. Luis, D. Alejandro y Doña Federica de Solms, ante la Sala como 
mejor proceda en derecho digo: Que interpongo recurso de casación por in- 
fracción de ley contra la sentencia que con el número primero acompaño, 
dictada el día 1.9 de Febrero último por la Sala primera de la Audiencia 
de Madrid, en los autos que sobre incautación de bienes han seguido el Banco 
de Castilla y los Sres. Marqués de Vallejo y litis socios con mis represen- 
tados como herederos, por su hermana Doña Leonor Salm y Salm, de 
D. Mariano Téllez Girón, Dugue que fué de Osuna y del Infantado, y lo 
fundo en los siguientes hechos y motivos de derecho: 


Hechos. 


Primero. El año 1863, quiso el Duque de Osuna, D. Mariano Téllez 
Girón, convertir en una todas sus deudas. Propúsose al efegto cambiarlas 
todas por obligaciones hipotecarias de 5.000 pesetas de capital é interés de 
5 por 100, que habian de ser amortizadas en cincuenta y cinco años. 

Segundo. Esto dió lugar á una escritura que con él otorgó el día 31 de 
Octubre de aquel año D. Estanislao de Urquijo y Landaluce, ante el Nota- 
rio de este Colegio, D. Claudio Sanz y Varea. Por esta escritura prestó el 
D. Estanislao al Duque 22.500 000 pesetas á cambio de 6.650 obligaciones, 
que tenían un valor nominal de 33.250.000 pesetas. 

Tercero. Para el pago del interés y la amortización de estas 6.650 obli- 
gaciones, debla pagar anualmente el Duque, en los primeros quince años, 
1.687.500 pesetas, y en Jos cuarenta restantes 1.838.437'50 pesetas. 

Cuarto. En garantía de este pago dió el Duque, no una hipoteca gene- 
ral, «ino una hipoteca especial en forma. 

Quinto. Se pudo pagar anualmente la convenida cantidad de 1.687.500 
pesetas durante los cinco primeros años con las rentas de la casa y los pro- 
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ductos en venta de los bienes libres; mas luego resultaron insuficientes es- 
tos medios, y se hubo de hacer con los acreedores un convenio. Las obli. 
gaciones estaban en pocas manos: el convenio fué fácil. 

Sexto. Se consignó en escritura pública de 1869, y estas fueron sus 
principales condiciones: El Duque podía vender los bienes hipotecados, y 
los acreedores se comprometian á levantar las respectivas hipotecas, previa 
la inutilización de las obligaciones por ellas garantidas. Del precio de 
las ventas se debía aplicar el 90 por 100 4 la adquisición en pública subas- 
ta de obligaciones, al tipo mínimo de 75 por 100, y el 10 por 100 reetante 
al pago de los intereses y la amortización, siempre que el precio en venta 
excediera en otro tanto la cantidad hipotecada. El Duque habia, con todo, 
de seguir entregando integramente, al año, la estipulada suma de 1.687.500 
pesetas, diese 6 no para ello ese 10 por 100. 

Séptimo. No quería el Duque faltar á sus acreedores, y para mayor ga- 
rantirlos, nombró apoderados de su casa å los que los representaban. Por 
escritura pública de 30 de Junio de 1869 confirió poder amplio å los se- 
ñores Manzanedo, Urquijo, Chavarri, Zabalburu y Bernaz, para que en 
unión de los Sres. Herrero y González Serrano, administraran y enajenaran 
sus bienes. 

Octavo. En este poder estableció el Duque que se aplicasen á la extin- 
ción de las obligaciones todos los productos en renta y en venta, y fe 
le reservase sólo para sus gastos y los de su esposa 30.000 pesetas men- 
suales. | 

Noveno. Así las cosas, parecía que todo había de marchar en regla. Se 
cumplió puntualmente el contrato de 1863 y aun el de 1869, pero á fuerza 
de contraer nuevas deudas y malvender cuantiosos bienes. Ya se solicita- 
ban de los mismos apoderados anticipos de fondos, ya se tomaba dinero á 
préstamo sobre los bienes libres ó sobre las cargas de justicia que la casa 
poseía, ya se libraba å cargo de Jas Administraciones de provincias letras 
y pagarés que se renovaban trimestralmente. El interés de estas obligacio- 
nes no bajaba nunca del 8 por 100; iba ordinariamente del 10 al 12 y lle- 
gaba al 16 cuando se las hacia sobre efectos mercantiles. Acontecian en las 
ventas cosas más graves. Apremiaban los pagos, y se vendía, por ejemplo, 
en 4.375.000 pesetas bienes como los del mayorazgo de Benavente, tasados 
en 6.750.000. 

Décimo. Disminuia así por una parte la deuda y por otra crecía; dis- 
minuía la que podríamos llamar deuda consolidada y aumentaba la que 
podríamos calificar de deuda flotante ó deuda del Tesoro. 

Décimoprimero. De las 6.650 obligaciones, no quedaban por cubrir en 
30 de Septiembre de 1880 sino 644: 319 que había en circulación y 325 an- 
ticipadas para la cancelación de hipotecas. La casa debía, con todo, no los 
33.250.000 pesetas del empréstito de 1863, sino 40.328.975, es decir, más 
le 7.000.000 que el día en que empezó el ejercicio del empréstito. Llamo 
especialmente sobre este hecho la atención de la Sala. 





> 


D. FRANCISCO Pi Y MARGALL 371 


Décimosegundo. En esto conciben Jos apoderados de la casa el pensa- 
miento de hacer una especie de conversión de la deuda; el pensamiento de 
emitir nada menos que por 43.000.000 de pesetas nuevas obligaciones hi.- 
potecarias, amortizables en sólo dicz años. Con un empréstito amortizable 
en muchos más años, no ee habia conseguido sino pagar deuda con deuda; 
ahora se queria liquidar en diez años una deuda tuperior á la de 1863 en 
10.000.000 de pesetas. 

Décimotercero. El pensamiento se realizó tolicitando y obteniendo el 
concurso del Banco de Castilla. Apoderados y Banco suscribieron el día 13 
de Mayo de 1881 un contrato privado, por el que el Duque quedaba obliga - 
do á hacer Ja nueva emisión al tipo de 35 pour 100 y el Banco á verificar el 
canje de los créditos contra el Duque por Jas nuevas obligaciones, pagando 
en metálico á los acreedores que no las aceptasen. Interesábase al afecto 
ul Banco en la operación por 12 000.000 de pesetar, recibiendo en cambio 
obligaciones al tipo de 90 por 100. Por este servicio el Banco, además de 
tomar Jas obligaciones á mejor tipo que los acreedores, había de cobrar el 
1 por 100 sobre el valor total de la emisión y el 6 por 100 sobre las canti- 
«lades que anticipara. 

Décimocuarto. Cuarenta y ocho dias después, el día 1.9 de Julio, ce- 
lebraron apoderados y Banco otro convenio; pero éste ya en escritura pů. 
blica que autorizó el Notario D. José Garcia Lastra. Como este contrato sea 
en estos autos el objeto del Jitigio, conviene que en él nos fijemos prefe- 
rentemente. Por él se obligó el Duque: primero, á emitir con el interés y 
la amortización ya dichos, 86.000 obligaciones al portador, de 500 pesetas, 
que debian ser amortizndas por sorteos semestrales; segundo, a garuntirlas 
constituyendo hipoteca sobre los bienes inmuebles y prenda sobre Jos mue- 
bles; tercero, å proceder deede luego å Ja venta de Jos bienes hipotecados y 
entregar al Banco ati el importe de Jas ventas como los productos en renta, 
deducidos los gastos de administración y la asignación mensual suya y la 
de su esposa, que era de 30.000 pesetas, con destino al pago de la amorti- 
zación y los intereses de Jas obligaciones; cuarto, á inscribir en el Registro 
de la propieded algunos bienes de poca importancia que no estaban inscri- 
tos; quinto y último, á hacer lo necesario para que las obligaciones fueren 
cotizables en Bolsa. Obligóse por su parte el Banco Á servir los intereses y 
la amortización de las obligaciones, y adquirió el derecho de intervenir por 
medio de un representante todas las operaciones de venta y arrendamiento 
y todos los demás actos de dominio y administración de los bienes, dere- 
chos y acciones que daba en garantía de la emisión el Duque. 

Décimoquinto. Las dos fundamentules obligaciones de este contrato 
vienen consignadas en el texto mismo de los titulos que se emitió. En ellos 
se lela: «Según escritura de esta fecha ante el Notario D. José García Las- 
tra, garantiza el puntual pago del capital de esta emisión y sus intereses 
la hipoteca especial de los bienes inmuebles y la prenda de los muebles de 
la propiedad del Sr. Duque de Osuna y del Infantado, cuyos productos todos 
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en venta y renta ingresarán en el Banco de Castilla, encargado del servicio de 
intereses y ognortización». 

Décimosexto. Ni en las obligaciones ni en el contrato se leía nada que 
ni remotamente indicase que el Duque hubiese de pagar directamente á 
los obligacionistas, ni nada que dejase creer que, si los productos en venta 
y renta no bastasen á cubrir el pago de la amortización y los intereses, de 
biese por otros medios saldar el déficit. 

Décimoséptimo. En el contrato de 1.° de Julio habia además la viguien- 
te cláusula: «Cláusula duodécima. La falta de cumplimiento de cualquiera 
de estas condiciones da derecho al Banco de Castilla á incautarse en repre- 
sentación de los acreedores, coma tenedores de obligaciones, de todos los 
bienes, derechos y acciones que garantizan Ja emisión, administrarlos y 
venderlos por si é invertir sus productos en venta y renta en el pago de in- 
tereses y amortización de sus créditos». Tranecribo esta cláusula á la letra 
porque ésta es la que se ha invocado por los obligacionistas y el Banco para 
pedir en estos autos la incautación de bienes. 

Décimooctavo. Pagó puntualmente el Banco los intereses y la amorti- 
zación de las obligaciones hasta el 31 de Diciembre de 1883 y los intereses 
hasta Junio de 1884. Las rentas no daban, según e] mismo Banco, sino 
para cubrir Jos gastos de administración y la asignación mensual de los Du- 
ques; las ventas de Julio de 1881 4 Diciembre de 1883 no produjeron sino 
2.516.744'50 pesetas, y el Banco, no obstante, pagó en ese período por amor- 
tización de obligaciones y por intereses, según su propia cuenta, 14.156 625. 

Décimonoveno. En el primer semestre de 18&4 ocurrió lo contrario. 
Importaron Jas ventas más de 13.000.000 y el Banco, precisamente cuando 
estaba reintegrado de sus anticipos, se limitó á cubrir Jos intereses trimes- 
trales de Enero, Abril y Julio. Negóse abiertamente á pagar las obligacio- 
nee amortizadas en 1.2 de Junio, fundándose sólo en que Ja casa no le ha- 
bía provisto de fondos para el pago. 

Vigésimo. Hacía entonces dos años que habia muerto en 8u castillo de 
Beauraing el Duque, dejando en su testamento por única heredera á su es- 
posa Doña Leonor Salm y Salm. Había naturalmente este hecho paralizado 
por bastante tiempo las ventas, ya que no se las podía continuar interip 
no estuvieran inscritos los bienes á nombre de la heredera, la inecripción 
no era posible sin el pago previo de los derechos reales, éstos no podian 
estimarse sin que se liquidara Ja testamentaría y la liquidación no podía 
menos de ser larga, aun haciéndola provisional y obteniéndose, como se 
obtuvo, una Real orden para que se le permitiera pagar por ella los dere- 
chos de la Hacienda. 

Vigésimoprimero: En vista de estas dificultades el Banco presentó 
como un préstamo hecho á la Casa los 5.500.000 pesetas que á la muerte 
del Duque llevaba anticipadas, y por convenio privado de 28 de Junio 
de 1883 estipuló que la Casa le hubiese de entregar en adelante, no sólo 
los productos en venta y renta de sus bienes, sino también los pagarés y 
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plazos escriturarios que representasen la parte de precio no satisfecha por — 
los compradores y aun los contratos de venta y realizaciones concertados. 

Vigésimosegundo. Iba este convenio precedido de considerandos, y por — 
ellos quiso el Banco dar á sus anticipos el carácter de voluntarios; pero no 
sin reconocer en uno de ellos que no hacía sino anticipar realizaciones de 
los bienes y derechos dados en hipoteca del empréstito. 

Vigésimotercero. Cumplió la Casa por su parte todas las obligaciones 
contraídas. Admitió la intervención de un representante del Banco y no 
hizo sin él acto alguno de administración ni de dominio. Puso en venta 
sus bienes y vendió siempre que se lo permitió la ley y encontró compra- 
dores. Apremiado por el Banco, vendió aun por precios inferiores á las ta- 
saciones. En tiempo alguno ni con ningún pretexto retardó la enajenación 
4 que se había comprometido. Hizo además por constituir la hipoteca en 
garantía de las obligaciones cuanto estuvo en su mano. Debía antes cance- 
lar la constituida en favor de las obligaciones de 1863; y, no habiendo po- 
dido conseguir que por una Real orden se le dispensara de seguir los tra- 
mites de la ley, promovió la formación del oportuno expediente. Larga la 
tramitación, á propuesta del Banco procuró la anotación preventiva del 
contrato. No logró la cotización de las obligaciones en Bolsa porque la ley 
no lo permitía. 

Vigésimocuarto. Cumplió la Casa fielmente hasta el convenio de 1863. 
En Abril de 1884 transfwió al Banco la venta de Ja biblioteca, concertada 
en 906.000 pesetas con el Gobierno, y la del Palacio del Infantado, con- 
certada en 1.500.000 con el Ayuntamiento. 

Vigésimoquinto. Vió así la Cara con tanta sorpresa como disgusto la 
euspensión de pagos hecha aquel mismo año 1884 por el Banco, mucho 
más cuando, como antes se indicó, nada en aquel momento le debía. Se 
esforzó porque se los continuara; pero en vano. Quiso resolver amistosa- 
mente el negocio, pero tampoco pudo conseguirlo. Primero los obligacio- 
nistas y después el mismo Banco entablaron contra ella las presentes de- 
mandas, hoy refundidas por Ja acumulación en un solo juicio, pidiendo 
ano y otros la incautación de los bienes de la Casa é invocando todos la 
citada cláusula duodécima del contrato de 1881, 

Vigésimosexto. Alarmada la Duquesa, pidió entonces la prevención del 
juicio de testamentaría, prevención que el Juzgado y la Audiencia denega- 
ron, principalmente por haber ya transcurrido dos años desde la muerte del 
Duque, y este Supremo Tribunal consideró procedente con arreglo á las leyes. 

Vigesimoséptimo. De este juicio universal de testamentaria forman 
parte los autos con que ahora ocupo la atención de la Sala. Lo siguió antes 
la Duquesa; después los Principes de Solms, sus herederos abintestato. Fa- 
lleció la Duquesa el día 18 de Junio de 1892, en Duleneu, lugar de Westpha- 
lia, uno de los Estados de Prusia. 

Vigésimooctavo. Seguidos los autos por todecs sus trámites, los falló el 
Juzgado, con fecha 15 de Diciembre de i890, por sentencia que la Sala pri- 
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mera de lo civil de esta Audiencia confirmó con costas el día 1.° de Fe- 
brero último. 

Vigésimonoveno. Declaróse por esta rentencia: primero, que el Banco 
tiene derecho á incautarse, en representación de los obligacionistas, de to 
dos los bienes, derechos y acciones sitos en España ó de España provenien- 
tes, que pertenecieron al Duyue de Osuna y fueron dados en garantía de 
la emisión de 31 de Julio de 1881, administrarlos y venderlos por sí, apli- 
cando sus productos en venta y renta al pago de los intereses y la amorti- 
zación de créditos; segundo, que la Duquesa Doña Leonor Salm y Salm, 
viene obligada á cumplir en todas sus partes el contrato de emisión, res- 
pondiendo de su cumplimiento con los bienes propios; y tercero, que no 
existe razón legal para exigir responsabilidad al Banco por falta de cum. 
plimiento de Ja escritura, y en su consecuencia, se condena á Doña Leonor 
å que le entregue Jos referidos bienes, derechos y acciones para que cum- 
pla lo prescrito en el contrato, verilicándose la entrega por el orden en que 
estén inventariados en el juicio de testamentaria y haciéndose los pagos 
por el Bauco, conforme fuere practicando la liquidación. 

Trigésimo. Interpongo contra esta sentencia recurso de casación por 
infracción de ley, considerándolo comprendido en el párrafo 1. del articu- 
lo 1.692 de la Ley de Enjuiciamiento civil y acompañando, con arreglo á 
los artículos 1.698 y 1.718 de ta misma:ley, el documento que acredita ha- 
ber hecho el depósito de 1.000 pesetas. 

He aquí sus fundamentos: 


Leyes infringidas. 


Primera. La ley aquí principalmente infringida es el contrato. El con- 
trato, ha dicho repetidas veces este Tribunal Supremo, es ley para los que 
lo otorgaron. Arí lo ha escrito, entre otras sentencias, en las de 31 de Di- 
ciembre de 1857, 24 de Noviembre y 13 de Diciembre de 1859 y 19 y 30 de 
Mayo de 1864. Es nula la sentencia que viola la ley del contrato, ha dicho 
además en su sentencia de 19 de Abril de 1859. Procede el recurso de ca- 
gación contra la sentencia que infringe el contrato origen del pleito, ha de- 
clarado por fin en la sentencia de 12 de Diciembre de 1861. 

El fin del contrato era, como habrá visto la Sala, la liquidación de un 
empréstito de 43.000.000 de pesetas. Para verificarla, contraían una obli- 
gación esencial cada uno de los dos contratantes: el Duque, la de vender 
los bienes que duba en garantía y entregar al Banco, deducidos los gastos 
de administración y su asignación mensual, asi los productos en venta 
como los productos en renta; el Banco, la de pagar los intereses y la amor- 
tización de las obligaciones que se emitían. Faltando cualquiera de los dos 
á su obligación respectiva, no sólo se infringía el contrato, sino que tam- 
bién se hacía imposible la consecución del fin que el contrato tenía. 

¿Faltó el Duque ni faltó después su heredera á la obligación contraída? 
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No lo ha dicho jamás el Banco; no lo han dicho jamás los obligacionistas; 
mo lo dice la Sala en su sentencia. El Duque y la Duquesa, como antes con- 
signé, vendieron siempre que se Jo permitic la ley y encontraron compra- 
dores; y no dejaron de entregar nunca al Banco los productos en venta y 
renta después de hechas las estipuladas deducciones. Ansiosos de cumplir, 
consintieron no pocas veces que el Banco cobrase directamente el importe 
de las enajenaciones, y últimamente hasta le dieron, según se ha visto, los 
compromisos de venta. 

¿Cumplió igualmente el Banco? El Banco suspendió los pagos en Julio 
de 1884, precisamente cuando acababa de cobrar por ventas seis veces más 
de lo que había percibido en los años anteriores, y la Duquesa, lejos de re- 
tardar las enajenaciones, las habia considerablemente acelerado. 

A la casa y no al Banco debía haberse confiado por la Sala rentenciado- 
ra la venta de los bienes y el pago de los créditos. Con haberse fallado de 
otra manera el pleito, con haberre concedido al Banco la incautación de 
bienes, ee ha violado evidentemente el contrato. 

Segunda. Entiende Ja Sala de la Audiencia que por el contrato no de- 
bia el Banco pagar los intereses y la amortización de las obligaciones, sino 
cuando hubiese recibido de la casa fondos bastantes para llenar uno y otros 
servicios; mas esto, pues en el contrato no está, ha debido la Sala llegar i 
penearlo por vía de interpretación. No necesita de interpretación un con- 
trato en que claramente están definidas las obligaciones de los otorgantes; 
pero se la han dado y al dársela se ha infringido la ley 2.8, titulo XXXIII 
de la Partida 7.%, por la cual en los casos de duda se debe declarar ó inter- 
pretar los contratos según el entendimiento de la parte, por el que pueda valer 
la postura. 

Los más de los bienes que garantían las obligaciones emitidas eran rai- 
ces y no, por lo tanto, vendibles 4 voluntad del Duque. No son los bienes 
raices como los valores al portador, siempre enajenables en Bolsa. ¿Por 
dónde había de poder lograr el Dugue que el importe de Jas ventas coinci- 
diese con el de los intereses trimestrales de Jas obligaciones ni con las 
amortizaciones semestrales? Precieamente porque esto no era posible buscó 
el Duque un Banco que se encargara del pago regular de las obligaciones 
con los bienes realizados ó por realizar, según viniesen los tiempos y fue- 
sen más ó menos fáciles las ventas. Sin esta obligación del Banco, ni el 
Duque habria podido soñar con el pago de las obligaciones en diez años, ni 
nadie se las habria tomado. ¿Quién habría sido bastante insensato para ad- 
quirir al 95 ni al 50 por 100 obligaciones cuyo interés y cuya amortización 
dependiera de cosa tan eventual como Ja venta de bienes raíces? 

La imposibilidad de realizar el fin del contrato, entendiéndolo como lo 
quiere entender el Banco, la reconoce la misma Sala sentenciadora en su 
fallo, ya que manda entregar los bienes al Banco, no para que pague en 
periodos fijos los créditos, sino para que los pague conforme vaya practi- 
cando la liquidación. 
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Tercera. Como ha visto la Sala en la relación de los hechos, no se pudo 
pagar, sino contrayendo nuevas deudas, el empréstito de 1863, que era sólo 
de 33.250.000 pesetas. Llevaba, al hacerse el nuevo empréstito, dieciocho 
años de ejercicio, y quedaban todavía sin pagar nada menos que 644 obli- 
gaciones de 5.000 pesetas cada una, ó sean 3.220.000 pesetas. Al hacerse el 
nuevo empréstito de 43.00U.000, se había vendido ya la flor del patrimo- 
nio de Osuna; ¿cómo se lo había de amortizar por sorteos trimestrales sin 
contar con un Banco 6 una Sociedad cualquiera de crédito que los satisfi- 
- ciese, con 6 sin fondos del Duque, segura de cubrir con las futuras ventas 
sus anticipos? 

«Si por aventura—dice la misma ley de Partida—la dubda fuese á tal 
que pudiese valer el pleyto segund el entendimiento de ambas partes, en- 
tonces el Juez deve tomar el entendimiento que es más acercado á la razon 
6 á la verdad». De no entenderse que el Banco había de pagar, con 6 sin 
fondos del Duque, mientras el Duque no dejase de entregarle el importe 
de las ventas, se había de calificar 4 los dos contratantes 6 de insensatos ó 
de estafadores; 6 de hombres que no prevelan la imposibilidad de cumplir 
el contrato, ó de criminales que se proponían sonsacar con engaño eldi- 
nero de los obligacionistas. Ni en uno ni en otro contratante es creíble ni 
tal insensatez ni tal alevosía. 

Cuarta. Este mismo Tribunal Supremo, en sentencia de 26 de Mayo 
de 1866, estableció que lo pactado y convenido es la suprema ley en los 
contratos, y que para su interpretación y recta inteligencia, más que á las 
palabras en su acepción rigurosa y gramatical, se ha de atender å su espi- 
ritu, dándoles la aplicación que los interesados quisieron que tuviesen, 
conforme á su intención y al objeto que se propusieran. La intención y el 
objeto de los contratantes, lo repito, son aquí maniliestos: amortizar en 
períodos regulares un empréstito, por el doble concurso del Duque y del 
Banco; es decir, de una casa vendedora p una casa de crédito. Si el Banco 
no hubiera tenido por el contrato el oficio de banquero, como él pretende, 
es obvio que no habría estipulado en su favor ninguna clase de garantías; 
nada habría tenido necesidad de garantir, viniendo solamente obligado á 
pagar con lo que» recibiese. Estipuló, sin embargo, según se ha visto, su 
continua intervención en los actus de administración y dominio de la Casa 
y el derecho de incautación para el caso en que el Duque faltase á las con- 
diciones del contrato. ¿Estipuló nunca esto un simple banquero? Si otra 
hubiese sido, por otra parte, la intención de los contratantes, evidente de 
toda evidencia es que habrian estipulado que la Casa entregase al Banco, 
no el importe total de los productos de sus bienes en venta y renta, dedu- 
cidos los gastos de administración y la asignación de los Duques, sino las 
cantidades que hubiese ido exigiendo el sucesivo pago de los intereses que 
se devengasen y el de las obligaciones que se amortizasen. 

Quinta. La Sala sentenciadora, por fin, al paso que no reputa quebran- 
tamiento del contrato la suspensión de pagos hecha por el Banco, consigna 
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los que á su juicio cometió la Casa y dan motivo 4 la incautación de bienes. 
Fíjese bien este Tribunal Supremo: todos los actos de la Casa que la Sala 
reputa violación del contrato son posteriores á la suspensión de pagos y de 
esta suspensión nacidos. La suspensión de pagos produjo, como era natural, 
un efecto desastroso y honda y general alarma. La Casa ¿cómo no había de 
atender á las justas quejas de sus acreedores y buscar con ellos manera de 
entenderse, y sobre todo, hacerles ver la lealtad y el celo con que había 
procedido? Por la suspensión de pagos del Banco ghabia, por ctro lado, de 
consentir que se la privase del cobro de la pensión de que vivia? Llevada 
la cuestión á los Tribunales ¿era tampoco justo que de sus fondos cu- 
briese los gastos de los pleitos? Mientras la Duquesa vivió, de fondos de la 
Casa los pagó por repetidos fallos de los Tribunales. 

Dejó el Banco de llenar el fin del contrato, prodújose una inmensa per- 
turbación en los acreedores y en la Cara y no fué posible que ni Cara ni 
acreedores se atuviesen á lo que el contrato prescribía. El contrato se reali- 
zó normalmente como se ha visto, hasta el día 1.9 de Julio de 1884; aquel 
dia lo violó y lo violó en su esencia el Banco. Conceder al violador la in- 
cautación de bienes, es infringir esa misma cláusula duodécima del con- 
trato que la Sala eentenciadora invoca, ya que por ella no corresponde la 
incautación al Banco, sino en el caso de que el Banco haya cumplido y la 
Casa quebrantado sus respectivas obligaciones. 

En resumen, considero infringidas por Ja sentencia en 198 conceptos 
que dejo expresados: 

Primero. La ley del contrato. 

Segundo. La ley 2.2, tit. XXXIII de la Partida 7.2 en su primera 
cláusula. 

Tercero. La misma ley en su tercera cláusula. 

Cuarto. La sentencia de este Tribunal Supremo de 26 de Mayo de 1863. 

Por todo lo dicho, á la Sala suplico que, habiendo por presentados la 
certificación de la sentencia recurrida y el resguardo que acredita el depó- 
sito de 1.000 pesetas que la ley exige y por interpuesto en tiempo y forma 
este recurso, se sirva admitirmelo y mandarlo pasar 4 la Sala primera, á 
la cual ahora para entonces suplico se sirva declarar haber lugar á él, casar 
y anular la sentencia de que se ha hecho mérito, dictar á continuación la 
que considere más conforme á derecho y disponer se me devuelva el depó- 
sito, por ser todo de rigurosa justicia. 

Otrosi digo: Que para cumplir lo dispuesto en el art. 1.721 de la Ley de 
Enjuiciamiento civil, á la Sala suplico se sirva mandar se me expida certi- 
ficación en forma de haber interpuesto en tiempo este recurso. Es tam- 
bién de justicia que pido, en Madrid 4 21 de Abril de 1893.— Francisco Pt 
y Margall. 


DON ALEJANDRO GROIZARD 


NOTAS BIOGRAFICAS 


De tal modo ha influido en el desenvolvimiento politico y legislativo 
contemporáneo el ilustre jurisconsulto con cuya biografía se honran hoy 
estas columnas, que, sin pecar de exageración, puede afirmarse que su vida 
constituye una página: brillante de la historia de nuestras instituciones ju- 
ridicas modernas. Pocas personas, en efecto, podrán contarse tan intima- 
mente ligadas como D. Alejandro Groizard á la génesis de muchos de los 
preceptos positivos de nuestro derecho vigente, á cuya formación contribu- 
yeron su preclaro talento, su infatigable laboriosidad y sus envidiables do- 
‘tes de legislador. 

Baste recordar á este propósito que formó parte en 1875 de la Junta que 
preparó la vigente Constitución de la Monarquía española, promulgada 
en 1876; que en 1881 ocupó cerca de la Santa Sede el pucsto de Embajador 
de España, contribuyendo en alto grado á la cordialidad de relaciones entre 
ambas entidades, y consiguiendo, en su segunda misión de 1886, el acuer- 
do de una y otra parte sobre la delicada cuestión del matrimonio civil, cuya 
fórmula, en los términos que hoy establecen nuestras leyes, fué debida á su 
iniciativa, y que ha pertenecido durante muchos años al Consejo de Ins- 
trucción pública, llegando á ser su Presidente, y á la Comisión general de 
codificación, y dedicándose con asidua labor á toda clase de trabajos propios 
de 8u instituto. 

En esta sociedad de vagos y charlatanes, asombra el sinnúmero de tra- 
bajos que llevan su nombre, pues en los muchos cargos por él desempeña: 
dos desde su iniciación en la vida pública, dejó siempre luminosa huella 
de su paro. Aún no se han olvidado sus esfuerzos en pro de los derechos del 
Estado cuando en 1854 desempeñó la Tenencia fiscal de la Cámara del Real 
Patronato, en cuyo puesto defendió con tesón y conocimientos excepciona- 
les las regalías de la Corona tan combatidas por el elemento clerical, exas- 
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perado por la ruptura de relaciones del Gobierno español y la Sede roma- 
na. La energia con que sostuvo en 1867—año en que ocupaba el cargo de 
Fiscal de la Audiencia de Valencia, después de haber desempeñado el de 
Magistrado en la deSevilla—la independencia del Poder Judicial frente á las 
intrusiones de la política, es nota reveladora de su carácter, y que motivó 
su traslación 4 la Audiencia de Pamplona. Traido luego á Madrid, en cuya 
Audiencia llegó á ocupar la regencia, entró 4 formar parte, en 1871, del Mi- 
nisterio Sayasta, en el que desempeñó la cartera de Fomento. Su corta es- 
tancia en el poder (sólo permaneció en él tres meses) no le impidió desarro- 
llar su espiritu innovador, y para muestra del mismo, quedaron, como obras 
suyas, la Junta consultiva superior de Instrucción pública, antecedente del 
actual Consejo, Ja inspección de los Bancos de comercio, la reorganización 
de las Escuelas especiales de Ingenieros, etc., etc. 

No tardó en ser de nuevo elevado al puesto de Ministro, desempeñando 
en el Gabinete La Torre, en 1872, la cartera de Gracia y Justicia durante 
breve tiempo, pues las vicisitudes políticas de aquella época hicieron sus- 
tituir aquel Gobierno con otro más radical, último apoyo de la dinastía de 
Saboya. 

= La proclamación de la República en Eepafia retrajo de la política al se- 
ñor Groizard, quien se dedicó con tal ocarión al ejercicio de la abogacía. 
Iniciada la Restauración, tornó á la defensa de sus ideales y figuró en la 
Comisión que preparó el proyecto constitucional, ingresando después en el 
partido liberal, que empezó å llamarse fusionista por Ja conjunción de Sa- 
gasta, Martínez Campos y el llamado Centro parlamentario, del que, con 
Alonso Martinez y Vega Armijo, había formado parte nuestro biografiado. 

Recientes ron los aspectos de Ja vida pública de éste, con posteriori- 
dad á estos acontecimientos, y estimando supérflua tuda indicación de sus 
detalles, sólo haremos notar el éxito de su misión diplomática en Roma, 
á que ya hemos aludido, su paso dos veces por la Presidencia del Consejo 
de Estado en 1889 y 1892, su vuelta al Ministerio de Fomento, desde el 
cual pasó al Ministerio de Estado, y, con fecha novisima, la nueva direc- 
ción del de Gracia y Justicia, en esta etapa azarosa y triste para nuestra des- 
graciada patria. 

A su acertada gestión como Ministro de Estado, es debido el modus vi- 
vendi comercial que mantenemos hoy con casi todos los pueblos de Europa, 
y á Bus conocimientos especiales en el ramo de Instrucción pública, siendo 
Ministro de Fomento, el Real decreto de 16 de Septiembre de 1894, sobre re- 
gunda enseñanza, una de las labores más transcendentales llevadas 4 cabo 
en nuestros dias y cuyos principios educadores 4 la vez de la voluntad y de 
la mente, serán base necesaria de toda reforma en la instrucción pública que 
aspire á realzar el nivel de la cultura nacional. Como toda reforma radical, 
aquella obra concitó en su contra las resistencias de los mal avenidos con 
el progreso, y las algaradas de los explotadores de la ignorancia y de la ru- 
tina, y vivió poco. Pero hoy se hace por todos justicia al hombre de Estado 
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que abordó con resolución enérgica el problema de la educación, é hizo 
ante todo y sobre todo obra eficaz de regeneración y patriotismo. En su 
criterio inspiráronse las reformas posteriores, y su sentido, modificado por 
exigencias de los tiempos, tendrá que prevalecer el día quizá no lejano en 
que el problema adquiera en las esferas legales solución definitiva. 

Por separado, y rindiendo especial tributo al jurisconsulto, consignamos 
que ha sido Presidente de la Real Academia de Jurisprudencia, y que per- 
tenece å la de Ciencias morales y políticas, á lade la Historia y å la Socie- 
dad Colombiana de Jurisprudencia, de la que es socio correspondiente. 

Sus trabajos en este orden son numerosos: ha publicado muchos en la 
Revista de Legislación y Jurisprudencia; colaboró en Ja importante obra de 
Arrazola Enciclopedia de Derecho y Administración; y ru discurso sobre la 
Influencia de la voluntad en el Derecho, que leyó en la Academia de Jurispru- 
dencia, es un estudio atinadísimo, repleto de sana doctrina, que puede com- 
pararse, por la profundidad de suk juicios, al que dedicó á la Academia de 
Ciencias morales y políticas sobre Necesidad de remover los obstáculos que al 
desarrollo del derecho punitorio opone el principio de la soberanía territorial, 
y conveniencia de dar carácter extraterritorial á las leyes penales en armonta con 
el ideal del derecho de gentes. 

Y para mostrar más su asombrora facundia, aún continúa la serie de 
trabajos jurídicos con la notabilisima publicación de El Código penal 
de 1870, concordado y comentado, obra cuya conclusión espera impaciente 
todo el público profesiona] que conoce y admira el talento de su autor. 

Tan agitada labor política, legislativa, parlamentaria y diplomática ha 
quitado tiempo al Sr. Groizard para consagrarse al ejercicio de la aboga- 
cla. Las varias temporadas en que lo ha hecho, ha conseguido éxitos seña- 
ladísimos, Jogrando que su palabra tuviera en los Tribunales tanto presti- 
gio como en las Cámaras. En prueba de ello tenemos el gusto de ofrecer å 
la consideración de nuestros Jectores uno de sus interesantes trabajos fo- 
renses, coronado por el éxito de las pretensiones en él formuladas. 


CAUSA POR REBELION 


El 23 de Abril de 1873, fué un día de profunda alarma en Madrid. La 
lucha sorda, hasta entonces, entre la Comisión permanente de la Asamblea 
y el Gobierno de Ja República, estalló ese día con estrépito. Los antiguos 
batallones de la milicia nacional se reunieron en la plaza de toros resuel- 
tos 4 defender la causa de la Asamblea, y los nuevos batallones de volunta- 
rios de la libertad se pusieron del lado del Gobierno, resuelto á desconocer 
los derechos de la Comisión permaneute de la Asamblea de quien había 
recibido los poderes. Se pudo evitar la efusión de sangre; pero no otro de 
tantos triunfos de la fuerza sobre el derecho. Procesado el Contraalmirante 
D. Juan Bautista Topete á consecuancia de esos sucesos, y decretada su 
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prisión, su Abogado D. Alejandro Groizard presentó el escrito que inserta- 
mos á continuación. El Juzgado desestimó su petición, pero apelado el 
auto, fué revocado por la Audiencia, que decretó la libertad del General 
Topete. 

«D. Pedro Garcia González, á nombre y en virtud de poder que en debi- 
da forma presento del Contraalmirante de la Armada D. Juan Bautista To- 
pete, en la causa sobre delito de rebelión, que se supone cometido en esta 
capital el 23 de Abril último, como más haya lugar en derecho, parezco y 
digo: Que se ha notificado á mi representado el auto dictado en 11 del co- 
rriente mes, elevando á prisión provisional la detención que sufria, y no 
considerándolo arreglado á derecho, pretendo de la rectitud del Juzgado 
que se ha de servir reformarlo, y acordar en su lugar que quede rin efecto 
la prisión decretada, mandando sea aquél puesto inmediatamente en liber- 
tad. Me fundo para ello en las siguientes consideraciones. 

No es el 23 de Abril del corriente año la primera vez que la fuerza ha 
triunfado del derecho. Análogas victorias sobre las leyes registra en sus pá 
ginas la historia de otras Naciones. 

De lo que no habia ejemplo, sin embargo, es de que los autores de esos 
golpes de Estado no hayan tenido el valor de sus actos y hayan pretendido 
compartir con los Tribunales de justicia la responsabilidad de sus vio 
lencias. 

En la recia borrasca que han corrido nuestras seculares instituciones, 
han perecido el Poder Ejecutivo y el Legislativo, creados por la Constitución 
de 1869. De la general ruina sólo el Poder Judicial se ha salvado. Ante él se 
ha detenido la obra de demolición: vencidos y vencedores, la revolución 
triunfante y la legalidad atropellada, proclaman 4 un tiempo la legitimi- 
dad de su origen y de sus funciones. ¡Gloria grande, pero á la que va uni- 
da no menos grande responsabilidad, en la trabajosa y suprema crisis por 
que viene atravesando en estos momentos la Patria! 

¿Sabrá estar la institución 4 la altura de sus deberes? ¿Sabrá separar en 
estos momentos, verdaderamente cadticos, el hecho del derecho? ¿Sabrá 
distinguir entre el éxito y la legalidad? 

Seguramente sí. Ni uno solo de los dignos Magistrados que visten 
la toga ha podido olvidar todavia las severas palabras con que el Presiden- 
te del Tribunal Supremo señaló á todos, no ha muchos años, el único cami- 
no que puede conducir al Poder Judicial å ser respetado por todos los parti- 
dos, y alcanzar la altura que es necesaria para bien de todos. «Si, lo que no 
es de esperar, —decía el jurisconsulto de inolvidable memoria á quien se 
alude, —lleguse el caso, señores Magistrados, de que no podáis salvar vues- 
tros deberes como Jueces y vuestra dignidad de hombres, ni resistir la opre- 
sión, ó careciéreis de la libertad que es necesaria para el ejercicio de vues- 
tras funciones, debéis despojaros de la toga y dar una lección saludable á 
los que conspiren hasta tal punto contra el Poder Judicial, contra la encar- 
nación del Derecho, y Dios y los hombres os harán justicia». 
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No han llegado por fortuna todavía tan tristes dias; si llegaran no empa 
ñaría la Magistratura española el brillo de su historia. 

La defensa, que abriga estas convicciones y que está profundamente pe- 
netrada de la irresponsabilidad de D. Juan Bautista Topete, no cree acudir 
hoy en vano ante el Juzgado. Un error involuntario puede sólo explicar el 
auto cuya reparación reclama. Una vez advertido, debe ser satisfactorio al 
Juzgado el poder desagraviar á la ley, volviendo sobre sus pasos. 

Sabe el Juzgado que tres circunstancias exige la ley para la prisión. Es 
necesario que conste en la causa la existencia de un hecho que presente los 
caracteres de delito; que éste tenga señalada pena superior a la de prisión 
mayor según la escala general comprendida en el Código penal, que aparez- 
can motivos bastantes para creer responsable criminalmente del delito á la 
persona contra quien se haya de dictar el auto de prisión. 

Ahora bien, si la defensa logra demostrar, como espera hacerlo de una 
manera derecha y concluyente, 1.9, que en esta causa no está justificada la 
existencia del delito de rebelión; 2.°, que aun en el supuesto de que aquel 
delito existiera, sus autores estaban exentos de toda pena; 3.°, que no habia 
pasado en su punible desarrollo el hecho del grado de tentativa, y por tan- 
to, que nunca correspondería imponer á las personas criminalmente res- 
ponsables, pena superior å Ja de prisión mayor; y 4.”, que ninguna respon- 
sabilidad criminal alcanzar puede á D. Juan Bautista Topete, cualquiera 
que sea el delito que aquí quisiera perseguirse, por las palabras que pronun- 
ció y los actos que ejecutó el día 23 de Abril, ningún género de dificultad 
legal habrá de presentarse al Juzgado para reformar el auto de prisión en el 
sentido solicitado. 

El delito que se ha creido encontrar en los sucesos que tuvieron lugar en 
la plaza de toros en la tarde del 23 de Abril, es el previsto en el núm, 5.° 
del art. 243 del Código penal. «Son reos de rebelión, dice el art. 243, los 
que se alzaren públicamente y en abierta hostilidad contra el Gobierno 
para cualquiera de los objetos siguientes: ..... 5.9, sustraer el reino ó parte 
de él ó algún cuerpo de tropa, de tierra ó de mar 6 cualquiera otra clase de 
fuerza armada, de la obediencia al Supremo Gobierno.» 

Demuestran estas palabras que para que exista el delito por el Juzgado 
determinado, es indispensable justificar la concurrencia de las condiciones 
ó circunstancias genéricas comunes á todos los delitos de rebelión, á saber, 
la realidad de un alzamiento, de un alzamiento público, de un alzamiento que 
además de ser público sea en hostilidad al Gobierno, y no latente, no oculta, 
no encubierta, sino abierta y declarada. «La rebelión es un delito colectivo— 
ha dicho el distinguido criminalista D. Joaquín Francisco Pacheco, —que se 
hace en público, que se sostiene con armas. Nunca hay un rebelde como no 
haya muchos rebeldes: nunca te comete este crimen sino empleando la 
fuerza, con verdadera organización, con abierta y declarada hostilidad.» 

Si el Juzgado hubiera tenido presente el aforismo jurídico del Canciller 
Bacon, conviene no dar tormento á las leyes para dar tormento á los hombres, 
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no hubiera visto delito de rebelión en un hecho que él mismo reconoce, 
aunque de un modo indirecto, en los considerandos del auto de 11 del co- 
rriente, no constituye alzamiento público de una fuerza armada en abierta 
hostilidad contra el Gobierno. Para justificar esta aserción, bastará reunir 
todo cuanto contiene aquel auto que alguna conexión tenga, por remota 
que sea, con las condiciones genéricas del delito de rebelión. 

En el primer considerando se dice «que las fuerzas de la milicia se ha- 
bian colocado en situación de secundar Jas miras del Alcalde popular de 
Madrid.» En el tercero, «que la fuerza armada convocada y reunida lo había 
sido sin orden alguna emanada de los altos Poderes», aludiendo al Gobierno 
y á la Asamblea. En el cuarto, «que había sido menospreciada la voz del 
Jefe de Estado Mayor de la milicia, brigadier D. Cipriano Carmona, hasta el 
punto de habérsele obligado 4 abandonar precipitadamente, enmedio de un 
confuso tumulto, el sitio 4 donde había llevado palabras conciliadoras». En 
el quinto, «que significó claramente el Alcalde que estaba allí para sostener 
los acaerdos de la Asamblea, cuya Comisión permanente era el único poder 
que reconocia, omitiendo hacer mención del Gobierno constituido, cuando 
éste se hallaba no obstante en el pleno y legitimo uso de sus facultades y 
atribuciones, porque el mandato que recibiera de la Asamblea nacional no 
habia sido revocado, suspendido ni limitado». 

Tales son los cargos, por el Juzgado aglomerados, como comprobantes de 
la existencia del delito. La defensa no los impugna en estos momentos; in- 
voca el texto legal que acaba de recordar, en la seguridad de que ha de 
ser imposible deducir en buena lógica de ninguna de aquellas afirmaciones 
la consecuencia legal de que las fuerzas reunidas en la plaza de toros esta- 
ban públicamente alzadas en abierta hostilidad contra el Gobierno. 

¿Qué grito salió de sus filas que autorice para hacer una imputación de 
esa gravedad? ¿De cuándo acá hablar de sostener los acuerdos de la Asam- 
blea, de quien el mismo Juez reconoce era sólo mandatario el Gobierno, 
puede ser conceptuado como un acto de abierta rebelión? Si el Gobierno 
acataba, como debía, los acuerdos de la Asamblea, al excitar el Alcalde á 
la milicia á defender esos propios acuerdos, á la obediencia, no á la rebelión 
contra el Gobierno, la inducia. Si, por el contrario, el mandato que el Go- 
bierno había recibido de la Asamblea le hubiera sido revocado, suspendi- 
do ó limitado por la Comisión permanente, tampoco excitando á las fuer- 
zas ciudadanas á estar al lado de la Asamblea las estimulaba 4 alzarse pú- 
blicamente y en abierta hostilidad contra el Gobierno, porque llegado este 
` caso, 6 hubiera obedecido el Poder Ejecutivo los acuerdos de la Comisión, 
ó se hubiera puesto en abierta oposición con el origen de su legitimidad, 
con la soberania de la Asamblea que representaba aquélla en virtud de la 
Ley de 11 de Marzo anterior. 

Añádase á esto que la fuerza ciudadana había sido reunida por orden de 
sus Jefes con autorización expresa del Alcalde primero constitucional, en 
virtud de lo que dispone el art. 14 del Decreto Orgánico de 17 de Noviem- 
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bre de 1868, y toda idea de alzamiento público en abierta hostilidad con- 
tra el Gobierno, habrá de ser rechazada por todo juicio sereno y desapa- 
sionado. 

Un cargo hace el Juzgado al Alcalde por no haber cumplido con lo que 
previene en su segunda parte el art. 14 del citado decreto. Determina éste 
que cuando llegue el caso de que el Alcalde reuna la milicia, lo ponga pre- 
viamente en conocimiento de la Autoridad civil á fin de que ésta pueda 
adoptar las providencias que el caso requiera. 

Mas si cumplió 6 no con esta obligación el 23 de Abril el Alcalde don 
Juan Pablo Marina, ¿en qué puede afectar á la existencia del delito? A la 
defensa basta hoy con asegurar que la omisión de aquel deber podrá ser una 
falta de que deberá responder en oportuna forma aquel funcionario, pero 
que no da vida á ninguno de los elementos constitutivos del delito de re. 
belión. 

Nadie ignoraba que un conflicto terrible podía estallar entre la Comisión 
permanente de la Asamblea y el Gobierno de la República el día 25 de Abril, 
con motivo de la sesión anunciada que habia de celebrar la Comisión per- 
manente ante la cual había de comparecer el Gobierno para dar explica- 
ciones de su conducta. Desde la noche anterior, grupos de voluntarios de 
la República de los batallones nuevamente creados, tomaron posiciones en 
divereos puntos. En las primeras horas de la mañana del día 23, por ellos 
estaba ocupada militarmente toda la capital. 

Su actitud era contraria á la legalidad que representaba la Comisión per- 
manente. La sola presunción de que la Asamblea fuese convocada, como ha 
dicho en su notable manifiesto á Ja Nación su Presidente, tuvo á Ja Comi- 
sión permanente en el Congreso á merced de pelotones armados y bajo el 
imperio de su fuerza. El palacio de las Cortes fué ocupado por gentes arma- 
das: en ellas vió un peligro para la libertad de sus deliberaciones la Comi. 
sión, y no se constituyó en sesión hasta que después de reiteradas órdenes 
del Presidente de la Asamblea, salieron por mandato del Gobernador, del 
edificio. Inútil es que en el tercero de los considerandos del auto cuya re- 
posición se solicita, se diga que no tuvo lugar aquella invasión en el santua- 
rio de Ins leyes. El hecho es demasiado público para que pueda ser oscure- 
cido. Su exactitud puede cuando quiera el Juzgado hacer que quede com- 
probada en la causa. Si no lo hiciera, en el término de prueba no han de 
faltar testigos numerosos, de mayor excepción todos, que sepan volver por 
los fueros de la verdad. | 

Ahora bien, en este estado de excitación los ánimos, la reunión de la an-* 
tigua milicia de Madrid que tantos servicios tiene prestados á la causa del 
orden y de la libertad bajo las órdenes de sus jefes, pronta á obedecer los 
mandatcs del Gobierno, si con ellos no contrariaba los acuerdos de la Co- 
misión permanente, y pronta á defender el derecho de ésta, si necesario 
fuera contra el mismo Gobierno, si revolviéndose contra ella rompía el pac- 
to de obediencia contraido por él en medio de la Representación Nacional, 
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al recibir de sus manos la investidura de su Poder, lejos de ser un delito, no 
reveluba más que el patriótico celo de una fuerza pública, esperando arma 
al brazo la voz de los Poderes constituidos para defender contra las turbas, 
en caso necesario, el imperio de la legalidad. 

Si su actitud era previsora, lo demuestra el desenlace de los aconteci- 
mientos; desenlace condensado admirablemente por el Presidente de la 
Asamblea en su manifiesto en las siguientes palabras: «Kepiro el día 23 de- 
jando en pos de si arrollada por las turbas la Representación de la Asamblea 
Soberana; y amaneció el día 24 para ofrecer á la Historia el airado decreto en 
cuyo art. 1.2 se lee: Queda disuelta la Comisión permanente de la Asamblea». 

Si para el Juzgado este decreto puede ser base de legalidad, para la Co- 
misión permanente, que contra él ha elevado su enérgica protesta, para la 
mayoría de los representantes de la Nación que á ella se han adherido, para 
todos los partidos, menos para el republicano federal, que aquel día con un 
golpe de audacia ocupó de balde el poder, y para casi todos los españoles 

que no viven afiliados á determinadas fracciones políticas y juzgan con 
sana razón y desapasionado criterio de la gestión de los negocios públicos, 
el origen de la legalidad republicana continuó, siendo, como en su mani- 
fiesto ha dicho el Presidente de la Asamblea, cuyas palabras una vez más 
conviene aquí recordar, «la ley de 11 de Febrero último, por virtud de la 
cual la Asamblea Nacional resume lodos los Poderes, y según la que el Poder 
Ejecutivo es elegido por nombramiento directo de las Cortes, debiendo ser 
amovible y responsable ante las Corles mismas.» 

Hay en el auto de que la defensa viene ocupándose, insubsanables con- 
tradicciones acerca de la idea de la legalidad, como las hay en los actos del 
Poder Ejecutivo desgraciadamente. 

El Presidente del Consejo de Ministros, hablando en nombre del Go- 
bierno, dijo ante la Asamblea Nacional en 24 de Febrero, que siempre sería 
digno de Ja confianza que había merecido 4 la Asamblea, que se conserva- 
ría á ella sumiso, que defendería su legalidad, y que haria que todo el 
mundo la respetara. Ese Gobierno, sin embargo, en 24 de Abril, es el que 
disuelve la Comisión permanente. A su vez el Juzgado reconoce en el úl- 
timo de sus considerandos como fuente de la legitimidad del Gobierno, el 
mandato de la Asamblea representada por la Comisión permanente; pero 
esto no le impide tratar como rebeldes á las únicas fuerzas en Madrrid re- 
unidas el día 23 de Abril, dispuestas á defender los derechos represen tados 
por la Comisión permanente. 

¿Por qué estas contradicciones? No tienen otra explicación que una la- 
mentable confusión entre el hecho y el derecho. El Poder Ejecutivo disol- 
vid en 24 de Abril Ja antigua milicia de Madrid, «considerando que los ba- 
tallones reunidos en la plaza de toros se declararon en abierta insurrección 
contra el Poder Ejecutivo». Más bien que el Código penal, parece este de- 
creto el origen juridico del auto de prisión provisional contra el Contraalmi- 
rante D. Juan Bautista Topete. 
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¡Cómo, sino funcionario tan experimentado como el encargado de la 
instrucción de este proceso, no había de fijar su vista en los arts. 257 y 258 
del Código penal! —Si rebelión hubo en la plaza de toros, ¿por qué no se 
presentó allí la Autoridad gubernativa, y como previene el primero de los 
citados artículos, intimó hasta dos veces á los sublevados se disolvieran y 
retiraran dejando pasar entre una y otra intimación el tiempo necesario 
para ello? ¿Se ha hecho ondear por orden del Gobernador de la provincia 
la bandera nacional excitando á retirarse á los sublevados como dicho ar- 
tículo ordena? Pues si nada de esto se ha hecho y los rebeldes ó sediciosos 
se han disuelto antes de las intimaciones, ¿cómo el Juzgado ha podido 
olvidar que el art. 258 declara exentos de toda pena á los meros ejecutores 
de aquellos delitos y obliga å los Tribunales á rebajar á los demás culpa- 
bles de uno á dos grados las penas señaladas en los capítulos I y II del ti- 
tulo III del libro II del Código? 

` No hay explicación plausible, dada la existencia de estos artículos, que 
sirva para justificar el auto de prisión. La infracción de la ley es en este 
punto tan evidente y clara que, una vez advertida, es de creer que el Juz- 
gado especial se ha de apresurar con satisfacción á enmendar el agravio que 
por involuntario error en esté punto ha inferido á la justicia. 

Ha negado Ja defensa el que haya tenido lugar el delito de rebelión el 
día 23 de Abril, que en esta causa se persigue. Podría sin embargo conce- 
derlo, sin que por eso la pretensión que sostiene en este escrito dejara de 
prosperar. l - 

En efecto, si inconcebible es que una fuerza no declarada en actitud hos- 
til contra el Gobierno rea tratada como rebelde; si inconcebible es que 
quiera hacerse aplicación de las penas marcadas en los titulos antes cita- 
dos á las personas congregadas en la plaza de toros que se disolvieron an- 
tes de las intimaciones legales, es todavia más imcomprensible que se lle- 
vé el error hasta el exceso de calificar de delito consumado de rebelión lo 
que, aun con ánimo preocupado, podría considerarse, á lo más, como mera 
tentativa. 

- Desde que la ejecución de un delito comienza, hasta que termina en el 
modo y forma con que ha sido concebido, hay una larga serie de actos que 
es indispensable recorran los criminales en toda su extensión para llegar á 
la consumación del delito. Cuando la acción se detiene antes de pasar por 
todos esos grados, cuando la cadena se corta, podrá haber ó no tentativa, 
pero no hay nunca delito consumado. 

La naturaleza del delito aquí imputado, tal como se revela por los con- 
siderandos del auto de 11 de Abril, consistía en reunirse los voluntarios an- 
tiguos de la República bajo las órdenes de sus jefes, esperar que la Comisión 
permanente dictase algún acuerdo y sostener con su fuerza los fueros de 
la Asamblea en contra de la resistencia que pudiera encontrar por parte 
del Gobierno. 

Que la acción, caso de ser punible, no llegó á este último grado de des- 
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arrollo, es evidente y está reconocido por el mismo Juzgado, toda vez que 
ningún mandato.de la Comisión permanente se hizo saber á los batallones 
de voluntarios, ni éstos llegaron, por lo tanto, á encontrarse en la necesi- 
-dad de apoyar con sus armas lo que ellos creían era la expresión legítima 
-de la voluntad soberana: 

Resulta, pues, que en el supuesto hipotético bajo el cual la defensa vie- 
ue discurriendo, puede estimarse haber existido tentativa, toda vez que se 
-dió principio á la ejecución del delito directamente por hechos exteriores; 
pero nunca delito consumado, porque no te practicaron todos los actos de 
ejecución que debieron pruducir el delito. 

‘La prisión provisional en este caso, es notoriamente improcedente. A 
la tentativa de rebelión señala la ley pena inferior á la de prisión mayor. 
Carece, por lo tanto, de aplicación el art. 396 de la Ley provisional de En- 
juiciamiento criminal en que él Juzgado se ha fundado para acordarla; 
procediendo sólo, en la hipótesis que en este momento se examina, que con 
arreglo al art. 405 el Tribunal decrete si el procesado ha de dar ó no fianza 
para ponerlo en libertad provisional. 

Hasta aquí ha examinado la defensa hajo un punto de vista general la 
providencia cuya reparación solicita. De todo lo dicho pudiera prescindir 
sin embargo. Aun admitiendo que ha tenido lugar un delito consumado de 
rebelión; aun concediendo que sus autores pudieran ser incriminados, ha- 
biéndose disuelto antes de haberles sido hechas las intimaciones legales, 
todavía el Contrualmirante D. Juan Bautista Topete habría que reconocer 
no puede ser, en términos de justicia, reducido á prisión, porque no hay 
en la causa motivos bastantes para creerle responsable criminalmente de 
ningún delito, faltando, por lo tanto, la tercera de las condiciones cuya 
concurrencia exige el art. 396 de la Ley provisional de Enjuiciamiento cri- 
minal para poder ser decretada la prisión. 

Para ilustrar este punto, oportuno es recordar cuanto referente á don 
Juan Bautista Topete consigna el auto de 11 del actual mes. En el 1.° de 
sus considerandoe se afirma haber confesado D. Juan Bautista Topete ha- 
ber estado en la plaza de toros, haber arengado oficiosamente á los batallo- 
nes de voluntarios, haber invocado sus antecedentes políticos para dar ma- 
yor importancia á sus palabras, con la tendencia de que siguieran aquéllos 
en la situación en que se hablan colocado de secundar las miras del Alcal- 
de al convocarlos. En realidad, ninguno de estos cargos necesitan contes- 
tación, porque ninguno de ellos es inductivo de responsabilidad en ningún 
género de delito. No estará demás, sin embargo, que D. Juan Bautista To- 
pete manifieste aquí su extrañeza de que los hechos á que el considerando 
se refiere se presenten incompletos, haciendo omisión en ellos de todo 
cuanto su declaración contiene y conduce á hacer patente su ninguna in- 
tervención directa ni indirecta en la actitud tomada por la milicia. 

El Contraalmirante D. Juan Bautista Topete, como otras muchas per- 
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sonas, fué efectivamente á ver lo que pasaba en la plaza de toros, lo que es 
tanto menos de extrañar cuanto que tiene eu habitación próxima á aquel si- 
tio, en el barrio. de Salamanca. No es cierto hablara por su propia iniciativa 
á los voluntarios. Habiendo oído parte del discurso que, á. su entrada en la 
plaza, estaba pronunciando un sujeto á quien no conocía, pero le dijeron que 
era el Alcalde popular, D. Juan Pablo Marina, en el cual ineuleaba 4 la mi- 
licia el deber en que estaba de sostener la legalidad, se vió inesperadamente 
aludido por dicha autoridad á fin.de que manifestara su, opinión acerca de 
las palabras que acababa de dirigir å la fuerza alli. reunida. Entonces, y sólo 
entóncex, respondiendo cortésmente å esta alusión y no sim que se le. rogara 
repetidas veces lo hiciera por algunos voluntarios, fué cuando usó de la pa- 
labra, haciendo presente que aprobaba la doctrina sustentada por su: Co- 
mandante general, é inculcándoles con repetición que guardaran respeta y 
obediencia á los poderes legitimamente constituidos. 

Así, el cargo, aunque infundado, que se ha hecho. respecto de las pala 
bras pronunciadas por el Alcalde, excitando á Ja milicia á la defensa de la 
legitimidad representada en la Comisión permanente y omitiendo hacer 
mención del Gobierno, aunque sin consecuencias para D. Juan Pablo Mari- 
na, no tiene siquiera aplicación respecto del Contraer! mirante D. Juan. Bav- 
tista Topete, toda vez que encareció la necesidad de obedecer á los Poderes 
constituidos, calificación que lo mismo. comprendía á la Comisión perma 
nente de la Asamblea que al Gobierno de la República. 

Mayor intención revela, aunque no es de mayor transcendencia. y carece 
de todo fundamento legal, el que pretende hacerse å PD. Juan Bautista To- 
pete en el segundo considerando, al decirse que no ea verosímil en manera 
alguna que ignorare que Jas fuerzas å quienes dirigia la palabra se habían 
situado en el punto que ocupaban sin conocimiento ni autorización del Po- 
der Ejecutivo. Extrañeza profunda no puede menos de producir palabras de 
esta indole en labios de una autoridad judicial como motivo y base de im- 
putación de un delito al que el Código señala gravísimas penas. 

Un celo exagerado turba sin duda el buen juicio del funcionario encar- 
gado de la sustanciación de esta causa. Si bastara afirmar que un hecho es 
inverosímil para imputar un delito, estarían demás las leyes adjetivas que 
para garantía de Jos procesados y de la sociedad determinan y fijan la natu- 
raleza é indole de las pruebas. Aquella aseveración es tanto más censurable 
haya sido hecha por el Juzgado cuanto que en principios generales de bue- 
na jurisprudencia constituye precisamente. una presunción de derecho que 
sólo cede ante la prueba en contrario, la regla de que la autoridad cuando 
obra lo hace llenando los requisitos legales y cumpliendo los deberes que 
las leyes le imponen. 

D. Juan Bautista Topete ha declarado de una manera terminante que 
ignoraba que el Alcalde D. Juan Pablo Marina no hubiera dado cuenta al 
Gohierno de la reunión de la milicia. Los servicios prestados á la patria, la 
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brillante historia militar del caballeroso marino que el Juzgado ha invocado 
en el primer considerando con ánimo y propósito de agravar su situación, 
debieron servirle en esta ocasión con más oportunidad para no poner en 
duda en honrada palabra. Digna la hace 4 mayor estimación, no habiendo 
contra ella nada en contrario, el nunca bastante elogiado civismo que 
llevó á D. Juan Topete á constituirse en las Prisiones militares, obediente 
ala voz del Juzgado, para responder de sus actos. Ni D. Juan Bautista To- 
pete ni ninguno de los que allí estuban, no habiéndoselo hecho saber ex- 
presamente, pudieron presumir que hubiera dejado el Alcalde de Madrid 
de cumplir con la obligación que le impone al art. 14 del Decreto orgánico 
de la fuerza ciudadana. Interesa, sin embrrgo, advertir aquí que en su 
equivocado celo por la administración de justicia, funesto para los proce- 
sados, el Juzgado ha ido más allá que el precepto de la ley, al creer que 
para reunir la milicia necesitaba autorización del Poder Ejecutivo D. Juan 
Pablo Marina. El derecho de reunir la fuerza ciudadana es. propio del Al- 
<alde. La única cortapisa que la ley le fija es la de poner previamente en 
conocimiento de la autoridad civil de Ja provincia la reunión de los volun- 
tarios, no para obtener su autorización, sino á fin de que ei Gobernador 
pueda adoptar las providencias que el caso requiera. 

Triste idea da por otra parte de los azarosos dias por que el pais viene 
atravesando el afán que se demuestra en hacer responsable nada menos que 
de un delito de rebelión al Alcalde de Madrid por haber reunido la fuerza 
pública, sin dar de ello conocimiento al Gobernador de la provincia, 

¿Con qué autoridad re reunieron en la noche anterior los numerosos 
grupos de republicanos armados que Jlevaron á todos los extremos de la po- 
blación el sobresalto y la alarma? ¿Con cuál se han reunido en días no le- 
janos grupos armados, aislados, que ni siquiera pertenecían entonces 4 nin- 
guna fuerza organizada? ¿No son aquéllos rebeldes? ¿Pues pur qué lo han 
de ser éstos? ¿Qué género de justicia rige hoy las acciones humanas? La 
ley debe ser igual para todos. Ante su precepto deben desaparecer las dife- 
rencias de los partidos: á unos y á otros está encargado el Poder Judicial de 
pesarlos en la misma balanza, de herirlos con la misma espada. 

¿Impidió ó no la existencia de fuerza armada dentro del edificio del Con- 
greso la tarde del 23 de Abril el que no se abriera á la hora acordada la se- 
sión de la Comirión permanente? A noticia del procesado había llegado 
ese hecho, como ha llegado á noticia de diferentes Diputados que en su 
día declararán la verdad si necesario fuera. Pero que sea ó no cierto, 
¿qué cargo puede resultar contra D. Juan Bautista Topete? ¿Qué objeto 
se ha propuesto el Juzgado al consagrar á él, para negarlo, uno de sus consi- 
derandos? No se concibe; porque no quiere ni por un momento la defensa 
presumir que sólo se ha aspirado å buscar una ocasión de lastimar en su 
delicadeza militar 4 D. Juan B. Topete, advirtiéndoleque su puesto en aquel 
día, era al lado del Gobierno, al que no fué á ofrecerse, sin motivo fundado 
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que justifique semejante omisión. Difícil, sin embargo, hubiera sido al Juz 
gado señalar la orden ó disposición legal que; dadas Jas circunstancias de 
aquel día, obligara al Contraalmirante Topete á presentarse al Gobierno ha- 
ciéndole ofrecimientos que no necesita hacer ningún militar para que el Go 
bierno sepa está dispuesto y obligado 4 cumplir eus órdenes. 

No tiene mayor importancia el cargo que se haee al procesado en el 
cuarto considerando. Dicese en él que no se explica con facilidad que ha- 
biendo llegado el Contraalmirante D. Juan Bautista Topete á la plaza de 
toros á poco de haber salido de ella el Brigadier D. Cipriano Carmona en 
unión de los Comandantes de los batallones recientemente organizados, de- 
jara de tener conocimiento de que acababa de ser menospreciada la voz de 
aquel Jefe, obediente á los Poderes constituidos. Cuando eso no se explica- 
ría bien hubiera sido si el Contraalmirante Sr. Topete -hubiera llegado 4 
aquel sitio estando allí el Brigadier Carmona. Habiéndolo hecho después y 
en el momento en que toda la atención de los vuluntarios "alli reunidos es- 
taba concentrada en el discurso del Alcalde, nada tiene .de extraño el que 
ni sele dijera ni llegara á su noticia, lo ocurrido con .el Sr. Carmona y 
con la Comisión que le acompañaba. Conviene no olvidar aquí, para no dar 
proporciones que no tiene, á la misión que fué á llenar cerca de los batallo 
nes de voluntarios reunidos en la plaza de toros el Jefe de Estado Mayor de 
la milicia, que el cargo que ejerce no figura en el Decreto orgánico de la 
fuerza ciudadana, y que en todo caso está subordinado á la autoridad supe 
rior del Alcalde, Comandante general de la milicia, á cuyas inmediatas ór- 
denes estaban sujetos los voluntarios de la libertad: 

Por no ser verosímil que D. Juan Bautista Topete ignorara que el Al- 
calde no había dado cuenta de la reunión de la milicia al Gobierno civil, 
por no tener fácil explicación que ignorara lo sucedido con el Brigadier 
Carmona habiendo llegado pocos momentos después que aquél había aban- 
donado la plaza de toros, acaba de hacer ver la defensa que se ha pretendi- 
do es responsable del delito de rebelión el General Topete. 

Faltaba para coronar dignamente este cuadro de gratuitas imputacio- 
nes, añadir, como se hace en el quinto considerando, que no pudo dejar de ser 
nolorio al Contraalmirante D. Juan Bautista Topete la idea 4 que habia 
obedecido el Comandante general de la milicia D. Juan Pablo Marina al 
convocar los batallones, sin participarlo al Gobernador civil de la provincia, 
y mantenerlos luego en la plaza de toros durante largas horas; de modo 
que porque no consideraba verosímil el Juzgado que ignorara D. Juan Bau- 
tista Topete lo que nadie sin tener de ello expreso conocimiento hubiera 
llegado á presumir, saca la consecuencia de que le era notoria la idea á que 
habia obedecido el Comandante general de la milicia al convocarla para ce 
lebrar una revista, No es de admirar la lógica con que discurre en este pun- 
to el Juzgado. | 

Menos conduce A suponerle enterado de los planes que abrigar pudiera 
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D. Pablo Marina, el aseverarse que dicho Alcalde significó claramente es- 
taba allí para sostener los acuerdos de la Asamblea, cuya Comisión perma- 
nente era el único poder que reconocía, porque aparte de que palabras que 
eso concretamente declararan no salieron de los labios del Alcalde 6 no lle- 
garon al menos á oidos de D. Juan Bautista Topete, éste ha dicho y repite, 
que aconsejó 4 los voluntarios alli reunidos debian respetar á todo trance 
los Poderes constituidos, lo cual no establece ese antagonismo que pretende 
crear el Juzgado entre el Gobierno y el derecho de la Asamblea representa- 
da por la Comisión permanente. 

Lo dicho es todo lo que resulta contra D. Juan Bautista Topete; que no 
es verosímil, que no se explica, que no parece notorio que no estuviera ente- 
rado de los proyectos y planes del Alcalde D. Juan Pablo Marina. Sobre 
bases de esta indole, sobre imputaciones de concepto individual, sobre sos- 
pechas, en una palabra, hace mucho tiempo que ningún Tribunal español 
fundamenta ninguno de sus fallos. Dignese el Juzgado volver á examinar 
con ánimo sereno las actuaciones del sumario, fijar su atención en las cues- 
tiones y puntos iniciados en este escrito, elevarse sobre la atmósfera políti- 
ca qué á todos nos rodea, inspirarse en el sentimiento de la justicia, no 
apartar su vista de los artículos del Código penal, y de este modo, no podrá 
menos de persuadirse de la necesidad legal en que se encuentra de reformar 
la providencia del día 11. 

La defensa ha demostrado, en su concepto, que no se cometió el delito 
de rebelión, ni ningún otro, al ser convocada en el día 23 de Abril la anti- 
gua Milicia por su jefe natural el Alcalde. Que allí ni nadie se declaró en 
abierta hostilidad contra el Gobierno, ni tuvo lugar el público alzamiento, 
condiciones caracteristicas y genéricas del delito de que se trata. 

Ha probado después que, aun suponiendo que pudiera estimarse como 
un acto de rebelión la actitud de los voluntarios veteranos de la libertad, 
habiéndose disuelto y rendido los supuestos rebeldes y sediciosos antes de 
habérseles dirigido en forma las intimaciones legales, exentos de todas pe- 
nas están por ministerio de la ley. 

Ha evidenciado luego que sería una verdadera aberración jurídica califi- 
car en caso alguno como delito consumado de rebelión un hecho que, aun 
siendo punible, no ha pasado en su progresivo desarrollo de los límites que 
determinan y encierran la naturaleza legal de la tentativa. 

Por último, concediéndolo todo: pasando porque el delito consumado y 
la tentativa no sean ya dos cosas distintas; admitiendo que pueda haber 
rebeldes que merezcan penas cuando se han disuelto antes de que se les di- 
rijan las intimaciones legales, y hasta suponiendo que gin alzamiento pú- 
blico, que sin abierta hostilidad existir pudiera el delito de rebelión, toda- 
vía así ha demostrado que D. Juan Bautista Topete no ha practicado un 
solo acto, pronunciádo una sola palabra que dé motivo para considerarle 
directa ni indirectamente responsable del delito que en esta causa se per- 
sigue. 
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Y fundado en estas consideraciones, al Juzgado 

Suplica se sirva proveer y determinar como deja solicitado en el ingreso 
de este escrito, ó en otro caso, admitir la apelación que subsidiariamente 
interpone para ante la Audiencia, al tenor de lo prescrito en los articulos 98 
y 404 de la Ley provisional de Enjuiciamiento criminal. Es justicia que 
pido. — Alejandro Groizard. 
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NOTAS BIOGRAFICAS 


Bajo dus distintos aspectos puede considerarse la biografía del señor 
Fernández Villaverde: como Abogado y como politico, sobresaliendo en 
este último eu carácter de hacendista, ocupación á que ha dedicado casi 
todo el esfuerzo de sus envidiables facultades. 

Nació el 20 de Enero de 1848, y ya en el año 1872 tomó asiento en el 
Congreso, es decir, antes de cumplir los veinticinco años. Desde entonces 
acá han sido tantos Jos cargos políticos que ha desempeñado, que difícil 
sería hacer una enumeración de todos ellos; Concejal del Ayuntamiento de 
Madrid al iniciarse la Restauración, Teniente de Alcalde del distrito del 
Congreso, Director general de Administración local, Interventor general de 
Hacienda, Subsecretario después en el mismo departamento, Gobernador 
de Madrid y Ministro varias veces, tal ha sido su carrera política, demos- 
trando en todos los cargos sus aficiones económicas y la energía de su ca- 
rácter. 

Siendo Diputado por primera vez, formó parte del grupo de los econo- 
mistas; como Concejal del Ayuntamiento realizó, en unión de D. Alejandro 
Llorente, el arreglo de la Deuda municipal, y en su paso por el Ministerio 
de Hacienda ha dejado siempre grandes reformas económicas, estando al 
presente empeñado en la difícil labor de reformar el presupuesto nacional 
sobre sólidas bases que permitan nuestra regeneración económica. 

Demostró su energía como Gobernador de Madrid, en cuyo puesto man- 
tuvo el principio de autoridad, aun á costa del eacrificio de su personali- 
dad, tan combatida por el rigor desplegado con motivo de las revueltas es- 
colares ocurridas el 19 de Noviembre de 1884. 

Más tarde, como Ministro de la Gobernación, procuró la adopción de 
medidas sanitarias que la invasión colérica demandaba, á pesar de la opo- 
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sición que la opinión publica le hiciera: gracias quizá 4 sus acuerdos y 4 las 
rigurosas órdenes que dictó contúvose la expansión del mal, á cuyo alivio 
contribuyó visitando varias de las poblaciones invadidas. 

La competencia de nuestro biografiado en asuntos jurídicos, revelóse 
claramente desde sus primeros años. Apenas tenia veintiuno, cuando como 
Catedrático supernumerario de la Universidad central explicaba la asigna- 
tura de Derecho mercantil y penal, compartiendo tan pesada tarea con un 
trabajo asiduo de discusión en la Academia de Jurisprudencia, en cuyas 
sesiones tomaba 4 la sazdn una parte muy activa. Dedicóse algún tiem- 
po al ejercicio de la abogacía, después de practicarla en el despacho del 
eminente jurisconsulto D. Juan Gómez Acevedo, y años más tarde, aprove- 
chando el descanso que las luchas políticas le ofrecían, volvió al ejercicio 
profesional, consiguiendo á poco para su bufete el prestigio que todo el 
mundo le reconoce. 

Cierto es que la vida política, por la propia publicidad de sus manifes- 
taciones, parece oscurecer los éxitos de la abogacía que, como vida profe- 
‘sional, tiene una esfera de acción más limitada; mas tal consideración, aun 
siendo exacta, no desvirtúa los merecimientos del Abogado en beneficio de 
los prestigios del político porque, aunque no halla su voz en la opinión 
pública el eco del aplauso y queda contenida en el recinto de una Sala de 
justicia, en cambio, el acto del gobernante suele ocupar la atención gene- 
ral momentáneamente, mientras el trabajo del jurisconsulto permanece 
como modelo y es cuidadosamente conservado por Jos amantes de la ciencia. 

En este sentido puede afirmarse que los éxitos políticos del actual Mi- 
nistro de Hacienda no merman en un ápice sus talentos como jurisconeul: 
to, de los que son buena prueba los fragmentos que, de un extenso y nota- 
bilisimo informe ante el Tribunal Contencioso-administrativo, insertamoe 
como muestra de su argumentación y de su estilo. 


Defensa del concierto de los fabricantes de pólvora y mezclas explosivas 
para el pago del impuesto, 


En representación y defensa de las Sociedades y particulares demanda- 
dos, tengo el honor de solicitar de la Sala que se sirva absolverles de todas 
las solicitudes del Fiscal de 8. M., declarando no haber lugar å dejar sin 
efecto como lesiva de los intereses del Estado la Real orden de 13 de No- 
viembre de 1893, por Ja cual el Ministerio de Hacienda aprobó el concier- 
to con los fabricantes para el pago del impuesto de pólvoras y mezclas 
explosivas, y condenando en costas á la Administración. 

Al escuchar con la natural avidez las primeras palabras del digno 6 ilus- 
trado representante del Ministerio público, alusivas á la ausencia de 8u 
Jefe, creí que iba á explicarla de algún modo, cosa que no hubiera estado 
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de más, ante el precepto con que el art. 48 del Reglamento obliga en su 
número décimo al Fiscal de S. M. á asistir personalmente á estrados, riem- 
pre que la Administración es demandante; pero esas frases se redujeron 4 
protestas de modestia, excesivas é injustas en sí mismas y en lo que para 
mi tenían de corteses y aun de lisonjeras. Yo, al agradecerlas, las rectifico 
complaciéndome en declarar que el muy digno representante del Ministe- 
rio fiscal ha mostrado ser, no un contendiente inferior como modestamente 
ha dicho, ni aun igual, sino harto superior á su adversario. La ventaja de 
mi parte no está en el Abogado, sino en la causa, como justificaré en sge- 
guida demostrando que la demanda del Fiscal y la Real orden dictada por 
el Minieterio de Hacienda en 10 de Agosto de 1895 para declarar lesiva de 
los intereses del Tesoro público la de 13 de Ncviembre de 1893, obedecen 
á errores de hecho y de derecho que ha de serme fácil dervanecer. 

En el proyecto de ley de presupuestos generales del Estado para 1893-94, 
el Ministro de Hacienda propuso á las Cortes un impuesto sobre la fabri- 
cación de la pólvora y de las mezclas explosivas con los siguientes tipos de 
gravamen: 50 céntimos por kilógramo de pólvora de caza; 15 céntimos por 
kilógramo de pólvora de mina, y 30 céntimos por kilógramo de dinamita 
y mezclas explosivas. Se autorizaba en aquel proyecto de ley al Gobierno 
para adoptar como medio de exacción del impuesto, el concierto con los 
fabricantes, sólo el concierto con los fabricantes y no otra clase de arrenda- 
miento: se calculaba el producto anual del impuesto en 400.000 pesetas, 
y se extendía la autorización hasta llegar al estanco del producto fabricado, 
en caso necesario. Las Cortes deliberaron, sin discutir como ha dicho el 
Fiscal, acerca de este impuesto, y modificaron sus cuotas de gravamen re- 
bajando la de la pólvora de caza å 40 céntimos de peseta por kilógramo, 
manteniendo en 15 céntimos la correspondiente al kilógramo de pólvora 
de mina, y elevando á una peseta la cuota del kilógramo de dinamita y 
demás mezclas explosivas; conservaron todas las otras disposiciones y au- 
torizaciones del proyecto del Ministro, la relativa al concierto y aun la del 
estanco del producto fabricado, en caso de necesidad, y mantuvieron tam- 
bién, dato importante, del que fe quiere hacer aquí un argumento que, 
como ha tido el primero de los expuestos en apoyo de la demanda, debe 
ser también el primero á que el defensor de los demandados conteste, man- 
tuvieron también las Cortes como cálculo del rendimiento en el dio eco- 
nómico, la cifra de 400.000 pesetas. Cúmpleme ante todo añadir que-por 
Real orden de 13 de Noviembre de 1893, que es la impugnada por el Fis 
cal, el Ministerio de Hacienda, después de un detenido estudio adminis- 
trativo y de una amplia preparación que revelan el expediente y el Regla- 
mento publicado en 22 de Agosto de aquel año, tuvo la fortuna de realizar 
el concierto para el pago de este impuesto con los fabricantes, dotando al 
presupuesto de una renta nueva ó, mejor, restaurando con caracteres y 
formas de impuesto moderno una antigua renta que faltaba del cuadro de 
nuestros ingresos hacía veintinueve años. 
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Quedó concertado el impuesto durante seis, no, como se ha dicho, por 
400.000 pesetas anuales, sino por 400.000 pesetas en cada uno de los tres 
primeros años, y con un aumento progresivo en los otros tres de 15, 20 y 25 
por 10U respectivamente. 

Surge aquí el primer cargo contra aquella Real orden y contra el con- 
cierto por ella aprobado. El argumento es, en toda su especiosa fuerza, el 
siguiente: las Cortes del Reino, aunque, á la verdad, redujeron el tipo del 
gravamen sobre la pólvora de caza de 50 céntimos á 40 por kilógramo, ele- 
varon de 30 céntimos á una peseta la cuota del kilógramo de dinamita, y 
como esta mezcla explosiva, á causa del vasto consumo de la industria mi- 
nera, constituye con mucho la mayor parte de la materia imponible, las 
Cortes debieron elevar la cifra del ingreso calculado 6 del renglón 4 él co- 
rrespondiente en el presupuesto, á una cantidad proporcional, es decir, en 
un 233 por 100. 

Se sinceraba el Fiscal de toda intención de censurar 4 las Cortes; es sin 
duda evidente que, si existiese el error, las Cortes lo habrían padecido; 
pero no hubo en ellas error, sino acierto. Las Cortes y la Administración 
obraron con prudencia, que han acreditado los hechos, no elevando el 
cálculo de los productos del impuesto y el cupo para el concierto, al com- 
pás repentino y mal seguro con que se había elevado la cuota. 

Lo demostraré combatiendo de pasada, porque después he de penetrar 
más á fondo en su análisis, el extraño desdén que afecta sentir el digno 
representante del Ministerio fiscal hacia las leyes económicas. ¿Duda al- 
guien que no basta elevar la cuota de un tributo para obtener acrecentado, 
en la misma exacta proporción, su rendimiento? Si bastara, á bien poco 
estarian reducidos la ciencia del economista y el arte del financiero. 

¡Más medradae andarían todas las Haciendas del mundo, y singular- 
mente la nuestra, si no hubiera más que elevar en las leyes de presupues- 
tos la cifra de unas U otras imposiciones para obtener la multiplicación 
de los ingresos con esa exactitud que ofrecen al Fiscal, según hace poco 
noe decía, la aritmética y la lógica! No; la lógica, aun ayudada de la arit- 
mética, puede facilitar recursos para discutir; pero no proporciona tan 
fácilmente recursos que recaudar. 

Es muy cierto, piense lo que quiera el digno representante del Minis- 
terio fiscal, que los artículos gravados con impuestos indirectos tienen un 
límite de capacidad tributaria, excedido el cual, los recargos de la impo- 
sición no acrecientan el rendimiento y hasta lo disminuyen, restringiendo 
el consumo y fomentando el contrabando. 

Pues bien, la experiencia, haciendo honor á la prudente previsión del 
Ministro que proyectó el impuesto, y de las Cortes que no alteraron el 
cálculo de sus productos, aunque autorizaran el ensayo de una mayor cuo- 
ta, ha demostrado que ese limite de imposición debe fijarse para la dina- 
mita en 30 céntimos por kilógramo, siendo de todo punto irrealizable el 
gravamen de una peseta. 
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Entre 80 céntimos y una peseta oscila el coste de producción al pie de 
fábrica del kilógramo de dinamita de tercera clase, que es la generalmente 
consumida en España. El recargo enorme de una peseta no hubiera podido 
soportarlo nuestra minería, que necesita producir con gastos muy reducidos 
para vender 4 los precios que le impone. la concurrencia universal en sus 
mercados de exportación. El empeño de hacer efectiva la cueta nominal de 
una peseta por kilógramo hubiera obligado á los fabricantes 4 ofrecer la di- 
namita á un precio inasequible para muchos mineros, produciéndose inevi- 
tablemente uno de estos dos resultados: ó hubiera fracasado el impuesto, 
gravando sólo con un sacrificio improductivo y ruinoso á los fabricantes de 
buena fe, porque con la cuota excesiva é inflexible de una peseta por kiló- 
gramo no era posible el concierto con Jos fabricantes, y sin concierto la Ad. 
ministración no habria dominado, como dominó merced á él, la ocultación 
y el contrabando; ó en la hipótesis de qne la fiscalización fuere perfecta, 
como quiera que muchos de nuestros minerales no soportaban en rus mer- 
cados ese recargo desmedido del precio de la dinamita empleada en su ex- 
tracción, hubieran dejado de beneficiarse no pocae minas, sufriendo tan im- 
portante ramo de riqueza y exportación el quebranto inseparable de los im- 
puestos antieconómico3 que destruyen la riqueza que gravan, no de otro 
modo que los salvajes de la Luisiana de quienes habla Montesquieu en su 
Espítrilu de las leyes, derribaban el árbol pura coger el fruto. 

Y no se tengan estas claras razones por meros discursos teóricos; son 
verdades felizmente para la causa que defiendo, plenamente probadas con 
relación á ella por resoluciones administrativas y por leyes del Reino, que 
contestan por mí á la demanda y destruyen las alegaciones del Fiscal. 

No tardó en acreditar la experiencia que la única cuota de imposición 
realizable sobre la dinamita y demás mezclas explosivas era la de 30 cénti- 
mos por kilógramo. En Noviembre de 1895 cuando se presentó la demanda, 
aun en Agosto del mismo año cuando se dictó la Real orden declarando le- 
siva de los intereses del Tesoro la de 13 de Noviembre de 1893, el fugaz 
impuesto nominal de una peseta por kilógramo de dinamita, llevaba meses 
de no existir ni aun en la ley, de cuya esfera jamás había descendido, como 
demostraré después, á las costumbres y á la práctica. 

Por Real decreto de 12 de Marzo de 1895, dictado en uso de la autoriza- 
ción que concedió al Gobierno la Ley de 19 de Febrero para aliviar la crisis 
que atravesaba la Minería, habían sido rebajadoa, para no elevarlos de nue- 
vo, los tipos de imposición sobre la pólvora de mina y la dinamita. 

He aquí el texto de esa disposición, olvidada por el Fiscal: 

«Artículo 1.2 Se suspende desde 1.9 de Abril próximo, y hasta la termi- 
nación del actual ejercicio económico, la exacción de los derechos de ex- 
portzción de los plomos y galenas argentíferos. 

»Art. 2.2 El impuesto sobre pólvora de mina y mezclas explosivas, crea- 
do por el art. 49 de la Ley de 5 de Agosto de 1893, quedará reducido du- 
rante el mismo periodo 4 los siguientes tipos: por cada kilógramo de pól- 
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vora ordinaria de mina, 10 céntimos de peseta; por cada kilógramo de mez 
clas explosivas de todas clases, 30 céntimos de peseta.» 

Sabe el Tribunal perfectamente que no fué ésta una medida transitoria 
6 limitada en sus efectos al periodo que el Real decreto fijaba. Cuando se 
dictó, habiase ya presentado á las Cortes en 1.9 de Febrero el proyecto de 
ley de Presupuestos generales del Estado para 1895-96 con la misma refor- 
ma, y así la ley de Presupuestos de aquel año económica, publicada en 30 
de Junio de 1895, como la de recursos ordinarios de 30 de Agosto de 1896, 
hoy vigente, contienen respectivamente en sus arts. 53 y 11 la misma es- 
cala para el impuesto sobre las pólvoras y mezclas explosivas, á saber: 

0:40 de peseta el kilógramo de pólvora de caza, 

0:10 el de pólvora de mina. 

0:30 el de dinamita y toda otra mezcla explosiva, jalas la nitramita. 

Es, por tanto, evidente que no sólo la Administración de 1893, regida 
en el Ministerio de Hacienda por el Sr. Gamazo, que creó el impuesto; sino 
la de 1895 y 1896, ya representada en aquel departamento por el mismo Mi- 
nistro, que ordenó la presentación de la demanda, aleccionadas por la ex- 
periencia, consideraron irrealizable el tipo de una peseta por kilógramo de 
dinamita; pues lejos de establecerlo, cuando la Ley de Presupuestos de 
1895-96 puso fin en 30 de Junio de 1895 al primero y hasta ahora único 
concierto con los fabricantes, han mantenido el gravamen de los 30 cénti- 
mos, declarado cuota legal desde 1. de Abril de 1895, es decir, durante los 
tres últimos meses del concierto, y aplicado después invariablemente por 
la Hacienda, que desde 1.° de Julio de aquel año viene administrando por 
sí el impuesto, sin rémora alguna que embarace su libertad de acción. 

¿No es ésta una demostración palmaria de que lo miemo el Gobierno 
que el Parlamento han considerado irrealizable la cuota de una peseta por 
kilógramo de dinamita, pues de no ser así la hubieran impuesto y exigido 
en beneficio del Tesoro durante los dos años económicos 95 Y6 y 96-97? 

Convencido de esta verdad debía estar el actual Sr. Ministro de Hacien- 
da cuando en la sesión del Congreso de 26 de Junio de 1895 pronunció las 
siguientes clarisimas palabras, juzgando excesiva, como cupo 6 canon para 
un nuevo concierto, la cifra anual de 600.004 pesetas que, á propuesta de 
su antecesor, habían señalado las Cortes: 

«Pero debo añadir, porque no es bueno que el Congreso ni el país igno- 
ren nada en este punto, que yo tengo algún motivo para creer que será di- 
ficil, con la cifra que ha señalado el Parlamento, que haya una agremia- 
ción que suscriba la totalidad de esta cifra para recaudar el tributo.» 

No le impidió con todo esta declaración afirmar un mes y algunos días 
después en la Real orden de 10 de Agosto de 1895, base de la demanda, que 
los fabricantes concertados liquidaron á razón de 236.040 ó 225.000 pesetas 
mensuales, y fundar sobre este cálculo la quimérica lesión de los intereses 
del Tesoro. 

¿Se explica, se concibe, que en una Real orden acordada en Consejo de 
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Ministros discurra el de Hacienda con tal apasionamiento 6 tal error, que, 
suponiendo vigentes tipos de imposición abrogados, valore equivocadamen- 
te por ellos las cantidades de materia imponible vendidas, no sólo en los 
meses de Abril, Mayo y Junio de 1895, últimos del concierto, sino en el 
cálculo notoriamente falso de los rendimientos ulteriores para abultar hasta 
el absurdo las cifras de beneficios y quebrantos imaginarios, y deducir de 
ellas cargos tan graves como infundados, y de los cargos no menos graves 
ni más fundadas reclamaciones? 

Voy á leer las palabras mismas de la Real orden de 10 de Agosto de 1395, . 
en cumplimiento de la cual se ha promovido este pleito. 

Dice así su considerando quinto: «El enorme perjuicio de los intereses 
públicos, la lesión de los intereses del Tesoro, se corrobora al observar que 
cedió por la cantidad de 2.573.333 pesetas, durante seis años menos dos 
meses, lo que solamente en trece meses liquidó 3.069.655 pesetas, que equi- 
vale á 236.127 mensuales, ó sean 16.528.890 al terminar el concierto, según 
los datos facilitados por el mismo gremio; y esto, aunque á deducir gastos 
de administración, implica un quebranto para el Tesoro, al finalizar el con- 
trato, de 13.955.557, que una Administración celosa debe evitar 4 todo 
trance.» 

Y añade el considerando sexto: «Si la liquidación se hiciese girar sobre 
la base de los diecinueve meses que ha durado el contrato, resultaría que 
el valor de los precintos expendidos por el gremio de fabricantes concerta- 
dos á los precios que se fijan en la Ley de 5 de Agosto de 1893, sería de 
4.280.148 pesetas 83 céntimos, 6 lo que es lo mismo, 225.797 pesetas en 
cada mes, igual å 15.705.813 pesetas y 10 céntimos al término del contra. 
to, que representarian siempre el quebranto para el Tesoro de 13.132.478 
pesetas y 10 céntimos. 

Pregona aquí la Real orden su error sin advertirlo, puesto que declara 
valorar los precintos de presente y para el porvenir á los precios fijados en 
la Ley de 5 de Agosto de 1893, cuando esos precios de 0'15 y una peseta 
respectivamente por kilógramo de pólvora de mina y de dinamita, habían 
sido reducidos á 010 y 0:30 desde 1.9 de Abril de 1895. 

Pero aún son más terminantes, más apodícticas las afirmaciones del 
Fiscal en su demanda: 

«Durante los diecinueve meses del concierto—dice—se han vendido 
pólvoras y explosivos por la suma de 4.280.148 pesetas, valorando el im- 
puesto á los tipos de la Ley de 5 de Agosto de 1893, y como sólo debieron 
entregar los fabricantes, según el concierto, 733.333, er evidente»—alega 
con firmeza digna de mejor causa—«que en ese tiempo, y por error de 
cálculo, ha padecido el Estado un perjuicio de 3.546.815 pesetas. » 

Y aún continúa: «Las cantidades cobradas por el gremio vienen á dar 
un producto de 2.249.093 pesetas anuales, ó sean 13.440.563 pesetas 28 
céntimos en los seis años que habia de durar el contrato, y como durante 
los seis años sólo tenían que entregar los concertados 2.573.333 pesetas 34 
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céntimos, resulta de la comparación entre ambas sumas una diferencia de 
10.877.229 pesetas, que es»—afirma el Fiscal —ela pérdida total que expe- 
rimenta»—asi, en presente de indicativo—«la pérdida total que experi- 
menta el Tesoro en el tiempo del contrato.» Y todavía añade: «No es nece- 
sario—á juicio del Fiscal —insistir más para demostrar la lesión sufrida por 
el Estado.» 

Prescindamos de que, para demostrar la lesión, no sólo se emplean me- 
ros cálculos, sino cálculoa tales que, dirigiéndose á obtener el mismo dato, 
ofrecen entre sí una diferencia de más de tres millones de pesetas. 

He aquí la prueba: 





Rendimiento calenladu Supuesto perjuicio 
al impueste en los de los 
seis años del concierto. | intereses del Tesoro. 





Pesetas. Pesetas. 

Primer cálculo de fa Real orden (conside- | 

rando cig cee See ese. aeaa 16.628 .890'00 18.966 .657'00 
Segundo cálculo de la Real orden (consi- 

derando 6 Da iia 15.705.813'10 13.132.478*10 
Cálculo de la demanda (tercer fundamen- 

to de derecho).........ooooooomooom... 13. 440.568:28 10.877.229'94 
Diferencia entre el primer cálculo de la o 

Real orden y el de la demanda........ 3.088.326'72 8.078.327'06 





Permitame la Sala que pregunte al diguo representante del Ministerio 
fiscal: ¿Cómo se han formado estos cálculos? ¿Cómo xe han construido es- 
tas alarmantes cifras de 13 ó de 10 millones de pesetas que se supone hu- 
biera perdido el Tesoro, cifras lanzadas con tenaz insidia á la publicidad 
por medio de la Prensa, traídas después á conocimiento de este Tribunal, 
en cuyas gradas tanto deben meditarse los conceptos y medirse las pala 
hras? La Real orden y la demanda lo dicen: se han hecho esos cálculos va- 
lorando los sellos y precintos de los kilógramos de materia imponible á los 
precios que se fijaron en la Ley de Presupuestos de 5 de Agosto de 1893. 

¿En la Ley de 5 de Agosto de 1893? ¿Pero el Sr. Ministro de Hacienda 
y el Sr. Fiscal ignoraban que desde 1.° de Abril de 1895 no existían ni aun 
de derecho tales precios? 

¿Es serio, es leal, es lícito suponer arbitrariamente en vigor una cuota 
de imposición que ha sido rebajada, apreciar por ella, como si se mantu- 
viese integra, beneficios que no han podido realizarse, quebrantos que no 
han podido padecerse, censurar, en fin, á la Administración pública y re- 
convenir á los particulares por la lesión quimérica de esas diferencias de 
millones de pesetas que sólo han existido en la acalorada mente de quien 
en tales término3 procede y con tamañas distracciones calcula? 

¿Al estampar semejantes cifras en una Real orden de la transcendencia 
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que habia de tener la de 10 de Agosto de 1895 y después en una demanda 
que se interpone en nombre del Estado, el Sr. Ministro de Hacienda y el 
Sr. Fiscal de S. M. ignoraban que por Real decreto de 12 de Marzo de aquel 
mismo año y después por Ja Ley de Presupuestos promulgada en 30 de Ju- 
nio también de 1895, el impuesto de una pereta por kilógramo de dinami- 
ta, base de todos sus cargos, habia sido rebajado & 30 céntimos, y de 15 
céntimos á 10 el que pesaba sobre el kilógramo de pólvora de mina? 

Pues lo menos que me toca decir, juzgando esas demostraciones fantás- 
ticas de Ja supuesta lesión de los intereses del Tesoro, es que, aj fundar en 
error tan patente medida tan grave, se ha procedido con una ligereza que 
no tiene precedentes ni admite disculpa. 

¿No lo ignoraban? Pues el acto de acumular contra la verdad sabida ci- 
fras que envuelven cargos y censuras en tan delicada materia, mereceria 
calificaciones que omito, entregando su juicio con respetuosa reserva al sen- 
tido intimo del Tribunal. 

Y cuenta que ese supuesto exceso de exacción de 70 céntimos por kiló- 
gramo de dinamita, que, como demostraré después, no se realizó nunca; 
que, como he demostrado ya, no pudo realizarse desde 1.° de Abril de 1895 
en adelante, constituye la única base de la pretendida lesión de los intere- 
ses del Tesoro, el fundamento exclusivo de esta aventurada reclamación del 
Estado. 

Es tan insólito que la Administración, por medio de una de sus resolu- 
ciones más solemnes, acuse, como aquí se ha dicho, de error á un Ministro 
é impugne un contrato que lleva la firma del Estado discurriendo sobre da- 
tos notoriamente inexactos, que no quiero pasar adelante en mis demostra- 
ciones de la sinrazón y temeridad de la demanda sin dar alguna muestra al 
Tribunal del sincero empeño que he puesto en buscar explicación á caso 
tan extraordinario. 

De las fáciles denuncias de la Prensa, de otras denuncias formuladas 
ante el Parlamento por algunos representantes de la Nación, como dice en 
su considerando tercero la Real orden de 10 de Agosto de 1895, parece re- 
cibida la impresión á que obedecen sus fundamentos y sus decisiones; pero 
aquellas preguntas de primera hora en el Congreso de los Diputados se hi- 
cieron en diferentes sesiones de Abril á Diciembre de 1894, y entonces era 
disculpable el error, pues al cabo el tipo de adeudo de una peseta por kiló- 
gramo estaba de derecho vigente, y pudo creerse que se hacia efectivo. 

La verdad es que el origen primero de estas cifras fantásticas no es ese. 
Otra denuncia interesada palpitaba en las que aparecieron en la Prensa y 
se descubrió al fin en el expediente gubernativo, provocando la Real orden 
de Agosto de 1895, en cuyo cumplimiento fué presentada la demanda. Aun- 
que me cueste alterar algún tanto el método que me habia trazado antici- 
pando hechos y juicios que tendrian más adelante su lugar propio, algo es 
necesario que diga ya, sobre el principal elemento de la vasta intriga que 
ha sido origen de este pleito. 

TRABAJOS FORENSES 31 
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Entre las mezclas explosivas cuyos fabricantes se apresuraron 4 adherir 
se al concierto para el pago del nuevo tributo, aparece una con nombre 
nuevo y con propiedades más nuevas y extrañas todavía; producto peregri- 
no y maravilloso que, más que á la quimica moderna, parecía pertenecer 4 
la alquimia medioeval,'más á la magia que 4 la industria, la nitramita, 6 
sea el explosivo Javier, como se le llama en Francia, donde fué inventado, 
bien que allí no demuestre tener las prodigiosas condiciones que se le han 
descubierto en España. Era, con efecto, la nitramita un explosivo potenti- 
simo, muy superior en fuerza y en efectos dinámicos á la dinamita, cuando 
en anuncioa y circulares se ofrecía á los mineros por el activo y diserto re- 
presentante de'la Sociedad de Ripoll; y cuando Ja misma eustancia se pre- 
sentaba 4 las Empresas de ferrocarriles para su transporte, 6 á los inspecto- 
res del impuesto para su reconocimiento y aforo, aparecía entonces por erte 
mágica como el más inofensivo de los nitratos. Fué, con todo, admitida en 
el gremio concertado la Sociedad Española de Nitramitas, representada por 
D. Teófilo Bernard; pero no más tarde que en Webrero de 1894, á poco de 
dos meses de planteado el concierto, se descubrieron por sus inspectores 
partidas del explosivo Javier declaradas en su venta y para su circulación 
como nitratos sin sello ni precinto alguno, es decir, en plena defraudación 
del impuesto. Tres resoluciones firmes del Ministerio de Hacienda hemos 
presentado con la contestación á la demanda en que se condena por tales 
infracciones á la Sociedad Española de Nitramitas, declarándose en los fun- 
damentos de una de ellas que su reincidencia acusa un deliberado propósi- 
to de defraudar los intereses de la renta. Estas nuevas experiencias, con las 
cuales la magia blanca de los programas y carteles iba ennegreciéndose, y 
el rasgo de disolver la Sociedud Española de Nitramitas para’ hacerla rena- 
cer con nueva personalidad y nuevo nombre, nombre y personalidad que nó 
' tardó en cambiar otra vez, como si, queriendo justificar el misterioso enlace 
de sus operaciones con las ciencias que se llamaban en otro tiempo y aun 
se llaman herméticas, aplicase la transmutación, no ya á sus productos, 
sino á su propia existencia, y, sobre todo, á sus responsabilidades; determi- 
naron el justisimo acuerdo de los fabricantes concertados para no admitir 
en su seno å la nueva Sociedad anónima La Nitramita, cuya procedencia y 
cuyo proceder les eran tan conocidos Inde irae: tal es el origen de las suce- 
sivas campañas con que D. Teófilo Bernard ha inquietado á los fabricantes 
de explosivos; tras la de Prensa, cantada en varios tonos sin ningún fruto, 
vino la administrativa, que, por desgracia, ha producido la Real orden de 
10 de Agosto de 1895 y el presente pleito. En el expediente del Ministerio 
de Hacienda aparece al descubierto M. Bernard; él firma y presenta las ins- 
tancias que han provocado la Real orden de 10 de Agosto de 1895 declaran- 
do lesiva de lós intereses del Estado la de 13 de Noviembre de 1893, Pero 
¿cómo pudo dictarse recogiendo, para ampararlos con la autoridad de una 
resolución sobérana, datos y cálculos infundados y erróneos? Voy á decirlo en 
pocas palabras para terminar esta digresión, que ya puede parecer prolija. 
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Si una medida de tamaña gravedad se hubiera dictado con meditación 
y con estudio; si se hubiera preparado con informes de los Centros directi- 
vos del Ministerio de Hacienda, ya que no con el más alto del Consejo de 
Estado; si al menos re hubiera oído, para dictarla, á la Dirección encarga- 
da de administrar é inspeccionar el concierto, depositaria por tanto de los 
antecedentes de su gestión, que no era, según hoy se ha dicho equivocada- 
mente, la de Contribuciones indirectas, sino la Delegación del Gobierno en 
el arrendamiento de tabacos, gcdmo-creer posible que hubiere la Real orden 
salido á la luz pública plagada de supuestos inexactos y de cifras erróneas, 
desconociendo ú olvidando las leyes? Pero ya lo he indicado, ¡asómbrese la 
Salal, el Ministerio de Hacienda dictó, bien puede decirse que ab irato, en 
el sentido formulario 6 procesal de la frase, esta Real orden que impugno, 
arrancando el conocimiento del expediente en esa última fase, la más grave 
de cuantas habia ofrecido al centra que lo había formado y que lo conocía; 
centro, ademas, á cuyo frente ee hallaba una de las mayores ilustraciones 
y de los más antiguos y sólidos prestigios de nuestra Administración, -don 
José Ramón de Oya, y entregando el asunto, para que lo estudiase en cua 
tro dias, á la Direzción de Contribuciones indirectas, que jamás había en- 
tendido en él. Tal fué la precipitada preparación de la Real orden de 10 de 
Agosto de 1895; no disculpa, å la verdad, ni atenúa sus errores, aunque, -en 
gran parte, los explique. ee 

He analizado hasta ahora uno solo de ellos, el más aparente, pero no el 
más grave; pues al fin, aunque haya contribuido como ninguno å extraviar 
la opinión irreflexiva de muchos acerca de este asunto, sólo alcanza en sus 
efectos á los tres últimos meses del contrato. 

Paso ahora 4 demostrar que el tipo nominal de gravamen de una peseta 
por kilógramo de dinamita, tampoco se hizo efectivo por los fabricantes 
concertados en el periodo anterior á la reforma de la cuota, es decir, desde 
1.° de Diciembre de 1893 hasta 31 de Marzo de 1895. . . . . . . . 


+ 


Demostraré con brevedad «hora la necesidad que tuvo el gremio para 
constituir tan eficazmente el concierto y para plantear el impuesto con tan 
rápida y completa fortuna, de reservarse y usar alguna vez ese legítimo 
recurso de la exacción integra del impuesto, 6 de la negativa de toda boni- 
ficación á aquellos fabricantes que, no participando de sus obligaciones ni 
de «us riesgos, carecian de derecho á participar de sus beneficios. Era este 
concierto fiscal una obra de cooperación y de buena fe. El interés de sus 
fundadores, una vez dueños del impuesto mediante el seguro de su rendi- 
miento garantizado al Tesoro, no podía ser otro que evitar la defraudación, 
abrir las puertas del gremio y los registros del tributo á todos los fabrican- 
tes, grandes y pequeños, para que la nueva carga pesase por igual sobre 
todos, y sobre todos lo menos posible. Mas para atraer al seno del concierto 
á los resistentes, el Sindicato gremial necesitaba algún aliciente que ofre- 
cer y alguna sanción que esgrimir; la mera invitación al pago del impuesto 
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no era por el grandemente atractiva ni bastante eficaz sobre una industria 
que, si no en tu ramo más importante, en el de pólvoras se presta fácil. 
mente å la ocultación y al contrabando. De ahí la necesidad de una bonifi- 
cación que, fijada no menos que en el 70 por 100, fué una ventaja conside- 
rable, un premio de entidad á la buena fe de los que viniesen á cooperar al 
planteamiento del tributo. Asi vinieron todos ó casi todos; asi pudo la 
nueva renta implantarse rápidamente. ¿Quiere esto decir que la Real orden 
de 13 de Noviembre de 1893 sancionara un monopolio ni que lo ejerciesen 
Jos fabricantes concertador? Todo Jo contrario. El monopolio ó estanco, no 
de la fabricación, sino de la venta del producto fabricado, lo autorizó la ley 
para el caro de que Ja creación de la nueva renta Jo hiciese necesario; pero 
la renta ce estableció sin llegar á ese extremo. No entendieron Jos fabrican- 
tes concertados ni intentaron aplicar las condiciones 6.8 y 7.8 de la eacritu- 
ra, ni su primera estipulación, en e) sentido de que Ja Hacienda pública, 
al cederles todos los derechos concedidog por el art. 49 de la Ley de Presu- 
puestos, les cediera también la facultad de establecer el monopolio de la 
venta. Si hubiesen pensado explotar el conciertu á expensas de sus colegas 
6 de sus concurrentes no inscritos en él cuando lo obtuvieror, habrian ce- 
rrado el grupo å toda nueva adhesión, y lejos de hacerlo, ee apresuraron 4 
publicar llamamientos á que ni la Jey, ni el reglamento, ni el contrato les 
obligaban. Con Ja contestación á la demanda han presentado ejemplares de 
la Gacela de Madrid de 1.° de Diciembre de 1893 y de La Correspondencia 
de España del día anterior, en que aparecieron Jos anuncios del Sindicato 
declarando que todos los fabricantes matriculados antes de su constitución 
podrían solicitar y obtener ingreso en él siempre que lo pidieran en el tér- 
mino de un mes, á partir de la publicación de aquellos avisos. Más hizo el 
gremio concertado: admitió después 4 todo nuevo fabricante que de buena 
fe llamaba á sus puertas, y en una exposición elevada á las Cortes el día 23 
de Febrero de 1895, documento también unido por copia á la contestación 
á ln demanda, se mostró conforme con la idea de abrir el gremio por medio 
de un precepto Jegislativo 4 cualquiera que ulteriormente estableciera eu 
industria y solicitase su admisión en el plazo de un mes, contado desde el 
día en que fuese alta en la matrícula de la contribución directa. ¿Dónde 
está el monopolio? Aquel conciertu tan mal juzgado fué, en la acertada 
previsión del Ministro, el mejor sistema de plantear la nueva renta, de des- 
«cubrir y registrar la riqueza imponible en medio de la libertad de la indus- 
tria, sin estanco ni monopolio; fué, en el ánimo de los fabricantes, el medio 
legítimo de hacer más suave y llevadero el impuesto, distribuyéndolo con 
justicia y reduciéndolo á la cuota posible y práctica, productiva para el 
- Tesoro, sin daño del consumo ni de Ja producción, antes bien dejando á 
uno y otra en condiciones de progresivo desarrollo que después se ¡refleja 
sen como se han reflejado en el crecimiento del impuesto, haciendo honor 
á ambos propósitos. Se comprenden porque son humanas, las censuras que 
fraguaron sobre inciertos supuestos contra aquella afortunada campaña 
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fiscal, Empresas concurrentes ó rivales, no favorecidas ni aun en sus ne- 
gocios propios por igual suerte; pero es inconcebible que censuras tales ha- 
yan encontrado un eco, que no merecen, en la misma Administración que, 
manteniendo la cuota de 30 céntimos por kilógramo de dinamita y mez- 
clas explosivas, vino á sancionar con sus actos la medida, que fué como la 
clave de toda la obra del concierto. 

Pero ahora, penetrando en el terreno del derecho, he de probar más fácil, 
mente todavía que, aunque Jos titulares del concierto hubiesen percibido 
esas quiméricas ganancias, Jas habrían hecho suyas con perfecta razón legal, 
y no la tendria la Hacienda pública para reconvenirles ni para ejercitar, 
por error ni lesión, acción alguna de carácter rescisorio. 

La esencia del sistema de exacción tributaria que llamamos concierto y 
en la República vecina se denomina abono, consiste en asegurar al Tesoro 
la percepción de un cupo determinado, recaude más ó recaude menos la 
entidad con quien tal contrato se celebra. Es un arrendamiento, ó mejor, 
un encabezamiento á tanto nlzado sin mutua reconvención por la ganancia 
6 por la pérdida; contrato aleatorio estipulado con la mira de prevenir las. 
reclamaciones por lesión. 

No ya en estos conciertos, sino en todo arrendamiento de rentas públi- 
cas, en nuestra patria y en otras naciones que siguieron en siglos pasados 
nuestros ejemplos y enseñanzas, y nos los han dado después, en la ferme 
générale francesa y en las especiales de las aides y las gabelles, cuyas reglas 
codificó sabiamente el gran Colbert, son desde entonces principios tenidos 
por fundamentales y ralvadores, el carácter aleatorio de esos contratos y su 
otorgamiento á riesgo y ventura de ambas partes; siempre en tales contra- 
tos con nada ejemplares y bien expiadas excepciones, se ha respetado el 
derecho del arrendatario á los productos integros del impuesto, cuyo canon 
asegura y anticipa, productos ya intangibles para la Hacienda pública, que 
carecia, según tales reglas, de toda intervención en ellos, Para encontrar 
una época en que se hayan atropellado estos principios faltando á la fe de 
lo pactado, hay que retroceder hasta el tiempo, más que de inmoralidad, 
de verdadera depravación administrativa, del abate de Terray, aquél Mi- 
nistro indiferente al crédito, A quien puede llamarse el último de los conse- - 
jeros de Luis XV en todas las acepciones de ese calificativo ordinal. Pero en 
nuestras leyes es mucho más antigua la doctrina que expongo: ella res- 
plandece en el histórico Cuaderno de Alcabalas de Jos Reyes Católicos, con 
estas claras y hermorae palabras que, ein duda, el Tribunal, aunque en su 
sabiduría las conoce y recuerda, oirá una vez más complacido: 

«Ley 143 del Cuaderno de las Alcabalas: Porque los que entiendan en 
arrendar nuestras rentas lo hagan de aqui adelante con más seguridad, y no 
puedan temer de que por nuestros Fiscales serán molestados diciendo que 
£n los arrendamientos fuimos engañados en la mitad del justo precio y que 
por esto se deben rescindir; por el tenor de la presente, la cual queremos sea 
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habida por condición general para cualesquier arrendamiento de nnestras 
recetas, mandamos que, después que nuestras rentas fueren rematadas de 
todo remate en cualquier arrendador, según el tenor y forma de las leyes de 
nuestros Reinos y habiéndose guardado todo lo que por ellas está dispuesto 
en el tal remate, que no le sean quitadas por decir que al tiempo del contra- 
to, ni después, hubo lesión en el precio, aunque sea allende de la mitad del 
justo precio: y mandamos 4 los nuestros Fiscales que sobre esto no molesten 
ni demanden 4 los nuestros arrendadores. » 

El texto que acabo de leer forma la condición décimacuarta de la ley pri- 
mera, titulo 1X, libro IX de la Nueva Recopilación, título que trata, como 
es sabido, de las condiciones generales con que se arriendan las Rentas 
Reales. 

La condición décimaquinta es una ley de Don Felipe II, que dice tex- 
tualmente así: 

«Corn jurta y razonable es, que como Nos queremos no nos poder llamar 
á engaño, ni restituirnos en los contratos de los arrendamientos de nuestras 
rentar, que Jo mismo se guarde en Jos que de Nos arrendaren, pues arrien- 
dan á todo su riesgo y aventura; por ende por el tenor de la presente, Ja cual 
queremos que tenga fuerza de condición general para en todos y cualesquier 
arrendamiento de nuestras rentas, mandamos que ningún arrendador, ma- 
yor ó menor, no puedan decir ni alegar que en el arrendamiento que hizo 
fué engañado respecto de lo que la renta valía al tiempo del contrato, aun- 
que diga y alegue que fué engañado más que en Ja mitad del justo precio.> 

Los Fiscales del siglo xv pudieron aprender en esas leyes que el princi- 
pio de la irrevocabilidad por lesión delos arrendamientos de rentas públi- 
cas, te aplicó antes al Estado queá los particulares: la Sala acaba de oir 
cómo Jos Fiscales del siglo xrx hablan de diferencias necesarias entre los 
particulares y el Estado ante la ley del contrato, como si no fuese una verdad 
hoy universalmente admitida por la ciencia que tales privilegios á nadie 
cuestan y dañan más que á las mismas pereonee ó entidades á quien en apa- 
riencia favorecen. 

Sin ese carácter eo que impide lis alegaciones de error y de lesión 
apenas habría encabezamiento ni concierto en que los particulares, Socieda- 
des ó Corporaciones interesadas no pretendiesen del Estado indemnizacio- 
nes de perjuitios ó gravosas rescisiones y nulidades. La Hacienda pública, 
sin el escudo de esa doctrina salvadora, quedaría indefensa contra tan- 
tas reclamaciones de contratistas y arrendatarios de los impuestos como el 
de cédulas personales ó de los Ayuntamientos por eus encabezamientos de 
CONSUMOS. 

Y todavía tiene el Estado otro interés más alto en mantener el rigor de 
ese sano principio de administración fiscal, no ya en casos como el presente 
en que la lesión no existe, sino aun á expensas de algún pasajero sacrificio: 
aludo al interés de su crédito, que padece siempre que se pone en cuestión 
la eficacia de su firma con demandas como la que impugno, Jas cuales aca- 


D. RAIMUNDO FERNANDEZ VILLAVERDE 407 


barian si se repitiesen con la seguridad de la contratación administrativa, 
entregandola á la mala fe y 4 la aventura. 

Por otra parte, la rescisión por lesión en más de la.mitad del justo pre- 
cio, ha sido siempre un remedio esencialmente civil. Nació, como es. sabi- 
do, en las constituciones de los Emperadores romanos, aunque no falta 
quien Je conceda más antigua prosapia, pasó de los Códigos Justinianos á 
nuestros Códigos Alfonsinos, pero no la admitió nunca el Derecho genuina- 
mente español. El precedente patrio es contrario á tal institución, aun en 
los contratos de derecho común; ahí está, para probarlo, la Ley 7.* del titu- 
lo IV, libro V del Fuero Juzgo: non se deve por ende desfazer la vendicion. 
porque diz que lo vendió por poco: los Fueros Municipales rechazaron general- 
mente tal remedio, siguiendo el principio que formularon los fueristas de 
Aragón en la sabida regla: res tantum valet quantum vendi potest. 

Pero si el Fuero Juzgo y los Fueros Municipales no admitieron la resoi- 
sión por lesión, el Fuero Real y las Partidas la consignan, y de allí pasó á 
las leyes recopiladas. 

Antes de decir cómo ha desaparecido de nuestro derecho civil, me im- 
porta recordar, pues no huelga en un pleito á que sólo un falso espejismo 
del antiguo principio de la lesión ultra dimidium ha dado vida, que en el 
derecho administrativo, y menos aun en el que pudiéramos llamar fiscal, 
no ha existido del siglo xv acá institución semejante. 

El derecho mercantil sabido es que también la rechaza por incompati- 
ble con los intereses y las necesidades del cumercio. El art. 378 del Código 
de 1829 declaraba y el 344 del de 1885 declara, que nose rescinden las 
ventas mercantiles por causa de lesión. 

En Francia no pudo tal remedio resistir la gran crisis de Jos precios 
causada por los asignados; y cuando Portalis lo admitió en el derecho mv- 
derno, acaso porque había sucumbido á poder de la revolución, y su resta- 
blecimiento tenía aquel sentido restaurador tan del agrado del primer Cón- 
sul fuera del orden político; no le dió abrigo en las páginas del Código 
Napoleón, sino reducido y mutilado. 

A nuestro derecho civil lo había traido la influencia del romano; pero 
los eminentes autores del proyecto de Código de 1851, comprendieron que 
las mismas razones de seguridad de la contratación á cuyo influjo desapare 
ció la rescisión por lesión de Jas leyes mercantiles y administrativas, hacian 
de ella un recurso contraproducente en la mayor parte de los casos para el 

vendedor necesitado, en cuyo beneficio se creyó justo instituirlo. Tal es la 
tendencia de los Códigos modernos, y en ella ee ha inspirado el nuestro, que 
en su art. 1.293 dice: «Ningún contrato se rescindirá por causa de lesión». 

En suma, la rescisión por causa de Jesión estaba proscrita hacía más de 
cuatro años, hasta del derecho civil, entre nosotros, cuando se celebró el 
contrato de la Hacienda con los fabricantes de explosivos, cuya fecha es 
de 1.2 de Diciembre de 1893. 
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Voy á terminar: demostrados, ó mejor, puestos en evidencia los errores 
de hecho y de derecho en que la demanda se funda; expuesta la increíble 
informalidad de la sustanciación gubernativa; patente en el fondo y en el 
procedimiento la temeridad de la Administración, espero con la tranquili- 
dad que infunden el saber jurídico y la severa rectitud de este alto Tribunal, 
seguro augusto y garantía suprema de la justicia administrativa; una sen- 
tencia que absuelva á los demandados y comprenda las declaraciones y los 
pronunciamientos pedidos en la contestación á la demanda. 

En el fallo deben reflejarse con el resplandor de la justicia tres verdades, 
resumen de esta larga defensa: que el Ministro de 1893, al plantear el im- 
puesto de pólvoras y mezclas explosivas, obró con previsión y acierto; que 
los fabricantes reunidos, lejos de ser responsables de lesión ninguna á los 
intereses del Tesoro, le prestaron un positivo servicio; que la Administra- 
ción del Estado ha procedido. sin razón y con temeridad al promover este 
deplorable pleito. 





D. GABRIEL SERRANO ECHEVARRIA 


NOTAS BIOGRAFICAS 


Aqui donde va siendo tan raro tener carácter y estilo propios, Serrano 
Echevarría conserva una personalidad tan especial, tan típica, tan suya, que 
es dificil encontrar entre los setecientos y tantos Abogados que ejercen en 
Madrid ninguno que se le asemeje ni que tenga con él puntos de contacto. 

Su vida entera consagrada al foro le ha proporcionado un nombre popu- 
lar y una reputación envidiable, que sirven de merecido galardón á su ta- 
lento, á su laboriosidad y á su independencia. 

Estudió en la Universidad de Madrid, de donde es natural, pero sus 
ideas levantiscas, exacerbadas durante. la época de la Revolución, le obliga- 
ron á terminar su carrera en Zaragoza. Estuvo en Filipinas desde 1873 has- 
ta 1877, y al regresar á España en esta fecha, se inscribió y dió de alta en 
el Ilustre Colegio de esta capital. 

Un año después entró como pasante en el bufete del inolvidable Mar- 
tos, y en 1881 fué nombrado jefe del famosísimo despacho, según consta en 
certificación expedida por aquel grande hombre y conservada por Serrano 
como sagrada reliquia. 

Ha desempeñado aquí en distintas ocasiones los cargos de Fiscal muni- 
cipal, Promotor fiecal sustituto, Juez municipal en varios bienios y Te- 
niente fiscal de la Audiencia de Guadalajara, cargo del que quedó cesante 
á su instancia. En el Colegio de Abogados ha ocupado el puesto de Diputa- 
do de la Junta después de una votación verdaderamente excepcional por lo 
nutrida, pues se dió el caso de que, habiendo por entonces poce más de 500 
colegiales en ejercicio, le apoyaron nada menos que 475. La misma Corpo 
ración le ha confiado en otras ocasiones misiones honrosísimas, tales como : 
la ponencia, en unión de otros eminentes compañeros, sobre el proyecto de . 
organización de Tribunales, que el Ministro de Gracia y Justicia, Sr. Cap-- 
depón, sometió á la consulta de los Colegios y las Audiencias. 
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` Su oratoria forense es tan especial que sólo guarda analogía con la de sw 
insigne maestro. Sobre el mérito de una exposición muy concreta y clara 
de los hechos, sobre una palabra abundante y facilísima, sobre la habilidad 
en el plan de los informes, se destaca una vehemencia tal, una acometivi- 
dad tan grande y una ironía tan dura, que difícilmente paede adivinarse á 
través de ellas el carácter bondadoso y dulce de quien las emplea. 

Serrano Echevarría es el orador de lus grandes crudezas. Nada hay que 
le detenga ni que le arredre, especialmente si se trata de descubrir un ne- 
gocio inmoral ó poner de relieve algún gatuperio curialesco. Muchas de sus 
frases, por lo gráficas, se han hecho famosas, y alguna de ellas ha determi- 
nado la victoria en la contienda. Por otra parte, la brillantez y colorido de 
la palabra y la franqueza y lealtad de las ideas, dan á sus trabajos oratorios 
una nota simpática por todo extremo. 

En el ejercicio de la profesión tiene cualidades 'de inapreciable valor. 
Su modicidad en los honorarios ha llegado 4 ser proverbial y hasta peca de 
exagerada. 

Su despacho, á semejanza del de su ilustre maestro, es una verdadera 
escuela práctica de Derecho en la que, trabajando incesantemente y hacien. 
do vida familiar, se han formado no pocos Abogados que hoy gozan en los 
Tribunales de merecido prestigio. 

Persuadido de que no es la política la madre de los grandes bufetes, 
puede enorgullecerse de ver confirmada tal opinión en el suyo, que ha lle 
gado á ser uno de los primeros de Madrid sin el auxilio de aquélla, y es, 
por cierto, dato. consolador y curioso el de que varias respetabilisimas Aso- 
ciaciones industriales y mercantiles le hayan elegido por consultor y defen- 
sor cuando no ostenta el título de ex Ministro y ha rechazado muchaa veces- 
Ja oferta de un distrito en que sería elegido Diputado á Cortes. 

Dominando igualmente todos los aspectos de la profesión es, sin embar- 
go, consumado especialista en los asuntos mercantiles. El comercio de Ma- 
drid le há proporcionado sus mayores triunfos, y á él ha consagrado cons- 
tantemente au estudio y sus esfuerzos. 

Actualmente es el Sr. Serrano Echevarria, Vocal de la Comisión de re- 
formas sociales. ¡Lástima grande que no pueda introducir, como la más im- 
portante de ellas, el ejemplo de su nobleza, de su desinterés y de su 
bondad! 


CUMPLIMIENTO DB CONTRATO DB COMISIÓN MERCANTIL 


D. Antonio Fernández Campos, Procurador de los Tribunales, á nombre 
de D. Hilario Tejero y de Frutos, vecino de esta Corte, de quien ya tengo 
presentado el correspondiente poder en Jos autos que sobre cumplimiento de 
un contrato de comisión mercantil, le ha entablado D. Francisco Arana y Lu- 
pando, evacuando el traslado que para contestar 4 la demanda me fué con- 
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ferido, como mejor en derecho haya lugar, comparezco y digo: Que no: por 
temeridad ni por mala fe, como dice el demandante, sino por verdadera y 
legítima necesidad de que los Tribunales de verdad diriman de una vez la 
cuestión, es por lo que aquí estamos. 

Inútiles en absoluto hubieran sido las gestiones y resolución de árbi- 
tros 6 de amigables componedores, cuando el Sr. Arana tenía un prejuicio 
hecho de su supuesto derecho, y éste era y es perfectamente contrario al 
que tiene mi cliente, no por capricho, no por querer excusar sus responsa- 
bilidades, sino por entender que otro muy diverso es el que ha de resultar 
de esta contienda, dados los antecedentes que aparecerán comprobados, de 
modo pleno, de Jas relaciones mercantiles habidas entre los litigantes, por 
razón de ese contrato de comisión mercantil invocado. 

Si el dicho de «que esta demanda es la más absurda y de peor fe que se 
ha presentado ante los Tribunales desde que existen», no se hubiera vulga- 
rizado ó no existiere, forzoso me hubiera sido inventarlo hoy para consig- 
narlo, pues conocidos los hechos ciertos por la contabilidad y la correspon- 
dencia mediada entre las partes, realmente, ni se ha visto, ni creo que pue- 
da verse una solicitud más contraria á Ja razón, ni que recuerde más gráfi- 
camente las frases que el Príncipe de Jos Ingenios puso en boca de don 


Quijote, hablando de Sancho, al decir ..... si le’ fuera posible revocarle la co- 
misión y quitarle el gobierno, lo hiciera..... Pudiera el Sr. Arana desandar el 
camino y recogerse en sus propios actos..... ¡Más le valiera! 


Y como al dicho debe acompañarse siempre el hecho, y la prueba, pre- 
sunta hoy de su veracidad, á tratar vengo lo que es objeto de la demanda, 
dividiendo el trabajo para mayor claridad y precisión, coh arreglo á la 
materia expuesta por el demandante, 


PRIMER PUNTO.—Contratación.—De modo contrario á lo 
debido, aparentando tener cualidad de sencillo, y por la delicadeza de sen- 
timientos ser materia fácil á la conmiseración, preréntase én este pleito don 
Francisco Arana, acompañando solamente, como principio de sus relacio- 
nes mercantiles con el Sr. Tejero, la carta que éste le dirigió en 30 de Sep- 
tiembre del año 1882, participándole su proyectado enlace, y puntualizan- 
do las bases del contrato causa ocasional de este litigio. 

A tal manera de presentar Jas cosas, si por nuestra parte no hubiese ha- 
bido un gran cuidado en guardar todos Jos antecedentes, mañana, como ter- 
minación del litigio, se hubiera podido hacer una serie de lamentaciones 
más dolorosas que las de Jeremías, para pintar el aspecto moral de la recla- 
mación, y decir como proverbio infalible que, á siembra de bondades, cosecha 
de ingratitudes. 

Excusar tales trabajos quiero, y sin buscar para mí compasiones que re- 
chazo, y lástimas que no acepto, pondré en claro las cosas, bien documen- 
tadas, para que en este pleito seamos todos muy conocidos, y claramente 
se pueda apreciar asi la conducta de cada cual, que algo tiene que ver con 
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el derecho que se discute, y que explicará sobradamente la injusticia y la 
mala fe con que el Sr. Arana califica al Sr. Tejero, siendo así que tales ca- 
lificaciones á él y sólo á él cuadran. 

Antes, mucho antes de que el Sr. Tejero dirigiera al Sr. Arana la carta 
que éste ha presentado, el Sr. Arana conocía y trataba al Sr. Tejero, eabía la 
gran competencia de éste en el negocio de maderas, conocía el crédito tan 
grande que dentro y fuera de la plaza de Madrid tenía, y sabía representaba 
gran capital y grandes relaciones, cumplidas con religiosa escrupulosidad, 
- con muchas casas de España, con muchas y muy importantes del extranje- 
ro, y con la misma del Sr. Arana cuando giraba bajo otra razón social. 

No era, pues, un conocimiento cualquiera el de Arana y Tejero: no eran 
sus relaciones hijas de un sencillo conocimiento fabricado en un viaje 6 
adquirido en una tertulia de café ó de casa particular. Era aquella relación 
nacida del negocio, estimada en el negocio mismo, informada por el crédi- 
to fundado en un trabaje honrado y digno desde un principio en el año 1869, 
y más y más levantado por el éxito de las operaciones, que siempre fueron 
presididas por la honradez y la competencia. 

Por conocer y apreciar el Sr. Arana todo esto, y por entender que á la 
mejora de sus intereses convenía estrechar relaciones con el Sr. Tejero, 
buscó á éste, le trató en el terreno particular, apreció sus cualidades, le 
- confió sus propósitos, y en el verano del año 1881 le propuso el entenderse 
con él solamente para el negocio de maderas en cuanto terminase, ó antes 
si no era posible, la sociedad que para la explotación de ese negocio tenía 
formada el Sr. Arana. 

Con tales cuidados y con tales secretos LLEVÓ el Sr. Arana la existencia de 
sus relaciones para lo mercantil con el Sr. Tejero, que antes, algo antes 
de la fecha de la carta que ha presentado en autos, el Sr. Arana dirigió al 
Sr. Tejero el vor. ANTE y las dos cartas que con los números uno, dos y tres 
presento. | 

En el VOLANTE número uno, el Sr. Arana, BUSCANDO que su socio no 8e en- 
terara del proyecto que con el Sr. Tejero tenia, naturalmente para que en él 
no despertara la idea de una alianza mercantil con el Sr. Tejero, ROGABA 
á éste la RESERVA impenetrable sobre lo que tenían hablado, y LE ACONSEJABA, 
que no acompañara al socio que venía á esta Corte á ningún almacén de maderas; 
QUE NO FUERA con su socio más que á los sitios que EL MISMO 80CIO le indicara, 
- y PEDÍA, por último, al Sr. Tejero, QUE NO CONTESTARA nada á este volante 
al Sr. Arana, hasta que el socio del mismo estuviera en esta capital, PUES PODÍA 
FÁCILMENTE ENTERARSE DE TODO, ABRIENDO LA CARTA. 

Y después....., en los meses de Enero y Febrero (documentos números 
dos y tres), que son ocho y nueve meses anteriores á la carta que ha pre- 
- sentado en autos, el Sr. Arana dirigió al Sr. Tejero las dos numeradas car- 
tas, en Jas que le participaba ya su propósito de terminar la sociedad que 
tenía, y le pedia, después de darle cuenta de lo que iba å hacer, sU APOYO 
PARA LAS VENTAS CUANDO LLEGASE LA ÉPOCA. 
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¿Tiene derecho, quién así obra y quien así escribe, 4 que se le juzgue 
como él quiere, de criador de cuervos que le sacan los ojos? 

¿Tiene derecho legal, ni moral, quien con su antiguo rocio se portaba 
- como expresa el volante, á que se le juzgue con cualidad de sencillo, y con 
delicadeza de sentimientos fáciles 4 Ja conmiseración, al amparo y 4 la 
protección? | 

¿Tiene derecho, quien se presenta en un pleito faltando 4 la verdad, 
ocultando sus propios actos, á que se le estime y juzgue como un litigante 
á quien la desdicha lleva ante los Tribunales para que se le reconozca su 
lesionado derecho? 

¿Puede juzgarse bien, moral, ni legalmente, al litigante que, cual el 
Sr. Arana, hace á eu patrono que afirme, como hecho cierto, que el Sr. Te- 
jero no le ha querido presentar Ja contabilidad, cuando es un hecho públi- 
co y probado hasta la evidencia, que ocho días ha estado por encargo del 
Sr. Arana, su tenedor de libros D. Adelardo de Unzueta, examinando á su 
placer, en el escritorio del Sr. Tejero, Ja contabilidad que á este negocio se 
refiere? 

A la estimación de quienes tengan que conocer este pleito, dejo la res- 
puesta. La mía, conocida es: negativa rotunda á todas las preguntas for- 
muladas. 

El que pide APOYO para las ventas; el que sigilosamente oculta sus pro- 
yectos de negocio al socio con quien estaba unido por otras relaciones mer- 
cantiles, no es un hombre sencillo, no es un hombre de eentimientos deli- 
cados, hasta el punto de poder servir á otro, protegiéndole, sin mirar el re- 
sultado que para sus intereses pueda tener aquella protección. El que obra 
como obró el Sr. Arana, es un comerciante y nada más que un comercian- 
te. Y al venir hoy como viene al pleito, ocultando el verdadero principio 
de sus relaciones mercantiles, y apareciendo con vestido humilde y desga- 
rrado por los picotazos del cuervo que crió, no siendo cierto, justifica desde 
luego por su conducta, que bien probada dejo, que aun cuando comercian- 
te en esencia y por su ccupación habitual, se ha desprendido hace mucho, 
muchísimo tiempo, de aquel gran principio que informa y debiera infor- 
mar, en todo caso, la relación comercial, «la verdad sabida y Ja buena fe 
guardada». 

Ocultada la verdad; perdida la buena fe, destruido por tanto el princi- 
pio informativo del derecho mercantil, aquí no hay más que un litigante 
cualquiera, en busca de algo que no puede encontrar, y que emplea, para 
hallarlo, toda clase de medios, incurriendo en el error, muy común en liti- 
gantes juzgados por los Tribunales de mala fe y temerarios, incurriendo 
en el error, repito, de no contar la verdad del caso al letrado á quien se 
confían, creyendo que con eso saldrá mejor el pleito, sin mirar que el 
engañado es el mismo litigante, y que al letrado no llega el error en estas 
materias de hecho, aun cuando el letrado no fuese lo ilustre que es, el que 
autoriza la demanda á que contesto, y á quien por lo mismo, debiera haber 
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guardado más respetos ytenido mayores confianzas el demandante Sr. Arana, 
que está totalmente equivocado, si piensa que su torpe conducta en este li- 
tigio, puede quedar desconocida bajo los pliegues de una toga protectora. 


SEGUNDO PUNTO.—Cumplimiente del centrato.—De- 
mostrado cómo nació y cómo se desarrolló la idea del contrajo de comisión 
mercantil, causa ocasional de esta contienda, y por qué medios lógicos llegó 
á adquirir la realidad de hecho material, voy á ocuparme en este segundo 
extremo del modo cómo aquel contrato se cumplió, teniendo la seguridad, 
la evidencia de probar también, que si Ja mala fe del Sr. Arana, su palma- 
ria temeridad, se ha evidenciado en el primer punto, lo que es en éste, no 
han de verse ir 4 la zaga esas mismas cualidades litigioso morales, agrava- 
das con la gran contradicción que revelan los hechos que voy á tratar como 
consignados por la parte contraria, con otros también de la misma parte, y 
qué habrán de ser objeto de examen, impugnación y prueba en el punto 
siguiente. | 

Todo eso, todo eso, señor, tenía que aparecer en el pleito. Cuando una 
reclamación no la informa la justicia, cuando un litigio no lo encarna la 
razón, ni la habilidad ni el ingenio del patrono lo salvan. Se ve huele á 
puchero hospitalario á cien leguas, como vulgarmente se dice, y no hay de- 
coración que distraiga del objetivo, ni vestido que lo disfrace. 

Confiesa el demandante, y si no lo confesara sería lo mismo, pues yo se 
lo hubiera probado hasta la saciedad, que desde que empezó á regir nuestro 
contrato, ni una vez siquiera, en trece años de relaciones, ni una vez siquie- 
ra, repito, he dejado de noticiarle, semanal ó quincenalmente, qué era, y 
cuánto, lo que se vendía, 4 qué precios y quiénes eran los compradores; 
anotando él en sus libros todas esas ventas, y fijando, éi mismo, los precios 
á que las maderas habian de venderse, teniendo presente para fijarlos, eus 
propios conocimientos, y la razón de circunstancias que yo le expresaba se- 
gún el estado de la plaza; llevando yo á la vez para absoluta claridad y pre- 
cisión de todos esos particulares, mis libros especiales, ó particulares, como 
4] también llevaba los suyos. 

Lo dice así, y hace bien, en los hechos cuarto y primera parte del séptimo. 
Son verdad, son la narración fiel de los hechos consumados, y Fon, por 
tanto, la mejor defenea de mi honradez y de mi derecho, asi como la acu- 
sación más grave de lo injusto que es este pleito. 

¿Podía el Sr. Arana, puede nadie, exigir del comisionista, del repre- 
sentante, mayor religiosidad en el cumplimiento de los deberes? No: nadie, 
por escrupuloso y exigente que sea, podía haber pedido más, ni encontrarse 
mejor servido, cuando en el tranecurso de trece años de relaciones mercan- 
tiles, ni una venta ze ha hecho á precio distinto del que fijaba el propieta- 

rio de la cosa que se vendió, y ni una vez ha dejado de conocer, en periodo 
cortísimo, cuál era la cuantía y el importe de su venta, y quien era la per- 
sona que habia comprado. 
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Ni el Código de comercio, que es la legislación por la que ha de resol. 
verse esta litis, ni la ley moral, que es el fundamento de todo derecho, 
pueden considerarse incumplidas, y mucho menos torcidamente interpre- 
tadas en el caso actual, según el mismo demandante lo expresa. 

Por eso decía yo nl empezar el examen de los hechos que se refieren á 
esta cuestión, que todos ellos eran mi propia defensa, la acusación Nela: 
ble, la condena, en su día, del Sr. Arana. 

Ellos justifican la rectitud de mi conducta; ellos demuestran que cum- 
pli, enteramente, con mi misión, y que sobre ese cumplimiento, el deman- 
dante no ha tenido más remedio que hacer la declaración que hace, y que 
yo acepto por ser verdadera, así como acepto también lo que consigna en los 
restantes hechos, 6 sea en los 5.°, 6.9, segunda parte del 7.” y el 8.°. De 
éstos, sólo merece algún reconocimiento el octavo, y un ligero recuerdo, por- 
que más adelante será tratado con extensión, un particular de la segunda 
parte del hecho 7.° 

El'Sr. Arana dice, y es verdad, que ha hecho pagos satisfaciendo gastos 
de almacén y de administración. Claro; como que eran de su cuenta mil pese- 
las al año; como que eran los de escritorio del depósito-almacén que cons- 
truyó en esta Corte para,su beneficio, teléfono y demás que correspondían 
á aquel almacén de su propiedad, construido por él para el enerandeen: 
miento de su negocio. f 

Que fenta notas de las cuentas pendientes de cobro, dice también el Sr. Ara. 
na, y À presencia de este dicho tan importante, que acusa el conocimiento 
pleno del estado de sus negocios, da luego en el hecho noveno, de que me 
ocuparé en el punto inmediato, la nota contraria de ese hecho. Pero no 
dice que la contribución de la industria la he pagado yo siempre, sin car- 
gársela hunca en cuenta, no opetante estar á nombre de la casa, y no ser 
pequeña. i 

Y pot último, buscando quizás efecto escénico, afirma en el hecho octavo 
que podina ser bien codiciada por el Sr. Tejero la comisión que se le confió, 
porque desde el año 1882 en que empezó á regir el contrato, hasta el 31 de 
Diciembre de 1895 en que terminó, el Sr. Tejero ha cobrado por su premio 
de comisión nada menos que la cantidad de 95.181 pesetas 47 céntimos, 

¡Tiéne mucha gracia el dicho y la cifra que el Sr. Arana consignal Y la 
tiene, porque ella demuestra lo contrario precisamente de lo que se propo 
nía el Sr. Arana, á menos que esa cifra sea hoy para él espectro que le ten- 
ga aterrado en su avaricia, si la tiene. 

Esa cifra suma un movimiento de capital de tres millones y pico de pese- 
tas que el Sr. Arana ha obtenido como beneficio de eu negocio en los tre- 
ce años qué el Sr. Tejero le ha representado. 

Si la ambición no le ciega; si la injusticia no es el aliento de su vida, 
esa cifra debe ser para él un motivo de alegría, y debiera haber sido ba- 
luarte inexpugnable, desde el cual hubiera debido defender al Sr. Tejero 
si alguien le atacaba, porque en ella estaba la justificación cumplida de 
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que el Sr. Tejero le había prestado el apoyo que le pidid antes de regir el con- 
drato. 

La casa del Sr. Arana no era conocida en Madrid: la casa del Sr. Arana 
no daba salida á sus productos en esta Corte. La casa del Sr. Arana, desde 
que la representó el Sr. Tejero, ha sido conocida en esta plaza y vendido 
sus productos en ella, å razón de unas doscientas cincuenta mil pesetas anuales. 
¿No vale nada esa venta? ¿No significa nada hacer en plaza nueva el crédi- 
to de una casa, hasta el extremo que lo ha hecho el Sr. Tejero con la del 
Sr. Arana? Yo no tengo que contestar á estas preguntas. La respuesta salta 
en cuanto se formulan; al entendimiento de cualquiera salta también, que 
lo que el Sr. Tejero ganó, está bien ganado; que pudo y debió ganar más, 
porque más de comisión pagan otras casas, y más consideración le hubie- 
ran tenido, apreciando por las cuantías de esas ventas y por lo bajo de la 
comisión, la calidad del trabajo, más importante, importantísimo, por ser 
en esta capital, que equivale á la patente de buen crédito para toda la 
nación. 


TERCER PUNTO.—Diferencias de precio en las ven- 
tæs.— < Hasta fines del año último, 1895, dice el demandante QUE NO Ak EN- 
“> TERÓ de que mi defendido, Sr. Tejero, HABÍA COBRADO á algunos clientes MA- 
> YORES PRECIOS QUE LOS SEÑALADOS EN LAS NOTAS DE VENTAS DIARIAS; y que 
> para averiguar ciertamente esto, preguntó al Sr. Tejero lo que habia, y 
> éste le dijo, que la diferencia consistía en los gastos de arrastre y pago de puer- 
> tas para los clientes que querían la madera al pie de obra, cuyos gastos jamás 
» me había cargado, y que el Sr. Tejero se NEGÓ á la entrega y EXHIBICIÓN de 
> libros, y á la proposición de amigables componedores, razones y motivos todos 
> que ya le explicaban la baja insistente de los negocios desde el año 1888.» 

Eso dice, casi textualmente, en los hechos noveno y una parte del décimo 
de la demanda á que contesto. 

Viéndolo escrito, sólo asi, es como puede uno explicarse que el Sr. Ara- 
na haya perdido la memoria, hasta el extremo de no recordar nada de lo 
que tantas y tantas veces se habló y está escrito por ambos. 

Este, este es, señor, el punto más importante de la demanda, porque, 
más que á los intereses, afecta á la honra. 

Lo estimo de tal gravedad, que en castellano puro, sin rodeos, he de 
decir, que el problema planteado en él, trae como consecuencia indeclina- 
ble una de Jas dos conclusiones siguientes: ó el Sr. Arana es un calumnia- 
dor vulgar, ó el Sr. Tejero es un defraudador de intereses particulares, 
porque así y sólo así, es como puede explicarse la verdad ó la inexactitud 
de la afirmación de hecho consignada por el Sr. Arana en su demanda. 

Para quien examine este pleito teniendo conocidos antes los datos do- 
cumentales, el asombro sería inmenso, y acordándose de'las teorías de 
Lombroso, creería encontrarse á presencia de un caso verdaderamente ex- 
cepcional de Antropometría, porque sólo juzgando terapéuticamente el caso, 
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puede la razón, clara y serena que dice Heriberto. Spencer, darse cuenta de 
una obsesión litigiosa de tal calibre como ésta. ? 

Todas Jas cosas que en la vida social ocurren, tienen una epilaci: 
purque no-hay nada inverosimil, porque todo tiene la expresión oc una 
causa. 

, Una genialidad. Un dia de mala bilis. Un oido facil al caine: y i 
cuento, Un ánimo, inclinado á aceptar Jo que, Jos más, en rectitud de es- 
piritu y entendimiento rechazan, fueron las causas de que el Sr. Arana, ne 
obstante estar perfectamente enterado de cuanto ha habido en nuestras: re- 
laciones, ya por la correspondencia mediada, ya por sus propios ojos, pues- 
to que en esta Corte ha estado muchas veces y mucho tiempo, y en mi 
cara ha visto cuanto Je ha venido en mientes; no obstante todo eso, repito, 
dando oidos á los dichos de un dependiente que tuve que arrojar de mi 
casa por sus actos criminosos, creyó que aqui había algo muy grande ocul- 
to que afectaba extraordinariamente á sus intereses, y dejándose llevar de 
era mala pasión, y de la creencia avaricioza de un resultado feliz, llegó 
hasta el extremo de obscurecer su memoria y entendimiento, y de faltas 
á las reglas que la sociedad marca para el trato entre Jas gentes, creyendo 
que todo era suyo, creyendo que de todo podia disponer, que había de:en- 
centrarse con verdaderos esclavos y no con hombres, que, en todos ar 
por lo menos son lo mismo que él. Ne 

Lo contrario 4 Ja verdad, dicese que es la mentira. La ignorancia cier- 
ta de un hecho, ampara del hecho mismo al que verdaderamente la pade- 
cla; pero Ja ignorancia inexcusable y la ignorancia fingida, son punibles: 
en la esfera moral, siempre; en la esfera penal, en muchos casos. | 

La ignorancia alegada por el Sr. Arana de los hechos que son materia 
de mi examen en este punto, es absolutamente inexacta; es contraria á la 
verdad; es punible, á todas luces, en la esfera moral; podrá serlo también 
mañana en Ja esfera penal, porque es evidente, que si yo justifico de mane- 
ra acabada que el Sr. Arana conocía hace años, muchos años, Jas diferen- 
cias de precio en Jas ventas de madera, que dice hoy ha ignorado hasta 
fines del año que acaba de pasar, resultará evidente también, clarísimo, 
que el Sr. Arana, å sabiendas de los hechos que motivan eu dicho, ha afir- 
mado que el Sr. Tejero es capaz de haber cometido un delito público de 
los que dan lugar á procedimiento de oficio, pues afirma que le ha oculta- 
do, engañándole, utilidades que ha hecho suyas sin serlo. Eso es calum- 
niar, y por tanto, 6 prueba su dicho, ó ha de reservárseme la acción corres- 
pondiente. 

Dos años no completos llevábamos, señor, de ir cumpliendo el contrato 
de comisión, cuando por primera vez vino la proposición de un asunto, en 
forma y condiciones distintas de todas las que hasta aquella fecha habia- 
mos tenido. 

La Exposición Nacional de Bellas Artes fué un hecho mandado reali- 
zar. Acordada la construcción del Palacio para el objeto, en el alto de la 
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Castellana, inmediato al Hipódromo (en esta Corte), hubo de hacérseme el 
pedido de las maderas que pudieran necesitarse, PERO con la condición esti- 
pulada de llevar LAS MISMAS AL PIE de las obras. 

Aceptó la idea y las condiciones, pero como la venta por ellas no era 
igual á todas las que hasta aquella fecha se habían realizado, consulté á la 
casa del Sr. Arana, la hice presentes mis observaciones, la hice mis calcn- 
los, y hablado lo necesario, empezó naturalmente la correspondencia, pues 
las obras no eran cosa de media docena de meses, sino de años. 

_ Mi primera carta, en el copiador de las del año 1884 la tengo (el contra- 
to empezó en Octubre de 1882): á esta demanda acompaño una copia de ella, 
señalada con el número cuatro de los documentos que presento, y en ella está 
subrayado el sabroso parrafito, que dice: «Ustedes, solamente con que apunten 
en nuestra cuenta que dichas facturas son para el depósito en vez de ser para la 
Exposición, basta». 

¿No quiere decir nada esto? ¿No significa que responde á algo que se 
había hablado? Si tal explicación no se admite, el párrafo es un absurdo, 
Si se admite lo que yo digo, ó sea que á la casa no le gustaba andar con la 
eventualidad de gastos, se comprende perfectamente. 

Y esto que yo digo no es habilidad para defensa; es, sencillamente, co- 
piar palabras del mismo Sr. Arana, palabras que tenía consignadas en la 
carta número siete, que también acompaño y que está autorizada con la 
firma de su casa, y en eu propio papel y en todo lo euyo. 

¿Se le ha olvidado al Sr. Arana esa carta y las otras que presento? Peor 
para él si tal cora le ha sucedido, porque justificada queda su ligereza pu- 
nible. 

¿Lo recordaba, pero ha creído que por ser tan antiguas esas cartas yo no 
había de conservarlas? Peor para él, pues con ellas queda justificada la 
torpeza de su conducta, su calumnia, é impuesta la necesidad del castigo 
en lo civil, y la reserva para lo criminal. 

La carta del Sr. Arana, á que acabo de referirme, es de 6 de Febrero 
de 1886, la tengo señalada, como digo arriba, con el número siete, y en ella, 
hablando de las obras de la Exposición, dice textualmente: «Nosotros le 
» pondremos å Vd. los precios sobre vagón en esa, del ensamblaje y tari- 
>. ma, y Vd. tiene que entenderse ahí con una casa buena, para que le fije 
> å Vd. los precios de la colocación, del arrastre desde la estación, de los 
» emparralados, frisos, jambas y resortes. Nosolros nos encargaremos de tra- 
> bajar todo ello por cuenta del que se encargue, diciéndole al que tome el 
> compromiso, que le mandaremos los precios de todo y demás detalles ne- 
» Cesarios.» 

Y en las otras hasta la once de presentación inclusive, se dice: en la nove- 
na: «Mucho cuidado con los que van con Vd. á los trabajos de mano 
de obra y demás»; en la décima: «Por los precios algo bajos que le tenia- 
mos fijados, queda para la colocación y transporte; le hacemos presente 
esto, es decir, mucho precio eso y poco el nuestro, por si se puede hacer 
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algo en nuestro beneficio»; y en la undécima: «Nada tiene Vd. que decir- 
nos respecto al interés que se toma en el eee para sacar el mejor parti- 
do posible, etc.» 

¿Puede darse nada más claro? Yo creo que, aunque en el día de hoy se 
hubiere escrito esa carta para mi defensa, nadie la hubiera podido redactar 
mejor. 

La casa de mi comitente (carta número siete), no quería saber cuál po- 
dia ser el resultado de esos gastos; no quería estar å la eventualidad de una 
equivocación, de un aumento inesperado, de un robo posible, de una con- 
tingencia, en fin, de las muchas que pueden ocurrir y ocurren en esos ca- 
sos. La casa de mi comitente, me decia en esa carta, que ella no queria co- 
rrer más que con el precio neto del vagón de maderas en la estación, y que 
yo buscara otra casa que se encargara de esos gastos. 

¿Tiene derecho el Sy Arana, después de ese escrito, á pedir que yo ó la 
casa que haya tenido esos encargos de gastos, le abonemos esas diferencias? 
No creo que nadie, absolutamente nadie que piense y conozca esa carta, 
pueda dar más respuesta á esa pregunta, que la de «eno tiene derecho alguno». 

A quien se le ha escrito lo que consta en mis cartas de copiador á poco 
más de año y medio de empezar á regir el contrato, y ha contestado, hace 
once años, lo que conecta en las cartas originales suyas que también presen- 
to, ¿se le puede admitir seriamente, con calma, la manifestación de hecho, 
de que ignoraba todo eso hasta hace unos ocho meses? 

¿No es verdad que resulta irritante á la par que temeraria y de una 
mala fe inconcebible, la afirmación de la ignorancia del Sr. Arana? ¿No es 
verdad que sólo á un obsesionado, á un enfermo intelectual, ó á quien de 
las cosas, de Jos hombres y de la justicia tiene una idea invertida, se le 
puede ocurrir gastar el tiempo y sus dineros en producir pleitos como el 
actual, que necesaria y fatalmente tienen que elevarle á la picota, y expo- 
nerle allí al juicio. quizás nada agradable, de todos? 

¿En razón á qué precepto legal 6 moral puede condenarse al Sr. Tejero 
á que pague al Sr. Arana las diferencias de precios que pide? En razón á 
ninguno, pues no hay precepto, ni puede haberlo, para que lo que por vo- 
luntad expresa deja una parte en materia de contratación, pueda volverlo 
á adquirir cuando mejor le plazca, pidiendo las utilidades de un trabajo 
que no tuvo y de unos esfuerzos de todo género en que no tomó parte. 

En aquel primer negocio de esa clase, en el de la Exposición, el señor 
Arana supo á tiempo que el precio de las maderas que á la Exposición se 
vendían, sufría un aumento, pero ese aumento estaba sujeto al cumpli- 
miento de una nueva obligación, á la de llevar las maderas al pie de obra 
y colocarlas donde fuera necesario. 

Hacer eso era ampliar el negocio de VEDIA y por serlo tenía también la 
posibilidad de un aumento de utilidades, ó la posibilidad de una pérdida 
por cualquier contingencia de las que en los negocios saltan cuando menos 
se esperan. 
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. El Sr. Arana, teniendo todo eso presente, conociendo el ‘negocio en 
tada su extensión, y tomándose para meditarlo toda el tiempo que tuvo por 
conveniente, decidió no correr aquellos riesgos, no ampliar el negocio, y 
eontentándose con lo que juzgabu seguro, ó sea con que le gartaran y pa- 
garan á un precio fijo la madera necesaria, escribió la carta número siele, 
mandando 4 su comisionista que para esa ampliación del negocio se enten- 
diera con otra casa, pues él no quería más que el precio neto de la madera 
en vagón en el almacén. 

. ¿Es que después de esto tenía imposibilidad legal el Sr. Tejero de co- 
rrer él mismo con lan eventualidades de esos gastos? Citere un precepto 
que asi Jo prohiba, y habrá que confesar que obró 6 pudo obrar mal el 
Sr. Tejero. No confundiendo la ley, no queriendo torcer su sentido, no 
queriendo confundir los hechos para poder aplicar á ellou un derecho que 
se dictó para otros, yo tengo la seguridad abeoluta,de que no hay un solo 
precepto que de cerca ni de lejos pueda citarse. 

- En el Código de comercio, que es el que aquí ha de aplicarse, no hay 
uno solo. En el Código civil, que como supletorio pudiera quererse traer. 
tampoco existe alguno, porque al comisionista, al mandatario, no le está 
prohibido dedicarse 4 diversos ssuntos ó negocios, siempre que á su comi. 
tente 6 mandante no le perjudiquen directamente, 6 sea, en el negocio 
mismo. 

Pues aqui no podia haber ninguno, derde el momento en que el sefior 
Arana no queria, y asi lo expreraba por escrito, obtener mås ganancias que 
las que venia teniendo en el precio de sus maderas, sin correr la eventuali- 
dad de que éste aumentase, 6 bajara por razón del negocio. 

Las diferencias, pues, que hoy pide y que hoy dice ignoraba existieran 
hasta fines del año último, las conocia verbalmente y pur escrito desde que 
vino el primer negocio de esta clare, mediando por razón de él, no edlo di- 
verras entrevistas, el que además multitud de correspondencia, la mía, que 
acredito por las copias de cártas que presento de mis copiadores, y por las 
cartas originales del Sr. Arana, que también presento y que tienen de fe- 
cha de hace once años, en todas las cuales se trata de la diferencia de pre- 
cios en la venta de maderas, y de aquel asunto, el de la Exposición, se hace 
cargo el Sr. Arana, que lo llevó harta su terminación, si bien haciéndome 
la advertencia (carta número siete) de que en lo sucesivo me entendiera yo 
con otra casa que corriera con los gastos, pues él no quería estar á las con- 

tingencias, limitándore å cobrar como precios de gus maderas el neto qué 
éstas tuviesen por vagón en almacén. 

- De esta justificación documenta] tan evidente, es claro que resulta des- 
mentida la ignorancia sufrida de hecho que alega el Sr. Arana, y que resul- 
ta comprobada también mi completa libertad para en asuntos posteriores 
de igual naturaleza, no haber tenido que contar con el Sr. Arana. 

A otra esfera de derecho, dice el Sr. Arana en su demanda, -que es posi- 
ble haya que ir para depurar este punto. Es verdad; a la esfera penal á que 
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alude, es á la que. debemos ir por la reserva que el Juzgado nos haga, para 
«jue de: ella salga el: castigo que merece para quien, como el Sr. Arana; nb 
ha tenido inconveniente:en lanzar calificaciones contta la conducta de un 
comerciante, ocultando para ello el conocimiento de sus propios hechos, 
fingiendo una ignorancia de la que no era víctima, porque sabía todo lo Bu» 
cedido, porque conocia todos los hechos personalmente y por corresponden. 
cia, y porque sobre-la naturaleza, calidad y alcance de esos hechos, tenia 
dada resolución, nada menos que por escrito. Quien así obra, y por aù 
‘modo de obrar imputa å otro la consumación de un hecho ilícito, en Jo | 
«nora! y en lo legal, está calificado, y á esa calificación y á sus consecuen- 
cias ron á las que yo me refiero al pedir reserva de acciones, porque tengo 
la evidencia de que los Tribunales, al juzgar estas discusiones, apreciando 

gus pruebas, habrán de formar de ellas el concepto que yo tengo, y habrán 
de atender al imperio de la justicia mal pensada y peor pedida por el señor 
Arana, que en erte litigio no realiza la sustitución de un derecho perdido, 
sino la reprasentación de una comedia que la Justicia no admite y que Jos 
Tribunales censuran y silban de la manera que por la ley les está mandado. 


CUARTO PUNTO.—Reclamación de créditos.—Pide mi 
demandante Sr. Arana, en los particulares 2.9, 3.2 y 4,9 de la súplica de Ja 
demanda å que estoy contestdndo, que se me condene á pagarle todo lo 
que se Je está debiendo por los compradores de sus maderas; å que yo le 
devuelva también el 3 por 100 que como premio de comisión he cobrado 
en las maderas que vendi que á él no le han sido pagadas; y que le in’ 
demnice los daños y perjuicios que le he ocasionado, entre los cuales seña- 
la las costas de este pleito. 

Para demostrar la procedencia de esas ds: el Sr. Arana, st- 
guiendo su plan litigioso, ha consignado en su demanda los hechos 10 y 11, 
que son afortunadamente los últimos de la demanda misma, 

Afirma en esos dos hechos el Sr. Arana, que una gran parte de las ven. 
tas de maderaje que había hecho su comisionista Sr. Tejero, las realizó á 
plazo, sin enterar de ello al comitente, dependiendo esa falta de cobro de 
que las ventas las hizo el dicho Sr. Tejero al fiado, á plazo, 6 á persona in- 
solvente, no obstante lo cual, el Sr. Tejero ge niega á pagar lo debido, y á 
no devolver el premio de comisión que por todo eso cobro. 

Dieciocho documentos acompaño que demuestran de una manera indise 
cutible todo lo contrario de Jo que el Sr. Arana dice. Los números 13 al 18 
inclusives, son copias de las cartas que mi cliente Sr. Tejero ha dirigido á 
su demandante, hoy Sr. Arana, relativas å esta cuestión de los créditos. 
Los números 19 al 30 inclusives, también son las cartas originales y poder 
del Sr. Arana al Sr. ió relacionadas con la cuestión que en este punto 
voy 4 discutir. 3 

Es cosa sabida, porque está sancionada por r el Código de comercio an- 
tiguo y por el Código de comercio vigente, puesto que son iguales, apli - 
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quese el que quiera á la resolución de este aeunto; es cosa sabida, repito, que 
el comisionista que obra por cuenta de otro, obliga á éste, ó sea á su co- 
mitente, en tanto en cuanto las operaciones que realice estén dentro de las 
instrucciones que se le confiaron, 6 estén dentro de lo que sea uso y cos- 
tum bre del comercio en Ja plaza en que trabaje. Asi lo dicen los artículos 
254 y 255 del actual Código de comercio, y los 154 y 155 del antiguo. 

Es de igual modo coea sabida por la misma cauea legal que la anterior, 
que el comisionista puede vender á plazos, si está autorizado por su comi. 
tente, y que no se entiende por venta al fiado, ni á aplazo, cuando aquélla re 
hace á los términos generales de plaza, por ser de ueo común, y tener que 
sujetarse A ete uso, á menos que se le hubiera prohibido de modo expreso, 
6 que hiciera la venta á persona notoriamente insolvente. Asi lo dicen, sin 
duda, Jos artículos 255, 270 y 271 del vigente Código de comercio, y los 156 
y 157 del anterior Código. 

Estamos conformes las partes, porque nosotros aceptamos lo que el de. 
mandante exprera en el hecho séptimo de su demanda, que mi cliente señor 
Tejero comunicaba al hoy su contrario Sr. Arana, semanal ó quincenal - 
mente, las notas de ventas de maderas, expresando en esas notas la clase, 
el número, el precio y los nombres de Jos compradores, y estamos confor- 
mes también, porque era es la costumbre de la plaza, porque eso es Jo que 
se ha hecho y está aceptado, y la correspondencia que presento lo prueba, 
que esas ventas se hacian como todas las de Madrid, en esa y en casi todas 
las industrias de venta al por mayor, á cobrar su importe á presentación de 
factura, por lo cual son evidentes dos hechos, que amparan los preceptos 
legales citados ya: uno, el de que yo vendía como vende todo el mundo, 
sin exigir al comprador á la puerta del almacén el pago de su pedido; otro, 
el de que el Sr. Arana conocía cada ocho 6 quince días, y asi ha seguido 
conociendo en los trece años de nuestro contrato, quiénes eran los compra 
dores de sus maderas, cómo se llamaban y qué era lo que tenian que pa- 
gar como importe de sus créditos. Con eso, probado á mi favor por el dicho 
del mismo demandante, bastaría para tener yo hecha mi defensa, y sobra 
para dejar justificada Ja improcedencia de la solicitud de la demanda. 

Pero como á mis finer no basta nada, pues todo me parece poco pare 
justificar la rectitud de mis actos, para que ellos se respeten y los Tribu. 
nales los amparen con uru decisión jueta y con un castigo ejemplar al 
Sr. Arana, yo traigo aqui, hecha selección, dieciocho documentos que lo 
acreditan todo; dieciocho documentos que acusan al Sr. Arana, no ya sólo 
de aquella temeridad que las leyes del Sabio castigaron con Jas costas, est 
que además quiero dejar Ja huella, dejar el relieve de la conducta del señor 
Arana, de la mala fe, de los actos que produce, y la determinación de un 
caso más para unir á aquellos que hace mucho tiempo piden disposición 
legislativa, que con pena pecuniaria, 6 con personal subsidiaria, se casti- 
gue la mala fe. | 

Empezaron nuestras relaciones, como el Juzgado gabe y el demar.dante 


D. GABRIEL SERKANO ECHEVARRIA 423 


dice en su demanda y en los documentos que acompaña, en el mes de Sep- 
tiembre del año 1882, de una manera definitiva; y el Juzgado sabe por las 
mismas razones, que á los pocos días, en 14 de Octubre, según refiere el de 
mandante en sus documentos, éste decía á mi patrocinado Sr. Tejero, si le 
iba á garantizar ó no las ventas que hiciese, y el mismo demandante ex- 
presa en esa relación de documentos, que el Sr. Tejero no aceptó Ja respon- 
sabilidad de garantía, lo cual demuestra documentalmente que las ventas 
que hiciera el Sr. Tejero eran para el Sr. Arana, en lo beneficioso 6 en lo | 
perjudicial que ellas pudieran tener. Es verdad; y como yo no quiero que 
las cosas se sepan á medias, presento la carta copia 4 que se refiere el señor 
Arana, señalada con el número 13 de mis documentos, y ahi verá V. 8. la 
explicación honrada del por qué yo no quise aceptar aquella responsabili- 
dad de garantía. Y en los documentos núms. 19, 20 y 21 verá V. S. tam- 
bién que yo desempeñaba mi misión á gusto y satisfacción completa del se- 
ñor Arana, y que de él recibía en el año 1884, poder amplio otorgado en 
Bilbao, para conceder á su nombre plazos para los pagos de lo que ya se le 
adeudaba, y derecho á gestionar á su nombre el cobro de sus deudas; y en 
los documentos núms. 22, que es un volante de 12 de Febrero de 1885, es- 
decir, á los tres años no completos de regir nuestro contrato, y en el docu- 
mento núm. 28, que es una carta de 10 de Enero del corriente año, verá 
V. $. un párrafo en que se dice, respecto de Jos deudores, lo siguiente: 
Esos clientes nada deben á V., y ahora se tienen que entender conmigo, 6 sea con 
mi apoderado. 

Y en ese famoso volante núm. 22 que también he guardado y del que 
quizá no se acuerde el r. Arana, está, como en la carta de 10 de Enero del 
corriente año, la explicación completa de lo que es objeto de discusión en 
este punto. «Hagamos menos, siempre sobre seguro; de esto está demás 
que le diga nada, estoy completamente satisfecho que V. mira por mis in- 
tereses tanto como yo. Comprendo los cobros no están bien; pero hay que 
apretarles un poco á los que tenga V. más confianza; tenemos fiados cerca 
de 80 000 duros, y hacen necesario un poco de uno y otro; no es para decirle 
å V. que se vaya con el puñal, ni es de apuro; ya V. sabe lo que quiero 
decir.» | | 

¿Puede dudarse de que el Sr. Arana conocía la existencia de los créditos, 
aprobaba los mismos y los consideraba, como era natural, de su exclusiva 
cuenta? Ahi están sus cartas que por mí responden: ahí está la de 10 de 
Enero de 1896, cuando ya nuestras relaciones habían concluido (documento 
número 28), en la que terminantemente dice que esos créditos son suyos, 
que él se entenderá para el cobro con esos clientes: ahí está el volante del 
año 85 (documento núm. 22), en el que habla de los créditos, habla del im- 
porte de ellos, y habla á la vez de que está satisfecho de mi conducta. ¿Ten- 
go yo que contestar algo Á la pregunta que antes formulé? No: el mismo 
Sr. Arana lo tiene contestado por sus propios actos, por sus propios docu- 
mentos. 
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1" ¿Pero qué ha pasado aquí, preguntará todo'el mundo, para que se recla- 
aie hoy lo que antes, hace mucho, se conocía, no se reclamaba y se aceptaba 
domo bueno? Realmente, no hay explicación racional que dar. Sólo yo, que 
¿orozco el motivo que ha podido originar tan absurdo pleito, soy el que 
puede explicar el por qué de esas aberraciones. Ya lo tengo dicho en puntos 
anteriores; el haber dado oídos á quien no debla, y el ser materia fácil á la 
desconfianza y naturaleza dispuesta, sin duda alguna, al litigio. 

' + Pero es que aqui hay una mala fe verdaderamente punible, porque no 
se comprende de otro modo que, recordando el Sr. Arana lo que tiene es- 
crito sobre este extremo hace muchos años, y lo que ha escrito sobre eso 
mismo hace ocho meses, se venga hoy á reclamar lo contrario de todo eso, y 
se ntreva hoy á decir que de todas esas ventas no estaba enterado, que son 
hechas al fiado y á plazos sin su consentimiento, que las he realizado con 
lusblventes conocidos, cuando no hay determinado ni indicado en prueba 
alguna en ru demanda ningún hecho de esa especie, y cuando él mismo en 
ese famoso volante, todo de su puño y letra, alaba mi conducta, acepta 
eomo buena mi gestión, y reconociendo que le deben á él 80.00U duros, me 
encarga que gestione el cobro sin apurar, sin emplear medios violentos, y 
luego, en la carta de este año, afirma todo su pensamiento, todo el concepto 
que de mi gestión tiene en este punto, y á perar de decir que esos clientes 
nada me deben á mi, todo á él, que él va á gestionar el cobro, viene luego 
con este pleito tan absurdo. 

Ks verdaderamente inverosímil. Es inexplicable. Es la obra de un senti. 
do moral perverso 6 de una obcecación verdaderamente dolorosa, pero á Ja 
vee verdaderamente molesta, insidiosa y Signa por todos conceptos de un 
eastigo ejem plar. 

¿Dónde se va á parar, señor, con tal modo de litigar? ¿Es que es lícito, y 
acuso justo, obligar á que venga uno 4 un Tribunal á contestar una deman- 
da como la presente, trayendo como base de la contestación documentos 
propios del que demanda? ¿Es que el sentido de la Justicia es ya tan desdi- 
chado que al hombre poderoso como el Sr. Arana se le ocurra que su capri: 
cho ha de ser la ley y el fallo de los Tribunales? ¿Es que porque á un Letra- 
do prestigioso se le escoja como defensor ya está resuelto el pleito á favor 
de quien es amparado por su toga? ¿Es que el Sr. Arana cree que su ¡lustre 
defensor, en cuanto conozca los documentos originales que yo presento, ha 
de 'querer continuar en la defensa absurda que hoy ha formulado por falta de 
antecedentes de hecho? ¿Es que el Sr. Arana cree, por último, que puede 
atropellar el derecho de un ciudadano sin sufrir las consecuencias? 
= Pensando bien, pensando en lo alto, mirando con verdadero arroba- 
miento al idéal de la justicia, y sintiendo en su espíritu la satisfacción de 
der á cada uno lo que es suyo, no hay posibilidad de dejar de conocer que 
el Sr. Arana es un hombre injusto, á quien pasiones injustas mueven. 

El Sr. Arana, que sabía hace muchos años Ja existencia de los crédi- 
tos que hoy reclama; el Sr. Arana, que en aquella fecha, 1885, que en la 
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corriente 1896, tenia la idea, el convencimiento de que aquellos créditos le 
pertenecían, eran suyos, estaban á su cuenta, ha tenido después sin duda al- 
guna un mal pensamiento, ha sospechado que todos esos créditos eran acuer- 
do entre el comprador, quizás hasta supuesto, y su comisionista Sr. Tejero, 
y sin mirar más ha venido á los Tribunales; no se ha atrevido á decir eso 
su mal pensamiento, porque no podía indicar un solo paso, y por despecho 
de no ver arruinado A su comisionista, y por despecho, al saber que éste 
goza en la plaza de gran reputación, se obcecó, y por su poderío social, del 
que han sido base los 12 millones y pico que mi cliente Sr. Tejero le ha 
hecho ganar con su trabajo, se decidió á ir al pleito, y buscó patrono, y no 
contándole la verdad de lo sucedido, y no enseñándole los documentos que 
en las relaciones habían mediado, aqui ha venido, aquí nos trae, creyendo 
encontrar debilidad en la defensa, bien por susto ó bien por falta de docu- 
mentación y prueba. Mas como la fortuna, para estos casos, está siempre 
al lado de aquel que obró con rectitud, la debilidad esperada se ha conver- 

tido en fortaleza, bien porque no se temen los pleitos injustos, pen porque 
se conserva y presenta una prueba plena de la justicia. | 

Grande, muy grande ha de ser esa para que quede en su lugar el atro- 
pello que, á sabiendas, intenta cometer el Sr. Arana. Grande, muy grande 
habrá de ser, no lo dudamos, cuando las pruebas que ofrecemos como ga- 
rantía y exactitud de nuestrás alegaciones son documentales, y documen - 
tales indubitadas, pues no es de esperar niegue la autenticidad el autor: y 
mucho más grande cuando en el término de prueba le pidamos exhiba sue 
libros de contabilidad de cuando disolvió la sociedad que tenía al formar 
nuestro contrato, pues allí encontraremos mucho y bueno y mucho que 
explique el por qué en el año 1887 se pidió por el Sr. Arana al Sr. Tejero 
una historia de todos los créditos á favor de la casa y la calificación que cada 
uno merecía al dicho Sr. Tejero, el cual contestó á todo lo que se le pre- 
guntaba en 19 pliegos, cuya copia está en mis copiadores de cartas. Si en- 
tonces se detallaron de esa manera y ee calificaron y de entonces 4 hoy van 
transcurridos nueve años, ¿cómo se va á creer por nadie que no están acep- 
tados por el Sr. Arana, que los ha considerado siempre suyos? 

Y su famoso volante del año 1885, ¿no dice nada? Pues si el Sr. Arana 
no consideraba suyos esos créditos, ¿por qué ha admitido que mi cliente 
Sr. Tejero le haya cobrado y pagado á él, de aquéllos 80.040 duros de deu- 
das que dice el volante habín en esa fecha, nada menos que cincuenta y 
tantos mil, puesto que ahora, á los diez años de aquel volante, no deben 4 
Arana más que 27.000 y pico de duros? ¿No dice nada tampoco esa baja de 
deudas, en diez años, á favor del Sr. Tejero? ¿No es un caso justificativo de 
tctividad, y suerte también, que en diez años se hayan cobrado de créditos 
más de un 50 por 100 de los que se debían? 

Es menester ver todo esto escrito, yes menester tener que leérselo por 
obligación, para que se pueda uno dar razón y creer que 8e puedan cometer 
tal serie de inverosimilitudes. | : 
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¿Necesito decir algo más pura justificar mis excepciones, y que el actor 
no tiene contra mi acción ni derecho alguno? Yo creo que no, y como me 
he propuesto, por lo grande que es este asunto, concretar los razonamien- 
tos, voy á hacer como final de mi contestación, un ligerísimo resumen. 

El Sr. Arana ha faltado á la verdad presentándose como buscado por. el 
Sr. Tejero: el Sr. Arana fué el que buscó al Sr. Tejero, por los medios y 
en la forma que acreditan los documentos que presentados dejo. 

Mis relaciones de trece años con el Sr, Arana han sido correctas y en 
forma legal, según lo acreditan sus propias cartas y sus hechos de la de. 
manda; teniendo conocimiento exacto y entero de todo cuanto por su cuen- 
ta vendia en esta plaza el Sr. Tejero, el cual ha hecho ganar al Sr. Arana 
en esos años cerca de 13 millones de reales, A pesar de ser casa nueva en la 
plaza, y de'ello ha cobrado su legitima comisión contratada. 

El Sr, Arana, á sabiendas, ha faltado á la verdad diciendo que hasta 
fines del año último 1895 habia ignorado que Tejero vendía las maderas á 
mayor precio del que él las cobraba; resultando justificada la falta de ver- 
dad del dicho Sr. Arana (y que era á sabiendas), de la correspondencia de 
las partes, de las cartas originales del mismo Sr. Arana, que también he 
presentado, y del contrato que hubo con la Exposición de Bellas Artes, el 
cual tuvo dos partes: una, en que la casa Arana llevó á su beneficio el pre- 
cio de aumento de la madera por ser ésta puesta al pie de obra, pero á la 
vez tuvo también que sufrir los gastos consiguientes de arrastre, puertas y 
demás; y la otra parte, para la misma Exposición, en la que la casa Arana, 
por su carta núm. 7 de 1885, no quiso ya llevar los gastos, surtiendo sólo 
de maderas, y mandándome que para esos gastos me entendiéra yo con 
otra casa. 

El Sr. Arana, faltando á la verdad también, ha dicho que los créditos 
los había adquirido yo sin su conocimiento y sin su aprobación, y él mis- 
mo por sus propias cartas se desmiente, pues los llama siempre suyos, ha 
cobrado más de un 50 por 100 de lo que desde un principio se le adeudaba, 
me pidió calificación é historia de ellos cuando disolvió su sociedad, y al 
terminar nuestras relaciones, por su carta de 10 de Enero del corriente año, 
me dijo hiciera entrega de todos Jos antecedentes de esos créditos, pues 
siendo suyos, él y sólo él se entendería con sus deudores. 

Este es, señor, el pleito: este es el trabajo que me ha impuesto demanda 
tan absurda, tan temeraria y de tan mala fe. Tener necesidad de justificar 
una vida mercantil de trece años, no es tarea de dos minutos ni de dos li- 
neasg, y aun concretando cumo yo lo he hecho, el trabajo es largo, penoso, 
pero indispensable para aclarar un derecho, y para que todos seamos muy 
conocidos en el pleito como dije al principio, pues á mí en esta contienda 
me importa más, mucho más que la reclamación monetaria, la justificación 
de mi conducta, pues no es cosa de sombrear siquiera una reputación bien 
adquirida y mejor conservada (y permita este rasgo de inmodestia), en el 
espacio de veintisiete años, para que luego venga á quererla echar por tie- 
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rra quien no tiene razón, quien obra de mala fe, y quien, nlvidando sus pro- 
pios actos, censura y vitupera los ajenos, sin que le importe nada, por lo 
visto, que el juicio contra él se vuelva y además del castigo de las costas y 
de la reserva de calumnia, no le juzguen ya bien los que antes pudieron es- 
timarle como una víctima; pues de la prueba resulta que faltando á la ver- 
dad sin reparo alguno, ocultó sus hechos propios á su patrono, creyendo que 
los demás habríamos de seguir jugando á ese escondite propio de sainetes, 
pero no de la seriedad de los Tribunales ni de la discusión entre hombres 
que se estiman, porque sienten la delicadeza y la dignidad. 


Puntos de hecho de la contestación á la demanda. — 
1.2 Acepto como ciertos los tres hechos primeros de la demanda, y por 
lo tanto, reconozco como auténticas y así excuso prueba, Jas cartas que en 
ellos se dice mediaron entre nosotros. 

2.2 Mucho antes que el Sr. Tejero escribiera al Sr. Arana la carta de 30 
de Septiembre de 1882, que ese señor ha presentado, se conocían, trataban 
y habían hablado del negocio y del contrato de comisión mercantil los se- 
fiores Arana y Tejero, y éste había ofrecido á aquél prestarle su valioso 
apoyo para el negocio de maderas en esta Corte según aquél le había pedi- 
do, encargándole toda reserva respecto á esta alianza para que de ella no se 
enterase el socio que tenía el Sr. Arana. 

Este hecho lo justifico con la presentación que hago del volante y dos 
cartas, que con los números 1, 2 y 3 acompaño, dirigidas por el Sr. Arana 
al Sr. Tejero. 

3.2 Acepto también como verdaderos, y excuso por ello toda prueba, los 
hechos cuarto, quinto y sexto de la demanda, con la aclaración de que ese 
almacén que construyó en ésta el Sr. Arana, lo fué para mejora de sus in- 
tereses porque así lo creyó conveniente, y que la cantidad asignada para 
gastos, que es costumbre siempre en toda clase de negocios de esta indole, 
lo fué para atender al gasto del teléfono y otros de ese mismo almacén. 

4, Reconozco como auténticas las cartas que de mi puño y pulso se re- 
fieren en el hecho séptimo de la demanda, y reconozco por lo mismo que es 
verdad dí constantemente, en los trece años de contrato, al Sr. Arana, nota 
diaria, por los talonarios que se llevaban, de Jas maderas que se vendían, 
de sus precios y del nombre de los compradores de ellas, así como estoy 
conforme también con Jo que dice el demandante, respecto á que él tenta no- 
las de las cuentas pendientes de cobro, porque yo se las daba con la puntuali- 
dad que él mismo dice, semanal ó quincenalmente. 

5.” No es verdad, y por tanto, niego la parte del hecho séptimo que se 
refiére 4 lo de la contabilidad. Yo propuse al Sr. Arana cómo debíamos Ìle- 
varla, Jo aceptó, y él y yo llevábamos nuestros libros, puramente particulares, 
en los cuales ha confrontado el Sr. Arana y ha aprobado como buenos nada 
menos que veintiseis balances, pues se hacia uno cada semestre, sin que jamás 
haya habido cuestión alguna, por lo cual es evidente que todos esta- 
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ban conformes con la contabilidad particular que llevaba el Sr, Arana. 

Este hecho lo justifico con algunas de las cartas que presento con esta 
demanda y lo justificaré más y más con mis copiadores de cartas, y con la 
misma demanda, pues en ella no £e dice que esos balances hayan sido in. 
exactos. 

6.2 Acepto como verdad el hecho octavo de la demanda, pues es verdad 
que he cobrado la cantidad que se dice, pero lo ha sido como premio de mi 
trabajo, como precio del contrato de mi comisión mercantil entre nosotros 
efectuado. i 

7.° Por matemálicas puras resulta que dada la suma del anterior he: 
cho como cobrada por mi, Ja casa del Sr. Arana ha tenido de movimiento 
industrial en los trece años que la representó el Sr. Tejero, más de doce mi- 
llones de reales, no obstante estar desconocida en esta plaza y no colocar 
sus productos anteriormente, pues antes del Sr, Tejero no tenía en esta 
Corte representante comisionista ni almacén depósito. 

8. Todas las demás cuentas que ha pagado el Sr, Arana, y que äia 
en su hecho octavo, están bien pagadas cuando las pagó sin reparos y cuan 
do al presente no hace reclamación alguna, pero en cambio ha dejado de 
pagerme las que eon objeto de mi reconvención 4 pesar de habérselas pedi- 
do varias veces. 

9.° Niego como inexacto á todas luces, el hecho noveno de la demanda, 
no tan sólo porque no hay una sola sombra de verdad en cuanto en él se 
expresa, sino porque además el mismo Sr. Arana lo tiene desmentido por 
sus propios documentos. 

10. EK! Sr. Arana conocía desde hace muchos años, desde 1884, las dife- 
rencias de precios en la venta de sus maderas, porque sabía que había 
compradores que las querían, no en el almacén, sino al pie de obra, y esto 
aumentaba el precio para poder compensar los gastos de arrastre, iip 
colocación y demás. 

Este hecho lo justifico con las copias de mis cartas sacadas de mis co- 
piadores, las cuales señalo á efectos de ley, y con las cartas originales del 
Sr. Arana que también acompaño. o 

11. Es completamente inexacto que el Sr. Arama no conociera hasta 
fines del año último esas diferencias de precio, puesto que en el año 1885 
escribía á su comisionista Sr. Tejero, diciendole que en lo sucesivo él no 
quería correr con el riesgo de esos gastos, que él cobraría solamente el pre- 
cio neto de las maderas por vagón en el almacén, y que él, el Sr. Tejero, 
se entendiera con otra casa para esa cuestión de gastos. h » 

Este hecho lo justifico cumplidamente con varias cartas originales que 
acompaño del Sr. Arana, y especialmente con la señalada con el núm. 7, 
que se refiere tasadamente á este hecho y al primer asunto que tuvimos de 
esa especie, 

12. El primer asunto que tuvimos en que hubo diversidad de precios, 
fué el de la construcción del Palacio de Bellas Artes, y de esto dí conoci- 


D. GABRIEL SERRANO ECHEVARRÍA 499 


miento al Sr. Arana, el cnal aceptó el asunto con las diferencias de precio, 
entrando en sus cuentas los gastos; pero después, inmediatamente, el se- 
gundo suministro para esa misma Exposición ya no fué para el Sr. Arana 
más que por el precio de maderas, pues no quiso correr con los gastos. 

Este hecho queda justificado con la carta núm. 7, Puga del Sr. Ara- 
na, que presento con esta demanda. 

` 13. Niego, por inexacto y calumnioso, el hecho décimo de la demanda, 
pues ya en los anteriores digo y justifico el dicho de que no es verdad la 
existencia de tates ignorancias. 

14. Niego también, por contrario á la verdad y TON ‘el segundo 
particular del hecho décimo de la demanda, pues el Sr. Arana conocía per- 
fectamente todas las ventas hechae, quiénes eran los compradores y quié: 
nes de éstos los que le debian. 

Este hecho lo pruebo con la misma demanda, pues en el hecho séptimo 
de ella se consigna que mensual ó quincenalmente el Sr. Arana sabía lo 
que vendía, á quiénes y tenía notas de las cuentas pendientes de cobro. 

15. Niego, por contrario á la verdad también, el hecho décimo de la de- 
manda en su última parte, y la totalidad del onceno, pues el Sr. Tejero 
ha hecho las ventas según el uso de la plaza, y todas las vente han sido 
conocidas, autorizadas y consentidas por el Sr. Arana. 

16. Afirmo que el Sr. Arana sabia quiénes eran sus de: qué era lo 
que le debian, y siempre, en toda ocasión, tuvo y consideró como suyos 
esos créditos, sin que jamás tuviera que oponer reparo alguno contra la 
verdad y legítimo origen de esos créditos. ( 

Este hecho lo justifico con Ja aprobación de los veintiséis balances que 
de las cuentas le ha pasado el Sr. Tejero en la época del contrato, y aun el 
volante y carta, el primero de 1885 y la segunda de 1896, en que alababa 
la conducta del Sr. Tejéro, en que le decía le estaban debiendo 80,000 du. 
ros, pero que no apurase para los cobros, y en la que le mandaba á este 
señor entregase al nuevo apoderado antecedentes de esos créditos porque él 
iba á cobrarlos porque eran suyos. | 

17. El Sr. Arana conocía perfectamente los créditos y los tenia aproba 
dos, porque en el año 1887 pidió al Sr. Tejero una relación histórica de 
todos los créditos y la calificación que le mereciesen, lo cual necesitaba 
para tenerlo en cuenta al disolver la sociedad. 

Este hecho lo justifico con mi copiador de cartas, en el cual está la 
gran copia que de esos créditos le mandé, y además lo precisaré más en su 
día con la exhibición y testimonio de los libros de contabilidad y escritura 
de disolución de sociedad que el Sr. Arana tenga de cuando en esa fecha 
disolvió la que giraba bajo la razón focial «Arana Izquierdo y Compania». 

18. El Sr. Tejero, como comisionista del Sr. Arana, vendió las maderas 
que Je pidieron, no á plazos ni al fiado, sino según la costumbre de plaza á 
presentación de factura, pues no Je estaba prohibido lo hiciese asi, y de to- 
das ellas dió cuenta diaria al Sr. Arana su comitente durante log trece años 
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que ha durado el contrato de comisión mercantil que entre los dos se con- 
sumó, y ni una sola vez, á pesar de esas notas de ventas diarias en que 
iban los precios, la cantidad y los nombres de los compradores, ni una sola 
vez tuvo el Sr. Arana que hacerle observación alguna, pues estaban hechas 
con arreglo á sus instrucciones. | i 

Este hecho lo justifico con el conjunto de documentos que presento y 
además con los copiadores de correspondencia mios y los que tenga el señor 
Arana, á cuyo fin los señalo para en su día. 

19. El Sr. Tejero, cumpliendo el contrato, pasaba todos los semestres 
al Sr. Arana un balance 6 estado de cuentas, y á ninguno de ellos ha opues- 
to repara alguno el Sr. Arana, los ha aprobado todos, y ha cobrado ense- 
guida el importe del saldo que resultaba á su favor. 

20. En los balances semestrales á que me acabo de referir iba incluida 
la cantidad importe de los créditos á favor de la casa, y ni una vez en los 
trece años, que son veintiseis balances, ha opuesto reparo alguno por sus 
créditos ni por su cuantía, ni jamás ha preguntado por: diferencia alguna 
de precio desde su carta del año 1885. 

Este hecho y el anterior resulta comprobado por la demanda que nada 
dice de esos balances, y por mi correspondencia que señalo á efectos de ley. 

21. Para que el Sr. Tejero contratase plazos de pago, hiciera gestiones 
para el cobro de créditos y lo demás que le fuere necesario, el Sr. Arana le 
otorgó un poder. Este hecho lo justifico con el poder á que me refiero otor- 
gado en Bilbao, el cual acompaño. 

22. El Sr, Tejero ha hecho humanamente lo posible, pues ha cobrado 
de las deudas más de un 50 por 100 que ha entregado al Sr. Arana, puesto 
que en el año 1885 debian á la casa cerca de 80.000 duros y al finalizar el 
contrato no la debian más que unos 28.000. 

Este hecho lo justifico con el volante de puño y letra del Sr. Arana que 
tengo presentado del año 1885, y con el último balance en que consta la 
otra cifra y que señalo otra vez á efectos de ley. 

23. El Sr. Tejero ha cumplido con cuanto la ley y la rectitud mandan 
al comisionista, y el Sr. Arana, faltando á sabiendas á la verdad, le deman- 
da como si le hubiera engañado defraudándole por ello sus intereses, no 
siendo cierto, 


Puntos de Derecho de la contestación á la demanda.— 
1.2 Estoy conforme con Jos de la demanda en cuanto son copia de la ley, 
pero no lo estoy en cuanto å su aplicación al caso de este pleito, porque el 
legislador los dictó para otro muy distinto. 

2. Sea el derecho aplicable a este pleito, por la época del vencimiento 
y consumación del contrato anterior al actual Código de comercio, sea por 
razón del tiempo en que se ejercitaron las acciones derivadas de aquel con- 
trato, en esta precisa época me es igual, pues los dos Códigos son perfecta- 
mente semejantes en el contrato de comisión mercantil. 
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: +, 8.2 Los artículos 116, 117 y siguientes del Código de comercio antiguo, 
y el 50, 246, 247, 249 á 253 inclusive, 254 y 256 del Código vigente. 

Todos estos preceptos definen y determinan el contrato de comisión 
mercantil, sus requisitos y sus consecuencias, en todo lo cual estamos .las 
partes conformes, puesto que lo que se celebró entre los Sres. Arana y Te- 
jero, con todas las formalidades que producen derechos y obligaciones, fué 
el contrato de comisión mercantil, teniendo en él el carácter de comitente 
el Sr. Arana, y el de comistonista el Sr. Tejero. | 

4.2 Los artículos 127 y 128 del antiguo Código de comercio y los 254 y 
255 del vigente. 

Estos preceptos determinan la necesidad de que el comisionista se su- 
jete á las instrucciones que del comitente hubiese recibido, y que en lo no 
previsto consulte, y si no puede obre con prudencia y dentro de lo que séa 
uso de comercio, caso en el que de lleno nos encontramos, puesto que el 
mismo Sr. Arana en su demanda declara, en el hecho 7.%, que tenia noti- 
cia diaria de todo lo que se vendía y nota de las cuentas pendientes de co- 
bro y que además, hecho 4.°, el Sr. Arana tenía fijados los precios previa- 
mente á las maderas que habian de venderse. 

: 5.2 Los artículos 134, 136 y 140 del antiguo Código de comercio y los 
256, 260, 261 y 263 del vigente Código. 

En estos preceptos se determina la obligación del comisionista de co- 
municar puntualmente á su comitente, todas las noticias sobre negociacio- 
nes, de desempeñar por si el encargo y de rendir cuentas que concuerden 
exactamente con los libros que lleve el comitente. 

Todo esto lo ha cumplido con religiosa exactitud el comisionista señor 
Tejero, puesto que según dice el mismo demandante en el hecho 7.° de su 
demanda, semanal ó quincenalmente tenía noticias de las ventas, del pre- 
cio, de la cantidad, nombres de los compradores, y nota de las cuentas 
pendientes de cobro. Además, semestralmente se le ha remitido un balan- 
ce de cuentas, en el que iban determinadas las ventas, los precios, la nota 
de créditos á favor de la casa y el saldo que á su favor resultaba, todo lo 
cual lo ha comprobado y entendido estaba bien, y cobrado el Sr. Arana, 
con arreglo á sus libros, puesto que tiene aprobadas y liquidadas nuestras 
cuentas en Jos veintiseis balances que le he remitido correspondientes á 
los trece años que ha durado nuestro contrato de comisión mercantil. 

6.2 Los artículos 154, 155, 156 y 157 del Código de comercio antiguo, 
y los 256, 270 y 271 del Código de comercio vigente. 

Estos preceptos determinan que el comisionista no puede, sin autoriza- 
ción, vender á plazos ni al fiado; que si vende á plazo, debe expresar en las 
cuentas y avisos al comitente los nombres de los compradores, y que no se 
entiende (art. 157) por venta á plazo ni al fiado, aquella que se haga con 
los plazos de uso general de la plaza de comercio en que se trabaje, á me- 
nos que hubiese recibido orden expresa en contrario. 

En el caso actual, el comisionista Sr. Tejero ha vendido absolutamente 
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todo con arreglo á Jas contratas, como sucedió con la de la Exposición de 
Bellas Artes, 6 con arreglo á los usos de esta plaza, á presentación de fae- 
turas, todo lo cual conocía, consentía y aprobaba su comitente Sr. Arana, 
que jamás ha dado. orden en contrario, según resulta justificado en este 
pleito: primero, por la demanda misma, hecho 7 °, en el que se dice que 
se le daba el nombre de los compradores y se le remitían notas de las 
cuentas pendientes de cobro, y segundo, por varios documentos escritos y 
autorizados por el mismo Sr, Arana, y que presento con este escrito, entre 
los cuales está el poder que á mi favor otorgó en Bilbao para contratar y 
perseguir deudores, en 28 de Noviembre de 1884, que señalo con el núm. 20, 
el volante que señalo con el núm. 22 de 13 de. Febrero de 1885, en que 
dice le deben 80.000 duros y que no apure los cobros, y la carta que señale 
con el núm. 28 de 10 de Enero del corriente año, en que manda entregue á 
su nuevo apoderado las notas de créditos, que él va á tratar de cobrartoe 
purque son suyos, porque nada me deben á mi, y por último, como. dato. 
interesantísimo, el qué en 11 de Julio de 1887 le remiti en diecinueve fo- 
lios lo que me pedía, ó sea la historia calificación de los créditos, porque lo 
necesitaba tener presente para la disolución de su sociedad. 

7.2 Los arts. 155, 159 y 172 del antiguo Código de comercio, y el 273 
del vigente. 

Estos preceptos determinan que no puede efectuarse por el comisionis- 
ta ninguna venta á plazo á persona notoriamente insolvente, y que el co- 
misionista que no cobra como es debido los caudales de su comitente, se 
constituye responsable de los perjuicios, habiendo de irse al derecho civil 
en lo que como supletorio fuere necesario. > 

En la demanda, en ninguna parte hay un solo dato que justifique haya 
vendido el comisionista Sr. Tejero á sabiendas de la insolvencia del con- 
tratante. En cambio, de la demanda y de los documentos que yo presento, 
tales como por ejemplo los 22 y 28 que á este escrito acompañan, resulta 
comprobadisimo que los créditos existentes los conocía, los consentia y los 
aprobaha el comitente Sr. Arana, á cuyo beneficio ha hecho su comisionis- 
ta Sr. Tejero todo lo que humanamente ha sido posible, traduciendo su 
gestión á hechos reales y positivos, puesto que desde el año 1885, volante 
número 22, en que Arana dice se le debían 80.000.duros, en el año 95 no 
se le deben más que 27.000 y pico, lo cual supone que el Sr. Tejero, comi.. 
sionista, ha gestionado y conseguido el pago de 52.000 duros, que natural- 
mente ha cobrado el Sr. Arana. 

8.2 D. Francisco Arana Lupardo, comitente y demandante, afirma en 
su demanda, hecho 9.°, que hasta fines del año último ha ignorado las di- 
ferencias de precios que en las ventas de maderas ha cobrado el Sr. Tejero, 
y aquellas ventas las hacia á plazos sin enterar de ellos al comitente, en 
tendiendo que en esto hay responsabilidades más graves de las que pueden 
rer residenciadas en el presente pele consignandolo así expresamente ep, 
el hecho 10. a 5 ee 
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Esos hechos, ta! como están consignados, significan que el Sr. Arana 
entiende que eu comisionista Sr. Tejero le ha defraudado en sus intereses, 
es decir, que ha cometido un delito público de los que dan lugar á procedi- 
miento de oficio, 

El Sr. Tejero, para demostrar la inexactitud de ese dicho y de esos he- 
chos, que son contrarios á la verdad, y que determinan la existencia de la 
calumnia, ha traido á este pleito y acompaña á este escrito, para justificar 
su alirmación, varios documentos, copias de sus copiadores de cartas unos, 
y cartas originales del Sr, Arana otros. Son esos documentos Jos núms. 4, 
5, 6, 7, 8, 20, 22 y 28, de los cuales resulta que el Sr. Arana sabía las di- 
ferencias de precios, no desde el año último, sino desde el año 1884; no 
quería correr el riesgo de ellas desde el año 1885; conoctá los créditos y sa- 
bia cómo se hacian las ventas desde el año 1883, y las tenia consentidas y 
aprobadas, dando desde 1884 poderes para el cobro; en 1885, cuantía de 
ellas y órdenes para no apurar su cobranza, y en toda ocasión, hecho 7.2, 
sabiendo las ventas, nombres de los compradores y nota de las cuentas 
pendientes de cobro. 

Como todo.eso justifica plenamente la falsedad de la imputación hecha 
por el Sr. Arana contra el Sr. Tejero, éste cita en este lugar los arte. 467 
y 468 del Código penal, para qué en atención á ellos y á las facultades 
concedidas á los Tribunales, fe haga en su dia en la sentencia la oportuna 
reserva de acciones á mi favor. 

9.2 El litigante que cual el Sr. Arana entabla un pleito, á sabiendas de 
Ja sinrazón, ocultando sus propios hechos, y haciendo olvido de sus propios 
documentos, es un litigante de mala fe y temerario que debe ser castigado 
con la imporición de costas. 


Reconvención.— Autorizan las leyes, y regula la rituaria en sus ar. 
ticulos 542 y 543, el derecho del que es demandado en un pleito á conver- 
tiree en actor, demandando al que le interpeló en el pleito mismo, pudien- 
do, por consiguiente, resolverse en una sola sentencia, cuestiones que de 
otro modo habrían de ser materia para dos litigios. 

Eso, que es reconvenir según el tecnicismo forense, es lo que yo vengo 
á hacer en este momento, cumpliendo así lo que dije al Sr. Arana, mi de- 
mandante, al terminar nuestras relaciones, en una de las últimas cartas, y 
por mis instrucciones se le ha repetido en el acto de conciliación. 

No es mi reconvención producto del despecho ni de venganza ideada 
para responder asi a la injusta demanda de que soy víctima; es, como el 
Juzgado va á tener ocasión de apreciar, y cuento con la seguridad de que 
el demandante no ha de negar la exactitud de los hechos, es, repito, el na- 
tural y legitimo ejercicio de un derecho que me corresponde, y que me es 
forzoso declaren lus Tribunales, porque nunca he podido conseguir que el 
Sr. Arana me lo reconociera de modo expreso, mucho menos que me lo hi. 
ciera efectivo, no obstante habérselo manifestado muchas veces, habé rselo 
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pedido otras, y haberlo tratado personalmente algunas, en las cuales, con 
su dicho de «ya lo arreglaremos,» ha dejado siempre sin atender mis justas 
quejas, permaneciendo en la sordera de conveniencia, que es una enferme- 
dad que padece el Sr. Arana cuando á sus intereses se refieren las cosas, 
sean las que quieran. | : 

No con, pues, Jos razonamientos que en este lugar he de consignar, in- 
oportunos fermones para satisfacer venganzas por la impertinencia de la 
demanda; es, repito, pedir lo que es mío, y por lo tanto, á relatarlo voy en 
la forma que la ley permite, consignando antes algo que juzgo conveniente 
para la claridad de los hechos que después he de precisar. 

Hombre de gran instinto para los negocios el Sr. Arana, hube de pa- 
recerle yo, quizás por el buen resultado que le daba en los que me había 
encomendado como comisionista, que en otros asuntos relacionados con el 
principal que teniamos, podía utilizar mis servicios. 

Llevando 4 la realidad su pensamiento, me encargó muchas, muchas 
cosas, de las que yo no vengo á ponerle cuenta, porque siendo mi proceder 
y mi conducta completamente distinta á la suya, claro es que en todo aque- 
llo que á la amistad, á las relaciones sociales, 4 la caballerosidad y al ho- 
nor hacen referencia, yo no pongo precio, antes por el contrario, no quiero 
agradecer nada, quiero poder tener agrad&écidos, para proporcionarme la 88- 
tisfacción de juzgarlos mal nacidos si su ingratitud responde á mis actos. 

Asuntos del favor indicado, podría citar varios del Sr. Arana; pero como 
esto sería tarea larga, sólo uno voy á referir y justificar, para que el Juzga- 
do vea cómo es verdad sagrada lo que digo, pero constando otra vez, natu- 
ralmente, que á él no pongo precio, que lo releto sólo como antecedente 
moral. 

El Sr. Arana tenía en Bilbao una casa á la que le convenía fuera la Ad- 
ministración de correos, pues pagaba esta dependencia buenos alquileres, 
y así podía vender la casa en mejores condiciones, sacando por ella más ca- 
pital. Este era el negocio que el Sr. Arana se proponía, y para realizarlo, 
le parecí buenísimo, y apelando & nuestra amistad y á la comunidad de 
afectos que el trato personal y el escrito habian engendrado, se me dirigió, 
me trajo y me llevó donde fué preciso para conseguir sus deseos, y tuve la 
fortuna de conseguirlo, alegrándome de ello, pues así me satisfacia 4 mi 
responder á aquellos afectos, y el Sr. Arana tuvo en su casa la Administra- 
ción de correos, disfrutó sus alquileres, vendió la casa con pingiie ganan- 
cia, pues se capitalizó por aquella renta que jamás había tenido, y yo que- 
dé muy contento por haberle prestado mi apoyo, que siempre me pedía, y 
aun cuando tuve enseguida Ja decepción de que el Sr. Arana ni por escrito 
siquiera me diera las gracias, lo olvidé, pensando sólo en que al Sr. Arana 
acababa de hacerle un favor que le había aumentado sus intereses en más 
de 100.000 pesetas, que tal fué la ganancia que obtuvo. 

Eso pasó hace unos años: de ello no le he vuelto á hablar: nada le pido 
hoy por los motivos antes expuestos, pero sl quiero conste para que las 
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conciencias rectas lo aprecien; y para justificarlo, presento dos cartas; po- 
dría presentar muchísimas en las que habla de este asunto; á ellas me re- 
mito para que el Juzgado juzgue; señaladas están con los núms. 32 y 33, y 
una la dirigia á mí, la otra á mi señora esposa para que hablara á su padre 
para que éste influyera y le sacara adelante aquel asunto, como ya le había - 
mos tacado otro, el de Burgos, que en el primer párrafo selee. ¡Y basta, 
que para formar juicio, creo que ya hay de sobral 


Puntos de hecho de la reconvención.—1.2 En la Gaceta del 
dia 24 de Octubre del año 1884, se anunció por el Estado la subasta para 
el suministro de cajones precintados para las fábricas de tabacos de San- 
tander, Bilbao y San Sebastián. 

La subasta tuvo lugar el día 4 de Diciembre de aquel año, siendo el re- 
matante y contratista con el Estado D. José Abad y Peujá, el cual apoderó 
en forma 4 la razón social «Viuda é hijos de Gosalve, en liquidación,» 
para que pudiera sobre eeto hacer contratos subsidiarios. 

Por encargo y mandato del Sr. Arana Lupardo, su comisionista en esta, 
Sr. Tejero, hizo las gestiones necesarias, y en efecto, en el día 24 de Enero 
del año 1885 otorgó el contrato, cuyo original acompaño, adquiriendo 
para D. Francisco Arana Lupardo y Compañia el contrato para suminis- 
trar los cajones necesarios, por el tiempo que durase el contrato, para 
abastecer las fábricas de tabacos de Santander, Bilbao y San Sebastián, á 
un precio determinado, que habían sido contratados con el Estado por el 
Sr. Peuja. 

El número de cajones correspondientes 4 esas tres fábricas, por el tiem- 
po que duró ese suministro con el Estado y después con la Compañía Arren- 
dataria al hacerse cargo de la renta de tabacos, fué el de trescientos trein- 
ta y cinco mil cajones, que vendidos, según contrato, al precio de dos pe- 
setas lreinta y una y un cuarto milésima de peseta, hacen un conjunto ó suma 
de pesetas setecientas once mil ochocientas setenta y cinco. 

2.2 Del contrato que reseño en el hecho anterior, el Sr. Arana no ha 
pagado un solo céntimo, por comisión, al Sr. Tejero, por lo cual éste, ate- 
niéndose á la comisión de 3 por 100 que para todos los demás negocios ha 
tenido y cobrado, reclama por éste al Sr. Arana la cantidad de veintiun 
mil trescientas cincuenta y seis pesetas veinticinco céntimos, que le son 
debidas. 

Este hecho, así como el anterior, lo justifico desde luego con la presen - 
tación que hago del contrato original á favor del Sr. Arana á que me refie 
ro; y si lo que no es de esperar fuese negado por el Sr. Arana, señalo los 
libros de contabilidad del mismo señor. El contrato lo señalo con el nú- 
mero 34. 

3.2 Por encargo y mandato también del Sr. Arana, su comisionista 
Sr. Tejero contrató con la Administración militar del Ejército, por dos 
veces, el suministro de ciento ochenta mil tablas para camas. 
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Estos dos contratos, cada unó de noventa mil tablas, los hice, el prime- 
ro, á virtud de poder especial para los Sres. Arana Lupardo y Compañía; 
y el segundo, por poder especial también para el mismo Sr. Arana, pero á 
nombre de D. Felipe Zuazogvitia, quien al efecto me otorgó el oportuno 
poder. Las ciento ochenta mil tablas fueron vendidas al precio de una peseta 
ochenta y cinco céntimos cada una, ascendiendo su importe total á la cantidad 
de pesetas trescientas treinta y tres mil. 

Como tampoco se me ha pagado la comisión de este asunto, siguiendo 
la práctica establecida de las otras comisiones, al 3 por 100, es claro que 
se me debe la cantidad de nueve mil nuevecientas noventa pesetas, que 
son las que reclamo. 

Este hecho lo justifico cumplidamente con la presentación que hago 
de los documentos números 35, 36, 37, 38, 39 y 40, que son cartas origina: 
les del Sr. Arana, en que me habla de esos asuntos, del apoderamiento de 
D. Felipe, y un oficio de la Administración militar dirigido 4 mi. 

4, Por encargo y mandato del Sr. Arana, su comisionista Sr. Tejero 
gestionó y contrató por medio de proposiciones, con el Consejo de Admi 
nistración de los ferrocarriles del Norte, las ventas de maderas que necesi- 
taren, y al efecto, en los diferentes contratos celebrados como representan 
te del Sr. Arana, compró aquella empresa lo menos cinco mil metros cú- 
bicos de madera, á razón de pesetas cincuenta y seis, ascendiendo en con- 
junto á la suma de doscientas ochenta mil pesetas. 

Como tampoco el Sr. Arana me ha pagado la comisión de este negocio, 
atemperándome á lo establecido para otros, le pido la cantidad de ocho 
mil cuatrocientas pesetan, que es el 3 por 100 de la cantidad antes dicha. 

Para justificar este hecho acompaño los documentos números 41, 42 
y 43, que son cartas originales del Sr. Arana, hablando de estos asuntos. 


Fundamentos de derecho.—1.? Los artículos 116, 117, 120, 123, 
127 y 134 del Código de comercio antiguo, y los 244, 245, 247, 249, 253, 
254, 260 y 261 del Código de comercio vigente. 

Definen esos articulos el contrato de comisión mercantil, sus efectos y 
consecuencias, cumplidos y resueltos todos por el Sr. Tejero 4 favcr del 
Sr. Arana en las tres comisiones de negocios á que se han referido los 
hechos. 

2.2 Los artículos 137 del Código de comercio antiguo y el 277 y 278 del 
vigente. 

Estos preceptos impouen al comitente Sr. Arana la obligación de pagar 
el premio de comisión al comisionista, siendo este premio el establecido 
en el contrato, y si no lo hubiere, el que sea costumbre en la plaza, 

La costumbre en esta plaza, en esta clase de negocios, es el de 5 por 100; 
pero como ya en otros asuntos el Sr. Tejero había convenido el 3 por 100 
de comisión, ese es el premio que te pide por cada uno de los negocios al 
comitente Sr. Arana. 
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3.° Los artículos 1.709 å 1.739 del Código civil definen el contrato de 
mandato, sus requisitos, consecuencias, y la obligación del mandante de 
pagar el premio del mandato. 

4.0 El litigante temerario debe eer condenado al pago de las costas. 

Por todo lo que, ejercitando la acción personal correspondiente, 

Al Juzgado suplico: Que teniendo por evacuado en tiempo y forma el 
traslado que se me confirió para contestar á la demanda con que he sido 
interpelado por D. Francisco Arana Lupardo, se sirva en su día por las ale- 
gaciones y pruebas á cuyo fin acompaño hoy cuarenta y tres documentos, 
` se sirva, repito, absolverme de la mencionada demanda, autorizándome ex- 
presamente para proceder contra el Sr. Arana por el delito de calumnia, 
é imponiéndole además todas las costas de este pleito; y en cuanto á la 
reconvención, por lo alegado y probado para la misma, condenar en su día 
4 D. Francisco Arana Lupardo 4 que en cuanto que esta sentencia sea 
firme, pague á D. Hilario Tejero la cantidad de 39.746 pesetas 25 céntimos, 
suma total de los apremios de comisión que le adeuda, con más los intere- 
ses legales de ellos desde este día hasta su completo pago, y todas las cos- 
tas, pues hacerlo así por los hechos y el derecho consignados, procede y es 
de hacer en justicia que pido. 


4 


DON RAFAEL M. DE LABRA 


NOTAS BIOGRAFICAS 


El elocuente y meritisimo Labra, el más constante propagandista que 
ha tenido España, nació en la Habana 4 fines de 1840, y es hijo de un Ge- 
neral del Ejército español. Educado en Europa, primero en Madrid y más 
tarde en el extranjero, siguió en esta capital su carrera literaria, en cuya 
Universidad Central tomó los dos grados de Licenciado en Derecho civil y 
canónico y de Licenciado en Administración, antes de los veinte años. 
Cursó también la Facultad de Letras y los estudios del Doctorado en Ad- 
ministración y en Derecho civil. 

En 1860 didee 4 conocer como orador en Ja Sección de Ciencias Morales 
y Políticas del Ateneo. A poco entró en Ja Academia de Legislación y Ju- 
risprudencia de Madrid, obteniendo, en el primer año, la Medalla de oro, 
primer premio á la Elocuencia, y siendo años después Vicepresidente de 
ella y Académico Profesor. También fué Secretario primero y Vicepresi- 
dente del Ateneo de Madrid, cuando se creó este cargo bajo la presidencia 
de Moreno Nieto. 

En esta culta sociedad comenzó eu carrera de Catedrático, dando 
en 1870 un curso sobre la Historia de la Colonización (publicado en dos to- 
mos en 1872), y en el que sostuvo la teoría de la Autonomía colonial, en 
8u aplicación española: doctrina ya expuesta por el mismo autor en sus fo- 
lletos La pérdida de las Américas (estudio histórico), La cuestión colonial es- 
pañola en 1869 y la Cuestión de Puerto Rico. En la misma obra estudió la 
fundación é historia de las Repúblicas americanas, como dato preciso de la 
Historia política contemporánea. 

A partir de aquella fecha y hasta el día, raro es el año que el Sr. Labra 
no ha dado en el Ateneo conferencias sueltas sobre problemas jurídicos, 
sociológicos, políticos é históricos. Entre ellas figuran las siguientes: Glads- 
one y su obra, El descubrimiento de las Antillas, Muñoz Torrero y las Cortes 
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de 1812, El Marques de la Sonora, primer Ministro de Indias, Monroe y su 
tiempo, La nueva vida política de Inglaterra, etc., etc. 

En 1898 se encargó del curso sistemático de Historia de las relaciones ex- 
teriores de España, que formó parte del cuadro de enseñanza de la Escuela 
de Estudios superiores del Ateneo de Madrid, cuyas lecciones se han publi- 
cado en un libro titulado Estudios de Derecho público. 

El Sr. Labra ha dicho repetidas veces, que considera al Ateneo de Ma- 
drid como el complemento de su educación intelectual y el Centro cientifi- 
co que más contribuyó á su identificación con el progreso y la cultura de 
la Europa contemporánea. For tales motivos le dedicó una monografía ti- 
tulada El Ateneo de Madrid: sus origenes, su historia y su influencia (1874). 

Formó parte de la Comisión de la Academia de Jurisprudencia, que 
provocó y formuló los temas del Congreso jurídico ibero-americano, en 
cuyo seno representó á los Colegios de Abogados de la Hubana, Oviedo, 
México y Lima, y llevó la representación de la Academia Matritense en 
la solemne reunión que se verificó en Madrid en 1890, para consagrar la 
constitución de Jas sucursales de aquélla, establecidas en las principales 
capitales del Centro y Sudamérica. 

Al organizarse en la Universidad de Madrid, en 1871, la Escuela de Es- 
tudios coloniales, hizo oposición á la Cátedra de Hietoria de los sistemas 
coloniales, y fué propuesto en primer término para ocuparla; pero el Go- 
bierno de Madrid resistió su nombramiento por las opiniones avanzadas 
del opositor triunfante; y como con ello coincidiera la entrada del Sr. La- 
bra en el Congreso de Diputados como representante del distrito de Infies- 
to (Asturias), y los cargos de Diputado y de Catedrático eran incompati- 
bles, el Gobierno aprovechó las circunstancias para dar la Cátedra renun- 
ciada al opositor propuesto en segundo lugar. Estos hechos influyeron po- 
derosamente en Ja carrera del Sr. Labra, que reelecto Diputado en los años 
sucesivos, prercindió del Profesorado oficial 4 que era muy propicio, para 
dedicarse por completo 4 Ja política activa, Ja propaganda cientifica y po- 
lítica y el ejercicio de la abogacía. 

Como político, el Sr, Labra, que entró en el Parlamento en 1871, con el . 
carácter de demócrata radical, votó el año 73 la República, y desde entonces 
ha venido figurando constantemente en el Directorio del partido republica- 
no, declinando en 1873 el honor de formar parte del Gobierno, como antes 
- habla excusado el ocupar posiciones oficiales, para asegurar más su libertad 
dle acción. Pero su mayor significación en política la tuvo como partidario 
de la autonomía colonial y Jefe de la minoria parlamentaria autonomista 
desde 1879 á 1898 A partir de 1871, y hasta la pérdida de las colonias, fué 
constantemente electo Diputado 6 Senador por Cuba, Puerto Rico, la Uni- 
versidad de ln Habana y las Sociedades Ecomómicas de Amigos del País de 
las dos Antillas. Hoy forma parte del Senado, electo por las Sociedades 
Económicas de Amigos del País del Norte y Noroeste de España. 

La propaganda realizada por dicho señor ha tenido por tema los siguien- 
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tes hermosos ideales? la abolición de la esclavitud, la reforma colonial, la 
unión ibérica, la intimidad hispano americana, el problema pedagógico, la 
cuestión social y la politica internacional. Sirvió estas causas con numero- 
sos articulos, foljetos, libros y con discursos, y, sobre todo, en conferencias 
públicas que ha dado en casi todas las capitales y centros docentes de Es- 
paña; y realizando esa campaña ha sido, por espacio de muchos años, Pre- 
sidente de la Sociedad Antiesclavista de España, Presidente del Fumento 
de las Artes de Madrid, Socio Profesor del Círculo de la Unión Mercantil de 
Madrid, Rector de la Institución libre de Enseñanza desde hace quince años, 
Socio de honor de muchas Sociedades de Amigos del Pais de España y Pre- — 
sidente del Congreso Pedagógico Ibero Americano de 1892, 

Es miembro del Institut de Droit International, de la Real Sociedad de 
Ciencias de Lisboa, del Instituto de Coimbra y de la Societé de isis 
comparée de Francia. 

Entre los numerosos libros publicados en esa campaña, ashen citarse 
Jos siguientes: 

La abolición de la esclavitud en el orden económico.- Introducción á la Histo- 
ría politica contemporánea.-- Programa razonado de un curso de Historia del De- 
recho internacional público.— La Revolución norteamericana del siglo XVII[.— 
La autonomía colonial.—La República y las libertades de Ultramar .— Estudios de 
Economía social. —La República de los Estados Unidos de América.— Abraham 
Láncoln.—El Marqués de Pombal.--Cuestiones palpitantes de Politica, Derecho y 
Administración. —El Congreso pedagógico de 1892.-— La tercer República fran- 
cesa.—Los Códigos negros.--Don Fernando de Castro.—La Constitución de 1812. 
La educación de los republicanos. —El pesimismo de última hora.— Orientación 
internacional de la España conlempordnea.—La enseñanza primaria por el Es- 
tado. — Las Sociedades Económicas de Amigos del Pais y el problema social en 
España.—La crisis colonial española (1868-98).—. Aspecto internacional de la 
cuestión de Cuba, etc. 

Sus preferencias como Profesor han sido el Derecho internacional y el 
Derecho político. Hn la Inetitución dió dos cursos de Historia del Derecho 
internacional público, y además varias conferencias sobre los Tratados de 
Viena de 1815, la Cuestión de Oriente, el Tratado de Berlín de 1878, el Tra- 
tado de Paris de 1855, etc., etc.; todos as cuales se han publicado en fo- 
lletos, 

En el Ateneo, además de Jos cursos de la Escuela de Estudios superiores, 
ha dado conferencias sobre la Conferencia internacional de Berlin respecto 
del Congo, el Derecho de intervención, el Tratado de Paris de 1898, etc., ete. 

En su varia campaña, el Sr. Labra no ha utilizado sólo la cátedra, el 
Parlamento, la tribuna libre, el libro y el folleto. También redactó y dirigió 
por muchos años periódicos políticos y científicos de importancia en el des- 
arrollo de la vida pública é intelectual de la España contemporánea. 

Colaborador asiduo de los periódicos La Discusión y La Democracia, prin- 
cipales divulgadores de los principios democráticos, dirigió la Revista His- 
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pano- Americana (1864 á 1867), y luego El Correo de España (de 1870 4 1872), 
dedicados muy principalmente å la reforma colonial y á da intimidad inte- 
lectual y política de España con el Nuevo Mundo. Fué el principal y casi 
único redactor de El Abolicionista, Órgano de la Sociedad AA CIPAaor. 
desde 1865 á 1886. 

Fundó y dirigió el periódico madrileño La Tribuna (1882 á 1884), defen 
sor de las soluciones democrático-republicanas y de la autonomía colonial, 
y fué uno de los sostenedores y colaborador más constante del periódico La 
Justicia, órgano del partido republicano centralista español. 

Esto aparte de su frecuente colaboración en casi todas las Revistas poli. 
ticas y científicas de nuestro país, y algunas de Francia, Bélgica é Italia. 

La obra profesional ¡jurídica del Sr. Labra consiste en su labor como 
miembro de Ja Comisión oficial de Códigos de Ultramar, como individuo 
de la Comisión oficial de Reformas sociales, como Presidente de la Sección 
de Arbitrajes del Congreso Hispano americano de 1900 y como Abogado en 
ejercicio del Colegio de Madrid, en cuyas listas figura como primera cuota 
hace más de veinte años. El Sr. Labra se ha dedicado principalmente 4 la 
labor del Tribunal Supremo de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso- 
administrativo, á asuntos de Derecho civil y de Derecho internacional pri- 
vado y á consultas sobre cuestiones de Derecho. Mientras España tuvo co- 
lonias, el bufete del Sr. Labra fué de los más favorecidos por los negocios 
de Ultramar: después le foneuicnt excepcionalmente los negocios del ex- 
tranjero. 

Algunos de Ics informes de este Letrado figuran en su libro titulado 
Discursos polílicos, académicos y forenses; 2 volumenes en 4.9, 1890. Está 
anunciada una colección de Consultas y artículos doclrinales sobre Derecho 
público y privado. En otro libro titulado Cuestiones palpitantes (un volu- 
men, 1859), aparecen estudios sobre Jas relaciones jurídicas de España y 
Jas Repúblicas americanas; sobre los errores judicialer, etc., etc., y recien- 
temente el Sr. Labra ha publicado un extenso trabajo sobre el Congreso 
Hispano americano de 1900, No hace mucho aparecieron otros doe libros 
` titulados Portugal y sus Códigos (un volumen en 8.9) y La Legislación portu- 
guesa contemporánea (un' volumen en 8.9). 

En sus largas y constantes campañas el Sr. Labra ha tenido la ratisfac- 
ción de ver triunfantes algunas de las causas de que ha sido de los prime- 
ros sostenedores, como la abolición de la esclavitud, el régimen autono- 
mista en Puerto Rico y la inclusión de las atenciones de primera enseñan - 
za en el presupuesto del Estado. El apartamiento internacional, combati- 
do enérgica y constantemente por el Sr. Labra (sólo en esta empresa por 
bastantes años), es ya censurado por la mayoría de nuestros estadistas y 
publicistas, aun cuando esta censura no llegue á producir una rectificación 
de conducta gubernamental. 

Finalmente, pertenece el Sr. Labra al grupo de nuestros politicos que 
más fe tienen y demuestran en la opinión pública ilustrada y requerida 
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con perseverancia y sistema, por lo que utiliza la conferencia publica, de 
tal suerte, que muchas personas le consideran como especialmente dedica- 
do á ella y al foro. Sin embargo, el Sr. Labra interviene sistemáticamente 
en los debates del Senado, prefiriendo Jas cuestiones de interés general po- 
líticas y los problemas internacionales y sociales. 

He aquí ahora uno de sus trabajos forenses, tomado al azar entre los 
muchos y buenos que de él conocemos. 


INFORME ORAL 
PRONUNCIADO ANTE EL TRIBUNAL SUPREMO Y SU SALA PRIMERA EN 4 DE PEBRERO DE 1885 
EN DEFENSA DE 


EL NEGRO FAUSTINO Y” 


Señores Magistrados: Traigo la representación del negro africano Faus- 
tino O'Farrill que, alzándose ante este Tribunal Supremo de Jas sentencias 
conformes del Juzgado de Gundalupe y de la Audiencia de la Habana de 19 
de Mayo y 22 de Diciembre de 1883, respectivamente, pretende su casación 
y con ella el reconocimiento explicito del derecho del recurrente, al modo 
que es posible cuando éste ya no reclama en una tercera instancia, y por 
tanto, es necesario partir de los hechos mismos reconocidos y las pruebas 
estimadas por la Sala sentenciadora. 

Tiene este negocio para mí un triple interés. Ante todo el de la piedad. 
Desconozco absolutamente al negro Faustino O'Farrill, que llega á mis 
puertas desprovisto de toda clase de medios y con la seguridad de no poder 
ofrecerme la menor recompensa å mi trabajo; ni siquiera aquella grata 8a- 
tiefacción que produce la palabra cercana, el trato directo y Ja vista inme- 
diata de Ja persona objeto del favor 6 de la solicitud. Jamás he visto ni 
jamás veré á ese desgraciado. 

Pero su inmensa soledad, su carencia incomparable de recursos, su8 su- 
frimientos extraordinarios, sus desgracias infinitas, su misma avanzada 
edad y el próximo término de su vida triste y azarosa, bastarian por el 
solos para determinar este acto que espontáneamente realizo, si no melo 
impusiera como un deber la admiración que me produce ese hombre ver- 
daderamente singular, para quien ninguna de esas terribles contrariedades 
ha sido parte á contenerle en su perseverante empeño de recabar su dere- 
cho, tan pronto como lo ha conocido, y para lo cual ha tenido que escapar 
del fondo del ingenio en que agonizaba y huir de los que en la jurisdicción 
le atajarían el paso como á un criminal, y desdeñar á la Junta de patronato 
de Colón, donde debiera encontrar su natural apoyo, y recorrer la larga dis- 
tancia que le separaba de la Habana, y reclamar la declaración de libertad 





(1) El wisino Tribunal, en 13 del propio mes, falló casando la sentencia de la Audiencia 
de la Habana y dictando otra en el mismo sentido recomendado en el informe del Sr. Labra. 
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de la Junta Central de libertos, y contratarse para trabajar y vivir jå los 
setenta añoel en las Obras municipales de la capital de Cuba, y entablar 
como hombre libre (bien que con el apoyo desinteresado de nobles Letra- 
dos habaneros, el Sr. Esponda y el Sr. Giberga) la demanda de su propie- 
dad confiscada y de sus galarios devengados y soportar la risa y el despre- 
cio de su antiguo amo y resistir el fallo adverso de primera instancia y 
arrostrar la condenación de la Audiencia, recogiendo todas sus fuerzas, to- 
das sus esperanzas para llegar ante este Tribunal Supremo con una virili- 
dad, una fe y una perseverancia, que le harían siempre digno del goce de 
la libertad, que realmente sólo merecen los hombres de carácter. 

Asombra el pensar la diferencia que va de este pobre negro á la mayo- 
ria de los favorecidos por la fortuna 6 la posicién, frecuentemente esperan- 
zados en el cansancio 6 la longanimidad de sus adversarios, 6 cuando no en 
las mudanzas y acasos de lo porvenir, en cuya fábrica y preparación ee dis- 
pensan de tomar parte. Un hombre de este temple, mantenido en el seno 
de la sociedad de Cuba, ¡de qué no hubiera sido capaz en otro círculo, con 
otros antecedentes y con otros estímulos] 

En segundo lugar inspirame esta cuestión un vivisimo interés de jus- 
ticia. Porque ce trata de un negro que en el año de 1885 viene á reclamar 
derechos indiscutibles desde 1870; negro para quien han resultado vanas 
palabras y crueles sarcasmos todas las leyes, todos los decretos, todas las 
circulares, todos los discursos, todas Jas manifertaciones hechas en nuestro 
pais y á la vera misma del ingenio La Reserva en estos últimos veinte 
años, en favor de la regeneración del esclavo y la rehabilitación de España. 

Pero como si esto no fuera suficiente, ce da el caso de que Faustino 
O'Farrill pretenda eu libertad y sus derechos, sólo á título de sexagenario, 
es decir, por razón de edad, por su proximidad á Ja fosa, después de haber 
dejado todo lo mejor de su vida en los agostadores campos de caña 6 en 
manos del amo mismo que en estos tristes instantes todavía le discute dos 
6 tres mil pesos de salarios devengados, y que positivamente ha consegui- 
do que el pobre negro perdiera aquellas mulas y aquellos pequeños frutos 
que en otros ingenios se conceden al esclavo laborioso y antiguo y que 
Faustino habia fomentado en La Reserva, llegando á creer que eran Buyos. 

Y, sin embargo, ere negro es africano, y como que en 1870 ya tenía 
más de sesenta años, y como consta que fué bautizado adulto en 1822 en 
la isla de Cuba, resulta claro que debió entrar, y de hecho entró, en la 
grande Antilla después de 1817, es decir, después de la Real cédula de 
Fernando VII, que declaró libres en todo momento y en todo lugar á los 
negros importados de contrabando. Por donde se viene å la conclusión de 
que Faustino O’Farrill no ha podido ser legalmente esclavo en Cuba ni un 
minuto, sin que re me oculten los pretextos con que pudiera combatirse 
este argumento que, a cer la base de la demanda, yo mantendría con otros 
tal vez resistidos en una asamblea política, pero no por un Tribunal de 
justicia. 
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No obstante, el negro Faustino no pretende los salarios devengados y la 
indemnización debida en sesenta años de rervicios mal exigidos, sino los 
que ha ganado y no ha podido ver satisfechos en estos diez últimos anos, 
donde para todo el mundo era un axioma que los negros sexagenarios, cua- 
lesquiera que fuesen sus. antecedentes, eran dueños de sus actos y de morir, 
oscura pero tranquilamente, donde tuvieran por oportuno. 

Mi tercer interés es un interés político. Político en el alto sentido de la 
palabra. Se trata del estricto cumplimiento de leyes, que afectan, quizá 
como ninguna otra, al honor y al prestigio de España, y que tocan directa- 
mente 4 lo más Intimo de la vida cubana, que se deshace por momentos y 
que es necesario confortar á fuerza de grandes dosis de moralidad pública 
y privada, de grandes toluciones humanitarias, de reformas vigororas y 
transceudentales saturadas del espiritu regenerador de los modernos tiem- 
pos. Me refiero á las Jeyes abolicionistas. 

No debo molestar á la Sala explicando el valor, alcance, sentido y mé- 
ritos de estas disposiciones—cualesquiera que sean sus deficienci#s y consi- 
deradas sólo en su fin último, acentuada dirección y efecto incesante. —Pero 
si debo recordar que estas leyes han debido luchar con grande», con terri- 
bles, con inmensas dificultades en el seno de una sociedad moldeada de muy 
opuesto modo, hecha por intereses perfectamente contrarios, encallecida por 
leyes, por sentimientos, por aficiones antitéticas, conservadas de tal suerte 
en la agonía del siglo xix, que han convertido å la sociedad cubana en una 
de las dos excepciones del mundo contemporáneo. ¡Qué obstáculos no ha- 
brian de oponer los intereses creados, las preocupaciones arraigadas, las 
costumbres corrientes! Obstáculos para la promulgación de esas leyes; para 
su aplicación, después: obstáculos, por último, para su recta y fecunda in- 
teligencia. 

De aquí el mayor rigor necesario en el texto de esas leyes, su mayor ra- 
dicalismo y, en todo caso, el celo más exquisito en su planteamiento y la 
voluntad mae decidida por parte de los Gobiernos y de los Tribunales para 
interpretarlas siempre en el sentido más favorable á su principio, á su ra- 
zon y 4 eu transcendencia. 

No necesito demostrar esta opinión. Es lo lógico. Es lo natural. Pero, 
¡qué campo de experiencia, qué magnífico campo, el de la reforma abolicio- 
nista en Cuba! Si yo debiera entrar en ciertos detalles, ¡cuántos datos po- 
dria ofrecer 4 la consideración de la Sala! ¡Cuántos y de qué modo conclu- 
yentes! Permitidme sólo que me fije en tres hechos. 

El art. 21 de la Ley de 4 de Julio de 1870 prohibió el castigo de azotes 
para los esclavos. 'Todo el mundo entendió que habian concluido en Cuba 
los castigos corporales. Pero la práctica, á ciencia y paciencia de las auto- 
ridades, conservó el cepo y el grillete para los esclavos —En 1880 la ley de- 
claró que cesaba el estado de esclavitud y á los esclavos de antaño Jos hizo 
patrocinados; esto es, de una condición análoga á los libertos de la Ley del 
año 1870, para los cuales no regía ni podía regir el. Reglamento de esclavos 
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de 1842, y por tanto, tampoco el grillete y el cepo. Pues bien; el Reglamen. 
to dictado para el cumplimiento de la Ley de 1880, encontró medio de es. 
tablecer como recursos de disciplina contra esos patrocinados ó libertos, el 
grillete y el cepo, que ha sido preciso abolir de un modo terminante y con. 
creto después de tres consultas favorabilisimas del Consejo de Estado y de 
la resistencia obstinada de las autoridades cubanas, por Decreto de 27 de 
Noviembre de 1883. ¡Después de trece años de abolidos en principio los 
castigos corporales!!! 

Otro hecho. 

Conio medio de transacción, la Ley de 1880 que obligó al antiguo escla- 
vo å servir å su amo en el régimen del ingenio, dió al negro el derecho á un 
insignificante estipendio mensual de tres pesos—allí donde se gana ordina- 
riamente cinco veces más. Pues la práctica hizo que se exigiese al negro la 
prueba de no haber sido pagado, cuando intentara reclamar su salario y por 
falta de éste su libertad. Y ha sido necesario que el Gobierno de la Metró- 
poli en Diciembre de 1881 decretara que la prueba del pago correspondía al 
amo ó sea al deudor y que el deber de éste era pagar por quincenas venci- 
das, reclamare 6 no el desvalido patrocinado Es decir, que ha sido necesa- 
rio, á los tres años de promulgada la Ley de 1880, establecer expresamen- 
te lo que las Leyes de Partida y la Novisima tienen sancionado para las re. 
laciones ordinarias de deudores y acreedores. 

Por último, la Ley de 1866 (art. 38) contra el tráfico africano, dispuso 
que aquel negro que no apareciese inscrito como esclavo en el Registro 
de 1867, se tuviera por libre sin admitir prueba en contrario. La misma 
ley, en cambio, establecía que el esclavo empadronado é inscrito no sería 
nunca objeto de investigación judicial ni administrativa por razón de su 
procedencia ó introducción en la isla. No era floja concesión después de la 
extensión dada á la trata. Después la Ley de 1870 (art. 19), los Reglamen- 
tos de 1872 (art. 27) y 1877 y el art. 2.2 de la Ley de 1880, ratificaron la 
disposición de 1866, absolutamente indispensable si la trata africana había 
de tener término. Pues bien, en Cuba las gentes se han dado traza para que 
10.000 negros no inscritos en 1867, continuaran en esclavitud hasta 1873, 
y Otros 40.000 no hayan sido declarados libres hasta Febrero ó Marzode 1883, 
necesitándose más de dieciocho años para el cumplimiento de aquella dis- 

posición y á más el enérgico y repetido dictamen del Consejo de Estado, 
las reclamaciones sin tregua de los Diputados á Cortes, numerosas mocio- 
nes parlamentarias y la acción enérgica del Gobierno de la Metrópoli (Real 
orden de 9 de Febrero de 1883) contra las autoridades y los expedientes de 
Cuba. 

Es decir: que no bastan las leyes, ni lo claro de su contexto, ni lo noto- 
rio de su espíritu. Siempre las costumbres, los prejuicios, las intereses crea- 
dog encuentran pretextos para quebrantar el rigor del precepto ó desvirtuar 
el alcance ó el sentido de la medida. Pour eso allí donde las medidas- aboli- 
cionistas han producido la plenitud de sus saludables efectos, han sido ne- 
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cesarios la devoción y hasta el ardor extremado de las autoridades tachadas 
de parciales en favor de.la humanidad, porque así y todo la tradición limi- 
taba grandemente el vuelo de sus propósitos y el resultado de sus decretos. 
Diganlo algunas Antillas inglesas y los mismos Estados Unidos de América. 

Todo esto tiene una excepcional importancia en el asunto que aquí de- 
batimos y que en suma se reduce á discutir si la Audiencia de la Habana 
ha interpretado genuinamente el espíritu de la Ley abolicionista de 1880 y 
aun si ha aplicado el texto de dos de sus artículos de un modo eficaz y en 
armonía con el sentido declaradu de aquella ley. 

A mi juicio, respetando mucho la autoridad de aquel Tribunal, hacien- 
do plena justicia á la sinceridad de su propósito y no discutiendo lo más 
mínimo la independencia de su criterio; á mi juicio, la Audiencia de la 
Habana no sólo ha interpretado exactamente la Ley de 1880, sino que ha 
utilizado alguno de sus artículos, como el 14, precisamente en contra del 
negro sexagenario, á quien es de evidencia que la ley en aquel propio ar- 
tículo había querido favorecer. Esto aparte de prescindir de la teoría gene- 
ral imperante en materia de prueba y del concepto jurídico del derecho na- 
tural del hombre, sancionado, con admirables palabras, por el Código de 
las Partidas. i 

Facil es comprender la grave transcendencia de que la interpretación 
del primer Tribunal de Cuba prosperase; como hubieran prosperado otras 
interpretaciones no menos equivocadas de las autoridades administrativas, 
sì no hubieran existido en la Metrópoli el Gobierno Supremo y las Cortes 
de la Nación. 

La historia del asunto que ahora nos ocupa es brevisima. No me es lici- 
to entretener con ella la atención de la Sala, porque lo interesante lo cons- 
tituye lo infimo; es decir, la hietoria de las tristezas, las angustias, las es- 
peranzas y las decepciones de los sesenta años de cautiverio del negro Faus- 
tino en el fondo del ingenio La Reserva, donde llegó á tener esposa é hi- 
jOS..... sólo para llorar su desgracia. 

Con efecto, en aquel ingenio, sito en la jurisdicción de Colón, entró el 
africano ó bozal Faustino hacia 1823; es decir, apenas desembarcado por el 
pirata negrero en las playas cubanas. Trabajó en el ingenio dura y áspera- 
mente como los demás negros de su dotación; pero su fortaleza, su laborio- 
sidad y su celo le fueron levantando, si no para la consideración y el regalo, 
si para lo delicado de la tarea y la confianza de la empresa. Por esto llegó 4 
ser contramayoral y uno de los principales empleados en la máquina. Ks 
decir, cargos todos excepcionales en el ingenio y de positiva confianza. 

Las declaraciones de sus compañeros, todas favorables á sus virtudes, 
aparecen en los resultandos de la sentencia recurrida. | 

Allí también, según es uso y costumbre en la inmeusa mayoría de los 
ingenios de Cuba, Faustino pudo disponer de algún pedazo de terreno para 
el cultivo de los frutos menores, y aun empleó el trabajo libre de las pocas 
horas de descanso y de los domingos para cuidar de alguna bestia, con cuyo 
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producto quizá pudiera recabar algún día la libertad de sus pequeñuelos, 
también alli nacidos de madre esclava. Esta fué siempre una de las ventajas 
de la servidumbre cubana, comparada con la de otros países. 

Pasaron los años bin acaecer nada nuevo. La insurrección separatista, 
aquella insurrección en que intervinieron muchos esclavos, 4 quienes la ley 
deepués reconoció libres sin la menor reserva, le encontró, no indiferente, 
sino sumiso y consagrado 4 evitar con su trabajo la ruina del ingenio y el 
desmoronamiento económico y político de la isla. 

En 1870, el legislador de la Metrópoli proclamó la libertad de los sexa- 
genarios; lo era Faustino; nadie se lo dijo, y él continuó trabajando en el 
ingenio, creyendo, triste, en la eternidad de su esclavitud. 

Pero cuando la guerra cesa, cuando el espiritu de violencia se refrena, 
cuando Ja sociedad cubana comienza å perder los aires de campamento y los 
reflejos de la conflagración, auras de libertad corren los campos y llegan has- 
ta el fondo de Jos bateyes y juegan con el vapor de las máquinar. Entonces 
Faustino rabe que hace nueve años es libre por ministerio de la ley, y ya 
no titubea, porque cree que también es suyo el reino de la tierra, Aun de. 
jando en el ingenio á su esposa y sus hijos, se dispone á salir de él; y sale 
de noche, huyendo, atravesando los campos, dejando 4 un lado la capital 
de su jurisdicción, esquivando la presencia de su Junta de protectores (!) y 
llegando, casi como un criminal, hasta la misma Habana, donde existía un 
Centro Abolicionista que le ampara, y donde la Junta Central de Patroci- 
nados, después de requerir al propietario del ingenio, D. Gabriel Pers (que 
no puede resistir la evidencia de los hechos), reconoce la razón del sexage 
nario y le otorga su Carta de libertad. 

Inmediatamente el negro Faustino entabla reclamaciones amistosas para 
obtener del Sr. Pers el pago de los salarios devengados desde 1870 4 1879, 4 
razón de 16 pesos mensuales, como hombre libre, y tan capaz, que ahora 
mismo, con más de setenta años, cobra alto salario como jornalero contra- 
tado en las obras municipales de la Habana. Así consta en autos. Además, 
Faustino reclama el fruto de su conuco y los tres 6 cuatro mulos y yeguas 
que él ha fomentado en el ingenio. El silencio y el desdén responden á sus 
súplicas. La demanda judicial se entabla. El Sr. Pers no comparece, pero el 
pleito sigue. Y sólo en último trámite, en el trámite de la dúplica, el amo 
de La Reserva se presenta á objetar que Faustino nada ha poseldo en su in- 
genio, y que si después de cumplir los sesenta años permaneció en la finca, 
fué sin duda de propia voluntad y sometiéndose al derecho que el art. 14 de 
la Ley de 1870 reconoce al dueño de pagar ó no salario al negro que viste y 
alimenta. Faustino casi debía estar avergonzado. Sólo resultaba de este pro- 
ceso un reo: ¡reo de ingratitud el bozal de 18231 | 

El señor Juez del distrito de Guadalupe falló en 19 de Mayo de 1883 en 
favor del Sr. Pers. 

La Audiencia de la Habana, en 22 de Diciembre de 1883, confirmó la 
sentencia del inferior, aceptando sus estimaciones y fundamentos de hecho 
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y de derecho, abeolviendo á D. Gabriel Pers y condenando en las costas al 
apelante Faustino O'Farrill. 

Por esta sentencia, que es Ja recurrida, queda establecido que el negro 
Faustino no ha probado nada. 

Ante todo, no ha probado que Jos mulos y demás caballerías fuesen su- 
yos. Después tam), oco ha probado que él hubiese quedado en el ingenio con- 
tra su voluntad. 

De lo primero nada tengo que decir en este momento. Con efecto, la 
prueba correspondía al demandante y 4 él la presentación 6 demostración 
de sus titulos de propiedad. Sin duda Ja empresa no era fácil, tratándose de 
esclavos de un ingenio, de cosas que radican en el ingenio mismo y de ele- 
mentos de prueba que no pueden ser mas que testigos, al mismo tiempo es- 
clavos 6 dependientes del ingento. 

Se explica que el Juzgado y la Audiencia, en el considerando segundo, 
afirmen que del lado de Faustino O’Farrill, y de un modo explícito, sólo 
aparezca la deposición de cu hijo Bartolo, inadmisible —dice—por parcial y 
deficiente. Pero repito que sobre esto nada puedo argumentar. En el Tribu- 
nal Supremo, por término general, no se discuten las pruebas, y hay que 
atenerse 4 lo establecido en punto á hechos por el Tribunal sentenciador. 
Quedamos en que Faustino no poseyó mulos ni otras caballerías, y que el 
Sr. Pers ha podido disponer libremente y como propias de las que cuidaba 
y fomentaba en el ingenio La Reserva el viejo contramayoral. ¡Todo fué un 
sueño del pobre negro! 

Pero respecto del otro extremo de la afirmación de la sentencia recurrida, 
respecto del punto que afecta al derecho de Faustino á cobrar sus salarios 
devengados desde 1870 á 1879..... ¡ah! tengo tanto que decir, y puedo decir 
tanto, que sólo me coartan la dificultad de la elección, la evidencia de Jos 
razonamientos y mi deseo constante y harto probado de no molestar á los 
Tribunales con largos y enredosos discursos. Por eso condensaré mi argu- 
mentación, fiando su desenvolvimiento 4 la perspicacia y sabiduría de la 
Sala. 

Lo primero que sobre este punto advierto es que la Audiencia de la Ha- 
bana, no sólo ha dado al hecho de no haber demostrado el Faustino que per: 
maneciera en el ingento contra su voluntad, una importancia absolutamente 
incomprensible, por lo ocioso y lo extemporáneo de la demostración, sino 
que ha subvertido los términos del problema que se debatía, cambiando las 
posiciones de los litigantes y prescindiendo de cuanto priva asi en los Tri- 
bunales, como en los libros Ae lógica, como en los debates de Parlamentos 
y Academias respecto de la obligación de la prueba y del alcance de las 
afirmaciones dialécticas. 

¿Cómo ni por dónde han podido pretender el Juzgado y la Audiencia 
que la prueba de su situación desventajosa correspondía al negro Faustino, 
y no de modo alguno al Sr. Pers, que la aprovechaba como una excepción 
para rechazar las reclamaciones de aquél, fundadas en el estarlo natural del 
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hombre y en el texto mismo de la Ley de 1870, respecto del cual el estado 
del pobre sexagenario en el ingenio La Reserva constituirá una irregularidad 
nunca presumible? 

Me explicaré. 

El fallo recurrido descansa (en este particular) sobre dos argumentos. 
El art. 14 de la Ley de Julio de 1870 (dice) autoriza á los negros sexage- 
narios á permanecer en las casas de sus antiguos dueños, los cuales, en: vir- 
tud de la optación de aquéllos, quedan en libertad de retribuirlos ó no, 
pero en el deber siempre de alimentarlos y de asistirlos en sus enfermeda- 
des, así como con todos los derechos de patronos. 

Después añade: el negro Faustino evidentemente quedó en el ingenio 
La Reserva, después de cumplir Jos sesenta años. ¿Probó que allí hubiera 
quedado contra su voluntad? De ninguna suerte. Luego quedó por su gusto. 
Luego por su deseo y con perfecta conciencia, optó por el art. 14 de la ley 
y dejó al Sr. Pers en la libertad de retribuir 6 no sus servicios. 

Pero la Audiencia, sobre no fijarse bien en el espíritu y aun en la letra 
del art. 14, ha olvidado en absoluto la relación de éste con el art. 4.2 de la 
propia ley, que incondicionalmente declara libres á los negros mayores de 
sesenta años, cuyo estado natural y cuya condición presumible resultan ser 
la libertad en la plenitud de sus condiciones y sus goces. 

Ahora bien, al lado de este estado de libertad, ¿qué es el del patrocina- 
do según el art. 14? Un estado evidentemente inferior, un estado que la 
ley ha dejado á la libérrima opción del sexagenario en vista de puras con- 
veniencias materiales y del momento, que sólo él puede apreciar y estable- 
cer, pero que de ningún modo nadie puede sustituir ni interpretar. 

De donde resulta que el sexagenario es abrolutamente libre por efecto 
del art. 4.9, mientras no se demuestre que ha optado por la situación inferior 
del art. 14. 

Por otra parte, el patronato, si aprovecha hasta cierto punto al negro 
—en casos de debilidad y achaques que por fortuna el negro Faustino no 
padece (como lo prueba el hecho de estar ahora contratado libremente) — 
implica una ventaja mayor para el amo, dispensado del salario, muy alto 
cuando se trata de los servicios especiales que Faustino prestó desde 1870 
479 en La Reserva. 

De suerte que Ja prueba de que el sexagenario renunció al art. 4.9 y 
suscribió la condición del 14 y aceptó el patronato y renunció los jornales, 
corresponde evidentemente al Sr. Pers, que aprovecha todo esto, y además 
lo excepciona contra la demanda del negro. 

Porque lo presumible es la situación del art. 4.°, toda vez que servi- 
-dumbre es «cosa que aborrecen los omes naturalmente e a manera de servi- 
dumbre bive—como dice la ley 2.2, tit. XXXIV, Partida 7.2, —non tari 50- 
lamente el sieruo mas aun aquel que non ha libre poder de yr del lugar do 
mora.»—Porque si al que afirma corresponde la prueba, así como «la parte 
gue niega alguna cora en juizio non es tenuda de probar» esto no reza, con- 
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forme á la ley 2.5, tit. XIV, Partida 3.*, con aquel que «faciendo este niego 
razona por si razon e derecho»; lo cual sucede al dueño de. La Reserva al 
oponer á la pretensión del demandante el supuesto y la excepción de que 
éste habia renunciado en su obsequio las ventajas de la libertad natural. — 
Y, en fin, porque la libertad es «amiga de la Natura e amanla no tan sola- 
mente los omes mas aun todos los otros animales» y debe ser «ayudada por 
todos los judgadores» como «la ayudaron siempre todos los Derechos del 
mundo»—que dijeron la ley 1.*, tit. XXXIV de la Partida 7.4 y la ley 4.5, 
tit. V de la Partida 3.8, en frases que quedarán eternamente como verda- 
deros ejemplos de sencillez en la forma y de profundidad en el penra- 
miento. 

Demás de esto, obsérvese que á interpretar el art. 14 de la Ley de 1870 
como lo hace la Audiencia y á explicar la mera presencia de un sexage- 
nario en un ingenio, como optación del estado de patrocinado, resultaría que 
con arreglo á ese art. 14 eran imposible la contratación y el trabajo retribui. 
do de un sexagenario en Ja finca donde hubiere trabajado. De suerte que 
ese mismo artículo, hecho evidentemente en obsequio del esclavo viejo, en 
realidad sería uno de los ataques más duros preparados contra el rexagena- 
rio, que en todas partes, menos en su antigua casa, podría ser un hombre 
verdaderamente libre. 

Pero en fin, que Faustino O'Farrill no probó que permaneciera contra 
su voluntad en el ingenio..... ¿Y qué vale eso? ¿Qué aplicación tiene al 
cago? ¿Cuál es su transcendencia? | 

Demos más. Que Faustino reconociera y proclamara que había quedado 
por su gusto en La Reserva..... ¿Y eso qué valdría mientras no se demos- 
trara que había quedado, con pleno conocimiento de los arts. 4." y 14 de la 
Ley de 1870, renunciando 4 las ventajas del primero, optando consciente- 
mente por las condiciones del segundo y estableciendo su resolución en el 
modo y forma prevenidos por las leyes y los reglamentos? 

Pues eso no lo ha dicho el pobre sexagenario. Mas aún: eso no lo podía 
probar Faustino. El único capacitado para hacerlo, caso de ser exacto, el 
único, es D. Gabriel Pers, que ni lo ha intentado un momento. Bien que 
esto afecta á un segundo grupo de infracciones legales de que hablaré en 
seguida. 

Por ahora queda, establecido: 

1.2 Que la Audiencia de la Habana ha principiado por equivocar ls 
persona á quien correspondía la prueba, infringiendo una ley esencial del 
juicio, que es Ja 2.2, tit. XIV, Part. 3.2 

2.2 Que la Audiencia ha desconocido el valor y alcance del art. 4.° de 
la Ley abolicionista de 1870, que es una de las manifestaciones más puras 
y legitimas de esta ley, y respecto del cual todas las demás son excepciones 
que piden demostración particular; sobre todo de parte del que las alega y 
las aprovecha. | 

3,2 Que la Audiencia ha interpretado el art. 14 de la misma ley en daño 
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de! negro, en cuya vista y favor se había hecho; para lo cual supone entre 
otras cosas, que en los ingenios no puede haber sexagenarios libres contra- 
tados. 

Pasemos ahora rápidamente & otro punto. Lo dejé indicado al decir que 
aun dado que Faustino O’Farrill hubiere hecho el contrato que implica el 
art. 14, él era el único que no podría probar eu existencia. ¿Por qué? 

Primero, porque esos contratos no son obra exclusiva del sexagena- 
rio y de] amo, sino que piden la intervención de la Junta protectora de 
libertos y la formación de un expediente especial que radica en la Secreta - 
ría de aquella Junta. Y es lo cierto que ninguna de estas condiciones se ha 
llenado ni Faustino tiene la menor noticia de que se haya contado con él 
para cumplirlas. ¡Cómo había de probar su existencia: En todo caso el úni 
<o que la sabría porque debería haber recibido la cédula de su garantía, ge- 
ría el Sr: Pere, el amo, á quien aprovechaba, y sin cuyo conocimiento es 
absolutamente imposible el menor paso y la menor resolución reepecto del 
esclavo antiguo. 

Lo dicen claro los párrafos 6.°, 7.9, 8,9 y 11 del art. 6.° y el 47 del Re- 
glamento de 5 de Agosto de 1872, lo mismo que los artículos 9.°, 13 y pa- 
rrafo 4.9 del 17 del Reglamento de 5 de Junio de 1877, ambos dados para el 
cumplimiento de la Ley abolicionista de 1870 y la acción y eficacia de lus 
Juntas de libertos. 

Por otra parte, el Juzgado de Guadalupe y la Audiencia de la Habana 
han desconocido dos consideraciones importantisimas. 

La primera: que el negro O'Farrill no ha sido declarado libre hasta 3 
-de Marzo de 1879 por la Junta Central de la Habana, y que la Ley de 1870, 
los Reglamentos de 1872 y 77 y las prácticas constantes hacen necesaria, 
absolutamente necesaria para la declaración de libertad, ó la reclamación 
del negro ó la iniciativa de la Junta protectora y, en ambos casos, un ex- 
pediente donde conste la voluntad del amo y del antiguo siervo respecto 

de) derecho de éste y de la situación en que éste queda, (Artículos 9.9, 13, 
15 y 31 del Reglamento de 15 de Junio de 1877 y 31 del de 1872, ambos 
-en relación con el art. 20 de la Ley de 4 de Julio de 1870). 

De modo que el negro O'Farrill no ha podido contratar con su antiguo 
amo ô señor antes del 3 de Marzo de 1879, con arreglo å la ley 6.*, tit. XI, 
Partida 5.8, que dice: 

«El señor a su siervo ni él á su señor, non pueden fazer prometimiento 
-el uno al otro, de manera que se puedan apremiar por aquella promision. 
E magiier la fiziesen, non valdria la promision....» 

La otra consideración es que, aun cuando el negro O’Farrill fuera libre 
desde 1870, no estaba capacitado para contratar consciente y libremente 
con nadie, y menos para renunciar sus derechos naturales, que deben am- 
parar siempre los Tribunales de justicia con arreglo á la regla 1.8, titu- 
lo XXXIV, Partida 7.42—Porque el negro aludido carecía de la cédula de li- 
berlad, requisito indispensable para que pudiera salir y entrar en el ingenio 
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y realizar todos Jos actos de hombre libre, con arreglo á los artículos 31 deb 
Reglamento de Agosto de 1572 y 15 del de Junio de 1877, en relación con 
el Reglamento de esclavos de la isla de Cuba de 1842 y aun con los precep- 
tos de la novisima Ley de abolición de la esclavitud de Febrero de 1880. 

De donde resulta: 

1.2 Que nadie ha intentado ni hubiera podido probar (menos aun aquel 
á quien aprovecha. el suceso) que el negro Faustino renunciara las ventajas 
del art. 4.9 de la Ley de 1870 que por naturaleza le corresponden para op- 
tar por el patronato del art. 14. 

2, Que antes de haber sido declarado libre, ó sea antes del 3 de Marzo 
de 18,9, el Faustino no pudo contratarse con eu antiguo amo. 

Y 3% Que mientras no se le haya dado la carta de libertad, ni reconoci- 
do por los medios legales fu derecho, ni establecido de un modo eficaz ew 
estado, Faustino no ha podido contratar con nadie, dentro de las condicio. 
nes generales de todo contrato, y particularmente con arreglo á las que la 
ley 28, tit. XI, Partida 5.*, exige. | 

Por manera que la sentencia recurrida es impugnable y yo la impugno, 
con todas las reservas dignas del asunto y todos los respetos propios de mt 
carácter, bajo un doble punto de vista: como infracción de las leyes que 
establecen la capacidad del hombre para contratar y obligarse y como ne- 
gación de las leyes que sancionan el derecho á la libertad del negro sexa- 
-— genario, å partir de 1870. De otra manera dicho: 

Primero, como opuesta á las Leyes de Partida referentes á la personali 
dad y capacidad del individuo y del ciudadano, á la prueba en juicio y al 

concepto jurídico de la libertad. 
| Y segundo, como negatoria de las Leyes de 1870 y 1880 y de los Regla- 
- mentos de 1872, 77 y 81, dados para el cumplimiento de aquellas disposi- 
ciones legales respecto de la emancipación y derechos de los esclavos de Cuba. 

Paréceme que no faltan fundamentos para pedir la casación del fallo de 
Diciembre último, aun prescindiendo, como he debido prescindir, del par- 
ticular relativo 4 los pocos bienes que el pobre Faustino O'Farrill creyó po- 
seer en el ingenio La Reserva. 

Dije al principio de este informe que me prometía ser breve, que, como 
la Sala sabe, es mi costumbre, creyendo que en estos debates todo el em- 
peño del Letrado debe reducirsa á plantear con claridad los términos del 
„problema, á referir con sencillez las leyes infringidas á los puntos salientes 
del pleito, ahorrando al Tribunal disquisiciones enojosas, vanas declama- 
ciones y relatos que fatigan y confunden. Pero yo temo haber salido de los 
«límites que mi prudencia me impuso. No hay que extrañarlo. Este negocio 
me atrae poderosamente, ya por los motivos que antes dije, ya por la mate- 
ria objeto de mi solicitud por espacio de muchos años, ya par el serio pro 
pósito que persigo y la importancia excepcional que doy al fallo de esta 
Sala, cuya resonancia é influencia en Cuba han de ser por todo extremo 
considerables. 
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En estos delicados debates de Ja casación, es poco frecuente que un Le- 
trado comparezca libre de todo temor, y creyendo que todas, absolutamente 
todas las afirmaciones del contrario, están destituidas de fundamento. No 
lo consiente Ja naturaleza de estas cuestiones. Sin embargo, yo asisto hoy á 
estrados con la convicción firmísima de la razón absoluta de mi patrocina- 
do, sin que me hayan hecho vacilar las peripecias del asunto, ni siquiera 
las reservas que respecto de la procedencia del recurso estableció la Sala 
tercera de este mismo Tribunal, y que determinaron la vista previa del 
pleito en trámite de admisión; porque, verdaderamente, la redacción y for- 
ma de la sentencia autorizaban alguna duda sobre el punto concreto de si se 
trataba ó no, y de un modo exclusivo, de la apreciación de la prueba. La 
Sala ha visto que no se trata de eso; de suerte que lo sucedido hasta aquí 
sólo servirá para avalorar la perseverancia del recurrente y dar realce al 
fallo definitivo de este Tribunal Supremo, última esperanza de un desgra- 
ciado. 

Porque no titubeo; no he titubeado un momento, y espero confiadisimo 
el veredicto de esta Sala. Y aun dado caso que me fuera desfavorable, esto 
me serviría tan solo para rectificar mi opinión respecto de la claridad y 
precisión que yo atribuyo á la Ley de 1870 y á los Reglamentos á que he 
aludido; tras lo cual, y con el apoyo fortísimo de la autoridad de este Tri- 
bunal Supremo, yo acudiría inmediatamente al seno de las Cortes para pe- 
dir que los artículos que he invocado fuesen redactados de otra manera, de 
acuerdo con el evidente espíritu del legislador de 1870, para hacer absolu- 
tamente imposibles fallos como el de la Audiencia de la Habana en el ne- 
gocio de Pers y O'Farrill. 

Pero si, como yo espero, el fallo de este Tribunal Supremo corresponde 
å mis razonamientos y mi súplica, una gran satisfacción inundará mi alma, 
mo sdlo por el feliz acuerdo de mi humilde voto con el de tantos y tan sa- 
bios Magistrados, no sólo por el alto interés del derecho y de la libertad hu- 
mana, si que por la nueva fuerza que este Tribunal adquiriria después de 
aquellos fallos transcendentales que, como la absolución de Justiz, la con. 
denación de Arencibia, la anulación del cuncurso Ruiz y la declaración de 
los derechos de los hijos naturales de Santa Cruz de Oviedo, han agigantado 
su prestigio al otro lado de los mares, constituyéndole quizá en la institu- 
ción que con mayor energía y más eficacia sirve los sagrados intereses de Ja 
Madre Patria y hacia la cual vuelven con mayor amor sus ojos angustiados 
las víctimas del error y del infortunio. 

Por todo esto insisto en la súplica con que comencé mi informe. Pre- 
tendo la casación de la sentencia de 22 de Diciembre de 1883 y el recono- 
cimiento explícito, sobre los hechos mismos establecidos por la Audiencia 
de la Habana, del derecho de mi patrocinado Faustino O'Farrill. 


DON JOAQUIN RUIZ JIMENEZ 


NOTAS BIOGRAFICAS 


Nació en Jaén en 12 de Septiembre de 1854, pero D. Joaquin Ruiz Ji- 
ménez no es joven solamente por contar apenas cuarenta y siete años, sino 
también porque su espíritu se encuentra en el pleno aire de la primavera 
de la vida, gozando al propio tiempo de la juventud de la edad—puramen 
te nominal á veces, porque existen muchas almas arrugádas bajo epidermis 
tersas—y de la juventud efectiva de inteligencia y corazón. 

De nuestro elocuente biografiado, ha dicho un distinguido escritor: «Vi 
nose å Madrid con su título de Abogado, con un talento de primera magni- 
tud y con un corazón todavía mayor que su talento, y se propuso vencer, 
tolo, absolutamente solo. Primero pensó en la manera de vivir, antes de 
engolfarse en la política, al contrario de los que se engolfan en la política 
como modo de vivir», 

Después, cuando fué Abogado eminente y probó en múltiples informes 
forenses cuánta era su cultura y qué sólida su elocuencia, pensó en la poll: 
tica, siendo ésta por lo tanto para él, no un medio, sino un fin. 

Ruiz Jiménez cursó todos sus estudios, incluso los del Bachillerato, con 
notas de sobresaliente, obteniendo varios premios extraordinarios; se licen- 
ció en Derecho en la Universidad de Granada, á la edad de diecisiete años, 
y fué elegido Concejal, en Jaén, en 1881, habiendo representado en Cortes 
los distritos de Martos, Pastrana y Madrid. A) fundarse La Regencia, orga- 
no en la prensa periódica de los Sres. Gullón y Gamazo, se le confirió la 
dirección de aquel diario, ganando cumplidamente la fama de escritor po- 
litico correcto é intencionado; el distrito del Hospicio de esta Corte le 
honró con su representación en el Ayuntamiento, y bien presentes están 
su campaña airosa y su posición gallarda en las difíciles circunstanciad 
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creadas 4 nuestra Corporación municipal por las denuncias del Marqués de 

Cabriñana. E 
Ha escrito una obra titulada Apuntes para la historia de la provincia de 

Jaén; Bocetos históricos, premiada pcr la Real Academia de la Historia. 
Como Abogado debutó arrancando una víctima de las manos del verdu-* 


go, Luis Jiménez, acusado de parricidio; siendo de notar, que esta causa ` - 


fué la tercera, vista en España, en juicio oral; después ha intervenido en 
causas tan ruidosas, como la del crimen de la calle de Fuencarral, en que 
llevó con D. Antonio María Ballesteros la voz de la acción popular; la del 
asesinato del Concejal Sr. Espinosa; la del matute; la del robo de la Caja 
de Depósitos; la formada por muerte de D. Joaquin Hévia, en la calle de 
la Justa; la conocida con el nombre de la Duquesa de Pastrana; la seguida 
á nombre de D. Manuel Garcia Gutiérrez, por coacción y amenazas de 
muerte, y otras también importantes. 

Un incidente digno de ser registrado es, el recientísimo de las actas de 
Madrid, revelador á nuestro juicio de que Ruiz Jiménez no es hombre que 
se avenga con facilidad á los despotismos de una disciplina estrecha de 
partido, que anule la propia personalidad. En la actualidad es Diputado 
del Colegio de Abogados de esta villa, y todos sabemos la cifra elevadisima 
de sufragios que respondió á su candidatura, señal inequívoca de las mu- 
chas simpatias de que goza entre los compañeros. 

Y es que la personalidad de Ruiz Jiménez, cuyo relieve por la eminen- 
te posición social que ocupa es bien notorio, se acentúa 6, mejor dicho, se 
agranda, cuando la consideramos bajo el aspecto puramente forense, con 
sus rasgos típicos de Letrado hábil, habilisimo; versado en leyes, con sóli- 
do cimiento jurídico, cuya raiz no es sólo el precepto cristalizado y duro 
de los cuerpos legales positivos, sino también esas otras fuentes de caudal 
más copioso y más fresco, las obras de Jos tratadistas modernos, de los filó- 
_80fos del Derecho, como lo atestigua su bien nutrida biblioteca, donde por 
cierto no son los libros, como en otros despachos, una especie de muebles 
que vienen á contribuir al más severo conjunto del decorado, sino lugares 
de cita efectiva é Íntima para la inteligencia y el espiritu. 

Lástima que una pertinaz afección á la garganta impida á nuestro bio- 
grafiado lucir su correcta elocuencia en las Secciones de lo criminal; mas 
por fortuna todavía queda para admirarle en él, el amplio campo de lo ci. 
vil, muy de su predilección por cierto, á donde con frecuencia acudimo- 
nosotros, los neófitos de la toga, en legión con los maestros más curtidos, 
para oir atentamente eus informes de armazón sólida, sutilisimos, de pala- 
bra justa, de efecto seguro y contundente..... 

He aquí ahora casi integro un informe suyo, cogido al azar de entre los 
muchos y muy notables por Ruiz Jiménez pronunciados. 
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INFORME pronunciada ante la Sala 2." del Supremo el día 26 de Junio de 18% 
en defensa de Julián Bascufiana y Zamora y cou motivo del juicio oral conocido por la 


CAUSA DEL TESTAMENTO FALSO 


Señores: Hablo á nombre de Julián Bascuñana y para sostener las 
conclusiones provisionales, elevadas á definitivas en el trámite correspon- 
diente, y solicito la libre absolución de mi patrocinado en méritos de es- 
tricta justicia. 

No se me oculta, señores de la Sala, el largo camino que vengo obligado 
å recorrer, y como no estoy seguro del coneurso de mis fuerzas físicas, hon- 
damente quebrautadas por la enfermedad que he sufrido en estos mismos 
días del juicio, prescindo prudentemente de todo exordio y ganando tiem- 
po á probables fatigas, entro desde luego en materia. 

Aparecido el testamento de D. Emilio Carranza, y después de haber 
declarado los tres testigo: que por precepto de la ley debian deponer sobre 
la autenticidad de la letra del testador, rabe perfectamente la Sala que 
fueron designados tres peritos para que dictaminasen acerca de si—con 
vista de la escritura indubitada del Sr. Carranza —podía 6 no atribuírsele 
la del testamento ológrafo, aunque sin obligación de ello, pero para mayor 
garantía, lo dispuso así el Juez Sr. Zapata, con arreglo á un artículo del 
Código civil que no he de molestar 4 la Sala con su recuerdo, pues que su- 
ficientemente conocido lo tiene; y fe verificó la diligencia de designación, 
según la Ley de Enjuiciamiento civil, por el procedimiento de insacula- 
ción, que presenció el Juez é intervino el Escribano señor Fazini, contra el 
cual acaban de retirar la acusación el Ministerio fiscal y el querellante par- 
ticular. 

Los Sres. Vidal, Torres y Cordero, emitieron razonado dictamen, es- 
tableciendo sus conclusiones en Jos siguientes términos: 

«Que no hay motivo racional para negar la posibilidad de que el testa- 
mento ológrafo haya cido eecrito por la misma mano que las letras indubi- 
tadas que se les exhibieron, 

»Que con síntesis de todo lo dicho, los peritos entienden que el testa- 
mento ológrafo, cuyo estudio les ha sido encomendado, ha podido ser es- 
crito por D. Emilio Carranza, y á su juicio, puede ser tenido por legi- 
timo», 

El digno representante del Ministerio fiscal ni se ha dado cuenta de la 
existencia del dictamen de Jos Srek. Cordero, Vidal y Torres, á pesar del 
prolijo examen que ha hecho, con la elocuencia que le es característica, de 
todas las pruebas practicadas en el juicio. Para él nada representa; y si 
no lo dijo terminantemente, por el hecho de preterirlo ha dejado entender 
que ese era su criterio; criterio extraño, porque cuando se ve un proceso, 
cuantos intervienen en el mismo, ya para acusar, ya para defender, ya, en 
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último término, para juzgar, tienen el ineludible deber de examinar todo, 
absolutamente todo lo que resulta del juicio; ignoramos, por tanto, en qué 
razones se ha fundado la acusación pública para prescindir del dictamen 
que me ocupa y para no hacer aplicación alguna de sus conclusiones. 

Algo más explicito ha sido el ilustrado representante del querellante, 
que, al menos, ha explicado Jos motivos en que se funda para, en definiti- 
va, conincidir con el señor Fiscal en la indiferencia con que ambas acusa- 
ciones han acogido ese trabajo pericial. El señor Fresneda, sin entrar en el 
fondo y sin examinar el informe, ha dicho que para él nada vale, ni nada 
resuelve, porque sólo afirma la posibilidad, y ha uñadido, y «el pose nadie 
lo niega». Olvidaba el señor Freeneda, mi querido amigo, que precisamente 
peritos son loz que niegan el pose. 

Como se ve, para el Sr. Fresneda es un defecto capital el que los se- 
flores Cordero, Vidal y Torres no afirman, sino que admiten únicamente la 
posibilidad. Pero lo que para el querellante constituye defecto, es, á mi jui- 
cio, el mérito principalisimo de ese dictamen, puesto que, por los términos 
en que aparece redactado, resulta ajustado á las reglas y principios sobre 
que eternamente se ha basado toda información pericial. 

Los peritos, que son los hombres de las inducciones, como los llamó el 
ilustre Devergié, no pueden ni deben ir más lejos de lo que fueron los se- 
ñores Vidal, Cordero y Torres; porque nadie que tenga idea exacta, y dué- 
leme decirlo á persona tan ilustrada como el Sr. Fresneda, de lo que sig- 
nifica la prueba pericial, puede pretender del perito, si éste ama la justicia 
y tiene una perfecta conciencia de su misión, conclusiones categóricas, de- 
finitivas, infalibles, en una palabra. Tal «privilegio, sensible por desusado, 
censurable por lo anormal y fuera de las prácticas consuetudinarias de los 
Tribunales, quédese para los peritos de la acusación. Jamás podía serlo 
para los Sres. Cordero, Torres y Vidal, que no desconocen ni han desco- 
nocido nunca el respeto que se debe å su criterio humano, y por conei- 
guiente, falible, y el cargo de peritos oficiales de la administración de jus- 
ticia que les constituye en mayores y más efectivas responeabilidades mo- 
rales y legales. 

No; Jos peritos que informaron en los autos de protocolización no podían 
declarar en otros términos que los ya expuestos, porque la más elemental 
prudencia les obliga å ter discretos, A no traspasar los límites de lo que 
racionalmente puede asegurar un perito; y es, por consiguiente, insosteni- 
ble á la Juz de un criterio desapasionado é imparcial, la supuesta deficien- 
cia alegada por el querellante. No hay tal deficiencia; y pudo y debió el 
Sr. Zapata estimar bastante ese dictamen para los efectos de la protocoli- 
zación, aunque el Sr. Fresneda sostenga que si él hubiera sido el Juez no 
la hubiera acordado. ¿Por qué no? Se trataba de un dictamen pericial esta- 
blecido por la Jey; que habian emitido peritos elegidos con arreglo á pre- 
ceptos-legales y cuyas condiciones garantizaban una suficiencia reconocida 
y una honradez y rectitud jamás puesta en tela de juicio en largos años de 
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práctica, y buena prueba de que ese informe, por su origen, por el proce- 
dimiento con que ce había producido, por su forma, por sus razonamientos 
y conclusiones y por la propia autoridad de sus autores estaba al abrigo de 
toda sospecha, y es maa, sigue estándolo, es que ni cuando se inició el pro- 
ceso que se está viendo, ni cuando en Febrero del año pasado corrieron 
aires de fronda contra todo el que más ó menos directamente hubiera in- 
tervenido en la protocolización del testamento ológrafo del Sr. Carranza, 
nunca se molestó á los Sres. Cordero, Vidal y Torres, dejándoles fuera 
del sumario, á perar de haber sido procesados y presos los testigos que sin 
competencia caligráfica afirmaban que no tenía motivo racional para dudar 
de la letra del testamento. 

Pero aun en la hipótesis de que un perito esté obligado, como pretende 
el querellante, á emitir conclusiones categóricas y definitivas, tampoco ese 
defecto existe en el dictamen que me ocupa al hablar de la posibilidad, 
desde el momento que á las conclusiones que antes he leído se pone por 
cabeza extenso preámbulo, que sin duda ha olvidado el digno Sr. Fres- 
neda, en el que de una manera razonada se enumeran primero y se expli- 
can después las diferencias notadas entre lar letras indubitadas del señor 
Carranza y la del testamento que se le atribuye, y entre las propias Jetras 
del Sr. Carranza, que se encuentran fuera de toda controversia. 

Léase con detenimiento ese preámbulo, y se hallará la explicación de 
esas diferencias, diferencias que aun no explicadas, cualquiera imperito 80 
daria razón de ellas, porque ton diferencias racionales. 

En efecto, ¿no se ha comprobado que el Sr. Carranza padecía una 
afección cardiaca, influyente como pocas en el pulso, y por consiguiente, 
contraria á la uniformidad caligráfica? El Sr. Vidal en el juicio nos ha 
explicado que cuando reconocieron en el Banco de España las tres firmas 
indubitadas que allí obtuvieron del Sr. Carranza, hallaron á simple vista 
tamañas diferenciar, que interrogaron al empleado que la exhibía sobre la 
evidencia de que fueran hechas por la misma persona, y el empleado les 
respondió de que las firmas presentadas pertenecían todas al Sr. Carran- 
za, añadiendo que la diferencia se debería sin duda á la enfermedad que 
era público y notorio padecía dicho señor; otro perito de los que han infor: 
mado en este juicio oral, el señor Ulpiani, nos ha demostrado la existencia 
de una accidentalidad caligráfica conocida con el nombre de temblor de es- 
cribientes, explicándola de ciencia propia, puesto que él la sufre casi á dia- 
rio, no permitiéndole firmar ni escribir constantemente lo mismo. ¿No se 
ha comprobado asimismo que las letras indubitadas del Sr. Carranza 
fueron escritas, mediando entre unos y otros documentos largo periodo de 
años? ¿Y quién puede dudar de las variaciones caligráficas que el transcur- 
so del tiempo ocariona? ¿No es también racional la existencia de diferen- 
cias entre la escritura hecha en el Banco de Espuña, de pie, con mala plu- 
ma y acaso distinta de la ordinariamente usada, con tinta diversa de la 
propia, en una taquilla del establecimiento, con el apremio de tiempo, en 
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donde el tiempo es dinero, y la eecritura del testamento ológrafo verificada 
en la propia casa, con útiles elegidos por el que los usa, sin apremios, 
antes por el contrario, con Ja meditación y la calma, con la madurez y el 
reposo del que está disponiendo para el porvenir y cuando ya haya pagado 
su tributo á Ja muerte? Racional es que en el primer caso la letra sea in- 
segura, incierta; y en el segundo, que aparezca firme y más acabada; y del 
examen de los facsímiles formados por los Sres. Cordero, Vidal y Torres, 
y que han aceptado, por cierto, los peritos de la acusación, se deduce que, 
en efecto, siendo cuatro las letras indubitadas presentan entre sí diferen- 
cias notables iguales á las analogías con el facsimil número 6 que es escri- 
tura del testamento. 

¿Pero quién puede dudar de la existencia constante de esas diferencias 
caligráficas, que son precisamente las que impiden toda conclusión categó- 
rica, permitiendo sólo el paso á la hipótesis, en una palabra, á la posibili 
dad? Tómense esos autos, y prescindase de la letra del Sr. Carranza, ob- 
jeto del litigio, y sin necesidad de poseer un título que nos acredite cono- 
cimientos periciales, hallaremos nada más que—como decía muy acertada- 
mente el digno letrado de Gabina Barcuñana, Sr. Botella—con tener ojos, 
diferencias esenciales entre la firma del perito Sr. Cordero puesta al fo- 
lio 36, y la del misemo señor que sale al 40 vuelto, parecen completamente 
distintas. Lo propio ocurre con la del folio 41 vuelto, comparada con la del 
folio 42. | 

Hágase Ja observación, y estoy seguro de que si hubiera de deponerse 
acerca de Ja igualdad, no podria hacerse en conciencia sin prudentes y dis- 
cretas observaciones. ¿Qué enseña esto? Pues que en estos asuntos, que en 
cuestión de letras, hay que proceder con gran parsimonia y extraordinario 
cuidado; con doble parsimonia y cuidado cuando los que informan son pe- 
ritos oficiales requeridos por la Administración de justicia. para que la ilus- 
tre en su fallo. Todo esto corrobora y afirma mi tesis, enfrente de la con- 
traria, de que no es posible formular otras conclusiones que las sostenidas 
por los Sres. Cordero, Vidal y Torres en el informe de que me estoy ocu- 
pando. | 

¡Pero si el primero convencido de ello es mi particular y querido amigo 
el Letrado del querellante! De otro modo no habría apelado al recurso ha- 
bil, pero estéril —batiéndose en la última trinchera—de afirmar, como lo 
ha hecho, que los Sres. Cordero, Vidal y Torres, no sólo no se han ratifica- 
do en eu informe, sino que al ser llamados ante el Juzgado instructor, lo 
rectificaron dejándolo sin efecto. Lo niego en absoluto: yo, que discuto de 
buena fe, no puedo menos de reconocer que, en efecto, esos señores peritos, 
cuando fueron llamados para que prestaran declaración en el sumario, di- 
jeron en brevisima declaración testifical, no en informe pericial alguno, 
«que de haber tenido á la vista otros datos, otra hubiera sido su opinión». 
¿Pero esto es lo mismo que lo que el Sr. Fresneda afirma? ¡Que otra hubie- 
ra sido su opinión! ¿Pero cuál hubiera sido? pregunto yo. ¿Quisieron de- 
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cir, por ventura, los Sres. Cordero, Torres y Vidal, que su juicio habria 
sido igual al emitido por los peritos de la acusación que ya habian dicta- 
minado en el sumario? Sin duda que no, pues entonces lo hubieran dicho, 
y se hubieran adherido 4 exe informe, que Jes fué leido y que examinaron 
å su placer. ¿No lo hicieron, ge reservaron? Pues esto demuestra que no es- 
taban conformes con el juicio de sus compañeros. Esto no tiene réplica. 

Pero si no lo hicieron en el sumario, y, sin embargo, tenian motivos 
para rectificar su opinión, ninguna ocasión más propicia para modificar su 
criterio y para exponerlo que aquella sesión en que ante la Sala han infor- 
mado de nuevo de palabra, después de oir 4 los peritos de la acusación y 
de la larga discusión mantenida entre ellos y los de la defensa. ¿Y recuerda 
la Sala que los Sres. Torres, Vidal y Cordero hayan dicho algo que de cerca 
6 de lejos signifique rectificación de su primitivo criterio, rectificación 6 
desautorización de su anterior dictamen? 

Mas se objetará: ¿entonces á qué obedece la reserva, 6 mejor dicho, la 
especie de reserva contenida en la declaracion de lus Sres. Cordero, Vidal y 
Torres, prestada ante el Juzgado instructor? ¿Por qué dijeron —porque esto 
es algo y algo signitica—e«que de haber tenido otros datos á la vista, otra 
hubiera sido su opinión?» ¡Ah, señores de la Sala! la explicación es muy 
racional, y sobre todo, muy humana. Cuando los Sres. Cordero, Torres y 
Vidal fueron citados ante la Autoridad judicial, se hablan dictado siele au- 
tos de prisión, y se hallaban presos é incomunicados hasta los testigos de la 
protocolización por haber dicho que les parecía ser de Carranza, la letra del 
tertamento: Á la puerta del Juzgado se hallaba la multitud, si no gritando 
el histórico y famoso Tolle, Tolle, esperando ansiosa cómo re aumentaba el 
contingente penal de la Cárcel Modelo; y ciertamente no se podía exigir á 
lor Sres. Vidal, Torres y Cordero que tuvieran la abnegación de la verdad, 
y que por ella y por la justicia realizaran el sacrificio de sus propias perso- 
nas, de su libertad, de su honra, y lo que es más interesante, de la tran- 
quilidad de sus familias. ¡Es un heroísmo ese que sólo es obligado y sólo 
se tiene cuando se trata de la patria! 

Y pasemos á ocuparnos del segundo dictamen aportado al sumario y re- 
producido en el juicio ural. Lo suscriben el Sr. Muñoz Rivero, que no ha 
concurrido al juicio, y por consiguiente, la ley impide que se le estime 
como ratificado en el mismo, y los Sres. Catalina, Ortega y García Ro- 
mero. 

¿Cómo vino este dictamen al proceso? 

Pero antes de explicar cómo vino este segundo informe al sumario, ha 
de permitirme la Sala que recuerde que el dictamen de estos señores peri- 
tos que acabo de nombrar, recayó sobre un documento, cuerpo de supuesto 
delito, que no fué custodiado con todo el esmero y requisitos que la Ley de 
Enjuiciamiento criminal impone en sus artículos 326 y 338. De este inte- 
resante particular se ocupó en la tarde de ayer, con mucha elocuencia y de 
una manera enérgica, la ilustrada defensa de Gabina Bascuñana y yo no he 
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de insistir; bástame con ertablecer este jalón para las consecuencias que he 
de deducir después, 

He de hacer constar asimismo, que con anterioridad al nombramiento 
de estos peritos, y por consiguiente al momento en que procedieron al re- 
conocimiento de letras, el Sr. Juez instructor mandó que mi defendido, 
Julián C. Barcuñana, eecribiese al dictado una copia del testamento oló- 
grafo encontrado en la cura de D. Emilio Carranza. 

Pues bien; después de haber estado rodando, unido al sumario y á dis- 
posición de todo el mundo, el testamento ológrafo del Sr. Carranza y de 
haber producido la antedicha copia por mano de Julián Bascuñana, el Juz- 
gado, a instancia, si mal no recuerdo, del querellante, acordó el informe 
pericial de que me estoy ocupando, 

Es decir, que la ley que ordena que el sumario sea secreto, secreto en 
absoluto para el procesado, sin embargo, cuando se trata de la prueba pe- 
ricial hace una excepción y lo declara público para el reo, otorgándole el 
derecho á él y å fu defensor hasta de intervenir con otro perito y de hacer 
observaciones á todos ellos. 

¡Tan grave, de tanta transcendencia, de tantas consecuencias y respon- 
sabilidades estimó el legislador toda diligencia pericial, que no vaciló en 
romper el sistema del sumario secreto, para hacerle ponce lugar de 
controversia, tratándose de esta clase de prueba! 

Asimiemo las leyes y la constante práctica de los Tribunales estable- 
cen y recomiendan el exquisito cuidado que debe tenerse tratándose de co- 
tejo de letras, en casos sospechosos; de que la revisión y comprobación se 
verifique con documentos indubitados, que la Ley de Enjuiciamiento civil 
enseña cuáles pueden fer tenidos por tales y no otros, ro pena de vicio 6 
nulidad de la diligencia y operación. 

¿Y con qué letras indubitadas han verificado la comprobación y cotejo 
estos peritos y en qué forma y manera? Voy á decirlo á la Sala, penetrando 
por ese eumario y refiriéndome á su intachable testimonio. 

Se e»timaron, señor, escritos indubitados del Sr. Carranza unas firmas 
estampadas en libros del Banco de España, una solicitud dirigida al Go- 
bernador de este establecimiento pidiendo el alquiler de una caja para va- 
lores, un papel sin pie ni cabeza y sin firma alguna hallado en la casa, en 
el que se enumeran Jos objetos y valores depositados en dicha caja, y unas 
cartas presentadas por el Sr. Canido, que, según éste, le escribió el Sr. Ca- 
rranza en los años 1870 y 1873. y que por no tener relación ni enlace con 
nada oficial que pudiera garantizar su legitimidad, era imposible estimar- 
lax legalmente documentos indubitados. | 

En cuanto á Julián Bascuñana, se dieron como escritos indubitados: en 
primer lugar, el parte que se le atribuye dando al Juzgado cuenta, 4 nom- 
bre de Gabina, de la muerte de Carranza; y en segundo lugar, la copia del 
te-tamento ológrafo que al dictado escribió Julián Bascuñana. ¿Y á esto 
ee llama documentos indubitados? ¿Pero por ventura consta que mi defen- 
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dido haya reconocido por suyo el expresado parte? ¿Y en cambio, no cons- 
ta que la dicha copia fué hecha sin estar presentes los peritos, y A mayor 
abundamiento, según confesión de éstos, no aparece adulterada? ¿Podrían 
estimarse tales escrituras indubitadas, dados los preceptos legales y las 
prácticas siempre seguidas y respetadas? 

¡Ab, señor! Pues con datos tan insuficientes se va al reconocimiento pe- 
ricial, y lo que es más grave, sin la intervención preceptuada en la Jey, de 
Julián Bascuñana, del perito que tenía derecho á nombrar y de su Aboga- 
do defensor; .y por consiguiente, ni Julián ni su Abogado pudieron hacer 
las observaciones que les correspondieran hacer en el acto de la diligencia. 

Señores de la Sala: ya sé yo Jo que en este momento ertarán pensando 
las acusaciones..... ¡Quién puede derconocerlo en este país de Ja tradicio- 
nal inobservancia de las leyer!..... ¿Qué importa, dirán, esas pequeñas in- 
fracciones del procedimiento? jAh, no; no son vanas formalidades las que 
la ley coloca en el camino del presidio ó del cadalso! ¡Por Dios, más respe- 
to y más amor á la obra del legislador! Eras formalidades hay que llenar- 
las de una manera exacta y escrupulosa, pues fon tna garantía de orden 
público, como decía en la tarde de ayer muy elocuentemente el Sr. Botella, 
y nos importa å todos, no exclusivamente á los procesados, su estricta y 
rigurosa observancia. La Jey ha establecido eras formalidades en el camino 
del presidio, y hay que cumplirlas y hacerlas cumplir, so pena de aparecer 
facciosos y rebeldes. ¿No se cumplieron en erte caso? Pues ese dictamen, 
suecribalo quien lo suecriba, tiene un vicio de origen, encierra indiscutible 
nulidad y no hay Jordán que lo purifique. (Asentimiento). 

Si; ese dictamen es nulo; ese dictamen en el gumario nada prueba, y 
no ha debido venir al juicio oral, porque se produjo sin la intervención del 
procesado y de su Abogado defensor, que en uso de un legitimo derecho, 
otorgado por la ley, hubiera hecho las observaciones procedentes, 

Pues qué, ¿es detalle baladi, detalle sin importancia, la no interven- 
ción del procesado en el reconocimiento pericial y la falta de asistencia de 
las partes 4 la diligencia aquella en que se hizo copiar al dictado el testa- 
mento á Julián Bascuñana? | 

Pero tudo esto, tan grave y tan importante, se ha querido subsanar por 
uno de esos señores peritos de la acusación diciendo: «yo tenia datos bas- 
tantes; Jos peritos tenían los antecedentes suficientes». ¡Que tenían datos 
bastantes! Pues qué, ¿la copia del testamento, escrita al dictado, sin pre: 
sencia de ellos, la podían considerar letra indubitada de Julián Bascuña- 
na?.... ¡Si son ellos mismos los que la niegan tal carácter; son ellos mismos 
los que en su diétamen dicen, refiriéndose á Julián, que puso fervoroso em- 
peño en desfigurar su letra; si son ellos mismos los que afirman (A pegar de 
no haber visto escribir á mi defendido) que esa letra estaba falsificada por 
adulteración: luego esa pretendida letra indubitada no es la letra de Julién 
Bascuñana, que legalmente pudiera ser objeto de revisión y comprobación 
con la del testamentol 
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¿Qué de extraño y particular tiene, después de todu esto, que las con 
clusiunes de ese dictamen fueran las que han sido? A viciado origen mal 
engendro, Son estas las conclusiones: 1.% Que el testamento oldgrafo de que 
se trata no ha sido escrito ni firmado por D. Emilio Carranza y Marchueta. 
2.2 Que el referido testamento ha sido escrito por Julián Bascuñana. Asombra 
é indigna este lenguaje pericial. 

¿Puede el perito, sobre todo el caligráfico, emplear tal lenguaje y hacer 
afirmaciones tan categóricas y rotundas? Yo lo niego en absoluto, «poyán- 
dome en cuantos escritores tratan de la materia; todos sostienen como ver- 
daderos postulados la imposibilidad de que un perito afirme en los térmi- 
nos que lo hacen Joa de las acuraciones. 

Repito, con Ja autoridad de la cita, que el perito es el hombre de las in- 
ducciones, jamás el de las afirmaciones, El perito sólo debe dudar ú opinar 
de un hecho del cual no ha sido testigo presencial, porque no es lo mismo 
establecer afirmaciones de relación que de hecho, y porque, después de 
todo, el examen pericial, como muchas otras pruebas, descansa en un en- 
cadenamiento de presunciones; ni más ni menos. 

Osadía, temeridad, verdadera aventura, significa, á mi juicio, la afirma- 
ción de un hecho que no s2 vió realizar. Estoy seguro, segurísimo, de que 
ei al peritisimo Madrazo se le hubiera consultado sobre si un lienzo perte- 
necia al pincel de Rubens ó de Murillo, jamás haría la afirmación absolu- 
ta, sino la hipotética ó racional, fundado en presunciones artísticas ó cien- 
tificas. 

¡Si aun puertos nuestros sentidos en contacto ó relación directa con los 
hechos, el juicio humano es falible, ¿cómo puede ser lícito en casos tan 
graves, en que se juega la honra y la Jibertad de alguien, asegurar, afirmar, 
afianzar, en una palabra, la existencia ó realización del hecho que se pre- 
tende averiguar ó conocer? 

Tan extrañas y absurdas (y por esto, fuera de todo lo que es racional) 
resultan Jas conclusioner de los señores peritos de la acusación, que hoy 
mismo varios periódicos de Madrid publican, bajo la firma de un profesor 
caligrafo, un reto en el que, después de censurarles porque han asegurado 
lo que no se puede asegurar, les invita á una discusión pública y á una 
prueba material, comprometiendo en el resultado una crecida cantidad, que 
se destinaria á objetos benéficos. Es decir, señor, que, á pesar de la indife- 
rencia de la opinión, tan lejos han ido los peritos, que han herido el senti- 
miento público y dado lugar á que re agite, mueva y proteste. 

Señor: el perito no puede ir tan lejos; su primer deber es la prudencia 
antes que la verdad misma. Se trata de un hecho que, para penarlo, preci. 
sa previa comprobación científica; no es un dictanien sobre precio; no es el 
dicho de un testigo sobre los hechos; es algo más; tiene que pesar más, por 
lo mismo que cualquiera afirmación que se haga tiene que fundamentarse 
en reglas ó leyes aceptadas por la ciencia. Un error, por consiguiente, pue- 
de ser de incalculables consecuencias, puesto que, llamados los peritos á 
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ilugtrar la conciencia judicial, ésta podía entregarse confiada á la compe- 
tencia de esos auxiliares, cometiendo, sin quererlo y sin saberlo, una irre- 
parable INJusticid.. a 2.0 we ae er A Sw we a RH we a 

Pasemos ahora 4 examinar el juicio critico que ha merecido 4 ambas 
acusaciones este segundo dictamen de que estoy tratando. No lo dijo el dig- 
nisimo Sr. Fiscal en su elocuente discurso, pero sí cuando informaron oral- 
mente los peritos. «Yo no necesito, dijo, preguntar á los peritos de la de- 
fensa, ni del Juzgado; para formar mi juicio me basta con las manifestacio- 
nes hechas por Jos peritos de Ja acusación.» (El Sr. Domenech hace signos ue- 
galivos). No dijo por qué, ni había entonces ocasión de decirlo, mas tam- 
poco lo ha explicado luego en su informe. (El Fiscal pronuncia algunas pala- 
bras que no se perciben por agitar la campanilla al mismo tiempo el Sr. Presi- 
dente). Perdóneme el representante del Ministerio público, Yo, que siempre 
soy respetuoso con el funcionario público, y doblemente respetuoso en esta 
ocasión por la persona de S. S., perdóneme que manifieste la gran extrañe- 
za que me produjo tal afirmación, tal renuncia al derecho de interrogar. 
Pues qué, la misión del Fiscal, ¿es única y exclusivamente la de recoger 
todo aquello que de una manera más ó menos inmediata y positiva pueda 
agravar la situación del procesado? No. Exa, en caso, sin que yo 4 ello 
asienta tampoco, es la misión del querellante particular. La misión del re- 
presentante de la Ley es más severa, más imparcial; su región es más ele. 
vada; la esfera en que vive es más alta; su misión es la de amparar por 
igual el cumplimiento de la ley, el interés ofendido y al propio agente del 
delito, en lo cual no hay incompatibilidad, porque el castigo no es venganza 
y la sociedad no se satisface porque la ley caiga airada sobre el que la in- 
fringe, rino porque se pene en la justa medida, si ha lugar á ello. Por con- 
siguiente, ¿cómo es posible, sin ofuscación, que persona tan digna y tau 
ilustrada como el Sr. Fiscal, entendiera que å el le bastaba con las afirma- 
ciones hechas por los peritos de la acusación y dijera que no necesitaba ocu- 
parse para nada del dictamen, ni de las conclusiones formuladas por los del 
Juzgado y defensas? Habría sido conveniente, necesario y hasta obligatorio 
para el Sr. Fiscal, que fuera más explícito y dijera por qué no aceptaba los 
elementos de la defensa, pues de ese modo se cumplían mejor los fines so- 
ciales, 

En fin, no lo ha dicho, y hay que lamentarlo y sentirlo. Pero yo he de 
ser franco, y voy á justificarlo diciendo que, después de todo, prefiero el si- 
lencio del Sr. Fiscal å la elocuencia del querellante, que le ha hecho incu- 
rrir en una enorme injusticia, infiriendo de paso un verdadero agravio á 
nuestros peritos, En efecto, ¿qué razón ha dado el Sr. Fresneda para acep- 
tar resueltamente el dictamen de los peritos de la acusación y para esti- 
marlo el mejor y más verídico? Pues en un párrafo elocuentisimo, por cier- 
to, y con tonos enérgicos, que aún vibran en este salón, afirmaba que era 
una garantía del dictamen la independencia de sus autores, los cuales no 


D. JOAQUIN RUIZ JIMÉNEZ 465 


podían nunca faltar á la verdad. ¡Ah, Señor! ¿Pero es que los nuestros no 
reunen. tan estimables condiciones? - Yo tengo que pretestár y protesto de 
tal lenguaje; y he de levantar mi voz contra todaa esas especies que, dichas 
en hueco, sálo valen por Jo que suenan. Yo no niego, porque respeto mere- 
ce todo el mundo, aun en sus errores, que Jos peritos de la acusación sean 
personas independientes, y que esta independencia garantice sus dichos; 
yo no nie atrevería jamás ni á sospecharlos inveraces; pero por lo misiho 
tengo derecho y lo ejercito, A pedir respeto para nuestros peritos, que å su: 
vez presentan como garantía de sus opiniones su honrada historia de traba- 
jo, sus inmaculados antecedentes de largos años. 

Y, después de todo, ¿qué paridad puede haber entre unos y otros? ¡Y 
conste que protesto de la sinceridad y bondad de mis intenciones! Pues 
los peritos de la acusación vienen aquí á pelear á instancia de parte, que 
disputa una herencia más ó menos cuantiosa: en cambio, los‘ peritos del 
Juzgado y la defensa auxilian tan sólo A pobres gentes, sometidas á un 
procedimiento criminal y sobre las que. pesa la amenaza contenida en una: 
acusación tan grave y tremenda como la formulada por el Ministerio fiscal. 
¡Qué diferencia, señores, entre unos y -otros peritos! ¿Con qué derecho se 
puede, por consiguiente, hablar de independencia, si los qué se sientan en 
el banquillo son Jos que menos pueden vencerla ó dominarla? Menos pa- 
sión, y quede cada uno en dl lugar que le corresponde, sin sacar las cosas 


+ 


CO BUM: a seeks e AN A RA a aS 
. Y llegan los señores peritos al momento supremo, en que han de deter- 
minar y señalar al autor de la fulsificación que ellos suponen y creen haber 
demostrado con los razonamientos que acabo de examinar. Paréceme que 
dispuestos, como estaban, los peritos å acusar 4 Julián Bascuñana de autor 
de la falsificación, debian haberse limitado á probarlo, sin enredarse entre 
las conclusiones de su dictamen. ¿Porque, € qué la primera, si con la últi- 
ma les bastaba para su punto de vista? Si hubieran probado que el testa- 
mento es de mano de Julián, dicho se está que ya no pertenecía á la mano 
de D. Emilio, y bastaba; pero no, era necesario recalcar para mayor efecto 
y más apariencia pericial, ocultando aei los defectos de fondo. Empezaron 
mal y concluyeron peor. Como Julián ha hecho, según los peritos, la falsi- 
ficación por imitación, todo lo que no está en las cartas y demás documen- 
tos indubitados que obran en la causa y se hallan en el testamento, niegan 
que rea D. Emilio y lo atribuyen á mi defendido. Pero como el Sr. Fiscal 
ha dicho que el documento imitado se ha hecho desaparecer, yo pregunto: 
¿cómo entonces establecer la comparación? ¿Cómo asegurar y señalar lo 
semejante y desemejante? El mismo Sr. Fiscal es el que con su dicho 
arranca todo fundamento á la aseveración pericial. ` 
Sigamos: Quitan loa peritos acusadores toda importancia al escrito co- 
pia del testamento hecha ante el Juez por mi defendido, y, sin embargo, 
penetran como dioses en las intenciones humanas. 
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Les consta, dicen, tienen convencimiento de gue puso fervoroso empeño 
en desfigurar su propia letra. ¡Afirmar es, y no lo vieron escribir, ni Julián 
Bascuñana se lo ha dicho! ¡Qué temeridad! 

Vienen luego á la manera particular y típica con que están escritas, se. 
gún ellos, las aa, dd, gg y qq del testamento, y vuelven á verlas exactamente 
reproducidas en la letra indubitada de Julián. Pero, señor, si se dan tales 
reproduciones exactas pericialmente en lo que admiten los señores peritos 
de la acusación, hay que afirmar que uno qe los dos documentos, ó el tes- 
tamento ó el parte al Juzgado, no es de la mano de Julián. Cuando se 
dan dos escritos exactamente reproducidos, uno de ellos no pertenece á la 
mano del otro: Juego esas letras mo pueden ser de Julián en ambos escritos 
si son exactamente las unag como las olras.' ¿En qué se queda? ¿En que son 
exactos 6 no lo son? Mas dicen que son exactos y no lo son; tampoco las 
han mirado bien, y como el Sr. Fiscal ha supuesto que el documento indu- 
bitado que eirvió de modelo para la imitación ha desaparecido, no se puede 
asegurar de ningún modo que esas letras sean exclusivas de Julián y no 
sean también de D. Emilio, y, en efecto, con sólo estudiarlas se nota que 
en todas ellas existe la ineeguridad del Sr. Carranza en sujetarse á una 
forma tipica, pues con sólo atender 4 la a a del testamento, se observa que 
aun entre si varían. 

¡Ah, Señor! y aquí está, en el último párrafo del dictamen de los peri- 
tos de la acusación, la solución. á todo; desde la primera hasta la última 
linea fe nota que Julián ha podido ó puede escribir ciertas letras y de cier- 
ta manera; y no pudo nunca hacer lo mismo D. Emilio. Las separaciones 
` de la misma clase que en Gabina sólo Julián puede hacerlas; unir A con 
los, sólo Julián; ligar la p en por y la q en que y lo, los, que, por, sola, Ju- 
lián, y nadie más que Julián ha podido y podrá hacerlo. ¡Qué manera de. 
peritar! ¡Como si no estuviera demostrado por nuestros peritos que la 
unión de A y los era un enlace muy usado por D. Emilio! Y prueba de ello 
la carta de Puerto Rico, folio 134 vuelto, donde se ve alfin, unidas ambas 
palabras del miemo modo que Alos, línea 10, y en la linea 22 se halla otro 
ejemplo en alcorreo; asimismo en la carta de Santiago de Cuba, en ála, 
línea 14, folio 139; y elpapel, folio 140, linea 14, y alo en el folio 137 vuel- 
to, carta de Arroyo, línea 2.* Y no se dirá que estas cartas las vió Bascu. 
ñana, pues estaban en poder del Sr. Canido, que las entregó.al Juzgado 
instructor, y por consiguiente, no pudieron servir para enseñar á Julián 
que el Sr. Carranza incurría en tales enlaces. 

- Y por tal modo llegan los peritos al final de su informe sin haber dicho 
lo que es elemental, el carácter de Jetra de los documentos indubitados; de 
aquí es de donde había que partir, porque era necesario especificar si la 
letra ee inglesa, si española, si cursiva, si cursiva mixta, si determinada 6 
indeterminada, y en ese dictamen no se dice nada de eso, no se especifica, 
y sólo se hace de pasada la indicación de que es cursiva, apellidando co- 
rrecta la de D. Emilio, pero sin determinar su clase. Repito que era nece- 
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sario que se hubiera expresado, porque cuando ee afirma que un escrito se 
ha falsificado, lo primero que debe hacerse es establecer la relación y de- 
cirse «esta letra es cursiva, usual 6 mixta, determinada ó indeterminada»; 
y vamos ahora å averiguar cuáles eon las excepciones; pues dicho se está 
que si yo, por ejemplo, hago letra inglesa, y el Sr. Fresneda lo mismo, 
entre una y otra existirán grandes semejanzas, grandes analogías, pero 
siempre se diferenciarán en todo aquello que sea característico de la letra 
del Sr. Fresneda y caracteristica de la mia; esa será la excepción. Y por la 
excepción es por donde se viene en conocimiento de las falsedades. No lo 
han hecho así los peritos, que también han omitido el manifestar la clase 
de letra de Julián; luego, tratándose de una falsificación por imitación, re- 
sulta la imposibilidad de establecer una comparación útil entre el escrito 
legítimo y el que se supone falsificado, A mayor abundamiento cuando la 
copia al dictado del testamento se califica también de falsificada por adul- 
teración , faltando, por consiguiente, letra indubitada. 

Ahora bien; yo pregunto: Un dictamen que por sí solo prueba que se 
han olvidado, al verificar la operación pericial, las más elementales reglas 
á que están sometidas esta clase de trabajos; un dictamen que por sí solo 
justifica que no se ha visto con la detención debida los datos que debian 
examinarse, puesto que se establecen hechos que no existen; un dictamen 
que del eupuesto hace cuestión, que niega lo característico de Carranza y 
hasta lo semejante; que cuando no encuentra á quién atribuir una letra la 
imputa á Julián, no obstante que en las de éste no existe la homóloga, 
que no ha determinado el carácter de la letra, ni de Carranza, ni de mi de- 
fendido, base de toda comparación; que sin haber virto escribir 4 Bascu- . 
ñana le atribuye fervoroso empeño en desfigurar su letra, sin tener en cuen- 
ta la situación en que escribió, la ocasión aflictiva en que acababa de ser 
procesado y preso, y otros accidentes caligráficos; en fin, un dictamen que 
se decide por la existencia de una falsificación por imitación, sin conocer 
el modelo imitado; un dictamen con tales defectos, omisiones y osadías, 
¿qué consideraciones puede merecer, ni qué valor tiene como elemento de 
prueba para decidir de la suerte de Julián Bascuñana? Seguramente que 
ninguna, y de aquí que yo no insista más, como pudiera hacerlo. Estoy se- 
guro de que la Sala ha de realizar el trabajo de verdadero Benedictino que 
exige el asunto. | 

Señores de la Sala: Ya hemos visto cómo han venido á este proceso los 
tree informes periciales que en el mismo figuran; sus conclusiones y el 
juicio crítico que merecen á la defensa de Julián Bascuñana. Cierto que 
uno de ellos contiene una afirmación categórica y concluyente, motivo por 
el cual Jas acusaciones lo estiman más acertado; pero demostrado queda 
que precisamente es ese el mayor defécto de que adolecen. Los otros dos, 
en cambio, sobre ser bien razonados se ajustan á las reglas de prudencia y 
moralidad que en todo tiempo rigen el informe pericial. 

A la Sala toca ahora, con la libertad de criterio que las leyes de siem- 


468 FQRO HISPANO. AMERICANO 


pre le han recomendado en materia de prueba onligráfica y con la sobera- 
nía de juicio que el moderno Código procesal le reconoce para apreciar 
todas las, pruebas en. general, decidirse por una ú otra opinión, Yo espero 
confiado que la Sala optará por el criterio de los peritos que ilustraron al 
Juzgado en los autos. de protocolización y de los que ha presentado la de- 
fensa de Gabina Bascuñana, y lo espero confiado, aparte la mayor justifi- 
cación de esos informes y la ilustración del Tribunal, en dos importantes 
razones que voy á exponer. No habrá pasado inadvertido para la Sala que 
el digno letrado del querellante, después de negar todo valor á los infor- 
mes periciales, favorables á las defensas, y de proclamar la extraordinaria 
bondad del firmado por los peritos de la acusación, sin embargo, abriendo 
la Ley de Enjuiciamiento criminal, leyó los arte. 728 y 729, párrafo 2.9, 
y declaró que por su parte no veía inconveniente en que el Tribunal, parr 
mayor ilustración y para mejor proveer, acordare un reconocimiento peri- 
cial por otros Profesores distintos de los que han informado. ¿Se puede 
hacer argumento de más fuerza contra los peritos de la acusación? ¡Es la 
misma parte que los ha traído la que pone en duda su acierto y eficacia! 
¿Se podría pedir prueba más concluyente y terminante de que es la propia 
acusación privada la que designó esos peritos y propuso ese reconocimien - 
to, la primera que siente alla, en las interioridades de eu conciencia hon- 
rada, vacilaciones, incertidumbres y recelos, nacidos, sin duda, de la natu- 
raleza de un dictamen que por modo tan categórico y conducente afirma, 
contra toda regla y contra toda práctica en la materia? Tan importante 
petición constituye, 4 mi juicio y por +í sola, una razón para que la Sala 
no eche sobre sus hombros las responsabilidades que Ja acusación, por lo 
visto, vo acepta, de decidirse por el dictamen de los Sres. Ortega, Vignean, 
Catalina y Garcia Romero, tin mayores y más amplias informaciones. 

Pero si la Sala no estima la indicación del ilustrado Letrado Sr. Fres- 
neda, y resfuelve que basta con los Ínformes pedidos y dados, entiendo que 
habrá de decidirse, y es esta la segunda razón de que hace un momento- 
hablaba, por el informe de los que en mayor número han opinado desfavo- 
rablemente para los procesados, Figuran en este proceso tres dictámenes: 
dos favorables y uno adverso para los reos, suscritos por seis peritos los 
primeros y por cuatro el último. Yo no he de molestar á la Sala recordán- 
dole cosas que sabe mejor que yo; el Tribunal sabe perfectamente que 
cuando en. la prueba pericial surge controversia, todos los autores que se 
ocupan de la materia, Mittermaier, Escriche, Manresa, Bonnier y otros mu- 
chos, aconsejan que fe erté del lado del mayor número, y que en caso de 
haber por una y otra parte igualdad en el número de los que niegan y de 
los que afirman, el ¡juzgador debe inclinarse del lado de los acusados. Es 
indiscutible que la ley deja sin traba alguna á la conciencia y á In libre 
apreciación de los juzgadores la calificación del valor de la prueba, como 
recordará el Sr, Fiscal; pero no por esto toda la teoría de la prueba carece 
de eficacia y de valor; antes al contrario, cuanto re ha escrito y la ciencia 
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ha elevado á la categoría de postulado ó regla, debe observarse cón rigor, 
porque, después de todo, la teoría de la prueba es la piedra de toque en que 
se aquilata la bondad del juicio con qué haya sido apreciada la prueba 
misma. 

El Sr. Fiscal estima que con la declaración dal Sr. Canido basta para 
formar juicio exacto, pues no vacila en considerarla intachable. ¿Por qué? 
‘Por haber sido amigo cariñoso, verdadero é íntimo del Sr. Carranza. ¿Pero 
re trata de algo que interese 6 afecte al Sr. Carranza? El Sr. Canido, ¿se 
atribuye sus poderes ni pretende representar al difunto? * 

Yo no tengo para el Sr. Canido más que respeto y consideración, no por 
fórmula, sino por deber. El Sr. Canido, por su historia, por sus anteceden- 
tes y por su profesión y talento, merece ser creído en toda ocasión, menos 
en esta, en que aparece víctima de la prevención, estado pasional que contra 
nueetros deseos y contra nuestros instintos, fios subyuga y nos domina, 
arrartrándonos á los mayores errores. ¡La prevención, que se ignora cuándo 
nace, pero fe sabe vive, conociéndose su existencia por los recelos, descon- 
fianzar, dudas y temores que libran batalla en el ánimo perturbado y pri- 

vándole de toda serenidad de juicio! ¡La prevención!..... ¡la enemiga más 
qreligrosa de la justicia y de la verdad!..... ¡El error de la virlud, como la 
Hamó el ilustre D'Aguessau; el crimen de los hombres de bien, como la ape- 
1lidó aquel famoso Paillet, que llenó el foro francés ' es gu ii con los 
r«Bplandores de su envidiable talento! ` 

Pues el Sr. Canido, víctima de la prevención, tenía que pensar, hablar y 
obrar, como lo hr hecho. Y no hay que dudar de este estado pasional. Si- 
gámorle paso á paso, según sus propias deducciones, desde el 18 de Enero 
<n que murió su amigo Carranza, hasta el juicio. El Sr. Canido ha decla- 
rado que å los dos ó tres días de la defunción de su amigo estuvo á visitar- 
le una amiga de la madre de Carranza, y le dijo que había estado en la Casa 
mortuoria, y la Gabina no la dejó pasar, y habla notado ciertos misterios y 
"cierta cosa que no le gustaron; que á los cuatro ó seis días le vió la Gabina, 
-acompañada de Trujillo, y le dejó, al marcharse, una penosa impresión: no 
ea plicd el por qué, pues no quería decirnos más que lo que recordase perfec- 
tamente; que le habló después otra amiga intima de la madre de Carranza, 
de ciertos detalles de la Gabina (y esto le hizo visitar al Sr. Gullón, Gober- 
'nador del Banco, para que se tomasen precauciónes con los caudales de 
su difunto amigo, y al Juez Sr. Zapata para que activase el ab intestato). 
Conecta que el Sr. Canido ve al Sr. Fazzini para que acelerase los autos, le 
hace observaciones, y Fazzini le dice que cite él å la Gabina, y contesta 
que no quería tratos con esa mujer. Consta asimismo que, hallado el testa- 
mento, se lo avisa Fazzini, y el Sr. Canido dice: «No'he de ocultar que me 
>»orprendió el hallazgo del testamento». Seguidamente habla con el señor 
Zapata, y le expone sus dudas sobre la legitimidad del testamento, que 
examina, y sin atreverse á decir que la letra no es auténtica, sospecha que 
es falsa por lo que se dispone en el fondo. Después presenta un escrito renun- 
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ciando al legado y reiterando sus sospechas, y, por último, acude al su- 
mario y al juicio prestando varias declaraciones llenas de recelos, de du- 
das, pero sin expresar en concreto hecho conocido y positivo en que pueda 
fundarse. 

¿Qué es todo esto? ¿Puede darse mayor justificación de la prevención 
arraigada en el ánimo del Sr. Canido? 

Por eso no vacilo en afirmar que toda la declaración del Sr. Canido es 
un puro prejuicio y que sus afirmaciones están reñidas con Ja realidad. 
No tenta testamento, no me dijo lo tuviera; asi se expresa el Sr. Canido, y 
esto pare el Sr. Fiscal es una prueba concluyente; más concluyente aun 
para el Sr. Fresneda, que exclama: El solo hecho de que Carranza quiso otor- 
gar testamento, hacta innecesaria la prueba pericial. Quiso testar, y no testó; 
¿se quiere más? preguntan ambas acusaciones. 

Pero, jab, Señor! es que te establecen como ciertos, para deducir en 
consecuencias, los siguientes hechos: Primero, que .el Sr. Carranza quiso 
testar, cosa que el Sr. Botella demostró ayer con gran lógica y elocuencia, 
que no es exacto; y segundo, que en el caso de que en efecto el Sr. Carran- 
za quisiera testar, eso supone que no tenia otorgado testamento, cuando 
re trata de un acto revocable á voluntad por la ley y pudo, por consiguien- 
te, tener el D. Emilio otorgado testamento, y querer, sin embargo, hacer 
otro distinto en aquellos supremos momentos próximos á la' muerte. 

¡Que ee buscó á un Notario para que el propósito de testar del difunto 
ee realizase! asi lo afirma el Sr. Canido, y sobre ello argumenta Ja acusa- 
ción. ¿Y bien? Pero distimgamos; una cosa es que se bugcara el Notario y 
otra que se hiciera por encargo del Sr. Carranza. Más aún, en la hipótesis 
de que dicho funcionario lo requiriese el difunto expresamente, vuelvo 4 
preguntar: ¿Arguye esto algo en contra de la existencia del testamento oló- 
grafo? d 
Y vamos á lo de las creencias religiosas del Sr. Carranza. Los sufragios 
para su alma son los qre más revelan la falsedad al Sr. Canido, y exclama 
el Sr. Fiecal: «eso no podía decirlo el Sr. Carranza por sus convicciones. 
No le conocía el falsificador » Pues entónces no acusar á Gabina, ni á Ju- 
lián, ni 4 Trujillo, porque para éstos no podía ser un secreto la irreligiosi- 
dad de Carranza. ¿Ellos, tan íntimos, cómo habían de poner cláusula tan 
sospechora en el testamento? Pero es que la realidad no conforma con esa 
afirmación de que el D. Emilio era irreligioso. A los datos y antecedentes 
que mi amigo el Sr. Botella adujo ayer, voy á añadir otros que obran en el 
mismo proceso. 

Se dice que el Sr. Cria era sumamente afecto á los libre raciona- 
listas, y, sin embargo, en el inventario de lo hallado en su casa no aparece 
beuno: en cambio, sí la Vida de Fray Bartolomé de Carranza y la de San José | 
de Calasanz, en la que acaso se inspiró para proteger, como lo hizo, al testi- 
go Jiménez, prestándole la cantidad que necesitó para poner un colegio y 
perdonándole los intereses, sin estimulo alguno, y Dios y el hombre, de don 
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_Eugenio García Ruiz, obra escrita antes de la ondin de Septiembre, y 
con la que se propuso su autor combatir la tendencia de aquellos liberales 
que estimaban que la libertad politica era incompatible con la hermosa 
idea de un Dios que todo lo preside, ordena y regula. 

Como se ve, los libros racionalistas no aparecen por ningún lado, y en 
cambio asimismo, en el propio inventario, se habla de una imagen de la 
Concepción, simbolo esencialmente católico. | 

Pero hay más datos para formar juicio en tan espinosa materia. Al 
folio 134, se ve una carta de Carranza fechada en Puerto Rico å 26 de Abril | 
de 1870, y en ella se lee: «.....y si Dios me da salud, algún día me indemni- 
»zaré en tu compañia y la de los demás amigos de los malos ratos.» Asi- 
mismo, al folio 139, aparece otra carta del Sr. Carranza, fecha 9 de Febre- 
ro de 1873, y en ella se lee: «.....el Intendente de esta isla, que Dios con- 
»funda, me nombró..... Quiera Dios que nunca te abandone.....» (se refiere 
á la vida tranquila). Como se ve por estos irrecusables textos, el Sr. Ca- 
rranza invocaba con frecuencia e. “augusto nombre de Dios, y dada su ilus- 
tración y su seriedad, tan ensalzada por el Sr. Canido, no es de creer lo 
hiciera en vano ni que representase el papel del personaje de El monaguillo, 
que á cada paso exclama: ¡Porque yo, gracias á Dios, soy ateo! (Risas). 

Kn resumen: véase cómo la prevención del Sr. Canido, agrandada por 
la chismografía de trastienda de ultramarinos y de mesas de taberna y de 
café, adobada por la codicia de los curiales Sos y Pasamontes, concluye 
por donde había de concluir— 4 tales origenes tamaños fines!—-por una 
querella para salvar los intereses, como ha dicho franca y paladinamente el 
ilustrado querellante. Y ya en el camino de la querella sin querellados, 
tan temido y meditado por el Sr. Fresneda, el prejuicio hace lo demás, y 
surgen Jas falsedades y los reos. ¡Es la historia de todos los procesos, pro- 
ducidos por el error de la virtud y por el crimen de los hombres de bien, desde 
Jesucristo hasta nuestros días.....) 

Señor, fuerza es concluir, y ya no he de ocuparme de los demás cargos 
lanzados por las acusaciones, porque el Sr. Botella lo hizo ayer con gran 
acierto, y mi empeño, que creo haber alcanzado, era y ha sido no repetir 
nada; por otra parte, como sería imposible continuar en el uso de la pala- 
bra, pues mis fuerzas se van agotando por momentos y la fatiga implaca- 
ble, subiendo cada instante á oleadas á mi garganta, me recuerda que aún 
estoy convaleciente; pero antes de terminar necesito acudir en defensa del 
testimonio de Juan González López y de Juana Blas Domingo López, que 
han asistido al juicio y han declarado que el día en que murió el Sr. Ca- 
rranza enfermó la mujer de mi defendido, y que con motivo de cuidarla, y 
por haber caido á su vez enfermo Julián Bascuñana, éste no salió de su 
casa desde el 19 hasta el 30 de Enero. Contra esos testigos no existe tacha 
que aminore el valor de sus dichos, y repreguntados , como lo fueron, die- 
ron á sus afirmaciones la razón de ellas y todo el colerido de la verdad. 
Por consiguiente, si desde el 19 hasta el 30 de Enero, mi defendido no salió 
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de su casa, y la mayor parte de ese tiempo estuvo enfermo, no es racional 
auponerle autor de la falsificación, caso de que ésta exista, pues ella habría 
exigido conferencias, reuniones, y el hecho material sobre todo. 

El Sr. Fiscal opone á todo esto que si Julián estuvo enfermo del 25 al 
30 de Enero, y que por tanto, del 19 al 24, pudo haber falsificado el testa- 
mentos. ¡Pudo haberle falsificado!..... Pero esa es una suposición, y por su- 
puestos que å placer y 4 capricho puedan establecerse no es posible for- 
mular una acusación tan grave como la que pesa sobre mi defendido. Haría 
falta probar que del 19 al 24 ee realizó la falsificación, y esto, lejos de estar 
probado, resulta inverosímil, porque si el 19 fué la muerte del Sr. Carran- 
za, y harta el 24 no se dictó el primer proveído del Juzgado del Hospicio, 
y á partir de esta fecha es cuando las acusaciones emplezan á ver el con- 
cierto punible de los procesados, constituye un absurdo el suponer que del 
-19 al 24 verificó la falsificación Julián Bascuñana, cuando aún estaba ca- 
liente el cadáver de D. Emilio Carranza. 

Señor, Jas exageraciones de la acusación traen errores tan da como 
éste. 

Y voy á concluir. De la calificación nada he de decir. 

Llego å este punto sin fuerzas físicas y ansio la terminación de mi ca- 
mino. Pero aun así, tampoco habia de discutirla, sin que por ello deje de 
hacer constar, que me parece más ajustado á derecho, en lo que se refiere á 
Julián Bascuñana, la calificación del querellante, que la del Sr. Fiscal. 

Mas repito que yo no dircuto eso, ni aut en hipótesis. A lo que vengo, 
«veng»; y mi derecho no transige ni vacila. Al inocente, la absolución. No 
regateo; un día de privación de libertad, sería injusto, y yo vengo por lo 
justo. Y como tengo fe en el triunfo de la verdad y de la justicia, y como 
estoy convencido de la inocencia de mi defendido, espero tranquilo la hora 
en que el Tribunal Supremo nos demuestre 4 todos que no han sido impo- 
tentes ni estériles las voces que aquí re han levantado en defensa de la 
verdad y de la justicia.—(Muy bien, muy bien —Murmullos de aprobación). 


- DON EDUARDO DATO IRADIER | 


NOTAS BIOGRAFICAS 


En D. Eduardo Dato, como en la mayoria de las figuras que componen 
esta galería de siluetas de nuestro Foro, reúnense las dos cualidades de ju- 
. riecousulto y de político. Orador parlamentario á la vez que forense, su ha- 
bilidad se muestra por igual en la polémica y en el alegato, y nosotros lo 
hemos visto tan acertado y persuasivo en el banco azul del Parlamento, 
como en el rojo estrado de las Salas de Justicia. 

La personalidad del joven ex Ministro conservador, no quedaria verda- 
deramente integrada, si atendiéramos sólo á su aspecto jurídico. D. Eduar- 
do Dato Iradier, nacido en la Coruña en 12 de Agosto de 1856, es á la vez 
de jurisperito, legislador; es decir, su actividad, consagrada como Letrado 
en ejercicio, á aplicar la ley, á interpretarla, á desentrañar su sentido, in- 
terviene también en estos últimos años, en la formación de nuestro Dere- 
cho novisimo; siendo de advertir, que al hacer esta consideración, no nos 
referimos á esa labor del Diputado anónimo, que toma un número en los 
escaños del Congreso y contribuye á la elaboración de las leyes por virtud 

de una especie de sedimentación legislativa, con la equivalencia matemá- 
- tica de una unidad, la del voto; sino á la intervención de concepto, de es- 
piritu, llevando al articulado de las leyes, un reflejo intenso del propio cri- 
terio y de la personal tendencia jurídica. Buena prueba de esta afirmación, 
es, la actual legislación del trabajo, cuya iniciativa, promulgación y gloria, 
corresponden en gran parte al Sr. Dato, y cuya transcendencia y alcance 
son bien notorios, así como la reorganización de la beneficencia general y 
particular, debida también 4 su iniciativa. 

Nuestro biografiado cursó la facultad de Derecho en' la Universidad 
Central, terminando la carrera en el mes de Noviembre de 1875. De estu- 


474 FORO HISPANO- AMERICANO 


diante, escribió estimables trabajos iuridicos, publicando al año siguiente 
de su ligenciatura, en nuestra REVISTA DE LOS TRIBUNALES, una conciensu- 
da «Historia de la abogacía» y otros trabajos notables; desde 1877 tiene 
despacho en Madrid, siendo por tanto un verdadero veterano en el oficio. 
Formó parte por primera vez del Congreso de los Diputados en 1884, elegi- 
do por el distrito de Murias de Paredes (León), cuyos electores le reeligie - 
ron de nuevo en los años 1891, 1893 y en las elecciones siguientes; afiliado 
al partido conservador que dirigía Cánovas, se apartó de éste para seguirá 
Silvela en su peregrinación disidente, desempeñando la cartera de Gober- 
nación, por todo el tiempo que estuvo en el poder la Unión conservadora. 
En 1887 formó parte de la Junta de gobierno del Colegio de Abogados de 
Madrid; ha sido en el periodo de 1890 á 1894 Vicepresidente tercero de la 
Real Academia Matritense de Jurisprudencia y Legislación, que antes le 
había nombrado Académico profesor, y ha publicado algunos estudios pro- 
fesionales y articulos de Hacienda; figuró antes de 1890 como ponente de 
importantes temas de Derecho en los Congresos juridicos de Madrid y Bar- 
celona, tomando parte en las deliberaciones del celebrado en la primera de 
dichas poblaciones; en Febrero de 1899 fué Vocal de la Junta provincial de 
Beneficencia, y en 1892 Subsecretario de Gobernación bajo el mando de 
D. Antonio Cánovas. 

El bufete de D. Eduardo Dato Iradier es hoy (1902) negociado de plei- 
tos grandes, de pleitos importantes y uno de los que más provecho rinde 
en Madrid. 

La laboriosidad de su director, su competencia, su larga práctica y 8u 
eminente posición social, son garantia á la par que atractivo de negocios de 
alta cuantía. 

Ha intervenido en causas y pleitos ruidosos, tales como Jas: defensas de 
la Duquesa de Castro-Enriquez y el Juez Sr. Rodriguez Zapata, en la céle- ' 
bre causa del testamento ológrafo. 

El Sr. Dato no tiene la costumbre de imprimir sus informes, y si trans- 
cribimos el que pronunció en defensa del Sr. Zapata, ante el Tribunal Su- 
premo, es debido á la circunstancia de que el propio defendido, en prueba 
de agradecimiento y con el ansia legitima de la propia vindicación, hizo 
por su cuenta una edición del notable discurso. 

En resumen: el Sr. Dato es un Abogado eminente, hombre de gran cul- 
tura y extrema laboriosidad, cuyas condicfones de inteligencia y de carác- 
ter, han sido ayudadas siempre por la suerte. 

Dicese que la Fortuna es loca, pero..... ¿qué cosa más parecida á la Jus- 
ticia, cuando favorece merecimientos positivos? 

He aquí algunos trozos del aludido trabajo. 
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DEFENSA DE D. JOSÉ RODRÍGUEZ ZAPATA 


Enferme pronunciado ante la Sala 9.* del Tribunal Supreme 
en les dias 89 y 88 de Junio de 1895. 


, | 

Señor: El Abogado defensor de D. José Rodríguez Zapata solicita y es- 
pera de Ja rectitud del Tribunal la absolución de su patrocinado, con toda 
clase de pronunciamientos favorables á su buena reputación y fama. $ 

No lo digo por baja é interesada lisonja , sino rindiendo sincero y entu- 
siasta tributo á los dignisimos Sres. Magistrados que se sientan bajo ese 
augusto dosel: mi confianza en su rectitud, en sn ilustración y en la abso-- 
luta independencia de su juicio es tan grande, que veo con perfecta tran- 
quilidad pendiente de su fallo el honor yla libertad, y con ellos la vida del 
dignisimo y antiguo Magistrado Sr. Rodriguez Zapata. 

Si la celumnia ha hecho presa, Señor, en la toga de un digno Magistrado; 
si ante una muchedumbre inconsciente, desconocedora de los complicados 
aspectos de este singularísimo proceso, puede quizá aparecer como presunto 
culpable el Sr. Rodríguez Zapata; y si para mayor desgracia, el Ministerio: 
fiscal, por una mal entendida consecuencia con los errores fundamentales 
que guiaron sus primeros pasos en este proceso, viene á pedir que se im- 
. ponga 4 mi defendido, entre otras penas, la de dieciocho años de cadena, 
aún tiene remedio tanto mal, porque sobre la inocencia del Sr. Rodríguez 
Zapata, que me propongo demostrar aquí con la claridad de la luz meridia- 
na, ha de recaer el fallo inapelable de este Supremo Tribunal. 

Sabe bien la Sala que jamás la justicia humana se acerca y se parece 
tanto á la justicia divina, como cuando al cumplir sus estrechos y delica- 
disimos deberes expone 4 los Jueces 4 la difamación y á la calumnia. ¡Ah, 
señores, entonces se comprende todo lo que hay de augusto, todo lo que hay 
de sublime en la nobilisima misión que la sociedad os confia! 

Yo he de empezar declarando que no tenía el honor de conocer y tratar 
como amigo al Sr. Rodríguez Zapata, cuando éste, por inmerecida confianza, 
arrojó sobre mis débiles hombros la tarea de defenderle ante el Tribunal 
Supremo en este célebre proceso. Tenía yo con el Sr. Rodriguez Zapata 
aquella relación de cortesía y de respeto que guardamos los Abogados que 
ejercemos esta profesión en Madrid, con los Jueces de primera instancia y 
con los demás Tribunales de la Corte; había visto sentencias del Sr. Rodri- 
guez Zapata en asuntos dirigidos. por esta defensa, resueltos unas veces en 
sentido favorable y otras en sentido adverso á las pretensiones por mi for- 
muladas, pero siempre con un criterio severo 6 imparcial y revelando una 
instrucción poco común; y tenía, además, conocimiento de los honrosisimos 
antecedentes de tan digno Magistrado. Necesitaba, por consiguiente, haber 
perdido de vista esos antecedentes honrosisimos para haber abrigado alguna . 
duda, alguna sospecha en cuanto á su culpabilidad. 
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Mas como me encargaba yo de su defensa cuando este Supremo Tribunal 
dictaba un auto de procesamiento, después que el Ministerio público habla 
considerado que existían motivos bastante poderosos para proceder nada 
«menos, que contra el Juez decáno de Madrid, la duda aparecía casi justif- 
cada. ' 

El Sr. Rodriguez Zapata tuvo primero noticia por los periódicos de que 
se había dictado su procesamiento; la noticia re confirmó más tarde cuando 
‘el Juez especial, el dignisimo Magistrado en quien este Supremo Tribunal 
delegó sus facultades para la instrucción del sumario, le pidió declaración, 
Después de prestarla se enteró, también por las periódicos, de que se iba å 
“decretar su prisión. : 

Sobró, pues, tiempo al Sr. Rodriguez Zapata para ponerse á salvo de 
estas persecuciones de la Justicia, que, créalo el Tribunal, aun siendo no- 
toriamente injustas, justifican en ocasiones la fuga de la persona inocente 
que, por errores de que no están exentos los Tribunales, se ve amenazada 
con la cárcel; pues no á todos puede exigirre la fortaleza necesaria para 
sufrir una prisión injustificada, ya que no cabe desconocer que, desgracia- 
damente, no siempre la inocencia ha logrado salir triunfante en los Tribu. 

- nales de Justicia. El Sr. Rodríguez Zapata, no obstante haber podido po- 
-nerse å cubierto de esas persecuciones de que el error le hizo víctima, se 
conetituyó espontáneamente en Ja cárcel cuando supo, por persona de su 
familia, que habia ido 4 buscarle á su casa con el mandamiento de prisión 
uno de los alguaciles del Juzgado instructor. y 

¿Era posible dudar desde aquel momento de la inocencia de mi defendi- 
do? ¿Era raciona! suponer que la persona que durante mas de treinta afios 
ha venido ocupándose con labor diaria en el esclarecimiento de los hechos 
criminales, y que sabe por propia y bien contrastada experiencia, la facili- 
dad con que se descubren aquellos delitos, en los cuales el número de reos 
es considerable, se constituyera espontáneamente en la cárcel siendo cri- 
minal? En la cárcel estaban presos por el delito que aquí se persigue, nada 
menos que siete supuestos coautores; sabia el Sr. Rodriguez Zapata, que esas 
personas, de un momento á otro, podían declarar ante el Juez la comisión 
del delito y señalar concretamente la participación que en los hechos pe- 
nables correspondiese al Sr. Zapata mismo; y, sin embargo, el Sr. Zapata 

“ge presenta espontáneamente en la prisión. Desde entonces, ¿podía rospe- 
char esta defensa, si antes hubtera inferido semejante injuria al Sr, Rodri: 
guez Zapata, que éste tuviese la menor intervención en el hecho que se persi- 
gue? Ahora bien, Excelentísimo Señor: este hecho con toda su importancia, 
este hecho que para cualquier observador imparcial justifica d prior la 
¡inocencia absoluta del Sr. Rodríguez Zapata, ha pasado inadvertido para el 
‘dignisimo representante del Ministerio público; ni siquiera le ha dedicado 
una sola palabra: conoce el hecho, Jo ha visto comprobado, sabe que es 
-exacto cuanto estoy diciendo, sabe que aquella detención fué injusta, por- 
que injusta la declaró este mismo Supremo Tribunal, y ni una palabra ha 
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creído de su deber decir A la Sala respecto de este importantisimo. extremo; 
y es que el Sr. Fiscal de S. M. se halla totalmente apasionado, por desgra- 
cia nuestra, en este asunto; se aleja de la resultancia del proceso, se aleja - 
de los preceptos de la lógica y aun dde los preceptos: de nuestro Derecho po- 
sitivo. (El.Sr. Presidente agita la campanilla). 

Hablo, Señor, en términos de defensa, sin ánimo dencravias en lo más 
mínimo å la dignisima representación del Ministerio fiscal, que tanto con-: 
tribuye con sue talentos al brilla y esplendor del ilustre Cuerpo á que per- 
tenece. 

No se me oeulta que en la ocasión presente «e halla el Ministerio fiscal 
representado por una persona de excepcionales méritos, de larga y honrosa 
historia; por ezo precisamente lamento más su apasionamiento y sus 
errores. : 

Acontécele al Sr. Fiscal que, 4 medida que se sles de las pruebas y de 
las reglas de la hermenéutica legal y de la lógica, cree que somos nosotros 
los que por pasión de la defensa nos vamos distanciando de unas y de otras; 
le ocurre Jo nrismo que al que sale en una nave del puerto: el puerto va des- 
apareciendo, Ja población se aleja, la costa huye, y, sin embargo, lo único 
que se mueve es el barco. Sólo asl se pueden explicar los errores importan- 
tísimos que en orden á los hechos y en orden al Derecho, han Hegado 4 
ofnscar la clarísima inteligencia del Ministerio público. 

¡La ley de Dios, que prohibe Jos juicios temerarios, no es sólo, Sr. Fis- 
cal, una ley de caridad, sino una ley de prudencia, una ley de lógica, una 
ley de derecho penal! Establécese como principio inconcuso de nuestro De- 
recho penal, el de que toda persona es inocente mientras no ae pruebe lo 
contrario; y, sin embargo, para el Ministerio fiscal todos son criminales 
mientras no se pruebe su inocencia. Sólo así, viniendo sugestionado por 
estos prejuicios, contra toda:su voluntad, contra todo su deseo y contra toda 
su buena fe, que no puede ser mayor la del Sr. Fiscal, sólo así, viniendo 
cun estos prejuicios, se ha podido prescindir en absoluto, omitiéndolos por 
completo, de los antecedentes del Sr. Rodríguez Zapata, que están unidos 4 
la causa. Ni del expediente remitido por el Ministerio de Gracia y Justicia 
á este Supremo Tribunal, ni de los informes que & instancia nuestra han 
emitido los Presidentes de aquellas Audiencias en cuyos territorios ejerció 
cargos el Sr. Rodríguez Zapata, se ha hecho mención alguna. ¡Ni una pala- 
bra, Sr. Fiscal de 9. M., sobre estos antecedentes; ni' una palabra para de- 
cirnos quién era el Sr. Rodríguez Zapata á la sazón en que ejecutó esos - 
actos que å S. 8. le parecen crímenes! 

Yo no he de fatigar la atención de la Sala con la lectura de esos antece- 
dentes, porque sé que la Sala no dejará de examinarlos. Pero si diré que un - 
ilustrado integérrimo individuo de este Tribunal, que era en 1886 Presi- 
dente de la Audiencia de Madrid, dirigió al Ministerio de Gracia y Justicia 
una comunicación enalteciendo los méritos y los servicios especiales presta- 
dos por el Sr. Rodríguez Zapata como Juez de Madrid. Y el mismo Presi- 
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dente de la Audiencia de esta Corte, ese digno funcionario que habló al 
Sr. Rodriguez Zapata para evitar, según se dice, que apresuradamente se 
entregase una herencia á las personas á quienes no correspondia por legiti- 
mo derecho; el Presidente de la Audiencia de Madrid, informando á instan- 
cia nuestra, decia 4 este Supremo Tribunal, después de transcribir los in- 
formes de la Sala: «Por lo que á mi respecta, cúmpleme significar que, 
>durante el largo tiempo que me hallo al frente de esta Audiencia, no he 
stenido motivo para juzgar mal del Sr. Rodriguez Zapata, como Juez de 
»primera instancia de esta Corte, creyéndole digno y celoso, sin que haya 
»podido recoger elementos y datos que justifiquen de un modo concreto ni 
»determinado cualquier reticencia ó rumor» (fije el dignisimo representan- 
te del Ministerie fiscal eu atención en estas palabras) «cualquier reticencia 
26 rumor de los que en cargos tan difíciles y espinosos como los que ha des- 
>»empeñado suelen lanzar el interés particular lastimado ó la pasión mal 
>contenida.» 

Nótese que, con conocimiento exacto de los hechos, en que el Sr. Pre- 
sidente de la Audiencia había tenido personal intervención dentro de este 
sumario; con posterioridad á esos hechos y á esa intervención, el Sr. Presi- 
` dente de la Audiencia informa, puesta la mano sobre su conciencia, di- 
ciéndole á la Sala que no ha logrado comprobar ninguna de esas reticencias 
que la calumnia fácilmente lanza contra los que están diariamente, por 
razón de su oficio, decidiendo litigios importantes, en los que se ventilan 
cuantiosisimos interesen. 

Para el Ministerio fiscal, los servicios prestados por el Sr. Rodríguez 
Zapata desde el mes de Abril de 1861, sin interrupción alguna, hasta que 
- fué suspenso en sus funciones de Juez decano de Madrid, no han tenido ni 
el menor interés; á ellos no ha hecho la más ligera referencia. ¿Es esto pro- 
ceder sin apasionamiento? ¿No es natural suponer que el Ministerio fiscal, 
al estudiar este proceso, lo hace ya con prejuicios creados por causas, por 
motivos que todos lamentamos, pero creados y esparcidos en este negocio 
como en ningún otro? 

Yo no voy á dirigir ataque alguno á la prensa periódica de nuestro país; 
he recibido de esa prensa pruebas tan señaladas como inmerecidas de su 
benevolencia, y no correspondería á ella viniendo aquí á dirigirla ataques, 
que no pueden brotar de mis labios, porque no nacen de mi corazón; pero 
¿quién duda que la prensa, como institución humana, no está exenta de 
errores, ni de pecados, ni aun de delitos? Y ¿quién duda que la prensa pe- 
riódica, con el mejor deseo de información, con la mejor buena fe en el 
cumplimiento de lo que son sus profesionales deberes, recoge, en los co- 
mienzos de un sumario, las noticias tan vagas, tan indeterminadas, tan 
confusas como en esos primeros momentos se presentan, y, á impulsos de 
ese natural deseo de información, las va transmitiendo á sus lectores; y 
que esa vaguedad, que esa confusión de las noticias adquiridas en los pri- 
meros momentos suele producir á veces errores con loa que se va extravian- 
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do la opinióh pública? Cierto que esa misma prensa, cuando llega el juicio 
oral, da cuenta de sus sesiones, sin pasión ninguna, acogiendo lo mismo las 
noticias favorables que las adversas á los procesados, y ajustándose en todo 
á la verdad, y que cualquier error en que haya incurrido la prensa ella 
miema lo subsana, pero con esto no se evitan los prejuicios de los comien- 
zos de un sumario, aunque re atenúen, en lo posible, sus efectos. 

Concretando ahora Ja cuestión al proceso formado sobre la falsedad real 
ó supuesta del testamento de D. Emilio Carranza, ¿qué queda ya de aquel 
inmediato reparto de cien mil duros que iba á acordar el Juez Sr. Rodri- 
guez Zapata entre esos procesados? ¿Qué queda de aquella declaración, ca- 
lificada de falsa, sobre el hecho de haberse encontrado el testamento del 
Sr. Carranza en la mesa que está á la vista del Tribunal, y haberse abierto 
el cajón correspondiente con una badila, cosa que luego se había demostra- 
do, por peritos y testigus, que no era exacta y que no era posible? ¿Qué 
queda de aquellas dectaraciones de los famosos tenderos, en las que asegu- 
raban que el testamento lo estaba arreglando un curial llamado Rodríguez 
Zapata? Todo re ha desvanecido: los hechos han venido 4 demostrar que 
todo eso era falso, y ln prensa misma, que los acogió, ha sido la que ha ido 
trasladando fielmente á sus columnas las pruebas de la falsedad de aquellos 
cargos sumariales; y sin embargo, esas noticias incompletas que el interés 
particular puede explicaros—porque al fin y al cabo ce trata en este suma. 
rio de una cuestión de céntimos—esas noticias (en lo que hace y se re- 
fiere 4 la intervención que el Sr. Rodriguez Zapata tuviese) pudieron dar 
origen, y lo dieron, á prejuicios sumamente desfavorables para mi defendi- 
do. Y «quizá el dignísimo representante del Ministerio fiscal no ha podido : 
todavía sustraerse á esos prejuicios. Pero el Sr. Rodriguez Zapata tenia con- 
fianza absoluta en su inoeencia, y una fe tan absoluta como esa confianza 
en la rectitud del Tribunal, y no re atemorizó. 

Vió que era preciso pasar por el bochorno de la prisión para llegar á 
este momento, y por ese bochorno pasó, prefiriendo entrar en la cárcel 
para estar entre los mismos presos á quienes él habia mandado allí én cum- 
plimiento de su deber, sirviéndole de carceleros los que habían sido subor- 
dinados suyos, á echar por el lodo el sagrado apellido de sus padres. 

` Además de meditar el Ministerio público sobre los antecedentes honro., 
sisimos del Sr. Rodriguez Zapata y sobre su conducta después de haberse 
decretado el procesamiento, ha debido hacer lo que es la primera labor del 
entendimiento cuando se va á estudiar un proceso: el examen de la posibi- 
lidad. Hay cosas que fisicamente son posibles, y que, sin embargo, metafi- 
sicamente son imposibles, son absurdas; á estos imposibles metafísicos, 
que calificaba el gran Balmes de imposibles de sentido común, pertenece la 
hipótesis de que un Juez decano de Madrid se haya puesto en comunica- 
ción con una criada de servicio, con su hermano, con un estudiante de Ve- 
terinaria y con personas de condición tan humilde como esas, para repar- 
tirse, de común concierto, la miserable fortuna del Sr. Carranza. 
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Eso, Sr. Fiscal, es un imposible de sentido común que: ha debido 
S. S. examinar antes de venir aqui á lanzar una acusación tan tremenda 
contra el Sr. Rodriguez Zapata (El Sr. Presidente agita la campanilla), que 
no toma más fuerza que la que le presta el venir de labios del Ministerio 
fiscal. 

¡Las más grandes fnteligenciaa, Señor, padecen á veces, por diversidad 
de causas, lamentables ofuscaciones; y en este caso nos encontramos con 
relación al Sr. Fiscal de S. M.! 

El sare ae ida mental ‘ake se digo Goni el dignisimo Juez de Ma- 
drid Sr. Rodríguez Zapata, es el de que con su tardanza dió once días para 
constituirse... (El Sr. Fiscal de S. M. hace signos negativos). Sí, Sr. Fiscal; con 
la tardanza de once días, así lo ha dicho ese Ministerio público, de palabra y 
por escrito (aunque luego ha subsanado este concepto en la forma que ya 
expresaré, y yo celebro que proteste de sus afirmaciones), la tardanza de 
once días había dado lugar á que se falgificane el testamento, atribuyéndo- 
sele á D. Emilio Carranza. 

El art. 430 de la Ley de Enjuiciamiento civil dispone, como sobrada- 
mente sabe la Sala, que todos los negocios civiles, así de la jurisdicción con- 
tenciosa como de la voluntaria, serán repartidos entre los Juzgados de pri- 
mera instancia cuando haya más de uno en la población, y en todo caso en- 
tre las diversas Escribanias de cada Juzgado. «El 431, 6 sea el siguiente, 
. prohibe á los Jueces conocer de asuntos cuyo repartimiento no les haya co- 
rrespondido; pero el 432 dice (leyó): «No obstante lo dispuesto en los artícu- 
los anteriores, las primeras diligencias en los embargos preventivos, re- 
tractos, interdictos de obra nueva y de obra ruinosa, depósito de personas y 
cualesquiera otras que á juicio del Juez, fuesen de índole tan perentoria y 
urgente que su dilación dé motivo fundado para temer que se irroguen irre: 
parables perjuicios á los interesados, podrán acordarse y llevarse"á efecto 
por cualquiera de los Jueces y Escribanía ante quienes se solicite. En estos 
casos, luego que se practique la diligencia urgente, se pasará el negocio al 
repartimiento, sin que esto pueda dilatarse por más de tres días.» Es decir, 
que si el Sr. Canido consideraba diligencia urgente la constitución de un 
Juez de primera instancia en el domicilio del Sr. Carranza, debió llevar ese 
escrito 4 cualquiera de los Jueces de Madrid, á todas partes menos al repar- 
timiento; porque con el repartimiento lo sometía 4 la dilación forzosa del re- 
parto mismo, y demostraba, con el hecho de Jlevarlo allí, que no se trataba 
de ninguna diligencia de carácter urgentisimo, porque de éstas no conocen 
jamás los Jueces de primera instancia por virtud de repartimiento, sino por 
escritos que fuera de reparto se presentan ante ellos en uso del derecho que 
reconoce la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Pero el asunto fué al repartimiento; se repartió, EEEE E en tur- 
no (en mal hora para él) al Sr. Rodriguez Zapata, que desempeñaba el Juz: 
gado del Hospicio, y fué el asunto 4 donde van los asuntos repartidos, 4 la 
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Secretaria del Juzgado de priméra instancia, y Secretario de este Juzgado lo 
es dignamente el Sr. Marrodán. Se repartió el día 22 de Enero entre los Es 

cribanos: el día 23 era festivo, y el dia 24, ó sea el primer día hábil, el ac 
tuario Fazzivi se presentó á dar cuenta á su Juez de aquel asunto que, por 
repartimiento, le había correspondido; y la primera providencia que dicta 
el Juez er la del 24, en el momento mismo que se le da cuenta del asunto; 
la providencia ordenada en la Ley, Sr. Fiscal, especialmente ordenada, por 
fortuna, en la Ley de Enjuiciamiento civil, la providencia de que se ratifi- 
case en el escrito la persona que lo suscribía. 

Y aquí otro cargo que jamás pudimos pensar que viniera del Ministerio 
fiscal: era ratificación, dice, era innecesaria, porque-se trataba de una dili- 
gencia urgentisima. ! 

¡Innecesaria una ratificación, Señor, cuando se trata de la autenticidad de 
un escrito que no va autorizado con firmas de Procurador y Abogado! Pues 
qué, ¿tienen los actuarios de Madrid la obligación legal de conocer las fr 
mas de todos los vecinos de Madrid que pueden acudir ante ellos pidiendo 
justicia? Keo es un absurdo. En las Escribanias de los Juzgados se conocen 
las firmas de los Procuradores y Abogados; pero cualquiera podria acudir 
pidiendo las medidas más graves á nombre de una persona y firmando otra 
á su ruego, 6 firmando con letra supuesta de esa persona, y ¡medrados esta- 
ríamos si los derechos de los ciudadanos españoles estuvieran tan á cubier 
to de cualquier sorpresa que bastase un anónimo (que anónima es la denun 
cia del parte antes de la ratificación, y anónimo es para Jos Jueces el de- 
nunciante antes de ratificarse), que bastase eso para perturbar á los ciuda 
danos en el uso y disfrute tranquilo de sus derechos! 

Esa es la razón legal de la ratificación, é increíble parece que tenga 
esta defensa necesidad de ocuparse en cosas tan elementales. Ese es el fun- 
damento de la ratificación que se exige siempre por todos los Tribunales de 
España) cuando los escritos no llevan la firma de Abogado y Procurador. 

¿Qué había de hacer el Sr. Zapata? ¿Omitir la ratificación? 

El Sr. Fiscal olvida que las cuestiones son como los horizontes: varian 
en su aspecto según el punto de vista desde donde se examinen, y cuando 
dirige cargos al Sr. Rodriguez Zapata porque en las diligencias de protoco- 
lización del testamento caminaba á marchas forzadas, por senderos torcidos, 
por veredas y atajos para llegar cuanto antes al auto que se llama de repar- 
lo de la herencia—luego veremos lo que es—al auto de protocolización; 
cuando eso cree el Ministerio fiscal; cuando va persiguiendo al Sr. Rodri 
guez Zapata en eras marchas forzadas, ¿cómo no se -detiene ante tres ratifi- 
caciones exigidas, una al Sr. Canido y dos á Gabina Bascuñana, en esas di- 
ligencias de protocolización del testamento? 

El Sr. Rodríguez Zapata tuvo por primera vez noticia de este asunto 
el día 24 de Enero, y ese mismo día 24 acordó la ratificación de Gabina 
Bascuñana, que aparecía firmante del escrito. Cuenta es luego del actuario 
Sr. Fazzini, cuya absolución justamente habéis pretendido las dos acusa- 
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ciones; cuenta es luego del digno actuario Sr. Fazzini, la notificación 4 Ga- 
bina Bascuñana y la presentación de ésta para ratificarse, ó ¿le hacéis tam- 
bién responsable al Sr. Rodríguez Zapata de esto? ¿Pretendéis que rerpon- ` 
dan los Jueces de Madrid de la ejecución y cumplimiento de sus proveidos? 
¿Queréis que se constituyan con el actuario å hacer las citaciones, no obs- 

tante los asuntos abrumadores que ocupan y preocupan constantemente su 
atención? 

El Juez se constituyó en la casa mortuoria en el primer momento en que 
pudo constituirse. Pero gbastaria, excelentísimo señor, probar que hubo tar- 
danza? ¿No seria menester probar, además, que la tardanza fué maliciosa? 
Pues qué, sin animus nocendi, sin la acción ú omisión voluntaria, ¿existe de- 
lito con relación al Sr. Rodríguez Zapata, ni con relación á ningún ciuda- 
dano? ¿Cómo habia de ser intencional? ¿Cómo había de estar relacionada la 
supuesta tardanza con la aparición del testamento, si tenemos por medio 
para justificar las cosas, para probar cumplidamente la inocencia del señor 
Zapata, la intervención del Sr. Sancho el día 27 de Enero buscando la Ke- 
cribania, poniendo á Gabina en relación con el Sr. Fazzini y gestionando la 
pronta ratificación de la criada, nada de lo cual hubiese ocurrido si el día 27 
de Enero hubiera tenido Gabina Bascuñana relación de conocimiento con el 
Juez que tramitaba el ab intestato? 

Y ¿qué diré ahora, á propósito de este cargo tan infundado, de los testi- 
gos Montes y Custañeda? Yo no cumpliría con mi deber si, ante todo, no 
formulase la pretensión que expresamente deduzco para que se consigne en 
el acta y sea objeto de declaración en la sentencia de la Sala, que se me re- 
serve el derecho de proceder contra esos testigos como presuntos reos de fal- 
so testimonio. 

Quiero que conste como particular de este informe mi pretensión, por- 
que yo veía antes asomar á los ojos que 4 los labios la mentira en los ros- 
tros de aquellos dos testigos. Cuando esta representación les requeria una y 
otra vez para que dijesen las palabras mismas que habían oido 4 Gabina 
Bascuñana respecto á la intervención en este asunto del Sr. Rodríguez Za- 
pata y la fecha en que las habían oído, decian con la mayor frescura: 

«Olmos á Gabina frecuentemente, reiteradamente, en la tienda de la 
plaza del Dos de Mayo, antes de que fuera el Juzgado al domicilio del señcr 
Carranza, asegurar que Je estaba haciendo un testamento un curial llamado 
Zapata.» | 

Hay mucha gente, por desgracia, que, después de conocer la existencia 
de un crimen, no se atreve á pedir la incoación del procedimiento judicial 
por no mezclarse en asuntos de justicia; pero no hay almas tan perversas en 
el mundo que cuando saben que se va á perpetrar un crimen ó que se está 
perpetrando y conocen á los autores, no impidan la realización del delito, 
denunciándolo á la autoridad gubernativa ó á la autoridad judicial. 

El Sr. Martinez Fresneda, con una lealtad que le honra, y esa lealtad sí 
que merece mi gratitud, cuando viene aquí á declarar como testigo de ma- 
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yor excepción, con la toga de la acusación sobre sus hombros, el Sr. Martí - 
nez Fresneda nos dice: «Montes y Castañeda se expresaron mal. Lo que á mí 
me dijeron en los comienzos de esta causa, cuando yo no tenía más hase 
para la acusación que el testimonio de esos testigos, fué que el asunto habia 
correspondido por reparto al Sr, Rodríguez Zapata.» Eso ha declarado aquí 
lealmente el Sr. Fresneda, explicando y aclarando las manifestaciones de 
-esos dos testigos. Pero eso no basta para poner á esos dos testigos á cubierto 
«del ejercicio de la acción legítima que corresponde al Sr. Zapata para resi- 
denciarlos ante los Tribunales de justicia; que no en balde se dice en un su- 
mario primero y en un plenario después, una y otra vez con repetición y con 
inaudito descaro, que hablan oído que el testamento lo estaba confeccio- 
nando el Sr. Rodriguez Zapata. 

Hay más todavía respecto 4 la supuesta tardanza del Sr. Zapata. No se 
ha querido abrir Ja ley, no se ha creído necesario abrirla antes de acusar. 

* Dice el art. 689 del Código civil: «El testamento ológrafo deberá proto- 
olizarse, presentándolo con este objeto al Juez de primera instancia del úl 
timo domicilio del testador, ó al del lugar en que éste hubiere fallecido, 
dentro de cinco años, contados desde el día del fallecimiento. Sin este requi. 
sito no será válido.» 

Si, pues, Gabina Bascuñana ó Julián Bascuñana ó cualquiera de los que, 
á juicio del Fiscal, son autores en esta causa de la falsedad, que da por 
averiguada, del testamento del Sr. Carranza, podian durante el larguísimo 
término de cinco años presentar ese testamento á los Tribunales; si no era 
necesario que la disposición testamentaria apareciese ni en el cajón de 
Ja mesa, ni nun en el domicilio del Sr. Carranza, siendo frecuente en mate- 
ria de testamentos ológrafos, como antes en materia de memorias testamen- 
tarias, que se presentasen por personas extrañas a la familia y domicilio 
del testador, ¿de dónde era precisa la tardanza del Sr. Zapata para que se 
<onfeccionase el testamento que por el largo espacio de cinco años se podía 
confeccionar? 

Resulta probado, á mi entender plenamente, que habiéndose llevado al 
repartimiento de negocios el parte de defunción de D. Emilio Carranza; 
habiéndose repartido el 24 y acordado el Juez en el mismo dia la ratificación 
de la interesada, que era la única providencia que podía dictar; habiéndo- 
se dado cuenta de la ratificación el 27, siendo festivo el 28, y hallándose 


documentalmente acreditado que se constituyó el Juzgado en’ el domicilio 


de Carranza el día 29, está lan claro como la luz que nos alumbra que no 
se perdió ni un día, ni una hora, ni un minuto en la práctica de esta dili- 
gencia, resultando además acreditado por los cargos mismos de las acusacio 
nes pública y privada, que el Sr. Rodríguez Zapata, hasta el 29 de Enero 


de 1894, día en que se constituyó en el domicilio de Carranza, no habla tenido ` 


conocimiento anterior con Gabina Bascufiana ni con ninguno de los en esta 
causa procesados, según lo acreditan la intervención de Sancho en las dili- 
gencias de 26 y 27 de Knero, y según lo acredita también el testimonio, 
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que no rechazará el Ministerio fiscal, puesto que le ha servido para solici- 
tar la absolución del actuario Sr. Fazzini. El actuario Sr. Fazzini, el depen- 
diente del Sr. Fazzini, el portero de la cafa de Carranza que asistió á la di- 
ligencia, el alguacil del Juzgado y Gabina Bascuñana unánimemente decla. 
ran que el Sr. Zapata, cuando le dijo Fazzini «aquí hay un testamento», lo 
leyó primero en voz baja, preguntó después quién era Gabina Bascuñana, y 
ésta contestó: «Una servidora de usted»; y el Juez repuso: «Pues usted es la 
heredera»; y el Sr. Rodríguez Zapata leyó entonces en alta voz el, testamen- 
to del Sr. Carranza. 

Y no hay nada, Sr. Fiscal, en contra de estos argumentos, tomados de 
los hechos mismos, por $. S, tan brillantemente expuestos. 

Voy á refutar otro cargo de los formuladas contra el Sr. Rodríguez Za- 
pata, así por el Ministerio fiscal como por la acusación privada. Uno y otra 
dicen que después de haber advertido al Juez del Hospicio, el Sr. D. Senén 
Canido, la falsedad del testamento, atribuido á D. Emilio Carranza, fué 
verdaderamente temeraria la conducta del Juez, prosiguiendo el curso 
de esas actuaciones; llegaba el Ministerio fiscal en ese apasionamiento, que 
disculpa y atenúa ya que no justifique todos sus errores, hasta decir que el 
Sr. Rodríguez Zapata, como medio más expedito y camino más llano para 
resolver las dificultades, debía haber enviado el asunto al repartimiento de 
negocios. No depende de la voluntad de un Juez remitir los asuntos á re- 
partimiento de negocios cuando por virtud del reparto está conociendo en 
ellos, ni es este medio que la ley ponga á su alcance para excusar su inter- 
vención en aquellos negocios que exijan un estudio detenido ú obliguen á 
resolver y zanjar una dificultad por grande que esta sea; pero mucho me: 
nos pueden formularse semejantes cargos después de haber oído la declara- 
ción prestada aquí pon el Sr, Canido, después de saber (el Sr. Canido lo 
decia, lo confirmaba el actuario Fazzini) que tan pronto como el Sr, Canido 
fué á preguntar al Sr. Rodríguez Zapata si era cierto que el día anterior 
habia aparecido en la casa mortuoria del Sr. Carranza un testamento con 
la firma de éste, el mismo Sr. Rodríguez Zapata le presentó el testamento 
y le dijo: «aqui está, entérese usted de él». Circunstancia que, también por 
regla de prudencia, debia servir para comprender, que si el Sr. Rodríguez 
Zapata hubiese contribuido á la faleedad de ese testamento, no habría pro 
cedido de esta manera, no hubiera empezado por exhibir al Sr. Canido el 
testamento, porque las actuaciones judiciales están, como todos sabemos, 
en las Escribanías, á disposición de las partes que en ellas intervienen, 
pero no de los que en ellas no tengan intervención. 

De manera que si el Sr. Rodríguez Zapata enseñó al Sr. Canido el testa- 
mento de Carranza, fué por una consideración personal. 

¿No vió la Sala con qué exquisito cuidado el Sr. Canido, contestando & 
preguntas de esta defensa, dijo que en esa disposición testamentaria en- 
contruba falsificado el carácter, pero que él no podía asegurar que estuviera 
falsificada Ja letra del Sr, Carranza? ¿Con qué cuidado y exactitud nos refe- 
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ria que puso al Sr. Rodriguez Zapata en antecedentes del Sr. Carranza, de 
su manera de vivir, de sus relaciones sociales, de sus parentescos, etc., et - 
cétera; pero que no llegó á hacer la declaración, la grave afirmación, de que 
el testamento fuera falso? Y ¿qué queria el Ministerio público? ¿Que los 
Jueces de primera instancia estuvieran á merced de cualquier persona ex 
traña á los autos, que sin comparecer en ellos, que sin aceptar dentro de 
ellos responsabilidades de ninguna clase, deslizaran á sus oídos noticias, 
sospechas, dudas, sobre algunos de los documentos que formagen parte in- 
tegrante de las actuaciones? ¿Es esto posible? ¿Es esto legal? ¿No ‘es esto 
«desconocer fundamentalmente los caminos por los cuales, cuando se tiene 
el convencimiento de la falsedad de un documento público ó privado, se 
interrumpe la acción civil hasta que recaiga sentencia en la causa criminal 
incoada para depurar la falsedad? ¿Podría ignorar el Sr. Canido, podría ig- 
norar mi ilustrado compañero el Sr. Fresneda, el precepto clarísimo conte- 
siido en el art. 514 de la Ley de Enjuiciamiento civil? Ya que no pueden 
ignorarlo, no cabe desconocer que lo han olvidado, y es lo más sensible: 
que sólo olvidándolo podían acusar al Sr. Rodriguez Zapata. 

Dice el art. 514: «En el caso de que sosteniendo una de las partes la 
falsedad de un documento que pueda ser de influencia en el pleito» (El 
testamento del Sr. Carranza se encontraba en ese caso) «entablare la acción cri- 
minal en descubrimiento del delito y de su autor, se suspenderá el pleito en el 
estado en que se halle, hasta que recaiga ejecutoria en la causa criminal». 

¿Es claro el texto? ¿No autorizaba ese texto, lo mismo al Sr. Canido que 
al Sr. Goñi, que á todo aquel que, á título de interesado ó ciudadano espa- 
ñol, quisiera residenciar ante Jos Tribunales la falsedad del testamento del 
Sr. Carranza para promover su querella, y tan pronto como fuera admitida— 
que la querella fácilmente se admite tratándose de delitos públicos, —llevar 
el oportuno testimonio 4 las actuaciones civiles, y decirle al Juez: «Sus- 
penda V. $. las actuaciones; ha sido admitida esta oia 

Y «i eso lo pudieron hacer durante un mes, y no lo hicieron el Sr. Canido 
como el Sr, Fresneda, ¿se quería que el Juez que conocía en las actuacio- 
nes civiles—por indicaciones más ó menos sinceras; que podían ser mali- 
ciosas, de una ú otra persona, por respetable que fuere la persona—parali- 
zase los procedimientos civiles, reconociendo á esas oficiosas manifestacio- 
nes el efecto y eficacia que sólo tienen los autos de admisión de las quere- 
llas? Esto es un desatino que no puede admitir ningún Tribunal de Espa- 
ña, ni mucho menos el más alto de los Tribunales de España, ni el señor 
Fiscal ha venido á sostener semejante absurdo, ni tampoco puede amparar- 
Jo la acusación privada; lo que hay es que uno y otra han hecho sus razo- 
aamientos y dirigido sus cargos, teniendo cerrada ia ley para no sud en 
tan sencillos preceptos. 

Constantemente se están interrumpiendo las actuaciones civiles; se in- 
terrumpen en el acto mismo, en el momento en que se presenta el testimo 
nio de haberse admitido la querella. 
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Esa ley que los acusadores habéis cerrado, y que el Sr. Zapata aplicó 
recta y correctamente, llega hasta deciros en uno de sus artículos, en el 
1.959, que el Juez debe acordar inmediatamente la citación de los testigos 
en las actuaciones, para elevar á escritura pública testamentos que no están 
otorgados dé este modo, y debe procurar,.no sólo que se les cite sin dila- 
cion, sitlo que declaren, 4 ser posible, en el mismo día en que fueren ci- 
tados. 

¿Qué hubiérais dicho si aquí bien declarado testígos y peritos en el 
mismo día en que se dictó el proveido mandando citarlos? Pues no se hnbie- 

_ra hecho más que cumplir estrictamente los preceptos de la ley; y por ha- 
berlos cumplido más lentamente y con mayor holgura acusáis, sin embargo,. 
de rapidez y de precipitación en estas diligencias que analizo. 

Otro cargo, también graviero; irrefutable, abrumador, para el Sr. Ro- 
driguez Zapata. 

E! digno Sr. Presidente de la Audiencia de Madrid, siguiendo indica- 
ciones del Sr. Martinez Fresneda, que era el defensor de una parte que 
quería litigar sobre la poresión de una herencia, llamó al Sr. Rodriguez Za- 
puta. Y, ¿que le dice el Presidente de la Audiencia al Juez del Hospicio? Lo 
que era natural dijese un funcionario tan conocedor de sus deberes como el 
Sr. Presidente de la Audiencia de Madrid: «Ha venido á hablarme el señor 
Fresneda de que tiene duda sobre la legitimidad del testamento atribuido 
al Sr. D. Emilio Carranza. Parece que hay sospechas. Tenga usted cuidado, 
dese usted por advertido». Y el Sr. Zapata contesta: «Descuide usted, señor 
Presidente, que yo no entregaré los bienes de la herencia mientras esto no 
llegue å eer indispensable, dentro del procedimiento civil y del cumplimien- 
to de mi deber». 

Y, ¿qué hace el Sr. Zapata? Dicta providencia, acordando que declaren 
tres peritos sobre la letra y firma del Sr. Carranza, cotejándolas cdn docu- 
mentos tan indubitados como eran las facturas del mismo Sr. Carranza que 
obraban en el Banco de España. ¿Era necesaria esta diligencia? De ningún 
modo. 

El Ministerio fiscal, decía: «Se ha faltado, Señor, al art. 691 del Código 
civil; ese artículo exige que sean tres testigos los que hayan de adverar la 
letra del testamento, y sólo han declarado dos. 

«Dos de esos testigos han declarado que no les ofrecía duda racional; 
pero uno no ha usado la fórmula de que no le ofrece duda racional». 

Señor Fiscal: ¿cree S. S. que hemos retrocedido á los tiempos del for-: 
maliemo del Derecho romano? ¿Cree S. S. que se necesita la material con- 
gruencia entre la pregunta y la respuesta del derecho de los Pretores? 

Pues ero, si no lo creyera persona de la ilustración de la que aqui re- 
presenta el Ministerio fiscal, lo consideraría yo un absurdo. 

Vea ahora la Sala el párrafo 2.° del art. 691 del Código civil: tA falla 
de testigos, ó si dudan los examinados, y siempre que el Juez lo estime conve- 
niente, podrá emplearse con dicho objeto el cotejo pericial de letras». 


\ 
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De manera que pudieron venir los tres testigos, y decir que dudaban, 
que no sabían si era 6 no la letra de Carranza, y el Juez había cumplido 
fielmente la ley ordenando el reconocimiento por peritos. 

Vea, pues, el Ministerio fiscal á qué quedan reducidos sus cargos. 

¿Es además, lógico y compatible con tales cargos la absolución del ac- 
tuario Sr. Fazzini, pedida por el Sr. Fiscal? ¿No fué el Sr. Fazzini quien 
dió fe de la diligencia de insaculación? ¿No fué Fazzini quien, con su fe 
pública judicial, acreditó el nombramiento, en forma legal, de los peritos ? 
¿ Y es lícito reconocer que el autor de la diligencia es inocente, como en 
efecto lo es, y pur esos mismos actos, realizados por distinta mano, venir 4 
acusar al Juez que ha sido completamente ajeno á ellos? 

Después de haber dicho tres testigos que la letra del testamento era la 
misma que el Sr. Carranza usaba, declaraban tres peritos, en el particular 
séptimo de su dictamen, que existen diferencias en la forma de las letras 
minúsculas, en el sistema de enlaces y en la altura é inclinación de la es- 
critura; pero que, á la vez, hallaban muchas semejanzas en la forma de 
las letras mayúeculas y en el aspecto general de la escritura. 

«Como síntesis de todo lo dicho, los peritos entienden que el testamen- 
to ológrafo, cuyo estudio les ha sido sometido, ha podido ser escrito por don 
Emilio Carranza, y á su juicio, puede ser tenido por legítimo». 

¿Es este un dictamen dudoso, 6 querian las acusaciones que los tres pe- 
ritos que lo suscriben hubieran caído en el absurdo en que han caído otros 
al decir que el juicio pericial puede llegar á resoluciones completus, afir- 
mativas en punto á hechps, de tal manera que los peritos puedan asegurar 
las cosas que no han visto con la misma firmeza que si las hubieran presen- 

ciado? 

Según el artículo 632 de la Ley de Enjuiciamiento civil, aun cuando 
los peritos estén conformes en la apreciación de un hecho, los Tribunales 
' pueden separarse de su informe. ¡Ah! ¡Sí no pudieran separarse, los Tribu- 
nales no tendrían libertad de acción para fallar, fallarian los peritos, y la 
justitia no se ha puesto en mano de los peritos: se ha puesto en mano de 
los Jueces! ` 

¿Qué diria el señor Fiscal si un Juez mandara protocolizar un testamen- 
to contra el dictamen de los peritos? Estaría de oir la acusación que lanza- 
ría contra el funcionario que en tal caso se encontrase. ¡Y qué fácil sería 
la defensa de ese funcionario, con sólo leer ese art. 632 de la Ley de Enjui- 
ciamiento civil! 

¡Pues no faltaba más sino que se pusieran los intereses de los ciudada- 
nos á merced de peritos más ó menos apasionados, que unas veces se con- 
` vierten en parte defensora y otras en acusadora, y que por igual se alejan, 
en casos como el presente, los unos y los otros de su verdadera misión! 

El Ministerio fiscal ha dicho á esta Sala: «Puede ponerse en libertad á 
los testigos que adveraron la letra del Sr. Carranza, porque habiéndose em- 

pleado para falsificarla el procedimiento de la imitación, esos testigos, co- 
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nocedores de la letra del Sr. Carranza, amigos suyos, al adverar esa letra 
pudieran ser inducidos 4 error. 

Lo que sirve para absolver 4 los testigos ¿puede en justicia convertirse 
_en cargo contra el Juez que, después de`todo, al comprobar por si las le- 
tras, había de caer más fácilmente que los testigos y los peritos en las re- 
des tan hábilmente tendidas por el habilisimo imitador de la letra del se- 
ñor Carranza? 


¡Más lógica, Sr. Fiscal, y mayor detenimiento para dirigir cargos á un 
dignisimo Magistrado! 


Oficiosidad del Sr. Rodriguez Zapata al formar ramo separado para la pro- 
tocoliz ación del testamento.” 

El Fiscal de S. M. emplea la palabra oficiosidad en el sentido de que 
el Sr. Zapata debió enviar al repartimiento el asunto para quitarse de en 
medio todas las dificultades. Pues bien, ¿qué dice la ley? «Que los nego- 
cios no tendrán más que un solo repartimiento, aun cuando en su tramita- 
ción varie la clase en que fué repartido, ó surjan incidentes ó demandas 
de cualquiera clase, con excepción de los que promuevan los administra- 
dores de consumos, quiebras y testamentarías á nombre de éstas». De 
modo, señor Fiscal, que esta regla 7.2 obligaba y sujetaba al Sr. Rodríguez 
Zapata á conocer de todos cuantos incidentes pudieran nacer con motivo de 
aquellas diligencias de ab intestato que le habían sido repartidas. No se podía 
formar el ramo separado, ni se podian adoptar los procedimientos de que 
hablaba el Sr.-Fiscal recordándonos el art. 964 de la Ley de Enjuiciamien- 
to civil. | 

Conste, pues, que el Sr. Rodríguez Zapata, sin: ani la ley, no po- 
dia enviar al repartimiento las diligenciaa de protocolización del testa- 
mento ológrafo. 

Antes de decir al Tribunal lo que sobradamente sabe, y que no puedo 
dejar de consignar en defensa del Sr. Rodriguez Zapata, lo que 2s y significa 
la protocolización, quiero ocuparme en un cargo gravísimo que se presenta 
quizá como el más grave de todos, como gigantesca montaña, y que va á 
quedar reducido á menudo grano de arena con sólo analizarlo: el de no ha- 
ber admitido el Sr. Rodríguez Zapata el escrito de recusación, ¡Qué picar- 
día la del Sr. Zapata! ¡Qué coea tan inusitada! ¡Ah! Se pide por una parte 
que va á defender su herencia, contra otra parte que por medios condena- 
dos en el Código penal trata de arrebatarle, se pide que el Juez se recuse, 
y el Juez no se recusa. ¡Oh, que horror! ¡Ignorancia inexcusable del Dere- 
cho! ¡Falsedad evidente! ¡Prevaricación”evidentísimal Si no se tratara de 
compañero tan distinguido, podría yo devolverle al acusador privado eso 
de la ignorancia inexcusable; porque, en efecto, basta leer lo que es ele- 
mental en la Ley de Enjuiciamiento civil; basta fijarse un poco en la ra- 
zón y el fundamento de la ley adjetiva en este punto, que las leyes de pro- 
cedimiento tienen también su filosofía, para no poder formular cargos tan 
gratuitos, cargos tan contrarios á los preceptos clarísimos de ese derecho 
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procesal. Att. 191 de la Ley de Enjuiciamiento civil: «Sólo podrán recusar 
los que sean parte legítima ó tengan derecho á serlo.....» (El Sr. Martínez 
Fresneda hace signos negativos.) Si ya lo sé: no lo dice conjunta, sino alter- 
nativamente; pero voy á examinar los dos aspectos, «y se personen en el 
negocio á que se refiera la recusación. » 

¿Cómo se ha entendido, Señor, este art. 191, tan interesante para el. co- 
nocimiento de los Jueces de primera instancia, como que la misma ley “en 
el art. 216, dice que la Audiencia corregirá disciplinariamente á los Jueces 
que indebidamente se abstengan de conocer en un asunto por virtud de 
una recusación improcedente, y que de esa corrección se pase el oportuno 
conocimiento al Ministerio de Gracia y Justicia para unirla al expediente 
del Juez? Eso dispone, Sr, Fresneda, el art. 216 de la Ley de Enjuicia- 
miento civil. Castiga, corrige al Juez que indebidamente se excuse del co- 
nocimiento del asunto por virtud de una recusación presentada por quien 
no tenga derecho 4 hacerla. Y vamos 4 ver si lo tenía el Sr. Garcia Goñi: 

«Art. 191. Sólo podrán recusar los que sean parte legítima 6 tengan 
derecho á serlu y se personen en el negocio 4 que se refiera la recusación.» 

Un tratadista que anda en manos de todos, que todos por igual respe- 
tamos, y que tiene gran autoridad para ser invocado ante los Tribunales es: | 
pañoles, el Sr. Manresa, consigna en el tomo I, pág. 414 de sus comenta- 
rios á la Ley de Enjuiciamiento civil vigente, ó sea la de 1881, comentan- 
do el art. 191, las siguientes brevisimas frases: 

«Este artículo, cuya sencillez y claridad nos excusa de comentarlo, san- 
ciona lo que estaba admitido por la jurisprudencia, á pesar de que nada se 
previno expresamente sobre este punto en la ley anterior. Nótese que el 
que tenga derecho á ser parte en un pleito no puede proponer la recusación 
sino después de haberse personado en los autos y de ser admitido en ellos como 
parte legítima, porque sin este requisito no puede tener participación en el 
debate judicial ni en sus incidencias». 

¿No le parece claro al Sr. Fresneda, que hace signos negativos, 6 no 
está de acuerdo con la opinión del Sr. Manresa? ¡Ah! Pues yo, entre la 
opinión de S. S. y la del Sr. Manresa, me quedo con la del Sr. Manresa; 
yo concedo mucha importancia á las interpretaciones legales que haga mi 
ilustrado compañero el Sr. Martínez Fresneda; pero cuando se trata de la 
Ley de Enjuiciamiento civil, de la que fué uno de sus más asiduos redac- 
tores el Sr. Manresa, yo me quedo con la opinión de este respetable juris- 
consulto, dicho sea sin agraviar á nadie. 

Entiéndalo bien la parte querellante: es necesario haberse personado, 
haber sido tenido por parte en unos autos para promover la recusación. Y 
cuandy este es el sentido clarísimo de la ley; cuando esta es la opinión del 
más autorizado de sus comentaristas, y cuando la misma ley ordena que se 
corrija disciplinariamente å aquellos Jueces que por una recusación que 
haga el que no tiene derecho para promoverla se abstengan del conocimien - 
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to de los asuntos, gqué se queria, que el Sr. Zapata hubiera dado motivos 
para una corrección justa? 
- Y vamos å otro cargo de suma gravedad: la providencia acordando que 

los fondos del Sr. Carranza fueran remitidos desde el Banco de España á 
la Caja general de depósitos, cuidando de trasladarlos el Escribano señor 
Fassini. 

Pon su parte el dignisimo señor Fiscal de s. M. preguntaba å este pro- 
pósito: «¿Cómo de oficio se provee en estas actuaciones de carácter civil? 
Esa entrega y ese traslado de fondos no los pidió nadie, los acordó el Juez 
de oficio. ¿Qué significa esto? ¿Pueden,. de oficio, proveer los Jueces en 
actuaciones de carácter civil?» Así como un Juez, cuando se le presenta un 
pagaré que no está extendido en papel sellado, ordena el inmediato reinte- 
gro de aquel pagaré con el timbre correspondiente, sin que esto haya de ha- 
cerse, señor Fiscal, á instancia de parte alguna, sino por mandato impera- 
tivo de la ley, así cuando ha de constituirse un depósito, cuando unos fon- 
dos no pueden entregarse inmediatamente porque están sub judice las ac: 
tuaciones 4 que se hallan afectos, esos fondos tienen que ir en depósito 4 
la Caja Central, y tienen que ir de oficio, por mandato del Juez. Reconoz- 
camos, pues, que aste cargo resulta tan absurdo como todos los demás que 
se han formulado. 

Bien es verdad que aquí me encuentro con otro cargo más abrumador 
aún que el anterior, tan abrumador, que ni siquiera le voy á refutar; eso 
lo voy á dejar en pie para que la Sala, con su ilustradisimo criterio, lo 
aprecie. 

Ha dicho el Ministerio público: «Aqui hay relación, entre el Juez y esos 
que considero criminales, como lo acredita la circunstancia de que Gabina 
Bascuñana supiese que el Juez se llamaba D. José; con referencia al Juez, 
dijo aqui la procesada una 6 dos veces el Sr. Ds José.» Al Ministerio pú- 
blico le extraña, lo presenta como cargo, que Gabina Bascuñana, que oyó 
la lectura de ese testamento, hecha por el Juez el día 29 de Enero en que 
se constituyó en el domicilio de Carranza, que Gabina Bascuñana, en su 
deseo de recoger la herencia, legítima ó ilegítima (que yo eso no lo anali. 
zo), fuera ella miema al Juzgado y presentara un escrito al Sr. Rodríguez 
Zupata; le extraña que Gabina Bascuñana hubiera llegado 4 averiguar que 
el Juez que conocía en el asunto que tanto le importaba se llamaba don 
José. Según esto, todo litigante que sepa el nombre del Juez que entiende 
en su asunto, tiene ya enlace, relación directa y no sé si hasta parentesco 
con el Juez mismo. 7 

Rapidez extraordinaria en todo el procedimiento. de protocolización de la dis- 
posición testamentaria del Sr. Carranza. Cargo en el que se hace un resumen 
de todos los anteriores, siendo nota caracteristica esta de la rapidez. 

Con decir que el testamento apareció el dia 29 de Enero, y que el dia 
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30 el Sr. Zapata, sin obligación alguna legal que se lo impusiera, enseñó 
ese documento original al Sr, Canido, y que desde el día 30 de Enero, en 
que conocían el Sr. Canido y el Abogado del querellante el testamento, 
pudo ejercitarse la acción criminal con objeto de paralizar las actuaciones 
civiles, sin más que acreditar dentro de éstas la circunstancia de haberse 
admitido la querella, dicho se está que sobré tiempo en un mes para que 
la querella se dedujera, fuese admitida y el testimonio de admisión parali- 
zase las actuaciones civiles. No se hable de rapidez, ¡por Dios! no se hable 
de rapidez en diligencias que por la ley han de ser rapidísimas, porque si 
aquí hubiera habido perjuicio para alguien, el cargo que se podía hacer 
fundadamente al Sr. Rodríguez Zapata era el de la excesiva lentitud con 
que las actuaciones marcharon; porque, fijense bien los acusadores: des- 
pués de haber emitido en 20 de Febrero sn dictamen los tres peritos, cuan- 
do ya antes habían adverado la letra del testador tres testigos de su conoci- 
miento y amistad, el Sr. Rodríguez Zapata tarda, sin embargo, seis días en 
dictar el auto de protocolización del testamento; y si en esto hubiera habi.- 
do perjuicio para alguien, ese alguien es el que podía venir aquí á residen- 
ciar al Sr. Rodríguez Zapata, y á decir, con razón, que se había retrasado 
ła protocolización del testamento. 

¡Y cómo admira, Señor, y cómo sorprende que persona- tan eminente, 
que persona de los méritos que yo reconozco, no por mera fórmula de cor- 
tesia, sino con completa sinceridad, en el señor Fiscal, venga á formular 
cargos de la indole de los que recoge en su acusación! 

- Y esos cargos, ¿para qué? Para acusar á un Juez decano de Madrid. Y 
esos cargos, ¿para qué? Para que pueda creerse por fuera entre personas ig- 
norantes, que la toga española está sobre hombros tales, que son capaces 
de falsificar, de prevaricar, de cometer, en suma, los más horrendos crime- 
nes; cuando en España, si de algo podemos jactarnos, es, Señor, de la hon- 
radez bien acreditada de los funcionarios de la Administración de justicia, 
no obstante hallarse indotados los servicios, no obstante las mil y mil pe- 
nalidades por que atraviesan esos funcionarios, no obstante darse el espec- 
táculo verdaderamente vergonzoso de que desde 1856, el presupuesto del Mi- 
nisterio de Gracia y Justicia se halla estancado, mientras los presupuestos 
de los demás Ministerios han tenido aumentos, con relación á aquella fe- 
cha, de 100, 200 y 300 por 100; y no obstante hallarse esos Jueces rodea- 
dos de grandes privaciones, viven llenos de dignidad, y esos Jueces dan 
honra á la toga española, y de esos Jueces son contados, contadisimos, los 
que se han visto,envueltos en procesos, y son menos todavía, por fortuna 
para nuestra Administración de justicia, los que han merecido condena de 

los Tribunales. Nuestra justicia es pobre, pero honrada. 

Pasemos ya á la calificación legal de todos los hechos de que se hace 
responsable al Sr. Rodriguez Zapata. 

Gabina Bascuñana se conoce que se habia propuesto decirle á todo el 
mundo, menos al Juez instructor de esta causa, que el testamento era fal- 
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so, toda vez que no sólo se iba á contarlo á lus tenderos de ultramarinos, å 
los inolvidables tenderos de ultramarinos, sino que se lo contaba al señor 
Canido; y el Sr. Canido, si no dijo que se lo había contado, Jo did a enten- 
der, porque habló de una mala impresión que le había producido parte de 
lo que dijo Gabina Bascuñana, de algo así como un movimiento de profun- 
da indignación que le produjeron las palabras de Gubina, la cual, después 
de decir 4 los tenedores «estamos fabricando un testamento,» iba 4 decirle 
también al Sr. Canido: «Ya hemos hecho el testamento falso». 

¡Qué mujer esta tan audaz! Habla después á Fazzini, y le pide su com- 
plicidad en el delito; llama al alguacil y á Sancho y á los testigos que ha- 
bian de adverar la letra, y les hace idéntica proposición; y llega, por últi- 
mo, hasta el punto de presentarse al Juez y decirle: «Aqui hay una gran 
confabulación, nos vamos á apoderar de 60.000 duros, los vamos 4 repartir 
entre sesenta personas. Sea usted una de ellas, señor Juez.» 

¿Es esto absurdo? ¿Es irracional? Nadie se atreverá á desconocerlo, na- 
die que no se halle ofuscado por el interés, como lo está el querellante, 6 
tenga su inteligencia obscurecida por la pasión, como la tiene el digno re- 
presentante del Ministerio fiscal, al que podría recordar yo las palabras 


del gran maestro Aparisi y Guijarro, cuando decía: «Por ser pasión, ni aun 


es buena la pasión de la justicia». 

¿Es que el Sr. Rodríguez Zapata ha sido falsario y ha sido prevarica 
dor? ¿Es que el Sr. Rodríguez Zapata es un Juez indigno? Entonces el se- 
ñor Rodríguez Zapata merece la sanción rigurosa del Tribuna). Peto esto 
hay que probarlo, señor Fiscal y señor acusador privado; esto hay que 
probarlo. No basta decir: ese Juez es prevaricador, ya que no ha sido fal- 
sario. ¿Cómo lo probáis? ¿Cómo lo demostráis? Según el señor Fiscal, don 
José Rodriguez Zapata ha cometido, aparte la falsedad, el delito de preva- 
ricación, que se define en el art. 367 de nuestro Código penal, el cual dice 
aei: «El Juez que á sabiendas dictare providencia interlocutoria injusta, in- 
currirá en la pena de suspension.» 7 

Señor Fiscal, ¿dónde está demostrado que el Sr. Rodríguez Zapata su- 
piera que el testamento era falso? ¿Y dónde está demostrado que á sabien- 
das de que era falso dictara un auto de protocolización injusto? 

Por el querellante se ha invocado el art. 366 del Código penal. «El 
Juez que por negligencia (descuido ú omisión) ó ignorancia inexcusables, 
dictare en causa civil 6 criminal sentencia manifiestamente injusta, incurrirá 
en la pena de inhabilitación temporal especial eu su grado máximo å in- 
habilitación especial perpetua.» 

¡Señor, y es este el artículo que se ha invocado! 

Yo lo recogí al oído, pero después me he tomado la molestia de com- 
probarlo por toda la prensa, por las referencias de toda la prensa periódi- 
ca, y lo he comprobado todavía en las conclusiones definitivas viéndolas 
en los autos, porque necesitaba verlo para creerlo, porque necesitaba vel 


que se acusaba á un Juez de negligencia, como ignorante del Derecho, par’ 
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tiendo como punto forzado para esa acusación de la afirmación que se es- 
tablece de que el anto, en el cual se ordena ee protocolice el testamento, 
es una sentencia. El querellante se sorprende. Claro, todo está bien; ¿dice 
la ley sentencia? pues donde dice sentencia puede leerse auto. ¿Se podría 
interponer un recurso de casación contra el auto de un Juez concediendo 6 
denegando la protocolización? ¿No diría el Tribunal Supremo que ese auto 
ese un auto de lus que no ponen término al pleito, haciendo imposible su 
continuación, ya que por precepto expreso del Código civil después de él 
se hace la reserva de entablar toda clare de recursos y acciones civiles y 
criminales? ¡Qué ha de ser eso sentencia sige llama auto, y por algo se 
llama auto y no sentencia! ¿Qué, he de necesitar yo venir á explicar aqui 
lo que es elemental en nuestra ley de procedimiento, es decir, Ja diferen- 
cia entre providencias, autos y sentencias, lo que se ve en Jas primeras på- 
ginas de la Ley de Enjuiciamiento civil? ¡Cómo he de hacer yo ese agravio 
å la Sala, aunque haya quien lo niegue; aunque insista en sús negativas, 
he de guardarme muy bien de señalar diferencias nide leer artículo nin- 
guno de la Ley procesal para demostrarlas! 

Después del auto de protocolización, establece el Código civil que cabe 
utilizar todas las acciones, y esto no es una originalidad de nuestro Código 
civil; hállase establecido en todos los países. El auto de protucolización no 
prejuzga nada, no reruelve nada; no dictándose en un juicio contencioso, 
no tiene ese auto la fuerza ni la autoridad de sentencia firme, porque las 
cosas en nuestro procedimiento, tienen siempre su razón de ser; y cuando 
una resolución no causa ejecutoria, no es sentencia; y. cuando el’ Código 
penal habla de que el Juez que, por ignorancia ó negligencia inexcusables, 
dicte una sentencia injusta, no habla ni de providencias ni de autos inter- 
loentorios. No, señor acusador; cuando la ley penal quiere hablar de pro- 
videncias y de autos interlocutorios, lo hace en otros artículos; y la ley 
penal no puede ampliarse; en todo caso, habría de restringirse. Este creo 
que es otro principio de los que no necesitan demostración. 

Pero aun suponiendo que al hacer estas acusaciones no se hubieran con- 
fundido lastimosamente los términos tratándose de cosas tan elementales, 
vamos á ver, para concluir, qué dice la doctrina de este mismo Tribunal, 
de esta misma Sala, que yo no puedo invocar en materia criminal como 
jurisprudencia; pero ¿cómo he de desconocer la autoridad inmensa que 
tienen las interpretaciones que diariamente da este sabio Tribunal 4 las 
disposiciones de nuestro Código, que constante y siempre rectamente 
aplica? Dijo, en sentencia de 14 de Octubre de 1884, en causa de prevari- 
cación: «Que la locución á sabiendas que determina el delito definido en el 
art. 363 del Código, exige que se justifique de una manera que no deje lu- 
gar á duda, que el agente obró en el hecho imputado á ciencia segura; con 
conciencia é intención deliberada de faltar á la justicia.> 


0 ® e o e o . e . . e . ° e o e e . . e o 


Yo +é que en el ánimo de la Sala sólo han de influir la ley y la con- 
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ciencia, y dada la inflexibilidad con que Ja Sala cumple sus deberes, no 
tendrán aquí eco opiniones ajenas, murmuraciones públicas ni privadas, 
murmuraciones anónimas, que son las más temibles en toda clase de asun- 
tos, y muy especialmente en estos de la Administración de justicia. Yo sé 
que no pueden influir ni murmuraciones, ni noticias, ni cargos, ni temo- 
res en el ánimo del Tribunal Supremo de España, dicho sea en honra 
suya. | 

¡Oh, Señores! El Magistrado que no estuviera dispuesto á despreciar la 
calumnia, no se hallaría á la altura de su misián; en España no hay nin- 
gún Magistrado en ese caso. Quizá algún desgraciado, algún alucinado, al- 
guna persova ofuscada pudiera creer que se había quebrantado la justicia 
en esta causa dictando una sentencia absolutoria. ¡Ah! ¡Qué dicha para los 
Jueces aquella que les proporcionara, en el cumplimiento de sus deberes, 
obtener como recompensa la calumnia! En este caso no acontecerá; pero 
si aconteciera, se os podría recordar á vosotros, Magistrados dignisimos 
del Tribunal de Casación, lo que se decía en los tiempos antiguos de los 
cristianos: todos estaban dispuestos á sufrir el martirio, pero sólo los que 
lo habían padecido recibían la corona. He dicho 
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Ks este nombre, para cuantos le conocemos y admiramos, fórmula con- 
cisa y elocuente de una reputación sólida y bien ganada; pabellón que 
cubre un alto prestigio cimentado robre la base inconmovible del trabajo y 
de la virtud, como fruto natural y merecido de los dos atributos que ador- 
nan y caracterizan la personalidad de nuestro PORTA nade: una inteligencia 
luminosa y una rectisima voluntad. | 

La toga, puesta sobre sus hombros, es ropaje que enaltece á la vez dé 
ser enaltecido, y en estos tiempos como en otros y aun más que en todos, 
conforta ver y rendir homenaje á los buenos sacerdotes de nuestra profe 
sión. 

Don Juan Gualberto Ballestero, nació el día 12 de Julio de 1844; li- 
cenciado en Derecho y Administración, aplicó desde luego al ejercicio de la 
carrera, y con el mismo fruto que durante los estudios universitarios, sus 
notables dotes de inteligencia y actividad, entrando á practicar en el des- 
pacho del eminente jurisconsulto D. Manuel Alonso Martínez, cuya con- 
fianza en el talento de su joven pasante, se prueba con el dato de que en 
Jas époeas en que su ilustre maestro necesitó consagrar su actividad por 
entero å las tareas del legislador y del hombre público, siguió funcionando 
el despacho con la regularidad acostumbrada. 

Otra de las cualidades de tan distinguido Letrado, es la seriedad; esa 
seriedad que se traduce en un exacto cumplimiento de la promesa hecha ó 
de la palabra empeñada y que en el orden de los deberes públicos, se ma- 
nifiesta por una vida política, ya demasiado extensa, consagrada al mismo 
credo, á las miemas aspiraciones ideales. 

He aquí un rasgo que no se tachará seguramente de inexpresivo. 

En la época de la República y al tiempo de la desaparición en España 
de esta forma de gobierno, desempeñaba el Sr. Ballestero el Juzgado mu- 
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nicipal del distrito de la Latina de esta Corte; pues bien: al mismo tiempo 
que se sabía la noticia oficial y comprobada de la restauración de D. Alfon- 
so XII, el modesto funcionario judicial presentaba su dimisión con el ca- 
rácter de irrevocable, no habiendo vuelto á ocupar ningún destino del Es- 
tado. 

Ha representado como republicano, el distrito de Calatayud (de donde ea 
natural), en las Cortes de los años 91, 93, 98 y en les últimamente convoca- 
das: su alta significación dentro del partido en que milita es bien notoria, y 
su participación en las tareas legislativas tan brillante como agidua, llevando 
la voz de la minoría en la discusión de los Presupuestos del departamento 
de Gracia y Justicia, y en muchos otros debates de importancia, tanto de 
indole política como técnica. Desempeñó también el cargo de Jefe de io 
Contencioso de la Compañía de los ferrocarriles del Norte, siendo Abogado 
de varias grandes empresas. 

Pero el rasgo más saliente del Sr. Ballestero, es la modestia; eu exage- 
rada modestia, que le hace resistiree á cuanto significa para su nombre, no 
ya populachería, ni siquiera merecida publicidad. Nosotros hemos tenido 
ocasión de ver, en nuestra calidad de cronistas judiciales, con qué amable 
insistencia procura quitar interés á la tesis de sus informes, para conven- 
cer á quien le pide unas notas del pleito, de que el asunto no merece abso- 
lutamente la pena de ocupar la atención del lector. 

A diferencia de otros Abogados que hacen de la habilidad y la sutileza 
las eondiciones principales de la carrera, y que tienen establecido para la 
entrada de los litigios en su despacho una especie de régimen librecambis- 
ta sin escrúpulos, el Letrado que nos ocupa entiende, por el contrario, que 
la mayor parte del éxito está en la justicia de lo que se pide, siendo, por 
tanto, un rabioso proteccionista de los fueros de su bufete; esto es, opo- 
niendo á la entrada de los asuntos en el mismo un arancel muy duro, muy 
elevado: el de la justicia más estricta y exigente. . 

Para terminar estas breves é insuficientes notas biográficas, es elelo- 
cuente Diputadọ republicano: 

En el despacho, un hombre de estudio, de larga práctica, de gran voca- 
ción, cuyos escritos se admiran por la clara profandidad de sus términos y 
Ja concisa elocuencia de su lenguaje. 

En los Tribunales, un Abogado prestigioso, para todos respetable, de un 
decir adecuado, persuasivo; esto es, muy forense, cuyos informes son de 
tal precisión de lenguaje, tan impecable pulcritud de estilo, de acentos tan 
exactamente acordados con las ideas, que, á no ver al Letrado en el rojo 
banco con sus ademanes justos, su actitud comedida, creeriase estar eecu- 
chando un discurso admirablemente leído, más bien que un informe oral. 

En la vida, en el mundo, por decirlo así, es un hombre de gran respeta- 
bilidad, de trato cortés y amable, de alma noble, que merece y goza del ca- 
riño y la consideración de cuantos le tratan y conocen. 

Siendo los Tribunales Supremo y de lo Contencioso administrativo del 
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Consejo de Estado aquellos en los que con más frecuencia ejerce la Aboga- 
cla Ballestero, reproducimos una de sus demandas ante el último de los 
Tribunales citados. 


DEMANDA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA 


CONTRA UNA REAL ORDEN DEL MINISTERIO DE HACIENDA 


Don Juan G. Ballestero, Abogado del ilustre Colegio de esta corte, for- 
malizando en el pleito núm. 571, promovido á nombre de la Excma, Señora 
. Doña F. G. A. y los demás herederos del Conde del A., la correspondiente 
demanda contencioso administrativa, contra la Real ordei expedida por el 
Ministerio de Hacieuda á 19 de Noviembre del año pasado, como mejor 
proceda digo: 

Que por Real decreto sentencia de 29 de Agosto de 1857, que revocó la 
Real orden de 2. de Agosto de 1883, reclamada por mis clientes ante la 
suprimida Sala de lo Contencioso del Consejo de Estado, se declaró que la 
Administración activa debía proceder á examinar +i el título presentado 
por loe herederos del Conde del A., como justificativo del derecho que in- 
yocaban á la indemnización de quince oficios de medidores de granos y 
peso de harinas de la ciudad de Barcelona, reune los tres requisitos que 
determina en su último párrafo el arı. do de la Ley de 18 de Diciembre 
de 1869, y en su vista, acordar si procediese, la referida indemnización. 

Reanudada, en su consecuencia, la tramitación del expediente guberna- 
tivo de su razón, recayó en el miemo la Real orden de 19 de Noviembre úl. 
timo, que desestima en definitiva la indicada reclamación formulada por 
Jos actuales herederos del señor Conde del A., y cuya revocación pretendo 
y me prometo obtener de la justificación del alto Tribunal á quien me di- 
rijo, en mérito de los siguientes hechos y fundamentos de derecho! 


HECHOS 


1.2 En instancia de 20 de Junio de 1870, que existe original en el ex- 
pediente gubernativo y aparece extendida en papel del sello de aquel año, 
Ja Condesa viuda del A., y sus señoras hijas Doña F. Doña C. y Doña 
D. G. A. y P., solicitaron de S. A. el Regente del Reino, que se dignara 
acordar la indemnización de los quince oficios de medidores de granos y 
peso de harinas de la ciudad de Barcelona, que fueron enajenados por la 
Corona en 4 de Mayo de 1746, por precio de 350.000 reales á su antecesor 
y causante Don F. D., acompañando 4 dicha instancia los cinco documen- 
tos justificativos de su derecho, que en el propio expediente figuran uni- 
dos á Ja mencionada solicitud. 

2.2 Nada menos que doce años durmió esta instancia el sueño del olvi- 
do en las oficinas de la Deuda. Para que el expediente promovido por las 
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señoras interesadas se pusiera en curso, fué preciso que dichas señoras 
recurrieran en queja de tal retardo al señor Ministro de Hacienda. 

3.9 Ni por incidencia siquiera, y al contexto del expediente me remito, 
se apuntó por nadie en él la idea de que la reclamación de las señoras inte- 
resadas se hubiera interpuesto fuera del plazo legal. A tal punto que, á la 
cabeza misma del Real decreto sentencia de 29 de Agosto de 1887, se hace 
constar en primer término, como resultancia del expediente gubernativo, que 
desde entonces constituye una verdad legal que es imposible descono- 
cer ni destruir, que en instancia de 20 de Junio de 1870, reproducida en 15 
de Mayo de 1882, la Condesa viuda del A. y sus hijas Doña F., Doña C. y 
Doña D. G. A. y P., pidieron que se les indemnizara de los quince oficios en 
cuestión, acompañando á su solicitud los documentos justificativos corres- 
pondientes. AS ? 

4.0 Dijore en la resolución ministerial citada, que habiendo sido supri- 
midos los oficios de que se trata, no por la Ley de 18 de Diciembre de 
1869, sino por la de 14 de Julio de 1842, hallábanse aquéllos comprendi- 
dos en el art. 23 de la Ley de 1.° de Agosto de 1851, de lo cual era conse- 
cuencia indeclinable la desestimación de las pretensiones deducidas por la 
viuda y las herederas del Conde del A., hasta tanto que se dictase la ley 
anunciada en el citado art. 23 de la Ley de 1851. | | l 

5.2 Se interpuso recurso contencioso administrativo, en resolución del 
cual se dictó el Real decreto sentencia de 29 de Agosto de 1887, por el que 
revocandore la Real orden reclamada, se declaró que la Administración 
activa debía proceder 4 examinar si el título de los herederos del Conde 
del A. reune los tres requisitos que determina el art. 6.9 de la Ley de 18 
de Diciembre de 1869 en su último párrafo, yen su vista acordar, si tam- 
bién procediese, la indemnización correspondiente por los quince oficios de 
medidores de granos y peso de harinas de la ciudad de Barcelona. 

6.2 Incoado el oportuno expediente, el Consejo de Estado juzga indis- 
pensable que se haga constar de una manera concreta la falta de presenta- 
ción de la instancia, no resultando ésta de los libros de Secretaria. 

7.2 La Dirección general de la Deuda, en 3 de Abril de 1898, conside- 
rando que la aplicación de los arts. 6.° de la Ley de 18 de Diciembre y 
3.0 de la de 19 de Julio de 1869 en el sentido de la caducidad, aparece 
algún tanto dura: 1.9 por no constar registrada la reclamación en la fecha 
en que fué suscrita, sin que se haya podido justificar la causa, y 2.° por el 
contexto mismo del art. 2.9 de la citada Ley de 19 de Julio, fué de pare- 
cer que procede la indemnización solicitada por las hijas y herederas del 
señor Conde del A., no bien se determine la clase de valores en que ha 
de verificaree. 

8.9 La Intervención general del Estado manifestó, que aunque juzgan- 
do atendibles las observaciones expuestas por la Dirección de la Deuda, 
faltaba una explicación por la que se demostrase categórica y satisfacto- 
riamente, que aquella solicitud se presentó con la debida oportunidad. 
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,,9,9 Con vista de todos los expresados informes, y de conformidad con 
l emitido después por las Secciones de Hacienda y Ultramar, de Estado 
y Gracia y Justicia del Consejo de Estado, se dictó en 19 de Noviembre 
último la Real orden reclamada, que desgetimó en definitiva la petición 
formulada por los herederos del Conde del A. . 

Esta resolución ministerial se funda en el supuesto inexacto de hubs 
«feducido mis clientes eu reclamación fuera de tiempo, ó sea en la falta de 
<oncurrencia, á su juicio, en el presenten caso del 3.® y último de los requi- 
+étos que aquel artículo-exige. y 
De los precedentes hechos se deducen los siguiente 


` 
eae 
vi 


FUNDAMENTOS DE DERECHO 


| .1,2 Compelencia del Tr ibunal de lo Contencioso administr ativo para conocer 
de esta demanda.—El asunto sobre que esta demanda versa, no es de los ex- 
ceptuados de la jurisdicción de este orden en el art. 4.2 de la Ley de 13 de 
Septiembre de 1888. Dicho asunto, además, ha sido resuelto en definiti- 
va, como era del caso, por una resolución de la Administración central. Y 
como la revisión en vía. contenciosa de cualquier Real orden, es del exclu- 
«~ivo resorte del Tribunal superior del orden contencioso administrativo, es 
jneontestable la privativa competencia del Alto Tribunal á quien me diri- 
jo para conocer de este recurso. 

2,0 Condiciones de la Real orden reclamada. — La resolución ministerial 
«le 29 de Agosto de 1889, causa. estado porque no ea susceptible de recurso 
-alguno por la vía gubernativa. . 

.,38.° Dicha Real orden, dictada en resolución de un n expediente sobre re- 
conocimiento é indemnización de un crédito contra el Estado procedente 
le. la supresión de oficios. públicos enajenados por Ja Corona y adquiridos 
por titulo oneroso, emana de la Administración central en el ejercicio de 
sus facultades regladas, porque lejos de poder dicha Administración dictar 
_discrecionalmente sas, resoluciones en tal materia, debe acomodarla, por el 
contrario, y en lo que al caso actual 86 refiere, a las disposiciones de Jas 
Leyes de 18 de Diciembre y 19 de Julio de 1869. 

4. La propia Real orden, en fin, vulnera el derecho de carácter admi- 
nistrativo que á todos lo3 legítimos dueños de oficios suprimidos por con- 
secuencia de lo dispuesto en la ley de extinción del’ Real patrimonio, les 
reconoció y otorgó el art. 6.° de, la misma, para obtener la correspondien- 
te indemnización, que:es justamente lo que en el caso actual ha ee a a 
mis clientes la Real orden reclamada.: 

-5.2 Mis poderdantes han justificado cumplida y documentalmente su 
carácter de herederos.del Conde del A, Por el principio, pues, de que el here- 
«lero representa la universalidad de lo bieneg, acciones y derechos del testa- 
dor ,.e8 indudable que para hacer efectivos cualquiera de estos últimos que 
<orresponderían, si viviera, al difunto Conde del A., tienen la misma é in- 
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discutible personalidad que éste tendría, para promover y seguir el actuab 
recurso. | i 
6° El recurso es utilizado y formalizado dentro del plazo legal. 

7.2 Lo mismo que la demanda. 

8.0 Este pleito, en rigor, no planteó sino una sencilla cuestión de 
hecho, á saber: si ha ó no lugar por la resultancia del expediente guberna- 
tivo y por Jos méritos de la prueba, å tener por formulada en tiempo hábil 
la reclamación de los herederos del Conde del A. 

Están fuera de toda dircusión los dos primeros requisitos del art. 6.° de 
la Ley de 1869. 

9.0 La primera observación que se me ocurre someter al superior crite- 
rio del Alto Tribunal á quien me dirijo, es la siguiente: 

Aqui hay un hecho: Ja instancia de 20 de Junio de 1870, cuyo- origina? 
existe en el expediente gubernativo y que aparece extendida en papel det 
sello de aquel año, carece del correspondiente sello del registro de entrada. 
Y yo pregunto: ¿4 quién incumbian el deber y ta función de estampar en 
aquella solicitud el sello del registro de entrada en las oficinas de la Deu- 
da? ¿Por ventura á los exponentes? No habrá seguramente quien sustenga 
tal dislate. Pera sigo preguntando: ¿A quién perjudica y á quién, por el 
contrario, favorece aquella falta exclusivamente imputable á la Adminie- 
tración? Pues si á ésta aprovecha tal falta, que es obra exclusiva suya, y 
si de esa falta 4 que fueron y son completamente extraños mis poderdan- 
tes se deriva el irreparable perjuicio que pretende inferirles por razón de 
aquel hecho la propia Administración en ello interesada, ¿no exigirán Jos 
más elementales principios de equidad y las más sencillas reglas de justi- 
cia, que el hecho de no aparecer. oportunamente inscrita la instancia en 
cuestión en el Registro de entrada de la Dirección general de la Deuda pú- 
blica se distinga, en vez de estimar su identidad con él del otro hecho per- 
fectamente distinto y no demostrado, por el medio único de probar los- 
hechos de esta clase, que es la estampación del oportuno sello del registro 
de entrada, de haberse presentado realmente en época posterior á la de su. 
fecha? 

10. La instancia documentada de 20 de Junio de 1870 no se presentó 
el día 5 de Enero de 1871, sino que estaha presentada con mucha anterio- 
ridad á esta fecha. Esto se prueba con la factura de 20 de Julio de 1870. | 

La expresada factura de 20 de Julio de 1870, se presentó con arreglo á lo 
prevenido en el decreto del día 5 de los referidos mes y año. 

Ahora bien: cuando en las oficinas de la Deuda se admitió aquellas 
facturas duplicadas, claro es que hubo de ser porque allí se pensara, como 
los interesados lo pensaban también, que las dieposiciones rituarias de 
este decreto, eran aplicables por una incontestable analogía á la reclama- 
ción de cualquier clase de créditos adquiridos de la Corona por título one- 
roso y proceilentes de la supresión ] osterior de los oficios á que hubieren 
dado origen. Por manera que, a-f ecept: do y or Jas oficinas de la Deuda ed 
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documento referido, 4 él debieron aplicar, y en su caso ciertamente no hu- 
bieran dejado de aplicar las prescripciones del citado decreto, haciendo 
<onstar con la distinción y claridad debidas las respectivas fechas de la 
dastancia y de su presentación en aquellas dependencias; y claro es que, 
cuando en la factura original que en el expediente existe, no se hizo á este 
propósito distinción de ningún género, sería á no dudarlo porque fuera la 
misma que la de su presentación la fecha de la instancia documentada á 
que se refería la factura. 

11. Pero aunque así no fuera, ¿tan inusitados serían que presentada 
realmente dicha instancia en el dia de eu fecha se inecribiera en otro dis- 
tintu? Yo no creo ofender con esta »uposición á los funcionarios de la Di- 
rección de la Deuda que intervinieron en tal asunto: primerámente, porque 
dependencias que en doce años no dieron un solo -paso en la resolución del 
expediente promovido por los herederos del Conde del A., con mayor faci- 
lidad pudieron incurrir en el pecado de incuria no tan grave como aquel, 
de tardar seis meses y pico en inscribir en el Registro una instancia, que & 
ło visto se proponían mirar, según la miraron en efecto, como un papel mó- 

jado, ciento cuarenta y cuatro meses nada menos; y después, porque el he- 
cho de que en las oficinas públicas no ee registra en el día los documentos 
que en ellas se reciben es corriente, hasta el punto de que no hay oficina 
en que no se realice, como este mismo expediente gubernativo lo de- 
muestra, 

12. De todas suertes, la afirmación contenida en Ja Real orden reclama. 
da de que la instancia de 20 de Junio de 1870 no se presentó en las ofici- 
mas de la Deuda hasta el dia 5 de Enero de 1871, es notoriamente invero- 
simil é inconciliable además con la indestructible verdad de los hechos 
ejecutoriamente juzgados, es por todo extremo sencilla la demostración 
de las dos proposiciones enunciadas. 

La inverosimilitud notoria de la expresada afirmación de la Real orden 
recurrida, surge y toma cuerpo en la entraña misma del asunto. Porque ln 
- <osu es clara. La circunstancia primera que las oficinas de la Deuda públi- 
<a tienen €! deber de examinar en las reclamaciones de esta especie, que 
en tanto pueden ser viables en cuanto se deduzcan dentro de los plazos fa- 
tales con que un altísimo interés del Estado las ha condicionado, siempre 
es ta de la fecha de su presentación. Acontece con estas reclamaciones algo 
muy semejante á lo que ocurre en los Tribunales de justicía de cualquier 
orden, con el ejercicio de las acciones y derechos que la ley limita con el 
«eñalamiento de improrrogables plazos. Y asi, por ejemplo, como no hu. 
biera babido tramitación posible de este recurso si yo lo hubiera interpues- 
to después del día 28 de Febrero último, hubiera sido de hecho y de dere- 
<ho legalmente imposible también la tramitación de la instancia de los he- 
rederos del Conde del A., si realmente se hubiera presentado con posterio- 
tidad á la espiración del término que las disposiciones legales del caso le 
señalaban. 
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¿Se coricibe, pues, qué la Dirección de la Deuda haya sustanciado' par 
todos sus trámites una reclamación de esta indole tardiamente interpaestil; 
«¿ue resolviéndola se dictara una Real orden; que se haya autorizado y réd 
lizado la revisión de esta Real orden en via contenciosa ‘mediante la inter" 

posici ón y sustanciación de un dispendioso recurso ante el Consejo de Rs- 
tado, y que todo esto se haya hecho sin que ni aun por incidencia la Direc: 
éién del ramo, los diferentes centros que informaron en el expediente, lb 
partes que intervinieron en el pleito, ni nadie suscitara ni indicara siquít- 
ra aquella excepción de carácter resolúdivo y previo, -que mataba en su Taiz. 
ima grave reclamación contra el Estado, cualquiera. qué fuese la eficacia 
de los títulos de los reclamantes, 4 la manera que en el ‘orden civil las 6x- 
cepciones dilatorias, cuando son fundadas y procedentes, matan los más se- 
rios pleitos en su otigen? ¿Y después de todo estd al cabo de veinte años 
cae ex la cuenta ta Administración activa de que la reclamación de mis 
clientes adulece de un vicio de origen que en su otigen mismo no vid? Yo 
creería ofender la ilustración de este alto Tribunal insistiendo en las pre- 
cedentes consideraciones. i 

Pero dije antes, que la afirmación de que re trata no es solamente in- 
vercaimil, sino contraria también á la verdad legal de lò juzgado. Sírvase, 
en efecto, el Tribunal tener en cuenta lo que en el hecho tercero de este es: 
crito, tuve el honor de exponer å su ilustrada consideración. La fecha de 
20 de Junio de 1870, como punto de partida de la reclamación de mis rè- 
presentados, está consignada en el Real decreto sentencia de 29 de Agosto 
de 1887, como resullancia del expediente guber nativo, y yo entienda que ‘con: 
tra esta declaración de una rentencia definitiva que å nadie es lícito deš- 
conocer ni menos destruir, no puede ni debe prevuleter una excepción que 
la destruye, alegada A deshora,'no'comprobada directa y concrétamente en 
parte alguna de las actuaciones gubernativas, y en ellas desvirtuada por eE 

contrario por la: multitud de datos, no por indirectos menos. elocuentes, 
«¡ue en el curso de este escrito he tenido ocasión de consignar. 

13. Otro motivo, por último, aconsejaria siempre Ja revocación de lá 
Real orden reclamada, tan dura aun en sentir de importantes organismos 
de la Administración por razones de analogía y por un principio de equi- . 
dad. El art. 5. de la Ley de 18 de Junio de 1870, concedió el plazo de un 
año, contado desde eu promulgación, para solicitar la indemnización de 
Jos oficios de la fe pública judicial ó extrajudicial enajenados de la Corona, 
cualquiera que fuere su denominación y clase, en cuya designación ampli: 
xima bien cabe comprender los oficios de que se trata, entendiendo en 80 
consecuencia prorrogado el plazo para reclamar su indemnización hasta e) 
dia 18 de Junio de 1871. 


Por lo expuesto procede y suplico al Tribunal de lo Contencioso, et- 
cétera, etc. 








D. FELIPE SANCHEZ ROMAN 


NOTAS' BIOGRAFICAS 


Vanamente intentariamos encerrar en el estrecho marco de unos ante- 
cedentes biográficos, cuanto por cuenta propia quisiéramos decir de este 
profundo jurieconsulto y pensador jurídico, maestro de muchas generacio- 
nes de Abogados, á quienes ha enseñado 4 conocer la teoría, desde la cáte- 
dra, y la práctica brillante y segura, copiosa en éxitos de indiscutible pro: 
vecho para su clientela, desde el Tribunal Supremo. 

El afecto respetuoso, sincero y hondo, que con él nos liga, nos hace 
temer como empresa ardua, la de trazar con caracteres originales, inspira- 
dos por la mas estricta justicia y en términos breves, su semblanza juridica; 
y por ello, nos limitamos 4 reproducir un bello articulo que, 4 nuestro 
juicio, llena de un modo cumplido las condiciones apuntadas, y que fué 
publicado hace tres años en un ilustrado periódico granadino, consagrado á 
los asuntos universitarios de aquella hermosa capital andaluza. 

Dicen asi estos interesantes y justos apuntes: 

<Docto maestro, orador elocuente y fogoso, publicista notable, el señor 
Sánchez Román es una de las figuras de más relieve en la cátedra y en el 
foro españoles. Nació en Valladolid el año 1850. 

Sin entrar eu detalles sobre los primeros años de su vida, cuestión aje- 
na á nuestro propósito, sólo diremos que desde muy joven tuvo predilec. 
ción por los estudios jurídicos, abrazando la noble profesión de su padre, 
la de Abogado. A los diecinueve años obtuvo primero la licenciatura en la 
Sección de Derecho Administrativo y poco después en la de Civil y Canó- 
nico. Por aquel primer título y la estimación de sus profesores, el Claustro 
lo propuso para que explicara Ja cátedra de Derecho mercantil, dándole el 
Gobierno dicho nombramiento, y poco después obtuvo él grado de-Doctor. 

A los veinte, en unión de su hermano político, el hoy también Catedrá- 
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tico de la Universidad Central, D. Rafael de Ureña, fundó una Academia, 
á la que concurrieron multitud de jóvenes, que escuchaban admirados lus 
luminosas y sabias explicaciones de tan prematuros maestros. 

Al mismo tiempo desempeñaba los cargos de Abogado en la Audiencia 
de Valladolid, Profesor Auxiliar de la Universidad, Asesor de Hacienda y 
Regidor Síndico del Ayuntamiento. También por este tiempo fué director 
de un periódico diario donde se publicaban notables artículos, que llama- 
ban poderosamente la atención por su correcto estilo y su decir enérgico. 

Sacadas á oposición las Cátedras de Derecho civil de Granada, Oviedo 
y Santiago, el Sr. Sánchez Román toma parte en ellas, ocupando el primer 
lugar de la primera terna y eligió la de Granada. 

' Bien pronto se dió á conocer Sánchez Román en esta ciudad; sus lec- 
ciones como maestro coincidieron con sus triunfos como Abogado, y su bu- 
fete llegó á ser uno de los de más nombre en ella. 

En el año 1879 fué elegido Presidente de la Academia de Jurispruden- 
cia granadina, previa lucida lucha con el otro candidato D. Melchor Al- 
magro Diaz, y en 1883, el Gobierno, teniendo en cuenta su gran valer, 
le confió la formación de un plan completo de reformas en las Facultades 
de Derecho, Medicina y Farmacia, que presentado por su autor fué acep - 
tudo por aquél, después de las modificaciones políticas de aquella época, 
siendo el que en la actualidad, con pequeñas variantes, rige. Este trabajo 
le valió el ofrecimiento de la Dirección general de Instrucción pública, 
por el entonces Ministro de Fomento señor Marqués de Sardoal; alta honra 
que, con mal entendida modestia, rehusó nuestro biografiado. 

La página más brillante quizá de su historia de Abogado y Catedrático, - 
fué la enérgica defensa que hizo de los derechos de la Universidad Central 
con motivo de Jos sucesos escolares conocidos por la «Santa Isabel». 

El Sr. Sanchez Román obtuvo, haciendo verdadero derroche de talento 
y energías, el procesamiento del Gobierno en la persona del Coronel Oli- 
ver; ¡hermoso desagravio para la causa de la Justicia y de las Universida- 
des atropelladas! 

La publicación del primer tomv de su obra Estudios de Derecho civil, le 
valió su ascenso á la Universidad Central, donde empezó á explicar la cá- 
- tedra dé Historia de} Derecho español; pasando después, por muerte del 
eminente Gutiérrez, á explicar la de Derecho civil. 

Una prueba, verdaderamente excepcional, del buen recuerdo que en 
Granada dejó el sabio Catedrático, es el hecho de que, los Doctores de esta 
Universidad, con voz casi unánime, le sorprendieran tras diez años de au- 
sencia escribiéndole una carta, muy expresiva, firmada por más de seten- 
ta Claustrales, 4 la que después se adhirieron otros varios, hasta más de 
ochenta, ofreciéndole la Senaduría por aquel Centro docente. Esta carta, de 
que ha hecho, para evitar su desaparición, una magnífica fotografía que es 
el adorno más preciado de su despacho de trabajo, la guarda Sánchez Ro- 
mán con fervoroso y acendrado cariño. 
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Siendo Senador del Reino, ha formado parte de la Comisión del Men- 
saje y también de otras varias; ha hecho importantisimas campañas en la 
Alta Cámara, como las de discusión del Mensaje en 1892; las de reformas 
de segunda enseñanza; de presupuestos de Fomento; de la Ley Hipotecaria 
de Ultramar, etc., etc., y 4 no haber tenido ya conquistado un justo re- 
nombre, el del Sr. Sánchez Román hubiera sido conocido por todo el mun- 
do por sus excepcionales condiciones de orador de altívimos vuelos y de 
eminente hombre de ciencia. 

Es Consejero de Instrucción pública desde el 5 de Enero de 1884; indi- 
viduo de la Comisión general de Códigos de la Península, habiendolo sido 
de la de Ultramar; está condecorado con la alta distinción de Comendador - 
de la Legión de Honor, que el Gobierno francés le otorgó por sus publi. 
caciones. 

Nombrado Fiscal del Tribunal Supremo, sin él solicitarlo tampoco, an - 
tes resistiendo el honor de serlo, por el anterior Gobierno liberal, ha des- 
empeñado tan elevado y delicadísimo cargo, con el tacto, discreción y bri- 
llantez que todo el mundo esperaba, habiéndose conquistado el unánime 
aplauso de la opinión. Buena prueba de ello sun sus notables circulares re- 
relativas al Jurado y á la «Intervención del Ministerio fiscal en el orden 
civil 6 de otros que no sea el exclusivamente penal»; el luminoso dicta- 
men sobre la «Inmunidad parlamentaria» aceptado por la Sala de Gobierno 
del más alto Tribunal de la nación; la Memoria elevada al Gobierno de Su 
Majestad con motivo de la solemne apertura de los Tribunales del pasado 
año, calificada por la prensa periódica profesional, más que como simple 
Memoria, como el completo y verdadero «Libro del Fiscal»; y otros nu- 
chos que no enumeramos, pero que vienen 4 confirmar, lo acertado que es- 
tuvo el Gobierno del Sr. Sagasta, confiando aquella alta misión á tan emi- 
nente jurisconsulto. 

La Universidad de Granada, debe al Sr. Sánchez Román la nueva crea- 
ción de la Facultad de Ciencias, y la construcción del invernadero y verja 
del Jardín Botánico, para lo que recabó del Gobierno un crédito especial 
en los presupuestos del Estado. 

Hombre de gran talento y vasta erudición, Sánchez Román es lo que 
se llama todo un carácter, y lo ha puesto de relieve en diferentes ocasiones, 
no titubeando nunca en alzar su voz, aun contra sus propios correligiona- 
rios, en defensa de lo que él llamó en el Senado, las energias morales de la 
vida del Estado: la enseñanza, la beneficencia y la justicia. 

Ha sido Subsecretario de Gracia y Justicia, cuyo nombramiento le sor- 
prendió estando en Portugal; y ha sonado su nombre en diferentes ocasio- 
nes para desempeñar una cartera. 

El talento, los libros y el trabajo; este es el gran bagaje que ha llevado 
el sabio y simpático maestro en su brillante carrera, y que le ha hecho lle- 
gar desde los cargos más modestos, joven aún, á los más elevados puestos 
de la nación. 
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- Lo mismo én Granada que en Madrid, aprovecha los ratos que la cáte- 
dra, el bufete y últimamente la política le dejan libre, dedicándolos á tra- 
bajar en su monumental obra—como en cierta ocasión la llamó en el Con-. 
greso el inolvidable Martos, que tanto él distingula— Estudios de Derecho 
civil, de la cual lleva publicados cinco tomos; y en la que, como juriscon- 
sulto experto y hombre de ciencia convencido, ha defendido siempre los 
principios jurídicos que forman su conciencia científica y que son fruto 
de su acrisoluda experiencia profesional. 

'* Tiene publicadas además de la indicada obra algunas otras jurídicas, 
entre ellas La Codificación civil en España, unos Apuntes de un plan para un 
programa de Historia general del Derecho español, un precioso trabajo sobre 
Tecnica jurídica y algunos más que no enumera mos.» 


FRAGMENTOS DE UN ESCRITO 


INTERPONIENDO 


RECURSO DE CASACION EN AUTOS SOBRE TERCERIAS DE DOMINIO 
Y DE MEJOR DERECHO 


Don Luis Lumbreras, Procurador, en nombre de Don Juan Nepomuceno 
Lisbona Beltrán, interponiendo recurso de casación por infracción de ley 
y de doctrina legal, contra la sentencia definitiva dictada pour la Sala de lo 
civil de la Audiencia territorial de Granada, en 26 de Marzo de 1896, en 
los autos declarativos de juicio de mayor cuantia, seguidos entre partes, 
de la una Doña Cristina Beltrán y Carrillo, y después, por su fallecimiento, 
su único hijo y heredero, el citado Don Juan Nepomuceno Lisbona con 
Don Francisco Sain Linares, y por su muerte con su hermano y heredero 
Don José Sain Linares, y de otra, Don Joaquín Lisbona del Barrio sobre ter- 
cería de dominio y de mejor derecho deducida por Ja Doña Cristina en el 
juicio ejecutivo que contra aquél promovió el mencionado Don Francisco 
Sain Linares, y por cuya sentencia, revocando la apelada de primera ins- 
tancia «se declara que Don Juan Nepomuceno Lisbona y Beltrán, como su- 
ə» cesor de Doña Cristina Beltrán y Carrillo, sólo tiene derecho preferente 4 
» Don José Sain Linares para reintegrarse del valor de la dote mueble 
> aportada al matrimonio por su madre, que no fuese devuelta en los mis- 
» mos bienes, con el precio de la casa embargada calle de Gracia núm. 26 y 
»el de sus alquileres vencidos y no pagados 4 la muerte de Doña Cristina 
ə Beltrin», absolviendo de los demás extremos de la demanda á Don José 
Sain Linares, ante la Sala como mejor proceda y más haya lugar en dere- 
cho, digo: Que en mérito de justicia se ha de servir admitir el recurso que 
contra aquella resolución interpongo, pronunciando en su lugar otra que 
sea arreglada á derecho y conforme con las solicitudes de la parte actora 

en este pleito, pues así es de justicia según se pasa á demostrar: | 


- 
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es e I 
MECHOS a | 

i Primero. Que por escritura pública toria en la ciudad de Giani: 
da el 25 de Noviembre de 1868 por el Notario Don Francisco Javier Casti. 

Ho, con ocasión del matrimonio al siguiente día celebrado. entre Don Joa- 
quín Lisbona del Barrio y Doña Maria Cristina y Carrillo, el padre políti- 
co de esta señora, D. Juan Nepomuceno del Villar, entrego 4 la misma y su 
marido, para que aquélla los hubiera en propiedad y éste en administración, 
diferentes muebles consistentes en alhajas, Topas y ajuar de casa, cuyo valor 
ascendía á 26.516 pesetas; y una parte pro indiviso con Don Juan Nepomu- 
ceno Ceres, de la casa calle de Elvira núm. 93 moderno; que la propiedad : 
de la participación en la expresada finca, quedó reservada á Doña Cristina, - 


por cuyo motivo se declaró que no era necesario garantizar su valor y fué > 


inscrita en el concepto de dote inestimada en el Registro de la propiedad; 
que la dote mueble pasó á mano y poder de B. Joaquin Lisbona, que re 
obligó á no disponer de ella ni consentir que se enajenase para cubrir sus 
obligaciones, y á devolverla, 6 el valor de lo que hubiere desaparecido, en- 
tendiéndose que la devolución de dichos muebles como dote inestimada se 
había de verificar en el punto en que se disolviera el matrimonio; y que á 
la seguridad de esta dote mueble hipotecó. D. Joaquín Lisbona tres casas 
sitas en la ciudad de-Granada, por los valores la primera de 2.000 escudos 
y cada una de las segundas de 4.302 escudos 400 milésimas, y además estas 
últimas, por 150 escudos para costas y gastos, ias hipotecas fueron de- 
bidamente inscritas. 

Segundo. Que por escritura pública tolón en la misma ciudad de 
Granada el 25 de Junio de 1878, Doña Cristina Beltrán y Carrillo fué ins- 
tituida única y universal heredera de los bienes de Don Juan Nepomuceno 
Ceres del Villar en testamento otorgado en 8 de Mayu de 1874, y fallecido 
el 21 de Junio de 1877, se hizo descripción de los bienes que por este titu- 
lo correspondían å Doña Cristina en Granada, Purchil y Ambrós, impor- 
tando la herencia liquida 36.024 pesetas 25 céntimos, y comprendiéndose 
en Ja misma la cuarta parte de la casa situada en dicha capital calle de 
Elvira núm. 93, otra en la calle del Buen Suceso núm. 23 y otra en el lu- 
gar de Purchil y Ambros, que se inscribieron á nombre de la heredera en 
el Registro de la propiedad. 

Tercero. Que también por escritura pública otorgada en 27 de Mayo 
de 1885, los cónyuges D. Joaquin Lisbona del Barrio y Doña Cristina Bel- 
trán y Carrillo, proceden á constituir toda la responsabilidad hipotecaria 
del marido sobre la sola finca de Ja calle de Gracia, para que sólo ella res- 
pondiese en todo tiempo de Jus 15.756 pesetas por que venían hipotecadas 
las tres casas citadas, además de la anterior hipoteca de 4.302 escudos 400 
milésimas, ó sean otras 10.756 pesetas, quedando en su consecuencia libres 
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las otras dos casas y gravada la de la calle de Gracia por 26.516, y Doña 
Cristina, que acepta la subrogación hipotecaria, puesto que á su petición 
se verifica, por considerarla beneficiosa á sus intereses. 

Cuarto. Que la casa de la calle de Elvira núm. 93, de la que tres cuar- 
tas partes constituían dote inestimada de Doña Cristina Beltrán, y la otra 
cuarta parte restante la había heredado durante el matrimonio, de su pa- 
dre político D. Juan Nepomuceno Ceres del Villar, fué vendida en 29 de 
Agosto de 1889, por esta señora y su marido D. Joaquín Lisbona, eu precio 
de 10.000 pesetas y sin limitación alguna á Doña Cristina Marín de Laca- 
lle; que en el acto recibieron aquéllos la cantidad expresada de manos de 
la compradora, y que la mujer, previa manifestación de que la casa enaje 
vada la tenia anteriormente entregada á su marido en concepto de bienes 
parafernales y dotales, se reservó el derecho de exigir á éste que hipotecase 
- bienes de su propiedad en: sustitución de lo vendido por carecer entonces 
de los mismos. 

Quinto. Que Doña Cristina Beltrán y Carrillo, presentando las escritu - 
ras reseñadas, como títulos, dedujo demanda de tercería de dominio y de 
mejor derecho sobre los bienes embargados en pleito ejecutivo instado en 
23 de Octubre de 1888, por Don Francisco Sain Linares, contra su marido 
Don Joaquín Lisbona del Barrio, exponiendo como hechos los consignados 
en los anteriores documentos, y en su virtud que Don Joaquín Lisbona ern 
deudor á la demandante del importe en que recibió la casa de la calle de 
Elvira en el concepto de dotal y de todo cuantu constituía la dote mueble 
que le fué entregada. 

En el mandamiento de embargo se comprendió el mobiliario de la habi- | 
tación de ambos cónyuges, la casa de la calle de Gracia núm. 26 con sus 
alquileres, 19 hazas pequeñas en término de Atarfe, y por último los frutos 
y rentas de los bienes de la demandante, procediéndose á la traba en las 
rentas del pueblo de Purchil, y en consecuencia Doña Cristina Beltrán y 
Carrillo hacia al final de la demanda la súplica de que el Juzgado declare, 
que como dueña exclusiva de sus parafernales no entregados, la toca y per- 
tenece el señorio y administración de las rentas; que se mande en su virtud 
alzar el embargo y se dejen á su disposición, para que con intervención de 
su esposo se apliquen á las atenciones de la familia y no á la deuda que se 
reclama, ó bien se declare el mejor derecho que le asista para dicha aplica - 
ción, y que asimismo se declare que el crédito que ostenta tiene preferen- 
cia sobre el del acreedor ejecutante, disponiendo que sea reintegrada de 
sus aportaciones dotales con prelación, y con los productos de los bienes de 
toda clase embargados á su esposo con las costas que también pide. 

Sexto. Que sustanciada Ja demanda con el ejecutado, el primero Don 
Francisco Sain Linares hubo de contestarla, pidiendo que fuese en sus 
dos extremos desestimada con expresa condenación de costas, haciéudole 
pago de su crédito con el valor de Jos bienes embargados pertenecientes á 
D. Joaquín Lisbona, y con los productos de los de su mujer que legalmen- 
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te le correspondieran, fundando su contestación y súplica en que el crédi- 
to reclamado en el pleito ejecutivo aparece justificado por la voluntaria 
confesión de D. Joaquin Lisbona, y además en documento público otorga- 
do también por el mismo ante el Notario D. Francisco de Paula Montero. 

Que Doña Cristina Beltrán y Carrillo cuenta, para soetener Jas cargas 
del matrimonio, con otros recursos que enumera; que el valor de los bie- 
nes dotales de aquélla no puede ser el que figura en los documentos acom- 
peñados con la demanda; que tampoco re demuestra que hayan desapare- 
cido los bienes de la hipoteca constituida sobre tudu la casa de la calle de 
Gracia que la garantiza suficientemente, y que siendo Doña Cristina Bel- 
tran y Carrillo dueña única de la cara de la calle de Elvira y por lo mismo 
la vendedora, la corresponde el precio que ha podido entregar á su marido 
6 4 un tercero, sin que este hecho perjudique al crédito del ejecutante. 

Séptimo. Que Doña Cristina Beltrán y Carrillo en su escrito de réplica, 
negó que ce hubiera exagerado el valor de Jos bienes que constituían su 
dote; que la subrogación de hipoteca y garantía única de la misma dote 
sobre Ja casa calle de Gracia, se hiciera con el objeto de burlar å los acree- 
dores, y que existieren en poder del deudor los bienes muebles dotales, 
cuyo valor, si desapareciere, re comprometió á devolver Lisbona; adicio- 
nando además Jos hechos de £n demanda con loa de que no era exacto que 
D. Joaquin Lisbona haya reconocido la certeza del crédito reclamado por 
D. Francisco Sain Linares ni haya visto pagarés firmados por D. Mariano 
del Pilar Lisbona que demostrasen la procedencia del crédito, ni con su 
“importe se reedificase una cara; que la baja del mismo en la escritura de 
descripción de bienes dejados por D. Mariano del Pilar, la consignó su 
hermano D. Joaquín å reserva de que la justificase el acreedor; que en el 
ejecutivo no se confiesa por D. Joaquín Lisbona el crédito, sin la existen- 
cia de la Caja, y de esto al reconocimiento de la deuda hay una diferencia 
inmenea; y últimamente que no es cierto que Doña Cristina Beltrán y Ca- 
rrillo cuenta para sostener las cargas del matrimonio con la renta de la 
casa de Málaga del peculio de su menor hijo, las utilidades de las admi- 
nistraciones del Marqués del Portazgo y del Conde Giraldeli, y el produc- 
to de la caga de la calle del Buen Suceso que está embargada por otro 
acreedor y el capital de las ventas de las casas calle de Elvira, Piedra San. 
ta y Realejo, que no existen, 

Octavo. Que de lo testimoniado en autos con relación á los ejecutivos 
promovidos por D. Francisco Sain contra D. Joaquín Lisbona aparece: que: 
éste último confesó bajo juramento y á la presencia judicial, que heredó: 
de su hermano D. Mariano Jos bienes y obligaciones, siendo una de éstas 
un crédito á favor del ejecutante de 10.816 pesetas 25 céntimos, cuyo cré- 
dito figura en la escritura de descripción de bienes, otorgado en 6 de Mar. 
zo de 1882 al núm. 47 de las bajas generales del caudal, cuyo crédito está 
obligado å pagar hasta donde alcanzaran los bienes que heredó y no lo ha- 
bla solventado á pesar del tiempo tranecurrido; que el embargo se trabó- 
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en diferentes enseres 6 mobiliario de casa, rematados en 11 de Abril 
de 1890 å favor de D. Francisco Javier Sánchez Martin en la :cantidad de 
565 pesetas y además eu la eaea calle de Gracia, número 26:con «us alqui- 
leres, 19 fincas rústicas en Atarfe y las rentas de las fincas de Doña Cries- 
tina Beltrán y Carrillo en Purchil desde 15 de Agosto de 1889, no apare- 
ciendo de esta diligencia que se sujetaran å las responeabilidades de la 
ejecución, albajas, ni ropa alguna de Jas numerosas que constituían la dote 
mueble de Doña Cnetina Beltran, según la escritura de 25 de Noviembre 
de 1868. 

Noveno. Que ey 25 Enero de 1895 el J sado de primera instancia dictó 
sentencia declarando que á Doña Cristina Beltrán y Carrillo, como dueña 
exclusivamente de sus bienes parafernales no entregados, la correspondan el 
señorío y administración de las rentas de los mismos, y en su virtud man- 
dó alzar los embargos de dichas rentas y que quedase á disposición del he- 
redero de esta señora para que lo invierta con arreglo á la ley, y no se apli- 
quen á extinguir la deuda. reclamada por el ejecutante; y asimismo decla- 
ra que la referida señora, hoy su hijo Don Juan Nepomuceno Lisbona, tie- 
ne preferente derecho al ejecutanté para reintegrarse del importe de las 
aportaciones dotales de dicha señora con el producto de los bienes de toda 
clase embargados á Don Joaquín Lisbona en los autos ejecutivos de refe- 
rencia, sin hacer expresa condenación de costas. Interpuesta apelación de 
dicha sentencia por Don José Sain Linares, y tramitada la sentencia, la 
Sala de lo civil de la Audiencia de Granada dictó Ja presente recurrida de 
26 de Marzo de 1896, por la que revoca la apelada, y se hacen. las declara- — 
ciones que se transcriben en el ingreso de este escrito, contra las cuales se 
deduce el actual recurso, sobre la base de los hechos antes expuestos y fun- 
dándolo en las infracciones que se exponen á continuación. (Resultando 17 
y fallo de la sentencia A pecurey: 


ll 
INFRACCIONES 


Primera.. Infringe el fallo recurrido por contener violación é interpreta- 
ción errónea de leyes y doctrinas legales aplicables al caso del pleito: Ley 
17, tit. XI, Partida 4.2% y la jurisprudencia reiteradamente establecida á 
gu tenor, entre otras, por las sentencias del Tribunal Supremo de 25 de Ju- 
nio de 1857, 4 de. Marzo de 1858, 9 de.Enero de 1860, 26 de -Octubre de 
1863, 12 de Diciembre de 1864, 8 de Octubre y 23 de Abril de 1866, 1." de 
Marzo y 29 de Octubre de 1867, 3 de Febrero de 1870, 11 de Marzo y 3 de 
Octubre de 1871, 10 de Mayo de 1873, 5de Octubre de 1877, 21 de Febre- 
ro de 1881, 9 de Octubre de 1882, 7, 18 y 29 de Noviembre de 1884, 21 de 
Diciembre de 1886 y 4 de Diciembre de 1890. 

Previene dicha ley hablando de las casas 6 bienes alene cE si 
sne non diere al marido señaladamente nin fuere su intencion que aya el 
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señorío en ellas, siempre finca la mujer por señora de ellas. Eso mismo se- 
ria cuando fuesen en dubdas, si las diera el marido 6 non.» 7 

E>tablece aquella jurisprudencia que ces potestativo en la tes según 
la ley 17, tit. XI, Partida 4.8, transferir á su marido el dominio de los bie- 
nes parafernales para que los posea como los demás bienes dotales 6 reser- 
varse el señorio de ellos y su administración, «y que la expresión usada en 
la ley 17, tit. XI, Partida 4.9, al decir que la mujer conserva el señorto de 
sus bienes parafernales, no puede significar otra cosa en el espíritu de esta 
ley y en su combinacion con las demás del mismo titulo, que la adminis- — 
tración de dichos bienes, como lo ha declarado ya el Tribunal Supremo, y 
de niifgtin modo su dominio 6 propiedad, que conserva siempre la mujer en 
los parafernales que entrega á su marido, así como en los dotales inesti- 
mados». 

Esta infracción se realiai en cuanto el fallo recurrido absuelve de la de- 
manda á Don José Sain y Linares, en el extremo relativo á la solicitud de 
la misma de que, cel Juzgado declare que como dueña exclusiva de sus pa- 
rafernales no entregados, la toca y pertenece el señorío y adminisiración de 
las rentas, y que se mande en su virtud alzar el embargo de los mismos y 
se dejen á su disposición, para que con intervención de su esposo se apli- 
quen 4 las necesidades de la familia y no á la deuda que se reclama, 6 
bien se declare el mejor derecho que le asiste para dicha aplicación, de 
cuyo derecho indudablemente gozaba Doña Cristina Beltrán y Carrillo al 
interponer su demanda, y hoy su hijo y único heredero Dun Juan Nepo- 
muceno Lisbona Beltrán, respecto de Jos bienes heredados por aquélla 
constante matrimonio, de su padre político. Don Juan Nepomuceno Ceres 
del Villar, que tienen evidente concepto legal de parafernales no entrega- 
dos al marido, el cual no ha sido ni podido ser desconocido por la misma 
sentencia recurrida, y una vez que, dentro de estos términos y con suje- 
ción estricta á ellos, formuló su petición en la demanda, de acuerdo por 
completo con dicha ley y jurisprudencia que ahora ge citan como infringi- 
das y con especial mérito de referirse 4 las rentas de dichos bienes, por eu 
innegable derecho de administración en los mismos, para su aplicación en 
los términos legales, á las atenciones y sostenimiento de la familia, y con- 
siguiente improcedencia del embargo de los mismos á instancia del ejecu- 
tante de su marido Sain Linares, y correspondiente petición de alzamiento: 
de dicho embargo: no obstante todo lo cual no se declara á la parte de- 
mandante dicho derecho en el fallo recurrido, y sí por el contrario se ab- 
suelve de la demanda en cuanto á este extremo al demandado D. José 
Sain Linares. 

Con esto resulta también que se inlerprela erróneamente, y por tanto, se 
infringe por la sentencia recurrida la ley y jurisprudencia citadas en esta 
infracción ó motivo de casación, en cuanto su fallo respecto de este punto 
es producto de la inteligencia equivocada ó interpretación errónea de dicha 
ley y doctrina legal, que ese señorto ó administración que en los paraferna- 
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les no entregados corresponde å la mujer casada, no es aplicable á las 
rentas de los mismos, por cuyo error de interpretación se deniega en el fallo 
recurrido la entrega de ellas 4 la parte demandante. 

Esta infracción está comprendida y autorizada en el núm. 1.9 del ar- 
tículo 1.692 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Segunda Infringe también el fallo recurrido por contener violación ó 
_ inlerpretacién errónea, la doctrina legal establecida en las sentencias de 11 
de Julio de 1881, / de Enero de 1882, 10 de Febrero, 9 de Junin, 27 de 

Octubre y 2 de Noviembre de 1883, 22 de Nuviembre de 1888 y otras 
. varias. 

Esta infracción se realiza en cuanto que según la doctrina legal que re- 
sulta del conjunto de las declaraciones de las sentencias acabadas de citar, 
clas rentas 6 productos de Jos bienes purafernales no entregados al mari- 
do, deben ser administrados por la mujer, y aplicarse con la intervención 
legal de aquél á la preferente atención de levantar con ellos las cargas del 
matrimonio, no respondiendo, por lo tanto, dichos productos y rentas de 
deudas anteriores 6 simultáneas al mismo, pero ajenas 4 él, ni de aquellas 
que no reportan utilidad á la mujer ó no redundan en provecho de la so- 
ciedad conyugal, y por consiguiente, de las que son personales y privativas 
del marido»; toda vez que con la absolución del demandado se rechaza 6 
infringe en el fallo la aplicación de esta doctrina legal invocada por la 
parte actora y recurrente en su demanda de tercerín respecto de esas ren- 
tas, y se otorga preferencia con relación á las mismas al crédito que orten- 
ta Don José Sain Linares, cuyo crédito por haber sido obtenido contra 
Don Mariano del Pilar Lisbona, hermano del D. Joaquín, marido de la 
Doña Cristina Beltran, causante del derecho de mi representado, y admiti- 
da la deuda á dicho Don Joaquín por herencia de eu citado hermano,. ee 
demuestra que la deuda es de origen completamente extraño á la sociedad 
conyugal, y por tanto personal y privativa del Don Joaquin Lisbona, siendo 
esto tan cierto que, ri se despachó la ejecución cuntra él, no fué por actos 
y obligaciones personales y propios desde el origen de la obligación 6 
deuda, sino por los que haya verificado y por las que haya contraído en 
eoncepto de heredero y representante de su hermano D. Mariano. 

Está comprendida y autorizada esta infracción, en el núm. 1.” artícu- 
lo 1.692 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Tercera. Infringe también el fallo recurrido, por aa interprelación 
errónea y aplicación indebida, las leyes 1.2 y 3.2, tit. 1V, libro X en su rela- 
ción con la ya mencionada 17, tit. XI, Partida 4,2 

Dichas leyes recopiladas declaran pertenecer en común á la sociedad 
conyugal, los frutos y rentas de lus bienes particulares de los cónyuges, y 
por consiguiente de los parafernales, disponiendo que, «Magtier que el ma. 
rido haya más que la mujer 6 la mujer más que el marido, quier qn here- 
dad quier en mueble, los frutos sean comunes de ambos á dos»; «pero que 


D. FELIPE SANCHEZ ROMAN 513 


los frutos y rentas de ellas..... que ambos los hayan de consuno». Y dicha 
Ley 17, tit. XI, Partida 4.”, establece lo que queda indicado por transcrip- 
ción de su texto en la infracción primera de este recurso, respecto de tener 
la mujer el señorío de ellas en el sentido y con el valor legal que á esta pa- 
labra atribuye la jurisprudencia constante del Supremo allí mencionada, 

Esta infracción consiste, en que no se aplican debidamente dichas leyes 
recopiladas en su necesaria concordancia con la expresada de Partida, por 
que si bien aquellas declaran comunes á los cónyuges 6 4 la sociedad coi- 
yugal para su consideración de gananciales las rentas de Jos bienes parafer - 
nales, esto no puede legalmente ser obstáculo á la administración concedi- 
da á la mujer en los mismos bienes, cuando no los ha entregado señalada- 
mente al marido por la última de tales leyee, ni semejante administra 
ción de la mujer limita la intervención legal del marido para el fin de que 
tengan aquellos frutos ó rentas de dichos bienes, la aplicación preferent. 
que les está asignada para las cargas del matrimonio. 

Esta infracción está comprendida y autorizada por el núm. 1. del ar- 
tículo 1.692 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Cuarta. Infringe el fallo recurrido, por contener violación, las leyes 7 * 
y 10.2, tit. VI, Partida 6.8, y la doctrina legal consignada en las senten- 
cias, entre otras, de 28 de Septiembre de 1864 y 10 de Mayo de 1879. 

La primera de dichas leyes, preceptúa que «non es tenudo el heredero 
que fizo tal escrito (el inventario solemne para gozar del beneficio de este 
nombre, cuando la herencia se aceptó bajo tal cláusula) de responder á lo» 
que han de rescebir las deudas en Jos bienes del finado..... si non quantos 
montaren los bienes á la eredad que fueren escritos en el inventario». 

La segunda de las mismas establece que Ja responsabilidad se extiende 
á los bienes propios del heredero (cuando no se aceptó bajo la salvaguardin 
del inventario, 6 éste no reunió las condiciones legales de solemnidad), al 
decir, «también los suos bienes que oviere de otra parte, como los que ovo 
del testador». 

Las sentencias citadas en esta infracción declaran, que «sólo son aplica- 
bles los beneficios que establece la ley 7.2, tit. VI, Partida 6.2, A los here- 
deros que han hecho el inventario con las debidas solemnidades, y cumpli- 
do por su parte los deberes que establece la Ley 5° del mismo título y 
Partida, lo cual no sucede si no se practica en tiempo y forma el inventario 
de Ja herencia.» (Sentencia de 26 de Septiembre de 1864 y 10 de Mayo 
de 1879). 

Esta infracción se realiza en cuanto que, habiendo aceptado D. Joaquin 
Lisbona á beneficio de inventario la herencia de su hermano D. Mariano, de 
quien procede la deuda, cuyo pago reclama Sain Linares, y no debiendo 
por tanto responder de las deudas el heredero D. Joaquín, sino hasta donde 
alcancen los bienes inventariados, en el fallo recurrido se ordena, sin em- 
bargo, que independientemente de dichos bienes hereditarios se satisfaga 
la deuda con Jos productos de los parafernales de la esposa del D. Joaquin, 
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los cuales son completamente ajenos á dicha herencia de D. Mariano, y 
aun prescindiendo de esto, y suponiendo ineficaz la formalidad del inven- 
tario y la cláusula de aceptación en esta forma de la herencia, siempre re- 
sultaría entonces consentida por el fallo recurrido, la infracción de la Ley 
10, tit. VI, Partida 6.*, la cual extiende la responsabilidad del heredero 
en semejante caso á los bienes propios del mismo, pero de ningún modo á 
los que no son exclusivamente suyos, y si á lo sumo de la sociedad legal de 
gananciales. En el propio concepto se realiza la infracción de la -doctrina 
legal, nacida de la jurisprudencia citada. 

Esta infracción se comprende y autoriza en el núm. 1. del art. 1.692 
de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Quinta. Infringe el fallo recurrido por contener violación, la Ley 10, ti- 
tulo I, libro X de la Novisima Recopilación, y como consecuencia de la 
aplicación al caso, el art. 1.268 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Esta infracción se realiza respecto de la Ley 1.8, tit. I, libro X de la 
Novisima Recopilación 6 sea de la ley del contrato, en cuanto el fallo re- 
currido comete violación de la misma, y desconoce su debido influjo para 
la resolución del pleito que decide en orden á la tercería de mejor derecho 
por razón del crédito dotal que ostenta la parte actora, toda vez que don 
Joaquín Lisbona se obligó en la escritura de constitución de dote otorgada 
el dia anterior á la celebración de su matrimonio con Doña Cristina Bel- 
trán, ó sea el 25 de Noviembre de 1868, á devolver los bienes que recibía 
en tal concepto de dote 6 su valor si hubieren desaparecido, figurando entre 
aquellas tres cuartas partes de la casa situada en la calle de Elvira núme- 
ro 93 de la ciudad de Granada y apreciadas en 17.035 pesetas 77 céntimos, 
cuyo predio se enajenó como tal feudo dotal, con arreglo á los preceptos 
de la legislación hipotecaria, por escritura de 29 de Agosto de 1889, reser- 
vándose en ella Doña Cristina Beltrán los derechos de gargntía qne aque- 
llos conceden en tales supuestos á la mujer casada, y á pesar de la eviden- 
cia de tales antecedentes y disposiciones legales, en el fallo recurrido no 
se otorga el derecho preferente que asiste á dicha señora, absolviendo de la 
demanda á Sain Linares, en cuanto á este extremo, con notoria infracción 
del compromiso contraído por D. Joaquin Lisbona en la escritura de cons- 
titución dotal de 25 de Noviembre de 1863, de la que fué. pacto especial el 
indicado de devolver los mismos bienes ó su valor si hubieren desapareci- 
do como desaparecieron por enajenación de 29 de Agosto de 1889. La Sala 
sentenciadora con este motivo no sólo comete la visible infracción de des- 
conocer la fuerza de la ley especial del contrato de 1868 y de la ley general 
Recopilada que la sanciona, si que también incurre en dos errores capi- 
tales de derecho, cuales son: 1.9 el de confundir el general de mera garantía 
que en tales supuestos otorga la legislación hipotecaria á la mujer casada 
por su dote inmueble inestimada que después enajena, con el de restitu- 
ción de su valor para tal hipótesis especialmente pactado por lo que respecta 
á su forma y términos de cantidad en el caso de autos por la escritura de 
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1868, y 2.° el de traspasar el origen y eficacia de este pacto, de la escritura 
de constitución dotal de 1868 en que se consignó y se contrajo este com- 
promiso por el marido de la tercerista 1). Joaquín Lisbona 4 la de la escri- 
tura de enajenación de 1889, ó sea nada menos que veintiún años después 
en la cual se realiza el supuesto, condición ó circunstancia para los cuales 
se estipuló el pacto y obligación referida de Lisbona por la escritura de 
1868, es decir, la hipótesis de consumación, en cuanto del pacto especial de 
aquella escritura de 1868, depende según el supuesto realizado en la de 
1889 incorporada al normal de restitución de dote, llegado el caso de ser 
procedente aquella con arreglo á la ley, ó el de prelación en concurrencia 
con otros acreedores, que es el sobrevenido en este pleito, y mucho más 
tratándose para su eficacia respecto de tercero, de una obligación inscripta 
en el Registro deede la fecha en que lo fué la citada escritura de constitu- 
ción dotal de 1868 en que tal obligación se contrajo, no por eso es menos 
indudable y perfecto, sino al contrario, el derecho de la Doña Cristina, hoy 
de su heredero, á ser reintegrado del valor de los dotales que hubieren des- 
aparecido, tanto muebles como inmuebles, por la estimación que se les 
fijara en aquella escritura de 1868, cuyo derecho tiene el origen legal de 
su existencia en dicha escritura, y no en la de enajenación de 1889, que 
no contiene semejante pacto especial, como aquella, ni produce novación 
en el mismo, dejándole subsistente precisamente porque se estableció en 
previsión de esta hipótesis, sin que tampoco le modifique ni pueda modi- 
ficarJe en eu esencia, la escritura pública de constitución de hipoteca otor- 
gada en 27 de Mayo de 1881 sobre la casa calle de Gracia núm 26, por vía 
de subrogación aceptada por la Doña Cristina á que se refiere el resultando 
tercero de la sentencia recurrida, pues una cosa es la garanlía, y otra muy 
distinta la forma estipulada por el pacto especial de la escritura dotal de 
1868, de hacer efectivos los derechos á la restitución de la dote ó de su 
valor, y de su prelación en concurrencia con otros acreedores, como lo es 
la parte demandada D. José Sain Linares. 

A este aspecto de la prelación se refiere la infracción del art. 1.268 
«le la Ley de Enjuiciamiento civil, comprendida en este motivo de casa- 
ción, la cual se realiza en el concepto de que, establecida por dicho artículo 
la graduación de créditos bajo el criterio de preferencia de los de fechas 
anteriores entre los escriturarios, se da prelación por la sentencia recurri- 
da al crédito de D. José Sain Linares, que sólo consta en su origen en dos 
pagarés firmados por D. Mariano del Pilar Lisbona, causante de su herma- 
no y heredero D. Joaquín, marido de la Doña Cristina, de quien es derecho. 
habiente el recurrente nnestro defendido, sobre el otro crédito que ostenta 
la parte actora en este pleito en virtud de la escritura de entrega de dote 
de 21 de Noviembre de 1868 con pacto especial y forma alternativa y subsidia- 
ria de reintegro del inmueble dotal ó de su valor si hubiere desaparecido, 
pues aun en el caso de que se suponga indebidamente que el crédito de 
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Sain adquirió también carácter escrilurario por haberse incluido como 
baja en la escritura de descripción de bienes otorgada por D. Joaquín como 
heredero de su hermano D. Mariano, primitivo deudor del Sain, en la que 
se obligó á satisfacer esas bajas siendo legítimas, de igual modo aun en tal 
supuesto se infringe el citado art. 1.268, porque dicha escritura de des- 
cripción de bienes se formalizó en 6 de Marzo de 1882, y la de constitución 
dotal de la tercerista, con el pacto original mencionado, del cual arranca 
su derecho á ser reintegrada con el inmueble dotal 6 consu valor según la 
estimación, que en la misma se le fijó, si desapareciese, como ha desapare- 
cido, sin que obste ni altere este derecho originario en su esencia ni cuan- 
tía, la fecha, cualquiera que ella sea, en que la finca se vendiere, fué otor- 
gada, según dejamos dicho, el 25 de Noviembre de 1868, que es muy anterior 
á la expresada de 6 de Marzo de 1882. Por tanto, al conceder preferencia en 
este punto el fallo recurrido al crédito de Sain de la escritura de 1882 sobre 
el dotal de la escritura de 1868, se infringe por violación de un modo evi- 
dente el art. 1.268 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Esta infracción está comprendida y autorizada en el núm. 1.° del ar- 
tículo 1.692 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Sexta. Infringe el fallo recurrido, por aplicación indebida, los articulos 
1.367 y 1.384 del Código civil (considerando 13 y 7.° de la sentencia re- 
currida) y reglas 1.* y 2.2 de las disposiciones rencias del mismo. 

Esta infracción se realiza en el concepto de haberse invocado aquellos 
articulos del Código con mérito y aplicación indebida al cumplimiento de 
una escritura de constitución dotal otorgada en 23 de Noviembre de 1868, 
muy anterior, por tanto, á la promulgación del expresado Código civil, y á 
cuya escritura no se da por consiguiente la fuerza legal debida con infrac- ' 
ción manifiesta de las dos reglas citadas de las disposiciones transitorias de 
aquél, para resolver el derecho que correspondía 4 Doña Cristina Beltrán, y 
hoy á su hijo y heredero D. Juan Nepomuceno Lisbona, al efecto de re- 
integrarse en la forma y con la prelación correspondientes, de la aportación 
dotal del inmueble mencionado y hoy de su valor según su estimación en 
aquella escritura de constitución dotal de 1868, y conforme' al pacto espe- 
cial de la misma, por haberse realizado el kupuesto para que dicho pacto 
se estipuló de haber desaparecido, por su enejenación, mediante la escri- 
tura de 29 de Agosto de 1889, sin que sea lícito, según dejamos demostra- 
do en la infracción anterior, tomar por base de aplicación y resolución le- 
gales, la fecha de la citada escritura de 1889, en lugar de la de 1868 de 
donde arrancan los derechos, forma pactada para ella y su prelación á favor 
de Ja parte recurrente. 

Esta infracción está comprendida y autorizada por el núm. 1.% delar- 
tículo 1.692 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Séptima. El fallo recurrido incurre en la infracción del art. 359 de la 
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Ley de Enjuiciamiento civil, por no contener declaración sobre alguna de las 
pretensiones oportunamente deducidas en el pleito. 

Esta infracción se Fealiza en cuanto la sentencia recurrida no contiene 
declaración alguna sobre pretensión deducida oportunamente en el pleito, 
toda vez que, teniendo en consideración que la hipoteca constituida sobre 
la casa calle de Gracia núm. 26, era insuficiente para garantir el total im- 
porte de la dote mueble (resultando 6.° de la sentencia recurrida y apun- 
tamiento) se ha conceptuado siempre en las alegaciones y solicitudes for- 
muladas por la parte actora, que ésta tiene, primero el carácter de acree- 
dora hipotecaria sobre aquella finca, y después en cuanto no fuere bastante 
dicha hipoteca, el de acreedores escriturarios, y en ambos sentidos derecho 
y condición preferentes al ejecutante Sain Linares, y como quiera que em 
el fallo recurrido, refiriéndose únicamente á esa clase de dote mueble se la 
da preferencia sólo en cuanto es acreedora hipotecaria, y nada se declara ni 
resuelve en lo relativo á su carácter de acreedora escrituraria, tal silencio 
constituye una esencial omisión de extremo importante planteado y de- 
batido en el pleito, y uno de los aspectos de las pretensiones oportuna- 
nente deducidas. en el mismo, y da lugar á un nuevo motivo de casación 
por la infracción legal indicada. 

Esta infracción se comprende y autoriza por la segunda parte del nú- 
mero 3.9 del art. 1.692 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Octava. Infringe el fallo recurrido el art. 359 de la Ley de Enjuicia- 
miento civil citado y transcrito en la infracción anterior por el concepto 
de omisión, y en esto por contener dicho fallo disposiciones contradictorias. 

Esta infracción ge realiza en cuanto existe contradicción notoria entre 
Jas mismas disposiciones del fallo recurrido, puesto que empieza por decla- 
rar el preferente derecho que asiste á D. Juan Nepomuceno Lisbona, como 
heredero de eu madre Doña Cristina Beltrán para reintegrarse por comple- 
to del valor de la dote mueble aportada al matrimonio, y después limita 
este reintegro á lo que pueda obtenerse del precio de la casa embargada 6 
hipotecada de la calle de Gracia núm. 26 y del importe de sus alquileres 
vencidos y no pagados 4 la muerte de dicha Doña Cristina. 

Es evidente que aparecen en oposición y contradicción manifiesta, los 
extremos del fallo recurrido en el que, por una parte, se declara sin res- 
tricciones la preferencia de ese derecho, y por otra se establece un medio 
limitado para hacerlo efectivo, pues si se concede el total reintegro de la 
«lote mueble con carácter prelativo, es visiblemente contradictorio que des- 
pués, al determinar Ja forma ó medios de llevar á cabo dicho reintegro, se 
reduzca sólo á la parte que pueda alcanzar á cubrir la hipoteca de Ja casa 
de la calle de Gracia y sus alquileres vencidos y no pagados á la muerte de 
Doña Cristina, y ei por el contrario, atendida esta forma de reintegro se 
considera otorgada únicamente la parte de crédito dotal, que con dichos 
medios se alcanza únicamente á cubrir, es baldío, inútil y contradictorio 
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.que se declare dicho derecho preferente al reintegro del dotal de la dote 
mueble. | 


Esta infracción está comprendida y autorizada en el núm. 4.0 del ar- 
tículo 1.692 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 


HI 


(A continuación se expresa los motivos procesales que autorizan la in- 
terposición y sustanciación de este recureo). 
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D. FRANCISCO MARTINEZ FRESNEDA 


NOTAS BIOGRAFICAS 


‘i 


Obligados por la extensión que ya tiene este volumen sobre trabajos 
forenses, á darle término cuando aun habríamos de ocuparnos de tantos 
otros notables Abogados contemporáneos que dan brillo al foro español, 
cerramos el libro con Martínez Fresneda, Secretario actual y por segunda 
vez del Ilustre Colegio de Abogados de esta Corte, y una de las personali- 
dades que dentro y fuera de él cuentan con más francos admiradores y en- 
tusiastas amigos. i 

De todas las armas que ha esgrimido en la lucha social Fresneda para 
adquirir por derecho propio su puesto en el banquete de la vida, dos son 
las que le dieron seguramente el triunfo: voluntad poderosa y entendi- 
miento clarisimo. 

En cuanto å la primera, que no suele abundar entre los españoles, apa- 
rece siempre manifiesta en los actos transcendentales de su vida; no sin 
su auxilio, el pobre huérfano nacido en un escondido rincón de las Sierras 
de Baza y dé Filabres, en el Mediodía de España, alumno del Seminario 
de Almería, pudo venir á Madrid á estudiar la carrera de Abogado; ni el 
joven sin recursos y sin protectores que hacía compatibles sus esfuerzos 
para lograr su aspiración de ser algo, con el cumplimiento del más austero 
deber que la patria exige 4 sus hijos, consiguió recibirse Abogado con aplau- 
so unánime del Claustro Universitario, y obtener luego en reñidisima oposi- 
ción y sin la influencia de nadie, una plaza de Oficial del Consejo de Esta- 
do, la primera entre 40 candidatos, y más tarde un bufete favorecido por 
buena clientela y una envidiable posición económica y social. 

De la claridad de su entendimiento dan muestras inequivocas, todos 
sus numerosisimos trabajos forenses, orales y escritos; cuantos asuntos han 
recibido la luz de su espiritu privilegiado, por difíciles y complicados que 
á los ojos de los demás se presentaran. 
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Martinez Fresneda, 6 Fresneda, 4 secas, que es como todo el mundo le 
conoce y cariñosamente le nombra, ha diefrutado en su profesión de esa 
soñada varita mágica que convierte lo oscuro en diáfano, que simplifica y 
sintetiza y reduce los problemas á su verdadera esencia, permitiendo decir 
ó exponer en una cuartilla de papel lo que ocupa cientos de folios. 

Se incorporó al Colegio de Abogados de Madrid en Junio de 1877; lleva, 
por tanto, ejerciendo ante loz Tribunales de la Corte veinticinco años (el 
tiempo preciso para unas bodas de plata), sin otras interrupciones que las 
muy breves exigidas por los cargos públicos.que ha desempeñado. 

A los cinco años de estar incorporado al Colegio, fué elegido Diputado 
por el mismo, y algunos después Secretario de la Junta de gobierno en los 
últimos tiempos del Decanato del venerable D. Manuel Silvela Represen- 
tando á tan docta Corporación intervino en las tareas del Congreso Juri- 
dico español de 1886, y en nombre del Consejo de Estado figuró en el Jurí- 
ilico ibero-americano de 1892. Ha desempeñado en la politica cargos tan 
importantes como los de Gobernador de Navarra estando en el poder el 
partido liberal y siendo muy difíciles las circunstancias por que atravesaba 
aquella provincia, y Secretario del Gobierno civil de Madrid. 

Entre sus defensas mas ruidosas y conocidas, se cuentan la del regici. 
da Otero cuando aun tenía el polvo de Jas aulas de la Universidad —como 
dice justamente uno de sus biógrafos;—la causa por suposición de parto 
seguida contra Doña Josefa Bonal, María Bernabé y otras; y la muy cele- 
bérrima llamada del testamento falso, en la que sostuvo la acusación pri 
vada á nombre de los herederos de D. Emilio Carrauza, cuyo testamento 
ológrafo había sido falsificado, contra el entonces Juez Decano de Madrid, 
y contra dos actuarios, un alguacil y otros muchos procesados. 

La suma de energías morales desplegadas, la voluntad de hierro, que 
en este asunto se mostró soberana, y la habilisima posición adoptada en eu 
papel de acusador, lograron imponerse, y con ellas la justicia de la cauta 
que defendía; el testamento faé declarado faleo por la Sala segunda del Su 
premo, los falsificadores condenados á presidio, y el Juez Decano de Ma 
drid y un actuario, aunque absueltos, quedaron separados de sus cargos, 
en forma más 6 menos directa, por cubrir apariencias, para las que tan 
respetuosos somos los españoles, según con acierto escribió un periódico 
profesional. 

De sus notables dictámenes administrativos y de su fructuosa interven- 
ción en asuntos civiles, no nos ocupamos por no extender estos ligeros 
apuntes. 

He aquí ahora algunos fragmentos escogidos, en la imposibilidad, aten- 
didas sus proporciones, de transcribirla integra, de la defensa del pastelero 
Francisco Otero en la causa que se le siguió en el Juzgado del distrito de 
Palacio de esta Corte, por atentar el 30 de Diciembre de 1879 contra la vi- 
da de Don Alfouso XII, cuyos fragmentos dan exacta idea de tan notable 
informe, y en los que £e revela el esfuerzo extraordinario y la noble auda.. 
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ia con que el Sr. Martinez Fresneda, lleno de juventud y de generosidad, 
rtrató de salvar á un desdichado del patíbulo, trabajando con alientos de ti- 
tán por aquella vida que el verdugo al fin cortó, y utilizando toda clase de 
recursos durante los escasos días que se Je dieron para estudiar la causa. 


REGICIDIO FRUSTRADO 
FRAGMENTOS DEL INFORME ORAL PRONUNCIADO EL 7 DE FEBRERO DE 1880 


Defiendo 4 Francisco Otero González con la pretensión de que el Juzga- 
do se sirva: 

1, Declarar á mi defendido exento de responsabilidad criminal, como 
comprendido en el caro 1.9, art. 8.° del Código penal, por haber ejecutado 
el hecho de autos en estado de imbecilidad. 

2.2 Si á esto no hubiere lugar, acordar que la causa se reponga al pe- 
riodo de prueba para practicar las diligencias á que haya lugar 6 dictar 
auto para mejor proveer, remitiendo testimonio de los dictámenes de los 
profesores Médicos á la Real Academia de Medicina, para que informe al 
Juzgado acerca del asunto á que aquellos se refieren. 

3.2 Si no hubiere lugar, estimar el hecho como disparo de arma de 
fuego en poblado, constitutivo de falta, según el art. 587 del Código penal, 
y en su virtud, acordar lo que proceda. 

4.0 Y ei tampoco hubiere lugar, considerarlo como disparo de arma de 
fuego constitutivo de delito penado en el art. 423 de dicho Código, con las 
circunstancias atenuantes 1.* del art. 9.9 en relación con la 1.2 del artícu- 
lo 8.9, 6.* y 8.2 del mismo art. 9.°, esta última por analogía con la 7.8, y 
vin ninguna agravante que sea de apreciar. 

Así es de hacer en mérito al resultado de autos y en atención á las con- 
sideraciones que expondré. 

No me he encargado de esta defensa porque me haya correspondido en 
turno: tampoco por mis relaciones con el procesado, pues no le conocia; 
tampoco porque deseara venir aquí á hacer gala de mis dotes oratorias, por- 
que por desgracia carezco en absoluto de ellas. Me encontré con la desig- 
nación hecha por el procesado, me compadeci de él y consideré que era 
deber ineludible de todo el que viste esta honrosa toga, echar sobre sus hom- 
bros tan pesada carga, no abandonando en tan tristes momentos al desgra- 
ciado que reclamaba auxilio. 

He hecho, al Juzgado le consta, cuanto ha estado á mi alcance por lle- 
nar mi misión; pero sentiré que la premura de Jos términos y la impor- 
tancia del asunto por una parte, con la escasez de mi talento por otra, no 
me dejen llevar el convencimiento al ánimo del Juzgado para que, pres- 
cindiendo de las impresiones que hasta hoy haya podido sufrir, falle esta 
causa como solicito. Sentiré también que mi defensa no corresponda á mi 
deseo; vengo fatigado y ain descanso desde que me encargué de esta causa, 
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y no sé hasta qué punto podré hoy llenar mi misión. Para evacuar el tras- 
lado de acusación re me han concedido tres días, durante los cuales no habia 
tiempo material ni aun para copiar el escrito que he presentado al Juzgado; 
asi es que durante ellos no he dormido, ni descansado, y hoy me faltan las 
fuerzas. Quisiera poder expresar con toda claridad posible mis profundas 
convicciones acerca de este proceso; y son tales, que si me hallara sentado 
bajo ese dosel, antes me dejaría cortar la mano que firmar esta sentencia 
de muerte. 

¡Sentencia de muerte! ¿Pues qué no sirve de nada la extensa prueba 
que se ha practicado? ¿No sirven de nada los dictámenes periciales? ¿Tam- 
poco las declaraciones de numerosos testigos? ¿Tampoco los informes de 
los médicos alienistas? ¿Tampoco Ja embriaguez del procesado? ¿Nada 
sirve? 

Abrigo Ja convicción profunda, y la expreso con todas las veras de mi’ 
alma, de que aquí no existen méritos para la imposición de la pena de 
muerte. La Providencia divina quiera venir en mi ayuda en este instante 
para que la verdad que trato de defender resplandezca, y brillando 4 los 
ojos del.recto Magistrado, á quien tengo la honra de dirigir mi súplica, pe- 
‘netre en su conciencia é informe el fallo que en breve ha de dictar. 

Nada tan necesario ni tan justo en este momento como el protestar en 
primer término contra los hechos que el público rumor supone ejecutados, 
y á cuyo solo relato se llena de triste indignación toda conciencia recta. 
Cuando ánimos perversos, inspirados por criminales propósitos, maquinan 
en silencio la realización de tremendas maldades; cuando la idea del cri- 
men se ve desenvuelta bajo mil diferentes aspectos, el individuo se alar- 
ma; cunde la desconfianza y el temor; se llenan de hundo desasosiego el 
hogar del humilde trabajador y el alcázar del independiente propietario; 
pero cuando se divulga la noticia de que ni aun las más altas magistratu- 
ras se hallan libres de la asechanza; cuando se observa que puede haber 
alguien capaz de atentar contra la primera persona del poder y de la auto- 
ridad, en cuyo nombre se administra la humana justicia, conmuévese en 
sus cimientos el orden, se duda de la eficacia de las penas, y la agitación 
llega hasta el punto de forzar la marcha del procedimiento, acortando los 
plazos, regateando las pruebas, y oponiendo, en fin, cierta resistencia á 
cuanto pueda ser obstáculo á la celeridad, como si se tuviera el precoucebi- 
do pensamiento de que la defensa era imposible, y se deseara cuanto antes 
llegar á la ejecución de la pena que aun no se ha impuesto. Aumenta este 
estado anormal el incesante clamor de la prensa; los partidos políticos re- 
chazan de consuno la menor intervención en el suceso; los Órganos de la 
situación que impera excitan el celo de los funcionarios á quienes corres- 
ponde la persecución y el castigo del delincuente, y todo es confusión, cu: 
riosidad, y si no temor de que el hecho responda á una oculta trama, al 
menos se hacen comentarios y se aventuran juicios de desconocida ten 
dencia. 
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La justicia, no obstante, se presenta 4 los ojos de la sociedad como im- 
parcial y severa aplicadora de las leyes, y elevando el espiritu del Juez 
sobre toda pasión, sobre todo interés, y sobre toda idea de amistad y de 
odio, le coloca en el Tribunal para dictar sentencia, ateniéndose á la resul- 
tancia de autos. El Ministerio fiscal acusa, cumpliendo de ese modo el ele- 
vado cargo que ejerce, y teniendo en cuenta que en sus manos está depo- 
sitada la representación de la ley, para procurar Ja realización de la justi- 
cia, y con el carácter de representante del Gobierno cerca del Poder Judi. 
cial. Mas el Ministerio fiscal, aunque no siempre debe pedir castigo, sino 
por lo que aparece probado, en atención á que es funcionario impargial y 
recto, puede apasionarse por la justicia, con noble y elevado pensamiento, 
y hé aquí la necesidad de la defensa, que no trata, ni tratar debe de hacer 
que queden impunes los delitos, pues en tal caso fuera el defensor enemi- 
go de la sociedad; sino de acrisolar las pruebas y de poner en ejecución los 
medios que la ley facilita para que un dato desapercibido se aprecie, para 
que una pena excesiva se rebaje en los términos que marca la ley, y por 
eso va el defensor á los Tribunales, y se presenta sin rubor á ejercer su 
elevada profesión, y en muchas ocasiones convence á los Magistrados, ha- 
ciendo que se adjudique Ja propiedad al dueño, sacando ileso el honor de 
su defendido, y arrebatando, en fin, su víctima al verdugo. Que de esta 
suerte viene á ser Ja defensa un factor indispensable de la humana justicia, 
y no menos ha de serlo en la presente causa que desde un principio alarmó 
. Ja opinión, porque ee exageraron los hechos y se hicieron aseveraciones in- 
fundadas, que no ha de ser difícil desvirtuar. 

Resulta del proceso, que en la tarde del 30 de Diciembre último, se de- 
jaron oir dos detonaciones en un lugar próximo á la puerta del Real Pala. 
cio, llamada del Príncipe, y al tiempo de volver SS. MM. de paseo, Co- 
rrieron varios agentes de seguridad, de ronda secreta y algunas otras per 
sonas, en pos de un joven que se dirigía hacia la calle de Bailén, y dete- 
niéndole al momento, le condujeron á la prevención del distrito. No tardó 
el rumor público en esparcir la noticia; se multiplicaron las órdenes, púso 
se en movimiento la autoridad, y mientras el Juzgado de guardia dictaba 
auto de oficio, el detenido era interrogado en la prevención por un jefe de 
vigilancia, encerrado á solas con él, contra las disposiciones vigentes, que 
sólo consienten la formación de un atestado cuando el Juzgado tarda en 
llegar al lugar del suceso, con objeto de no causar perjuicios á los particu- 
lares que hubieren de facilitar datos, pero que no permiten se tomen de- 
claraciones 4 los detenidos más que por los Jueces, hasta el extremo de 
poderse protestar de su competencia, según el art. 551 de la Compilación 
vigente en materia criminal. Con razón se dpone á estas inquisitivas, de 
todo punto ilegales, porque se prestan á coacciones y pueden originar tre- 
mendos males. El Juzgado no puede hacer preguntas capciosas ni sugesti- 
vas; consigna lo que pregunta y lo que se le contesta, y nunca amenaza al 
indagado, porque todo ello está prohibido por la ley; y como si esto no 
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fuese bastante, todavia sería nulo cuanto hiciera, de no asistir el deposita- 
rio de la fe pública judicial. Mas ¿qué garantías tiene el detenido, cuando 
en el primer momento de la detención se le encierra, y con él un particu- 
lar lego en Ja materia, á recibirle declaración, usurpando las atribuciones 
del Juez? Duélese la defensa de que esto haya ocurrido en este caso, como 
lo patentiza el oficio que obra del folio 6 al 9 de los autos; y que á decir 
verdad, no ha sido convalidado en la declaración oportuna, por lo cual ca- 
rece en absoluto de validez. Entre tanto, fué recogida del suelo una pistola 
que llegó á manos del Juzgado, después de algunas horas. 

Trasladado el detenido al Juzgado de guardia, y después de recibir va- 
rias declaraciones, de que luego habré de ocuparme, se procedió á recibirle 
la oportuna indagatoria, y á ésta siguieron otras de varios detenidos, ca- 
reos entre éstos y reconocimientos en rueda, durando esas diligencias des- 
de las cinco y media de la tarde hasta igual hora de la mañana del día si- 
guiente, en cuyo momento, y á pesar del secreto del sumario, ya se sabía 
en toda Europa el resultado que arrojaba el proceso. Trajéronse 4 la causa 
los antecedentes de conducta y penales, á más de las partidas de bautismo 
de los procesados; valiéndose el Juzgado del telégrafo, recibiéronse decla- 
raciones de identidad, y entregada la causa al Ministerio público, la devol- 
vió con escrito de calificación. Elevada á plenario, se requirió al Francisco 
Otero para nombramiento de Abogado y Procurador, puesto que respecto 
de los otros procesados se había sobreseido provisionalmente. Hecha la de- 
signación, y cuando la defensa re hallaba estudiando el proceso, antes de 
que hubiese podido formar juieio acabado de la prueba que había de pro- 
poner, le fué recogida Ja causa, que se le devolvió después de algunas ho- 
ras. Entonces pudo observar que Ja causa había sido restituida al estado de 
sumario, por haber ampliado el Otero su declaración, y vuelta á elevar 
á plenario, después de haber reproducido el Ministerio fiscal sus anterio- 
res conclusiones. 

Se ha practicado parte de la prueba propuesta por la defensa, denegan- 
dose la que al Juzgado no ha parecido oportuna; ya ha sonado la voz del 
Ministerio fiscal, acusando, y la defensa, al evacuar su traslado habrá de 
hacerse cargo de todas y cada una de Jas particularidades que la causa 
ofrece, para entrar más tarde á discurrir acerca de la acusación, en que se 
pide la mayor de las penas, y ver si se ajusta á la resultancia del proceso, 
según los preceptos del Código, y según las máximas de la jurieprudencia. 
Deber es, ante todo, que la defensa explique y trate las cosas tales como 
ge presentan, porque, como dice Balmes, «la verdad no está esencialmente 
en nuestras impresiones, sino en los objetos, y cuando aquéllas nos ponen 
en desacuerdo con éstos, nos extravian». 


I 


La primera petición que formula la defensa consiste en que se declare á © 
Francisco Otero exento de responsabilidad criminal como comprendido en 
el núm. 1.° del art. 8.9 del Código penal. 
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Fúndase esta pretensión en el resultado de la prueba pericial médica, 
al que coadyuva y con el que conviene el de una parte importante de la 
testifical. . 

Informada la defensa sobre el estado mental del procesado Otero, y 
rospechando, por los datos que se le suministraban y por los síntomas que 
observó en él, que padecía alguna lesión orgánica en su cerebro, alteración 
funcional de su inteligencia ó falta de la plenitud de sus facultades animi. 
cas, cuyas sospechas crecían con el público rumor que esparcia la prensa 
periódica de que Otero se hallaba en estado de imbecilidad, propuso, en- 
tre otras pruebas, la práctica de un reconocimiento facultativo por el que 
se determinara el verdadero estado físico-moral de dicho procesado, á fin 
de averiguar si este estado respondía á las condiciones necesarias para la 
imputabilidad y responsabilidad de los actos, á cuyo objeto mi ¡»arte de- 
signó como peritos á los reputados y eminentes profesores alienistas seño- 
res D. José María Esquerdo y D. Ramón Félix Capdevila, para que, previa 
la observación necesaria, manifestasen si efectivamente Otero se podía 
considerar comprendido en alguna de las clases de locura, imbecilidad, 
demencia 6 monomania. : 

Admitida y acordada por el Juzgado la práctica de esta diligencia de 
prueba, se hubieron por nombrados peritos para el expresado reconoci- 
miento, de mi parte á los referidos señores Esquerdo y Capdevila, y de 
parte del Promotor fiscal á los Médicos forenses señores D. Joaquin Sicilia 
y D. Mariano de Estéban y Arredondo; por cierto que no re explica cómo 
han sido aceptados estos nombramientos de peritos por parte del Fiscal, á 
pesar de eu improcedencia por haber renunciado dicho Ministerio á la 
prueba, y no obstante las reclamaciones hechas por la defensa contra tales 
nombramientos, cuyo extremo examinaré después. 

Sea como quiera, bien ó mal interpretada la ley sobre este punto, los 
cuatro mencionados profesores fe encargaron del indicado reconocimiento 
facultativo, para el cual se les fijó el perentorio y escaso término de cinco 
dius, que los dos Médicos forenses estimarian suficiente cuando dos días 
antes que espiraran los tres de prórroga que se concedieron, emitieron Bu 
dictamen sin apuro, pero que los otros profesores consideraron con razón 
insuficiente y escasisimo para poder llenar su cometido con el detenimien- 
to y meditación que tales casos requieren, si se ha de fundar en concien. 
cia una opinión; y en su vista, á tres instancias mías se prorrogó dicho 
término por tres días más, denegándoseme la última petición de prórroga, 
en cuya virtud los Sres. Capdevila y Esquerdo se vieron obligados á pre- 
sentar 4 toda prisa su informe; y no fué porque descuidaron el cumpli- 
miento de su penosa misión, pues desde el instante en que ge hicieron 
cargo de ella desatendieron otros sagrados deberes y pasaron la mayor par- 
te del tiempo en la cárcel de hombres, observando al procesado hasta la 
madrugada del mismo día en que dieron su dictamen, sino porque á la rec- 
titud de su conciencia y á su pública y notoria competencia en materia 
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tan delicada y difícil, toda observación les parecía poca y quisieron depu- 
rar sus investigaciones hasta el último momento. 

Al mismo tiempo propuse y se me admitió prueba testifical sobre cier- 
tos extremos que convenía hacer constar como relacionados con el estado 
mental de mi patrocinado. Presentado el oportuno interrogatorio, y consi- 
derado pertinente por el Juzgado, comparecieron á declarar varios testigos 
(folios del 239 al 254), afirmando nueve de dichos testigos, José Campos 
Piñeiro, Juan Sanz, Angel Reguera, Juan Fernández López, Camilo Sáez, 
Antonia Jordán, Santiago López, Felisa Otero y José Otero, ser. cierto que 
durante el mes de Diciembre último han visto al Francisco Otero siempre 
solo, en un estado de abatimiento y desesperación extraordinaria y sin que 
quisiera tener conversación con nadie. Cinco testigos, Juan Fernández, 
Antonia Jordán, Santiago López, Felisa Otero y José Otero, expresan ha- 
ber oido al procesado en los últimos días del propio mes de Diciembre la 
manifestación de su propósito de suicidarse. Cuatro testigos dicen que al 
querer disuadir al Otero de ku descabellado propósito, se exaspernba pro- 
rrumpiendo en exclamaciones, ya de ira, ya de tristeza, y marchándose sin 
despedirse. Y por último, algunos de lox mismos testigos afirman haber 
llegado á adquirir el convencimiento de la monomania suicida que domi- 
naba al Otero. 

Ese estado de abatimiento y desesperación del procesado, ese tenaz y 
constante propósito de suicidarse que se apoderó de Otero, ¿no están acu- 
' sando en su cerebro una perturbación evidente? ¿no están demostrando 
que sus facultades anímicas no funcionan con regularidad? Sean las cau- 
sas las que quieran, demencia, monomanía, imbecilided ú otro motivo, 
¿no se está viendo ahí algo anormal, extraordinario y raro? Esto no puede 
negarse sin cerrar lox ojos á todo destello de razón y de justicia. La mente 
de Fraucisco Otero no está ni puede estar en un estado de salud perfecta. 
La ciencia médico alienista era la única encargada de resolver el proble- 
ma, ya que el Juzgado no quiso admitirnos que también lo resolviera la 
ciencia de las facultades del alma, la ciencia psicológica. 

Con esos antecedentes coincidieron las observaciones de los empleados 
de la cárcel, divulgadas por la prensa. El periódico La Polttica, en su nú- 
mero del día 9 de Enero, cuyo ejemplar se ha unido á la causa, obrando al 
folio 276, se expresaba en estos términos: «El regicida Otero se muestra 
» muy tranquilo, si bien tanto en las conversaciones que sostiene con los 
»empleados de la cárcel como en las declaraciones prestadas ante el Juzgado, 
» demuestra hallarse en estado de imbecilidad, puesto que algunas veces 
ə no contesta acorde á las preguntas que se le dirigen.» De manera que la 
imbecilidad de mi patrocinado era ya conocida y observada, pública y 
notoriamente, antes de que esta cauea se entregara á la defensa y antes de 
elevarse á plenario, puesto que lo fué en definitiva por auto de 12 de Enero, 
y las noticias de la prensa sobre el estado de Otero son anteriores al 9. El 
reconocimiento, pues, del estado mental del procesado era la primera 
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prueba que la defensa se hallaba en el deber de solicitar, sin que quepa aqui 
decir, como parece que quiere suponer el Ministerio público, que este fué 
un recurso extremo á que en semejantes casos suelen apelar todos los reos 
de esta clase. 

Veamos los dictámenes de los profesores Médicos. 

Los forenses Sres. Sicilia y Arredondo, opinan: «1. Que Francisco 
> Otero no se puede contiderar comprendido en ninguna clase de locura, 
> imbecilidad, demencia ni monomania; 2.2 Que si bien su talento es es- 
2 caso, porque no se han educado sus facultades intelectuales por la moral, 
> religión y buen ejemplo, goza de criteria normal suficiente para la res- 
» ponsabilidad de todos sus actos.» 

Por el contrario, los reputados alienistas Excmos. Sres. Capdevila y Es- 
querdo, dicen: «1.2 Que Francisco Otero González presenta los caracteres 
ade un imbécil en el sentido intelectual y de un idiota en el sentido moral, 

> lo que es lo mismo, tiene escasa capacidad intelectual y muy poco des- 
> nrrolladas las facultades afectivas. 2.2. Que las irregularidades y aberra 
» ciones notadas en su último periodo suponen una enajenación mental con 
»tendencia al suicidio, lo cual, por las circunstancias antes expuestas, 
ə toma el carácter de homicido-suicida. » 

Se ve cuán contradictorias y diferentes son las conclusiones de cada uno 
de los dos expresados informes: sin embargo, el Ministerio público entien 
de que virtualmente para los efectos de la ley penal, están de acuerdo todos 
cuatro. Ciertamente, las observaciones de los forenses y los síntomas que 
manifiestan haber notado en Otero, son propiamente los de un imbécil, y 
bajo este punto de vista, los cuatro Médicos vienen á decir lo mismo; pero 
Jos forenses, en las conclusiones de su dictamen, se contradicen á sí mis- 
mos, afirmando que el procesado no puede considerarse comprendido en 
ninguna clase de locura, imbecilidad, demencia ó monomania. 

Los Sres. Esquerdo y Capdevila dicen terminantemente que es imbécil 
en el sentido intelectual, idiota en el sentido moral, y que padece una ena- 

_jenación mental con tendencia al suicidio. ¿De dónde saca el Promotor fis- 
cal que todos están conformes ? En el cuerpo de los dictámenes hay mucha 
analogía en lo que expresan unos y otros Médicos, pero en las conclusiones 
son completamente opuestos los pareceres. 

Sostiene el Fiscal, que según las conclusiones sentadas por los señores 
Capdevila y Esquerdo, Otero no es un hombre desprovisto por completo de 
juicio, de inteligencia; no es un imbécil, ni un idiota en el sentido filoló- 
gico ni en el sentido legal; es puramente un hombre de escaso talento, que 
tiene facultades afectivas, pero que las tiene poco desarrolladas. ¡Porque 
no está desprovisto por completo de juicio, de inteligencia, no es un imbé- 
ci] en el sentido legal! ¿Pues qué clase de imbecilidad es 4 la que el Có- 
digo se refiere? Según los autores mentalistas más notables, con los que 
está de acuerdo el Dr. Mata, la imbecilidad es tan varia y gradual que 
no puede clasificarse. «La imbecilidad, dice Mata, puede presentar, y 
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» presenta en efecto, variedades, categorias 6 graduaciones, desde la que 
» MÁS Se aproxima al idiotismo, hasta la que más se acerca al estado cuer- 
» do, según sea el desarrollo de la masa encefálica. No fe puede fijar con 
> fundamento el número de estas categorías.» ¿A cuál de tan diversos gra- 
dos y especies de imbecilidad, pregunta la defensa, se refiere el artículo 
8.9 del Código penal? Si el digno representante del Ministerio fiscal pudie- 
ra contestar á esta pregunta de una manera segura y cierta, e 
entonces que sostuviera que Otero no era un imbécil en el sentido Jega Bl 
Código penal es absoluto en esto, no distingue la clase de imBécilidad 4 
que se refiere, dice simplemente, «no delinquen (art. 8.9), y por consiguien- 
te están exentos de responsabilidad criminal: 1.9 El imbécil y el loco, á no 
ser que éste haya obrado en un intervalo de razón.» De manera que en el 
loco aún admite intervalos lúcidos, intervalos de ruzón; pero en cuanto al 
imbécil, la exención es ab=oluta, no reconoce distinción alguna entre el más 
imbécil y el menos imbécil; por consiguiente, los comprende todos, tal 
como nos los presenta la ciencia médica en sus diferentes especies y cate- 
gorías, sin excepción alguna; y donde la ley no distingue, ni el Ministerio 
fiscal ni nadie tiene facultad de dietinguir; y mucho menos cuando de la 
distinción que quiere hacer se vendría á la interpretación ‘restrictiva del 
Código, en lo que es fuvorable al reo, cosa que legalmente no puede ha- 
cerse. 

Sin duda, para que el Ministerio público considere 4 un imbécil com- 
prendido en el art. 8. del Código, será preciso que se halle en el grado 
más absoluto de imbecilidad; no quiere que el imbécil que haya de ser 
exento de responsabilidad tenga, ni en ínfimo grado, como las tiene Otero, 
la capacidad intelectual y las facultades afectivas; olvidando que, como 
queda indicado, la imbecilidad, por regla general, no excluye por com- 
pleto dichas facultades, ni el Código hace tales distinciones. 

Toma el Ministerio público como prueba de que Otero conserva esa fa- 
cultad de discurrir, la última ampliación de indagatoria; con ella dice di- 
cho Ministerio que ha querido el procesado desvirtuar sus confesiones an- 
teriores, y las confirma, porque lo anteriormente confesado está de acuerdo 
con los hechos que se prueban en autos, y lo que dice últimamente en con- 
tradicción con los hechos mismos. ¿Qué hechos de los que se prueban en 
autos están de acuerdo con las primeras declaraciones de Otero? ¿Se ha 
probado en autos que Antonio Pérez y Antonio García fueran los que indu 
jeran á Otero á ejecutar el hecho? ¿Se ha probado que.Otero anduviera por 
las buñolerías en que dijo haber estado? ¿Se ha probado que la pistola la 
comprara en el Rastro? ¿Se ha probado que en la tarde .del suceso siguiera 
Otero el carruaje de S. M. desde la Puerta del Sol hasta el Real Palacio? 
¿Se ha probado que los disparos fueron con bala? ¿Se ha probado que quiso 
matar å S. M.? ¿Se ha probado cuanto he dicho? No: pues entonces es com- 
pletamente gratuita la afirmación del Promotor fiscal, y es, por el contra- 
rio, cierto que los hechos probados en autos están mucho más conformes 
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con lo que Otero dijo en su última ampliación de indagatoria, que con lo 
que dijo en la primera; 6 mejor dicho, está demostrando todo eso que 
Otero carece de sentido y no sabe lo que se dijo, ni antes ni después. 

«Pero si no sirve esa ampliación de indagatoria (continúa el Ministerio 
»público) para el objeto que se ha propuesto Otero, sirve para demostrar ` 
» que su inteligencia, aunque no sea grande, está en actividad, que discu- 
de de ha reconocido lo grave de su situación y cuánto le perjudican sus 

eras declaraciones, y quiere å su modo neutralizarlas por otra; y si 
> Otero discurre, tiene uso de razón, no es loco, no es imbécil, y al propio 
ə tiempo, si Otero desea conservar su vida, que ve en peligro, claro es que 
» tampoco se le puede considerar atacado de la monomanía del suicidio.» 
¿Pero el Ministerio fiscal quiere que los locos estén siempre disparatando y 
haciendo desatinos, y no tengan en su vida un momento de rerenidad y 
cordura? ¿Quiere que los imbéciles sean la negación absoluta de las faculta- — 
des intelectuales y morales? El Sr. Fiscal no ignora, pero lo quiere olvidar, — 
que los locos tienen momentos de lucidez; que los imbéciles, por regla ge 
neral, tienen alguna inteligencia, piensan y discurren algo, en una pala. 
bra, son hombres más ó menor imperfectos, no son una bestia. Pues bien: 
¿qué de particular ni de extraño tiene que Otero, aun siendo, como mani- 
fiestan los célebres alienistas que lo han reconocido, un demente, un im- 
bécil en toda la extensión de la palabra, mas no una bestia, haya pensado 
un momento en su situación, haya estimado la vida, haya tenido miedo, y 
haya mostrado estas impresiones? ¿Qué de extraño tendría que no siendo, 
como no es, la imbecilidad la negación completa de las facultades inte- 
lectuales y morales, si las personas de la familia que le han ido á visitar 
le han hablado llenas de amargura de la mala situación en que se había 
colocado, de lo triste y penoso de la prisión, de los horrores de la muerte, 
de lo agradable de la vida y de todas esas cosas que eran naturales, Otero 
haya meditado un poco, haya despertado por un momento su adormecido 
instinto de conservación, que hasta los irracionales tienen, haya temido la 
muerte y amado Ja vida? | 

Ahora bien: dando por sentado que los dictámenes de los cuatro facul- 
tativos no dicen lo mismo en sus conclusiones, sino que son contradictorios 
y opuestos, en vista de ellos, era lo más natural que se huliera sometido el 
asunto al juicio de otros peritos capaces de dirimir la discordia, que en el 
presente caso no podría dirimirse sino por una corporación respetable y 
competente en la materia, como la Academia de Medicina; pero aqui los 
términos apremian y lo que parece más urgente, sobre todo, es llegar lo 
más pronto posible con el proceso á su término. 

Así el Promotor fiscal, participando sin duda de las opiniones del doc- 
tor Urbano Coste y del Abogado Elias Regnault, según los cuales, para co- 
nocer la existencia de cualquier alteración mental, no se necesitan los co- 
nocimientos especiales de la ciencia médica, y por tanto cualquier sujeto 
de sentido común es tan apto como el primer médico para resolver esta cla. 


"TRABAJOS FORENSES 89 


eS 


530 FORO HISPANO - AMERICANO 


se de problemas, dirime por sí mismo la discordia aceptando el informe de 
los médicos forenses, que es el que más cuadra al fin de su acusación. El 
Juzgado, á su vez, para decidirse por uno ú otro informe pericial, tendrá 
que compararlos y optar por el que más se adapte á su especial criterio; de 
aquí la necesidad en que se ve la defensa de entrar en ciertos detalles en 
que, á no ser obligada por las circunstancias, no entraría. 

Sin juzgar los fundamentos de unos ni otros médicos, para cuya apro- 
ciación mi parte desde Juego se reconoce incompetente, porque no es 
tidaria de las opiniones citadas de Coste y de Regnault, no obstante debo 
hacer notar al Juzgado las diferentes garantías de acierto que ofrecen 
ambos informes. 

En primer lugar, es muy extraño, y esto no queremos dejar de decirlo, 
que habiéndose observado por los Sres. Sicilia y Arredondo en el Francis- 
co Otero que su frente es baja y pequeña, que sus hemisferios cerebrales en 
su parte anterior y posterior no alcanzan desarrollo, 6 lo que es igual, mala 
conformación de cabeza; que su estatura es muy poco elevada, que su vista 
es poco expresiva, que sus movimientos son pesados y goza de poca movi- 
lidad, que existe en su economía como señal notable la huella del vicio de 
la lujuria (circunstancias todas que acusan un idiotismo marcado, según 
Briand, Bouis, Casper y otros autores notables), que sus condiciones orgá- 
nicas son las que más se parecen al gato y tigre, que su temperamento es 
linfático y poco sensible, que es escaso eu talento, poca su capacidad y 
otras cosas más, le hayan reputado, sin embargo, con criterio normal su. 
ficiente para la responsabilidad de sus actos, y no le hayan considerado 
comprendido en ninguna de Jas diversas especies de locura 6 imbecilidad. 

Sin duda se habrán fundado los referidos médicos forenses, para’ decla- 
rarlo así, en otras observaciones que también han hecho, como son: que 
Otero ha estado al frente de la bollería de la calle del León con aceptación 
de su amo; que lo estuvo en la de la Aduana; que fué repartidor de pan 
en varios establecimientos, en cuyos ejercicios tuvo que llevar cuentas; 
que sabe, aunque imperfectamente, leer y escribir, que piensa en lo pasa- 
do y en lo futuro y en si podrá tr algún día á Lavapiés á beber copas; que ha 
sabido, en fin, la doctrina cristiana y ha confesado. ¿Será todo eso bastan- 
te fundamento para decir que un hombre no está loco 6 imbécil? Sería te- 
ner una idea vaga de la locura y de la imbecilidad, como dice alguno de 
los autores citados, creer á esos enajenadus como seres que están en conti- 
nuo desorden, no cometiendo más que desatinos y extravagancias sin 
cesar. 

Casi todos los enajenados, por el contrario, tienen ideas, pasiones y 
determinaciones voluntarias; son susceptibles de experimentar alegría, pe- 
na, vergüenza, cólera, miedo, etc.; conservan el recuerdo de las cosas pa- 
sadas y piensan en las presentes, especialmente los imbéciles, que pueden, 
presentar y presentan, como queda dicho, variedades, categorías 6 gradua- 
ciones sin cuento, desde la que más se acerca al idiotismo, hasta la que 
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«más se aproxima al estado cuerdo. En su virtud, sea permitido 4 mi parte 
hacer constar, por más que seamos legos en esta materia, que no hallamos 
en el dictamen de los Sres. Sicilia y Arredondo los fundamentos en que 
apoyan su opinión. 

Además, y esto es lo más importante y en lo que primero debe el Juz- 
gado fijar eu atención, la locura es por regla general cuestión dificil de re- 
solver, y para ello, como dice Mata, son siempre preferibles los peritos que 
tengan práctica en la observación de locos. Los Sres. Sicilia y Arredondo son, 
‘ain género de duda, unos profesores en medicina y cirugía, inteligentes, la- 
boriosos y honrados, pero como alienistas (dicho sea con la consideración 
y respeto que merecen), nadie los conoce ni por tales los tiene, y se ignora 
si tendrán esa práctica en la observación de locos, que tanto se recomienda 
para casos tan arduos y de tanta transcendencia como el presente; no pue- 
-den tenerla, porque para ello es preciso dedicarse expresamente al estudio 
de esta especialidad, cosa que no les han permitido hacer sus constantes y 
-diversas tareas forenses, en las cuales se debaten y estudian todas las en- 
fermedades, siendo la que menos la que nos ocupa. 

Por el contrario, los Sres. Capdevila y Esquerdo reunen las condiciones 
apetecidas: su reputación y fama como profesores especiales alienistas es 
bien pública y notoria; no hay para qué encomiarles: el Juzgado á que 
tengo la honra de dirigirme lo sabe. En cuanto 4 su probidad, no es preci- 
so referirla; también es notoria y pública. Por consiguiente, entre una y 
otra opinión, no ofrece duda alguna que la de los Sres. Capdevila y Esquer- 
do es la que mayor probabilidad de certeza presenta, es la más atendible; 
esto lo afirmará todo el que los conozca, como los conoce la defensa. 

Mas aun dando por supuesto que ambos pareceres presentaran las mis- 
mas probabilidades de certeza y revistieran la misma fuerza de autoridad; 
suponiendo que real y positivamente se presentara un verdadero empate 
entre los cuatro médicos, y que á todos ellos quisiera concedérseles la mis- 
ma autoridad pericial, todavía quedaría en favor del procesado Otero el 
principio racional jurídico de que las dudas deben interpretarse de la ma- 
nera más favorable al reo, porque, de no haber una completa y absoluta se- 
guridad de acierto, más vale perdonar y que quede impune un criminal, 
que castigar 4 un inocente; más vale perdonar á un cuerdo que castigar 4 
un loco: de aquí la regla de Escriche, que hablando del informe pericial, 
dice: «Cuando hay mayor pericia en unos que en otros (peritos) y diecre- 
» pan en igual número, debe preferirse el voto de los más inteligentes. 
» Cuando hay igualdad, así en el número de los discrepantes como en la 
ə» pericia, se debe seguir el dictamen de los que favorecen al que en el juicio 
» hace la parte de reo.» 

Por último, el Doctor Mata, exagerando algún tanto la conveniencia ó 
necesidad científica de que los Jueces den preferencia al informe de los pe- 
ritos que tengan práctica en la observación de locos, y de que para estas 
observaciones se dé todo el tiempo que sea menester, en su obra de medi- 
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cina legal (5.2 edición, tomo II, pág. 309), dice textualmente: «Todo Tri- 
» bunal que en semejantes casos (viene hablando el autor de un joven que 
> ofrecía dudas graves, y que tan pronto parecía cuerdo, tan pronto loco) in- 
2 sista en que declaren facultativos no provistos de los datos competentes, 
> no quiere la justicia; bajo el pretexto de: mayor actividad en la marcha 
>» del sumario, va á cometer tal vez un atentado, tanto más horrible, cuan. 
» to que estará escudado con el voto de la ciencia. Hay casos en los que ni 
» una ni pocas observaciones bastan, en especial, si hay intervalos lúcidos. 
> Toda precipitación en estos casos es exponerse á cometer asexinatos juri- 
> dicos. La historia contiene hechos horribles de esta especie, tanto en Es- 
» paña como fuera de ella. ¿En cuántas ocasiones no ha tenido la ciencia 
» que deplorar las razones de Estado ó las circunstancias especiales del país, 
» donde se ha llevado al cadalso ciertos hombres más bien locos que crimi 
> nales?» 

Me complazco en reconocer que los médicos forenses y los médicos fre- 
nópatas ó especialistas convienen en las premisas y difieren en las conclu - 
siones. La razón, en mi sentir, de estas diferencias, estriba en que los mé- 
dicos frenópatas han actuado como tales peritos, inspirándose en un criterio 
puramente médico, 6 lo que se llama más comúnmente, médico-psicológico; 
mientras que los Médicos forenses no tienen otro criterio que el puramente 
psicológico; se han desprendido de su carácter de peritos médicos para ac- 
tuar como psicólogos única y exclusivamente; no de otra suerte se concibe 
que como suprema razón, como argumento fundamental, como la piedra an- 
gular de su criterio, digan y lo subrayen, que el alma humana nada apetece 
sino bajo la razón de bueno y nada aborrece sino bajo la razón de malo, y 
nada quiere y aborrece si no lo conoce, nihil volitum quim preconnitum. Asi 
nos informaría un teólogo sí le hubiésemos llamado 4 entender en el asunto. 

¡Qne el alma humana nada apetece sino la razón de bueno y nada abo- 
rrece sino la razón de malo ó no dice nada ó carece de rentidol Todos los 
dias, por desgracia nuestra, lamentamos crimenes; y una de dos cosas, 6 
los criminales obran contra los apetitos de su alma 6 de acuerdo con esos 
apetitos. Si con el apetito de su alma, moralmente, son irresponsables, 
puesto que lo ejecutan bajo la razón de bueno; y si contra los apetito» 
del alma, entonces son igualmente responsables, puesto que se trata de 
una acción meramente corporal, cual la pudiera ejecutar un ser irracional. 
¿No es verdaderamente lastimoso que entretenga yo al Tribunal con estas 
vanas y laberinticas elucubraciones para proseguir discurriendo bajo el 
mismo criterio de los señores médicos forenses? 

Tan encarnado está en el dictamen el espíritu metafísico y teológico en 
que se inspiran los señores médicos forenses, que buscan en la Sagrada Es- 
critura, nada menos que en la caída de Luzbel, la razón moral que tuvo 
Otero para cometer su atentado. Oigámosles: «Al salir de la pastelería de 
əla calle de Milaneses creció eu soberbia; Eritis sienti: no quiso humillar- 
»s8e: y prosiguen: Esto mismo hicieron los ángeles, antes que humillarse 
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»8e rebelaron; la soberbia les perdió; lo mismo que å nuastros primeros 
» padres (supongo que se refieren á Adán y Eva) y á muchos grandes de la 
» tierra de los tiempos antiguos y aun de nuestros días.» 

¿Y es este el criterio que va á resolver acerca del estado mental de Ote- 
ro? ¿Es esta la luz que ha de disipar las tinieblas que envuelven los efec- 
tos de la muerte á los ojos de los profanos? 

Así sólo se comprende que ninguna importancia dieran á la supresión 
de una hemorragia habitual, asi se explica que no hayan perseguido la epi- 
lepsia, así que no consignen ó ignoren el ataque epiléptico ó de sonambu- 
lismo que experimentó en la noche del 25 de Enero, cuando todos Jos mé- 
dicos mentalistas, al ocuparse de las monomanías instintivas, que en la 
que aflige 4 Otero 4 más de su imbecilidad, dicen que entre las varias 
causas generadoras de las monomanías instintivas, las más notables son, 
entre las morales, la inteligencia escasa y la imitación, y entre las físicas, 
la epilepsia, el onanismo y la supresión de toda hemorragia habitual. 

Para informar como psicólogo 6 como teólogo, ¿qué falta hace dirigir la 
vista hacia la epilepsia, hacia el onanismo, hacia la epistasis ni hacia 
nada que sea clínico? Para asesorar así, basta dirigir la vista á Dios y al 
interior de nuestra conciencia; pero la verdad es que para esto nos basta- 
mos y nos sobramos nosotros, no necesitamos para nada Jos médicos pe- 
ritos. 

Confieso con franqueza que no se les puede acusar de inconsecuentes. 
El dictamen de los señores médicos forenses, forma un conjunto armónico. 
Si no, ¿cómo decir que los imbéciles no piensan en el pasado ni en el por- 
venir? ¿Tienen memoria? Si. ¿Tienen órganos intelectuales? También. Si 
pensar es funcionar esos órganos, ¿cómo no pensar en el pasado? Yo he te- 
nido que leer el capítulo de imbecilidad en varias obras de patologia 
mental, y confieso con sinceridad que me han sorprerdido tan peregrinas 
ideas. 

Dice el Ministerio público que Feliga Otero, Victoriana Antonia Jor- 
dán, Santiago López Martín y José Fernández López, oyeron hablar á Ote- 
ro del regicidio, pero que no llegaron á convencerse de que tuviera seme- 
jante propósito. Verdaderamente el señor Fiscal no hace más que retratar 
lo que ocurre siempre, no rólo con los amigos de los monómanos suicidas, 
si que también con la familia de éstos. La experiencia de todos los días lo 
demuestra y la razón asi lo supone, porque de otra suerte resultarían cóm- 
plices del suicidio todos aquellos que, conociendo el intento suicida, no 
toman providencias que impidan la realización del atentado. ¿Dejarían los 
padres 4 618 hijos en libertad de suicidarse si tuvieran el convencimiento 
de que iban á efectuarlo? Esto no se concibe; repugna á la razón. Visite los 
manicomios, entérese de la historia de estos enajenados, y se convencerá 
de que Jas familias, hasta consumado el hecho, no se apercihen siquiera. 
Los más suponen en cada intento un ardid ó una amenaza para conseguir 
el suicida lo que la familia no le otorgaba buenamente. 
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Dice también el Ministerio público que el suicida, hastiado de la exis- 
tencia, huye del bullicio del mundo, busca la soledad, y es siempre in- 
ofensivo para sus semejantes. ¿Qué significa para el señor Fiscal la vide 
errante de Otero, esa inestabilidad en que vivía durante el último perio- 
do? ¿No se ve ahi el hastio de la vida? ¡Que el suicida es inofensivo para 
sus semejantes! ¿En dónde ha leído 6 visto tal aserto? Precisamente los. 
suicidas suelen ser agresivos, tanto, que muchos de ellos acaban por ma- 
tarse después de haber producido una de esas hecatombes que llenan nnes- 
tro ánimo de pavor. ¿Y se atreve el Fiscal á afirmar rotundamente que el 
suicida es siempre inofensivo para sus semejantes, después de haber leído 
el dictamen de los reputados frenópatas Capdevila y Esquerdo? ¿Acaso- 
dichos señores han inventado los varios hechos que citan en su luminoso 
dictamen? ¿No repara que tanto menosprecio hacia estos dignisimos profe- 
rores lastima su reputación como hombres veraces ó como hombres enten- 
didos? l 

Continúa el Ministerio fircal diciendo que el Otero se complacia en 
pasar Jas noches en el teatro Real, en los cafés y en laz buñolerias, y con- 
cluye afirmando que el que tiene gusto para divertirse no piensa en alejar- 
pe pronto de Ja vida. ¡Donoso modo de discurrir! Otero feliz, no hace otra 
cosa que trabajar con afán; Otero desgraciado, asiste al Real, á los cafés y 
å las buñolerías. ¿No se nota á simple vista que el Otero de ahora lleva eb 
velut spina in corde y busca en el mundo exterior excitaciones que le dis- 
traigan de su formidable impulso? Verdaderamente parece que el Miniate. 
rio fiscal re complace en ponderar la criminalidad de mi patrocinado. 

Causa verdaderamente extrañeza oir de labios de tan ilustrado funcio- 
nario como el señor Fiscal, que el Otero no era imbécil ni estaba loco, por: 
cuanto discurría, ¿Ha visto algún imbécil ó ha visto algún loco que no dia- 
curra? Erto solo se concebiría en la muerte mental del sujeto. Mientras 
viven el imbécil y el loco, discurren: el primero en menguada esfera; el 
segundo en atáxica y desordenada región. Tan imposible sería que el imbé 
cil y el Joco durante la vigilia dejaran de discurrir, como imposible seria 
contener los movimientos de su corazón. El discurrir es el funcionar de los 
órganos mentales, como el latir es el funcionar del corazón. ¡Ah, si pene- 
trara en los manicomios el Ministerio público, y se detuviera á observar en 
aquellos establecimientos lo que ocurre en menos tiempo del que ha em- 
pleado en escribir un solo párrafo de su acusación! Allí observarla, como- 
dice el eminente Esquirol, las mismas ideas, los mismos errores, las mismas 
pasiones, las mismas desgracias, el mismo mundo; pero en semejante reclu- 
sión los rasgos son más fuertes, los colores más señalados, los afectos más 
manifiestos. Alli vería, como también expresa el eminente mentalista fran- 
cés, que en el manicomio se conspira, se calumnia, se denuncia, el más 
estúpido libertinaje ejerce también su dominio, violaciones, robos, asesina- 
tos, hijos que maldicen 4 sus padres, madres que degiiellan 4 sus hijos. 
¡Desgraciados locos si al Ministerio fiscal se le ocurriera visitar estos esta- 
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blecimientos! De seguro los trasladaria al Presidio, puesto que discurren. 

Por ultimo, el Ministerio fiecal deduce del dictamen presentado por 
los señores médicos forenses y por los profesores designados por la defensa, 
que en el fondo concuerdan ambas opiniones facultativas, y como quiera que 
mi parte reconoce en dicho Ministerio la más absoluta moralidad, y damos 
entero crédito á sus afirmaciones, las invocamos para que se declare irres- 
ponsable á mi patrocinado. Que Otero es de escasa inteligencia, de poca 
instrucción, nada apropósito para los tiernos sentimientos del alma, lo 
confirman unos y otros peritos; y como quiera que la ciencia entiende que la 
imbecilidad es un defecto del desarrollo mental tan graduado que no alcan- 
za ni aun con la educación el nivel propio del hombre en la adolescencia, y 
Otero ofrece esos caracteres en el sentido intelectual, y todavia mucho más 
deprimidos en el sentido moral, resulta que Otero es imbécil, aun en el 
concepto de lon médicos forenses. Hé aquí lo que dice Mr. Seguin en au 
tratado de idocia. Después de descubrir los caracteres somáticos de los 
idiotas, dice: «el imbécil es una inteligencia mal servida por órganos im 
> perfectos; sus instintos son limitados, pero imperiosos; sus sensaciones 
»determinan en el ejercicio de la atención, de la comparación, del juicio, 
2de Ja memoria, de la previsión, de la voluntad; en una palabra, el imbé- 
>cil ejerce todas las facultades intelectuales, pero se diferencia de las per- 
>»sonas cuerdas en que le falta la energía, la espontaneidad, de donde 
»procede la voluntad moral.» Está hecho el retrato de Otero, pero embe- 
llecido por el pintor, porque el procesado es muy inferior 4 este imbécil 
que describe Mr. Seguin, aun con los caracteres observados en él por los se- 
ñores Sicilia y Arredondo. 

Dragonet, Tratado de enfermedades mentales, pág. 471, hablando de las 
primeras categorías de los imbéciles, dice: «Están conformados como todos 
»los hombres, su lenguaje se halla más ó menos perfeccionado, consarvan 
əla integridad de sus sentidos, son indolentes 6 de una actividad infundada, 
»tienen poco discernimiento.» Todavía también esta descripción es muy Ji- 
sonjera para Otero, puesto que su cabeza es deforme, como dicen los seño 
res Sicilia y Arredondo, y tiene otras cualidades inferiores. 

Para el Dr. Ferrus, la primera categoría de la imbecilidad tiene una 
organización física, poco más ó menos normal, y sus funciones intelectua- 
les se efectúan con lentitud, por cuya causa Jos llama torpes. Este es nues- 
tro patrocinado, con la desventaja para él, que según los doctores Sicilia y 
Arredondo, no sólo sus funciones intelectuales se efectúan con lentitud, 
sino también las musculares, puesto que afirman ser Otero de movimientos 
pesados. 

Fíjese el Juzgado en la descripción que el sapientisimo Dr. Anzouy 
hace de los imbéciles. «Pueden, dice, aplicar su atención, deliberar, juzgar, 
>apreciar, comparar, pero todas estas operaciones del espíritu se producen 
con excitación y dificultad. Si se hallan bajo el imperio de una pasión 6 
ade una incitaciór. poderosa, la lentitud de su concepción lcs impide en- 
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»contrar å tiempo en la reflexión un contrapeso capaz de vencer la inclina- 
»ción que le arrastra, y á la cual obedece.» Comparado este imbécil con 
nuestro defendido, resulta aquél un hombre de superior talento. 

De todo lo dicho se infiere que Otero no sólo es imbécil, sino que la 
mayoría de los frenópatas no le colocarían ni en las primeras categorías 
de la imbecilidad; tal es la pequeñez de su inteligencia y sentimientos. 

Tiene la imbecilidad, como todo estado que se funda en gradaciones, 
puntos contiguos 4 la linea de demarcación, y en el supuesto de que Otero 
figurase en las primeras categorías de la imbecilidad, ¿quiénes, eino los 
hombres versados en estos estudios, han de determinar si los grados de 
“aquella inteligencia y de aquellos afectos son los bastantes para incluir 
á un sujeto dado en la imbecilidad ó en la plenitud de razón? Seguramen- 
te no hay ofensa para los señores médicos forenses, no consagrados á esta 
especialidad, al considerarles incompetentes para una cuestión que, si cabe 
asi decirlo, es de matices en sentir de ellos mismos. Mi parte reconoce la 
competencia de ellos en casos ordinarios; cualquiera la tiene en otros cla- 
ros y bien deslindados; pero cuando se trata, según ellos, de casos dudosos, 
como el presente, entonces es necesario, de todo punto indispensable, recu - 
rrir á los especialistas, y no reconocer otra autoridad: como todos los mé- 
dicos legistas recomiendan. 

Procedemos con tal sinceridad en el asunto, que, aunque con pena, 
hubimos de lamentarnos poco ha de la crudeza con que el Ministerio fiscal 
trata 4 mi defendido, y con indecible satisfacción aplaudimos ahora los 
nobilisimos esfuerzos del señor Fiscal en demostrar la irresponsabilidad 
de Otero. 

Sostienen, y es verdad, que Otero hizo siempre lo que se le puso en la 
cabeza; y, ¿qué prueba esto? Que en Otero las concepciones no tienen más 
que un solo camino que recorrer; que Otero obedece fatal y necesariamente 
á sus impulsiones; que la mente de Otero no es una asamblea deliberante; 
que en Otero, en fin, ejecutar un acto es siempre el segundo y único tér- 
mino de su deseo. ¡Y va á exigirsele responsabilidad á un hombre en'quien 
la acción es tan fatal como la caida de un grave! Comprenderiamos que 
á Otero se le encerrara para siempre en un manicomio; pero condenarle á 
muerte, ¡qué horror, levantar un patíbulo para un imbécill 

La segunda conclusión del dictamen de los peritos nombrados por mi 
parte, es tan terminante como la primera; cuando el médico, en presencia 
de una cicatriz, expone que ésta supone una lesión anterior, afirma que el 
sujeto padeció dicha lesión, sin la cual no existieran los fenómenos de la 
misma cicatriz. Cuando en virtud de una serie de síntomas enlazados con 
cierto curso, dice «este cuadro fenomenal supone una tuberculosis,» afirma 
en realidad que el sujeto padece dicha tisis pulmonar. Recuse el Sr. Fiscal 
la competencia de mis peritos, demuestre el error en que han incurrido; 
pero no les suponga otra opinión que la que han sustentado. 

Pretende el Ministerio público que la enajenación mental no constitu - 
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ye un verdadero estado de locura. Todo el mundo sabe que la locura es un 
término genérico que comprende todos los padecimientos mentales, y xena- 
jenación mental» es una frase de igual sentido y que mis peritos la prefie- 
ren, sin duda, para evitar torcidas interpretaciones. Siendo más gignifica- 
tiva, no prestándose á ambigtiedades, ¿cómo, sino desconociendo entera- 
mente el Ministerio fiecal el significado de la frase «enajenación mental,» 
ha podido suponer que Otero no es loco, cuando mis peritos afirman que es 
enajenado v dichos términos igualmente genéricos son sinónimos? ¿Cómo 
acepta que es enajenado, y sin embargo considera que no es loco? Ser y no 
ser. Hé aquí unas afirmaciones antitéticas, incomprensibles para la razón 
humana. : 

El Ministerio público aduce argumentos en contra de la monomania 
homo-suicida de Otero, que debo confesar tienen para la defensa un precio 
inestimable; tal er, por ejemplo, el de negar en Otero la monomania homo- 
suicida porque éste atentara contra S. M. el Rey, la persona más elevada 
del Estado; pues precisamente esa es una de las muchas razones que de- 
muestran esta clase de monomanías. ¿No ha leido en uno de los hechos 
citados en el dictamen de .los médicos mentalistas el joven que primero 
intentó matar al Emperador y después á un sacerdote? Pues precisamente 
se dirigen los monomanos á los más altos dignatarios, porque de esa suer- 
te consiguen el objeto que se proponen en su aberración mental. El mismo 
atentado, contra un hombre cualquiera, no le hubiera dado el resultado 
que se proponía. Podríamos citar multitud de ejemplos que no citamos, 
pero no debemos omitir uno muy notable recogido de la Gaceta de los Tri- 
bunales de Francia, en que se trate de un joven de diecisiete años con ten- 
dencia al suicidio, que intenta, para conseguir su objeto, matar á Napo- 
león I, entonces presidente de la República. Este joven espera con angus. 
tia durante largo tiempo la salida del carruaje que condujera á dicho per- 
sonaje; se acerca impávido hacia él, mas en el momento de descargar la 
pistola, nota que no es el presidente, sino uno de sus ayudantes el que va en 
el carruaje: y entonces desiste y retira la pistola. ¿Qué es lo que se advier- 
te aquí? Lo que siempre. Que éstos monomanos atentan en primer lugar, y 
siempre que pueden, contra los altos personajes, porque detrás del atenta- 
do les espera, con toda seguridad, el patíbulo; mientras que si la: agresión 
se verifica contra una persona cualquiera, terminaría sus días en un mani- 
comio ó en un presidio, 

Pero, en fin, ni el Ministerio fiscal, ni la defensa, debemos resolver ni 
tenemos autoridad para diagnosticar al Otero; dos médicos muy ilustrados, 
pero que no entienden de estos padecimientos, dicen que no es imbécil ni 
enajenado, y otros dos médicos, prácticos en enfermedades mentales, que 
han estado al frente del departamento de enajenados del Hospital general, 
y que, como dejo dicho, tienen una merecida y notoria reputación en esta 
especialidad, sostienen que es imbécil y enajenado. El Juzgado, en su no- 
toria rectitud y sabiduría, resolverá. Pero el señor Fiscal no ha de negar- 
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me que si tuviese entre los individuos de su familia un sujeto de dudosa 
enajenación y llamara á consultar á los cuatro profesores precitados, y los 
dos no especialistas dijeran que el sujeto en cuestión no padecía enfer- 
medad mental alguna, mientras que los otros dos sostuvieran lo contrario, 
seguramente optaria por el dictamen de los Sres. Esquerdo y Capdevila; y 
esta opinión del Fiscal tendría la de la clase médica y la de todas las per- 
sonas de buen sentido. 

Son, pues, evidentes y diversas Jas razones que aconsejan y que hacen 
esperar confiadamente que el Juzgado, inepirándose en ellas, declare exen - 
to de responsabilidad criminal al procesado Francisco Otero. 

Supongamos á Francisco Otero, aunque por un momento, con la capa- 
cidad necesaria para la delincuencia. ¿El hecho que se le imputa constitu- 
ye el delito calificado por el Ministerio público? | 

Para contestar 4 esta pregunta con la exactitud debida, se hace necesa- 
‘rio examinar previamente las declaraciones de los testigos de cargo, el va- 
lor jurídico de la indagatoria del procesado y el resultado de los recono- 
cimientos periciales relativos al lugar del suceso y á las condiciones del 
arma: pues éstos son los extremos en que el Ministerio fiscal funda prin- 
cipalmente sus razonamientos. | 

De todas las declaraciones de cargo, sólo resultan evidentemente pro- 
bados dos hechos importantes: 1.°, que en la tarde del 30 Diciembre se hi 
cieron dos disparos de arma de fuego junto á la puerta llamada del Principe 
del Real Palacio al tiempo de entrar el coche que conducía á SS. MM.; y 
2.9, que el autor de esos disparos lo fué Francisco Otero González. No re- 
sulta otra cosa en cargo del procesado, porque la afirmación que hacen 
algunos testigos en el sumario de que los tirus fueron dirigidos sobre 6 con 
tra S. M., pierde su fuerza legal y se destruye por las contestaciones dads 
acerca de este extremo por los mismos testigos al ser interrogados por mi 
parte en el plenario, donde ninguno dice de una manera categórica y ciertit, 
sino hipotética y por meras presuncioneg y congeturas que cada una funda 
en lo que le parece, y que nada valen que los referidos disparos fueran he 
chos contra las reales personas, 

Examinemos ahora la indagatoria del acusado, que es de donde salen 
los principales fundamentos de la acusación fiscal. 

Cinco veces declara el Francisco Otero en esta causa. En la primera, que 
obra del folio 26 al 30, dijo: que lo habían detenido á las cinco y cuarto 
(de la tarde del día 30 de Diciembre) por haber disparado dos tiros á S. M. el 
Rey con una pistola de calibre 16 que arrojó después al suelo, y viendo 
que nadie lo detenía estando parado, echó á correr; que disparó junto al 
farol que hay á la derecha de la Puerta del Príncipe cuando pasaban las 
personas reales en coche descubierto, sacando la pistola del bolsillo donde 
la tenía montada y apuntando á la persona del Rey con ánimo de matarle; 
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que al pasar SS. MM. por la Puerta del Sol cuando volvian de paseo, resol- 
vió disparar contra el Rey en cualquier sitio donde le fuera posible, porque 
hacía ya días que tenía este propósito, y no habiéndolo podido realizar en 
la Puerta del Sol porque los carruajes se le adelantaron, echó á correr y se 
colocó en el lugar que deja indicado; que al ver al Rey en la Puerta del 
Sol, se metió en una columna mingitoria, inmediata 4 Ja calle del Arenal, 
y allí montó la pistola, siguiendo con ella en esta forma y llevándola en el ' 
bolsillo interior de la chaqueta hasta Palacio; que sobre el 14 ó 16 del mes 
(de Diciembre), formó el propósito de matar al Rey por cierta conversación 
que el acusado tuvo con Antonio García en la casa de Antonio Pérez; que 
habiéndose encontrado con aquél, fueron 4 beber unas copas 4 casa de éste, 
y allí preguntó el Garcia al Otero en qué se ocupaba, á Jo que contestó el 
procesado que no trabajaba ni quería trabajar, y que por estar arruinado 
se hallaba en el cago de pegarse un tiro; que entonces el Garcia le dijo que 
él antes de morir lo haría matando, y que en su lugar mataría al Rey; que 
entonces dijo Antonio Pérez que él hería otro tanto, á lo que contestó Ote- 
ro que á él le era igual y estaba dispuesto á todo; que desde aquella noche 
formó el propósito de matar al Rey, y teniendo una pistola, que es la mis- 
ma con que ha disparado, y con la que desde luego pensó ejecutar el hecho 
en uno de los días en que S. M. tenia costumbre de ir á Atocha, no reali- 
zándolo el sábado anterior, porqúe aunque lo estuvo esperando en la Puer- 
ta del Sol, no lo vió pasar; que durante el día estuvo en la pasteleria de la 
calle de Milaneses, á donde solia comer; que algunas noches se iba al tea- 
tro, y la mayor parte de ellas las pasaba en los cafés del Gato y Habanero 
y el resto en las buñolerias; y que reconocía la cápsula que corre con estos 
autos, la cual, dice, compró con la pistola y otras tres cápsulas más, 
una que disparó en los desmontes del Retiro y las dos que disparó contra 
el Rey. 

Al folio 92 vuelto, vuelve á declarar el Francisco Otero, y dice: que 
nunca ha manejado armas ni ha disparado más tiros en eu vida que el que 
disparó en los Jerónimos y los dos que disparó contra S. M.; que no es 
aficionado á la lectura de libros ni periódicos, y que por casualidad ha leido 
algún libro de chascarrillos 6 periódico de noticias; que no pertenece á 
ninguna sociedad política ni se ha ocupado en tales asuntos nunca; que 
quitar la vida al Rey no se le ocurrió antes de la conversación con Antonio 
Pérez y Antonio García, pero desde que salió de la calle de Milaneses el 
día 3 (de Diciembre), se encontraba tan desesperado que quería matarse 6 
matar á alguien; que desde la conversación con los sujetos expresados no 
tuvo más idea ni pensó en otra cosa que matar al Rey; que no tiene moti- 
vos de enemistad ni odio al Rey ni á la institución real, y sólo siente que. 
su pais sea de los menos atendidos de España, aunque esta idea no le in- 
dujo al delito; el sábado anterior al suceso de autos pasó por la Puerta del 
Sol, aunque sin ánimo decidido de cometer el delito, pero llevando la pis- 
tola descargada y las cápsulas en el bolsillo, por si se presentaba ocasión 
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de realizar su idea, en cuyo caso la hubiera cargado bien pronto, habiendo 
estado á cosa de las cinco del referido día junto á la fuente de la misma 
Puerta del Sol, y pareciéndole que era ya tarde y que había regresado 
S. M., se retiró; que llevaba consigo constantemente la pistola descargada 
y las cápsulas, y el día del suceso de autos la cargó, como tiene dicho, en 
una columna mingitoria en la Puerta del Sol, cuando vió pasar á S M.; que 
no le vió salir de Palacio ni eabia el camino que había de llevar, pero si- 
guió al carruaje, habiendo podido adelantarle, porque en la calle de Re- 
quena los caballos no iban de prisa á causa del hielo, siguiendo 4S. M. por 
la calle Mayor, Milaneses y Santiago; y, por último, que en un mismo día 
estuvo en Aranjuez y en Toledo con ánimo de buscar trabajo, por ver ki 
encontrándolo desechaba la idea de morir que le dominaba, y que al ver 
el aspecto de aquellas poblaciones comprendió que no iba á conseguir en 
ellas su objeto, y se volvió á Madrid. 

Declara otra vez al folio 103, fecha 2 de Enero, expresando que la pis- 
tola la compró en el Rastro, en el segundo puerto, á la izquierda, bajando; 
y al folio 119, continúa manifestando: que pasaba las noches siempre solo, 
sin acompañarse de nadie, en buñolerías y cafés, donde probablemente le 
conocerian; que la noche anterior al suceso estuvo en el teatro Español y 
después en una taberna de la plaza de Matute, esquina á la calle de las 
Huertas y en una buñolería de la calle de Ciudad-Rodrigo, solo, sin hablar 
con nadie, y la noche anterior en el teatro Real, en el paraiso. 

Y, por último, al folio 154 vuelto, manifiesta que en rus anteriores 
declaraciones ha querido hacerse todo el perjuicio que estaba á su alcan- 
ce, porque lo que quería era morir; que quiere hacer constar, porque es la 
verdad, que teniendo decidido suicidarse y no encontrándose con suficiente 
fuerza de voluntad para realizar el suicidio, se propuso hacer aparentemen. 
te como que atentaba contra la vida de S. M , 4 fin de que le matasen los 
. guardias que le custodian, 6 los centinelas, y acabar asi su vida, pero que 
nunca fué su intención matar á S. M. ni á ninguna persona real. 

Aqui está la indagatoria. ¿Qué resulta de ella? Nada, en una palabra, 
porque lo que primero se afirma después se niega y se contradice. ¿Qué 
tendrá más valor jurídico, lo que se dijo primero, ó lo que ee dijo der. 
pués? El Ministerio fiscal elige lo que mejor se acomoda á sus pretensio- 
nes, pero la defensa entiende, y así espera que lo juzgue el Tribunal, que 
no puede admitirse el erróneo supuesto de que lo dicho primero es más 
verídico y cierto que lo expresado después, cuando los actos externos y sus 
efectos, único medio de comprobarlo en el presente caso, no demuestran 
ni corroboran la intención que el Fiscal atribuye al declarante. 

Combinados todos los datos que este proceso arroja, y discurriendo ló 
gica 6 imparcialmente acerca de ellos, no habrá quien se atreva á sostener 
que la intención del Otero fué la de matar al Rey; ni lo afirman, como en 
tiende el Fiscal, ni pueden afirmarlo los testigos de cargo, ni lo indican 
los reconocimientos practicados sobre el lugar del suceso, de que más ade- 
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lante me ocuparé, ni lo demuestra, afortunadamente, el resultado de los 
disparos, ni ve prueba bajo ningún concepto, ni por ningún medio. Sólo 
existe la primera parte de la indagatoria del procesado desmentida y con- 
tradicha por él mismo en su propia declaración; sólo en eso puede fundar 
el Ministerio público su terrible acusación; pero ésta confiamos en que no 
ha de prosperar, porque un fallo tan extremo no puede descansar en su- 

puestos tan inciertos y dudosos. 

La última parte de la indagatoria tiene el’ mismo. valor legal que la 
primera, y no hay razón para dar preferencia á una ni á otra, cuando todas 
constituyen una sola cosa; todas las declaraciones están prestadas por el 
mismo sujeto dentro del sumario, puesto que la causa fué repuesta á este 
estado antes y para que el procesado hiciera su última declaración; siendo 
- de advertir y muy de tener en cuenta, que las primeras de dichas declara- 
ciones donde el procesado manifestó que quiso matar al Rey, y de las que. 
resultan todos sus cargos, están prestadas inmediatamente después del 
suceso, cuando aquél no podía tener tranquilo ni tan sereno el ánimo como 
la ley requiere para estos casos, cuando se hallaba en el estado de agitación 

y excitación consiguientes á su necesaria turbación, y cuando los efectos 
` dela embriaguez, que á las cuatro de la tarde le dominaba, según las. 
declaraciones de los sestigos del folio 293 al 297, no habian podido desa- 
parecer. Por todas estas causas, que nadie puede desconocer como natura- 
les y poderosas; porque hallándose el Otero en un estado de embriaguez | 
completa á Jas tres y media 6 las cuatro de la tarde, no era natural, ni po- 
día ser que inmediatamente después del suceso de autos, que tuvo lugar 
sobre las cinco, poco más 6 menos, tuviera sus facultades intelectuales en. 
disposición de conocer, saber y reflexionar lo que decía, aun suponiéndole- 
normalmente hombre de la mayor capacidad y entendimiento; porque, 
aun prescindiendo de ku embriaguez y de su poca 6 mucha capacidad inte. 
lectual, no era posible que el declarante, á raíz del suceso, momentos 
después, tuviera la tranquilidad y serenidad del espiritu que es precisa en 
el sujeto, para que estas declaraciones sean de eficacia legal, y porque su 
preocupado y agitado espiritu no pudo permitirle la reflexión necesaria; 
* por todos esos molivos tan evidentes y claros como la luz, no puede decirse 
ni creerse, sin violentar la conciencia y la razón, que la última ampliación 
de indagatoria tenga menos fuerza que la primera, ni que su contenido sea 
menos cierto, exacto y verdadero. 

Lo lógico, lo racional, lo equitativo, lo justo, es que todo aquello en 
que el procesado se contradice, sin que por ningún otro medio se comprue- 
ben sus asertos contradictorios, sea desatendido y reputado como no dicho; 
que desaparezca del proceso para los efectos del juicio, como si jamás 
hubiera estado escrito, y en caso de recurrir á la interpretación de todas 
esas contradicciones, que se observen las reglas establecidas por la doctrina 
corriente en materia criminal, según la cual, las dudas deben interpretarse 
siempre de la manera más favorable al reo. 
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Hallándose contradicha por el mismo Otero su primera manifestación, 
-y no existiendo mås prueba que ésta para calificar el delito y apreciar 
alguna de sus circunstancias, ¿cómo puede el Ministerio público penetrar 
en la intención de aquél? ¿Cómo se atreve á afirmar que quiso matar al 
Rey, cuando es imposible penetrar en la intención del hombre? La volun- 
tad, que es la intención, es facultad del alma; el alma pertenece á Dios, y 
solamente Dios puede comprenderla. Nadie puede saber lo que el hombre 
piensa, mientras sus pensamientos no se exterioricen; y como en el caso de 
que se trata hay más manifestación externa que el dicho vago y contradic- 
torio del interesado, queda la duda en pie como si la manifestación no 
existiera. No hay, pues, motivo para creer que la intención de Otero fué 
matar al Rey; es mucho más verosímil lo que expresó en su última decla. 
ración, ó sea en la última parte de su indagatoria, atendido el resultado 
combinado de las pruebas, y todos los demás antecedentes que con este 
proceso se relacionan. 

Ahora bien: la confesión judicial ha sido siempre tenida como prueba 
plena en asuntos civiles; ha servido de sólido fundamento 4 sentencias 
numerosas, y ba originado la expresión confesus quadammodo sua sentencia 
danatui. Mas en asuntos criminales no es tan común esa opinión; pues 
mientras unos sostienen que en la legislación antiguwbastaba la confesión 
para que la pena fuese impuesta, si bien por dicha confesión no había de 
aplicarse la pena ordinaria, sino otra algo inferior á aquella, aún admitian 4 
favor del reo conjeturas, presunciones y testimonios, según Antonio Gó- 
mez; otros, con cuya opinión se halla hoy conforme nvestra jurispruden- 
cia, sostenían que la confesión debía admitirse como individua, sin que 
fuese lícito admitir la confesión de un delito y desechar la manifestación 
de cómo se llegó á realizar, á no ser que por otras pruebas se demostrase; 
y censuran á los que admitian la declaración del hecho rechazando la de 
sus circunstancias; exigen, pues, que conste la verdad del cuerpo del deli- 
‘to, y además, que conste su certeza; por lo cual, si uno confirma haber 
‘dado muerte 4 un hombre, no se le podrá castigar mientras no se comprue- 
be, no sólo que tal hombre murió, sino que murió de cierta y determinada 
‘manera. Y por eso dice un escritor moderno: «bien parece å primera vista * 
que la confesión de un acusado justifica enteramente al acusador y á los 
Jueces que le condenan, pues el que se reconoce culpable del crimen que 
se le imputa, pronuncia él mismo su condenación; pero se han visto no 
pocos casos en que, después de haber subido al patíbulo el confesante de 
un homicidio, se ha presentado viva y sana la persona que se suponía 
haber sido victima». 

Verdaderamente se dirá que puede darse tal caso; pero nuestra ley sus- 
tantiva sólo exige la confesión para que se pueda imponer el castigo; en 
nuestra legislación positiva se puede imponer cualquier pena, sin excep- 
ción, por indicios graves y concluyentes; ¿y qué indicio más fuerte que la 
misma confesión que se enumera de un modo terminante y claro? Cierto es 
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que nuestra legislación procesal, semejante 4 las antiguas disposiciones de 
los judios y romanos, permite imponer la última pena al reo contra quien 
sólo la prueba de confesión exista; cierto que, siguiendo una doctrina 
desechada en otras naciones, para quienes la confesión puede ser efecto de 
la turbación ó del despecho, consiente, cerrar los cidos á todo humanitario 
razonamiento, á toda discusión y á toda esperanza; cierto, en fin, que la 
confesión, ni aun sirve de circunstancia atenuante por analogía, según nu- 
merosas sentencias del primer Tribunal de la nación; pero por lo mismo 
que la confesión es de tal importancia, se necesita no exagerar el precepto 
del legislador, concediéndole desmedido alcance. 

La confesión, cuando no existe otra prueba, es la base de la sentencia, y 
la confirmación auténtica, por parte del reo, de las presunciones del Juez; 
pero la confesión es un fundamento sobre el cual se levanta el estandarte 
de la ley, ante cuyas determinaciones va å presentarse á la sociedad el es-' 
carmiento, ante el reo la vindicta, ante la conciencia la ejemplaridad, y 
de aquí que el ánimo exige garantías, el criterio prudencia y la sociedad 
misma demanda la razón, inquiere el motivo y pide satisfactoria explica- 
ción de la justicia misma. Por eso se han exigido siempre ciertos requisi- 
tos para que la confesión surta pleno efecto. De aquí aquellos disticos secu- 
lares en que la: antigua jurisprudencia reunió sus máximas para fortalecer 
el juicio por cuantos medios pueden ilustrar el humano criterio, como 
compendio racional y jurídico de los días del renacimiento de las ciencias. 


Major, sponte, sciens, conira-se ubi jus fit, et hosti 
certum, isque, favor, jus nec natura repugnet. 


Por eso se ha exigido siempre que la confesión ee preste por mayor de 
edad, ó por un menor con asistencia de curador ad litem; que sea libre y 
espontánea; con certidumbre y no con yerro; contra sí mismo; en juicio y 
ante Juez, y en fin, que no cea contraria á la naturaleza nia las leyes 
(leyes 1.2, 5,2 y 8.2, tit. XLI; 3.2, tit. XXV y 21 tit. XVI, Part. 3.%; 4,2, 
tit. XIX, Part. 6.2) Nuestra ley ó compilación procesal se halla deficien- 
te en punto tan trascendental é interesante: al parecer, ninguna condición 
exige, ninguna excluye: y un temperamento que quizá con demasiada faci- 
lidad ha declarado derogadas por ellas todas las disposiciones anteriores, 
parece eludir las discusiones á que tan debatida cuestión se presta. Los — 
autores, no obstante, iluminando con su talento los antros de ese estado 
legal, dicen que si el reo quisiere enmendar el error de su confesión, aun- 
que ratificada ante Juez competente, se le ha de admitir la prueba de error; 
y probado, la confesión no le perjudica. «También puede, si hubiese errado 
en alguna cosa, revocarla, interpretarla, declararla y excusarla, aun des. 
pués de la sentencia, alegándose el error, no sólo por el reo, sino por cual- 


- quiera de sus consanguineos, aun contra la voluntad del reo. Si la confe- 


sión se compusiere de varias partes y algunas de ellas resultasen ewiden- 
temente falsas, se presume falsa en su totalidad; si es suceptible de dos 
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interpetaciones, se ha de aceptar la interpretación más favorable al reo 
(Julius Clarus, Farciac, Mascard; sentencia del Tribunal Supremo de 25 de 
Enero de 1854, citados en la Enciclopedia española de derecho y adminis 
tración).» Hállase en conformidad con esta doctrina el espíritu de nuestra 
Jegislación; pues al decir que los Jueces tienen la facultad de apreciar las 
pruebas, desde luego les da derecho y les impone el deber de apreciarlas 
con filosófico criterio. Además, nada más cierto que la indivisibilidad de 
lo que dice un hombre, puesto que no es dable suponer dos instintos, dos 
voluntades á un tiempo en ningún ser racional. La ley considera la inda- 
gatoria indivisible, puesto que sólo permite suspenderla; pero todas las 
declaraciones del reo, constituyen una sola; es también cierto que se per- 
mite al reo declarar cuantas veces quiera; luego es evidente que hay que 
poner de acuerdo, si se puede, las distintas partes de su única é indivisi- 
ble declaración. De aquí que cuando no es posible deducir de ella con fijeza 
lo que es cierto, sin género de duda, es necesario recurrir á pruebas exter- 
nas, porque de lo contrario se caería en el absurdo juridico de creer lo más 
favorable al reo en caso dudoso. ¿Para qué habia de permitir la ley al reo 
declarar cuantas veces quisiera, si después habia de dar facultad al Juez 
para no estimar lo que dijese? l 

Según jurisprudencia del Tribunal Supremo, aceptando la confesión 
del procesado para declararle culpable, sin expresar otros fundamentos, es 
preciso admitir aquella en todos sus extremos, tanto en lo que le es perju- 
dicial como en lo que le es beneficioso (sentencia de 8 de Mayo de 1875); 
por consiguiente, si la confesión de Otero hubiera de servir de base á la 
sentencia que recaiga en esta causa, el Tribunal deberá aceptar todas las 
manifestaciones del procesado, tanto en lo favorable como en lo adverso, y 
en su caso, restringiendo ésto y ampliando aquéllo. Mas como precisa- 
mente la contradicción de Otero no está en lo accidental, sino en lo esen- 
cial de su declaración, el juzgador se vería en el caso de desechar por com. 
pleto la supuesta confesión de mi patrocinado. 

Francisco Otero, pues, no ha confesado, porque de su indagatoria, que 
es una sola declaración interrumpida, no se deduce nada cierto ni seguro; 
se contradice en todo; sólo una cosa aparece siempre dominando su espíritu 
como funesta sombra: la idea del suicidio. Influido por la tirania de su pen- 
samiento, víctima de alucinaciones cuntrarias, esclavo de la ignorancia 
propia, sufriendo el aguijón de la miseria, la dureza de sus parientes y el 
rigor de la desesperación amarga, Otero no se da cuenta de sus actos; pare- 
ce una máquina viva; declaró que sí primero, que no más tarde; ¿tiene 
bastante fuerza la primera manifestación para envolver á la segunda, ó al 
contrario? Por lo menos ¿no cabe la duda, la vacilación, el temor de yerro? 
Pues con esto bastaria para que la mano se resistiera á escribir una senten - 
cia de muerte. 

Mas no sólo es que falta confesión judicial; es que no se comprueba el 
cuerpo del delito; es que se busca el mal que ese reo ha causado y no ee ve, 
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porque no puede llamarse mal al temor de los hombres, ni 4 la posibilidad 
de haberlo causado; si se observa algo, se oyeron dos disparos; pero no se 

* observa todo lo que el acusador ve, ni todo lo que pretende que se vea. Si 

hubiera habido confesión judicial, ya tenía el Juzgado un delincuente, 
pero ne por eso encontraría la existencia del delito que se pretende, á no 
ser un delito imaginario, que tampoco podría llamarse frustrado, porque no 
consta que el autor hiciege cuanto de su parte estuvo, y que hubiese ulti- 
mado los actos todos de ejecución. ¿Tenía proyectiles el arma? Sin ellos no 
puede causarse la muerte, y el Ministerio fiscal no puede afirmarlo des- 
pués de los dictámenes periciales que vamos á examinar. 

Los arquitectos D. Francisco Urquiza, D. Joaquin de la Concha, D. Mi- 
guel Mathet y D. Severiano Jaime de la Lastra, en su dictamen del fo 
lio 286 al 288, expresan que, reconocido minuciosa y detalladamente el 
lugar del suceso, y examinados con toda escrupulosidad los puntos en que 
racionalmente pudieran tocar los proyectiles disparados desde el sitio en 
que estaba colocado el procesado al tiempo de los disparos, dada la posición 
del carruaje que conducía á las reales personas, ninguna huella se ha en- 
contrado que marque, siquiera sea débilmente, la trayectoria del proyectil, 
siendo indiscutible, como demuestra el plano que acompaña 4 dicho dicta- 
men, que es materialmente imposible que la señal que se observa en el 
primer macho de la izquierda, á una altura de 1'50 metros sobre la rasante 
del terreno (que es la que los arquitectos del sumario dijeron podía ser la 
de uno de los proyectiles) pueda ser producida por un proyectil disparado 
desde el sitio en que estaba el procesado, ya sea en la primera situación 
en que le colocan los testigos, ya en la segunda, bajo cuyos dos supuestos 
declaran dichos peritos. 

No se ha encontrado proyectil alguno; no se ha encontrado tampoco 
ningún punto de choque contra la fachada de Palacio. ¿Puede asegurarse 
que el procesado había cargado con bala la pistola? ¿Puede afirmarse que 
apuntó á S. M.? Nada de esto se comprueba; no hay rastro siquiera ni indi- 
cio que lo demuestre. ¿Cómo, pues, lo presume el Ministerio público? Sólo 
por el dicho de Otero en su primera declaración; no tiene otro fundamento. 

El reconocimiento de los peritos militares (folios del 298 al 300) viene 
á corroborar nuestro razonamiento. Dicen estos peritos, que examinada el 
arma con que se hicieron los disparos de autos, no puede clasificarse por 
su construcción entre las llamadas de precisión; que dada la distancia de 
la boca del arma al costado derecho de S. M. (un metro cuarenta centi- 
metros próximamente) hay la casi seguridad de que en condiciones norma 
les y sin ser diestro tirador, se hiere á un hombre; que no es posible ase- 
gurar, si el no haber causado daño, como afortunadamente ha ocurrido, en 
el presente caso, puede depender de falta de voluntad ó arrepentimiento 
del Otero en el momento de disparar, ó de la perturbación que produce el 
cometer un crimen, ó de otra cualquiera causa; y que respecto á si los úl. 
timos disparos hechos con el arma lo fueron con bala ó sin ella, no es posi 
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ble deducirlo del examen de los residuos depositados en las ánimas. 

Dada la distancia de la boca del arma al costado derecho de S. M., hay 
la casi seguridad de herir 4 un hombre, dicen los peritos, y sin embargo” 
de esa casi seguridad, aquí no se ha herido. ¿No cabe presumir que efec. 
tivamente el Otero no hiciera puntería, porque realmente no fuera su in 
tención herir ni ofender 4S. M., como el mismo procesado mani fiesta en 
su última declaración? ¿Por qué no se ha de creer esto cuando es precisa. 
mente lo más verosímil, atendido el resultado de autos? ¿Por qué moti- 
vos, niqué fundamentos hay para suponer, como supone el Ministerio pú- 
blico, que la intención de Otero fué la de matar á S. M., cuando ningún 
hecho, declaración ni reconocimiento lo aemuestran? Sólo dando á la pri- 
mera parte de la indagatoria del procesado un valor jurídico que no tiene, 
según hemos demostrado, puede hacerse tal suposición. Metro y medio de 
distancia, apuntar å un carruaje con cuatro personas y no dar á ninguna 
de ellas, ni aun al carruaje mismo, es mucho más inverosímil, mucho me 
nos creible que todo lo que la defensa sostiene. __ 

No pueden tampoco asegurar los peritos si los disparos lo fueron con 
bala ó sin ella. ¿Pues, por qué no ha de presumirse que no la tenían, en 
' vez de suponer lo contrario? La misma razón bay, atendido este dictamen 
pericial; lo mismo puede suponerse lo uno que lo otro. Mas como todos los 
demás antecedentes que obran en la causa, convienen y hacen admisible 
la suposición de que los disparos pudieron no ser hechos con bala, no hay 
más motivo para negar que la tuvieran, que para afirmarlo . A 

En resumen: la defensa cree haber impugnado en su totalidad la acu 
sación de la del Ministerio público, distribuyendo sus razonamientos en 
las cuatro partes de que se compone este escrito, relativas á las peticiones 
que sucesivamente, y sólo para el caso y lugar respectivos interesa, estu- 
diando el proceso: bajo el punto de vista filosófico legal y analizando el 
verdadero valor jurídico de cada una de sus partes. 

Me ocupé primeramente de la exención de responsabilidad criminal, 
discutiendo la prueba de tan importante extremo practicada, y depurando 
los elementos de que se compone para venir á deducir más tarde el funda 
mento en que se basa mi primera petición, totalmente ajustada á las disg- 
posiciones vigentes. Mas con el deseo de recorrer los varios aspectos de la 
cuestión y de examinar bajo todas sus fases el problema científico, prepa- 
rando al mismo tiempo el camino para discutir más tarde la prueba en 
que cree fundarse el Ministerio público, he necesitado detenerme á consi - 
derar que, dada la rapidez-de la presente causa, si por inesperado evento 
hubiere de no estarse á la más favorable opinión de los dictámenes médico- 
periciales, era necesario permitir como extraordinaria alguna prueba con 
la actividad que es indispensable para que punto de tal importancia como 
el referente á la situación moral é intelectual de mi patrocinado se aclare, 
si es que duda pudiere haber, dado el sentido de las máximas que guían el 
criterio del juzgador, y que no en vano creo dejar invocadas. 
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Y si se dijere que tal cosa no puede hacerse por no establecerlo la ley 
ni la costumbre de los Tribunales, si bien aquella tampoco lo prohibe, en 
al menos indispensable que el Juzgado se sirva dictar auto para mejor 
proveer, lo cual no habrá duda que puede hacerlo, y abrigo la creencia de 
haber demostrado la justicia de esta pretensión. 

Siendo Ja base de que parte el Ministerio público para calificar el hecho 
de autos las clasificaciones de los testigos del sumario y la indagatoria de 
mi defendido, la defensa ha necesitado extenderse en la consideración de 
ambos puntos, ya para poner de relieve las contradicciones en que incurren 
dichos testigos y la inutilidad de sus deposiciones, ya también para deter- 
minar la verdadera fuerza que puede tener dentro del sistema vigente una 
indagatoria contradicha, y por consiguiente una confesión nula de que no 
se puede deducir nada cierto, sin que por otra parte existan pruebas para 
patentizar las ideas que á mi defendido se atribuyen. Corrobórase todo lo 
dicho con la exposición de los informes emitidos por los peritos arquitec- 
tos y militares, quienes vienen á confirmar la falta absoluta de seguridad 
con que tienen que hacerse los cargos. 

Una vez investigado el concepto de la prueba en su totalidad, era ya 
tiempo de que la defensa pasara á tratar la parte más interesante del es- 
crito de acusación. Eslo sin duda aquella que se refiere 4 la calificación 
del delito, y mi parte ha necesitado entrar de lleno en esta cuestión hasta 
evidenciar en su juicio lo erróneo de tal extremo, en que se determina un 
delito que no puede existir en el hecho de autos, dada la falta de prueba y 
las condiciones especiales y caracteristicas que lo determinan. Mas el Mi. 
nisterio fiscal señala dos circunstancias agravantes al expresado delito, y 
la defensa debía también estudiarla hasta donde le fuera posible, al objeto 
de poder afirmar ó negar que dichas circunstancias existian. El Juzgado 
podrá convencerse de esto último en vista de los datos irrecusables que mi 
parte ha tenido presentes y que la ilustración del Juzgado ya conoce. 

No bastaba alegar en contra de la acusación aludida, sino que para 
abarcar el completo concepto de la cuestión que se discute, la defensa 
debía ocuparse de establecer una afirmación opuesta á la afirmación del 
escrito contrario, y bajo la hipótesis de que las dos primeras peticiones, 
por su orden, pudieran no ser estimadas. De aquí la justificación y prueba 
que mi parte cree haber producido acerca del disparo de arma de fuego, 
constitutivo de falta. 

Quedaba una última hipótesis, aunque realmente no era de esperar que 
llegara el caso de considerar que hubo delito, ni menos el de imponer una 
pena; y era la idea de que pudiera, quizá, decirse que el disparo no cons- 
titula una falta. Acerca de este punto último en que la defensa puede colo- 
carse, como el peor y más desfavorable, para su defendido, cuya situación 
moral es bien conocida, tuvo que estudiar la posibilidad de aplicarse al 
caso presente el articulo del Código que del delito de disparo de arma de 
fuego se ocupa. Y finalmente, debió decir que en concepto de mi parte 
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quedan probadas, y serán de apreciar en su caso, tres circunstancias ate- 
nuantes; una muy calificada como comprendida en el número primero 
del art. 9.° de dicho Código, y además la de embriaguez no habitual, ni 
posterior al proyecto (que se supone) de cometer un delito, y la última la 
de monomania suicida, por analogia con la de arrebato y obcecación. Cree 
firmemente la defensa que en todos log anteriores extremos, dispone de 
pruebas indudables; que la acusación fiecal carece de la solidez que nece- 
sitaría tener, por no basarse en la resultancia de autos, apreciada sin nin- 
guna prevención desfavorable al procesado; y espera confiada que el recto 
y sabio Juzgador, con la mano puesta sobre su corazón, los ojos atentos á 
la Ley, la conciencia integérrima y la voluntad libre, venga 4 pesar unos y 
vtros razonamientos en la balanza sagrada de la Justicia. 

Por todo lo expuesto, 

Al Juzgado suplico se sirva proveer y determinar según dejo solicitado 
al principio. 
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